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PROLOGO 


1.  La  Junta  de  Acción  Católica  Española,  con  acertadísimo  acuerdo, 
determinó  establecer  una  Universidad  de  verano  en  Santander,  donde  pro- 
fesores escogidos  de  toda  la  nación  expusiesen  cursillos  de  distintas  mate- 
rias de  actualidad,  a  discípulos  que  allí  quisiesen  congregarse. 

Con  felices  auspicios  se  inauguró  la  Universidad  Católica  en  el  Colegio 
Cántabro  el  primero  de  julio  de  1933;  la  simpatía  con  que  fue  acogida,  el 
crecido  número  y  la  calidad  de  alumnos  a  ella  venidos  de  todas  las  provin- 
cias españolas,  su  excelente  espíritu  de  laboriosidad,  de  ansias  de  saber 
cosas  buenas  y  serias,  de  piedad  y  entusiasmo  por  la  causa  católica;  los 
sacrificios  que  se  impusieron  algunos  de  esos  jóvenes,  invirtiendo  en  el  coste 
de  estos  estudios  los  ahorrillos  que  tenían  hechos  para  sus  diversiones  vera- 
niegas; la  seriedad  y  competencia  con  que  los  profesores  cumplieron  su 
misión  eran  prendas  seguras  de  los  frutos  abundantísimos  que  la  Univer- 
sidad Católica  de  verano  estaba  llamada  a  producir  en  bien  de  la  Iglesia 
y  de  España. 

Invitado  por  el  insigne  Presidente  de  la  Acción  Católica,  D.  Angel  Herre- 
ra, hoy  dignísimo  Obispo  de  Málaga,  para  que  me  encargarse  yo  de  un  cur- 
sillo de  Concordatos,  hubiérame  excusado  con  la  multitud  de  cargas  que 
sobre  mí  pesaban,  y  con  otras  graves  razones;  pero  preferí  hacer  un  pe- 
queño sacrificio  por  la  Acción  Católica.  Porque  aquellos  aciagos  tiempos  de 
la  República,  en  que  por  todas  partes,  pero  principalmente  en  España,  se 
atacaba  con  tanto  encono  a  nuestra  santa  religión,  todos  los  hijos  amantes 
de  la  Iglesia  Católica  debíamos  ponernos  a  la  brecha,  para  defenderla; 
debíamos  militar  en  las  filas  de  la  Acción  Católica,  que  nuestro  Santísimo 
Padre  el  Papa  Pío  XI  llevaba  en  las  niñas  de  los  ojos,  y  en  las  entretelas 
del  corazón,  como  lo  manifestó  repetidas  veces,  y  de  un  modo  especial  en 
la  Encíclica  Düectissima  nobis,  3  jun.  1933;  Acta  Apostolicae  Sedis,  25,  286, 
dirigida  a  los  españoles  con  motivo  de  la  infausta  Ley  de  Confesiones  y 
Congregaciones  religiosas,  2  jun.  1933. 

Persuadido,  pues,  de  que  más  hace  el  que  quiere  que  el  que  puede,  me 
hice  cargo  del  cursillo  de  Concordatos,  que  desarrollé  en  diecinueve  leccio- 
nes sencillas. 

Estimulado  por  los  ruegos  de  mis  oyentes  y  por  la  invitación  del  mismo 
Presidente  de  la  Acción  Católica,  me  resolví  a  publicar  mis  explicaciones  en 
un  libro  que  en  breve  había  de  ver  la  luz  pública.  Tanto  más  cuanto  que  la 
asignatura  de  Concordatos  es  una  de  las  señaladas  por  la  Facultad  de  De- 
recho Canónico  en  las  Ordenaciones  de  la  S.  Congr.  de  Seminarlos,  12  jun. 
1931;  A.  A.  S.  23,  263. 
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PRÓLOGO 


2.  Importancia  del  tema.  Los  Concordatos,  he  aquí  un  tema  de  suma 
actualidad;  tema  tan  traído  y  llevado  desde  el  advenimiento  de  la  segunda 
República  española  que  de  él  hablaron  hasta  en  los  pueblos  más  pequeños, 
improvisados  oradores  de  mitin,  y  escribieron  periodistas  adocenados  con 
una  ligereza  infinita,  con  un  desconocimiento  total  de  la  materia,  sin  la 
más  mínima  noción  de  lo  que  es  un  concordato. 

Al  mismo  tiempo  el  tema  de  los  Concordatos  estuvo  de  moda  en  la  com- 
posición de  las  tesis  o  disertaciones  para  el  doctorado  de  Derecho  Civil  en 
España.  Sobre  él  se  han  publicado  numerosos  escritos,  tanto  en  nuestra 
patria  como  en  el  extranjero. 

De  aquí  la  oportunidad  de  nuestra  obra  Concordatos  (1933).  En  la  legis- 
lación de  no  pocas  naciones  tiene  parte  muy  principal  el  derecho  concordado, 
cuyo  fin  es  regular  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  en  materias 
tocantes  a  ambas  potestades,  eclesiástica  y  civil. 

Nuestra  1.^  edición  naturalmente  había  de  referirse  al  Concordato  de  1851 
entre  Pío  IX  e  Isabel  II,  que,  aunque  conculcado  de  hecho  por  el  Gobierno 
de  la  segunda  República,  juzgábamos  vigente  de  derecho,  ya  que  no  se 
había  divulgado  noticia  alguna  sobre  denuncia  alguna  de  aquel  Concordato 
por  parte  de  la  Santa  Sede.  Posteriormente  se  dio  por  caducado,  ya  que  en 
el  Convenio  de  7  de  jun.  de  1941  entre  Pío  XII  y  el  Jefe  del  Estado,  Gene- 
ralísimo Franco,  sobre  el  nombramiento  de  Obispos,  el  Gobierno  español  se 
com.prometió  a  seguir  observando  los  cuatro  artículos  primeros  del  Concor- 
dato de  1851,  hasta  la  celebración  de  uno  nuevo. 

Felizmente  estipulado  el  Concordato  hoy  vigente,  del  27  de  agosto  de 
1953,  nuestra  obra,  desde  hacía  muchos  años  agotada,  y  de  nuevo  solici- 
tada ahora  con  empeño,  ha  de  publicarse  refundida  a  fondo,  no  sólo  con- 
forme a  la  novísima  legislación  concordada,  sino  también  en  cuanto  a  la 
parte  doctrinal  o  teórica,  haciéndonos  cargo  de  nuevas  teorías  lanzadas 
sobre  distintos  puntos  concernientes  a  la  doctrina  de  los  Concordatos  en 
general. 

Procuraremos  que  en  toda  la  obra  predomine  un  carácter  práctico,  para 
mayor  utilidad  de  los  lectores. 

3.  División  de  la  materia.  Dividiremos  nuestro  tratado  en  tres  partes: 
Primera:  Doctrina  general  de  los  Concordatos.  —  Segunda:  Reseña  de  los 
Concordatos  españoles.  —  Tercera:  Concordato  de  1953. 

En  Apéndice  daremos  el  texto  de  nuestro  Concordato  de  1953  y  los  docu- 
mentos que  en  él  se  citan;  así  como  también  el  texto  del  Concordato  de 
1851 ;  y  de  otros  documentos. 

El  Divino  Corazón  de  Jesús,  a  quien  consagro  este  mil  humilde  trabajo, 
se  digne  bendecirle  y  hacerle  fecundo  en  frutos  de  bendición. 
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DOCTRINA  GENERAL  DE  LOS  CONCORDATOS 


CAPITULO  I 
LA  IGLESIA  Y  EL  ESTADO 

5.  Paralelo.  Para  proceder  con  orden  y  sobre  base  firme  y  fijar  bien 
el  alcance  de  los  términos,  comenzaremos  por  asentar  varias  verdades  fun- 
damentales, cuya  exposición  y  prueba  detallada  corresponde  al  Derecho  pú- 
blico de  la  Iglesia,  y  que  apenas  haremos  más  que  apuntar. 

Trazaremos  en  esta  primera  lección  un  paralelo  entre  la  Iglesia  y  el  Es- 
tado, inspirándonos  en  el  que  publicó  el  P.  Joaquín  Salaverri  en  Sal  Terrae, 
1932,  p.  29  sigs. 

La  Iglesia  y  el  Estado  son  dos  instituciones  al  servicio  del  hombre,  que 
coexisten  en  el  mundo  hace  19  siglos  y  coexistirán  hasta  el  fin  de  los  tiempos. 

Este  hecho  innegable  radica  en  una  doble  necesidad  impuesta  por  Dios: 
la  necesidad  natural  del  Estado,  impuesta  por  la  misma  naturaleza  huma- 
na; la  necesidad  positiva  de  la  Iglesia,  impuesta  por  especial  disposición 
divina. 

"Impresa  en  su  naturaleza  lleva  el  hombre  la  tendencia  a  vivir  en  so- 
ciedad civil",  dijo  sabiamente  León  XIII  en  la  Encíclica  Immortale  Dei, 
1  nov.  1885  (1);  y  por  eso  el  Estado  ha  de  existir  mientras  exista  el  hom- 
bre, por  ser  imprescindible  condición  para  satisfacer  esta  necesidad  de 
su  ser. 

A  la  Iglesia  dijo  Jesucristo,  su  divino  Fundador,  que  contase  con  su  apoyo 
hasta  la  consumación  de  los  siglos  (S.  Mat.  28,  20);  y  en  esta  palabra  divina 
tiene  la  Iglesia  garantizada  absolutamente  su  existencia  perpetua,  a  pesar 
de  todas  las  maquinaciones  de  sus  enemigos:  Et  portae  inferi  non  praevale- 
hunt  adversus  eam  (S.  Mat.  16,  18). 

¿Será  posible  que  dos  sociedades  humanas,  que  necesariamente  han  de 
coexistir  en  el  mundo,  puedan  vivir  en  él  sin  conocerse?  ¿Será  posible  que, 
habiendo  de  ser  el  mismo  hombre  súbdito  a  la  vez  de  la  Iglesia  y  del  Estado, 
no  hayan  de  surgir  conflictos,  al  exigir  de  él  ambas  instituciones  el  cum- 
plimiento de  deberes  impuestos  sin  previo  acuerdo? 


(1)    Acta  S.  Sedis,  vol.  28,  p.  161. 
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LA  IGLESIA  Y  EL  ESTADO 


A  estos  problemas  responde  la  doctrina  de  las  relaciones  de  la  Iglesia 
y  el  Estado. 

Expondremos  brevemente  los  principios  más  fundamentales  que  nos  ex- 
plican: 1.°  En  qué  convienen.  2.»  En  qué  se  diferencian.  3.°  En  qué 
deben  armonizarse. 

6.  Qué  es  la  Iglesia.  Y  ante  todo,  ¿qué  es  la  Iglesia?  Defínela  el  P.  As- 
tete  en  su  Catecismo,  la  congregación  de  los  fieles  cristianos  cuya  cabeza 
es  el  Papa.  Definición  que  en  sustancia  viene  a  coincidir  con  la  que  da  el 
sapientísimo  Doctor  de  la  Iglesia  S.  Roberto  Belarmino,  S.  I.,  en  sus  céle- 
bres Controversias,  IV,  lib.  3,  c.  2;  y  un  tanto  más  desarrollada  es  la  que  da 
el  eminente  canonista  P.  Wernz,  Ius  Decret.,  1,1:  La  Iglesia  es  una  sociedad 
religiosa  de  los  hombres  bautizados,  fundada  por  Jesucristo,  y  unida  por  el 
triple  lazo  de  la  profesión  de  una  misma  fe,  participación  de  los  mismos 
sacramentos  y  régimen  de  los  mismos  pastores,  los  Obispos,  y  principal- 
mente del  Romano  Pontífice. 

7.  Qué  es  el  Estado.  El  Estado  suele  tomarse  en  dos  acepciones  o  sen- 
tidos: a)  A  veces  se  toma  por  la  sociedad  civil,  autónoma,  organizada 
para  la  consecución  del  bien  común  natural,  bajo  el  régimen  de  una  auto- 
ridad suprema  e  independiente  (Estado- Sociedad),  b)  Otras  veces  signi- 
fica el  gobierno  que  la  rige,  la  representa  y  la  personifica  (Estado- Auto- 
ridad). 

En  la  primera  acepción  se  considera  el  organismo  social  íntegro,  con  su 
cuerpo,  que  son  los  miembros  de  la  sociedad,  y  su  cabeza,  que  es  la  auto- 
ridad suprema  que  la  rige;  en  la  segunda  sólo  se  considera  la  cabeza,  como 
rectora  y  representación  de  todo  el  organismo  o  sociedad. 

En  este  trabajo  no  tenemos  inconveniente  en  dar  al  Estado  uno  u  otro 
sentido,  aunque  preferimos  tomarle  en  el  sentido  de  sociedad  civil. 

I.    En  qué  convienen 

8.  1.°    Por  su  origen.   La  Iglesia  y  el  Estado  son  de  origen  divino. 

a)  La  Iglesia  tiene  a  Dios  por  autor.  La  Iglesia  Católica  fue  fundada  por 
N.  S.  Jesucristo,  que  es  Dios  verdadero.  La  fundación  divina  de  la  Iglesia 
es  un  hecho  incontrovertible,  que  demuestra  la  historia.  Es  un  dogma  fun- 
damental del  cristianismo.  Esta  verdad  fue  unánimemente  reconocida  y  de- 
fendida por  todas  las  confesiones  cristianas,  aun  las  herejes  y  cismáticas, 
hasta  que  en  el  siglo  xix  se  erigió  en  sistema  el  racionalism^o,  que  rechaza 
todo  orden  sobrenatural.  Esta  verdad  es  la  conclusión  ciertísima  de  todo 
un  amplio  tratado  de  Teología. 

En  la  imposibilidad  de  exponer  aquí  toda  esta  magnífica  demostración, 
baste  indicar  que  los  Evangelios,  el  libro  de  los  Hechos  de  los  Apóstoles  y  las 
Cartas  de  San  Pablo  demuestran  hasta  la  evidencia  la  institución  divina 
de  la  Iglesia. 

Los  Evangelios  nos  atestiguan  dos  cosas:  la  primera  la  autoridad  divina, 
de  que  estaba  investido  Jesucristo  y  la  divinidad  del  mismo  Señor,  compro- 
badas por  innumerables  milagros;  la  segunda  son  las  palabras  formales  en 
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que  Jesús,  Hijo  de  Dios,  instituyó  su  Iglesia.  "Tú  eres  Pedro,  y  sobre  esta 
piedra  edificaré  mi  Iglesia...".  "Apacienta  mis  corderos,  apacienta  mis  ove- 
jas" (S.  Mat.  16,  18;  S.  Juan  21,  15-17). 

Los  Hechos  de  los  Apóstoles  y  las  Cartas  de  San  Pablo  nos  narran  cómo 
aquellos  pobres  e  inermes  discípulos  del  Salvador,  ayudados  de  la  virtud 
divina  que  obraba  en  ellos  los  más  grandes  portentos,  cumplieron  el  mandato 
terminante  de  su  divino  Maestro  y  establecieron  la  Iglesia  y  la  dieron  el 
más  fuerte  impulso  de  difusión  por  todo  el  mundo. 

A  la  luz  de  la  historia  es  imposible  poner  en  duda  la  divina  institución 
de  la  Iglesia.  Con  razón  el  Concilio  Vaticano  (a.  1870)  en  su  sesión  IV  pro- 
clamó solemnemente  esta  verdad. 

9.  El  Estado-sociedad  es  también  de  origen  divino.  Desde  que  en 
el  s.  IV  las  ideas  cristianas  triunfaron  del  paganismo,  nunca  fue  impugnada 
esta  verdad  tan  radicalmente  como  la  combate  el  Estatismo,  desde  fines 
del  siglo  XVIII.  Sin  embargo.  Dios,  autor  de  la  naturaleza  humana,  es  por  el 
miismo  hecho  autor  del  Estado  o  sociedad  civil.  Porque  ha  dado  al  hombre 
un  instinto  social,  rodeándole  de  tantas  indigencias,  que  sólo  puede  satis- 
facer viviendo  en  sociedad.  Este  es  el  argumento  contundente  con  que 
León  XIII  demuestra  el  origen  divino  del  Estado  (Immortale  Dei). 

A  la  misma  conclusión  se  llega  considerando  la  potestad  del  Estado  que 
es  la  fuerza  jurídica,  que  obligue  a  los  socios  a  concurrir  al  bien  de  la  co- 
munidad. Sin  el  poder  civil  no  puede  darse  el  Estado-sociedad,  como  lo 
demuestra  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  y  lo  comprueba  la  historia  de 
la  humanidad. 

Ahora  bien,  donde  hay  poder  civil,  por  el  mismo  hecho  existe  necesa- 
riamente el  Estado-autoridad,  o  sea  el  organismo  que  maneje  ese  poder 
necesario  para  la  existencia  de  la  sociedad  civil  o  Estado-sociedad.  Por  con- 
siguiente el  autor  del  poder  civil  es  el  autor  del  Estado,  es  decir.  Dios,  como 
terminantemente  lo  enseña  el  Espíritu  Santo  por  boca  de  S.  Pablo:  "No 
hay  poder  sino  de  Dios,  así  que  el  que  resiste  al  poder,  resiste  a  Dios.  ¿Quie- 
res no  temer  a  la  autoridad?  Obra  el  bien,  pues  para  tu  bien  es  ministro  de 
Dios.  Si  hicieres  el  mal,  teme;  pues  ministro  de  Dios  es  para  vengar  la 
maldad"  (Rom.  13,  1). 

Con  razón  concluye  León  XIII:  No  puede  concebirse  poder  o  principado 
alguno  cuya  causa,  fuerza  y  autoridad  no  haya  de  encontrarse  totalmente 
en  Dios. 

A  la  luz  de  esta  verdad  aparece  la  falsedad  de  los  que  dicen  que  el  poder 
emana  de  la  voluntad  libre,  individual  o  colectiva,  del  hombre.  Nada  más  en 
pugna  con  el  ser  mismo  de  la  sociedad  humana;  pues  rechazando  a  Dios 
que  es  el  único  que  puede  obligar  en  conciencia  al  hombre,  la  sociedad 
humana  no  se  diferenciaría  esencialmente  de  un  rebaño.  Nada  más  pro- 
penso a  la  tiranía,  porque  repudiado  el  imperio  de  Dios  y  la  ley  eterna,  a 
que  deben  someterse  todas  las  cosas,  la  autoridad  del  Estado,  queda  erigida 
en  el  poder  más  absoluto,  sin  limites  ni  fronteras,  ante  el  cual  no  hay  nada 
que  garantice  ni  la  libertad  del  ciudadano  ni  los  derechos  inalienables  de 
la  familia.  Ya  no  hay  más  ley  que  el  arbitrio  de  la  mayoría,  que  es  el 
poder  tiránico  más  temible  (León  XIII,  Encícl.  Libertas,  20  junio  1888;  Acta 
S.  Sedis.  20,  593).  Asi  lo  estamos  viendo  en  Rusia  y  en  otras  naciones  que 
han  desterrado  a  Dios. 
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Queda,  pues,  asentado  que  tanto  la  Iglesia  como  el  Estado  son  institu- 
ciones de  derecho  divino. 

10.  Consecuencia.  ¿Qué  se  sigue  de  aquí?  Que  ni  el  Estado  puede  in- 
vadir la  jurisdicción  privativa  de  la  Iglesia;  ni  la  Iglesia  puede  arrogarse 
una  autoridad  que  menoscabe  el  poder  esencial  del  Estado. 

11.  2."  Por  su  naturaleza  y  su  fin.  La  Iglesia  y  el  Estado  son  socie- 
dades PERFECTAS  Y  SOBERANAS. 

Sociedad  se  define  la  unión  moral  y  estable  de  varios  o  muchos  que  con 
sus  actos  conspiran  a  la  consecución  de  un  fin  común. 

Sociedad  perfecta,  fundiendo  en  una  las  distintas  definiciones  que  dan 
los  filósofos  y  juristas,  como  Aristóteles,  Santo  Tomás,  El  Cardenal  Tarqui- 
ni,  etc.,  sociedad  perfecta  es  la  que  reúne  en  si  estos  tres  elementos:  a)  uni- 
versalidad en  cuanto  al  fin,  porque  se  propone  un  bien  del  hombre  completo 
en  su  género  u  orden,  natural  o  sobrenatural;  es  decir,  el  bienestar  inte- 
gral de  uno  u  otro  orden;  b)  suficiencia  de  medios  para  conseguir  ese  fin; 
c)  y  por  consiguiente  independencia  de  otra  sociedad,  de  suerte  que  en  su 
orden  no  esté  subordinada  a  ninguna.  Esto  mismo  significa  ser  sociedad 
soberana. 

12.  La  Iglesia  es  sociedad  perfecta  y  soberana,  a)  El  fin  de  la  Igle- 
sia es  conducir  al  hombre  a  su  bien  supremo,  que  es  la  plenitud  de  su  feli- 
cidad eterna,  con  la  posesión  de  Dios.  Videbimus  eum  sicuti  est  (Carta  1.^  de 
S.  Juan  3,  2). 

b)  Para  conseguir  este  fin  posee  la  Iglesia  todos  los  medios  condu- 
centes; los  posee  actualmente  o  de  hecho;  o  bien  virtualmente  o  de  derecho, 
en  cuanto  que  puede  exigirlos  a  otros.  Porque  siendo  la  Iglesia  la  depositarla 
y  continuadora  de  la  misión  salvadora  de  Jesucristo,  recibió  de  su  divino 
Fundador  la  plenitud  de  los  poderes  instituidos  por  él  para  salvar  a  los 
hombres.  "A  mí  se  me  ha  dado  toda  potestad  en  el  cielo  y  en  la  tierra. 
Por  tanto  id  y  enseñad  a  todas  las  gentes...  Y  mirad  que  yo  estaré  con  vos- 
otros hasta  el  fin  del  mundo".  Data  est  mihi  omnis  potestas  in  coelo  et  in 
térra;  cuntes  ergo  docete  omnes  gentes...  Et  ecce  ego  vobiscum  sum  ómnibus 
diebus  usque  ad  consummationem  saeculi  (S.  Mat.  28,  19-20). 

c)  Y  asi  como  recibió  todos  los  poderes  directamente  del  Hijo  de  Dios, 
así  los  posee  y  puede  ejercerlos  con  plenitud  de  derecho  y  sin  sujeción  a 
ninguna  otra  potestad  terrena. 

Manifiesto  es,  por  tanto,  que  la  Iglesia  es  una  sociedad  perfecta  y  sobe- 
rana. Que  es  lo  que  enseña  León  XIII,  cuando  dice:  "La  Iglesia  es,  no  menos 
que  la  sociedad  civil,  sociedad  perfecta"  (Immortale  Dei). 

13.  El  Estado  es  sociedad  perfecta  y  soberana,  a)  El  fin  del  Estado 
no  es  un  bien  parcial  o  incompleto  del  hombre  en  el  orden  natural,  sino 
que  abarca  en  su  conjunto  los  bienes  todos  que  pueden  contribuir  a  la 
plenitud  de  su  felicidad  natural. 

b)  Para  la  realización  de  este  fin  el  Estado  se  basta  a  sí  mismo,  porque 
de  hecho  o  de  derecho  posee  todos  cuantos  medios  requiere  la  consecución 
de  ese  fin  social,  como  explica  Aristóteles  en  su  Política  y  Santo  Tomás  en 
la  Suma. 
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c)  Por  consiguiente,  sin  someterse  a  otro  poder  social  del  mismo  orden 
puede  el  Estado  realizar  plenamente  su  fin. 

Sigúese  de  aquí  que  el  Estado  es  una  sociedad  perfecta  y  soberana.  Esto 
enseña  Pío  XI  en  su  Encíclica  Divini  illius  Magistri,  sobre  la  educación  cris- 
tiana de  la  juventud,  cuando  dice:  "La  sociedad  civil  es  sociedad  perfecta, 
porque  encierra  en  si  todos  los  medios  conducentes  al  propio  fin,  que  es  el 
bien  común  temporal".  31  dic.  1929;  Acta  Apostolicae  Sedis,  21,  723. 

14.  Consecuencia.  Siendo  la  Iglesia  y  el  Estado  sociedades  en  su  orden 
perfectas  y  soberanas,  sigúese  de  aquí  que  es  un  absurdo  pretender  el  so- 
metimiento de  la  Iglesia  al  Estado;  porque  esto  equivaldría  a  exigir  de  la 
Iglesia  su  propia  destrucción;  equivaldría  a  pedirla  que  corrigiese  por  sí 
misma  los  rasgos  que  con  autoridad  divina  se  dignó  imprimir  en  ella  el  mismo 
Jesucristo. 

15.  3.''  Por  su  relación  a  los  hombres.  La  Iglesia  y  el  Estado  son  so- 
ciedades NECESARIAS  AL  HOMBRE. 

La  Iglesia  es  necesaria  a  todo  hombre.  Así  lo  significó  su  mismo  Fun- 
dador, cuando  al  subir  al  cielo  invistió  de  todos  sus  poderes  a  sus  apóstoles 
para  que  estableciesen  por  todo  el  mundo  su  Iglesia  y  atrajesen  a  todos  los 
hombres  a  ella:  Qui  crediderit  et  haptizatus  fuerit,  salvus  erit;  qui  vero  non 
crediderit  condemnabitur.  El  que  creyere  y  fuere  bautizado,  se  salvará;  el 
que  no  creyere  se  condenará  (S.  Marc.  16,  16). 

Así  lo  predicó  el  Espíritu  Santo  por  boca  del  Apóstol  S.  Pedro:  "No  hay 
salvación  en  otro  alguno  sino  en  Jesucristo"  (Hechos  de  los  Apóstoles,  4,  12). 
Ahora  bien,  Jesucristo  confió  a  la  Iglesia  toda  su  misión  salvadora,  de  tal 
manera  que  el  reconocer  o  rechazar  a  los  superiores  de  la  Iglesia,  es  reco- 
nocer o  rechazar  al  mismo  Cristo,  al  mismo  Dios;  como  lo  declaró  el  Señor 
por  estas  palabras:  "El  que  a  vosotros  oye,  a  mí  me  oye,  y  el  que  a  vosotros 
rechaza,  a  mí  me  rechaza;  mas  el  que  me  rechaza  a  mí,  rechaza  al  Padre 
Eterno  que  me  envió"  (S.  Juan  17,  18;  20,  21;  S.  Lucas,  10,  16). 

Esta  es  la  verdad  profesada  constantemente  por  la  tradición  cristiana: 
en  aquel  célebre  axioma,  formulado  ya  en  el  siglo  iii  por  S.  Cipriano  y  i>or 
Orígenes:  ''Extra  Ecclesiam  nemo  salvatur:  Fuera  de  la  Iglesia  no  hay 
salvación"  (Migne,  Patrología  Latina,  4,  371;  Patrología  Griega,  12,  841). 
Este  es  el  principio  sentado  en  el  Código  de  derecho  eclesiástico,  can.  1322, 
§  2:  Todos  por  ley  divina  están  obligados  a  abrazar  la  verdadera  Iglesia  de 
Dios. 

16.  El  Estado  es  necesario  al  hombre.  No  queremos  decir  que  sea  ne- 
cesaria la  sociedad  civil  para  cada  individuo  y  familia  en  particular,  sino 
que  es  necesaria  en  general  tanto  para  el  individuo  como  para  la  familia. 

No  me  detendré  a  exponer  las  pruebas  de  esta  verdad,  que  todas  se  re- 
ducen a  la  multitud  de  necesidades  de  todas  clases,  que  rodean  a  la  natu- 
raleza humana,  y  que  no  pueden  ser  satisfechas  convenientemente,  sino 
en  la  vida  de  sociedad. 

17.  Consecuencia.  Ya  que  la  Iglesia  y  el  Estado  son  dos  sociedades 
necesarias  al  hombre,  el  hombre  tiene  derecho  inalienable  de  pertenecer 
simultáneamente  a  ambas.  Por  consiguiente,  ni  el  Estado  puede  entorpecer 
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a  la  Iglesia  en  su  acción  legítima  con  los  hombres,  ni  la  Iglesia  impedir 
las  funciones  justas  del  Estado  con  sus  ciudadanos. 

II.    En  qué  se  diferencian 

18.  1.°    Por  su  origen.   El  Estado  tiene  a  Dios  por  autor,  solamente  en 

CUANTO  A  su  SER  SOCIAL. 

El  ser  social  del  Estado  es  en  los  individuos  esa  necesidad  natural  y  esa 
tendencia  innata  a  vivir  en  sociedad  civil;  y  en  la  autoridad  la  amplitud 
de  poderes  necesarios  para  realizar  la  aspiración  social  de  los  hombres.  En 
cuanto  a  estas  dos  cosas,  que  constituyen  su  ser  social,  el  Estado  tiene  a 
Dios  por  autor.  Es  decir,  en  cuanto  que  Dios  dio  al  hombre  una  naturaleza 
sociable  y  una  necesidad  de  vivir  en  sociedad  civil;  y  en  cuanto  que  para 
la  vida  de  la  sociedad  es  menester  que  haya  en  ella  una  autoridad  con  los 
poderes  necesarios  para  regirla. 

Mas  la  forma  particular  de  la  constitución  de  cada  sociedad  y  la  orga- 
nización concreta  de  sus  poderes  la  ha  dejado  Dios  a  la  libre  determina- 
ción de  los  hombres;  y  por  consiguiente  las  circunstancias  y  el  bien  común 
han  de  resolver  en  cada  caso  si  la  constitución  del  Estado  ha  de  ser  de 
forma  unitaria,  federal,  etc.;  y  si  los  poderes  han  de  organizarse  de  modo 
democrático,  aristocrático,  monárquico,  etc. 

En  conformidad,  con  esto  enseña  León  XIII  en  la  Encíclica  Libertas, 
20  jun.  1888:  "La  Iglesia  no  rechaza  ninguna  forma  de  organización  con- 
creta del  Estado,  con  tal  que  sea  apta  para  procurar  el  bien  común  de  los 
ciudadanos".  Y  en  particular  de  la  forma  democrática  dice:  "De  suyo  no 
es  reprensible  hacer  al  pueblo  más  o  menos  participante  de  los  poderes" 
(Immortale  Dei,  1  nov.  1885). 

Otro  tanto  escribe  Pío  XI  en  su  Encíclica  Dilectissima  nohis,  3  jun.  1933, 
dirigida  a  los  españoles,  con  motivo  de  la  persecución  religiosa:  "La  Iglesia 
Católica,  no  estando  bajo  ningún  respecto  ligada  a  una  forma  de  gobierno 
más  que  a  otra,  con  tal  que  queden  a  salvo  los  derechos  de  Dios  y  de  la 
conciencia  cristiana,  no  encuentra  dificultad  en  avenirse  con  las  diversas 
instituciones  civiles,  sean  monárquicas  o  republicanas,  aristocráticas  o  de- 
mocráticas" (Acta  Apost.  Sed.  25,  261). 

19.  La  Iglesia  tiene  por  autor  a  Jesucristo  aun  en  cuanto  a  la  forma 
de  su  constitución  y  a  la  organización  de  sus  poderes. 

La  forma  constitucional  de  la  Iglesia  es  por  institución  divina  eminen- 
temente unitaria.  A  la  demostración  de  esta  verdad  dedicó  León  XIII  toda 
la  Encíclica  Satis  cognitum,  29  jun.  1896.  Esta  forma  unitaria  es  la  que 
reclama  aquella  unión  perfectísima  que  Jesucristo  en  la  última  cena  de 
despedida,  la  víspera  de  su  muerte,  pidió  al  Eterno  Padre:  "Ruego  también 
por  todos  los  que  han  de  creer  en  mí,  para  que  todos  sean  uno,  para  que 
su  unidad  sea  consumada"  CS.  Juan  17,  20-23). 

La  Iglesia,  pues,  es  y  será  siempre  unitaria,  en  el  gobierno,  en  la  doc- 
trina y  en  el  culto.  Unitaria  con  aquella  unidad  que  S.  Pablo  sintetiza  en 
esta  fórmula:  Unus  Dominus,  una  fides,  unum  haptisma.  Un  Señor,  una  fe, 
un  bautismo  (A  los  Efesios,  4,  5).  Por  eso  decimos  en  el  Credo  de  la  Misa: 
Creo  en  la  Iglesia  una. 
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La  organización  de  los  poderes  de  la  Iglesia  también  está  determinada 
por  su  divino  Fundador.  Tal  organización  es  monárquica- jerárquica,  ya  que 
por  ordenación  divina  sólo  pueden  ejercer  los  poderes  los  apóstoles  desig- 
nados por  Cristo  y  sus  legítimos  sucesores,  los  ObisixDS.  y  a  la  cabeza  de 
todos  el  Romano  Pontífice,  sucesor  de  San  Pedro,  Vicario  de  Jesucristo. 

La  Jerarquía  de  la  Iglesia  fue  unánimemente  reconocida,  hasta  que  en 
el  siglo  XIV  los  precursores  del  protestantismo,  y  desde  el  siglo  xvi  los  pro- 
testantes, vinieron  a  impugnarla.  Sus  falaces  argumentos  han  sido  victorio- 
samente deshechos  mil  veces  por  los  teólogos;  la  organización  jerárquica 
de  los  poderes  de  la  Iglesia  quedó  solemnemente  definida  por  los  Concilios 
de  Trento,  ses.  23,  De  Ordine,  cap.  2,  4;  can.  6,  7;  y  Vaticano,  ses.  4;  y  afir- 
mada en  el  can.  108  del  Código  Eclesiástico:  "Por  divina  institución  la  sa- 
grada jerarquía  por  razón  del  orden  consta  de  Obispos,  presbíteros  y  minis- 
tros; y  por  razón  de  la  jurisdicción  se  divide  en  un  pontificado  supremo  y 
un  episcopado  subordinado". 

20.  Consecuencia.  De  aquí  se  sigue  que  la  Iglesia  ha  de  ser  necesa- 
riamente una  e  inmutable  para  todos  los  hombres,  para  todos  los  países 
y  para  todos  los  tiempos.  Mientras  que  el  Estado  es  múltiple  y  puede  cam- 
biar según  las  exigencias  de  los  tiempos. 

21.  2.^^  Por  su  fin.  El  fin  es  lo  que  caracteriza  o  especifica  a  una 
sociedad. 

El  Estado  es  una  sociedad  de  orden  natural.  Su  fin  es  el  bien  completo, 
sí,  pero  temporal  y  natural  del  hombre  en  la  tierra.  Los  medios  de  que  dis- 
pone para  su  realización  pertenecen  todos  al  orden  natural,  son  los  bienes 
temporales,  de  que  se  aparta  el  hombre  en  el  momento  de  la  muerte. 

22.  La  Iglesia  es  sociedad  de  orden  sobrenatural.  El  fin  de  la  Igle- 
sia es  el  bien  eterno  y  sobrenatural  del  hombre.  Hermosamente  expone  esta 
doctrina  León  XIII,  en  la  EncícUca  Immortale  Dei.  El  mismo  Papa  en  la 
Satis  cognitum,  29  jun.  1896,  después  de  estudiar  el  fin  que  Dios  señaló  a 
la  Iglesia,  concluye:  "En  conclusión,  la  Iglesia  es  una  sociedad  divina  por 
su  origen;  sobrenatural  por  su  fin  y  por  los  medios  que  a  él  conducen  di- 
rectamente; y  porque  se  compone  de  hombres,  es  una  sociedad  humana. 

23.  Conclusión.  De  esta  radical  diferencia,  entre  la  Iglesia  y  el  Es- 
tado sigúese  que  a  cada  una  de  estas  dos  sociedades  le  corresponde  un  cam- 
po de  acción,  dentro  del  cual  gozan  de  absoluta  independencia. 

Asi  lo  declara  Leóx  XIII:  "Dios  ha  dividido  entre  dos  potestades  el  go- 
bierno del  género  humano :  la  eclesiástica  y  la  civil,  poniendo  a  la  una  al 
frente  de  las  cosas  divinas;  y  a  la  otra  al  frente  de  las  humanas.  Ambas 
supremas,  cada  una  en  su  orden,  la  una  y  la  otra  tienen  sus  límites  fijos, 
inmediatamente  determinados  por  la  naturaleza  y  el  fin  de  cada  una;  de 
modo  que  viene  a  trazarse  una  esfera,  dentro  de  la  cual  se  desenvuelve  con 
exclusivo  derecho  la  acción  de  cada  una"  (Immortale  Dei). 

24.  3.°  Por  su  relación  al  hombre.  La  Iglesia  y  el  Estado  son  nece- 
sarios al  hombre,  pero  en  distinto  grado.  El  Estado  con  necesidad  relativa. 
El  hombre  necesita  del  Estado  para  su  bienestar  temporal.  Pero  esta  felici- 
dad terrena  no  es  el  fin  último  y  supremo  del  hombre,  y  éste  puede  conse- 
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guirse  aun  sin  lograr  aquélla.  De  donde  se  sigue  que  el  Estado  es  necesario 
sólo  relativamente. 

Además,  como  arriba  dijimos,  para  alcanzar  esta  felicidad  temporal,  el 
Estado  es  necesario  solamente  para  la  generalidad  de  los  hombres,  pueden 
bien  darse  casos  de  individuos  y  familias,  que  lograren  su  felicidad  terre- 
nal dentro  de  una  sociedad  patriarcal,  independiente  de  toda  sociedad 
civil. 

25.  La  Iglesia  es  necesaria  con  necesidad  absoluta.  El  fin  de  la  Igle- 
sia es  la  salvación  eterna  del  hombre,  de  tal  manera  que  según  la  tradi- 
ción cristiana  fuera  de  la  Iglesia  no  hay  salvación.  De  ahí  la  necesidad 
absoluta  de  pertenecer  a  ella.  La  razón  de  esta  necesidad  es  que  la  Iglesia 
por  institución  divina  es  la  única  depositaría  de  los  medios  necesarios  para 
la  salvación  ordenados  por  Jesucristo. 

Por  eso  enseña  Pío  IX  en  la  alocución  Singulari  quadam,  9  dio.  1854, 
sobre  el  racionalismo  e  indiferentismo:  Hay  que  acatar  como  de  fe  la  doc- 
trina de  que  fuera  de  la  Iglesia  Católica,  Apostólica,  Romana,  nadie  puede 
salvarse;  que  ella  es  el  arca  única  de  salvación  y  que  el  que  no  entrare  en 
ella,  perecerá  en  el  diluvio  (Dexzinger,  Enchiridion  Symbolorlm,  n.  1647). 

26.  Conclusión.  Se  diferencian  la  Iglesia  y  el  Estado,  por  su  origen, 
por  su  fin  y  por  su  necesidad. 

Por  su  origen,  la  Iglesia  es  divina  en  mayor  grado  que  el  Estado.  Por 
su  fin,  pertenece  a  un  orden  superior.  Por  su  necesidad,  como  la  eternidad 
y  el  tiempo. 

Sigúese  de  aquí  la  imposibilidad  de  que  se  equiparen  en  todo,  o  se  con- 
fundan entre  sí  o  se  subordinen  mutua  y  plenamente.  Sigúese  que  deben 
reconocerse  mutuamente  el  derecho  a  desenvolverse  con  plena  independen- 
cia en  su  campo  de  acción  respectivo. 


III.    Armonía  entre  la  Iglesia  y  el  Estado 

27.  1.*"  Por  su  origen,  a)  No  puede  haber  hostilidad.  Pues  ambas 
proceden  del  mismo  Dios,  que  no  puede  negarse  a  sí  mismo  (S.  Pablo,  Car- 
ta 2.^  a  Timot.  2,  13). 

£))  Deben  ayudarse.  El  Estado  por  tener  a  Dios  por  autor,  y  porque  es 
capaz  de  reconocerle  como  tal,  tiene  obligación  de  tributarle  culto.  Ahora 
bien,  sólo  la  Iglesia  es*  la  encargada  oficialmente  por  Dios  de  tributarle  el 
culto  verdadero  que  él  dispuso  se  le  tributara.  De  ahí  la  obligación  del 
Estado  a  buscar  ayuda  en  la  Iglesia  en  orden  a  cumplir  este  deber.  Tal 
obligación  es  formal  en  un  Estado  católico;  virtual  en  un  Estado  no  cató- 
lico, según  el  mayor  o  menor  grado  de  advertencia.  Admirablemente  desarro- 
lla esta  doctrina  León  XIII  (Immortale). 

Debe  ayudar  la  Iglesia  al  Estado,  inculcando  tanto  a  los  súbditos  como 
a  los  superiores  el  fiel  cumplimiento  de  sus  mutuos  deberes.  El  Estado  debe 
ayudar  a  la  Iglesia,  proveyéndola,  cuando  sea  necesario,  de  auxilio  y  socorro 
para  conseguir  su  fin. 
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28.  2."  Por  su  fin.  Dos  sociedades  están  ligadas  entre  sí  por  las  mis- 
mas relaciones  que  ligan  a  sus  fines  respectivos.  El  fin  de  la  Iglesia,  la 
salvación  eterna  del  hombre,  es  el  más  elevado  de  cuantos  puede  apetecer 
la  criatura  racional;  de  ahí  que  la  Iglesia  goza  de  una  preeminencia  de 
dignidad,  sobre  cualesquiera  sociedades. 

a)  No  HAY  SUBORDINACIÓN  DIRECTA.  Algunos  cscritores  insignes,  desde  el 
s.  XIV  hasta  el  Concilio  de  Trento,  a  fines  del  xvi,  defendieron  la  potestad 
directa  de  la  Iglesia  sobre  el  Estado.  Pero  esta  doctrina  fue  luego  aban- 
donada, siendo  raros  los  que  la  aceptasen,  hasta  el  siglo  xrx  (Rodríguez- 
SOTiLLO,  Compend.  lur.  Publ.  Eccles.  237,  ed.  3). 

b)  A  LA  Iglesia  está  indirectamente  subordinado  el  Estado.  Dos  socie- 
dades están  subordinadas  entre  sí  en  la  medida  en  que  lo  están  sus  fines. 
Ahora  bien,  el  fin  temporal  y  natural  del  Estado  está  subordinado  al  fin 
sobrenatural  y  eterno  de  la  Iglesia.  Luego  hay  que  reconocer  una  subordi- 
nación, no  directa,  sino  indirecta,  del  Estado  a  la  Iglesia,  en  cuanto  lo  exija 
el  fin  de  ésta.  Tal  doctrina  enseña  Pío  XI  en  la  Encíclica  Divini  illius  Ma- 
gistri,  31  dic.  1929;  Acta  Ap.  Sed.,  22,  54,  sobre  la  educación;  y  antes  que  él, 
León  XIII  ( Immortale) . 

No  nos  detendremos  a  explicar  esta  potestad  indirecta  de  la  Iglesia,  que 
pertenece  al  derecho  público  eclesiástico. 

29.  3.'  Por  su  relación  a  los  hombres,  a)  La  Iglesia  y  el  Estado 
NO  pueden  vivir  en  pugna.  El  hombre  ha  de  pertenecer  por  necesidad  a 
ambas  sociedades,  lo  cual  significa  que  ambas  le  han  de  imponer  obliga- 
ciones y  conceder  derechos. 

Si  la  Iglesia  y  el  Estado  se  contradijeren,  esa  oposición  se  reflejaría  en 
las  prerrogativas  concedidas  y  en  los  deberes  impuestos;  y  ocurriría  el  caso 
de  que  un  mismo  individuo  se  hallase  ante  una  acción  prohibida  por  la 
Iglesia  y  preceptuada  por  el  Estado,  o  viceversa,  situación  ordinaria  en  los 
tiempos  de  persecución.  La  hostilidad  y  la  discordia  sería  una  fuente  cruel 
de  perturbaciones  de  las  conciencias,  lo  que  está  en  pugna  con  la  sabiduría 
y  bondad  de  Dios,  autor  de  ambas  sociedades. 

h)  Deben  entenderse  y  ayudarse.  Lo  que  pretenden  ambas  es  la  felici- 
dad perfecta  del  mismo  hombre.  Coincidiendo  en  la  tendencia,  lógico  es 
que  aúnen  los  esfuerzos  para  conseguir  su  fin  con  más  facilidad  y  eficacia. 

C)     Los  DEBERES  DE  LA  IGLESIA  SE  HAN  DE  ANTEPONER  A  LOS  DEL  ESTADO.  La 

necesidad  de  pertenecer  a  la  Iglesia  es  absoluta  e  indeclinable,  es  la  nece- 
sidad de  conseguir  la  vida  eterna.  No  así  la  de  pertenecer  al  Estado.  Por 
tanto  en  el  conflicto  de  ambas  necesidades,  conflicto  creado  por  la  malicia 
humana,  está  obligado  el  hombre  a  mantener  su  unión  con  la  Iglesia,  aun- 
que tenga  que  renunciar  a  los  bienes  con  que  el  Estado  le  brinde.  "¿Qué 
aprovecha  al  hombre  ganar  el  mundo  entero,  si  pierde  su  alma?",  pregunta 
Jesucristo  (S.  Mat.  16,  26). 

Así  se  explica  la  vida  de  los  cristianos  en  las  Catacumbas  y  su  heroico 
comportamiento  en  los  períodos  de  persecución.  Es  palabra  de  Cristo  que 
a  sus  fieles  no  faltarán  persecuciones  hasta  el  fin  del  mundo;  pero  tam- 
bién es  promesa  que  la  Iglesia  triunfará  a  pesar  de  todas  las  adversas 
potestades. 
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30.  Conclusión.  Reclaman  la  armonía  de  la  Iglesia  y  el  Estado  el 
origen,  el  fin  y  la  necesidad  de  ambas  sociedades. 

La  separación  y  hostilidad  contradice  a  los  planes  de  Dios,  que  quiere 
armonía  en  todas  sus  obras;  pugna  con  la  obligación  del  Estado  de  rendir 
a  Dios  el  culto  que  Dios  quiere. 

Por  sus  fines.  Dios  ha  subordinado  el  fin  del  Estado  al  de  la  Iglesia.  Por 
tanto,  aunque  tienen  su  campo  de  acción  propio  e  independiente,  ante  el 
derecho  legítimo  de  la  Iglesia  debe  ceder  el  Estado. 

Mirando  a  su  necesidad,  es  absoluta  la  de  la  Iglesia,  relativa  la  del  Estado. 
Tal  es  el  principio  según  el  cual  se  deben  moderar  los  deberes  que  impo- 
nen al  hombre.  Al  Estado  se  podrán  deber  en  casos  extremos  la  sangre  y 
la  vida;  a  la  Iglesia  de  Cristo  se  deben  la  conciencia  y  el  alma. 

CAPITULO  II 

HISTORIA  DE  LAS  RELACIONES  ENTRE  LA  IGLESIA 
Y  EL  ESTADO 

31.  Sentados  los  principios  genuinos  que  deben  de  derecho  regular  las 
relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  hagamos  un  bosquejo  histórico  de 
cómo  se  han  regulado  de  hecho  en  los  distintos  tiempos  y  en  las  distintas 
naciones.  Pues  aunque  los  principios  son  inmutables,  por  ser  de  derecho 
divino,  su  aplicación  es  varia;  porque  pueden  concederse  mutuos  favores, 
y  también  hacerse  violencia. 

I.    Desde  la  fundación  de  la  Iglesia  hasta  el  edicto  de  Constantino 

(29  -  312) 

32.  Era  de  persecución  de  la  Iglesia.  Cristo  fue  anunciado  por  los 
profetas  como  rey,  muchos  siglos  antes  de  su  venida  al  mundo  (Salmo  71,  8). 
Como  rey  le  anunció  el  Angel  San  Gabriel  a  la  Virgen  María;  como  rey, 
cuyo  reino  no  tendrá  fin  en  los  tiempos  ni  límite  en  el  espacio.  Regnabit 
in  domo  Jacob  in  aeternum  et  regni  ejus  non  erit  finis  (S.  Luc.  1,  32).  Como 
a  rey  le  buscaron  los  Magos,  para  ofrecerle  ricos  presentes  de  oro,  incienso 
y  mirra  (S.  Mat.  2,  2).  Por  rey  se  reconoció  El  mismo  ante  el  tribunal  de 
Pilatos,  momentos  antes  de  ser  condenado  a  muerte:  Ergo  rex  es  tu?  —  Tu 
dicis,  quia  rex  sum  ego  (S.  Juan  18,  37).  Por  rey  le  reconoció  el  mismo  Pila- 
tos,  mandando  poner  en  lo  más  alto  de  la  cruz  este  rótulo  en  griego,  hebreo 
y  latín:  Jesús  Nazareno,  rey  de  los  judíos  (S.  Juan  19,  19). 

Pero  Cristo  jamás  quitó  ni  mermó  a  los  otros  príncipes  su  potestad; 
antes  al  contrario  prescribió  la  obediencia  a  las  legítimas  autoridades  ci- 
viles, aunque  fuesen  judías  o  gentiles:  Dad  al  César  lo  que  es  del  César,  y 
a  Dios  lo  que  es  de  Dios  (S.  Marc.  12,  17).  Porque,  como  El  mismo  respondió 
a  Pilatos:  Mi  reino  no  es  de  este  mundo  (S.  Juan  18,  36),  no  es  reino  tem- 
poral, sino  espiritual;  no  tiene  por  fin  el  bienestar  terreno  de  sus  subditos, 
sino  la  vida  eterna:  Et  ego  vitam  aeternam  do  eis  (S.  Juan  10,  28). 

Por  eso  una  vez  que  las  turbas,  después  que  obró  el  gran  milagro  de 
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la  multiplicación  de  los  panes  y  de  los  peces,  le  quisieron  aclamar  por  rey 
suyo,  Jesucristo  declinó  este  honor,  escapándose  y  escondiéndose  entre  las 
malezas  del  monte  (S.  Juan  6,  15). 

Con  razón  canta  la  Iglesia  en  el  oficio  de  la  Epifanía:  "Oh,  cruel  Here- 
des, ¿por  qué  temes  que  venga  Dios  como  rey?;  no  quita  los  reinos  mortales 
el  qiie  viene  a  dar  los  reinos  eternos". 

Tampoco  instituyó  Cristo  en  su  Iglesia  una  teocracia,  como  en  el  Anti- 
guo Testamento  la  instituyó  Dios  entre  el  pueblo  judio,  donde  el  mismo 
Dios  directamente  gobernaba  la  nación,  designando  por  modo  sobrenatural 
las  personas  de  los  reyes  o  jueces  que  con  su  autoridad  ejerciesen  el  supre- 
mo poder  civil,  e  invistiendo  de  poderes  civiles  a  las  autoridades  religiosas. 
No  así  Jesucristo,  el  fundador  de  la  Iglesia.  Jesucristo  a  sus  Apóstoles  les 
confió  solamente  el  cargo  de  propagar  la  Iglesia  por  todo  el  mundo,  y  les 
confirió  todos  los  poderes  espirituales  necesarios  para  gobernarla.  Data  est 
mihi  omnis  votestas...  Euntes  ergo  docete  omnes  gentes  (S.  Mat.  28,  19).  Eri- 
tis  mihi  testes  in  ludaea  et  in  Samaria  et  in  Galilea  et  usque  ad  ultimum 
terrae  (Hechos  de  los  Apóst.  1,  8).  No  les  confirió  autoridad  ninguna  civil. 
Por  eso  los  Apóstoles  y  sus  sucesores  no  fueron  principes  civiles. 

33.  Conducta  de  los  Apóstoles.  Con  derecho  exigieron  que  se  les  re- 
conociese su  misión  divina. 

Sin  razón  les  prohibieron  las  autoridades  civiles  la  libre  predicación 
y  ejercicio  de  la  religión  cristiana.  Pues:  a)  Ellos  exhortaban  a  los  fieles 
a  que  prestasen  obediencia  a  los  príncipes  civiles,  aunque  fuesen  gentiles,  y 
esto  por  obligación  de  conciencia,  propter  conscientiam,  como  se  lo  inculcan 
San  Pedro  a  los  cristianos  de  Asia  y  San  Pablo  a  los  de  Roma  (Carta  1.^  de 
San  Pedro  2,  13  sgts. ;  de  San  Pablo  a  los  Rom.  13,  1  sg.). 

b)  Reconocían  que  la  potestad  civil  viene  de  Dios.  Non  est  potestas  nisi 
a  Deo  (Rom.  13,  1). 

c)  Los  exhortaban  a  hacer  oración  por  todas  las  personas  constituidas 
en  autoridad;  porque  esto  es  grato  a  los  ojos  de  Dios.  Así  lo  inculca  San 
Pablo  en  carta  pastoral  a  su  discípulo  Timoteo,  Obispo  de  Efeso  (I  Tm.  2,  1). 

d)  De  hecho  consta  por  el  testimonio  de  todos  los  historiadores  que  los 
cristianos  de  los  tres  primeros  siglos  eran  los  mejores  ciudadanos,  los  más 
fieles  cumplidores  de  los  deberes  civiles.  Libanio,  gentil,  maestro  de  Retó- 
rica de  San  Juan  Crisóstomo,  admirado  de  la  virtud  de  su  discípulo  y  de  los 
cristianos,  exclamaba:  ¡Qué  mujeres  tienen  los  cristianos!  Ahí  está,  por 
ejemplo,  la  madre  de  Juan,  ¡qué  prudente,  qué  casta,  qué  santa!  (Era 
Santa  Antusa). 

Tertuliano  en  el  siglo  iii  (Apología,  cap.  39),  cuenta  la  admiración  que 
causaba  entre  los  gentiles  del  Norte  de  Africa  la  conducta  irreprochaíile 
de  los  cristianos:  "Los  gentiles  se  admiran  de  que  entre  nosotros  no  usa- 
mos otro  tratamiento  que  el  de  hermanos,  y  señalándonos  con  el  dedo  ex- 
claman :  ^lira  cómo  se  quieren,  mira  cómo  están  disDuestos  a  dar  la  vida 
los  unos  por  los  otros"  (Migxe,  Patrología  latina,  I,  col.  534). 

34.  Persecución.  A  pesar  de  esto  ya  desde  los  principios  se  desataron 
contra  los  cristianos  las  horribles  persecuciones  anunciadas  por  Cristo, 
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no  Sólo  en  el  Imperio  Romano,  sino  generalmente  en  todos  los  pueblos 
gentiles. 

Estas  persecuciones  provinieron  de  las  autoridades  civiles;  y  se  cebaron 
sobre  todo  en  las  autoridades  eclesiásticas.  Así  todos  los  Apóstoles  sufrie- 
ron el  martirio;  todos  los  Papas  de  los  tres  primeros  siglos  murieron  már- 
tires. ¡Qué  honda  impresión  experimenta  el  piadoso  peregrino  que  visita 
en  Roma  las  Catacumbas  de  San  Calixto,  aquellas  galerías  subterráneas 
cuya  longitud  se  calcula  en  60  kilómetros  formando  una  complicada  red 
de  cuatro  pisos,  en  cuyas  paredes  se  calculan  sepultados  un  millón  de  cris- 
tianos primitivos,  muchos  de  ellos  mártires!  En  una  de  aquellas  galerías 
existe  un  ensanchamiento  llamado  Capilla  de  los  Papas,  donde  fueron 
enterrados  una  porción  de  Pontífices  de  los  tres  primeros  siglos,  y  donde 
aún  se  leen  los  epitafios  sencillos  que  en  lápidas  de  mármol  grababan  los 
cristianos:  "Lucio,  Obispo  y  Mártir";  "Antero,  Obispo  y  Mártir",  etc. 

La  causa  principal  de  estas  persecuciones  era  que  la  Iglesia  no  quería 
someterse  a  la  religión  de  los  gentiles,  sino  que  la  declaraba  falsa ;  y  al  con- 
trario, predicaba  la  religión  verdadera  revelada  por  Jesucristo. 

Por  eso  la  Iglesia  se  contaba  entre  las  asociaciones  prohibidas,  collegia 
ülicita,  acusándose  a  los  cristianos  de  reos  o  de  lesa  majestad,  de  sacrilegio 
y  magia.  Para  gozar  de  existencia  legal  en  el  Imperio  Romano,  tuvo  que 
figurar  como  una  hermandad  (collegium  fratrum  vel  tenuiorum)  o  socie- 
dad funeraria  (collegium  funerarium),  las  cuales  eran  permitidas  por  los 
romanos,  a  causa  de  la  reverencia  religiosa  que  tenían  a  los  muertos. 

Estas  persecuciones  con  los  muchísimos  miles  de  mártires  de  todas  cla- 
ses, edades  y  profesiones,  son  un  argumento  poderosísimo  de  la  divinidad 
de  la  Iglesia,  que  cuanto  más  perseguida  más  prosperaba,  de  suerte  que  en 
el  siglo  III  podrá  Tertuliano  lanzar  a  los  gentiles  este  reto:  "Somos  de  ayer 
y  ya  llenamos  todos  vuestros  lugares,  ciudades,  islas,  castillos...  todo;  sólo 
os  dejamos  vuestros  templos".  ''Piares  efficimur  qiioties  mettimiir  a  vobis: 
Cuanto  más  nos  segáis,  más  retoñamos".  Y  él  mismo  pudo  escribir  aquella 
frase,  que  se  ha  hecho  famosa  en  la  historia:  ''Semen  est  sangiiis  christiano- 
riim:  La  sangre  de  los  mártires  es  semilla  de  cristianos"  (Apología,  cap.  3U 
50;  Patrol.  Lat.,  I,  col.  525,  603). 

II.    Desde  el  Edicto  de  Constantino  hasta  la  caída  del  Imperio  Romano 

de  Occidente  (312-416) 

35.  Era  de  paz.  Después  de  la  horrible  persecución  de  Diocleciano,  el 
Emperador  Constantino  dio  primero  un  edicto  de  tolerancia  en  312,  por  el 
que  se  permitió  la  religión  cristiana  en  el  Imperio;  y  al  año  siguiente  el 
edicto  de  libertad,  el  célebre  Edicto  de  Milán,  por  el  que  se  la  concedió 
plena  libertad,  y  fue  declarada  la  religión  dominante,  la  religión  del  Estado. 

Desde  entonces  los  Emperadores  todos,  menos  Juliano  el  Apóstata,  que 
la  persiguió,  se  mostraron  benévolos  con  la  Iglesia.  Renunciando  al  título 
de  Pontífice  Máximo,  se  llamaron  Abogados  de  la  Iglesia  y  Obispos  externos, 
como  lo  hizo  Constantino.  Su  ánimo  benévolo  lo  mostraron  con  los  hechos. 
Así  los  Emperadores  pagaban  del  erario  público  los  gastos  de  los  Obispos  en 
los  viajes  para  asistir  a  los  concilios;  el  coste  de  la  edificación  de  templos 
cristianos,  etc.  Muchas  leyes  de  la  Iglesia  fueron  admitidas  en  el  Código 
civil.  Se  reconoció  y  empezó  a  introducirse  la  inmunidad  eclesiástica,  per- 
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sonal  y  local,  por  la  cual  las  personas,  cosas  y  lugares  de  la  Iglesia  estaban 
exentos  de  ciertas  cargas  que  no  dicen  bien  con  su  naturaleza  y  santidad. 
Se  estableció  el  fuero  privilegiado  de  los  clérigos,  por  el  que  éstos  sólo  podían 
ser  juzgados  por  los  tribunales  eclesiásticos. 

Pero,  por  otra  parte,  los  Emperadores  romanos,  y  más  aún  los  bizantinos, 
se  entrometieron  demasiado  en  los  asuntos  eclesiásticos  y  hasta  en  las  defi- 
niciones dogmáticas.  El  mismo  Constantino,  de  buena  fe,  favoreció  a  los 
arríanos,  llegando  hasta  desterrar  a  Tréveris  a  San  Atanasio,  que  era  el 
martillo  del  arrianismo.  Justiniano  en  su  Novela,  1,  cap.  2,  estableció  el  ex- 
traño principio  de  que  "no  hay  mucha  diferencia  entre  el  sacerdocio  y  el 
imperio;  entre  las  cosas  sagradas  y  las  profanas".  Y  apoyados  en  este  prin- 
cipio los  emperadores  bizantinos  se  pusieron  a  legislar  sobre  cosas  y  perso- 
nas eclesiásticas. 

Contra  semejante  invasión  protestaron  enérgicamente  los  Obispos  y  los 
Papas,  vindicando  la  libertad  de  la  Iglesia  en  sus  asuntos.  San  Gelasio  I  es- 
cribe al  Emperador  Anastasio  I:  Dos  son  los  poderes  por  que  se  rige  este 
mundo:  la  autoridad  sagrada  de  los  Pontífices  y  la  potestad  real.  Entre  las 
dos  tanto  es  mayor  el  peso  de  los  sacerdotes,  cuanto  que  de  los  mismos 
reyes  tienen  que  dar  cuenta  a  Dios  en  el  juicio  divino  (Patrología  lati- 
na, 59,  42). 

Los  Obispos  orientales,  siempre  poco  amigos  de  los  occidentales,  se  pu- 
sieron al  lado  de  los  emperadores.  En  el  Concilio  Constantinopolitano  (448) 
se  llamó  a  Teodosio  II  "sacerdote  emperador".  En  las  actas  del  Calcedo- 
nense  (451)  Marciano  II  es  saludado  con  este  pomposo  titulo:  Tú  eres  al 
mismo  tiempo  sacerdote  y  emperador;  vencedor  en  la  guerra  y  maestro 
de  la  fe. 

De  estos  títulos  abusaron  los  emperadores  para  cohonestar  ciertas  usur- 
paciones. Así  León  III  Isáurico  en  la  causa  de  los  iconoclastas  escribe  al 
Papa  San  Gregorio  II:  Que  él  era  al  mismo  tiempo  emperador  y  sacerdote. 
A  lo  cual  contestó  el  Papa  declarando  los  términos  de  ambas  potestades 
(Epístola  13;  Palrol.  lat.,  89,  521-24). 

III.    Desde  la  caída  del  Imperio  hasta  Gregorio  VII  (746-1073) 

36.  Era  de  compenetración.  Destruido  el  Imperio  Romano  por  los  bár- 
baros del  Norte,  los  pueblos  germánicos  se  convierten  del  arrianismo  al 
catolicismo:  los  francos  en  la  Galla  a  principios  del  s.  vi;  los  visigodos  en 
España  en  el  tercer  Concilio  de  Toledo  (586);  los  longobardos  en  Italia;  los 
anglos  y  sajones  en  Inglaterra  a  fines  del  s.  vi;  los  alemanes,  bávaros  y  sa- 
jones en  Alemania  del  s.  vi  al  rx.  Con  gran  devoción  reciben  la  religión 
católica,  no  sólo  como  individual,  sino  como  nacional. 

De  aquí  la  gra^i  concordia  entre  ambas  potestades.  Prestábanse  mutuo 
auxilio;  en  muchos  asuntos  tenían  mutua  competencia.  Esta  compenetra- 
ción se  echa  de  ver  sobre  todo  en  nuestra  monarquía  visigoda,  como  en 
otro  lugar  expondremos.  Tal  unión  se  estrechó  más  con  Cario  Magno,  co- 
ronado Emperador  por  el  Papa  en  Roma  el  año  800,  con  ciertas  prerrogati- 
vas. Así  la  primera  noticia  de  la  elección  del  Papa  había  de  comunicarse 
al  Emperador.  Este,  el  día  de  la  coronación,  vestido  con  las  vestiduras  sa- 
gradas daba  la  comunión  a  los  nobles. 

Sus  sucesores  abusaron  de  estas  prerrogativas,  hasta  atribuirse  el  dere- 


22 


RELACIONES  DE  LA  IGLESIA  Y  EL  ESTADO,  HISTORIA 


cho  de  confirmar  la  elección  del  nuevo  Papa,  y  aun  disponer  del  nombra- 
miento; arrogáronse  el  nombramiento  de  los  Obispos;  de  donde  nacieron 
las  elecciones  de  indignos,  el  soborno,  la  simonía  y  otros  vicios  execrables. 

IV.    Desde  Gregorio  VII  hasta  el  protestantismo  (1073-1517) 

37.  Era  de  ruptura.  Elevado,  muy  contra  su  voluntad,  al  trono  pon- 
tificio el  santo  monje  Hildebrando,  ya  en  el  primer  año  de  su  pontificado 
escribía  con  gran  amargura  al  Patriarca  de  Aquilea:  "No  puede  ignorar 
vuestra  prudencia  qué  olas  feroces  asaltan  a  la  Iglesia,  hasta  el  punto  de 
casi  sumergirla.  Los  grandes  y  los  príncipes  de  este  mundo  codiciosos... 
oprimen  a  la  Iglesia  como  a  vil  esclava...".  Continúa  haciendo  un  cuadro 
desgarrador  del  estado  eclesiástico  (Epist.  42;  Patrol.  lat.  148,  322-23). 

La  raíz  de  todos  aquellos  horrendos  abusos  era  la  investidura  laica;  es 
decir,  el  poder  que  se  habían  arrogado  los  emperadores  y  los  príncipes  de 
conferir  por  sí  mismos  los  cargos  eclesiásticos.  Enrique  IV  de  Alemania 
hacía  un  tráfico  escandaloso  de  los  obispados  y  abadías,  que  eran  para  él 
una  fuente  de  riqueza,  de  influencia  y  de  prestigio.  San  Gregorio  VII,  in- 
victo campeón  de  la  libertad  de  la  Iglesia,  se  decidió  a  cortar  el  mal  de  raíz, 
que  eran  las  investiduras;  y  en  1075  dio  el  famoso  decreto  declarando  nula 
toda  provisión  de  obispado,  abadía  y  beneficio  que  hiciese  el  emperador,  el 
rey  o  cualquiera  otra  autoridad  civil,  contra  las  disposiciones  de  los  sagra- 
dos cánones. 

Enrique  IV,  joven  de  25  años,  distinguido  por  su  perversidad  precoz, 
continuó  su  vergonzoso  tráfico  de  piezas  eclesiásticas,  y  se  alzó  en  rebeldía 
contra  el  Papa.  Entonces  fue  cuando  Gregorio  VII  lanzó  contra  él  la  exco- 
munión y  le  depuso.  El  Emperador,  rendido,  se  pasó  tres  días  a  las  puertas 
del  Castillo  de  Canosa,  implorando  la  absolución  del  Papa. 

Conseguido  el  perdón,  volvió  a  rebelarse  contra  el  Pontífice  e  invadió 
los  Estados  del  Papa,  el  cual  murió  desterrado  en  Salerno,  pronunciando 
aquellas  célebres  palabras:  "Amé  la  justicia  y  aborrecí  la  iniquidad,  por 
eso  muero  en  el  destierro".  Quizás  después  de  San  Pedro  a  ningún  Papa  debe 
tanto  la  Iglesia  como  a  San  Gregorio  VII,  dijo  un  historiador  de  nuestros 
días  CP.  Hilarión  Gil). 

Porque  la  guerra  de  las  investiduras  por  él  comenzada  dio  el  triunfo  a  la 
Iglesia,  terminando  con  el  primero  de  todos  los  concordatos,  el  Concordato 
de  Worms,  1123.  Esta  paz  duró  un  siglo,  no  sin  que  fuese  alterada  por  tal 
cual  pretensión  de  los  emperadores  contraria  a  la  libertad  de  la  Santa 
Sede.  Compuestas  las  discordias  por  la  paz  de  Venecia  (1),  la  Iglesia  ad- 
quirió su  más  grande  esplendor  en  el  pontificado  de  Inocencio  III  (1198-1216). 

Mas  luego  estallaron  aquellas  violentas  luchas  entre  el  Pontificado  y  el 
Imperio;  en  las  cuales  los  Papas  buscaron  el  apoyo  de  los  reyes  de  Francia. 
Con  esto  creciéronse  los  reyes  a  vueltas  de  las  concesiones  pontificias.  Fe- 
lipe el  Hermoso  esquilmaba  la  Iglesia  de  Francia  y  oprimía  al  clero.  Opú- 
sosele  Bonifacio  VIII,  que  en  la  bula  Unam  sanctam,  18  nov.  1302,  estable- 
ció las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  definiendo  los  límites  de  ambas 
potestades. 


(1)    22  jul.  17  sel.  1177.  Murcati,  RaccoUa  di  Concordati,  pp.  27-31. 
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Con  tales  luchas,  con  la  desdichada  traslación  de  la  Santa  Sede  a  Aviñón, 
con  las  doctrinas  de  Marsilio  de  Padua  sobre  la  potestad  de  los  Obispos; 
Que  dimana,  seg^án  él,  de  la  concesión  del  poder  civil,  con  el  cisma  de  Occi- 
dente en  que  llegaron  a  reinar  tres  Papas  a  la  vez,  sin  que  se  supiera  cuál 
era  el  legitimo,  se  mermó  la  autoridad  pontificia,  se  relajó  la  unión  de  los 
pueblos,  príncipes  y  Obispos  con  la  Santa  Sede. 

En  vano  los  Papas  buscaron  remedio  en  los  Concordatos,  como  el  de 
Viena  1448,  y  Francia  1516;  cada  nación  sólo  se  preocupó  por  sus  derechos 
nacionales,  y  así  se  allanó  el  camino  a  la  gran  excisión  protestante. 

¿Y  en  nuestra  patria?  Establecida  la  unidad  católica  en  el  Concilio  to- 
ledano III  con  la  conversión  de  Recaredo  (586),  vivieron  en  íntimo  consor- 
cio la  Iglesia  y  el  Estado,  y  juntos  realizaron  la  gloriosa  epopeya  de  la  Re- 
conquista, en  ocho  siglos  de  guerra  sin  tregua  contra  el  moro. 


V.    Desde  el  Protestantismo  hasta  la  Revolución  Francesa  (1517-1789) 

38.  Era  de  sometimiento  de  la  Iglesia.  Los  protestantes  negaron  al 
Papa  y  a  los  Obispos  todo  poder  en  las  cosas  sagradas,  atribuyéndosele  a  los 
príncipes  civiles,  según  el  triple  sistema  episcopal,  colegial  y  territorial  por 
ellos  excogitado,  para  explicar  el  origen  de  este  poder. 

Tales  doctrinas  hicieron  mella  aún  en  Estados  católicos,  a  pesar  de  las 
condenaciones  del  Concilio  de  Trento;  y  del  Protestantismo  nacieron  como 
hijuelas:  En  Francia  el  Galicanismo,  que  con  pretexto  de  las  libertades  ga- 
licanas, estableció  el  derecho  del  Estado  a  vigilar  e  influir  en  los  asuntos 
eclesiásticos  — el  placet  regio  o  consentimiento  del  rey  para  publicarse  en 
el  reino  las  disposiciones  pontificias —  el  recurso  de  fuerza,  etc.  En  una  pa- 
labra, pretendía  crear  una  Iglesia  nacional,  de  nombre  sujeta  al  Papa,  pero 
en  la  realidad  sometida  al  rey.  En  Alemania  el  Febronianismo,  que  defendió 
errores  semejantes.  Su  autor,  Honthein,  por  pseudónimo  Febronio,  se  re- 
tractó y  murió  en  paz  con  la  Iglesia.  En  Austria  el  Josefinismo,  que  recibió 
su  nombre  del  Emperador  José  II,  el  cual,  por  su  inverosímil  intrusión  en 
las  cosas  más  mínimas  de  la  Iglesia  fue  llamado  el  Emperador  sacristán. 
Hasta  se  metió  a  determinar  el  número  de  velas  que  habían  de  encenderse 
en  las  funciones  sagradas.  En  España  el  Regalismo,  que  llegó  a  su  apogeo 
en  los  reinados  de  Fernando  VI  y  Carlos  III;  durante  los  cuales  aún  en 
boca  de  los  eclesiásticos  era  frase  continua  "El  Rey  nuestro  Señor  y  las 
regalías  de  la  Corona";  es  decir,  unos  derechos  exagerados  del  monarca 
en  los  asuntos  de  la  Iglesia,  y  una  sumisión  servil  de  ésta  a  la  autori- 
dad real. 


VI.    Desde  la  Revolución  Francesa  hasta  hoy  (1789...) 

39.  Era  de  Concordatos.  La  Revolución  Francesa,  que  conmovió  a 
toda  Europa,  introdujo  también  cambios  radicales  en  las  relaciones  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado.  Desarraigó  no  pocos  abusos,  pero  acarreó  males  sin 
cuento. 

Muchos  príncipes,  aleccionados  con  ella,  buscaron  el  remedio  y  la  paz 
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en  los  Concordatos;  mientras  que  otros  se  mantuvieron  en  sus  principios 
de  Cesar opapismo  o  sometimiento  de  la  Iglesia  al  Estado. 

El  Liberalismo  explícita  o  implícitamente  proclamó  la  supremacía  del 
Estado  sobre  la  Iglesia.  Especialmente  en  la  segunda  mitad  del  siglo  xrx 
se  repitieron  las  usurpaciones  y  persecuciones  religiosas.  —  Los  Gobiernos 
tienden  más  y  más  a  excluir  a  la  Iglesia  de  todas  las  instituciones  y  activi- 
dades públicas,  como  el  matrimonio,  la  enseñanza,  etc.,  estableciendo  en  la 
práctica  el  falso  sistema  del  laicismo  del  Estado. 

La  Iglesia  condenó  los  errores  teoréticos,  sobre  todo  en  las  Encíclicas  de 
Pío  IX,  Quanta  cura,  8  dic.  1864,  y  el  Syllahus;  y  en  la  Immortale  Dei,  de 
León  XIII,  que  fijaron  la  doctrina  de  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado.  En  la  práctica  procuró  la  paz  con  los  Estados  por  medio  de  Con- 
cordatos. 

40.  Triple  relación.  En  general  está  vigente  en  nuestra  edad  una  tri- 
ple relación  entre  la  Iglesia  y  el  Estado:  1.^  De  mutua  amistad  definida 
por  Concordatos.  De  suyo  es  la  relación  más  recomendable,  con  tal  que  se 
respete  lo  concordado.  2.^  De  plena  separación  (Bélgica,  Estados  Unidos, 
Inglaterra).  En  tesis  no  es  de  alabar;  en  la  práctica  de  hecho  la  Iglesia 
goza  allí  a  veces  de  más  libertad  que  en  algunas  naciones  concordatarias. 
3.*^  De  sometimiento  de  la  Iglesia.  El  Estado  con  su  derecho  mayestático  de- 
fine por  leyes  las  relaciones  y  derechos  de  la  Iglesia.  Así  se  hace  en  Rusia  y 
Méjico;  se  hizo  en  España  por  la  segunda  República. 

No  nos  detendremos  a  detallar  las  relaciones  que  cada  nación  guarda 
hoy  con  la  Iglesia,  porque  esto  nos  llevaría  muy  lejos.  En  general  puede 
decirse,  que  en  muy  pocas  se  respetan  en  toda  su  plenitud  los  derechos  de 
la  Iglesia;  pero  se  nota  cierta  tendencia  y  como  ansia  de  entenderse  amis- 
tosamente con  la  Santa  Sede. 

41.  Prosperidad  de  la  Iglesia.  La  Iglesia,  por  su  parte,  a  pesar  de 
tanta  opresión  y  atropello,  sigue  su  camino  triunfante.  Es  maravillosa  su 
difusión,  el  incremento  de  su  jerarquía  y  la  unión  íntim.a  de  ésta  con  su 
cabeza  suprema,  el  Romano  Pontífice,  y  el  prestigio  y  autoridad  que  cada 
vez  más  va  adquiriendo  ante  todos  los  Estados. 

Esta  sociedad  perfecta,  sobrenatural,  llamada  Iglesia,  tiene  para  su  go- 
bierno una  gloriosa  y  admirablemente  ordenada  Jerarquía,  o  serie  de  sa- 
grados poderes,  subordinados  unos  a  otros;  o  una  serie  de  personas  sagra- 
das en  quienes  residen  estos  poderes.  El  Romano  Pontífice  es  la  cabeza 
suprema  de  toda  la  Iglesia,  del  cual  dependen  todos  los  demás  grados  de 
la  Jerarquía.  Los  Cardenales,  son  las  supremas  dignidades  que  constituyen 
el  Senado  del  Romano  Pontífice,  de  cuyo  consejo  y  ayuda  se  sirve  él  en  el 
régimen  de  la  Iglesia  Universal;  forman  el  Colegio  Cardenalicio.  La  Curia 
Romana  es  el  conjunto  de  Ministerios  u  Organismos  supremos  por  medio 
de  los  cuales  despacha  el  Papa  los  asuntos  de  la  Iglesia;  constan  de  Car- 
denales, uno  de  ellos  Presidente,  y  otros  funcionarios  subalternos. 

El  territorio  de  la  Iglesia,  que  es  el  mundo  entero,  está  dividido  en  terri- 
torio de  la  jerarquía  ordinaria,  esto  es,  donde  ya  están  normalmente  cons- 
tituidas las  provincias  eclesiásticas  con  su  sede  arzobispal  o  metropolitana 
y  obispados  sufragáneos  y  parroquias;  y  territorio  de  misiones,  con  sus  vica- 
riatos y  prefecturas  apostólicas  y  cuasiparroquias. 
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Diócesis  es  una  parte  del  territorio  encomendada  a  un  Obispo,  que  la 
rige  en  nombre  y  con  potestad  propia,  no  en  nombre  del  Romano  Pontífice. 
Abadía  y  Prelatura  nullius  es  una  porción  de  territorio  no  perteneciente  a 
diócesis  alguna,  con  clero  y  pueblo  propio,  gobernada  en  nombre  propio 
por  un  Prelado,  que  de  suyo  no  es  Obispo,  pero  tiene  jurisdicción  cuasi- 
episcopal.  La  Abadía  nullius  generalmente  está  aneja  a  un  monasterio,  cuyo 
Abad  es  el  Prelado. 

Provincia  eclesiástica  es  una  parte  del  territorio,  que  consta  de  varias 
diócesis;  al  frente  de  la  cual  está  el  Obispo  de  una  de  esas  diócesis,  ya  fija, 
con  el  título  de  Metropolitano  o  Arzobispo,  esa  diócesis  se  llama  Metropo- 
litana; las  demás  pertenecientes  a  la  misma  provincia  denomínanse  sufra- 
gáneas. 

Administración  Apostólica  es  un  territorio  de  la  jerarquía  ordinaria,  que 
debiera  estar  regido  por  un  Obispo  propio;  pero  que  por  circunstancias 
especiales  es  gobernado  habitualmente  por  un  Prelado  en  nombre  del  Papa. 

Vicariato  y  Prefectura  Apostólica  son  partes  del  terreno  de  misiones, 
es  decir,  de  regiones  de  infieles,  donde  más  bien  hay  que  propagar  la  fe 
católica;  o  de  herejes  y  cismáticos,  donde  hay  pocos  católicos,  y  hay  que 
restaurar  la  religión;  porción  encargada  a  un  Prelado,  que  la  rija,  no  en 
nombre  propio,  sino  en  el  de  la  Sede  Apostólica.  Los  Vicariatos  son  regiones 
principales,  regidas  generalmente  por  uno  que  es  Obispo;  las  prefecturas, 
regiones  de  menor  momento,  cuyos  Prelados  no  suelen  ser  Obispos. 

Legados  Pontificios,  son  personajes  eclesiásticos  enviados  por  el  Romano 
Pontífice  a  cierta  región  para  que  le  representen  y  hagan  sus  veces.  Legado 
a  latere  es  un  Cardenal  enviado  como  de  su  corazón  con  este  título,  para 
un  negocio  grave.  Nuncios  e  Internuncios,  son  representantes  diplomáticos 
estables  del  Papa  ante  los  Gobiernos;  los  Nuncios  en  las  naciones  católicas 
principales;  los  Internuncios  en  las  no  tan  principales,  o  en  las  no  católicas. 
Vienen  a  ser  embajadores  del  Papa  ante  las  naciones.  Delegados  apostólicos 
son  representantes  del  Papa,  pero  sin  carácter  diplomático. 

Puestas  estas  nociones,  ¿cuál  es  el  estado  actual  de  la  Jerarquía  eclesiás- 
tica? He  aquí  los  datos  tomados  del  Anuario  Pontificio  de  1961; 

Cardenales,  85.  Vicariatos  Apostólicos,  158.  Prefecturas  Apostólicas,  124. 
Arzobispados  y  Obispados  residenciales,  esto  es,  con  Prelado  propio,  actual- 
mente existentes,  unos  1.766.  Titulares,  o  sea  diócesis  antiguas  hoy  extin- 
guidas, que  sólo  conservan  su  título  o  nombre,  unas  1.683.  Prelaturas  nullius, 
66;  Abadías  nullius,  23.  Administraciones  apostólicas,  10.  Exarcas  y  Ordina- 
rios para  los  fieles  de  rito  oriental  que  viven  en  regiones  de  rito  latino,  16. 
Nunciaturas  e  Internunciaturas  y  Enviados  Extraordinarios  con  carácter 
diplomático,  50.  Delegaciones  sin  carácter  diplomático,  21.  Embajadas  o  Ins- 
tituciones similares  de  las  naciones  ante  la  Santa  Sede,  53. 

De  los  ritos  católicos  orientales;  Patriarcados,  6.  Metropolitanos,  Exar- 
cados, Obispados,  etc.,  son  unos  134. 

Pasamos  por  alto  la  gloriosa  pléyade  de  Ordenes  y  Congregaciones  reli- 
giosas y  Sociedades  de  vida  común  e  Institutos  Seculares. 

A  vista  de  estos  datos  puede  afirmarse  que  en  ningún  tiempo  de  la  his- 
toria ha  estado  tan  desarrollada  la  Jerarquía  Eclesiástica;  y  que  jamás  ha 
estado  tan  acreditada  la  Santa  Sede  ante  las  naciones. 


26 


CONCORDATOS,  NOMBRES 


CAPITULO  III 
CONCORDATOS 

Nombres.  —  Posibilidad.  —  Definición.  —  Clases.  —  Historia.  —  Biblio- 
grafía. —  Utilidad. 

En  el  capítulo  primero  hicimos  un  parangón  o  paralelo  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado  indicando  sus  conveniencias,  sus  discrepancias  y  su  armonía, 
e  insinuando  los  principios  generales  por  los  que  se  han  de  regular  sus 
mutuas  relaciones.  En  el  segundo  capítulo  trazamos  un  bosquejo  histórico 
de  estas  relaciones  a  través  de  los  siglos,  indicando  la  tendencia  de  los  Es- 
tados modernos  a  procurar  una  amistosa  inteligencia  con  la  Iglesia,  por 
medio  de  los  Concordatos.  Vamos  a  comenzar  ahora  la  doctrina  jurídica 
del  Concordato. 

42.  Nombres.  La  palabra  concordato,  de  cor,  cordis,  el  corazón,  indica 
una  unión  de  dos  corazones,  un  mismo  sentir  y  querer.  En  latín,  como  parti- 
cipio, concordatum  significa  lo  que  de  mutuo  consentimiento  se  ha  conve- 
nido entre  varios ;  como  sustantivo  designa  el  mismo  convenio. 

Los  Concordatos  han  recibido  diversos  nombres  en  los  distintos  tiempos. 
El  nombre  Concordato  no  es  el  primitivo,  el  llamado-  Concordato  de  Worms, 
que  suele  considerarse  como  el  primer  formal  Concordato  (1123)  se  llamó 
paz.  Así  se  intitula  en  la  Raccolta  di  concordati,  hecha  por  Mercati,  Roma, 
1954,  págs.  18-19;  Formulae  pacis  cum  Calixto  II.  El  Emperador  Enrique  V 
de  Alemania  escribe:  "Ego...  imperator...  do  veram  pacem  Domino  Papae 
Calixto...".  El  Papa,  por  su  parte,  dice:  "Ego  Calixtus...  do  tibi  veram 
pacem". 

También  se  le  suele  llamar  tratado  o  concordia,  tanto  al  de  Worms  como 
a  otros  convenios  que  antes  de  él  en  1106  y  1107  se  celebraron  en  Inglaterra 
para  componer  las  discordias  de  las  investiduras.  Paz,  tratado  o  concordia 
se  llamaron,  porque  generalmente  se  estipularon  después  de  luchas  o  con- 
flictos entre  la  Iglesia  y  el  Estado. 

El  nombre  Concordato,  capitula  concordata,  aparece  por  primera  vez 
en  los  celebrados  por  Martín  V  en  las  últimas  sesiones  del  Concilio  de  Cons- 
tanza (1418)  con  Inglaterra,  Francia,  Alemania  y  España. 

Convenio  o  convención  se  llamó  el  estipulado  por  Napoleón  I  con  Pío  VII, 
en  1801 ;  nombre  adoptado  en  otros  posteriores,  porque  la  Iglesia  y  el  Estado, 
como  buenos  amigos,  comparten  sus  derechos  determinando  los  límites  de 
sus  atribuciones. 

Transacciones  se  han  llamado,  porque  la  Iglesia  por  bien  de  paz  transige 
o  cede  de  su  derecho,  concediendo  al  Estado  favores,  para  ser  protegida  o 
al  menos  no  coartada  por  él. 

El  nombre  de  pactos  es  bastante  usado  en  los  Concordatos  modernos, 
a  fin  de  conseguir  la  Iglesia  más  sólida  garantía  de  su  cumplimiento. 

La  denominación  de  indultos,  con  que  a  veces  se  designan,  se  funda  en 
los  privilegios  que  en  ellos  se  conceden  al  Estado. 

El  Código  canónico  emplea  indistintamente  los  términos  conventio  (ca- 
non 3);  pacta  conventa  (can.  255);  concordata  (can.  1471). 
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Al  lado  de  los  Concordatos  propiamente  dichos,  que  son  estipulaciones 
por  las  cuales  se  hace  una  ordenación  más  o  menos  general  de  todas  las 
materias  que  de  alguna  manera  competen  o  interesan  a  las  dos  potestades 
eclesiástica  y  civil;  al  lado  de  los  Concordatos  propiamente  dichos,  existen 
estipulaciones  de  menos  importancia,  o  de  menos  extensión,  por  versar  acer- 
ca de  una  materia  determinada;  y  se  llaman  modiis  vivendi,  como  el  de  Che- 
coslovaquia de  1928;  acuerdos,  como  los  dos  de  Francia  de  1926,  sobre  hono- 
res litúrgicos  de  las  autoridades  francesas  en  los  paises  de  su  protectorado 
en  el  Oriente;  convenios  o  acuerdos,  como  los  de  España  sobre  provisión 
de  Obispados,  1941;  de  beneficios  no  consistoriales  (1946);  de  seminarios  y 
universidades  (1946);  de  la  jurisdicción  castrense  y  servicio  militar  de  los 
clérigos  y  religiosos  (1950). 

Derecho  concordado  o  concordatario  es  el  conjunto  de  normas  jurídicas 
positivas  nacidas  de  los  Concordatos,  que  obligan  tanto  a  los  súbditos  del 
Estado  como  a  los  fieles  de  la  Iglesia,  o  mejor  que  obligan  a  unas  mismas 
personas,  en  cuanto  subditas  del  Estado  y  de  la  Iglesia. 

Para  los  primeros  es  un  ordenamiento  estatal  positivo;  para  los  segun- 
dos, un  sistema  de  derecho  canónico,  particular,  escrito,  aplicable  a  los  sub- 
ditos de  la  Iglesia  en  cierto  Estado. 

43.  Posibilidad  del  régimen  concordatario.  Dos  sociedades  jurídica- 
mente perfectas  e  independientes  cada  una  en  su  esfera,  si  tienen  los  mis- 
mos súbditos,  pero  por  título  diverso,  tendrán  materias  mixtas,  esto  es,  que 
pertenezcan  a  ambas  autoridades,  según  el  fin  de  cada  una. 

En  concreto  las  sociedades  verdaderamente  perfectas,  soberanas,  inde- 
pendientes, con  los  mismos  súbditos,  son  la  Iglesia  y  el  Estado:  la  Iglesia, 
en  el  orden  sobrenatural,  tiene  por  fin  el  bien  eterno;  el  Estado,  en  el  orden 
natural,  el  bienestar  terreno.  Para  la  consecución  del  fin  específico  de  cada 
una  es  necesaria  una  autoridad,  la  religiosa  y  la  civil,  cada  una  suprema 
en  su  orden. 

El  Estado  y  la  Iglesia  no  se  distinguen,  pues,  por  sus  súbditos,  como  se 
distingue  un  Estado  de  otro,  sino  por  sus  fines;  los  mismos  miembros  son 
súbditos,  por  título  diverso,  de  dos  sociedades,  cuyas  autoridades  pueden 
dictar  leyes  y  urgir  el  cumplimiento  de  ellas. 

Pues  bien,  esta  identidad  de  súbditos  de  las  dos  sociedades  hace  que 
haya  materias  pertenecientes  a  ambas  sociedades,  y  sobre  las  cuales  puedan 
legislar  sus  respectivas  autoridades  supremas.  De  donde  se  sigue  que  las 
relaciones  entre  las  dos  sociedades,  distintas,  no  subordinadas,  pero  tam- 
poco extrañas,  puedan  ser  reguladas  jurídicamente,  aun  por  derecho  po- 
sitivo humano,  mediante  convenios. 

44.  Definición.  Difícil  es  dar  una  definición  exacta  del  Concordato, 
sin  prejuzgar  la  cuestión  sobre  su  naturaleza  jurídica.  Según  se  adopte  una 
u  otra  opinión,  así  se  dan  varias  definiciones. 

Prescindiendo  por  ahora  de  las  distintas  teorías  podemos  definir  el  Con- 
cordato con  el  Preclaro  P.  Wernz,  Ius  Decretalium  (I,  165):  Un  convenio 
entre  la  autoridad  eclesiástica  (la  Iglesia)  y  la  autoridad  civil  (el  Estado), 
por  el  que  se  ordenan  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  en  materia 
de  alguna  manera  concerniente  a  ambas  potestades. 

Este  convenio,  para  que  tenga  eficacia  jurídica  en  los  súbditos,  debe  ser 
promulgado  como  ley  en  am.bos  fueros,  eclesiástico  y  civil.  Por  lo  cual  los 
Concordatos  tienen  fuerza  simultánea  de  ley  eclesiástica  y  civil.  Así  el  de 
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Worms  se  promulgó  en  esta  forma:  "Privilegium  Callixti  Papae  II",  'Trae- 
ceptum  Henrichi  V  Imperatoris". 

Además  este  convenio  o  acuerdo  o  inteligencia,  no  es  una  unión  de  vo- 
luntades cualquiera,  v.  gr.,  de  un  mero  propósito  o  de  amistad,  sino  que 
produce  un  vínculo  de  verdadera  obligación  en  ambas  partes  concordantes, 
según  el  tenor  de  cada  artículo  concordado. 

Así  suele  expresarse  en  las  cláusulas  finales.  Así  se  expresa  León  XIII 
en  la  Encíclica  Ad  extremas,  24  de  jun.  1893:  "Con  el  Fidelísimo  Rey  de 
Portugal  hemos  pactado  debidamente,  dando  y  aceptando  la  palabra''.  Y  en 
la  Carta  a  los  Obispos  de  Francia,  16  feb.  1892,  dice  que  "el  Concordato  es 
un  pacto  solemne  y  bilateral,  siempre  cumplido  fielmente  de  parte  de  la 
Santa  Sede". 

45.  Clases,  a)  Por  razón  del  sujeto  pueden  ser  concordatos  pontificios 
o  episcopales,  según  que  los  estipule  el  Papa  o  los  Obispos;  con  un  Go- 
bierno católico,  o  con  un  acatólico,  hereje,  cismático,  infiel  o  laico. 

b)  Por  razón  de  la  materia  pueden  versar  sobre  un  punto  determina- 
do, V.  gr.,  el  celebrado  con  Portugal  en  1928  sobre  el  derecho  de  patronato 
en  la  India;  o  sobre  un  conjunto  de  materias,  como  el  español  de  1851,  y  el 
de  1953. 

Además,  con  expreso  reconocimiento  de  ciertos  principios  dogmáticos, 
por  parte  del  Estado,  o  sin  tal  reconocimiento.  El  primer  modo  suele  ob- 
servarse en  los  Concordatos  con  Gobiernos  católicos,  como  en  el  español  de 
1953;  en  cuyo  art.  1  se  reconoce  la  divinidad  de  la  religión  católica;  y  en 
el  austríaco  de  1855,  en  que  se  confiesa  el  primado  de  jurisdicción  del 
Romano  Pontífice  sobre  toda  la  Iglesia,  por  derecho  divino.  El  segundo  modo 
se  acostumbra  en  los  Concordatos  con  Gobiernos  acatólicos,  en  los  cuales, 
prescindiendo  de  los  principios,  a  que  no  se  avendrían,  se  establece  por 
cierta  ordenación  práctica  un  modus  viuendi. 

c)  Por  razón  de  la  forma  hay  convenios  expresos  y  formales,  y  otros 
virtuales  o  equivalentes. 

d)  Por  razón  del  tiempo  o  duración  unos  son  temporales,  como  los  de 
Constanza  entre  Martín  V  y  España,  Francia  y  Alemania  (1418),  que  se 
concertaron  para  cinco  años;  y  el  de  Letonia  (1922)  para  tres;  otros,  la 
generalidad,  son  perpetuos. 

e)  Por  razón  del  motivo  o  de  la  ocasión  o  circunstancias  históricas  en 
que  se  estipulan,  suelen  distinguirse  Concordatos  de  paz,  de  defensa  y  de 
amistad.  Los  de  paz  son  concluidos  después  de  largas  luchas  entre  el  Estado 
y  la  Iglesia,  a  fin  de  resolver  el  conflicto  y  reforzar  la  restauración  de  la 
concordia,  para  bien  de  los  fieles  y  de  los  ciudadanos.  El  ejemplo  típico  es  el 
Concordato  de  Worms.  Los  de  defensa  son  los  estipulados  para  prevenir  po- 
sibles y  aun  probables  disensiones.  Tales  son  la  mayoría  de  los  Concorda- 
tos recientes.  Los  de  amistad  son  los  encaminados  a  robustecer  la  unión 
y  armonía  ya  existente  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  especialmente  con  la 
recompensa  de  los  méritos  de  la  autoridad  civil.  Esta  clase,  dice  el  Excelen- 
tísimo MoNs.  Antoniutti,  Nuncio  en  España,  es  la  mejor;  y  en  ella  parece 
que  debe  contarse  nuestro  actual  Concordato  (1). 


(1)    Problenui.s  sobre  el  mieoo  Concórdalo  español,  pág.  7.  Comillas,  1054. 
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46.  Historia.  En  cuanto  al  origen  de  los  Concordatos,  dícese  que  no  se 
realizan  cuando  ambos  poderes  viven  en  estado  de  hostilidad  o  de  armonía 
perfecta;  porque  la  hostilidad  no  admite  transacciones,  la  armonía  las  hace 
inútiles.  De  ahí  que  apunte  Cavagnis  (2)  cómo  no  hubo  Concordatos  en  el 
derecho  antiguo,  sean  eras  de  persecuciones,  o  eras  de  paz;  ni  en  los  perío- 
dos de  más  florecimiento  de  la  cristiandad.  Sólo  la  intrusión  del  poder  po- 
lítico en  los  asuntos  de  la  Iglesia,  o  su  indiferencia  hacia  ella,  hacen  ne- 
cesarios o  convenientes  los  Concordatos. 

Podría  discutirse  tal  tesis  en  términos  generales  sentada:  ella  no  está 
acorde  con  la  división  hoy  admitida  de  Concordatos  de  paz,  de  defensa  y 
de  amistad.  Nuestro  Concordato  de  1953  se  estipuló  en  estado  de  perfecta 
armonía  entre  el  Estado  español  y  la  Iglesia. 

Unos  ponen  como  causa  principal  de  los  Concordatos  el  decaimiento 
de  la  devoción  antigua  del  Estado  cristiano  a  la  Iglesia.  El  indiferentismo 
religioso  de  los  Principes  y  de  los  Gobiernos  hizo  que  se  considerase  a  la 
Iglesia  como  potencia  extraña,  usurpadora  y  casi  enemiga;  que  se  inten- 
tase un  muro  de  separación  entre  lo  temporal  y  lo  espiritual.  De  aquí  se 
siguió  grave  detrimento  en  la  disciplina  eclesiástica  y  de  la  tranquilidad 
del  Estado :  de  aquí  la  necesidad  de  un  acuerdo. 

Otros  los  consideran  consecuencia  de  la  oposición  de  la  monarquía  a 
los  supuestos  abusos  de  la  Corte  papal  en  lo  referente  a  la  jurisdicción  ecle- 
siástica. Tal  vez  los  atribuyen  a  la  doctrina  de  la  potestad  directa  de  la 
Iglesia  en  materia  temporal;  doctrina  muy  en  boga  en  la  edad  media;  im- 
pugnada en  el  siglo  xvi  por  Belarmixo  en  el  tratado  De  Romano  Pontífice, 
puesto  en  el  Indice  de  libros  prohibidos  por  Sixto  V,  v  sacado  de  él  por 
Urbano  VII  en  1590. 

Sea  lo  que  fuere  acerca  de  la  causa  que  dio  origen  a  los  Concordatos, 
su  historia  es  la  siguiente. 

47.  Histeria.  1.  En  los  tres  primeros  siglos  del  Cristianismo,  que  fue- 
ron era  da  persecución  sangrienta,  es  claro  que  ni  hubo  ni  pudo  haber  Con- 
cordatos o  convenios  equivalentes  entre  la  Iglesia  y  el  Estado. 

2.  Terminado  el  período  persecutorio,  los  emperadores  cristianos,  sin 
firmar  un  pacto  propio  y  expreso  con  la  Iglesia,  con  bastantes  excepciones 
tomaron  su  defensa  y  patrocinio. 

3.  Algo  que  se  acerca  a  Concordatos  fueron  ya  en  el  siglo  viii  y  rx  y  los 
llamados  pactos  carlovingios  con  los  reyes  de  Francia  y  otros  tratados  de 
amistad  y  concordia  con  los  emperadores  de  Alemania,  en  los  cuales  se  pro- 
metían mutuo  auxilio  el  Estado  y  la  Iglesia. 

4.  Un  tanto  más  se  avecina  al  Concordato  la  bula  de  Urbano  II  (1098), 
en  que  se  concedió  a  Rogelio  I,  Conde  de  Sicilia,  y  a  sus  sucesores,  la  legacía 
apostólica,  con  todos  los  derechos  y  poderes  jurisdiccionales  propios  del 
Pontífice,  en  el  reino  de  Sicilia;  de  donde,  por  una  extensión  arbitraria  y 
abusiva  nació  la  llamada  Monarquía  Sicula,  con  sus  exorbitantes  derechos 
en  materia  eclesiástica,  la  cual  Monarquía  Sícula  fue  abolida  por  Pío  IX  en 
la  bula  Suprema,  28  en.  1864.  El  Gobierno  italiano,  por  ley  de  13  de  mayo 
1871,  renunció  al  derecho  de  legacía  apostólica  en  Sicilia.  Este  es  el  primer 
tratado  que  figura  en  la  Raccolta  dei  Concordati,  publicada  en  Roma  por 
Mons.  Mercati,  1954. 


(2)    Institutiones  Inris  piiblici  ecclesinstici,  I,  642. 
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5.  Síguense  varios'  convenios,  como  la  Concordia  de  Londres  con  En- 
rique I  en  1107,  para  el  arreglo  de  la  cuestión  sobre  las  investiduras. 

6.  El  primer  Concordato  propiamente  dicho  es  considerado  el  de  Worms, 
entre  Calixto  II  y  Enrique  V  de  Alemania,  1122,  con  el  cual  terminaron 
aquellas  pertinaces  guerras  de  las  investiduras,  cediendo  el  Emperador  el 
derecho  que  se  arrogaba  de  conferir  los  obispados,  y  concediéndole  el  Papa 
ciertas  prerrogativas  en  las  mismas  provisiones. 

Algunos,  sin  embargo,  rehusan  dar  a  este  convenio  el  nombre  de  Con- 
cordato, porque  en  él  no  se  emplea  esta  palabra,  la  cual  por  primera  vez 
se  usó  en  los  de  Constanza  (1418),  pacta  concordata.  Pero  poco  importa  el 
nombre,  cuando  en  realidad  fue  el  convenio  de  Worms  un  verdadero  Con- 
cordato. Y  asi  se  le  llama  en  la  Raccolta. 

7.  De  gran  importancia  fue  el  convenio  que  los  Obispos  de  Portugal 
celebraron  con  el  rey  Dionisio  en  1288,  convenio  aprobado  por  Nicolás  IV, 
en  el  que  se  arreglaron  muchos  negocios  eclesiásticos,  y  se  desarraigaron 
grandes  abusos,  sobre  todo  arbitrarias  intromisiones  del  rey  en  el  nombra- 
miento de  los  Prelados. 

8.  El  desdichado  cisma  de  Occidente,  que  duró  36  años,  confusión  ba- 
bilónica en  que  llegaron  a  reinar  tres  Papas  a  la  vez,  uno  de  los  trances 
más  peligrosos  por  que  ha  pasado  la  Iglesia,  tuvo  fin  en  el  Concilio  de 
Constanza,  en  cuyas  últimas  sesiones  celebró  Martín  V  Concordatos:  con 
Inglaterra,  Francia,  Alemania,  España  e  Italia  (1418). 

9.  El  celebrado  entre  Nicolás  V  y  Federico  III  de  Alemania,  sobre  causas 
beneficíales  y  elecciones,  tuvo  sus  dificultades,  pero  al  fin  fue  aceptado  por 
los  príncipes  (1448). 

10.  Célebre  es  el  Concordato  entre  León  X  y  Francisco  I  de  Francia 
(1516),  en  el  que,  a  cambio  de  grandes  concesiones  pontificias,  logró  el  Papa 
que  se  derogase  la  pragmática  sanción  bituricense  (Bourges)  de  1438,  en 
que  se  establecían  principios  cismáticos,  cuyo  desarrollo  vino  a  parar  en  el 
galicanismo. 

Casi  todos  los  Concordatos  mencionados  se  clasifican  en  Concordatos 
de  paz. 

11.  En  el  siglo  xvii  sólo  se  celebró  un  Concordato,  con  Bohemia,  1630. 

12.  Más  se  celebraron  en  el  siglo  xviii  a  causa  de  las  repetidas  disen- 
siones entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  por  las  doctrinas  del  falso  filosofismo, 
y  por  las  teorías  galicanas  sobre  el  poder  civil;  en  todo  lo  cual  iba  incu- 
bándose la  Revolución  Francesa.  A  este  siglo  pertenecen  los  dos  Concorda- 
tos españoles  de  1737  y  1753. 

13.  Al  siglo  xrx  corresponde  la  mayor  actividad  concordataria.  Comienza 
con  el  Concordato  entre  Pío  VII  y  Napoleón  I  (1801);  en  el  cual,  el  Papa, 
a  cambio  de  grandes  concesiones,  logró  el  restablecimiento  de  la  Jerar- 
quía eclesiástica  y  del  culto,  enteramente  destruidos  en  Francia  por  la  revo- 
lución, y  consiguió  también  la  paz  religiosa  tan  perturbada. 

Por  su  cuenta,  Napoleón  publicó  en  seguida  77  artículos  orgánicos,  que 
coartaban  y  pervertían  el  Concordato,  por  lo  cual  fueron  rechazados  por  la 
Santa  Sede.  El  Concordato  napoleónico  estuvo  en  vigor  hasta  1905,  en  que 
unilateralmente  fue  abrogado  por  el  Gobierno  francés. 

14.  Después  del  Concordato  napoleónico  todas  las  naciones,  aun  las  no 
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católicas,  sintieron  la  necesidad  de  pactar  con  la  Santa  Sede,  para  reme- 
diar aquel  malestar  y  trastorno  que  en  toda  Europa  dejó  la  Revolución 
Francesa.  A  lo  cual  se  añade  el  nacimiento  de  las  repúblicas  americanas, 
hijas  de  España  y  Portugal,  y  herederas  de  sus  doctrinas  y  principios  cató- 
licos; las  cuales  ya  desde  sus  principios  quisieron  vivir  en  amigable  inte- 
ligencia con  el  supremo  Jerarca  de  la  Iglesia  Católica. 

Este  fervor  concordatario  subió  de  punto  en  los  pontificados  de  Pío  IX 
y  León  XIII;  nada  menos  que  18  Concordatos  o  convenios  celebró  Pió  IX; 
entre  los  cuales  se  cuenta  el  español  de  1851  con  Isabel  II;  14  fueron  los 
estipulados  por  León  XIII. 

En  1858  firmaron  los  suyos  Costa  Rica  y  Guatemala;  en  1860  Haití;  en 
1861  Honduras  y  Nicaragua;  en  1862  El  Salvador,  Venezuela  y  el  Ecuador; 
en  1884  Guatemala;  en  1881  y  1890  el  Ecuador;  en  1887  y  1892  Colombia. 
Este  último  es  modelo  de  Concordatos.  Ultimamente  estaba  casi  para  ter- 
minarse el  Concordato  con  Chile;  pero  se  interrumpieron  las  negociaciones. 

15.  En  el  siglo  xx,  hasta  la  terminación  de  la  primera  guerra  europea, 
sólo  se  mencionan  cinco  acuerdos  de  esta  clase. 

16.  La  guerra  europea,  1914-1918,  especie  de  revolución  francesa,  cam- 
bió la  faz  de  Europa;  sufrieron  hondas  transformaciones  no  pocos  Estados, 
surgieron  algunos  nuevos,  como  Polonia,  Lituania,  Letonia;  anexionáronse 
provincias  de  unos  a  otros,  como  Alsacia  y  Lorena,  que  antes  pertenecían 
a  Alemania,  se  reincorporaron  a  Francia;  conglutináronse  varios  Estados 
en  uno,  como  las  naciones  que  hoy  forman  el  reino  unido  de  Yugoslavia, 
y  siéntese  el  ansia  de  concordarse  con  la  Santa  Sede. 

Catorce  fueron  los  Concordatos  o  convenios  celebrados  por  Pío  XI  en  los 
once  años  de  pontificado. 

Algunos  de  estos  Concordatos  no  están  ya  en  vigor  como  el  de  Austria. 
Varios  han  sido  denunciados  recientemente:  el  de  Polonia  en  1946;  el  de 
Rumania  en  1948;  otros  prácticamente  han  caducado,  como  el  de  Checoslo- 
vaquia. Caso  singular  es  el  Concordato  con  Yugoslavia,  firmado  en  1935, 
pero  nunca  ratificado,  y  hoy  denunciado. 

Pío  XII  celebró  tres  Concordatos:  uno  con  Portugal  en  1940;  además  de 
un  convenio  sobre  algunos  obispados  de  la  India  Oriental;  otro  con  España 
en  1953,  al  que  precedieron  los  cuatro  convenios  arriba  mencionados;  y  el 
tercero  con  la  República  de  Santo  Domingo  en  1954. 

El  Concordato  concluido  en  1951  entre  el  Episcopado  húngaro  y  el  Go- 
bierno comunista,  prácticamente  no  ha  sido  reconocido  como  válido  por  la 
Santa  Sede;  la  cual  oficialmente  le  ignora,  como  lo  demuestra  con  su  si- 
lencio. 

En  conjunto  son  164  los  Concordatos  y  convenios  enumerados  en  la  Rac- 
colta  di  Ccncordati,  de  Angel  Mercati,  edición  2.^,  1954. 

He  aquí  una  escueta  enumeración,  tal  vez  no  completa,  de  los  estipulados 
con  cada  nación:  Alemania,  3;  Portugal,  7;  Francia,  5;  Bohemia,  1;  Cerde- 
ña,  8;  Polonia,  4;  España,  6;  las  dos  Sicilias,  3;  Ducado  de  ?-.íilán,  1;  Du- 
cado cíe  3.íantua,  1;  República  italiana,  1;  Italia,  1;  Baviera,  2;  Prusia,  3; 
Provincias  del  Rin  Superior.  2;  Hannover,  1;  Bélgica,  2;  Suiza.  5;  Rusia,  3; 
Etruria,  1;  Costa  Rica,  1;  Guatemala,  1;  Austria,  4;  Witemberg,  1;  Badén,  2; 
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Haití,  1;  Honduras,  1;  Ecuador,  3;  Nicaragua  y  San  Salvador,  1;  Montene- 
gro, 1;  Colombia,  3;  Inglaterra,  1;  Serbia,  1;  Letonia,  1;  Lituania,  1;  Che- 
coslovaquia, 1;  Rumania,  1;  República  dominicana,  1. 

Esta  sola  enumeración  es  una  prueba  evidente  del  valor  moral  incalcu- 
lable que  representa  la  Iglesia  Católica  ante  las  naciones  civilizadas. 

48.  Necesidad  y  conveniencia.  Una  necesidad  absoluta  y  ordinaria 
de  los  Concordatos  para  ordenar  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado 
no  existe.  Tal  necesidad,  por  lógica  consecuencia,  solamente  existiría  si  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado  existiese  perfecta  igualdad,  o  fuesen  dos  sociedades 
coordinadas  o  del  mismo  orden,  como  lo  son  dos  Estados.  Mas  si  se  admite, 
como  debe  admitirse  bien  entendida,  la  doctrina  católica  de  la  subordina- 
ción indirecta  del  Estado  a  la  Iglesia,  por  razón  del  fin  superior  de  ésta 
(n.  28),  a  la  Iglesia  en  toda  razón  compete,  en  caso  de  duda  o  conflicto 
entre  ambas  sociedades,  declarar  auténticamente  con  su  infalible  magisterio 
los  límites  de  ambas  potestades;  y  decretar  con  su  jurisdicción  los  términos 
que  deben  guardarse  en  las  personas  y  cosas  relacionadas  con  el  fin  de  la 
Iglesia,  que  es  la  eterna  salvación  de  los  hombres.  Y  a  esta  infalible  de- 
claración y  a  este  supremo  imperio,  debe  atenerse  toda  potestad  inferior. 

Pío  IX  condenó  la  proposición  19  del  Sllyabus  o  colección  de  proposicio- 
nes erróneas  por  él  en  distintos  documentos  condenadas:  "La  Iglesia  no  es 
verdadera  y  perfecta  sociedad  y  enteramente  libre,  ni  goza  de  sus  propios  y 
constantes  derechos  conferidos  por  su  divino  Fundador,  sino  que  a  la  po- 
testad civil  corresponde  definir  los  derechos  de  la  Iglesia  y  los  límites,  den- 
tro de  los  cuales  pueda  ella  ejercerlos".  También  está  condenada  por  el 
mismo  Pío  IX  la  proposición  42,  que  dice:  "En  el  conflicto  entre  las  leyes 
de  una  y  otra  potestad,  debe  prevalecer  el  derecho  civil". 

Tal  doctrina  podrá  sonar  mal  en  los  oídos  de  algunos  hombres  de  nues- 
tro siglo  de  descreimiento  y  de  laicismo.  Pero  así  es,  y  los  principios  dog- 
máticos no  cambian,  aunque  sean  muy  distintas  las  circunstancias  y  la 
conducta  de  los  individuos  y  de  los  Estados. 

No  es,  pues,  en  sí,  de  necesidad  absoluta  el  Concordato  para  regular  las 
relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Afírmalo  así  León  XIII  en  la  Encí- 
clica Immortale  Dei,  1  nov.  1885,  n.  6,  donde,  al  hablar  de  la  ordenación  de 
las  cosas  mixtas,  que  bajo  un  aspecto  caen  bajo  la  jurisdicción  de  la  Iglesia 
y  bajo  otro  punto  de  vista  atañen  al  Estado,  y  de  las  cuales  suele  tratarse 
en  los  convenios,  indica  que  los  Concordatos  no  son  el  medio  primario  y 
ordinario  para  arreglarlas,  sino  un  medio  subsidiario  y  extraordinario.  No 
es,  por  tanto  el  Concordato  el  vínculo  que  naturalmente  había  de  unir  la 
Iglesia  y  el  Estado. 

He  aquí  cuán  bellamente  se  expresa  el  mismo  Papa:  "Tiempo  hubo  en 
que  la  evangélica  filosofía  gobernaba  a  las  naciones;  tiempo  en  que  aquella 
divina  fuerza  y  virtud  de  la  sabiduría  cristiana  penetraba  las  leyes,  las 
instituciones,  las  costumbres  de  los  pueblos,  todos  los  órdenes  del  Estado; 
cuando  la  religión  de  Jesucristo,  afianzada  en  el  grado  de  dignidad  que  le 
corresponde,  con  el  favor  de  los  príncipes  y  la  legítima  tutela  de  los  ma- 
gistrados, florecía  por  doquiera;  tiempo  en  que  el  sacerdocio  y  el  imperio 
vivían  en  amigable  consorcio.  Así  ordenada  la  sociedad  gustó  frutos  insos- 
pechados... Así  la  luiropa  crí.stiana  domó  y  civilizó  a  los  bárbaros,  apar- 
tándolos de  la  superstición;  detuvo  victoriosa  las  incursiones  de  los  ma- 
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hometanos;  salvó  la  civilización,  se  mostró  maestra  de  toda  cultura  humana; 
aseguró  la  verdadera  libertad  a  los  pueblos;  fundó  numerosas  y  admirables 
instituciones  para  remedio  de  las  miserias"  {Immortale  Dei,  n.  9). 

No  es  por  tanto  el  Concordato  el  vínculo  que  naturalmente  habla  de  unir 
la  Iglesia  y  el  Estado. 

Dios,  escribe  León  XIII,  dividió  el  gobierno  del  género  humano  entre  dos 
potestades,  la  eclesiástica  y  la  civil:  la  una,  para  las  cosas  divinas;  la  otra, 
para  las  humanas:  ambas  son  en  su  género  supremas,  tienen  ambas  sus 
limites  ciertos  y  determinados  por  su  naturaleza  y  causa  próxima;  tienen 
su  circulo  propio  de  acción;  todo  lo  que  hay  en  las  cosas  humanas  de  al- 
guna manera  sagrado,  cuanto  atañe  a  la  salud  de  las  almas,  y  al  culto 
divino...  todo  esto  cae  bajo  el  poder  y  gobierno  de  la  Iglesia...  Todo  lo 
demás  concerniente  al  orden  civil  y  político,  pertenece  a  la  potestad  civil, 
según  el  mandato  de  Cristo:  "Dad  al  César  lo  que  es  del  César  y  a  Dios  lo 
que  es  de  Dios"  (S.  Mat.  22,  21). 

Pero  sobrevienen  a  veces  tiempos  en  que  para  la  tranquila  libertad  se 
acude  a  otro  modo  de  concordia,  a  saber  el  convenio  entre  los  príncipes  de 
las  naciones  y  el  Pontífice  Romano  (n.  6). 

Supuesto,  pues,  que  de  suyo  los  Concordatos  no  son  necesarios  con  nece- 
sidad absoluta,  ¿no  lo  serán  con  cierta  necesidad  relativa  o  de  una  gran 
conveniencia? 

Dos  tendencias  extremas  han  existido  en  este  punto.  Impugnan  algunos 
los  Concordatos  por  creer  que  con  ellos  resultan  vulnerados  los  derechos 
de  la  Iglesia.  Otros,  por  el  contrario,  los  rechazan,  como  contrarios  a  las 
libertades  de  los  pueblos,  y  favorables  a  las  ambiciones  de  los  Papas. 

La  prensa  española  de  izquierdas  en  tiempo  de  la  segunda  República 
se  desató  en  procacidades  con  motivo  del  Concordato  alemán  de  1933. 
Como  ejemplo  véase  lo  que  escribía  Tierra,  13  de  julio  1933:  "Yon  Papen 
acaba  de  firmar  un  Concordato  con  Roma,  dando  en  Alemania  asiento  oficial  al 
Catolicismo,  lo  que  nunca  pudieron  alcanzar  los  políticos  católicos  de  Ger- 
mania...  ¡Pobre  Alemania!,  con  ese  régimen  hitleriano...  habrá  de  resistir 
las  siete  plagas:  mentira,  crimen,  miseria,  esclavitud,  brutalidad,  analfabetis- 
mo y  clericalismo"  (1). 

El  Ministro  de  Justicia,  Sr.  Albornoz,  en  su  discurso  del  cine  de  Par- 
diñas,  de  Madrid,  julio  1933,  pronunció  esta  insensatez:  En  España  no  se  ha 
hecho  ahora  Concordato,  porque  pactar  con  el  Vaticano  sería  una  humi- 
llación para  la  República. 

En  el  justo  medio  está  la  verdad.  Tales  pueden  ser  las  circunstancias  de 
los  tiempos,  que  resulten  los  Concordatos  muy  convenientes  para  la  Iglesia 
y  para  el  Estado. 

A  las  razones  de  los  primeros  podemos  responder  que  la  Iglesia  nunca 
se  despoja  o  abdica  de  sus  derechos  esenciales  o  inalienables,  ni  concedió 
jamás  cosa  contraria  a  la  ley  divina,  sino  sólo  algunas  prerrogativas  o  gra- 
cias accidentales,  para  procurar  algún  mayor  bien  espiritual  o  evitar  algún 
mal.  Así  concedió  a  los  príncipes  el  derecho  de  patronato  o  presentación 
de  los  Obispos  con  ciertas  condiciones.  Por  el  contrario.  Pío  VII  negó  a  Na- 
poleón el  que  los  metropolitanos  concedieran  la  institución  canónica  a  los 


(1)    Véase  Sal  Terrae,  1933,  p.  848. 
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Obispos  nombrados  por  el  Emperador,  si  la  Santa  Sede  no  se  la  daba  en  el 
término  de  tres  meses. 

Los  juristas  acatólicos,  como  Hinschio  (2),  que  sostienen  que  los  Concor- 
datos son  contrarios  a  las  libertades  de  los  pueblos,  sólo  se  fundan  en  los 
falsos  principios,  de  la  soberanía  absoluta  del  Estado,  aun  sobre  la  Iglesia; 
principios  condenados  por  los  Papas  y  que  se  refutan  de  un  modo  invenci- 
ble en  el  derecho  público  de  la  Iglesia;  y  se  inspiran  en  el  empeño  de  su- 
primir, a  ser  posible,  la  misma  Iglesia  (3). 

No  han  faltado  entre  nosotros  quienes  a  raíz  de  la  firma  de  nuestro  úl- 
timo Concordato  sugirieran  a  los  estudiantes  la  frase:  "Católicos,  si,  pero  sin 
Concordato";  no  han  faltado  gente  de  sotana  que  desde  Francia  escribiesen: 
No  se  puede  imaginar  el  daño  que  España  ha  hecho  a  la  Iglesia  con  ese 
Concordato. 

Si,  los  Concordatos  en  las  circunstancias  de  nuestros  tiempos  son  de 
suma  conveniencia.  Muchas  veces,  y  más  en  nuestros  días,  resulta  impo- 
sible aplicar  la  fórmula  ideal  para  regular  las  relaciones  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado,  basada  únicamente  en  el  mutuo  y  espontáneo  reconocimiento 
de  los  derechos  propios;  fórmula  más  fácilmente  aplicable  en  las  pequeñas 
naciones. 

Mas,  como  afirma  el  P.  Berutti,  Rector  de  la  Universidad  de  Friburgo, 
"en  las  grandes  naciones,  donde  el  Gobierno  está  en  manos  de  tantos  fac- 
tores, de  los  más  diversos  matices  políticos,  que  ostentan  indiferencia,  y 
quizás  hasta  desprecio  hacia  la  religión  de  la  Iglesia;  en  las  grandes  naciones, 
donde  el  Gobierno  aunque  fuera  uno  y  compacto,  no  se  puede  sustraer  al  influjo 
nefasto  de  la  mentalidad  racionalista  o  materialista  de  tantos  y  tantos  que 
ocupan  primeros  puestos  oficiales;  en  los  grandes  países,  donde  el  Gobierno 
teme  disgustar  a  la  masa,  preocupada  sólo  con  intereses  temporales  y  te- 
rrenos, aunque  sean  opuestos  a  los  espirituales  y  eternos.  ¡Oh!,  no  es  raro 
que  en  las  grandes  naciones  no  se  reconozcan  y  respeten,  como  debia  ser, 
por  el  Estado  los  derechos  de  la  Iglesia..."  (4). 

Ningún  medio  más  eficaz  en  tales  circunstancias  para  el  reconocimiento 
de  estos  derechos  y  para  el  fomento  de  la  mutua  colaboración  que  la  esti- 
pulación de  Concordatos,  donde  se  fijen  los  límites  dentro  de  los  cuales 
cada  sociedad  haya  de  ejercer  sus  funciones. 

La  historia  ha  demostrado  que  el  sistema  concordatario  prestó  mejores 
resultados  para  el  bienestar  de  la  humanidad,  que  los  regímenes  de  separa- 
ción, o  peor  aún,  de  oposición. 

Que  los  Concordatos  han  de  ser  convenientes  para  la  Iglesia  y  el  Estado 
lo  prueba  la  larga  serie  de  los  164  acuerdos  que  en  el  correr  de  los  tiempos 
han  celebrado  los  Papas  con  las  más  diversas  naciones,  tanto  católicas  como 
acatólicas. 

Si  no  se  estimasen  de  gran  conveniencia  para  la  Iglesia,  ¿se  hubieran 
avenido  a  ellos  Papas  tan  eminentes  como  Pío  IX,  León  XIII,  Pío  XI,  Pío  XII? 
Si  no  se  reputasen  provechosos  para  el  Estado,  ¿los  habrían  estipulado  so- 
veranos  tan  poderosos  y  tan  celosos  del  engrandecimiento  de  su  patria, 
como  un  Napoleón  I,  un  Hítler,  que  al  día  siguiente  de  su  encumbramiento 


(2)  Stand  nnd  Kirvhe,  p;'ig.  2(59. 

(3)  Pío  IX,  Snlldhiis,  prop.  10-20;  .'{O  nr).  Lkón  XIII,  Imnwrldlc,  n.  11. 

(4)  Sistema  Concordatario,  Friburgo,  1939,  pp.  8-9. 
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a  la  soberanía  de  Alemania  envía  a  Roma  al  insigne  ven  Papen,  para  que 
negocie  el  magnífico  Concordato  alemán?  (5). 

Enumerando  en  particular  las  utilidades  de  los  Concordatos,  son  útiles 
a  la  Iglesia:  a)  Para  terminar  las  contiendas  en  materias  religiosas. 
t>)  Para  procurar  la  paz  y  concordia  entre  ambas  potestades,  c)  Para 
que  se  reconozcan  los  derechos  de  la  Iglesia,  lo  cual,  si  no  puede  conseguir 
por  el  uso  de  su  plena  potestad,  procura  obtenerlo  por  el  nuevo  título  de 
un  solemne  convenio,  sobre  todo  con  los  Gobiernos  que  no  admiten  su  ins- 
titución divina,  convenio  en  que  por  su  parte  les  concede  ciertos  favores. 
d)  Por  fin,  si  en  los  Concordatos  se  guarda  la  equidad,  queda  asentada 
cierta  relación  de  verdadera  amistad  de  las  dos  potencias  independientes. 

Son  también  convenientes  para  el  Estado:  a)  Porque  restauran  la  paz 
y  tranquilidad  de  los  pueblos,  que  con  nada  se  perturba  tanto  como  con  las 
discordias  religiosas.  Y  este  bien  es  tanto  más  de  apetecer  en  los  países 
católicos,  en  los  cuales  se  da  seguridad  en  el  libre  ejercicio  de  la  religión 
católica  a  sus  ciudadanos.  Porque  los  derechos  religiosos  ya  no  quedarán  al 
m.ero  capricho  de  los  gobernantes,  sino  que  se  apoyarán  en  leyes  justas  fir- 
madas en  pactos  públicos. 

b)  Para  tranquilizar  las  conciencias  muchas  veces  gravadas  con  obli- 
gaciones de  justicia,  después  de  usurpaciones  y  despojos  de  bienes  de  la 
Iglesia,  cometidos  por  el  Gobierno.  Así  lo  hizo  Pío  IX  en  el  Concordato  con 
Isabel  II  de  España,  1851,  a.  42,  concediendo  a  todos  los  españoles  que 
hubiesen  adquirido  bienes  eclesiásticos  en  las  pasadas  usurpaciones  de  la 
desamortización,  una  condonación  general,  para  que  pudiesen  quedarse  con 
ellos.  Asimismo  Pío  XI  en  el  Concordato  con  Italia,  1929,  a.  28. 

c)  Para  la  concordia  entre  ambas  potestades,  que  siempre  es  un  bien 
muy  apetecible,  porque  como  dijo  el  historiador  romano  Salustio,  Concordia 
parvae  res  crescunt,  discordia  maximae  dilabuntur:  Con  la  concordia  las 
cosas  pequeñas  crecen;  con  la  discordia  aun  las  más  grandes  se  des- 
hacen (6). 

d)  Porque  el  Estado  siempre  suele  obtener  con  ellos  grandes  beneficios, 
concesiones  y  prerrogativas,  y  subsanación  de  faltas  anteriormente  por  él 
cometidas. 

Vienen  muy  bien  aquí  las  palabras  de  Ivon  Carnotense  al  Papa  Pascual  II, 
copiadas  por  León  XIII  en  la  Encíclica  Immortale  Del:  "Cuando  el  reino 
y  el  sacerdocio  están  bien  avenidos,  se  gobierna  bien  el  mundo,  florece  y 
fructifica  la  Iglesia.  Pero  cuando  están  discordes,  no  sólo  no  crecen  las  cosas 
pequeñas,  sino  que  aun  las  grandes  se  derrumban  miserablemente". 

Los  Papas  y  los  Soberanos  se  han  felicitado  por  el  término  de  tales  con- 
cordias, y  no  se  han  recatado  de  dar  públicamente  gracias  a  Dios  como  por 
triunfos  concedidos  a  la  Iglesia.  Por  el  contrario,  expresaron  su  dolor  al 
ser  denunciadas  o  violadas  (Giobbio,  p.  40). 

Nicolás  Y  llamó  razonables,  saludables  y  útiles  para  la  unión,  paz  y 
tranquilidad  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  y  dignas  de  alabanza  y  aproba- 
ción, las  concordias  con  el  rey  Federico  y  los  Príncipes  de  Alernania,  Be- 
nedicto XIV  calificó  de  saludable  y  conveniente  consejo  el  Concordato  de 

(5)  Memorias  de  von  Papen,  Madrid,  ed.  3,  1953;  cap.  16. 

(6)  De  bello  lugurtino,  c.  10. 


36 


CONCORDATOS,  NECESIDAD  Y  CONVENIENCIA 


1753  con  Fernando  VI.  Pío  IX  manifestó  que  fue  grande  su  consuelo,  cuando 
se  obtuvo  el  éxito  que  deseaba  en  el  Concordato  con  Isabel  II,  1851  (Const. 
Ad  Vicariam,  5  sept.  1851,  §  Ne  non).  Y  León  XIII  ponderó  como  muy  con- 
veniente para  la  paz  de  la  Iglesia,  restauración  de  las  instituciones  cristia- 
nas, y  fundamento  del  orden  público  el  Concordato  francés  de  1801  (Ene. 
Nobilissima,  §  In  Gallia,  n.  6;  8  feb.  1884). 

Las  lamentaciones  de  Pío  IX,  León  XIII  y  Pío  X  al  ser  denunciados  o 
violados  los  Concordatos,  prueban  una  vez  más  su  utilidad  (7). 

Vayan  en  confirmación  de  lo  dicho  las  palabras  de  Pío  XI  en  la  Encí- 
clica Dilectissima  nobis,  de  3  de  junio  de  1933,  a  los  gobernantes  españoles: 
"No  es  hiriendo  el  alma  del  pueblo  en  sus  más  profundos  y  caros  senti- 
mientos como  se  consigue  aquella  concordia  de  los  espíritus,  que  es  indis- 
pensable para  la  prosperidad  de  una  nación...". 

Y  más  abajo,  hablando  de  los  bienes  que  a  las  naciones  han  reportado 
los  recientes  Concordatos,  añade:  "Podemos  afirmar  con  toda  certeza  que 
los  nuevos  Estados  han  (¿reportado?)  notables  ventajas  de  estos  confiados 
acuerdos  con  la  Iglesia.  Pues  todos  saben  que  no  se  opone  dique  más  pode- 
roso al  desbordamiento  del  desorden  social  que  la  Iglesia;  la  cual  siendo 
educadora  excelsa  de  los  pueblos,  ha  sabido  unir  siempre  en  fecundo  acuer- 
do el  principio  de  la  legítima  libertad  con  el  de  la  autoridad;  las  exigencias 
de  la  justicia  con  el  bien  de  la  paz". 

Podríamos  por  fin  alegar  el  testimonio  de  la  propia  experiencia  patria. 
Los  períodos  más  calamitosos  para  España,  en  todos  sentidos,  certifica  la 
historia  que  han  sido  aquellos  en  que  el  Estado  rompió  con  la  Iglesia. 

49.  Objeción.  Examinados  los  extremos  de  la  utilidad  y  conveniencia 
de  los  Concordatos,  cabe  preguntarnos:  ¿Es  preferible  el  sistema  de  liber- 
tad y  separación  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  rigiéndose  cada  uno  por  sus 
fueros,  sin  convenio  alguno?  Los  que  participan  de  este  criterio  aducen  en 
su  apoyo  el  ejemplo  de  aquellas  naciones,  que  sin  Concordato  alguno  con  la 
Santa  Sede  gozan  de  gran  prosperidad,  no  sólo  material,  sino  también  espi- 
ritual y  religiosa.  Ahí  están,  dicen,  los  Estados  Unidos,  la  nación  próspera 
por  excelencia  en  todos  los  aspectos,  sin  Concordato  alguno. 

Respondemos:  Prescindiendo  de  que,  como  tesis,  el  sistema  de  sepa- 
ración es  inadmisible  y  condenado  por  los  Papas  (8),  negamos  que  el  sis- 
tema adoptado  por  esas  naciones,  y  en  particular  por  Norteamérica,  sea 
el  ideal  que  pueda  ofrecerse  al  mundo  católico. 

Reconocemos,  sí,  la  prosperidad  material  de  la  nación  norteamericana, 
tal  vez  hoy  la  mayor  del  mundo.  Reconocemos  la  pujanza  del  movimiento 
religioso,  y  la  fuerza  de  la  Iglesia  Católica  en  aquel  país,  como  la  pondera 
León  XIII  en  su  carta  Longinqua,  6  de  enero  1895,  a  los  Obispos  norteame- 
ricanos. ¡Pero  cuántas  lacras  morales  y  sociales  la  contrarrestan! 

Aunque  se  jactan  de  libertad  de  la  Iglesia,  es  cierto  que  allí  se  conculcan 
sus  derechos.  El  divorcio  perfecto  o  disolución  del  vinculo  matrimonial 
constituye  una  plaga,  protegida  por  el  reconocimiento  oficial  del  Estado. 
¡Con  qué  acentos  dolorosos  la  lamenta  el  Episcopado  norteamericano  en 
declaración  colectiva  de  1948!  (9). 


(7)  PosTiu.s,  El  Cód.  Can.  aplicado  a  España,  1926,  n.  347. 

(8)  Leonis  XIII  allocut iones,  epistolae,  etc.  (1900)  15. 

(9)  Ecclesiu,  1949,  p.  626. 
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Es  cierto  que  la  Constitución  del  país  establece:  "El  Congreso  no  hará 
leyes  con  respecto  al  establecimiento  de  una  religión  o  para  prohibir  el 
libre  ejercicio  de  la  misma".  Pero  no  es  menos  cierto  la  existencia  en  mu- 
chos sectores  de  la  población  de  una  mal  disimulada  animosidad  contra 
la  Iglesia  Católica,  un  lastre  en  la  conciencia  popular  que  impide  al  Cato- 
licismo una  más  rápida  expansión  y  ha  avocado  a  consecuencias  prácticas 
de  gran  transcendencia  que  en  sus  escritos  expone  el  eminente  publicista 
católico  norteamericano  Patee  (10). 

Omitimos  la  plaga  de  la  inmoralidad,  comprobada  por  recientes  estadis- 
ticas. 

Omitimos  la  plaga  del  laicismo,  que  deplora  el  Episcopado  norteameri- 
cano en  su  declaración  colectiva  de  1948. 

No  es,  pues,  el  sistema  adoptado  en  los  Estados  Unidos  el  ideal  que  se 
pueda  ofrecer  como  modelo  a  las  naciones  católicas.  Proclámalo  así 
León  XIII  en  la  citada  carta  Longinqua,  donde,  después  de  ponderar  el  pro- 
greso del  Catolicismo,  enumerando  sus  causas,  escribe:  "Pero  aunque  los 
progresos  enumerados  son  verdaderos,  sin  embargo  es  error,  que  ha  de  eli- 
minarse, el  sacar  de  aquí  la  consecuencia  que  se  ha  de  proponer  a  América 
como  modelo  del  mejor  Estado  de  la  Iglesia;  o  que  en  general  es  lícita  y 
conveniente  la  separación  y  falta  de  inteligencia  entre  el  régimen  civil  y  el 
sagrado,  al  estilo  americano.  Porque  si  entre  vosotros  se  mantiene  incólume 
el  Catolicismo;  más  aún.  si  ha  prosperado,  esto  ha  de  atribuirse  en  aboluto 
a  la  fecundidad  que  por  disposición  divina  posee  la  Iglesia;  la  cual,  cuando 
no  se  le  hace  la  guerra,  cuando  no  se  le  ponen  obstáculos,  ella  misma  es- 
pontáneamente se  levanta  y  se  propaga.  Pero  ¡cuánto  más  copiosos  frutos 
llevaría,  si  además  de  la  libertad,  disfrutase  del  favor  de  las  leyes  y  del  apo- 
yo del  poder  público!" 

Paladinamente  hemos  de  reconocer  que  el  mejor  medio  que  los  Estados 
Unidos  podrían  emplear  para  curar  o  aminorar  lacras  sociales  y  para  que 
la  Iglesia  Católica  diese  esos  ubérrimos  frutos  que  desea  León  XIII,  sería 
un  régimen  de  buena  inteligencia  con  ella,  adaptado  a  los  tiempos  y  a  las 
circunstancias  peculiares  del  país.  Sabiamente  se  expresa  Pío  IX  en  la  En- 
cíclica Quanta  cura,  8  dic.  1864:  "Aquella  mutua  unión  y  concordia  entre 
el  sacerdocio  y  el  imperio  siempre  resultó  propicia  y  saludable,  no  sólo  para 
las  cosas  sagradas,  sino  también  para  la  prosperidad  civil". 

Asi  lo  entendieron  en  nuestros  días  tantas  naciones  después  de  la  pri- 
mera guerra  europea  (1914-18),  que  se  apresuraron  a  solicitar  Concordatos 
con  la  Santa  Sede,  como  remedio  a  sus  calamidades;  y  asi  lo  entienden  hoy 
no  pocas  naciones,  aun  no  católicas,  que  sienten  la  necesidad  de  aproxi- 
marse a  Roma.  Así  lo  han  entendido  la  República  de  la  Indonesia,  el  Estado 
de  Israel,  el  Representante  personal  de  Roosvelt  y  el  Enviado  especial  de 
los  Estados  Unidos  a  la  Ciudad  Vaticana  y  Siria  (Íl). 


(10)    Patee,  El  anticatolicismo  en  los  EE.  UU.  Ecclesia,  1947,  p.  287. 

(ll^i  Casoria,  Concordan  e  ordinamento  giuridico  internazionale,  Roma,  1953, 
p.  25.  Véase  Pérez  Alhama,  Conveniencia  del  Concordato,  en  el  folleto  Problemas 
sobre  el  nuevo  Concordato  español.  Universidad  Pontificia  de  Comillas,  1954,  pági- 
nas 16-26. 
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CAPITULO  IV 
SUJETO.  —  OBJETO.  —  FORMA.  —  FIN 

Vamos  a  exponer  ahora  los  elementos  subjetivos,  objetivos  y  formales 
del  derecho  concordatario. 

1.  Sujeto 

50.  Siendo  los  Concordatos  solemnes  convenios,  para  ordenar  las  rela- 
ciones entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  por  mutuas  concesiones  y  obligaciones, 
y  por  normas  estables  de  obrar  para  los  subditos  de  ambos,  de  aquí  que  el 
sujeto  activo  de  ellos,  o  sea,  quien  los  estipula,  es  por  parte  de  la  Iglesia  el 
Sumo  Pontífice;  y  por  parte  del  Estado  el  Jefe  supremo,  llámese  Emperador, 
Rey  o  Presidente  o  Gobierno.  Estos  estipulan  los  Concordatos  bien  por  sí 
mismos,  bien,  lo  que  hoy  es  más  frecuente,  por  medio  de  plenipotenciarios. 
Al  principio  de  los  Concordatos  se  hace  constar  quiénes  son  las  dos  altas 
partes  contratantes. 

Pero  las  altas  partes  contratantes  obran,  no  como  personas  privadas, 
sino  como  personas  públicas  o  como  superiores  y  representantes  de  sus  res- 
pectivas sociedades.  Pues  las  personas  jurídicas  o  morales,  cuales  son  las 
sociedades  todas,  como  la  Iglesia  y  el  Estado,  se  equiparan  en  todo  derecho 
a  los  menores.  Así  el  can.  99  dice:  "La  Iglesia  Católica  y  la  Sede  Apostólica 
tienen  el  carácter  de  persona  moral,  por  ordenación  divina".  Y  el  can.  100: 
"Las  personas  morales  se  equiparan  a  los  menores". 

Ahora  bien,  los  menores  por  lo  común  no  pueden  poner  actos  jurídicos 
válidos  o  firmes  por  sí  mismos,  v.  gr.,  contratos,  sino  por  medio  de  aquellos 
que  ejercen  sobre  ellos  la  patria  potestad.  De  la  misma  manera  las  socie- 
dades no  pueden  estipular  tratados  por  sí  mismas,  sino  por  sus  cabezas 
o  representantes. 

De  aquí  que  los  convenios  que  éstos,  como  cabezas  o  representantes  de 
sus  respectivas  sociedades  estipulan,  en  todo  derecho,  se  consideran  y  son 
convenios  hechos  entre  las  mismas  sociedades.  Por  eso  se  llaman  convenios 
o  pactos  internacionales  los  estipulados  o  firmados  entre  los  representantes 
de  dos  naciones.  Sigúese  de  aquí  que  los  Concordatos,  aunque  se  contraen 
entre  el  Papa  y  el  Jefe  supremo  de  una  nación,  son  en  todo  rigor  jurídico 
concordados  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  o  la  nación;  y  que  los  sujetos  acti- 
vos o  partes  contratantes  son  la  Iglesia  y  la  nación. 

Conviene  insistir  en  este  punto,  porque  en  el  Congreso  español,  al  dis- 
cutirse la  Constitución  de  la  República,  se  lanzó  la  especie  de  que  el  Concor- 
dato no  es  un  convenio  o  tratado  entre  la  nación  española  y  la  Iglesia;  sino 
entre  el  Monarca  y  el  Papa. 

Así  lo  proclamó  en  la  sesión  de  15  de  octubre  de  1931  la  diputada  re- 
publicana doña  Clara  Campoamoh  :  "i\te  costaba  trabajo  contener  mis  pala- 
bras para  no  contestar  a  uno  de  los  señores  diputados,  que  sostenia  la  vi- 
gencia del  Concordato;  porque  hasta  los  más  modernos  tratadistas  italia- 
nos, como  el  mismo  Ojetti,  mantienen  la  tesis  lógica  y  justa  de  que  Concor- 
dato concertado  con  un  régimen  decae  naturalmente  al  ser  éste  sucedido 
por  otro:  Concordato  concertado  con  República  no  puede  ser  mantenido  por 
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una  Monarquía;  Concordato  concertado  con  una  Monarquía  no  puede  ser 
mantenido  por  una  República... 

"Pero  existe  una  razón  más  como  justificación  de  esto,  y  es  que  el  Con- 
cordato con  la  Santa  Sede  está  concertado,  no  por  la  nación  española,  ni 
en  nombre  de  la  nación  española:  está  concertado  por  Isabel  II  y  por  Su 
Santidad  Pío  IX»  {Extracto  oficial  de  Sesiones,  p.  17). 

Lo  mismo  vino  a  decir  el  señor  Maura,  D.  Miguel,  en  su  famoso  discurso 
del  Frontón  en  enero  de  1932. 

Como  se  ve,  la  diputada  señorita  Campoamor  trajo  en  su  apoyo  de  su 
errada  afirmación  la  autoridad  de  Ojetti  (alguien  se  lo  inspiraría,  si  ella 
no  lo  leyó  en  latín). 

En  efecto,  el  P.  Ojetti,  S.  I.,  en  su  obra  Commentarum  in  Codicem  luris 
Canonici,  lib.  I,  excurs.  ad  can.  3,  p.  40,  sienta  esta  aserción,  que  bien  pode- 
mos llamar  peregrina,  por  dos  conceptos;  porque  él  es  el  único  autor  cató- 
lico que  sepamos  la  defiende,  contra  el  unánime  sentir  de  los  doctores; 
y  peregrina  en  sí  misma  por  la  futileza  de  los  argumentos  en  que  se  apoya. 

El  principal,  y  puede  decirse  el  único,  que  trae  es  el  siguiente:  En  todo 
pacto,  y  por  lo  mismo  en  todo  Concordato,  para  juzgar  de  su  alcance  se  ha 
de  tener  en  cuenta,  la  intención  o  voluntad  de  las  partes  contratantes. 
Ahora  bien,  dice  Ojetti,  juzgo  que  no  hay  concordatos,  o  si  los  hay  son 
excepciones,  en  que  se  diga  que  la  Iglesia  contrae  con  el  Estado;  mientras 
que  siempre  se  dice  que  el  Papa  actual  contrae  con  el  actual  Príncipe  o  Jefe 
del  Estado. 

¿Qué  responderemos  a  este  argumento?  1.°  Que  es  vanísimo  y  de  nin- 
gún valor.  Su  futileza  e  inconsistencia  salta  a  la  vista  con  sólo  considerar 
lo  que  arriba  decíamos:  que  las  dos  altas  partes  contratantes  no  proceden 
como  personas  particulares,  por  ejemplo,  Eugenio  Pacelli  y  Francisco  Franco 
en  el  de  España  de  1953,  sino  como  jefes  y  representantes  de  sus  respec- 
tivas sociedades;  y  así  lo  hacen  constar  en  el  encabezamiento  del  Concor- 
dato, poniendo  el  carácter  con  que  contratan:  Su  Santidad  el  Papa  Pío  XII, 
es  decir,  como  el  jefe  supremo  de  la  Iglesia  Católica,  ha  nombrado  su  pleni- 
potenciario a...;  y  el  Jefe  del  Estado  español  D.  Francisco  Franco...  Aho- 
ra bien,  los  contratos  con  ese  carácter  celebrados  no  son  jamás  contratos 
personales,  ni  privados,  ni  siquiera  de  tal  o  cual  dinastía  o  régimen  o  sis- 
tema de  gobierno,  sino  que  siempre  en  todo  derecho  se  consideran  y  son 
contratos  entre  dos  sociedades. 

2.°  Además  es  falso  que  no  se  dan  Concordatos,  o  que  son  excepciones, 
en  los  cuales  se  diga  que  la  Iglesia  contrae  con  el  Estado.  Fijándonos  sólo 
en  los  celebrados  después  de  la  primera  guerra  europea,  vemos  que  en  la 
mayoría  de  ellos  se  dice  en  unos  u  otros  términos  que  contrae  la  Santa  Sede 
con  el  Estado. 

—  Así  el  de  Letonia,  1922,  se  encabeza:  "La  Santa  Sede,  representada 
por  Su  Em.  el  Card.  Gasparri...  y  el  Gobierno  de  Letonia  representado  por 
Mr.  Zigfrido  A.  Meierovics. . .  han  convenido...". 

—  El  de  Baviera,  1925:  "Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  Pío  XI  y  el  Es- 
tado de  Baviera,  han  resuelto  concluir  un  solemne  convenio". 

—  El  acuerdo  con  Francia  sobre  honores  litúrgicos,  1926:  "La  Santa  Sede 
y  el  Gobierno  de  la  República  francesa  se  han  puesto  de  acuerdo  sobre  las 
disposiciones  siguientes". 

—  El  modas  vivendi  de  Checoeslavia,  1928:  "La  Santa  Sede  y  el  Gobier- 
no de  Checoeslavia  están  de  acuerdo...". 
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—  El  acuerdo  con  Portugal,  1928:  "La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  portu- 
gués... se  han  puesto  de  acuerdo...". 

—  El  Concordato  de  Italia,  1929,  tiene  este  preámbulo:  "Desde  el  prin- 
cipio de  las  gestiones  entre  la  Santa  Sede  e  Italia  para  resolver  la  cuestión 
romana,  la  misma  Santa  Sede  propuso  que  el  tratado  relativo  a  dicha  cues- 
tión fuese  acompañado  como  necesario  complemento,  de  un  Concordato". 

—  El  de  Badén,  1932,  comienza:  "Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  Pió  XI 
y  el  Ministerio  de  Estado  de  Badén...  han  resuelto  regular  las  relaciones  de 
un  modo  estable,  mediante  un  solemne  convenio...". 

—  El  de  Alemania,  1933,  se  expresa  asi:  "Su  Santidad  el  Papa  Pío  XI  y  el 
Presidente  del  Reich  alemán...  han  resuelto  concluir  un  solemne  con- 
venio...". 

—  El  de  Austria,  1933:  "Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  Pío  XI  y  Ja 
República  austríaca...  han  resuelto  concluir  un  solemne  convenio". 

—  El  de  Portugal,  1940:  "Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  Pío  XII  y  el 
Presidente  de  la  República  portuguesa...  han  resuelto  concluir  entre  sí  un 
solemne  convenio". 

El  de  España,  1953,  es  en  esto  más  expreso:  "La  Santa  Sede  Apostólica 
y  el  Estado  español...  han  determinado  estipular  un  Concordato...  A  este  fin 
Su  Santidad  el  Papa  Pío  XII  ha  tenido  a  bien  nombrar  por  su  Plenipo- 
tenciario... a...;  y  Su  Excelencia  el  Jefe  del  Estado  español,  D.  Francisco 
Franco  Bahamonde,  a...". 

Aquí,  aparece  claramente  entre  quiénes  se  estipula  el  Concordato;  a 
saber,  entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado;  y  quiénes  personifican  o  represen- 
tan a  estas  dos  Altas  Partes  concordantes:  el  Papa  Pío  XII,  Jefe  Supremo  de 
la  Iglesia,  y  D.  Francisco  Franco  como  Jefe  Soberano  de  la  nación  española. 
De  un  modo  semejante  se  expresa  el  Concordato  dominicano  de  1954. 

Vése,  pues,  que  en  los  Concordatos  recientes  se  hace  constar  que  se  ce- 
lebran entre  la  Iglesia  y  el  Estado. 

3.°  Esto  mismo  aparece  con  más  evidencia  en  el  título  de  los  Concorda- 
tos, cual  se  expresa  en  Acta  Apostolicae  Sedis,  boletín  oficial  donde  la  Santa 
Sede  promulga  sus  disposiciones.  Es  verdad  que  hasta  Pío  IX  se  rotulaban 
por  lo  común  Concordato  entre  tal  Papa  y  tal  Rey  o  Príncipe,  aunque  son 
bastantes  las  excepciones,  así  en  la  Raccolta  nuestro  Concordato  de  1737 
se  titula:  Concordato  con  España:  y  aun  a  los  principios  del  pontificado 
de  Pío  IX  siguiéronse  titulando  de  la  misma  manera,  como  el  nuestro  de 
1851:  Concordato  entre  Pío  IX  e  Isabel  II,  Reina  de  España;  pero  ya  en  la 
mayoría  de  los  celebrados  por  este  Papa  y  sus  sucesores  se  pone  en  el  título 
el  Papa  y  la  nación  con  quien  se  concuerda.  Y  en  todos  los  posteriores  a 
la  primera  guerra  europea  no  se  nombra  en  el  título  oficial  al  Papa  y  al 
Jefe  del  Estado,  sino  solamente  la  Santa  Sede  y  la  nación:  "Concordato 
entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  de  Letonia".  —  ''Entre  Su  Santidad  Pío  XI 
y  el  Estado  de  Baviera".  —  "Entre  la  Santa  Sede  y  Polonia".  —  "Entre  la 
Santa  Sede  y  el  Gobierno  de  Lituania".  —  "Modus  vivendi  entre  la  Santa 
Sede  y  la  República  checoeslava".  —  "Convenio  entre  la  Santa  Sede  y  la 
República  de  Portugal".  —  "Concordato  entre  la  Santa  Sede  e  Italia".  —  "So- 
lemne convenio  entre  la  Santa  Sede  y  el  reino  de  Rumania".  —  "Solemne 
convenio  entre  la  Santa  Sede  y  Prusia".  —  "Concordato  entre  la  Santa  Sede 
y  la  República  de  Badén".  —  "Concordato  entre  la  Santa  Sede  y  el  Reich 
alemán".  —  "Entre  la  Santa  Sede  y  la  República  austríaca".  —  "Entre  la 
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Santa  Sede  y  la  República  portuguesa".  —  "Entre  la  Santa  Sede  y  Espa- 
ña". —  "Entre  la  Santa  Sede  y  la  República  dominicana". 

4.  *^  Aun  en  aquellos  que  no  llevan  este  título,  como  el  español  de  1851, 
aparecen  en  el  texto  cláusulas  que  indican  a  las  claras  que  el  Concordato 
se  celebra  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  o  nación.  Asi  en  el  art.  28  del  nuestro : 
"El  Gobierno  de  S.  M.  Católica,  sin  perjuicio  de  establecer  oportunamente, 
previo  acuerdo  con  la  Santa  Sede...".  En  el  45:  "El  mismo  Concordato  re- 
girá para  siempre  en  lo  sucesivo  como  ley  del  Estado...". 

5.  °  El  mismo  Código  canónico,  can.  3,  llama  a  los  Concordatos  convenios 
entre  la  Sede  Apostólica  y  las  naciones;  pactos  convenidos  con  varias  na- 
ciones los  llama  el  canon  255. 

6.  °  Por  fin  para  no  alegar  más  pruebas  en  cosa  clara  como  el  sol  del 
mediodía  y  probada  hasta  la  saciedad,  traigamos  algunos  dichos  de  los 
Papas:  León  X,  Constit.  a.  1516,  n.  27,  28,  refiriéndose  al  Concordato  con 
Francisco  I  de  Francia,  afirma:  "que  la  concordia  con  dicho  rey...  tiene 
fuerza  y  valor  de  verdadero  contrato  y  obligación  legítimamente  estipula- 
do entre  Nos  y  la  Santa  Sede  por  una  parte  y  el  mencionado  Rey  y  su  reino 
por  otra". 

Pío  X  en  la  Encíclica  Vehementer,  11  feb.  1906,  lamentándose  de  que 
el  Gobierno  de  la  República  francesa  hubiese  roto  por  la  ley  de  separación 
de  1905  el  Concordato,  celebrado  bajo  otro  régimen,  en  1801,  entre  Pío  VII 
y  Napoleón  I,  se  expresa  así:  "Entre  la  Sede  Apostólica  y  la  nación  francesa 
mediaba  un  convenio  con  obligación  de  ambas  partes...". 

En  el  Concordato  alemán  de  1933,  a.  I,  se  empieza  diciendo:  El  Reich 
(o  Imperio)  germánico  garantiza  la  libertad  de  la  profesión  y  del  público 
ejercicio  de  la  religión  católica. 

Quede,  pues,  firmísimamente  asentado  que  los  Concordatos  son  conve- 
nios celebrados  entre  la  Iglesia  y  el  Estado;  entre  la  Santa  Sede  y  la  Nación, 
representadas  por  sus  respectivos  jefes  supremos. 

Decimos  que  como  representante  de  la  Iglesia  estipula  los  Concordatos 
el  Papa,  no  como  príncipe  civil  del  Estado  Pontificio,  que  ahora  se  reduce 
a  la  Ciudad  Vaticana.  Así  es,  aunque  sólo  se  trata  de  una  nación.  Porque: 

a)  En  los  Concordatos  siempre  suele  alterarse  algo  el  derecho  común 
de  la  Iglesia,  estipulándose  cosas  contrarias  al  tal  derecho.  Ahora  bien,  el 
derecho  común  o  universal  de  la  Iglesia  sólo  puede  ser  cambiado  o  dis- 
pensado por  la  Santa  Sede  (can.  81). 

b)  Además  en  los  Concordatos  se  trata  de  asuntos  gravísimos  de  toda 
una  nación.  Y  esta  ordenación  de  las  cosas  eclesiásticas  con  toda  razón  se 
cuenta  entre  las  causas  mayores,  las  cuales  en  la  Iglesia  se  reservan 
al  Papa. 

c)  Por  último,  el  fin  porque  los  gobiernos  civiles  desean  los  Concorda- 
tos es  para  tener  una  norma  determinada  y  estable  para  toda  la  nación, 
a  cuya  observancia  estén  obligados  aun  los  Obispos  y  concilios  provinciales. 
Tal  norma  no  puede  establecerse  sin  intervención  de  la  Santa  Sede. 

En  una  palabra,  la  materia  de  los  Concordatos  suele  ser  tal,  que  exige 
personalidad  internacional,  o  sea  independencia  y  soberanía  en  las  partes 
concordantes  (Cavagnis,  I,  655). 
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Sin  embargo,  ejemplos  hay  en  la  historia  de  Concordatos  celebrados  entre 
los  Obispos  de  una  nación  y  el  soberano  de  ella.  Tal  es  el  celebrado  en  1289 
entre  los  Obispos  portugueses  y  su  Rey  Dionisio.  Mendes  de  Almeida,  en  su 
obra  Direito  civil  eclesiástico  Brazileiro,  1866,  enumera  18  Concordatos  es- 
tipulados desde  el  siglo  xiii  hasta  el  xix  entre  los  reyes  de  Portugal  y  el 
clero  de  la  misma  nación.  Pero  tales  Concordatos  o  fueron  confirmados  por 
el  Papa,  como  lo  fue  por  Nicolás  IV  el  celebrado  con  el  Rey  Dionisio  de 
Portugal,  o  fueron  rechazados  por  los  Papas  o  al  menos  no  lograron  su 
aprobación. 

También  en  otro  tiempo  los  Obispos  de  Austria  y  Baviera  hicieron  Con- 
cordatos con  sus  Gobiernos  en  cosas  de  su  jurisdicción.  Hoy  tal  poder  está 
muy  restringido  y  no  es  práctico.  Los  Concordatos  de  Constanza,  1418,  se 
estipularon  entre  Martin  V  y  los  Obispos  de  los  cinco  grupos  nacionales 
asistentes  al  Concilio:  el  alemán,  francés,  inglés,  italiano  y  español. 

Son  los  Concordatos  contratos  con  la  Iglesia  Universal,  o  lo  que  es  lo 
mismo,  con  la  Santa  Sede,  con  el  Sumo  Pontífice,  que  es  la  autoridad  que 
representa,  personifica  y  rige.  El  Card.  Ottaviani  escribe:  El  Papa  lleva  la 
personalidad  de  la  Iglesia,  de  suerte  que  ya  se  nombre  al  Papa  y  sus  suce- 
sores ya  a  la  Iglesia,  bien  puede  decirse  el  uno  y  el  otro  sujeto  de  la  obli- 
gación contractual  (1). 

La  Iglesia,  de  la  cual  es  órgano  representativo  la  Santa  Sede,  es  la 
católica,  la  universal.  El  Papa,  al  firmar  un  Concordato,  o  poner  un  acto 
que  pueda  pertenecer  al  derecho  internacional,  no  lo  hace  en  cuanto  cabeza 
de  una  organización  eclesiástica  de  un  territorio  determinado,  de  una  igle- 
sia nacional.  Considerar  la  sociedad  religiosa  sobrenatural,  fundada  por 
Cristo,  como  fraccionada  según  las  fronteras  políticas,  variables  de  las  na- 
ciones, serla  pervertir  la  verdadera  noción  de  Iglesia  una  y  universal. 

Por  eso  el  Estado  que  estipula  un  Concordato  con  la  Iglesia,  sabe  que 
se  compromete  con  un  poder  independiente  y  soberano,  y  no  con  el  jefe 
de  un  culto  religioso  de  su  territorio;  no  considera  al  Papa  solamente  como 
cabeza  y  representante  de  los  católicos  de  aquella  nación;  sino  como  un 
sujeto  de  autoridad  suprema  de  una  sociedad  jurídicamente  perfecta,  que 
es  la  Iglesia  Universal. 

Así  en  el  preámbulo  del  Concordato  de  Letrán,  1929,  se  dice:  x\tendiendo 
a  que  desde  un  principio  de  las  negociaciones  entre  la  Santa  Sede  e  Italia 
para  el  arreglo  de  la  cuestión  romana  la  misma  Santa  Sede  oropuso  que  el 
tratado  fuese  acompañado  de  un  Concordato  para  regular  las  condiciones 
de  la  religión  de  la  Iglesia  en  Italia...  Su  Santidad  el  Sumo  Pontifice  Pío  XI 
y  Su  Majestad  Víctor  ^Manuel  II,  Rey  de  Italia,  han  resuelto  hacer  un  Con- 
cordato... 

Como  se  ve,  se  barajan  aquí  como  equivalentes  los  términos  Santa  Sede, 
Sumo  Pontífice  e  Iglesia,  entendiendo  Iglesia  Universal;  ya  que  se  dice: 
para  regular  las  condiciones  de  la  religión  de  la  Iglesia  en  Italia;  a  saber, 
de  la  religión  de  la  Iglesia  Católica  en  Italia. 

Por  otra  parte,  unos  Concordatos,  el  español  de  1953,  a.  23,  y  el  domini- 
cano a.  3,  2,  explícitamente  reconocen  a  la  Iglesia  católica  el  carácter  de 
sociedad  perfecta,  esto  es,  soberana;  y  a  la  Santa  Sede  personalidad  jurí- 
dica internacional;  otros  también  la  reconocen  cierta  soberanía;  el  de  Po- 
lonia, a.  10;  Baviera,  a  8;  Alemania,  a.  20,  etc.,  capaz  de  tratados  inter- 
nacionales. 


(1)    Inst.  lur.  Pul)L  Ereles.,  vol.  2,  n.  ;J75. 
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Es,  pues,  el  sujeto  activo  de  los  Concordatos  la  Iglesia  Universal,  o  lo 
que  es  lo  mismo,  la  Santa  Sede  o  el  Sumo  Pontíñce,  como  Jefe  de  la  Iglesia 
Universal,  y  no  sólo  de  los  católicos  de  la  nación  con  quien  se  estipula  el 
Concordato. 

Los  acuerdos  entre  el  Episcopado  de  una  nación  y  el  Gobierno  no  son 
propiamente  Concordatos,  les  falta  el  carácter  diplomático  propio  de  los 
convenios  estipulados  entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  como  partes  sobera- 
nas (Wagnon,  p.  115). 

Por  parte  del  Estado  el  sujeto  del  Concordato  es  la  nación,  o  aquella 
persona  fisica  o  moral  que  tiene  poder  de  estipular  solemnes  tratados  o 
pactos  públicos  con  otras  naciones,  con  o  sin  el  consentimiento  de  las  Cá- 
maras y  Cortes,  según  la  institución  de  cada  pais. 

El  de  Viena,  1448,  se  celebró  entre  Nicolás  V  y  Federico  III  con  otros 
príncipes  seculares  y  eclesiásticos  de  Alemania.  Pero  desde  el  Concordato 
entre  León  X  y  Francisco  I  de  Francia,  1516,  los  sujetos  únicos  del  Concor- 
dato son  el  Papa  y  el  Jefe  supremo  del  Estado;  sólo,  como  el  Rey  en  tiempo 
de  las  monarquías  absolutas,  o  con  el  consentimiento  de  las  Cortes  o  Cá- 
maras, como  en  tiempos  de  las  monarquías  constitucionales,  en  las  que  el 
Rey  tiene  limitada  su  autoridad  por  la  constitución;  y  en  las  repúblicas. 

Concordatos  con  Gobiernos  ilegítimos.  Puede  estipularse  el  Concordato 
aun  con  Gobiernos  de  solo  hecho,  ilegitimos  en  su  origen,  de  suerte  que 
restaurado  el  Gobierno  legítimo,  tenga  que  respetar  tal  Concordato.  Pues 
aunque  el  Gobierno  ilegítimo  no  tiene  derecho  a  poseer  el  mando;  mientras 
dura,  tiene  que  procurar  el  bien  común,  cual  se  procura  en  los  Concor- 
datos; y  el  mismo  bien  común  exige  que  los  subditos  se  atengan  a  tales 
disposiciones  (2). 

2.  Objeto 

51.  La  materia  de  los  Concordatos  han  de  ser  cosas  o  prestaciones 
física,  moral  y  jurídicamente  posibles  a  ambas  partes  contratantes.  Físi- 
camente posibles,  esto  es,  que  para  su  cumplimiento  tengan  fuerzas  o  me- 
dios necesarios.  Moralmente  posibles,  o  que  puedan  licitamente  cumplirse. 
Jurídicamente,  o  las  cuales  tengan  un  derecho  que  pueda  traspasar  a 
la  otra. 

No  pueden  ser,  pues,  objeto  de  ellos  los  derechos  sustanciales  e  inalie- 
nables de  la  Iglesia  y  del  Estado,  cuales  son  las  cosas  de  derecho  divino. 
Porque  éste  está  por  encima  de  todas  las  negociaciones  humanas.  Por  el 
contrario  podrán  ser  materia  de  convenio  las  cosas  de  derecho  humano.  La 
cual  es  triple: 

I.  Cosas  temporales.  Son  éstas  las  que  de  su  naturaleza  sólo  tienden 
a  un  fin  terreno,  natural;  v.  gr.,  la  materia  pecuniaria. 

Así  en  el  Concordato  español  entre  Benedicto  XIV  y  Fernando  VI,  el 
Papa  cedió  el  derecho  a  las  annatas  o  cantidades  que  percibía  la  Santa 
Sede  en  la  provisión  de  beneficios,  y  el  Rey  en  cambio  dio  310.000  escudos 
romanos.  En  el  de  Pío  IX  con  Isabel  II  el  Pontífice  condonó  a  los  particii- 


(2)    Cavagnis,  I,  n.  695. 
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lares  los  bienes  eclesiásticos  usurpados,  y  la  Reina  se  comprometió  a  pagar 
la  pensión  para  el  culto  y  clero. 

A  materia  temporal  puede  reducirse  lo  que  en  el  Congreso  de  Viena, 
9  jun.  1815,  se  estipuló:  que  en  las  naciones  donde  hubiese  Nuncio  de  Su 
Santidad  éste  fuese  Decano  o  Presidente  del  Cuerpo  Diplomático. 

II.  Cosas  espirituales.  Son  las  que  por  su  naturaleza  o  por  la  consa- 
gración de  la  Iglesia  se  refieren  al  fin  sobrenatural.  Por  ejemplo  las  refe- 
rentes a  la  liturgia,  a  la  presentación  de  Obispos,  a  la  erección  de  cabil- 
dos, etc.  Sobre  tal  materia  espiritual  versa  el  acuerdo  con  Francia  en  1926, 
sobre  los  honores  litúrgicos  que  han  de  tributarse  a  los  representantes  de 
Francia  en  el  Oriente;  y  el  convenio  con  Portugal  de  1928  sobre  la  organiza- 
ción eclesiástica  en  la  India  Oriental. 

III.  Cosas  mixtas.  En  sentido  estricto  son  las  que  por  su  naturaleza 
bajo  un  respecto  miran  directamente  a  un  fin  espiritual  y  bajo  otro  a  un 
fin  temporal,  en  las  cuales  ambas  potestades,  bajo  su  punto  de  vista,  tie- 
nen de  suyo  competencia  propia  y  nativa.  Por  ejemplo  las  escuelas  del 
Estado:  en  cuanto  a  la  educación  y  enseñanza  religiosa  y  moral  son  cosas 
espirituales,  que  caen  bajo  la  jurisdicción  propia  y  nativa  de  la  Iglesia, 
como  lo  declaró  Pío  IX  al  condenar  la  proposición  contraria  en  el  Syllabus, 
n.  45;  y  como  lo  confirma  el  can.  1381  del  Código  eclesiástico;  en  cuanto  a 
la  otra  enseñanza,  a  la  higiene,  economía,  etc.,  las  escuelas  son  cosa  tem- 
poral. 

Lo  mismo  se  diga  del  matrimonio:  en  cuanto  al  vínculo  y  efectos  inse- 
parables de  él,  como  el  derecho  a  la  cohabitación,  etc.,  es  cosa  espiritual; 
en  cuanto  a  los  efectos  temporales  separables,  como  la  dote,  el  derecho  a 
la  herencia,  la  administración  de  bienes,  el  matrimonio  es  cosa  temporal 
(can.  1016).  Por  eso  las  escuelas  y  el  matrimonio  son  cosas  mixtas  en  el  sen- 
tido estricto. 

En  sentido  lato  son  cosas  mixtas  las  que  de  suyo  sólo  miran  a  un  fin:  el 
espiritual  o  el  temporal;  pero  a)  por  su  dificultad  exigen  la  cooperación  de 
la  otra  potestad;  v.  gr.,  el  delito  de  herejía,  la  conservación  de  la  religión 
católica  en  una  nación,  como  se  establece  en  el  art.  1  de  nuestro  Concordato ; 
h)  o  por  concesión  de  una  de  las  potestades  se  han  trasladado  ya  de  algún 
modo  a  la  otra,  como  el  derecho  senatorial  concedido  antes  a  los  Arzobis- 
pos españoles;  el  derecho  de  presentar  los  Obispos  otorgado  a  los  soberanos 
de  España;  c)  finalmente  aquellas  en  que  interviene  algún  interés  del  Go- 
bierno y  de  la  Iglesia,  y  en  las  cuales  fácilmente  se  suscitan  conflictos.  De 
aquí  que  muchos  objetos  de  los  Concordatos  son  mixtos  en  sentido  lato;  y 
propiamente  son  espirituales,  como  el  privilegio  de  presentación  de  Obispos. 

Muchas  veces  el  Estado  en  los  Concordatos  reconoce  los  derechos  divi- 
nos y  canónicos  de  la  Iglesia  y  promete  su  observancia,  como  lo  hace  el 
nuestro  en  el  art.  2,  al  reconocerla  el  carácter  de  sociedad  perfecta  y  ga- 
rantizarle el  libre  ejercicio  de  su  poder  espiritual;  y  viceversa,  la  Iglesia  re- 
conoce los  derechos  nativos  del  Estado  y  se  compromete  a  respetarlos.  En- 
tonces ni  uno  ni  otra  adquieren  nuevo  derecho,  sino  un  nuevo  título  a  su 
derecho  por  razón  del  pacto  solemne. 

De  hecho  y  ordinariamente  los  objetos  del  Concordato  son  de  dos  géne- 
ros: 1)  Solemnes  promesas  del  Gobierno  de  observar  los  derechos  de  la 
Iglesia,  ya  por  otra  parte  debidos  y  expresados  en  el  Concordato.   2)  Con- 
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cesiones  especiales  pontificias.  Por  lo  cual  generalmente  el  Gobierno  rara 
vez  concede  o  promete  a  la  Iglesia  cosa  a  que  ya  no  esté  obligado  por  otro 
titulo. 

En  especial  he  aquí  los  principales  objetos: 

De  parte  de  la  Iglesia.  1.°  Nueva  circunscripción  y  erección  de  dióce- 
sis y  provincias  eclesiásticas.  2.°  Derecho  de  presentación  o  de  placet  o 
prenotificación  de  las  personas  que  van  a  ser  promovidas  a  los  cargos  ecle- 
siásticos. 3.°  Condonación  de  bienes  eclesiásticos  usurpados.  4.°  Limita- 
ción del  fuero  eclesiástico  para  los  clérigos.  5.°  Juramento  de  fidelidad  al 
príncipe,  que  han  de  prestar  los  eclesiásticos,  etc. 

De  parte  del  Estado.  1.°  Protección  al  libre  ejercicio  del  culto  católico. 
2.°  Libre  comunicación  con  la  Santa  Sede.  3."  Libre  ejercicio  de  la  po- 
testad episcopal.  4.«  Condición  legal  de  los  religiosos.  S.'^  Congrua  sus- 
tentación del  culto  y  clero.  6.°  Restitución  de  los  bienes  eclesiásticos. 
7.°  Reconocimiento  del  derecho  de  la  Iglesia  en  cuanto  a  los  seminarios, 
escuelas  y  obras  pías.  8.°  En  cuanto  a  sacramentos,  funciones  sagradas  e 
inmunidades.  9.°  Reconocimiento  de  la  propiedad  eclesiástica,  del  dere- 
cho de  adquirir,  poseer  y  administrar  bienes.  10.°  Protección  y  tutela  de 
la  Iglesia,  etc. 

"La  condición  de  la  Iglesia  y  el  Estado  en  tales  concesiones  no  es  abso- 
lutamente idéntica;  porque  mientras  la  Iglesia  concede  al  Estado  lo  que 
al  Estado  de  suyo  no  competería;  por  el  contrario,  el  Estado  da  a  la  Iglesia 
lo  que  ya  le  pertenece  a  ella  por  derecho  nativo;  de  modo  que  por  parte 
de  la  Iglesia  existe  un  verdadero  sacrificio  hecho  pura  y  exclusivamente 
en  favor  del  Estado;  mas  de  parte  del  Estado  no  hay  gravamen  alguno,  pues 
sólo  se  obliga  por  titulo  humano  a  conservar  a  la  Iglesia  derechos  que  ya 
debia  guardar"'  (Giobbio). 

Sin  embargo,  concesiones  hay  de  parte  de  la  Iglesia  en  algimos  Concor- 
datos, que  revisten  carácter  de  privilegios  remuneratorios  otorgados  en  re- 
compensa de  algún  buen  servicio  que  el  Estado  o  sus  autoridades  hayan 
prestado  a  la  Iglesia.  Tal  fundamento  tiene,  por  ejemplo,  el  derecho  de  pa- 
tronato concedido  a  los  Reyes  Católicos  en  España.  Y  en  el  mismo  Concor- 
dato a  veces  el  Estado  hace  a  la  Iglesia  algunas  concesiones  que  de  suyo  no 
le  son  debidas. 

3.  Forma 

52.  Cuatro  formas  principales  se  han  observado  en  la  estipulación  de 
los  Concordatos: 

1.  ^  La  de  bula.  En  esta  forma  están  redactados  no  pocos  de  los  Con- 
cordatos antiguos,  como  el  de  Viena,  1448;  Francia,  1516;  Rin,  1827;  etc. 

2.  *  Alguna  vez  se  hacen  dos  declaraciones  o  leyes  simultáneas,  acerca 
de  las  materias  convenidas.  Así  se  hizo  en  el  primer  Concordato,  el  de 
Worms:  que  primero  contiene  el  Praeceptum  Henrici  V,  Imperatoris,  en  que 
renuncia  a  la  investidura  y  promete  la  restitución  de  los  bienes  usurpados 
y  el  auxilio  a  la  Iglesia,  y  después  el  Privilegium  Callixti  II,  por  el  que  con- 
cede al  Emperador  cierta  prerrogativa  en  la  provisión  de  Obispados.  Es  for- 
ma rarísima. 

3.  ^  Por  notas  diplomáticas  o  letras  reversales,  que  son  documentos  ofi- 
ciales que  los  plenipotenciarios  de  ambas  partes  se  cruzan,  obligándose  y 
aceptando  las  proposiciones  de  la  otra  parte.  Cada  parte  sólo  firma  su  do- 
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cumento.  Después  los  artículos  concordados  se  promulgan  separadamente 
por  el  Papa  y  por  la  autoridad  civil. 

Esta  forma  menos  solemne  se  ha  usado  mucho  cuando  los  príncipes  ci- 
viles, sobre  todo  los  acatólicos,  no  querían  conceder  la  preferencia  al  Papa 
en  la  firma.  Así  se  estipuló  el  Concordato  entre  Pió  Vil  y  el  Rey  de  Prusia 
en  1821  sobre  la  demarcación  de  diócesis. 

4.^  La  forma  de  un  solemne  pacto  bilateral,  firmado  a  la  vez  por  ambas 
partes.  Es  la  ordinaria  en  los  Concordatos  con  Gobiernos  católicos  y  en  los 
recientes.  Firma  primero  el  plenipotenciario  del  Papa  y  luego  el  del  Jefe  del 
Estado. 

En  el  documento  se  indican  los  preliminares  solemnes  — se  nombran  los 
plenipotenciarios — ,  se  expresa  que  ha  habido  mutuo  acuerdo,  sigue  el  ar- 
ticulado y  las  firmas. 

Después  viene  la  ratificación;  por  fin,  de  ordinario  al  mismo  tiempo,  el 
intercambio  de  los  docum.entos  de  ratificación  redactados  en  doble  lengua, 
una  de  ellas  de  ordinario  la  italiana  y  la  otra  la  propia  de  la  otra  parte 
contratante. 

La  Santa  Sede  publica  el  Concordato  en  su  revista  oficial  Acta  Aposto- 
licae  Sedis  y  el  Gobierno  en  su  Boletín  o  Gaceta. 

De  estas  tres  fases:  firma,  ratificación  y  canje  de  los  documentos  de 
ésta,  el  acto  principal,  el  que  da  valor  al  Concordato,  es  el  canje,  en  los 
modernos  Concordatos. 

53.  El  fin  próximo  de  los  Concordatos  es  el  arreglo  de  los  asuntos  ecle- 
siásticos de  una  nación;  el  fin  remoto  es  establecer  o  restituir  la  concordia 
entre  ambas  potestades.  Conócese  este  fin  principalmente  por  la  materia 
misma  del  Concordato ;  pero  también  suele  expresarse  en  los  preliminares. 

CAPITULO  V 
NATURALEZA  JURÍDICA  DE  LOS  CONCORDATOS 

54.  El  Código  Canónico,  aunque  respeta  el  derecho  concordado  (c.  3), 
nada  dice  sobre  la  naturaleza  íntima  del  Concordato;  ni  sobre  los  modos  de 
su  estipulación  y  cesación.  Esto  tiene  su  ventaja  y  su  inconveniente:  ven- 
taja, que  deja  a  la  Iglesia  en  libertad  de  adoptar  en  la  práctica,  según  los 
casos,  ora  una  teoría  o  tendencia,  ora  otra.  Inconveniente,  la  falta  de  se- 
guridad y  la  imprecisión  del  derecho  concordatario,  por  carecer  de  normas 
universalmente  reconocidas  y  fijadas  en  fórmulas  que  determinen  la  pro- 
ducción, los  efectos  y  la  cesación  de  la  norma  concordada.  Así  se  expresa 
PÉREZ  MiER  a);  el  cual  no  sé  si  exagera  el  peso  de  este  inconveniente,  que  en 
la  realidad  no  creemos  que  sea  tanto.  Ni  nos  parece  tan  hacedero  fijar  en 
el  Código  mismo  normas  sobre  cosas  tan  discutidas  entre  los  juristas. 

Asi  el  mismo  Van  Hove,  que  en  la  edición  de  1928,  Prolegómeno,  n.  68, 
establecía  el  principio:  "Los  Concordatos  obtienen  fuerza  de  ley  eclesiás- 


(1)  En  torno  o  los  ''Proleqomeno"  de  Á.  Van  llave,  en  "Rev.  Esp.  de  Der.  Can.", 
tom  2  (1947)  pp.  689-90. 
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tica,  no  en  vil  lud  de  la  conclusión  del  Concordato,  por  la  cual  se  obligan  los 
pactantes,  sino  en  virtud  de  su  promulgación  por  la  ley  eclesiástica";  en  la 
edición  de  1945,  n.  76,  le  sustituye  por  este  otro  principio:  "Los  Concorda- 
tos obligan  a  los  fieles,  o  en  virtud  del  mismo  pacto  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado,  después  de  su  promulgación;  o  en  virtud  de  la  ley  eclesiástica  dada 
para  su  ejecución". 

En  la  primera  edición,  n.  71,  dice:  En  verdad  el  Concordato  es  al  mismo 
tiempo  un  convenio  y  una  ley  eclesiástica  y  civil.  Pero  puede  subsistir  lo 
uno  sin  lo  otro;  pues  el  Concordato  antes  de  su  promulgación  obliga  a  los 
contratantes;  y  cesando  de  cualquier  modo  el  Concordato,  no  por  eso  deja 
de  ser  ley  eclesiástica  o  civil.  En  la  edición  segunda  omite  este  párrafo; 
y  el  que  antes  era  tenido  por  partidario  de  la  teoría  dualista;  últimamente 
parece  inclinarse  a  la  monista. 

55.  Una  definición  exacta  del  Concordato,  decíamos  en  el  n.  44,  a  penas 
es  posible  sin  prejuzgar  la  cuestión  acerca  de  su  naturaleza.  Vamos,  pues, 
a  investigar  la  naturaleza  del  Concordato.  Mas  antes  de  exponer  las  diver- 
sas teorías,  es  preciso  adelantar  algunas  nociones  para  fijar  el  alcance  de 
los  términos. 

Privilegio  es  un  favor  o  gracia  concedida  de  un  modo  permanente  por  la 
competente  autoridad  a  determinadas  personas  físicas  o  morales,  o  a  de- 
terminados lugares  o  cosas. 

Puede  ser  gratuito,  si  se  concede  por  mera  liberalidad;  remuneratorio, 
si  en  recompensa  de  méritos;  oneroso,  si  a  modo  de  contrato,  con  recíproca 
obligación  de  justicia. 

Pacto  o  contrato  en  sentido  lato  le  define  el  jurisconsulto  romano  Ulpiano, 
Duorum  pluriumve  in  idem  placitum  consensus:  Consentimiento  de  dos  o 
más  personas  en  una  misma  cosa  (Digesto,  lib.  2,  tit.  14,  ley  1). 

Obligación  es  una  necesidad  moral,  o  que  afecta  a  la  conciencia,  de  hacer 
u  omitir  alguna  cosa. 

Puede  ser  varia:  de  decencia  o  bien  parecer  (que  no  es  estricta  obliga- 
ción); de  fidelidad  a  lo  prometido,  cuya  violación  no  incluye  de  suyo  el 
deber  de  restitución  o  reparacirn;  de  justicia  legal,  que  obliga  a  los  sub- 
ditos y  superiores  a  poner  u  omitir  aquellos  actos  que  conducen  o  perjudi- 
can al  bien  común  de  la  sociedad;  de  justicia  distributiva,  que  obliga  a  los 
superiores  a  repartir  las  cargas  y  beneficios,  según  una  medida  equitativa; 
de  justicia  conmutativa,  que  es  la  estrictamente  dicha  justicia,  que  obli- 
ga a  dar  a  cada  uno  lo  suyo,  o  lo  que  le  corresponde,  cuya  violación  lleva 
consigo  deber  de  restitución  o  reparación. 

Derecho  es  un  poder  moral  inviolable  de  hacer  u  omitir  o  exigir  una 
cosa.  Tres  clases  de  derecho  podemos  distinguir  aquí,  con  el  P.  Wernz 
(n.  173):  precario,  lato  (quaesitum),  estricto. 

Precario  es  una  facultad  o  poder  no  concedido  por  verdadero  pacto,  y 
que  por  tanto  puede  ser  válida  y  lícitamente  revocado  por  el  concedente  a 
su  arbitrio.  Lato,  es  el  que  da  título  de  justicia  conmutativa,  pero  solamente 
respecto  de  terceras  personas,  no  respecto  del  concedente;  el  cual  puede 
válidamente  revocarle,  pero  no  lícitamente  sin  causa  proporcionada.  Por 
este  derecho  adquirido,  el  concedente  queda  más  obligado  que  por  el  dere- 
cho precario,  pues  contrae  cierto  vínculo  de  fidelidad  o  al  m.enos  de  decencia, 
para  respetarle.  Estricto,  da  título  de  justicia  conmutativa  aun  respecto  del 
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mismo  concedente;  y  tan  firme  que,  de  ordinario,  no  se  le  puede  válida- 
mente quitar  contra  la  voluntad  del  concesionario. 

La  Iglesia  tiene  ciertos  derechos  nativos  o  concedidos  por  su  divino  Fun- 
dador, y  otros  derechos  adventicios,  nacidos  de  actos  humanos.  Los  adven- 
ticios, como  accidentales  que  son,  pueden  mudarse,  disminuirse,  enajenarse, 
de  suerte  que  la  autoridad  eclesiástica  puede  renunciar  a  ellos  por  contrato 
estrictamente  dicho,  con  obligación  de  justicia  conmutativa;  así  renunció, 
V.  gr.,  al  derecho  sobre  los  bienes  eclesiásticos  usurpados  en  España  por  las 
leyes  desamortizadoras. 

Los  derechos  nativos  o  divinos  de  la  Iglesia  son  inalienables,  de  suerte 
que  el  Papa  no  puede  privarse  a  sí  mismo  ni  a  sus  sucesores  del  uso  válido 
de  tales  derechos;  v.  gr.,  el  derecho  de  nombramiento  de  los  Prelados.  Pero 
sí  puede  el  Sumo  Pontífice  ligarse  en  cuanto  al  uso  licito  de  los  derechos 
divinos  de  la  Iglesia,  contrayendo  obligación  aun  en  nombre  de  la  Santa 
Sede  y  por  tanto  transmisible  a  sus  sucesores  de  no  usar  de  su  derecho, 
sino  de  cierto  modo  y  hajo  ciertas  condiciones,  obligación  que  puede  con- 
signar aun  en  pacto  público  y  solemne.  V.  gr.,  puede  obligarse  a  no  nom- 
brar los  Obispos  sin  previa  presentación  del  Gobierno,  o  sin  el  placet  o 
visto  bueno  del  mismo. 

Supuestas  estas  nociones,  pasemos  a  exponer  las  teorías  acerca  de  la 
naturaleza  y  fuerza  jurídica  de  los  Concordatos. 

Pueden  reducirse  a  tres:  o  si  se  quiere  a  cuatro.  Teoría  del  derecho  jurí- 
dico estatal,  del  derecho  privilegiarlo,  del  derecho  contractual,  y  teoría 
ecléctica. 

56.  Teoría  del  derecho  jurídico-estatal.  Llamada  también  teoría  le- 
gal. Se  apoya  en  la  doctrina  de  la  hegemonía  u  omnipotencia  del  Estado, 
que  tiene  el  poder  supremo,  y  es  la  fuente  única  de  todos  los  derechos.  La 
autoridad  estatal  es  la  única  soberana  e  independiente,  de  la  cual  depende 
todo,  incluso  la  Iglesia.  Tal  sistema  sentó  ya  en  el  siglo  xiv  Marsilio  de 
Padua;  fomentáronle  desde  el  siglo  xvii  los  galicanos,  regalistas  y  febro- 
nianos,  y  siguiéronle  más  o  menos  los  modernos  positivistas  jurídicos  que 
rechazan  el  derecho  natural,  y  no  admiten  otro  que  el  derecho  positivo  del 
Estado;  y  los  liberales. 

Según  la  teología  legal  el  Concordato  no  es  un  verdadero  pacto  o  con- 
trato bilateral  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  ni  mucho  menos  un  privilegio 
concedido  al  Estado  por  el  Papa;  viene  a  ser  una  ley  dada  por  la  suprema 
autoridad  de  la  nación,  con  la  cual  la  Iglesia  estipula  el  Concordato. 

Esta  teoría  se  presenta  con  varios  matices  o  formas: 

a)  La  teoría  legal  más  rígida  reduce  el  Concordato  a  una  simple  ley 
civil.  La  autoridad  civil  puede  dar  leyes  para  sus  subditos  aun  católicos; 
y  así  como  puede  abolir  libremente  sus  leyes,  así  puede  abolir  las  leyes 
concordadas,  sin  el  consentimiento  de  la  Iglesia. 

Esta  forma  de  la  teoría  legal  desciende  de  la  doctrina  absolutista  de  los 
juristas  de  los  siglos  xvii  y  xviii,  según  los  cuales  la  Iglesia  no  es  más  que 
un  seriúcio  público  del  Estado,  u  organismo  encargado  del  culto  religioso; 
así  como  hay  en  el  Estado  servicio  postal,  militar,  etc.,  con  sus  correspon- 
dientes organismos  regulados  por  el  mismo  Estado.  El  Concordato  vendrá, 
según  algunos,  a  ser,  como  preparación  de  una  ley  civil  para  reglamentar 
el  servicio  religioso. 
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Tuvo  mucha  aceptación  esta  forma  más  rígida  en  Alemania  durante  el 
siglo  XIX.  Por  primera  vez  el  Ministro  del  Elector  de  Baviera  en  1770  se 
atrevió  a  defender  la  teoría  de  que  los  Concordatos  son  meros  privilegios 
que  el  príncipe  civil  concede  a  la  Iglesia,  y  que  son  revocables  al  arbitrio 
del  mismo.  Doctrina  que  en  la  práctica  adoptaron  a  veces  los  Gobiernos  en 
nuestros  días. 

b)  La  segunda  forma,  algo  más  mitigada,  admite  la  independencia  del 
poder  religioso  con  respecto  al  civil;  pero  enseña  que  el  Concordato  es  acto 
extrajiirídico,  porque  no  hay  campo  jurídico  común  a  la  Iglesia  y  al  Estado, 
y  que  pueda  servir  de  base  a  un  convenio  entre  las  dos  potestades.  Por 
tanto  el  Concordato  sólo  produce  un  vínculo  moral,  no  jurídico  o  de  obli- 
gación de  justicia.  Las  obligaciones  derivadas  de  este  acto  no  se  fundan  en 
el  acuerdo  mismo,  sino  que  provienen  de  la  promulgación  del  Concordato 
como  ley  por  las  dos  partes  interesadas.  Tal  publicación  no  obliga  en  dere- 
cho a  ninguna  de  las  dos  partes;  y  una  vez  promulgado  tampoco  quedan 
obligados  en  derecho  a  mantener  esa  ley.  Un  Estado  que  por  si  modifique 
o  suprima  esa  ley  concordada,  comete  una  falta  de  orden  moral,  de  infide- 
lidad, imprudencia,  equidad,  etc.,  pero  no  de  justicia;  mas  la  Iglesia  no 
tiene  derecho  a  protestar;  lo  mismo  se  diga,  si  la  Iglesia  por  si  sola  modi- 
ficase o  suprimiese  la  ley  concordada. 

c)  La  tercera  forma  de  la  teoría  legal,  admite  la  soberanía  absoluta  del 
Estado  sobre  la  Iglesia,  y  considera  al  Concordato  como  un  pacto  entre  el 
Estado  y  una  asociación  dotada  por  él  de  un  estatuto  jurídico.  El  Concor- 
dato pertenece  al  derecho  público  interno  de  la  nación,  en  cuanto  que  la 
asociación  religiosa  no  tiene  otra  capacidad  jurídica  que  la  que  el  Estado 
quiera  darle.  Fue  defendida  especialmente  por  aquellos  juristas  que  consi- 
deraron la  toma  de  Roma  por  Víctor  Manuel  (20  sept.  1870)  como  el  final 
de  la  actividad  internacional  del  Papado. 

La  teoría  legal,  bajo  cualquiera  de  estas  tres  formas,  está  hoy  en  franca 
decadencia. 

¿Y  qué  razones  alegan  para  afirmar  que  el  Concordato  no  es  pacto  ni 
privilegio  pontificio,  sino  únicamente  ley  del  Estado;  y  que  éste  no  contrae 
por  él  obligación  jurídica  con  la  Iglesia? 

1.  ^  El  Estado  es  en  todo  orden  supremo,  tiene  absoluta  independencia, 
sus  derechos  son  inalienables,  y  no  puede  ceder  en  lo  más  mínimo  su  supre- 
macía sobre  sus  súbditos. 

Resp.  Como  ya  indicamos  en  la  lección  primera,  el  Estado  es  sociedad 
suprema  solamente  en  el  orden  temporal;  en  este  orden  tiene  absoluta  in- 
dependencia directa  y  sus  derechos  sustanciales  o  esenciales  son  inaliena- 
bles. Pero  también  la  Iglesia  es  en  su  orden  sobrenatural  una  sociedad  per- 
fecta y  suprema  e  independiente  del  Estado.  Este  sólo  es  supremo  en  su 
orden  natural  y  en  él  tiene  independencia  directa  de  la  Iglesia. 

Que  la  Iglesia  es  una  sociedad  perfecta  y  enteramente  libre,  con  sus 
derechos  nativos  dados  por  su  divino  Fundador,  lo  declaró  Pío  IX  al  conde- 
nar la  contraria  proposición  19  del  Syllabus.  No  hay,  pues,  por  este  con- 
cepto inconveniente  en  que  pueda  estipular  con  ella  verdaderos  pactos  y 
contraer  verdaderas  obligaciones  de  estricta  justicia,  como  se  contraen  en 
los  pactos  internacionales. 

2.  ^  La  potestad  legislativa  del  Estado  no  puede  coartarse  ni  disminuirse 
por  pactos  con  los  súbditos,  cual  es  la  Iglesia. 

Resp.  a)  La  Iglesia  es  una  sociedad  perfecta;  más  aún,  tiene  potestad 
indirecta  sobre  el  Estado  por  razón  de  su  fin  superior,  como  declaró  Pío  IX 
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en  la  proposición  24  del  Syllabus.  Por  tanto  no  puede  en  manera  alguna 
decirse  sujeta  al  Estado.  Es  proposición  condenada  en  el  Syllabus  la  20, 
que  dice:  La  potestad  eclesiástica  no  puede  ejercer  su  autoridad  sin  la  li- 
cencia y  consentimiento  del  gobierno  civil, 

h)  Pero  aun  dando  de  barato  la  errónea  hipótesis  de  que  la  Iglesia 
esté  sujeta  al  Estado;  es  falsa  la  aserción  general  de  que  entre  el  superior 
y  el  subdito  no  puede  existir  pacto  alguno,  como  admirablemente  prueba 
el  P.  SuÁREZ,  en  su  clásico  e  incomparable  tratado  de  Leyes,  lib.  8,  cap.  37, 
n.  5.  ¿No  vemos  a  cada  paso  cómo  los  Gobiernos  firman  contratos  verdade- 
ros con  compañías  o  empresas  o  personas  particulares?  ¿Y  no  vemos  cómo 
los  mismos  tribunales  civiles  en  pleitos  sobre  derechos  han  dado  sentencia 
contra  el  Estado  y  en  pro  de  los  particulares?  Un  caso  curioso  conocemos 
de  contrato  en  que  se  falló  contra  el  Estado  y  en  pro  del  primer  Marqués 
de  Comillas. 

Ni  de  suyo  existe  intrínseca  repugnancia  en  que  el  poder  civil  del  Prín- 
cipe verdaderamente  se  limite  y  hasta  en  partes  se  enajene;  como  afirma 
Wernz,  n.  171. 

c)  Además  ni  el  Estado  ni  ninguna  sociedad  tiene  autoridad  para  dar 
leyes  injustas.  Su  potestad  legislativa  ha  de  medirse  por  la  necesidad  de 
conseguir  su  fin,  que  es  el  bien  común;  y  nunca  será  bien  común  de  la 
sociedad  legislar  contra  otro  bien  de  orden  superior,  cual  es  el  de  la  Iglesia, 
ni  contra  la  justicia.  Así  lo  dejó  escrito  el  más  sabio  de  los  reyes,  Salomón, 
o  mejor  dicho  el  Espíritu  Santo  por  su  pluma:  lustitia  elevat  gentes,  mise- 
ros autem  facit  populas  peccatum.  La  justicia  enaltece  a  las  naciones,  el 
pecado  hace  miserables  a  los  pueblos  (Proverbios,  14,  34). 

3.^  La  Iglesia  no  tiene  fuerza  coactiva  para  obligar  al  Estado  a  que 
cumpla  el  Concordato.  Luego  éste  no  puede  obligar  al  Estado. 

Resp.  Donosa  consecuencia,  que  supone  falso  principio  filosófico  sobre 
la  fuerza  jurídica  de  los  contratos  y  sobre  la  naturaleza  o  esencia  del  dere- 
cho; haciéndola  consistir  en  la  coactividad  o  posibilidad  de  imponer  su 
observancia  por  la  fuerza  (2).  ¿Cuándo  se  ha  dicho  que  un  pacto  interna- 
cional no  puede  obligar  a  la  nación  más  poderosa,  porque  la  más  débil  no 
tenga  fuerza  coercitiva  para  exigir  su  cumplimiento? 

Pero  además  yerra  en  la  premisa.  La  Iglesia,  como  definió  Juan  XXII 
contra  Marsilio  Patavino,  Constit.  Licet,  23  oct.  1327,  tiene  poder  para  im- 
poner, no  sólo  penas  espirituales,  sino  también  penas  temporales.  Y  este 
poder  es  nativo  e  independiente  de  toda  humana  autoridad  (can.  2214). 
Tiene  su  Código  penal,  que  alcanza  aun  a  las  supremas  potestades  de  las 
naciones.  La  historia  nos  ha  conservado  la  conmovedora  escena  del  empe- 
rador Enrique  IV  de  Alemania  implorando  humildemente  a  las  puertas  del 
castillo  de  Canosa  la  absolución  de  la  excomunión  lanzada  por  el  Papa  San 
Gregorio  VII.  Y  aun  en  nuestros  días  tenemos  noticias  ciertas,  y  nombres 
pudiéramos  citar  de  Presidentes  y  Ministros  que  retractaron  sus  decretos 
contrarios  a  la  Iglesia,  ante  la  amenaza  de  excomunión  hecha  por  un 
Prelado. 


(2;    Cathrein,  Filosofía  Morale,  tom.  II,  lib.  5.  Dei  coiitratti  in  (/enere,  art.  1,  §  1. 
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Una  cosa  es  que  la  Iglesia  no  tenga  cañones  y  bayonetas  para  contras- 
tar la  rebeldía  de  los  Gobiernos  y  hacerles  someterse  a  sus  sanciones,  y 
otra  que  estas  sanciones  no  tengan  fuerza  jurídica  para  obligarlos. 

En  una  palabra,  podríamos  ahorrarnos  el  trabajo  de  refutar  uno  a  uno 
los  argumentos  que  alega  la  teoría  legal  de  ios  Concordatos,  echando  por 
tierra  el  principio  en  que  se  funda,  que  es  la  omnipotencia  del  Estado. 

Esta  teoría  está  condenada  por  el  Syllabus  en  la  proposición  43:  "El 
poder  laical  tiene  autoridad  para  rescindir  y  anular  los  solemnes  convenios 
llamados  Concordatos,  sin  el  consentimiento  de  la  Santa  Sede,  más  aún, 
contra  sus  reclamaciones". 

57.  Teoría  de  los  privilegios.  Sus  principales  defensores  son  el  Car- 
denal Tarquini,  S.  i.,  que  por  su  solo  librito  Institutiones  luris  puhlici  eccle- 
siastici,  mxereció  celebridad  en  el  campo  de  la  ciencia  católica  y  en  él  se 
han  inspirado  cuantos  posteriormente  han  escrito  de  estas  materias;  y  Bo- 
NALD,  Deux  questions  sur  le  Concordat  de  1801,  que  obtuvo  la  felicitación 
del  Papa,  cuando  expuso  su  teoría,  por  Breve  de  1870.  Lo  cual  no  significa 
que  Pío  IX  ratificase  la  teoría  de  los  privilegios;  antes  deja  en  pie  la  cues- 
tión y  libre  la  disputa,  feUcitándole  por  la  pericia  con  que  examina  la  índole 
nativa  y  peculiar  de  estos  pactos  o  indultos:  nativam  et  peculiar em  huius- 
modi  pactorinn  seu  indultorum  indolem. 

Según  ella,  los  Concordatos  no  son  pactos  bilaterales  que  obliguen  a  am- 
bas partes,  sino  privilegios  concedidos  por  la  Iglesia  al  Estado:  o  gratuitos, 
o  remuneratorios  o  a  veces  onerosos;  los  cuales  últimos  obligan  en  virtud 
del  pacto  al  Estado,  pero  no  a  la  Iglesia. 

A  pesar  de  esto,  la  Iglesia  tiene  obligación  de  guardar  el  Concordato;  no 
por  justicia,  sino  por  prudencia,  decencia,  equidad  o  fidelidad.  Porque,  como 
dice  la  Regla  16  del  Derecho  Canónico  en  el  6.°  de  las  Decretales,  "decet 
concessum  a  Principes  heneficium  esse  mansurum":  es  decente  que  el  favor 
o  beneficio  concedido  por  el  príncipe  sea  permanente.  No  puede,  pues,  licita- 
mente de  suyo  violar  los  Concordatos  la  Iglesia;  pero  en  circunstancias  ex- 
traordinarias, en  virtud  de  la  plenitud  de  la  potestad  pontificia,  podría  el 
Papa  abolirlos  totalmente  o  derogarlos  válidamente;  y  también  lícitamente, 
si  existiese  causa  proporcionada  para  ello. 

Lo  cual  sucede :  a)  en  aquellos  casos  en  que  por  la  misma  naturaleza  de 
la  cosa,  como  automáticamente  y  antecedentemente  a  toda  sentencia  decla- 
ratoria, el  Concordato  queda  destituido  de  fuerza  obligatoria.  Por  ejemplo, 
si  un  príncipe  católico  recibió  en  el  Concordato  indulto  de  nombrar  él  los 
Obispos,  mas  luego  apostata  de  la  fe  católica  y  abusa  evidentemente  de  su 
privilegio;  b)  en  otros  casos,  en  que  existe  causa  proporcionada,  que  de  suyo 
no  bastaría  para  la  rescisión  de  un  pacto,  pero  si  es  suficiente  para  que  a 
modo  de  dispensa,  el  Papa  decrete  la  suspensión  del  Concordato. 

¿En  qué  razones  se  apoya  esta  teoría  de  los  privilegios? 

1.^  El  Concordato,  dicen,  no  puede  ser  contrato  bilateral,  porque  los 
contratos  bilaterales  suponen  dos  sociedades  iguales  e  independientes.  Es 
así  que  la  Iglesia  es  superior  al  Estado,  y  el  Papa  es  superior  a  todos  los 
príncipes  civiles  en  las  cosas  que  de  algún  modo  tocan  al  fin  espiritual. 

El  Superior,  en  cuanto  tal,  no  puede  obligarse  a  su  inferior.  Es  así  que 
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la  Iglesia  es  superior  en  las  materias  de  que  suelen  tratar  los  Concorda- 
tos, y  como  tal  contraería.  Luego  el  Concordato  no  puede  ser  contrato 
bilateral. 

Resp.  El  Superior  no  puede  ser  obligado  contra  su  voluntad,  así  es; 
no  puede  contraer  libre  y  voluntariamente  una  obligación,  se  niega.  La 
superioridad  incluye  solamente  el  derecho  de  interpretar  la  obligación  con- 
traída, y  aun  de  disolverla,  si  ya  no  puede  concillarse  con  el  oficio  de  pro- 
curar el  bien  de  la  sociedad;  en  nuestro  caso,  si  cediese  en  ruina  de  las 
almas. 

Este  mismo  argumento  es  el  que  aducen  en  su  favor  la  teoría  legal. 
Arriba  queda  resuelto  (n.  56). 

2.  ^  Como  en  los  Concordatos,  el  Papa  concede  favores  espirituales  y  el 
Príncipe  cosas  temporales;  si  fuesen  contratos,  serían  simoníacos. 

Resp.  No  es  así.  El  vicio  de  la  simonía  consiste  en  permutar  por  un 
contrato  cosas  espirituales  con  cosas  temporales.  Esta  comparación  envuelve 
menosprecio  de  lo  espiritual,  de  ahí  la  malicia  de  la  simonía.  En  el  Concor- 
dato no  existe  tal  comparación.  El  Papa  no  pretende  dar  derechos  espiri- 
tuales, V.  gr.,  el  de  presentación  de  los  Obispos,  por  dinero  u  otra  cosa  tem- 
poral, sino  lo  concede  por  el  bien  espiritual  relativo  de  la  Iglesia.  Lo 
concede  tal  vez  con  vistas  a  una  protección  temporal,  pero  no  como  equi- 
parándolo a  cosa  temporal.  Más  aún,  lo  que  el  Príncipe  cede,  aunque  ma- 
terialmente es  temporal;  formalmente  es  espiritual  por  razón  del  fin  o 
bien  de  la  Iglesia. 

3.  ^  Si  los  Concordatos  fuesen  verdaderos  pactos,  la  Iglesia  cedería  en 
verdad,  es  decir,  enajenaría  algún  derecho.  De  donde  se  seguiría:  a)  que 
se  limitarían  los  derechos  del  Romano  Pontífice,  limitación  que  no  puede 
hacer  ni  el  mismo  Papa;  pues  tales  derechos  no  son  patrimonio  suyo,  sino 
también  de  sus  sucesores,  b)  Los  sucesores  del  Papa  contrayente  no  re- 
cibirían su  potestad  inmediatamente  de  Cristo,  sino  de  su  antecesor;  y  si 
cada  uno  enajenase  algo  de  su  primado,  quedaría  éste  reducido  a  la  nada, 
lo  cual  es  contra  la  institución  divina  del  primado  pontificio. 

Resp.  Cedería  algunos  derechos  accidentales,  nacidos  de  hechos  huma- 
nos, V.  gr.,  ciertos  bienes  eclesiásticos.  Los  derechos  nativos  o  divinos,  o  la 
potestad  recibida  de  Cristo,  no  la  enajenaría  ni  la  restringiría  en  sí,  sino 
únicamente  limitaría  su  uso  por  el  bien  de  la  paz  y  de  la  concordia,  mien- 
tras las  circunstancias  y  el  bien  de  la  Iglesia  no  exijan  la  derogación  del 
Concordato. 

A  estos  se  reducen  los  argumentos  de  los  que  sostienen  la  teoría  de  los 
privilegios;  y  esta  es  su  refutación.  Esta  teoría  hoy  está  abandonada. 

Mencionemos  de  pasada  la  teoría  de  el  contrato  en  la  forma.  Según  la 
cual  los  Concordatos  son  privilegios  en  cuanto  a  la  materia,  contratos  en 
cuanto  a  la  forma.  Viene  a  coincidir  con  la  teoría  de  los  privilegios.  Propú- 
sola De  Angelis  (3).  También  está  abandonada. 

58.  Teoría  de  los  pactos.  Defiéndenla  eminentes  autores  católicos, 
como  De  Angelis,  el  Card.  Cavagnis,  Straub,  De  Eccl.  II,  1116. 

Según  ella  los  Concordatos  tienen,  sí,  fuerza  de  ley  pontificia  y  civil. 


(3)    Praelectiones  lur.  Can.,  t.  I,  p.  10,  Romae,  1877. 
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pero  principalmente  tienen  fuerza  de  pacto  bilateral,  que  produce  cierta 
obligación  de  justicia  en  ambas  partes. 

He  aqui  sus  argumentos:  1.°  Las  mismas  palabras  usadas  en  los  Con- 
cordatos, a  saber,  convenio,  concordia,  paz,  pacto,  acuerdo,  tratado,  concor- 
dato, denotan  en  general  consentimiento  de  dos  partes  en  una  misma  cosa, 
que  es  la  definición  de  pacto  dada  por  Ulpiano. 

2.°  Las  fórmulas.  Suelen  emplearse  en  los  Concordatos  las  mismas  que 
en  los  pactos  internacionales. 

3.°  Las  cláusulas.  Sobre  el  Concordato  de  1516  entre  León  X  y  Fran- 
cisco I  de  Francia  dice  el  Papa  en  la  Const.  Primitiva,  de  1516,  promulga- 
toria  de  aquel  Concordato:  "Consentimos  en  que  aquella  concordia...  tiene 
valor  y  fuerza  de  verdadero  contrato  y  obligación  entre  Vos  y  la  Sede  Apos- 
tólica, de  una  parte,  y  el  Rey  y  su  Reino,  de  la  otra"  (art.  27).  "Decretamos 
que  es  írrito  o  nulo  y  de  ningún  valor  todo  lo  que  contra  alguno  de  estos 
artículos  se  atentase  por  Nos  o  por  Nuestros  Sucesores"  (art.  28). 

En  el  de  1753  entre  Benedicto  XIV  y  Fernando  VI  de  España,  hacia  el 
fin:  "Su  Santidad  en  fe  de  Sumo  Pontífice,  y  Su  Majestad  en  palabra  de 
Rey  Católico,  prometen  mutuamente  por  sí  mismos  y  en  nombre  de  sus  su- 
cesores la  firmeza  inalterable  y  subsistencia  perpetua  de  todos  y  cada  uno 
de  los  artículos  precedentes,  creyendo  y  declarando  que  ni  la  Santa  Sede 
ni  los  Reyes  Católicos  han  de  pretender  respectivamente  más  de  lo  que  viene 
expreso  y  comprendido  en  los  dichos  capítulos;  y  que  se  haya  de  tener  por 
írrito  y  de  ningún  valor  y  efecto  cuanto  contra  todos  o  algunos  de  ellos  se 
haga  en  cual  sea  tiempo". 

Semejantes  promesas  solemnes  de  guardar  inviolablemente  lo  estable- 
cido, se  leen  en  otros  Concordatos  como  en  el  de  Sicilia,  1818;  Austria, 
1855,  etc. 

Además  se  establece  en  ellos  como  regla  para  resolver  las  dudas  sobre 
su  interpretación  y  aplicación,  la  buena  inteligencia  de  ambas  partes.  Así 
en  el  Concordato  español  de  1851,  art.  45:  "Si  en  lo  sucesivo  ocurriere  alguna 
dificultad,  el  Santo  Padre  y  S.  M.  C.  se  pondrán  de  acuerdo  para  resolverla 
amigablemente".  Lo  mismo  en  el  de  1953,  art.  35.  Cláusulas  semejantes  lee- 
mos en  los  Concordatos  posteriores  a  la  primera  guerra  europea. 

4.°  Los  dichos  de  los  Papas.  Julio  III  (1550-55):  "Los  dichos  Concorda- 
tos (con  Alemania)  tienen  fuerza  de  pacto  entre  las  partes...". 

Pío  VII  sobre  el  de  1817  con  Francia:  "Estos  Concordatos  tienen  fuerza 
de  contrato  que  obliga  a  las  dos  partes"  (Bula  Commissa,  27  jul.  1817). 

Pío  X,  Encíclica  Vehementer,  11  feb.  1906,  después  que  Francia  rompió 
el  Concordato  en  1905  con  la  ley  de  separación,  se  expresa  así:  "Entre  la 
Sede  Apostólica  y  la  nación  francesa  mediaba  un  convenio,  con  obligación 
de  ambas  partes,  como  los  que  suelen  estipularse  entre  dos  Estados.  Por  lo 
cual  el  Romano  Pontífice  y  el  Jefe  del  Estado  francés  se  obligaron  a  sí  y  a 
sus  sucesores  a  estar  siempre  a  lo  pactado.  Por  consiguiente,  este  pacto  debía 
regirse  como  los  que  se  firman  entre  dos  naciones,  por  el  derecho  de  gentes; 
y  no  puede  disolverse  por  la  voluntad  de  sola  una  de  las  partes  pactantes". 

A  estos  argumentos  responden  los  partidarios  de  la  teoría  de  los  privile- 
gios que  tales  expresiones  no  deben  entenderse  en  sentido  riguroso,  pues 
la  materia  no  lo  permite,  sino  en  sentido  lato.  Que  si  se  llaman  Concordatos, 
Tratados,  etc.,  es  porque  han  solido  celebrarse  después  de  disensiones  y 
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luchas  entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Que  la  fidelidad  de  la  Iglesia  en  obser- 
varlos no  indica  que  sean  verdaderos  pactos,  pues  el  decoro  mismo  exige 
que  aun  los  privilegios  concedidos  por  el  Principe  se  respeten,  como  dice 
la  regla  del  derecho.  Que  si  los  últimos  Papas  los  han  llamado  pactos,  es 
para  tener  una  garantia  de  su  cumplimiento  por  parte  del  Estado.  Como 
se  ve,  tales  respuestas  tienen  poca  consistencia. 

59.  Teoría  ecléctica.  Es  intermedia  entre  la  de  los  privilegios  y  la  de 
los  pactos.  Puede  decirse  que  quien  la  formuló,  explicó  y  defendió  fue  el 
P.  Wernz,  S.  i.  (4),  el  cual  por  comisión  de  León  XIII  estableció  las  oportu- 
nas distinciones  entre  las  varias  materias  y  los  diversos  artículos  de  los 
Concordatos,  según  los  principios  de  la  doctrina  católica. 

Advierte  este  preclaro  autor  que  ni  los  defensores  de  la  teoría  de  los  pri- 
vilegios excluyen  de  los  Concordatos  por  necesidad  todo  pacto  bilateral,  ni 
los  partidarios  de  la  teoría  de  los  pactos  pueden  dudar  de  que  en  los  Con- 
cordatos hay  verdaderos  privilegios  (not.  110).  La  discrepancia  entre  unos 
y  otros,  si  bien  se  considera,  es  más  bien  de  nombre  que  de  sustancia. 

Ante  todo,  añade  Wernz,  como  en  los  documentos  auténticos,  hasta  en 
las  encíclicas  últimas  de  León  XIII,  se  emplean  frases  tan  categóricas  como 
la  de  vacio  bilateral,  no  hay  razón  para  apartarse  de  esta  terminología: 
no  queramos  ser  más  católicos  que  el  Papa.  Asienta,  pues,  la  teoría  de  los 
pactos  bilaterales;  pero  bien  entendida  y  explicada. 

I.  En  muchos  artículos  el  Estado  contrae  obligación,  aun  de  justicia 
conmutativa,  y  la  Iglesia  adquiere  derecho  estricto,  al  menos  por  nuevo 
título,  a  saber,  por  la  fe  o  palabra  pública  dada.  Porque  pacto  público  es  el 
consentimiento  dado  por  personas  públicas,  de  dar  o  hacer  algo  en  utilidad 
pública,  por  justicia.  Es  así  que  tal  consentimiento  muchas  veces  se  da  en 
el  Concordato.  Pues  el  Estado,  por  ejemplo,  con  frecuencia  toma  sobre  sí 
la  carga  de  restitución  de  bienes  usurpados;  o  la  obligación  de  sustentar 
con  sus  asignaciones  el  culto  y  clero,  como  en  el  Concordato  español  de 
1953,  art.  19.  Otras  veces  promete  solemnemente  respetar  con  toda  fidelidad  los 
derechos  de  la  Iglesia  (art.  1).  Ahora  bien,  estas  cargas  y  estas  solemnes 
promesas  revisten  la  naturaleza  de  obligaciones  de  justicia,  al  menos  por 
nuevo  título  de  pacto. 

Sigúese  de  aquí  que  es  falsa  la  teoría  legal,  según  la  cual  el  Estado  no 
contrae  obligación  alguna  de  justicia  con  la  Iglesia  en  los  Concordatos. 

II.  En  algunos  artículos  el  Papa  contrae  obligación  de  justicia  conmu- 
tativa y  el  Estado  adquiere  derecho  estricto,  al  menos  por  nuevo  título  de 
la  palabra  dada. 

Pues  la  Iglesia  renuncia  a  ciertos  bienes  temporales,  como  en  el  Concor- 
dato italiano,  1929,  art.  28,  renunció  a  los  usurpados  por  el  Gobierno;  o 
bien  cede  ciertos  derechos  de  jurisdicción  o  prerrogativas  que  no  le  corres- 
ponden por  derecho  divino;  o  reconoce  solemnemente  los  derechos  propios 
y  nativos  del  Estado,  v.  gr.,  sobre  los  efectos  temporales  del  matrimonio. 
Ahora  bien,  en  estas  cosas  no  repugna  que  la  Iglesia  contraiga  obligación 
de  justicia  y  el  Estado  adquiera  derecho  estricto;  y  por  otra  parte  eso,  sue- 
nan las  palabras  y  el  tenor  del  Concordato.  Luego  existe  en  algunos  artículos 
verdadero  pacto  bilateral. 

Por  tanto  la  teoría  de  los  privilegios  sin  limitación  no  es  aceptable. 


(4)    Iiis  Decretaliiim,  loiii.  1,  pp.  218-63,  ed.  3,  1913. 
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III.  En  muchos  artículos  se  contienen  verdaderos  privilegios  apostólicos 
concedidos  al  Estado. 

El  Estado  adquiere  sobre  ellos  un  derecho  no  precario,  sino  lato  (quaesi- 
tum),  pues  la  Santa  Sede  no  puede  lícitamente  retirárselos  sin  motivo  su- 
ficiente, a  su  arbitrio;  pero  no  derecho  estricto,  pues  válidamente  y  sin  in- 
justicia podría  la  Iglesia  quitarle.  V.  gr.,  el  derecho  de  patronato. 

Porque  el  Papa  no  puede  conceder  tales  privilegios  despojándose  él  de 
la  potestad  de  revocarlos  válidamente,  aun  sin  causa;  ya  que  tocan  al  de- 
recho divino  y  nativo  de  la  Iglesia.  Ahora  bien,  un  derecho  que  se  le  puede 
retirar  al  concesionario  válidamente  y  sin  causa,  aun  contra  su  voluntad,  no 
es  derecho  estricto. 

Por  tanto  en  muchos  artículos  no  existe  verdadero  pacto,  y  la  teoría  de 
los  pactos,  en  toda  su  amplitud,  no  puede  admitirse.  Sin  embargo,  aun  en 
estos  puntos  en  que  el  Papa  no  se  obliga  por  estrecha  justicia,  no  se  exime 
de  la  obligación  grave  de  conciencia  que  tiene  de  guardarlos  por  fidelidad, 
decencia,  equidad,  prudencia  u  otro  título. 

Además  lo  que  el  Papa  puede  licitamente  hacer  u  omitir,  puede  licita- 
mente prometer  que  lo  hará  o  lo  omitirá.  Pues  bien,  hay  muchas  cosas  en 
los  Concordatos  licitamente  concedidas  al  Estado,  que  ningún  Papa  puede 
licitamente  revocar  sin  motivo.  Puede,  pues,  el  Papa  prometer  que  él  y  sus 
sucesores  guardarán  con  religiosidad  el  Concordato. 

Cuál  sea  el  alcance  de  esas  promesas  aparece  en  los  mismos  Concorda- 
tos. A  veces  las  palabras  indican  con  claridad  privilegios;  v.  gr.,  los  privi- 
legios litúrgicos  concedidos  al  Jefe  del  Estado  español  en  el  Concordato 
de  1953.  Otras  veces  la  misma  naturaleza  de  la  cosa  lo  denuncia,  v.  gr.,  cuan- 
do se  trata  de  materia  pecuniaria,  es  de  suponer  un  pacto.  Otras  veces  los 
Papas  declaran  solemnemente  que,  al  conceder  tales  prerrogativas,  de  nin- 
guna manera  se  coartan  los  poderes  del  primado  pontificio  para  revocarlas, 
aunque,  como  dice  Julio  III,  ''no  sufriremos  que  se  violen  temerariamente" 
(Const.  Decet.  14  sel.  1554). 

Por  tanto  aun  los  privilegios  de  los  Concordatos,  sin  constituir  un  ver- 
dadero derecho  pactado,  tienen  sin  embargo  cierta  fuerza  de  pactos. 

Si  los  Papas,  sobre  todo  los  del  siglo  xix,  usan  en  los  Concordatos  pala- 
bras que  suenan  a  pactos,  lo  hacen  de  intento.  Están  persuadidos  de  que 
ellos  por  su  parte  no  los  han  de  violar;  y  para  obligar  a  los  Estados  a  su 
observancia,  los  llaman  pactos  internacionales;  los  cuales  más  difícilmente 
se  atreven  a  rescindir  sin  contar  con  la  otra  parte. 

59  bis.  Nueva  forma  de  la  teoría  ecléctica.  Esta  es  sustentada  por 
algunos  autores  modernos  de  modo  algo  diverso  (5).  Los  Concordatos  son 
pactos  que  obligan  por  justicia  conmutativa  en  cuanto  a  todos  sus  artículos, 
pero  de  distinta  manera,  según  lo  permita  la  materia  y  sea  la  voluntad  de 
los  contrayentes. 

Los  derechos  de  la  Iglesia  unos  son  del  todo  inalienables,  a  saber,  las 
prerrogativas  concedidas  al  Papa  por  derecho  divino  positivo,  como  estric- 
tamente personales,  v.  gr.,  la  infalibilidad,  el  primado  de  jurisdicción  sobre 
la  Iglesia;  son  del  todo  inalienables  otros  derechos  divinos  otorgados  a  la 


(5)  Van  Hoye.  Prolegomena  ad  Codicem  Inris  Canonici,  edic.  2,  n.  93,  Malinas- 
Roma,  1945. 


56 


TEORÍA  ECLÉCTICA 


Iglesia,  como  la  capácidad  de  adquirir  y  poseer  bienes  materiales.  Otros 
son  del  todo  enajenables,  como  el  derecho  de  propiedad  sobre  ciertos  bie- 
nes, los  honores  y  derechos  jurisdiccionales  concedidos  por  el  Estado  a  la 
Iglesia,  V.  gr.,  el  derecho  senatorial  de  los  Prelados.  A  éstos  puede  renun- 
ciar, aun  por  pacto  bilateral,  de  justicia  conmutativa.  Otros,  por  fin,  son  en 
cierto  modo  inalienables,  no  en  el  sentido  de  que  deba  el  Papa  ejercerlos 
por  si  mismo,  sin  que  pueda  encomendar  a  otros  su  ejercicio;  sino  en 
cuanto  que  puede  avocar  a  si  estos  derechos  siempre  que  sea  necesario 
para  el  fin  de  la  Iglesia.  Pues  no  puede  el  Romano  Pontífice  renunciar  a 
estos  medios  necesarios. 

Los  derechos  del  Estado  unos  son  inalienables,  como  la  soberanía,  mien- 
tras subsista  el  Estado;  pues  podria  renunciar  a  ella  dejando  de  ser  Estado, 
anexionándose  a  otra  nación;  inalienables  son  los  medios  necesarios  para 
la  consecución  de  su  fin.  Otros  derechos  son  enajenables;  así  podria  tras- 
ladar parte  de  su  potestad  pública,  a  una  sociedad  superior  internacional. 

Pues  bien,  la  Iglesia  en  cuanto  a  los  derechos  enajenables,  puede  tras- 
ladar a  otro  su  dominio;  en  cuanto  a  los  del  todo  inalienables,  no;  en 
cuanto  a  los  inalienables  en  cierto  modo,  v.  gr.,  el  derecho  de  nombrar  las 
personas  para  los  cargos  eclesiásticos,  no  puede  trasladarse  en  justicia  es- 
tricta, sino  en  justicia  tomada  en  sentido  lato,  esto  es,  no  en  cuanto  a  la 
validez  del  acto  contrario,  sino  en  cuanto  a  la  licitud;  pero  se  obliga  con 
verdadera  obligación  de  justicia  a  no  retirar  sin  causa  proporcionada  tal 
cesión  hecha. 

La  diferencia  entre  esta  segunda  forma  de  la  teoria  ecléctica  y  la  primera 
está  en  que  la  obligación  que  el  Papa  contrae  en  la  concesión  de  ciertos 
derechos  divinos  o  nativos,  según  la  primera  forma  es  de  fidelidad,  equidad, 
justicia  legal  o  cosa  semejante;  mientras  que  la  segunda  forma  es  de  jus- 
ticia conmutativa  en  todos  los  artículos,  pero  con  diverso  rigor  en  cuanto 
al  vínculo,  según  la  materia  y  la  intención  de  los  contratantes. 

Acaso  podríamos  proponer  la  teoría  de  los  pactos  bajo  este  otro  matiz. 
Los  derechos  del  todo  inalienables  ni  los  enajenará  jamás  el  Papa  ni  puede 
válidamente  enajenarlos.  De  estos,  pues,  no  hay  que  hablar.  Los  derechos 
adventicios  son  materia  de  suyo  capaz  de  enajenación.  Por  tanto  los  ar- 
tículos concordados  que  sobre  ellos  versen  entrañan  o  pueden  entrañar  un 
verdadero  pacto  de  justicia  estricta  conmutativa.  Los  derechos  divinos,  na- 
tivos, no  del  todo  inalienables,  sino  alienables  en  cuanto  a  ciertas  restric- 
ciones en  el  uso  o  ejercicio  de  ellos,  cual  es  el  derecho  de  designar  las  per- 
sonas para  los  oficios  eclesiásticos,  son  materia  capaz  de  pacto  de  justicia 
conmutativa  en  cuanto  a  esas  restricciones.  En  consecuencia  diremos  que 
los  artículos  concordados  concernientes  a  ellos  encierran  un  pacto  de  es- 
tricta justicia  conmutativa:  el  Papa  de  suyo  no  puede  retirar  la  cesión  de 
ellos,  ni  obrar  contra  el  derecho  concedido  al  Estado  sin  verdadera  injusti- 
cia. Pero  si  obrare  sin  causa  justa,  v.  gr.,  nombrando  libremente  los  Obispos, 
prescindiendo  del  derecho  de  oresentación  otorgado,  su  acto,  el  nombra- 
miento hbre,  sería  válido,  y  el  asi  nombrado  sería  verdadero  Obispo  de  tal 
diócesis.  Es,  pues,  el  Concordato  un  pacto  estricto  de  justicia  conmutativa, 
en  cuanto  a  todos  sus  artículos. 

Pero  así  como  en  virtud  de  la  potestad  indirecta  del  Romano  Pontífice 
sobre  el  Estado,  puede  exigirle  los  medios  necesarios  para  la  consecución  del 
fin  de  la  Iglesia;  así  por  esa  misma  potestad  indirecta  podría  retirar  las 
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concesiones  de  derechos  hechas  en  el  Concordato,  si  juzgare  necesario  para 
ese  fin,  ponderadas  todas  las  cosas. 

Además  como  en  los  Concordatos  siempre  se  entiende  implícita  la  cláu- 
sula rebus  sic  stantibus,  es  decir,  que  obligan  solamente  mientras  dure  aquel 
estado  de  cosas  en  atención  al  cual  se  estipularon;  si  cambiado  el  estado 
de  cosas  juzgare  el  Papa  que  tal  concesión  resultaba  perjudicial  a  la  Iglesia, 
podría  declarar  que  en  cuanto  a  ella  no  obliga  el  Concordato,  y  en  conse- 
cuencia quedaría  anulada. 

Por  tanto  esta  forma,  que  proponemos,  del  pacto  estricto  en  cuanto  a 
todos  los  artículos  concordados,  en  nada  perjudica  a  la  potestad  pontificia: 
el  Papa  por  el  poder  indirecto  sobre  el  Estado,  y  por  la  cláusula  rebus  sic 
stantibus,  podría  retirar  las  concesiones  hechas,  sin  cometer  injusticia. 

CAPITULO  VI 
EL  CONCORDATO  PACTO  INTERNACIONAL 

Expuesto  ya  quiénes  son  los  sujetos  activos  del  Concordato,  a  saber,  por 
una  parte  la  Iglesia  Universal  o  la  Santa  Sede  o  el  Sumo  Pontífice  que  la  rige 
y  la  personifica;  y  por  otra  parte  el  Estado  o  la  sociedad  civil  o  la  nación; 
para  probar  que  el  Concordato  es  un  pacto  internacional,  es  preciso  demos- 
trar que  la  Iglesia  tiene  personalidad  jurídica  internacional;  esto  es,  capa- 
cidad de  relaciones  diplomáticas  con  los  Estados,  con  derechos  y  obligacio- 
nes, como  los  que  adquieren  y  contraen  las  naciones  entre  sí. 

Véase  nn.  150-160. 

60.  Personalidad  jurídica  internacional  de  la  Iglesia.  Historia.  Has- 
ta el  año  1870  de  la  toma  de  Roma  por  Víctor  Manuel,  en  el  siglo  xix,  mu- 
chos juristas  afirmaban  que  sólo  los  Estados  pueden  formar  parte  de  la 
comunidad  internacional;  admitían  como  único  fundamento  de  la  sobera- 
nía la  territorialidad;  y  en  consecuencia  negaban  la  soberanía  y  persona- 
lidad jurídica  internacional  a  la  sociedad  religiosa  Iglesia,  porque  carece  de 
territorio. 

La  personalidad  de  que  había  gozado  la  Santa  Sede  antes  de  1870,  dicen, 
desapareció  con  la  supresión  del  poder  temporal  del  Papa  en  los  Estados, 
que  habían  sido  pontificios;  perdida  su  soberanía  e  independencia,  vino  a 
ser  subdito  del  Rey  de  Italia.  Si  algunos  Estados  continuaron  sus  relacio- 
nes con  él,  éstas  no  eran  relaciones  diplomáticas.  Como  según  aquellos  ju- 
ristas la  única  potestad  suprema  era  la  soberanía  política  y  territorial,  no 
podía  reconocerse  al  Papa  personalidad  internacional  por  ser  cabeza  de  una 
sociedad  religiosa,  aunque  universal. 

Desde  1870  a  1929,  en  que  se  firmó  el  Pacto  de  Letrán  entre  Pío  XI  y 
Víctor  Manuel  II,  por  el  que  se  constituyó  el  nuevo  Estado  Vaticano,  sostu- 
viéronse tres  tesis:  a)  La  Vaticana,  que  afirma  la  supervivencia  de  un 
reducido  Estado  Pontificio,  constituido  por  el  Palacio  Vaticano  y  Castel  Gan- 
dolfo,  donde  el  Papa  de  derecho  y  de  hecho  conservó  su  poder;  o  porque  de 
derecho,  si  no  de  hecho,  siguió  siendo  el  sólo  Soberano  de  los  Estados  Pon- 
tificios, ya  que  la  anexión  de  ellos  al  reino  de  Italia  fue  nula;  o  cuando 
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menos  subsistía  una-  soberanía  espiritual  del  Papa,  que  le  hacía  sujeto  de 
derecho  internacional. 

b)  La  regalista  sostenía  la  desaparición  del  Estado  Pontificio  por  con- 
quista o  derecho  de  guerra;  y  que  la  soberanía  espiritual  del  Papa  no  podía 
hacerle  sujeto  de  derecho  internacional. 

c)  Desde  entonces  se  discutió  más  la  personalidad  internacional  de  la 
Santa  Sede  como  potestad  suprema  de  la  sociedad  religiosa.  La  mayoría  la 
afirmó,  y  al  fin  prevaleció.  Fundamento  de  esta  doctrina  fue  el  ejercicio 
activo  y  pasivo  del  derecho  de  legación  por  parte  de  la  Santa  Sede ;  es  decir, 
del  derecho  de  enviar  Nuncios  a  las  naciones  y  recibir  de  ellas  Embajadores, 
derecho  que  continuó  ejerciendo,  aun  despojado  de  los  Estados  Pontificios. 

Desde  1929,  estudiando  los  acuerdos  de  Letrán,  se  han  formulado  varias 
tesis : 

1.  '*    Niega  el  carácter  estatal  a  la  Ciudad  Vaticana. 

2.  ^  Afirma  a  la  Ciudad  Vaticana  la  cualidad  de  Estado  en  la  Santa  Sede, 
la  cual,  como  Estado  entra  en  la  comunidad  internacional,  cual  sujeto  de  dere- 
chos y  obligaciones. 

3.  ^  Afirma  el  carácter  estatal  de  la  Ciudad  Vaticana,  constituyendo  un 
sujeto  único  con  la  Santa  Sede,  la  cual  por  tanto  vive  en  la  comunidad  inter- 
nacional, no  como  Estado  (según  la  tesis  precedente),  sino  como  unificada 
con  el  nuevo  Estado;  o  como  sujeto  preexistente,  con  un  nuevo  atributo  de 
persona  jurídica  internacional. 

4.  ^  Defiende  el  carácter  estatal  de  la  ciudad  del  Vaticano  y  su  subordi- 
nación a  la  Santa  Sede,  transfiriendo  a  ella,  como  Santa  Sede,  la  soberanía 
política  que  debía  ser  patrimonio  del  Estado  Vaticano. 

5.  ^  Reconoce  el  carácter  estatal,  y  una  unión  real  o  personal  con  la 
Santa  Sede,  resultando  dos  personas  internacionales:  la  Ciudad  Vaticana  y 
la  Santa  Sede;  el  Papa  es  hoy  el  órgano  de  las  dos. 

En  nuestro  sentir:  1.°  La  Ciudad  Vaticana  constituye  un  verdadero  Es- 
tado; tiene  su  vida  jurídica  propia,  en  virtud  de  la  cual  el  Papa  ha  inter- 
venido en  convenios  internacionales  como  Jefe  de  Estado,  v.  gr.,  convenios 
postales,  comerciales,  etc.,  en  los  que  no  hubiera  tenido  derecho  a  inter- 
venir como  Cabeza  de  la  Iglesia.  El  Pacto  de  Letrán  creó  un  nuevo  sujeto 
de  derecho  internacional,  pero  dejó  intacta  la  condición  internacional  de  la 
Iglesia  Católica. 

2.  °  La  Iglesia  Católica  posee  por  sí  misma,  personalidad  internacional, 
como  atributo  inherente  a  la  naturaleza  de  verdadera  sociedad  jerárquica, 
jurídica  y  soberana,  universal  y  permanente;  aun  prescindiendo  de  su  prin- 
cipado o  dominio  temporal. 

He  aquí  cómo  se  expresa  Pío  XI  en  la  Encíclica  UM  arcano,  24  dic.  1922: 
"Hay  una  institución  divina,  capaz  de  observar  el  sagrado  derecho  de  gen- 
tes; una  institución  que  pertenece  a  todas  las  naciones  y  a  todas  las  supera; 
una  institución  veneranda,  dotada  de  la  máxima  autoridad  y  de  la  plenitud 
del  magisterio,  la  Iglesia  de  Cristo"  (Act.  Ap.  Sed.  21,  300). 

3.  "  Esta  cualidad  debe  serle  reconocida  plena  y  entera,  por  el  mismo 
título  que  a  los  soberanos  de  los  Estados  o  a  los  Estados  mismos. 

4.  "  De  hecho  en  todo  tiempo  ha  gozado  de  este  reconocimiento,  explícito 
o  implícito  de  los  Estados. 

5.  "  Es,  pues,  una  persona  normal  y  no  sólo  un  sujeto  artificial  del  de- 
recho de  gentes,  internacional;  no  creado  por  las  naciones,  sino  recono- 
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cido.  Pues  bien,  la  Iglesia  interviene  en  la  vida  jurídica  internacional,  por 
el  órgano  que  la  personifica  y  representa  por  derecho  divino,  que  es  la  Santa 
Sede,  el  Romano  Pontífice. 

Ni  la  existencia  del  Estado  Pontificio  hasta  1870,  ni  la  creación  de  la 
Ciudad  Vaticana  pueden  explicar  este  estado  de  hecho,  que  nadie  podrá 
negar:  la  intervención  de  la  Iglesia  en  la  vida  internacional,  entre  otros 
modos,  por  los  Concordatos.  No  resta,  pues,  sino  apelar  a  la  soberanía  es- 
piritual. 

Es  esta  base  para  una  personalidad  internacional.  Pues  una  sociedad  sobe- 
rana, esto  es,  que  no  tiene  superior  a  sí,  e  independiente  en  la  esfera  de  su 
competencia,  por  poco  capaz  que  sea  de  entrar  en  relaciones  jurídicas  con  los 
Estados,  miembros  de  la  comunidad  internacional,  reúne  la  condición  re- 
querida para  que  le  sea  reconocida  la  cualidad  de  persona  de  derecho  de 
gentes  o  internacional.  Ahora  bien,  tal  es  la  Iglesia  Católica. 

Ella  administra  los  asuntos  religiosos  con  plena  independencia,  oponién- 
dose a  toda  intromisión  de  cualquier  poder  extraño.  Los  Estados  no  habien- 
do podido  someter  jamás  tal  poder,  se  han  visto  obligados  a  reconocer  la 
independencia  que  le  compete  por  virtud  de  su  constitución  intrínseca.  Co- 
nociendo su  enorme  influencia,  aun  en  la  vida  civil  y  política,  no  desdeñan 
su  concurso  y  mantienen  con  ella  relaciones  diplomáticas  permanentes. 

Es,  pues,  persona  de  derecho  internacional,  por  razón  de  su  soberanía 
e  independencia,  aunque  no  sea  Estado  o  Dominio.  Además  ha  sido  recono- 
cido como  tal  persona  en  la  Comunidad  internacional. 

Según  la  doctrina  común  de  los  juristas,  en  la  Comunidad  internacional 
se  entra  por  el  reconocimiento.  Este  es  la  añrmiación  pública  que  otros 
miembros  de  la  comunidad  internacional  hacen  de  que  tal  otro  sujeto  per- 
tenece a  la  misma,  con  los  derechos  y  obligaciones  anejos  a  tal  persona 
internacional. 

El  reconocimiento  según  unos  es  un  acto  unilateral  de  los  Estados  ya 
existentes,  creativo  de  la  personalidad  jurídica  internacional.  Según  otros 
es  un  acto  bilateral  y  recíproco,  creativo  o  constitutivo  de  aquella  cualidad 
internacional,  que  antes  no  existía.  Por  fin  otros  le  consideran  como  un 
acto  meramente  declarativo  de  la  personalidad,  que  ya  tiene  el  sujeto.  Esta 
es  la  sana  doctrina  que  ha  de  sostenerse,  tratándose  de  la  Iglesia  Católica 
y  de  la  Santa  Sede. 

Asi  González  Hontoria  :  "En  la  Iglesia  el  Papa  ejerce  el  Primado  de 
honor  y  jurisdicción;  es  un  Soberano,  como  Vicario  de  Jesucristo  en  la  tierra 
y  Jefe  de  una  sociedad  plenamente  soberana,  y  sus  relaciones  con  él  revisten 
la  forma  diplomática"  (1). 

El  Embajador  del  Brasil,  en  nombre  de  todo  el  Cuerpo  Diplomático 
acreditado  ante  la  Santa  Sede,  el  9  de  marzo  de  1929,  con  ocasión  del  Tra- 
tado de  Letrán,  se  expresó  así:  "Después  del  año  1870  las  relaciones  diplo- 
máticas entre  la  Santa  Sede  y  los  Estados  civiles  continuaron  como  un  signo 
irrecusable  y  visible  para  el  Pontífice  de  su  soberanía;  los  Romanos  Pon- 
tífices continuaron  siendo  como  antes  Principes  Supremos;  pues  no  hubie- 
ran dado  las  demás  Potencias  a  sus  Embajadores  y  Ministros  la  representa- 
ción de  sus  Estados  y  negocios  cerca  de  una  Potencia  no  cualificada  para 
recibirlos,  esto  es,  cerca  de  una  Potencia  sin  los  atributos  de  verdadera  so- 
beranía internacional". 


(1)    Tratado  de  Der.  Intern.  Público,  Madrid,  1928;  II,  138-49. 
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61.  Objeciones. '  Contra  la  personalidad  internacional  de  la  Santa  Sede 
se  opone: 

1.  °  La  Iglesia  o  la  Santa  Sede  no  tiene  territorio  propio  donde  ejercer 
su  soberanía.  Es  así  que  la  territorialidad,  o  sea,  el  dominio  o  autoridad 
suprema  sobre  determinado  territorio,  es  el  único  fundamento  de  la  perso- 
nalidad internacional.  Luego  la  Iglesia  y  la  Santa  Sede  no  tienen  persona- 
lidad internacional. 

Se  responde:  a)  Es  hoy  comúnmente  rechazada  la  doctrina,  según  la 
cual  la  territorialidad  o  soberanía  sobre  determinado  territorio  es  el  único 
fundamento  de  la  personalidad  internacional,  o  del  Estado.  El  fundamento 
es  la  soberanía  sobre  los  súbditos,  esto  es,  el  no  tener  sobre  sí  otro  poder, 
a  quien  apelar,  en  su  esfera;  el  derecho  supremo  e  inapelable  a  mandar. 
Así  se  consideró  sujeto  de  derecho  internacional  la  llamada  Confederación 
del  Danubio,  y  eso  que  no  tenía  territorio.  Más  aún,  el  territorio  determi- 
nado es  una  limitación  de  la  soberanía.  Pues  bien,  la  Iglesia  tiene  y  ejerce 
su  soberanía  espiritual  sobre  todos  los  bautizados  del  mundo  entero.  Nin- 
guna nación  tiene  tal  soberanía. 

b)  La  Iglesia  no  tiene  territorio  propio,  esto  es,  con  dominio  de  propie- 
dad. Pase;  no  tiene  territorio  propio,  es  decir,  con  derecho  a  ejercer 
en  él  su  jurisdicción.  Se  niega.  Este  territorio  es  el  mundo  entero,  al  que 
envió  Jesucristo  a  sus  Apóstoles  (2). 

De  hecho  vemos  cómo  la  Iglesia,  la  Santa  Sede,  para  el  buen  gobierno 
divide  el  territorio  de  las  naciones  en  diversas  diócesis;  y  los  países  infieles 
los  divide  en  Vicariatos  y  Prefecturas  Apostólicas,  da  leyes  especiales  para 
ellos,  etc. 

2.  ^  Si  la  Iglesia  fuese  soberana,  tendríamos  un  Estado  dentro  de  otro 
Estado :  la  Iglesia  soberana,  dentro  del  Estado  soberano.  Lo  cual  crearía  un 
eterno  conflicto. 

Resp.  Ante  todo,  más  bien  debiera  decir  la  objeción:  tendríamos  la  na- 
ción dentro  de  la  Iglesia,  ya  que  la  nación  es  limitada,  y  la  Iglesia  es  uni- 
versal, que  eso  significa  católica.  En  segundo  lugar  respondemos  que  habría 
conflicto  eterno,  si  las  dos  soberanías  lo  fuesen  en  el  mismo  orden,  sobre 
las  mismas  cosas,  y  orientadas  al  mismo  fin;  pero  no,  si  lo  son  en  órdenes 
distintos,  sobre  cosas  o  aspectos  diferentes,  y  dirigidas  a  diverso  fin;  como 
queda  declarado  en  la  lección  primera. 

62.  Manifestaciones  de  la  personalidad  internacional  de  la  Iglesia. 

Según  dijimos,  siempre  ha  sido,  y  más  que  nunca  lo  es  hoy,  reconocida  la 
Iglesia  y  la  Santa  Sede  por  los  Estados  civilizados,  como  persona  moral  so- 
berana, sujeto  de  derecho  internacional  público.  Así  expresamente  los  Con- 
cordatos español,  art.  3,  y  dominicano,  art.  2. 

Prescindiendo  de  remotas  pruebas  históricas,  citaremos  tres  manifesta- 
ciones patentes  de  este  reconocimiento :  el  derecho  activo  y  pasivo  de  repre- 
sentación diplomática,  la  estipulación  de  tratados  internacionales  y  la  inter- 
vención en  los  congresos  internacionales. 


(2)    S.  Marcos  16,  15;  S.  Matko  28,  19. 
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63.    El  derecho  activo  y  pasivo  de  representación  diplomática  de 

que  goza  en  la  mayoría  de  los  pueblos  cultos,  pues  suben  a  53  las  embajadas 
y  legaciones  de  los  Estados  ante  el  Vaticano;  y  recíprocamente  otras  tantas 
son  las  nunciaturas,  internunciaturas,  con  carácter  diplomático,  y  delega- 
ciones apostólicas  que  el  Papa  tiene  en  las  más  diversas  regiones  y  naciones. 

Este  derecho  activo  y  pasivo  de  representación  diplomática  de  la  Santa 
Sede  quedó  consagrado  en  el  Congreso  de  Viena,  9  de  junio  1815.  Más  aún, 
se  decretó  que  en  las  naciones  donde  hubiese  Nunciatura  Apostólica,  el 
Nuncio  fuese  el  Presidente  o  Decano  nato  del  Cuerpo  Diplomático,  como  asi 
se  ha  observado  y  se  observa,  y  se  consigna  en  varios  Concordatos  re- 
cientes : 

El  mismo  Von  Liszt,  jurista  y  de  ideas  en  otros  puntos  extraviadas,  en 
su  obra  Derecho  internacional  público,  versión  española  de  Miral,  p.  89 
y  sig.,  reconoce  que  el  Papado  goza  de  una  serie  de  facultades  que,  como 
el  derecho  activo  y  pasivo  de  la  representación  diplomática,  se  han  acen- 
tuado notablemente  después  de  la  guerra  mundial,  y  únicamente  competen 
a  los  Estados.  Y  más  abajo,  p.  175,  dice:  "El  derecho  de  la  legación  activo 
y  pasivo  es  una  derivación  de  la  soberanía  del  Estado". 

No  es  que  la  Santa  Sede,  prescindiendo  de  su  poder  temporal,  que  tam- 
bién tiene,  sea  un  Estado,  y  que  su  soberanía,  dejando  aparte  la  que  le 
compete  como  Rey  en  la  Ciudad  Vaticana,  sea  una  soberanía  política  en  el 
sentido  moderno  de  la  palabra;  mas  esto  no  quita  que  tenga  un  verdadero 
poder  soberano  en  toda  la  amplitud  del  Derecho,  una  soberanía  sui  gene- 
ris,  asimilable  en  cuanto  a  sus  garantías  humanas  a  la  personalidad  in- 
ternacional. 

El  Tratado  de  Letrán,  1929,  vuelve  a  reconocer  las  dos  soberanías  del 
Papa,  la  espiritual  y  temporal;  y  fija  exactamente  los  fundamentos  teoló- 
gicos e  históricos  de  la  personalidad  internacional  de  la  Santa  Sede,  aun 
bajo  el  aspecto  de  su  soberanía  espiritual. 

Italia,  dice  el  art.  2,  reconoce  la  soberanía  de  la  Santa  Sede  en  la  esfera 
internacional,  conio  atributo  inherente  a  su  naturaleza,  en  conformidad 
con  su  tradición  y  las  exigencias  de  su  misión  en  el  mundo". 

Por  eso  en  el  art.  12  reconoce  y  reglamenta  el  derecho  de  legación  activa 
y  pasiva  de  la  Santa  Sede,  según  las  reglas  generales  del  derecho  interna- 
cional. Las  dos  altas  partes  contratantes  se  comprometen  a  mantener  rela- 
ciones diplomáticas,  acreditando  Itaüa  un  Embajador  cerca  de  la  Santa 
Sede  y  ésta  un  Nuncio  cerca  del  Gobierno  italiano.  El  Nuncio  será  Decano 
del  Cuerpo  Diplomático  en  los  términos  del  derecho  consuetudinario  recono- 
cido por  el  Congreso  de  Viena  en  9  de  junio  de  1915. 

Tal  derecho  de  representación  diplomática  activo  y  pasivo  por  medio 
de  Nuncios  y  Embajadores  se  consigna  expresamente  en  el  Concordato  de 
Polonia,  1925,  artículo  3;  en  el  de  Lituania,  1927,  art.  3;  en  el  de  Portugal, 
1940,  art.  1;  en  el  de  Alemania,  1933,  art.  3;  y  en  el  Protocolo  final  de  este 
último  se  declara  que  el  Nuncio  ante  el  Reich  alemán  es  el  Decano  del 
Cuerpo  Diplomático  allí  acreditado.  Lo  mismo  se  establece  en  el  de  España, 
1953,  art.  3,  y  en  el  de  Santo  Domingo,  1954,  art.  2. 

Con  esto  caen  por  su  base  todas  las  teorías  que  negaban  a  los  Concorda- 
tos todo  carácter  internacional  o  supranacional. 
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64.  Tratados  internacionales.  La  segunda  prueba  que  suele  traerse 
del  carácter  internacional  de  la  Santa  Sede  son  los  tratados  que  ha  venido 
estipulando  con  las  naciones,  en  todo  análogos  a  los  que  las  naciones  esti- 
pulan entre  sí,  y  que  han  sido  considerados  siempre  como  internacionales. 

Pero  de  esta  prueba  prescindimos  ahora,  ya  que  precisamente  queremos 
demostrar  el  carácter  de  pactos  internacionales  que  revisten  los  Concorda- 
tos. Solamente  indicaremos  que  asi  se  los  ha  considerado  siempre,  aun  por 
los  autores  menos  sospechosos  de  partidismo  católico.  Fleishmaxn,  en  nota 
al  texto  de  Yon  Liszt,  dice:  "Los  Concordatos  deben  considerarse  por  lo 
menos  como  los  tratados  del  Estado"  (3).  Sagmlller  los  llama  pactos  cuasi- 
internacionales.  (Véase  Wernz,  p.  239,  not.  125). 

Por  fin  Pío  X,  en  su  Encíclica  Vehementer,  11  feb.  1906,  lamentándose 
de  la  deslealtad  del  Gobierno  francés  en  romper  el  Concordato,  se  expresa 
así:  "Entre  la  nación  francesa  y  la  Santa  Sede  mediaba  un  pacto  entera- 
mente equiparable  a  los  que  suelen  contraer  entre  sí  legítimamente  las  na- 
ciones, y  debe  regirse  por  el  mismo  derecho  que  los  tratados  internacionales, 
esto  es,  por  el  derecho  de  gentes". 

65.  Asistencia  a  los  Congresos  internacionales.  La  tercera  prueba  de 
la  internacionalidad  de  la  Santa  Sede  es  su  asistencia  a  los  Congresos  in- 
ternacionales. Hasta  el  año  1870  en  que  el  Papa  fue  despojado  de  los  Estados 
Pontificios,  sus  legados  asistían  a  los  Congresos  internacionales.  Desde  en- 
tonces las  presiones  de  Italia  impidieron  el  ejercicio  de  ese  derecho. 

Hoy  el  Tratado  de  Letrán  se  le  reconoce,  pero  consignando  la  posición 
voluntaria  en  que  la  Santa  Sede  se  coloca  respecto  a  este  punto:  "La  Santa 
Sede,  dice  el  art.  24,  en  relación  a  la  soberanía  que  le  compete  en  la  esfera 
internacional,  declara  que  quiere  permanecer  y  permanecerá  ajena  a  las  con- 
tiendas temporales  entre  los  Estados,  y  a  los  Congresos  internacionales 
reunidos  para  este  fin;  a  menos  que  las  partes  contendientes  apelen  de 
común  acuerdo  a  su  misión  de  paz,  reservándose  en  todo  caso  hacer  valer 
su  autoridad  moral  y  espiritual". 

66.  El  Concordato,  pacto  internacional.  Demostrada  la  personalidad 
internacional  de  la  Iglesia,  o  de  la  Santa  Sede,  sigúese  de  aquí  que  los  Con- 
cordatos concluidos  por  ella  con  las  naciones,  revisten  la  naturaleza  de 
pactos  o  tratados  internacionales,  por  razón  de  los  sujetos  contratantes. 

Este  carácter  aparece  retratado  en  los  mismos  Concordatos  modernos; 
ya  se  considere  su  gestión  y  estipulación,  ya  su  forma  o  redacción.  Ningún 
Estado,  al  suscribir  un  Concordato,  duda  de  haber  firmado  un  pacto  solem- 
ne de  derecho  público,  con  todos  los  requisitos  y  garantías  de  las  normas 
internacionales.  El  procedimiento  diplomático  y  la  forma  protocolaria,  la 
misma  redacción  del  texto  muestra  el  reconocimiento  de  la  soberanía  espi- 
ritual del  Papa  y  de  la  internacionalidad  del  Concordato.  Sirva  de  ejemplo 
el  de  una  nación  protestante  como  Prusia,  1933.  Su  título  es:  "Solemne 
convenio  entre  la  Santa  Sede  y  la  República  prusiana".  Encabézase  con  estas 
palabras:  Su  Santidad  el  Papa  Pío  XI  y  el  Ministerio  de  Estado  prusiano, 
han  resuelto  regular  nuevamente  la  situación  jurídica  de  la  Iglesia  Católica 

f3)  Lelirhuch  dea  KatoUsche  Kirrhenrecfs,  I,  12.3,  cfl.  1914.  Véase  Wernz,  I, 
n.  172,  p.  239,  not.  125;  ed.  2,  1905. 
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en  Prusia  de  un  modo  estable,  mediante  una  solemne  convención.  A  tal 
efecto,  Su  Santidad  ha  nombrado  Plenipotenciario,  etc. 

67.  Algunas  particularidades.  1.°  Por  razón  de  la  forma  no  existe  di- 
ferencia, generalmente  hablando,  entre  los  Concordatos  y  los  pactos  inter- 
nacionales. 

2.  °  Por  razón  del  derecho  por  que  se  rigen,  tampoco;  pues  a  unos  y  a 
otros  se  ha  de  aplicar  el  derecho  de  gentes,  como  se  expresa  Pío  X  en  la  En- 
cíclica Vehementer:  "Entre  la  Santa  Sede  y  la  Nación  francesa  media  un 
convenio  como  los  que  legítimamente  suelen  estipularse  entre  los  Estados. 
Por  tanto  este  pacto  debe  regirse  por  el  mismo  derecho  que  los  pactos  in- 
ternacionales, esto  es,  por  el  derecho  de  gentes". 

3.  °  Por  razón  del  sujeto  se  distinguen,  porque  los  pactos  internaciona- 
les se  firman  entre  dos  sociedades  o  estados  del  mismo  orden;  mientras  que 
los  Concordatos  entre  sociedades  de  orden  distinto;  ya  que  el  Papa  no 
procede  en  ellos  como  Soberano  temporal,  sino  como  Jefe  supremo  de  la 
Iglesia. 

4.  °  También  se  diferencian  por  razón  de  la  materia;  pues  mientras  que 
en  los  pactos  internacionales  la  materia  es  toda  temporal,  referente  al  bien- 
estar humano  natural  de  los  pueblos;  en  los  Concordatos  hay  materia  tem- 
poral, espiritual  y  mixta. 

5.  °  En  cuanto  a  la  obligación,  en  los  pactos  internacionales  suele  ser 
toda  de  justicia;  en  los  Concordatos  según  lo  expuesto  en  el  n.°  49,  tam- 
bién pudiera  decirse  toda  de  justicia;  pero  con  las  atenuaciones  allí  in- 
dicadas. 

De  aquí  que  algunos,  sin  negarles  el  carácter  internacional,  llamen  a  los 
Concordatos  pactos  o  convenios  supranacionales.  Otros  los  consideran  como 
tratados  sui  generis,  cuasiinternacionales,  inter soberanos,  etc.,  en  atención 
a  que  la  Iglesia,  la  Santa  Sede,  no  es  nación,  no  tiene  territorio  propio,  aun- 
que sí  soberanía. 

Por  fin  algunos  no  quieren  reconocerles  la  asimilación  a  los  tratados  in- 
ternacionales, porque  el  Estado  no  tiene  medios  materiales,  especialmente 
la  posibilidad  de  la  guerra,  para  defender  sus  derechos  en  caso  que  fuesen 
lesionados  por  la  Iglesia.  Pero  si  tal  sucediere,  y  la  violación  fuese  mani- 
fiesta (caso  hipotético),  no  le  faltarían  al  Estado  sus  defensas:  la  protesta 
respetuosa,  la  manifestación  pública  de  tales  violaciones,  la  ruptura  de  las 
relaciones  diplomáticas,  la  denuncia  del  Concordato. 


CAPITULO  VII 
EL  CONCORDATO,  LEY 

68.  La  doctrina  antigua,  según  la  cual  los  tratados  internacionales  son 
simples  contratos  entre  personas  soberanas,  está  hoy  suplantada  por  la  que 
distingue  tratados-contratos,  tratados -ley es  y  tratados  mixtos. 

Tratados-contratos  son  aquellos  convenios  que  solamente  contienen  esti- 
pulaciones que  imponen  prestaciones  concretas,  particulares;  las  cuales  es- 
tipulaciones se  extinguen  con  el  cumplimiento  de  la  prestación  convenida. 
V.  gr.,  los  tratados  traslativos  de  la  propiedad,  los  que  contienen  cesión  de 
territorio:  en  general  los  que  tienen  por  objeto  simples  obligaciones  de  dar, 
hacer  u  omitir  una  parte  algo  en  favor  de  la  otra;  esto  es,  los  que  sólo  con- 
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tienen  cláusulas  contractuales,  que  crean  derechos  subjetivos  en  las  partes, 
como  cualquier  contrato  particular. 

Tratados-leyes  son  los  que  se  proponen  crear  verdaderas  normas  o  reglas 
estables  de  derecho,  comunes  a  las  partes,  a  las  dos  sociedades  soberanas; 
normas  que  no  se  extinguen  por  una  realización  particular,  sino  que  son  de 
suyo  permanentes,  que  imponen  una  conducta  determinada,  ora  a  los  ór- 
ganos o  autoridades  de  ambas  sociedades,  ora  a  los  subditos  en  general;  y 
por  tanto,  tienen  la  virtud  de  legislación  particular  de  dichas  sociedades. 
Por  ejemplo  las  que  establecen  la  nacionalidad  de  los  miembros,  la  forma  y 
valor  de  los  testamentos  de  los  subditos  de  la  una  en  el  territorio  de  la 
otra,  etc.  Sus  cláusulas  son  normativas,  constituyen  un  derecho  objetivo  o 
normativo,  esto  es,  una  norma  constante  de  obrar,  cual  es  la  ley. 

Tratados  mixtos  son  los  que  contienen  estipulaciones  contractuales  y 
estipulaciones  normativas  (1). 

¿A  qué  clase  corresponde  el  Concordato?  Examinando  sus  cláusulas,  se 
observa  que  unas  son  meramente  contractuales;  otras,  tal  vez  la  mayoría, 
son  normativas.  Por  donde  es  preciso  reconocer  a  los  Concordatos  un  doble 
carácter;  el  de  tratado-convenio  y  el  de  tratado-ley;  siendo  a  la  vez  Con- 
cordato-convenio y  Concordato-ley;  y  preponderando  por  lo  común  la  cua- 
lidad normativa  o  de  ley  a  la  cualidad  contractual.  Si  bien  la  misma  cuali- 
dad normativa  puede  calificarse  de  contractual,  en  cuanto  que  las  cláusulas 
normativas  se  han  establecido  por  un  convenio  o  contrato. 

Conforme  a  esta  doctrina,  define  el  Concordato  el  P.  Wernz:  "Ley  pon- 
tificia y  civil  dada  a  una  determinada  nación,  para  ordenar  las  relaciones 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  en  materia  de  alguna  manera  concerniente  a 
ambas  potestades  y  sociedades;  la  cual  tiene  fuerza  de  pacto  público  entre 
la  Sede  Apostólica  y  el  Estado,  pacto  obligatorio  para  las  dos  partes"  (2). 

A  esta  se  reduce  la  definición  dada  por  Manjón;  "Acuerdos  legales,  en 
forma  de  pacto  o  convenio  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  sobre  determinados 
asuntos  eclesiásticos  o  mutuas  relaciones"  (3). 

Los  más  eminentes  políticos  españoles,  aun  los  menos  benévolos  para 
con  la  Iglesia,  han  proclamado  este  doble  carácter  de  ley  eclesiástica-civil 
y  de  contrato,  que  reviste  el  Concordato;  y  algunos  de  estos  acuerdos  se 
promulgaron  en  La  Gaceta  de  Madrid,  órgano  oficial  del  Gobierno,  con  el  ti- 
tulo de  Convenio-ley;  por  ejemplo,  Convenio-ley  sobre  conmutación  de  bie- 
nes eclesiásticos,  1860,  el  Convenio-ley  de  Capellanías,  1867. 

La  reglamentación  o  normas  contenidas  en  el  Concordato  no  puede  pro- 
ceder por  separado  de  una  cualquiera  de  las  partes.  En  cuanto  la  norma 
concordada  excede  la  competencia  de  una  de  ellas,  tiene  que  ser  obra  con- 
junta de  ambas,  resultante  de  un  concierto  o  convenio  de  las  voluntades  de 
una  y  otra  sociedad.  La  Iglesia  se  presenta  como  sociedad  jurídicamente 
perfecta,  soberana,  independiente  del  Estado;  pero  al  mismo  tiempo  afirma 
su  deber  de  respetar  la  soberanía  del  Estado.  Y  así  como  el  Estado  no  puede 


(1)  PÉREZ  MiER,  Concordato  y  ley  concordada,  en  "Rev.  Esp.  de  Der.  Can.", 
tom.  I,  pp.  .^25-28. 

(2)  /f7.s-  Decretalium,  I,  165.  Véase  Wernz-Vidal,  Iiis  Canonicum,  I,  215,  Ro- 
ma, 1938. 

(3)  Dercrlu)  eclesiástico,  I,  392. 
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regular  los  asuntos  propios  de  la  Iglesia;  así  tampoco  la  Iglesia  puede  di- 
rectamente regular  los  asuntos  propios  del  Estado. 

La  mayor  parte  de  las  cláusulas  concordatarias  sólo  podrían  emanar  de 
la  suprema  autoridad  de  la  Iglesia,  como  las  relativas  al  nombramiento  de 
las  personas  para  los  cargos  eclesiásticos,  las  divisiones  territoriales  de  la 
Iglesia.  Otras  necesitan  el  consentimiento  del  Estado,  como  las  referentes 
a  los  efectos  civiles  de  los  estudios  eclesiásticos. 

Algunas  no  hacen  más  que  enunciar  deberes  de  derecho  divino,  que  el 
Estado  tiene  con  respecto  a  la  Iglesia;  v.  gr.,  el  de  respetar  su  independen- 
cia. Otras  no  constituyen  obligaciones  de  derecho  divino;  v.  gr.,  las  refe- 
rentes a  la  dotación  del  culto  y  clero. 

El  reconocimiento  positivo  de  un  derecho  divino  de  la  Iglesia  cual  se 
hace  en  algunos  Concordatos,  v.  gr.,  de  su  personalidad  soberana,  no  siem- 
pre es  debido  por  derecho  divino. 

Cuando  el  Estado  reconoce  o  sanciona  por  el  Concordato  una  obligación 
divina,  como  la  protección  de  la  Iglesia,  impone  a  sus  propios  órganos  un 
determinado  modo  de  obrar,  pero  tal  modo  de  obrar  no  procede  formal- 
mente del  derecho  divino,  sino  de  la  Iglesia  o  del  derecho  concordado. 

En  las  materias  mixtas  la  reglamentación  emanará  del  mutuo  acuerdo. 

PÉREZ  MiER  achaca  al  P.  Wernz,  y  a  los  canonistas  que  con  éste  sienten, 
el  olvido  de  considerar  al  Concordato  como  ley  única,  como  convenio  único; 
se  olvida,  dice,  de  la  unidad,  al  admitir  que  unos  articules  producen  derecho 
y  obligación  distinta  que  otros. 

No  nos  parece  del  todo  fundado  este  cargo.  El  mismo  P.  Wernz  llama  al 
Concordato  un  pacto  y  una  ley;  y  no  un  conjunto  de  tantos  pactos  y  leyes 
como  artículos  concordados.  Si  bien  en  este  contrato  y  ley  única,  no  todos 
los  artículos  obligan  de  la  misma  manera;  lo  mismo  que  un  Código  de  leyes 
se  llama  una  ley  única.  Así  en  España  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  El  mismo  Pérez  Mier  no  reconoce  a  todos 
los  artículos  concordados  la  misma  fuerza  obligatoria  de  justicia  (4). 

Emplea  este  autor  con  frecuencia,  como  otros,  sobre  todo  arrimados  a 
los  civilistas,  las  palabras  institución,  carácter  institucional,  y  cree  que  con 
admitir  el  carácter  institucional  del  Concordato  desaparece  el  conflicto  entre 
el  convenio  y  la  ley. 

En  primer  lugar  no  se  preocupa  él  de  fijar  el  concepto  de  institución,  que 
de  suyo  es  término  generalísimo,  como  lo  es  el  correspondiente  latino  insti- 
tutum,  que  se  aplica  a  mil  cosas,  al  domicilio,  a  la  parroquia,  a  la  Orden 
religiosa,  etc.  Además,  ¿quién  ve  conflicto  entre  convenio  y  ley?  ¿No  admite 
el  P.  Wernz  que  el  Concordato  es  al  mismo  tiempo  convenio  y  ley;  o  ley 
convenida  entre  las  dos  partes  concordantes? 

69.  Convenio  y  ley.  ¿Pero  son  dos  cosas  distintas  el  convenio  y  la  ley? 
En  el  concepto  sí:  El  convenio  obliga  a  las  partes  contratantes  a  mantener 
como  ley  de  la  Iglesia  y  del  Estado  las  normas  concordatarias;  la  ley  obliga 
a  los  miembros  de  ambas  sociedades  a  proceder  conforme  a  dichas  normas. 
¿En  la  realidad?  Dos  teorías  se  distinguen  sobre  esta  cuestión,  la  dualista 
y  la  monista. 


(4)    Iglesia  y  Estado  Nuevo,  cap.  3,  nn.  6-7. 
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70.  La  teoría  duálista  sostiene  que  el  convenio  y  la  ley  son  dos  cosas 
distintas  y  separables,  tanto  que  puede  existir  la  una  independientemente 
de  la  otra.  La  vionista  afirma  ser  una  sola  cosa,  o  dos  inseparables  a  manera 
de  un  todo,  mientras  dura  el  Concordato,  pues  tienen  fuerza  y  valor  de  ley 
eclesiástica  y  civil;  y  el  Concordato  es  convenio,  contrato. 

PÉREZ  MiER  (5)  atribuye  a  la  mayoría  de  los  canonistas  con  Wemz  la 
tesis  dualista,  claro  es,  que  no  en  el  sentir  de  los  internacionalistas  liberales. 
Escribe  Wernz:  "Para  que  el  convenio  sea  eficaz  respecto  de  los  subditos 
tiene  que  ser  promulgado  como  ley  en  uno  y  otro  fuero".  Los  Concordatos 
tienen,  pues,  fuerza  y  valor  de  ley  eclesiástica  y  civil.  Según  esto,  parecería 
que  el  Concordato  por  el  canje  de  los  instrumentos  de  su  ratificación  tiene 
fuerza  de  convenio  obligatorio  para  las  altas  partes  contratantes,  en  cuanto 
a  las  cláusulas  meramente  contractuales;  por  las  cuales  una  de  las  partes 
se  compromete  a  dar,  hacer  u  omitir  algo  en  favor  de  la  otra;  y  a  convertir 
en  ley  eclesiástica  y  civil,  mediante  la  promulgación,  las  cláusulas  norma- 
tivas estipuladas  en  el  Concordato,  para  el  régimen  de  los  subditos  de  ambas 
potestades;  y  a  sostener  esa  ley,  de  suerte  que  ninguna  de  las  dos  partes 
pueda  derogarla  sin  el  consentimiento  de  la  otra.  Hasta  aquí  el  Concordato 
es  un  mero  convenio,  de  carácter  internacional  o  intersoberano,  que  obliga 
a  las  dos  potestades  supremas. 

Por  la  promulgación  las  cláusulas  normativas  del  Concordato -convenio 
se  convierten  en  ley  obligatoria  para  los  subditos  de  la  Iglesia  y  del  Estado. 

Esta  distinción  y  separabilidad  real  del  convenio  y  de  la  ley,  tal  vez 
encuentra  algún  fundamento  en  los  Concordatos  antiguos,  como  en  nuestro 
Concordato  de  1851.  Se  firmó  el  16  de  marzo,  fue  ratificado  por  la  Reina 
Isabel  II  y  por  Pío  IX  en  1  y  23  de  abril,  respectivamente;  publicado  ofi- 
cialmente en  España  el  12  de  mayo,  al  día  siguiente  del  canje  de  las  ratifica- 
ciones; y  confirmado  solemnemente  por  el  Papa  en  la  Bula  Ad  vicariam, 
5  de  setiembre. 

La  teoría  dualista,  al  sentir  de  los  internacionalistas  liberales,  distingue 
en  el  tratado  internacional  el  convenio  y  la  ley.  No  es  una  ley  del  Estado, 
sino  esencialmente  un  contrato,  esto  es,  un  cam,bio  de  promesas  reciprocas, 
efectuado  entre  los  Estados,  el  cual  por  tanto  sólo  puede  producir  obliga- 
ciones entre  los  Estados,  entre  sus  potestades  supremas;  mientras  que  la 
ley  interna  establece  relación  entre  el  poder  del  Estado  y  los  subditos. 

El  derecho  internacional  y  el  derecho  interno  constituyen  dos  órdenes 
jurídicos  cerrados  y  separados:  el  internacional  emana  del  acuerdo  entre 
los  Estados;  el  interno  de  sola  la  voluntad  del  Estado.  Son  dos  órdenes  jurí- 
dicos independientes:  una  regla  nacida  de  un  acuerdo  internacional  no  surte 
efecto  en  el  derecho  interno;  una  ley  del  derecho  interno  no  tiene  efecto  en 
el  internacional. 

El  tratado  produce  en  el  Estado  una  obligación  internacional  de  crear 
tal  derecho  interno,  aquella  legislación  requerida  en  el  mismo  tratado,  pero 
jurídicamente  no  queda  obligado  a  cumplir  su  compromiso,  porque  en  el 
orden  interno  él  es  soberano  absoluto. 

Para  que  los  poderes  públicos  y  los  ciudadanos  tengan  obligación  de 
conformarse  a  las  disposiciones  de  un  tratado,  es  preciso  que  antes  se 
trasformen  éstas  en  leyes  de  derecho  interno,  para  lo  cual  no  basta  la  simple 
publicación  del  tratado  en  la  Gaceta  oficial. 

Por  tanto,  la  ley  interna  votada  en  ejecución  del  tratado  tiene  un  valor 
obligatorio  independiente  del  tratado  mismo,  y  podría  subsistir  aunque  ca- 
ducase el  tratado. 

(5)  Concordato  ¡j  leu  concordada,  en  "Revista  Española  de  Derecho  Canónico", 
tom.  I,  p.  336. 
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Adviértese  en  la  teoría  dualista  así  entendida  el  error  de  que  el  Estado 
en  el  orden  interno  es  absolutamente  soberano,  hasta  pasar  por  encima 
de  lo  convenido  con  otro  Estado;  y  la  contradicción  jurídica  de  contraer  la 
obligación  internacional  de  dar  tales  leyes,  y  conservar  el  derecho  o  poder 
de  no  darlas. 

Finalmente,  la  Bula  Ad  vicariam,  con  el  texto  del  Concordato  se  promulgó 
como  ley  del  reino  el  17  de  octubre. 

En  esta  Bula  se  dice:  "Y  habiendo  tanto  Nos  como  nuestra  muy  amada 
en  Cristo  hija  María  Isabel...  aprobado,  confirmado  y  ratificado  estos  con- 
venios, pactos  y  concordatos...  y  habiéndonos  rogado...  [la  Reina]  que  para 
su  más  firme  subsistencia...  le  añadiésemos  la  autoridad  y  decretos  más  so- 
lemnes. Nos...  con  la  plenitud  de  la  potestad  apostólica...  aprobamos,  rati- 
ficamos y  aceptamos  los  capítulos,  convenciones...;  les  damos  la  fuerza  y 
eficacia  de  la  estabilidad  y  firmeza  apostólica;  y  prometemos  y  aseguramos, 
tanto  en  nuestro  nombre  como  en  el  de  nuestros  sucesores,  que  por  parte 
de  Nos  y  de  la  Santa  Sede  se  cumplirá...". 

El  Real  Decreto  de  17  de  octubre  1851,  art.  1.*^,  se  expresa  así:  "Las  letras 
apostólicas...  'precedentes]  se  publicarán  en  la  forma  ordinaria...". 

Es  de  advertir,  sin  embargo,  que  en  este  mismo  Concordato  nada  se  dice 
de  su  promulgación,  ni  del  modo  y  fecha  en  que  ha  de  hacerse,  cosa  que 
parecía  necesario  se  fijase,  para  que  no  quedase  al  arbitrio  de  cualquiera 
de  las  partes  el  dejar  sin  efecto  las  cláusulas  normativas,  que  son  la  ma- 
yoría del  Concordato,  difiriendo  sin  término  su  promulgación.  En  cambio 
señala  la  fecha  del  canje  de  las  ratificaciones  en  el  término  de  dos  meses, 
o  antes,  si  fuese  posible  (art.  46).  Y  en  el  art.  45  dice:  "En  virtud  de  este 
Concordato,  se  tendrán  por  revocadas,  en  cuanto  a  él  se  opongan,  las  le- 
yes... y  el  mismo  Concordato  regirá  para  siempre  en  lo  sucesivo  como  ley  del 
Estado...". 

Según  esto,  no  parece  necesaria  más  promulgación  que  el  cambio  de  rati- 
ficaciones; y,  según  el  tenor  del  mismo  Concordato,  por  este  canje  queda 
el  Concordato  convertido  en  convenio  y  en  ley,  a  manera  de  un  todo  indiso- 
luble. La  Bula  de  Pío  IX  no  es  más  que  una  condescendencia  del  Papa  a 
los  deseos  de  la  Reina,  para  que  el  Concordato  ya  plenamente  constituido 
como  convenio  y  como  ley  por  el  canje  de  las  ratificaciones,  adquiriese  con 
tal  garantía  más  estabilidad  práctica;  lo  mismo  se  diga  de  la  publicación 
de  la  Bula  por  el  Estado.  Ni  la  Bula  ni  su  publicación  aparecen  como  pro- 
mulgación de  la  ley  concordada,  sino  más  bien  como  un  medio  de  divulga- 
ción solemne. 

No  sé  si  se  ha  interpretado  bien  la  mente  del  P.  Wernz,  a  quien  se  hace 
portaestandarte  de  la  teoría  dualista.  Cierto  que  si  el  Concordato  es  ley 
eclesiástica  y  civil,  para  que  obligue  como  ley  a  las  dos  sociedades  nece- 
sitará promulgación.  Discuten  los  juristas  si  la  promulgación  es  elemento 
constitutivo  de  la  ley,  o  sólo  un  requisito  para  que  la  ley  ya  constituida  pro- 
duzca su  efecto  obligatorio  en  la  comunidad.  En  esta  segunda  opinión  la 
ley  concordada  existiría  ya  antes  de  su  promulgación,  y  podría  identifi- 
carse con  el  convenio,  de  suerte  que  por  el  canje  de  las  ratificaciones  se 
produciría  al  mismo  tiempo  y  por  modo  de  una  sola  cosa  el  convenio  y  la 
ley.  Quedaría  sin  embargo  la  dificultad  de  que  si  se  necesita  promulgación 
de  la  ley,  ésta  no  tendría  fuerza  obligatoria  antes  de  la  promulgación,  mien- 
tras que  el  convenio  sí;  con  lo  cual,  quedaría  en  pie  la  teoría  dualista,  que 
considera  distintos  y  separables  el  convenio  y  la  ley. 
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Pero  no  nos  parece  absurdo  admitir  que  el  mismo  canje  de  las  ratifica- 
ciones, que  da  vigor  al  convenio,  sea  promulgación  de  la  ley  concordada, 
según  dijimos,  y  así  ambos  constituyen  una  unidad.  Y  tal  vez  no  sea  esta 
explicación  ajena  a  la  mente  del  P.  Wernz. 

No  creemos  que  el  P.  Wernz  sostenga  que  el  Concordato  sea  dos  leyes, 
una  eclesiástica  y  otra  civil;  sino  más  bien  U7ia  sola,  que  es  al  mismo 
tiempo  eclesiástica  y  civil,  nacida  de  la  voluntad  común,  acorde,  de  las 
dos  supremas  potestades.  Asi  aparece  en  la  definición  que  él  mismo  da. 

En  los  Concordatos  de  nuestro  siglo  xx  no  se  menciona  para  nada  la 
promulgación  ni  el  tiempo  de  ella;  sólo  se  considera  la  ratificación  y  el 
canje  de  los  instrumentos  de  la  misma,  y  el  tiempo  para  hacerle,  que  suele 
ser  dos  meses  después  de  firmado  el  Concordato.  Y  suele  expresarse  que  el 
Concordato  "entrará  en  vigor  desde  el  momento  del  canje  de  los  instrumen- 
tos de  ratificación"  (Concord.  esp.  de  1953,  art.  36);  sin  que  se  haga  distin- 
ción entre  el  convenio  y  la  ley  concordada. 

De  hecho  en  la  actualidad,  después  del  canje  de  las  ratificaciones  o 
coincidiendo  con  él,  el  mismo  día,  se  inserta  el  texto  del  Concordato  en 
Acta  Apostolicae  Sedis  y  en  el  órgano  oficial  del  Estado.  Pero,  según  diji- 
mos, tal  inserción  no  nos  parece  necesaria  para  que  tenga  vigor  el  Concor- 
dato, ni  como  convenio  ni  como  ley;  tal  inserción  no  la  creemos  promul- 
gación de  la  ley  concordada.  Y  así  el  de  Polonia,  1925,  art.  27,  dice:  "El 
presente  Concordato  entrará  en  vigor  dos  meses  después  del  canje  de  las 
actas  de  su  ratificación".  Como  se  ve,  no  se  menciona  la  promulgación,  ni 
la  inserción  en  los  órganos  oficiales,  sino  sólo  el  canje;  y  a  partir  de  éste 
se  otorga  al  convenio  y  a  la  ley  concordada  una  vacación  de  dos  meses. 
Asi  como  el  Código  Canónico  concede  a  las  leyes  pontificias  tres  meses  de 
vacación,  a  contar  desde  el  día  de  su  promulgación  (can.  9),  esto  es,  que 
en  esos  tres  meses  todavía  no  ejercen  su  fuerza  obligatoria.  De  manera  que 
lo  que  en  las  otras  leyes  pontificias  es  la  promulgación  por  la  inserción  de 
ellas  en  Acta  Apostolicae  Sedis,  en  las  leyes  concordadas  es  el  canje  de  las 
ratificaciones.  A  éstas  no  se  suele  dar  vacaciones  después  de  la  ratificación, 
sino  que  empiezan  a  tener  vigor  desde  el  canje  mismo;  acaso  porque  de 
hecho  el  texto  del  Concordato  ya  se  ha  divulgado  desde  su  firma. 

Más  aún,  a  no  pocas  leyes  pontificias  no  se  da  vacación,  sino  que  em- 
piezan a  tener  eficacia  desde  el  día  de  su  promulgación  en  Acta  Apostolicae 
Sedis;  por  tanto,  antes  de  que  puedan  ser  conocidas  por  la  comunidad.  Asi 
la  ley  del  ayuno  eucarístico  promulgada  el  6  de  enero  de  1953  entró  en 
vigor  el  mismo  día. 

Creemos,  pues,  que  el  canje  de  las  ratificaciones  sirve  de  promulgación 
al  Concordato  "en  cuanto  ley".  Por  el  canje  se  constituye  un  derecho  sujetivo 
internacional  entre  las  dos  autoridades  supremas  por  el  que  quedan  obli- 
gadas a  ciertas  prestaciones  entre  sí,  esto  es,  a  dar,  hacer  u  omitir  algo 
la  una  en  favor  de  la  otra.  Asimismo  se  constituye  un  derecho  normativo, 
o  sea  una  legislación  de  derecho  interno  para  los  subditos  de  la  Iglesia  y  del 
Estado.  Como  se  ve,  estas  concluciones  se  acercan  a  la  teoría  monista;  y 
no  las  creemos  ajenas  a  la  mente  del  P.  Wernz. 

No  se  detiene  Wernz  en  explicar  estos  conceptos  de  teoría  dualista  y 
monista;  sólo  por  alguno  de  sus  dichos  se  le  atribuye  la  dualista.  Pero  aun- 
que ésta  fuese  su  preferida,  es  cierto  que  él  no  la  admite  en  el  sentido  arriba 
expuesto  de  los  internacionalistas  liberales.  Lejos  de  él  admitir  que  el 
Estado  pueda  contraer  con  la  Iglesia  la  obligación  internacional  de  dar 
cierta  legislación  interna  para  la  nación,  reservándose  el  derecho  o  poder 
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de  no  darla,  violando  así  el  principio  básico  del  derecho  internacional  pacta 
siint  servando.  Los  pactos  hay  que  observarlos. 

71.  En  la  teoría  monista  una  sola  cosa  es  el  convenio  y  la  ley  concor- 
dada, es  un  todo  indisoluble  mientras  dure  el  Concordato.  Por  el  canje  de  las 
ratificaciones  no  ya  se  obligan  las  partes  concordantes  a  dar  la  legislación 
interna  según  las  cláusulas  normativas  del  mismo  Concordato;  sino  que 
desde  el  canje  mismo  constituyen  esa  legislación,  en  virtud  de  la  voluntad 
común  de  ambas  potestades  supremas,  y  se  comprometen  a  sostenerla,  de 
suerte  que  no  pueda  derogarse  sino  por  el  consentimiento  de  las  dos. 

Una  vez  concluido  regularmente  el  tratado  por  el  canje  de  las  ratifica- 
ciones, obtiene  pleno  valor  para  aquellos  a  quienes  se  endereza:  para  las 
altas  partes  contratantes  y  para  los  subditos  de  ambas;  sin  que  sea  necesa- 
ria trasformación  alguna  del  tratado  en  ley. 

Esta  legislación  interna  creada  por  el  Concordato  prevalece  sobre  todas 
las  leyes  y  disposiciones  de  la  Iglesia  y  del  Estado  opuestas  a  ella,  ya  ante- 
riores ya  posteriores  a  él.  Y  así  suele  consignarse  en  los  mismos  Concor- 
datos, asi  en  el  español,  art.  36. 

No  nos  parece  admisible  lo  que  admite  Pérez  Mier,  pp.  336-7,  siguiendo 
a  Wagnon,  que  en  materia  dependiente  exclusivamente  de  la  soberanía  es- 
piritual de  la  Iglesia  o  de  la  soberanía  temporal  del  Estado  conserve  cada 
una  dentro  de  su  esfera  el  poder  jurídico  de  imponer  eficazmente  a  sus  ór- 
ganos subordinados  y  a  sus  subditos  un  modo  de  obrar  determinado,  aun 
contrario  a  lo  convenido  por  el  Concordato,  con  tal  que  no  sea  intrínse- 
camente ilícito  o  ciertamente  opuesto  al  bien  común. 

Negaríamos  el  supuesto :  a  saber,  que  el  prescribir  tal  modo  de  obrar  con- 
trario al  Concordato  fuera  materia  dependiente  exclusivamente  de  una  u 
otra  soberanía.  Ambas  quedan  ligadas  por  el  Concordato  a  no  hacer  ni  pres- 
cribir cosa  ni  modo  opuesto  a  él;  de  lo  contrario  adiós  Concordato! 

Cuestión  distinta  sería  si  los  funcionarios  subalternos  y  los  subditos  de- 
berían o  podrían  proceder  de  aquella  manera  opuesta  a  lo  concordado,  en 
caso  de  que  así  lo  prescribiese  una  u  otra  autoridad  suprema.  En  tal  caso 
es  de  creer  que  la  otra  soberanía  toleraría  tal  proceder,  para  no  crear  con- 
flictos a  los  subditos  y  funcionarios;  si  bien  reclamaría  ante  el  soberano  que 
así  legislase. 

Que  el  Concordato  establece  por  sí  solo  a  la  vez  derechos  y  obligaciones 
internacionales  entre  las  altas  partes  contratantes  y  una  legislación  ecle- 
siástica y  civil,  como  afirma  la  teoría  monista,  se  confirma  por  las  razo- 
nes siguientes: 

a)  Los  textos  de  los  mismos  Concordatos.  Algunas  disposiciones  impo- 
nen inmediatamente  obligaciones  permanentes  y  conceden  derechos  a  los 
órganos  de  las  altas  partes  contratantes:  bien  relativas  al  poder  legislativo, 
como  el  deber  de  adoptar  la  legislación  existente  a  las  normas  del  Con- 
cordato (Concord.  esp.,  art.  36;  art.  23  protoc.  B)  y  C);  bien  referentes  al 
poder  judicial  (art.  16). 

Otras  se  refieren  directamente  a  determinadas  clases  de  individuos:  a 
los  Obispos  se  impone  la  previa  notificación  al  Gobierno  de  los  nombrados 
para  las  parroquias  (Acuerdo  16  jul.  1946,  art.  2);  a  los  Obispos,  clero  y 
fieles  se  reconoce  el  derecho  de  libre  comunicación  con  la  Santa  Sede  (art.  2); 
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a  los  sacerdotes  se  obliga  a  orar  en  la  misa  por  la  patria  y  su  Jefe  (art.  6); 
a  los  eclesiásticos  se  reconoce  exención  de  la  milicia  (art.  15).  Establécense 
normas  sobre  el  matrimonio  (arts.  23,  24);  la  enseñanza  (arts.  26-31),  etc. 

¿Quién  no  ve  en  estas  disposiciones  un  carácter  verdaderamente  norma- 
tivo, una  índole  de  ley  única  eclesiástica  y  civil  nacida  del  mismo  convenio, 
sin  nuevo  acto  de  las  partes  contratantes? 

b)  Los  textos  concordados  dan  pleno  vigor  a  las  disposiciones  desde  el 
momento  del  canje  de  las  ratificaciones,  y  no  desde  la  publicación  del  Con- 
cordato (art.  36). 

c)  Confirmase  la  unidad  del  convenio  y  de  la  ley  concordada  por  algu- 
nas respuestas  de  la  Santa  Sede.  En  1860  se  suscitó  entre  el  ducado  de  Badén 
y  Roma  una  controversia  acerca  del  Concordato  del  año  precedente,  ya 
ratificado  y  publicado  por  Pío  IX.  El  Concordato  introducía  modificaciones 
en  la  legislación  interna  del  país;  el  Parlamento  le  rechazó,  por  lo  cual  el 
Gobierno  le  dio  por  no  concluso.  La  Santa  Sede  por  nota  del  26  de  julio 
condenó  la  ligereza  del  Gobierno  en  no  haber  advertido  de  antemano  al 
Parlamento;  pues  la  Curia  Romana  no  acostumbra  estipular  contratos  sin 
la  autorización  requerida  por  la  Constitución. 

Como  se  ve,  cayó  el  Concordato  íntegro,  como  una  unidad,  sin  distin- 
ción entre  el  convenio  internacional  y  la  legislación  interna  de  la  nación, 
que  en  él  se  establecía. 

En  1905  el  Gobierno  francés,  sin  contar  con  Roma,  hizo  votar  al  Par- 
lamento una  ley  de  separación  contraria  al  Concordato.  Para  los  dualistas 
esta  ley  no  habría  tenido  otro  efecto  que  suprimir  la  ley  francesa  aprobada 
para  la  ejecución  del  Concordato,  dejando  intacto  el  valor  de  éste.  Más 
Pío  X,  en  la  Encíclica  Vehementer,  11  feb.  1906,  vio  en  este  acto  del  Go- 
bierno la  abrogación  injusta  del  Concordato  mismo:  "abrogatam  contra 
omnes  iustitiae  regulas  conventionem" . 

La  Signatura  Apostólica,  31  mar.  1917,  en  respuesta  a  una  cuestión  sobre 
derecho  de  sepultura,  a  base  del  Concordato  de  Toscana  de  1851,  que  habia 
aceptado  las  leyes  leopoldinas  de  7  mar.  1773,  declaró  que  las  leyes  civiles 
en  materia  eclesiástica,  una  vez  aceptadas  como  disposiciones  concordadas, 
pierden  su  primitiva  naturaleza  de  normas  propias  del  derecho  estatal,  y 
adquiere  la  naturaleza  de  normas  convenidas  de  la  diarquía  Iglesia  y  Esta- 
do. Por  otra  parte,  declaró  que  las  leyes  leopoldinas  caducaron  con  la  su- 
presión del  Concordato  (AAS.  9,  517). 

Más  explícito  es  el  voto  del  Consultor  de  la  S.  Congregación  del  Concilio 
en  la  causa  canonical  de  Cuenca  (España),  10  mar.  1923.  El  Consultor,  a  la 
pregunta  por  qué  el  Código  Canónico  no  abrogó  las  disposiciones  contra- 
rias del  Concordato  de  1851,  responde:  La  razón  parece  ser  porque  tales 
leyes  tienen  al  mismo  tiempo  naturaleza  de  ley  eclesiástica  y  civil,  ya  que 
traen  su  origen  del  convenio  entre  ambas  potestades  (AAS.  15,  589). 

Esta  doctrina  no  es  nueva.  Ya  Schmalzgrueber,  S.  I.,  presentaba  el  Con- 
cordato como  ley  única,  común  a  las  dos  sociedades  Iglesia  y  Estado,  como 
dada  de  común  acuerdo  entre  el  Papa  y  el  Emperador:  "Concordata  haec, 
non  tantum  pactionis  qualiscumque  sed  etiam  ordinationis  et  legis  tum 
imperialis  tum  apostolicae  rationem  habent"  (6). 

Como  hemos  dicho,  es  también  doctrina  del  P.  Wernz,  que  define  el 


(6)    lus  Ecclesiasticum,  hifíolstadii,  1717,  lih.  3,  vol.  5,  n.  268. 
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Concordato  lex  vontificia  et  civüis.  Repito  que  no  me  parece  exacto  con- 
siderar a  este  insigne  autor  como  partidario  del  dualismo,  como  si  en  el 
Concordato  hubiere  dos  ordenaciones  jurídicas:  una  internacional,  el  con- 
venio, que  liga  en  justicia  a  las  altas  partes  contratantes;  y  otra  la  legislación 
interna  que  obliga  a  los  subditos  de  la  Iglesia  y  del  Estado. 

La  única  razón  para  atribuirle  el  dualismo  parece  ser,  lo  que  él  añade: 
que  esta  ley  para  que  obligue  a  los  subditos,  dehe  ser  promulgada  por  la 
Iglesia  y  por  el  Estado.  Esto  también  nosotros  lo  admitimos:  toda  ley,  para 
que  tenga  fuerza  obligatoria  necesita  promulgación;  pero  ya  explicamos 
cuál  es  la  promulgación,  al  menos  en  los  Concordatos  modernos,  a  saber, 
el  intercambio  de  los  documentos  de  la  ratificación:  este  intercambio  es 
el  que  da  la  fuerza  a  todo  el  Concordato,  como  convenio  y  como  ley,  como 
una  ordenación  jurídica  única,  nacida  de  la  voluntad  común  de  las  partes 
contratantes. 

Ni  Wernz  ni  los  canonistas  de  su  tiempo  hacen  esa  anatomía  y  disec- 
ción de  conceptos,  que  place  a  los  modernos,  complaciéndose  éstos  en  pre- 
sentar como  teoría  nueva  lo  que  ya  estaba  en  germen  en  los  autores  an- 
tiguos. 


CAPITULO  VIII 

FUNDAMENTO  JURIDICO  DE  LA  OBLIGACION  CONCORDATARIA 

72.  Según  las  teorías  absolutistas  e  individualistas,  cuyo  precursor  fue 
el  itahano  Maquiavelo  (1),  es  derecho  lo  que  el  Rey,  lo  que  el  Estado  quiera. 
Por  consiguiente  ningún  Tratado  internacional,  ningún  Concordato  podrá  ser 
verdaderamente  obligatorio  para  el  Estado ;  porque  podría  éste  con  un  nuevo 
acto  de  su  voluntad  sacudir  el  yugo  que  se  impuso  con  sus  mismas  manos. 

Hoy  día  este  positivismo  juridico,  que  hace  depender  el  derecho  de  la 
voluntad  del  Estado,  está  en  bancarrota.  El  fundamento  de  la  obligatoriedad 
de  los  tratados  internacionales  es  en  primer  lugar  el  derecho  natural,  aquel 
principio  pacta  sunt  servanda:  los  pactos  hay  que  observarlos.  Esta  norma 
es  reconocida  hoy  comúnmente  como  la  norma  primaria  de  la  obligatorie- 
dad. En  lo  cual  los  internacionalistas  modernos  no  hacen  m.ás  que  seguir 
las  huellas  de  los  padres  de  la  ciencia  del  derecho  internacional:  Vitoria, 
Suárez,  Groot  y  Puffendorff  (2). 

La  sana  doctrina,  del  derecho  natural,  considera  al  Estado  como  un 
miembro  de  la  comunidad  de  las  naciones,  communitas  gentium;  y  asi  como 
entre  los  individuos  es  norma  de  derecho  natural  pacta  sunt  servanda,  así 
también  entre  las  naciones,  entre  las  sociedades  soberanas. 

La  Iglesia  y  el  Estado  se  hallan  sometidas  a  esta  norma  fundamental 
de  justicia  y  de  derecho.  El  Concordato,  pues,  se  rige  por  esta  norma. 

Pero  esta  norma  fundamental  de  derecho  natural,  generalísima,  vaga, 
imprecisa,  necesita  ser  precisada  y  sancionada  por  otras  reglas  de  derecho 

(1)  //  Principe,  y  Discorsi  sulla  prima  decadi  T.  Livio. 

(2)  Vitoria,  Relectiones  Theologicae,  Relect.  V  et  VI;  Suárez,  De  legibiis,  lib.  2, 
cap.  17-20;  Groot,  De  iiire  pacis  et  belli. 
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positivo,  que  determinen  lo  que  aquel  principio  general  requiere  en  las  di- 
versas circunstancias  de  la  vida  social.  Tal  es  cometido  de  la  autoridad  reli- 
giosa en  la  Iglesia  y  de  la  civil  en  el  Estado.  Mas  como  el  derecho  creado 
por  el  Concordato  no  es  derecho  exclusivamente  eclesiástico  o  civil,  sino 
común  a  entrambas  sociedades;  ninguna  de  las  dos  autoridades  podrá  por 
sí  sola  dictar  las  normas  de  las  cuales  dependerá  la  suerte  del  Concordato, 
en  las  múltiples  dudas  y  conflictos  que  pueden  surgir.  Esta  reglamentación 
positiva  necesaria  no  puede  ser  otra  que  la  obra  común,  bilateral,  de  los 
dos  poderes. 

Esta  obra  común  podrá  realizarse :  a)  por  la  estipulación  de  ciertas  reglas 
insertas  en  el  Concordato  mismo;  b)  o  por  la  aceptación  tácita  de  otras 
reglas  consuetudinarias. 

Las  fuentes,  pues,  de  donde  mana  el  vigor  del  derecho  concordatario 
son  el  derecho  natural,  y  el  acuerdo  mismo  y  la  costumbre  que  le  deter- 
minan. 

La  communiías  gentium,  o  comunidad  internacional,  no  es  una  sociedad 
jerárquica  o  con  autoridad  superior  a  la  de  cada  miembro  o  nación;  des- 
cansa en  un  principio  de  solidaridad  o  común  ayuda,  y  no  de  autoridad. 
El  derecho  que  la  rige  es  el  tratado  y  no  la  ley;  he  aquí  porqué  el  carácter 
obligatorio  de  sus  acuerdos  se  basa,  no  en  la  autoridad,  sino  en  el  respeto  a 
la  palabra  dada. 

1.    Fuerza  jurídica  del  Concordato 

73.  De  lo  expuesto  se  deduce  la  fuerza  jurídica  que  debe  asignarse  al 
Concordato.  En  general  ha  de  ser  religiosa  y  fielmente  observado  por  el  de- 
recho de  gentes,  tanto  por  la  Iglesia  como  por  el  Estado. 

1.  En  cuanto  a  los  subditos,  los  Concordatos  legítimamente  promulga- 
dos tienen  fuerza  de  ley  tanto  eclesiástica  como  civil.  Así  se  expresa  en 
algunos  Concordatos,  como  en  el  español  de  1851,  art.  45;  en  el  austríaco 
de  1855,  art.  35;  en  el  de  Guatemala,  1884,  art.  14;  etc. 

En  orden  a  terceras  personas,  el  superior  civil  adquiere  por  el  Concor- 
dato derecho  estricto  a  lo  que  se  le  concede,  aunque  sea  un  privilegio  apos- 
tóUco,  como  el  de  presentación  de  Obispos;  de  suerte  que  las  demás  personas 
tienen  obligación  de  justicia  de  respetar  tales  concesiones. 

En  cuanto  a  las  altas  partes  contratantes.  En  general  tienen  obligación 
de  observarle  con  fidelidad,  como  cualquier  otro  pacto  internacional,  por 
derecho  de  gentes. 

Pero  la  clase  de  obligación  depende  de  la  materia,  pues  no  puede  uno 
obligarse  más  que  lo  que  la  materia  permita.  Si  la  cosa  es  capaz  de  ser 
objeto  de  contrato  bilateral  estricto  por  tratarse  de  cosa  enajenable,  como 
es  la  materia  económica;  la  obligación  del  Concordato  en  esa  parte  será 
de  justicia  en  ambas  partes;  si  es  cosa  espiritual  o  mixta,  inalienable, 
como  el  derecho  de  presentación  no  nacerá  en  el  Papa  obligación  de  jus- 
ticia respecto  al  Jefe  del  Estado,  sino  de  fidelidad,  prudencia,  equidad,  etc. 

O  según  lo  dicho  acerca  de  la  naturaleza  del  Concordato,  nacerá  en  el 
Papa  obligación  de  justicia,  de  no  conceder  a  otro  el  mismo  derecho,  con 
perjuicio  del  derecho  otorgado  ya  a  otra  persona;  ni  podrá  el  mismo  Papa, 
lícitamente  ejercer  libremente  su  potestad  inalienable,  v.  gr.,  de  nombrar 
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los  Obispos,  prescindiendo  del  derecho  de  presentación  concedido  al  Jefe 
del  Estado;  pero  si  aun  violando  este  derecho  de  presentación  nombrase  él 
libremente,  tal  nombramiento  sería  válido,  y  el  así  nombrado  sería  ver- 
dadero Obispo  de  tal  diócesis. 

En  las  cosas  que  ya  de  suyo  son  debidas  a  la  Iglesia,  pero  que  el  Estado 
promete  guardar,  por  ejemplo,  la  independencia  de  la  Iglesia  en  el  ejercicio 
de  su  poder  espiritual,  nace  para  el  Estado  un  nuevo  titulo  de  obligación 
de  justicia,  por  razón  del  pacto  solemne;  lo  cual  es  siempre  provechoso 
para  la  Iglesia,  porque  se  le  da  una  garantía  de  respeto  a  sus  derechos.  Otro 
tanto  se  diga  de  las  cosas  que  ya  son  debidas  al  Estado  y  que  la  Iglesia  se 
compromete  a  respetar,  v.  gr.,  la  potestad  estatal  en  los  efectos  temporales 
del  matrimonio. 

La  obligación  se  contrae  por  el  Papa,  aun  en  nombre  de  la  Santa  Sede, 
por  eso  pasa  a  sus  sucesores;  y  por  el  Jefe  del  Estado  en  nombre  de  su 
nación,  por  lo  cual  pasa  también  a  sus  sucesores  en  el  poder.  Así  lo  expre- 
sa, V.  gr.,  Pío  IX  en  la  citada  Bula  Ad  vicariam,  17  oct.  1851. 

2.  Validez 

74.  Como  los  pactos  privados,  así  también  los  públicos  son  inválidos, 
si  falta:  a)  el  consentimiento  libre;  o  b)  la  materia  lícita. 

a)  La  libertad  del  consentimiento  puede  faltar  por  parte  del  entendi- 
miento: si  en  algunas  de  las  partes  hay  dolo  o  error  sobre  la  sustancia 
misma  del  objeto.  Por  parte  de  la  voluntad,  si  el  convenio  se  hizo  por  coac- 
ción o  por  intimidación  grave  e  injusta.  En  este  último  caso  el  Concordato 
sería  por  lo  menos  rescindible  a  voluntad  de  la  parte  violentada. 

Un  ejemplo  tenemos  en  las  concesiones  arrancadas  hasta  con  amenazas 
de  muerte  al  Papa  Pascual  II,  mientras  estaba  preso  con  muchos  Cardena- 
les, por  el  Emperador  Enrique  V  (1111),  las  cuales  por  lo  mismo  fueron 
revocadas  en  el  Concilio  II  de  Letrán  (1112). 

Por  engaños  del  Marqués  de  Ormea  firmó  Benedicto  XIII  el  Concordato 
de  Cerdeña,  1727,  pero  Clemente  XII  lo  denunció  en  el  Consistorio  de  6  de 
agosto  de  1731. 

Nuestro  Concordato  de  1714,  que  con  tanta  tenacidad  se  empeñó  el  re- 
galista  ^lacanaz  por  imponerle  al  Papa,  no  llegó  a  ratificarse,  porque  como 
se  expresó  Clemente  XI,  "va  gran  diferencia  de  un  Pontífice  cautivo  a  otro 
puesto  en  libertad".  El  Gobierno  español  no  quiso  confirmar  el  convenio 
con  el  Cardenal  Lambruschini  en  1845,  por  verdadera  o  supuesta  extralimi- 
tación  del  plenipotenciario  español.  Castillo  y  Ayensa. 

Id)  Ilícita  será  la  materia,  si  se  opone  al  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción que  actualmente  tienen  los  contratantes,  con  terceras  personas;  verbi- 
gracia, si  habiendo  el  Papa  concedido  el  derecho  de  presentación  al  Jefe 
del  Estado,  se  le  concediese  a  los  Obispos.  Esta  segunda  concesión,  con- 
traria a  la  primera,  sería  ilícita. 

Hay  derechos  inalienables  y  otros  inalienables,  porque  van  íntimamente 
unidos  a  un  deber  actual. 

Así  el  Papa  nada  puede  conceder  que  vaya  contra  su  primado  y  que  se 
oponga  a  su  deber  pastoral  sobre  la  Iglesia.  Con  razón,  pues,  San  Pío  V 
dijo  a  los  príncipes  civiles  que  él  no  podía  conceder  el  derecho  del  placet 
regio,  sin  limitación,  si  se  le  pedía  como  un  derecho  debido  a  la  Corona. 
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3.  Interpretación 

75.  1.  Por  la  misma  naturaleza  de  las  cosas,  si  surgieren  dudas  sobre 
el  alcance  o  fuerza  del  Concordato,  ha  de  procurarse  un  amigable  arreglo 
o  inteligencia  entre  las  partes.  Porque:  a)  De  donde  nació  el  derecho, 
debe  nacer  la  interpretación;  ahora  bien,  el  Concordato  nace  del  mutuo 
convenio  de  las  partes,  b)  Entre  la  Iglesia  y  el  Estado  debe  reinar  la 
amistad;  y  propio  es  de  la  amistad  que  los  conflictos  y  cuestiones  que  se 
susciten,  se  diriman  por  un  amigable  inteligencia. 

2.  Si  tal  inteligencia  no  se  consigue,  según  los  rectos  principios,  a  la 
Iglesia  corresponde  el  derecho  de  interpretación  auténtica  del  Concordato; 
porque  ella  tiene  la  potestad  directa  sobre  las  cosas  espirituales  y  mixtas, 
y  de  autoritativa  decisión;  potestad  indirecta  sobre  las  temporales  por  razón 
del  fin  sobrenatural  al  cual  pueden  ayudar  o  impedir.  Pero  la  Iglesia  antes 
de  usar  de  este  derecho  de  autoritativa  interpretación,  extremaría  como 
suele,  su  condescendencia  con  el  Estado. 

Ego  cogito  cogitationes  pacis  et  non  aflictionis  (Jeremías  29,  11).  Yo  ali- 
mento pensamientos  de  paz  y  no  de  aflicción,  escribía  Pío  XI  al  Cardenal 
Gasparri,  30  mayo  1929,  poco  después  de  firmado  el  pacto  de  Letrán,  11  de 
feb.  1929,  y  antes  de  ser  ratificado,  7  de  junio,  malignamente  interpretado 
por  el  Gobierno. 

3.  Si  en  el  Concordato  se  establece  alguna  norma  para  solventar  las  du- 
das, a  ella  deben  atenerse  ambas  partes.  De  hecho,  al  fin  de  los  Concordatos 
suele  ponerse  una  cláusula,  según  la  cual  las  dudas  han  de  resolverse  de 
mutuo  acuerdo.  Así  en  el  nuestro,  art.  35,  se  dice:  "La  Santa  Sede  y  el  Go- 
bierno español  procederán  de  común  acuerdo,  en  la  resolución  de  las  dudas 
o  dificultades  que  pudieran  surgir  en  la  interpretación  o  aplicación  de  cual- 
quier cláusula  de  este  Concordato". 

Los  Gobiernos  no  siempre  se  atienen  a  esta  norma,  por  una  parte  tan 
equitativa,  y  por  otra  obligatoria  por  el  mismo  pacto  solemne.  Estamos 
cansados  de  ver  cómo  proceden  unilateralmente  en  la  interpretación  y  apli- 
cación de  los  puntos  que  pudieran  ser  dudosos,  y  aun  en  los  que  son  claros. 
Con  cuánta  arbitrariedad  se  han  dado  leyes  y  decretos  y  órdenes  que  son 
verdaderas  dentelladas  al  Concordato,  sin  contar  con  la  Santa  Sede. 

Bien  pronto  experimentó  Pío  XI  esta  arbitrariedad  con  el  Concordato 
italiano.  Firmóse  el  11  de  febrero  de  1929;  y  antes  de  ratificado,  el  13  de 
mayo  en  el  Congreso  de  diputados  y  el  23  en  el  Senado,  se  pronunciaban 
sendos  discursos  tendenciosos  sobre  la  inteligencia  del  Concordato  en  pun- 
tos gravísimos;  lo  que  motivó  una  sentida  protesta  del  Papa  en  carta  al 
Card.  Gasparri,  30  mayo  1929,  AAS.  21,  297. 
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CAPITULO  IX 
CESACION  DEL  CONCORDATO 

76.  El  Concordato,  como  pacto  que  es,  cesa  por  los  modos  con  que  puede 
cesar  todo  pacto. 

Por  el  trascurso  del  tiempo,  si  es  temporal. 

2.  °  Por  mutuo  disenso  de  las  partes,  así  como  por  mutuo  convenio  nació: 
Omnis  res  ver  quascumque  causas  nascitur,  per  easdem  dissolvitur  (Regla  1 
del  Derecho  en  las  Decretales  de  Gregorio  IX,  1.  5,  tit.  41,  cap.  1). 

3.  °  Por  violación.  Si  una  de  las  partes  viola  culpablemente  el  Concor- 
dato, la  otra  parte  está  en  su  derecho  de  urgir  el  cumplimiento,  o  de  sus- 
pender el  convenio,  o  de  rescindirle,  según  el  principio:  Frangenti  fidem 
fides  non  est  servanda;  al  que  falta  a  la  palabra  dada,  no  hay  por  qué 
guardarle  fidelidad.  Véase  Regla  75  del  Derecho  en  el  Sexto  de  las  De- 
cretales. 

En  este  punto,  sin  embargo,  ¡cuán  sufrida  y  condescendiente  se  ha  mos- 
trado siempre  la  Iglesia!  ¡Cuántas  veces  estaba  cargada  de  razón  para  reti- 
rarse de  lo  pactado,  y  ha  mantenido  su  palabra,  a  pesar  de  las  infidelidades 
del  Estado! 

4.0  Por  derogación,  o  suspensión.  La  derogación  o  supresión  de  alguna 
cláusula  concordataria;  y  la  suspensión  provisional  del  Concordato  o  de 
alguna  cláusula,  no  es  propiamente  cesación  del  Concordato,  pero  a  veces 
preparan  la  total  cesación;  y  en  cuanto  a  la  cláusula  derogada  o  suspensa 
producen  los  mismos  efectos  que  la  abrogación. 

Cuando  se  trata  del  cumplimiento  de  una  prestación  determinada, 
V.  gr.,  construir  el  Gobierno  tal  catedral,  ejecutada  plenamente  esa  presta- 
ción, aquel  artículo  cesó.  Pero  si  la  cláusula  contiene  una  obligación  per- 
manente, las  circunstancias  pueden  legitimar  una  modificación  o  enmienda 
del  Concordato,  y  aun  una  denuncia  de  él;  v.  gr.,  si  una  de  las  partes  se 
halla  en  la  imposibilidad  de  observar  cierta  disposición  concordada.  Si  la 
causa  que  justifica  la  derogación  es  permanente,  será  más  oportuno  pro- 
ceder de  acuerdo  a  la  revisión  del  Concordato,  para  acomodarle  a  las  cir- 
cunstancias. 

5  0  pQy.  renuncia.  La  renuncia  de  un  beneficio  otorgado  por  el  Concor- 
dato suprime  la  cláusula  correspondiente:  Cada  cual  es  dueño  de  renun- 
ciar al  derecho  introducido  en  favor  suyo;  pero  tal  renuncia  debe  ser  acep- 
tada por  la  otra  parte;  sobre  todo  si  perjudica  a  esta  parte,  aunque  sólo 
indirectamente. 

La  voluntad  de  abandonar  un  derecho  no  se  presume,  debe  claramente 
probarse;  una  simple  inacción  o  no  ejercicio  del  derecho  no  significa  la 
voluntad  de  abandonarle.  La  renuncia  es  de  estrecha  interpretación. 

La  denuncia.  Es  la  manifestación  unilateral  que  una  de  las  partes  hace 
a  la  otra,  significándola  que  da  por  caducado  el  Concordato.  En  principio 
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no  puede  romperse  por  acto  unilateral  un  contrato,  que  es  obra  común  de 
dos  partes;  sería  violar  el  principio  fundamental  de  derecho:  pacta  sunt 
servanda. 

El  Rey  Fernando  de  las  Dos  Sicilias,  para  dar  gracias  al  Papa  Pío  IX, 
por  haberle  conservado  los  privilegios  de  la  Monarquía  Siciliana,  dio  en 
1857  ocho  decretos,  que  derogaban  el  Concordato  de  1818,  bien  que  en  sen- 
tido favorable  a  la  Iglesia,  por  ejemplo,  suprimiendo  el  placet.  Mas  a  pesar 
de  estas  ventajas,  la  Curia  Romana  protestó  contra  aquellos  decretos,  porque 
emanaban  de  una  fuente  unilateral,  sin  previa  inteligencia  con  la  Santa  Sede, 
siendo  así  que  afectaban  al  Concordato  (Wagnon,  p.  280). 

Pío  IX  condenó  la  proposición  43  del  Syllahus:  "La  potestad  laical  tiene 
autoridad  para  rescindir,  declarar  y  anular  los  solemnes  convenios  llamados 
Concordatos...  estipulados  con  la  Santa  Sede,  sin  el  consentimiento  de  ella, 
más  aún,  contra  su  reclamación". 

Asi,  pues,  la  denuncia  unilateral  del  Concordato  es  de  suyo  no  sólo  ilícita, 
sino  también  inválida;  a  no  ser  que  la  autorice  alguna  cláusula  del  Concor- 
dato, como  se  hace  en  el  de  Letonia,  1922,  art.  20;  y  en  el  de  Rumania,  1927, 
art.  23.  También  puede  una  de  las  partes  considerarse  desobligada  de  cum- 
plirle, cuando  la  otra  le  violó;  más  aún,  puede  en  este  caso,  denunciar  el 
Concordato,  dándole  por  caducado:  Frangenti  fidem,  fides  non  est  servanda 
(Reg.  de  der.  75  en  el  Sexto). 

77.  6.°  Por  el  cambio  de  estado  de  cosas.  Cláusula  «rebus  sic  stan- 
tibus».  La  denuncia  unilateral  del  Concordato  será  también  lícita,  cuando 
por  el  cambio  de  estado  de  las  cosas  la  materia  y  objeto  se  hace  física  o 
moralmente  imposible  a  una  de  las  partes.  Entonces  podrá  apelarse  a  la 
cláusula  rehus  sic  stantibus.  Porque  a  lo  imposible,  ilícito  o  injusto  nadie 
está  obligado;  y  el  convenio  se  estipula  bajo  este  supuesto:  que  siga  el 
mismo  estado  de  cosas,  en  atención  al  cual  se  estipuló.  La  denuncia  en  este 
caso  es  más  bien  una  declaración  de  la  caducidad  del  Concordato.  Tal  es 
la  doctrina  jurídica  y  la  práctica  internacional:  "Omnis  conventio  inter- 
pretatur  rebus  sic  stantibus".  Todo  convenio  se  entiende:  siguiendo  así  las 
cosas. 

Este  principio  se  considera  como  válvula  de  seguridad,  como  norma  de 
equidad,  que  suavice  o  temple  la  excesiva  presión,  el  nimio  rigor  de  la  jus- 
ticia, que  en  ciertos  casos  podría  revestir  la  aplicación  del  principio  ''pacta 
sunt  servanda". 

Dispútase  cuál  será  el  fundamento,  cuál  la  naturaleza  jurídica,  cuáles 
los  efectos,  y  las  condiciones  de  la  cláusula  "rebus  sic  stantibus". 

En  cuanto  a  su  fundamento  y  naturaleza:  la  mayoría  de  los  juristas  la 
considera  como  un  principio  de  justicia,  o  mejor  de  equidad  natural,  que 
Umita  el  valor  de  la  regla  "pacta  sunt  servanda",  impidiendo  la  perma- 
nencia de  un  tratado  que  ha  venido  a  ser  intolerable.  La  equidad  es  una 
virtud  que  templa  el  rigor  excesivo  de  la  justicia,  cuando  exigida  rigurosa- 
mente resultaría  inhumana.  La  equidad  predomina  sobre  la  justicia,  según 
el  principio  de  derecho  "In  ómnibus  causis  potior  esse  debet  ratio  aequitatis 
quam  estricti  iuris":  En  todas  las  causas  ha  de  tener  en  cuenta  más  la 
equidad  que  el  derecho  estricto.  Summum  ius  summa  iniuria:  El  exigir  el 
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derecho  hasta  el  último  ápice  se  convierte  a  las  veces  en  la  mayor  de  las 
injusticias. 

Otros  consideran  la  cláusula  ''rebus  sic  stantibus"  como  una  condición 
resolutiva,  puesta  expresa  o  tácitamente  en  todo  tratado,  que  se  estipula 
mieiitras  sigan  asi  las  cosas;  en  cambiando,  se  disuelve  el  tratado. 

Parécenos  más  acertado  considerarla  como  un  principio  de  justicia  o 
equidad  natural.  Las  reglas  y  obligaciones  contraídas  por  convenio  nacen 
de  la  voluntad  común  de  las  partes.  Por  tanto,  la  regla  de  justicia  "pacta 
sunt  servanda"  no  puede  obligar  a  las  partes  a  cumplir  aquello  en  que  ni 
hablan  soñado;  aunque  la  ejecución  del  tratado  no  ponga  en  peligro  la 
existencia  de  las  sociedades  contratantes. 

En  cuanto  a  los  efectos,  unos  autores  prefieren  la  tesis  de  la  caducidad 
del  convenio,  cambiando  el  estado  de  cosas:  una  de  las  partes  puede  darle 
por  caducado.  Otros  prefieren  el  principio  de  la  revisión  del  tratado:  la 
parte  interesada  tiene  derecho  a  pedir  la  revisión,  para  modificarle.  La 
primera  tendencia  es  la  más  común  y  la  que  nos  parece  más  acertada,  según 
lo  dicho. 

Pero  en  la  práctica  vienen  a  coincidir,  dado  el  procedimiento  que  exi- 
gen para  el  empleo  de  la  cláusula.  Pues  la  teoría  de  la  caducidad  daría 
lugar  a  abusos;  y  como  las  partes  deben  obrar  siempre  de  buena  fe,  sus 
partidarios  admiten  que  un  Estado  no  puede  sin  más  desentenderse  del  tra- 
tado bajo  el  pretexto  de  que  ya  caducó.  Tal  proceder  anárquico  arruinaría 
la  confianza  que  debe  reinar  entre  los  miembros  de  la  comunidad  interna- 
cional, por  lo  cual,  aunque  el  cambio  de  circunstancias  de  por  sí  pusiera 
fin  al  convenio,  la  parte  que  se  crea  con  derecho  a  invocar  el  principio 
''rebiis  sic  stnntibus'\  deberá  comunicar  de  antemano  los  motivos  a  la  otra 
parte;  además,  si  la  otra  lo  propone,  deberán  prestarse  a  una  revisión  del 
tratado,  para  acomodarle  a  las  nuevas  circunstancias. 

Por  lo  demás,  ¿quién  podrá  por  sí  solo,  con  garantías  de  éxito,  apre- 
ciar si  el  cambio  de  estado  de  cosas  es  tan  profundo  que  por  sí  solo  pro- 
duzca la  caducidad  del  tratado?  Ejemplos  hay  en  la  historia  de  los  Con- 
cordatos que  muestran  cómo  la  Iglesia,  a  pesar  de  cambios  gravísimos  per- 
niciosos para  ella,  no  dio  por  caducado  el  Concordato.  Por  cuántas  vicisi- 
tudes no  pasó  la  Iglesia  de  Francia  en  los  siglos  xix  y  xx,  y  sin  embargo 
San  Pío  X  el  año  1906  urgía  la  observancia  del  Concordato  estipulado  un 
siglo  antes,  en  1802  (Encícl.  Vehementer). 

La  cláusula  "rebus  sic  stantibus"  se  aplica  a  los  Concordatos  como  a 
todos  los  tratados  internacionales;  a  ella  puede  acogerse  tanto  el  Estado 
como  la  Iglesia;  porque  se  funda  en  un  principio  de  derecho  natural,  que 
vale  para  ambos.  Sin  embargo,  algunos  canonistas  rehusan  al  Estado  este 
derecho  de  poner  fin  a  los  Concordatos;  porque  en  virtud  de  la  subordina- 
ción indirecta  del  poder  temporal  al  espiritual  el  Estado  no  puede  sin  el 
asentimiento  de  la  Santa  Sede  prevalerse  de  los  efectos  de  la  cláusula. 
Podría  exponerla  las  dificultades  que  experimenta  en  la  observancia  del  Con- 
cordato; pero  quedaría  la  Iglesia  en  el  derecho  de  mantenerle,  a  pesar  de 
los  daños  que  causase  al  Estado,  si  juzgase  necesaria  la  subsistencia  para 
realizar  el  fin  de  la  Iglesia  (1).  A  la  Iglesia  toca  juzgar  esta  necesidad. 


(1)    Cappello,  Summa  inris  publicis  ecclesiastici,  p.  410. 
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Estos  autores  parecen  no  distinguir  bien  entre  los  derechos  de  la  Iglesia 
en  virtud  de  su  potestad  indirecta  sobre  el  Estado,  y  los  que  le  competen  en 
virtud  del  convenio  concordatario.  En  el  Concordato  la  Iglesia  y  el  Estado 
negocian  en  un  plan  de  igualdad;  y  así  tanto  el  Estado  como  la  Iglesia 
pueden  invocar  la  cláusula  "rebus  sic  stantibus".  Lo  cual  no  impide  que  por 
la  potestad  indirecta  pueda  la  Iglesia  urgir  la  subsistencia  del  Concordato, 
si  la  caducidad  perjudicase  gravemente  al  fin  de  la  Iglesia;  aunque  la  sub- 
sistencia perjudicase  gravemente  el  fin  del  Estado:  habría  en  el  caso  con- 
flicto entre  el  fin  de  la  Iglesia  y  el  fin  del  Estado;  y  en  tal  encuentro  debe 
ceder  el  Estado. 

Se  objeta,  que  el  reconocer  al  Estado  el  derecho  de  invocar  tal  cláusula 
se  presta  a  grandes  abusos. 

Respóndese:  a)  El  hecho  de  que  un  individuo  pueda  abusar  de  su 
derecho  no  es  razón  para  que  se  le  niegue  el  derecho  ni  el  uso  de  él. 
b)  Además  en  nuestro  caso  el  abuso  seria  jurídicamente  ineficaz,  inoperan- 
te, porque  la  denuncia  ilegitima  del  Concordato  no  produce  de  derecho  la 
cesación  de  él. 

En  fin,  procediendo  el  Estado  de  buena  fe,  la  Iglesia  siempre  atenderá 
sus  justas  reivindicaciones,  y  se  avendrán  a  inteligencias  amistosas. 

Por  lo  que  toca  a  la  eficacia  de  la  cláusula  "rebus  sic  stantibus"  :  a)  Esta 
no  afecta  a  los  derechos  ya  adquiridos,  provenientes  de  las  prestaciones  ya 
efectuadas,  v.  gr.,  a  los  inmuebles  ya  dados  a  la  Iglesia:  a  las  pensiones  ya 
pagadas  del  culto  y  clero;  sólo  afectará  a  las  prestaciones  que  están  por 
efectuar,  especialmente  si  han  de  ser  periódicas. 

b)  En  cuanto  a  las  cláusulas  normativas,  como  constituyen  verdaderas 
leyes  eclesiásticas  y  civiles,  la  ley  concordada  debe  ser  medio  de  asegurar 
la  realización  del  bien  común  de  ambas  sociedades.  Por  tanto  si,  cambiando 
el  estado  de  cosas,  la  reglamentación  concordada  fuese  ruinosa  para  las 
almas  o  para  el  fin  del  Estado,  perdería  por  este  hecho  el  carácter  de  ley. 
Lo  mismo  parece  decirse,  si  la  ley  concordada  no  pudiese  dar  los  resultados 
inmediatos  pretendidos  simultáneamente  por  las  partes,  sino  que  los  pro- 
dujese contrarios.  Entonces  cesaría  la  ley  por  cesar  el  fin  contrariamente. 

c)  En  caso  de  imposibilidad  del  cumplimiento,  suelen  distinguirse  los 
artículos  principales  de  los  secundarios.  Si  el  cumplimiento  de  todos  los  prin- 
cipales se  ha  hecho  imposible,  conceden  todos  los  autores  de  derecho  in- 
ternacional que  existe  motivo  para  mudar  o  revocar  el  convenio;  pero 
disputan  si  en  los  demás  artículos  conserva  su  firmeza.  Creemos  que  la 
parte  mayor  y  más  principal  arrastra  consigo  a  la  menor  y  secundaria.  Pars 
maior  trahit  ad  se  minorem,  si  otra  cosa  no  se  determina. 

d)  Más  en  concreto.  De  parte  de  la  Iglesia  cesa  el  Concordato,  si  la 
necesidad  o  la  salvación  de  las  almas  lo  exigiese,  pues  en  todo  pacto,  y 
especialmente  en  el  Concordato  se  sobreentiende  tácita  la  condición:  "A  no 
ser  que  el  bien  público  de  la  Iglesia  otra  cosa  exigiese".  Porque  de  lo  con- 
trario el  Concordato,  lejos  de  conseguir  su  fin  intrínseco,  sería  un  vínculo 
de  iniquidad. 

e)  Los  privilegios  puede  el  Papa  revocarlos  válidamente  siempre,  pues 
como  tocan  al  derecho  divino  de  la  Iglesia,  no  puede  el  Sumo  Pontífice  des- 
pojarse del  poder  de  revocarlos.  También  puede  lícitamente  retirarlos  con 
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justa  y  razonable  causa.  Prácticamente  nunca  lo  hace,  sino  con  causa  gra- 
vísima y  guardando  las  formalidades  de  estilo  en  la  Curia  Romana,  como 
consta  por  sus  declaraciones  y  su  práctica  constante. 

/)  Por  parte  del  Estado.  Si  éste  prometió  reconocer  y  defender  ciertos 
derechos  divinos  de  la  Iglesia,  no  puede  retirarse  de  lo  pactado. 

g)  Tampoco  puede,  si  cedió  a  la  Iglesia  ciertos  bienes  temporales,  o 
prometió  ciertas  asignaciones,  por  ejemplo  para  el  culto  y  clero;  y  con  más 
razón  si  revisten  carácter  de  restitución  o  compensación  de  bienes  usurpa- 
dos, como  suele  suceder;  que  entonces  hay  obligación  de  justicia  y  un  pacto 
que  la  confirma. 

h)  Por  fin,  si  algunos  favores  o  privilegios  concediese  el  Estado  a  la 
Iglesia  por  mera  liberalidad,  v.  gr.,  la  prerrogativa  de  ser  senadores  los 
Obispos,  por  la  naturaleza  del  acto  y  la  intención  de  las  partes  concordan- 
tes ha  de  juzgarse  si,  cuándo  y  cóm.o  puede  el  Estado  revocar  tales 
favores. 

El  Concordato  viciado  con  error  sustancial  es  por  si  mismo  nulo;  el 
arrancado  por  dolo  o  intimidación  es  rescindible  a  voluntad  de  la  parte 
victima  de  tales  injusticias.  A  esta  clase  pertenece  el  estipulado  por  Napo- 
león I  con  Pío  VII  en  1813. 

78.  ¿Y  cesará  el  Concordato  por  los  cambios  radicales  que  en  su 
mismo  ser  experimente  la  nación  concordante? 

Desde  luego  que  si  ella  pereciese  totalmente,  el  Concordato  cesaría,  por 
cesación  de  una  de  las  partes. 

La  cuestión  reviste  singular  importancia  después  de  la  guerra  europea, 
y  no  poco  preocupó  a  Benedicto  XV  el  arreglo  de  las  relaciones  entre  la 
Iglesia  y  los  Estados  después  de  la  gran  guerra,  como  lo  significó  en  el 
Consistorio  de  21  nov.  1921. 

"Nadie  ignora,  decía,  que  después  de  la  reciente  guerra  han  aparecido 
nuevos  Estados;  y  algunos  que  ya  existían  se  han  agrandado  con  nuevos 
territorios  o  provincias.  Ahora  bien,  es  evidente  que  aquellos  Estados  no 
tienen  derecho  a  reclamar  para  sí  los  privilegios  que  la  Santa  Sede  había 
concedido  a  los  otros  mediante  Concordatos  y  convenciones  particulares. 
Pues  lo  pactado  entre  unos  no  puede  acarrear  a  los  otros  perjuicio  ni 
ventaja:  Res  ínter  alios  acta  ñeque  emolumentum  ñeque  praeiudicium  ce- 
teris  affert". 

Vemos  también  que  algunos  Estados,  a  consecuencia  de  tantos  cambios 
de  cosas,  se  han  transformado  por  completo  hasta  el  punto  de  no  poderse 
considerar  como  la  misma  persona  moral  con  la  cual  había  pactado  la  Santa 
Sede.  De  lo  cual  se  sigue  naturalmente  que  los  pactos  y  convenios  firmados 
hasta  ahora  entre  la  Santa  Sede  y  aquellos  Estados,  ya  no  tienen  valor. 

En  términos  generales,  en  principio,  sin  detenernos  a  examinar  casos 
particulares,  podemos  decir  que,  si  la  nación  con  quien  se  pactó  el  Concor- 
dato ha  sufrido  tales  cambios  que  no  pueda  ya  decirse  la  misma,  el  Con- 
cordato cesa  por  sí  mismo;  de  lo  contrario  subsiste.  Así  el  de  1818  con  el 
Reino  de  las  dos  Sicilias  cesó  por  su  unión  a  Italia. 

La  extinción  completa  de  un  Estado,  la  desmembración  parcial  de  su 
territorio,  la  incorporación  a  un  Estado  vecino  son  los  tres  casos  principa- 
les, de  cambio  de  la  identidad  de  persona  moral  del  Estado  considerados 
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por  los  autores  de  tratado  internacional.  Convienen  todos  en  que  un  Estado 
cesa  de  existir  por  la  extinción  completa  y  la  pérdida  total  de  su  indepen- 
dencia. Pero  no  convienen  en  determinar  la  sucesión  en  el  convenio  inter- 
nacional que  tenia  la  nación  extinguida. 

Tres  son  los  sistemas  principales:  1.°  Groot,  Puffendorf  y  otros  an- 
tiguos afirmaban  que  en  el  caso  de  anexión  de  un  Estado  a  otro  hay  una 
sucesión  semejante  a  la  existente  entre  un  difunto  y  el  heredero.  Tal  con- 
cepción se  basa  en  la  confusión  del  imperium  o  potestad  de  jurisdicción 
y  el  dominium  o  derecho  de  propiedad,  porque  el  Rey  era  considerado 
como  dueño  de  su  Estado.  Por  tanto,  al  anexionarse  un  Estado  a  otro,  el 
segundo  sucede  al  primero  aun  en  los  tratados  internacionales  que  éste  tu- 
viere. Tal  sistema  está  hoy  abandonado. 

2.  *^  El  segundo  sistema  coincide  con  el  anterior  en  la  sustancia,  dife- 
rénciase  de  él  en  la  explicación :  El  Estado  anexionante  no  hereda  la  per- 
sonalidad del  anexionado,  pero  hereda  la  población  y  el  territorio,  que  son 
los  elementos  constitutivos  de  la  personalidad.  Por  tanto  hereda  los  con- 
venios. 

3.  *^  El  sistema  que  hoy  prevalece  es  el  que  sostiene  que  los  tratados 
desaparecen  con  la  persona  moral  que  los  estipuló. 

En  el  caso  de  desmembración  parcial  del  territorio,  sea  para  constituir 
un  nuevo  Estado  la  parte  desmembrada,  sea  para  incorporar  esa  parte 
a  otro  Estado  ya  existente;  a  la  parte  desmembrada  no  afectará  ya  el  tra- 
tado de  aquella  nación  de  la  cual  se  desmembró.  En  cambio  el  afectará  el 
convenio  de  la  nación  a  la  cual  se  incorporó. 

Si  un  Estado  independiente  se  rebaja  al  rango  de  semisoberano  por  va- 
sallaje o  protectorado,  o  por  el  establecimiento  de  una  confederación  de 
Estados  o  de  un  Estado  federal,  se  admite  que  siguen  en  vigor  todos  aque- 
llos tratados  concluidos  en  las  materias  en  que  conserva  la  soberanía;  y 
en  las  demás  en  la  medida  compatible  con  el  nuevo  régimen  o  condición. 
Por  el  contrario,  si  un  Estado  semisoberano  o  miembro  de  una  confedera- 
ción de  Estados  o  de  un  Estado  federal,  adquiere  soberanía  plena,  conserva 
sus  anteriores  tratados,  pero  no  estará  obligado  al  del  que  fue  su  protector, 
o  al  del  organismo  central  del  Estado  federal;  porque  la  personalidad  in- 
ternacional del  Estado  federal  se  considera  distinta  de  la  de  sus  Estados 
miembros.  Por  ejemplo,  en  los  Estados  Unidos. 

Aplicando  estos  principios  a  los  Concordatos,  diremos:  1.°  Si  un  Es- 
tado concordatario  se  extingue  completamente,  perdiendo  su  independen- 
cia o  soberanía  por  anexión  o  fusión  voluntaria  con  otro  Estado  o  por  de- 
belación o  vencimiento  en  guerra,  cesa  el  Concordato.  Así  el  de  Austria, 
1933,  cesó  por  su  anexión  voluntaria  a  Alemania  en  1938;  el  de  Polonia,  1925, 
por  conquista  durante  la  segunda  guerra  mundial. 

2.  °  Si  de  un  Estado  concordatario  se  desmembra  una  porción  de  terri- 
torio con  sus  habitantes,  por  el  mero  hecho  cesa  el  Concordato  para  esa 
parte  desmembrada;  sea  que  ella  forme  un  Estado  independiente,  sea  que 
se  incorpore  a  otro  Estado  ya  existente. 

3.  °  Si  la  parte  desmembrada  se  incorpora  a  otro  Estado  que  tenga  Con- 
cordato, este  Concordato  se  extiende  al  territorio  incorporado. 

4.  '^  Si  varias  naciones  concordatarias  de  constitución  unitaria  se  unen 
en  una  confederación  de  Estados,  o  adoptan  la  constitución  federal  de  un 
Estado,  cada  una  conservará  el  Concordato  que  tenía,  en  aquellas  mate- 
rias en  las  cuales  conserva  cada  cual  su  soberanía. 
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5.'^  Por  el  contrario,  si  un  Estado  semisoberano  o  miembro  de  una  confe- 
deración de  Estados  o  de  un  Estado  federal  adquiere  soberanía  plena,  con- 
servará su  antiguo  Concordato,  pero  no  estará  obligado  al  de  la  nación  que 
antes  tuvo  protectorado  sobre  él,  o  al  del  organismo  central  del  Estado  fe- 
deral de  que  anteriormente  formaba  parte. 

Finalmente,  en  los  casos  de  sucesión  de  Estados,  el  interés  de  las  partes 
podrá  inducir  al  Estado  y  a  la  Iglesia  a  proponer  la  renovación  del  Con- 
cordato antes  vigente  en  el  territorio. 

79.  El  Concordato  de  Alsacia  y  Lorena.  Seria  interesante  un  escar- 
ceo jurídico  sobre  la  vigencia  del  Concordato  de  1801  en  Alsacia  y  Lore- 
na (2).  Estas  dos  provincias  francesas  en  menos  de  50  años  cambiaron  de 
soberanía  dos  veces.  A  consecuencia  de  la  guerra  franco-prusiana,  por  el 
Tratado  de  Francfort,  10  mayo  1871,  pasaron  al  dominio  de  Alemania.  Por 
esta  anexión,  según  la  doctrina  expuesta,  debía  cesar  para  ellas  el  Concor- 
dato francés  de  1801.  Pero  Alemania  manifestó  su  voluntad  de  no  cambiar 
su  régimen  en  materia  de  culto,  de  conservar  el  régimen  concordatario. 
Mas  el  Obispo  de  Estrasburgo,  consultó  a  la  Santa  Sede  si  debía  observar 
el  Concordato;  y  en  especial,  si  debía  pedir  el  consentimiento  del  nuevo 
Gobierno  para  el  nombramiento  de  un  párroco.  El  Cardenal  Antonelli,  Se- 
cretario de  Pío  IX,  respondió  que  el  Concordato  había  cesado  desde  el  mo- 
mento en  que  Alsacia  y  Lorena  se  anexionaron  a  Alemania  (3  en.  1872). 

Hubo  protestas  y  amenazas  del  Gobierno  alemán,  que  provocaron  otra 
carta  de  Antonelli  al  Obispo.  En  ella  se  reafirma  que  es  necesario  un  nuevo 
acuerdo  para  el  arreglo  de  los  negocios  eclesiásticos  en  los  territorios  ane- 
xionados, puesto  que  no  existe  Concordato  con  Alemania;  mas  para  no  agra- 
var las  relaciones,  ordena  al  Obispo  que  provisionalmente  se  atenga  al  an- 
tiguo Concordato  francés  (10  feb.  1872). 

Las  negociaciones  proyectadas  no  tuvieron  lugar  nunca;  y  las  sedes 
episcopales  de  Metz  y  Estrasburgo  fueron  provistas  en  amigable  inteligencia 
de  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  alemán.  Cesó,  pues,  el  régimen  concordatario 
francés  en  Alsacia-Lorena;  pero  prosiguió  bajo  el  dominio  alemán,  por  una 
renovación  tácita  del  mismo  Concordato. 

A  consecuencia  de  la  victoria  obtenida  en  1918  por  las  potencias  aliadas 
contra  los  imperios  centrales  en  la  primera  guerra  europea,  por  el  Tratado 
de  Versalles,  28  jun.  1919,  Alsacia  y  Lorena  se  devolvieron  a  Francia.  Según 
el  derecho  internacional,  el  Concordato  francés  de  1801  renovado  de  acuer- 
do tácito  para  Alemania,  no  valía  para  Francia;  puesto  que  ésta  en  1905 
había  repudiado  el  Concordato  napoleónico,  Alsacia  y  Lorena  debían  suje- 
tarse al  derecho  canónico  común.  Sin  embargo,  se  mantuvo  en  ellas  el  Con- 
cordato. 

¿Cómo  se  explica?  Según  unos  por  la  restitución  in  integrnm.  La  cesión 
de  aquellas  provincias  a  Alemania  por  el  Tratado  de  Francfort,  este  mismo 
Tratado,  y  los  40  años  de  régimen  alemán  en  ellas,  quedaron  anulados  por 
el  Tratado  de  Versalles,  o  tal  vez  mejor,  fueron  declarados  nulos;  por  tanto 
se  restituían  a  Francia  Alsacia  y  Lorena  en  el  mismo  estado  jurídico  en 
que  se  hallaban  en  1870,  bajo  el  régimen  concordatario  entonces  vigente. 

Tal  explicación  no  es  admisible.  El  derecho  internacional  no  admite  la 


(2)    Wagnon,  Concordáis  et  Droit  International,  part.  4,  cap.  5,  §  4. 
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supresión  o  anulación  de  regimenes  intermediarios,  por  cortos  que  sean, 
o  sea,  no  admite  la  anulación  de  lo  pactado  por  los  regimenes  intermediarios 
breves,  con  otras  naciones.  Francia,  ratificando  el  Tratado  de  Francfort, 
perdió  todos  sus  derechos  sobre  Alsacia  y  Lorena. 

Otros  explican  la  subsistencia  del  Concordato  en  estas  provincias  por 
el  principio  de  reintegración.  Esta  es  la  vuelta  a  la  posesión  de  la  cosa  a 
la  cual  se  habia  perdido  el  derecho.  Produce  efectos  especiales,  independien- 
tes de  toda  retroactividad,  y  distintos  de  la  anexión.  Como  la  reintegración 
incluye  el  concepto  de  reiteración,  sólo  tendrá  aplicación  con  respecto  a  los 
elementos  jurídicos  conservados  en  sustancia  hasta  la  vuelta  de  la  antigua 
soberanía;  se  aplica  al  territorio,  a  la  población  y  a  las  antiguas  leyes  fran- 
cesas mantenidas  en  vigor  por  Alemania  hasta  el  día  del  armisticio,  entre 
éstas,  a  la  ley  napoleónica  que  organizaba  el  régimen  de  cultos  a  base  del 
Concordato,  abrogada  en  Francia  el  año  1905.  Francia  recobra  estas  pro- 
vincias tal  como  se  hallaban  en  1871.  La  reintegración  a  Francia  hace  que 
subsistan  las  obligaciones  internacionales  asumidas  en  otro  tiempo  por  ella, 
y  que  conservaron  su  eficacia  durante  la  anexión  de  Alsacia  y  Lorena  a 
Alemania. 

Mas  como  el  Papa  no  intervino  en  el  Tratado  de  Versalles,  ni  estipuló  la 
reintegración,  no  se  le  puede  obligar  a  que  mantenga  el  Concordato;  pero 
Francia  puede  proponerle  que  le  admita;  ahora  bien,  la  manera  de  pro- 
ceder de  la  Santa  Sede  muestra  que  se  ha  religado  a  él;  por  tanto  ha  habi- 
do una  renovación  tácita  v  en  consecuencia  continuidad  del  Concordato 
de  1801. 

Tampoco  esta  explicación  es  aceptable.  El  principio  de  la  reintegración 
no  puede  extenderse  a  las  relaciones  internacionales.  Para  que  un  tratado 
del  Estado  cedente  subsista  en  el  territorio  desmembrado,  es  preciso  un 
nuevo  acuerdo  con  el  Estado  cesionario.  El  Concordato  de  1801  no  pudo, 
pues,  subsistir  en  Alsacia-Lorena,  sino  en  virtud  de  acuerdo  tácito  entre  la 
Santa  Sede  y  el  Gobierno  alemán;  vino  a  hacerse  Concordato  alemán. 
Y  como  el  Concordato  siempre  es  personal,  con  tal  persona  soberana,  intui- 
tu  personae,  en  consideración  a  esa  persona,  no  puede  ser  objeto  de  rein- 
tegración. 

Así,  pues,  si  después  de  la  reintegración  de  Alsacia-Lorena  por  el  Tra- 
tado de  Versalles  se  mantuvo  en  ellas  el  Concordato  de  1801,  fue  en  virtud 
de  un  nuevo  convenio  tácito  entre  la  Santa  Sede  y  Francia,  por  actos  de 
ambas  potencias;  el  principal  fue  el  nombramiento  de  los  Obispos  de  Metz 
y  Estrasburgo  con  intervención  del  Gobierno  francés. 

El  empeño,  tanto  de  Alemania  como  de  Francia,  en  estas  dos  fases  por- 
que subsistiese  el  Concordato  de  1801  en  Alsacia  y  Lorena  se  fundaba  en 
el  interés  por  conservar  la  intervención  en  el  nombramiento  de  párrocos  y 
Obispos.  El  derecho  de  nombrar  los  Obispos  no  lo  consiguió  el  Gobierno  ale- 
mán, lo  obtuvo  el  francés. 

80.  ¿Cesa  el  Concordato  por  el  cambio  de  régimen  o  forma  de  Go- 
bierno? 

Fue  éste  un  error  de  los  regalistas  del  siglo  pasado.  Gobernantes  nada 
escrupulosos  e  inficionados  de  tal  error,  para  cohonestar  sus  arbitrariedades 
y  atropellos  contra  la  Iglesia,  argüían  de  este  modo:  Cambiada  la  forma  de 
Gobierno  falta  una  de  las  personas  contratantes;  y  por  consiguiente  caduca 
el  Concordato. 

Ahora  bien,  este  cambio  de  régimen  ha  sucedido,  dicen,  de  dos  modos. 
ÜJia  sola  vez  por  parte  de  la  Iglesia,  que  en  el  Concilio  Vaticano  cambió  su 
constitución,  definiendo  como  dogma  de  fe  la  infalibilidad  del  Papa  y  su 
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potestad  suprema  sobre  toda  la  Iglesia.  De  aquí  algunos  Gobiernos  tomaron 
ocasión  o  pretexto  para  desentenderse  de  los  Concordatos  y  hostilizar  a  la 
Iglesia,  alegando  que  ellos  no  habían  pactado  con  una  Iglesia  de  forma 
monárquica,  sino  de  forma  mixta  de  aristocracia  y  monarquía.  Con  tal  fútil 
pretexto  dio  el  Emperador  de  Austria,  Francisco  José,  por  caducado  el  Con- 
cordato de  1855,  por  autógrafo  de  30  de  jul.  1870. 

El  mismo  cambio  ha  sucedido  muchas  veces  y  sucederá  por  parte  del 
Estado.  Cuántas  veces  han  caído  las  dinastías  con  las  cuales  se  celebraron 
los  Concordatos;  o  las  monarquías  se  han  convertido  en  repúblicas.  En 
estos  casos  faltó  la  persona  laica  con  quien  se  contrajo,  y  por  tanto  caducó 
el  Concordato.  Así  discurren  algunos. 

Esta  segunda  parte  la  repitieron  en  el  Congreso  la  diputada  republicana 
Clara  Campoamor  en  sesión  de  15  oct.  1931,  mientras  se  discutía  la  consti- 
tución de  la  República  española;  y  fuera  del  Congreso  el  Sr.  Maura  en  el 
discurso  del  Frontón  de  Madrid,  en  enero  de  1932.  Sacando  en  consecuencia 
que  el  Concordato  español  de  1851,  estipulado  en  tiempo  de  la  Monarquía 
con  Isabel  II,  ha  perdido  ya  su  fuerza  con  el  cambio  de  régimen  republicano. 
Con  lo  cual  y  sin  lo  cual,  se  creyeron  con  las  manos  y  pies  sueltos  para 
cometer  toda  clase  de  atropellos  contra  la  Iglesia.  (Véase  n.°  50). 

El  preclaro  P.  Wernz  no  hace  más  que  mentar  en  una  nota  (115),  seme- 
jantes aberraciones,  añadiendo  que  la  sola  mención  basta  para  su  refu- 
tación. 

En  cuanto  a  lo  primero,  es  falso  de  toda  falsedad.  Cualquiera  persona 
de  mediana  cultura  religiosa  sabe  que  la  Iglesia  no  crea  los  dogmas  cató- 
licos, sino  los  declara;  lo  que  en  algún  tiempo  fue  tal  vez  no  tan  claro  y 
disputable,  ella,  depositaría  de  las  verdades  reveladas,  hecha  la  claridad 
suficiente,  lo  define  como  verdad  de  fe.  Así  sucedió  por  ejemplo  con  el  dog- 
ma de  la  Inmaculada  Concepción,  definido  por  el  mismo  Pío  IX,  en  1854. 
Siempre  fue  verdad  que  la  Virgen  María  fue  concebida  sin  pecado  original; 
pero  esta  verdad  empañada  por  tal  cual  nubecilla  de  duda  en  algún  tiempo, 
fue  apareciendo  cada  vez  con  más  claridad,  hasta  que  el  Sumo  Pontífice  la 
declaró  dogma  de  fe. 

Lo  mismo  sucedió  con  el  dogma  de  la  infalibilidad  pontificia  y  el  pri- 
mado del  Romano  Pontífice.  Siempre  fue  verdad  que  Cristo  otorgó  a  su 
Vicario  en  la  tierra  el  don  de  la  infalibilidad  en  la  doctrina  de  fe  y  costum- 
bres, cuando  habla  ex  cathedra,  como  explican  los  teólogos.  Siempre  fue 
verdad  que  el  Papa  tiene  el  primado  de  jurisdicción  sobre  toda  la  Iglesia; 
pero  esta  verdad,  acaso  no  tan  clara  en  algún  tiempo,  salió  a  plena  luz,  hasta 
ser  definida  por  la  Iglesia  como  verdad  de  fe  en  el  Concilio  Vaticano. 

Así  que  en  nada  sustancial  ha  cambiado  la  Iglesia  por  haberse  definido  en 
el  siglo  XIX  la  infalibilidad  pontificia.  Sigue  la  misma  fundada  por  Nuestro 
Señor  Jesucristo. 

Tampoco  ha  cambiado  la  constitución  divina  de  la  Iglesia  ni  su  forma 
monárquica  y  jerárquica  de  gobierno  con  la  definición  del  primado  de  ju- 
risdicción del  Romano  Pontífice. 

Ella  y  sus  elementos  divinos  no  pueden  cambiar,  porque  así  la  constituyó 
su  divino  Fundador;  y  así  la  prometió  su  perpetuidad,  y  la  constituyó  mo- 
nárquica, dando  a  San  Pedro  y  a  sus  sucesores,  los  Romanos  Pontífices,  la 
suprema  potestad.  Así  lo  prueba  de  modo  del  todo  convincente  la  Teología; 
así  desde  el  principio  de  la  Iglesia  hasta  nuestros  días  han  venido  ejerciendo 
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todos  los  Papas  su  jurisdicción  suprema,  como  demuestra  la  historia;  y  así 
lo  definió  por  fin  el  Concilio  Vaticano. 

De  suerte  que  cae  por  su  base  el  argumento  con  que  algunos  Gobiernos 
pretendieron  sacudir  el  Concordato,  so  pretexto  de  que  la  Iglesia  cambió  su 
forma  de  gobierno  en  el  Concilio  Vaticano. 

De  ser  valedera  esta  prueba,  sus  consecuencias  serían  universales:  se- 
guiríase  que  todos  los  Concordatos  celebrados  antes  del  año  1870,  entre  ellos 
el  español  de  1851,  caducaron,  y  sin  embargo  sin  nuevo  convenio  han  se- 
guido vigentes. 

En  cuanto  a  lo  segundo,  que  por  el  cambio  de  régimen  de  un  Estado, 
falta  una  de  las  partes  contratantes  y  por  tanto  el  Concordato  caduca,  que- 
da refutado  en  el  n.°  50. 

Aunque  se  diga  que  el  Concordato  se  pacta  entre  el  Papa  y  tal  Príncipe 
o  Jefe  del  Estado,  tales  convenios,  según  el  derecho  internacional,  se  repu- 
tan y  son  Concordatos  entre  las  dos  sociedades  representadas  por  aquéllos, 
pues  las  dos  altas  partes  contratantes  obran,  no  como  personas  privadas, 
sino  como  personas  públicas  o  como  superiores  supremos  y  representantes 
de  sus  respectivas  sociedades.  Por  consiguiente  mientras  esas  sociedades 
subsistan,  también  subsistirán  los  pactos  hechos  en  nombre  de  ellas  por 
sus  respectivas  autoridades  supremas,  en  tanto  no  se  revoquen  por  mutuo 
disenso  de  las  mismas.  Y  esto,  sea  quienquiera  el  sujeto  en  quien  resida  la 
autoridad,  y  sea  cualquiera  el  modo  como  se  ejerza.  Esto  es  el  A.  B.  C.  del 
derecho  internacional  y  un  principio  de  derecho  de  gentes. 

Por  eso  todas  las  naciones  respetan  los  pactos  o  convenios  hechos  con 
otra  nación  bajo  distinto  régimen,  sin  que  ni  a  una  ni  a  otra  se  le  ocurra 
que  hayan  caducado  por  el  cambio  de  sistema  de  gobierno.  Así  vemos  cómo 
la  República  española  ni  duda  abrigó  sobre  la  vigencia  del  convenio  postal 
y  otros  muchos,  hechos  por  la  monarquía  con  los  representantes  de  las  de- 
más naciones. 

Es,  pues,  del  todo  arbitraria  la  tesis  de  que  caduca  el  Concordato  por  el 
cambio  de  régimen.  Está  destituida  de  todo  fundamento  jurídico  la  afirma- 
ción lanzada  por  el  Sr.  Maura  en  su  famoso  discurso  del  Frontón  en  enero 
de  1932,  diciendo  que  el  Concordato  español  de  1851  es  inexistente,  porque 
fue  un  pacto  de  la  Santa  Sede  con  el  trono  y  no  con  la  nación. 

Pues  ¿cómo  se  encabezaban  los  demás  tratados  internacionales  en  tiem- 
po de  la  monarquía?  ¿No  era  a  nombre  de  Su  Majestad  el  Rey  de  España? 

El  Concordato  suscrito  por  Napoleón  I  en  1801  prevaleció  en  vigor  pe- 
renne sobre  todas  las  mudanzas  de  dinastías  y  sistemas  de  gobierno  acaeci- 
das en  Francia,  hasta  el  punto  de  que  en  15  de  julio  de  1904  denunciaba  el 
ex  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  Francia,  Mr.  Delcassé,  una  infrac- 
ción de  aquel  Concordato  cometida  por  el  Gobierno  de  París. 

liste  Concordato  napoleónico  de  1801  da  el  más  solemne  mentís  a  la  afirma- 
ción (le  que  los  Concordatos  caducan  con  el  cambio  de  forma  de  Gobierno.  Con- 
cluido con  el  Primer  Cónsul  de  la  Fepública  francesa,  Napoleón,  permaneció 
aun  con  la  proclamación  del  Imperio  en  1804;  y  a  pesar  de  la  Restauración 
de  1814;  y  durante  la  segunda  República  de  1848;  durante  el  segundo  Im- 
perio de  18.52,  y  durante  la  tercera  República  de  1870,  hasta  el  1005  en  que 
se  aprobó  la  ley  de  separación. 
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80  bis.  Resumen.  Quede,  pues,  flrmísim amenté  asentado :  Que  los  Con- 
cordatos son  convenios  entre  la  Santa  Sede  y  la  Nación. 

Que  tienen  fuerza  jurídica  de  pactos  internacionales. 

Que  subsisten  a  través  y  por  encima  de  todas  las  mudanzas  de  dinastías 
y  cambios  de  régimen. 

Que  ninguna  de  las  Altas  Partes  contratantes  puede  romperlos  sin  el 
consentimiento  de  la  otra,  si  no  es  violando  el  derecho  de  gentes. 

Por  desgracia  la  Iglesia,  desprovista  de  armamentos  de  guerra  materia- 
les para  hacer  valer  sus  derechos,  ha  sido  con  frecuencia  víctima  de  negras 
deslealtades  por  parte  de  los  Gobiernos,  en  la  observancia  de  tan  solemnes 
convenios;  hasta  el  punto  de  que  se  haya  hecho  proverbio:  Que  la  historia 
de  los  Concordatos  es  la  historia  de  los  dolores  de  la  Iglesia:  Historia  Con- 
cordatorum  est  historia  dolorum  Ecclesiae. 

A  pesar  de  eso,  en  su  deseo  de  paz  y  concordia,  como  se  expresaba  Be- 
nedicto XV  en  el  Consistorio  de  31  de  noviembre  de  1921,  está  dispuesta  a 
entrar  en  nuevas  relaciones  amistosas,  más  acomodadas  a  las  exigencias 
modernas,  con  las  naciones  que  lo  soliciten  o  que  a  ello  se  avengan  (AAS. 
13,  521-22). 

CAPITULO  X 
EFECTOS  DE  LA  CESACION  DEL  CONCORDATO 

81.  Dijimos  que  los  Concordatos  contienen  unas  cláusulas  contractua- 
les, o  compromisos  de  dar  hacer  u  omitir  una  parte  algo  en  favor  de  la 
otra,  y  éstas  se  consideran  obligaciones  internacionales;  y  otras  cláusulas 
normativas  o  leyes  comunes  a  las  dos  sociedades,  que  tienen  que  cumplir  los 
subditos  de  ambas. 

A.  En  cuanto  a  las  cláusulas  contractuales,  cesando  por  cualquier  tí- 
tulo el  Concordato,  he  aquí  lo  admitido  en  el  derecho  internacional. 

1.0  Si  ya  está  cumplido  el  compromiso,  esto  es,  si  ya  se  efectuó  la  presta- 
ción prometida,  lo  ya  hecho  o  entregado  es  un  derecho  adquirido,  que  no 
se  puede  retirar,  aunque  cese  el  Concordato;  lo  que  antes  de  cumplida  la 
prestación  era  un  ius  ad  rem,  que  todavía  no  había  trasladado  a  la  otra 
parte  el  dominio  de  la  cosa,  sino  que  sólo  daba  derecho  a  exigirla,  a  que 
se  hiciese  suya;  después  de  verificada  la  prestación  se  convirtió  en  ius  in  re, 
o  dominio  que  hizo  suya  la  cosa. 

Por  ejemplo,  si  en  virtud  del  Concordato  el  Estado  entregó  a  la  Iglesia 
tal  edificio  para  seminario,  o  edificó  tal  catedral,  después  de  caducado  el 
Concordato  no  podrá  el  Estado  reclamar  a  la  Iglesia  la  devolución  de  lo  ya 
entregado.  Lo  mismo  se  diga  de  las  dotaciones  ya  pagadas  para  el  culto  y 
clero;  de  las  circunscripciones  ya  hechas  de  diócesis,  etc. 

2.*^  Las  prestaciones  aun  no  realizadas,  en  general  caducan  con  el  Con- 
cordato; por  ejemplo  la  obligación  de  seguir  pagando  periódicamente  las 
pensiones  del  culto  y  clero,  la  de  cumplir  las  circunscripciones  no  realizadas 
al  caducar  el  Concordato.  La  Iglesia  no  tendrá  derecho  a  exigir  aquellas 
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pensiones;  ni  el  Estado  tendrá  derecho  a  exigir  que  se  completen  las 
circunscripciones;  pero  si  tal  vez  a  que  se  mantengan  las  ya  hechas. 

Mas  si  las  obligaciones,  especialmente  financieras,  consignadas  en  el 
Concordato,  nacen  de  otro  título  de  justicia,  v.  gr.,  son  compensación  de  los 
hienes  usurpados  por  el  Gobierno  a  la  Iglesia,  aun  caducado  el  Concor- 
dato subsisten  tales  obligaciones.  Asi  lo  ha  reconocido  repetidas  veces  el 
Gobierno  español.  Así  lo  hizo  constar  el  Jefe  del  Estado,  Franco,  al  resta- 
blecer por  ley  de  9  de  nov.  1939  el  presupuesto  del  culto  y  clero,  suprimido 
por  la  República.  Así  lo  declara  el  Concordato  de  1953,  art.  19,  n.  2:  El  Es- 
tado a  titulo  de  indemnización  por  las  pasadas  desamortizaciones...;  asig- 
nará anualmente  [a  la  Iglesia]  una  adecuada  dotación... 

Tal  obligación,  nacida  de  otro  título  de  justicia,  consignada  en  el  Con- 
cordato (o  no  consignada),  pasa  al  Estado  sucesor,  cuando  cesa  el  Concor- 
dato por  anexión  de  la  nación  concordataria  a  otra.  Qui  sentit  onus  sentiré 
dehet  commodum,  et  e  contra.  El  que  lleva  la  carga,  debe  percibir  la  ven- 
taja, y  a  la  inversa  (Regla  de  Derecho  55  en  el  Sexto). 

Si  no  se  trata  de  anexión  o  incorporación  total,  de  la  nación  concor- 
dataria a  otra,  sino  de  desmembración  parcial,  la  solución  práctica  es  más 
complicada. 

Estas  reglas  pueden  ser  modificadas  por  tratados  de  cesión,  o  convenios 
especiales  entre  la  Iglesia  y  el  Estado. 

B.  Por  lo  que  toca  a  las  cláusulas  normativas,  que  formulan  leyes  con- 
cordadas que  han  de  observar  los  subditos  de  la  Iglesia  y  del  Estado,  la 
cuestión  se  plantea  así:  ¿Cesa  totalmente  la  legislación  concordada,  cuando 
caduca  el  Concordato? 

La  respuesta  es  distinta  en  la  teoría  dualista  y  en  la  monista.  Según  la 
monista,  el  convenio  y  la  ley  son  una  misma  cosa:  En  el  Concordato  sólo 
hay  un  orden  jurídico;  el  Concordato  no  ya  contiene  el  compromiso  de  con- 
vertir en  una  ley  eclesiástica  y  otra  civil  las  normas  estipuladas  en  él, 
sino  que  el  mismo  Concordato  es  la  ley,  ley  única,  a  la  vez  eclesiástica  y 
civil,  nacida  de  la  voluntad  común  de  las  altas  partes  concordantes.  Por 
tanto  la  cesación  del  Concordato  por  el  mismo  hecho  pone  ñn  a  la  legisla- 
ción bilateral  de  ambas  partes.  Así  Wagnon  (1). 

Sin  embargo,  caducado  el  Concordato,  quedan  siempre  en  pie  las  leyes 
de  derecho  divino  en  él  consignadas;  las  cuales  siguen  obligando  a  la 
Iglesia  y  al  Estado;  no  por  ser  concordadas,  sino  por  ser  de  derecho  divino 
perpetuo  e  inmutable. 

Además,  aunque  cesaron  las  leyes  concordadas  con  la  caída  del  Concor- 
dato, en  cuanto  concordadas,  tanto  el  Papa  como  el  Jefe  del  Estado,  cada 
uno  por  su  parte  e  independiente  del  otro  y  dentro  de  su  competencia, 
queda  en  libertad  de  dar  supervivencia  a  esas  leyes,  prescribiendo  que  se 
sigan  observando.  Tal  supervivencia  no  es  continuidad,  pues  las  leyes  ca- 
ducaron, sino  reviviscencia,  o  nueva  vigencia,  cual  si  fuesen  leyes  nuevas. 

Según  la  teoría  dualista  el  convenio  y  la  ley  concordada  son  dos  cosas 
distintas  y  separables.  En  el  Concordato  existen  dos  órdenes  jurídicos  ce- 
rrados y  distintos:  el  internacional  y  el  interno.  El  international  emana 


(1)    Concordáis  el  droit  inlernational,  p.  403,  Gemhloux,  1935. 
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del  convenio  entre  las  dos  sociedades  soberanas,  y  sólo  produce  obligacio- 
nes entre  ellas,  o  sus  potestades  supremas;  el  interno  es  la  legislación  im- 
puesta a  los  subditos  de  ambas  sociedades  por  las  dos  potestades  supremas, 
en  virtud  de  la  subsecuente  promulgación  de  las  normas  concordadas. 

Son  dos  órdenes  jurídicos  independientes.  El  tratado  o  convenio  produce 
en  la  Iglesia  y  el  Estado  una  obligación  internacional  de  crear  tal  derecho 
interno,  a  saber,  aquella  legislación  trazada  en  las  normas  del  mismo  con- 
venio; pero  el  Concordato  mismo  no  da  la  ley,  estipula  normas  que  han  de 
convertirse  en  ley  eclesiástica  y  civil  por  la  promulgación. 

'"Puede  existir  lo  uno  sin  lo  otro  [el  convenio  sin  la  ley  y  a  la  inversa], 
pues  el  Concordato  antes  de  su  promulgación  obliga  a  las  partes  contra- 
tantes; y  cuando  cesa  el  Concordato,  como  quiera  que  sea,  no  por  eso  cesa 
la  ley  eclesiástica  o  civil,  como  seguiría  la  cosa  accesoria  a  la  principal; 
pero  la  ley  cesa  por  revocación  expresa,  y  al  menos  en  derecho  canónico, 
también  por  revocación  tácita.  Unicamente  al  legijslador  incumbe  cambiar 
la  ley"  (2). 

También  Michiels  (3)  dice  que  la  ley  por  la  que  fue  promulgado  el  Con- 
cordato sigue  obligando  a  los  subditos,  mientras  no  intervenga  otra  decla- 
ración de  la  Iglesia  o  la  ley  civil  no  fuere  cambiada. 

82.  ¿Y  cuál  es  nuestro  sentir?  Nos  ponemos  del  lado  de  la  tesis  mo- 
nista, por  las  razones  ya  expuestas. 

1.  °  Las  cláusulas  normativas  del  Concordato,  esto  es,  las  leyes  concor- 
dadas caducan  de  suyo  con  el  Concordato  mismo.  A  no  ser  las  de  derecho 
divino,  V.  gr.,  la  que  establece  el  respeto  a  la  indisolubilidad  del  matrimonio 
canónico. 

2.  °  Pero  cada  una  de  las  partes,  por  nuevo  acto  puede  prescribir,  dentro 
de  su  competencia,  que  sigan  observándose. 

S.'^  Mas  de  hecho  ¿es  la  voluntad  de  la  Iglesia  o  del  Estado  que  conser- 
ven su  vigor? 

En  general,  advierten  los  doctores  que  la  vuelta  al  derecho  común  goza 
del  favor  del  derecho;  porque,  así  como  cada  cosa  fácilmente  vuelve  a  su 
curso  natural,  así  la  legislación  particular  vuelve  al  derecho  común,  que 
parece  el  más  natural  (4).  Por  tanto. 

En  cuanto  al  Estado.  Si  en  la  legislación  civil  hay  vigente  algún  dere- 
cho común,  y  la  ley  concordada  establecía  alguna  excepción  de  ese  derecho 
común  vigente,  tal  ley  concordada,  que  será  particular,  v.  gr.,  para  cierto 
territorio  o  para  cierta  clase  de  personas,  ha  de  creerse  que  es  voluntad 
del  legislador  que  no  conserve  su  fuerza,  sino  que  ha  de  reducirse  al  derecho 
común  vigente  de  la  nación.  Pero  si  no  hay  en  la  nación  derecho  común 
vigente  sobre  aquella  materia,  porque  fue  abolido  por  el  Concordato,  deberá 
suponerse  ser  la  voluntad  del  legislador  civil  que  continúe  la  que  fue  ley 
civil  concordada.  De  otro  modo  no  habría  norma  legal  que  regulase  aquella 
materia;  pues  la  legislación  civil  antigua,  muerta  por  el  Concordato,  no 
revive  por  sí  misma,  mientras  el  legislador  no  la  dé  nueva  vida. 


(2)  Así  Van  Hove,  Prolegomena  ad  Codicem,  n.  68,  ed.  1,  1928.  En  la  segunda 
edición,  1945,  suprimió  este  texto. 

(3)  Normae  generales,  vol.  I,  1949,  can.  3,  p.  65. 

(4)  Asi  Su.írez,  De  legibiis.  1.  6,  cap.  27,  art.  7. 


88 


EFECTOS  DE  LA  CESACIÓN  DEL  CONCORDATO 


Y  este  será  el  caso  ordinario  por  parte  del  Estado,  que  el  derecho  común 
de  la  nación  quedará  abrogado  por  la  legislación  concordada,  en  ciertas 
materias;  por  eso  en  éstas  es  razonable  que  siga  la  legislación  que  fue 
concordada. 

En  cuanto  a  la  Iglesia,  lo  ordinario  será  lo  contrario:  subsiste  un  dere- 
cho general  vigente  en  toda  la  Iglesia,  y  el  Concordato  establece  un  dere- 
cho particular  para  tal  nación  concordataria,  el  cual  deroga  el  derecho 
común  en  esa  nación.  Caducado  el  Concordato,  cesa  aquel  derecho  par- 
ticular y  es  voluntad  de  la  Iglesia  que  aquella  nación  se  someta  al  derecho 
común  vigente. 

Asi  con  motivo  de  la  impía  ley  republicana  de  Confesiones  y  Congrega- 
ciones religiosas  de  1933,  el  Sr.  Nuncio  Tedeschini  por  mandato  del  Papa 
significó  a  los  Metropolitanos  españoles  que  daba  por  caducado  el  Concor- 
dato de  1851  y  que  en  todo  habían  de  atenerse  al  derecho  común. 

En  el  nuevo  Estado  esta  misma  voluntad  de  la  Santa  Sede:  que  cesando  el 
Concordato  cese  por  el  mismo  hecho  la  legislación  eclesiástica  concordada, 
aparece  en  la  Circular  del  Sr.  Nuncio  Cicognani  a  los  Prelados,  30  dic.  1942: 
La  Dataría  Apostólica  juzga  que  ya  no  es  obligatorio  el  concurso  para  las 
canonjías  de  oficio;  y  han  de  tenerse  por  no  vigentes,  tanto  las  disposi- 
ciones del  Concordato,  como  las  leyes  particulares  anteriores  a  él,  que 
exigían  el  concurso;  y  que  en  esto  rige  solamente  el  derecho  común  {Sal 
Terrae,  1943,  p.  221). 

Si  en  alguna  materia  eclesiástica  no  hubiese  legislación  común,  pero  sí 
legislación  particular  concordada,  lo  natural  es  que,  cesando  el  Concordato, 
subsista  la  que  fue  ley  concordada;  pues  de  otra  manera  aquella  materia 
quedaría  sin  regular. 

83.  Cesación  de  la  legislación  concordada  sobre  capellanías.  Ofrecía  es- 
pecial dificultad  el  convenio-ley  de  capellanías;  y  preguntado  el  mismo 
Sr.  Nuncio  Tedeschini  por  un  Metropolitano,  respondió  de  palabra  que 
podían  atenerse  a  él,  hasta  que  la  Santa  Sede  decidiese  otra  cosa;  pero 
que  esta  respuesta  no  era  resolución  pontificia,  sino  un  criterio  práctico  de 
él  para  aquellas  circunstancias. 

El  Sr.  Nuncio  Cicognani,  el  16  de  julio  1947,  comunicó  a  los  Obispos  el 
permiso  dado  por  la  Santa  Sede  a  petición  de  ellos,  para  que  pudiesen 
seguir  usando  de  las  facultades  delegadas  contenidas  en  los  arts.  16,  15  y  21 
del  convenio-ley.  Lo  mismo  anunció  el  23  de  enero  1950  acerca  de  las  fa- 
cultades de  los  arts.  9,  12,  13  (5). 

Esto  parece  denotar  la  voluntad  de  la  Santa  Sede,  que  cesando  el  Con- 
cordato cese  por  completo  la  legislación  concordada  aun  sobre  capellanías; 
y  sólo  por  expresa  concesión  de  aquélla  se  conserve  algo. 

El  ExcMO.  MiGUÉLEZ,  Dccano  de  la  Rota  española  (6),  reconoce  que  la 
tendencia  general  de  la  Santa  Sede  es  que  cesando  el  Concordato  cese  la 
legislación  concordada.  Pero  tratándose  del  caso  especial  del  convenio-ley 
de  capellanías  no  consta  la  cesación  por  razones  particulares  propias  de 
esta  intrincada  materia,  que  la  Santa  Sede  ha  dicho  que  se  estudiará,  y  aún 
no  la  ha  regulado  de  nuevo. 

El  Concordato  de  1953,  art.  12,  establece:  La  Santa  Sede  y  el  Gobierno 


(5)  Sal  Terrae,  1950,  pp.  643-45. 

(6)  Reviüta  Españ.  de  Derecho  Can.,  1950,  pp.  312-24. 
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español  regularán  en  acuerdo  aparte  y  lo  antes  posible,  cuanto  se  refiere 
al  régimen  de  capellanías  y  fundaciones  pías  en  España. 

84.  Los  Concordatos  y  el  Código  canónico.  El  Código  canónico  se 
limita  a  consignar  que  sus  cánones  en  nada  derogan  a  los  convenios  de  la 
Santa  Sede  con  las  naciones,  los  cuales  por  tanto  siguen  en  vigor  como 
hasta  el  presente,  no  obstante  los  cánones  contrarios  de  este  Código  (c.  3). 

Van  Hoye,  distingue  en  el  Concordato  tres  cosas:  a)  el  Concordato  mismo, 
o  convenio  entre  la  Iglesia  y  el  Estado;  y  que  sólo  obliga  a  las  altas  partes 
contratantes;  b)  la  ley  eclesiástica  y  civil  en  él  contenida,  la  cual  obliga 
a  los  subditos;  c)  los  privilegios  que  a  veces  se  conceden,  no  por  el  Concor- 
dato mismo,  sino  con  ocasión  de  él.  Abrogada  o  cambiada  la  obligación  del 
Príncipe  civil  o  de  la  Santa  Sede,  no  cesa  por  eso  de  derecho  la  ley  ecle- 
siástica o  civil,  que  obligue  a  los  subditos,  mientras  la  Iglesia  no  hubiere 
declarado  auténticamente  la  cesación  o  el  Príncipe  no  cambie  la  ley.  Por 
tanto  las  leyes  concordadas  no  cesan  en  virtud  del  c.  6,  n.  1,  aunque  cesa 
la  obligación  de  la  Santa  Sede.  Los  privilegios  concedidos  con  ocasión  del 
Concordato  permanecen  en  virtud  del  c.  4. 

Por  tanto  añade  Van  Hove,  los  Obispos  de  Francia,  mientras  otra  cosa  no 
disponga  la  Santa  Sede,  conservan  el  derecho  que  les  concedía  el  art.  10 
del  Concordato  de  1801,  de  nombrar  todos  los  párrocos,  no  obstante  las  re- 
servas pontificias  (c.  1435),  y  el  indulto  del  Cardenal  Caprara  de  1802 
se  ha  de  conservar  como  privilegio,  no  menos  que  por  razón  del  c.  1247, 
§  3  (7). 

El  contenido  de  los  cánones  aquí  mencionados  es:  Las  leyes  generales 
o  particulares  (cuales  son  las  concordadas),  contrarias  a  las  prescripciones 
de  este  Código,  quedan  abrogadas,  a  no  ser  que  otra  cosa  se  exprese,  sobre 
las  particulares  (c.  6,  n.  1).  —  Los  privilegios  e  indultos  concedidos  hasta 
ahora  por  la  Santa  Sede,  que  están  en  uso  y  no  han  sido  revocados,  per- 
manecen íntegros,  a  no  ser  que  expresamente  se  revoquen  por  los  cánones 
del  mismo  Código  (c.  4).  El  c.  1435  enumera  los  beneficios  eclesiásticos  cuya 
provisión  se  reserva  a  la  Santa  Sede.  El  1247,  §  3,  establece  que,  si  alguna 
de  las  fiestas  de  precepto  consignadas  en  el  mismo  canon,  §  1,  hubiere  sido 
legítimamente  abolida  o  trasladada,  nada  se  innove,  sin  consultar  a  la  Santa 
Sede.  Ahora  bien,  por  indulto  del  Card.  Caprara,  en  Francia,  sólo  se  conser- 
vaban en  su  día  como  de  precepto  cuatro  fiestas. 

Los  Concordatos  celebrados  después  del  Código  derogan  a  las  disposi- 
ciones contrarias  de  éste;  porque  el  derecho  posterior  deroga  al  anterior 
(can.  22). 

PÉREZ  Mier  aplaude  la  doctrina  de  Van  Hove  (8).  Nosotros  no  estamos 
del  todo  conformes  con  ella.  Según  lo  que  en  el  n.  82  expusimos,  en  nuestro 
sentir,  la  ley  eclesiástica  concordada  cesa  de  suyo,  cesando  el  Concordato, 
debiendo  reintegrarse  el  derecho  común.  Los  privilegios  estipulados  en  el 
Concordato,  cesan,  caducado  éste,  v.  gr.,  el  derecho  de  presentación  para 
los  Obispados;  si  se  concedieron,  no  por  el  convenio,  sino  con  ocasión  de 
él;  V.  gr.,  ciertos  honores  litúrgicos  al  Jefe  del  Estado,  tales  privilegios  los 
tendremos  por  subsistentes,  cesando  el  Concordato. 


(7)  De  leqibus  ecclesiasticis,  nn.  12-13,  Malinas-Roma,  1930. 

(8)  Rev.  Españ.  de  Der.  Can.,  I,  431. 
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CAPITULO  I 
LA  IGLESL\  Y  EL  ESTADO  EN  ESPAÑA 

85.  Bosquejo  histórico.  Hemos  desarrollado  la  primera  parte  de  nues- 
tra obra;  hemos  terminado  la  exposición  tanto  histórica  como  jurídica  del 
derecho  concordatario  en  general.  Ahora  acerquémonos  al  derecho  concor- 
datario español,  que  más  de  cerca  nos  toca,  y  ocupará  la  segunda  parte.  Ante 
todo  comencemos  por  trazar  un  bosquejo  histórico  de  las  relaciones  entre  la 
Iglesia  y  el  Estado  en  nuestra  patria. 

Las  últimas  palabras  que  pronunció  nuestro  Divino  Salvador  en  su  última 
cena  de  despedida  a  sus  Apóstoles  fueron  éstas:  "En  el  mundo  padeceréis 
opresión,  pero  tened  confianza,  yo  vencí  al  mundo".  In  mundo  pressuram 
hoJje'bitis,  sed  confidite:  ego  vici  mundum  (S.  Juan,  16,  33).  Venció  al  mundo, 
exclama  San  Agustín,  non  ferro  sed  Ugno:  no  con  la  espada,  sino  con  el 
madero  (In  Psalmum  54  ad  vers.  1);  no  matando,  sino  muriendo,  no  derra- 
mando sangre  ajena,  sino  la  propia  por  todos  en  la  cruz.  Aquellas  últimas 
palabras  de  Cristo  al  comenzar  su  sagrada  pasión  tuvieron  su  fiel  cumpli- 
miento en  todo  el  mundo,  pero  de  una  manera  especial  en  España. 

Hoy  es  admitida  como  históricamente  cierta  la  venida  del  Apóstol  San 
Pablo  a  predicar  a  nuestra  patria  la  religión  de  Jesucristo  como  puede  verse 
ampliamente  probada  en  la  magnífica  y  documentada  Historia  Eclesiástica 
de  España,  por  el  P.  García  Villada,  S.  I.,  tom.  I,  cap.  2. 

Para  mí  como  para  muchos  historiadores  concienzudos,  es  también  mo- 
ralmente  cierta  la  venida  del  Apóstol  Santiago.  Los  textos  de  San  Jerónimo 
en  los  comienzos  del  siglo  v,  y  el  de  su  maestro,  Dídimo  de  Alejandría,  que 
murió  de  edad  muy  avanzada  y  pudo  alcanzar  los  linderos  del  siglo  iii, 
creemos  que  no  dejan  lugar  a  duda  prudente.  Aunque  el  P.  García  Villada, 
cap.  I,  §  2,  con  Duchesne  y  otros  historiadores  extranjeros,  se  esfuerza  por 
mermar  el  valor  probativo  de  tales  textos,  que  en  sí  parecen  claros. 

Los  dos  Apóstoles  sembraron  la  semilla  del  Evangelio,  plantaron  la  Igle- 
sia Católica  en  nuestra  patria;  Iglesia  que  ha  pasado  por  distintas  vicisitu- 
des hasta  nuestros  días,  alcanzando  épocas  de  esplendor  y  épocas  de  aba- 
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timiento;  eras  de  persecución  y  eras  de  paz;  como  la  barca  de  San  Pedro, 
que  ya  se  levantaba  sobre  las  crestas  de  las  olas,  ya  se  hundía  hasta  el  fondo 
del  mar  de  Tiberlades. 


1.    Epoca  romana 

86.  Mientras  España  fue  provincia  del  Imperio  romano,  la  Iglesia  espa- 
ñola siguió  la  misma  suerte  que  la  Iglesia  universal.  Los  tres  primeros  siglos, 
en  que  dominaron  los  emperadores  gentiles,  y  gentiles  eran  también  los 
pretores  y  demás  autoridades  civiles  que  ellos  enviaban  a  provincias;  los 
tres  primeros  siglos,  fueron  de  lucha  y  persecución  religiosa.  Los  ramalazos 
de  las  persecuciones  que  los  emperadores  dictaban  en  Roma,  alcanzaban  a 
nuestra  patria,  causando  multitud  de  mártires  de  la  fe. 

Pero  la  frase  célebre  de  Tertuliano:  la  sangre  de  los  mártires  es  semilla 
de  cristianos,  tuvo  su  perfecta  realización  entre  nosotros.  Y  consta  por  do- 
cumentos históricos  de  los  primeros  siglos  que  ya  en  las  tres  primeras  cen- 
turias estaba  implantada  la  Iglesia  Católica,  y  una  Iglesia  pujante,  en  la 
mayor  parte  de  España. 

Alrededor  del  año  180  compuso  San  Ireneo,  Obispo  de  Lión,  de  Francia, 
su  precioso  tratado  Contra  las  herejías,  y  saca  a  plaza  todas  las  Iglesias  del 
orbe,  mencionando  entre  ellas  las  Iglesias  de  Iberia,  o  sea,  España  (Migne, 
Patrol.  griega,  7,  554). 

Contemporáneo  de  San  Ireneo  fue  Tertuliano,  natural  de  Cartago,  en 
Africa,  quien  en  su  Libro  contra  los  judíos,  enumerando  las  regiones  que 
habían  abrazado  la  fe  de  Cristo,  menciona  todos  los  confines  de  las  Españas 
(Patrol.  lat.  2,  650). 

A  mediados  del  siglo  iii,  escribe  desde  Africa  el  elocuentísimo  San  Cipria- 
no, Obispo  de  Cartago,  una  carta  a  los  cristianos  de  León-Astorga  y  Mérida, 
afligidos  por  la  apostasía  de  sus  obispos  Basílides  y  Marcial  en  la  persecu- 
ción del  Emperador  Decio;  y  en  su  lenguaje  deja  entrever  que  eran  ya  por 
entonces  muy  numerosas  en  España  las  sedes  episcopales. 

A  fines  del  mismo  siglo  se  desencadenó  la  violentísima  persecución  de 
Diocleciano,  y  las  numerosas  víctimas  que  produjo  en  nuestra  patria  prue- 
ban rotundamente  lo  arraigada  que  estaba  en  ella  la  religión  del  Cruci- 
ficado. 

A  principios  del  siglo  iv  se  celebró  el  Concilio  de  Elvira,  junto  a  Granada, 
al  cual  asistieron  nada  menos  que  19  obispos  y  24  presbíteros  españoles. 
Tan  crecido  número  ha  hecho  confesar  a  un  testigo  tan  poco  sospechoso 
como  el  racionalista  protestante  Harnack,  que  es  un  argumento  decisivo  en 
pro  de  la  difusión  de  la  fe  hacia  el  año  300  en  España.  Este  historiador 
calcula  que  a  principios  del  siglo  iv  existían  en  todo  el  mundo  1.600  obispa- 
dos, 37  de  ellos  en  España  (1). 

Después  de  la  deshecha  tempestad  de  Diocleciano  sobreviene  la  paz  y 
bonanza  con  el  primer  emperador  cristiano,  Constantino,  con  cuyo  apoyo 
oficial  obtuvo  la  Iglesia  en  España,  como  en  el  resto  del  mundo,  un  gran 
florecimiento.  El  fue  quien  antes  del  313  llamó  a  su  palacio,  como  consejero, 
al  inmortal  Osio,  Obispo  de  Córdoba,  aquel  hombre  en  cuyas  alabanzas  se 


(1)    (}.  ViLLADA,  toin.  I,  p.  1,  cap.  4. 
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deshacen  los  más  eminentes  sabios  y  santos  aun  extranjeros  de  su  tiempo; 
aquel  a  quien  el  Doctor  de  la  Iglesia,  San  Atanasio,  apellida  el  grande,  el 
confesor  de  Cristo,  el  anciano  venerable,  el  padre  de  los  obispos,  el  adver- 
sario acérrimo  de  la  herejia,  el  presidente  nato  de  los  Concilios  (2).  Aquel 
hombre  de  quien  escribió  el  autorizadísimo  historiador  Eusebio  de  Cesárea, 
que  su  nombre  andaba  en  todas  partes  de  boca  en  boca,  y  que  Constantino 
le  tenia  por  el  personaje  cristiano  más  eminente  de  su  tiempo  (3). 

De  capitalísima  importancia  fue  la  presencia  de  Osio  al  lado  de  Cons- 
tantino, pues  sin  duda  que  él  debió  de  tener  parte  muy  principal  en  las 
más  transcendentales  disposiciones  imperiales  en  pro  de  la  Iglesia,  cuales 
fueron  el  Edicto  de  Milán  (a.  313),  concediendo  a  los  cristianos  libertad  com- 
pleta para  el  ejercicio  de  su  religión,  y  la  devolución  de  los  edificios  ecle- 
siásticos usurpados  durante  la  persecución  de  Diocleciano,  y  la  inmunidad 
eclesiástica  otorgada  al  clero. 

Con  el  apoyo  oficial  de  Constantino  y  de  Teodosio,  se  robusteció  más  y 
más  la  Iglesia  en  España,  mientras  languidecía  el  paganismo,  de  tal  suerte 
que  por  los  datos  recogidos  con  el  mayor  esmero  se  llega  a  la  conclusión 
de  que  desde  mediados  del  siglo  iv  el  paganismo  no  debía  tener  fuerza  nin- 
guna en  nuestra  patria.  Los  Papas  y  los  obispos  españoles  y  los  concilios  de 
Zaragoza  y  Toledo,  no  se  preocupan  ya  de  la  idolatría,  sino  de  las  herejías 
que  entonces  pululaban,  sobre  todo  del  Priscilianismo. 

En  la  última  parte  de  la  época  romana  eran,  pues,  amistosas  y  cordiales 
las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  en  España.  Lo  cual  no  quita  que 
hubiese  algunos  roces,  por  la  ingerencia  excesiva,  aunque  a  veces  de  buena 
fe,  de  los  Emperadores  en  los  asuntos  eclesiásticos,  inferencia  que  con  férrea 
energía  echó  en  cara  el  mismo  Osio  al  Emperador  Constancio  en  una  carta, 
de  la  cual  dice  el  sabio  francés  Tillemont,  que  no  hay  cosa  tan  grande,  tan 
sabia,  tan  generosa,  en  una  palabra,  tan  episcopal  como  esta  carta  (4): 

"No  te  entrometas  en  los  asuntos  eclesiásticos,  le  dice,  ni  nos  mandes 
sobre  asuntos  en  que  debes  ser  instruido  por  nosotros.  A  ti  te  dio  Dios  el 
Imperio,  a  nosotros  nos  confió  la  Iglesia.  Y  asi  como  el  que  te  robase  el  Im- 
perio se  opondría  a  la  ordenación  divina,  del  mismo  modo  guárdate  tú  de  in- 
currir en  el  horrendo  crimen  de  adjudicarte  lo  que  toca  a  la  Iglesia.  Escrito 
está:  Dad  al  César  lo  que  es  del  César  y  a  Dios  lo  que  es  de  Dios.  Por  lo 
tanto  ni  a  nosotros  es  licito  tener  el  Imperio  en  la  tierra,  ni  tú,  ¡oh  rey!, 
tienes  potestad  en  las  cosas  sagradas"  (5). 

Hermoso  texto  en  que  el  incomparable  Obispo  de  Córdoba,  ya  en  el  si- 
glo IV,  condensó  las  relaciones  que  deben  mediar  y  mediaban  entonces  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado,  entre  las  potestades  eclesiástica  y  civil:  Armonía, 
concordia,  buena  inteligencia,  pero  sin  saUrse  cada  uno  de  la  esfera  de 
acción  que  Dios  le  ha  señalado. 


(2)  G.  ViLLADA,  tom.  I,  p.  2,  cap.  1,  pág.  11. 

(3)  Vita  Constantini,  lib.  3,  cap.  7;  lib.  2,  cap.  63.  Patrol.  grieq.  20,  1926,  1058. 

(4)  Memoires  pour  servir  a  l'histoiie  ecclesiastique,  t.  7,  p.  313. 

(5)  S.  Atanasio,  Historia  Arianorum,  n.  44;  Patrol.  grieg.  25,  743-47;  G.  Vi- 
LLADA,  p.  33. 
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2.    Epoca  visigoda 

87.  Destruido  el  Imperio  romano  de  Occidente  por  los  bárbaros  del  Nor- 
te, adueñáronse  de  España  varios  pueblos.  De  todos  los  que  pusieron  el  pie 
en  nuestra  patria  en  los  siglos  v  y  vi,  el  único  que  no  persiguió  a  la  Iglesia 
Católica  fue  el  bizantino.  Los  reyes  de  los  demás  pueblos,  como  arríanos  que 
eran,  unos  más,  otros  menos,  en  la  primera  parte  de  esta  época,  casi  todos 
suscitaron  alguna  persecución,  causando  sus  correspondientes  mártires.  La 
mayor  hostilidad  partió  del  pueblo  más  fuerte  de  todos  los  invasores,  del 
visigodo;  distinguiéndose  por  su  encono  los  reyes  Teodorico  y  Leovigildo, 
que  proporcionó  la  palma  del  martirio  a  su  hijo  San  Hermenegildo. 

Pero  la  vida  de  la  Iglesia  no  se  interrumpió  con  tantas  contrariedades; 
y  ¡fenómeno  raro!,  la  raza  hispano-romana,  vencida  y  subyugada  por  la 
fuerza  bruta  de  los  pueblos  bárbaros,  se  impuso  a  ellos  por  la  fuerza  moral 
de  su  cultura  y  religión;  y  hacia  el  año  563  se  convierten  al  catolicismo  los 
suevos;  y  en  589  el  rey  de  los  visigodos,  Recaredo,  con  su  nobleza  y  su  pueblo 
abjura  solemnemente  el  arrianismo  y  hace  profesión  de  fe  católica  en  el 
Concilio  III  de  Toledo. 

Era  el  8  de  mayo:  En  la  tribuna  central  de  la  basílica  de  Santa  María 
de  Toledo,  el  Rey  revestido  de  su  manto  granate;  a  su  derecha  la  Reina 
Bado  ciñendo  la  corona  real;  en  los  escaños  conciliares  67  obispos  de  Es- 
paña y  de  la  Galla  Narbonense,  revestidos  de  pontifical;  al  fondo,  en  abi- 
garrada indumentaria,  los  magnates  de  la  casa  real  y  los  "séniores"  o  an- 
cianos del  pueblo  godo. 

Se  levanta  pausado  el  Rey  Recaredo  y  dirigiendo  una  serena  mirada  a  la 
insigne  asamblea,  pronuncia  estas  palabras: 

"Presente  está  aquí  toda  la  ínclita  raza  de  los  godos,  que  de  acuerdo 
conmigo  entra  hoy  en  la  comunión  de  la  Iglesia  Católica...  abandonando 
la  maldad  arriana.  Es  mi  deseo  que  todos  estos  pueblos,  que  han  abrazado 
la  fe,  por  mis  cuidados,  permanezcan  asimismo  firmes  y  constantes  en  la 
profesión  de  la  misma"  (6). 

Aquel  día  quedó  asentada  la  unidad  católica  en  España,  jamás  rota  a 
través  de  los  siglos,  sino  con  breves  intervalos  en  los  tiempos  modernos. 

Con  la  entrada  oficial  de  la  monarquía  visigoda  en  el  círculo  de  la  cato- 
licidad comienza  una  era  de  íntima  compenetración  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado,  estableciéndose  una  especie  de  teocracia,  parecida  a  la  del  pueblo 
de  Israel.  El  Rey  es  quien  convoca  los  concilios  y  nombra  los  obispos,  mien- 
tras que  la  Iglesia  toma  parte  activa  en  la  designación  y  deposición  de  los 
monarcas,  como  se  ve  en  el  caso  de  Wamba,  e  interviene  en  el  gobierno 
del  país. 

Para  arreglar  los  asuntos  del  reino,  se  crea  la  institución  de  los  concilios 
provinciales  y  generales,  que  eran  sínodos  eclesiásticos  y  cortes  a  la  vez. 
con  poderes  legislativos  y  judiciales. 

El  Papa  era  tenido  como  cabeza  de  la  Iglesia,  al  cual  recurrían  los  Reyes. 


(Ci)  F'rancisco  Antonio  González,  Collectio  Conciliorum  Ecclesiae  Hispaniae, 
Madrid,  1808,  c.  ;5:}7;  G.  Villada,  El  destino  de  España  en  la  Historia  universal, 
Madrid,  1936,  p.  66. 
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liOs  Obispos  constituían  cierto  estado  público,  con  sus  bienes  y  privilegios 
temporales.  Los  Reyes,  a  su  vez,  adquirían  cierta  dignidad  sagrada  por  el 
rito  de  la  unción  y  coronación. 

El  derecho  público  y  privado  de  la  nación  se  apoyaba  en  los  sagrados 
cánones,  al  paso  que  la  Iglesia  adoptaba  en  su  Código  ciertas  instituciones 
civiles. 

Esta  mutua  ingerencia  se  prestó  a  abusos  por  ambas  partes,  pero  en  gene- 
ral resultó  beneficiosa  para  la  monarquía.  "Gracias  al  apoyo  de  la  Iglesia, 
escribe  el  P.  G.  Villada  (tom.  II,  p.  I,  pág.  328),  pudo  la  monarquía  visigoda, 
amenazada  por  los  conjuradores  e  intrigantes,  prolongar  su  existencia  tres 
siglos". 

3.    Epoca  árabe 

88.  Mas  el  esplendor  de  la  monarquía  visigoda  y  la  grandeza  de  aquella 
Iglesia,  donde  habían  brillado  como  estrellas  un  San  Leandro  y  San  Isi- 
doro; un  San  Braulio  y  San  Julián  y  San  Ildefonso  y  otros  muchos,  vino 
a  tierra  con  la  invasión  de  la  morisma,  acaudillada  por  Tarlk  en  711. 

Las  regiones  donde  sentaron  sus  reales  aquellos  mahometanos,  eternos 
enemigos  del  nombre  cristiano,  hubieron  de  sentir  el  azote  de  la  persecu- 
ción, desarrollándose  principalmente  en  Córdoba  una  gloriosísima  era  de 
mártires,  pintada  con  tan  felices  pinceladas  por  el  P.  Pérez  de  Urbel  en  su 
interesante  Vida  de  San  Eulogio. 

Pronto  sin  embargo  comenzó  el  contraataque  de  los  cristianos.  En  él 
marcharon  juntos  la  Iglesia  y  el  Estado,  los  Reyes  y  los  Obispos.  El  Poema 
del  Cid  nos  pinta  al  Obispo  guerrero  don  Jerónimo  acompañando  en  sus 
campañas  al  Campeador,  como  uno  de  sus  mejores  combatientes. 

"Encarábase  entonces  el  Obispo  —  ¡Dios!  ¡qué  bien  lidiaba! 
Tres  moros  mató  con  lanza  —  y  cinco  con  espada". 

Asimismo  vemos  al  santo  Arzobispo  Rodrigo  de  Toledo  enarbolar  su  cruz 
en  la  batalla  de  las  Navas  de  Tolosa,  1212,  y  decidir  con  su  arenga  y  su  con- 
sejo la  suerte  de  la  batalla  a  favor  de  las  armas  de  D.  Alfonso  VIII. 

En  íntimo  consorcio  la  Iglesia  y  el  Estado,  juntos  realizaron  la  gloriosa 
epopeya  de  la  Reconquista  en  ocho  siglos  de  guerra  sin  tregua  contra  el 
moro,  campaña  heroica  que  culminó  con  la  cruz  sobre  la  torre  de  la  Vela 
de  Granada,  por  obra  de  la  Reina  Isabel  la  Católica,  1492. 

La  Iglesia  fue  quien  creó  para  aquella  lucha  secular  un  tipo  especial  de 
guerrero,  medio  soldado  y  medio  monje,  el  caballero  de  las  Ordenes  mili- 
tares, león  al  sonido  de  la  trompeta,  cordero  al  tañido  de  la  campana  (Oficio 
de  San  Raimundo  Fitero,  lección  6.^). 

Si  de  las  armas  pasamos  a  las  leyes,  un  Rey  Santo,  San  Fernando,  aco- 
metió la  difícil  tarea  de  unificar  la  legislación  en  nuestra  patria,  con  el 
Septenario,  obra  que  dejó  incompleta  porque  la  muerte  le  impidió  llevarla 
a  cabo.  El  mismo  Santo  es  quien  hizo  traducir  al  romance  el  Fuero  Juzgo. 
De  Alfonso  X  el  sabio,  hijo  del  Rey  Santo,  es  el  Código  inmortal  de  las  Siete 
Partidas,  en  que  se  dan  la  mano  el  derecho  romano  y  el  canónico,  y  se  ro- 
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bustecen  las  leyes  con  las  autoridades  de  la  Sagrada  Escritura  y  de  los  San- 
tos Padres. 

Eclesiásticos  intervinieron  en  la  mayor  parte  de  nuestras  compilaciones 
legislativas. 

Un  Obispo,  Canallas,  fue  encargado  por  D.  Jaime  el  Conquistador  de 
formar  la  Compilación  de  Huesca;  otro  Obispo,  el  de  Tortosa,  con  el  arce- 
diano de  Lérida  redactó  el  Código  de  Tortosa.  Una  junta,  de  la  que  forma- 
ron parte  diez  clérigos  y  el  Obispo  de  Pamplona,  redactó  el  Fuero  de  Nava- 
rra. El  Fuero  general  de  Valencia  fue  redactado,  según  opinión  de  mu- 
chos, por  el  Obispo  Canellas  y  otorgado  con  voluntad  y  consejo  de  siete 
Obispos.  La  Nueva  Recopilación  de  las  leyes  de  Castilla,  promulgada  por 
Felipe  II,  1565,  manifiesta  la  influencia  de  la  Iglesia,  pues  en  el  libro  pri- 
mero trata  de  la  Religión,  de  la  Iglesia  y  de  asuntos  eclesiásticos.  Lo  mismo 
ocurre  con  la  Novísima  Recopilación,  promulgada  por  Carlos  IV  en  1802  (7). 
Es  decir,  que  en  todos  nuestros  Códigos  civiles  se  dejó  sentir  la  saludable 
intervención  e  influjo  de  la  Iglesia. 

Si  la  Iglesia  laboró  con  todo  su  poder  al  lado  de  los  Reyes  por  la  indepen- 
dencia y  prosperidad  de  la  patria,  durante  la  dominación  arábiga;  los  Reyes 
por  su  parte  se  mostraron  los  más  celosos  defensores  y  patronos  de  la 
Iglesia.  Al  esfuerzo  unido  de  ambos  surgieron  aquellas  catedrales,  orgullo 
del  arte,  como  las  de  Sevilla,  Burgos,  Toledo  y  otras;  y  aquellas  famosas 
universidades,  plantel  fecundo  de  sabios  que  asombraron  al  mundo  con  los 
raudales  de  su  ciencia,  como  las  de  Falencia,  Alcalá  y  Salamanca. 

El  saber,  las  artes,  la  literatura  patria  puede  decirse  que  en  su  mayoría 
era  patrimonio  de  los  eclesiásticos. 

Con  razón  se  puede  afirmar  que  no  hubo  en  nuestra  patria  durante  aque- 
llos siglos  ninguna  de  las  sacudidas  y  estridencias  entre  los  poderes  ecle- 
siásticos y  civiles,  que  agitaron  a  las  demás  naciones. 

4.    Epoca  de  oro 

89.  Semejante  concordia  y  armonía  siguió  reinando  en  los  siglos  su- 
cesivos. 

Con  el  descubrimiento  de  América  en  tiempo  de  los  Reyes  Católicos  se 
abrió  un  nuevo  campo  de  conquista  para  España  y  de  dilatación  para  la 
Iglesia.  Uno  de  los  agentes  principales  de  la  conversión  del  Nuevo  Conti- 
nente fueron  nuestros  Monarcas.  Las  Leyes  de  Indias  son  un  código  inmor- 
tal digno  de  la  piedad  de  los  Reyes  españoles.  Todos  ellos  se  mostraron  solí- 
citos de  la  conversión  de  los  indios ;  pero  para  algunos  era  éste  el  fin  princi- 
pal de  la  colonización. 

Escribe  Rivas  en  su  Historia  de  Cinaloa  que  supo  él  de  un  oficial  de  Fe- 
lipe II  que,  habiendo  oído  este  católico  monarca  cómo  las  rentas  reales  no 
alcanzaban  en  las  Islas  Filipinas  para  los  gastos  de  la  propagación  y  con- 
servación de  la  fe,  escribió  a  su  gobernador  en  esta  forma:  "Si  en  ese  prin- 
cipado de  islas  no  alcanzaren  los  haberes  reales  para  el  gasto  de  la  conser- 
vación y  dilatación  de  nuestra  santa  fe  en  ellas,  mandaré  para  este  intento 
enviar  los  tesoros  de  mi  patrimonio"  (8). 

(7)  Montero,  El  porvenir  de  la  h/lesia  en  España,  cap.  5. 

(8)  Chantre,  S.  I.,  Historia  de  las  Misiones  de  la  Compañía  de  Jesús  en  el  Ma- 
rañan español,  lib.  7,  cap.  1. 
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Nuestros  Monarcas  gastaron  verdaderas  millonadas  en  la  organización 
de  la  jerarquía  eclesiástica  en  los  territorios  conquistados  y  en  el  sustento 
de  nuestros  misioneros. 

Asi  protegida  la  religión  por  el  poder  real,  entre  los  dos  realizaron  aquella 
colonización,  que,  aunque  algunos  de  nuestros  modernos  liberales,  renegan- 
do de  las  glorias  patrias  por  lo  que  tienen  de  religiosas,  han  tachado  de 
defectuosa;  historiadores  concienzudos  extranjeros,  como  el  norteameri- 
cano LuMMis,  la  ponen  como  modelo  de  colonización. 

He  aquí  cómo  este  notabilísimo  e  infatigable  investigador  hace  justi- 
cia a  la  verdad  histórica,  en  su  libro  Los  exploradores  españoles,  cap.  I, 
pág.  26: 

"Una  de  las  cosas  más  asombrosas  de  los  exploradores  españoles  — casi 
tan  notable  como  la  misma  exploración —  es  el  espíritu  humanitario  y 
progresivo  que  desde  el  principio  hasta  el  fin  caracterizó  sus  instituciones. 
Algunas  historias  que  han  perdurado,  pintan  a  esa  heroica  nación  como 
cruel  para  los  indios;  pero  la  verdad  es  que  la  conducta  de  España  en  este 
particular  debiera  avergonzarnos. 

"La  legislación  española  referente  a  los  indios  de  todas  partes  era  in- 
comparablemente más  extensa,  más  comprensiva,  más  sistemática  y  más 
humanitaria  que  la  de  la  Gran  Bretaña,  la  de  las  colonias  y  la  de  los  Estados 
Unidos  todas  juntas. 

"Aquellos  primeros  maestros  enseñaron  la  lengua  española  y  la  religión 
cristiana  a  mil  indígenas,  por  cada  uno  de  los  que  nosotros  aleccionába- 
mos en  idioma  y  religión. 

"Ha  habido  en  América  escuelas  españolas  para  indios  desde  el  año  1524. 
Allá  por  1575,  casi  un  siglo  antes  de  que  hubiese  una  imprenta  en  la  América 
inglesa,  se  habían  impreso  en  la  ciudad  de  Méjico  muchos  libros  en  doce 
diferentes  dialectos  indios,  siendo  así  que  en  nuestra  historia  sólo  podemos 
presentar  la  Biblia  india  de  John  Eliot;  y  tres  universidades  españolas 
tenían  casi  un  siglo  de  existencia,  cuando  se  fundó  la  de  Harward. 

"Sorprende  por  el  número  la  proporción  de  hombres  educados  en  cole- 
gios que  había  entre  los  exploradores;  la  inteligencia  y  el  heroísmo  corrían 
parejas  ^n  los  comienzos  de  la  colonización  del  Nuevo  Mundo." 

Entre  tanto  en  el  interior  de  la  Península,  nuestros  Reyes  eran  los  defen- 
sores natos  de  la  fe  contra  el  peUgro  judío,  hereje  y  mahometano.  Felipe  II 
declaró  leyes  del  reino  los  decretos  del  Concilio  de  Trento  (Cédula  12  ju- 
lio 1564). 

Nada  de  extraño  tiene  que  la  Iglesia  agradecida  les  otorgase  valiosas  pre- 
rrogativas, como  concedió  Alejandro  VI  a  los  Reyes  Católicos  el  derecho  de 
presentación  para  los  obispados  del  Nuevo  Mundo;  y  Benedicto  XTV  a  los 
Monarcas  españoles  el  llamado  patronato  universal,  o  derecho  de  presenta- 
ción para  todos  los  beneficios  del  reino,  exceptuando  algunos. 

Pero  las  tendencias  absolutistas,  que  se  despertaron  en  el  siglo  xviii  en 
el  resto  de  Europa,  dejáronse  sentir  en  España  más  tarde,  elevándose  a 
sistema  el  regalismo  o  exageración  del  poder  real,  aun  en  los  asuntos  de 
la  Iglesia,  sistema  que  llegó  a  su  apogeo  en  los  reinados  de  Fernando  VI  y 
Carlos  III.  Nada  más  frecuente  entonces,  aun  en  los  labios  del  clero,  que 
aquella  frase:  "El  Rey  Nuestro  Señor  y  las  Regalías  de  la  Corona". 
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5.    Epoca  moderna 

90.  El  siglo  XIX  fue  siglo  de  lucha  y  persecución  religiosa.  Y  a  pesar 
de  ello  cuando  las  tropas  de  Napoleón  invadieron  nuestra  patria,  fue  la 
Iglesia  la  que,  unida  intimamente  con  el  verdadero  pueblo,  defendió  con 
heroísmo  la  independencia  de  España. 

"De  ello  dan  testimonio  la  dictadura  del  P.  Rico  en  Valencia,  la  del 
P.  Gil  en  Sevilla,  la  de  Fr.  Mariano  de  Sevilla  en  Cádiz,  la  del  P.  Puebla  en 
Granada,  la  del  Obispo  Menéndez  de  Luarca  en  Santander"  (9). 

Las  ideas  de  la  Revolución  Francesa  dejaron  sedimento  en  nuestra  patria. 
Las  Cortes  de  Cádiz,  1812,  sancionaron  principios  contrarios  a  los  derechos 
divinos  de  la  Iglesia.  —  Varias  veces  fue  ésta  despojada  de  sus  bienes,  sien- 
do el  más  radical  de  los  despojos  la  desamortización  de  Mendizábal,  1835,  lla- 
mada por  Menéndez  Pelayo  inmenso  latrocinio  (Heterodoxos,  1.  8,  c.  1,  II, 
pág.  231).  Frecuentes  fueron  las  expulsiones  de  los  religiosos  y  otros  mil 
atropellos  a  la  Iglesia. 

Para  restablecer  la  paz  religiosa  y  componer  las  usurpaciones  de  los 
bienes  eclesiásticos,  se  estipuló  en  1851  el  Concordato  entre  Pío  IX  e  Isa- 
bel II;  ¡pero  cuántas  infidelidades  en  su  cumplimiento  por  parte  del 
Estado! 

Hubo  en  España  una  idea  madre,  que  ha  formado  su  carácter  y  dado 
fisonomía  a  su  historia;  es  entre  las  fundamentales,  la  primera  ley  entre 
todas  las  instituciones  la  de  mayor  importancia  real  y  histórica  y  puede 
compendiarse  en  dos  palabras:  Unidad  católica.  Esta  unidad  de  fe,  de 
creencias,  de  culto;  esta  unidad  católica  es  en  sentir  de  Menéndez  Pelayo, 
base  exclusiva  de  la  unidad  y  de  la  grandeza  española  "no  tenemos  otra". 

La  unidad  católica  establecida  en  el  Concilio  III  de  Toledo  no  se  discutió 
jam.ás  como  ley  fundamental  del  Estado  hasta  la  Constitución  de  1869.  En 
la  Constitución  de  Bayona,  1808,  art.  1;  en  la  de  Cádiz,  1812,  art.  12;  en  la  de 
Madrid,  1845,  art.  11,  se  consigna  esta  ley  tradicional,  coetánea,  pjede  de- 
cirse, del  Estado  español,  asentado  sobre  ella. 

Pero  así  como  los  regalitas  del  siglo  xviii  exageraban  los  derechos  de  la 
Corona,  para  atacar  la  independencia  de  la  Iglesia,  el  liberalismo  del  si- 
glo XIX  exageró  los  fueros  de  la  libertad,  y  después  de  mil  violaciones  par- 
ciales de  aquel  artículo  secular  de  la  unidad  católica,  se  consignó  su  ruptura 
en  la  Constitución  de  1869,  art.  21: 

"La  nación  se  obliga  a  mantener  el  culto  y  los  ministros  de  la  religión 
católica.  El  ejercicio  público  o  privado  de  cualquier  otro  culto  queda  ga- 
rantizado a  todos  los  extranjeros  residentes  en  España,  sin  más  limitaciones 
que  las  reglas  universales  de  la  moral  y  del  derecho.  Si  algunos  españoles 
profesaren  otra  religión  que  la  católica,  es  aplicable  a  los  mismos  todo  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  anterior". 

La  Constitución  de  30  de  junio  1876,  art.  11,  se  expresa  con  más  sua- 
vidad : 


(0)  Mknkndkz  Pklayo,  Historia  de  los  Hclerodovos  españoles,  tomo  6,  lib.  7, 
cap.  I,  I,  pág.  0.  VaVic.  nacional,  1958. 
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"La  religión  católica  apostólica  romana,  es  la  del  Estado.  La  Nación  se 
obliga  a  mantener  el  culto  y  sus  ministros.  Nadie  será  molestado  en  el  terri- 
torio español  por  sus  opiniones  religiosas  ni  por  el  ejercicio  de  su  respectivo 
culto,  salvo  el  respeto  debido  a  la  moral  cristiana.  —  No  se  permitirán,  sin 
embargo,  otras  ceremonias  ni  manifestaciones  públicas  que  las  de  la  reli- 
gión del  Estado". 

Pero  en  la  aplicación  de  este  articulo  11  de  nuestra  pasada  Constitución, 
¡cuántas  claudicaciones,  cuántas  condescendencias  y  cuántas  positivas  per- 
misiones por  parte  de  la  autoridad  civil  han  estado  hiriendo  los  sentimien- 
tos católicos  del  pueblo  español,  a  pesar  de  las  protestas  de  sus  Prelados! 

61.    Epoca  contemporánea 

91.  La  segunda  República  dio  a  España  una  Constitución  laica;  y  más 
que  laica,  atea;  y  más  que  atea,  perseguidora  de  la  Iglesia.  Sin  que  en  el 
ánimo  de  las  Cortes  sectarias  ni  en  el  de  los  Ministros  hicieran  mella  alguna 
ni  las  representaciones  más  correctas  y  razonables  del  Nuncio  de  Su  Santi- 
dad y  del  Episcopado,  ni  las  protestas  numerosas  y  nutridas  de  los  católicos 
españoles,  ni  los  malos  ojos  con  que  en  el  extranjero  fue  mirada  esta  obra 
demoledora,  ni  la  defensa  valiente,  heroica,  que  en  el  Congreso  hizo  aquel 
grupo  de  diputados,  a  sabiendas  de  que  sus  generosos  esfuerzos  habían  de 
ser  enteramente  inútiles.  A  los  cuales  justo  es  tributar  un  homenaje  de 
admiración  y  de  gratitud. 

Y  como  si  la  Constitución  republicana  del  9  de  dic.  1931,  aún  fuese  suave, 
vinieron  a  exacerbarla  más  y  más  las  leyes  complementarias,  como  la  del 
matrimonio  civil,  28  jun.  1932;  la  del  divorcio,  2  mar.  1932;  la  de  seculari- 
zación de  cementerios,  30  enero  1932,  y  por  fin  la  de  Congregaciones,  2  junio 
1933,  repleta  de  toda  iniquidad,  calificada  por  el  Papa  en  la  alocución  a 
una  peregrinación  española,  mayo  1933,  "el  colmo  de  todas  las  iniqui- 
dades" (10). 

Y  las  heridas  al  sentimiento  católico  del  pueblo  español  se  multiplicaron 
con  los  más  bárbaros  atropellos:  con  el  incendio  de  cerca  de  200  iglesias 
y  conventos,  con  el  derribo  de  tantos  otros  monumentos  religiosos,  con  la 
profanación  de  tantas  imágenes,  con  el  asesinato  de  tantos  sacerdotes,  sin 
que  casi  nunca  se  aplicase  sanción  a  los  incendiarios,  ni  a  los  profanadores, 
ni  a  los  asesinos. 

Era  decreto  irrevocable  de  las  logias  masónicas  encastilladas  en  el  Par- 
lamento y  encaramadas  en  el  Poder,  como  claramente  lo  indica  Pío  XI 
en  su  Encíclica,  3  de  junio  1933: 

"Tan  evidente  aparece,  por  lo  dicho,  la  inconsistencia  del  motivo  adu- 
cido, que  da  derecho  a  atribuir  la  persecución  movida  contra  la  Iglesia  en 
España,  más  que  a  incomprensión  de  la  fe  católica  y  de  sus  benéficas  ins- 
tituciones, al  odio  que  "contra  el  Señor  y  contra  su  Cristo"  fomentan  sectas 
subversivas  de  todo  orden  religioso  y  social,  como  por  desgracia,  vemos  que 
sucede  en  Méjico  y  en  Rusia". 


(10)  Véanse  estas  leyes  en  Regatillo,  Interpretación  y  Jurisprudencia  del  Có- 
digo Canónico.  Apénd.  2,  n.  68-69;  75,  78,  91. 
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Obra  (le  la  masonería  fue  aquella  persecución  religiosa,  como  documen- 
talmente  lo  demuestra  el  Sr.  Tusquets  en  su  interesante  libro  Orígenes  de  la 
revolución  española,  el  cual  cita  los  nombres  de  65  diputados  masones  cuya 
filiación  masónica  puede  probar  con  documentos  fehacientes;  y  asimismo 
los  nombres  de  varios  ministros  afiliados  a  la  masoneria.  Obra  fue  de  la 
masonería,  como  lo  afirma  y  confirma  con  datos  el  General  Mola  en  su  libro 
Tempestad,  calma,  intriga  y  crisis.  Según  él,  la  presente  conmoción  española 
se  debe  al  "odio  de  una  raza,  transmitido  a  través  de  una  organización  hábil- 
rnente  manejada.  Me  refiero  concretamente  a  los  judíos  y  a  la  masoneria. 
Ello  es  lo  básico,  todo  lo  demás  ha  sido  circunstancial." 

Las  odiosidades  que  tal  persecución  religiosa  provocó  aun  en  las  nacio- 
nes extranjeras  lo  prueba  el  siguiente  despacho  de  Washington,  publicado 
en  el  mes  de  mayo  de  1933  por  el  Journal  des  Dehats:  "El  señor  Black,  dipu- 
tado demócrata  de  Nueva  York,  ha  presentado  a  la  Cámara  una  moción 
en  la  que  se  pide  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  que  indique  a  la  Dele- 
gación Americana  en  la  Conferencia  económica,  no  lleve  a  cabo  ningún 
acuerdo  ni  arreglo  referente  a  España,  Méjico  y  Alemania,  mientras  los  Go- 
biernos de  estos  países  no  den  seguridades  de  que  han  terminado  todas  las 
persecuciones  religiosas". 

La  moción  añade:  "Los  Estados  Unidos  han  insistido  siempre  en  la  liber- 
tad de  conciencia  y  en  la  igualdad  entre  los  ciudadanos;  pero  los  Gobiernos 
de  España,  Méjico  y  Alemania,  desarrollan  una  política  de  supresión  y  de 
persecución  contra  las  gentes  que  profesan  ciertas  creencias  religiosas". 

En  España  las  relaciones  durante  la  segunda  República  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado,  ¿cuáles  fueron?  No  sólo  negó  a  la  Iglesia  el  reconocimiento  de 
asociación  de  derecho  público,  frase  que  en  su  vaguedad  algo  significaría, 
sino  que  se  la  redujo  a  la  categoría  de  una  asociación  cualquiera,  que  fuese 
parte  de  la  sociedad  civil  y  en  todo  sometida  al  Estado,  y  además  sujeta 
a  vergonzosas  leyes  de  excepción. 

El  único  hilito  de  relación  que  mantuvieron  y  que  la  Santa  Sede  no 
quiso  cortar,  porque  no  se  dijese  que  ella  era  la  causante  de  la  ruptura, 
el  único  hilito  de  relación  fue  la  conservación  de  la  Nunciatura.  Y  aun 
este  hilito  peligró,  proponiéndose  la  expulsión  del  Nuncio. 

Mas  el  corazón  oprimido  a  la  vista  de  tamaños  desafueros  cobró  espe- 
ranza, al  ver  el  resurgimiento  vigoroso  en  todas  las  esferas  de  la  acción 
católica,  lo  cual  era  prenda  segura  de  días  mejores. 

Esos  días  llegaron.  Estalló  el  18  de  julio  de  1936  el  pujante  Movimiento 
Nacional;  la  guerra  de  liberación  del  yugo  republicano,  que  cinco  años  nos 
había  oprimido;  la  gloriosa  cruzada  dirigida  por  el  intrépito  Generalísimo 
Franco,  cruzada  de  sangre  y  de  heroísmo  sin  cuento  durante  tres  años, 
coronada  por  una  espléndida  victoria,  que  los  mismos  Generales  vence- 
dores atribuían,  no  a  su  esfuerzo,  valor  y  estrategia,  sino  al  poder  de  Dios 
que  quiso  proteger  a  España. 

Pues  bien,  casi  desde  los  principios  de  la  campaña  guerrera,  apenas  nues- 
tros ejércitos  triunfantes  iban  liberando  las  tierras  españolas  del  dominio 
rojo,  entre  el  fragor  de  las  armas,  comenzaron  nuestros  gobernantes  la 
campaña  de  depuración  legislativa,  demoliendo  la  legislación  republicana, 
dando  sabias  leyes  a  la  nación  y  devolviendo  a  la  Iglesia  sus  derechos  concul- 
cados; campaña  que  culminó  en  el  Concordato  de  1953. 
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CAPITULO  II 
CONCORDATOS  ESPAÑOLES 

Los  Concordatos  han  tenido  una  parte  muy  principal  en  la  legislación 
de  nuestra  patria  durante  los  dos  últimos  siglos.  Merece,  pues,  la  pena  de 
que  hagamos  una  reseña  histórica  de  nuestros  Concordatos. 

92.  Atinadamente  observa  Moreno  Maldonado  (1):  "No  hubo  nunca  ne- 
cesidad en  nuestra  patria  de  conciertos  entre  la  potestad  eclesiástica  y  la 
civil.  Reconocida  la  dependencia  de  la  sociedad  política  (en  las  cosas  espi- 
rituales y  mixtas)  respecto  de  la  potestad  de  la  Iglesia,  jamás  tuvo  ésta  que- 
jas de  importancia  que  alegar  de  los  principes,  ni  en  las  leyes  se  consig- 
naron preceptos  que  fueran  suma  de  agravios  contra  la  libertad  eclesiástica 
y  los  derechos  indiscutibles  de  Dios". 

Desde  que  nuestro  Derecho,  desprendiéndose  del  Romano,  fue  tomando 
carácter  de  raza,  se  hizo  español,  fue  siempre  derecho  eminentemente  cris- 
tiano. Siempre  reinó  por  lo  común  la  concordia  entre  las  dos  potestades, 
la  eclesiástica  y  la  civil. 

No  quiere  esto  decir  que  no  hubiera  accidentales  choques  y  tropiezos, 
pero  la  naturaleza  de  ellos  y  su  misma  rareza  hicieron  que  no  se  echasen 
de  menos  en  nuestra  patria  acuerdos  que  ordenasen  las  relaciones  sustan- 
ciales entre  la  Iglesia  y  el  Estado. 

Los  Concordatos  antiguos  versaban  por  lo  común  sobre  cuestiones  eco- 
nómico-políticas; o  sobre  un  punto  concreto  de  disciplina;  el  de  1851  es 
una  ordenación  general  de  relaciones  aun  sobre  temas  que  atañen  al  dere- 
cho divino  de  la  Iglesia;  en  lo  cual  le  supera  el  de  1953. 

93.  Cítase  como  precedente  de  Concordatos  con  España  la  transación 
otorgada  en  Barcelona,  entre  la  Reina  D.^  Leonor  y  el  Cardenal  D.  Beltrán 
de  Comenges,  11  de  junio  1372,  sobre  competencias  de  jurisdicción. 

94.  Concordato  de  Constanza.  El  primer  Concordato  español  verda- 
deramente tal  puede  considerarse  el  de  Constanza  en  1418.  Cerróse  entre 
el  Papa  Martín  V  y  la  fracción  española  del  Concilio  Constanciense. 

He  aquí  el  contenido  de  sus  artículos:  1.°  Fija  el  número,  cualidades 
y  elección  de  los  Cardenales,  que  han  de  ser  24  no  más,  de  todas  las  na- 
ciones, sobresalientes  en  ciencia,  costumbres  y  prudencia,  doctores,  excepto 
unos  pocos.  2.°  Limitación  de  las  reservas  pontificias  en  la  colación  de 
beneficios  eclesiásticos;  de  suerte  que  la  Santa  Sede  solamente  provea  al- 
gunos. Nótese  ya  la  tendencia  a  suprimir  las  colaciones  o  provisiones  pon- 
tificias en  España.  3.^  Nueva  ordenación  de  tasas  o  aranceles.  4.°  Com- 
petencia en  las  causas  judiciales,  sobre  todo  matrimoniales,  que  no  han 
de  llevarse  a  Roma,  sino  en  caso  de  apelación...  5°  Ordenación  de  las 
encomiendas  de  monasterios.  6.<^  Permanencia  de  la  disciplina  sobre  in- 
dulgencias. 


(1)    Valor  jurídico  de  los  Concordatos,  Sevilla,  1917,  pp.  10-13. 
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95.  Memorial  de  Pimentel  y  Chumacero.  Durante  los  siglos  xv  y  xvi 
no  se  registra  otro  Concordato,  ni  siquiera  tentativa  de  él. 

En  el  siglo  xvii  nos  encontramos  con  el  célebre  Memorial  de  Pimentel, 
Obispo  de  Córdoba,  y  Chumacero,  Embajador  en  Roma  (1632,  1634),  que 
si  bien  fue  sólo  un  conato  no  elevado  a  Concordato,  sirvió  de  cimiento  a  otros 
que  después  se  celebraron. 

Va  dirigido  a  Urbano  VIII.  Es  la  primera  reclamación  formal,  pero  apa- 
sionada, de  nuestro  Gobierno  contra  supuestos  o  reales  agravios,  y  para 
lograr  la  reforma  del  clero,  reduciéndole  a  la  observancia  de  los  concilios 
y  constituciones  apostólicas.  Propónese  asimismo  una  mudanza  en  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  apostólica  de  los  Nuncios  en  España. 

96.  Concordia  Facchinetti.  A  los  seis  años  de  haber  fracasado  la  em- 
bajada extraordinaria  de  Pimentel  y  Chumacero,  Su  Santidad  tomó  en 
consideración  las  representaciones  hechas  en  el  Memorial  acerca  de  la 
Nunciatura.  A  este  propósito  el  Nuncio  Facchinetti  en  1640  publicó  la  re- 
forma apetecida  con  el  nombre  de  Ordenanzas  de  la  Nunciatura,  que  se 
promulgaron  como  ley,  reinando  Felipe  IV. 

Desde  esta  época  no  han  sufrido  limitación  alguna  las  facultades  del 
Nuncio,  sino  por  la  Constitución  de  la  Rota,  y  se  declaran  ampliamente  en 
los  Breves  del  nombramiento.  Todos  presentan  al  Gobierno  sus  creden- 
ciales. 

La  Concordia  comprende  tres  partes:  1.=^  Arreglo  del  persomd,  con  de- 
terminación de  sus  obligaciones  y  facultades.  2.^  Arancel  de  derechos. 
3.^  Facultades  de  los  Nuncios,  a  fin  de  sostener  la  observancia  del  derecho 
común  y  conforme  a  él  la  jurisdicción  de  los  Prelados. 

97.  Concordatos  en  el  siglo  XVIII.  De  cuatro  Concordatos  en  el  si- 
glo xviii  hacen  mención  los  historiadores  de  España:  el  de  1714,  1717,  1737 
y  1753. 

El  regalismo,  aquella  exagerada  y  abusiva  intromisión  de  la  potestad  real 
en  los  asuntos  de  la  Iglesia,  llegó  a  su  apogeo  en  el  siglo  xviii,  "su  siglo 
de  oro",  como  le  llamó  Menéndez  Pelayo  {Heterodoxos,  tom.  5,  lib.  6,  cap.  1, 
III,  pág.  53).  Baste  recordar  que  el  futuro  Cardenal  Belluga,  entonces 
Obispo  de  Cartagena,  ponderando  los  progresos  hechos  por  el  regalismo, 
podía  decir  al  Rey  Felipe  V  en  1709:  "Ya  es  proverbio  que  no  es  buen  corre- 
gidor el  que  no  está  la  mitad  del  año  excomulgado"  (2). 

98.  Concordato  de  1714.  Habíase  entronizado  la  dinastía  borbónica 
y  empezaron  las  disensiones  con  Roma.  El  Papa  Clemente  XI,  intimidado 
por  los  imperiales,  que  dominaban  en  Italia,  reconoció  al  Archiduque  Carlos 
como  Soberano  de  España,  pero  añadiendo  la  cláusula  "sin  prejuzgar  ningún 
derecho".  Esto  agravió  tanto  a  la  Corte  de  Madrid,  que  Felipe  V  ordenó  en 
febrero  de  1709  la  ruptura  con  la  Santa  Sede.  Cerró  la  Nunciatura  de  Ma- 
drid, desterró  de  España  al  Nuncio,  y  cortó  totalmente  las  relaciones  con 
Roma. 

La  ruptura  no  pudo  ser  más  clamorosa  y  tajante.  El  real  decreto  pisoteó 


(2)    Memorial,  26,  nov.  1709,  p.  245. 


CONCORDATOS  ESPAÑOLES 


103 


los  más  sagrados  derechos  de  la  Iglesia,  convirtiéndola  en  satélite  del  Es- 
tado; e  implantando  en  España  un  verdadero  cisma  (3). 

Esta  situación  tan  violenta  no  podia  durar  mucho  tiempo.  Las  Cortes 
españolas  pidieron  a  Felipe  V  el  remedio  de  los  males  acarreados  por  la 
guerra  de  sucesión;  el  Papa  a  su  vez  buscaba  los  medios  para  restablecer 
la  paz  con  España.  He  aquí  el  origen  del  primer  Concordato  del  siglo  xviii. 

El  Concordato  de  1714  no  pasó  de  ser  un  proyecto,  sumamente  exagerado 
en  sus  pretensiones  e  inñccionado  de  virus  regalista.  Como  Clemente  XI  se 
negase  a  aceptar  tamañas  exorbitancias,  quejáronse  los  ministros  españo- 
les y  franceses  de  Su  Santidad,  quien  contestó  que  "había  gran  diferencia 
de  un  Pava  cautivo  a  uno  puesto  en  libertad". 

Constituyóse  en  paladín  de  la  contienda  el  famoso  regalista  Macanaz  con 
su  famoso  Pedimento,  del  cual  hace  Menéndez  Pelayo  la  merecida  crítica 
(p.  58).  Mas  a  pesar  de  la  tenacidad  y  astucia  de  Macanaz,  ni  hubo  texto 
definitivo,  ni  se  vino  a  acuerdo  alguno. 

99.  Concordato  de  1717.  El  matrimonio  de  Felipe  V  con  Isabel  de  Far- 
nesio,  gestionado  por  el  abate  Alberoni,  produjo  un  cambio  de  política  con 
la  Santa  Sede.  La  Corte  de  Madrid  insistió  en  que  se  continuasen  las  ne- 
gociaciones, y  la  Santa  Sede  pidió  la  revisión  y  aclaración  de  los  artículos 
del  proyecto  anterior.  Se  gestionó  el  Concordato  bajo  la  influencia  de  Al- 
beroni, que  se  había  captado  la  voluntad  del  Rey,  y  se  firmó  el  texto  defi- 
nitivo en  El  Escorial  el  17  de  junio  de  1717. 

Este  Concordato,  llamado  de  El  Escorial,  firmado  por  Aldobrandi  y  Albe- 
roni, nunca  tuvo  valor  alguno.  Hubo,  sí,  un  texto  concordado,  firmado  y 
sellado  por  ambos  plenipotenciarios,  pero  le  faltó  la  ratificación  del  Rey; 
y  la  del  Papa,  aunque  existió,  fue  sólo  dependiente  de  la  del  Monarca,  que 
se  creía  habría  de  seguirse,  y  recayó,  no  sobre  el  texto  concordado  en  Ma- 
drid, sino  cambiando  varios  artículos. 

Hasta  el  presente  siglo  discutían  los  historiadores  el  valor  de  este  Con- 
cordato, abrigando  serias  sospechas  de  su  nulidad.  Tales  sospechas  fueron 
confirmadas  por  el  P.  E.  Portillo,  después  de  tres  meses  de  investigación 
en  el  Archivo  Vaticano  (4). 

Las  afirmaciones  de  su  valor  procedían  de  mala  fe  o  de  ignorancia. 

100.  Concordato  de  1737.  Cinco  días  antes  de  firmarse  el  Concordato 
de  El  Escorial  el  ambicioso  Alberoni  fue  nombrado  Cardenal.  Saciada  su 
ambición  quiso  saciar  su  codicia,  consiguiendo  del  Rey  las  rentas  del  arzobis- 
pado vacante  de  Tarragona,  el  obispado  de  Málaga  y  la  presentación  para  el 
arzobispado  de  Sevilla,  contra  las  disposiciones  que  el  mismo  Rey  había 
dictado,  prohibiendo  se  confiriesen  beneficios  eclesiásticos  a  extranjeros. 

Contra  tales  intromisiones  del  poder  real  protestó  Roma,  negando  a  Al- 
beroni el  arzobispado  de  Sevilla  y  exigiendo  la  renuncia  del  obispado  de  Má- 
laga, y  la  devolución  de  las  rentas  del  arzobispado  de  Tarragona. 

Herido  Alberoni  provocó  hostilidades  entre  España  y  la  Santa  Sede: 
hizo  salir  al  Nuncio  de  Madrid,  intimó  al  Cardenal  Aquaviva  que  hiciese 
salir  a  todos  los  españoles  residentes  en  Roma;  arrancó  al  Rey  un  decreto 


(3)  Llórente,  Colección  diplomática  de  papeles,  p.  26. 

(4)  Razón  y  Fe,  vol.  20  (1908)  p.  213. 
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en  el  que  se  mandaba  que  la  Junta  Magna  expusiese  al  mismo  Rey  los  agra- 
vios padecidos  en  las  regalías  de  la  corona,  en  cuanto  a  bulas  de  obispa- 
dos, pensiones,  reservas,  etc.  Era  poner  en  práctica  los  puntos  del  Pedi- 
mento de  Macanaz,  con  injurias  manifiestas  a  la  Santa  Sede. 

Mas  en  1719  caía  de  su  pedestal  el  favorito  de  la  Corte  de  Madrid,  per- 
seguido por  la  misma  Reina,  que  le  habla  encumbrado,  por  la  Corte  y  por 
Roma.  Con  esto  al  punto  se  suscitaron  por  ambas  partes  deseos  de  reanu- 
dar la  interrumpida  concordia. 

101.  Con  breves  intervalos  de  quietud  todo  el  reinado  de  Felipe  V...  fue 
de  hostilidad,  más  o  menos  encubierta  contra  Roma  (5).  La  invasión  de 
los  Estados  Pontificios  realizada  por  su  hijo  D.  Carlos,  los  atropellos  come- 
tidos en  Roma,  Veletri,  Ostia  y  en  la  Embajada  española  fueron  reprochados 
por  el  Papa;  y  en  este  reproche  encontró  el  Rey  pretexto  para  una  nueva 
ruptura  con  su  séquito  de  atropellos:  la  expulsión  del  Internuncio,  prohibi- 
ción de  remitir  dinero  a  Roma,  salida  de  los  españoles  de  la  Ciudad  Eterna, 
llegando  a  violentar  al  Papa  hasta  conseguir  para  el  Infante  D.  Luis,  niño 
apenas  de  diez  años,  el  capelo  cardenalicio  y  la  administración  de  los  arzo- 
bispados de  Sevilla  y  Toledo. 

En  puridad  los  motivos  de  estas  discordias  fueron  tres:  1)  La  apetencia 
del  Gobierno  de  conseguir  la  supresión  de  las  reservas  pontificias,  y  obte- 
ner el  patronato  sobre  los  beneficios  eclesiásticos;  2)  el  lamentable  estado 
de  la  disciplina  eclesiástica  y  los  abusos  que  se  cometían  en  las  provisio- 
nes; 3)  el  regalismo  de  la  Corte.  El  santo  y  seña  de  la  contienda  había  de 
ser  "el  patronato  universal  del  Rey  Católico". 

En  tales  circunstancias  se  proyectó  el  futuro  Concordato. 

El  Abad  de  Vivanco,  empedernido  regalista,  presentó  en  1735  un  memo- 
rial en  el  que  aparecían  nada  menos  que  30.000  piezas  eclesiásticas,  cuya 
provisión  pertenecía  a  la  Corona,  y  que  habían  sido  usurpadas  por  Roma  al 
real  patronato  (6). 

Constituyóse  en  6  de  agosto  del  mismo  año  una  Junta  del  Real  Patro- 
nato, para  examinar  la  obra  del  Abad  de  Vivanco.  Una  nueva  Junta  se  cons- 
tituyó por  decreto  de  8  de  agosto,  para  estudiar  los  asuntos  eclesiásticos. 
El  3  de  marzo  de  1737  llegaba  a  Roma  el  Cardenal  Aquaviva,  enviado  por 
Felipe  V,  para  iniciar  las  negociaciones.  Omitiendo  otros  lances,  el  21  de 
setiembre  se  encargó  al  mismo  Aquaviva  la  redacción  definitiva  del  Con- 
cordato; y  el  26  lo  firmaba  él  por  parte  del  Rey  y  el  Cardenal  Firrao  por 
parte  del  Papa  Clemente  XII. 

En  él  se  estipularon  26  artículos,  algunos  de  gran  importancia,  como 
los  relativos  al  derecho  de  asilo  de  los  templos,  etc.,  en  virtud  del  cual  no 
podían  ser  extraídos  de  ellos  por  la  autoridad  civil  los  reos  que  allí  se  aco- 
giesen. Restringiéndose  esta  inmunidad  de  los  lugares  sagrados.  —  Se  pro- 
hiben los  beneficios  por  tiempo  limitado.  —  Se  sujetan  a  contribución  los 
bienes  que  en  adelante  pasen  a  manos  muertas,  esto  es,  a  personas  mora- 
les eclesiásticas.  —  Se  acuerda  sobre  las  inmunidades  de  los  clérigos,  sobre 
los  espolios  o  despojos  o  rentas  de  las  sedes  vacantes;  y  sobre  todo  acerca 


(5)  Menéndkz  Pklayo,  ílclcrodnxos,  tom.  5,  lib.  6,  c.  1,  p.  67. 

(6)  Portillo,  Razón  y  Fe,  21,  74. 
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del  real  patronato,  o  derecho  del  Rey  a  presentar  o  proponer  las  personas 
para  los  beneficios  eclesiásticos. 

Este  era  el  punto  principal,  el  blanco  a  donde  se  dirigían  las  miradas 
de  los  regalistas ;  y  sin  embargo  quedó  sin  resolver ;  aplazada  su  resolución  en 
virtud  del  art.  23,  hasta  que  personas  deputadas  por  Su  Santidad  y  por  el 
Rey  reconocieran  las  razones  existentes  en  pro  de  cada  una  de  las  partes 
"para  terminar  amigablemente  la  controversia". 

Así  el  Concordato  de  1737  apenas  si  lo  fue  en  realidad.  "El  mal,  como 
nota  Menéndez  Pelayo,  estuvo  en  la  inobservancia  y  sobre  todo  en  lo  incom- 
pleto de  la  concordia,  que  era  y  parecía  provisional"  (p.  71). 

No  satisfizo  a  nadie,  ni  a  las  mismas  partes  contratantes.  Disgustó  a 
gran  parte  del  clero,  a  los  regalistas,  al  Consejo  mismo,  el  cual  en  un  prin- 
cipio no  quiso  darle  curso.  Ni  el  Nuncio  se  mostró  adicto  a  él,  dándole 
tales  interpretaciones  "que  vino  a  quedar  desvirtuado  antes  de  estar  en 
práctica"  (.1). 

Era  una  "tregua,  no  una  paz  estable,  como  se  afirma  en  el  preámbulo 
del  articulado"  (8). 

También  sobre  la  validez  de  este  Concordato  se  cernieron  dudas,  nacidas 
de  las  afirmaciones  del  célebre  Mayaxs,  que  por  ser  contemporáneo  y  con 
fama  de  erudito,  dejó  un  terreno  falso  o  minado.  Este  empedernido  rega- 
lista  lanzó  contra  él  toda  suerte  de  acusaciones  de  nulidad:  que  contradecía 
a  las  costumbres,  concilios  y  leyes  de  la  monarquía;  que  era  una  violenta 
imposición  de  Roma;  que  su  publicación  era  deficiente;  que  faltó  su  cum- 
plimiento; que  fue  violado  por  la  Santa  Sede. 

La  inconsistencia  de  estas  acusaciones  la  puso  en  claro  el  citado  P.  Por- 
tillo. Aunque  no  fue  publicado  con  la  solemnidad  apetecida,  lo  fue  por  de- 
creto, y  ambas  partes  le  ratificaron;  y  medio  siglo  después  se  incluyeron 
en  la  Xovisima  Recopilación  leyes  que  le  suponen  eficaz. 

El  haberse  suscitado  dudas  sobre  la  mitad  de  los  artículos  dio  lugar  a 
ruidosas  disputas  entre  ambas  Cortes,  que  terminaron  con  el  Concordato 
de  1753.  "Todo  estaba  en  el  aire,  mientras  no  se  resolviese  la  cuestión  del 
patronato",  afirma  Menéndez  Pelayo.  1.  6,  c.  1,  p.  421. 

102.  El  Concordato  de  1753.  Puede  decirse  que  este  Concordato  fue 
en  realidad  el  único  español  del  siglo  xviii,  pues  el  de  1717  inmaduro,  y  el 
de  1737  incompleto  e  incumplido,  no  fueron  más  que  una  preparación  del 
mismo.  Estipulóse  entre  el  Papa  Benedicto  XIV  y  el  Rey  Femando  VI;  y 
en  él  tuvo  buena  parte  el  jesuíta  P.  Rávago,  confesor  del  Rey. 

A  poco  que  se  consideren  las  fuentes  numerosas,  que  cita  el  P.  Porti- 
llo (9),  se  observa  que  la  negociación  de  este  Concordato  pasó  por  tres 
fases : 

1.  ''  De  persecución  y  atropello  de  la  Iglesia,  desde  fines  de  1735  al  37, 
importante  por  la  gravedad  misma  de  los  hechos  y  por  las  difíciles  relacio- 
nes entre  la  Iglesia  y  el  Estado. 

2.  ^  De  discusión,  negociándose  el  articulo  23  del  Concordato  de  1737, 
relativo  al  real  patronato.  Epoca  larga,  que  se  extiende  desde  fines  del  37 
hasta  entrado  el  año  50,  pero  de  sumo  interés  para  el  estudio  del  regalismo 
doctrinal  en  nuestra  patria. 


(7)  Lafuente.  VI,  40. 

(8)  La.madrid.  El  Concordato  de  1153. 

(9)  Razón  ij  Fe,  XX  (1908),  p.  198. 
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3.^  De  convenio  y  su  ejecución,  desde  1750  al  53.  Concordato  es  éste, 
de  cuya  validez  no  se  han  suscitado  dudas;  importantisimo  en  la  disciplina 
eclesiástica  de  España,  durante  casi  dos  siglos,  hasta  la  venida  de  la  segunda 
República  en  1931;  ya  que  en  el  punto  del  patronato  en  él  se  inspiró  el 
Concordato  de  1851,  quedando  aquél  como  subsidiario  de  éste. 

El  objeto  de  la  discusión  nos  lo  dice  el  propio  Concordato,  art.  6:  "Ha- 
biendo sido  graves  las  controversias  sobre  la  nómina  de  los  beneficios  resi- 
denciales y  simples,  que  se  hallan  en  los  reinos  de  las  Españas...,  y  habiendo 
pretendido  los  Reyes  Católicos  el  derecho  de  la  nómina  en  virtud  del  patro- 
nato universal...  ¡El  patronato  universal!,  he  aquí  el  blanco  a  donde  se  di- 
rigía la  mirada  del  Rey.  La  fórmula  era  reciente,  no  anterior  a  1730,  pero 
el  contenido  tenía  raíces  antiguas,  y  era  muy  amplio. 

Mas  sería  quedarse  a  medio  camino,  diciendo  que  el  patronato  era  el 
único  punto  de  mira  del  Gobierno;  la  mira  más  directa  era  la  supresión 
o  merma  de  las  reservas  pontificias  en  los  beneficios  españoles,  el  corte  de 
aquel  rio  de  oro  que  con  este  motivo  corría  de  España  a  Roma,  y  el  remedio 
de  los  grandes  abusos  que  las  reservas  originaban.  El  patronato  universal 
significaba  una  fórmula  elaborada  para  intentar  el  remedio  a  tantos  males, 
fórmula  cuyo  contenido  era  el  derecho  de  presentación  de  las  personas  para 
los  beneficios  eclesiásticos,  a  favor  del  Rey.  Las  provisiones  eclesiásticas 
eran,  pues,  el  verdadero  problema  ventilado:  suprimir  o  mermar  las  pro- 
visiones hechas  por  la  Santa  Sede;  atribuyéndolas  a  los  Obispos,  previa  la 
presentación  de  las  personas  por  el  Rey. 

103.  Las  reservas  pontificias.  Son  el  derecho  exclusivo  de  la  Santa 
Sede  a  proveer  ciertos  beneficios  eclesiásticos.  Como  norma  general  hoy 
consignada  en  el  Código  Canónico  la  provisión  de  los  beneficios  corresponde 
al  Obispo  de  la  diócesis  donde  ellos  radican  (can.  1432),  aunque  el  Romano 
Pontífice  tiene  derecho  a  conferirlos  todos  en  toda  la  Iglesia  y  reservarse 
a  sí  la  provisión  (can.  143).  El  can.  1435  enumera  las  actuales  reservas  pon- 
tificias, en  las  cuales  las  autoridades  inferiores  no  pueden  válidamente  pro- 
veer los  beneficios  (can.  1434). 

Desde  que  se  introdujeron  en  Castilla  las  reservas,  en  virtud  del  Concor- 
dato de  Constanza  entre  el  Papa  Martín  V  y  el  Rey  Juan  II  el  año  1418,  fue- 
ron en  aumento,  constituyendo  tema  de  continua  discusión.  Los  monarcas 
veían  mal  las  reservas,  y  aspiraban  a  la  designación  de  las  personas  que 
hubieran  de  ocupar  los  beneficios;  la  Santa  Sede  las  defendía,  y  sustentaba 
la  plena  libertad  de  nombrar  ella  los  candidatos.  "Antítesis  de  las  reservas 
fueron  las  regalías'',  advierte  Menéndez  Pelayo,  t.  5,  1.  6,  c.  1,  p.  38,  esto 
es,  los  pretendidos  derechos  de  la  realeza  en  el  nombramiento  para  los 
cargos  eclesiásticos.  Estas  regalías  llegaron  a  su  colmo  en  el  siglo  xviii,  el 
siglo  de  oro  del  regalismo,  y  hallaron  pretexto  en  los  abusos. 

En  este  siglo  xviii  las  reservas  habían  adquirido  tal  auge,  que  las  provi- 
siones ordinarias  o  hechas  por  los  Obispos  casi  habían  desaparecido.  Ates- 
tigúalo el  Cardenal  de  Luga,  de  excepcional  autoridad  en  la  práctica  benefi- 
cial  de  su  época  (10). 

Las  resultas  regias.  A  parte  de  las  reservas,  la  facultad  de  los  Obispos 
para  conferir  libremente  los  pocos  beneficios  que  le  quedaban,  estaba  más 
restringida  aún  por  las  resultas  regias.  Eran  éstas  una  de  tantas  regahas 
más  o  menos  toleradas  por  la  Santa  Sede;  consistían  en  que  pasaban  a  la 


(10)    Archivo  de  Sinuincíis,  Ms.  600,  5  f.  10  v. 
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provisión  del  Monarca  los  beneficios  vacantes  por  promoción  del  beneficiado 
a  una  prebenda  de  patronato  real.  Además  para  acrecentar  las  presentacio- 
nes reales,  se  acudía  al  expediente  de  servirse  del  privilegio  de  los  Cardenales, 
en  virtud  del  cual  disponían  de  los  beneficios  en  todos  los  meses;  y  este  pri- 
vilegio llevaba  aneja  la  reserva  pontificia  de  las  prebendas  provistas  por 
los  Cardenales  en  la  próxima  vacante  de  las  mismas.  Finalmente  el  Nuncio 
proveía  numerosos  beneficios. 

Con  tales  cortapisas,  "había  Prelado  en  España  que  en  veinte  años  no 
había  logrado  proveer  su  iglesia  una  media  ración". 

Intimamente  unida  a  la  reserva  de  los  beneficios  iba  la  participación  de 
la  Santa  Sede  en  las  rentas  de  los  mismos  o  reserva  de  ellos. 

Las  annatas,  o  anualidades  eran  el  pago  de  los  frutos  o  rentas  íntegras 
que  producía  el  beneficio,  en  el  primer  año  después  de  su  provisión.  Bonifa- 
cio VIII,  s.  XIV,  había  reducido  esta  tributación  a  la  media  annata,  que  es- 
taba en  vigor  en  el  s.  xviii. 

Los  quindenios  eran  una  contribución  que  tenían  que  pagar  cada  quince 
años  los  beneficios  incorporados  a  una  persona  moral,  como  un  Cabildo,  un 
monasterio.  Ya  que  la  persona  moral  nunca  muere,  tales  beneficios  nunca 
quedaban  vacantes;  mas  por  ficción  de  derecho  se  consideraban  proveídos 
cada  quince  años,  y  así  en  este  plazo  debían  pagar  la  media  annata. 

Las  composiciones  o  componendas  eran  una  compensación  pecuniaria 
por  la  gracia  recibida  en  la  dispensa  de  ciertos  requisitos  para  la  consecu- 
ción de  los  beneficios. 

Las  bulas  apostólicas,  el  documento  por  el  que  los  beneficios  se  con- 
ferían. 

Los  espolios  o  despojos  eran  las  rentas  o  frutos  superfluos  de  los  bene- 
ficios, o  no  necesarios  para  la  honesta  sustentación  del  beneficiado  o  los  bie- 
nes adquiridos  con  tales  frutos,  que  quedaban  a  la  muerte  del  beneficiado, 
de  los  cuales  no  podía  él  hacer  testamento,  sino  que  habían  de  emplearse 
según  lo  dispuesto  por  el  derecho  (c.  1299,  1300). 

Las  rentas  de  los  beneficios  vacantes  son  los  que  producen  los  bienes 
beneficíales  mientras  está  vacante  el  beneficio. 

Los  espoüos  y  las  rentas  vacantes  quedaban  reservadas  a  la  Santa  Sede, 
y  venían  siendo  objeto  de  muchas  quejas  y  negociaciones. 

Las  pensiones  consisten  en  una  porción  de  las  rentas  del  beneficio,  que 
no  cobra  el  beneficiado,  sino  que  se  destina  a  tercera  persona,  natural  o 
moral.  Las  pensiones  son  el  argumento  más  traído  y  llevado  en  los  nume- 
rosos alegatos  escritos  contra  la  Dataría  Apostólica  en  los  siglos  xvii  y  xviii. 

Como  las  leyes  españolas  prohibían  la  provisión  de  los  beneficios  en 
extranjeros,  esta  dificultad  llevó  a  la  Dataría  Apostólica  a  aumentar  el  nú- 
mero y  cuantía  de  las  pensiones,  que  vinieron  a  ser  el  gravamen  más  con- 
siderable de  los  beneficios.  En  la  época  del  Concordato  de  1753  se  imponían 
a  todos  o  casi  todos  los  beneficios  de  España,  que  se  proveían  en  Roma. 

El  importe  de  la  pensión  ascendía  de  ordinario  a  la  tercera  parte  de  los 
frutos  o  rentas  del  beneficio ;  y  como  debía  correr  durante  seis  años,  el  total 
era  pagado  a  la  Dataría  antes  de  la  entrega  de  la  bula  de  provisión  del 
beneficio. 

Rara  vez  estaban  los  beneficiados  en  condición  de  hacer  de  una  vez  este 


108 


CONCORDATO  DE  1753 


desembolso ;  por  lo  cual  se  veían  precisados  a  acudir  a  uno  de  los  banqueros 
señalados  por  la  Dataría,  y  de  él  recibían  la  cédula  bancaria  por  el  expre- 
sado valor,  previa  la  obligación  y  fianza  hipotecaria  del  provisto  de  pagar 
el  capital  adelantado  por  el  banquero,  con  sus  intereses.  Los  intereses  que 
cobraban  los  banqueros  por  la  cantidad  adelantada  oscilaba  entre  el  4  V(  y 
el  6  7c.  No  era  esto  lo  peor;  si  moría  el  pensionista  retiraba  el  banquero  la 
cédula,  con  los  años  que  no  habían  corrido.  En  fin,  que  se  cometían  otros 
abusos  lastimosos. 

¿A  cuánto  ascendían  anualmente  todas  estas  contribuciones?  Los  diver- 
sos cómputos  de  entonces  no  varían  gran  cosa.  Lamadrid,  p.  122,  da  como 
segura  la  cifra  de  1.114.397  escudos  anuales,  como  importe  de  todas  las 
expediciones  de  la  Iglesia  española;  y  la  de  500.000  como  el  beneficio  que 
España  reportó  del  Concordato  de  1753.  Si  se  tiene  en  cuenta  que  las  rentas 
de  los  beneficios  hablan  mermado  notablemente,  y  que  la  economía  pasaba 
por  una  crisis  acentuada,  se  comprenderá  que  la  práctica  de  las  reservas 
planteaba  un  grave  problema  económico,  al  que  había  que  buscar  solución. 

En  cuanto  al  aspecto  disciplinar,  es  evidente  que  la  disciplina  eclesiás- 
tica necesitaba  reforma  en  España.  El  mal  radicaba  sobre  todo  en  la  faci- 
lidad con  que  se  dispensaban  las  prescripciones  canónicas  para  la  pro- 
visión de  beneficios,  y  en  la  deficiente  selección  de  los  ministros  y  pastores. 

Entre  las  dispensas  una  de  las  más  frecuentes  era  la  concedida  para  con- 
seguir las  resignas  o  renuncias  en  favor  de  tercero,  solicitada,  ya  con  el  fin 
de  reservarse  el  renunciante  una  pensión  vitalicia  sobre  el  beneficio  renun- 
ciado, ya  para  conseguir  otro  beneficio  más  pingüe.  Tales  dispensas  las  con- 
cedía la  Dataría,  previo  el  pago  de  la  componenda  o  cantidad  de  dinero,  y 
a  veces  de  la  media  annata.  Así  se  aumentaba  el  número  de  las  reservas 
pontificias. 

Las  resignas  daban  lugar  a  frecuentes  fraudes  y  aun  contratos  simonía- 
eos  lamentados  por  Gregorio  XIII,  Const.  Humano,  5  en.  1584,  y  Benedic- 
to XIV,  15  jun.  1746.  El  P.  Rávago,  confesor  del  Rey  Fernando  VI,  nos  habla 
de  "sujetos  provistos  en  buenos  curatos,  que  los  resignan  sacando  pensión 
con  que  se  vayan  a  pasear  a  otra  parte"  (11). 

Semejantes  inconvenientes  se  lamentaban  con  ocasión  de  las  coadjuto- 
rías con  derecho  a  sucesión.  Concedíanse  con  excesiva  frecuencia  cuantas 
veces  las  pedía  un  canónigo,  un  párroco,  anciano  o  enfermo;  y  había  que 
pagar  por  ellas  considerables  componendas.  Como  estaban  reservadas  a  la 
Santa  Sede,  la  Dataría  proveía  por  este  medio  las  principales  dignidades  de 
los  Cabildos,  substrayéndolas  a  los  Obispos.  Además,  como  la  concesión  de 
las  coadjutorías  requería  cuantiosa  componenda,  resultaba  que  las  preben- 
das más  pingües  se  hacían  patrimonio  perpetuo  de  determinadas  familias 
acomodadas. 

Con  la  práctica  frecuente  de  las  resignas  y  coadjutorías,  se  suprimía  el 
concurso  a  parroquias;  que,  aunque  hoy  en  el  Código  Canónico  no  goza  del 
favor  del  derecho,  no  siendo  el  método  preferido  para  conocer  la  aptitud 
de  los  candidatos  (can.  459),  entonces  se  consideraba  necesario.  Por  otra 
parte,  los  patronos  laicos  presentaban  para  las  parroquias  a  "sus  criados, 
que  siempre  han  vivido  y  vestido  como  seculares;  y  tan  ignorantes,  que  des- 


(11)    Madrid,  Archivo  ílislórico  Nación.  Ms.  :U06,  156,  I,  4. 
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de  el  día  de  la  presentación  comienzan  a  estudiar  algo  para  el  examen,  y 
así  salen  unos  párrocos  idiotas  y  de  costumbres  aseglaradas"  (Rávago, 
lug.  citJ. 

A  estos  inconvenientes  en  la  provisión  de  los  beneficios  se  añadía  el  na- 
cido de  las  cédulas  bancarias.  Una  decisión  de  la  Rota  privaba  del  derecho 
al  beneficio  a  los  pretendientes  que  se  negasen  a  pagar  las  pensiones  im- 
puestas por  la  Dataria.  Así  se  proveía  en  otro  que  admitiese  pagar  la  pen- 
sión, quedando  libre  del  concurso  (12).  De  esta  manera  no  faltaba  quien 
no  pudiendo  entrar  en  el  beneficio  por  la  puerta  del  examen,  obtenía  por 
este  procedimiento  la  posesión  de  la  parroquia  il3). 

Mas  entre  todos  los  males  nacidos  de  estos  abusos  el  más  pernicioso  era 
la  desacertada  designación  de  los  pastores  de  almas.  Como  la  mayor  parte 
de  los  beneficios  se  proveían  en  Roma,  allá  acudían  de  toda  España  multi- 
tud de  pretendientes,  que  los  testimonios  de  la  época  hacen  oscilar  entre 
seis  y  ocho  mil. 

De  éstos  escribía  Rávago  :  "Los  que  van  a  Roma  a  pretenderlas  (las  pro- 
visiones) son  regularmente  las  heces  de  España:  los  rudos,  los  desaplica- 
dos, los  que  acá  no  eran  capaces  de  seguir  una  carrera  regular,  y  otros 
díscolos  y  viciosos.  Estos  son  los  que  allá  van;  y  si  van  malos,  vuelven  peo- 
res, porque  en  8,  10.  12  y  15  años  de  ociosidad  en  Roma,  añaden  a  los  vicios 
que  tenían,  otros  muchos"  (lug.  cit.  Ms.  3406,  35.  f.  1  v.). 

Añádase  que  la  Dataría  precisaba  regirse  en  la  distribución  de  los  bene- 
ficios, por  meras  referencias  o  informes,  los  cuales  con  frecuencia  eran  defi- 
cientes; ni  era  fácil  a  los  Obispos  informarse  de  sujetos  que  llevaban  en 
Roma  tantos  años. 

Cumo  remedio  a  estos  males,  de  las  reservas,  ya  desde  el  siglo  xvii  en 
los  Memoriales  dirigidos  a  Roma  venía  insinuándose  el  Concordato,  a  seme- 
janza del  alemán  y  el  francés:  en  los  que  se  suprimieron  o  amúnoraron  las 
reservas  papales. 

Este  por  fin  fue  el  objeto  directo  del  Concordato  de  Benedicto  xrv,  la 
supresión  de  las  reservas.  En  él  no  se  concede  a  los  Reyes  de  España  el 
patronato  universal  sobre  los  beneficios.  De  intento  se  dice  pretendido  regio 
patronato  universal  (art.  1).  Si  se  concede  el  "derecho  universal  de  nom- 
brar y  presentar"  es  insistiendo,  no  en  el  patronato  universal,  sino  refirién- 
dose a  las  reservas  pontificias  (art.  13\  subrogando  Su  Santidad  al  Rey  Ca- 
tólico el  derecho  que  per  razón  de  las  reservas  tenía  la  Santa  Sede  de  con- 
ferir los  beneficios  cart.  14). 

De  suerte  que  ni  fue  un  derecho  universal  de  presentación,  puesto  que 
sólo  alcanzó  a  aquellos  beneficios  que  estaban  reservados  a  la  Santa  Sede, 
exceptuando  52:  ni  se  reconoció  comio  basado  en  los  derechos  de  conquista, 
de  fundación  y  dotación  de  los  beneficios,  que  es  el  fundamento  del  dere- 
cho de  patronato  (can.  1448):  sino  que  fue  una  concesión  gratuita  de  la 
Santa  Sede  (arts.  6.  13). 

Todo  el  contenido  del  Concordato  puede  resumirse  en  esta  fórmula:  Abo- 
lición de  las  reservas  apostólicas,  así  en  la  provisión  de  los  beneficios  (ar- 
tículos 13-14),  como  en  la  percepción  de  los  frutos  beneficíales  (art.  15,  17-21). 


(12)  Rota.  Decis.  48.  p.  1. 

(13)  Práctica  heneficial  de  la  Embajada  de  España.  Ms.  72  f.  131  v. 
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Las  provisiones  reservadas  al  Papa  las  harían  los  Obispos,  previa  pre- 
sentación de  las  personas  por  el  Rey;  quedando  reservados  a  la  libre  cola- 
ción de  la  Santa  Sede  52  beneficios.  Los  beneficios,  que  en  virtud  del  Con- 
cordato pasaban  a  la  provisión  del  Rey,  excedían  la  cifra  de  50.000. 

Por  lo  que  toca  a  la  reserva  de  los  frutos,  suprimiéronse  las  pensiones, 
las  cédulas  bancarias,  los  espolios  y  las  vacantes,  las  annatas  y  las  compo- 
nendas. De  las  reservas  de  frutos  sólo  quedaron  a  la  Santa  Sede  las  expe- 
diciones de  las  bulas  de  los  Obispados,  monasterios  y  beneficios  consisto- 
riales. 

Era  preciso  compensar  de  algún  modo  las  pérdidas  que  con  esto  sufría 
la  Santa  Sede.  Tal  compensación  quedó  bastante  reducida. 

El  Concordato  de  1753,  escribe  el  P.  Portillo,  fue  un  duelo,  si  no  parece 
demasiado  atrevida  la  frase,  entre  el  Papa  y  el  Auditor  Figueroa...  Exami- 
nadas las  cosas  habrá  razón  para  ver  en  el  Concordato  un  triunfo  del  rega- 
lismo  en  España. 

A  la  verdad  no  son  pocos  los  que  tachan  a  Benedicto  XIV  de  demasiado 
indulgente  con  los  Príncipes.  "Este  brillante  pontificado,  afirma  Hergen- 
ROTHER  (14),  tuvo  SU  claro-oscuro  en  las  excesivas  complacencias  que  Be- 
nedicto guardó  a  los  Gobiernos,  y  en  las  numerosas  transacciones  operadas 
con  el  solo  objeto  de  orillar  las  dificultades  del  momento,  que  nunca  resol- 
vían las  cuestiones  de  una  manera  definitiva." 

En  un  manuscrito  hallado  por  el  P.  Portillo  en  Roma  se  leen  estas  pa- 
labras: "Guardan  hasta  ahora  (8  de  mayo  1858)  las  plumas  poéticas  pro- 
fundo silencio,  no  habiéndose  encontrado  sino  la  siguiente  inscripción: 
''Benedictus  XIV,  in  folio  Vir  bonus.  In  solio  bonus  Vir".  Moroni,  en  su  Dic- 
cionario copió  el  conocido  epigrama:  ''Máximas  in  folio,  minimus  in  solio". 

Grande  fue,  en  efecto.  Benedicto  XIV  como  sabio,  muchísimos  folios  lle- 
nan sus  doctos  escritos.  Y  aun  en  el  pontificado,  en  el  solio  pontificio  no 
fue  tan  pequeño  como  significan  esos  pasquines. 

El  P.  Lamadrid,  escritor  de  la  Historia  del  Concordato  de  1753,  no  le 
juzga  tan  desfavorablemente.  Haciéndose  cargo  de  las  circunstancias:  la 
necesidad  real  y  verdadera  de  acabar  con  los  abusos  que  ocasionaban  las 
reservas  pontificias;  el  peligro  de  ruptura  violenta  de  España  con  la  Santa 
Sede  en  aquel  agudo  período  de  regalismo;  y  hasta  la  poca  fidelidad  que 
guardó  al  Papa  su  Secretario  de  Estado  el  Cardenal  Valenti,  poniéndose  de 
parte  del  Gobierno  español;  el  P.  Lamadrid,  considerando  todo  esto,  ter- 
mina: "A  pesar  de  sus  defectos,  creemos  que  el  Concordato  de  1753  fue  un 
acierto.  Estableció  la  armonía  entre  la  Santa  Sede  y  la  Monarquía  española, 
que  entonces  significaba  la  mitad  de  la  Iglesia;  y  alejó  un  peligro,  que,  si 
no  inminente,  no  dejaba  de  preocupar  seriamente  a  la  Santa  Sede  y  a  la 
España  católica"  íp.  145). 

104.  Concordato  de  1851.  Pasamos  por  alto  otros  documentos  pon- 
tificios, relativos  a  España,  como  el  Breve  de  Clemente  XIII,  18  dic.  1766, 
sobre  las  facultades  del  Nuncio;  el  de  Clemente  XIV,  26  mar.  1771,  sobre  el 
tribunal  de  la  Rota;  el  del  mismo  Papa,  12  set.  1772,  sobre  reducción  del 
derecho  de  asilo.  Acerquémonos  al  más  importante  de  nuestros  Concorda- 
tos pasados,  el  de  1851. 


(14)    Historia  Eclesiástica,  V,  667. 
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Historia  externa.  Angustiosa  era  la  situación  de  la  Iglesia  española  en 
la  primera  mitad  del  siglo  xix.  Aún  no  habían  terminado  las  gloriosas  haza- 
ñas de  nuestra  guerra  de  la  Independencia  contra  el  ejército  invasor  de  Na- 
poleón, iniciadas  con  la  heroica  gesta  del  dos  de  Mayo  de  1808  en  Madrid, 
cuando  las  ideas  francesas  de  Voltaire  y  de  los  Enciclopedistas,  que  ya  de 
antes  habían  inficcionado  a  nuestro  pueblo,  dieron  sus  amargos  frutos.  Las 
Cortes  de  Cádiz,  1810,  dieron  a  España  la  Constitución  impía  de  1912,  en 
que  se  proclamaron  los  principios  del  liberalismo.  Las  corrientes  francesas 
se  nos  presentan  en  esta  época  bajo  las  formas  de  una  "heterodoxa  polí- 
tica, o  lo  que  es  igual,  de  una  libertad  falsificada,  política  sin  Dios  o  natu- 
ralismo político"  (15). 

Al  iniciar  su  regencia  María  Cristina  de  Ñapóles  en  nombre  de  su  hija 
la  Reina  Isabel  II,  el  Ministro  Zea  Bermúdez,  en  el  manifiesto  de  4  oct.  1833, 
prometió  que  "la  religión,  su  doctrina,  sus  templos  y  sus  ministros  serían 
el  primer  cuidado  del  Gobierno". 

Falsas  promesas:  dos  años  más  tarde,  la  Reina  regente,  en  el  decreto 
de  8  de  mar.  1836,  anunciaba  la  supresión  de  las  Ordenes  religiosas  y  la 
incautación  de  sus  bienes.  El  pueblo  fue  lanzado  a  una  feroz  guerra  civil, 
en  la  que  se  cometieron  los  mayores  atropellos  contra  la  Iglesia,  y  los  más 
horrendos  crímenes;  guerra  a  la  que  Menéndez  Pelayo  llama  "guerra  de 
tribus  salvajes  lanzadas  al  campo  en  las  primitivas  edades  de  la  historia, 
guerra  de  exterminio  y  asolamiento,  de  degüello  y  represalias  feroces".  La 
quema  de  conventos  en  diversas  ciudades,  la  matanza  de  frailes  en  Madrid, 
llamada  por  el  protestante  Usoz  "pecado  de  sangre"  (1834),  bajo  el  pretexto 
de  que  envenenaban  las  fuentes,  etc.,  fueron  los  primeros  frutos  del  libera- 
lismo cosechados  bajo  la  regencia  de  María  Cristina  (16). 

Las  Cortes  de  1834  no  sólo  aprobaron  tamaños  atropellos,  sino  que  de- 
cretaron por  unanimidad  la  abolición  del  Voto  de  Santiago,  legitimaron  las 
compras  y  ventas  de  bienes  de  la  Iglesia  hechas  desde  1820-23  y  aplicaron 
los  productos  del  despojo  eclesiástico  a  la  extinción  de  la  deuda  pública. 
Con  qué  cinismo  se  expresaba  el  Ministro  Ochoa,  a  propósito  de  la  ley 
desamortizadora :  "Señores,  dicen  que  se  traiga  una  bula  del  Papa.  Yo  no  me 
opondré  a  que  se  solicite  una  bula  de  Su  Santidad,  pero  si  la  Corte  de  Roma 
no  quiere  dar  esa  bula,  entonces  la  daré  yo." 

En  1831  se  dio  la  ley  de  extinción  de  las  Ordenes  religiosas,  en  cuya  dis- 
cusión se  manejaron  las  más  falsas  y  burdas  acusaciones  contra  ellas. 

Para  realizar  la  desamortización  de  los  bienes  de  la  Iglesia,  de  aquel 
sacrilego  latrocinio,  en  frase  de  Menéndez  Pelayo,  t.  6,  1.  8,  c.  1,  pp.  231,  236-7, 
el  hombre  llamado  fue  el  Ministro  Mendizábal.  Por  ley  de  19  de  febrero  1836 
se  pusieron  en  venta  todos  los  bienes  raíces  que  hubieren  pertenecido  a  co- 
munidades religiosas.  Por  decretos  de  5  y  9  de  marzo  de  1837  se  suprimie- 
ron definitivamente  todos  los  conventos  de  frailes,  a  excepción  de  los  esco- 
lapios y  de  San  Juan  de  Dios;  se  redujo  el  número  de  monjas,  etc. 

Extinguidas  las  Ordenes  religiosas  e  incautados  sus  bienes,  prosigue  la 
realización  del  programa  liberal.  Las  Cortes,  en  29  de  julio  de  1837,  supri- 
men los  diezmos  y  primicias  que  se  pagaban  en  favor  de  la  Iglesia;  se  de- 


(15)  Heterodoxos,  vol.  6,  c.  1,  p.  216. 

(16)  Id.,  p.  224  sigs. 
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claran  propiedad  de  la  nación  todos  los  bienes  del  clero  secular.  Se  aplicó  al 
tesoro  público  para  gastos  de  guerra  las  alhajas  de  oro  y  plata,  joyas  y  pe- 
drería de  los  templos,  conventos,  hermandades,  etc.;  se  suprimieron  18  obis- 
pados y  128  colegiatas. 

Consumó  esta  obra  devastadora  el  General  Espartero,  que  obligó  a  abdi- 
car a  la  Regente,  María  Cristina,  declarándose  él  regente  (1840).  Muchos 
Obispos  fueron  encarcelados  y  otros  asesinados,  expulsado  el  Nuncio,  su- 
primido el  Tribunal  de  la  Rota;  y  llegó  la  Regencia  hasta  autorizar  al  Tri- 
bunal Supremo  civil  para  conceder  toda  clase  de  gracias  eclesiásticas.  Si- 
guióse una  nueva  ley  de  desamortización,  por  la  que  se  echaron  al  mercado 
todos  los  bienes  del  clero  secular  y  se  dejó  sin  efecto  la  ley  de  dotación  de 
culto  y  clero. 

La  guerra  de  sucesión  al  trono,  entre  carlistas  y  liberales  hacia  casi  im- 
posible el  ejercicio  del  Real  Patronato;  pues  llegó  a  ignorarse  quién  lle- 
garla a  ser  de  hecho  el  verdadero  Monarca,  pudiendo  suceder,  si  se  expedían 
las  bulas  a  los  presentados  por  ambos  pretendientes,  que  al  terminar  la 
guerra  hubiese  dos  Obispos  en  una  misma  sede.  Por  lo  cual  el  Papa  se  negó 
a  expedirlas  a  los  presentados  tanto  por  D.  Carlos  como  por  D.^  Isabel. 
Esta  conducta  desagradó  al  Gobierno  de  la  Reina,  que  interrumpió  sus  rela- 
ciones con  Roma. 

Tan  angustiosa  fue  la  situación  de  la  Iglesia,  que  el  Papa  Gregorio  XVI, 
en  la  Encíclica  de  22  de  enero  de  1842,  exhortó  a  los  fieles  de  todo  el  mundo 
a  pedir  con  rogativas  o  preces  públicas  con  indulgencia  plenaria  por  la  Igle- 
sia española. 

La  preocupación  del  Papa  se  retrata  en  la  alocución  que  Pío  IX,  a  raíz 
del  Concordato  de  1851,  dirigió  a  los  Cardenales  en  el  Consistorio  del  15  de 
setiembre : 

"Xo  ignoráis  con  qué  solicitud  y  celo  Nuestro  predecesor  Gregorio  XVI, 
de  santa  memoria,  se  esforzó  por  medio  de  reclamaciones,  quejas,  ruegos, 
y  por  todos  los  medios  que  estaban  a  su  alcance,  en  dar  socorro  a  la  reli- 
gión en  aquel  país  y  en  reparar  sus  ruinas. 

"Elevado...  al  cargo  que  ocupaba  Nuestro  predecesor,  nuestros  primeros 
pensamientos,  nuestros  primeros  cuidados  se  consagraron  a  esa  nación 
tan  querida,  a  fin  de  restablecer  en  ella,  hasta  donde  fuese  posible,  y  de 
una  manera  conforme  a  los  sagrados  cánones  las  cosas  eclesiásticas,  y  curar 
las  heridas  que  tenía  abiertas  la  Iglesia"  (17). 

Tan  violenta  texitura  todos,  incluso  los  liberales,  la  veían  ya  perjudicial 
aun  para  el  régimen  político  no  estabilizado.  Urgía,  pues,  restablecer  las 
relaciones  con  la  Santa  Sede. 

Gestión  del  Concordato.  Declarada  la  mayor  edad  de  la  Reina  Isabel  II 
por  las  Cortes  el  8  de  noviembre  de  1843,  el  Gobierno  quiso  reanudar  las 
relaciones  con  Roma,  a  fin  de  obtener  el  reconocimiento  de  la  Reina  y  con- 
certar un  Concordato  (18).  Envió  allá  a  D.  José  Castillo  y  Ayensa,  hombre 


(17)  Lafuentk,  //í.s/.  Ecles.  de  Esp.,  t.  6,  c.  9,  p.  2;H). 

(18)  (Bastillo  y  Ayknsa,  Ilisloria  rrílicd  de  /r/.s  negociaciones  con  Roma,  desde 
la  muerte  del  Re]j  I).  Fernando  VII,  IVhulrid,  1859.  Esta  obra  fue  redactada  en  1850, 
no  alcan/aiido  por  tanto  el  resultado  de  la  negociación  del  Cloncordato.  Los  datos 
de  Castillo  y  Ayensa  se  completan  con  la  obra  de  Becker,  Relaciones  diplomáticas 
entre  Esjxiña  ¡j  la  Santa  Sede  durante  el  siqlo  XIX,  Madrid,  1908;  y  el  resumen 
de  PosTius,  en  el  Códiuo  Canónico  aplicado  a  España,  Madrid,  1926,  pp.  284-326. 
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''conciliador  y  culto",  al  decir  de  Menéndez  Pelayo,  p.  271.  A  pesar  de  las 
buenas  disposiciones  del  Gobierno,  no  fue  al  Papa  fácil  acceder  a  sus  pre- 
tensiones y  procuró  diferir  el  reconocimiento  de  la  Reina  y  la  estipulación 
del  Concordato,  por  no  estar  garantizada  la  estabilidad  de  las  cosas.  Uni- 
camente accedió  a  remediar  las  más  perentorias  necesidades,  como  el  nom- 
bramiento de  Obispos. 

Para  allanar  las  dificultades  fueron  dándose  leyes  oportunas.  Por  de- 
creto de  20  de  febrero  1844  se  restableció  la  Rota;  por  otros  se  autorizó  a 
los  Prelados  para  conferir  órdenes  y  proveer  curatos,  se  permitió  el  libre 
curso  de  preces  a  Roma;  el  decreto  de  13  de  agosto  suspendió  la  venta  de 
bienes  del  clero.  Por  fin  la  Constitución  aprobada  el  4  de  diciembre  declaró 
la  unidad  religiosa. 

Con  esto  Castillo  y  Ayensa  logró  firmar  con  el  Cardenal  Lambruschini, 
el  Concordato  de  27  de  abril  de  1845;  pero  el  Gobierno  se  negó  a  ratificarle 
por  no  ajustarse  a  las  instrucciones  dadas  a  Castillo.  Las  nuevas  negocia- 
ciones se  retardaron  por  la  muerte  de  Gregorio  XVI,  el  6  de  junio  de  1846. 

Con  la  elección  de  Pió  IX  se  reanudan;  el  Gobierno  propone  otro  pro- 
yecto de  Concordato  en  1846.  A  Castillo  y  Ayensa  sucede  en  las  negociacio- 
nes Martínez  de  la  Rosa.  En  1847  vino  a  España  como  delegado  del  Papa 
Monseñor  Brunelli,  y  nombrándose  una  junta  mixta  de  personas  designa- 
das parte  por  el  delegado,  parte  por  el  Gobierno,  se  redactó  y  publicó  en 
8  de  mayo  de  1849  una  ley  con  cinco  bases,  con  arreglo  a  las  cuales  se  auto- 
rizó al  Gobierno  para  negociar  un  Concordato. 

Llevó  las  negociaciones  por  parte  de  España  el  Marqués  de  Pidal,  Mi- 
nistro de  Estado;  pero  cuando  estaba  a  punto  de  firmarse  el  tratado,  cayó 
el  Gobierno  de  Narváez,  sustituyéndole  el  de  Bravo  Murillo;  siendo  nom- 
brando nuevo  plenipotenciario  por  parte  de  España  Beltrán  de  Lis,  quien 
con  el  ya  Nuncio  Brunelli  firmó  el  Concordato  a  16  de  marzo  de  1851.  Fue 
ratificado  en  dos  fechas  de  abril  distintas  por  parte  de  la  Santa  Sede  y  del 
Gobierno,  y  publicado  como  ley  del  Reino  en  la  Gaceta  del  12  de  mayo. 

105.  Contenido  del  Concordato  de  1851.  He  aquí  un  desnudo  compendio 
de  sus  46  artículos  : 

1.*^  Conservación  de  la  religión  católica,  apostólica,  romana  en  Espa- 
ña. 2.°  Institución  pública  conforme  a  la  doctrina  católica.  3.°  Conside- 
raciones a  Prelados  y  auxilios  que  debe  prestarles  el  Gobierno  para  conser- 
var las  buenas  costumbres  e  impedir  la  circulación  de  libros  malos.  4.°  Li- 
bertad eclesiástica  de  los  Obispos  y  del  clero.  5.°  Nueva  división  y  cir- 
cunscripción de  diócesis.  6.°  Dependencia  de  las  diócesis  sufragáneas  de 
sus  respectivos  metropolitanos.  7.°  La  demarcación  de  las  diócesis  se  hará 
por  el  Nuncio  entendiéndose  con  el  Gobierno.  8.*^  Cesan  las  exenciones 
de  los  obispados  de  León  y  Oviedo,  y  quedan,  como  todos,  sujetos  a  sus  me- 
tropolitanos. 9.0  Se  erige  el  Priorato  de  las  Ordenes  Militares.  10.°  Ce- 
sará la  jurisdicción  que  ejercían  algunos  Prelados  sobre  territorios  enclava- 
dos dentro  de  las  diócesis  de  otros.  11.°  Jurisdicciones  privilegiadas  y 
exentas.  12.°  Se  suprimen  la  Colecturía  general  de  Espolios  y  el  Tribunal 
de  la  Gracia  del  Excusado.  13.°  Dignidades  que  forman  el  Cabildo  en  las 
iglesias  catedrales.  14.°  Funciones  y  prerrogativas  de  los  Prelados  en  los 
Cabildos.  15.°  Limitación  de  las  atribuciones  de  los  Cabildos  catedrales. 
16.°  Beneficiados  o  capellanes,  ministros  y  dependientes  de  las  iglesias  ca- 
tedrales. 17.°  Número  de  capitulares  y  beneficiados  que  habrá  en  las 
iglesias  metropolitanas  y  sufragáneas.  18.°  Provisión  de  los  beneficios. 
19.°    Incompatibilidad  de  obtener  beneficios  los  que  al  mismo  tiempo  ten- 
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gan  cargos  o  comisiones  que  les  obliguen  a  residir  en  otras  partes.  20.°  Nom- 
bramientos de  Vicarios  capitulares  y  facultades  de  los  mismos.  21.°  Capi- 
llas y  colegiatas  que  se  conservan.  22.°  Cabildos  de  las  colegiatas.  23.°  Las 
reglas  establecidas  para  las  iglesias  catedrales  son  aplicables  a  las  colegia- 
tas. 24.°  Arreglo  y  demarcación  parroquial.  25.°  Reglas  para  los  curatos. 
26.°  Provisión  de  curatos.  27.°  Se  respetarán  los  derechos  de  los  actuales 
poseedores  de  prebendas  y  beneficios.  28.°  Establecimiento  de  seminarios. 
29.°  Establecimiento  de  ciertas  casas  y  Congregaciones  religiosas.  30.°  Ca- 
sas religiosas  de  mujeres.  31.°  Dotación  de  los  Prelados.  32.°  Dotación 
de  las  dignidades,  canónigos,  beneficiados  y  capellanes.  33.°  Dotación  de 
los  curas,  coadjutores  y  ecónomos.  34.°  Asignación  para  el  culto  de  las 
iglesias.  35.°  Asignación  para  los  seminarios;  venta  de  bienes  de  comu- 
nidades religiosas  y  su  conversión  en  inscripciones  del  3  por  100.  36.°  Au- 
mento de  las  dotaciones  indicadas.  37.°  Empleo  de  las  rentas  de  los  obis- 
pados, canonjías  y  dignidades  vacantes.  38.°  Fondos  para  la  dotación  del 
culto  y  clero,  devolución  de  bienes  no  vendidos.  39.°  Cumplimiento  de 
cargas  sobre  bienes  eclesiásticos.  40.°  Propiedad  de  la  Iglesia;  bula  de 
la  Cruzada.  41.°  Derecho  de  la  Iglesia,  de  adquirir.  42.°  Sanación  de 
las  ventas  de  bienes  enajenados.  43.°  Observancia  de  la  disciplina  ecle- 
siástica. 44.°  Salvedad  de  las  prerrogativas  de  la  Corona  y  confirmación 
del  Concordato  de  1753.  45.°  Revocación  de  las  disposiciones  opuestas  al 
presente  Concordato,  y  promesa  de  cumplirle.  46.°  Canje  de  las  ratifica- 
ciones. 

Como  se  ve,  el  Concordato  de  1851  es  de  índole  general  concertándose 
puntos  sobre  las  más  variadas  materias.  Pero  los  puntos  en  que  más  se  ex- 
tiende son  los  relativos  a  los  beneficios  y  bienes  eclesiásticos. 

106.  Vicisitudes  del  Concordato  de  1851.  1.°  Llevaba  poco  más  de 
tres  años  de  vigencia,  cuando  sobrevino  la  revolución  de  1854,  con  Espar- 
tero, y  al  nefasto  bienio,  señalado  por  las  violencias,  más  la  nueva  ley 
desamortizadora  de  1.°  de  mayo  de  1855,  y  la  ruptura  de  relaciones  con  Roma 
en  julio  del  mismo  año.  Con  todo,  el  Gobierno  tiene  empeño  en  demostrar 
que  no  ha  infringido  el  Concordato. 

Al  año  siguiente  O'Donell,  libre  de  Espartero,  inicia  una  política  más 
moderada,  que  consolida  Narváez,  derogando  las  disposiciones  legales  con- 
trarias al  Concordato;  tanto  que  Isabel  II,  en  su  discurso  de  la  Corona  a 
las  Cortes  de  1.°  de  mayo  1857,  afirma  que  "se  ha  restablecido  en  toda  su 
fuerza  y  vigor,  como  lo  exigían  mi  real  palabra  y  religiosidad,  el  Concor- 
dato celebrado  con  la  Santa  Sede". 

Sin  embargo,  las  leyes  desamortizadoras  de  Espartero  dejaron  su  huella 
en  el  régimen  concordatario;  el  Convenio-ley  de  Conmutación  de  bienes 
eclesiásticos  (1860)  y  el  de  Capellanias  (1867)  las  tuvieron  en  cuenta. 

2.°  Más  grave  crisis  sufrió  el  Concordato  con  la  revolución  septembrina 
de  1868,  que  destronó  a  Isabel:  a  lo  largo  de  los  seis  años  siguientes  se  pro- 
ducen vertiginosos  cambios  políticos;  Gobierno  provisional  presidido  por 
el  General  Serrano,  bienio  de  reinado  de  Amadeo  de  Saboya,  primera  repú- 
blica anárquica  de  once  meses  de  vida.  Política  anticatólica,  ruptura  de 
relaciones  con  la  Santa  Sede  y  asalto  y  desvalijamiento  de  la  Nunciatura; 
toda  suerte  de  violencias  por  parte  del  populacho  y  del  Gobierno. 

La  Constitución  del  69  echó  por  tierra  los  principios  concordatarios,  de- 
clarando la  libertad  de  cultos.  Los  proyectos  de  ley  de  1870  y  1873  planea- 
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ron  la  separación  de  la  Iglesia  y  del  Estado  (19).  Con  todo  de  vez  en  cuando 
se  intenta  la  observancia  del  Concordato,  Castelar,  el  último  presidente  de 
la  República  (en  once  meses  de  vida  tuvo  cuatro  presidentes),  inició  al- 
guna aproximación  a  Roma. 

A  fines  de  1874  se  restaura  la  Moiiarquía  con  Alfonso  XII,  el  cual  reanu- 
dó las  relaciones  con  la  Santa  Sede,  dándose  por  supuesta  por  ambas  partes 
la  vigencia  del  Concordato. 

3."  La  tercera  crisis  fue  la  de  la  República  de  1921,  que  hizo  tabla  rasa 
del  Concordato,  con  su  Constitución  9  dic.  1931,  y  con  leyes  complemen- 
tarias. 

No  se  hizo  pública,  si  hubo  denuncia  del  Concordato,  por  parte  de  la 
Santa  Sede  al  Gobierno.  Al  Excmo.  D.  Fidel  Garda,  Obispo  de  Calahorra, 
olmos  que  él  mismo  recibió  una  Circular  de  la  Nunciatura  en  que  se  decía 
que  si  se  aprobaba  la  ley  de  Confesiones  y  Congregaciones  Religiosas,  la 
Santa  Sede  por  el  mero  hecho  daba  por  caducado  el  Concordato.  La  Ley 
se  dio  el  2  de  junio  de  1933.  Sin  embargo,  el  Ministro  de  Asuntos  Exterio- 
res, Martín  Artajo,  en  1954  informó  al  Excmo.  Sr.  López  Ortiz,  Obispo  de 
Túy.  que  en  el  Archivo  General  de  su  Ministerio  no  aparece  que  en  tiempo 
de  la  República  hubiese  canje  de  notas  o  escrito  relativo  al  término  del 
Concordato  (20). 

En  1933  proveyó  el  Papa  obispados  sin  intervención  del  Gobierno;  pero 
esto  no  prueba  que  hubiese  caducado  el  Concordato;  también  se  hizo  así 
en  la  primera  República,  y  sin  embargo  se  consideró  vigente.  Tampoco  prue- 
ba su  vigencia  el  hecho  de  que  el  Papa  enviase  al  Presidente  el  birrete  car- 
denalicio, para  que  le  impusiese  a  los  Cardenales,  privilegio  que  tenía 
el  Rey. 

Derrocada  la  República  e  instalado  el  Gobierno  católico  del  Generalísimo 
Franco  (1936)  la  Santa  Sede  procedió  como  si  hubiese  cesado  el  Concordato; 
v.  gr.,  nombrando  Obispos  sin  previa  presentación  del  Jefe  del  Estado,  aun- 
que previa  inteligencia  del  representante  de  la  Santa  Sede  con  el  Genera- 
lísimo. La  cesación  se  supone  manifiestamente  en  el  Convenio  de  7  de  junio 
1941  sobre  provisión  de  obispados.  Dícese  en  el  n.  9:  "Entre  tanto  se  llega 
a  la  conclusión  de  un  nuevo  Concordato,  el  Gobierno  español  se  compro- 
mete a  observar  las  disposiciones  contenidas  en  los  cuatro  primeros  ar- 
tículos del  Concordato  del  año  1851".  Luego  en  cuanto  a  los  demás  artículos 
se  considera  caducado;  y  los  cuatro  primeros  quedan  vigentes,  no  en  vir- 
tud del  pacto  de  1851,  sino  por  el  mencionado  convenio  de  1941. 

Modificaciones  e  intentos  de  reforma  del  Concordato.  Las  principales  le- 
yes complementarias,  y  hasta  cierto  punto  modificativas  del  Concordato  de 
1851,  fueron  el  decreto-ley  de  conmutación  de  bienes  eclesiásticos  25  ag. 
1859,  4  abr.  1860;  y  el  de  capellanías  24  jun.  1867. 

Sobre  la  situación  legal  de  los  Institutos  religiosos  suscitáronse  enojosas 
cuestiones  relativas  al  art.  29  del  Concordato ;  pretendiendo  muchos  que  sólo 
estaban  admitidos  los  Paúles,  los  Oratorianos  y  otra  Orden  que  cada  Obispo 
prefiriese  en  su  diócesis.  Ya  en  1867  se  trató  de  una  modificación  del  Con- 
cordato para  hallar  solución.  La  discusión  se  agrió  a  principios  del  siglo  xx, 
en  que  los  Gobiernos  liberales  intentaron  medidas  vejatorias. 

El  Presidente  Sagasta  envió  a  Roma  una  radicalísima  reforma  áe\  Con- 


(19)  Lafuente,  Histor.  Ecles.  de  Esp.,  IV,  1875,  pp.  454-61. 

(20)  La  Facultad  de  Der.  de  Madr.  El  Concord.  de  1953.  p.  48. 
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cordato,  con  26  bases,  que  se  concretaba  en  dos  puntos:  arreglo  del  servicio 
eclesiástico,  y  situación  jurídica  de  las  Ordenes  religiosas.  La  cuestión  de 
los  religiosos  se  solucionó  provisionalmente  por  el  modus  vivendi,  9  de  abril 
1902,  entre  el  Nuncio  y  el  Ministro  de  Estado;  y  luego  por  el  Convenio  entre 
Pío  X  y  Alfonso  XIII,  22  de  junio  1904.  La  pretendida  reducción  de  diócesis 
y  del  personal  eclesiástico,  para  aliviar  el  presupuesto  del  culto  y  clero,  no 
llegó  a  concertarse. 

107.  La  rotura  del  Concordato  de  1851  por  la  segunda  República  la 
condenaban  oradores  parlamentarios  de  varios  matices,  ya  desde  la  discu- 
sión del  proyecto  de  Constitución: 

"Hay  un  convenio,  exclamaba  el  diputado  radical,  sacerdote  D.  Basilio 
Alvarez,  en  la  sesión  de  las  Cortes  de  28  de  agosto  de  1931,  existe  un  Con- 
cordato. ¿No  se  está  conforme?  A  denunciarlo,  como  hacen  los  caballeros, 
como  hace  la  gente  hidalga,  reemplazar  las  obligaciones  por  su  sustitutivo.'* 

El  pretexto  por  alguien  alegado  (D.  Miguel  Maura,  la  Srta.  Clara  Cam- 
poamor)  para  cohonestar  esa  deslealtad  a  lo  convenido,  a  saber,  que  con 
el  cambio  de  régimen  caducó  el  Concordato,  porque  era  un  pacto  con  el 
trono  y  no  con  la  nación;  este  pretexto  ya  vimos  y  demostramos  cuan 
inconsistente  es. 

Hermosamente  lo  escribió  Ossorio  Gallardo,  en  un  artículo  publicado 
en  la  revista  Ahora,  de  24  en.  1933;  abogando  por  la  paga  de  los  curas,  con- 
signada en  el  Concordato: 

"Pero  mientras  tanto,  ¿qué  hacemos  de  los  curas?  Esos  sacerdotes  son 
hermanos  nuestros,  que  tomaron  en  su  vida  el  rumbo  que  prefirieron,  no 
sólo  porque  asi  se  lo  recomendaba  su  vocación,  sino  amparados  en  las  leyes 
del  Estado.  Los  Concordatos,  su  derecho  complementario  y  el  Código  ca- 
nónico eran  leyes  del  reino,  como  la  de  Instrucción  pública  o  la  constitu- 
tiva del  Ejército  o  del  Código  Civil.  Detrás  de  ellas  operaba  la  seriedad  del 
Estado.  Y  ese  Estado,  que  es  uno  en  la  esencia  aunque  sea  vario  en  sus  for- 
mas a  través  del  tiempo,  no  puede  negar  ningún  compromiso  avalado  con 
su  firma.  La  República  paga  la  deuda  de  la  Monarquía,  cumple  los  contratos 
de  la  Monarquía,  tiene  como  metálico  los  billetes  con  la  efigie  del  Rey.  ¡Na- 
turalmente! Como  que  otra  cosa  sería  la  insolvencia  y  la  indecencia." 

La  nación  pagará  la  pena  de  la  infidelidad  de  sus  gobernantes.  Decía  el 
famoso  ministro  Moret,  testigo  por  cierto  nada  sospechoso  por  sus  ideas  libe- 
rales y  sus  tendencias  regalistas,  que  en  cierta  ocasión  le  aconsejó  el  célebre 
Presidente  del  Gobierno  francés  Clemenceau,  tan  poco  amigo  de  la  Iglesia, 
que  no  rompiese  el  Concordato,  porque  cuantas  veces  le  rompió  Francia, 
otras  tantas  tuvo  que  arrepentirse  de  ello. 

108.  Ansias  de  nuevo  Concordato.  Intentar  un  nuevo  Concordato, 
ese  era  el  camino  para  arreglar  las  diferencias  entre  la  Iglesia  y  el  Estado, 
en  paz  y  en  justicia,  que,  como  cantó  el  Profeta  Rey,  se  dan  ósculo  de  amis- 
tad (Salmo  84,  11). 

No  son  tan  recientes  ya  las  tentativas  de  un  Concordato  nuevo  o  por  lo 
menos  de  reformar  el  que  todavía  estaba  de  derecho  vigente  a  pesar  de 
las  violaciones.  Muchas  gestiones  se  realizaron  en  el  último  año  del  pasado 
siglo  y  en  los  primeros  del  presente,  para  llevarlo  a  efecto.  Las  iniciativas 
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partieron  entonces  del  Gobierno  español,  secundólas  la  Santa  Sede  y  llegóse 
a  firmar  un  convenio  de  cinco  bases  entre  los  plenipotenciarios,  el  Nuncio 
Rinaldini  y  el  Conde  de  Rodríguez  San  Pedro  en  Madrid  a  12  de  julio  de 
1904,  aunque  tal  Concordato  nuevo  o  reforma  no  llegó  a  realizarse. 

Los  avezados  a  resolver  y  manejar  la  legislación  eclesiástica  española, 
al  ver  los  rasguños  que  había  recibido  nuestro  derecho  concordado,  estába- 
mos también  deseosos  de  un  Concordato  nuevo.  Años  antes  del  advenimiento 
de  la  segunda  República  hablábamos  sobre  este  punto,  con  el  entonces 
Nuncio  Apostólico  Tedeschini,  y  ambos  conveníamos  en  la  conveniencia  de 
un  Concordato  más  adaptado  a  las  circunstancias  de  nuestros  tiempos,  ya 
que  el  que  teníamos  era  casi  centenario. 

Roto  después  por  el  Gobierno  de  la  República  el  Concordato  de  1851,  se 
hacía  apremiante  la  estipulación  de  uno  nuevo. 

Apremiante,  porque  en  verdad  el  antiguo  en  varios  puntos  resultaba  an- 
ticuado. Apremiante,  porque  ya  algunos  artículos  eran  letra  muerta  o  poco 
menos.  Apremiante,  porque  aun  las  cosas  que  de  él  conviniera  conservar 
venía  bien  que  se  ratificasen  y  confirmasen  y  remozasen  por  un  nuevo 
convenio.  Apremiante,  para  aclarar  dudas  que  con  mala  o  buena  intención 
se  hablan  ido  suscitando  en  el  correr  de  los  tiempos,  y  para  cuya  resolu- 
ción, según  el  art.  41,  debían  entenderse  amigablemente  ambas  partes  con- 
tratantes. Apremiante,  porque  el  sentimiento  católico  de  la  mayoría  de  los 
españoles  no  podía  reposar,  mientras  así  se  le  pisoteara. 

Apremiante  para  la  misma  paz  y  prosperidad  material  de  la  nación. 
¡Qué  paz  puede  haber  donde  existía  tal  pugna  de  las  leyes  civiles  impías 
e  injustas,  contra  las  leyes  y  derechos  de  Dios  y  de  su  Iglesia?  Y  si  el 
sapientísimo  rey  Salomón  dice  que  la  justicia  enaltece  a  las  naciones,  mien- 
tras que  el  pecado  hace  desgraciados  a  los  pueblos  (Proverbios,  14,  34),  ¿qué 
prosperidad  podría  esperarse  y  qué  miseria  no  podría  temerse  de  una  na- 
ción donde  reinaba  un  pecado  habitual  de  apostasía,  de  usurpación,  de 
injusticia  o  por  decirlo  con  las  palabras  de  Pío  XI  un  "colmo  de  todas  las 
iniquidades",  e  iniquidades  oficiales,  sancionadas  por  las  leyes?  (Encícl.  Ca- 
rissima  nobis). 

109.  El  Papa.  Se  imponía,  pues,  un  nuevo  Concordato;  y  el  Papa,  por 
medio  de  su  representante  en  España,  no  había  cesado  durante  la  persecu- 
ción religiosa  de  tender  la  mano  hacia  una  concordia,  cada  vez  que  amena- 
zaba una  nueva  ley  o  decreto  persecutorio.  Ved  cómo  lo  expresa  él  mismo 
en  la  Encíclica  del  3  de  junio,  a  raíz  de  la  ley  de  Congregaciones  religiosas: 
"No  hemos  dejado  de  hacer  presente  con  frecuencia  a  los  actuales  gober- 
nantes de  España,  según  nos  dictaba  nuestro  paternal  corazón,  cuán  falso 
era  el  camino  que  seguían,  y  recordarles  que  no  es  hiriendo  el  alma  del 
pueblo  en  sus  más  profundos  y  caros  sentimientos,  como  se  consigue  aquella 
concordia  de  los  espíritus,  que  es  indispensable  para  la  prosperidad  de  una 
nación". 

110.  Los  diputados  católicos.  Estas  ansias  de  un  nuevo  Concordato, 
que  fueron  las  del  Gobierno  español  a  principios  de  este  siglo,  que  la  Iglesia 
nunca  rehusó;  y  que  eran  también  entonces  los  deseos  de  ella;  fueron  an- 
sias manifestadas  repetidas  veces  por  diputados  de  todos  matices.  Ponga- 
mos como  ejemplo  entre  los  católicos  el  voto  particular  que  a  las  Cortes 
Constituyentes  presentaron  los  señores  Gil  Robles  y  Leizaola,  fecha  19  agos- 
to 1931,  contra  el  art.  24  del  proyecto  de  Constitución,  después  26: 
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A  las  Cortes  Constituyentes.  La  política,  ciencia  y  arte  de  Gobierno,  no 
puede  jamás  desconocer  la  realidad  social  sobre  la  cual  actúa.  Y  es  una  rea- 
lidad imposible  de  desconocer  o  negar  que  la  religión  católica  tiene  un  pre- 
dominio decisivo  en  la  conciencia  de  la  inmensa  mayoría  de  los  españoles; 
que  aparece  estrechamente  ligada  en  el  orden  meramente  humano,  es  uno 
de  los  factores  primordiales  de  la  vida  nacional. 

Esa  situación,  de  hecho  irrebatible,  ha  creado  vínculos  y  relaciones  jurí- 
dicas consolidadas  a  través  de  los  siglos,  y  que  el  Estado  m.ismo  ha  sancio- 
nado y  reconocido  en  pactos  solemnes,  que  una  parte  no  puede  romper  a 
su  antojo,  y  que,  por  el  contrario,  está  obligada  a  respetar,  por  esa  conti- 
nuidad política,  que  sobrevive  a  todos  los  cambios  de  régimen  en  todos  los 
países  civilizados. 

Es,  pues,  evidente  que  todo  lo  que  se  refiere  a  las  relaciones  del  Esta- 
do con  la  Iglesia,  debe  ser  resuelto  con  la  Santa  Sede,  por  vía  concor- 
dataria. 

Por  todas  estas  razones,  los  diputados  que  suscriben  tienen  el  sentimiento 
de  apartarse  del  criterio  de  sus  compañeros  de  Comisión  y  formular  el  voto 
particular  siguiente: 

Art.  24 :  Las  relaciones  del  Estádo  con  la  Iglesia  Católica,  profesada  por 
la  mayoría  de  los  españoles,  se  regularán  por  medio  de  un  Concordato  con 
la  Santa  Sede. 

111.  Los  políticos  de  izquierda,  Melquíades  Alvarez.  Uno  de  los  pa- 
ladines de  un  futuro  Concordato,  perteneciente  al  campo  no  de  las  derechas 
fue,  ¡quién  lo  dijera!,  don  Melquíades  Alvarez. 

"El  izquierdismo  de  don  Melquíades  Alvarez,  escribe  el  Debate,  16  mayo 
1933,  ha  tenido  siempre  una  nota  característica  de  singular  relieve,  el  anti- 
clericalismo. Su  heterodoxia  personal  y  política  ha  sido  por  desgracia  co- 
nocida de  todos,  y  no  sabemos  que  en  este  orden  de  ideas  el  señor  Alvarez 
haya  mudado  de  pensamiento". 

"Pues  bien,  este  hombre  laico  toda  su  vida,  laico  en  el  mal  sentido  que 
suele  darse  a  esta  palabra,  perenne  defensor  de  la  supremacía  del  poder 
civil,  con  todo  el  contenido  que  se  da  a  esta  frase,  pide  un  Concordato. 
Las  razones,  en  fin,  por  las  que  él  pide  un  Concordato  con  la  Iglesia  no 
son  las  nuestras;  son  las  propias  de  un  político  que  no  abjura  de  su  rega- 
lismo  ni  de  ninguna  de  sus  ideas,  antes  esbozadas,  pero  que  vive  en  España 
y  en  el  mundo  y  no  en  el  reducto  hermético  de  un  cerril  sectarismo. 

"Y  por  eso  pide  un  Concordato.  Como  patriota,  repugna  la  guerra  civil 
espiritual.  Como  hombre  sincero,  declara  que  España  es  un  país  católico. 
Como  gobernante,  sabe  que  una  ley  no  cambia  la  conciencia  ni  el  senti- 
miento de  una  nación.  Como  hombre  de  Estado,  mira  más  allá  de  la  fron- 
tera patria,  y  ve  cómo  los  Poderes  laicos  o  los  herejes  o  cismáticos  pactan 
con  el  «Poder  inconmensurable  del  Pontífice»"  (El  Debate,  1.  c). 

No  ha  cesado  de  pedir  el  Concordato  desde  la  implantación  de  la  Repú- 
blica. Pidióle  en  el  discurso  de  Gijón  el  7  de  setiembre  de  1931,  donde  dijo: 
"Ahora  que  se  habla  de  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  yo  os  digo 
que  no  soy  partidario  de  ello... 

"Francia  realizó  una  gran  propaganda.  Realizó  tres  revoluciones  con 
esa  propaganda  y  realizó  una  profunda  labor  en  la  escuela  para  inculcar 
en  las  conciencias  esas  ideas,  y  hasta  los  treinta  años  de  República  no  de- 
cretó la  separación  de  la  Iglesia  y  del  Estado;  y  ahora  trata  la  cuestión  de 
Alsacia  y  Lorena  y  reclama  un  Concordato.  ¿Qué  sería  de  nosotros  sin  rea- 
lizar nada  de  lo  que  hizo  Francia  y  fuésemos  a  la  separación?  Termina- 
ríamos esclavizando  al  Poder". 
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Pidióle  dos  días  después  en  su  discurso  en  ias  Cortes,  en  el  mismo  dis- 
curso donde  hizo  pública  profesión  de  sus  ideas  sectarias. 

Pidió  el  Concordato  en  su  discurso  de  Pontevedra  el  13  de  junio  de  1932, 
donde  dijo:  "Si  se  hubiese  hecho  el  Concordato,  todos  los  católicos  habrían 
abrazado  la  causa  de  la  República  y  no  habría  ningún  enemigo  que  pudiera 
comprometer  la  existencia  de  la  República.  Se  ha  hecho  tributo  a  los  extre- 
mismos, pero  para  vivir  en  paz  tienen  que  llegar  los  Gobiernos  con  la  Igle- 
sia a  la  concordia". 

"Cuando  el  Romano  Pontífice  estaba  dispuesto  a  otorgar  unas  concesio- 
nes, que  hace  diez  años  parecían  imposibles,  ha  sido  enorme  el  error  de  no 
aprovecharlas". 

Pidió,  finalmente,  el  Concordato  en  su  discurso  del  Teatro  de  la  Come- 
dia en  Madrid,  14  mayo  1933:  En  él  abominó  de  la  persecución  religiosa. 
Luego,  abogando  por  un  Concordato,  dice:  "Un  Concordato  y  un  modus  vi- 
vendi  con  la  Iglesia  dicen  que  es  inservible  y  solución  propia  sólo  de  reac- 
cionarios; y  yo  os  digo  que  es  una  fórmula,  hábil  y  eficaz,  que  podrá  poner 
término  a  este  problema,  que  viene  atormentando  desde  hace  siglos  el  alma 
de  España". 

"Un  Concordato  matarla  en  germen  tantas  protestas,  ya  que  habríamos 
resuelto  los  problemas  yendo  de  la  mano  del  Romano  Pontífice,  que  es  una 
autoridad  inconmensurable,  cuando  se  trata  de  los  intereses  de  la  Iglesia, 
y  entonces  nadie  hubiera  podido  protestar". 

112.  Alcalá  Zamora.  Por  fin,  para  no  alargar  la  serie  de  testimonios 
de  personajes  de  la  situación,  que  reclaman  un  nuevo  Concordato,  citare- 
mos uno  que  por  su  elevada  significación  vale  por  muchos. 

El  señor  Alcalá  Zamora,  en  su  admirado  discurso  de  10  de  octubre  de 
1931,  donde  siendo  Presidente  del  Gobierno  provisional  de  la  República 
combatió  con  tanta  decisión  el  malhadado  art.  24,  después  26,  de  la  Cons- 
titución, se  expresa  así: 

"Pero  queda  un  problema  mucho  más  hondo,  mucho  más  difícil.  ¿Lo 
es  tanto?  ¿Es  problema  de  realidad  o  es  de  nombre?  ¿Esencial  o  fórmula 
meramente  nominal  de  las  cosas?  El  Concordato.  ¿Cómo  se  va  a  acordar  la 
separación:  luchando  o  concordando?  ¿En  guerra  o  en  paz?...". 

"Pues  bien;  para  juzgar  serena,  fríamente,  qué  solución  conviene  más, 
si  imponerla  legislando  unilateralmente,  u  obtenerla  con  suavidad:  nego- 
ciando con  Roma,  el  camino  es  muy  sencillo". 

113.  La  prensa.  A  la  voz  de  los  oradores  parlamentarios  podríamos 
unir  los  clamores  de  la  prensa  sana  y  seria,  que  una  y  otra  y  mil  veces 
alarmada  ante  la  unilateridad  con  que  las  Cortes  y  el  Gobierno  procedían 
en  sus  sectarias  leyes  contra  los  derechos  de  la  Iglesia,  estuvieron  abogando 
por  un  Concordato  que  pusiese  término  a  tantas  arbitrariedades  y  atro- 
pellos. 

Sirvan  de  ejemplos  El  Debate  y  el  Siglo  Futuro,  que  en  sus  editoriales 
no  cesaron  de  propugnar  esta  idea,  cada  y  cuando  un  nuevo  ataque  amena- 
zaba al  catolicismo;  y  la  Gaceta  del  Norte,  de  Bilbao,  que  en  su  editorial 
de  12  abril  1933,  Por  qué  pedimos  un  Concordato,  alega  el  ejemplo  de  las 
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naciones  que  después  de  la  gran  guerra  firmaron  Concordatos  con  la  San- 
ta Sede. 

Nosotros  mismos  con  el  fin  de  hacer  ambiente  favorable  a  la  idea,  por 
voluntad  del  Sr.  Nuncio,  en  1933  dimos  un  cursillo  de  Concordatos  en  la 
Universidad  veraniega  de  Santander. 

113  bis.  Tentativa  frustrada.  Durante  el  bienio  1934-35  una  misión 
española,  presidida  por  el  Ministro  de  Estado,  Sr.  Pita  Romero,  se  estable- 
ció en  Roma  para  entablar  relaciones,  que  condujeran  a  un  nuevo  Concor- 
dato, o  al  menos  a  un  modus  vivendi.  El  triunfo  del  Frente  Popular  en  las 
elecciones  de  febrero  de  1936;  el  malestar  nacional  consiguiente,  y  la  guerra 
civil  que  estalló  cinco  meses  después,  disiparon  por  entonces  toda  esperanza 
de  arreglo. 


PARTE  TERCERA 

EL  CONCORDATO  DE  1953 


CAPITULO  I 
SU  GESTION  Y  CONTENIDO 

114.  Tentativas.  Apenas  el  ejército  del  Generalísimo  Franco  con  sus 
triunfales  marchas  iba  liberando  los  territorios  sometidos  al  dominio  rojo, 
el  Gobierno  se  afanó  por  iniciar  los  preparativos  en  orden  a  negociar  el  Con- 
cordato. Mientras  durase  el  estrépito  de  las  armas  no  era  el  momento  opor- 
tuno de  entablar  estas  negociaciones  con  Roma,  pero  había  que  irse  pre- 
parando. Terminó  en  abril  de  1939  la  guerra  civil  con  la  gloriosa  victoria 
del  ejército  nacional;  y  entonces  hubiera  podido  parecer  llegado  el  momen- 
to; mas  impidiólo  la  situación  política  internacional  adversa  a  la  nación 
española,  que  tuvo  por  supremo  Jefe  del  Estado  al  mismo  vencedor  Gene- 
lísimo  Franco. 

Convenios  parciales.  Ya  que  no  era  aquel  el  momento  oportuno  para  la 
estipulación  de  un  Concordato  de  carácter  general,  no  dejaron  de  concluir- 
se tratados  parciales  sobre  materias  de  gran  importancia.  Así  el  de  7  de  junio 
de  1941  sobre  el  nombramiento  de  Obispos;  los  de  16  de  julio  y  8  de  diciem- 
bre de  1946,  sobre  provisión  de  beneficios  eclesiásticos  no  consistoriales  y 
sobre  Seminarlos  y  Universidades  eclesiásticas;  el  Motu  proprio  de  Pío  XII, 
7  de  abril  de  1947,  sobre  la  constitución  del  Tribunal  de  la  Rota  Española, 
Motu  proprio  que,  aunque  no  se  llama  convenio,  reviste  ciertos  caracteres 
de  tal.  Por  fin  el  de  5  de  agosto  de  1950  sobre  la  jurisdicción  castrense  y  el  ser- 
vicio militar  de  los  clérigos  y  religiosos.  Estos  convenios  fueron  firmados  por 
el  Nuncio,  hoy  Cardenal  Cayetano  Cicognani,  y  el  Ministro  de  Asuntos  Ex- 
teriores. 

Ya  en  el  art.  6  del  Convenio  de  1941  "el  Gobierno  español  por  su  parte 
se  compromete  formalmente  a  concluir  cuanto  antes  un  nuevo  Concordato, 
inspirado  en  su  deseo  de  restaurar  el  sentido  católico  de  la  gloriosa  tradi- 
ción nacional".  No  pudo  ser  ello  tan  pronto:  las  circunstancias  de  la  guerra 
mundial  primero;  y  terminada  ésta,  aquella  conjura  internacional  que  ex- 
cluía a  España  del  concierto  de  las  otras  naciones,  aconsejaban  la  espera 
de  tiempo  más  propicio;  pero  aquellos  convenios  parciales  con  la  cláusula: 
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el  presente  convenio  tendrá  valor  hasta  que  se  incorpore  al  futuro  Concor- 
dato, iban  preparádole  el  camino  y  acrecentando  las  esperanzas  de  que  sin 
tardar  mucho  sería  un  hecho. 

En  el  Mensaje  del  Jefe  del  Estado  español  a  las  Cortes,  en  orden  a  la 
ratificación  del  Concordato,  24  de  octubre  de  1953,  llama  la  atención  sobre 
una  mal  urdida  versión  de  los  hechos:  "Justo  es  que  sepa  el  país  que  du- 
rante el  quinquenio  de  la  torpe  conjura  internacional  contra  nuestra  patria, 
la  demora  en  comenzar  la  negociación  de  un  Concordato,  lejos  de  deberse 
a  ningún  género  de  supuestas  resistencias  por  parte  de  la  Santa  Sede,  de- 
bióse a  nuestra  propia  decisión  de  no  envolver  a  la  Iglesia,  a  ningún  precio, 
en  nuestras  propias  dificultades  exteriores. 

"Por  eso,  sólo  cuando  a  fines  del  año  50  terminó  en  la  Asamblea  de  las 
Naciones  Unidas  la  farsa  montada  contra  España,  sólo  entonces  propusi- 
mos formalmente  a  la  Santa  Sede  la  elaboración  de  un  acuerdo  general, 
que,  coronando  y  afirmando  la  obra  realizada,  diera  sistema  y  complemento 
a  la  legislación  ya  concordada,  abriéndose  seguidamente  las  negociaciones 
ahora  tan  felizmente  rematadas". 

115.  Gestión  del  Concordato.  Fue  a  partir  del  año  santo  1950  cuan- 
do se  pensó  en  la  conveniencia  de  sistematizar  todo  lo  hasta  entonces  con- 
certado. Entonces  el  Embajador  Ruiz  Jiménez,  cumpliendo  instrucciones  del 
Gobierno,  elevó  a  Su  Santidad  la  propuesta  de  que  se  entablaran  negocia- 
ciones para  llegar  a  un  nuevo  acuerdo  general.  Habiendo  accedido  a  ello  el 
Sumo  Pontífice,  la  Embajada  española  ante  el  Vaticano  fue  preparando  el 
texto,  teniendo  en  cuenta  el  tenor  de  otros  Concordatos,  la  nueva  legisla- 
ción española,  los  convenios  parciales,  los  estudios  realizados  por  una  Co- 
misión durante  los  años  1944-46. 

En  su  redacción  y  asesoramiento  intervinieron  diplomáticos  eminentes, 
insignes  juristas  eclesiásticos  y  civiles.  En  marzo  de  1951  quedaba  apro- 
bado por  las  Cortes  el  anteproyecto  oficial,  que  fue  presentado  por  el  Emba- 
jador al  Sumo  Pontífice  el  6  de  abril,  con  una  carta  del  Caudillo,  que  en 
frase  del  citado  Ruiz  Jiménez,  era  "limpio  reflejo  de  una  fe  cristiana  muy 
honda,  una  visión  muy  clara  del  momento  histórico  y  una  voluntad  muy  fir- 
me de  que  España  siga  fiel  a  su  irrenunciable  destino". 

Es  conmovedor  el  episodio  que  refiere  el  mismo  Ruiz  Jiménez.  El  6  de 
marzo  de  1951  se  reunió  en  el  Palacio  de  Santa  Cruz  (Madrid)  la  ponencia 
o  comisión  interministerial  designada  por  el  Gobierno  para  aprobar  el 
texto  definitivo  del  Concordato,  que  había  de  proponerse  a  la  Santa  Sede; 
componían  la  ponencia  el  Ministro  de  Justicia,  Sr.  Eernández  Cuesta;  el 
de  Educación,  Sr.  Ibáñez  i\Iartin,  el  Embajador  ante  la  Santa  Sede,  que  era 
el  propio  Sr.  Ruiz  Jiménez,  y  el  Ministro  de  Asuntos  Exteriores,  Sr.  Mar- 
tín Artajo,  como  Presidente.  Pero  aquel  dia  presidió  la  reunión  de  la  po- 
nencia el  mismo  Jefe  del  Estado.  «Aquel  dia  de  marzo  de  1951,  dice  Ruiz 
Jiménez,  cuando  habíamos  terminado  de  perfilar  el  documento,  el  Caudillo 
me  dijo  con  sobriedad:  «Embajador,  tenga  el  texto,  llévelo  al  Santo  Padre,  y 
dígale  que  para  elaborarlo  se  han  reunido  en  esta  mesa  cinco  hombres  cris- 
tianos»'* (1). 


(1)  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  de  Madrid.  El  Concordato  de  195S, 
Discurso  fie  clausura,  p.  445. 
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El  proyecto  fue  recibido  por  el  Padre  Santo  con  cariño  e  interés. 

Llamado  el  Sr.  Ruiz  Jiménez  a  España,  para  encargarse  del  Ministerio 
de  Educación  Nacional,  sucedióle  en  la  Embajada  D.  Fernando  María  Cas- 
tiella,  quien  con  infatigable  laboriosidad  y  certera  gestión  fue  propiamente 
el  negociador  de  la  redacción  definitiva. 

La  intarvención  más  directa  fue  por  parte  del  Estado  la  del  Ministro  de 
Asuntos  Exteriores,  D.  Alberto  Martin  Artajo,  con  los  Ministros  de  Justicia, 
D.  Antonio  Iturmendi,  y  de  Educación,  D.  Joaquín  Ruiz  Jiménez;  por  parte 
de  la  Santa  Sede  la  del  Pro-Nuncio,  Cardenal  Cicognani,  y  la  de  los  Mon- 
señores Montini,  y  sobretodo,  Tardini,  de  la  Secretaria  de  Estado  de  Su  San- 
tidad. De  este  último,  dice  Ruiz  Jiménez,  que  "amó  callada  pero  hondamen- 
te esta  negociación". 

Una  ponencia  ministerial  formada  con  el  Ministro  de  Asuntos  Exterio- 
res, por  los  Ministros  de  Justicia  y  Educación  y  el  Secretario  del  Movimien- 
to, D.  Raimundo  Fernández  Cuesta,  llevaba  la  tarea  del  Gobierno.  Sus  reunio- 
nes fueron  presididas  varias  veces  por  el  propio  Jefe  del  Estado.  La  Ponen- 
cia daba  periódicamente  cuentas  al  Gobierno  de  la  marcha  del  asunto,  re- 
quiriendo explícitamente  su  aprobación  para  el  texto  definitivo.  Por  supues- 
to fueron  consultadas  por  la  Santa  Sede  las  Sagradas  Congregaciones  Ro- 
manas, que  son  como  los  Ministerios  del  Papa,  y  la  Jerarquía  Eclesiástica 
española  en  la  persona  de  todos  los  Arzobispos  y  varios  Obispos,  así  como 
otros  esclarecidos  canonistas. 

Pero  hubo  algo  más  radical  y  decisivo,  la  alentadora  "presencia  perso- 
nal de  los  dos  esenciales  protagonistas:  Su  Santidad  Pío  XII  y  el  Generalí- 
simo Franco",  al  decir  de  Ruiz  Jiménez. 

Tras  algunas  modificaciones  sugeridas  por  la  Santa  Sede  y  admitidas  por 
el  Gobierno,  se  llegó  a  la  firma  del  Concordato,  suscrito  el  27  de  agosto  de 
1953  por  los  Plenipotenciarios:  Por  la  Santa  Sede,  Domingo  Tardini;  por  el 
Estado  español,  Alberto  Martín  Artajo  y  Fernando  María  Castiella  y  Maíz. 
Realizóse  la  ratificación  por  el  intercambio  de  los  documentos  por  una  y 
otra  parte  entre  Monseñor  Tardini  y  el  Sr.  Castiella,  en  el  Palacio  Vaticano, 
el  27  de  octubre  del  mismo  año. 

Según  lo  dicho,  las  negociaciones  propiamente  tales  duraron  algo  más 
de  dos  años,  de  intenso  trabajo.  Esta  duración  fue  normal,  no  excesiva,  si 
se  tiene  en  cuenta  la  amplitud  y  gravedad  de  la  materia,  la  forma  meticu- 
losa en  que  es  preciso  negociar  sobre  problemas  de  tanta  trascendencia;  las 
múltiples  consultas  por  ambas  partes  (2). 

Con  motivo  de  la  ratificación  próxima  del  Concordato,  el  24  de  octubre 
dirigió  el  Jefe  del  Estado  a  las  Cortes  un  Mensaje  admirable,  que  rezuma, 
al  par  que  un  rancio  patriotismo,  un  hondo  sentimiento  católico,  un  pro- 
fundo amor,  y  rendida  sumisión  a  la  Iglesia  y  a  su  Cabeza  el  Sumo  Pon- 
tífice; un  Mensaje  tal  que  bien  puede  aplicársele  el  dicho  de  San  Ignacio: 
"El  mundo  no  tiene  orejas  para  oir  tal  estampido"  (3). 

116.  Contenido  del  Concordato.  Introducción.  Después  del  título  o 
encabezamiento,  en  que  se  expresan  quiénes  son  las  Altas  Partes  contra- 


(2)  Declaraciones  del  Ministro  de  Asuntos  Exteriores,  el  28  de  agosto  de  1953. 

(3)  AsTRAiN,  Historia  de  In  Compañía  de  Jesús,  tom.  1,  p.  287. 
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tantes,  se  indica  el  fin  que  se  proponen  en  este  solemne  pacto,  y  se  procede 
al  nombramiento  de  los  Plenipotenciarios. 

Cuerpo.  Sigúese  el  cuerpo  del  Concordato,  que  consta  de  36  artículos  y 
un  Protocolo  final;  a  él  se  incorporan  los  anteriores.  Convenios  parciales, 
por  el  procedimiento  de  reserva,  esto  es,  no  transcribiéndolos,  sino  decla- 
rando su  vigencia,  y  remitiendo  a  los  respectivos  documentos  expedidos  a  su 
tiempo. 

Materia.  He  aqui  un  esbozo  de  la  materia  concordada  hecho  por  el 
Sr.  PÉREZ  MiER,  en  Revista  Española  de  Derecho  Canónico,  1954,  pp.  21-23: 

I.  Confesionalidad  del  Estado  Español.  Reaflrmación  de  la  unidad  ca- 
tólica, con  tolerancia  privada  de  cultos  (art.  1  y  Protocolo). 

II.  a)    Soberanía  espiritual  de  la  Iglesia: 

1)  Reconocimiento  expreso  de  la  Iglesia,  como  sociedad  jurídicamente 
perfecta.  2)  Libertad  e  independencia  de  la  jurisdicción  espiritual. 
3)  Libertad  de  comunicación  mutua  entre  la  jerarquía  y  los  fieles,  y  protec- 
ción legal  del  ministerio  eclesiástico  (art.  2  y  Protocolo). 

b)    Personalidad  internacional  de  la  Santa  Sede: 

Su  reconocimiento,  así  como  el  de  la  Ciudad  del  Vaticano.  Relaciones 
normales  (art.  3). 

III.  Estatuto  jurídico  de  la  profesión  y  práctica  del  culto: 

1)  Reconocimiento  de  los  días  festivos  (art.  5).  2)  Lugares  sagrados; 
inviolabilidad  e  inmunidad  de  los  templos  (art.  22).  3)  Asistencia  reli- 
giosa en  los  establecimientos  públicos  y  privados  (art.  33).  4)  Asistencia 
religiosa  a  las  fuerzas  armadas;  organización  de  la  jurisdicción  especial 
castrense  (art.  32,  Protocolo  y  Convenio  de  5  de  ag.  1950). 

IV.  Estatuto  especial  del  clero: 

1)  El  fuero  especial:  a)  de  los  Prelados;  h)  en  las  causas  contenciosas 
y  criminales  de  los  clérigos  inferiores  (art.  16).  2)  Exención  del  servicio 
militar  (art.  15  y  Convenio  de  5  ag.  1950).  3)  Exención  de  cargos  cívicos 
(art.  14).    4)    Protección  jurídica  del  uso  del  hábito  eclesiástico  (art.  17). 

V.  A)    Organización  territorial  eclesiástica: 

1)  Circunscripción  de  diócesis  (art.  9).  2)  Límites  y  arreglos  parro- 
quiales (art.  11). 

B)    Organización  personal  de  la  jerarquía  eclesiástica: 

1)  Nombraniientos  episcopales  (privilegio  de  presentación,  art.  7,  Con- 
venio de  7  (le  jun.  1941,  y  Convenio  de  5  ag.  1950  para  el  Vicario  General 
Castrense).  2)  Nombramientos  para  beneficios  no  consistoriales  (art.  10 
y  Convenio  de  16  de  jiil.  1946). 
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VI.  Prerrogativas  eclesiásticas  y  honores  litúrgicos: 

1)  Presentación  del  Jefe  del  Estado  (arts.  7  y  10).  2)  Notificación  de 
los  nombramientos  de  párrocos  (Convenio  de  16  jul.  1946).  3)  Preces  por 
la  Nación  y  el  Jefe  del  Estado  (art.  6).  4)  Dignidades  y  honores  litúr- 
gicos (art.  13).  5)  Dos  Auditores  españoles  en  la  Sagrada  Rota  Romana 
(art.  25). 

VII.  Régimen  jurídico- económico  de  la  Iglesia: 

1)  Capacidad  juridico-patrimonial  (art.  4).  2)  Exenciones  tributarias 
(art.  20).  3)  Dotación  del  culto  y  clero  (arts.  18-19).  4)  Tesoro  artístico 
de  la  Iglesia  (art.  21). 


VIII.    Autonomía  de  la  Iglesia: 

A)  En  los  Seminarios.  Seminarios  y  Universidades  de  estudios  ecle- 
siásticos (art.  30  y  Convenio  de  8  dic.  1946). 

B)  De  las  Ordenes  y  Congregaciones  e  Institntos  religiosos:  estatuto 
jurídico  (art.  4,  20,  26-32). 

C)  De  la  Acción  Católica  (art.  34). 


IX.  Enseñanza  y  educación: 

A)  Enseñanza  religiosa  y  moral:  1)  En  todos  los  centros  y  grados 
(art.  27).  2)  Aprobación  de  los  programas  y  libros  de  Religión  (art.  27). 
3)  Nombramiento  de  los  profesores  de  Religión  (art.  27).  4)  Vigilancia 
de  la  Iglesia  sobre  la  enseñanza  en  general  (art.  25).  5)  Difusión  de  la 
verdad  religiosa  en  los  servicios  de  formación  de  la  opinión  pública  (art.  29). 

B)  Derecho  docente  de  la  Iglesia:  1)  Derecho  de  fundar  escuelas  de 
cualquier  orden  y  grado,  y  determinación  de  sus  efectos  (art.  31).  2)  Cur- 
sos de  estudios  eclesiásticos  en  las  Universidades  del  Estado;  estudios  de 
seglares  en  las  l'niversidades  eclesiásticas  (art.  28).  3)  Reconocimiento 
a  efecfos  civiles  de  los  grados  en  ciencias  eclesiásticas  (art.  30). 

X.  Matrimonio: 

1)  Reconocimiento  del  matrimonio  canónico,  obligatorio  para  los  cató- 
licos (art.  23  y  Protocolo).  2)  Matrimonio  civil  para  los  no  bautizados 
(Protocolo).  3)  Competencia  exclusiva  de  la  Iglesia  en  las  causas  de  nu- 
lidad y  en  las  de  separación  (art.  24).  4)  Restablecimiento  del  Tribunal 
de  la  Rota  en  la  Nunciatura  (art.  25  y  Motu  proprio  Apostólico  Hispaniarum 
Nuntio,  de  7  de  abril  1947).  5)  Anotación  e  inscripción  del  matrimonio 
canónico  en  el  registro  civil  (Protocolo). 

XI.  Disposiciones  finales  y  cuestiones  pendientes  de  solución  según  el 
Concordato: 

A)  Disposiciones  finales:  1)  Interpretación  (art.  35).  2)  Vigencia  y 
disposiciones  complementarias  (art.  36). 

B)  Cuestiones  pendientes:  1)  Coincidencia,  en  lo  posible,  de  las  cir- 
cunscripciones diocesanas  con  los  limites  provinciales  (art.  9).  2)  Régi- 
men de  capellanías  y  fundaciones  pías  (art.  12).  3)  Creación  de  un  ade- 
cuado patrimonio  eclesiástico,  que  asegure  una  congrua  dotación  del  culto 
y  clero  (art.  19). 


126 


CONCORDATO  DE  1953,  ÍNDOLE 


El  pie  o  clausura  del  Concordato  lo  constituyen  la  designación  del  lugar. 
Ciudad  del  Vaticano,  la  fecha,  27  de  agosto  de  1953,  y  las  firmaos  de  los  Ple- 
nipotenciarios, Domingo  Tardini,  Alberto  Martin  Artajo  y  Fernando  María 
Castiella  y  Maíz. 

Complemento  del  mismo  es  el  Protocolo,  que  forma  parte  integrante  del 
Concordato  y  tiene  la  misma  fuerza  que  él.  Conjunto  de  declaraciones  y 
normas  prácticas  de  aplicación  de  ciertos  artículos  concordados.  Va  suscrito 
por  los  mismos  Plenipotenciarios. 

117.  Indole  del  Concordato.  De  los  precedentes  históricos  relatados 
y  de  la  simple  lectura  del  articulado  pueden  colegirse  los  caracteres  del  pre- 
sente Concordato: 

a)  No  es  Concordato  de  paz,  que  venga  a  poner  término  a  un  conflicto 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Tal  hubiera  sido,  sin  duda,  de  haberse  estipu- 
lado en  tiempo  de  la  República  opresora  de  la  Iglesia,  como  se  pretendió 
entonces. 

Tampoco  es  Concordato  de  defensa,  cual  los  celebrados  en  períodos  de 
cierta  desconfianza  y  recelo,  para  prevenir  posibles  y  aun  probables  disen- 
siones; como  la  mayoría  de  los  Concordatos  recientes. 

Es  Concordato  de  amistad,  encaminado  a  robustecer  la  unión  y  armonía 
ya  existente  entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  "Los  Concordatos  de  esta  tercera 
categoría  son  raros,  muy  raros,  dice  el  Excmo.  Mons.  Antoniutti,  Nuncio  en 
España;  y  parece  claro  que  el  firmado  entre  la  Santa  Sede  y  España  deba 
considerarse  como  Concordato  de  amistad;  porque  España,  a  pesar  de  todos 
los  acontecimientos  del  pasado,  se  ha  manifestado  fiel  a  la  Iglesia  y  al 
Papa"  (4). 

De  un  modo  semejante  se  expresa  UOsservatore  Romano,  diario  oficioso 
del  Vaticano,  28  de  agosto  de  1953:  "Peculiar  característica  del  presente 
Concordato  la  constituye...  el  hecho  de  que  el  mismo,  contrariamente  a  lo 
que  suele  suceder  con  frecuencia,  no  ha  sido  estipulado  para  poner  fin  a  un 
estado  de  discordia,  o  para  cerrar  una  período  de  tensión,  sino  más  bien 
para  corroborar  y  estabilizar  una  situación  de  hecho  ya  existente". 

"jMe  atreverla  a  decir,  así  se  expresa  el  Ministro  de  Asuntos  Exteriores, 
Martín  Artajo,  que  se  trata  de  un  Concordato  de  nuevo  cuño.  Una  gran 
parte  de  los  Concordatos,  el  nuestro  de  1851  entre  ellos,  eran  verdaderos 
tratados  de  paz.  Concertados  tras  un  periodo  de  lucha  o  de  persecución  re- 
ligiosa, tenían  algo  de  armisticio  entre  potencias  beligerantes,  cuando  no 
de  amnistia,  por  parte  de  la  Iglesia,  de  los  agravios  y  depredaciones  sufri- 
dos. Por  el  contrario,  el  nuevo  Concordato  preparado  sosegadamente  du- 
rante un  período  de  colaboración  perfecta,  acaso  sin  precedente  en  nues- 
tra historia,  es  como  la  sistematización  jurídica  de  un  régimen  casi  ideal 
de  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  como  corresponde  al  sistema  de 
colaboración  perfecta  entre  ambas  potestades,  que  instauró  en  nuestra  pa- 
tria el  Movimiento  Xacional"  (28  ag.  1953). 

A  la  verdad,  apenas  iniciado  el  Movimiento,  apresuróse  el  nuevo  Gobier- 
no a  demoler  la  fatal  obra  legislativa  de  la  República;  acomodando  las  leyes 
de  la  nación  a  las  disposiciones  del  Derecho  Canónico,  y  devolviendo  a  la 


(4)  Kii  Problemas  sobre  el  nuevo  Concordato  español,  Universidad  Pontificia. 
Comillas,  1954,  p.  7. 
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Iglesia  sus  derechos  conculcados,  y  prestándola  su  valiosa  protección.  Y  sobre 
este  piano  de  amistad  se  levantó  el  edificio  del  nuevo  Concordato. 

Concordato  de  amistad.  Y  como  la  amistad  es  el  amor  mutuo  de  benevo- 
lencia; y  este  amor  "consiste  en  comunicación  de  las  dos  partes;  es  a  saber, 
en  dar  o  comunicar  el  amante  al  amado  de  lo  que  tiene  o  de  lo  que  tiene 
y  puede,  y  así  por  el  contrario  el  amado  al  amante"  (5),  de  aqui  que  nues- 
tro Concordato  sea  de  mutua  comunicación  de  bienes,  de  mutua  colabo- 
ración, como  lo  expresa  su  propio  encabezamiento: 

"La  Santa  Sede  Apostólica  y  el  Estado  español,  animados  del  deseo  de 
asegurar  una  fecunda  colaboración  para  el  mayor  bien  de  la  vida  religiosa 
y  civil  de  la  Nación,  han  determinado  estipular  un  Concordato,  que,  reasu- 
miendo los  Convenios  anteriores  y  completándolos,  constituya  la  norma  que 
ha  de  regular  las  reciprocas  relaciones  de  las  Altas  Partes  contratantes,  en 
conformidad  con  la  Ley  de  Dios  y  la  tradición  católica  de  la  Nación  Españo- 
la" (Concordato  de  1953,  Introduc). 

h)  Es  un  Concordato  gejieral  y  completo  que  no  se  limita  a  un  punto 
concreto  como  los  anteriores  Convenios,  ni  como  el  Concordato  de  Benedic- 
to XIV  en  1753.  Mediante  la  recopilación  de  muchas  leyes  civiles  emanadas 
del  Gobierno  español  y  la  creación  de  otras  nuevas;  e  incorporando  a  sí  los 
Convenios  precedentes,  por  el  sistema  de  reserva,  regula  las  principales  ma- 
terias en  que  pudiera  haber  roces  e  interferencias  entre  las  potestades  civil 
y  eclesiástica.  Algunos  sin  embargo  echan  de  menos  algunas  materias,  como 
la  social,  la  de  prensa,  etc.  Todas  es  imposible  estipularlas  en  un  Con- 
cordato. 

c)  Concordato  de  tesis  o  integro,  esto  es,  que  ordena  las  relaciones  entre 
ambas  potencias  como  de  suyo  debe  ser,  regulando  y  resolviendo  las  mate- 
rias con  un  sano  criterio  de  reconocimiento  y  sumisión  por  parte  del  Es- 
tado a  los  principios  fundamentales  del  Derecho  Público  Eclesiástico  y  de 
respeto  a  las  prerrogativas  de  que  la  Iglesia  debe  gozar  según  la  ley  de  Dios 
y  los  sagrados  cánones;  y  por  parte  de  la  Iglesia  reconociendo  y  recompen- 
sando los  méritos  de  los  dirigentes  del  Estado. 

En  este  sentido  puede  calificarse  de  Concordato  contrario  al  tradicional 
regalismo  español. 

Respetar  integramente  los  derechos  de  la  Iglesia  es  cosa  dificilísima  aun 
a  los  gobernantes  católicos  y  bien  intencionados;  realizar  el  ideal  de  ar- 
monía entre  la  Iglesia  y  el  Estado :  "colaboración  sin  confusión"  es  muy 
dificultoso  y  por  maravilla  se  hallarán  ejemplos  de  ello. 

El  insigne  profesor  de  Lovaina  Leclercq  (6)  advierte:  el  sentido  cris- 
tiano "es  particularmente  raro  en  los  hombres  de  Estado...  La  tendencia 
natural  de  todo  hombre  que  ejerce  un  poder  es  de  ejercerlo  sin  control. 

"Los  hombres  de  lo  temporal...  siempre  tienen  la  impresión  de  que  la 
Iglesia  carece  del  sentido  de  las  realidades,  cuando  se  inmiscuye  en  el  te- 
rreno de  ellos  para  dictarles  la  ley  moral". 

Por  eso  es  de  maravillar  el  nobilísimo  gesto  del  Jefe  del  Estado  español, 
cuando  en  el  mencionado  Mensaje  a  las  Cortes,  al  hablar  de  las  dotaciones 


(5)  S.  Ignacio,  Ejercicios  Espirituales,  Contemplación  para  alcanzar  amor. 

(6)  La  vie  dii  Christ  dans  son  Eqlise,  2.a  ed.,  París,  1947,  versión  española. 
Véase  Isidoro  Martín,  El  Concord.  esp.  de  Í953,  pp.  3.5-37.  Colegio  Mavor  Univer- 
sitario de  San  Pablo.  Madrid,  1954. 
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del  culto  y  clero,  exclama:  ''En  esta  materia  no  caben  reservas,  mixtifica- 
ciones ni  engaños.  Si  somos  católicos,  lo  somos  con  todas  sus  obligaciones"... 
Más  abajo  añade: 

"No  hemos  firmado  para  obtener  nada  distinto  al  bien  espiritual  de  la 
nación.  Los  honores  y  prerrogativas  que  la  Santa  Sede  nos  dispensa  son 
como  un  premio  que  proclama  los  singulares  servicios  realizados  por  el  pue- 
blo español  en  defensa  de  la  Iglesia...  Favores  y  privilegios  tan  deferentes, 
que  hacen  de  España  una  de  las  naciones  predilectas  de  la  Iglesia,  los  agra- 
decemos en  cuanto  valen,  como  muestra  de  cariño  y  reconocimiento  de 
buen  servicio;  pero  huelga  decir  que,  aun  sin  ellos,  lo  mismo  seguiríamos 
sirviendo  a  la  causa  de  la  religión;  porque  los  españoles  de  hoy,  libres,  por 
fortuna,  de  cualesquiera  concupiscencias  regalistas,  nos  movemos  por  estí- 
mulos más  levantados". 

Mas  sobre  la  frase  "libres  de  cualesquiera  concupiscencias  regalistas", 
advierte  el  citado  Isidoro  Martín,  p.  43: 

"Cuadra  perfectamente  a  los  gobernantes  que  han  concertado  el  Concor- 
dato; pero...  varios  siglos  de  regalismo  y  liberalismo  han  deformado  no 
poco  el  criterio  de  una  buena  parte  de  los  españoles,  que  no  ven  hoy  con 
la  misma  claridad  que  sus  gobernantes,  al  menos  en  algún  punto  concreto, 
como  en  materia  de  enseñanza,  la  libertad  e  independencia  que  a  la  Iglesia 
corresponde". 

Pero  bajo  este  punto  de  vista  ¡de  cuan  distinta  manera  se  le  ha  enjui- 
ciado en  el  extranjero!  El  periódico  España  libre  de  Nueva  York,  4  de  se- 
tiembre de  1953:  "En  los  tiempos  modernos  no  existió  ni  existe  dictador  que 
cuente  con  tantos  poderes.  Ha  sometido  al  Vaticano". 

El  Socialista,  diario  editado  en  Toulouse  por  españoles  exilados,  se  con- 
tradice a  sí  mismo.  El  7  de  septiembre  de  1953  escribe:  "Se  trata  de  un 
triunfo  de  Franco,  no  de  una  victoria  de  la  Santa  Sede.  Es  un  puntal  puesto 
por  Roma,  para  afianzar  el  régimen  fascista  español".  Y  al  contrario,  en 
el  mismo  número  afirma:  "En  España  se  hace  lo  que  la  Iglesia  quiere.  La 
Falange  ha  sido  vencida  por  la  Iglesia". 

d)  Nosotros,  después  de  haber  recorrido  los  150  Convenios  o  Concordatos 
celebrados  entre  la  Santa  Sede  y  los  diversos  Estados  en  el  correr  de  los  si- 
glos; después  de  haber  explicado  muchos  años  la  asignatura  de  Concorda- 
tos, no  creemos  aventurado  afirmar  que  éste  se  lleva  la  palma  entre  todos 
los  de  todas  las  naciones  y  de  todos  los  tiempos. 

Tal  afirmación  podrá  escandalizar  a  algunos  extranjeros  menos  bené- 
volos con  España,  que  se  empeñan  en  desvirtuar  su  bondad,  poniéndole 
reparos  infundados.  Así  Lecler  (7)  estima  que  el  Concordato  español  "res- 
poiide  a  particularidades  nacionales,  a  coyunturas  históricas  bien  determi- 
nadas", y  por  tal  motivo  ''ninguna  razón  decisiva  nos  invita  a  universalizar 
su  valor";  y  no  hay  "por  qué  hacer  de  él  una  regla  ideal,  superior  a  toda 
revisión". 


C7)  Kn  Efiules,  1954,  p.  10(S  sig.  Uactudlité  reliqieiise  daiis  le  monde,  15  nov. 
1954,  escribe:  "Ciinndo  hayamos  reunido  datos  suficientemente  completos,  habla- 
remos de  las  dificultades  que  parecen  surgir  hoy  en  p]spaña".  Esto  dice,  a  propó- 
sito de  los  Concordatos. 
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Lo  cierto  es  que  la  España  de  hoy  ofrece  un  tipo  de  Estado  bastante 
cercano  al  Estado  según  lo  concibe  la  doctrina  católica.  Sus  subditos  casi 
en  la  totalidad  son  católicos,  mejores  o  peores,  pero  juridicamente  católi- 
cos, por  su  incorporación  a  la  Iglesia,  mediante  el  bautismo  y  su  vincula- 
ción a  ella  hasta  la  muerte.  Dentro  de  su  estructura  jurídica  vive  una  so- 
ciedad católica  en  sus  manifestaciones  públicas  y  privadas.  El  hace  pú- 
blica profesión  de  fe  católica  y  procura  actuar  de  un  modo  consecuente. 
Por  fin  este  Estado,  de  acuerdo  con  la  fe  que  proclama,  establece  un  régi- 
men jurídico  de  relaciones  con  la  Iglesia,  que  casi  no  es  otra  cosa  que  el 
régimen  canónico.  Tal  Concordato  cuadra  a  tal  nación.  Y  si  el  Estado  es- 
pañol está  tan  cercano  al  tipo  del  Estado  tal  como  le  requiere  la  doctrina 
católica,  ¿por  qué  su  Concordato  no  ha  de  ser  digno  de  ser  imitado  por 
otros  pueblos?  (8). 

La  lástima  es  que  el  Concordato  español  no  sea  el  más  adecuado  a  las 
demás  naciones,  porque  no  todas  están  capacitadas  para  soportar  tanta 
bondad;  ni  siquiera  en  condiciones  de  entender  a  España,  a  la  desconocida 
España,  a  la  que  tanto  critican. 

Lo  dicho  no  significa  que  nuestro  Concordato  carezca  de  todo  defecto. 
¿Qué  obra  humana  está  exenta  de  ellos?  Queremos  decir  que  en  conjunto 
él  en  si,  a  nuestro  juicio  y  el  de  otros  varones  doctos,  es  el  más  perfecto  de 
todos.  Cosas  que  en  él  quedan  sin  ultimar,  como  la  relativa  al  valor  civil 
de  los  estudios  hechos  en  centros  de  la  Iglesia,  se  van  perfeccionando  con 
nuevas  disposiciones  del  Gobierno  e  inteligencia  con  la  autoridad  eclesiás- 
tica; inteligencia,  a  la  cual  deja  franca  la  puerta  el  Concordato  mismo. 

Mejor  hubiera  sido,  claro  está,  el  haber  dejado  resueltos  ya  en  el  mismo 
Concordato  asuntos  cuya  resolución  se  reserva  a  posteriores  acuerdos; 
como  la  circunscripción  de  diócesis,  el  régimen  de  capellanías,  la  creación 
de  un  patrimonio  eclesiástico  y  el  reconocimiento  de  los  efectos  civiles  de 
los  estudios  cursados  en  centros  docentes  de  la  Iglesia.  Porque  se  corre  el 
riesgo  de  que,  si  no  se  resuelven  en  caliente,  se  difiera  su  resolución  ad 
kalendas  graecas.  Pero  tratándose  de  materias  muy  complicadas,  cuyo  arre- 
glo requiere  mucho  tiempo,  su  resolución  en  el  Concordato  mismo  hubiera 
retrasado  notablemente  la  estipulación. 

118.  Manos  a  la  obra.  Que  no  está  todo  hecho  con  tener  un  Concor- 
dato ya  ratificado.  El  Sr.  Nuncio  lo  ha  dicho:  "El  Concordato  exige  una 
acción  amplia  y  continua".  No  todos  los  puntos  concordados  son  fáciles  de 
llevar  a  la  práctica.  Mucho  se  ha  hecho  ya;  así  la  acomodación  de  las  dió- 
cesis a  los  límites  provinciales  ya  en  su  mayor  parte  se  ha  realizado  gra- 
cias a  la  constancia  del  mismo  Sr.  Nuncio  Antoniutti.  Con  una  diligente 
ejecución  el  nuevo  Concordato  español  abrirá  cauces  de  prosperidad  a  la 
Iglesia  española  y  a  la  patria. 

Ojalá  que  él  sirva  de  modelo  a  otras  naciones,  especialmente  a  las  ame- 
ricanas hijas  de  España;  como  lo  ha  sido  ya  para  la  República  de  Santo 
Domingo,  aquella  isla  a  la  cual  su  descubridor  Colón  apellidó  La  Española; 
que  el  año  1954  estipuló  su  Concordato  calcado  en  el  español. 


(8)    Isidoro  Martín,  pp.  50-54. 
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CAPITULO  II 
TITULO  E  INTRODUCCION 

119.  Título.  Lleva  por  título  el  actual  "Concordato  entre  la  Santa 
Sede  y  España";  y  no  como  el  de  1851:  "Concordato  entre  Pío  IX  y  la  Reina 
Isabel  II  de  España".  Aquella  inscripción  análoga  a  la  de  otros  varios  Con- 
cordatos modernos,  ofrece  la  ventaja  de  expresar  de  un  modo  explícito 
y  terminante  quiénes  son  los  sujetos  o  Altas  Partes  concordantes,  a  saber, 
las  dos  sociedades  perfectas;  la  Iglesia  y  el  Estado  o  Nación  española;  eso 
sí,  representadas  por  sus  Jefes  Supremos:  Su  Santidad  Pío  XII  y  Su  exce- 
lencia D,  Francisco  Franco,  como  más  abajo  se  expresa  al  nombrar  los  Ple- 
nipotenciarios para  la  negoción  del  Concordato. 

"A  este  fin  Su  Santidad  el  Papa  Pío  XII  ha  tenido  a  bien  nombrar  por 
su  Plenipotenciario  a  Su  excelencia  Reverendísima  Monseñor  Domenico 
Tardini,  Pro- Secretario  de  Estado  para  los  Asuntos  Eclesiásticos  Extraordina- 
rios; y  Su  Excelencia  el  Jefe  del  Estado  español,  Don  Francisco  Franco  Ba- 
hamonde,  ha  tenido  a  bien  nombrar  por  sus  Plenipotenciarios  al  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Alberto  Martín  Artajo,  Ministro  de  Asuntos  Exteriores,  y  al 
Excmo.  Sr.  D.  Fernando  María  Castíella  y  Maíz,  Embajador  de  España  ante 
la  Santa  Sede.  Quienes,  después  de  entregadas  sus  respectivas  plenipoten- 
cias y  reconocida  la  autenticidad  de  las  mismas,  han  convenido  lo  si- 
guiente...". 

Es  muy  oportuno  expresar  en  el  titulo  que  el  Concordato  se  estipula 
entre  la  Santa  Sede  y  la  Nación  española.  Asi  se  quita  el  pretexto  para  que 
algún  día  un  Gobierno  menos  benévolo  pueda  declarar  caduco  el  Concor- 
dato, una  vez  muertos  los  actuales  Sumo  Pontífice  y  Jefe  del  Estado  espa- 
ñol, alegando  que  el  Concordato  es  un  pacto  entre  estas  dos  personas;  y  no 
entre  las  dos  sociedades  perfectas,  la  Iglesia  y  el  Estado,  como  pretextaron 
los  personajes  de  la  segunda  República  española  (1),  y  lo  que  es  más,  apo- 
yados en  la  doctrina  de  un  canonista  tan  prestigioso  como  el  P.  Ojetti  (2). 

Encabézase  en  el  nombre  de  la  Santísima  Trinidad.  Noble  profesión  de 
fe  de  un  Gobierno  católico,  que  no  se  avergüenza  de  aparecerlo  a  la  luz 
de  todas  las  naciones;  y  que  presidirá  e  informará  todos  los  artículos  de 
este  pacto  solemne  con  la  Iglesia.  Con  esta  profesión  de  fe  en  la  Santísima 
Trinidad  se  abrió  el  Concilio  III  de  Toledo,  donde  el  Rey  Recaredo  con  su 
pueblo  abjuró  la  herejía  arriana,  estableciendo  la  unidad  católica  en  Es- 
paña; unidad  ratificada  en  nuestro  Concordato.  Preciso  es  reconocer  que 
con  la  invocación  de  la  Santísima  Trinidad  se  encabezan  también  otros 
Concordatos  modernos. 

120.  Su  fin  enuncíalo  en  el  preámbulo:  asegurar  una  fecunda  colabo- 
ración entre  la  Santa  Sede  Apostólica  y  el  Estado  Español,  para  el  mayor 
bien  de  la  vida  religiosa  y  civil  de  la  Nación  Española;  y  esto,  en  confor- 


d)    RiXATiLLO,  Concordato.';,  n.  47  (Santander,  1933). 

(2)    Commenlarium  iii  Codicem  Iiiri.s  Canoiiici,  lih.  I,  cxcursiis  ad  can.  2,  p.  40. 
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midad  con  la  ley  de  Dios  y  la  tradición  católica  de  España.  Rectos  princi- 
pios del  derecho  público  que  deben  regular  las  genuinas  relaciones  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado;  principios  por  desgracia  hoy  olvidados  en  tantas  na- 
ciones. El  bien  común  de  ambas  sociedades  soberanas,  la  Iglesia  y  el  Esta- 
do. He  ahi  el  fin  de  nuestro  Concordato.  Y  para  su  consecución  la  amistad 
y  la  mutua  colaboración  fecunda. 

Con  cuánta  satisfacción  se  expresa  el  Jefe  del  Estado  español  en  el  prin- 
cipio de  su  Mensaje  a  las  Corles:  "Al  enviar  a  las  Cortes  del  Reino,  que 
deben  ser  oídas,  respecto  a  su  ratificación,  el  texto  del  Concordato  concer- 
tado entre  nuestra  nación  y  la  Santa  Sede,  se  adueña  de  mi  espíritu  la  ín- 
tima satisfacción,  que  espero  compartáis,  de  haber  podido  prestar  a  la 
nación  y  a  nuestra  Santa  Madre  la  Iglesia  el  servicio  más  grande  de  nues- 
tros tiempos". 

CAPITULO  III 

Concordato,  artículo  1 


LA  UNIDAD  CATOLICA.  — LA  RELIGION  DEL  ESTADO 
§  1.    La  unidad  católica  en  la  tradición  española 

121.  Comienza  el  Concordato  vigente  asentando  el  principio  de  la  uni- 
dad católica  de  España. 

Permítaseme  que  comience  yo  también  con  aquel  himno  magnífico  a 
nuestra  unidad  religiosa  con  que  nuestro  incomparable  Menéndez  Pelayo 
corona  su  inmortal  Historia  de  los  heterodoxos  españoles,  tom.  6,  Epílogo, 
pp.  505-10. 

"Esta  unidad  se  la  dio  a  España  el  Cristianismo.  La  Iglesia  nos  educó  a 
sus  pechos,  con  sus  mártires  y  confesores,  con  sus  Padres,  con  el  régimen 
admirable  de  sus  Concilios.  Por  ella  fuimos  nación,  en  vez  de  muchedum- 
bre de  gentes  colecticias,  nacidas  para  presa  de  la  tenaz  porfía  de  cual- 
quier vecino  odioso. 

"No  elaboraron  nuestra  unidad  el  hierro  de  la  conquista  ni  la  sabiduría 
de  los  legisladores:  la  hicieron  los  dos  Apóstoles  y  los  siete  Varones  Apos- 
tólicos: la  regaron  con  su  sangre  el  Diácono  Lorenzo,  los  atletas  del  circo 
de  Tarragona,  las  vírgenes  Eulalia  y  Engracia,  las  innumerables  legiones 
de  mártires,  césaraugustanos;  la  escribieron  en  su  draconiano  Código  los 
Padres  de  Ilíberis;  brilló  en  Nicea  y  en  Sardis  sobre  la  frente  de  Osio  y  en 
Roma  sobre  la  frente  de  San  Dámaso;  la  cantó  Prudencio  en  versos  de  hie- 
rro celtibérico;  triunfó  del  maniqueísmo  y  del  gnosticismo  oriental,  del 
arrianismo  de  los  bárbaros  y  del  donatismo  africano;  civilizó  a  los  suevos, 
hizo  de  los  visigodos  la  primera  nación  del  Occidente,  escribió  las  Etimo- 
logías, la  primera  enciclopedia;  inundó  de  escuelas  los  atrios  de  nuestros 
templos;  comenzó  a  levantar  entre  los  despojos  de  la  antigua  doctrina  el 
alcázar  de  la  ciencia  escolástica,  por  manos  de  Liciano,  de  Tajón  y  de  San 
Isidoro;  borró  en  el  Fuero  Juzgo  la  inicua  ley  de  razas;  llamó  al  pueblo  a 
«asentir»  a  las  deliberaciones  conciliares;  dio  el  jugo  de  sus  pechos,  que 
infunden  eterna  y  santa  fortaleza,  a  los  restauradores  del  Norte  y  a  los  már- 
tires del  Mediodía,  a  San  Eulogio  y  Alvaro  Cordobés,  a  Pelayo  y  a  Omar- 
ben-Hafsun;   meando  a  Teodulfo,  a  Claudio  y  a  Prudencio  a  civilizar  la 
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Francia  Carlovingia;  dio  maestros  a  Gerberto;  amparó  bajo  el  manto  pre- 
laticio del  Arzobispo  don  Raimundo  y  bajo  la  púrpura  del  emperador  Al- 
fonso VII  la  ciencia  semitico-española... 

"¿Quién  contará  todos  los  beneficios  de  vida  social  que  a  esa  unidad 
debimos,  si  no  hay  en  España  piedra  ni  monte  que  no  nos  hable  de  ella 
con  la  elocuente  voz  de  algún  santuario  en  ruinas?  Si  en  la  Edad  Media 
nunca  dejamos  de  considerarnos  «unos»,  fue  por  el  sentimiento  cristiano, 
la  sola  cosa  que  nos  juntaba,  a  pesar  de  aberraciones  parciales,  a  pesar  de 
nuestras  luchas  más  que  civiles,  a  pesar  de  los  renegados  y  de  los  «mula- 
dies».  El  sentimiento  de  patria  es  moderno;  no  hay  patria  en  aquellos  si- 
glos, no  la  hay  en  rigor  hasta  el  Renacimiento;  pero  hay  una  fe,  un  bau- 
tismo, una  grey,  un  Pastor,  una  Iglesia,  una  liturgia,  una  cruzada  eterna  y 
una  legión  de  Santos  que  combate  por  nosotros,  desde  Causegadia  hasta  Al- 
mería, desde  el  Muradal  hasta  la  Higuera. 

"Dios  nos  concedió  la  victoria,  y  premió  el  esfuerzo  perseverante  dán- 
donos el  destino  más  alto  entre  todos  los  destinos  de  la  historia  humana: 
el  de  completar  el  planeta,  el  de  borrar  los  antiguos  linderos  del  mundo. 
Un  ramal  de  nuestra  raza  forzó  el  Cabo  de  las  Tormentas,  interrumpiendo 
el  sueño  secular  de  Adamastor,  y  reveló  los  misterios  del  sagrado  Ganges, 
trayendo  por  despojos  los  aromas  de  Ceylán  y  las  perlas  que  adornaban 
la  cuna  del  Sol  y  el  tálamo  de  la  Aurora.  Y  el  otro  ramal  fue  a  prender  en 
tierra  intacta  aún  de  caricias  humanas,  donde  los  ríos  eran  como  mares  y 
los  montes  veneros  de  plata,  y  en  cuyo  hemisferio  brillaban  estrellas  nunca 
imaginadas  por  Ptolomeo  ni  por  Hiparco... 

"España,  evangelizadora  de  la  mitad  del  orbe;  España,  martillo  de  here- 
jes, luz  de  Trento,  espada  de  Roma,  cuna  de  San  Ignacio...;  esa  es  nuestra 
grandeza  y  nuestra  unidad;  no  tenemos  otra.  El  día  en  que  acabe  de  per- 
derse, España  volverá  al  cantonalismo  de  los  Arévacos  y  de  los  Vectones, 
o  de  los  reyes  de  Taifas". 

Sobre  toda  esta  materia  podrá  verse  la  excelente  y  completa  monogra- 
fía "La  Unidad  Católica  Española",  del  presbítero  D.  Francisco  Odriozola, 
1958,  todavía  inédita. 


§  2.    La  unidad  católica  en  el  Concordato 

122.  Fiel  a  esta  tradición,  he  aquí  cómo  establece,  o  mejor  dicho,  ra- 
tifica nuestro  Concordato  el  principio  de  la  unidad  católica. 

"La  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana,  sigue  siendo  la  única  de  la 
nación  española,  y  gozará  de  los  derechos  y  de  las  prerrogativas  que  le 
corresponden,  en  conformidad  con  la  Ley  Divina  y  el  Derecho  Canónico" 
(art.  1). 

A  este  artículo,  añade  el  Protocolo  esta  aclaración:  "En  el  territorio 
nacional  seguirá  en  vigor  lo  establecido  en  el  art.  6  del  Fuero  de  los  Es- 
pañoles". 

"Por  lo  que  se  refiere  a  la  tolerancia  de  los  cultos  no  católicos  en  los  te- 
rritorios de  soberanía  española  en  Africa,  continuará  rigiendo  el  statu  quo 
observado  hasta  ahora". 

El  Fuero  de  los  Españoles,  17  jul.  1945,  en  su  artículo  6,  se  expresa  así: 
"La  profesión  y  práctica  de  la  Religión  Católica,  que  es  la  del  Estado  espa- 
ñol, gozará  de  la  protección  oficial. 

"Nadie  será  molestado  por  sus  creencias  religiosas  ni  el  ejercicio  privado 
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de  su  culto.  No  se  permitirán  otras  ceremonias  ni  manifestaciones  exter- 
nas que  las  de  la  Religión  Católica". 

De  un  modo  semejante  al  artículo  primero  del  actual  Concordato,  aun- 
que en  tono  más  radical,  estaba  redactado  el  artículo  1  del  Concordato  de 
1851 :  "La  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana,  que  con  exclusión  de  cual- 
quier otro  culto  continúa  siendo  la  única  de  la  nación  española,  se  conser- 
vará siempre  en  los  dominios  de  Su  Majestad  Católica,  con  todos  los  dere- 
chos y  prerrogativas  de  que  debe  gozar,  según  la  Ley  de  Dios  y  lo  dispuesto 
por  los  Sagrados  Cánones". 

El  art.  1  del  Concordato  actual  suprimió  la  cláusula  "con  exclusión  de 
cualquier  otro  culto".  Y  en  vez  de  la  frase  "se  conservará  siempre",  empleó 
esta  otra:  "gozará  de  los  derechos  y  prerrogativas  que  le  corresponden...". 
Pero  en  cuanto  al  principio  jurídico:  que  la  religión  católica  dehe  seguir 
siendo  la  única  religión  del  Estado  y  de  la  Nación,  en  ambos  Concordatos 
se  establece  lo  mismo. 

Nuestro  primer  artículo  concordatario,  considerado  junto  con  el  Proto- 
colo correspondiente,  contiene  dos  afirmaciones  dogmáticas:  la  divinidad 
de  la  religión  católica,  revelada  por  Dios;  y  la  institución  divina  de  la 
Iglesia  católica,  sociedad  perfecta,  como  explícitamente  se  reconoce  en  el 
art.  2,  sociedad  fundada  por  N.  S.  Jesucristo,  para  que  aprendiendo  y  prac- 
ticando en  ella  los  hombres  aquella  religión  católica,  consigan  la  eterna 
bienaventuranza. 

Reconócense  los  derechos  divinos  y  canónicos  que  a  la  religión  católica 

competen. 

El  principio  o  verdad  dogmática  de  la  divinidad  de  la  Religión  Católica 
y  de  la  Iglesia  convenia  dejarle  consignado  ya  en  la  portada  misma  del 
Concordato;  para  hacer  frente  a  los  errados  y  malsanos  principios  del 
racionalismo  moderno,  que  niega  la  divinidad  de  la  Religión  e  Iglesia  Ca- 
tólica; del  liberalismo,  que  con  la  proclamación  de  las  falsas  libertades  de 
cultos,  de  conciencia,  de  pensamiento  y  demás,  llamadas  por  los  Papas  li- 
bertades de  perdición,  pretende  mermar,  cuando  no  arrancar  a  la  Iglesia 
sus  derechos  y  prerrogativas  divinos;  y  del  laicismo,  hijo  legitimo  de  aque- 
llos dos,  que  se  afana  por  desterrar  todo  elemento  religioso  del  Estado,  de 
la  familia  y  aun  del  individuo. 

Principio  o  verdad  dogmática  y  reconocimiento  preñado  de  importan- 
tísimas consecuencias  prácticas  y  jurídicas,  que  por  este  solemne  convenio 
acepta  expresamente  el  Estado  español. 

Asimismo  contiene  el  artículo  primero  con  el  protocolo  implícitas  cinco 
afirmaciones  principales: 

1.^  Un  hecho  histórico:  La  unidad  catóüca  multisecular  de  España. 
2.^  La  confesionalidad  católica  del  Estado  español.  3.^  La  unicidad  de  la 
religión  del  Estado.  4.^  La  tolerancia  del  culto  privado  para  los  disiden- 
tes, en  la  Península.  5.^  La  tolerancia  del  culto  púbUco  para  las  religiones 
no  católicas  en  los  territorios  africanos  de  soberanía  española. 

Al  afirmar  que  la  reUgión  católica  sigue  siendo  la  única  de  la  nación 
española,  afirma  un  hecho  histórico:  hasta  ahora  ha  sido;  un  hecho  pre- 
sente: es  hoy  día;  un  principio  de  derecho:  seguirá  siendo,  deberá  ser  en  lo 
sucesivo. 
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§  3.    El  hecho  histórico 

123.  El  hecho  histórico  de  la  unidad  católica  se  verificó,  según  diji- 
mos, en  el  Concilio  III  de  Toledo  (a.  589),  con  la  conversión  del  Rey  godo 
Recaredo  y  de  su  pueblo;  y  se  desarrolló  hasta  el  fin  de  la  monarquía  visi- 
gótica (a.  711),  como  lo  atestiguan  los  Concilios  toledanos;  y  se  mantuvo 
firme  durante  los  ocho  siglos  de  la  dominación  musulmana,  sostenido  por 
las  armas  de  los  Reyes  españoles  en  unión  con  los  Obispos  y  el  clero,  hasta 
desalojar  de  la  Península  los  últimos  restos  del  Islam  en  1492  los  Monarcas, 
condecorados  por  el  Papa  con  el  glorioso  título  de  los  Reyes  Católicos. 

Hecho  continuado  hasta  nuestros  tiempos,  de  tal  suerte  que  en  1876,  des- 
pués de  tantas  revoluciones,  inspiradas  por  espíritu  antirreligioso,  después 
de  los  aciagos  días  de  la  república  primera,  cuando  se  entronizó  Alfon- 
so XII,  en  el  censo  de  la  población,  que  daba  diez  y  siete  millones  de 
habitantes,  pocos  más  de  seis  mil  declararon  profesar  religión  distinta 
de  la  católica;  y  otros  tantos  dijeron  no  tener  religión  alguna  positiva  (1). 

Y  en  la  actualidad  casi  la  totalidad  de  los  españoles  son  católicos,  me- 
jores o  peores,  pero  oficialmente  católicos,  pese  a  los  esfuerzos  de  la  se- 
gunda República  por  descristianizar  a  España. 

Realmente  esa  unidad  religiosa,  iniciada  con  la  conversión  de  Recaredo, 
no  se  quebrantó  en  el  transcurso  de  los  siglos  ni  por  el  protestantismo,  ni 
por  la  impiedad  de  la  pasada  centuria,  ni  por  los  atentados  del  siglo  pre- 
sente. Que,  como  escribe  Menéndez  Pelayo,  "todas  esas  sectas  y  manifesta- 
ciones heréticas  vinieron  a  estrellarse  en  el  muro  diamantino  levantado 
por  los  Concilios  toledanos.  Algunos,  muy  pocos,  españoles  pudieron  extra- 
viarse; la  raza  española  no  apostató  jamás"  (2). 

Confirma  esta  apreciación  el  Caudillo  Franco,  con  estas  sentidas  frases 
de  su  Mensaje:  "No  fue  el  pueblo  español  el  que  las  inspira  o  provoca  [las 
persecuciones,  etc.],  sino  precisamente  el  sectarismo  personal  de  sus  gober- 
nantes, que  obedeciendo  a  doctrinas  extrañas,  abusan  de  su  poder  traicio- 
nando la  conciencia  religiosa  de  la  inmensa  mayoría  de  su  pueblo,  sacri- 
ficando de  este  modo  a  su  sectarismo  personal...". 

"No  en  vano  es  la  religión  católica  la  gran  fuerza  moral  que  ha  formado 
el  alma  colectiva  de  nuestra  nación;  la  que  ha  modelado  nuestro  modo  de 
ser  como  pueblo  y  ha  formado  nuestra  peculiar  fisonomía  espiritual.  Nues- 
tra fe  católica  ha  venido  siendo  a  través  de  los  siglos  la  piedra  básica  de 
nuestra  nacionalidad". 

"La  restauración  de  la  unidad  católica  de  la  nación,  base  secular  e  in- 
sustituible de  la  unidad  política  de  las  tierras  y  de  los  hombres  de 
España". 

124.  Este  hecho  de  la  unidad  católica  fue  elevado  a  la  categoría  de 
derecho,  aun  civil,  por  nuestras  leyes  patrias,  como  en  el  Fuero  Juzgo,  có- 
digo definitivamente  arreglado  y  publicado  en  el  Concilio  VIII  de  Tole- 
do (653),  lib.  12,  tit.  2,  ley  2;  en  las  Partidas  de  Alfonso  X  el  Sabio,  part.  7, 
tit.  26,  ley  1,  2;  en  las  Constituciones  del  Reino,  algunas  muy  liberales; 
menos  en  la  librecultista  de  1869,  art.  21 ;  y  en  la  atea  de  la  segunda  Re- 
pública, 9  dic.  1931,  art.  26. 


(1)  Girón  Arcas,  La  Reforma  del  Concordato  [de  1851],  p.  U,  Madrid,  1902. 

(2)  Heterodoxos,  lib.  I,  cíip.  ,3,  §  9,  pág.  344. 
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Veamos  algunas  muestras  recientes: 

El  punto  25  del  Movimiento  Nacional,  1936,  dice:  "Nuestro  Movimiento 
incorpora  el  sentido  católico,  de  gloriosa  tradición  y  predominantemente 
en  España,  a  la  reconstrucción  nacional". 

El  Decreto  de  Unificación  de  la  Falange  y  los  Requetés,  19  de  abril 
1937 :  "La  espiritualidad  católica  fue  elemento  formativo  y  principal  de 
nuestra  nacionalidad,  y  en  cuyos  principios  eternos  de  moralidad  y  justicia 
ha  de  seguir  inspirándose". 

La  Ley  de  6  de  diciembre  19^0  sobre  enseñanza:  "Es  obra  predilecta 
del  régimen :  Asegurar  la  formación  y  disciplina  de  las  generaciones  de  la 
Patria  en  el  espíritu  católico,  español  y  de  milicia.  Secundar  la  educación 
religiosa  propia  de  la  Iglesia". 

El  Fuero  del  trabajo,  9  marzo  1937:  "El  Estado  español  añrma  el  con- 
cepto cristiano  del  trabajo;  el  concepto  católico  del  capital;  el  reconoci- 
miento de  la  familia,  como  célula  primaria  natural  y  fundamental  de  la 
sociedad.  Los  principios  sociales  de  la  Encíclica  Rerum  Novarum  el  Estado 
español  los  recoge  y  eleva  a  la  categoría  de  fuente,  que  inspirará  su  poli- 
tica  social  y  económica". 

El  Fuero  de  los  españoles,  17  de  julio  1945:  "La  profesión  y  práctica  de 
la  religión  católica,  que  es  la  del  Estado  español,  gozará  de  la  protección 
oficial"  (art.  6). 

Por  ñn  la  Ley  de  sucesión,  26  julio  de  1947,  votada  por  la  casi  totalidad 
de  la  población  en  plebiscito  nacional  6  de  julio:  "España,  como  unidad  po- 
lítica, es  un  Estado  católico"  (art.  1). 

Objeta  RoL'QLETTE  que  los  españoles  no  tenemos  noción  práctica  del  Esta- 
do católico.  El  cual,  según  él,  es,  no  una  nación  en  la  cual  la  mayoría  de  los 
ciudadanos  están  bautizados  o  se  adhieren  al  catolicismo  por  un  mínimo  de 
prácticas;  ni  tampoco  un  Estado  en  el  cual  un  partido  católico  potente  se 
halla  en  el  poder;  sino  más  bien  el  conjunto  de  instituciones  que  manan  de 
una  sociedad  caracterizada  esencialmente  por  una  mentalidad  colectiva 
católica  (3).  Con  lo  cual  pretende  indicar  que  España  no  es  un  Estado  ca- 
tólico, porque  le  falta  tal  mentalidad. 

No  se  puede  admitir  tal  apreciación  de  Rouquette:  sobre  todo  en  vista 
del  discurso  de  Pío  XII  a  los  juristas  italianos  (4).  Su  catolicidad  la  pro- 
claman la  totalidad  moral  de  sus  ciudadanos,  que  son  católicos,  y  el  espí- 
ritu de  sus  instituciones  patrias. 

§  4.    La  Religión  del  Estado  español  es  la  católica 

125.  Así  lo  reconoce  expresamente  el  art.  6  del  Fuero  de  los  españoles, 
añadiendo  que  ella  gozará  de  la  protección  oficial. 

La  católica  es,  pues,  la  religión  del  Estado,  no  sólo  la  dominante,  sino 
la  única.  Ella  sola  es  profesada  por  el  Estado  como  tal;  ya  ella  sólo  se  com- 
promete a  prestar  protección  oficial. 

La  confesionalidad  católica  del  Estado  español,  consignada  en  el  Fuero 
de  los  españoles  y  ratificada  en  el  Concordato,  ha  sido  blanco  de  fuertes 
acometidas  aun  por  parte  de  eclesiásticos  extranjeros. 

(3)  En  Etiides,  280  (1954)  241-43. 

(4)  6  dic.  1953;  AAS.  45,  800-802. 
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En  28  de  mayo  de  1948  publicaron  los  Metropolitanos  españoles  una 
Pastoral  conjunta  sobre  la  unidad  católica  y  la  libertad  de  cultos  (5).  A  raiz 
de  ella  dos  revistas  eclesiásticas  norteamericanas,  Indiana  Catholic  and 
Record,  14  mar.  1952,  p.  673,  y  América,  1952,  p.  662,  levantaron  su  voz  de 
protesta,  pregonando  que  semejante  doctrina  había  sido  superada  en  cua- 
tro siglos  por  la  reciente  concepción  de  la  conveniente  libertad  de  cultos 
en  todas  las  naciones,  aun  en  aquellas,  como  España,  en  que  felizmente  se 
da  la  unidad  católica  de  hecho  (6). 

Tal  doctrina  está  en  pugna  con  el  Syllabus  de  Pío  IX,  la  Carta  de 
León  XIII  a  los  Prelados  norteamericanos,  6  jun.  1895,  y  las  Encíclicas  del 
mismo  Papa  Immortale  Dei,  1  nov.  1885;  Libertas,  20  jun.  1888  (7). 

Refutóla  públicamente  el  Card.  Ottaviani  en  su  famosa  conferencia  sobre 
los  Deberes  del  Estado  católico,  2  de  marzo  1953,  en  el  Pontificio  Ateneo 
Lateranense,  donde  confirmó  la  tesis  de  los  Metropolitanos  españoles  (8). 

Por  fin  el  Papa  Pío  XII  echa  el  sello  a  esta  confirmación,  suscribiendo  el 
Concordato  actual,  en  que  aplica  la  doctrina  de  la  tesis  de  la  confesiona- 
lidad  católica  del  Estado. 

"No  es  vivir  retrasado  cuatro  siglos,  escribe  el  Card.  Pla,  Primado  de 
España,  el  proclamar  la  unidad  católica;  es  tener  la  grande  gloria  y  la  al- 
tísima dicha  de  no  haber  caído  en  la  herejía  protestante  ni  en  el  laicismo 
político,  verdadero  retraso  respecto  de  la  situación  ideal  entre  la  Iglesia  v 
el  Estado"  (9). 

¡Qué  bien  dice  el  Jefe  del  Estado  en  el  Mensaje  a  las  Cortes!  :  "La  feli- 
cidad y  el  bienestar  de  los  pueblos  no  se  asienta  sólo  en  las  riquezas  mate- 
ríales,  ni  aun  en  el  progreso  de  las  ciencias  y  de  las  artes,  sino  muy  prin- 
cipalmente en  la  práctica  de  la  virtud"  (10). 

126.  Objeciones.  Más  he  aquí  que  plumas  extranjeras  se  esfuerzan  por 
desvirtuar  el  valor  de  los  documentos  pontificios. 

1)  El  P.  CouRTNEY  Murray,  S.  I.,  pretende  que  el  establecimiento  de  la 
religión  católica  como  religión  del  Estado  no  es  una  exigencia  permanente 
de  los  principios  que  rigen  las  relaciones  primordiales  entre  ambas  sobe- 
ranías. Que  las  afirmaciones  de  León  XIII  son  circunstanciales,  debidas  a 
las  coyunturas  del  momento  (11). 

No  así.  Estos  principios  son  inalterables,  están  en  armonía  con  las  En- 
cíclicas de  Pío  XI,  Divini  Redemptoris,  19  mar.  1937;  AAS.  2-9,  65;  y  Non 
Abbiamo  bisogno,  29  jun.  1931;  AAS.  23,  285;  y  la  de  Pío  XII  Summi  Ponti- 
ficatus,  20  oct.  1939;  AAS.  31,  413.  Ni  son  concepciones  recientes:  ya  estaban 
enunciadas  de  forma  equivalente  desde  los  primeros  siglos  por  los  Santos 
Padres  y  por  los  Doctores. 

(5)  Conferencia  de  los  Metropolitanos  españoles  sobre  la  propaganda  protes- 
tante en  España.  Madrid,  28  maj^o  1948,  en  Eccíesia,  VIII  (1948)  I,  673-5. 

(6)  Véase  la  refutación  que  hace  el  Card.  Primado  Pla  en  Eccíesia,  XII  (1952) 
II,  507-8.  Y  el  P.  Granero,  S.  I.,  El  problema  protestante  en  España,  en  "Razón  y 
Fe",  145  (1952)  575-81. 

(7)  Colección  de  Encíclicas  ¡j  Cartas  Pontificias,  AGE.  Madrid,  1948. 

(8)  En  Eccíesia,  XIII  (1953)  I,  461-62;  488-90. 

f9)  El  Catolicismo,  religión  de  la  nación  española,  en  "Eccíesia",  XIII  (1953) 
II,  480. 

(10)  Eccíesia,  195;},  II,  534. 

(11)  The  prohleme  of  the  Religión  of  the  State,  en  "The  American  Ecclesias- 
tical  Review",  1951,  pp.  491-535;  Leo  XIII  on  Church  and  State,  en  "Theological 
Studics",  1953,  pp.  1-30. 
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2)  Dice  el  mismo  Courtney  que,  según  respuesta  recibida  de  Roma  a  la 
consulta  del  periódico  New  York  Times,  la  Conferencia  del  Card.  Otta- 
viani,  Pro-Secretario  del  S.  Oficio,  no  tenía  carácter  ni  oficial  ni  ofi- 
cioso (12). 

Mas  en  esa  misma  información  vaticana  se  insiste  en  que  las  afirmacio- 
nes del  Cardenal  son  indiscutibles  (13). 

3)  Por  fin  instan :  Pió  XII,  en  su  discurso  al  Congreso  Nacional  de  Ju- 
ristas Católicos  Italianos,  6  dic.  1953;  AAS.  794-802,  precisa  en  qué  circuns- 
cias  puede  permitirse  la  tolerancia  de  cultos  no  católicos,  en  un  Estado  ca- 
tólico dentro  de  una  comunidad  internacional  católica.  Esto  parece  indicar 
corrección  o  censura  a  la  doctrina  del  Card.  Ottaviani. 

Nada  de  esto:  es  más  bien  complemento  y  ratificación  de  la  misma. 
Pues  la  tolerancia  la  admitía  Ottaviani,  citando  este  texto  de  León  XIII: 
"Aunque  la  Iglesia  juzga  que  no  es  lícito  que  todos  los  cultos  gocen  de  los 
mismos  derechos,  que  sólo  corresponden  a  la  religión  verdadera,  sin  em- 
bargo no  condena  a  los  gobernantes  que,  para  conseguir  un  bien  mayor  o 
para  evitar  algún  mal,  toleren  la  práctica  la  existencia  de  diversos  cultos  en 
el  Estado  que  gobiernan  (14). 

Por  consiguiente  el  ideal  absoluto  sigue  siendo  la  confesionalidad  cató- 
lica del  Estado,  y  no  la  hipótesis  particular  de  la  tolerancia  de  cultos  en 
ciertas  circunstancias.  "Por  principio,  afirma  Pío  XII,  es  decir,  como  tesis, 
no  puede  aprobar  la  Iglesia  la  completa  separación  entre  los  dos  poderes". 
(A  los  juristas). 

127.  Más  objeciones.  Impugnando  la  posición  de  España  en  el  Con- 
cordato los  extranjeros  han  desatado  una  lluvia  de  objeciones. 

1)  La  tesis  del  Estado  católico  no  es  ideal  permanente.  El  Episcopado 
brasileño  en  carta  colectiva,  1889,  saludó  el  fin  del  Estado  católico  como  el 
de  "una  protección  que  nos  asfixiaba"  (15). 

Resp.  Pase  que  esto  lo  dijeron  los  Obispos  de  una  nación  en  aquellas 
circunstancias.  De  aquí  no  se  sigue  que  en  tesis  el  ideal  permanente  no 
sea  la  confesionalidad  católica  del  Estado.  Pío  IX  condenó  la  proposición  55 
del  Syllábus:  "La  Iglesia  ha  de  estar  separada  del  Estado,  y  el  Estado  de  la 
Iglesia".  Semejantes  expresiones  contiene  la  carta  de  la  Sagrada  Congre- 
gación de  Seminarios,  7  mar.  1950,  a  los  Obispos  del  Brasil  (AAS.  42,  836). 

En  el  radiomensaje  de  Navidad  de  1941  alabó  Pío  XII  "la  sabiduría  de 
aquellos  gobernantes,  que  favorecieron  siempre  o  quisieron  y  supieron  hon- 
rar, con  beneficio  para  el  pueblo,  los  valores  de  la  civilización  cristiana,  en 
las  felices  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  (AAS.  34,  13). 

En  la  Carta  de  19  de  oct.  1945  a  la  XIX  Semana  Social  de  los  Católicos 
Italianos  insiste  en  el  concepto  cristiano  del  Estado  y  su  obligación  de  in- 
formar la  propia  actividad  social  y  la  legislación  toda  en  los  principios 
morales  de  la  religión. 


(12)  En  New  York  Times,  23  jul.  1953. 

(13)  En  América,  1953,  p.  450. 

(14)  Encicl.  Immortale  Dei,  1  nov.  1885. 

(15)  Serrand,  en  Vie  Intellectiielle,  nov.  1953. 
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2)  ''El  Papa  hubiera  admitido  un  sistema  más  liberal  en  el  Concordato 
español,  si  se  le  hubiera  propuesto  el  Gobierno  y  la  Jerarquía,  como  en  Ir- 
landa y  Portugar  (16). 

Resp.  No.  Fue  la  Santa  Sede  la  que  exigió  la  observancia  de  los  cua- 
tro artículos  primeros  del  Concordato  de  1851,  en  los  Convenios  de  7  de 
junio  1941  y  16  de  julio  1946.  Ahora  bien,  aquí  se  establece  expresamente  la 
unidad  católica  y  la  confesionalidad  católica  del  Estado  español. 

3)  El  Estado,  como  tal,  es  incapaz  de  profesar  una  religión,  objeta 
Courtney  Murray,  porque  es  una  persona  jurídica,  moral  y  por  tanto  un  ente 
de  razón,  creación  ficticia  de  la  razón  humana  (17). 

Resp.  ¿Ignora  el  objetante  que  las  personas  morales,  principalmente 
las  colegiales  o  integradas  por  individuos,  son  verdaderos  sujetos  de  dere- 
chos y  obUgaciones?  ¿No  engendran  los  tratados  internacionales  verdaderas 
obligaciones  de  justicia  entre  las  partes  contratantes,  a  pesar  de  ser  estas 
personas  morales? 

Claro  está  que  ellas  no  pueden  obrar  por  sí  mismas;  pero  sí  por  sus  re- 
presentantes legales.  La  sociedad  civil  por  medio  del  Gobierno. 

4)  Supuesto  que  el  Estado  pueda  dar  culto  a  Dios,  no  está  obligado  a 
ello.  Porque  tiene  un  fin  meramente  temporal.  A  él  no  le  toca,  por  tanto, 
cuidar  de  la  religión,  sino  más  bien  proteger  la  libertad  de  sus  subditos  en 
la  práctica  de  aquélla;  para  lo  cual  debe  ser  imparcial,  neutral,  arreligioso, 
laico  (18).  Así  Maritain,  Courtney  Murray,  etc. 

Resp.  He  aquí  cómo  se  expresa  León  XIII:  Los  hombres  socialmente 
unidos  se  encuentran  sometidos  a  Dios,  no  menos  que  aislados:  y  la  socie- 
dad civil,  no  menos  que  las  personas  que  la  integran,  es  deudora  a  Dios, 
que  la  creó,  la  conserva  y  la  concede  innumerables  bienes...  De  modo  que 
así  como  a  ningún  individuo  le  es  lícito  prescindir  de  sus  deberes  con  Dios, 
y  para  con  la  religión  con  que  él  quiere  ser  honrado,  tampoco  "las  socie- 
dades civiles  pueden  en  conciencia  obrar,  como  si  Dios  no  existiese,  o  des- 
preciar la  religión  como  cosa  extraña  o  inútil  (Encícl.  Immortale  Dei). 

El  Estado,  es  decir,  no  sólo  la  sociedad  civil  como  tal,  sino  el  Gobierno 
de  la  misma,  como  su  representante  y  personiñcador,  tiene  obligación  ob- 
jetiva de  abrazar  y  ejercer  por  lo  menos  la  religión  natural,  si  desconoce 
la  revelada;  y  la  sobrenatural,  una  vez  conocida  la  revelación.  Además  la 
obligación  sujetiva  de  abrazar  y  ejercer  la  sobrenatural,  si  le  ha  sido  sufi- 
cientemente propuesta. 

Tal  obligación  sólo  puede  ligar  hacia  la  religión  verdadera,  pues  el  error 
en  este  caso  no  tiene  derecho  alguno;  y  como  la  única  verdadera  es  la  ca- 
tólica, según  se  prueba  con  certeza  en  la  Teología;  tal  debe  profesar  y 
ejercer  el  Estado-Sociedad  y  el  Estado-Autoridad. 

Exprésalo  así  León  XIII:  "Tiene  el  Estado...  político  obligación  de  ad- 
mitir enteramente,  y  abiertamente  profesar  aquella  ley  y  prácticas  del 
culto  divino  que  el  mismo  Dios  ha  demostrado  que  quiere". 


(16)  América,  vol.  90  (1953)  p.  166. 

(17)  The  probleme  nf  fhe  Reliqion  of  the  State,  en  "The  American  Ecclesiasti- 
cal  Review",  124  (19.51)  H27-,52. 

(18)  Humanisme  integral,  pp.  181-83. 
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Y  este  culto  es  el  católico  con  exclusión  de  todo  otro,  pues  "veda  la  jus- 
ticia y  la  razón  que  la  sociedad  humana  sea  atea;  y  también  que  trate  de 
igual  modo  y  conceda  a  todas  derechos  civiles..."  (Libertas). 

¡Cuán  a  propósito  vienen  las  siguientes  palabras  del  Mensaje  de  Fran- 
co :  "'Es  deber  de  los  gobernantes  de  un  Estado  compuesto  por  católicos 
mantener  la  religión  de  su  pueblo,  y  defenderla  y  profesarla  públicamente". 

§  5.    La  religión  del  Estado  español  es  únicamente  la  católica 

128.  A  ésta  exclusivamente  promete  su  protección  el  Fuero  de  los  es- 
pañoles. 

129.  Objeciones.  Contra  esta  unicidad  y  exclusivismo  asestan  los  ex- 
tranjeros: 

1)  La  unicidad  violenta  la  libertad  de  los  subditos.  El  Estado  debe  ser 
pluralista,  es  decir,  proteger  y  fomentar  la  completa  libertad  de  cultos.  Lo 
contrario  sería  violentar  la  intangible  libertad  religiosa  de  los  ciudadanos. 
Asi  Maritaix,  p.  198  sig.  y  otros. 

Respondemos.  El  Estado  debe  proteger  la  libertad  religiosa  de  sus  ciu- 
dadanos, en  cuanto  que  no  debe  imponerles  ninguna  religión,  ni  entrome- 
terse en  su  vida  privada.  Pero  de  ahí  no  se  sigue  que  deba  reconocer  todas 
las  religiones,  y  conceder  a  todos  en  todas  circunstancias  el  derecho  a  ma- 
nifestarse públicamente;  derecho  que  sólo  compete  a  la  verdad. 

2)  La  unicidad  es  contraria  al  acto  de  fe.  Oponen  Vialatoux,  L.\treil- 
LE  (19)  y  otros.  El  laicismo  del  Estado  es  necesario  para  salvar  la  libertad 
requerida  del  acto  de  fe.  Pues  un  Estado  confesional  quita  esa  libertad,  al 
dirigir  las  conciencias  de  los  ciudadanos  por  una  linea  determinada  de 
creencias. 

Se  responde.  En  efecto,  el  acto  de  fe,  necesario  para  abrazar  una  reli- 
gión suficientemente  propuesta,  ha  de  estar  libre  de  toda  coacción  física  y 
moral,  entendida  ésta  en  el  sentido  de  amenazas  de  males  o  de  privación  de 
bienes.  Pero  no  debe  estar  exento  de  aquella  coacción  moral  o  en  concien- 
cia, nacida  de  la  ley  natural  y  positiva,  que  obliga  al  acto  de  fe,  cuando 
ésta  ha  sido  suficientemente  propuesta. 

Ahora  bien,  la  confesionalidad  católica  del  Estado  español  no  impone 
el  acto  de  fe  en  los  dogmas  católicos;  sino  que  sólo  sirve  de  ocasión  o  exhor- 
tación para  que  los  españoles  sigan  esa  misma  conducta  religiosa;  lo  cual 
no  está  prohibido  por  derecho  alguno;  y  además  es  una  de  las  verdaderas 
razones  para  que  el  Estado  sea  católico. 

Además  los  fieles,  una  vez  abrazada  la  religión  católica,  son  libres  con 
Wbertad  natural  o  psicológica  para  rechazarla;  pero  no  son  libres  con  liber- 
tad moral  o  en  conciencia,  y  pueden  ser  sancionados  por  la  Iglesia  en  vir- 
tud de  este  delito  (20). 


(lO")    Cristianismo  y  laicidad. 

(20>  Rodríguez  Sotillo.  Compendium  Inris  publici  Ecclesiastici,  lib.  2,  parí.  2, 
sect.  1,  cap.  1. 
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§  6.    Manifestaciones  externas  de  cultos  disidentes 
en  el  territorio  nacional 

130.  La  redacción  del  art.  1  del  Concordato  actual,  aunque  semejante 
al  de  1851,  es  algo  más  mitigada,  suprimiendo  la  cláusula  "con  exclusión 
de  cualquier  otro  culto";  y  en  vez  de  la  frase  "se  conservará  siempre",  em- 
plea esta  otra:  "gozará  de  los  derechos  y  prerrogativas  que  le  correspon- 
den...". Pero  en  cuanto  al  principio  jurídico:  que  debe  seguir  siendo  la  úni- 
ca religión  del  Estado  y  nación  españoles,  en  ambos  Concordatos  se  esta- 
blece el  mismo,  salvas  las  declaraciones  estipuladas  en  el  Protocolo  sobre 
la  vigencia  del  artículo  6  del  Fuero  de  los  españoles  en  el  territorio  nacio- 
nal; y  la  subsistencia  del  statu  quo  en  los  territorios  de  soberanía  española 
en  Africa,  donde  domina  el  mahometismo. 

El  artículo  6  del  Fuero  de  los  españoles,  establece:  "La  profesión  y  prác- 
tica de  la  religión  católica,  que  es  la  del  Estado  español,  gozará  de  la  pro- 
tección oficial".  —  "Nadie  será  molestado  por  sus  creencias  religiosas  ni  el 
ejercicio  privado  de  su  culto".  —  "No  se  permitirán  otras  ceremonias  ni  ma- 
nifestaciones externas  más  que  las  de  la  religión  católica". 

Aunque  el  Concordato  de  1851  se  expresaba  en  forma  más  radical,  sin 
estas  atenuaciones,  la  Constitución  del  Estado  español  de  1876,  vigente  has- 
ta la  segunda  República,  en  el  art.  11  vino  a  poner  estas  restricciones:  "La 
religión  Católica.  Apostólica,  Romana  es  la  del  Estado",  pero  "nadie  será 
molestado  en  el  territorio  español  por  sus  opiniones  religiosas,  ni  por  el 
ejercicio  de  su  respectivo  culto";  si  bien  "no  se  permitirán  otras  ceremo- 
nias ni  manifestaciones  públicas  que  las  de  la  religión  del  Estado". 

Quedó,  pues,  sancionada  por  el  art.  11  de  la  Constitución  de  1876  la  tole- 
rancia de  cultos  distintos  del  católico,  dentro  de  los  límites  mencionados; 
y  de  hecho  así  se  observó;  y  bajo  el  Gobierno  actual  sancionóla  el  men- 
cionado artículo  6  del  Fuero  de  los  españoles,  redactado  en  inteligencia  con 
la  Santa  Sede;  el  cual  viene  a  establecer  casi  con  las  mismas  palabras  lo 
consignado  en  la  Constitución  de  1876:  la  tolerancia  de  cultos  privada,  ex- 
cluyendo la  tolerancia  pública. 

131.  Qué  son  manifestaciones  públicas  y  externas.  Según  se  echa 
de  ver,  el  art.  11  de  la  Constitución  de  1876  prohibía  las  ceremonias  y  ma- 
nifestaciones públicas  de  las  religiones  disidentes.  El  Fuero  de  los  españoles 
prohibe  las  ceremonias  y  manifestaciones  externas.  ¿Son  equivalentes  las 
dos  palabras  públicas  y  externas?  ¿Y  cuáles  han  de  considerarse  tales? 

La  Real  Orden  de  23  de  octubre  del  mismo  año  dio  las  siguientes  reglas 
aclaratorias  del  citado  art.  11  de  la  Constitución:  l.'"^  Queda  prohibida 
desde  esta  fecha  toda  manifestación  pública  de  los  cultos  o  sectas  disiden- 
tes de  la  religión  católica,  fuera  del  recinto  del  templo  o  del  cementerio  de 
las  mismas. 

2.'^  Se  entiende  por  manifestación  pública,  y  como  tal  prohibida,  todo 
acto  ejecutado  sobre  la  vía  pública  o  en  los  muros  exteriores  del  templo  y 
del  cementerio,  que  dé  a  conocer  las  ceremonias,  ritos,  usos  y  costumbres 
del  rito  disidente;  ya  sea  por  medio  de  procesiones  o  de  letreros,  emble- 
mas, anuncios  y  carteles. 
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3/^  Las  reuniones  que  se  celebren  dentro  de  los  templos  y  de  los  cemen- 
terios, así  disidentes  como  católicos,  gozarán  de  la  inviolabilidad  constitu- 
cional, siempre  que  en  ellos  no  se  contravengan  expresamente  las  ordenan- 
zas y  reglamentos  de  policía,  o  no  se  cometa  alguno  de  los  delitos  compren- 
didos y  castigados  por  el  Código  penal. 

Mas  la  Real  Orden  de  10  de  junio  de  1910,  yendo  más  allá  de  lo  permitido 
por  la  Constitución,  mantuvo  que  no  se  considerarían  manifestaciones  pú- 
blicas los  signos  exteriores  de  los  cultos  disidentes,  como  letreros,  banderas, 
emblemas,  anuncios,  carteles,  etc.,  que  den  a  conocer  sus  edificios,  ritos  y 
costumbres. 

Tal  vez  recuerdo  de  aquella  Real  Orden,  que  jugando  con  el  concepto  de 
público  permitió  ciertas  manifestaciones  exteriores  de  cultos  no  católicos, 
movió  al  Fuero  de  los  españoles  a  prohibir  las  ceremonias  y  manifestacio- 
nes externas,  que  no  sean  de  la  religión  católica;  vedando  precisamente 
las  permitidas  por  la  R.  O.  de  1910. 

Pero  este  precepto  de  rasgo  constitucional  no  se  ha  reglamentado  con 
una  legislación  complementaria  de  conjunto.  Ha  habido,  sí,  varias  Ordenes 
ministeriales,  que  por  su  carácter  especial  no  han  sido  publicadas. 

Así  la  Orden  Circular  de  12  de  nov.  1945,  leída  por  Mr.  Richards  en  la 
Cámara  de  Representantes  de  los  Estados  Unidos:  1.°  Los  grupos  religio- 
sos no  católicos  pueden  ejercer  libremente  su  culto,  en  cualquier  parte  del 
territorio  español,  con  tal  que  sea  dentro  de  las  respectivas  iglesias  y  sin  ma- 
nifestación pública.  Los  directores  de  estas  sectas  o  las  personas  encarga- 
das del  culto  tienen  libertad  para  organizar  ceremonias  religiosas,  con  la 
condición  de  que  no  persigan  otros  fines,  es  decir,  relaciones  políticas  con 
grupos  ilegales  o  propósitos  que  no  sean  puramente  piadosos  y  litúrgicos. 

2.  °  En  cada  caso  habrá  de  solicitarse  de  los  Gobernadores  civiles  la 
autorización  de  apertura  de  tales  templos,  que  se  concederá  sobre  las  bases 
de  estas  disposiciones.  El  Gobernador  informará  a  este  Ministerio.  La  auto- 
rización se  comunicará  al  solicitante. 

3.  °  Los  Gobernadores  civiles  darán  protección  al  culto  asi  autorizado,  y 
no  interferirán  la  labor  de  las  iglesias  ni  sus  ceremonias  privadas. 

4.  °  Los  Gobernadores  civiles  deberán  informar  a  este  Ministerio  de  los 
abusos  o  violaciones  de  la  ley  a  este  respecto. 

La  Orden  Circular  de  23  de  feb.  1948:  1  °  Se  reconoce  el  ejercicio 
privado  del  culto  de  las  religiones  no  católicas.  2°  Por  culto  privado 
hay  que  entender:  bien  el  personal,  bien  el  que  se  lleva  a  cabo  en  el  inte- 
rior de  los  recintos  consagrados  a  la  confesión  religiosa  de  que  se  trate. 
3.°  Este  culto  no  puede  tener  en  ningún  caso  manifestaciones  externas  o 
públicas;  de  un  lado,  porque  dejaría  de  ser  privado,  que  es  la  única  ma- 
nera admitida,  y  de  otro,  porque  ceremonias  o  manifestaciones  externas 
sólo  se  permiten  las  de  la  religión  católica.  4.«  Consiguientemente  no 
cabe  tampoco  la  práctica  de  cualquier  labor  de  proselitismo  o  propaganda 
de  las  religiones  no  católicas,  sea  cual  fuere  el  procedimiento  utilizado; 
como,  por  ejemplo,  la  fundación  de  colegios  para  la  enseñanza,  donativos 
con  apariencia  benéfica,  centros  de  recreo,  etc.,  ya  que  ello  implicaría  for- 
zosamente una  manifestación  externa  no  permitida. 

Trae  estas  dos  Ordenes  circulares  el  Excmo.  Sr.  D.  José  Maldonado,  ac- 
tual Subsecretario  del  Ministerio  de  Educación,  en  su  trabajo  Los  cultos 
no  católicos  en  el  derecho  español.  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad 
de  Madrid.  El  Concordato  de  1953,  pp.  417-18.  Añadiendo  que  al  parecer 
hay  una  tercera  Orden  circular  de  30  de  enero  de  1954,  que  centraliza  más 
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en  la  Dirección  General  de  Política  Interior  las  facultades  de  los  Goberna- 
dores civiles  en  esta  materia. 

132.    Comentario.   El  mismo  Sr.  Maldonado  va  haciendo  los  siguientes 

comentarios: 

La  secta.  No  se  reconoce  en  conjunto.  La  tolerancia  se  plantea  en  el 
Fuero  de  los  españoles,  como  problema  de  los  individuos.  Se  admite  el  culto 
estrictamente  personal  (23  feb.  1948,  n.  2).  Si  la  persona  se  halla  en  un  es- 
tablecimiento público  del  Estado,  como  un  hospital,  una  prisión,  un  cuar- 
tel, no  por  eso  será  público  el  culto,  pero  no  podrán  darse  allí  manifesta- 
ciones externas  o  públicas  (n.  3). 

Se  reconoce  el  ejercicio  privado  del  culto  de  las  religiones  no  católi- 
cas (n.  1);  no  se  indican  límites.  Claro  está  que  ese  culto  estará  limitado 
por  las  leyes  penales  del  Estado.  Se  pone  como  condición  que  los  directores 
de  esas  sectas  o  los  encargados  del  culto  no  pretendan  relaciones  políti- 
cas con  grupos  ilegales  o  propósitos  que  no  sean  puramente  piadosos  o  li- 
túrgicos (12  nov.  1945,  n.  1). 

El  grupo  religioso.  Puede  ejercer  su  culto  dentro  de  sus  iglesias  (12  nov. 
1945,  n.  1).  A  ese  grupo  o  reunión  de  unos  cuantos  individuos  no  se  le  reco- 
noce especialmente  personalidad  jurídica  distinta  de  las  personas  compo- 
nentes. Esta  Orden  sólo  permite  la  actuación  de  tales  grupos  en  ceremo- 
nias estrictamente  religiosas. 

Los  templos.  Se  necesita  autorización  del  Gobernador  civil  para  abrir 
esos  templos  o  lugares  religiosos;  pero  no  se  determinan  muchos  puntos, 
como  los  requisitos  para  la  petición,  los  datos  que  en  ella  han  de  consig- 
narse, quién  ha  de  hacer  la  solicitud,  el  expediente  gubernativo.  Sólo  se  dice 
que  el  Gobernador  informará  al  Ministerio,  y  que  la  autorización  se  comu- 
nicará al  solicitante. 

El  ministerio  religioso.  Se  menciona  (12  nov.  45,  n.  1),  pero  no  se  pre- 
cisan sus  requisitos,  ni  sus  relaciones  con  la  secta.  Sus  actos  no  tienen  valor 
oficial  civil.  Por  ejemplo,  los  certificados  que  expidan  para  demostrar  la 
acatolicidad  de  los  individuos  en  orden  al  matrimonio  civil  no  hacen  fe 
pública,  podrían  ser  como  una  información  testifical. 

El  ejercicio  del  culto.  Se  tolera  el  privado.  A  saber,  el  estrictamente 
personal,  o  el  que  se  ejercita  en  el  interior  de  los  recintos  consagrados  a  la 
confesión  religiosa  (23  feb.  48,  n.  2;  12  nov.  45,  n.  1).  Sin  manifestaciones 
externas  o  públicas  (23  feb.  48,  n.  3).  Así  se  prohibirán  anuncios  en  los  pe- 
riódicos ni  en  las  puertas  de  las  templos;  rótulos  que  indiquen  la  condi- 
ción de  estos  lugares,  trasmisión  de  los  actos  del  culto  por  medio  de  la 
radio;  probablemente  estará  prohibido  que  se  oigan  desde  fuera,  a  través 
de  las  ventanas;  tocar  campanas  o  instrumentos  equivalentes. 

¿Y  en  los  cementerios?  La  Real  Orden  de  28  feb.  1872  entendió  como 
privado  el  culto  en  ellos,  y  permitió  a  las  sectas  y  a  los  municipios  cons- 
truir cementerios  civiles. 

La  propaganda.  No  se  permite,  por  la  exterioridad  que  supone  (23  feb. 
48,  n.  4).  Pero  no  se  prohibe  la  instrucción  de  sus  adeptos  dentro  del  lugar 
religioso;  no  en  escuelas.  Ni  se  prohiben  las  colectas  dentro  del  mismo 
lugar;  por  no  ser  manifestación  externa. 

Protección  de  estos  cultos.   Los  Gobernadores  civiles  los  protegerán  den- 
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tro  de  las  iglesias.  Esto  es,  harán  uso  de  su  autoridad  para  que  no  se  los 
perturbe  ni  se  moleste  a  los  que  en  ellos  toman  parte.  El  Código  penal  vi- 
gente (1945)  ha  suprimido  el  precepto  del  Código  penal  de  1928,  que  cas- 
tigaba con  confinamiento  al  que  practicase  fuera  del  recinto  destinado  a 
los  cultos,  que  no  sea  el  de  la  religión  católica,  ceremonias  o  manifestacio- 
nes públicas  propias  de  los  mismos. 

Vigilancia  de  estos  cultos.  Se  impone  a  los  Gobernadores  civiles  el  deber 
de  informar  al  Ministerio  de  los  abusos  o  violaciones  de  la  ley  a  este  res- 
pecto (12  nov.  45,  n.  4),  y  de  vigilar  las  actividades  de  tales  confesiones, 
cortando  las  extralimitaciones,  y  avisando  al  Ministro  de  ellas  y  de  las  san- 
ciones impuestas  (23  feb.  48). 

Hasta  aquí  el  Sr.  Maldonado.  Repetimos  que  lo  dicho  es  lo  que  parece 
desprenderse  de  las  citadas  Ordenes  circulares  no  publicadas  en  el  Boletín 
Oficial  del  Estado,  sino  conocidas  por  conductos  indirectos. 

Según  el  Card.  PiA,  seria  manifestación  externa  cualquier  reunión  pú- 
blica, cualquier  manifestación  callejera,  cualquier  manifestación  extema  de 
capilla  pública  acatólica,  carteles,  etc.  (21). 

El  Cardenal  Ottaviani  enumera  así  las  cosas  que  no  deben  tolerarse:  la 
libertad  de  propaganda,  el  derecho  a  evangelizar,  a  abrir  capillas  sin  limi- 
tación; en  fin,  la  licencia  plena  para  romper  la  unidad  religiosa  de  los  pue- 
blos católicos  (22). 


§  7.    Tolerancia  del  culto  privado  a  los  no  católicos 

133.  He  aqui  un  punto  contra  el  cual  se  ha  desencadenado  la  más  vio- 
lenta tempestad  en  el  extranjero.  La  pretendida  opresión  de  las  minorías 
religiosas  por  el  art.  6.°  del  Fuero  de  los  españoles,  que  dentro  de  la  penín- 
sula sólo  tolera  el  culto  privado  a  las  religiones  disidentes. 

Para  salir  al  paso  a  tales  impugnaciones,  sentemos  los  principios  si- 
guientes: 1.°  En  religión  existe  una  verdad  y  un  bien  reales,  objetivos;  y 
un  error,  un  mal  opuestos.  2.°  Sólo  los  primeros,  tienen  derecho  a  existir, 
por  estar  en  armonía  con  la  razón,  con  la  naturaleza  y  con  el  fin  señalado 
por  Dios  al  hombre.  3.°  Esa  verdad  y  ese  bien,  ese  error  y  ese  mal  los 
consideramos  no  como  m.eras  abstracciones  ideológicas,  sino  como  realida- 
des encamadas  en  los  individuos  y  en  las  sociedades. 

134.  Objeciones.   He  aquí  las  principales: 

1)  Bien  qae  el  error  y  el  mal  no  tengan  en  sí  mismos  derecho  a  la  exis- 
tencia o  al  respeto;  ¿pero  no  le  tendrá  la  conciencia  del  individuo  y  de  la 
colectividad  de  buena  fe? 

Respondo:  Esa  conciencia  errónea  de  buena  fe  tiene  derecho:  a)  A  que 
no  se  la  sancione  como  de  mala  fe;  a  que  no  se  la  ataque  o  pretenda  des- 
truir por  medios  violentos,  opuestos  a  la  dignidad  humana  y  a  la  disposi- 


(21)    En  Ecclesia,  31  de  oct.  1953.  p.  480. 

(.22)    Conferencia  sobre  los  deberes  del  Estado  católico,  2  marzo  1953. 
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ción  divina,  b)  A  ordenar  su  propia  actividad  conforme  a  aquella  buena 
fe,  aunque  sea  falsa. 

Pero  no  tiene  más  derechos.  Porque  esa  conciencia  errónea,  es  algo  pu- 
ramente sujetivo,  en  contradicción  con  la  verdad  de  las  cosas  y  sin  trans- 
cendencia valedera  al  orden  objetivo  del  derecho.  Por  eso  si  trata  de  llevar 
esas  convicciones  sujetivas  al  orden  social  en  actos  indiferentes,  nadie  podrá 
impedirlo.  Pero  si  esos  actos  externos  chocan  con  la  ley  natural  o  positiva, 
con  los  derechos  de  los  demás  o  con  un  bien  superior,  entonces  la  autori- 
dad pública,  y  en  ciertas  circunstancias  los  mismos  particulares,  podrán 
y  tal  vez  deberán  impedir  esos  actos  externos.  Así  como  al  que  de  buena 
fe  posee  cosa  ajena,  se  le  puede  impedir  que  use  de  ella,  y  se  la  puede  qui- 
tar el  dueño  mismo. 

Tal  ocurre  con  las  religiones  disidentes  en  la  Península  española.  Sus 
actuaciones  públicas,  su  proselitismo,  chocan  con  el  derecho  natural,  por 
ser  propaganda  directa  del  error  y  del  mal;  chocan  con  nuestras  leyes  po- 
sitivas, que  toleran  sólo  el  culto  privado  de  los  disidentes;  y  esto  en  aten- 
ción a  los  pocos  tales  residentes  en  España,  y  a  propuesta  de  alguna  po- 
tencia no  católica  (Estados  Unidos?).  Y  esta  legislación  fue,  no  impuesta 
por  el  Gobierno  español  aisladamente,  sino  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede, 
primero  en  el  Fuero  de  los  españoles,  y  ahora  en  el  Concordato,  como  decla- 
raron los  Metropolitanos  en  la  Instrucción  conjunta  sobre  la  propaganda 
protestante  en  España,  28  de  mayo  1948  (Ecclesia,  XIII  [1948]  I,  673-75). 

Pero  como  bien  advierte  el  Caudillo  Franco  en  su  citado  Mensaje,  esa 
"tolerancia  para  creencias  y  cultos  diversos  no  quiere  decir  libertad  de 
propaganda,  que  fomente  las  discordias  religiosas  y  turbe  la  segura  y  uná- 
nime posesión  de  la  verdad  y  de  su  culto  religioso  en  nuestra  patria;  por- 
que nosotros  podemos  consentir  que  los  disidentes  encuentren  en  España 
modo  de  practicar  su  culto;  pero  no  que,  contra  la  voluntad  general  y  con 
escándalo  del  pueblo,  hagan  proselitismo  e  intenten  desviar  a  los  católi- 
cos, con  dádivas,  de  los  deberes  religiosos,  cuando  la  casi  totalidad  de  la 
nación  quiere  conservar  a  cualquier  precio  su  unidad  católica". 

En  verdad  las  manifestaciones  extemas  de  otros  cultos  hieren  los  senti- 
mientos de  la  mayoría  de  los  españoles  y  perturban  un  bien  superior.  Por- 
que en  España  se  declaran  por  religiones  distintas  de  la  católica,  veinte  mil 
habitantes,  de  los  que  diez  mil  son  extranjeros.  ¿Qué  son  estos  disidentes 
en  una  población  de  unos  treinta  millones  de  españoles? 

Cínicamente  ha  falseado  la  estadística  el  inglés  Kennet  G.  Grubb  en  su 
libro  World  Christian  Handhook,  que  asigna  a  España  quince  millones  de 
católicos.  Véase  su  refutación  en  Ecclesia,  X  (1950)  I,  172,  y  IX  (1949)  II,  683. 

Calumnia  es  decir  que  en  España  hay  persecución  religiosa.  Pues  las 
leyes  vigentes  en  España,  hoy  concordadas,  no  tienen  carácter  persecuto- 
rio, sino  de  afirmación  y  defensa  de  la  verdad  y  de  la  unidad  católica, 
fuente  de  paz  y  de  bienestar  del  pueblo,  al  que  nada  conturba  tanto  como 
las  luchas  religiosas"  (23). 

Después  de  todo  el  art.  6.»  del  Fuero  de  los  españoles,  reconocido  por 
el  Concordato,  no  dice  otra  cosa  que  lo  establecido  en  el  art.  11  de  la  Cons- 
titución de  1876,  vigente  hasta  la  segunda  República;  en  donde  se  afirma 

(23)  KxcMO.  Dr.  Modrego,  Arzobispo-Obispo  de  Barcelona,  Pastoral  sobre  la 
Unidad  Católica  u  Tolerancia  de  cultos,  20  feb.  1948.  Ecclesia,  VIII  (1948)  I,  385. 
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la  religión  católica,  religión  del  Estado,  y  la  tolerancia  de  cultos  en  pri- 
vado. "La  religión  Católica,  Apostólica,  Romana,  es  la  del  Estado".  "Nadie 
será  molestado  en  el  territorio  español  por  sus  opiniones  religiosas  ni  por 
el  ejercicio  de  su  respectivo  culto".  "No  se  permitirán  otras  ceremonias  ni 
manifestaciones  públicas  que  las  de  la  religión  del  Estado". 

2)  Insisten  :  También  los  católicos  están  persuadidos  de  la  verdad  de 
su  religión. 

Así  puede  ser,  pero  tal  apreciación  sujetiva  es  falsa;  y  los  derechos  sólo 
corresponden  a  la  verdad  objetiva.  Recuérdalo  Pío  XII  al  V  Congreso  de  Ju- 
ristas Católicos  Italianos:  "Lo  que  no  responde  a  la  verdad  y  a  la  norma, 
no  tiene  objetivamente  derecho  alguno  ni  a  la  existencia  ni  a  la  propagan- 
da, ni  a  la  acción"...  "Sobre  este  punto  no  ha  existido  nunca  y  no  existe 
para  la  Iglesia  ninguna  vacilación,  ningún  pacto,  ni  en  teoría  ni  en  la 
práctica.  Su  postura  no  ha  cambiado  en  el  curso  de  la  historia,  ni  puede 
cambiar"  (6  dic.  1953;  AAS.  45,  795). 

3)  Urgen  Maritain  y  otros:  Los  acatólicos  fundan  sus  derechos,  no  sólo 
en  una  verdad  sujetiva,  sino  también  en  la  dignidad  de  la  persona  humana, 
la  cual  exige  respeto  a  tales  opiniones,  aunque  erróneas.  Por  ellas  Dios  los 
conduce  por  caminos  secretos  hacia  El. 

Pase  en  la  vida  secreta  y  privada  de  los  individuos,  pero  en  sus  manifes- 
taciones externas  y  sociales,  la  sociedad  civil  debe  reconocer  y  salvaguardar 
los  derechos  de  sus  subditos  fundados  en  la  verdad  objetiva. 

4)  Añaden:  Así  la  Iglesia  obtiene  un  lugar  privilegiado  en  la  sociedad 
civil,  lo  cual  pugna  con  la  igualdad  de  todos  los  subditos  ante  la  ley. 

No  es  privilegio  lo  que  corresponde  en  estricto  derecho,  según  la  recta 
razón.  El  Estado  reconoce,  pero  no  confiere,  ese  derecho  nativo  y  exclusivo 
de  la  Iglesia. 

5)  Pero  hoy  es  imposible  evitar  el  trato  con  los  acatólicos,  el  cual  aun 
€s  provechoso.  Con  las  discusiones  se  ilustra  y  fortalece  la  fe,  se  da  a  los 
disidentes  ocasión  de  conocerla;  y  la  ruina  de  algunos  se  compensa  con 
la  conversión  de  otros,  etc. 

Cierto,  imposible  evitar  el  intercambio,  científico,  comercial,  turista,  etc. 
Mas  por  eso  están  los  pastores  más  obligados  a  precaver  a  los  fieles  de  los 
peligros  de  la  fe.  Las  ventajas  de  ese  trato  quedan  superadas  por  la  con- 
fesionalidad  del  Estado  y  la  mera  tolerancia  del  culto  privado. 

6)  Tales  miramientos  con  la  Iglesia  Católica  la  hacen  odiosa  y  redun- 
dan en  detrimento  de  ella. 

Mucho  más  daño  la  hacen  esos  católicos  que  asi  se  expresan,  sembrando 
en  los  fieles  un  enervante  confusionismo  de  ideas.  A  los  tales  puede  apli- 
cársele aquel  aviso  de  la  Sagrada  Congregación  de  Seminarios  en  la  citada 
Carta  a  los  Prelados  del  Brasil,  1950:  "El  cristiano  que  se  expresa  de  otro 
modo,  traiciona  su  fe,  da  bríos  al  indiferentismo  y  priva  a  sus  conciuda- 
danos del  beneficio  que  les  ofrece  el  culto  y  el  amor  de  la  verdad". 
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7)  La  tolerancia  española,  sin  libertad  de  cultos,  perjudica  a  los  cató- 
licos de  las  otras  naciones. 

Sus  visos  de  verdad  parece  tener  esta  objeción  venida  principalmente 
de  los  Estados  Unidos;  porque  guiados  los  disidentes  del  mismo  criterio, 
coartarían  la  libertad  religiosa  de  los  católicos.  Y  el  bien  particular  del 
catolicismo  español  ha  de  sacrificarse  al  bien  del  catolicismo  mundial. 

Pero  el  mismo  Pío  XII  en  su  discurso  a  los  juristas  se  hace  cargo  de  ella. 
La  posición  de  la  Iglesia,  dice,  está  determinada  por  la  tutela  y  considera- 
ción del  bien  común  de  la  Iglesia  y  del  Estado  en  cada  nación,  por  una 
parte;  y  de  otra  por  el  bien  común  de  la  Iglesia  universal. 

¿Daña  en  realidad  la  intransigencia  española  a  los  católicos  minorita- 
rios de  otras  naciones?  ¿Tal  daño  es  motivo  suficiente  para  renunciar  al 
bien  de  nuestra  unidad  católica? 

Es  cuestión  de  hecho,  prosigue  el  Papa,  que  debe  juzgarla  el  estadista 
católico  comparando  los  daños  de  la  intolerancia  con  los  de  la  tolerancia. 
Mas  en  tales  "cuestiones  que  atañen  a  la  vida  internacional  es  competente 
en  última  instancia...  sólo  el  Romano  Pontífice". 

Pues  bien,  el  Papa  ha  hablado  implícita  pero  claramente,  y  con  insisten- 
cia, exigiendo  en  los  Convenios  de  1941  y  1946  la  observancia  de  los  cuatro 
primeros  artículos  del  Concordato  de  1851,  en  que  se  establece  la  unidad 
católica;  y  ratificando  en  el  Concordato  de  1953  el  artículo  6."  del  Fuero  de 
los  españoles,  cuya  redacción  se  hizo  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede;  y  el 
mismo  Papa  en  el  art.  1.°  del  Concordato,  lejos  de  sancionar  la  tolerancia 
total,  sanciona  la  unidad  católica  tradicional. 

¡Providencia  de  Dios!  Al  mes  de  firmar  España  el  Concordato  con  la 
Santa  Sede,  que  ratifica  la  unidad  católica,  con  mera  tolerancia  del  culto 
privado  para  los  disidentes,  firman  con  ella  convenios  de  orden  económico 
y  militar  los  Estados  Unidos;  esa  nación  precisamente,  de  donde  han  par- 
tido los  principales  ataques  a  nuestra  unidad  e  intolerancia  de  parte  de 
los  escritores  eclesiásticos.  No,  la  unidad  católica  no  es  obstáculo  para  la 
convivencia  amistosa  y  útil  con  naciones  poderosas,  oficialmente  no  cató- 
licas. También  puede  contemplarse  cómo  la  nación  que  tal  vez  guarda  hoy 
mejores  relaciones  con  los  países  árabes,  es  España,  la  católica  España. 

8)  Por  fin  nos  echan  en  cara  a  los  españoles:  ''Vosotros  usáis  de  dos 
medidas  o  criterios,  según  vuestras  conveniencias:  En  los  países  de  mayo- 
ría católica,  mantenéis  la  idea  del  Estado  confesional...,  con  el  deber  de 
proteger  sólo  a  la  religión  católica;  y  al  contrario,  donde  estáis  en  mino- 
ría reclamáis  la  tolerancia  y  libertad  de  cultos.  Doblez  irracional  y  odiosa". 

Sí,  usamos  dos  medidas,  una  para  la  verdad  y  otra  para  el  error.  Pero 
no  sin  lógica. 

No  es  inconsecuente  nuestra  postura,  al  reclamar  en  un  Estado  sectario 
o  aconfesional  libertad  e  igualdad  de  trato  con  las  otras  confesiones.  Así 
obra  la  Iglesia,  no  porque  haya  renunciado  a  su  derecho  de  ser  la  única, 
sino  porque  en  tal  caso  no  puede  conseguir  más. 

Los  faltos  de  lógica  serían  nuestros  adversarios,  que  afirmando  por  prin- 
cipio la  igualdad  de  todas  las  confesiones  ante  el  derecho,  se  contradirían 
negando  esa  igualdad  a  la  Iglesia  Católica. 

Ella  adopta  un  criterio  y  principio  de  conducta,  con  todas  sus  conse- 
cuencias, favorables  y  adversas.  Afirma  y  demuestra  que  es  la  única  reli- 


RELIGIÓN  CATÓLICA,  LA  DEL  ESTADO 


147 


gión  verdadera,  por  tanto  la  única  que  tiene  derecho  al  reconocimiento 
religioso.  En  esto  tiene  la  inmensa  ventaja  de  estar  con  la  verdad;  pero 
tiene  la  contra  de  enfrentarse  con  las  debilidades  humanas  y  las  soberbias 
intelectuales  refractarias  a  todo  freno  o  limitación.  El  laicismo  o  indiferen- 
tismo religioso  está  en  pugna  con  la  razón  y  la  verdad,  pero  cuenta  con 
el  favor  de  aquellas  pasiones  y  soberbias.  Justo  es  también  que  acepte  su 
problema  con  todas  las  consecuencias. 

Lo  que  no  es  lógico  y  honrado  es  exigir  de  la  Iglesia  que  considere  a  las 
otras  confesiones  religiosas  con  los  mismos  derechos  de  ella,  lo  que  va  con- 
tra su  propio  credo;  o  negar  esas  confesiones  a  la  Iglesia  un  trato  de  igual- 
dad, lo  cual  estaría  en  pugna  con  las  convicciones  de  ellas  mismas  (24). 

"Si  somos  católicos,  exclama  Franco,  lo  somos  con  todas  sus  obligacio- 
nes. Para  las  naciones  católicas  las  cuestiones  de  la  fe  pasan  al  plano  de  las 
obligaciones  del  Estado". 

"La  tolerancia  para  creencias  y  cultos  diversos  no  quiere  decir  libertad 
de  propaganda,  que  fomente  las  discordias  religiosas  y  turbe  la  segura  y 
unánime  posesión  de  la  verdad  y  de  su  culto  religioso  en  nuestra  patria; 
porque  nosotros  podemos  consentir  que  los  disidentes  encuentren  en  España 
modo  de  practicar  su  culto,  pero  no  contra  la  voluntad  general  y  con  es- 
cándalo del  pueblo". 

§  8.    Tolerancia  de  cultos  públicos  en  Africa 

135.  El  statu  quo.  Después  de  afirmar  el  Protocolo  la  vigencia  del 
art.  6.°  del  Fuero  de  los  españoles,  en  el  territorio  nacional,  añade:  "Por  lo 
que  se  refiere  a  la  tolerancia  de  los  cultos  no  católicos  en  los  territorios  de 
soberanía  española  en  Africa,  continuará  rigiendo  el  statu  quo  observado 
hasta  ahora". 

¿Dónde  consta  ese  statu  quo?  ¿Cuál  es  su  contenido?  Consultadas  las 
personas  que  más  motivos  tenían  para  estar  enteradas,  ninguna  ha  sabido 
dar  réspuesta  concreta  a  esta  pregunta. 

Sospechamos,  pues,  que  más  que  un  estado  jurídico  de  cosas,  autorizado 
por  la  potestad  competente,  es  un  estado  de  hecho,  en  el  que  reina  la  tole- 
rancia pública  de  los  diversos  cultos;  no  sólo  el  de  la  religión  mahometana 
profesada  por  la  mayoría  de  los  habitantes  de  Marruecos;  sino  el  de  los  pro- 
testantes, judíos  y  demás  disidentes  del  catolicismo. 

Tomemos  sin  embargo  algunos  datos  de  la  magnífica  obra  del  Dr.  Don 
Francisco  Odriozola,  La  unidad  católica  española,  inédita,  part.  2,  art.  6. 

136.  Territorios  de  soberanía  española  en  Africa  estrictamente  son:  Meli- 
11a,  Ceuta,  el  Peñón  de  Vélez  de  la  Gomera,  las  Islas  de  Alhucemas  y  las  Islas 
Chafarinas.  A  estas  tierras  se  ciñe  expresamente  el  Protocolo  en  relación 
con  el  art.  1.°  del  Concordato.  Creemos,  dice  Odriozola,  que  el  "statu  quo" 
de  facto  de  estas  plazas  es  el  mismo  que  el  de  las  50  provincias  del  terri- 
torio nacional:  plena  libertad  y  garantías  para  el  culto  católico,  y  limitación 
de  exhibiciones  externas  a  los  acatólicos  del  territorio:  musulmanes,  judíos 
y  disidentes;  respetándoles  sus  mezquitas,  sinagogas  y  capillas  y  el  culto 
privado  e  íntimo. 

Posesiones  del  Golfo  de  Guinea.  Son:  Las  islas  de  Fernando  Poo,  Coriseo 
y  Annobón;  las  de  Elobey  Grande  y  Chico;  y  la  sección  peninsular  deno- 

(24)  ExcMO.  Sr.  D.  Fidel  García,  Credo  Sanctam  Ecclesiam  Catholicam,  cap.  7, 
n.  43,  not.  5  (1954). 
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minada  Guinea  Española.  Para  estos  territorios  creemos  vigente  la  Real 
Orden  de  27  de  set.  1879,  que  declaró  que  era  aceptable  en  ellos  el  estableci- 
miento de  la  unidad  católica  a  tenor  del  art.  11  de  la  Constitución  de  1876, 
interpretado  por  la  R.  O.  de  23  oct.  1876;  y  por  tanto  seguirán  en  plena 
libertad,  y  con  culto  externo  y  público  las  misiones  protestantes.  En  aquel 
entonces  la  mayoría  de  los  indígenas  o  se  entregaba  al  más  craso  fetichismo, 
o  habían  pasado  al  campo  protestante  (25). 

Pero  la  Ordenanza  de  25  de  abril  1944  prohibió  a  los  funcionarios  el 
matrimonio  con  más  de  una  mujer:  pudiendo  elegir  entre  dejar  el  cargo 
o  dejar  a  todas  sus  mujeres  menos  una;  para  la  elección  de  la  cual  se  dieron 
normas,  prefiriéndose,  cuando  se  trate  de  católicos,  a  la  mujer  legítima 
canónicamente;  y  cuando  se  tratare  de  infieles,  a  la  legítima  por  ley  natu- 
ral; y  si  esto  no  pudiera  especificarse,  a  la  que  tuviera  más  hijos,  a  no  ser 
que  fuera  elegida  otra  por  el  interesado. 

La  población  europea  y  la  emancipada  se  rige  por  la  legislación  general 
española  para  el  matrimonio.  Así  según  la  Ordenanza  de  1  ag.  1942  en  que 
se  regula  el  funcionamiento  del  registro  civil;  y  la  Orden  de  10  mar.  1941. 

Ifni  y  Río  de  Oro.  Ifni  es  una  franja  frente  a  las  Canarias  en  el  litoral 
africano;  Río  de  Oro  otra  amplia  faja  costera  en  el  Sáhara.  Tienen  carac- 
terísticas religiosas  distintas  de  las  de  los  territorios  ya  mencionados.  No 
existe  disposición  legal  relativa  al  culto  religioso.  De  hecho  hay  para  los 
católicos  plena  libertad;  pero  también  para  la  población  musulmana. 

137.  ¿Intransigencia  inmoderada?  Obsérvese  cuán  lejos  está  la  Igle- 
sia y  España  de  esa  intransigencia  exagerada  de  que  tachan  a  nuestra  na- 
ción los  católicos  extranjeros.  Nuestro  Concordato  pone  en  práctica  el  afo- 
rismo canónico:  Distingue  témpora  et  concordahis  iura,  que  en  nuestro  caso 
deba  completarse:  Distingue  témpora  et  loca  et  concordáhis  iura. 

Así  en  los  tiempos  vecinos  al  Concordato  de  1851,  que  excluía  todo  otro 
culto,  de  todos  los  puntos  de  la  nación,  llegaron  a  las  Cortes  millares  de 
firmas  pidiendo  que  en  la  nueva  Constitución  se  restableciese  la  unidad 
católica,  en  toda  su  integridad;  y  el  mismo  Papa  Pío  IX  representó  al  Go- 
bierno sus  reclamaciones.  A  pesar  de  todo  el  artículo  11  de  la  Constitución 
del  76  sancionó  la  tolerancia  de  cultos  en  privado.  Varios  diputados  que 
votaron  ese  artículo,  a  la  hora  de  la  muerte  arrepentidos  mandaron  pu- 
blicar su  retractación,  como  se  hizo  en  la  prensa  católica.  Hoy,  cambiados 
los  tiempos,  el  Fuero  de  los  españoles,  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede,  san- 
ciona la  tolerancia  en  privado  y  en  la  Península. 

Y  el  Protocolo  se  extiende  aun  a  la  tolerancia  publica  de  cultos  en  los 
territorios  de  la  soberanía  española  en  Africa. 

Tal  tolerancia  admítela  también  León  XIII  en  la  Immortale  Dei,  para 
evitar  mayores  males  o  conseguir  mayores  bienes;  y  al  S.  Cong.  de  Semina- 
rios, en  su  Carta  de  7  mar.  de  1950  a  los  Obispos  del  Brasil,  AAS.  42,  836,  y 
Pío  XII  en  su  discurso  a  los  Juristas,  6  dic.  1953;  AAS.  45,  800-802. 

Sería  injusto,  perturbador  y  contrario  al  bien  común  aplicar  al  territorio 
peninsular  las  libertades  otorgadas  en  Marruecos.  Sería  indiscreto  y  con- 
traproducente pretender  acabar  por  la  fuerza  con  el  mahometismo  de  las 
colonias  africanas. 

138.  Cultos  no  católicos  de  trabajadores  nigerianos  en  el  Golfo  de  Guinea. 
Convenio  14  set.  1957;  Bolet.  30  nov.  Entre  las  autoridades  españolas  y  el 
(ioi)icrno  de  Nigeria.  Art.  12.  A  los  trabajadores  nigerianos  se  les  i)crm¡tirá 

(25)    Alcubilla,  Diccionario  de  Adniinisl ¡(ición.  Apéndice  de  1879,  p.  502. 
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el  ejercicio  de  la  libertad  de  conciencia  y  la  práctica  de  sus  creencias  reli- 
giosas; y  las  necesidades  espirituales  de  los  mismos  serán  administradas 
por  sacerdotes  musulmanes  y  capellanes  cristianos  designados  para  esto, 
con  la  aprobación  del  Gobierno  de  Nigeria  y  de  la  provincia  española  del 
Golfo  de  Guinea. 

Art.  27.  Garantiza  que  el  trabajador  no  estará  obligado  a  trabajar  los 
domingos  y  días  festivos,  salvo  cuando  el  trabajo  no  pueda  interrumpirse 
sin  graves  perjuicios. 


CAPITULO  IV 

Concordato  articulo  2 


SOBERANIA  ESPIRITUAL  DE  LA  IGLESIA 
§  1.    La  Iglesia  sociedad  perfecta 

139.  Del  reconocimiento  oficial  que  el  Gobierno  español  hace  en  el  Con- 
cordato, art.  primero,  de  la  institución  divina  de  la  Iglesia  manifestada  por 
la  revelación,  sigúese  como  consecuencia  lógica  el  reconocimiento  de  la  Igle- 
sia como  sociedad  perfecta.  Es  este  el  segundo  principio  de  derecho  público 
reconocido  por  el  Estado  español. 

"El  Estado  español  reconoce  a  la  Iglesia  Católica  el  carácter  de  sociedad 
perfecta"  (art.  2,  n.  1). 

140.  Sociedad  perfecta  es  la  que  reúne  estas  tres  propiedades:  a)  in- 
dependencia dentro  de  su  esfera,  a  saber,  que  no  está  subordinada,  al  menos 
directamente,  a  ninguna  otra;  5)  fin  completo  y  supremo  en  su  orden  (es- 
piritual o  temporal) ;  es  decir,  que  se  propone  la  felicidad  o  bienestar  pleno 
de  sus.súbditos  en  toda  su  esfera;  c)  medios  necesarios  para  la  consecu- 
ción de  su  fin;  y  por  tanto  autonomía  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción. 

No  es  del  caso  demostrar  el  carácter  de  sociedad  perfecta  que  compete 
a  la  Iglesia  Católica  (1).  Los  últimos  Papas  en  sus  Encíclicas  lo  han  afir- 
mado con  inalterable  constancia  contra  el  liberalismo  y  el  laicismo  mo- 
derno (2). 

Negósela  en  el  siglo  xvii  el  protestante  Pufendorf,  reduciendo  las  Igle- 
sias, y  entre  ellas  la  católica,  a  meros  colegios  o  asociaciones  dentro  del 
Estado,  y  subordinados  a  él;  por  tanto,  sociedades  imperfectas  (3). 

Desde  entonces  surgió  la  ciencia  del  Derecho  Público  Eclesiástico,  para 
defender  los  derechos  de  la  Iglesia  Católica,  en  cuanto  sociedad  perfecta. 
Mas  a  los  principios  no  empleó  esta  expresión,  sino  las  equivalentes:  reg- 
num,  imperium,  civitas... 


(1)  Véase  Rodríguez  Sotillo,  Compendiiim  Inris  Piiblici  Ecclesiastici,  n.  107-21 ; 
ed.  3,  1958. 

(2)  León  XIII,  Immortale  Dei,  1  nov.  1885;  Pío  X,  Vehementer,  11  feb.  1906; 
Benedicto  XV,  Prouidentissima  Mater,  Pentecostés  1917;  Pío  XI,  Divini  illius, 
31  dec.  1928;  Pío  XII,  Summi  Pontificatus,  20  oct.  1939;  Mystici  Corporis,  29  ju- 
nio 1943. 

(3)  De  hahitudine  Reliqionis  Christianae  ad  vitam  civilem,  Breme,  1687,  §  41, 
pág  140. 
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El  primer  documento  pontificio  en  el  cual  se  vindican  para  la  Iglesia 
Católica  la  denominación  y  los  derechos  de  sociedad  perfecta,  es  la  alo- 
cución consistorial  de  Pío  IX,  Multis  gravibusque,  17  de  diciembre  de  1860: 
"Esto  [lo  que  había  sucedido  en  el  Ducado  de  Badén]  entendemos  que  se 
deriva  de  la  falsa  doctrina  de  los  protestantes,  que  pretenden  que  la  Iglesia 
es  como  un  colegio  dentro  del  Imperio  civil;  que  no  la  competen  más  dere- 
chos que  los  que  la  autoridad  civil  la  otorgue.  Esto  ¿quién  no  ve  cuánto  dista 
de  la  verdad?  Porque  la  Iglesia  fue  instituida  por  su  divino  Fundador  como 
sociedad  verdadera  y  perfecta"  (4). 

Tal  denominación  emplea  Benedicto  XV  en  la  Constitución  Providentis- 
sima,  por  la  que  promulgó  el  Código  de  Derecho  Canónico,  la  cual  comienza 
con  la  proclamación  de  sociedad  perfecta,  connatural  a  la  Iglesia.  "Eccle- 
sia  ómnibus  instructa  notis,  quae  cuilibet  perfectae  societati  congruunt". 

En  efecto:  a)  Ella  tiene  un  fin  propio,  la  santificación  y  salvación  de 
las  almas ;  fin  supremo,  al  cual  deben  subordinarse  todos  los  fines  temporales. 
b)  Posee  todos  los  medios  necesarios  para  la  consecución  de  su  fin,  otor- 
gados por  su  divino  Fundador  Jesucristo;  doctrina,  sacramentos,  magiste- 
rio, jerarquía,  potestad,  etc.  c)  Goza  en  pleno  derecho  de  absoluta  inde- 
pendencia de  todo  poder  humano  en  el  manejo  y  ejercicio  de  estos  elemen- 
tos y  poderes;  así  como  los  recibió  inmediatamente  del  mismo  Jesucristo, 

En  ningún  Concordato,  ni  en  el  español  de  1851,  ni  en  el  austríaco  de 
1855,  ni  en  el  colombiano  de  1887,  anteriores  al  Código  Canónico,  se  reco- 
noce explícitamente,  iii  terminis,  a  la  Iglesia  como  sociedad  perfecta,  bien 
que  por  lo  estipulado  en  ellos  se  sobreentiende.  Ni  en  ninguno  de  los  pos- 
teriores al  Código,  a  pesar  de  que  el  Papa  Benedicto  XV  en  la  bula  de  su 
promulgación  emplea  el  término  sociedad  perfecta,  aplicado  a  la  Iglesia. 
Ni  en  el  Tratado  de  Letrán,  1929,  ni  en  el  Concordato  de  Austria,  1933; 
ni  en  el  de  Portugal,  1940,  se  halla  tal  reconocimiento  explícito,  aunque  se 
acercan  a  él  en  su  contenido. 

Unicamente  el  nuevo  Concordato  español,  sin  atenuaciones  ni  reservas, 
en  términos  expresos,  reconoce  a  la  Iglesia  como  sociedad  perfecta,  conna- 
tural a  la  Iglesia  Católica. 

141.  Digno  es  de  recordar  que  no  es  ésta  la  primera  vez  que  el  Gobierno 
del  Generalísimo  Franco  empleó  tal  denominación,  apoyándose  en  ella  y 
en  lo  que  ella  entraña,  para  devolver  a  la  Iglesia  derechos  conculcados  por 
la  segunda  República. 

Aún  no  terminada  la  guerra  de  liberación,  sin  convenio  alguno  con  la 
Santa  Sede,  por  decreto  de  3  de  mayo  de  1938,  firmado  por  el  Jefe  del  Es- 
tado y  por  el  meritísimo  Ministro  de  Justicia,  Conde  de  Rodezno,  se  resta- 
bleció la  Compañía  de  Jesús,  disuelta  por  el  decreto  republicano  de  23  de 
enero  1932.  Como  fundamento  de  derecho  para  el  restablecimiento,  procla- 
ma éste:  "Porque  el  Estado  español  reconoce  y  afirma  la  existencia  de  la 
Iglesia  Católica,  como  Sociedad  perfecta,  en  la  plenitud  de  sus  derechos". 

Con  cristiana  valentía  se  ratifica  el  Caudillo  en  este  reconocimiento,  ex- 
presándole en  su  Mensaje  a  las  Cortes,  con  estas  palabras:  "Concebir  a  la 
Iglesia  como  sociedad  perfecta,  libre  e  independiente  del  Estado,  no  es  más 
que  reconocer  las  prerrogativas,  con  que  la  instituyó  su  divino  Fundador. 


(4)    Pii  IX,  Acia,  pars.  l.a,  vol.  III,  p.  207. 
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Y  esta  aceptación  es  plena,  sin  reserva  ni  menoscabo  alguno;  pues  habla- 
mos de  la  Iglesia  de  Cristo,  no  sólo  como  dispensadora  de  la  gracia  santi- 
ficante, sino  también  en  sus  aspectos  jurídico  y  social,  en  virtud  de  la  doble 
potestad  de  orden  y  de  jurisdicción,  que  por  derecho  divino  le  corresponde". 

§  2.    Independencia  de  la  potestad  eclesiástica 

142.  La  independencia  de  la  potestad  eclesiástica  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  es  una  consecuencia  necesaria  de  la  autonomía  de  la  Iglesia. 
Ella  es  una  sociedad  perfecta  y  soberana  en  el  orden  espiritual  y  sobrena- 
tural, instituida  por  Jesucristo  para  procurar  a  los  hombres  la  felicidad 
eterna. 

Por  eso  el  divino  Fundador  la  dotó  de  todos  los  poderes  necesarios  para 
la  consecución  de  este  fin;  y  vinculó  este  poder  eclesiástico,  no  en  los  so- 
beranos civiles  que  rigen  las  naciones,  sino  en  los  Apóstoles,  bajo  la  direc- 
ción de  San  Pedro;  y  en  el  Episcopado  sucesor  del  Colegio  Apostólico,  bajo 
la  autoridad  suprema  del  Papa,  sucesor  de  San  Pedro  (Mat.  16,  18-19;  18,  18). 

Tal  doctrina  de  la  soberanía  e  independencia  de  la  Iglesia  la  acataron 
soberanos  tan  amantes  de  sus  prerrogativas  como  Constantino  el  Grande, 
Cario  Magno,  San  Luis  Rey  de  Francia,  etc. 

El  error  contrario  a  ella  ha  sido  condenado  repetidas  veces  por  los  Papas, 
como  Juan  XXII  contra  Marsilio  de  Padua,  Const.  Licet,  23  oct.  1327; 
Pío  VI  contra  la  Constitución  civil  del  clero  francés,  Const.  Auctorem  fidei, 
28  ag.  1794,  n.  85;  Alejandro  VIII,  Const.  Inter  multiplices,  4  ag.  1690;  Pío  IX 
en  el  Syllabus,  proposición  19:  "La  Iglesia  no  es  una  sociedad  verdadera 
perfecta,  y  enteramente  libre...  Al  poder  civil  toca  definir  los  poderes  de  la 
Iglesia  y  los  limites  dentro  de  los  cuales  puede  ejercitarlos".  —  Proposi- 
ción 2a:  ''El  poder  eclesiástico  no  debe  ejercer  su  autoridad  sin  el  permiso 
y  asentimiento  del  gobierno  civil". 

143.  Las  regalías.  Este  poder  divino  e  independencia  de  la  Iglesia  en 
su  ejercicio  fue  coartado  sobre  todo  en  los  siglos  xviii  y  xrx  por  las  llama- 
das regalías  de  la  Corona,  que  en  puridad  no  eran  más  que  abusos  y  usur- 
paciones de  la  potestad  eclesiástica  defendidas  por  los  regalistas  empeder- 
nidos, como  el  Conde  de  Aranda,  Campomanes,  Roda  y  otros  Ministros  de 
Carlos  III. 

144.  El  pase  regio.  Eran  las  principales:  el  pase  regio  llamado  tam- 
bién placet  o  exsequatur,  institución  que  tiene  por  objeto  atribuir  a  la  po- 
testad civil  el  derecho  de  examinar  las  leyes,  bulas  y  demás  documentos  y 
disposiciones  provenientes  de  la  autoridad  eclesiástica,  a  fin  de  permitir  o 
negar  el  pase,  según  sean  o  no  del  agrado  de  aquélla. 

El  pase  regio,  además  de  estar  condenado  por  la  recta  razón,  lo  está  por 
multitud  de  Papas,  desde  Bonifacio  VIII  (1294-1303)  hasta  Pío  IX,  quien 
lo  hizo  en  el  Syllabus,  prop.  28,  41,  44;  en  la  bula  Apostolicae  Sedis,  12  oct. 
1869.  ^  1,  n.  8,  donde  se  castiga  con  pena  de  excomunión,  cuya  absolución 
se  reserva  de  un  modo  especial  al  Papa;  excomunión  ratificada  en  el 
can.  2333  del  nuevo  Código  Canónico. 
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145.  Recurso  de  fuerza.  Así  como  el  pase  regio  impide  la  potestad 
legislativa  y  administrativa  de  la  Iglesia;  así  el  recurso  de  fuerza  impide 
su  potestad  judicial. 

Consiste  en  una  queja  o  reclamación  que  se  propone  ante  el  tribunal 
civil,  contra  cualquier  juez  eclesiástico,  porque  o  conoce  de  negocios  profa- 
nos para  los  que  el  recurrente  le  cree  incompetente;  o  porque,  a  juicio  de 
éste,  procede  sin  ajustarse  a  las  leyes  canónicas;  o  porque  no  otorga  las 
apelaciones  que  él  se  figura  que  debió  otorgar. 

Había,  pues,  tres  clases  de  recursos  de  fuerza:  en  el  conocer,  en  el  modo 
de  conocer  y  en  el  no  otorgar.  Las  dos  últimas  clases  habían  ya  desapare- 
cido de  nuestra  última  legislación  civil.  Pero  la  vigente  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  lib.  I,  dedica  todo  el  tit.  3  al  recurso  de  fuerza  en  conocer. 
Aquí  se  incluye  otra  clase  de  recurso  de  fuerza,  en  ejecutar;  pues  en  el 
art.  125  se  dice:  "procederá  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  cuando  un 
juez  o  tribunal  eclesiástico  conozca  o  pretenda  conocer  de  una  causa  pro- 
fana, no  sujeta  a  su  jurisdicción,  o  llevar  a  ejecución  la  sentencia  que 
hubiere  pronunciado  en  negocio  de  su  competencia,  procediendo  por  em- 
bargo y  venta  de  bienes,  sin  impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria". 

La  denominación  de  fuerza,  que  se  da  a  este  recurso  interpuesto  ante 
la  autoridad  civil  contra  los  tribunales  eclesiásticos,  es  injuriosa  para  la 
Iglesia.  En  cambio  a  los  recursos  de  la  Iglesia  contra  la  autoridad  civil  los 
llama  la  ley,  suavizando  la  palabra,  recursos  de  queja,  que  es  también  como 
se  denominan  las  reclamaciones  de  competencia,  suscitadas  por  los  Gober- 
nadores contra  los  Juzgados. 

Los  recursos  de  fuerza  establecidos  en  la  Ley  española,  se  suprimirán 
por  ajenos  a  los  arts.  2  y  16  del  Concordato,  conforme  al  art.  36. 

El  recurso  de  fuerza  es  por  desgracia  institución  antigua  en  nuestra 
patria,  pues  data  del  siglo  xiv  en  que  D.  Juan  I  (1350-1393)  la  llamaba  "an- 
tigua costumbre  aprobada,  usada  y  guardada",  según  se  dice  en  la  Novísi- 
ma Recopilación,  lib.  2,  tit.  2,  ley  1.  Implica  una  intrusión  en  el  poder  ju- 
dicial de  la  Iglesia,  y  con  justa  razón  le  condenó  el  Concilio  de  Trento, 
sess.  25,  cap.  3  de  reforma;  Pío  IX  en  el  Syllábus,  prop.  41,  y  en  la  bula 
Apostolicae  Sedis,  §  I,  n.  6  y  7,  y  el  can.  2334  del  nuevo  Código  eclesiástico. 

146.  Disposiciones  concordadas.  En  el  art.  2  del  Concordato  "el  Es- 
tado español  garantiza  [a  la  Iglesia  Católica]  el  libre  y  pleno  ejercicio  de 
su  poder  espiritual  y  de  su  jurisdicción,  asi  como  el  libre  y  público  ejercicio 
de  su  culto"  (n.  1).  Se  garantiza  la  independencia  de  la  potestad  eclesiás- 
tica en  sus  dos  ramos:  de  jurisdicción,  tocante  al  gobierno  de  la  Iglesia; 
y  de  orden,  referente  al  culto  divino. 

La  garantía  que  aquí  se  consigna,  es  la  solemne  palabra  que  da  el  Estado 
en  este  pacto  diplomático  con  la  Santa  Sede. 

147.  Libertad  de  comunicación.  "En  particular,  la  Santa  Sede  podrá 
libremente  promulgar  y  publicar  en  España  cualquier  disposición  relativa  al 
gobierno  de  la  Iglesia,  y  comunicar  sin  impedimento  con  los  Prelados,  el 
clero  y  los  fieles  del  pais:  de  la  misma  manera  que  éstos  podrán  hacerlo  con 
la  Santa  Sede"  (n.  2). 

Esta  independencia  y  libertad  de  mutua  comunicación  se  garantiza  no 
sólo  al  Sumo  Pontífice  y  a  sus  órganos  jurisdiccionales  supremos,  de  que  él 
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se  sirve  para  el  gobierno  de  la  Iglesia  universal,  y  que  se  comprenden  bajo 
el  nombre  de  Santa  Sede  (can.  7);  sino  también  a  los  Ordinarios  o  Prela- 
dos y  demás  autoridades  eclesiásticas  en  lo  referente  a  su  clero  y  fieles. 

Con  esta  disposición  concordada  quedan  extirpados  aquellos  abusos  re- 
galistas  del  placel,  pase  regio  o  exsequalur,  y  los  recursos  de  fuerza. 

Pero  ¿cómo  resolver  los  conflictos  de  jurisdicción,  que  pueden  suscitarse 
y  se  suscitan,  entre  el  fuero  eclesiástico  y  el  civil,  cuando  realmente  es  du- 
doso a  qué  jurisdicción  compete  tal  causa? 

Esto  será  objeto  de  una  nueva  inteligencia  entre  ambas  potestades,  para 
sustituir  una  norma  concordada  al  titulo  3  del  libro  1  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  relativo  a  los  recursos  de  fuerza,  que  desaparecen.  Aún  no 
hemos  visto  la  norma  concordada  para  resolver  estos  conflictos  de  juris- 
dicción; esperamos  que  se  establezca  una  norma  análoga  a  la  establecida 
en  el  art.  35  del  Concordato :  "La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  procede- 
rán de  común  acuerdo  en  la  resolución  de  las  dudas  o  dificultades,  que  pu- 
dieran surgir  en  la  interpretación  o  aplicación  de  cualquier  cláusula  del 
presente  Concordato,  inspirándose  para  ello  en  los  principios  que  lo  infor- 
man". Otras  fórmulas  propuestas  para  resolver  los  conflictos  de  jurisdic- 
ción no  satisfacen. 

148.  Auxilio  del  brazo  secular.  Pero  no  es  esto  solo.  Oblígase  el  Es- 
tado a  prestar  el  auxilio  del  brazo  secular,  reconociendo  a  la  Iglesia  el  de- 
recho a  exigir  del  Estado  los  medios  coercitivos  necesarios  para  hacer  efec- 
tivas las  disposiciones  de  la  potestad  eclesiástica. 

Así  se  establece  en  el  Protocolo  al  artículo  2:  "Las  autoridades  eclesiás- 
ticas gozarán  del  apoyo  del  Estado  en  el  desenvolvimiento  de  su  actividad; 
y  al  efecto  seguirá  rigiendo  lo  establecido  en  el  art.  3.°  del  Concordato 
de  1851". 

Ahora  bien,  en  este  art.  3.°  se  estipula:  "Tampoco  se  pondrá  impedimen- 
to alguno  a  dichos  Prelados  ni  a  los  demás  sagrados  ministros  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones;  ni  los  molestará  nadie,  bajo  ningún  pretexto,  en  cuanto 
se  refiere  al  cumplimiento  de  los  deberes  de  su  cargo;  antes  bien  cuidarán 
todas  las  autoridades  del  Reino  de  guardarles  y  de  que  se  les  guarde  el  res- 
peto y  consideración  debidos,  según  los  divinos  preceptos,  y  de  que  no  se 
haga  cosa  alguna,  que  pueda  causarles  desdoro  o  menosprecio.  Su  Majestad 
y  su  Real  Gobierno  dispensarán  asimismo  su  poderoso  patrocinio  y  apoyo 
a  los  Obispos  en  los  casos  que  le  pidan;  principalmente  cuando  hayan  de 
oponerse  a  la  malignidad  de  los  hombres,  que  intenten  pervertir  los  áni- 
mos de  los  fieles  y  corromper  sus  costumbres;  o  cuando  hubiera  de  impe- 
dirse la  publicación,  introducción  o  circulación  de  libros  malos  o  nocivos''. 

El  carácter  de  esta  protección  o  auxilio  fue  desfigurado  por  los  regalis- 
tas  avanzados,  que  le  titularon  ius  advocatiae.  No  es  la  idea  de  derecho,  sino 
la  de  deber,  la  que  predomina  en  esta  protección,  según  el  célebre  dicho  de 
San  Agustín  reproducido  en  el  Decreto  de  Graciano,  C.  23,  q.  3,  a.  2  (5). 

Así  que  es  muy  prudente  la  advertencia  del  aludido  art.  3:  que  tal  pro- 
tección o  auxilio  del  brazo  secular  ha  de  dispensarse  cuando  los  Obispos  lo 

(5)  Epist.  185,  ad  Bonifacium,  cap.  5;  Migne,  Patrología  Latina,  vol.  33, 
col.  801. 
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Vidan;  no  sea  que  bajo  ese  pretexto  el  abrazo  del  Estado  a  la  Iglesia  sea 
abrazo  de  oso  para  oprimirla. 

Más  en  particular  se  consigna  el  auxilio  del  brazo  secular  en  varios  ar- 
tículos concordados.  Así  en  el  art.  5:  Las  autoridades  civiles  velarán  por 
la  debida  observancia  del  descanso  en  los  días  festivos.  —  En  el  17  :  La 
usurpación  o  el  uso  prohibido  del  hábito  clerical  o  religioso  se  castigará 
con  las  mismas  penas  que  se  aplican  a  los  que  indebidamente  usan  el  uni- 
forme militar,  siempre  que  la  decisión  de  las  autoridades  eclesiásticas  sea 
comunicada  oficialmente  al  Gobierno.  —  En  el  26 :  Los  Ordinarios  podrán 
exigir  que  no  sean  admitidos  o  que  sean  retirados  los  libros,  publicaciones 
y  material  de  enseñanza  contrarios  al  dogma  y  a  la  moral  católica.  Y  de 
un  modo  más  general  para  cualesquiera  materias  el  art.  24,  n.  4 :  "En  ge- 
neral, todas  las  sentencias,  decisiones  en  vía  administrativa  y  decretos  ema- 
nados de  las  autoridades  eclesiásticas  en  cualquier  materia,  dentro  del 
ámbito  de  su  competencia,  tendrán  también  efecto  en  el  orden  civil,  cuan- 
do hubieren  sido  comunicadas  a  las  competentes  autoridades  del  Estado; 
las  cuales  prestarán  además  el  apoyo  necesario  para  su  ejecución". 

Autoridades  eclesiásticas  se  consideran,  no  sólo  los  Ordinarios  o  Prela- 
dos (6),  sino  también  los  párrocos  y  equiparados  a  ellos  en  el  derecho  canó- 
nico. La  legislación  civil  reconoce  al  párroco  el  concepto  de  verdadera  auto- 
ridad. Pues  a)  dice  el  Código  Penal  español  de  1944,  art.  119:  "A  los  efec- 
tos penales  se  reputará  autoridad  al  que  por  sí  solo  o  como  individuo  de 
alguna  corporación  o  tribunal  tuviere  mando,  o  ejerciere  jurisdicción  pro- 
pia", h)  El  Tribunal  Supremo  en  muchas  sentencias  reconoce  al  párroco 
el  carácter  de  funcionario  público  constituido  en  autoridad  (7).  c)  La 
Real  Orden  20  dic.  1890  declaró  que  la  ley  municipal  no  concede  a  los  Ayun- 
tamientos atribuciones  para  censurar  o  corregir  a  los  párrocos  (8). 

Carácter  de  autoridad  reconoce  asimismo  a  los  Provisores  el  Tribunal 
Supremo  6  jul.  1889. 

CAPITULO  V 

Concordato,  articulo  3 

PERSONALIDAD  INTERNACIONAL  DE  LA  SANTA  SEDE 
Y  DEL  ESTADO  VATICANO 

149.  Nociones.  Personalidad  juridica  en  general  es  la  capacidad  de 
derechos  y  obligaciones  exigibles  para  con  otros.  Persona  es  sujeto  de  dere- 
chos y  obligaciones  jurídicas.  Persona  fisica  o  natural  es  cada  hombre  o 
individuo;  moral  o  juridica  son  las  entidades  distintas  de  cada  individuo. 
Las  personas  morales  son  colegiales  las  constituidas  por  un  conjunto  de 
hombres  o  individuos,  como  un  cabildo  de  canónigos,  una  comunidad  reli- 
giosa; no  colegiales  las  constituidas,  no  por  hombres,  sino  por  un  cúmulo 
de  bienes,  o  de  funciones  o  de  derechos,  etc.,  como  un  hospital,  un  semi- 


(6)    Trib.  Supremo  22  oct.  1885;  28  nov.  1804;  19  mayo  1899. 
(1)    6  jul.  1881;  2  en.  1892;  2  nov.  1902;  14  en.  1920. 
(8j    KsPASA,  Enciclopedia,  Párroco,  p.  317. 
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nario,  un  beneficio  eclesiástico,  que  consta  de  un  oficio  sagrado  y  el  derecho 
de  percibir  las  rentas  de  la  dote  aneja  a  ese  oficio;  cual  es,  por  ejemplo,  el 
beneficio  parroquial  (can.  99). 

150.  Personalidad  jurídica  internacional  es  la  capacidad  de  ser  su- 
jeto activo  y  pasivo  de  derecho  internacional;  esto  es,  creador  y  destinatario 
de  este  derecho. 

El  derecho  internacional  es  el  conjunto  de  preceptos  del  derecho  natural 
y  de  reglas  positivas  introducidas  por  la  costumbre,  y  de  artículos  de  los 
tratados  concluidos  entre  los  miembros  de  la  comunidad  internacional,  o 
sea,  entre  las  Naciones  o  Estados,  para  determinar  los  respectivos  derechos 
y  debsres  en  sus  mutuas  relaciones. 

Persona  internacional  en  sentido  propio  y  estricto  es  la  entidad  capaz  de 
ser  sujeto  activo  y  pasivo  de  tal  derecho  internacional.  En  sentido  menos 
propio  la  entidad  capaz  de  ser  solamente  sujeto  pasivo,  o  destinatario  del 
derecho  internacional.  Esta  se  dice  también  persona  artificial,  que  no  tiene 
realidad  jurídica  antes  de  su  admisión  en  la  Comunidad  internacional;  sino 
que  es  creación  de  los  Estados  y  Sociedades,  los  cuales  son  miembros  iure 
proprio  de  dicha  Comunidad,  y  dieron  a  la  persona  artificial  el  ser,  y  la  con- 
ceden intervención  en  las  relaciones  internacionales. 

El  fundamento  de  la  personalidad  internacional  estricta  es  la  sobera- 
nía. Esta  es  el  poder  supremo  sin  apelación  en  el  derecho  interno  de  la 
sociedad  que  ella  rige;  y  libertad  e  independencia  en  el  derecho  externo,  o 
sea,  con  respecto  a  los  otros  miembros  de  la  Comunidad  internacional. 

Los  elementos  de  la  soberanía  o  entidad  soberana  son:  a)  finalidad  com- 
pleta en  su  orden  (felicidad  de  sus  subditos  completa  en  el  orden  natural 
o  sobrenatural);  h)  medios  suficientes  para  la  prosecución  de  ese  fin;  c)  in- 
dependencia de  otro  ente  que  tenga  poder  superior  a  él. 

Entre  personas  jurídicas  internacionales  el  trato  es  de  igual  a  igual. 
Por  eso  el  derecho  de  gentes  o  internacional  no  es  una  ley  humana,  que 
supone  superior  y  subditos;  es  un  tratado,  que  dice  coordinación  y  no 
subordinación. 

Mas  para  que  la  soberanía  de  un  ente  conste  en  el  exterior,  se  requiere 
el  reconocimiento.  Este  consiste  en  la  voluntad  manifestada  de  los  entes, 
el  que  reconoce  y  el  reconocido,  de  obligarse  a  mantener  relaciones  entre 
sí,  como  sujetos  de  derecho  internacional.  De  lo  cual  se  sigue:  a)  que  la 
personalidad  internacional  reconocida  dura  mientras  el  ente  conserve  los 
elementos  constitutivos  de  la  personalidad;  b)  que  deberá  subsistir  ante 
la  Comunidad  internacional,  independientemente  del  reconocimiento  por 
parte  de  los  otros  entes;  ya  que  el  reconocimiento  no  ha  sido  creación  de 
la  personalidad  internacional,  sino  manifestación  de  la  misma.  Por  eso 
aunque  el  reconocimiento  sea  provocado  por  uno  de  los  miembros  de  la 
Comunidad,  vale  ante  todos  los  demás. 

El  reconocimiento  puede  ser  explícito  o  implícito.  Cualquiera  de  los  dos 
basta.  Es  explícito  el  declarado  expresamente,  por  lo  común  por  escrito. 
Implícito  el  contenido  en  ciertos  hechos  que  denotan  los  atributos  de  la 
persona  jurídica  internacional:  a)  establecimiento  de  tratados  internacio- 
nales; b)  ejercicio  del  derecho  de  representación  diplomática,  por  intercam- 
bio de  legados  o  embajadores;  c)  admisión  a  participar  en  los  congresos  o 
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conferencias  internacionales,  con  paridad  de  derechos;  d)  ejercicio  de  me- 
diador entre  entes  internacionales,  en  caso  de  conflicto. 

El  reconocimiento  en  las  personas  estrictamente  soberanas  sólo  tiene 
carácter  declarativo;  en  las  artificiales,  el  reconocimiento  es  constitutivo  de 
su  personalidad. 

La  cualidad  de  persona  internacional,  según  la  doctrina  hoy  común, 
compete  a  la  sociedad,  no  a  los  gobernantes  supremos  de  ella;  pero  como 
la  sociedad  no  puede  ejercer  sus  derechos  por  sí  misma,  sino  por  sus  re- 
presentantes, los  Príncipes  y  los  Gobiernos,  a  éstos  van  dirigidas  las  reglas 
del  derecho  internacional. 

Santa  Sede  se  entiende  aquí  el  oficio  del  primado  del  Romano  Pontífice; 
o  la  organización  central  de  la  Iglesia  Católica;  en  cuanto  que  el  Romano 
Pontífice,  como  Vicario  de  Jesucristo,  primado  y  cabeza  de  la  Iglesia,  ejerce 
por  sí  mismo  o  por  su  Curia  la  suprema,  plena,  universal  e  inmediata  po- 
testad espiritual  de  jurisdicción  sobre  toda  la  Iglesia  (can.  218). 

151.  ¿Son  la  Iglesia  Católica  y  la  Santa  Sede  dos  personas  jurídicas 
o  una  sola? 

Según  el  principio  de  que  la  personalidad  internacional  compete  a  la 
sociedad  y  no  al  jefe  supremo  de  ella,  muchos  internacionalistas  juzgan  que 
la  única  persona  es  la  Iglesia,  extendida  por  el  universo,  con  potestad  su- 
prema ante  sus  súbditos  e  independencia  frente  a  las  otras  sociedades  so- 
beranas, que  en  consecuencia  exige  el  reconocimiento  de  su  capacidad  jurí- 
dica internacional.  La  Santa  Sede,  con  la  que  los  Gobiernos  firman  sus  tra- 
tados, no  es  más  que  el  órgano  representativo  de  la  Iglesia,  que  en  nombre 
de  ella  ejerce  los  derechos  y  deberes  de  la  personalidad  jurídica  inter- 
nacional. 

Otros  dicen  que  la  Santa  Sede  o  el  Sumo  Pontificado  es  persona  sui  ge- 
neris,  única  en  el  derecho  de  gentes. 

Según  otros  la  Santa  Sede  tiene  independencia  y  personalidad,  pero  no 
tienen  independencia  las  instituciones  eclesiásticas  de  cada  territorio.  Así 

los  liberales. 

Todos  coinciden  en  considerar  a  la  Santa  Sede  como  órgano,  sea  titular 
sea  sólo  representativo,  de  la  Iglesia,  en  las  relaciones  con  los  otros  entes 
internacionales. 

Según  el  derecho  público  eclesiástico,  el  Sumo  Pontífice,  por  derecho 
propio,  por  inmediata  colación  divina,  es  soberano  (can.  219);  así  como  por 
derecho  divino  es  soberana  la  Iglesia,  fundada  por  Cristo  como  sociedad 
perfecta.  Ambos  son  titulares  de  la  personalidad  jurídica  internacional. 
"La  Iglesia  Católica  y  la  Sede  Apostólica  tienen  el  carácter  de  persona 
moral  por  la  misma  ordenación  divina"  (can.  100).  Como  se  ve,  son  dos  per- 
sonas distintas  de  institución  divina,  que  van  a  la  par. 

No  habría  inconveniente  en  considerar  a  la  Iglesia  como  titular  en  abs- 
tracto, y  a  la  Santa  Sede  en  concreto,  en  cuanto  que  con  ésta  se  entienden 
los  entes  de  la  comunidad  internacional.  En  la  práctica,  cualquier  derecho 
de  la  Iglesia,  será  también  automáticamente  de  la  Santa  Sede,  que  le  ejer- 
ce; y  viceversa.  Los  Concordatos,  aunque  en  su  encabezamiento  y  articu- 
lado usan  indistintamente  los  términos  Iglesia  y  Santa  Sede,  tienden  a 
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preferir  la  Santa  Sede,  cuando  se  refieren  a  la  persona  jurídica  interna- 
cional. 

Así  el  español,  art.  3 :  "El  Estado  español  reconoce  la  personalidad  jurí- 
dica internacional  de  la  Santa  Sede".  —  Art.  18:  "La  Iglesia  puede  libre- 
mente recabar  de  los  fieles  las  prestaciones  autorizadas  por  el  derecho  ca- 
nónico". Expresamente  reconoce  a  la  Iglesia  Católica  el  carácter  de  socie- 
dad perfecta,  que  es  más  que  reconocerla  personalidad  jurídica  internacio- 
nal. En  cambio  el  portugués  de  1940,  art.  1,  refiere  la  personalidad  jurídica 
(no  dice  internacional)  a  la  Iglesia  Católica, 

152.  Historia.  Por  lo  menos  desde  el  año  313,  en  que  el  Emperador 
romano  Constantino,  por  el  Edicto  de  Milán  dio  la  paz  y  libertad  a  la  Igle- 
sia, todos  reconocen  a  la  Santa  Sede  como  persona  de  derecho  de  gentes 
o  internacional.  A  partir  del  año  452  el  Papa  León  I  Magno  ejerció  su  ac- 
tuación mediadora  y  pacificadora  no  sólo  en  Roma,  e  Italia,  sino  también 
en  otras  naciones. 

En  la  Edad  Media  Cario  Magno  es  coronado  Emperador  por  manos  del 
Papa;  lo  mismo  más  tarde  Otón.  El  Papa  acude  a  atenuar  las  guerras 
con  la  tregua  de  Dios  y  la  paz  de  Dios  (1),  la  abstención  de  luchar  en  Cua- 
resma, Adviento  y  en  domingo;  los  arbitrajes  y  conciliaciones  por  él  pro- 
puestos. Como  soberano  en  materia  espiritual  estipula  Calixto  II  con  el 
Emperador  Enrique  V  de  Alemania  el  Concordato  de  Worms  (a.  1122).  Ino- 
cencio III,  en  la  Decretal  de  1200,  dirime  la  controversia  entre  los  Reyes  de 
Inglaterra  y  Francia,  porque  había  en  ella  algún  aspecto  espiritual  (2).  Al- 
fonso el  Sabio  escribe:  "El  Emperador  no  es  tenido  de  obedescer  a  ninguno, 
fueras  ende  el  Papa  en  las  cosas  espirituales;  el  Emperador  es  Vicario  de 
Dios  en  el  imperio  para  facer  justicia  en  lo  temporal,  assí  como  lo  es  el 
Papa  en  lo  espiritual"  (3). 

En  el  siglo  XVI,  cuando  el  protestantismo  rompió  la  paz  religiosa  de  las 
naciones,  los  Estados  establecen  sus  embajadas  permanentes,  y  la  Santa 
Sede  pone  en  ejercicio  su  derecho  de  legación  activa  y  pasiva  por  Nuncios 
y  Embajadores  de  las  naciones,  derecho  que  ya  usaba  bajo  otras  formas 
desde  hacía  siglos;  como  la  del  Apocrisario  ante  el  Emperador  de  Bizancio, 
cual  lo  fue  San  Gregorio  Magno  (4). 

Hasta  1870,  en  que  Víctor  Manuel  de  Saboya  usurpó  los  Estados  Ponti- 
ficios, la  mayoría  de  las  naciones  tenían  relaciones  diplomáticas  con  la 
Santa  Sede,  por  intercambio  de  Embajadores  y  Nuncios.  Pero  como  hasta 
entonces  el  Papa  era  también  soberano  temporal,  los  Gobiernos  al  tratar 
con  él  podían  considerar  en  él  la  soberanía  temporal  sin  fijarse  en  la  es- 
piritual. 

Mas  aun  despojado  el  Papa  de  sus  Estados,  y  reconocido  por  las  nacio- 
nes el  reino  de  Italia,  siguió  el  Sumo  Pontífice  reconocido  como  soberano 
persona  de  derecho  internacional.  Continuaron  sus  mutuas  representacio- 
nes diplomáticas  con  los  Estados;  firmó  numerosos  Concordatos,  durante 


(1)  De  trequa  et  pace  (Decretales,  1.  1,  t.  34,  c.  1). 

(2)  Decretal.,  1.  2,  t.  1,  c.  13. 

(3)  Partidas.  La  participación  de  los  Papas  en  las  cuestiones  internacionales 
de  España,  véanse  en  el  artículo  de  José  Yanguas,  La  personalidad  Internacional 
de  la  Santa  Sede.  En  el  libro  El  Concordato  de  1953,  pp.  123-39. 

(4)  Breviario  Rom.,  13  mar.  lect.  noct.  II. 
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los  59  años  que  mediaron  entre  el  1870  y  1929  en  que  se  constituyó  el  actual 
Estado  Vaticano. 

Además  actuó  como  mediador  o  árhitro  en  cuestiones  sometidas  a  él  por 
diversas  naciones. 

Así  entre  España  y  Alemania  en  el  conflicto  de  las  Carolinas  (1885). 
En  1898,  amenazando  la  guerra  entre  los  Estados  Unidos  y  España,  el  Can- 
ciller alemán  ven  Bülow  trató  de  evitarla,  proponiendo  la  mediación  del 
Papa  León  XIII.  "He  dicho  al  Embajador  de  España  en  una  entrevista... 
que  mi  opinión,  si  yo  tuviese  el  honor  de  ser  Ministro  español  de  Negocios 
Extranjeros,  sería  dar  al  Papa,  carta  blanca  para  evitar  la  guerra".  Esto  es- 
cribía el  Canciller.  La  intervención  de  la  Santa  Sede  se  produjo,  pero  no  fue 
fructuosa  como  la  de  las  Carolinas.  No  pudo  evitar  la  guerra,  pero  la  re- 
trasó. Medió  entre  Bolívia,  Brasil  y  Perú  en  1909  y  1910.  En  1919  España 
y  Perú  en  su  tratado,  art.  3,  convienen  en  que  toda  diferencia  que  se  sus- 
cite entre  ambas  naciones  será  sometida  al  arbitraje  exclusivo  del  Santo 
Padre. 

Ahora  bien,  el  derecho  de  representación  diplomática  activa  y  pasiva, 
la  estipulación  de  tratados  internacionales,  como  son  los  Concordatos;  y 
el  arbitraje  en  los  conflictos  de  las  naciones,  se  consideran  como  atributos 
de  persona  de  derecho  internacional. 

Se  dirá  que  desde  el  1870  el  Papa  no  intervino  en  conferencias  políticas 
internacionales,  ni  por  sí,  ni  por  representantes.  Pero  esta  pudo  ser  una 
posición  voluntaria  en  que  él  mismo  se  colocó;  así  como  en  el  Tratado  po- 
lítico de  Letrán  de  1929,  art.  24,  se  le  reconoce  el  derecho  de  asistir;  pero 
se  consigna  la  actitud  voluntaria  de  que  de  hecho  no  asistirá,  si  no  se  la 
llamare;  o  a  no  ser  para  ejercer  en  tales  conferencias  o  congresos  su  mi- 
sión de  paz. 

Además,  en  el  Reglamento  de  la  Conferencia  de  la  Paz,  de  La  Haya 
(1899),  se  sustituyó  el  término  Estados  por  el  de  Potencias,  para  que  en 
aquella  asamblea  pudiese  ocupar  su  puesto  la  Santa  Sede,  entonces  des- 
poseída de  su  Estado  territorial. 

Desde  1929  acá  la  Santa  Sede  ha  concertado  otros  ocho  Concordatos; 
y  en  la  actualidad  funcionan  ante  los  Estados  50  legaciones  pontificias; 
o  sea,  nunciaturas  e  internunciaturas,  con  carácter  diplomático,  y  además 
21  delegaciones  apostólicas  sin  carácter  diplomático;  53  naciones  tienen 
representantes  ante  la  Santa  Sede. 

Véase  n.  60-65. 


§  1.    Teorías  sobre  la  internacionalidad  de  la  Santa  Sede 

153.  1.^  El  absolutismo  estatal  negaba  la  cualidad  de  persona  soberana, 
de  derecho  internacional  a  la  Iglesia  y  a  la  Santa  Sede;  porque  dentro  del 
territorio  nacional  el  Estado  es  superior  en  todo,  y  todas  las  demás  entidades 
están  sujetas  a  él.  Tal  teoría  está  hoy  comúnmente  abandonada. 

2.*  La  de  la  soberanía  territorial,  nacida  de  aquélla,  niega  a  la  Santa 
Sede  la  personalidad  internacional,  mientras  no  tenga  territorio  propio.  La 
Santa  Sede  entre  1870  y  1929  no  tenía  territorio;  y  sólo  los  Estados,  que 
tienen  territorio,  son  persona  de  derecho  internacional.  Si  a  la  Santa  Sede 
se  le  guardaron,  a  pesar  de  esto,  ciertas  consideraciones,  éstas  están  fuera 
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del  campo  jurídico  internacional;  son  un  mero  honor,  que  pertenece  al 
derecho  público  interno  de  la  nación  que  se  le  otorga,  y  al  derecho  canónico. 
El  intercambio  de  Embajadores  y  Nuncios,  no  es  actividad  propiamente  di- 
plomática, sino  efecto  de  la  influencia  política  del  Papado;  la  cual  con- 
viene al  Estado  concillársela.  Los  Concordatos  son  pactos  unilaterales,  con- 
cesiones benévolas  de  los  Estados,  o  reglamentos  de  derecho  interno.  En 
suma,  la  soberanía  del  Papa  es  una  "soberanía  de  honor";  sus  relaciones 
internacionales  son  de  "cortesía"  no  jurídicas  o  de  derecho. 

Otros  explican  esa  personalidad  durante  el  período  1870-1929  por  la 
sobrevivencia  de  la  soberanía  estatal  del  Estado  Pontiílcio,  que  de  derecho 
no  dejó  de  existir;  pues  el  mismo  día  20  de  setiembre  de  1870,  en  que  fue 
Roma  ocupada  por  Garibaldi,  el  Card.  Antonelli,  Secretario  de  Pío  IX,  diri- 
gió una  protesta  al  Cuerpo  Diplomático,  declarando  nulo  tal  latrocinio,  una 
mera  ocupación  militar  sin  tratado  de  paz.  Otros  opinan  que  la  usurpa- 
ción fue  por  verdadera  debellaiio  o  vencimiento  en  guerra. 

Y  en  este  supuesto  Gidel  distingue  personas  de  derecho  internacional 
normales  y  artificiales.  Normales  son  solamente  los  Estados,  que  tienen  te- 
rritorio de  su  soberanía;  artificiales  los  demás  entes,  entre  ellos  la  Santa 
Sede.  Estas  de  suyo  no  tienen  personalidad  internacional,  pero  los  Estados 
se  la  otorgan,  y  las  crean  como  sujetos  de  derecho  internacional  (5). 

Hay  quienes  opinan  que  aun  durante  aquel  plazo  no  perdió  la  Santa 
Sede  ni  de  hecho  su  soberanía  territorial;  pues  en  la  capitulación  firmada 
entre  el  General  Cadorna,  representando  a  Italia,  y  el  General  Kauzler,  re- 
presentante de  las  tropas  pontificias,  a  raíz  de  la  toma  de  Roma  no  se  incluyó 
la  ciudad  leonina,  sobre  la  cual  conservó  el  Papa  la  soberanía  temporal,  y 
por  tanto  sobre  el  Vaticano,  comprendido  en  aquélla. 

Pero  aquel  armisticio  tuvo  un  valor  meramente  militar;  no  un  alcance 
político  definitivo.  Además,  si  bien  quedó  excluida  la  ciudad  leonina,  el 
mismo  Papa  pidió  luego  que  para  el  mantenimiento  del  orden  ocuparan 
parte  de  ella  las  tropas  italianas.  Donde  no  entraron  fue  en  el  Vaticano. 

El  Ministro  italiano  Visconti,  en  nota  de  18  de  octubre  1870,  comunicó 
a  las  potencias  la  Ley  de  Garantías  dictada  por  el  Gobierno  para  reconocer 
el  carácter  sagrado  e  inviolable  de  la  persona  del  Papa.  Algunos  califican 
aquel  acto  como  un  casi  tratado;  pero  en  realidad  la  Ley  de  Garantías  fue 
sólo  una  Ley  del  Estado  italiano,  dada  por  motivos  de  prudencia  política; 
ya  que  la  independencia  del  Papa  interesaba  a  los  católicos  de  todo  el  mun- 
do, y  a  sus  Gobiernos.  Fue  una  medida  unilateral,  sin  compromiso  por  parte 
de  la  Santa  Sede  ni  de  las  potencias.  Ahora  bien,  una  ley  puramente  interna 
de  un  Estado,  no  puedo  originar  un  sujeto  internacional. 

No  puede,  pues,  decirse  que  por  tratado  entre  la  Santa  Sede  e  Italia  con- 
servase aquélla  la  soberanía  temporal  en  el  Vaticano;  por  tanto,  la  perso- 
nalidad internacional,  que  aun  entonces  le  reconocían  las  naciones,  era 
debida  a  su  soberanía  esviritual. 

El  Vaticano  mantuvo  su  situación  de  protesta,  manifestándola  aun  con 
la  norma  protocolaria  de  que  ningún  Soberano  católico  pudiera  en  un  mis- 
m.o  viaje  a  Roma  visitar  al  Papa  y  al  Rey  de  Italia. 

Benedicto  XV  en  1920  extendió  a  los  Soberanos  católicos  el  Protocolo 
existente  con  relación  a  los  protestantes,  a  los  cuales  se  les  permitía  esto, 
pero  con  la  condición  de  que  al  regresar  del  Vaticano  habían  de  ir  a  la 


(5)    En  Reviie  de  Droit  Inteniat.,  p.  XVIII,  604  sig. 
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Embajada  de  su  país  acreditada  ante  la  Santa  Sede,  y  después  podían  ir  al 
Quirinal. 

Al  hacer  así  la  visita  el  Rey  Alberto  I  de  Bélgica,  le  rogó  el  Papa  que  en 
la  visita  al  Rey  de  Italia  evitase  las  palabras  "Roma  Capital",  "Tercera 
Roma"  o  cualquiera  otra  que  pudiera  ser  molesta  a  la  Santa  Sede,  lo  que 
cumplió  el  Monarca. 

El  19  de  noviembre  de  1923  los  Reyes  de  España  Alfonso  XIII  y  Victoria 
visitaron  a  Pió  XI,  y  el  Rey  le  afirmó  que  si  en  alguna  ocasión  la  religión 
católica  se  hallase  en  grave  peligro,  España  volverla  a  realizar  una  cruzada. 

154.  3.^  Teoría  de  la  soberanía  espiritual.  El  Papa,  aun  sin  territo- 
rio, tiene  soberanía  espiritual.  Así  lo  reconoció  la  ley  italiana  de  Garantías, 
13  mayo  1871,  arts.  1-3;  9-12;  Italia  en  consecuencia  se  compromete  ante 
las  naciones  a  mantener  la  situación  internacional  del  Papa  y  a  respetar 
la  libertad  de  sus  relaciones  con  los  Estados. 

En  la  nota  que  envió  el  Ministro  Visconti  a  las  naciones  comunicándolas 
la  Ley  de  Garantías,  dice  que  se  dictó  para  reconocer  el  carácter  sagrado 
e  inviolable  de  la  persona  del  Papa  (6). 

En  este  sentido  de  la  soberanía  espiritual,  como  fundamento  de  la  per- 
sonalidad internacional  de  la  Santa  Sede,  se  había  expresado  ya  el  famoso 
orador  parlamentario  Donoso  Cortés  en  su  discurso  del  4  de  enero  de  1849: 

"El  mundo  católico  tiene  el  derecho  de  exigir  que  el  oráculo  infalible 
de  sus  dogmas  sea  libre  e  independiente;  el  mundo  católico  no  puede 
tener  una  ciencia  cierta,  como  se  necesita,  de  que  el  Papa  es  independiente 
v  libre,  sino  cuando  es  soberano,  porque  sólo  el  soberano  no  depende  de 
nadie"  (7). 

Asimismo  el  Decano  del  Cuerpo  Diplomático  ante  la  Santa  Sede,  Ma- 
GALHAÉs  DE  AzEVEDO,  Embajador  del  Brasil,  en  el  discurso  de  felicitación  a 
Pío  XI  por  el  Pacto  de  Letrán  en  1929: 

"IVlientras  que  los  juristas,  los  periodistas  y  los  amantes  de  la  política 
internacional  discutían  la  esencia  y  hasta  la  existencia  de  la  soberanía  de 
los  Papas,  nuestra  presencia  aquí  atestiguaba  tranquila,  silenciosamente,  a 
la  faz  del  universo,  que  los  Papas  conliniiaban  siendo  soberanos  como  antes; 
ya  que  las  potencias  soberanas  no  hubiesen  delegado  en  sus  Ministros  y 
Embajadores  la  misión  de  defender  sus  derechos  ante  una  persona  no  cali- 
ficada para  recibirlos,  es  decir,  que  no  poseyese  los  atributos  esenciales  de 
la  soberanía.  ¿Soberanía  temporal?  Sí;  sin  duda  también  soberanía  espiri- 
tual, raíz  i¡  fundamento,  por  un  misterioso  trabajo  histórico  de  la  soberanía 
temporal"  (8). 

Los  Estados  son  demasiado  utilitaristas,  para  dejarse  llevar  de  puro  sen- 
timiento. Ni  las  relaciones  diplomáticas  de  la  Santa  Sede  con  los  Estados 
anteriores  al  1870  se  explican  por  la  soberanía  temporal  del  Papa,  siempre 
exigua,  para  promover  tanta  actividad;  ni  se  explica  que  la  categoría  de 
Decanos  del  Cuerpo  Diplomático  otorgada  a  los  Nuncios  por  el  Congreso 
internacional  de  Viena,  sesión  de  19  de  marzo  1815,  art.  4,  sea  efecto  de  su 
representación  del  pequeño  Estado  pontificio;  ni  mucho  menos  se  explica, 

(6)    Mostaza  Miguel,  Sanctae  Sedis  personalitas  internafionalis,  en  "Acta  Con- 
gressiis  luridici  inf ernationalis",  vol.  3,  pp.  77-93,  Romae,  1936. 
(1)    En  Obras  de  Nocedal,  Madrid,  1907;  t.  2,  p.  11. 

(8)    Kn  Le  Fur,  La  Saint-Sieue  et  le  Droit  de  gents,  París,  1930,  p.  84,  nota  1. 
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que  la  continuación  de  las  mismas  relaciones  desde  1870  hasta  1929,  pe- 
ríodo en  que  los  Papas  estuvieron  privados  de  su  territorio,  se  deban  a  mera 
atención  de  cortesía.  La  única  explicación  satisfactoria  es  que  se  debieron 
a  su  soberanía  espiritual. 

La  Iglesia  posee  la  personalidad  jurídica  internacional  a  titulo  nece- 
sario, por  haber  sido  instituida  por  Cristo  como  sociedad  perfecta,  a  la 
que  todos  los  hombres  deben  pertenecer  para  alcanzar  la  felicidad  eterna. 
Reúne  las  tres  notas  que  hacen  que  los  Estados  tengan  personalidad  inter- 
nacional: comunidad  distinta,  organización  e  independencia.  Comunidad 
distinta  de  todo  Estado,  y  por  el  carácter  universal  de  su  misión,  consti- 
tuyendo la  agrupación  más  importante  del  mundo  civilizado  y  la  más  in- 
ternacional. Organizada  jerárquicamente  bajo  una  única  autoridad  supre- 
ma, con  organización  visible  y  perfecta.  Independiente,  no  dependiendo  de 
poder  humano  alguno  (can.  218,  §  2).  Ella  toma  libremente  sus  medidas,  y 
promulga  las  leyes  oportunas  para  salvaguardar  su  unidad  y  conseguir 
su  fin  (9). 

Asimismo  el  Sumo  Pontificado  posee  la  personalidad  jurídica  interna- 
cional a  título  necesario;  ya  que  fue  instituido  por  el  mismo  Cristo  como 
jefe  supremo  de  la  Iglesia;  y  de  él  mismo  directa  e  inmediatamente  recibe 
su  potestad  soberana  y  plena  sobre  todas  y  cada  una  de  las  iglesias,  sobre 
todos  y  cada  uno  de  los  pastores  y  fieles,  independiente  de  todo  poder  huma- 
no; y  recibe  su  potestad  por  derecho  divino  en  el  mismo  punto  en  que,  le- 
gítimamente elegido,  acepta  la  elección  (can.  218,  219). 

En  el  Preámbulo  del  Tratado  Político  de  Letrán  entre  la  Santa  Sede  y 
el  Estado  italiano,  11  de  febrero  de  1929,  por  el  que  se  creó  el  Estado  de  la 
Ciudad  Vaticana,  se  dice  que  la  creación  de  la  Ciudad  del  Vaticano  responde 
al  fin  de  asegurar  a  la  Santa  Sede  la  independencia  absoluta  y  caracteri- 
zarla con  una  soberanía  indiscutible  también  en  el  ámbito  del  derecho  in- 
ternacional. En  el  art.  3.°  se  reconoce  a  la  Santa  Sede  propiedad  y  poder  so- 
beranos y  jurisdicción  exclusiva  sobre  el  Vaticano  y  sobre  sus  dependencias 
y  dotaciones. 

En  distintos  artículos  se  emplea  la  palabra  Estado  con  referencia  a  la 
Ciudad  del  Vaticano.  Lo  cual  indica  que  lo  es.  Tiene  en  efecto  su  territorio, 
sus  súbditos  con  la  nacionalidad  que  se  llama  de  función;  organización  po- 
lítica, poder  legislativo,  tribunales,  fuerza  armada,  servicio  de  comunica- 
ciones postales  y  telegráficas  independientes,  sellos  postales  y  moneda 
propia. 

Algunos  la  niegan  este  carácter  de  Estado.  Otros  se  le  reconocen,  pero 
en  sentido  no  estricto;  porque,  si  bien  tiene  todas  aquellas  características  y 
elementos  que  sirven  para  definir  al  Estado,  la  Ciudad  Vaticana  lo  es  en  un 
sentido  diverso  de  los  Estados  propiamente  dichos.  Ya  que  el  fin  de  los 
Estados  es  promover  el  bienestar  temporal  de  sus  súbditos;  mientras  que  el 
fin  de  la  Ciudad  del  Vaticano  y  de  la  Santa  Sede  no  es  la  prosperidad  ma- 
terial de  un  diminuto  territorio  con  unos  700  habitantes. 

Pero  su  finalidad  es  mucho  más  elevada:  asegurar  la  independencia 
absoluta  del  Papa.  Creemos  que  es  un  Estado  verdadero,  que  sin  prescindir 
del  bienestar  material  de  sus  súbditos,  se  propone  otro  fin  más  elevado. 


(9)    Le  Fur,  p.  20  sigs. 
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Estado  de  la  Ciudad  Vaticana  se  llama  también  en  nuestro  Concordato, 
art.  3,  n.  1. 

155.    Objeciones.   He  aquí  las  principales: 

1.^  La  soberanía  y  por  tanto  la  personalidad  jurídica  internacional  re- 
quieren territorio.  Es  así  que  la  Iglesia  no  le  tiene.  Luego  no  es  soberana. 

Resp.  —  a)  Así  como  la  mayoría  de  los  juristas  tomaban  como  base  de 
sus  definiciones  de  soberanía  el  territorio;  ya  que  de  hecho  no  hay  más  Es- 
tados que  los  territoriales;  ¿por  qué  no  ha  de  tomarse  como  base  también 
la  función  espiritual  y  la  temporal? 

Y  en  este  sentido  se  expresan  los  Papas.  León  XIII  en  la  Encíclica  Immor- 
tale  Dei:  "Una  y  otra  potestad,  la  civil  y  la  eclesiástica,  es  en  su  género  su- 
prema. Ambas  tienen  sus  límites  determinados  por  su  naturaleza  y  por  su 
razón  o  causa  próxima". 

Pío  XI:  "Si  en  el  Concordato  no  son  dos  Estados  los  que  se  hallan  en 
presencia,  sí  son  ciertamente  dos  soberanías,  en  el  sentido  total  de  la  pala- 
bra, es  decir,  plenamente  perfectas,  cada  una  en  su  orden,  necesariamente 
determinado  por  los  respectivos  ñnes"  (10). 

b)  El  territorio  juega  un  papel  negativo,  limita  el  ejercicio  de  la  sobe- 
ranía. La  soberanía  del  Estado  consiste  más  bien  en  el  poder  de  mandar 
a  los  subditos  mediante  el  territorio.  En  cambio,  la  Iglesia  tiene  poder  su- 
premo de  mandar  a  sus  subditos  en  todo  el  orbe. 

c)  Ya  hoy  no  se  considera  elemento  constitutivo  de  la  soberanía  la  te- 
rritorialidad. 

Obj.  2.^  Los  Nuncios  no  tienen  carácter  diplomático;  porque  la  lega- 
ción de  la  Santa  Sede,  siendo  ésta  una  soberanía  espiritual,  no  tiene  un  fin 
juridico-político,  como  las  demás  Embajadas. 

Resp.  —  a)  Pío  X  en  la  alocución  consistorial  de  9  noviembre  1903  dice 
que  por  su  deber  de  defender  la  verdad  y  la  ley  cristiana,  le  incumbe  el  de- 
recho de  dirigir  a  todos  en  la  vida  privada  y  en  la  pública;  en  el  orden  so- 
cial y  en  el  politico,  conforme  a  la  norma  de  la  moral  (ASS.  36,  196). 

b)  Las  cuestiones  políticas  de  los  Estados  tienen  muchas  veces  su  as- 
pecto religioso;  v.  gr.,  el  matrimonio,  la  enseñanza.  Ni  el  Estado  puede 
prescindir  siempre  de  las  decisiones  de  la  autoridad  eclesiástica. 

Luego  para  la  buena  inteligencia  es  conveniente  el  intercambio  de  Em- 
bajadores y  Nuncios  con  el  mismo  carácter  diplomático.  Y  así  los  consideran 
la  Santa  Sede  y  las  naciones. 

Obj.  3.^  Los  Concordatos,  por  la  misma  razón,  no  pueden  ser  de  igual 
índole  que  los  tratados  internacionales. 

Resp.  En  todos  los  Concordatos  anteriores  a  1870,  cuando  el  Papa  era 
también  soberano  territorial;  en  los  celebrados  entre  1870  y  1929,  período 
en  que  careció  de  territorio  de  su  soberanía;  y  en  los  de  entonces  acá,  apa- 
rece tratando  con  los  jefes  supremos  de  los  Estados  como  verdadero  sobe- 
rano. Véase  lo  dicho  en  los  n.  61-67. 


(10)    Carta  al  Card.  Gasparri,  30  mayo  1929;  AAS.  21,  300. 
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Obj.  4.^  La  soberanía  del  Romano  Pontífice,  aun  en  el  período  1870-1929 
es  meramente  temporal,  explicable  por  la  supervivencia  del  Estado  temporal 
pontificio,  que  subsistió  aun  de  hecho. 

Resp.  La  opinión  casi  unánime  de  los  internacionalistas  lo  niega.  La 
abstención  del  Estado  italiano  de  penetrar  en  el  palacio  residencia  del 
Papa  se  explica  por  la  necesidad  en  que  se  halló  Italia  de  garantizar  la 
independencia  del  Romano  Pontífice.  La  Ley  de  Garantías  no  le  concede 
jurisdicción,  ni  siquiera  en  el  palacio  vaticano.  La  notificación  oficial  del 
18  de  octubre  1870  declaraba:  "el  poder  temporal  del  Papa  ha  dejado  de 
existir".  El  Tratado  de  Letrán  1929  indica  que  no  existió  soberanía  temporal 
durante  aquel  período. 

Obj.  5.^  La  Iglesia  y  la  Santa  Sede  son  personas  de  derecho  interna- 
cional, no  normales,  sino  artificiales,  por  concesión  de  los  Estados.  Estos 
las  crean,  y  pueden  retirarlas  su  personalidad. 

Resp.  Realmente  han  existido  personas  de  derecho  internacional  arti- 
ficiales como  la  Comisión  del  Danubio,  llamada  por  algunos  Estado  fluvial. 
Pero  no  son  tales  la  Iglesia  y  la  Santa  Sede;  personas  soberanas  por  dere- 
cho divino,  por  título  necesario.  El  reconocimiento  de  los  Estados  no  es 
constitutivo  de  su  personalidad,  sino  manifestativo. 

§  2.    Derecho  concordado  español 

Art.  3.  El  Estado  español  reconoce  la  personalidad  jurídica  internacio- 
nal de  la  Santa  Sede  y  de  la  Ciudad  del  Vaticano  (n.  1). 

2.  Para  mantener  en  la  forma  tradicional  las  amistosas  relaciones  entre 
la  Santa  Sede  y  el  Estado  español,  continuarán  permanentemente  acredi- 
tados un  Embajador  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede  y  un  Nuncio  Apos- 
tólico en  Madrid.  Este  será  el  Decano  del  Cuerpo  Diplomático,  en  los  térmi- 
nos del  derecho  consuetudinario  (n.  2). 

156.  Personalidad  internacional  de  la  Santa  Sede.  Nuestro  Concor- 
dato reconoce  la  personalidad  jurídica  internacional  de  la  Santa  Sede 
(art.  3,  n.  1).  a)  Personalidad  basada  en  la  soberanía  espiritual  del  Sumo 
Pontífice;  ya  que  en  el  mismo  lugar  se  consignan  dos  personas  soberanas 
como  distintas:  la  de  la  Santa  Sede  (espiritual)  y  la  del  Estado  Vaticano 
(temporal). 

b)  Personalidad  nativa  o  natural,  otorgada  por  el  mismo  Jesucristo  al 
instituir  como  personas  soberanas  a  la  Iglesia  y  al  Sumo  Pontificado.  No 
personalidad  artificial  o  creada  por  el  Estado;  sino  por  él  reconocida. 

c)  Personalidad  con  los  atributos  a  ella  inherentes:  derecho  a  con- 
cluir tratados  internacionales,  como  lo  proclama  la  misma  estipulación  del 
Concordato;  a  representación  diplomática  activa  y  pasiva;  ya  que  en  el 
mismo  artículo  se  pacta  la  existencia  de  un  Nuncio  en  Madrid,  y  de  un 
Embajador  ante  la  Santa  Sede.  Y  aunque  explícitamente  no  se  menciona  el 
derecho  del  Papa  a  intervenir  en  las  conferencias  o  congresos  políticos  inter- 
nacionales, puede  tal  vez  explicarse  porque  esto  es  más  propio  de  la  perso- 
nalidad temporal  que  también  se  le  reconoce,  al  reconocer  la  personalidad 
internacional  del  Estado  Vaticano. 
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§  3.    Personalidad  internacional  del  Estado  Vaticano 
157.    Nuestro  Concordato  la  reconoce  (art.  3,  n.  2). 

A  lo  menos  desde  los  tiempos  de  San  Gregorio  Magno,  siglo  vii,  el  Papa 
reunía  en  sí  dos  soberanías:  la  espiritual,  como  Jefe  Supremo  de  la  Iglesia, 
y  la  temporal,  como  Rey  de  los  Estados  Pontificios.  Esta  segunda  soberanía 
perduró  hasta  el  año  1870,  en  que  Víctor  Manuel  de  Saboya  usurpó  los  Es- 
tados del  Papa  Pío  IX;  situación  de  despojo  que  duró  hasta  el  1929.  En  todo 
este  período  estuvo  en  pie  la  llamada  cuestión  romana,  o  de  los  Estados 
Pontificios. 

Intento  de  compra  de  Roma.  El  Siervo  de  Dios,  Claudio  López  Bru,  se- 
gundo iMarqués  de  Comillas,  concibió  un  grandioso  plan,  para  lograr  el 
arreglo  de  la  cuestión  romana;  a  saber:  comprar  al  Gobierno  italiano  la 
ciudad  de  Roma  y  un  territorio  hasta  el  puerto  de  Ostia,  y  entregarlo  al 
Papa  León  XIII,  para  asegurar  así  la  independencia  pontificia. 

Aprovechó,  para  la  concepción  y  el  intento  de  ejecución  de  este  plan, 
el  estado  ruinoso  de  la  hacienda  italiana,  y  pensó:  "Si  yo  ofrezco  ahora  al 
Gobierno  italiano  un  río  de  oro,  me  vende  la  ciudad  de  Roma  y  un  territorio 
hasta  el  mar". 

Como  buen  financiero,  experto  en  cálculos  monetarios,  hizo  el  recuento 
de  los  católicos  de  todas  las  naciones,  con  los  cuales  se  podía  contar;  los 
capitales  de  ellos,  las  cantidades  que  cada  uno  podría  aportar.  El  tral)ajo 
de  números,  de  cuentas,  etc.,  que  realizó,  nadie  lo  creería  si  no  viese  la 
multitud  de  papeles  por  él  mismo  escritos,  que  se  conservaban  en  su  ar- 
chivo privado  de  Barcelona.  En  fin  de  cuentas  sacó  como  conclusión  que  sin 
gran  sacrificio  se  podría  recaudar  entre  los  católicos  de  todo  el  mundo  el 
dinero  necesario  para  la  compra  de  Roma. 

Con  estos  datos  redactó  una  extensa  y  muy  madurada  Memoria,  expo- 
niendo el  resultado  de  sus  cálculos,  las  razones  que  pudieran  mover  al  Go- 
bierno italiano,  las  objeciones  que  podrían  oponerse  a  su  plan,  las  res- 
puestas a  las  mismas;  en  fin  un  trabajo  como  de  maestro  consumado. 

La  Conferencia  Católica  Internacional  de  Lieja  propuso  como  tema  de 
las  sesiones  de  1893  la  Independencia  Pontificia.  Don  Claudio  representa- 
ría a  España.  Queriendo  llevar  algo  práctico,  le  ocurrió  la  compra  de  Roma. 
Parecería  pura  fantasía,  pero  él  no  lo  vio  así.  Antes  de  presentar  su  Me- 
moria a  la  Conferencia,  la  envió  al  Cardenal  Rampolla,  Secretario  de  Estado 
de  León  XIII,  para  que  le  manifestase  el  juicio  de  la  Santa  Sede  sobre  la 
Memoria  y  la  oportunidad  de  presentarla  a  la  Conferencia.  Aprobósela  el 
Cardenal  Secretario  con  algún  ligero  retoque,  y  aplaudió  la  idea  de  propo- 
nerla a  la  Conferencia  de  Lieja. 

Admiremos  el  espíritu  de  amor  filial  hacia  la  Iglesia,  que  movió  el  ánimo 
de  aquel  santo  varón,  en  aquel  entonces  la  primera  fortuna  tal  vez  de  Es- 
paña y  el  primer  prestigio  de  nuestra  patria.  El  17  de  marzo  de  1803  escri- 
bía a  su  madre:  "Pienso  ir  a  Bélgica  por  dos  o  tres  días...  Mucho  me  con- 
traría, pero  no  creo  poder  evitarlo,  dada  la  naturaleza  del  asunto.  Somos 
hijos  de  la  Iglesia,  y  hay  que  tratarla  como  madre  y  acudir  o  ella,  cuando 
nos  llama". 

Como  una  bomba  cayó  el  proyecto  en  la  Conferencia  de  Lieja,  llovieron 
las  objeciones  de  los  congresistas  extranjeros;  mas  el  Marqués  las  fue  dando 
solución  tan  atinada  y  satisfactoria,  que  al  fin  se  convencieron  de  que  el 
plan  era  realizable;  y  encargaron  su  ejecución  al  mismo  Marqués  de  Co- 
millas. 

Había  (jue  esperar  el  momento  oportuno  i)ara  rom¡)er  el  fuego.  Este 
momento  llegó  en  la  primavera  de  1895;  mientras  se  discutía  en  las  Cámaras 
italianas  el  presupuesto,  y  quedaba  patente  la  bancarrota  nacional.  Pensó 
muy  bien  el  Marcjués  que  los  cañonazos  no  tendrían  eficacia,  si  salían  de 
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España,  que  poco  significaba  en  el  concierto  de  las  naciones,  y  envió  un 
agente  a  Londres,  que  se  pusiese  al  habla  con  el  Cardenal  Arzobispo 
Baughan.  Le  llevaba  ya  preparado  el  articulo  y  un  resumen  de  su  Memoria 
de  Lieja. 

El  articulo,  publicado  en  el  Daily  Telegrapli  de  Londres,  resonó  en  todo 
el  mundo  como  una  bomba.  Lo  que  nadie  sospechó  era  quién  había  pro- 
movido el  revuelo.  Quien  preparó  el  artículo  y  atizó  la  campaña  subsi- 
guiente fue  el  Marqués  de  Comillas,  que  siempre  se  ocultaba :  "estos  eran 
los  procedimientos  de  Claudio'',  escribe  su  esposa. 

El  articulo  fue  de  los  más  sensacionales  en  la  historia  del  periodismo. 
De  él  se  ocupó  la  prensa  de  muchas  naciones;  dispuso  el  Marqués  que  de 
varios  artículos  extranjeros  se  hiciesen  folletos  que  inundasen  a  Europa; 
además  procuró  que  un  gran  político  español  escribiese  un  folleto,  que 
tradujo  al  inglés  otro  gran  personaje. 

El  trabajo  personal  de  D.  Claudio  en  este  asunto  no  pudiera  creerse, 
sin  ver  los  montones  de  cartas  relativas  a  él  y  la  documentación  integra 
que  se  conservaba  en  su  archivo  de  Barcelona,  después  destruido.  Los  gas- 
tos bien  los  pueden  suponer  los  avezados  a  las  campañas  periodísticas:  la 
Agence  Xational  de  Francia,  por  solo  anunciar  el  articulo  publicado  en  el 
Daily  Telegraph,  le  pidió  cincuenta  mil  francos.  Pero  poco  le  dolía  el  dine- 
ro, cuando  se  trataba  de  mostrarse  hijo  de  la  Iglesia:  él  lo  pagó  todo  de  su 
bolsillo.  ^ 

¿,Fueron  gastos  y  trabajos  perdidos?  El  Gobierno  italiano  se  echó  para 
atrás.  No  se  había  forjado  ilusiones  D.  Claudio,  y  así  se  lo  había  manifes- 
tado al  Cardenal  Secretario  de  Estado,  antes  de  la  Conferencia:  que  aun- 
que no  se  lograse  el  intento,  de  la  propuesta  habría  de  seguirse  fruto  no 
despreciable.  El  grito  de  alerta  a  la  conciencia  católica,  para  trabajar  en 
pro  de  la  independencia  pontificia,  resonó  por  toda  Europa.  "La  gente  del 
oficio,  avisaba  el  corresponsal  de  Londres,  está  pasmada  de  lo  que  se  ha 
conseguido",  escribe  La  Civiltú  Cattolica,  revista  semioficiosa  del  Vatica- 
no, 21  de  octubre  1895. 

Lo  que  pudo,  eso  hizo  D.  Claudio  por  la  libertad  del  Papa.  Su  compañero 
en  la  Conferencia  de  Lieja,  el  Duque  de  Bailén,  nos  decía:  Bien  puede  lla- 
marse el  Marqués  de  Comillas  el  precursor  del  arreglo  de  la  cuestión  romana, 
felizmente  realizado  por  Pío  XL 

Véase  Miscellanea  in  memoriam  Petri  Card.  Gasparri,  Roma,  1960. 

158.  Constitución  del  Estado  Vaticano.  En  efecto,  el  12  de  febrero 
de  1929,  reunidos  en  el  Palacio  de  Letrán,  por  una  parte  el  Cardenal  Gas- 
parri, Plenipotenciario  del  Papa,  y  otros  tres  adjuntos;  y  por  otra  el  Pre- 
sidente del  Gobierno  italiano  Benito  Mussolini,  Plenipotenciario  del  Rey  de 
Italia  Víctor  Manuel  II,  con  otros  tres  miembros,  firmaron  tres  memora- 
bles acuerdos,  que  habían  de  formar  como  un  todo:  el  Concordato,  el  Tra- 
tado político  y  el  Convenio  financiero.  El  Concordato  se  refiere  a  los  asun- 
tos religiosos;  el  Tratado  político  al  arreglo  de  la  cuestión  romana,  para 
asegurar  la  independencia  de  la  Santa  Sede;  el  Convenio  financiero,  a  la 
compensación  pecuniaria  que  Italia  habría  de  dar  al  Papa,  por  la  renuncia 
de  éste  a  los  Estados  Pontificios. 

Por  el  Tratado  político  Italia  reconoce  la  soberanía  de  la  Santa  Sede 
en  el  terreno  internacional,  como  atributo  inherente  a  su  naturaleza,  en 
conformidad  con  su  tradición  y  las  exigencias  de  su  misión  en  el  mundo 
(art.  2). 

Le  reconoce  la  plena  y  exclusiva  y  absoluta  potestad  y  jurisdicción  so- 
berana sobre  la  Ciudad  Vaticana,  que  entonces  se  crea.  El  Papa  en  cambio 
renuncia  al  territorio  de  los  Estados  Pontificios,  que  le  fueron  usurpados, 
con  excepción  de  algunas  propiedades,  que  se  reserva.  Asi  el  Papa  volvió 
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a  ser  Rey,  no  sólo  de  derecho,  que  así  siguió  siéndolo  durante  la  usurpa- 
ción; sino  también  de  hecho,  como  antes  de  1870. 

Su  Estado  Vaticano  será  el  más  diminuto  del  mundo;  mucho  menos  de 
lo  que  se  había  propuesto  el  Marqués  de  Comillas;  pues  abarca  poco  más 
que  el  palacio  y  jardines  vaticanos,  la  basílica  y  la  plaza  de  San  Pedro;  en 
conjunto  la  extensión  de  unas  sesenta  hectáreas  de  territorio;  con  una  po- 
blación que,  según  el  censo  de  1932,  era  de  994  habitantes:  de  éstos  711  ciu- 
dadanos, y  los  restantes  residentes  temporales.  568  eran  italianos,  100  sui- 
zos, los  demás  oriundos  de  otras  naciones. 

Al  día  siguiente  de  la  firma  del  Tratado  de  Letrán  se  expresaba  así  el 
Papa  Pío  XI  en  su  alocución  a  los  párrocos  predicadores  de  la  Cuaresma 
de  Roma:  Podemos  decir  lo  que  el  bienaventurado  San  Francisco:  Tene- 
mos el  mínimo  de  cuerpo  suficiente  para  albergar  un  alma  inmortal.  "Cuan- 
do un  territorio  puede  gloriarse  de  la  columnata  de  Bernini,  de  la  cúpula 
de  Miguel  Angel,  de  los  tesoros  de  ciencia  y  arte  contenidos  en  los  archivos 
y  bibliotecas,  en  los  museos  y  galerías  del  Vaticano;  cuando  un  territorio 
cubre  y  guarda  la  tumba  del  Príncipe  de  los  Apóstoles,  hay  derecho  para 
afirmar  que  no  hav  en  el  mundo  territorio  más  grande  v  más  precioso" 
(AAS.  21,  133). 

El  convenio  o  pacto  financiero  tiende  a  dejar  a  la  Santa  Sede  una 
posición  económica  un  tanto  desahogada,  entregándola  la  suma  de  750  mi- 
llones de  liras,  al  intercambio  de  las  ratificaciones  del  Tratado,  y  asignán- 
dole un  valor  de  mil  millones  de  liras  en  títulos  de  la  deuda  italiana  al 
5  por  ciento,  como  indemnización  pequeñísima  de  los  bienes  usurpados. 

159.  Carácter  del  Estado  Vaticano.  ¿Es  persona  distinta  de  la  Santa 
Sede?  ¿son  dos  personas  distintas?  No  son  pocos  los  que  opinan  que  el  Estado 
de  la  Ciudad  Vaticana  no  es  persona  de  derecho  internacional  distinta,  sino 
más  bien  el  signo  visible,  el  símbolo,  la  garantía  concreta  para  que  la  Santa 
Sede  pueda  con  independencia  desarrollar  por  todo  el  mundo  su  perpetua 
e  inm.utable  personalidad  internacional,  a)  La  pequeñez  de  su  territorio 
y  de  su  población  no  parecen  dignas  de  un  verdadero  Estado  territorial. 
h)  Por  otra  parte,  el  Papa  en  su  citada  alocución  a  los  párrocos  de  Roma 
parece  significar  el  mismo  sentir,  diciendo  que  había  procurado  "el  terri- 
torio que  al  menos  baste  como  apoyo  para  la  soberanía...  Será  así  claro  a 
todos  que  el  Sumo  Pontífice  no  tiene  más  territorio  material  que  el  indis- 
pensable para  el  ejercicio  de  un  poder  espiritual  dedicado  a  los  hombres...". 

Estas  razones  no  nos  parecen  suficientes  para  negar  la  personalidad  in- 
ternacional, distinta,  del  Estado  de  la  Ciudad  Vaticana.  Pues:  a)  ¿Por 
qué  se  le  llama  Estado  y  tiene  su  Gobierno  especial,  cuyos  funcionarios  son 
seglares,  tiene  sus  sellos  propios,  con  la  inscripción  "Estado  de  la  Ciudad 
Vaticana";  y  no  "Santa  Sede",  etc.?  b)  Otros  Estados  territoriales  bien 
diminutos  hemos  conocido;  y,  sin  embargo,  son  verdaderas  personas  sobe- 
ranas, internacionales.  Magis  et  minus  non  mutant  speciem:  lo  más  y  lo 
menos  no  cambian  la  especie,  c)  Es  verdad  que  ese  pequeñísimo  territo- 
rio lo  exigió  el  Papa  como  garantía  de  la  independencia  de  la  Santa  Sede; 
pero  le  exigió  erigido  en  persona  jurídica  soberana  de  derecho  internacio- 
nal, sin  lo  cual  no  quedaría  garantizada  su  independencia,  d)  El  Concor- 
dato español  le  reconoce  como  persona  internacional  distinta  de  la  San- 
ta Sede. 
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§  4.    Nunciatura  en  Madrid  y  Embajada  ante  la  Santa  Sede 

160.  Uno  de  los  atributos  de  la  personalidad  jurídica  internacional  es 
el  derecho  de  representación  diplomática  activo  y  pasivo,  por  medio  de  Le- 
gados. España  y  la  Santa  Sede  hacen  uso  de  este  derecho,  estipulando  en 
el  Concordato  que  "para  mantener  en  la  forma  tradicional  las  amistosas  re- 
laciones entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  español  continuarán  permanen- 
temente acreditados  un  Embajador  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede  y 
un  Nuncio  Apostólico  en  Madrid.  Este  será  el  Decano  del  Cuerpo  Diplomá- 
tico, en  los  términos  del  derecho  consuetudinario''  (art.  3,  n.  2). 

Los  Nuncios  son  Legados  o  representantes  estables  de  la  Santa  Sede 
ante  los  Gobiernos  civiles.  Su  misión  es:  a)  fomentar  las  buenas  relaciones 
entre  la  Santa  Sede  y  los  Gobiernos;  b)  vigilar  en  su  territorio  el  estado 
de  las  iglesias  y  dar  cuenta  de  él  a  la  Santa  Sede;  tienen  otras  facultades 
delegadas. 

161.  Historia.  Ya  desde  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia  usaron  los 
Papas  de  su  derecho  de  enviar  Legados.  Al  principio  con  una  misión  tran- 
sitoria; desde  el  siglo  v  aun  con  misión  estable  a  los  Emperadores  de  Cons- 
tantinopla  (Apocrisarios).  En  el  Occidente  desde  el  siglo  v  empezaron  a 
nombrar  como  Legados  suyos  a  ciertos  Obispos,  principalmente  Metropolita- 
nos; de  tal  suerte  que  la  legacía  quedase  aneja  a  determinadas  Sedes,  cuyos 
Prelados  eran  Legados  natos.  Prevalecieron  estas  legaciones  natas  desde  el 
siglo  IX  hasta  el  xiv.  Desde  el  siglo  xv  se  renovó  la  práctica  de  enviar  lega- 
dos apocrisarios.  Las  legaciones  estables,  no  anejas  a  determinadas  Sedes, 
se  establecieron  en  el  siglo  xvi,  para  reprimir  el  protestantismo. 

162.  Carácter  jurídico  de  los  Nuncios.  Es  frecuente  que  los  Legados 
Pontificios  actuales,  por  lo  menos  los  que  se  envían  a  naciones  donde  hay 
buen  porcentaje  de  católicos,  tengan  el  carácter  de  representantes  diplo- 
máticos de  la  Santa  Sede,  como  los  Embajadores;  pero  esto  no  quita  que 
ejerzan  también  en  cada  nación  una  función  de  orden  puramente  ecle- 
siástico, directa  e  inmediatamente  ante  la  jerarquía  eclesiástica  de  aquella 
nación,  y  ante  los  fieles.  Pues  el  Romano  Pontífice  tiene  potestad  de  juris- 
dicción ordinaria,  suprema,  plena,  universal  e  inmediata  sobre  todas  y 
cada  una  de  las  iglesias,  sobre  todos  y  cada  uno  de  los  pastores  y  de  los 
fieles  (can.  218).  Siendo  esa  potestad  inmediata,  puede  ejercerla  directa- 
mente por  sí  mismo,  o  por  otros,  cuales  pueden  ser  los  Nuncios,  y  de  modo 
aun  estable. 

En  el  siglo  xviii  pretendieron  los  Metropolitanos  de  Maguncia,  Tréveris, 
Colonia  y  Salzburgo  que  el  Romano  Pontífice  carecía  de  poder  para  enviar 
a  su  país  un  Nuncio  dotado  de  jurisdicción,  y  con  carácter  estable;  si  bien 
reconocían  que  pudiera  hacerlo  en  forma  transitoria  y  extraordinaria. 
Pío  VI  el  4  de  noviembre  1789  respondió  que  el  Papa  puede  mandar  Nuncios 
a  donde  le  plazca,  para  que  allí  ejerzan  la  jurisdicción  de  modo  estable:  la 
misma  que  él  ejercería  si  estuviera  presente  (11). 

Son  los  Nuncios  representantes  diplomáticos  de  la  Santa  Sede  como  de 
una  potencia  soberana  espiritual;  y  no  meramente  como  de  una  potencia 
soberana  temporal;  no  son  representantes  de  los  Papas  como  soberanos 


(11)    Wernz,  Ius  Decretalium,  tomo  II,  n.  682. 
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temporales  de  los  antiguos  Estados  Pontificios,  y  hoy  del  Estado  Vaticano. 
En  octubre  de  1801  se  atrevió  el  Gobierno  español  a  pedir  al  Papa  Pío  VII 
que  el  Nuncio  en  Madrid  no  fuese  considerado  sino  como  simple  Embajador 
de  un  soberano  temporal.  La  respuesta  fue  tajante:  el  9  de  enero  de  1802 
contestó  el  Papa  por  el  Cardenal  Consalvi:  "La  soberanía  temporal  de  Su 
Santidad  es  puramente  secundaria  frente  a  su  Sumo  Apostolado"  (Wernz, 
n.  683). 

Comprueba  este  carácter  de  los  Nuncios  el  hecho  de  que  durante  el  largo 
espacio  desde  1870  hasta  el  1929  en  que  el  Papa  estuvo  despojado  de  los 
Estados  Pontificios,  sin  embargo  enviaba  Nuncios  a  las  naciones,  los  cua- 
les eran  reconocidos  con  carácter  diplomático,  a  modo  de  Embajadores  de 
los  Papas  como  Soberanos  espirituales. 

163.  En  España  parece  que  la  Nunciatura  como  legación  permanente 
existe  desde  el  pontificado  de  Julio  II  (1503-13). 

Las  relaciones  de  nuestra  nación  con  la  Santa  Sede  por  lo  común  fue- 
ron siempre  amistosas,  cordiales;  sin  embargo,  desde  el  siglo  xvi  no  falta- 
ron algunos  choques,  que  originaron  la  retirada  de  los  Nuncios.  Pero  tales 
roturas  fueron  momentáneas,  fugaces,  volviendo  pronto  la  tradicional  ar- 
monía y  cordialidad. 

Actualmente  estas  relaciones  son  cordialísimas,  como  lo  muestran  entre 
otras  pruebas  los  Convenios  celebrados  desde  1941,  e  incorporados  al  Con- 
cordato de  1953;  la  mayor  parte  de  ellos  han  sido  firmados  por  el  Nuncio 
y  por  el  Ministro  de  Asuntos  Exteriores,  como  Plenipotenciarios, 

Los  Nuncios  españoles  son  Nuncios  de  primera  clase;  llevan  el  título 
de  Legados  a  latere,  esto  es,  enviados  por  el  Papa  como  alter  ego,  como 
arrancado  del  costado  del  Sumo  Pontífice,  de  su  más  íntimo  consejo.  Tie- 
nen su  Tribunal  propio,  que  es  el  de  la  Rota  de  la  Nunciatura.  Ejercen  ju- 
risdicción en  la  iglesia  pontificia  de  San  Miguel;  y  el  patronato  del  Semi- 
nario y  Universidad  Pontificia  de  Comillas.  Además  gozan  de  los  honores 
de  los  Grandes  de  España;  tienen  derecho  a  guardia  con  bandera  y  otros 
honores  militares,  etc. 

Finalmente  el  Concordato  le  atribuye  el  honor  de  Decano  del  Cuerpo 
Diplomático,  esto  es,  del  Cuerpo  de  Embajadores  acreditados  en  España; 
en  los  términos  del  derecho  consuetudinario.  Esta  prerrogativa  se  reconoció 
en  el  Congreso  internacional  de  Viena,  sesión  de  19  de  marzo  de  1815,  art.  4: 
a  saber,  que  en  todas  las  naciones  donde  hubiere  Nunciatura  Apostólica,  el 
Nuncio  será  el  Decano  o  Presidente  del  Cuerpo  Diplomático. 

A  este  derecho  de  representación  diplomática  activa  de  la  Santa  Sede 
en  España,  por  medio  del  Nuncio;  ha  correspondido  siempre,  y  correspon- 
de hoy,  según  el  Concordato,  la  representación  pasiva,  por  un  Embajador 
ante  la  Santa  Sede. 
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CAPITULO  VI 
Concordato,  artículo  4 

PERSONALIDAD  DE  OTRAS  ENTIDADES  ECLESIASTICAS 
§  1.    Personas  morales  en  la  Iglesia 

164.  En  la  Iglesia,  además  de  la  misma  Iglesia  Católica  Universal  y  la 
Santa  Sede,  que  tienen  personalidad  jurídica  por  derecho  divino,  existen 
otras  personas  morales  que  reciben  su  personalidad  o  por  el  derecho  mismo 
canónico,  puestos  los  debidos  prerrequisitos ;  o  por  decreto  de  la  autoridad 
eclesiástica  competente.  Estas  personas  morales  unas  son  colegiales,  otras 
no  colegiales  (can.  99). 

Además  de  las  personas  morales,  hay  otras  instituciones  eclesiásticas,  o 
que  reciben  de  la  Iglesia  su  existencia  jurídica,  pero  sin  personalidad  mo- 
ral: son,  no  erigidas  en  persona  moral,  sino  simplemente  aprobadas  como 
eclesiásticas  (can.  686).  Así  las  Cofradías,  v.  gr.,  la  del  Santísimo  Sacramen- 
to, son  personas  morales ;  en  cambio  las  pías  uniones,  como  el  Apostolado  de 
la  Oración,  no  lo  son  (can.  708). 

165.  Personalidad  civil.  "El  Estado  español  reconoce  la  personalidad 
jurídica  y  la  plena  capacidad  de  adquirir,  poseer  y  administrar  toda  clase 
de  bienes  a  todas  las  instituciones  y  asociaciones  religiosas  existentes  en 
España  a  la  entrada  en  vigor  del  presente  Concordato,  constituidas  según  el 
derecho  canónico;  en  particular  a  las  diócesis  con  sus  instituciones  anejas, 
a  las  parroquias,  a  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas,  las  sociedades 
de  vida  común  y  los  Institutos  seculares  de  perfección  cristiana  canónica- 
mente reconocidas,  sean  de  derecho  pontificio  o  de  derecho  diocesano,  a 
sus  provincias  y  casas"  (n.  1). 

"Gozarán  de  igual  reconocimiento  las  entidades  de  la  misma  naturaleza, 
que  sean  ulteriormente  erigidas  o  aprobadas  en  España,  por  las  autoridades 
eclesiásticas  competentes,  con  la  sola  condición  de  que  el  decreto  de  erec- 
ción o  aprobación  sea  comunicado  oficialmente  por  escrito  a  las  autorida- 
des competentes  del  Estado"  (n.  2). 

"La  gestión  ordinaria  y  extraordinaria  de  los  bienes  pertenecientes  a  las 
entidades  eclesiásticas  o  asociaciones  religiosas  y  la  vigilancia  e  inspección 
de  dicha  gestión  de  bienes  corresponderán  a  las  autoridades  competentes 
de  la  Iglesia"  (n.  3). 

Esta  autoridad  por  lo  común  será  el  Gobernador  civil  de  cada  provincia. 
La  condición  de  comunicar  a  la  autoridad  del  Estado  el  decreto  de  erección 
o  aprobación,  creemos  que  es  un  requisito,  no  para  que  la  entidad  eclesiás- 
tica adquiera  la  personalidad  civil,  sino  sólo  para  que  ésta  conste  auténtica- 
mente en  el  fuero  secular.  La  personalidad  civil  la  adquiere  desde  el  mo- 
mento de  la  erección  o  aprobación  eclesiástica;  pero  no  se  reconoce  por  el 
Estado  sino  desde  la  notificación  del  decreto. 
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Por  tanto,  si  tarda  esta  comunicación,  y  entre  tanto  la  entidad  eclesiás- 
tica pusiese  actos  jurídicos,  v.  gr.,  de  adquisición  de  bienes,  éstos  serán 
reconocidos  por  el  Estado  desde  el  momento  en  que  se  le  comunique  el 
decreto.  Como  establece  sobre  el  matrimonio  el  Protocolo  al  art.  23,  A)  4. 

Emplea  el  Concordato  las  palabras  instituciones  y  asociaciones  religiosas. 
Instituciones  corresponde  a  entidades  no  colegiales,  o  no  constituidas  por 
un  conjunto  de  personas;  como  los  beneficios  eclesiásticos,  los  seminarios, 
etcétera;  asociaciones  corresponde  a  entidades  colegiales,  como  cofradías, 
cabildos,  comunidades  religiosas,  etc. 

Cuestión.  Según  esto,  ¿reconoce  el  Estado  personalidad  jurídica  a  las 
entidades  eclesiásticas  ?ia  erigidas  en  persona  moral? 

Repugnancia  en  que  así  sea  no  existe,  pues  cualquiera  institución  o  aso- 
ciación creada  para  un  fin  honesto  puede  erigirse  en  persona  jurídica  civil. 
Y  así  las  Conferencias  de  San  Vicente  de  Paúl  en  muchas  naciones  tienen 
personalidad  civil;  bien  que  no  son  asociación  eclesiástica,  por  no  tener 
decreto  de  erección  o  aprobación  de  la  Iglesia;  aunque  tienen  un  fin  cari- 
tativo y  están  alabadas  por  la  misma  (1). 

Pero  en  realidad,  ¿tienen  personalidad  civil  las  entidades  eclesiásticas 
no  erigidas  en  persona  moral?  Así  lo  creemos,  atendidas  las  palabras  que 
emplea  el  artículo  concordado:  "todas  las  instituciones  y  asociaciones  re- 
ligiosas"; "entidades  de  la  misma  naturaleza  erigidas  o  aprobadas  en  Es- 
paña por  las  autoridades  eclesiásticas".  Ahora  bien,  la  palabra  erigidas  in- 
dica creación  como  persona  moral  eclesiástica;  mientras  que  aprobadas, 
como  contrapuesto  a  erigidas,  significa  el  asentimiento  para  que  la  entidad 
sea  eclesiástica,  aunque  sin  personalidad  moral  (can.  686,  5  1 ;  708).  Prác- 
ticamente, cualquiera  de  dichas  entidades,  que  se  inscriba  en  el  registro  del 
Gobierno  civil  de  la  provincia  tendrá  personalidad  civil. 

El  citado  art.  4  enumera  en  particular  las  principales  entidades  ecle- 
siásticas a  las  que  se  reconoce  personalidad  civil;  diócesis,  con  sus  institu- 
ciones anejas,  por  ejemplo,  la  Curia  diocesana,  parroquias,  Ordenes  y  Con- 
gregaciones religiosas  de  vida  común,  Institutos  seculares  canónicamente 
reconocidos,  sean  de  derecho  pontificio  o  diocesano,  sus  provincias  y  sus 
casas.  Tal  enumeración,  como  se  ve,  no  es  taxativa,  o  exclusiva;  otras  enti- 
dades eclesiásticas  pueden  tener  personalidad  jurídica  civil,  según  el  Con- 
cordato. 

166.  Normas  para  acreditar  la  personalidad.  El  Ministerio  de  Justi- 
cia, por  decreto  de  12  de  marzo  1959  dictó  normas  para  acreditar  la  exis- 
tencia y  personalidad  de  las  asociaciones  e  instituciones  religiosas. 

Art.  1.  Las  comprendidas  en  el  n.  1  del  art.  4  del  Concordato,  o  sea, 
las  ya  existentes  al  entrar  él  en  vigor,  podrán  utilizar  cualquier  medio  de 
prueba  admitido  en  el  derecho,  bastando  el  certificado  de  la  autoridad  ecle- 
siástica competente  acreditativa  de  que  la  entidad  se  halla  constituida  según 
el  Derecho  canónico,  y  establecida  en  España  a  la  entrada  del  Concordato 
en  vifíor. 

Art.  2.  Las  comprendidas  en  el  n.  2,  o  sea,  las  erigidas  o  aprobadas 
después  de  atiuella  fecha,  acreditarán  el  reconocimiento  de  su  personali- 
dad por  un  certificado  del  ^Ministerio  de  .Tusticia  en  que  conste  que  recibió 


ri)  S.  Con{?.  Del  Concilio  13  nov.  lí)20;  AAS.  1.'},  i:}5;  Rkoatillo.  I nterprelatio 
et  lurisprud.  Cad.  Iiir.  Can.,  ii.  345. 
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la  comunicación  escrita  de  la  autoridad  eclesiástica  competente,  con  el  tes- 
timonio literal  del  decreto  de  su  erección,  o  aprobación. 

Art.  3.  De  esta  comunicación  y  decreto  la  oficina  receptora  acusará 
recibo  a  la  autoridad  eclesiástica  comunicante  y  a  la  institución  religiosa 
interesada.  El  registro  y  archivo  de  las  comunicaciones  y  decretos  de  erec- 
ción en  el  Ministerio  de  Justicia  radicarán  en  la  Dirección  General  de 
Asuntos  Eclesiásticos. 

Art.  4.  Todas  las  entidades  eclesiásticas  a  que  se  refiere  este  decreto 
podrán  enviar  al  Ministerio  de  Justicia,  para  su  constancia,  una  copia  auto- 
rizada de  sus  estatutos  o  de  la  parte  de  ellos  en  que  se  determine  cuáles 
sean  sus  órganos  de  gestión:  con  sus  prerrogativas  y  atribuciones  en  el 
orden  patrimonial. 

Art.  5.  El  Ministerio  de  Justicia  deberá  librar,  a  petición  de  parte  legi- 
tima, las  certificaciones  a  que  se  refiere  el  art.  2,  asi  como  sobre  los  particu- 
lares mencionados  en  el  art.  4. 

Art.  6.  Si  se  suscitaren  dudas  al  ^Ministerio  de  Justicia  sobre  si  una 
entidad  está  comprendida  en  el  art.  4  del  Concordato,  se  expondrán  por 
escrito  a  la  autoridad  eclesiástica  competente  y  a  la  institución  o  asocia- 
ción interesada;  y,  en  su  caso,  en  las  certificaciones  que  se  soliciten.  Dicha 
exposición  escrita  deberá  hacerse  en  el  término  de  30  días  siguientes  al  de 
la  exposición  del  recibo  mencionado  en  el  art.  3,  o  en  otro  caso,  del  en  que 
llegue  al  conocimiento  del  mismo  la  existencia  de  la  entidad.  En  los  casos  a 
que  se  refiere  este  articulo,  el  Ministerio  de  Justicia  solicitará  informe  pre- 
vio del  de  Gobernación. 

Art.  7.  Se  regirán  por  su  legislación  especial  las  capellanías  y  funda- 
ciones pias,  a  que  se  refiere  el  art.  12  del  Concordato. 


§  2.    Capacidad  económica  de  la  Iglesia 

El  principal  efecto  y  la  muestra  principal  de  la  personalidad  jurídica  es 
la  capacidad  de  adquirir,  poseer  y  administrar  bienes  temporales  o  mate- 
riales: es  decir,  aquellos  que  de  suyo  se  destinan  al  bienestar  terreno  del 
hombre. 

167.  Derecho  de  adquirir  y  poseer.  Afirmamos  ante  todo  el  derecho 
que  la  Iglesia  tiene  de  adquirir,  poseer  y  administrar  toda  clase  de  bienes, 
raices  y  muebles:  y  esto  por  derecho  propio  y  nativo,  como  exigencia  de  su 
propia  naturaleza;  y  con  entera  independencia  de  la  autoridad  civii 
(can.  1495).  Es  principio  de  derecho  público,  cuya  explicación  y  prueba  ape- 
nas haré  más  que  desflorar. 

168.  Impugnaciones.  Ya  en  el  siglo  xiii  el  heresiarca  Wicleff,  pre- 
cursor de  Lutero,  impugnó  esta  verdad,  diciendo  que  la  Iglesia  no  puede  ser 
propietaria.  ¿Por  qué?  Porque  va  contra  su  institución  primitiva.  "Es  con- 
tra la  Sagrada  Escritura  que  los  varones  eclesiásticos  posean  bienes".  "Enri- 
quecer al  clero  es  contra  la  regla  de  Cristo".  "El  Papa  con  todos  sus  clé- 
rigos, son  herejes,  porque  poseen  bienes".  Tales  desatinos  fueron  condena- 
dos por  Martin  V  y  por  el  Concilio  de  Constanza,  1414-1418  (proposición 
10,  32,  36). 

Pero  la  autoridad  civil  puede  prohibir  a  la  Iglesia  el  ser  propietaria, 
exclaman  otros.  Tal  quiso  Lutero,  quien  para  bienquistarse  con  los  podero- 
sos atribuyó  al  Estado  el  poder  de  coartar  el  derecho  de  propiedad  de  la 
Iglesia,  y  en  su  libro  Fisco  común  otorgó  a  la  rapacidad  del  poder  civil  ios 
bienes  de  la  misma. 
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Hay  quienes  impugnan  la  propiedad  de  la  Iglesia,  por  ser  contraria  a  su 
misma  pureza  y  santidad:  Iglesia  pobre,  dicen,  será  Iglesia  pura  y  santa. 

Del  presuntuoso  poeta  diputado  señor  Tapia  (Luis),  son  estas  palabras 
pronunciadas  en  la  sesión  del  Congreso  el  1  de  setiembre  1931  :  "Sale  el 
ciudadano  S.  Clemente  Alejandrino,  que  decia  estas  bellísimas  palabras  y 
era  un  santo:  Cuando  la  Iglesia  acostumbraba  cálices  de  madera,  ella  po- 
sia  sacerdotes  de  oro;  ahora  que  tiene  cálices  de  oro,  los  sacerdotes  se  han 
vuelto  de  madera;  de  aquella  madera  que  el  Evangelio  dice  debe  cortarse 
por  infecunda  y  ser  arrojada  al  fuego". 

Bien  le  replicó  el  canónigo  diputado  señor  Gómez  Rojí,  4  set.,  ¿quién 
no  sabe  aquel  texto  de  Clemente  Alejandrino:  "Dios  no  prohibe  ser  hones- 
tamente rico,  sino  ser  ricos  injustamente,  insaciablemente"? 

¡Qué  hipocresía!  ¡qué  celo  tan  fingido  por  la  pureza  de  la  Iglesia! 
¡cualquiera  diría  que  estaban  abrasados  en  amor  de  Dios  y  de  Jesucristo, 
y  eran  unos  libertinos  y  hasta  blasfemos!  ¡Qué  blasfemias  contra  Jesucristo 
no  dijo  el  mismo  señor  Tapia  en  la  misma  sesión,  equiparándole  a  Confu- 
cio  y  a  Mahoma! 

No  nos  detendremos  a  contar  los  desatinos  que  se  han  acumulado  con- 
tra el  derecho  de  propiedad  de  la  Iglesia,  en  todos  los  tiempos. 

169.  Prueba  del  derecho.  Es  unánime  el  pensamiento  de  los  Santos 
Padres  en  justificar  la  posesión  de  bienes  materiales  por  parte  de  la  Iglesia; 
y  en  armonizar  dicha  posesión  con  el  espíritu  de  pobreza  y  desprendimiento 
personal.  El  individuo  puede  y  debe,  si  quiere  ser  perfecto,  renunciar  a  su 
propiedad  personal,  pero  la  Iglesia  debe  poseer. 

El  gran  San  Agustín,  tan  alto  y  tan  humano,  tuvo  que  defenderse  de  la 
acusación  de  no  aceptar  donaciones  y  herencias  para  la  Iglesia;  afirmando 
que,  si  alguna  vez  no  las  aceptaba,  era  porque  alguien  por  un  celo  indis- 
creto había  dejado  desheredados  a  los  hijos,  a  los  padres  y  a  los  parientes 
necesitados. 

He  aquí  cómo  se  expresa  en  su  sermón  49,  De  diversis:  "¿Qué  voy  a 
hacer  con  los  que  dicen:  He  aquí  porqué  nadie  deja  nada  a  la  Iglesia  de 
Hipona.  He  aquí  porqué  al  morir  nadie  la  deja  heredera:  Porque  el  Obispo 
Agustín  con  su  bondad  (pues  alabando  muerden,  con  los  labios  halagan, 
mientras  clavan  el  diente).  Agustín  lo  da  todo  y  no  recibe  nada.  En  verdad 
recibo,  aseguro  que  recibo  oblaciones,  oblaciones  santas.  Pero  si  alguno 
se  irrita  con  su  hijo  y  les  deshereda  al  morir,  ¿no  le  aplacaría  yo  si  viviese? 
¿Xo  debería  reconciliarse  con  su  hijo?  Pues  ¿cómo  quiere  que  tenga  yo 
paz  con  su  hijo,  si  apetezco  su  herencia?  Pero  si  hace  lo  que  muchas  veces 
le  he  aconsejado,  a  saber:  ¿tiene  un  hijo?  Considere  a  Cristo  como  a  un 
segundo.  ¿Tiene  dos?  Considere  a  Cristo  como  a  un  tercero.  ¿Tiene  diez? 
Considere  a  Cristo  como  el  undécimo,  y  entonces  acepto...  Consideren 
cuántas  cosas  he  aceptado,  ¿para  qué  enumerarlas?  Acepté  la  herencia  de 
Juniano.  ¿Por  qué?  Porque  murió  sin  hijos...  Sepa  vuestra  caridad,  que  yo 
he  dicho  a  los  hermanos  que  viven  conmigo,  que  si  alguno  tiene  algo,  lo 
venda  o  lo  regale  o  lo  dé  y  haga  común.  Ya  tiene  a  la  Iglesia,  por  medio  de 
la  cual  Dios  le  alimenta. 

170.  Necesidad  de  bienes.  Sí,  la  Iglesia  tiene  derecho  de  adquirir, 
poseer  y  administrar  bienes,  y  un  derecho  nativo,  entrañado  en  su  misma 
constitución  divina,  otorgado  por  su  mismo  divino  Fundador  Jesucristo. 

¿Por  qué?  Porque  la  Iglesia  fue  fundada  sociedad  perfecta;  y  por  tanto 
su  divino  Fundador  debió  dotarla  de  todos  los  medios  necesarios  para  con- 
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seguir  convenientemente  su  fin.  Ahora  bien,  la  Iglesia  para  la  consecución 
de  su  destino  necesita  de  bienes  temporales. 

Los  necesita  porque  aun  cuando  su  fin  es  espiritual  y  sobrenatural,  a 
saber,  la  eterna  felicidad  de  los  hombres,  pero  es  una  sociedad  de  hombres, 
y  sus  ministros  hombres  son  y  no  ángeles;  que  necesitan  sustento,  vestido 
y  las  demás  cosas  necesarias  para  la  vida  humana;  las  cuales  justo  es  que 
la  misma  Iglesia  se  las  suministre;  así  como  los  empleados  del  Estado  y 
de  cualquiera  sociedad  deben  vivir  del  sueldo  que  la  misma  sociedad  les 
proporciona,  según  el  dicho  de  San  Pablo:  Así  también  ordenó  el  Señor 
que  los  que  predican  el  Evangelio,  vivan  del  Evangelio  (I  Corintios,  9,  14). 

Los  necesita,  porque  ella  tiene  que  dar  a  Dios  un  culto  no  sólo  interno, 
sino  también  externo  y  público;  para  lo  cual  necesita  templos,  necesita 
mueblaje,  enseres,  ornamentos,  alumbrado,  materia  para  el  sacrificio  y 
otras  mil  cosas. 

Los  necesita,  porque  ella  por  mandato  divino  tiene  que  predicar  la  fe 
entre  los  gentiles ;  y  para  esto  tiene  que  mandar  misioneros  a  las  tierras  de 
infieles  y  fundar  allí  cristiandades,  con  sus  iglesias,  escuelas,  hospitales  y 
demás  centros  de  beneficencia. 

Los  necesita,  porque  aun  acá  ella  fue  siempre  y  lo  será  madre  de  los 
pobres  de  Cristo,  que  fueron  siempre  sus  hijos  predilectos,  por  los  cuales 
tiene  que  desvelarse. 

Para  tantas  atenciones  ¡qué  caudales  no  necesita! 

171.  Derecho  nativo  e  independiente.  Este  derecho  a  tener  propie- 
dad es  nativo  en  la  Iglesia,  no  recibido  del  Estado,  es  independiente  de  la 
autoridad  civil;  la  cual  así  como  no  le  concedió  la  capacidad  jurídica,  así 
tampoco  puede  coartársela;  ya  que  como  en  otra  parte  se  probó,  la  Iglesia 
es  una  sociedad  soberana,  independiente  del  Estado. 

"¿Puede  ser  propietaria  una  compañía  de  seguros,  decía  el  diputado 
Pacheco  en  el  Parlamento  en  1841,  condenando  la  desamortización,  y  el 
clero  de  la  Iglesia  española  no  puede  serlo?" 

172.  La  Iglesia  poseyó  siempre.  Este  derecho  de  la  Iglesia  a  poseer 
lo  ha  reducido  ella  a  la  práctica  en  todas  las  épocas  de  su  existencia. 

a)  El  mismo  Jesucristo,  que  pasó  la  mayor  parte  de  su  vida  ganando 
el  pan  con  el  trabajo  de  sus  manos  y  con  el  sudor  de  su  frente  en  un  taller 
de  carpintería,  cuando  comenzó  a  delinear  su  Iglesia  en  los  tres  años  úl- 
timos, quiso  que  ella  tuviese  cierta  estabilidad  económica.  Y  así  leemos  en 
el  Evangelio  cómo  él  y  su  Colegio  de  los  doce  Apóstoles  tenían  bolsa  común 
de  las  limosnas  que  les  daban,  y  las  guardaba  uno  de  ellos,  como  tesorero, 
para  atender  a  sus  propias  necesidades  y  a  las  ajenas,  según  dice  San  Beda, 
Doctor  de  la  Iglesia  (2). 

b)  De  la  primera  generación  cristiana,  escribe  el  evangelista  San  Lucas, 
que  vivían  como  una  comunidad,  y  todos  los  que  tenían  posesiones  las  ven- 
dían y  entregaban  su  precio  a  los  Apóstoles,  el  cual  se  distribuía  según  las 
necesidades  de  cada  uno  (Hechos  de  los  Apóstoles,  45,  32). 

Ante  las  necesidades  de  la  Iglesia  de  Jerusalén  organiza  San  Pablo  una 


(2)    In  Liicam,  1.  4,  cap.  54.  Véase  S.  Lucas,  8,  3;  S.  Marcos,  6,  37;  S.  Juan,  4,  8. 
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gran  colecta.  Los  capítulos  8  y  9  de  la  carta  segunda  a  los  fieles  de  Corlnto 
son  un  modelo  de  elocuencia  para  lograr  una  leva  de  dinero. 

c)  En  los  tres  primeros  siglos,  que  fueron  era  de  persecución,  los  em- 
peradores romanos  no  reconocían  a  la  Iglesia  como  tal,  capacidad  jurídica; 
pero  consta  que  tenía  ya  considerable  propiedad  inmueble,  como  atestigua 
EusEBio  DE  Cesárea  en  su  Historia  Eclesiástica,  8,  1;  aunque  para  salvar 
sus  templos  y  predios  de  la  rapacidad  civil,  los  inscribía  a  nombre  de  las 
sociedades  de  fossores  o  sepultureros,  al  servicio  de  la  Iglesia. 

Es  curioso  el  hecho  que  narra  el  mismo  Eusebio :  En  el  siglo  iii  unos 
taberneros  disputaban  a  los  cristianos  la  posesión  de  una  casa;  y  el  Em- 
perador gentil  se  la  adjudicó  a  los  cristianos,  porque  "es  mejor  que  de  cual- 
quier manera  que  sea  se  honre  a  Dios  allí,  que  no  que  sirva  para  uso  tan 
villano". 

Cada  Iglesia  tenía  su  caja,  donde  entraban  los  diezmos  y  primicias  (3), 
las  colectas  de  los  domingos  (4),  las  cuotas  mensuales  (5)  y  otros  ingresos 
extraordinarios. 

Los  fondos  eclesiásticos  se  distribuían  en  cuatro  porciones:  una  para 
el  Obispo,  otra  para  el  clero,  la  tercera  para  el  culto  y  la  última  para  los 
pobres,  huérfanos,  viudas  y  otros  indigentes  (6). 

d)  La  propiedad  de  la  Iglesia  creció  de  un  modo  sorprendente,  desde 
que  el  Emperador  Constantino  la  dio  libertad  por  el  Edicto  de  Milán,  313. 
Mandó  ante  todo  que  se  la  restituyesen  todas  sus  posesiones  usurpadas  en 
las  pasadas  persecuciones.  El  mismo  con  imperial  largueza  entregó  al 
Bautisterio  de  Letrán  670  libras  de  oro  en  rica  orfebrería;  18.673  libras  de 
plata,  casas  y  tierras  y  13.974  sueldos  de  oro  de  renta  anual,  dotando  ade- 
más espléndidamente  otras  iglesias.  Desde  entonces  aumentan  las  dádivas 
de  los  príncipes  y  de  los  pueblos;  y  crece  con  ellas  la  caridad  de  la  Iglesia. 

173.  En  España,  a)  Concretándonos  a  España,  escribe  el  P.  García 
Villada  (7),  "no  poseemos  datos  suficientes  para  determinar  de  qué  vivían 
entonces  [en  los  tres  primeros  siglosl  los  edificios  destinados  al  culto  y  sus 
ministros.  Bienes  raíces  no  debían  tener,  circunscribiéndose  sus  entradas  a 
las  donaciones  libres  de  los  fieles".  Estas  existían  ciertamente,  como  lo 
prueba  el  Concilio  de  Elvira,  hacia  el  año  300.  Ya  en  esta  época,  parece 
iniciarse  la  costumbre  de  los  derechos  de  estola. 

b)  El  derecho  de  la  Iglesia  a  poseer,  declarado  por  el  Edicto  de  Cons- 
tantino, fue  reconocido  en  España  por  el  Código  visigodo  (8). 

c)  Los  bienes  de  la  Iglesia  visigoda  estaban  constituidos  por  los  tem- 
plos, los  cem.enterios,  las  fundaciones,  los  tributos  y  las  ofrendas  de  los 
fieles.  Los  bienes  adicionales  consistían  en  numerario,  inmuebles,  oblacio- 
nes en  especie  (pan,  vino,  aceite,  etc.)  y  en  esclavos  (G.  Villada,  t.  2, 
p.  1,  c.  TI). 

d)  No  vamos  a  seguir  paso  a  paso  la  historia  económica  de  la  Iglesia, 

(3)  Didache,  13;  Constihif  iones  A  postolirae,  1.  2,  c.  25;  Pitra,  Inris  Eccle- 
siastiri  Graerorum  historia  et  moniimenhi. 

(4)  S.  Justino,  Apolof/ín,  I,  n.  07;  AhoNH,  (i.,  6,  430. 

(5)  Tkhtuliano,  Apología,  c.  30;  Mkim:,  L.,  1,  533. 

(6)  Cañones  Aposloloriim,  39,  41;  Didache,  13;  S.  Ciimuano,  Epístola  38;  Ahr.Ni:, 
L.,  4,  338. 

(7)  Ilist.  Ecles.  de  Esp.,  t.  I,  p.  1,  pájí.  203. 

(8)  Los  Códiuos  españ.,  tom.  1,  p.  139.  Conc.  Toled.  6,  can.  15. 
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porque  nos  llevaría  muy  lejos.  Baste  decir  que  en  todas  las  naciones  y  en 
todos  les  siglos  ha  tenido  su  patrimonio;  y  antes  de  que  se  desencadenara 
esa  ráfaga  de  codicia  del  poder  civil,  que  acabó  en  el  despojo  de  la  desamor- 
tización, era  ella  dueña  de  cuantiosos  bienes,  que  expendía  en  nobles  fines 
del  culto  a  Dios  y  de  beneficencia  con  el  prójimo. 

Aun  malvendidos  los  bienes  desamortizados  se  sacó  de  ellos  en  Francia 
doce  mil  millones  de  francos,  en  Italia  cerca  de  dos  mil  millones,  en  Es- 
paña cuatro  mil  millones  de  pesetas,  y  así  en  Inglaterra.  Austria,  etc. 

174.  Reconocimiento  de  este  derecho.  La  misma  autoridad  civil,  es- 
pecialmente en  nuestra  patria,  ha  reconocido  y  fomentado  el  derecho  de 
propiedad  de  la  Iglesia. 

a)  Una  ley  de  Recesvinto,  inserta  en  el  Fuero  Juzgo  o  Código  Visigodo 
(ley  1.^,  tit.  I,  lib.  5),  dice  así:  "Establecemos  que  todas  las  cosas  que  fue- 
ren dadas  a  las  iglesias  o  por  los  príncipes  o  por  los  otros  fieles  de  Dios 
que  siempre  sean  sumadas  en  su  juro  de  la  iglesia. 

b)  Las  Leyes  de  Partidas  consignan  claramente  el  mismo  derecho ;  ellas 
autorizan  a  todo  ciudadano  para  dar  a  la  Iglesia  lo  que  quiera  (Part.  6,  tit.  6, 
ley  55):  y  que  las  iglesias  puedan  heredar  (Part.  6,  tit.  3,  ley  2). 

175.  Desamortización.  Las  más  feroces  violaciones  de  tan  sagrado 
derecho  han  sido  las  desamortizaciones. 

Desamortizar  es  quitar  una  posesión  de  la  mano  muerta,  para  hacerla 
entrar  en  la  circulación  general  de  la  riqueza. 

Mano  muerta  es  la  que  retiene  y  acumula  la  riqueza,  especialmente  la 
inmobiliaria,  estancándola,  y  no  dejando,  por  la  misma  naturaleza  de  la 
persona  jurídica  que  posee,  que  pase  a  otros,  por  las  formas  corrientes  de 
transferencia  de  bienes  "como  la  mano  de  un  muerto  retiene  y  no  suelta 
fácilmente  aquello  que  aprehendió"  (9).  Tales  son  las  iglesias,  municipios, 
mayorazgos,  comunidades,  etc.,  en  general  las  personas  morales  eclesiás- 
ticas y  civiles. 

Leyes  amortizadoras  son  las  que  da  el  poder  civil  para  coartar  la  liber- 
tad de  poseer  las  manos  muertas,  prohibiendo  o  cercenando  su  capacidad 
de  adquirir  bienes.  Leyes  desamortizadoras  las  que  da  el  gobierno  civil, 
para  quitar  a  las  manos  muertas  los  bienes  ya  adquiridos,  y  hacerlos  reen- 
trar en  la  circulación  económica  (10). 

176.  Injusticia.  Ciñéndonos  a  la  Iglesia,  la  desamortización  o  las  leyes 
desamortizadoras  son  injustas,  si  no  cuentan  con  el  consentimiento  de  la 
misma  Iglesia.  Porque  tan  inviolable  es  el  derecho  de  propiedad  de  una 
comunidad  como  el  de  un  individuo;  y  más  el  de  la  Iglesia,  sociedad  per- 
fecta y  soberana  y  superior  en  su  orden  al  Estado. 

Es  sofisma  decir  que  la  administración  de  los  bienes  temporales  corres- 
ponde por  su  naturaleza  al  poder  laico,  y  que  la  Iglesia  los  tiene  y  admi- 
nistra a  título  precario  y  por  condescendencia  de  aquél.  Porque  el  derecho 
radical  de  propiedad  no  lo  tiene  el  Estado,  sino  el  propietario,  quienquiera 
que  sea;  y  el  poder  eclesiástico  puede  disponer  y  administrar  las  cosas 
eclesiásticas,  como  lo  hace  con  las  municipales  el  municipio,  o  con  las 
suyas  el  Estado. 


(9)  Ferraris.  Bibliotheca.  V.  Amortizatío. 

(10)  GoMÁ,  Los  bienes  de  la  Iglesia,  p.  48. 
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Sofisma  es  decir  que  los  bienes  de  la  Iglesia  son  infructuosos  para  la 
sociedad.  Ninguna  propiedad  tuvo  jamás  tanta  eficacia  como  la  de  la 
Iglesia.  Antaño,  cuando  las  antiguas  abadias  y  señoríos  eclesiásticos,  nin- 
guna hacienda  estuvo  mejor  cultivada,  ni  tenía  más  partícipes  de  sus  fru- 
tos, ni  era  administrada  con  más  suave  equidad. 

Sofisma  la  pretendida  avaricia  de  la  Iglesia.  Todo  individuo  y  toda  en- 
tidad tienen  natural  propensión  a  arraigarse  y  dilatarse:  La  Iglesia  tiene 
grandes  necesidades  que  llenar,  y  vastísima  misión  que  cumplir:  personas, 
culto,  arte,  ciencia,  misiones,  beneficencia,  exigen  grandes  bienes.  La  Igle- 
sia no  pondrá  su  corazón  en  ellos,  sino  que  les  dará  la  circulación  que  la  ca- 
ridad u  otra  virtud  le  imponga...  La  mano  muerta  de  la  Iglesia  no  lo  es 
para  retener  avara,  sino  para  difundir  generosa  (Gomá,  p.  49). 

Sofisma  es  decir,  que,  como  los  bienes  materiales  deben  circular  para 
llenar  su  fin  social,  esto  es  razón  para  desposeer  a  la  Iglesia.  La  mano  muerta 
de  la  Iglesia  no  está  definitivamente  cerrada;  cumpliendo  las  formalidades 
canónicas,  puede  desposeerse  aun  de  los  inmuebles,  haciéndolos  entrar  en 
la  corriente  circulatoria  de  la  economía  social. 

La  historia  de  la  ciencia  y  del  arte,  de  la  instrucción  y  de  la  beneficencia 
y  del  mismo  progreso  material,  son  una  prueba  de  la  difusión  de  las  rique- 
zas de  la  mano  muerta  de  la  Iglesia. 

177.  La  desamortización  en  España.  La  situación  financiera  de  la 
Iglesia  española  hasta  el  siglo  xix  era  harto  desahogada.  Ya  en  el  si- 
glo XVIII  JovELLANOs,  en  su  informe  sobre  la  ley  agraria,  lanzó  los  primeros 
disparos  contra  la  propiedad  territorial  de  la  Iglesia;  ''enorme  mal",  como 
él  la  llama. 

El  Ministro  de  Hacienda,  en  el  proyecto  presentado  a  las  Cortes  el  4  de 
septiembre  de  1820,  estima  el  valor  de  los  bienes  de  la  Iglesia  en  cuatro  mil 
quinientos  millones  de  reales.  Pero  sin  duda  era  mayor,  pues  según  los  afa- 
mados economistas  Alvarez  Guerra,  en  su  Método  y  descripción  de  la  Deuda 
Publica;  y  Canga  Arguelles,  en  Diccionario  de  la  Hacienda,  a  principios 
del  siglo  XIX,  las  rentas  de  aquéllos  ascendían  a  dos  mil  seiscientos  mi- 
llones. 

Larga  y  bochornosa  es  la  historia  del  despojo  de  la  Iglesia  en  nuestra 
patria.  Prolóngase  desde  los  últimos  años  del  siglo  xviii,  cuando  Carlos  IV 
en  19  de  setiembre  de  1798  mandó  vender  los  bienes  raíces  de  la  benefi- 
cencia, hermandades,  obras  pías  y  patronazgos  de  legos,  imponiendo  su 
precio  en  la  caja  de  amortización;  hasta  el  1869,  en  que  el  Ministro  Figue- 
rola  decreta  la  última  desamortización. 

Tal  vez  no  haya  en  ningún  ramo  de  la  administración  española,  escribía 
el  Excmo.  Sr.  Goma,  legislación  más  absurda,  más  contradictoria  y  de  mayor 
movilidad  que  la  relativa  a  la  desamortización.  Se  hacen  y  se  deshacen  leyes, 
en  pro  y  en  contra  del  despojo;  se  amplia  y  se  reduce  su  alcance;  se  res- 
tauríin  leyes  viejas  y  se  declaran  caducas  las  vigentes. 

Sucesivamente  surgieron  la  desamortización  de  las  Cortes  de  Cádiz 
(decret.  13  set.  1813);  la  del  1."  de  oct.  1820,  después  de  la  rebelión  de  Riego. 
El  Conde  de  Toreno,  el  4  de  julio  de  1835,  abolió  segunda  vez  la  Compañía 
de  Jesús;  y  el  25  del  mismo  mes  suprimió  los  conventos  que  no  tuvieran 
12  profesos,  aplicando  sus  bienes  a  la  extinción  de  la  deuda  del  Estado; 
y  el  11  de  octubre  acabó  con  todos  los  de  las  Ordenes  monacales,  desti- 
nando sus  bienes  al  mismo  fin. 
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La  desamortización  más  radical  realizóla  el  Ministro  Mendizábal;  pri- 
mero, apoderándose  de  todos  los  bienes  del  clero  regular,  19  de  febrero 
de  1836.  31.000  fueron  las  victimas  de  este  despojo,  que  quedaron  en  la 
miseria.  Luego  por  ley  de  29  de  julio  de  1837  nacionalizó  los  bienes  del 
clero  secular,  a  excepción  de  las  iglesias  catedrales,  parroquiales,  filiales, 
palacios  episcopales,  casas  rectorales  y  seminarlos;  se  suprimieron  los  diez- 
mos y  primicias,  con  lo  que  el  clero  quedó  reducido  a  la  miseria.  Esta  ley 
es  el  colmo  del  "inmenso  latrocinio",  como  le  llamó  M.  Pelayo. 

No  paró  aquí;  el  mismo  29  de  julio  decretó  la  extinción  de  todos  los  con- 
ventos de  ambos  sexos,  incautándose  de  todos  sus  bienes  e  inmuebles. 

Imposible  calcular  el  valor  de  los  bienes  usurpados. 

178.  Consecuencias.  ¡Qué  cúmulo  gravísimo  de  males  acarreó  a  la 
Iglesia  y  a  la  Patria  la  desamortización!  Además  del  agravio  hecho  a  la 
justicia  y  a  la  religión,  hay  que  apuntar  en  primer  término  el  económico. 
La  operación  de  Mendizábal,  encaminada  a  nutrir  el  público  erario,  vaci- 
lante, fue  una  ruina.  Los  valores  del  Estado,  que  hablan  bajado  de  80  a  26 
no  se  rehicieron  con  la  medida  espoliadora;  el  clero  quedó  sumido  en  la 
miseria;  los  pobres,  que  antes  mantenía  la  Iglesia,  abandonados;  arroja- 
dos de  sus  casas  y  en  la  más  extremada  penuria  los  religiosos  y  religiosas. 

Amortizadas  hasta  las  campanas  que  se  valoraron  en  cinco  millones 
de  pesetas,  y  los  vasos  sagrados  y  orfebrería  que  no  se  creyera  necesaria 
para  el  culto,  decayó  éste  en  la  forma  más  lamentable. 

Mientras  tanto  el  solar  de  un  convento  se  vendía  en  treinta  reales,  y 
edificios  famosos  y  grandes  predios  se  cedían  por  un  puñado  de  pesetas. 
La  Universidad  de  Alcalá  fue  vendida,  como  lo  recuerda  y  execra  Menéndez 
Pklayo.  en  quince  mil  pesetas  papel.  Catorce  mil  se  dan  por  una  famosa 
dehesa  de  más  de  3.500  fanegas  con  20.000  árboles.  De  bienes  de  religiosas, 
dotadas,  que  subían  a  500  millones  de  reales,  se  sacaron  36  millones  y  medio 
en  papel,  pagaderos  en  ocho  años.  De  2.120  conventos  de  que  se  apoderó  el 
Estado,  hasta  1845  vendió  685,  que  produjeron  21  millones  de  reales  en 
papel,  millón  menos  de  lo  que  a  la  sazón  se  llevaba  gastado  en  el  edificio  del 
Congreso,  erigido,  ¡punzante  ironía  de  la  historia!,  sobre  el  solar  del  con- 
^•ento  del  Espíritu  Santo,  Y  el  pago  de  las  compras  se  permitía  hacerlo  a 
plazos,  con  títulos  de  la  deuda,  sin  interés,  apreciados  en  todo  su  valor  no- 
minal por  el  Estado,  cuando  se  cotizaban  en  1843  del  5  al  6  por  ciento,  v 
en  1844  del  7  al  8. 

¡En  verdad  se  ha  dicho  bien  que  las  revoluciones  causan  mucho  daño 
y  cuestan  caras! 

"Todo  se  lo  llevó  el  viento,  dirá  más  tarde  el  Duque  de  Ribas  en  el  Con- 
greso; ni  se  aumentó  el  ejército  con  un  solo  batallón,  ni  la  escuadra  en  una 
trincadura,  ni  mejoró  la  suerte  de  los  proletarios"  (11).  La  desamortización 
sólo  benefició  a  unos  pocos  logreros,  que  se  quedaron  con  los  bienes  usur- 
pados, por  cuatro  cuartos. 

179.  Juicio.  La  censura  de  la  desamortización  la  dieron  con  valentía 
los  mismos  que  en  ella  intervinieron:  "Si  para  utilidad  pública  se  toma  lo 
de  la  Iglesia  sin  indemnización,  la  acción  del  poder  es  ilegítima  y  opreso- 
ra", decía  Tejada  en  las  Cortes  de  1840,  19  mayo.  A  los  pocos  días  Bravo 

(11)  Mexéndez  Pelayo.  Heterodoxos,  t.  (5,  lib.  8,  c.  2,  II.  Desamortización  de 
Mendizábal. 
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MuRiLLO,  refutando  a  quienes  decían  que  lo  hecho,  hecho  está,  les  decía: 
"¡Admirable  doctrina!,  que  agradecerían  ciertamente  todos  los  despoja- 
dores y  hasta  los  mismos  ladrones". 

Martínez  de  la  Rosa,  fundándose  "en  los  principios  eternos  de  la  jus- 
ticia", exclamaba:  "Sin  indemnización  previa  no  se  puede  privar  al  clero 
de  sus  propiedades.  No,  sin  indemnización  es  un  despojo".  De  "despojo  y 
expoliación"  calificó  el  Ministro  Mon  en  las  Cortes,  la  usurpación  de  los 
bienes  de  la  Iglesia.  Y  es  conocido  el  calificativo  de  "inmenso  latrocinio" 
que  le  dio  Menéndez  Pelayo. 

El  mismo  Mendizábal,  el  judío  desamortizador,  lamentaba  algunos  de  los 
deplorables  efectos  de  la  desamortización. 

Este  despojo  se  quiso  compensar  con  una  dotación  de  culto  y  clero, 
que  en  los  presupuestos  aparece  bajo  el  titulo  de  Obligaciones  eclesiásticas, 
y  por  lev  de  23  de  febrero  de  1845  se  determinó  en  159  millones  de  reales 
al  año.  Los  cuales  se  sacarían:  1)  De  los  productos  en  renta  de  todos  los 
bienes  del  clero  secular  no  vendidos.  2)  De  los  productos  en  metálico  de 
las  enajenaciones  de  los  bienes  del  clero  secular,  que  hubieran  de  ingresar 
en  el  tesoro  de  aquel  año.    3)    De  los  productos  de  la  bula  de  la  Cruzada. 

La  furia  desamortizadora  pareció  calmarse.  Por  Real  Decreto  de  26  julio 
1844  se  suspendió  la  venta  de  los  bienes  del  clero  secular  y  de  las  monjas. 
Por  ley  de  3  de  abril  de  1845  se  devolvieron  al  clero  secular  los  bienes  no 
enajenados.  Así  se  fue  preparando  el  camino  al  Concordato  de  1851. 

180.  Disposiciones  concordadas  antes  de  1953.  Restablecida  un  tanto 
la  calma,  después  de  aquel  huracán  de  codicia,  inspirándose  el  Gobierno 
español  en  sentimientos  de  justicia,  suspiró  por  un  buen  arreglo  con  la 
Santa  Sede.  El  bondadoso  Pío  IX  por  su  parte  tendió  su  mano  paternal 
para  curar  las  heridas  de  la  Iglesia  española  y  devolver  la  paz  a  tantas 
conciencias,  desgarradas  por  los  remordimientos  de  haber  sido  sacrilegos 
compradores  y  poseedores  de  bienes  eclesiásticos. 

En  el  art.  41  del  Concordato  de  1851  se  reconoce  sin  limitación  alguna 
la  capacidad  jurídica  de  la  Iglesia  para  adquirir  bienes:  "La  Iglesia  tendrá 
el  derecho  de  adquirir  por  cualquier  título  legítimo,  y  su  propiedad  en  todo 
lo  que  posee  ahora  y  adquiera  en  adelante  será  solemnemente  respetada". 

En  el  mismo  Concordato,  art.  38,  se  convino  la  devolución  de  ciertos 
bienes  usurpados  y  no  vendidos,  pero  su  valor  se  convertirá  en  inscripcio- 
nes de  la  deuda  del  Estado  al  3  por  100. 

En  el  art.  40  se  declaró  que  todos  los  expresados  bienes  y  rentas  per- 
tenecen en  propiedad  a  la  Iglesia,  y  que  en  su  nombre  se  disfrutarán  y 
administrarán  por  el  clero. 

Por  fin  en  el  42  con  un  exceso  de  generosidad  para  proveer  a  la  tranqui- 
lidad pública,  el  Papa  decreta  que  los  que  durante  las  pasadas  circunstan- 
cias hubiesen  comprado  en  los  dominios  de  España  bienes  eclesiásticos,  al 
tenor  de  las  disposiciones  civiles  a  la  sazón  vigentes,  y  estén  en  posesión 
de  ellos,  y  los  que  hayan  sucedido  o  sucedan  en  sus  derechos  a  dichos  com- 
pradores... disfrutarán  segura  y  pacíficamente  la  propiedad  de  dichos  bienes, 
y  sus  emolumentos  y  productos. 

A  pesar  de  tan  solemne  compromiso,  volvieron  el  año  55  las  usurpacio- 
nes por  la  ley  de  1  de  mayo;  y  un  nuevo  Convenio-ley  de  4  de  abril  de  1860 
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vino  a  restañar  las  heridas:  Art.  3.°.  "Primeramente  el  Gobierno  de  Su  Ma- 
jestad reconoce  de  nuevo  formalmente  el  libre  y  pleno  derecho  de  la  Iglesia 
para  adquirir,  retener  y  usufructuar  en  propiedad  y  sin  limitación  ni  re- 
serva toda  especie  de  bienes  y  valores", 

Art.  4.°.  "Reconoce  a  la  Iglesia  como  propietaria  absoluta  de  todos  y 
cada  uno  de  los  bienes  que  le  fueron  devueltos  por  el  Concordato".  Pero  en 
atención  al  deterioro  de  la  mayor  parte  de  los  no  enajenados,  a  su  difícil  ad- 
ministración y  vario  cómputo,  se  estipula  una  conmutación  en  títulos  in- 
transferibles de  la  deuda  pública  al  3  por  100. 

Finalmente  el  art.  20,  para  aquietar  las  conciencias,  extiende  el  sanea- 
miento o  condonación  a  los  bienes  enajenados  por  la  ley  desamortizadora 
del  55. 

En  conformidad  con  las  disposiciones  concordadas  dispuso  el  vigente 
Código  civil  del  1889  en  el  art.  38:  Las  personas  jurídicas  pueden  adquirir 
y  poseer  bienes  de  todas  clases...  La  Iglesia  se  regirá  en  este  punto  por  lo 
concordado  entre  ambas  potestades. 

El  total  de  láminas  o  títulos  entregados  en  virtud  del  Convenio  repre- 
sentaron un  valor  nominal  de  1.200  millones  de  reales  vellón,  que  producían 
una  renta  de  36  millones  de  reales,  o  9  millones  de  pesetas  anuales. 

Pero  he  aquí  que  el  14  de  enero  de  1862,  por  Orden  del  Ministerio  de 
Hacienda  se  suspende  el  pago  de  los  intereses.  De  suerte  que  ni  se  pagó  el 
primer  cupón. 

181.  La  desamortización  de  la  segunda  República.  La  Constitución  de 
la  segunda  República,  9  dic.  1931,  así  como  hizo  tabla  rasa  del  Concordato, 
así  sancionó  nuevos  despojos  de  la  Iglesia.  El  malhadado  art.  26  declara 
disueltas  aquellas  Ordenes  religiosas  que,  además  de  los  tres  votos  canó- 
nicos, imponen  otro  especial  de  obediencia  a  autoridad  distinta  de  la  legí- 
tima del  Estado.  Sus  bienes  serán  nacionalizados  y  afectados  a  fines  bené- 
ficos Y  docentes.  Sabido  es  a  qué  blanco  se  dirige  este  tiro,  a  la  Compañía 
de  Jesús,  que  es  la  única  que  tiene  ese  voto  de  especial  obediencia  al  Roma- 
no Pontífice. 

Sería  curioso  contar  qué  provecho  sacó  la  nación  de  la  nacionalización 
de  los  l)ienes  de  la  Compañía  de  Jesús.  "Con  todo  lo  que  pueda  sacar  el 
actual  (lobierno  de  su  confiscación  apenas  si  tendrá  bastante  para  man- 
tener un  solo  colegio  del  Estado",  decía  el  General  de  los  Jesuítas  en  unas 
declaraciones  que  a  raíz  del  decreto  de  su  disolución,  publicó  toda  la 
prensa. 

Sobre  no  sacar  provecho  y  haber  hecho  inmensos  daños  en  todos  los  ór- 
denes la  confiscación,  caros  le  salieron  los  bienes  confiscados,  ¡Nada  menos 
que  seiscientas  mil  pesetas  costó  el  inventario  del  colegio  de  Sarriá! 

Amenazas  semejantes  pesaron  sobre  los  bienes  de  las  demás  Ordenes 
religiosas:  Ellas,  según  el  citado  artículo  26,  se  someterán  a  una  ley  espe- 
cial, una  de  cuyas  bases,  la  3,^,  es:  Incapacidad  de  adquirir  y  conservar 
por  si  o  por  persona  interpuesta  más  bienes  que  los  que,  previa  justifica- 
ción, se  destinen  a  su  vivienda  o  al  cumplimiento  directo  de  sus  fines  pri- 
vativos. 7.^  Los  bienes  de  las  Ordenes  religiosas  podrán  ser  naciona- 
lizados. 

Un  artículo  expoliatorio  de  la  Iglesia  en  general  no  leemos  en  la  Cons- 
titución de  la  segunda  República.  Pero  en  cambio,  tenemos  la  ley  comple- 


180 


CAPACIDAD  ECONÓMICA  DE  LA  IGLESIA 


mentarla  llamada  de  Confesiones  y  Congregaciones  religiosas,  2  junio  de 
1933,  que  va  mucho  más  allá  de  lo  que  permite  la  Constitución,  envolviendo 
en  el  despojo  a  toda  la  Iglesia  española. 

Art.  11.  Pertenecen  a  la  propiedad  pública  nacional  los  templos  de  toda 
clase  y  sus  edificios  anejos,  los  palacios  episcopales  y  casas  rectorales;  con 
sus  huertas,  anejas  o  no,  seminarios,  monasterios  y  demás  edificaciones 
destinadas  al  servicio  del  culto  católico  o  de  sus  ministros. 

La  misma  condición  tendrán  los  muebles,  ornamentos,  imágenes,  cua- 
dros, vasos,  joyas,  telas  y  demás  objetos  de  esta  clase  instalados  en  aquellos 
y  destinados  expresa  y  permanentemente  al  culto  católico,  a  su  esplendor 
o  a  las  necesidades  relacionadas  directamente  con  él. 

Después  de  la  anulación  del  presupuesto  del  culto  y  clero,  que  era  una 
pequeñísima  indemnización  por  los  bienes  que  el  Estado  usurpó  a  la  Iglesia. 
Después  de  dejar  por  puertas  a  tantos  beneméritos  sacerdotes,  encanecidos 
en  el  cumplimiento  de  los  más  sagrados  deberes,  aún  se  prohibe  a  las  enti- 
dades públicas,  como  Ayuntamientos,  Diputaciones,  etc.,  prestar  auxilio 
económico  a  la  Iglesia  (a.  10). 

"Para  liquidar  un  pasado  histórico'',  así  se  expresa  el  Preámbulo  de  la 
ley,  se  decreta  la  nacionalización  de  los  bienes  inmuebles  y  muebles  de  la 
Iglesia  destinados  al  culto  católico  y  a  sus  ministros  (a.  11). 

"Para  liquidar  un  pasado  histórico".  ¡Qué  frase  tan  necia!  ¡qué  razón 
tan  insensata!  No  hallaron  otra  para  encubrir  o  fundamentar  este  sacri- 
lego latrocinio. 

"No  se  ha  tomado  en  consideración,  dice  el  Papa,  la  voluntad  de  los 
donantes;  no  se  ha  tenido  en  cuenta  el  ñn  espiritual  y  santo  a  que  se  habian 
destinado  esos  bienes,  ni  se  han  querido  respetar  en  modo  alguno  derechos 
antiquísimos  y  fundados  sobre  indiscutibles  títulos  jurídicos.  No  sólo  dejan 
ya  de  ser  reconocidos  como  libre  propiedad  de  la  Iglesia  Católica  todos 
los  edificios,  «palacios  episcopales,  casas  rectorales,  seminarios,  monaste- 
rios», sino  que  son  declarados  con  palabras  que  encubren  mal  el  despojo 
«propiedad  nacional»  (12)". 

La  Iglesia  no  puede  ejercer  derechos  dominicales  sobre  estos  bienes.  Sólo 
se  permite  el  uso  precario  de  ellos,  para  los  mismos  fines  a  que  hasta  ahora 
estaban  destinados.  Y  esto  pagando  las  tributaciones  inherentes  a  dicho 
uso  Ca.  12).  Y  el  Estado  puede  retirarlos  del  culto  con  o  sin  indemni- 
zación. 

Y  no  se  diga  que  la  ley  deja  para  el  futuro  a  la  Iglesia  cierta  facultad 
de  poseer,  al  menos  a  título  de  propiedad  privada  (art.  9).  Porque  aun  ese 
reconocimiento  tan  reducido  queda  casi  anulado  por  el  principio  que  a 
continuación  se  enuncia  de  que  tales  bienes  "sólo  podrán  conservarse  en 
una  cuantía  necesaria  para  el  servicio  religioso"  (art.  20).  Con  lo  cual  se 
la  obliga  a  someter  al  examen  del  poder  civil  sus  necesidades  para  el  cum- 
plim.iento  de  su  misión  divina;  y  se  erige  el  Estado  laico  en  juez  absoluto 
de  cuanto  se  necesita  para  las  funciones  meramente  espirituales. 

Más  aún,  los  que  adquiera  ha  de  convertirlos  en  títulos  de  la  deuda  pú- 
blica, quedando  así  expuestos  a  una  nueva  usurpación.  No  puede  poseer 
bienes  muebles,  que  sean  origen  de  interés,  renta  o  participación  en  bene- 


(12)    Pío  XI,  lüicícL  ¡Jilcclissinui  nohis,  'A  jun.  IDij;};  .\AS.  25,  261. 
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ficios  de  empresas  industriales  o  mercantiles;  los  que  tengan,  deberán  ena- 
jenarse o  invertirse  su  producto  en  títulos  de  la  deuda  pública. 

En  cuanto  a  la  administración,  se  obliga  a  los  patronos  o  administrado- 
res eclesiásticos  a  rendir  cuentas  al  Estado,  aunque  estuviesen  exentos  por 
título  fundacional.  Se  autoriza  para  destituirlos,  so  pretexto  de  incumpli- 
miento. Se  faculta  al  Gobierno  "para  que  adapte  a  las  nuevas  necesidades 
sociales"  las  instituciones  benéficas  de  la  Iglesia  (a.  22).  ¡Asi  se  cumplen 
las  piadosas  voluntades  de  los  fundadores! 

§  3.    Capacidad  económica  de  la  Iglesia 
en  el  Concordato  actual 

181  bis.  Capacidad  omnímoda.  El  mismo  art.  4  a  las  entidades  arri- 
ba mencionadas  (n.  165)  las  reconoce  la  plena  capacidad  de  adquirir,  po- 
seer y  administrar  toda  clase  de  bienes:  viuehles  e  inmuebles;  como  gana- 
dos, granos,  fincas  rústicas  y  urbanas;  corpóreos  o  que  pueden  percibirse 
por  los  sentidos,  como  árboles,  ajuar  de  la  casa;  e  incorpóreos,  o  que  sólo 
por  el  entendimiento  se  perciben,  pero  pueden  demostrarse  con  pruebas, 
como  los  créditos,  acciones  y  obligaciones,  censos,  etc.;  estos  se  llaman 
derechos. 

Pueden  las  entidades  eclesiásticas  adquirirlos  por  cualquier  titulo  legi- 
timo, por  el  cual  pueden  adquirirlos  los  individuos  particulares  y  las  enti- 
dades laicales:  por  título  gracioso:  herencia,  legado,  donación,  prescrip- 
ción, etc.;  o  por  título  oneroso:  compra,  permuta  y  demás  (can.  1499). 

Adquirir  es  hacer  suyos  los  bienes  o  derechos.  Poseer  es  retenerlos  como 
suyos;  administrar,  es  poner  los  actos  convenientes  para  su  conservación, 
mejora,  percepción  de  sus  frutos  o  rentas,  empleo  de  éstas,  enajenación,  etc. 

En  cuanto  a  la  administración  se  estipula  que  la  gestión  ordinaria  y 
extraordinaria  de  los  bienes  pertenecientes  a  entidades  eclesiásticas  o  aso- 
ciaciones religiosas,  y  la  vigilancia  e  inspección  de  dicha  gestión  de  bienes 
corresponderán  a  las  autoridades  competentes  de  la  Iglesia  (art.  4,  3). 

Como  se  ve,  no  se  ponen  límites  civiles  a  esta  capacidad  de  adquirir  y 
poseer;  con  lo  cual  queda  excluida  toda  ley  amortizadora,  esto  es,  que  im- 
pida o  coarte  a  las  entidades  eclesiásticas  la  adquisición  de  bienes;  y  toda 
ley  desamortizadora,  que  tienda  a  quitar  de  sus  manos  muertas  los  bienes 
que  ya  poseen  (n.  174). 

Tampoco  es  concebible  una  independencia  más  absoluta  respecto  de  las 
leyes  y  funcionarios  civiles,  en  cuanto  a  la  administración  de  tales  bienes. 
Se  excluye  toda  intervención  del  Estado,  la  inspección,  el  rendimiento  de 
cuentas,  etc.  Y  esto  creemos  que  se  extiende  aun  a  las  entidades  de  la  Igle- 
sia declaradas  por  el  Gobierno  instituciones  benéfico- docentes. 

Mas  nos  parece  que  no  se  excluye  la  inspección  de  aquellos  bienes  y 
libros  de  cuentas,  en  orden  a  la  imposición  y  pagos  de  impuestos  fiscales, 
timbre,  etc.,  a  que  haya  lugar. 

Las  limitaciones  canónicas  en  cuanto  a  la  capacidad  de  adquirir,  poseer 
y  administrar,  se  regirán  por  las  normas  de  la  Iglesia.  Asi  las  Ordenes  reli- 
giosas estrictamente  mendicantes,  unas  son  del  todo  incapaces  de  adquirir 
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para  sí,  como  la  franciscana  y  capuchina;  otras  son  incapaces  en  parte, 
como  la  Compañia  de  Jesús. 

Los  bienes  pertenecientes  a  una  entidad  que  tiene  personalidad  ecle- 
siástica, son  eclesiásticos;  los  pertenecientes  a  una  entidad  que  no  tiene 
tal  personalidad  no  son  eclesiásticos,  sino  laicales  (can.  1947,  §  1).  Si  la  en- 
tidad eclesiástica  no  tiene  personalidad  eclesiástica,  como  una  pía  unión, 
pero  tiene  personalidad  civil,  podrá  adquirir,  poseer  y  administrar  bienes; 
pero  no  siendo  ellos  eclesiásticos,  no  estarán  sujetos  a  los  cánones  relativos 
a  la  adquisición,  administración  y  enajenación  de  bienes  eclesiásticos.  Si 
bien  el  Ordinario  tiene  el  derecho  de  velar  por  el  cumplimiento  de  las  pías 
voluntades  de  los  fieles,  que  dieron  o  dejaron  sus  bienes  a  dichas  entidades. 


CAPITULO  Vil 
Concordato,  articulo  5 
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182.  El  Marqués  de  Comillas.  Séame  permitido  dedicar  aquí  un  recuer- 
do a  la  memoria  del  Siervo  de  Dios,  Claudio  López  Bru,  segundo  Marqués 
de  Comillas,  cuya  causa  de  ])eatificación  lleva  próspera  marcha  en  Roma. 

Este  santo  varón  con  todo  derecho  puede  ser  llamado  Apóstol  de  los  Obre- 
ros y  padre  de  la  Acción  Social  Católica  en  España.  Cuando  todavia  no  exis- 
tían leyes  sociales  en  nuestra  nación,  él  había  implantado  ya  en  sus  empresas 
de  minas  y  de  la  Compañía  Trasatlántica  y  otras,  y  en  sus  grandes  fincas  de 
Alamín  y  Navalmoral  de  la  Mata,  las  instituciones  en  favor  de  los  obreros,  que 
más  tarde  fueron  imponiendo  los  Gobiernos.  Más  aún,  muchas  leyes  socia- 
les, sancionadas  después  por  el  Estado,  al  Siervo  de  Dios  se  debieron.  El 
para  el  estudio  y  resolución  de  los  problemas  de  la  clase  obrera,  fundó  en 
Madrid  una  Academia,  cuyos  miembros  eran  personas  del  más  alto  presti- 
gio, sociólogos,  diputados,  ministros,  etc.  Estos  formulaban  proyectos  de 
leyes,  que  el  Marqués  con  su  incomparable  influjo  en  el  Palacio  Real  y  ante 
el  Gobierno  conseguía  se  discutiesen  en  las  Cámaras  y  se  convirtiesen  en 
leyes.  Asi  nacieron,  entre  otras,  la  Ley  de  accidentes  del  trabajo,  la  del 
trabajo  del  niño  y  de  la  mujer;  y  la  que  hace  a  nuestro  caso,  la  Ley  del 
descanso  dominical.  El  había  intentado  otra  más  amplia :  Ley  del  descanso 
festivo,  que  abarcase  no  sólo  a  los  domingos,  sino  también  a  las  demás 
fiestas  de  precepto  eclesiástico;  pero  esto  último  en  aquellas  circunstan- 
cias no  lo  logró  (1). 

183.  Observancia.  Reconocida  en  los  artículos  2  y  3  del  Concordato 
la  religión  católica,  con  todos  los  derechos  y  prerrogativas  que  le  pertene- 
cen, era  muy  natural  el  reconocimiento  de  las  fiestas  religiosas.  Ahora 
bien:  el  reconocimiento  de  los  días  festivos,  no  podía  consistir  solamente 
en  incorporar  al  calendario  del  Estado  ciertos  días  de  precepto  eclesiás- 
tico; sino  en  considerarlos  como  la  Iglesia  los  considera,  con  el  doble  pre- 
cepto de  oir  misa  y  de  abstenerse  de  trabajos;  y  por  consiguiente  en  coope- 
rar al  cumplimiento  de  ambos  preceptos. 

(1)  Baylk,  El  scffnndo  Mar(/iiés  de  Comillas,  cap.  15:  Acción  Social;  cap.  16:  El 
Patrono  modelo.  Nkvarks,  Et  Patrono  ejemplar.  Hkcatillo,  Un  Marqués  modelo, 
cap.  9:  El  Apóstol  de  los  obrero.^. 
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184.  Derecho  civil.  Ya  antes  del  Concordato  el  nuevo  Estado  español 
gozaba  de  una  legislación  ejemplar  en  este  campo  religioso;  legislación  con- 
tenida en  el  Fuero  del  Trabajo,  decreto  9  marzo  de  1938  (2),  apenas  cons- 
tituido el  primer  Gobierno;  y  en  la  Ley  del  Descanso  Dominical,  de  13  de 
julio  1940,  con  su  Reglamento  25  enero  1941  (3). 

El  Fuero,  en  su  declaración  II-2,  se  expresa  asi:  "El  Estado  mantendrá 
el  descanso  dominical  como  condición  sagrada  en  la  prestación  del  trabajo". 
Es  decir,  como  nota  D.  Manuel  Martínez  Pereiro,  Inspector  Técnico  del  Tra- 
bajo 14),  "que  entre  los  distintos  aspectos  que  podía  haber  considerado  en 
el  descanso  dominical  se  fija  precisamente...  en  el  precepto  divino  y  en  el 
mandamiento  de  la  Iglesia,  que  han  hecho  del  domingo  el  día  del  Señor.  Las 
ventajas  humanas  del  descanso  son  la  añadidura;  pero  lo  que  interesa  es  el 
reino  de  Dios". 

El  mismo  Fuero,  en  la  declaración  II-3,  promete:  "Las  leyes  obligarán 
a  que  sean  respetadas  las  festividades  religiosas". 

La  ley  del  Descanso  Dominical  en  el  Preámbulo  dice  que  "la  voluntad 
firme  del  Estado  español,  declarada  en  el  Fuero  del  Trabajo,  de  renovar  la 
tradición  católica  de  justicia  social  sobre  un  concepto  humano  del  ejercicio 
de  las  actividades  productoras,  requiere  absoluto  respeto  a  las  leyes  divi- 
nas; para  cuyo  cumplimiento  la  legislación  positiva  debe  proveer  una  or- 
denación conveniente".  Y  más  abajo  consigna  el  debido  respeto  para  "las 
facultades  propias  de  la  jurisdicción  eclesiástica  en  la^  materia". 

Tal  respeto  se  había  manifestado  ya  en  la  Orden  de  13  de  junio  de  1940, 
que  autorizó  circunstancialmente  el  trabajo  dominical  en  las  minas  de  car- 
bón "previa  conformidad  obtenida...  de  las  autoridades  eclesiásticas  corres- 
pondientes"; y  había  de  traducirse  más  adelante  en  la  exigencia  de  pre- 
sentar la  correspondiente  autorización  eclesiástica  con  toda  petición  de 
permiso  para  trabajar  en  domingo  (Reglamento  de  las  Delegaciones  de  Tra- 
bajo, art.  80). 

185.  Derecho  concordado.  Art.  5:  ''El  Estado  tendrá  por  festivos  los 
dias  establecidos  como  tales  por  la  Iglesia  en  el  Código  de  Derecho  Canó- 
nico o  en  otras  disposiciones  particulares  sobre  festividades  locales;  y  dará 
en  su  legislación  las  facilidades  necesarias  para  que  los  fieles  puedan  cum- 
plir en  esos  dias  sus  deberes  religiosos". 

"Las  autoridades  ciiñles,  tanto  nacionales  como  locales,  velarán  por  la 
debida  observancia  del  descanso  en  los  dias  festivos". 

186.  Calendario  de  fiestas  del  Estado.  Por  decreto  de  la  Presidencia  del 
Gobierno  sobre  el  calendario  oficial  de  fiestas,  23  dic.  1957,  son  días  inhá- 
biles a  efectos  administrativos,  judiciales,  académicos,  mercantiles  y  labo- 
rables, todas  las  fiestas  de  precepto  eclesiástico,  y  además  el  Jueves  Santo, 
desde  las  dos  de  la  tarde,  y  el  Viernes  Santo  (art.  1).  Serán  también  inhá- 
biles, pero  sólo  dentro  de  los  límites  de  la  diócesis  o  territorio  respectivo, 
los  dias  de  precepto  particular  eclesiástico  (art.  2).  El  1.°  de  mayo,  San 
José  Artesano,  es  fiesta  laboral  en  toda  la  nación. 

Para  los  centros  de  enseñanza  superior  y  media,  dentro  del  curso  esco- 
lar, el  día  de  Santo  Tomás  de  Aouino;  desde  el  22  de  diciembre  al  7  de 
enero,  ambos  inclusive;  y  desde  el  Domingo  de  Ramos  al  de  Resurrección. 


(2)  Legislación  del  Nuevo  Estado,  1938,  vol.  VI,  pp.  143-147. 

(3)  Alcubilla.  Diccionario  de  Administración.  1940,  p.  270:   1941,  pp.  141-48. 

(4)  Observancia  de  los  dias  festivos,  en  "Ecclesia",  1953,  n.  642,  p.  10  (486). 
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Para  los  centros  de  enseñanza  primaria,  los  mismos;  pero  el  de  Santo  To- 
más será  sustituido  por  el  del  Patrocinio  de  San  José  de  Calasanz  (art.  7). 

En  cuanto  a  las  vacaciones  judiciales  se  estará  a  lo  dispuesto  en  la 
Ley  Orgánica  de  15  set.  1870  (art.  7).  Véase  Sal  Terrae,  1958,  p.  162. 

Tres  son,  pues,  los  compromisos  que  el  Estado  adquiere:  l.«  Tener  por 
festivos  los  días  establecidos  como  tales,  para  toda  la  Iglesia  en  el  Código 
Canónico;  y  los  de  derecho  particular  eclesiástico  para  España  o  para  al- 
guna diócesis,  provincia,  etc.  2.°  Dar  en  la  legislación  las  facilidades  ne- 
cesarias para  que  los  fieles  puedan  cumplir  en  esos  días  sus  deberes  reli- 
giosos. 3.°  Velar  por  medio  de  las  autoridades  nacionales  y  locales,  por 
la  observancia  del  descanso  en  los  días  de  fiesta. 

187.  Días  festivos.  De  precepto  en  toda  la  Iglesia  son:  todos  los  do- 
mingos, las  fiestas  de  la  Natividad,  Circuncisión,  Epifanía,  Ascensión  y  el 
Santísimo  Corpus  Christi;  de  la  Inmaculada  Concepción  y  la  Asunción  de 
la  Santísima  Virgen;  de  San  José,  San  Pedro  y  San  Pablo  y  Todos  los  San- 
tos (can.  1247). 

En  España,  la  fiesta  de  Santiago  Apóstol. 

En  algunas  diócesis  o  provincias  hay  otras,  como  la  de  San  Ignacio  en 
las  Vascongadas. 

Una  vez  establecido  el  derecho  concordado,  el  Gobierno  no  podrá  su- 
primir de  nuestro  calendario  legal  ninguna  de  las  fiestas  incluidas  en  el 
can.  1247.  Podría,  sí,  suprimir  las  del  Jueves  y  Viernes  Santo,  ya  que  son 
de  precepto  meramente  civil  {Sal  Terrae,  1958,  p.  162). 

Si  algún  día  la  Santa  Sede  suprimiese  alguna  de  las  fiestas  de  precepto 
contenidas  en  el  citado  can.  1247,  podría  el  Estado  suprimirla  también  en 
su  Fuero.  Al  contrario,  si  estableciese  el  Papa  alguna  nueva  fiesta  de  pre- 
cepto, cosa  improbable,  creemos  que  por  el  mismo  hecho  ésta  sería  tam- 
bién de  precepto  civil.  Pues  aunque  el  art.  5  del  Concordato  hace  mención 
de  las  establecidas  en  el  Código  (actual  o  en  el  reformado  a  su  tiempo),  la 
intención  del  Concordato  es  que  vayan  parejas  las  fiestas  de  precepto  ci- 
viles con  las  eclesiásticas;  para  que  éstas  se  santifiquen.  Tal  intención  apa- 
rece también  en  lo  establecido  sobre  las  fiestas  de  precepto  eclesiástico 
particular:  se  entienden  las  actuales,  y  las  que  en  lo  sucesivo  se  esta- 
blezcan. 

188.  Facilidades  para  el  cumplimiento  de  los  deberes  religiosos. 

Estos  son  dos:  oir  misa  y  abstenerse  de  trabajos  serviles  y  actividades  fo- 
renses; y  además,  de  públicos  mercados  y  ferias,  y  otras  compras  y  ventas 
públicas,  a  no  ser  que  las  permitan  las  costumbres  y  los  indultos  peculia- 
res Ccan.  1248). 

En  general,  para  facilitar  el  cumplimiento  de  ambos  deberes,  la  ley  de 
1940,  art.  9,  introdujo  una  novedad:  es  el  pago  del  salario  correspondiente 
al  domingo.  Con  esto  se  tiende  a  resolver  el  problema  económico,  a  veces 
agobiante,  de  hacer  frente  a  los  gastos  de  siete  días  con  el  salario  de  seis. 
Más  aún,  el  legislador,  según  se  dice  en  el  Preámbulo  de  la  ley,  no  ha  que- 
rido que  el  descanso  dominical  represente  "un  gravamen  económico  para 
el  obrero  y  una  práctica  disminución  del  salario".  Pero  además  de  los  do- 
mingos, la  misma  ley  reconoce  otras  fiestas  de  precepto.  Para  aminorar  el 
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gravamen  económico  que  pudiera  originarse  de  la  observancia  de  éstas, 
dispuso  que  la  mitad  de  ellas  sean  recuperables,  es  decir,  que  las  horas  de 
trabajo  correspondientes  a  ellas  puedan  efectuarse  en  los  días  siguientes  a 
la  fiesta,  a  razón  de  una  hora  diaria.  Qué  fiestas  han  de  ser  recuperables 
la  determinarán  los  Delegados  de  Trabajo,  teniendo  en  cuenta  las  circuns- 
tancias locales,  clima,  costumbres  y  necesidades  de  las  industrias  (Reglam. 
arts.  55-60). 

De  esta  manera,  resuelta  la  cuestión  económica  con  la  abstinencia  del 
trabajo  sin  disminución  del  salario,  indirectamente  se  facilita  el  cumpli- 
miento del  deber  de  oir  misa.  Precisamente  el  cumplimiento  de  este  pre- 
cepto, fue  el  motivo,  tal  vez  principal,  o  el  fin  del  precepto  de  abstenerse 
del  trabajo. 

Aquellas  disposiciones  de  la  ley  del  Descanso  responden  a  la  promesa 
hecha  en  el  Fuero  del  Trabajo,  II,  3:  "Sin  pérdida  de  la  retribución...  las 
leyes  obligarán  a  que  sean  respetadas  las  festividades  religiosas". 

Para  facilitar  la  asistencia  a  la  misa  hay  en  la  ley  una  medida  directa: 
la  obligación  del  patrono  de  dar  a  los  obreros  que  emplee,  y  que  han  de 
ser  los  estrictamente  necesarios,  "una  hora  libre,  al  menos,  durante  el  tiem- 
po en  que  se  celebren  los  actos  religiosos,  para  el  cumplimiento  de  los  de- 
beres de  esta  índole,  sin  que  por  tal  motivo  pueda  hacérseles  descuento  al- 
guno, que  merme  su  salario"  (art.  6). 

Para  mayor  efectividad  de  este  precepto  legal,  se  añade  que  el  patrono 
ha  de  "fijar  en  sitio  visible  de  su  establecimiento  carteles  que  indiquen 
las  horas  disponibles  por  el  personal  para  el  cumplimiento  de  sus  deberes 
religiosos". 

No  se  trata  aquí  de  un  derecho  del  trabajador,  al  que  pueda  éste  renun- 
ciar, sino  de  una  obligación  del  patrono.  Por  otra  parte,  a  nadie  obliga  a 
oir  misa,  se  limita  a  dar  tiempo  para  oírla,  y  cumplir  así  la  parte  positiva, 
la  más  importante  de  la  santificación  de  las  fiestas. 

Por  tanto  también  en  este  punto  está  ya  de  antemano  cumplido  el  Con- 
cordato, por  parte  de  la  legislación  civil. 

El  art.  5  del  Concordato  parece  referirse  más  bien  a  las  facilidades  que 
deben  darse  a  los  fieles  que  han  de  ocuparse  en  trabajos  que  no  pueden 
suspenderse  en  los  dias  de  fiesta  sin  notable  quebranto;  pues  los  demás  de- 
berán suspenderse,  según  lo  dicho  en  el  punto  primero,  donde  el  Estado 
tiene  por  festivos  los  días  de  precepto  eclesiástico. 

189.  Trabajos  excluidos  y  trabajos  exceptuados  de  la  ley  del  des- 
canso. La  ley  civil  impone  esta  obligación,  de  facilitar  la  asistencia  a  la 
misa,  sólo  en  las  industrias  exceptuadas  de  la  obligación  de  no  trabajar  en 
domingo.  Ahora  bien,  a  este  efecto  distingue  la  ley  dos  clases  de  trabajos: 
excluidos  y  exceptuados.  Los  excluidos  de  la  ley  del  descanso  se  enumeran 
en  el  art.  4:  servicio  doméstico,  de  porteros  de  fincas,  espectáculos  públi- 
cos, trabajos  profesionales,  intelectuales  o  artísticos  realizados  por  cuenta 
propia  o  voluntariamente  y  sin  publicidad,  ganadería  y  guardería  rural, 
faenas  agrícolas  que  han  de  realizarse  en  épocas  reducidas  de  tiempo,  pesca 
de  temporada;  trabajos  a  bordo  necesarios  para  la  seguridad,  conducción 
y  limpieza,  indispensable  en  los  buques.  Regúlanse  en  los  arts.  7-11  del 
Reglamento. 
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Trabajos  exceptundos  son  los  no  susceptibles  de  interrupción,  los  de  re- 
paración y  limpieza,  que  no  pueden  hacerse  en  la  semana  sin  interrumpir 
las  faenas  ordinarias,  y  los  habitualmente  perentorios  (art.  5  de  la  ley; 
12-47  del  Reglamento). 

Pues  bien,  el  art.  6  de  la  ley  obliga  a  dar  tiempo  para  el  cumplimiento 
de  los  deberes  religiosos  sólo  cuando  se  trata  de  trabajos  exceptuados,  no 
excluidos. 

Pero  en  algunas  disposiciones  concretas  se  dispone  que  las  empresas 
faciliten  al  personal  ocupado  en  trabajos  excluidos  el  cumplimiento  de 
sus  deberes  religiosos,  siempre  que  sea  posible,  y  aprovechando  los  medios 
de  locomoción  que  tengan.  Asi  para  el  personal  de  montes  el  art.  41  del 
Reglamento  Nacional  del  Trabajo  en  la  industria  resinera,  16  de  marzo 
1943;  el  art.  35  del  Reglamento  para  el  trabajo  agricola  en  las  provincias 
de  Cádiz,  Córdoba,  Huelva  y  Sevilla,  14  de  mayo  1941. 

El  art.  5  del  Concordato  no  distingue  entre  trabajos  excluidos  y  excep- 
tuados; parece,  pues,  que  la  facilidad  para  cumplir  los  deberes  religiosos 
ha  de  procurarse  a  todos  los  que  en  días  festivos  tienen  que  ocuparse  en 
unos  u  otros  trabajos. 

El  mismo  art.  6  de  la  ley  se  ocupa  de  que  aun  en  los  excluidos  se  den 
decansos  periódicos  a  los  trabajadores.  Por  tanto,  dado  el  espíritu  de  la 
legislación,  que  otorga  tanta  atención  al  espíritu  religioso  del  trabajo;  y 
sobre  todo  teniendo  en  cuenta  el  Concordato,  parece  que  debería  el  Go- 
bierno regular  las  facilidades  que  han  de  procurarse  aun  a  los  ocupados  en 
trabajos  excluidos,  en  lo  posible,  según  las  circunstancias. 

190.  Descanso  festivo.  Con  razón  se  lamenta  el  citado  Inspector 
técnico  general  de  Trabajo,  del  incumplimiento  del  precepto  eclesiástico  y 
de  nuestra  legislación  patria  sobre  el  descanso  festivo  en  España.  La  vio- 
lación de  estas  leyes  constituye  una  lacra  que  afea  a  nuestra  nación,  des- 
prestigia nuestro  catolicismo  ante  el  extranjero  y  no  puede  por  menos  de 
perjudicar  al  bien  espiritual  y  material  del  pueblo  español.  El  Cardenal  Plá, 
Primeado  de  España,  ha  escrito  con  razón:  "Malamente  podrá  pretender  el 
dictado  de  pueblo  católico,  aquel  en  el  cual  públicamente  se  profane  el  día 
del  Señor"  (5). 

Cierto  que  en  otras  naciones  se  quebranta  mucho  más  esta  ley;  pero 
esto  no  puede  servir  de  excusa  a  la  nuestra,  calificada  como  la  nación  más 
católica  del  mundo. 

Cierto  que  nuestra  legislación  poco  o  nada  deja  que  desear  en  esta 
materia.  Cierto  también  que  nuestras  autoridades  civiles  han  dictado  a 
veces  circulares,  alguna  muy  apremiante  (6),  urgiendo  la  observancia.  Pero 
la  realidad  muestra  su  insuficiencia;  el  mal  está  muy  arraigado  y  exige  un 
esfuerzo  intenso  y  constante  para  su  remedio.  Más  que  nuevas  leyes  re- 
quiérese ejecución,  ejecución,  ejecución. 

Y  en  esta  campaña  por  la  observancia  de  los  días  festivos  es  necesaria 
la  colaboración  de  todos:  de  las  autoridades  eclesiásticas  y  civiles:  gober- 
nadores, alcaldes  y  jueces  municipales,  de  la  prensa,  de  los  ciudadanos 
católicos. 

(5)  Leqislncián  sobre  el  descfinso  dominical ,  Prólojío. 

(6)  Erclesin,  n.  498,  p.  7. 
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Ante  todo  es  de  notar  lo  que  dispone  el  art.  45  del  Reglamento:  que  las 
excepciones  del  descanso  autorizadas  por  este  Reglamento  han  de  aplicarse 
por  los  organismos  competentes  con  criterio  restrictivo. 

191.  Trabajos  agrícolas.  La  Ley  y  el  Reglamento  establecen  la  norma, 
y  dejan  a  las  Delegaciones  Provinciales  de  Trabajo  que  concreten  los  casos 
en  que  se  puede  trabajar.  Convendría,  dice  el  citado  Inspector  General  del 
Trabajo,  revisar  los  acuerdos  de  las  Delegaciones  Provinciales,  de  suerte 
que  dentro  de  las  normas  legales  y  de  su  sentido  restrictivo,  se  determinen 
claramente  los  trabajos  permitidos,  dar  amplia  difusión  a  esas  normas, 
hacer  campaña  por  el  descanso  en  los  medios  rurales,  superando  las  difi- 
cultades, y  actuar  eficazmente  sobre  las  autoridades  locales. 

192.  Ferias  y  mercados.  Son  muchas  las  que  se  celebran  en  domin- 
go, a  pesar  de  que  gran  parte  de  ellas  no  están  autorizadas.  Asi  el  mencio- 
nado Sr.  Martínez  Pereiro,  en  su  obra  Legislación  sobre  descanso  domini- 
cal, nota  que  en  Cataluña  se  celebran  en  domingo  45  mercados  semana- 
les; y  sin  embargo  sólo  19  de  ellos  están  autorizados  (Anejo  n.  4).  Los  que 
se  celebran  sin  autorización  deberían  prohibirse,  como  se  ha  hecho  otras 
veces,  gracias  a  la  colaboración  de  las  autoridades  eclesiásticas  y  civiles.  En 
cuanto  a  los  demás  tal  vez  convendría  examinar  si  las  circunstancias  no 
han  cambiado  lo  bastante  para  hacer  innecesaria  su  celebración  en  do- 
mingo (7). 

El  Concordato  de  Italia,  1929,  art.  11,  y  el  de  Austria,  1933,  art.  9,  tratan 
de  los  días  festivos,  pero  se  limitan  a  reconocer  y  enumerar  las  fiestas 
religiosas  que  aparecen  en  el  Código  Canónico.  El  de  Portugal,  1940,  art.  19, 
también  se  refiere  a  fiestas.  El  dominicano,  1954,  art.  18,  reconoce  las  del 
Código  Canónico. 


CAPITULO  VIII 

Concordato,  artículo  6 

PRECES  POR  ESPAÑA  Y  EL  JEFE  DEL  ESTADO 

Conforme  a  las  concesiones  de  los  Sumos  Pontífices  San  Pío  V  y  Gre- 
gorio XIII,  los  sacerdotes  españoles  diariamente  elevará^i  preces  por  España 
y  por  el  Jefe  del  Estado,  según  la  fórmula  tradicional  y  las  prescripciones 
de  la  Sagrada  Liturgia  (art.  6). 

193.  Antecedentes  históricos  (1).  Ya  el  Apóstol  San  Pablo  encargaba 
a  su  discípulo  San  Timoteo  (2)  que  se  hiciese  oración  por  los  emperadores, 
por  los  reyes  y  por  los  demás  dignatarios  civiles.  ¡Y  esto  en  tiempo  de 


(7)    Ecclesia,  n.  559,  p.  13. 

(1)  Para  la  exposición  de  este  articulo  concordado  tomamos  los  datos  prin- 
cipalmente de  los  comentarios  del  P.  Lodos,  S.  I..  Preces  litúrgicas  por  España  ij  el 
Jefe  del  Estado,  en  "Ecclesia".  n.  642  (1953)  (extraordinario)  p.  12  (488-89).  —  Las 
preces  litúrg.  por  España  ij  por  el  Jefe  del  Estado,  en  "Sal  Terrae".  n.  499  (1954) 
p.  596.  —  Más  sobre  las  preces  litúrgicas...,  en  "Sal  Terrae",  n.  501  (1955)  pp.  68-72. 

(2)  1  TiM.  2,  2. 


188 


PRECES  POR  ESPAÑA  Y  EL  JEFE  DEL  ESTADO 


Nerón!  Este  encargo  halló  eco  en  la  Liturgia  católica.  De  su  tiempo,  si- 
glo III,  atestigua  Tertuliano  (3)  las  preces  pro  Imperatoribus  que  se  in- 
cluian  en  el  canon  de  la  Misa,  y  siguieron  incluyéndose  hasta  el  siglo  xvi, 
si  bien  con  algunas  alternativas. 

A  esta  oración  diaria  y  universal  se  unía  en  España  la  colecta  Et  fá- 
mulos; de  origen  incierto,  paro  ya  incluida  en  nuestros  misales  de  los  si- 
glos XV  y  XVI  (4).  A  un  docto  varón  oímos  que  nació  en  la  iglesia  de  San 
Pedro  in  Montorio  de  Roma,  edificada  por  nuestros  Reyes  Católicos,  Don 
Fernando  y  D.^  Isabel,  y  entregada  a  los  PP.  Franciscanos  españoles;  los 
cuales,  en  agradecimiento,  compusieron  esta  oración.  Allí  se  conserva  aún 
un  cuadro  de  ella,  la  cual  posteriormente  sufrió  modificaciones. 

En  una  de  las  oraciones  del  Viernes  Santo  y  en  la  Angélica  del  Sábado 
de  Gloria  se  mencionaba  también  al  Emperador  de  Romanos,  que  en  Es- 
paña era  sustituido  por  el  Rey  Católico. 

Así  las  cosas,  sobrevino  la  reforma  del  Misal  (1570),  que  si  bien  fue 
recibida  con  agrado  en  España,  se  vio  pronto  que  ofrecía  dificultades  para 
su  im.plantación.  Presentadas  en  un  Memorial  al  Papa  (5),  San  Pío  V  resol- 
vió: a)  que  en  los  dominios  españoles  se  hiciese  mención  del  Rey,  después 
de  los  nombres  del  Papa  y  del  Obispo,  como  hasta  entonces  se  hacía;  b)  que 
en  las  oraciones  del  Viernes  Santo  y  en  la  bendición  del  cirio  pascual,  en 
lugar  del  nombre  del  Emperador,  se  nombre  el  Rey  de  España,  según  el  uso 
antiguo  de  esta  nación  (6). 

Aunque  en  el  Breve  de  San  Pío  V  nada  se  decía  de  la  peroración  o  co- 
lecta Et  fámulos,  no  hay  duda  de  que  el  mismo  San  Pío  V  primero,  y  Gre- 
gorio XIII  después,  nos  la  concedieron.  Desconócese  el  texto  original  de  la 
concesión,  pero  la  dan  por  cierta  muchos  decretos  de  la  S.  Congregación 
de  Ritos  y  testigos  irrecusables  desde  el  siglo  xvi  (7). 

Siendo,  pues,  un  privilegio  apostólico  concedido  a  la  nación  española, 
siguió  subsistente  a  pesar  del  cambio  político  con  el  advenimiento  de  la 
República  (can.  72-77). 

El  imponer  preces  litúrgicas  por  la  nación  y  por  el  Jefe  del  Estado  en 
los  (Concordatos  no  es  cosa  nueva.  El  primero  que  las  impuso  fue  el  de 
Pío  VII  y  Napoleón  I  en  Francia,  1801,  art.  8  (8).  Siguiéronle  los  de  Bélgica, 
Costa  Rica,  Guatemala.  Haiti,  Honduras,  Nicaragua,  El  Salvador,  Vene- 
zuela, el  Ecuador,  Montenegro,  Colombia  y  Servia  (9),  Lituania,  Alemania, 
República  dominicana  (10). 

Las  diversas  fórmulas  de  las  preces  primitivas,  hubieron  de  irse  aco- 
modando más  tarde  a  las  nuevas  condiciones  políticas  de  los  países,  que 
fueron  cambiando  sus  formas  de  gobierno.  Asi  en  cumplimiento  del  art.  12 
del  Concordato  de  Italia,  1929,  se  impuso  la  fórmula  de  las  preces  por  el 


(3)    Apologeticus,  c.  39;  ^hG^•E,  Patrología  latina,  1,  532  A. 

(4j  P'erreres,  Historia  del  Misal  Romano,  Barcelona,  1929,  p.  XXVIII,  y  n.  386; 
p.  99  (a). 

(5)  Serrano,  Correspondencia  diplomática  entre  España  y  la  Santa  Sede  du- 
rante el  Pontificado  de  San  Pío  V,  tom.  4,  Madrid,  1914,  n.  198,  p.  423. 

C6)  Breve  Ad  hoc  .Vo.s.  16  dic.  1571.  M.  .AntgiÑana,  Manual  de  Liturgia,  ed.  8, 
Madrid,  1950,  n.  856,  p.  1178. 

(7)  Idem,  La  peroración...,  en  "Ilustración  del  Clero",  23  (1929)  pp.  316-17. 

(8)  A.  .Mercati,  ¡{decolla  di  C.oncordal i,  Roma,  1954,  vol.  I,  p.  563. 

(9)  Idem.  pp.  709,  808,  819,  934,  945,  957-59;  969,  979,  993,  1012,  1049,  1057, 
1102. 

(10;    Idem.  vol.  II,  pp.  32,  47,  62,  95,  197,  274,  308. 
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Rey  y  por  su  pueblo,  constituido  entonces  en  Monarquia;  convertida  des- 
pués en  República,  se  cambió  la  fórmula  (11). 

194.  En  España.  He  aquí  lo  que  solía  hacerse  en  el  Estado  nuevo,  pos- 
terior a  la  República,  antes  del  Concordato  actual: 

1.°  En  el  Te  igitur:  "Una  cum  fámulo  tuo  Papa  Nostro  N.  et  Antistite 
nostro  N.  et  Duce  nostro  N.  et  ómnibus...". 

2°  En  la  Et  fámulos:  "Et  fámulos  tuos  Papam  nostrum  N.,  Antistitem 
nostrum  N.,  Ducem  nostrum  N.,  cum  populo  sibi  commísso  et  exercitu  suo 
ab  omni  adversitate  custodí...". 

3.  °  En  la  oración  del  Viernes  Santo:  "Oremus  et  pro  catholico  Duce  nos- 
tro  N.  ut...".  "Omnipotens  sempiterne  Deus...  réspice  ad  hispanam  benig- 
nus  nationem,  ut...". 

4.  °  En  la  Angélica:  "Réspice  etiam  ad  catholicum  Ducem  nostrum  N.  cu- 
ius  tu...". 

195.  Derecho  concordado.  Obligatoriedad  de  las  preces  litúrgicas. 
El  art.  6  del  Concordato  impone  la  obligación  de  elevar  preces  por  España  y 
por  el  Jefe  del  Estado.  No  contiene  un  privilegio,  cuyo  uso  sea  potestativo, 
sino  obligatorio.  Así  lo  demuestra  la  forma  imperativa  de  la  cláusula:  Ele- 
varán  preces.  En  los  Concordatos  extranjeros  arriba  mencionados,  a  excep- 
ción del  de  Venezuela,  se  impone  también  este  precepto. 

¿Qué  preces  son  éstas?  Las  arriba  expresadas:  la  mención  del  Jefe  del 
Estado  en  el  Te  igitur,  en  la  oración  del  Viernes  Santo  y  en  la  Angélica, 
que  ya  la  imponía  San  Pío  V,  al  decir:  fieri  deberé,  nominetur.  El  Concor- 
dato manda  que  se  eleven  preces  según  las  concesiones  de  San  Pió  V  y  Gre- 
gorio XIII. 

196.  La  colecta  «Et  fámulos»  antes  de  suyo  era  libre  (12),  pero  mu- 
chos Obispos  la  imponían  como  imperada.  Ahora  es  obligatoria;  pues: 
a)  Se  manda  elevar  preces  diariamente  por  España  y  por  el  Jefe;  ahora 
bien,  en  el  Te  igitur  se  menciona  el  Jefe  del  Estado,  pero  no  España.  Por 
la  nación  o  pueblo  a  él  confiado  se  pide  en  la  colecta  Et  fámulos.  Luego 
ésta  es  obligatoria.  t>)  Mándase  que  las  preces  se  hagan  según  la  fór- 
mula tradicional,  que  no  es  otra  que  la  Et  fámulos,  c)  Obligatoria  la  de- 
claró la  S.  Cong.  de  Ritos,  6  de  julio  1954,  según  Circular  de  la  Nunciatura, 
30  de  julio  1954.  A  la  pregunta  segunda  responde:  Como  desde  los  tiempos 
de  la  Monarquía  se  usó  en  España  aquella  fórmula  litúrgica  que  comienza 
"Et  fámulos",  siga  vigente  la  misma  fórmula;  su  rezo,  que  hasta  ahora  se 
dejaba  al  arbitrio  de  cada  uno,  es  ya  obligatorio  en  virtud  del  art.  6;  y  esto, 
conforme  a  la  costumbre,  en  todas  las  misas,  tanto  solemnes  como  priva- 
das, aun  las  de  primera  clase,  exceptuando  las  misas  de  difuntos. 

Con  esta  declaración  queda  disipada  la  duda  que  algunos  sin  sólido  fun- 
damento movían,  queriendo  con  fútiles  pretextos  descartar  la  colecta  Et 
fámulos. 

Acomodaciones.  Las  preces  ahora  prescritas  en  el  Concordato  han  de 
acomodarse  a  los  tiempos  actuales,  a  las  condiciones  políticas  de  la  ña- 


dí) M.  Antoñana.  L(i  peroración....  III,  1;  en  "Ilustración  del  Clero",  24 
(1930)  n.  108. 

C12^  M.  Antoñana.  Ln  peroración....  III,  1;  en  "Ilustración  del  Clero",  24 
(1930)  n.  108. 


190 


PRECES  POR  ESPAÑA  Y  EL  JEFE  DEL  ESTADO 


ción.  En  primer  lugar,  el  nombre  del  Jefe  Supremo  de  la  nación  ha  de  ex- 
presarse con  el  título  de  Dux,  en  acusativo  o  en  ablativo,  según  las  exigen- 
cias de  la  sintaxis:  Ducem  nostruvi  Franciscum  en  la  colecta  ''Et  fámulos"; 
Duce  nostro  Francisco  en  el  "Te  igltur". 

Es  obligatorio  ahora  usar  el  título  Dux,  según  la  declaración  citada  de 
la  S.  Gong,  de  Ritos,  a  la  pregunta  primera:  "Empléese  el  título  de  Dux,  ya 
que  es  el  que  ha  prevalecido  en  casi  todas  las  diócesis  de  España,  y  que 
parece  muy  preferible  a  todas  las  denominaciones  usadas  en  otros  países". 

En  el  extranjero  se  usa  el  título  de  Rector  o  el  de  Moderator.  Este  úl- 
timo se  había  adoptado  también  en  algunas  diócesis  españolas.  Hoy  por  las 
razones  dichas  de  uso  más  general  entre  nosotros;  y  por  parecer  más  apro- 
piado a  España;  y  además  para  uniformidad  en  toda  la  nación,  se  ha  de 
usar  el  título  de  Dux. 

Hecha  la  colecta  "Et  fámulos"  en  tiempo  de  régimen  monárquico,  here- 
ditario, se  incluía  al  lado  del  nombre  del  Rey,  Regem  nostrum  N.,  la  men- 
ción de  la  Reina  sin  el  nombre  propio,  y  la  del  Príncipe  heredero  y  de  los 
demás  hijos,  sin  su  nombre.  Reginam  et  Principem  cum  prole  regia.  Hoy, 
aunque  España  es  Monarquía,  como  la  Jefatura  del  Estado  no  la  ejerce 
Rey  ni  Regente,  sino  el  Caudillo;  la  cláusula  Regem  Nostrum  N.,  Reginam 
et  Principem  cum  prole  regia,  desde  la  caída  del  trono  nadie  la  ha  dicho, 
ni  tiene  sentido  en  el  régimen  actual.  Por  eso  al  ser  sustituido  el  título 
del  Rey  por  el  de  Dux  no  se  hace  mención  de  su  esposa  ni  de  sus  hijos. 

Pero  el  título  de  Dux  cesará  el  día  en  que  conforme  a  la  Ley  de  Suce- 
sión, aprobada  en  plebiscito  nacional  en  1947,  se  restaure  la  Monarquía  y 
nos  gobierne  el  Rey;  entonces  deberemos  volver  al  antiguo  Rex,  y  añadir, 
en  cuanto  quepa,  las  menciones  de  la  Reina,  Príncipe  e  Infantes. 

Por  decreto  de  la  S.  Gong,  de  Ritos  13  de  julio  1675  (13)  consiguieron 
los  PP.  Mercedarios,  Orden  de  Redención  de  cautivos,  que  en  la  primitiva 
colecta  Et  fámulos,  antes  de  la  petición  final  ''et  fructus  terrae  ciare''  se 
intercalase  esta  cláusula :  ''et  captivos  christianos  qui  in  saracenorum  po- 
testate  detinentur  tua  misericordia  liberare  [digneris]".  Pero  cambiadas  las 
circunstancias,  no  siendo  ya  frecuente  el  cautiverio  de  los  cristianos  bajo 
el  yugo  sarraceno;  y  arreciando  en  cambio  las  persecuciones  contra  la 
Iglesia  en  muchas  partes,  los  Obispos  de  Chile,  en  1873,  pidieron  al  Papa 
Pío  IX  la  sustitución  de  aquel  inciso  por  otro.  Pío  IX  negó  la  sustitución, 
y  decretó  la  omisión  de  dicho  inciso  (14).  Gracia  que  León  XIII  extendió  a 
España  entera  (15).  De  suerte  que  la  cláusula  relativa  a  los  cautivos  se  fue 
suprimiendo,  y  hoy  no  se  dice. 

Posteriormente  los  Prelados  españoles  pidieron  a  la  Santa  Sede  que  la 
cláusula  "et  gentes  paganorum  et  haereticorum  dexterae  tuae  potentia 
conterantur"  pueda  sustituirse  por  esta  otra,  tomada  de  las  letanías  de  los 
Santos,  "et  omnes  errantes  ad  unitatem  Ecclesiae  revocare,  et  infideles  uni- 
versos ad  Evangelii  lumen  perducere...  digneris". 

Concediólo  la  S.  Conc.  de  Ritos,  29  de  octubre  1954,  según  Circular  de  la 
Nunciatura,  24  de  noviembre.  La  sustitución  no  es  obligatoria,  sino  potes- 
tativa o  meramente  permisiva:  suhstitui  possint:  pueden  ser  sustituidas 


(13)  M.  Antoñana,  JAlurqid,  cd.  9  (Madrid,  1952)  n.  861,  1. 

(14)  S.  C.  de  Ritos,  19  jul.  1873,  decr.  3306. 

(15)  S.  C.  de  Ritos  19  aug.  1902;  Acta  S.  Sed.  36,  235. 
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<iicen  las  preces,  a  lo  cual  la  S.  Congregación  benigne  annuit,  'benignamente 
accede. 

Pero  no  dudamos  que  todos  los  sacerdotes  españoles  se  atendrían  a  la 
nueva  cláusula,  ya  porque  se  acomoda  más  a  la  mentalidad  moderna  que 
la  cláusula  antigua  propia  de  tiempos  más  rudos  y  guerreros,  y  que  hoy 
puede  resultar  un  tanto  ofensiva  a  los  infieles  y  herejes;  ya  por  la  conve- 
niencia de  que  sean  uniformes  las  preces  litúrgicas  que  transcienden  al 
puehlo.  Además  la  nueva  fórmula  tiene  la  ventaja  de  comprender  no  sólo 
a  los  infieles  y  herejes,  sino  también  a  los  cismáticos,  de  los  cuales  antes 
no  se  hacía  mención  en  la  colecta  ''Et  fámulos''. 

¿A  QUIÉNES  OBLIGA?  ScgúR  el  Concoidato  a  los  sacerdotes  españoles;  y 
conforme  a  la  declaración  de  la  S.  Cong.  de  Ritos,  6  de  jul.  1954,  en  la  res- 
puesta segunda,  obliga  a  todos  los  sacerdotes  españoles  (omnes).  Por  con- 
siguiente a  los  Obispos,  lo  mismo  que  a  los  simples  presbíteros;  a  los  sacer- 
dotes religiosos  como  a  los  del  clero  secular;  aunque  se  trate  de  Ordenes 
contemplativas  que  tengan  su  calendario  y  rito  propio.  Pues  es  obligación 
impuesta  por  la  Santa  Sede  a  todos  los  sacerdotes  españoles;  sólo  atiende 
a  la  nacionalidad,  no  a  la  jerarquía  ni  al  rito.  Quiere  que  todos  los  sacer- 
dotes subditos  de  España  oren  por  su  Jefe  supremo. 

¿Y  si  los  sacerdotes  españoles  celebran  fuera  de  Esparta?  Creemos  que 
no  les  obliga.  Pues  aunque  el  Concordato  no  distingue  entre  los  celebrantes 
dentro  y  los  celebrantes  fuera  de  la  nación,  la  concesión  de  la  colecta  apa- 
rece de  índole  territorial  (16).  Por  lo  cual  no  obliga  a  los  españoles  fuera 
del  territorio  español. 

Pero  ya  que  no  les  obliga  fuera  de  España,  ¿podrán  decirla  por  devo- 
ción? Opinamos  que  no,  pues  si  antes  era  un  privilegio  territorial  de  uso 
potestativo,  que  no  podía  usarse  fuera  de  España;  tampoco  ahora  será  po- 
testativo su  uso  en  el  extranjero.  Además,  en  la  celebración  de  la  misa  debe 
todo  sacerdote  acomodarse  al  calendario  de  la  iglesia  u  oratorio  público 
donde  celebra;  y  en  el  extranjero  no  se  dice  nuestra  colecta.  Causaría  ex- 
trañeza  el  decirla. 

Por  el  contrario,  los  de  nacionalidad  extranjera  que  celebran  en  España, 
¿tendrán  que  decir  la  colecta?  Diríamos  que  pueden  decirla,  pero  no  los 
obliga;  por  analogía  con  la  antigua  norma  austríaca  (17).  No  los  obliga, 
porque  no  cuadra  al  extranjero  la  denominación  Ducem  nostrum.  Pueden 
decirla,  y  así  al  Sr.  Nuncio  le  hemos  oído  cantarla  diciendo  Ducem  Hispa- 
niae,  en  lugar  de  Ducem  nostrum. 

¿Cuándo  obliga?  Ya  lo  dice  el  Concordato  y  lo  declaró  la  S.  C.  de  Ritos 
en  la  respuesta  varias  veces  citada  de  6  jul.  1954:  es  obligación  diaria.  En 
todas  las  misas:  ya  solemnes,  ya  privadas,  de  cualquier  rito,  aun  de  pri- 
mera clase,  exceptuando  las  misas  pro  defunctis.  Antes  del  Concordato  por 
privilegio  podia  decirse  la  colecta  Et  fámulos  aun  en  las  misas  de  rito 
doble  de  prim.era  clase.  Pues  lo  que  antes  era  potestativo,  ahora  es  obliga- 
torio, com.o  se  expresa  la  S.  Congregación  en  el  lugar  citado. 

¿Y  CUÁNTAS  VECES  HA  DE  DECIRSE  EN  LA  MISA?  La  S.  Congregación  esto  ex- 
presamente no  lo  declara ;  pero  implícitamente  da  a  entender  que  se  dirá  tres 


(16)  Lodos,  en  "Sal  Terrae",  1949,  p.  427.  M.  Antoñana,  La  peroración...,  III,  1; 
en  "Ilustración  del  Clero".  1980.  n.  ?9. 

(17)  12  fcb.  1892;  á.  P76Í  :u!  1. 
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veces;  pues  dice  que  lo  que  antes  era  permitido,  ahora  es  obligatorio.  Ahora 
bien,  la  práctica  tradicional,  a  la  cual  sin  duda  quiere  acomodarse  el  Con- 
cordato, al  mencionar  la  fórmula  tradicional,  era  decirla  tres  veces.  Ya  el 
14  de  mayo  de  1856,  respondiendo  a  consultas  hechas  desde  el  Perú,  declaró 
la  Cong.  de  Ritos  que  la  colecta  Et  fámulos  debe  repetirse  las  veces  que 
fuera  de  costumbre  (18). 

A  pesar  de  esto,  muchos  sacerdotes,  sobre  todo  en  algunas  regiones  de 
España  sólo  la  decían  una  vez,  y  esto  se  vino  a  hacer  tal  vez  más  fre- 
cuente desde  que  la  misma  Cong.  de  Ritos,  27  nov.  1957,  a  petición  de  los 
Prelados  portugueses,  permitió :  a)  que  en  todo  Portugal  se  conserve  la 
peroración  ''Et  fámulos'';  b)  que  se  diga  en  todas  las  misas  menos  en  las 
de  Réquiem;  c)  sólo  una  vez,  después  de  la  primera  oración  de  la  misa; 
y  bajo  única  conclusión  con  ella;  d)  que  la  antigua  forma  se  reforme  así: 
"...  Et  fámulos  tuos  Papam  Nostrum  N.  N.,  Antistem  nostrum  X.  X.  Reipu- 
blicae  Praesidem  cum  Moderatoribus  nostris,  ab  omni  adversitate  custodi. 
Per  Dominum..."  (19). 

Insinuaban  como  causa  los  Obispos  portugueses  el  decreto  general  de 
la  C.  de  Ritos,  23  mar.  1955,  sobre  la  simplificación  de  las  rúbricas;  AAS. 
43,  218. 

Este  decreto,  para  abreviar  la  misa  y  el  oficio  divino,  ha  suprimido  cier- 
tas oraciones;  pero  deja  intacta  la  obligación  española  respecto  a  la  co- 
lecta Et  fámulos,  ya  que  es  derecho  concordado,  que  no  puede  cambiarse 
sino  de  acuerdo  de  ambas  partes  concordantes  (can.  3). 

A  no  pocos  sacerdotes  se  les  hace  un  tanto  enojoso  decir  tres  veces  en 
cada  misa  la  misma  colecta  Et  fámulos;  tanto  más  cuanto  que  no  se  aco- 
moda a  la  forma  litúrgica  de  las  demás  oraciones.  Cierto  que  rompe  el 
molde;  por  eso  no  se  la  llama  oración,  sino  peroración,  porque  siempre  va 
al  final  de  la  última  oración  como  un  apéndice  de  ella,  con  única  conclu- 
sión, la  que  corresponde  a  la  última.  Y  en  vez  de  comenzar  invocando  a 
Dios  o  a  Jesucristo  como  las  oraciones,  empieza  sin  más  con  Et,  como 
añadidura  a  la  petición  precedente.  Le  cuadra  el  nombre  de  peroración, 
por  ser  la  última,  y  añadidura  de  la  anterior,  así  como  en  la  oratoria  se 
llama  peroración  al  final  de  la  oración  o  discurso.  Llámase  también  co- 
lecta, porque  en  ella  se  recogen  muchas  peticiones. 

A  pesar  del  deseo  general  de  que  también  en  España  permitiera  decirla 
una  sola  vez  en  cada  misa,  la  Santa  Sede  aún  no  lo  ha  otorgado.  Pero  dán- 
dose cuenta  de  la  práctica  que  se  va  propagando  de  decirla  una  sola  vez, 
hace  la  vista  gorda,  como  se  dice,  y  lo  tolera  tácitamente.  Por  lo  cual  ya 
no  pondremos  escrúpulos  a  los  que  quieran  decirla  una  sola  vez  en  cada 
misa. 

Si  asi  se  hace,  no  procede  que  esta  única  vez  sea  en  la  secreta,  como  lo 
hacen  algunos,  movidos  tal  vez  de  un  afecto  no  tan  recto;  lo  procedente 
es  que  se  rece  después  de  la  primera  oración  de  la  misa,  o  sea,  antes  de 
la  epístola,  como  lo  dispone  la  S.  C.  de  Ritos  para  Portugal. 

197.  La  Angélica  y  la  oración  del  Viernes  Santo.  En  la  Angélica  de 
la  Vigilia  Pascual  restaurada  por  Pío  XII,  que  se  celebra  el  Sábado  Santo 


(18)  Decreta  authentica  S.  C.  Rit.  Edic.  Gardellini,  tomo  IV^  (Romae,  1858, 
decr.  5224«). 

(19)  Eplwnwrides  IHur(jicae,  1858,  p.  135.  S(d  Terroe,  1958,  p.  563. 
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por  la  noche,  no  ha  de  nombrarse  ni  Rex  ni  Dux;  la  nueva  fórmula  redac- 
tada para  todas  las  naciones,  y  acomodada  a  todos  los  sistemas  de  gobier- 
no, ha  de  observarse  también  en  España.  Así  lo  declaró  la  S.  Cong.  de  Ritos, 

6  de  julio  1954,  en  la  respuesta  a  la  tercera  pregunta. 

La  variante  en  la  Angélica  de  la  Vigilia  Pascual  es:  ''Réspice  ad  eos  qui 
nos  in  potestate  regunt"  (20). 

La  oración  del  Viernes  Santo  por  el  Jefe  de  la  nación  no  era  acomodada 
a  los  tiempos  modernos.  Hela  aquí:  Oremus  et  pro  catholico  Rege  nostro  N., 
ut  Deus  et  Dominus  noster  subditas  illi  faciat  o?nnes  barbaras  nationes... 
Omnipotens  sempiterne  Deus...  réspice  ad  hispanum  benignus  regnum,  ut 
gentes  quae  in  sua  feritate  confidunt  potentiae  tuae  dextera  comprimantur. 

Como  se  ve,  el  celebrante  exhorta  al  pueblo  a  rogar  por  el  Rey  de  Es- 
paña para  que  Dios  someta  al  poder  de  él  a  todas  las  naciones  bárbaras; 
y  luego  pide  al  mismo  Dios  que  aplaste  con  el  poder  de  su  diestra  a  las 
gentes,  a  las  naciones  confiadas  en  su  fiereza.  Tales  expresiones  ofenden  a 
los  oídos  modernos.  Por  eso  el  nuevo  Orden  de  celebrar  la  Semana  Santa 
cambió  esta  oración  por  otra  en  que  se  pide  por  todos  los  gobernantes  (21). 

CAPITULO  IX 
Concordato,  artículo  7 

NOMBRAMIENTOS  DE  OBISPOS 

"Para  el  nombramiento  de  los  Arzobispos  y  Obispos  residenciales  y  de 
los  Coadjutores  con  derecho  de  sucesión,  continuarán  rigiendo  las  nor- 
mas del  acuerdo  estipulado  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  el 

7  de  junio  de  1941"  (art.  7). 

198.  Notas  históricas.  El  episcopado  monárquico,  esto  es,  el  gobierno 
espiritual  de  determinadas  porciones  de  territorio  o  de  ciertos  núcleos  de 
fieles  por  una  persona  definida,  fue  instituido  por  Jesucristo.  Tal  institu- 
ción se  prueba  históricamente  por  las  cartas  de  San  Ignacio  Mártir  f  107  (1). 
El  can.  108  dice:  Por  institución  divina  la  jerarquía  sagrada  de  orden  consta 
de  Obispos,  presbíteros  y  ministros;  la  de  jurisdicción  consta  del  pontificado 
supremo  y  del  episcopado  subalterno. 

¿Y  cómo  se  hizo  el  nombramiento  de  las  personas  para  el  episcopado? 

1.°  Los  primeros  Obispos,  los  Apóstoles,  fueron  elegidos,  educados  y  or- 
denados por  el  mismo  Jesucristo  Nuestro  Señor.  Los  Apóstoles,  a  su  vez, 
eligieron  otros  Obispos,  bien  por  sí  mismos,  bien  por  medio  de  otra  per- 
sona. Así  San  Pablo  nombró  Obispo  de  Creta  a  su  discípulo  Tito;  mandán- 
dole que  nombrase  obispos  para  varios  lugares  (Tit.  1,  5). 


(20)  S.  C.  de  Rit.  9  feb.  1951;  tit.  II,  n.  13;  AAS.  43,  133. 

(21)  S.  C.  de  Rit.  Decreto  Gen.  16  nov.  1955;  AAS.  47,  838-47. 
(1)    MiGNE,  G.,  5,  645  sigs. 
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2.  «  En  los  siglos  ii  y  iii  el  derecho  de  nombramiento  reside  en  los  Obis- 
pos vecinos  al  obispado  vacante,  pero  interviene  el  clero  y  el  pueblo  dando 
testimonio  del  electo.  Atestigúalo  San  Cipriano  (t  258)  según  el  cual  la 
designación  de  la  persona  se  hacia  por  votación  popular,  pero  el  electo 
necesitaba  el  consentimiento  de  los  Obispos  comprovinciales  (2). 

3.  «  En  el  siglo  iv  el  Concilio  de  Nicea  (a.  325)  y  otros  impusieron  esta 
disciplina,  pero  exigiendo  además  que  la  elección  fuese  confirmada  por  el 
Metropolitano;  duró  de  derecho  hasta  el  siglo  xii:  El  pueblo  puede  pedir 
tal  Obispo,  pero  la  opinión  popular  ha  de  tenerse  en  cuenta  no  elija  uno 
que  sea  comúnmente  juzgado  indigno.  Rige  el  principio:  "docendus  est  po- 
pulus,  non  sequendus".  Al  pueblo  se  le  debe  instruir,  no  seguir. 

4.  °  El  Concilio  II  de  Letrán,  can.  2  (a.  1139),  excluyó  al  clero  y  al  pue- 
blo y  reservó  la  elección  al  Cabildo  catedral  (3). 

Pero  en  el  Oriente  ya  de  antiguo  los  emperadores  se  entrometían  en 
el  nombramiento  de  los  Obispos,  considerándolos  como  ciudadanos  de  gran 
influencia,  a  los  cuales  convenía  tener  propicios.  El  mismo  abuso  pasó  al 
Occidente:  en  el  siglo  ix  los  reyes  de  Francia  y  los  emperadores  de  Ale- 
mania nombraban  los  Obispos;  más  aún,  conferían  los  obispados  por  la 
entrega  del  báculo  y  el  anillo.  Esto  dio  origen  a  las  guerras  de  las  investi- 
duras, en  las  que  se  hicieron  famosos  los  nombres  de  San  Gregorio  VII 
(Hildebrando),  y  Enrique  IV,  Emperador  de  Alemania,  excomulgado  por 
aquel  Papa.  Las  luchas  de  las  investiduras  terminaron  con  el  Concordato 
de  Worms  (a.  1122). 

En  el  siglo  xiv  Marsiiio  de  Padua  enseñó  que  la  suprema  potestad  de  la 
Iglesia  reside  en  el  pueblo  y  en  el  Emperador;  a  los  cuales,  por  tanto,  co- 
rresponde el  derecho  de  constituir  los  pastores,  incluso  el  supremo.  Error 
condenado  por  el  Papa  Juan  XXII  (4).  La  misma  doctrina  abrazaron  en  el 
siglo  XVI  los  protestantes,  proscrita  por  el  Concilio  de  Trento  (5).  A  ella  se 
adhirieron  en  los  siglos  xvii  y  xviii  los  galicanos,  febronianos,  regalistas  y 
el  falso  sínodo  de  Pistoya,  condenado  por  Pío  VI  (6).  En  el  siglo  xix  se  di- 
fundió principalmente  en  la  América  meridional  el  error  que  la  potestad 
laical  tiene  por  sí  misma  el  derecho  de  presentar  a  los  Obispos,  y  darles 
el  gobierno  de  la  diócesis,  antes  de  que  la  Santa  Sede  les  diese  la  institu- 
ción canónica.  Proposición  condenada  por  Pío  IX  (7). 

5.  °  Desde  el  siglo  xiv  los  Papas  paulatinamente  fueron  reservándose  a 
sí  el  derecho  de  designar  las  personas  y  conferir  los  obispados;  esto  es, 
que  la  provisión  de  las  diócesis  se  hacía  por  libre  colación  del  Papa.  Aunque 
ya  antes  del  Concilio  de  Trento  concedieron  a  los  Reyes  de  España,  Francia 
y  otros  el  derecho  de  presentación  de  las  personas,  a  las  cuales  el  Romano 
Pontífice  otorgaba  los  obispados. 

De  suerte  que  hasta  principios  del  siglo  xix  se  daban  tres  sistemas  de 
provisión:  la  libre  colación  pontificia,  la  elección  del  Cabildo  catedral  y 
confirmación  del  Papa,  y  la  presentación  o  nombramiento  regio  y  confirma- 
ción pontificia. 


(2)  S.  Cipriano,  EpisL  68;  Migne,  L.,  4,  412. 

(3)  (iRAciANO,  Decreto,  dist.  63,  c.  .'55. 

(4)  Const.  Licef,  23  oct.  1327. 

(5)  Ses.  23,  can.  3,  6-8. 

(6)  Const.  Aucforem  fidei,  28  ag.  1794,  prop.  6,  8. 

(7)  Sullabus,  prop.  50. 
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En  algunos  cabildos  de  Italia  se  introdujo  la  práctica  abusiva  de  elegir 
Vicario  Capitular,  viviendo  todavía  el  Obispo  arrojado  de  su  sede  por  la 
violencia.  Repetidas  veces  la  condenaron  Gregorio  XVI  y  Pío  IX. 

Q°  Según  el  canon  329,  §  2,  los  Obispos  son  nombrados  libremente  por 
el  Romano  Pontífice.  La  palabra  nombrar,  no  muy  propia,  aquí  significa 
que  el  Papa  designa  la  persona  y  la  confiere  el  obispado,  sin  que  intervenga 
ni  elección  hecha  por  el  Cabildo  catedral  o  por  otro  colegio;  ni  presenta- 
ción de  la  persona  hecha  por  el  Jefe  del  Estado  ni  por  otro.  Naturalmente, 
siempre  toma  informes  secretos  acerca  del  candidato. 

7.«  En  los  Concordatos  posteriores  al  Código  canónico  (1917)  no  se  con- 
cede al  Jefe  del  Estado  el  derecho  de  nombramiento  o  presentación.  En 
varios  se  estipula  únicamente  el  derecho  de  prenotificación;  el  Papa  escoge 
libremente  la  persona,  pero  antes  de  conferirla  el  título  de  obispado,  co- 
munica secretamente  por  vía  diplomática  al  Gobierno  el  nombre  de  la  per- 
sona designada,  para  que  éste  pueda  presentar  los  reparos  de  orden  exclu- 
sivamente político,  v.  gr.,  si  es  enemigo  del  régimen,  separatista,  etc. 

Este  sistema  inaugurado  en  Francia  en  1921,  es  el  estipulado  en  varios 
Concordatos  modernos:  el  de  Letonia,  1922,  art.  4;  Baviera,  1924,  art.  14; 
Alemania,  1933,  art.  14;  Checoslovaquia,  1927,  art.  IV-V;  Austria,  1933, 
art.  4;  Portugal,  1940,  art.  10;  Santo  Domingo,  1954,  art.  5. 

En  el  de  Prusia,  1929,  art.  6,  se  adopta  un  procedimiento,  que  puede  con- 
siderarse como  un  precedente  del  sistema  estipulado  en  el  Concordato  es- 
pañol, aunque  con  una  notable  diferencia:  los  candidatos  los  presentan  los 
cabildos  catedrales  y  los  Obispos  de  las  diócesis  pertenecientes  a  la  pro- 
vincia eclesiástica  a  que  pertenece  la  sede  vacante;  el  Papa  señala  tres  de 
ellos,  el  cabildo  elige  uno  de  los  tres,  y  el  mismo  Papa  le  confiere  el 
obispado. 

199.  Nombramiento  de  Obispos  en  España.  Historia.  1.*^  Hasta  el 
Concilio  XII  de  Toledo  (a.  681)  se  observó  la  disciplina  general  de  la  Igle- 
sia (8).  Este  Concilio,  can.  6,  concedió  a  los  Reyes  el  derecho  de  presentación 
o  nombramiento,  y  al  Primado  el  derecho  de  confirmar  a  los  presentados  o 
nombrados  (9). 

2.0  Al  principio  de  la  dominación  arábiga  no  consta  cómo  se  hiciese  el 
nombramiento;  los  Reyes  designaban  Obispos  para  las  ciudades  que  se  iban 
reconquistando;  con  qué  derecho  se  ignora. 

3.0  En  el  siglo  xii  son  elegidos  por  el  Cabildo  catedral.  La  Partida  1, 
tit.  5,  ley  18,  dice  que  es  costumbre  antigua  que  el  Cabildo  anuncie  al  Rey 
la  muerte  del  Obispo  rogándole  que  proteja  la  libertad  de  la  elección;  y 
le  comunica  el  nombre  del  elegido.  Lo  mismo  se  observa  en  los  reinos  de 
Castilla  y  León  hasta  la  mitad  del  siglo  xv  (10).  En  Aragón  se  introdujeron 
las  reservas  pontificias  (11). 

4.0  El  año  1501  Julio  II  otorgó  a  los  Reyes  Católicos  el  derecho  de  pre- 
sentación para  los  obispados  de  América.  Adriano  VI,  en  favor  de  su  dis- 
cípulo Carlos  V,  le  extendió  a  los  de  toda  España.  Lo  cual  reconoció  el  Con- 
cordato de  1753  y  el  de  1851,  art.  44. 


(8)  S.  Cipriano,  lug.  cit. 

(9)  ViLLANUÑo,  Summa  Conciliorum  Hispaniae,  II,  p.  51  (1784). 

(10)  Ordenanzas  de  Alcalá  (a.  1348). 

(11)  Novísima  Recopilación,  lib.  1,  tit.  17,  ley  1. 
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5.  °  La  práctica  en  uso  hasta  el  advenimiento  de  la  segunda  República 
era  ésta:  Previo  acuerdo  del  Ministro  de  Justicia  y  del  Nuncio,  el  Rey  de- 
signaba la  persona  que  había  de  ocupar  la  sede  vacante.  Esta  designación 
se  comunicaba  al  interesado,  para  que  la  aceptase.  Luego  se  publicaba  en 
la  Gaceta  el  nombramiento  y  después  se  cursaban  instrucciones  al  Emba- 
jador de  España,  para  que  realizase  la  presentación  del  nuevo  Obispo  a  la 
Santa  Sede,  y  obtuviese  la  bula  de  la  institución  canónica  o  concesión  del 
obispado. 

6.  ''  La  República  de  1931  hizo  tabla  rasa  del  Concordato;  en  su  conse- 
cuencia la  Santa  Sede  le  dio  por  caducado  y  procedió  al  libre  nombramiento 
de  los  Obispos,  sin  trabas  legales. 

7.  °  Terminada  la  guerra  civil  con  el  triunfo  de  las  tropas  nacionales, 
se  comenzaron  las  gestiones  para  un  nuevo  Concordato.  Todavía  la  Santa 
Sede  nombró  libremente  algunos  Obispos,  y  esto  con  el  beneplácito  del  Go- 
bierno, que  no  pretendía  entonces  derecho  de  presentación;  si  bien,  antes 
de  hacer  público  el  nombramiento,  comunicó  los  nombres  al  Gobierno,  por 
si  éste  tuviera  contra  los  candidatos  alguna  objeción  de  carácter  político. 

Mientras  llegaba  el  tiempo  de  estipular  un  nuevo  Concordato,  el  7  de 
junio  de  1941  se  firmó  el  Convenio  sobre  la  provisión  de  diócesis. 

200.  Derecho  concordado.  El  Concordato  no  contiene  normas  nuevas, 
sino  que  incorpora  a  sí  el  citado  Convenio. 

"Para  el  nombramiento  de  los  Arzobispos  y  Obispos,  residenciales,  y  de 
los  Coadjutores  con  derecho  a  sucesión,  continuarán  rigiendo  las  normas 
del  Acuerdo  estipulado  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español,  el  7  de 
junio  de  1941"  (Concord.  art.  7). 

201.  De  qué  Obispos  se  trata.  De  los  Arzobispos,  Obispos  residencia- 
les y  Obispos  coadjutores  con  derecho  de  sucesión.  Residenciales  son  los 
que  tienen  su  diócesis  en  propiedad.  En  cuanto  a  su  nombramiento  para 
una  diócesis  están  comprendidos  en  el  art.  7  del  Concordato;  ya  se  trate 
de  su  nombramiento  para  la  primera  diócesis,  ya  de  su  traslado  a  otra. 

No  comprende  el  Concordato  a  los  Arzobispos  y  Obispos  titulares,  que 
son  los  que  sólo  tienen  el  título  o  nombre  de  una  diócesis  oriental  antigua, 
hoy  extinguida;  como  el  Arzobispo  de  Lepanto,  el  Obispo  de  Parnaso.  Obis- 
pos auxiliares  son  los  titulares  que  se  nombran  para  ayudar  a  los  residen- 
ciales ancianos,  o  enfermos,  o  que  tienen  diócesis  demasiado  extensas  o  de 
mucho  trabajo,  sin  derecho  de  sucesión  (can.  350,  §  3).  Pues  bien,  ni  a  los 
Obispos  auxiliares  comprende  nuestro  artículo  concordado.  El  nombramien- 
to de  éstos  le  hace  libremente  el  Papa. 

El  Convenio  de  1941,  1)  incluía  a  los  Obispos  Administradores  Apostólicos 
con  carácter  permanente,  es  decir,  los  de  las  Administraciones  Apostólicas 
de  Barbastro  y  Ciudad  Rodrigo.  El  art.  7  del  Concordato  no  los  menciona, 
porque  las  que  eran  Administraciones  Apostólicas  permanentes,  han  pa- 
sado a  ser  posteriormente  diócesis  verdaderas,  como  las  demás,  con  su 
Obispo  propio. 

Llámanse  Administradores  Apostólicos  aquellos  Prelados  que  en  nombre 
del  Sumo  Pontífice  rigen  una  diócesis,  a  veces  plena,  cuyo  Obispo  está  in- 
capacitado para  regirla,  generalmente  vacante.  El  Papa  no  los  nombra. 
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Sino  por  graves  y  especiales  causas  (can.  312).  Lo  normal  ha  de  ser  que  las 
diócesis  sean  regidas  por  Obispos  propios;  esto  es,  que  gobiernen  en  nombre 
propio  y  no  en  nombre  del  Sumo  Pontífice. 

Los  Administradores  Apostólicos  unos  son  permanentes  o  perpetuos, 
otros  temporales.  Permanentes  son  los  de  aquellas  diócesis  a  las  cuales  la 
Santa  Sede  no  juzga  oportuno  proveer  de  Obispo  propio  por  circunstan- 
cias especiales  estables.  Así  las  diócesis  de  Barbastro  y  Ciudad  Rodrigo,  en 
virtud  del  art.  5  del  Concordato  de  1851,  debían  quedar  unidas  a  las  de 
Huesca  y  Salamanca.  Tal  unión  tropezó  con  serios  obstáculos,  y  entre 
tanto  que  se  realizase,  los  Papas  no  nombraron  Obispos  propios  de  ellas, 
que  las  gobernasen  en  nombre  propio;  sino  Prelados  con  carácter  episco- 
pal, que  las  rigiesen  en  nombre  del  Romano  Pontífice.  Esta  situación  duró 
cerca  de  un  siglo. 

No  existen,  pues,  ahora  en  España  Administraciones  Apostólicas  per- 
manentes, a  no  ser  la  de  Tudela,  cuyo  Administrador  Apostólico  nato  es 
el  Arzobispo  de  Pamplona. 

Administradores  Apostólicos  temporales,  son  los  constituidos  para  cierto 
tiempo.  Hoy  es  frecuentísimo  en  los  traslados  de  Obispos  a  otras  diócesis 
dejar  como  Administrador  Apostólico  de  la  primera  el  Obispo  trasladado, 
hasta  que  aquélla  se  provea.  Tampoco  es  raro  constituirlos  en  la  vacante 
por  muerte. 

Pues  bien,  los  Administradores  Apostólicos  temporales,  no  se  compren- 
den en  el  art.  7  del  Concordato ;  nómbralos  libremente  la  Santa  Sede.  Menos 
se  comprenden  otros  Obispos  titulares  que  no  han  de  ser  Auxiliares  ni  Ad- 
ministradores Apostólicos,  como  el  de  la  Acción  Católica. 

Obispos  coadjutores  son  los  titulares  que  se  dan  a  la  persona  del  Obispo 
con  derecho  de  sucesión,  aunque  a  veces  se  dan  a  la  Sede  (can.  350,  §  2). 
Los  Obispos  coadjutores  con  derecho  de  sucesión  están  comprendidos  en 
el  artículo  concordado  que  comentamos.  Ultimamicnte  en  1960,  el  que  era 
Obispo  Auxiliar  de  Málaga,  fue  nombrado  Obispo  coadjutor,  pero  sin  dere- 
cho de  sucesión;  tal  vez  para  confiarle  el  gobierno  de  la  diócesis,  ya  que  el 
Obispo  propio,  por  cargos  especiales,  había  de  residir  mucho  tiempo  en 
Madrid. 

202.  Procedimiento.  1.°  "Tan  pronto  como  se  haya  producido  la  va- 
cante de  una  sede  arzobispal  o  episcopal  (o  de  una  Administración  Apostó- 
lica), o  cuando  la  Santa  Sede  juzgue  necesario  nombrar  un  coadjutor  con 
derecho  a  sucesión,  el  Nuncio  Apostólico,  de  modo  confidencial,  tomará 
contacto  con  el  Gobierno  español,  y  una  vez  conseguido  un  principio  de 
acuerdo,  enviará  a  la  Santa  Sede  una  lista  de  nombres  de  personas  idóneas, 
al  menos  en  número  de  seis"  (Conv.  n.  1). 

Como  arriba  indicábamos,  hay  que  descartar  el  nombramiento  de  Admi- 
nistradores Apostólicos,  pues  hoy  no  existen  administraciones  apostólicas 
permanentes  con  su  Obispo ;  las  que  había  han  sido  elevadas  a  diócesis  pro- 
pias; la  de  Tudela,  única  que  existe,  será  siempre  regida  por  el  que  fuere 
Arzobispo  de  Pamplona.  El  mismo  Convenio  los  pone  entre  paréntesis,  pre- 
viendo quizá  la  cesación  de  tales  administraciones. 

2.°  El  Santo  Padre  elegirá  tres  de  entre  aquellos  nombres,  y  por  conduc- 
to de  la  Nunciatura  Apostólica  los  comunicará  al  Gobierno  español;  y  en- 
tonces el  Jefe  del  Estado,  en  el  término  de  treinta  días,  presentará  oficial- 
mente uno  de  los  tres  (n.  2). 
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3°  Si  el  Santo  Padre  en  su  alto  criterio  no  estimase  aceptables  todos  o 
parte  de  los  nombres  comprendidos  en  la  lista,  de  suerte  que  no  pudiera 
elegir  tres  o  ninguno  de  entre  ellos,  de  propia  iniciativa  completará  o  for- 
mulará una  terna  de  candidatos,  comunicándola  por  el  mismo  conducto  al 
Gobierno  español. 

Si  éste  tuviere  objeciones  de  carácter  político  general  que  oponer  a  todos 
o  a  algunos  de  los  nuevos  nombres,  las  manifestará  a  la  Santa  Sede. 

En  caso  de  que  transcurriesen  treinta  días  desde  la  fecha  de  la  susodicha 
comunicación,  sin  una  respuesta  del  Gobierno,  ese  silencio  se  interpretará 
en  el  sentido  de  que  éste  no  tiene  objeciones  de  aquella  índole,  que  oponer 
a  los  nuevos  nombres,  quedando  entendido  que  entonces  el  Jefe  del  Estado 
presentará  sin  más  uno  de  los  candidatos  incluidos  en  dicha  terna. 

Por  el  contrario,  si  el  Gobierno  formula  aquellas  objeciones,  se  continua- 
rán las  negociaciones,  aun  transcurridos  los  treinta  días  (n.  3). 

Objeciones  de  carácter  político  general  son  las  que  afectan  a  la  consti- 
tución, régimen  y  orden  público  de  la  nación;  v.  gr.,  si  el  candidato  pro- 
puesto por  el  Papa  fuera  tachado  de  separatista,  que  atenta  contra  la  inte- 
gridad nacional;  o  enemigo  del  régimen  actual;  o  de  revolucionario;  o  de 
que  con  sus  intrigas  entorpece  el  gobierno  de  la  nación,  etc.  No  se  entien- 
den otras  tachas  de  índole  política  particular;  cual  sería  el  ser  candidato 
afecto  a  tal  o  cual  partido  político. 

Si  el  Jefe  del  Estado  opusiese  alguna  tacha  de  orden  político  general,  se 
discutirá  su  fundamento,  y  se  procederá  a  estimarla  o  no.  La  Santa  Sede 
suele  ser  en  esto  deferente  con  el  Gobierno.  Si  se  descartase  alguno  de  los 
tachados,  la  Santa  Sede  le  sustituirá  por  otro,  para  formar  otra  terna. 

4.  °  En  todo  caso,  aun  cuando  el  Santo  Padre  acepte  tres  nombres  de 
los  enviados,  siempre  podrá  además  sugerir  otros  nombres,  que  añadirá  a 
la  terna,  pudiendo  entonces  el  Jefe  del  Estado  presentar  indistintamente 
un  nombre  de  los  comprendidos  en  la  terna  o  alguno  de  los  sugeridos  com- 
plementariamente por  el  Santo  Padre  (n.  4). 

Es  de  creer  que  el  Jefe  del  Estado,  obsequioso  con  el  Papa,  presentará 
el  primero  de  la  terna,  o  uno  de  los  añadidos  por  el  Padre  Santo.  Contra 
los  que  el  Papa  añada  no  hay  lugar  a  oponer  tacha,  porque  siempre 
queda  al  Jefe  del  Estado  escoger  uno  de  los  tres  no  tachados. 

5.  °  Todas  estas  negociaciones  previas  tendrán  carácter  absolutamente 
secreto,  guardándose  de  manera  especial  el  secreto  con  respecto  a  las  per- 
sonas hasta  el  momento  de  su  nombramiento.  Por  desgracia,  el  secreto  no 
siempre  se  guarda  religiosamente.  ¡Intervienen  en  el  asunto  tantas  perso- 
nas! ¡Y  se  da  lugar  a  tantos  comentarios! 

En  suma,  el  proceso  del  noml)ramiento  de  los  Obispos  en  España  se 
desenvuelve  en  seis  fases:  1.-^  Selección  de  al  menos  seis  personas  idó- 
neas para  regir  la  diócesis  de  que  se  trata,  de  acuerdo  entre  el  Nuncio  y 
el  Ministro  de  Asuntos  Exteriores.  2.*  Envío  de  esa  lista  de  candidatos 
a  la  Santa  Sede.  3.^  Formación  de  una  terna  de  entre  éstos,  por  la  Santa 
Sede.  4.^  Envió  de  la  terna  al  Jefe  del  Estado.  5.^  Presentación  de  uno 
de  esa  terna  por  el  Jefe  del  Estado  al  Papa.  G.''  Nombramiento  de  ese 
Obispo  de  tal  diócesis  por  Su  Santidad. 

Además,  en  caso  de  que  la  Santa  Sede  no  pudiese  formar  una  terna  sa- 
tisfactoria de  entre  los  seis  propuestos,  y  ella  propusiese  otro  u  otros,  hay 
estas  otras  tres  fases:    1.*    Proposición  de  los  sustituidos  por  la  Santa 


NOMBRAMIENTOS  DE  OBISPOS 


199 


Sede  al  Jefe  del  Estado.  2.^  Oposición  de  tachas  de  carácter  politico. 
3,^    Discusión  de  esas  tachas,  y  sustitución  de  los  tachados  en  su  caso. 

Tal  es  el  Convenio  sobre  el  nombramiento  de  los  Obispos.  Fúndase  sobre 
todo  en  una  buena  inteligencia  y  lealtad  de  amigos,  que  cambian  impre- 
siones sobre  las  personas,  para  terminar  con  la  presentación  de  una  que 
hace  el  Jefe  del  Estado,  la  cual  cuenta  ya  de  antemano  con  cierta  apro- 
bación del  Papa. 

Conserva  el  Jefe  del  Estado  español  el  derecho  de  patronato  o  presen- 
tación de  los  Obispos ;  pero  un  derecho  de  patronato  muy  restringido  en  com- 
paración del  antiguo  patronato  regio,  según  puede  apreciarse  recordando  el 
modo  cómo  éste  se  ejercía,  arriba  descrito.  Al  Jefe  del  Estado  no  le  queda 
otra  cosa  que  la  designación  de  uno  de  la  terna  propuesta  por  el  Papa. 

En  este  sistema  hay  garantía  de  que  al  menos  será  nombrado  un  sacer- 
dote digno  e  idóneo  para  el  episcopado;  por  las  varias  selecciones  que  se 
van  haciendo  de  las  personas  hasta  llegar  al  final.  En  primer  lugar,  los  Obis- 
pos, de  tiempo  en  tiempo,  indican  al  Metropolitano  los  sacerdotes  de  su 
diócesis  que  juzgan  dignos  de  la  mitra.  Los  Metropolitanos,  a  su  vez,  gene- 
ralmente cada  dos  años,  trasmiten  las  listas  al  Nuncio;  éste  hace  una  lista 
completa  de  los  de  toda  España.  Naturalmente,  los  Obispos  no  indicarán 
sino  personas  idóneas,  según  su  conciencia.  El  mismo  Nuncio  puede  incluir 
en  la  lista  otros  sacerdotes.  Pero  no  basta  esto:  el  mismo  Nuncio  pide  in- 
formes secretos  y  detallados  de  cada  uno  a  personas  probas,  prudentes  y 
conocedoras  del  sujeto.  He  aquí  la  primera  selección,  que  se  hace  de  entre 
todos  los  sacerdotes  de  España. 

Cuando  se  produce  una  vacante,  el  Sr.  Nuncio  y  el  Ministro  de  Asuntos 
Exteriores  de  consuno  se  fijan  en  los  más  aptos  para  regir  la  sede  de  que 
se  trata,  y  de  mutuo  acuerdo  forman  otra  lista  de  al  menos  seis  de  ellos,  y 
la  presentan  al  Papa.  He  aquí  la  segunda  selección. 

Después  viene  la  tercera  más  restringida;  el  Papa  forma  una  terna  esco- 
gida de  entre  aquellos  seis  selectos.  Por  fin,  de  entre  estos  tres  el  Jefe  del 
Estado  selecciona  uno,  que  por  lo  común  será  el  primero  de  la  terna,  el 
preferido  por  el  Papa. 

Este  derecho  de  patronato,  aunque  tan  restringido,  es  un  señalado  pri- 
vilegio que  la  Santa  Sede  ha  otorgado  al  Jefe  del  Estado  español;  ya  que 
por  derecho  propio  y  nativo  el  nombramiento  de  los  Obispos  pertenece  ex- 
clusiva y  libremente  al  Romano  Pontífice  (can.  329,  §  2). 

Es  un  privilegio  que  siempre  ha  sido  muy  apetecido  por  las  naciones; 
pero  cuyo  ejercicio  no  pocas  veces  se  ha  prestado  a  abusos  por  parte  de  los 
Gobiernos,  causando  graves  daños  a  la  Iglesia;  por  lo  cual  ella,  sobre  todo 
en  los  últimos  tiempos,  se  ha  esforzado  por  recobrar  su  libertad  en  el  nom- 
bramiento de  sus  funcionarios  para  los  oficios  eclesiásticos. 

Es  un  privilegio  singular  únicamente  concedido  a  España  en  los  Concorda- 
tos modernos. 

203.  Objeciones.  Contra  este  derecho  de  patronato  sancionado  en 
nuestro  Concordato  se  han  levantado  voces  de  protesta,  de  sentido  entre  si 
contrario.  Unos  tienen  por  insignificante  la  concesión  hecha  al  Jefe  del  Es- 
tado, basados  en  que  el  Obispo,  a  la  vez  que  es  un  alto  funcionario  de  la 
Iglesia,  es  también  un  ciudadano  de  especial  categoría  y  de  gran  influencia 
en  la  nación;  y  por  eso  al  Estado  importa  en  gran  manera  su  mayor  parti- 
cipación en  el  nombramiento  de  los  Obispos. 
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A  éstos  puede  responderse.  Este  interés  del  Estado  en  la  persona  de  los 
Obispos,  no  le  da  derecho  alguno  a  nombrarlos  ni  a  participar  en  su  nom- 
bramiento. ¿No  importa  también  a  la  Iglesia  que  los  funcionarios  del  Es- 
tado: ministros,  gobernadores,  alcaldes,  etc.,  sean  buenos  cristianos,  obser- 
vantes de  las  leyes  y  derechos  de  la  misma  Iglesia,  y  bien  afectos  a  ella? 
Y  sin  embargo,  ¿quién  ha  planteado  jamás  el  problema  de  los  derechos  de 
la  Iglesia  a  nombrar  los  funcionarios  estatales,  o  a  dar  su  consentimiento 
o  visto  bueno  para  tales  nombramientos? 

Otros,  por  el  contrario,  sobre  todo  en  el  extranjero,  critican  la  conce- 
sión hecha  al  Jefe  del  Estado  español,  considerándola  como  perjudicial  a 
la  Iglesia,  como  cosa  anticuada,  como  un  paso  atrás  en  el  camino  por  ella 
emprendido  en  la  reconquista  de  su  libertad;  ya  que  en  todos  los  Concor- 
datos modernos  se  ha  negado  a  conceder  a  los  Estados  todo  derecho  de  pre- 
sentación de  los  Obispos. 

Asi  Lecler,  Decano  de  la  Facultad  Teológica  del  Instituto  Católico  de 
París,  en  su  articulo  Le  noiiveau  Concordat  Espagiiol,  publicado  en  la  Re- 
vista Eludes,  enero  de  1954,  pp.  108-15,  escribe:  El  derecho  de  presenta- 
ción de  los  Obispos,  aun  en  la  forma  discreta  que  reviste  en  España,  ape- 
nas se  aviene  con  la  práctica  moderna...;  el  nombramiento  de  los  Obispos 
por  el  poder  civil  ha  sido  descartado  de  todos  los  convenios  de  este  género, 
desde  el  Pontificado  de  Pío  XI.  Puede  verse  ahí  una  resolución  muy  firme  de 
la  Santa  Sede,  después  de  las  enojosas  experiencias  de  estos  últimos  siglos. 
Por  tanto,  la  concesión  hecha  a  España  tiene  todo  el  aire  de  una  deroga- 
ción" íp.  114). 

Como  si  dijera:  es  un  paso  atrás. 

Responden  otros  que  no  puede  decirse  sencillamente  un  paso  atrás;  es 
una  concesión  otorgada  por  el  Papa  en  atención  al  catolicismo  pecuUar  de 
la  nación  española.  Así  Naurois,  en  Revue  de  Droit  Canonique,  set.  1954, 
pp.  272-78. 

Pero  en  fin,  este  derecho  de  presentación  de  los  Obispos,  aunque  tan  res- 
tringido, algo  merma  o  puede  mermar  la  libertad  de  la  Iglesia  en  el  nom- 
bramiento de  sus  propios  pastores;  si  con  el  tiempo  ocuparen  el  Gobierno 
personas  no  tan  deferentes  con  la  Santa  Sede. 

204.  Presentación  y  notificación.  A  pesar  de  esto,  es  notable  la  di- 
ferencia entre  que  el  Gobierno  presente,  y  que  sólo  se  le  notifique  el  nom- 
bramiento hecho  por  la  Santa  Sede.  En  esto  segundo  la  iniciativa  de  la  se- 
lección del  candidato  la  tiene  la  Santa  Sede;  en  lo  primero  la  iniciativa 
podría  tenerla  el  Estado,  como  la  tenía  en  España  durante  el  patronato  real, 
hasta  el  Convenio  de  1941.  Cuando  el  Rey  presentaba  un  candidato,  si  bien 
previo  acuerdo  entre  el  Ministro  de  Justicia  y  el  Nuncio. 

Hoy  en  España,  aunque  el  nombramiento  de  Obispos  se  hace  por  presen- 
tación del  Jefe  del  Estado,  propiamente  no  tiene  éste  la  iniciativa  de  la 
selección  del  candidato,  pues  tiene  que  presentar  a  uno  de  los  tres  que  la 
Santa  Sede  le  proponga.  Pero  aun  así  hay  mucha  diferencia  entre  esta  pre- 
sentación y  la  mera  notificación  previa;  pues  la  lista  de  candidatos,  al 
menos  de  seis,  que  el  Nuncio  enviará  a  Roma,  se  hará  previo  un  principio 
de  acuerdo  con  el  Gobierno.  Si  la  persona  del  Gobierno  es  benévola,  en  rea- 
lidad accederá  a  la  selección  que  haga  el  Nuncio;  pero  si  no  fuere  tan  ase- 
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quible,  podrá  poner  obstáculos  que  tal  vez  perjudiquen  a  la  selección  más 
conveniente  a  los  intereses  de  la  Iglesia.  Es  cierto  que  la  selección  o  ese 
principio  de  acuerdo  se  hace  a  base  de  las  listas  de  posibles  candidatos  for- 
mados por  los  Obispos,  lo  cual  es  ya  alguna  garantía  de  acierto;  pero  la 
selección  de  entre  esas  listas  no  está  prevista  en  el  Convenio  mismo  ni  en 
el  Concordato,  y  podrá  venir  un  Gobierno  que  prescindiera  de  ellas,  para 
ese  principio  de  acuerdo. 

En  los  Concordatos  modernos  no  ha  tenido  la  Santa  Sede  dificultad 
mayor  en  acceder  a  la  notificación  previa  del  candidato  al  Gobierno,  porque 
es  muy  conveniente  que  la  persona  del  Obispo  sea  grata  al  Gobierno;  y 
por  otra  parte  puede  el  Gobierno  tener,  acerca  de  esa  persona,  noticias  de 
carácter  politice  adversas,  que  ignore  la  Santa  Sede.  Es  aplicación  del 
principio  que  el  Cardenal  ^Ie^ry  del  Val  señalaba  en  su  ''libro  blanco'\ 
cuando  se  produjo  la  ruptura  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  en  Francia,  a 
principios  del  siglo  xx:  "La  Iglesia  quiere  que  sus  ministros  estén  a  bien 
con  las  autoridades  del  pais". 

205.  Otro  reparo  que  suele  ponerse  a  este  sistema  de  presentación 
acordado  en  nuestro  Convenio  es  su  complicación,  que  origina  excesiva  len- 
titud en  la  pro\ásión  de  los  obispados  vacantes. 

206.  La  presentación  y  el  nombramiento.  A  los  principios  el  Jefe  del 
Estado  empleó  en  el  ejercicio  de  su  derecho  de  presentación  la  palabra 
ncmhrar.  Jurídicamente  este  término  tal  vez  no  sería  rechazable,  pues  los 
canonistas  distinguían  entre  derecho  de  presentar,  propio  de  los  que  tenían 
derecho  de  patronato  por  titulo  de  fundación  o  de  dotación  del  beneficio; 
y  el  derecho  de  nombrar,  que  era  lo  mismo,  pero  adquirido  por  especial  con- 
cesión de  la  Santa  Sede  (12).  Mas  a  la  Santa  Sede  desagradó  el  que  en  la 
presentación  de  los  Obispos  se  usase  la  palabra  nombrar;  porque  podría  ser 
mal  entendida,  cual  si  el  Jefe  del  Estado  confiriese  el  título  u  oficio  al  nuevo 
Obispo,  lo  cual  hace  solamente  el  Papa.  Además,  el  Código  canónico  emplea 
la  mxisma  palabra  presentar,  ya  se  haya  adquirido  este  privilegio  como  anejo 
al  derecho  de  patronato  por  título  de  fundación  o  dotación  de  la  iglesia  o 
del  beneficio  (can.  1455,  1.°);  ya  se  tenga  por  indulto  especial  de  la  Santa 
Sede,  concedido  en  los  Concordatos  o  fuera  de  ellos,  sin  que  este  indulto 
lleve  consigo  el  derecho  de  patronato.  "Si  cui  Sedes  Apostólica,  sive  in  con- 
cordatis  sive  extra  concordata  indultum  concesserit  praesentandi  ad  Eccle- 
siam  vacantem  vel  ad  beneficium  vacans,  non  inde  ius  patronatus  oritur" 
(can.  1471).  Del  privilegio  incluido  en  el  derecho  de  patronato  el  citado 
can.  1455  se  expresa  así:  "Privilegia  patronorum  sunt:  1.°  Praesentandi 
clericum  ad  ecclesiam  vacantem  vel  ad  beneficium  vacans". 

Por  las  razones  dichas  la  Santa  Sede  puso  reparo  a  la  palabra  nombrar, 
que  empezó  usando  el  Jefe  del  Estado;  y  en  lo  sucesivo  empleó  éste  el  tér- 
mino presentar. 

El  nombramiento  de  suyo  le  hace  el  Papa  en  Consistorio  secreto,  en  el 
que  sólo  intervienen  él  y  los  Cardenales.  Llámase  a  esto  preconización. 
Pero  como  el  Consistorio  se  celebra  de  tarde  en  tarde,  los  nombramientos 
que  entre  uno  y  otro  sean  necesarios  se  hacen  por  decreto  de  la  S.  Congre- 
gación Consistorial,  cuyo  Prefecto  es  el  mismo  Papa  (can.  248,  §  1);  y  los 


(12)    Vermeersch,  Epitome  Inris  Canonici,  t.  I,  n.  266  (ed.  7,  a.  1949). 
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nombres  de  los  así  nombrados  se  publican  en  el  próximo  Consistorio  secre- 
to. La  creación  del  nuevo  Obispo  se  publica  en  Acta  Apostolicae  Sedis,  ór- 
gano oficial  de  la  Santa  Sede,  y  en  el  Boletín  Oficial  del  Estado  Español, 
haciéndose  mención  de  la  presentación  hecha  por  el  Jefe  del  Estado. 

207.  Juramento  de  fidelidad.  En  muchos  Concordatos  modernos,  ver- 
bigracia, en  el  italiano  de  1929,  art.  20,  se  establece  que  los  Obispos  antes  de 
tomar  posesión  de  sus  diócesis  presten  en  manos  del  Jefe  del  Estado  un 
juramento  de  fidelidad,  según  la  fórmula  convenida.  Ni  en  el  Convenio  es- 
pañol de  1941  ni  en  nuestro  Concordato  se  exige  tal  juramento.  Sin  embargo, 
ya  desde  los  principios  le  vienen  prestando  los  nuevos  Obispos.  Sin  duda 
ha  existido  después  de  aquel  Convenio  un  acuerdo  sobre  este  juramento. 


CAPITULO  X 

Concordato,  artículo  8 

EL  PRIORATO  DE  LAS  ORDENES  MILITARES 

"Continuará  subsistiendo  en  Ciudad  Real  el  Priorato  «nullius»  de  las  Or- 
denes Militares". 

"Para  el  nombramiento  del  Obispo  Prior,  se  aplicarán  las  normas  a  que 
se  refiere  el  artículo  anterior"  (art.  8). 

208.  Notas  históricas.  Las  cuatro  Ordenes  Militares  españolas  de  Ca- 
latrava.  Alcántara,  Santiago  y  Montesa,  fueron  creadas  a  imitación  de  los 
Caballeros  de  Jerusalén  o  Templarios  u  Orden  del  Temple,  aun  antes  de 
que  éstos  por  el  testamento  de  Alfonso  el  Batallador  (s.  xii)  vinieran  a  Es- 
paña. Como  es  sabido,  la  Orden  de  los  Templarios  fue  suprimida  totalm.ente 
por  Clemente  V,  en  1312,  en  el  Concilio  de  Viena  de  Francia. 

Nuestras  Ordenes  de  Caballería  nacieron  para  defender  la  religión  cris- 
tiana y  la  patria  contra  el  moro  invasor.  Fueron  en  sus  tiempos  verdaderas 
Ordenes  religiosas,  cuyos  caballeros,  leones  en  la  batalla  y  corderos  en  el 
claustro,  jugaron  un  papel  brillantísimo  en  la  historia  de  nuestra  recon- 
quista. Por  lo  cual  los  Monarcas  les  otorgaban  en  recompensa  a  su  heroísmo 
pueblos,  ciudades  y  territorios  reconquistados,  que  por  privilegio  canónico 
quedaban  exentos  de  la  jurisdicción  episcopal;  y  a  los  mismos  caballeros 
se  les  otorgó  exención  personal  del  Obispo. 

En  el  poderío  material  que  llegaron  a  alcanzar  se  encuentran  algunas 
causas  de  su  decadencia.  Además  con  el  cambio  de  los  tiempos  y  circuns- 
tancias históricas  ya  habían  cumplido  su  misión,  aquella  misión  que  había 
hecho  necesario  su  nacimiento;  y  así  cesaron  como  Ordenes  religiosas,  sub- 
sistiendo hoy  más  bien  como  títulos  de  honor,  recuerdo  de  un  pasado 
glorioso. 

Las  exenciones  y  privilegios  de  que  gozaron  eran  por  una  parte  odio- 
sas a  los  Obispos;  y  por  otra  se  prestai)an  a  serios  abusos  c  inconvenientes, 
en  esi)ecial  por  la  dificultad  de  (lue  el  Prior  girase  la  visita  a  territorios 
tan  diseminados,  enclavados  en  territorios  de  tantas  diócesis  distintas, 
principalmente  por  T^xtremadura,  la  Mancha  y  Valencia.  Mas  por  otra  parte 
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convenia  conservar  los  gloriosos  recuerdos  de  una  institución,  que  tantos 
servicios  ha  hecho  a  la  Iglesia  y  al  Estado,  y  atender  a  las  prerrogativas 
de  los  Reyes  de  España  como  Grandes  Maestres  de  las  cuatro  Ordenes  Mi- 
litares, por  concesión  apostólica. 

Por  estos  motivos  el  Concordato  de  1851,  art.  9,  decidió  que  en  la  nueva 
demarcación  de  diócesis  que  habría  de  hacerse,  se  designaría  un  determi- 
nado número  de  pueblos  que  formasen  coto  redondo,  para  que  en  él  ejer- 
ciese, como  hasta  entonces,  el  Gran  Maestre  la  jurisdicción  eclesiástica,  con 
arreglo  a  la  expresada  concesión  y  bulas  pontificias.  El  nuevo  territorio  se 
titularía  Priorato  de  las  Ordenes  Militares,  y  el  Prior  tendría  el  carácter 
episcopal  con  título  de  Iglesia  in  partihus.  Los  pueblos  antes  diseminados, 
pertenecientes  a  dichas  Ordenes,  que  no  estuviesen  incluidos  en  el  coto  re- 
dondo se  incorporarían  a  las  diócesis  respectivas,  desapareciendo  así  aque- 
llos enclaves. 

No  se  concordó  en  el  Concordato  dónde  habría  de  estar  este  coto  redon- 
do, ni  cuánto  territorio  habría  de  comprender.  Tras  varias  consultas  y  pro- 
puestas por  parte  del  Consejo  de  Priores  se  acordó  que  el  coto  se  formase 
con  la  unión  de  los  dos  bloques  mayores  de  territorio  de  las  Ordenes  Mili- 
tares, o  sea,  el  de  Extremadura  y  el  de  la  Mancha;  en  donde  se  hallaban 
los  famosos  provisoratos  o  prioratos  de  Mérida,  Llerena,  Megacela,  Zalamea 
y  el  Campo  de  Calatrava.  Abandonáronse,  pues,  en  favor  de  las  propias  dió- 
cesis los  territorios  de  la  Orden  de  Montesa,  allá  en  Valencia  y  otros  de  las 
demás.  Más  definido  fue  el  acuerdo  final  y  efectivo  de  circunscribir  el  coto 
redolido  a  toda  y  sola  la  provincia  geográfica  de  Ciudad  Real. 

209.  La  Bula  «Ad  Apostolicam».  Para  la  realización  de  este  plan  ex- 
pidió Pío  IX  el  18  de  noviembre  de  1875  la  bula  Ad  Apostolicam.  —  Esta 
bula,  cuya  ejecución  se  cometió  al  Arzobispo  de  Toledo;  y  el  Real  Decreto 
de  15  "de  abril  de  1876,  y  algunas  disposiciones  posteriores,  constituyen  la 
base  fundamental  del  moderno  Priorato  de  las  Ordenes  militares. 

Conforme  a  la  bula:  1.°  Se  declara  exento  el  territorio  de  la  provincia 
de  Ciudad  Real,  que  constituye  el  Priorato  de  las  Ordenes  Militares.  2.°  El 
gobierno  espiritual  se  confía  a  un  Prior  que  se  llamará  Obispo  titular  de 
Dora,  en  Palestina.  3.°  Las  atribuciones  del  Obispo-Prior  serán  las  mis- 
mas que  las  de  los  Obispos  residenciales.  4.°  Mientras  estuviese  vacante 
la  Sede  prioral,  gobernará  un  Vicario  General,  sin  elección  de  Vicario  Ca- 
pitular. 5°  El  Obispo  Prior,  los  capitulares,  beneficiados  y  párrocos  deberán 
inscribirse,  si  no  lo  estuvieren,  en  una  de  las  cuatro  Ordenes  Militares. 
6.°  Para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  maestral  judicial  y  gubernativa,  se 
establece  un  tribunal,  con  carácter  de  metropolitano.  7.°  El  Gran  Maes- 
tre postulará  a  la  Santa  Sede  el  Prior  que  tenga  que  regir  el  Priorato. 

A  estas  normas  se  ha  venido  ateniendo  el  Priorato  de  las  Ordenes  Mi- 
litares. 

Conviene  distinguir  en  él:  el  Ohispo-Prior,  el  Vicariato,  el  Cabildo,  el  Tri- 
bunal Metropolitano  y  el  Consejo  de  Ordenes. 

El  Obispo-Prior  tiene  todas  las  facultades  de  los  Obispos  residenciales. 
Nombra  Vicario  General  del  agrado  del  Gran  Maestre.  El  nombrado,  y 
a  falta  de  éste,  otro  nombrado  por  el  Piey,  gobierna  durante  la  vacante  el 
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Priorato.  La  Vicaría  General  conoce  las  causas  judiciales  en  primera  ins- 
tancia. 

El  Cabildo  tiene  las  dignidades,  canonjías  y  beneficios  de  diócesis  su- 
fragáneas, los  mismos  derechos  y  obligaciones  que  los  cabildos  sufragáneos, 
menos  el  de  elegir  Vicario  Capitular;  la  misma  dotación  de  culto  y  clero; 
traje  coral,  insignias  y  honores  comunes  a  los  de  las  diócesis  vecinas.  El 
Rey  nombra  a  todos  los  prebendados,  aun  a  los  canónigos  de  oficio,  previa 
oposición  ante  el  Obispo  y  el  Cabildo;  a  los  párrocos,  previo  concurso  y 
presentación  de  ternas  por  el  Prior,  según  la  Bula;  en  las  de  gracia  la 
terna  la  formará  y  presentará  al  Rey  el  Consejo,  según  el  Real  Decreto. 

El  Tribunal  Metropolitano.  Falla  en  segunda  instancia  las  causas  judi- 
ciales, falladas  en  primera  por  el  Vicario  General.  Se  constituye  por  un 
decano,  dos  ministros  y  un  fiscal,  con  dos  ministros  suplentes,  si  fueren 
necesarios. 

La  organización  del  Consejo  de  Ordenes  y  del  Tribunal  Metropolitano 
datan  del  Real  Decreto  de  1  de  agosto  1876,  modificado  por  el  de  18  de 
febrero  de  1907,  y  nuevamiente  restablecido  y  modificado  por  el  de  22  de 
mayo  de  1916. 

El  Consejo  de  Ordenes  le  forman  un  Presidente,  que  es  el  decano  del 
tribunal  metropolitano,  y  seis  consejeros.  Entiende  en  todos  los  asuntos 
gubernativos  de  las  Ordenes,  prepara  y  expide  las  reales  cédulas  de  hábi- 
tos y  de  beneficios  eclesiásticos.  Al  Gran  Maestre,  que  es  el  Rey,  eleva  el 
Consejo  las  ternas  para  prebendas  de  gracia,  y  el  Obispo  Prior  las  de  oposi- 
ción o  concurso.  El  Consejo  informa  en  los  arreglos  parroquiales,  jubila- 
ción de  párrocos,  reparación  de  templos,  etc.,  y  administra  todos  los  esta- 
blecimientos píos. 

210.  Supresión  de  las  Ordenes  Militares.  Una  de  las  primeras  dis- 
posiciones tomadas  por  el  Gobierno  de  la  segunda  República  fue  suprimir 
las  cuatro  Ordenes  Militares  y  el  Tribunal  de  las  mismas,  por  decreto  de 
29  de  abril  de  1931. 

Contra  esta  supresión,  que  jurídicamente  fue  nula,  por  tratarse  de  ma- 
teria eclesiástica,  en  la  que  el  Estado  es  incompetente;  y  materia  concorda- 
da, que  no  puede  rescindirse  sino  por  mutuo  acuerdo  de  las  partes  con- 
cordantes, protestó  el  episcopado  español  en  carta  del  Cardenal  Primado, 
Segura,  en  nombre  de  los  Metropolitanos,  al  Presidente  del  Gobierno  provi- 
sional, 3  de  junio  1931. 

211.  Derecho  Concordado.  La  disciplina  sobre  el  Priorato  de  las  Or- 
denes Militares,  quedó  un  tanto  indecisa,  al  caducar  en  tiempo  de  la  Repú- 
blica el  Concordato  de  1851.  En  el  Convenio  de  16  de  julio  1946,  sobre  pro- 
visión de  beneficios  no  consistoriales,  art.  6,  se  menciona  este  priorato; 
estableciéndose  que  sus  prebendas  se  conferirán  conforme  al  régimen  tra- 
dicional, establecido  en  la  bula  Ad  Apostolicam,  18  nov.  1875. 

Mas  en  las  Comunicaciones  adicionales  a  este  Convenio,  16  jul.  1946, 
Sal  Terrae,  1946,  pp.  648-49,  se  estipula:  Cuarto:  Para  la  provisión  de  pre- 
bendas del  Priorato  de  Ciudad  Real  se  aplicarán  las  normas  acordadas  para 
las  demás  diócesis  españolas;  quedando  subsistente  para  en  su  día  lo  con- 
cedido y  establecido  en  la  bula  Ad  Apostolicam. 

El  Concordato  de  1953,  art.  8,  sin  restricciones  deja  subsistente  el  Prio- 
rato de  las  Ordenes  Militares;  y  en  el  art.  10,  refiriéndose  a  la  provisión 
de  los  beneficios  no  consistoriales,  establece  que  se  seguirán  aplicando  las 
normas  del  Acuerdo  de  1946;  sin  hacer  mención  del  Priorato.  Lo  cual  in- 
dica, que  desde  el  nuevo  Concordato  ha  de  regirse  el  Priorato  en  todo,  aun 
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en  la  provisión  de  beneficios  no  consistoriales,  por  la  bula  Ad  Apostolicam. 
La  provisión  del  Priorato,  o  nombramiento  de  Obispo-Prior  se  hará  con- 
forme al  Convenio  de  1941,  como  el  nombramiento  de  los  Obispos  diocesanos. 
Así  se  hace  notar  al  fin  del  citado  Convenio,  indicándose  las  sedes  vacantes 
que  han  de  proveerse  en  conformidad  de  él;  entre  éstas  se  menciona  la 
de  Ciudad  Real. 

212.  Nombres.  En  el  Concordato  de  1951,  art.  9,  se  llama  simplemente 
Priorato  de  las  Ordenes  Militares.  En  la  bula  Ad  Apostolicam,  en  el  Con- 
cordato de  1953,  y  en  el  Convenio  de  1941,  se  le  da  el  nombre  de  Priorato 
nullius.  En  otros  documentos  pontificios  modernos  y  en  el  Anuario  Ponti- 
ficio se  llama  Praelatura  nullius  Cluniensis. 

Prioratos  primitivamente  fueron  porciones  de  bienes  rústicos  pertene- 
cientes a  monasterios,  cuya  administración  se  encomendaba  a  alguno  de 
sus  miembros,  con  dependencia  del  Abad.  Más  tarde  aparecen  los  primeros 
curados  o  con  cura  de  almas  aneja;  llamándose  simples  los  que  no  la  tie- 
nen. Posteriormente  algunos  se  encomendaron  en  administración,  sin  limi- 
tación de  tiempo,  a  clérigos  seculares.  Por  fin  se  llegó  a  los  prioratos  exen- 
tos. De  la  unión  de  varios  de  éstos  nació  el  Priorato  de  las  Ordenes  Mi- 
litares. 

El  término  priorato,  con  ser  tan  antiguo  en  el  derecho  eclesiástico,  no 
ha  pasado  al  actual  Código  Canónico. 

Praelatura  nullius  es  una  porción  de  territorio,  no  perteneciente  a  nin- 
guna diócesis  (nullius  dioecesis) ,  que  tiene  al  menos  tres  parroquias 
(can.  319),  y  cuyo  régimen  estable  se  encarga  a  un  superior,  con  jurisdic- 
ción cuasiepiscopal.  Este  superior  o  prelado  a  veces  es  Obispo,  otras  no. 
Muchas  veces  el  territorio  nullius  va  anejo  a  un  monasterio,  cuyo  Abad 
tiene  la  jurisdicción  sobre  el  clero  y  pueblo  de  ese  territorio.  Entonces  el 
territorio  constituye  una  Abadía  nullius,  cuyo  superior  es  Abad  nullius. 

Las  Prelaturas  y  Abadías  nullius  se  rigen  por  los  cánones  319-28. 

Pues  bien,  el  Priorato  de  las  Ordenes  Militares  es  una  prelatura  nullius, 
porque  su  territorio  no  pertenece  a  ninguna  diócesis.  Pero  es  una  prela- 
tura singular,  cuya  carta  magna,  o  constitución  por  que  se  rige,  es  la  bula 
Ad  apostolicam,  que  el  Concordato  declara  vigente. 

A  veces  se  la  llama  diócesis  priorato  de  Ciudad  Real.  Este  nombre  le 
cumple  sólo  en  cuanto  que  su  Obispo  Prior  tiene  todos  los  poderes  de  los 
Obispos  residenciales.  Pero  el  apelativo  de  diócesis  está  en  contradicción 
con  el  priorato  nullius  que  se  le  da  en  el  Concordato;  pues  el  territorio 
nullius  no  pertenece  a  ninguna  diócesis. 

Llámese,  pues.  Priorato  nullius  de  las  Ordenes  Militares,  o  Prelatura  nul- 
lius Cluniensis,  denominación  tomada  del  Cluni,  nombre  antiguo  de  Ciu- 
dad Real. 

213.  Obispo  titular.  Dícese  en  el  Concordato  de  1851  que  el  Prior 
tendrá  carácter  episcopal,  con  título  de  iglesia  in  partibus. 

Iglesias  o  diócesis  in  uartibus  se  llamaban  las  diócesis  antiguas  del 
Oriente,  que  sobre  todo  al  tiempo  de  las  Cruzadas  fs.  xi...)  cayeron  en 
poder  de  los  infieles  sarracenos,  mahometanos,  y  al  fin  se  extinguieron.  La 
Iglesia  quiso  conservar  su  recuerdo,  adjudicándolas  a  aquellos"  Obispos  a 
quienes  no  se  les  confiere  diócesis  propia,  ahora  existente.  A  estos  Obispos 
se  les  llamaba  Obispos  in  partibus  (infidelium). 
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León  XIII,  por  decreto  de  la  S.  Gong,  de  Propaganda  Fide,  27  de  febre- 
ro 1882,  suprimió  el  nombre  de  Obispo  in  partihus;  tal  vez  para  que  no  se 
confundieran  con  los  Vicarios  y  Prefectos  Apostólicos,  que  son  aquellos 
Prelados  que  en  nombre  del  Romano  Pontífice  gobiernan  territorios  no 
divididos  en  diócesis,  en  donde  el  catolicismo  está  muy  poco  extendido, 
y  que  por  lo  común  son  tierras  de  infieles.  Hoy  los  antiguos  Obispos  in  par- 
tibus  se  llaman  Obispos  titulares.  Y  así  el  Prior  de  las  Ordenes  Militares, 
es  el  Obispo  titular  de  Dora,  en  Palestina,  según  lo  dispuesto  en  la  bula 
Ad  Apostolicam. 

Su  nombramiento,  se  hace  como  el  de  los  Obispos  residenciales,  por  pre- 
sentación del  Jefe  del  Estado. 

214.  Tribunal  de  apelación.  Notemos,  por  fin,  que  a  tenor  del  Motu 
proprio  Apostólico  Hispaniarum  Nuntio,  7  abril  1947,  y  en  calidad  de  Prio- 
rato nullius,  reconoce  como  tribunal  de  apelación  en  segunda  instancia  a  la 
Rota  española. 

CAPITULO  XI 

Concordato,  articulo  9 

CIRCUNSCRIPCION  DE  DIOCESIS 

§  1.  Prenotandos 

215.  Nombres.  Diócesis  es  una  parte  del  territorio  de  todo  el  orbe 
encomendada  a  un  Obispo,  que  la  rige  en  nombre  propio  y  con  potestad 
propia.  A  diferencia  del  Vicariato  y  de  la  Prefectura  Apostólica,  que  son 
porciones  territoriales  confiadas  a  superiores  eclesiásticos,  que  las  gobier- 
nan con  potestad  cuasi-episcopal  en  nombre  del  Sumo  Pontífice.  Las  dió- 
cesis se  erigen  en  regiones  donde  el  catolicismo  está  bastante  extendido; 
los  vicariatos  y  prefecturas  apostólicas,  en  las  llamadas  tierras  de  misiones, 
donde  hay  pocos  católicos. 

Provincia  eclesiástica  se  llama  una  porción  de  territorio  que  consta  de 
varias  diócesis,  al  cual  preside  el  Obispo  de  una  de  ellas  ya  establemente 
designado,  con  el  título  de  Metropolitano  o  Arzobispo. 

216.  Materia  espiritual.  La  erección,  nueva  circunscripción,  división, 
unión  y  supresión  de  diócesis  y  provincias  está  reservada  a  la  suprema  po- 
testad eclesiástica  (can.  215).  Es,  pues,  una  materia  de  exclusiva  competen- 
cia de  la  Iglesia;  lo  mismo  que  el  nombramiento,  traslado,  promoción  y 
remoción  de  los  Obispos  y  Metropolitanos  (can.  329,  ^  2;  272),  independien- 
temente de  cualquier  otro  poder. 

Es  materia  espiritual,  esto  es,  que  de  suyo  sólo  tiende  al  bien  sobrena- 
tural de  las  almas,  que  es  el  fin  de  la  Iglesia.  No  es  materia  mixta  en  sen- 
tido propio,  por  tanto,  no  es  de  la  competencia  de  ambas  potestades  ecle- 
siástica y  civil  (n.  51). 
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217.  Notas  históricas.  La  primitiva  organización  territorial  de  la  Igle- 
sia, en  diócesis  y  provincias,  tuvo  por  base  la  organización  territorial  del 
imperio  romano  en  municipios,  o  ciudades,  agrupados  en  provincias,  que 
tenían  por  cabeza  la  metrópoli  o  ciudad  metropolitana. 

En  España:  1°  Ya  desde  la  época  romana  la  diócesis  de  cada  Obispo 
abarcaba  la  ciudad  de  su  sede  y  los  pueblos  suburbanos  unidos  civilmente 
a  ella.  La  organización  en  provincias  eclesiásticas  procuró  también  amol- 
darse a  la  civil. 

El  grado  de  metropolitano  se  fue  afianzando  cada  vez  más  con  la  preemi- 
nencia sobre  los  demás  Obispos  de  la  provincia,  y  con  el  derecho  de  consa- 
grar a  los  sufragáneos  se  convierte  en  institución  permanente  en  el  siglo  iv. 
Asi  desde  el  Emperador  Diocleciano  España  quedó  dividida  en  cinco  pro- 
vincias eclesiásticas:  tarraconense,  gallega,  lusitana,  bética  y  cartaginesa, 
con  sus  capitales  respectivas  en  Tarragona,  Braga,  Mérida,  Sevilla  y  Toledo. 

2.0  En  la  época  visigótica  continúa  esta  división,  añadiéndose  la  de  la 
Galia  Narbonense,  cuando  ésta  entró  a  formar  parte  de  la  monarquía  visi- 
goda. Las  diócesis  de  las  seis  provincias  en  el  tiempo  de  su  mayor  esplen- 
dor se  elevaban  a  78,  siendo  56  las  comprendidas  en  los  territorios  actuales 
de  España  (1). 

3.0  La  invasión  musulmana  (a.  711)  destruyó  esta  organización,  per- 
fecta en  lo  que  cabe.  Las  vicisitudes  de  la  reconquista,  sobre  todo  desde  la 
derrota  de  Almanzor  (1002)  hasta  el  siglo  xiii,  fueron  causa  de  que,  al 
reaparecer  las  antiguas  diócesis  y  crearse  otras  nuevas,  se  trazaran  los  tér- 
minos al  azar  y  con  la  irregularidad  que  hasta  nuestros  días  se  observa  en 
algunas. 

4.0  El  primer  periodo  de  la  Reconquista,  se  caracteriza  por  el  predominio 
del  poder  real  en  la  restauración  eclesiástica  del  país.  Por  una  parte,  la 
aspiración  de  restaurar  el  antiguo  orden  gótico,  y  por  otra,  el  estado  de 
destrucción  de  las  sedes  metropolitanas  y  episcopales  invadidas  por  el  ene- 
migo, y  la  falta  de  comunicaciones  de  la  España  libre  con  Roma,  hicieron 
que  la  Monarquía  astur-leonesa  tomase  la  parte  principal  en  las  tareas 
militares  y  en  el  terreno  religioso.  Así  se  crearon  o  restablecieron  las  sedes 
de  Oviedo,  Túy,  Astorga,  León,  Braga,  Porto,  Orense,  Viseo,  Lamego,  Za- 
mora, Osma,  Burgos,  Falencia  y  Pamplona,  hasta  principios  del  siglo  xi. 

5.0  La  reconquista  de  Toledo  por  Alfonso  VI  (a.  1085)  marca  una  nueva 
época.  Esta  ciudad  recobra  la  antigua  preeminencia  de  su  Metropolitano 
sobre  los  demás;  y  el  poder  real  cede  su  primer  puesto  a  la  Jerarquía  ecle- 
siástica en  la  organización  diocesana  y  provincial  de  España.  Así  al  re- 
conquistarse una  sede  cualquiera,  pertenece  a  su  Metropolitano,  y  en  de- 
fecto de  él  al  de  Toledo,  la  restauración  de  la  diócesis  respectiva. 

Nacían  los  conflictos  sobre  la  Jurisdicción  de  los  metropolitanos,  cuando 
un  Rey  conquistaba  tierras  que  antes  habían  pertenecido  a  otra  provincia 
enclavada  en  los  dominios  de  otro  Soberano.  Así  Alfonso  VI  se  opuso  a 
que  Burgos,  de  la  antigua  provincia  Tarraconense,  se  incorporase  de  nuevo 
a  ella.  Alfonso  VII  no  permitió  a  los  Obispos  de  Aragón  extender  su  juris- 
dicción a  los  territorios  de  Castilla.  Un  siglo  después  de  la  reconquista  de 
Valencia  (1238)  por  Jaime  el  Conquistador,  se  plantea  de  nuevo  la  lucha 
entre  los  metropolitanos  de  Toledo  y  Tarragona,  adjudicándose  Valencia  a 


(1)    García  Villada,  Historia  Eclesiástica  de  España. 
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la  Tarraconense;  siendo  así  que  antes  perteneció  a  la  Cartaginense,  cuya 
capital  era  Toledo. 

Debido  a  las  incidencias  políticas  y  a  la  diversa  configuración  territorial 
de  los  reinos  cristianos  nacieron  durante  la  reconquista  las  sedes  exentas 
de  todo  metropolitano.  Así  Oviedo  y  León,  que  habían  sido  capitales  de 
reino,  no  se  avenían  a  depender  de  la  reciente  metrópoli  de  Santiago.  Bur- 
gos, cuyo  territorio  había  pertenecido  en  gran  parte  a  la  Tarraconense,  evitó 
el  sujetarse  a  ella,  sin  depender  tampoco  de  la  toledana.  Cartagena,  evadió 
la  sujeción  a  la  Tarraconense,  sin  sujetarse  al  de  Toledo. 

Así  al  fin  de  este  período,  sin  sentir  se  forman  cuatro  provincias:  las 
de  Santiago,  Toledo,  Tarragona  y  Braga,  correspondientes  a  los  cuatro  rei- 
nos independientes  de  León,  Castilla,  Aragón-Cataluña  y  Portugal. 

6.  °  A  fines  del  siglo  XV  con  la  creación  de  la  Sede  de  Canarias  y  la 
restauración  de  las  sedes  de  Almería,  Málaga,  Guadix  y  Granada,  termina- 
da la  Reconquista  de  España,  se  cuentan  47  diócesis,  en  vez  de  las  56  de 
la  Monarquía  visigótica. 

7.  ^  En  el  siglo  xvi  se  crearon  las  de  Orihuela,  Jaca,  Teruel  y  Valladolid. 
En  el  siglo  xviii  las  de  Menorca  y  Santander.  En  total  quedaron  53  (2). 

218.  En  el  Concordato  de  1851.  Esta  situación  dura  casi  un  siglo, 
hasta  el  Concordato  de  1851,  el  cual  elevó  a  nueve  las  sedes  metropolita- 
nas, conservó  43  sufragáneas  de  las  existentes  y  ordenó  la  creación  de  tres 
nuevas:  en  Ciudad  Real,  Madrid  y  Vitoria.  La  de  Ciudad  Real  no  se  llevó 
a  efecto,  como  diócesis;  en  vez  de  ella  se  constituyó  allí  el  Priorato  nullius 
de  las  Ordenes  Militares,  1874;  la  de  Vitoria  se  erigió  en  1861;  la  de  Madrid- 
Alcalá  en  1884. 

Por  tanto,  según  el  Concordato  de  1851,  art.  5,  la  división  eclesiástica 
debía  constar  de  55  diócesis,  en  nueve  provincias,  suprimiéndose  ocho  sedes, 
que  pasarían  a  diócesis  vecinas. 

A  principios  del  siglo  xx  hubo  conatos  de  reforma  del  Concordato,  sien- 
do uno  de  los  puntos  capitales  de  ella  la  reducción  del  número  de  diócesis. 
El  proyecto  del  Gobierno  de  1901  proponía  la  supresión  de  no  menos  que 
catorce.  Por  Convenio  de  1908,  se  estableció  la  formación  de  una  Comisión 
mixta,  presidida  por  el  Arzobispo  de  Toledo,  y  nombrada  por  mitad  entre 
la  Santa  Sede  y  el  Gobierno.  Uno  de  los  objetivos  de  esta  junta  era  estudiar 
una  nueva  circunscripción  de  diócesis,  con  supresión  de  algunas,  si  se 
juzgase  oportuno.  Nada  se  hizo. 

Durante  la  gestión  del  Concordato  de  1851  se  discutió  la  aspiración  de 
hacer  coincidir  los  límites  diocesanos  con  los  de  las  provincias  civiles, 
mas  nada  se  determinó  sobre  este  punto.  En  cambio  se  acordó  el  traslado 
de  las  sedes  episcopales  de  Calahorra,  Orihuela  y  Segorbe  a  las  capitales  de 
provincia:  Logroño,  Alicante  y  Castellón;  lo  cual  nunca  llegó  a  realizarse 
por  la  oposición  de  los  pueblos  a  que  les  quitasen  el  Obispo. 

Con  especial  ahinco  insistió  el  pasado  Concordato  en  la  supresión  de 
los  enclaves  o  territorios  de  una  diócesis  situados  totalmente  dentro  de 
otra,  sea  cual  fuere  el  título  por  que  se  habían  creado  los  enclaves  (art.  10). 


(2)  Pkhkz  Mii:n,  Revisión  de  las  circunscripciones  diocesanas,  en  "Ecclesia", 
n.  642  (31  oct.  1953)  p.  18  (494). 
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Tampoco  esto  se  realizó  jamás;  fuera  de  los  enclaves  pertenecientes  a  la 
jurisdicción  de  las  Ordenes  Militares,  los  cuales  se  suprimieron,  constitu- 
yéndose en  cambio  el  Priorato  de  las  Ordenes  Militares  en  la  provincia  de 
Ciudad  Real. 

Por  fin  suprimió  las  exenciones  de  los  Obispados  de  León  y  Oviedo,  que 
dependerán  de  sus  respectivos  Metropolitanos  (art.  8). 

219.  En  el  nuevo  Estado,  gracias  a  Dios,  la  tendencia  ha  sido  con- 
traria a  la  reducción;  antes  bien  favorable  al  aumento.  De  las  ocho  supri- 
midas por  el  Concordato  de  1851,  y  que  de  hecho  subsistieron  como  admi- 
nistraciones apostólicas,  cinco  han  sido  elevadas  de  nuevo  a  diócesis  con 
Obispo  propio  en  1950:  las  de  Barbastro,  Ciudad  Rodrigo,  Ibiza,  Solsona  y 
Tenerife.  En  1949  se  crearon  las  de  Albacete,  Bilbao  y  San  Sebastián;  en 
1954  la  de  Huelva. 


§  2.    Derecho  actual  concordado 

220.  Nueva  circunscripción  de  diócesis.  A  fin  de  evitar,  en  lo  posi- 
ble, que  las  diócesis  abarquen  territorios  pertenecientes  a  diversas  provin- 
cias civiles,  las  Altas  Partes  Contratantes  procederán,  de  común  acuerdo, 
a  una  revisión  de  las  circunscripciones  diocesanas  (art.  9,  n.  1). 

Prescríbese  ahora  de  nuevo  la  circunscripción  como  se  prescribía  en  el 
Concordato  anterior;  pero  con  esta  particularidad,  que  se  evite  en  lo  po- 
sible que  las  diócesis  abarquen  territorios  pertenecientes  a  diversas  provin- 
cias civiles. 

La  coincidencia  de  los  limites  de  las  organizaciones  territoriales  ecle- 
siásticas y  civiles  tiene  sus  precedentes  ya  en  los  tiempos  primitivos  de  la 
Iglesia.- Ella  misma,  como  hemos  visto,  fue  la  primera  en  acomodarse  a  las 
divisiones  territoriales  del  Imperio  romano;  y  durante  los  ocho  siglos  de 
la  reconquista  de  España,  según  se  iban  liberando  las  antiguas  sedes  epis- 
copales, vinieron  a  constituirse  cuatro  provincias  eclesiásticas,  correspon- 
dientes a  los  cuatro  reinos  independientes;  y  nuestros  Reyes  no  se  ave- 
nían a  que  territorio  de  su  dominio  perteneciese  a  provincia  eclesiástica 
de  otro  reino. 

Asimismo  en  gran  parte  de  los  Concordatos  modernos,  por  ejemplo,  en 
el  italiano  de  1929,  art.  16,  se  estipula  la  coincidencia  de  los  límites  de  los 
territorios  diocesanos  con  los  de  las  provincias  civiles.  En  el  español  de 
1851,  aunque  se  discutió,  no  llegó  a  estipularse  tal  coincidencia. 

La  actual  división  territorial  de  España  en  provincias  data  del  año  1833. 
Si  en  tiempo  del  pasado  Concordato  pudo  ser  discutible  la  conveniencia  u 
oportunidad  de  la  coincidencia  de  los  límites  diocesanos  con  los  provincia- 
les, hoy  es  indiscutible.  No  en  vano  han  transcurrido  desde  la  división  te- 
rritorial de  la  península  cerca  de  130  años;  ya  desde  el  anterior  Concordato 
más  de  un  siglo,  con  una  transformación  tan  honda  de  la  sociedad.  Aquella 
división  civil  fue  provisional,  hecha  por  decreto  del  Ministro  Javier  de 
Burgos,  en  sustitución  de  la  antigua  división  en  reinos,  de  la  cual  hoy  sólo 
se  conservan  los  nombres. 

Así  sobre  la  base  de  aquella  división  civil  criticadísima,  cuando  se  hizo, 
y  que  se  trató  de  revisar  en  pleno  Movimiento  Nacional,  y  hoy  se  tiene 
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por  consolidada;  sobre  la  base  de  aquella  división  civil  está  trazado  el  sis- 
tema de  comunicaciones  modernas,  ferrocarriles,  carreteras,  telégrafos,  etc.; 
y  se  ha  desarrollado  el  ordenamiento  jurídico,  administrativo  y  militar,  que 
dieron  su  estructura  a  todo  el  país. 

Saltan  a  la  vista  los  inconvenientes  y  complicaciones  que  acarrea  el 
hecho  tan  frecuente  de  que  una  diócesis  comprenda  territorios  de  cuatro 
o  cinco  provincias:  a)  El  Obispo  tiene  que  entenderse  con  otros  tantos 
gobernadores  civiles  y  militares,  y  otras  autoridades  del  Estado.  t>)  A  un 
mismo  seminario  acuden  alumnos  de  distintas  comarcas  sin  contacto  entre 
sí.  c)  La  lejanía  y  esparcimiento  de  territorios  de  una  misma  diócesis 
dificulta  el  gobierno  episcopal  y  daña  a  la  conveniente  cura  de  almas. 
d)  Es  frecuente  el  caso  de  comarcas  cuyos  moradores,  para  ir  a  la  capital 
de  su  diócesis,  tienen  que  pasar  por  la  capital  de  otra  diócesis  o  provincia 
distinta  mucho  más  cercana,  con  mucho  más  gasto  de  tiempo,  de  trabajo 
y  de  dinero. 

Sirva  de  ejemplo  la  diócesis  de  Santander.  Erigida  por  Benedicto  XIV 
en  12  de  diciembre  de  1754,  trazó  sus  limites  el  célebre  jesuíta  montañés 
P.  Rávago,  confesor  del  Rey  Fernando  VI;  y  como  por  aquel  entonces  la 
parte  de  Reinosa  y  de  Potes  tenia  muy  difíciles  comunicacones  con  la 
sede  de  Santander,  se  las  asignó  a  las  diócesis  de  Burgos  y  León.  Hoy,  por 
el  contrario,  las  comunicaciones  con  estas  dos  capitales,  resultan  mucho 
más  difíciles  que  con  la  montañesa. 

e)  Por  fin  la  coincidencia  de  los  límites  diocesanos  con  los  provinciales 
tiene  la  ventaja  de  que  los  fieles  y  el  clero  con  un  mismo  viaje  pueden  des- 
pachar los  varios  asuntos  de  índole  eclesiástica  y  civil  que  les  ocurran,  sin 
tener  que  ir  para  los  unos  a  la  capital  de  la  diócesis  y  para  los  otros  a  la 
capital  de  la  provincia. 

No  es,  pues,  una  pretensión  regcilista,  como  nos  decía  un  buen  católico, 
el  intento  de  que  los  límites  diocesanos  coincidan  con  los  provinciales: 
es  un  justo  deseo  de  suma  conveniencia  para  el  Estado  y  para  la  Iglesia. 
Y  mucho  menos  es  pretensión  regalista  en  la  mente  de  los  gobernantes  ne- 
gociadores de  nuestro  actual  Concordato,  que  han  procedido  con  la  mayor 
adhesión  y  deferencia  para  con  la  Santa  Sede,  reconociendo  plenamente  los 
derechos  de  la  Iglesia;  y  pretendiendo  solamente  estipular  lo  más  conve- 
niente para  ambas  sociedades,  eclesiástica  y  civil.  Por  fin,  la  misma  Igle- 
sia tiene  sumo  interés  en  la  coincidencia  de  los  límites  diocesanos  y  pro- 
vinciales. 

Esta  coincidencia  no  puede  ser  absoluta.  Porque  siendo  actualmente  50 
las  provincias  españolas,  y  64  las  diócesis,  en  algunas  provincias  por  fuerza 
ha  de  haber  varias  diócesis.  Pero  nótese  la  redacción  del  art.  9,  que  quiere 
evitar  en  lo  posible  que  las  diócesis  abarquen  territorios  pertenecientes  a 
distintas  provincias  civiles.  La  mente  es  que  aun  en  las  provincias  que  tie- 
nen varias  diócesis  dentro  de  su  territorio,  estas  diócesis  no  tengan  terri- 
torio fuera  de  aquellas  provincias.  Esto  no  siempre  será  factible,  por  eso 
el  Concordato  pone  la  atenuante  de  en  lo  posible.  Según  un  anteproyecto,  los 
límites  de  las  diócesis  coincidían  con  los  de  las  provincias  en  treinta  casos; 
en  tres  casos  la  provincia  abarcaba  tres  diócesis,  y  en  catorce  casos  más 
el  territorio  de  una  provincia  se  repartía  entre  dos  diócesis. 
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A  las  diócesis  de  última  creación  se  les  ha  adjudicado  los  territorios 
de  las  respectivas  provincias  civiles,  con  alguna  pequeña  excepción.  Así  la 
nueva  diócesis  de  Huelva,  comprende  toda  y  sola  la  provincia  del  mismo 
nombre. 

Gracias  a  Dios  este  artículo  concordado  va  teniendo  mejor  suerte  que 
el  análogo  del  Concordato  anterior,  que  fue  letra  muerta;  y  que  el  26  del 
Concordato  de  Letrán  de  1929,  que  también  estipulaba  la  coincidencia  de 
los  limites  diocesanos  con  los  provinciales  en  Italia;  y  después  de  30  años 
siguen  las  cosas  lo  mismo  que  antes.  De  hecho  en  España  el  arreglo  ya  se 
ha  realizado  en  casi  todas  las  regiones;  y  se  han  creado  las  nuevas  provin- 
cias eclesiásticas  de  Oviedo  y  Pamplona.  Su  realización  ha  exigido  sacri- 
ficios a  algunos  Obispos;  porque  siempre  cuesta  desprenderse  de  lo  que  se 
poseyó;  pero  con  elevación  de  miras,  mirando  al  mayor  bien  de  la  Iglesia 
española,  que  trasciende  más  allá  del  tiempo  presente  y  de  la  vida  de  los 
que  ahora  la  rigen;  y  secundando  la  voluntad  de  la  Santa  Sede,  la  deseada 
circunscripción  de  las  distintas  diócesis  esperamos  que  se  llevará  hasta  el 
fin  en  un  plazo  no  lejano. 

Mas  ya  que,  como  dice  el  art.  9,  ha  de  realizarse  de  común  acuerdo  de 
las  Altas  Partes  contratantes,  justo  es  que  también  el  Estado  coopere  a  la 
obra,  haciendo  algunas  rectificaciones  en  las  provincias,  adjudicando  a 
otras,  porciones  de  territorio,  para  que  así  la  coincidencia  de  los  límites 
diocesanos  con  los  provinciales  resulte  más  adaptada  a  las  conveniencias 
de  la  Iglesia  y  de  la  Nación. 

Asi  en  el  limite  de  la  provincia  de  Burgos  está  el  valle  de  Mena,  que 
civilmente  pertenece  a  la  provincia  de  Burgos,  eclesiásticamente  a  la  dió- 
cesis de  Santander;  pero  toda  su  vida  comercial  la  tiene  con  Vizcaya.  De 
ninguna  manera  conviene  que  pertenezca  a  la  diócesis  de  Burgos,  por  su 
lejanía  y  dificultad  de  comunicaciones  con  esta  sede;  tampoco  convendría 
que  siguiese  siendo  de  la  diócesis  de  Santander  casi  por  análogas  razo- 
nes; lo- más  oportuno  sería  que  se  adjudicase  a  la  diócesis  de  Bilbao;  mas 
para  esto  sería  necesario  que  el  Gobierno  traspasase  el  valle  de  Mena  a  la 
provincia  de  Vizcaya. 

221.  Los  enclaves.  Son  como  islotes  de  una  diócesis  rodeados  de  te- 
rritorio perteneciente  a  otra.  Tuvieron  origen  diverso;  la  mayoría  tal  vez 
se  debieron  a  concesiones  regias  hechas  en  el  período  de  la  reconquista.  En 
sus  orígenes  pudieron  ser  razonables,  pero  de  suyo  son  absurdos,  perjudi- 
ciales para  su  buen  gobierno,  ya  que  no  pueden  fácilmiente  ser  visitados 
y  atendidos  por  su  Obispo  propio;  y  odiosos  para  el  Obispo  dentro  de  cuyo 
territorio  radican,  como  un  intruso. 

Los  enclaves  tal  vez  más  numerosos  en  España  fueron  los  territorios 
de  las  Ordenes  Militares,  exentos  de  la  jurisdicción  del  Obispo  de  aquella 
diócesis  dentro  de  la  cual  se  hallaban.  Como  vimos,  resultaron  un  mal  muy 
grande,  para  cuyo  remedio  se  estipuló  en  el  Concordato  de  1851,  art.  9,  su 
supresión,  señalándose  en  cambio  un  coto  redondo  que  fuese  de  la  jurisdic- 
ción exenta  de  las  Ordenes  Militares.  Tal  fue  el  Priorato  nullius  de  Ciu- 
dad Real. 

A  pesar  de  esto,  el  mal  prosiguió  hasta  nuestros  días,  y  ahora  el  nuevo 
Concordato  insiste  en  que  han  de  desaparecer:  "La  Santa  Sede,  de  acuerdo 
con  el  Gobierno  español,  tomará  las  disposiciones  oportunas  para  eliminar 
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los  enclaves"  (n.  1)  y,  gracias  a  Dios,  ya  han  desaparecido  casi  todos  los 
enclaves. 

La  Iglesia  por  su  parte  los  ha  suprimido,  y  el  Estado  así  lo  quiere;  pero 
en  algunos  casos  resulta  imposible  cumplirlo,  porque  existen  enclaves  civi- 
les; tal  es  Orduña,  enclavada  en  la  provincia  de  Alava,  y  perteneciente  a 
Vizcaya.  El  Concordato  dice  que  la  supresión  de  los  enclaves  se  procurará 
de  acuerdo  con  el  Gobierno.  Oportuno,  pues,  sería  que  el  Gobierno  elimi- 
nase los  enclaves  civiles,  que,  según  dicen,  son  32  en  toda  España.  De  esta 
manera  se  realizaría  mejor  la  coincidencia  de  los  límites  diocesanos  y  los 
provinciales. 

222.  Coincidencia  de  los  límites  eclesiásticos  y  nacionales.  En  el  mis- 
mo art.  9,  n.  1,  se  establece  el  principio  de  que  las  demarcaciones  eclesiás- 
ticas han  de  coincidir  con  las  fronteras  del  Estado:  esto  es,  que  "ninguna 
parte  del  territorio  español  o  de  soberanía  de  España  dependerá  de  Obispo 
cuya  sede  se  encuentre  en  territorio  sometido  a  la  soberanía  de  otro  Estado, 
y  ninguna  diócesis  española  comprenderá  zonas  de  territorio  sujeto  a  so- 
beranía extranjera;  con  excepción  del  Principado  de  Andorra,  que  conti- 
nuará perteneciendo  a  la  diócesis  de  Urgel". 

Este  principio  está  muy  en  consonancia  con  el  nacionalismo  moderno, 
que  no  tolera  intrusiones  extranjeras  en  la  vida  oficial.  La  Iglesia  es  uni- 
versal; y  en  los  tiempos  medios,  en  que  aún  no  se  hablan  fijado  bien  las 
nacionalidades,  y  Europa  constituía  por  decirlo  asi  una  nación  cristiana; 
no  se  ponía  tanto  reparo  en  que  una  diócesis  abarcase  alguna  zona  de  te- 
rritorio extranjero,  ni  que  se  constituyesen  Obispos  extranjeros  en  diócesis 
de  otra  nación. 

Pero  acentuándose  el  espíritu  nacionalista  moderno,  la  Iglesia  juzga  aco- 
modarse en  lo  posible  a  él;  lo  cual  por  otra  parte  en  nuestra  materia  es 
muy  razonable,  pues  por  lo  común  los  fieles  de  territorio  extranjero  tienen 
su  carácter,  su  modo  de  ser  diverso  del  de  la  otra  nación;  y  generalmente 
los  entenderá  y  gobernará  mejor  y  más  a  gusto  de  ellos  un  Obispo  de  su 
propia  nacionalidad. 

El  precepto  de  nuestro  Concordato  no  se  limita  al  territorio  nacional 
propiamente  dicho,  la  península  y  las  islas  adyacentes,  sino  que  afecta 
también  a  los  territorios  de  soberanía,  como  son,  entre  otros,  Ceuta  y 
Melilla. 

Deja  sin  embargo  a  salvo  la  situación  excepcional  del  Obispo  de  Seo  de 
Urgel,  que  es  al  mismo  tiempo  Principe  de  Andorra  civil;  y  el  territorio  de 
esta  pequeña  nación  pertenece  a  la  mencionada  diócesis  (n.  1). 

Este  principio  de  la  coincidencia  de  las  demarcaciones  eclesiásticas 
con  las  fronteras  del  Estado  le  vemos  consignado  en  varios  Concordatos 
modernos.  El  problema  es  insignificante  en  España,  fuera  de  unos  caseríos 
franceses  que  hay  en  la  frontera  de  Navarra,  en  la  parroquia  de  Valcar- 
los;  los  cuales  por  otra  parte  siempre  se  mostraron  contentos  y  a  gusto 
en  seguir  viviendo  con  la  disciplina  española.  La  C.  Consistorial  hizo  va  la 
rectificación,  6  feb.  1961;  AAS  53,  271. 

223.  Coincidencia  de  la  sede  episcopal  con  la  capital  de  la  provincia. 

En  el  Concordato  de  1851,  art.  5,  se  prescribía  el  traslado  de  ciertas  sedes 
episcopales,  sitas  en  otra  población,  a  la  capital  de  provincia.  La  razón 
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tal  vez  principal  era  la  económica;  pero  ese  traslado  no  se  llevó  a  efecto 
por  la  tenaz  oposición  de  los  pueblos  a  que  les  quitaran  su  Obispo. 

Un  caso :  La  sede  de  Calahorra  habría  de  trasladarse  a  Logroño,  pero  no 
se  hacía.  Cuando  subió  al  poder  Sagasta,  natural  de  Logroño,  dijo:  Ahora 
ha  llegado  el  momento  de  hacer  el  traslado.  En  efecto,  fue  el  Gobernador 
civil  a  buscar  al  Sr.  Obispo,  pero  el  pueblo  se  amotinó  de  tal  manera,  que 
hubo  mujer  que  se  lanzó  a  las  barbas  del  Gobernador,  como  una  harpía, 
queriendo  arrancárselas;  y  el  traslado  de  la  sede  calagurritana  no  se  hizo, 
a  pesar  del  empeño  de  Sagasta,  ni  se  ha  hecho  después. 

Hoy  día  las  conveniencias  de  este  traslado  serían  mayores,  no  sólo  por 
las  razones  económicas  y  administrativas,  sino  también  por  los  grandes 
cambios  acaecidos  desde  entonces,  que  aconsejarían  el  traslado  para  un 
desempeño  más  provechoso  de  la  misión  del  clero.  Hoy  algunas  sedes  epis- 
copales se  hallan  en  poblaciones  insignificantes,  que  apenas  han  crecido, 
cuando  no  han  menguado;  mientras  que  a  la  capital  de  la  provincia  o  a 
otra  población  mayor  de  la  diócesis  irá  afluyendo  más  y  más  población; 
de  donde  resulta  que  un  cúmulo  de  sacerdotes  escogidos,  canónigos,  bene- 
ficiados, profesores  de  seminario,  viven  en  poblaciones  pequeñas,  donde  no 
hallan  campo  para  sus  actividades  apostólicas,  mientras  que  cerca,  en  la 
capital  de  la  provincia  o  en  otra  ciudad  populosa,  están  suspirando  por  ellos. 
Asimismo  el  Obispo  para  su  acción  pastoral  necesitaría  tener  cabe  sí  un 
Consejo  de  personas  de  Acción  Católica;  de  éstas  podría  fácilmente  disponer 
en  la  capital  de  provincia,  no  tanto  en  una  población  pequeña. 

Así  que  el  traslado  de  la  sede  episcopal  a  la  capital  de  la  provincia  seria 
ventajoso  por  estos  conceptos.  Sin  embargo,  nuestro  Concordato  de  1953  ni 
le  menciona;  tal  vez  aleccionado  por  el  fracaso  del  Concordato  anterior  en 
este  punto,  a  causa  de  la  obstinación  de  esas  pequeñas  poblaciones  en  con- 
servar su  Obispo. 

224.  Concatedrales.  Pero  ya  que  no  sea  así,  quizás  a  aminorar  esta 
deficiencia  tienda  la  medida  últimamente  tomada  por  Juan  XXIII,  de  acuer- 
do con  el  Gobierno  español,  de  modificar  la  denominación  de  siete  diócesis, 
cuya  sede  episcopal  está  en  población  distinta  de  la  capital  de  provincia, 
añadiéndolas  el  nombre  de  la  capital  de  provincia  o  de  otra  población  más 
importante;  y  elevando  a  concatedrales  ciertas  iglesias  de  esas  capitales  y 
poblaciones. 

Así :  Diócesis  de  Calahorra,  La  Calzada  y  Logroño.  Concatedral,  Santa 
María  de  la  Redonda.  Diócesis  de  Orihuela  y  Alicante.  Concatedral,  San 
Nicolás  de  Bari.  Diócesis  de  Osma  y  Soria.  Concatedral,  San  Pedro.  Dió- 
cesis de  Mondoñedo  y  Ferrol  del  Caudillo.  Concatedral,  San  Julián.  Diócesis 
de  Sigüenza  y  Guadalajara.  Concatedral,  Santa  María.  Diócesis  de  Túy  y 
Vigo.  Concatedral,  Santa  María.  Diócesis  de  Segorbe  y  Castellón.  Conca- 
tedral, X. 

Los  Ordinarios  de  las  respectivas  diócesis  pueden  residir  en  la  ciudad 
sede  de  la  concatedral,  en  cuanto  lo  requieran  las  necesidades  de  los  fieles. 
Los  canónigos  y  beneficiados  de  los  cabildos  catedrales  de  las  mencionadas 
diócesis,  que  por  razón  del  sagrado  ministerio  o  para  cumplir  cualquier  otro 
rito  eclesiástico  residan  en  la  ciudad  sede  de  la  respectiva  concatedral, 
pueden  en  ésta  efectuar  sus  propios  deberes  corales. 
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Ya  Pío  XII  hizo  cosa  análoga  con  la  diócesis  de  Coria-Cáceres,  siendo 
concatedral  la  iglesia  parroquial  de  Santa  María. 

No  faltarán  conflictos  entre  la  catedral  y  la  concatedral;  y  entre  éstas 
y  la  parroquia.  Tendrán  que  venir  a  acuerdos  singulares  bien  detallados. 
Por  otra  parte,  sabemos  que  algunas  ciudades  episcopales,  con  el  nombre 
añadido  y  la  concatedral  no  poco  se  han  ofendido,  con  esa  que  ellas  esti- 
man capitis  diminutio. 

§  3.    Creación  de  nuevas  diócesis  y  provincias  eclesiásticas, 
y  cambios  de  circunscripción 

225.  Para  la  erección  de  una  nueva  diócesis  o  provincia  eclesiástica  y 
para  otros  cambios  de  circunscripciones  diocesanas,  que  pudieran  juzgarse 
necesarios,  la  Santa  Sede  se  pondrá  previamente  de  acuerdo  con  el  Gobierno 
español,  salvo  si  se  tratase  de  mínimas  rectificaciones  de  territorio  recla- 
madas por  el  bien  de  las  almas  (art.  9,  n.  2). 

Pío  IX  en  las  mismas  Letras  Apostólicas  Ad  Vicariam,  por  las  que  pu- 
blicó el  Concordato  de  1851,  manifestó  su  confianza  de  que  las  diócesis  que 
por  aquel  Concordato  se  suprimían  "podrían  restituirse  algún  día  a  su  esta- 
do primitivo,  siendo  el  deseo  principal  Nuestro  y  de  esta  Santa  Sede  que 
se  aumente  el  número  de  diócesis". 

Al  revés  del  Concordato  anterior,  que  decretó  la  supresión  de  algunas 
diócesis;  y  al  contrario  de  los  intentos  del  Gobierno  de  suprimir  hasta  ca- 
torce diócesis  a  principios  de  este  siglo,  el  presente  Concordato,  además  de 
las  diócesis  creadas  en  estos  últimos  años,  prevé  la  creación  de  otras  sedes 
y  provincias. 

La  cual  ha  de  hacerse  de  acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno 
español.  Cosa  natural,  habiendo  el  Estado  de  proveer  a  las  necesidades  eco- 
nómicas de  las  nuevas  diócesis.  Esto  mismo  se  estipula  en  la  mayoría  de  los 
Concordatos  modernos. 

De  hecho,  vigente  ya  el  nuevo  Concordato,  se  ha  creado  la  provincia 
eclesiástica  de  Oviedo,  con  las  diócesis  sufragáneas  de  Santander,  León 
y  Astorga;  y  la  (]e  Pamplona  con  las  sufragáneas  de  Calahorra,  Jaca,  San 
Sebastián,  y  la  Administración  Apostólica  de  Tudela,  cuyo  Administrador 
será  el  mismo  Arzobispo  de  Pamplona.  Y  el  Gobierno  en  cumplimiento  de 
lo  concordado,  al  elevar  los  Cabildos  catedrales  de  Oviedo  y  Pamplona 
a  la  categoría  de  metropolitanos,  ha  aumentado  la  dotación  de  sus  pre- 
bendas. 

Son  de  esperar  nuevas  creaciones,  que  se  consideran  de  mucha  conve- 
niencia; pues  algunas  diócesis  son  demasiado  extensas,  aunque  se  les  cer- 
cenen territorios  de  otras  provincias  civiles. 

También  para  los  cambios  mayores  de  circunscripciones  diocesanas,  que 
se  juzguen  oportunos,  ha  de  preceder  el  acuerdo  de  la  Santa  Sede  y  el 
Gobierno.  No  así  si  se  trata  de  mínimas  rectificaciones  de  territorio,  recla- 
madas por  el  bien  de  las  almas;  las  cuales  podrán  hacerse  por  la  Iglesia 
aun  sin  contar  con  el  Gobierno. 

Estas  rectificaciones,  por  mínimas  que  sean,  alterando  los  límites  de  las 
diócesis,  están  reservadas  a  la  Santa  Sede  (can.  215,  §  1). 

Cuáles  han  de  considerarse  rectificaciones  mayores,  cuáles  minimas,  ni 
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el  Concordato  lo  define,  ni  es  fácil  definirlo.  Desde  luego  rectificaciones  mí- 
nimas se  estimarán  las  que  sólo  afectan  a  una  que  otra  parroquia;  mayores 
podrán  apreciarse  por  ejemplo  la  incorporación  de  un  gran  arciprestazgo 
a  otra  diócesis.  En  casos  dudosos  parece  que  la  apreciación  se  dejará  al 
juicio  de  la  Santa  Sede;  o  para  evitar  conflictos,  procederá  el  acuerdo 
mutuo. 

También  en  los  Concordatos  modernos  se  establece  la  misma  disposi- 
ción acerca  de  las  nuevas  circunscripciones. 

226.  Subsidio  del  Estado.  El  Estado  español  se  compromete  a  pro- 
veer a  las  necesidades  económicas  de  las  diócesis  que  en  lo  futuro  se  erijan, 
aumentando  adecuadamente  la  dotación  establecida  en  el  art.  19.  A  saber, 
la  consignación  para  el  nuevo  Obispo  o  Arzobispo,  y  Cabildo. 

El  Estado,  además,  por  si  o  por  medio  de  las  corporaciones  locales  inte- 
resadas, contribuirá  con  una  subvención  extraordinaria  a  los  gastos  inicia- 
les de  organización  de  las  nuevas  diócesis;  en  particular  subvencionará  la 
construcción  de  las  nuevas  catedrales  y  de  los  edificios  destinados  a  resi- 
dencia del  Prelado,  oficinas  de  la  Curia  y  seminarios  diocesanos  (n.  3). 

Estas  corporaciones  locales  interesadas  podrán  ser  las  Diputaciones  pro- 
vinciales y  los  Ayuntamientos,  y  tal  vez  algunos  Sindicatos,  etc. 

CAPITULO  XII 
Concordato,  articulo  10 

PROVISION  DE  BENEFICIOS  NO  CONSISTORIALES 

§  1.    Provisión  en  general 

En  la  provisión  de  oficios  no  consistoriales  se  seguirán  aplicando  las 
disposiciones  del  Acuerdo  estipulado  el  16  de  julio  de  1946  (art.  10). 

227.  Nociones.  El  nombre  beneficio  en  Roma,  durante  la  República  y 
los  primeros  siglos  del  imperio,  designaba  las  recompensas  que  se  hacían 
a  los  militares  beneméritos  por  los  jefes  del  ejército  o  por  el  Emperador; 
como  ascensos,  exención  de  cargos,  concesión  de  tierras  del  ager  publicus. 
Más  tarde  significó  en  general  la  retribución  de  un  servicio  por  el  disfrute 
de  determinados  bienes  inmuebles,  especialmente  tierras.  De  los  benefi- 
cios romanos  tomó  sin  duda  la  Iglesia  el  nombre  de  beneficio,  para  signi- 
ficar cierta  retribución  que  ella  da  a  los  clérigos  que  desempeñan  un  oficio 
eclesiástico,  por  razón  del  cual  pueden  llamarse  milites  Christi,  soldados  de 
Cristo,  como  llamaba  San  Pablo  a  su  laborioso  discípulo  Timoteo  (1). 

La  palabra  beneficio  en  el  sentido  riguroso  que  hoy  tiene  no  se  usó 
hasta  el  siglo  viii. 

Historia.  Los  primeros  beneficios  fueron  los  parroquiales.  Antes  la 
Iglesia  sustentaba  a  los  sacerdotes  enviados  por  el  Obispo  a  ejercer  la  cura 


(1)    Carta  II  a  Timoteo,  2,  3. 


216 


PROVISIÓN  DE  BENEFICIOS  NO  CONSISTORIALES 


de  almas  entre  los  campesinos;  hacia  el  siglo  v  estos  sacerdotes  eran  ya 
fijos  en  determinados  territorios,  y  la  retribución  o  dotación  se  incorpora 
en  una  unidad  juridica  indisoluble  con  el  servicio  prestado  u  oficio  ejer- 
cido; esto  es,  al  oficio  estable  de  la  cura  de  almas  va  aneja  la  propiedad 
de  ciertos  bienes,  principalmente  tierras,  cuyos  rendimientos  o  rentas  o 
frutos  pertenecen  al  sacerdote  que  desempeña  el  cargo.  Así  nacieron  los 
beneficios  eclesiásticos  hacia  el  siglo  v  en  el  campo,  hacia  el  x  en  las  ciu- 
dades, fuera  de  Roma  y  Alejandría,  donde  ya  existieron  en  el  siglo  v. 
Más  tarde  fueron  naciendo  otros  beneficios  como  canonicatos,  capellanías, 
etcétera. 

228.  Definición.  Tal  concepto  en  sus  líneas  fundamentales  se  man- 
tiene en  el  derecho  canónico  actual.  El  can.  1409  define  el  beneficio,  un 
ente  jurídico  erigido  a  perpetuidad  por  la  competente  autoridad  eclesiás- 
tica, y  que  consta  de  oficio  sagrado  y  derecho  a  percibir  las  rentas  de  la 
dote  aneja  al  oficio. 

Consta,  pues,  de  dos  elementos:  oficio  sagrado  y  derecho  a  las  rentas 
de  la  dote  aneja  a  este  oficio,  esto  es  la  prebenda;  con  dos  condiciones:  la 
erección  en  persona  moral  o  jurídica,  hecha  por  la  autoridad  eclesiástica 
competente,  y  la  perpetuidad  de  ese  ente. 

División.  Beneficios  consistoriales  se  llaman  los  que  se  confieren  a  de- 
terminadas personas  por  el  Papa  en  el  consistorio.  Es  el  consistorio  la 
reunión  del  Papa  con  los  Cardenales  para  deliberar  sobre  asuntos  de  gran 
importancia  para  la  Iglesia.  Privado  es  aquel  en  que  sólo  participan  el 
Papa  y  los  Cardenales;  semipúhlico,  en  el  que  toman  parte  también  algunos 
Obispos;  público,  al  que  asisten  personas,  aun  seglares,  que  han  logrado 
tarjeta  de  entrada.  Este  es  el  que  se  celebra  para  imponer  el  capelo  a  los 
nuevos  Cardenales.  Pues  bien,  los  beneficios  consistoriales  se  confieren  en 
consistorio  secreto;  y  esta  colación  o  provisión  se  llama  preconización;  y 
com.o  este  consistorio  se  celebra  de  tarde  en  tarde,  si  entre  tanto  es  nece- 
sario proveer  un  beneficio  consistorial,  se  hace  la  provisión  por  decreto  de 
la  Sagrada  Congregación  Consistorial;  y  más  tarde  se  publica  en  el  Con- 
sistorio secreto. 

Beneficios  consistoriales  apenas  hay  otros  que  los  Obispados;  los  demás 
son  no  consistoriales,  ya  los  provean  los  Obispos,  ya  la  Santa  Sede,  o  sea 
la  Dataría  Apostólica;  por  ejemplo,  las  dignidades  de  los  calbidos  cano- 
nicales. 

229.  Provisión  es  la  concesión  de  un  beneficio  a  cierta  persona  hecha 
por  la  competente  autoridad  eclesiástica,  según  la  norma  del  derecho 
Ccan.  147).  Comprende  tres  actos:  a)  la  designación  de  la  persona;  t>)  la 
concesión  del  título  o  propiedad  al  designado;  c)  la  toma  de  posesión. 

Cuando  la  persona  es  designada  por  el  superior  mismo,  que  da  el  título, 
la  provisión  se  llama  libre  colación;  cuando  la  señala  un  colegio  electoral 
por  votos,  la  provisión  es  por  elección  y  subsiguiente  confirmación  del  su- 
perior competente;  por  fin  cuando  la  persona  la  propone  quien  tenga  pri- 
vilegio para  ello,  la  provisión  es  por  presentación  y  subsiguiente  institución 
canónica  hecha  por  el  superior.  La  posesión  es  la  ocupación  del  beneficio 
ya  concedido. 

230.  Notas  históricas.  Sobre  la  provisión  de  obispados,  ya  dijimos  (nú- 
meros 198-207).  Por  lo  que  toca  a  los  beneficios  inferiores  o  no  consisto- 
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ríales:  1)  A  los  principios  los  parroquiales,  que  fueron  los  primeros,  los 
proveía  libremente  el  Obispo.  2)  Hacia  el  siglo  vi  y  vii,  cuando  comen- 
zaron las  fundaciones  de  iglesias  y  beneficios  por  personas  particulares,  fue 
naciendo  el  derecho  de  patronato  o  presentación  de  los  fundadores.  3)  Por 
el  siglo  XI  comenzaron  los  beneficios  catedralicios:  las  dignidades  se  con- 
ferian por  elección  del  cabildo,  las  canonjías  por  colación  simultánea  del 
Obispo  y  del  cabildo.  4)  En  el  siglo  xiv  empiezan  las  reservas  pontificias, 
en  virtud  de  las  cuales  la  Santa  Sede  se  adjudica  el  derecho  exclusivo  de 
conferir  ciertos  beneficios.  A  pesar  de  esto,  siempre  estuvo  en  vigor  el  prin- 
cipio de  que  en  la  colación  de  los  oficios  y  beneficios  el  Obispo  tiene  a  su 
favor  la  presunción  de  derecho;  esto  es,  al  Obispo  pertenece  la  libre  cola- 
ción de  ellos,  mientras  terceras  personas  no  prueben  algún  derecho  en  la 
colación. 

231.  En  España.  1)  Desde  que  se  concedió  a  los  Reyes  Católicos  Don 
Fernando  y  Doña  Isabel  el  patronato  parcial  sobre  las  iglesias  de  Granada 
y  sufragáneas;  y  a  Carlos  V  sobre  los  beneficios  consistoriales  en  general, 
los  Gobiernos  de  España  no  cesaron  de  esforzarse  por  obtener  el  patronato 
universal. 

2)  Dejando  a  un  lado  otros  pormenores  y  pasos  intermedios,  por  el 
Concordato  de  1753  se  concedió  a  los  Monarcas  el  llamado  patronato  uni- 
versal, esto  es,  el  derecho  de  presentación  para  todos  los  beneficios  antes 
reservados  a  la  Santa  Sede;  exceptuando  los  consistoriales,  y  52  no  con- 
sistoriales. El  Papa  renunció  a  las  reservas  pontificias,  exceptuando  las  de 
los  obispados  y  las  de  52  beneficios  no  consistoriales.  Concedió  a  los  Monar- 
cas el  llamado  patronato  universal,  que  en  absoluto  no  lo  era;  a  saber,  el 
derecho  de  presentación  para  los  beneficios  que  por  aquella  renuncia  que- 
daron no  reservados  al  Papa,  los  cuales  serian  conferidos  por  los  Obispos, 
previa  presentación  del  Rey.  Otros  eran  de  libre  colación  de  los  Prelados, 
y  otros  de  patronato  o  presentación  particular. 

3)  El  Concordato  de  1851  aumentó  en  tres  los  beneficios  reservados  a  la 
Santa  Sede.  Con  respecto  a  los  Prelados  por  una  parte  mitigó  un  poco  el 
patronato  real,  estableciendo  la  alternativa  con  la  Corona  en  la  provisión 
de  las  dignidades,  canonjías  y  beneficios  capitulares,  haciendo  que  unas 
veces  fuesen  de  presentación  y  otras  de  libre  colación,  menos  el  deanato, 
que  siempre  serla  de  presentación  real.  Mas  por  otro  lado  quedó  la  cosa  peor, 
pues  se  quitó  a  los  Obispos  la  facultad  de  proveer  libremente  todos  los 
beneficios  que  vacasen  en  los  cuatro  meses  ordinarios,  marzo,  mayo,  julio, 
octubre;  los  otros  ocho  se  llamaban  pontificios,  entrando  estos  beneficios 
en  la  alternativa;  y  además  esta  alternativa  quedó  menguada  en  contra  del 
Obispo,  porque  el  art.  18  dispuso  que  en  las  vacantes  por  renuncia  o  por 
promoción  del  titular  a  otro  beneficio  la  provisión  será  siempre  de  patronato 
real,  y  asimismo  las  que  vaquen  sede  vacante,  o  las  que  hayan  dejado  de 
proveer  los  Obispos  a  quienes  corresponda  proveerlo,  al  tiempo  de  su  muer- 
te, traslación  o  renuncia. 

Mas  a  fin  de  coartar  un  tanto  las  presentaciones  reales  para  los  benefi- 
cios capitulares,  fueron  apareciendo  una  serie  de  decretos  concordados  con 
el  Nuncio,  en  los  que  se  venía  a  establecer  cierto  escalafón,  en  virtud  de 
la  cual  las  personas  de  un  cabildo  van  pasando  a  otro  beneficio  conforme 
a  un  complicado  sistema  de  años,  categorías,  etc. 
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4)  Un  remedio  más  general  le  trajo  el  Real  Decreto  de  10  de  mar.  1924, 
durante  la  Dictadura  de  Primo  de  Rivera,  por  el  cual  se  creó  la  Junta  Dele- 
gada del  Real  Patronato,  compuesta  por  el  Arzobispo  de  Toledo,  Presidente, 
por  un  Arzobispo,  dos  Obispos,  una  Dignidad,  un  Canónigo  y  un  Beneficiado. 
La  misión  de  esta  Junta  era  proponer  al  Rey  las  personas  que  habrían  de 
ocupar  las  prebendas  y  beneficios,  cuya  provisión  correspondía  a  la  Corona 
en  virtud  del  Concordato. 

Este  urgió  la  obligación  de  la  residencia  de  los  capitulares,  prohibiendo 
que  a  ninguno  se  confiriesen  cargos  o  comisiones  incompatibles  con  la  re- 
sidencia, si  no  renunciaban  a  su  prebenda;  y  no  admitiendo  en  el  cabildo 
a  los  que  ya  poseyeran  alguno  de  tales  cargos  (art.  19). 

Limitó  más  la  presentación  real,  pero  también  la  libertad  de  los  Pre- 
lados en  la  provisión,  el  sistema  de  oposiciones.  Ya  se  preceptuaba  la  opo- 
sición para  las  canonjías  de  oficio,  en  el  art.  18;  pero  posteriormente  se 
extendió  a  otras  piezas. 

Con  estas  disposiciones  y  con  tener  su  congrua  sustentación  los  benefi- 
cios capitulares,  aunque  no  muy  abundante,  hasta  los  últimos  tiempos,  el 
cabildo  adquiría  cierto  prestigio  de  doctrina  garantizada  por  las  oposiciones, 
y  más  independencia  de  los  Ministros  de  la  Corona,  y  del  arbitrio  de  los 
Prelados,  pudiendo  cumplir  con  más  exactitud  su  función  primarla,  que  es 
el  oficio  de  coro. 

5)  Con  el  advenimiento  de  la  segunda  República  apenas  pueden  mante- 
nerse los  cabildos.  Menos  aún  durante  la  guerra  1936-39.  Después  las  pro- 
visiones de  beneficios  se  hacen  prescindiendo  de  legislación  concordada, 
ya  que  se  dio  por  caducado  el  Concordato  de  1851 ;  hasta  que  se  firmó  el 
Convenio  de  1946. 

La  provisión  de  las  parroquias,  en  virtud  del  Concordato  de  1851  se 
hacía  siempre  por  presentación  real,  nombrando  el  Rey  uno  de  los  tres 
sacerdotes  de  la  terna  que  para  cada  parroquia  le  propusiese  el  Obispo, 
previo  concurso.  A  no  ser  las  de  patronato  particular  (art.  26). 

§  2.    Convenio  de  1946 

232.  El  Concordato,  art.  10,  incorpora  a  sí  el  Convenio  de  16  de  julio 
de  1946,  sin  reproducir  su  texto.  Este  Convenio  a  su  vez  estaba  ya  prometido 
para  fecha  próxima  en  el  Convenio  de  7  de  junio  de  1941;  7)  En  lo  relati- 
vo a  la  provisión  de  los  beneficios  no  consistoriales,  en  el  mismo  momento 
de  la  firma  de  este  Convenio  se  iniciará  la  oportuna  negociación  para  con- 
cluir otro  en  el  que  se  establezcan  las  normas  para  su  provisión. 

No  pudo  ser  tan  pronto  como  se  ansiaba  la  conclusión  del  Convenio  sobre 
la  provisión  de  beneficios  no  consistoriales,  hízose  esperar  cinco  años. 
En  el  art.  10  de  este  Convenio  de  1946  se  prevé  la  incorporación  de  sus 
normas  al  nuevo  Concordato. 

No  todo  lo  que  en  el  Convenio  se  contiene  ha  pasado  al  Concordato. 
Porque  en  el  art.  10  del  Convenio  directa  y  principalmente  se  trata  de  la 
provisión  de  beneficios  no  consistoriales;  incidental  y  transitoriamente 
(le  otras  materias.  Asi  en  el  art.  O,  de  la  dotación  de  los  beneficios;  la  cual 
está  regulada  de  manera  algo  distinta  en  el  art.  19  del  Concordato.  En  el 
art.  10  del  (Convenio  se  estipula  su  interinidad  hasta  el  nuevo  Concordato, 
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y  el  compromiso  del  Gobierno  de  observar  entre  tanto  los  cuatro  artículos 
primeros  del  Concordato  de  1851;  y  de  no  legislar  en  materia  mixta  sin 
acuerdo  con  la  Santa  Sede.  Estos  dos  compromisos  están  de  otro  modo  ya 
consignados  como  obligación  permanente  en  el  Concordato  actual. 

233.  Comunicaciones  adicionales.  Asimismo  en  las  Comunicaciones 
adicionales  al  Convenio  de  la  misma  fecha,  entre  el  Nuncio  y  el  Ministro 
de  Asuntos  Exteriores  (2),  se  contienen  cuatro  disposiciones,  de  carácter 
transitorio  tres  de  ellas:  la  segunda  referente  a  la  provisión  de  beneficios 
vacantes  hasta  la  firma  del  Convenio;  la  tercera,  sobre  el  turno  de  provi- 
sión de  esos  beneficios  entonces  vacantes;  la  cuarta,  relativa  a  la  provisión 
de  las  prebendas  del  Priorato  nullius  de  Ciudad  Real,  a  las  cuales  provi- 
sionalmente se  aplicaron  las  normas  dadas  en  el  Convenio  para  las  dió- 
cesis, hasta  que  se  aplique  lo  establecido  en  la  bula  de  Pío  IX  Ad  Apostoli- 
cam,  18  nov.  1875.  Esta  bula  debe  aplicarse  desde  la  vigencia  del  Concor- 
dato. Pues  en  el  art.  8  de  éste  se  dice  que  continuará  subsistiendo  este 
Priorato.  En  el  10,  que  en  la  provisión  de  beneficios  no  consistoriales,  se 
observará  lo  estipulado  en  el  Convenio  de  16  de  julio  1946,  sin  restriccio- 
nes: ahora  bien,  en  el  art.  6  del  Convenio  se  establece  que  las  prebendas 
del  Priorato  se  conferirán  conforme  a  la  bula  Ad  Apostolicam.  Por  fin,  en 
la  edición  hecha  por  el  Gobierno  del  Concordato  y  documentos  que  en  él 
se  citan  se  han  suprimido  estas  tres  disposiciones  interinas  del  Convenio 
mencionado. 

234.  Tasas  por  la  provisión.  La  primera  de  las  tres  comunicaciones 
adicionales  a  este  Convenio  se  refiere  a  las  tasas  o  derechos  que  han  de 
satisfacerse  por  la  expedición  de  bulas,  cuando  la  provisión  de  los  benefi- 
cios corresponde  a  la  Santa  Sede.  Pagarán  la  mitad  de  los  derechos  que 
generalmente  suelen  fijarse  en  la  expedición  de  las  bulas  apostólicas  para 
cada  provisión.  Además,  en  los  casos  de  presentación  del  Jefe  del  Estado 
se  establece  que  la  exención  de  derechos  será  total. 

Esta  adición  no  tiene  carácter  interino,  como  las  otras  tres,  y  creemos 
que  seguirá  vigente,  aunque  no  se  contiene  en  el  Concordato,  y  se  suprimió 
en  la  mencionada  edición  hecha  por  el  Gobierno.  Pues  de  las  tasas  nada 
se  estipula  en  el  Concordato,  y  sin  embargo  es  evidente  que  han  de  pa- 
garse. 

Además  esa  rebaja  de  la  mitad,  y  la  exención  total  cuando  la  presenta- 
ción a  la  Santa  Sede  la  hace  el  Jefe  del  Estado,  eremos  que  obedecen  a 
un  cierto  principio  de  equidad:  en  el  Concordato  de  1753,  en  que  Bene- 
dicto XIV  renunció  a  las  reservas  pontificias,  exceptuando  las  reservas  de 
los  obispados  y  de  52  beneficios  españoles,  España  dio  al  Papa  una  com- 
pensación pecuniaria,  para  compensar  entre  otras  cosas  los  derechos  de 
expedición  de  bulas  por  la  colación  de  beneficios  antes  reservados  a  la 
Santa  Sede,  y  que  en  adelante  los  conferirían  los  Obispos,  previa  la  pre- 
sentación del  Rey.  Pues  bien,  bastantes  de  aquellas  reservas  suprimidas  han 
revivido  en  el  Concordato  actual;  estos  beneficios  reservados  los  confe- 
rirá la  Santa  Sede  por  bula,  o  más  exactamente  hablando,  por  breve;  y 
como  ya  se  le  dio  entonces  la  compensación,  que  fue  un  capital  cuyas 
rentas  equivaliesen  a  los  derechos  que  la  Santa  Sede  dejaría  de  percibir 
cada  año  por  la  renuncia  que  hizo  de  las  reservas;  al  restablecerse  en  parte 


(2)    Véanse  en  Sal  Terrae,  1946,  pp.  698-9. 
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esas  reservas  y  en  consecuencia  la  expedición  de  bulas;  parece  razonable, 
que  se  rebajan  los  derechos  por  éstas. 

Esta  rebaja  y  supresión  sólo  se  menciona  en  el  Convenio  de  1946  sobre 
beneficios  no  consistoriales;  no  asi  en  el  de  1941  sobre  provisión  de  obispa- 
dos, que  son  consistoriales;  por  lo  cual  creemos  que  no  alcanzan  a  las  bulas 
de  nombramiento  de  los  Obispos.  Y  parece  natural,  pues  a  las  reservas  pon- 
tificias de  los  obispados  no  renunció  el  Papa  por  el  Concordato  de  1751;  y 
por  tanto  no  le  dio  el  Rey  compensación,  ya  que  la  Santa  Sede  siguió  ex- 
pidiendo las  bulas  de  nombramiento  de  los  Obispos  y  cobrando  sus  de- 
rechos. 

235.  Normas  de  tramitación  para  ejecutar  el  Convenio.   El  19  de 

julio  de  1946  se  dio  un  decreto  del  Ministerio  de  Justicia  estableciendo  nor- 
mas de  tramitación  para  ejecutar  el  Convenio. 

1.°  Desde  la  fecha  del  decreto  los  Prelados  mandarán  al  Ministerio  de 
Justicia  relaciones  de  las  vacantes  en  las  catedrales,  colegiatas,  capillas  de 
Reyes  y  de  Mozárabes.  2.°  La  dirección  General  de  Asuntos  Eclesiásticos 
tomará  nota  de  ellas  y  llevará  el  libro  de  turnos  establecido  en  los  arts.  3  y  5 
del  Convenio.  3.°  De  toda  pieza  que  en  lo  sucesivo  vacare  en  las  men- 
cionadas catedrales,  etc.,  el  Prelado  dará  noticia  al  Ministerio,  expresando 
la  fecha  de  la  vacante,  su  causa,  nombre  y  apellidos  de  su  anterior  titular; 
y  en  su  caso,  el  turno  y  forma  en  que  crea  que  debe  proveerse,  sobre  lo 
cual  se  procederá  de  mutuo  acuerdo.  4.°  Cuando  en  la  provisión  inter- 
venga el  Jefe  del  Estado,  los  Prelados  enviarán  las  ternas  al  Ministerio  de 
Justicia,  para  que  éste,  una  vez  informadas  por  la  Dirección  General  de 
Asuntos  Eclesiásticos,  las  eleve  al  Jefe  del  Estado,  para  la  presentación  del 
candidato  a  la  Santa  Sede  o  al  Prelado.  En  el  primer  caso  el  Ministro  pasará 
la  propuesta  al  Nuncio,  y  éste,  una  vez  hecho  el  nombramiento  por  la 
Santa  Sede,  le  entregará  al  Ministro.  5.°  Todo  nombramiento  realizado 
en  virtud  de  presentación  del  Jefe  del  Estado,  se  publicará  en  el  Boletín 
Oficial  del  Estado  (3). 

Como  se  ve,  consérvase  la  práctica  de  intervenir  en  la  provisión  de  be- 
neficios no  consistoriales  al  Ministerio  de  Justicia  por  medio  de  la  Direc- 
ción General  de  Asuntos  Eclesiásticos.  Mientras  que  en  el  nombramiento 
de  los  Obispos  interviene,  según  creemos,  el  Ministerio  de  Asuntos  Ex- 
teriores. 

El  citado  decreto  seguirá  siendo  norma  de  trámite  como  hasta  el  pre- 
sente. 

236.  Interpretaciones  auténticas.  La  Nunciatura  el  1.°  de  abril  de 
1947  comunicó  a  los  Prelados  ocho  interpretaciones  auténticas,  aclarando 
dudas  propuestas  (4).  Alli  mismo  se  prometen  otras  declaraciones  sobre 
las  reservas  pontificias,  las  cuales  no  han  llegado  a  nuestras  manos  (5). 

237.  Principio  generaL  La  provisión  de  los  beneficios  no  consisto- 
riales pertenece  a  la  autoridad  eclesiástica,  la  cual  los  confiere  en  confor- 


(3)    Alcubilla,  Dircinruirio  de  Administración,  1946,  p.  260, 
C4)    Véíinse  c-n  Sal  Tcrrae,  1947,  pp.  524-5. 

(5)  Sobre  el  Convenio  de  16  de  julio  1946  publicó  una  serie  de  artículos  el 
P.  RoBLKDA,  S.  I.,  en  Sal  Terrae,  1949,  pp.  415-26;  519-20;  651-63;  1950,  pp.  241- 
53;  540-51;  en  el  cual  nos  inspiramos  para  el  presente  capítulo. 
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midad  con  el  Código  de  Derecho  canónico;  salvo  cuanto  por  concesión  de 
la  Santa  Sede,  en  consideración  de  las  tradiciones  católicas  de  España  se 
dispone  en  el  presente  Convenio  (art.  1). 

Este  noble  reconocimiento  del  principio  de  derecho  público  eclesiástico 
honra  al  Gobierno  español,  el  cual  con  esto  reniega  de  las  falsas  doctrinas 
regalistas,  galicanas  y  liberales,  que  adjudicaban  al  Estado,  como  dere- 
cho suyo  nativo,  la  intervención  en  el  nombramiento,  para  los  cargos  ecle- 
siásticos. 

En  términos  todavía  más  explícitos  y  universales  lo  había  reconocido 
en  el  Convenio  de  7  de  junio  de  1941,  sobre  el  nombramiento  de  Obispos, 
art.  7:  La  Iglesia,  a  la  que  por  derecho  propio  y  nativo  corresponde  incluso 
la  provisión  de  aquellos  beneficios  no  consistoriales  sobre  los  que  el  Rey 
de  España  gozaba  de  particulares  privilegios,  está  dispuesta,  no  obstante, 
a  hacer  también  en  este  punto  algunas  concesiones  al  Gobierno  español. 

Confiesa  el  Gobierno  que  a  él  ningún  derecho  propio  y  nativo  le  corres- 
ponde en  la  provisión  de  los  beneficios  eclesiásticos;  espera  que  la  Iglesia 
le  concederá  alguna  intervención,  y  declara  que  cuanto  se  le  concede  es 
favor  o  privilegio  de  la  Santa  Sede;  y  esto  en  consideración  a  las  tradicio- 
nes católicas  de  España. 

238.  El  derecho  de  patronato  así  le  define  el  can.  1448;  suma  de  pri- 
vilegios, con  algunas  cargas,  que  por  concesión  de  la  Iglesia  competen  a 
los  fundadores  católicos  de  una  iglesia,  capilla  o  beneficio;  o  a  sus  causaha- 
bientes.  El  principal  de  los  derechos  contenido  en  el  patronato  es  el  de 
presentación  de  la  persona  que  ha  de  regir  esa  iglesia  o  capilla  o  poseer  el 
beneficio;  por  eso  se  suele  llamar  derecho  de  patronato  al  derecho  de  pre- 
sentación. Pero  el  derecho  a  designar  la  persona  puede  ser  concedido  por 
otro  título  distinto  de  la  fundación  de  la  iglesia  o  capilla,  o  del  beneficio,  y  en- 
tonces el  derecho  de  presentación  se  llama  derecho  de  nombramiento  en  al- 
gunos documentos;  aunque  se  usan  indistintamente  los  dos  nombres; 
y  hoy  la  Santa  Sede  prefiere  que  se  emplee  la  palabra  presentar  a  la  nom- 
brar (n.  206). 

En  realidad  el  derecho  de  presentación  otorgado  hoy  al  Jefe  del  Estado 
español,  es  muy  restringido  con  respecto  al  derecho  de  patronato  anterior: 
restringido  en  cuanto  a  la  extensión,  pues  abarca  menos  beneficios:  así, 
no  se  extiende  a  las  parroquias  que  son  unas  diez  y  ocho  mil;  y  restringido 
en  cuanto  a  la  intensidad,  pues  no  llega  nunca  a  ía  iniciativa  de  presentar 
una  persona  cualquiera;  redúcese  a  seleccionar  una  de  las  tres  que  le  pro- 
ponga la  autoridad  eclesiástica  competente. 

Aun  asi  es  un  privilegio  muy  apreciable,  otorgado  por  excepción  a  Es- 
Daña,  y  que  otras  naciones  nos  envidian;  aunque  por  otra  parte  lo  desaprue- 
ban escritores  extranjeros. 

§  3.    Provisión  de  parroquias 

Convenio,  artículo  2 

239.  Los  Ordinarios  diocesanos  procederán  a  la  provisión  de  las  parro- 
quias a  tenor  del  can.  459  y  previo  concurso  general  y  abierto,  de  acuerdo 
con  el  párrafo  4  de  dicho  canon. 
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Antes  de  publicar  los  nombramientos  de  los  párrocos,  los  notificarán 
reservadamente  al  Gobierno,  para  el  caso  excepcional  en  que  éste  tuviera 
que  oponer  alguna  dificultad  de  carácter  político  general. 

En  caso  de  divergencia  entre  el  Ordinario  y  el  Gobierno,  se  acudirá  a  la 
Santa  Sede,  la  cual,  de  acuerdo  con  el  Jefe  del  Estado,  tomará  la  decisión 
que  convenga. 

Transcurridos  30  días  desde  la  antedicha  comunicación  sin  que  el  Go- 
bierno haya  dado  respuesta,  su  silencio  se  interpretará  en  el  sentido  de 
que  no  existe  objeción  alguna,  y  el  nombramiento  será  publicado  sin  más. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  en  nada  afectarán  al  régimen  de  pro- 
visión de  curatos  de  patronato  particular. 

240.  Parroquia  es  un  beneficio  que  consta  del  oficio  sagrado  de  cura 
de  almas,  o  de  procurar  la  salvación  y  perfección  espiritual  de  los  fieles 
encomendados  al  beneficiado;  y  del  derecho  de  percibir  los  frutos  o  rentas 
de  la  dote  aneja  a  ese  oficio.  En  España  estas  rentas  son  las  asignaciones 
del  Estado;  y  en  algunas  parroquias  además  los  productos  de  otros  bienes, 
cuya  propiedad  pertenezca  al  mismo  beneficio,  que  es  persona  moral.  Asi 
en  Galicia  los  rendimientos  de  los  llamados  iglesiarios,  o  fincas  de  la 
iglesia. 

241.  Clases.  Pueden  ser  las  parroquias,  de  libre  colación,  de  elección, 
y  de  patronato.  De  elección  en  España  pudieran  decirse,  en  algún  sentido, 
las  de  las  colegiatas,  cuyo  párroco  es  el  Abad.  Sólo  indirectamente  pueden 
decirse  parroquias  de  elección,  en  cuanto  que  el  Abad  se  elige,  y  a  la  abadía 
va  aneja  la  parroquia;  y  ni  así  es  propiamente  electiva,  pues  el  cabildo, 
previa  la  oposición,  da  voto  meramente  calificativo  de  la  dignidad  mayor 
o  menor  de  los  opositores;  y  entre  los  calificados  dignos  el  Prelado  forma 
una  terna  para  que  el  Jefe  del  Estado  elija  uno  de  ellas  y  le  presente  a  la 
Santa  Sede.  Así  que  hablando  con  más  propiedad  las  parroquias  de  las  co- 
legiatas son  de  presentación  del  Jefe  del  Estado;  y  esto  indirectamente  y 
por  consecuencia,  en  cuanto  que  es  de  presentación  del  mismo  la  dignidad 
de  Abad,  a  la  que  la  parroquia  va  aneja.  Y  estas  parroquias  de  las  colegia- 
tas puede  decirse  que  son  las  únicas  de  presentación  o  de  patronato  del  Jefe 
del  Estado;  y  son  de  provisión  pontificia. 

De  patronato  particular  hay  muchas,  principalmente  en  Galicia;  sólo 
en  la  diócesis  de  Santiago  hay  unas  400.  De  estas  parroquias  no  se  ocupa  el 
Concordato. 

Fuera  de  las  anteriores,  hoy  todas  son  de  libre  colación  del  Ordinario 
diocesano,  o  sea  del  Obispo.  Al  contrario  de  lo  establecido  en  el  Concordato 
de  1851,  art.  26;  en  el  cual  todas  eran  de  patronato  real,  fuera  de  las  de  pa- 
tronato particular. 

242.  Idoneidad  del  candidato.  Idoneidad  canónica  es  el  conjunto  de 
cualidades  requeridas  en  el  sujeto  por  el  derecho  común  o  particular,  o  por 
la  ley  de  fundación,  para  la  parroquia  (can.  153). 

Indica  el  Convenio  que  los  Ordinarios  diocesanos  procederán  a  la  pro- 
visión, a  tenor  del  can.  459:  en  el  cual  se  dice  que,  gravemente  cargada  su 
conciencia,  el  Ordinario  tiene  obligación  de  conferir  la  parroquia  vacante 
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al  Que  juzgue  más  digno  para  regirla,  sin  acepción  de  personas;  teniendo 
en  cuenta  no  sólo  la  ciencia,  sino  también  las  demás  cualidades  requeridas 
para  regir  dignamente  la  parroquia  vacante. 

Salas  populi  suprema  lex  esto.  En  la  colación  de  parroquias  ha  de  aten- 
derse ante  todo  al  bien  del  pueblo;  no  ha  de  tratarse  de  honrar  a  personas 
ni  de  premiar  méritos;  no  han  de  darse  las  parroquias  principales  a  tal 
o  cual  sacerdote,  precisamente  porque  han  sido  grandes  profesores  de  Teo- 
logía, o  porque  prestaron  notables  servicios  a  la  diócesis.  Para  esto  está 
muy  bien  que  se  les  dé  una  dignidad  o  canonjía;  pero  darles  una  parro- 
quia principal,  no  siendo  aptos  para  regirla,  es  de  fatales  consecuencias  y 
de  gravísima  responsabilidad  para  el  Prelado. 

Asimismo  ha  de  huirse  de  toda  acepción  de  personas,  que  no  es  menos 
dañina  para  las  almas.  Acepción  de  personas  es  el  vicio  o  abuso  por  el 
cual  en  la  distribución  de  cargos,  o  gracias,  en  la  administración  de  justi- 
cia, etc.,  se  favorece  a  ciertas  personas  más  que  a  otras,  no  por  los  motivos 
que  razonablemente  deben  tenerse  en  cuenta,  sino  por  causas  que  en  el 
caso  no  son  atendibles,  v.  gr.,  por  amistad,  parentesco,  gratitud,  simpatía, 
o  por  antipatía  a  la  parte  adversa,  etc.  Dios  no  es  aceptador  de  personas, 
dice  San  Pedro,  Act.  Apost.  10,  34,  y  así  tampoco  ha  de  serlo  el  Prelado, 
que  es  su  representante,  en  la  distribución  de  los  cargos. 

En  cualquiera  forma  de  provisión,  el  Prelado  no  puede  conferir  el  tí- 
tulo de  la  parroquia,  sin  haber  comprobado  la  idoneidad  del  sujeto. 

§  4.    Parroquias  de  patronato  particular 

243.  Derecho  de  patronato  es  el  conjunto  de  privilegios,  con  algunas 
cargas,  que  por  concesión  de  la  Iglesia  competen  a  los  fundadores  católicos 
de  una  iglesia  o  capilla  o  beneficio;  y  también  a  sus  causahabientes 
(can.  1448).  Suele  definirse  por  su  privilegio  principal:  el  derecho  de  pre- 
sentar a  un  clérigo  para  un  beneficio  vacante,  a  fin  de  que  se  le  conceda  el 
titulo  o  propiedad. 

244.  Modos  de  adquirirle.  Originarios  son  aquellos  por  los  cuales  se 
constituye  por  primera  vez  el  derecho;  derivados,  aquellos  por  los  cuales  se 
trasmite  el  derecho  ya  existente  a  otros.  Originarios  se  enumeraban:  1)  la 
fundación,  la  edificación,  la  dotación  de  la  iglesia,  capilla  o  beneficio;  2)  el 
privilegio;  3)  la  prescripción. 

Fundación  es  la  donación  del  solar;  edificación  el  pago  de  la  construc- 
ción; dotación  la  donación  de  bienes  suficientes  para  la  conservación,  el 
culto  y  sustento  de  los  ministros.  Si  uno  mismo  aportaba  las  tres  cosas,  era 
patrono  por  tres  títulos:  sí  eran  diversos,  serían  compatronos  (can.  1460, 
3).  Bastaba  uno  de  estos  tres  títulos  para  adquirir  el  derecho  (can.  1469, 
§  1,  n.  2,  3). 

Equiparábase  a  aquéllas  la  reedificación  y  la  redotación,  si  el  edificio 
se  arruinó  o  pereció  la  dote. 

Este  era  el  modo  ordinario,  consignado  en  el  derecho. 

Privilegio  es  modo  extraordinario.  El  patronato  así  adquirido  se  llama 
por  algunos  derecho  de  nombramiento,  como  el  que  tiene  el  Jefe  del  Estado 
español  en  muchos  beneficios,  aunque  hoy  no  agrada  a  )a  Santa  Sede  que 
se  llame  derecho,  de  nombrar,  sino  de  presentar. 

La  prescripción  inmemorial  contra  una  iglesia  libre  o  contra  un  bene- 
ficio de  libre  colación  producía  presunción  de  privilegio  concedido,  no 
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daba  el  privilegio  mismo;  y  admitía  prueba  en  contrario,  de  suerte  que  sí 
se  probase  que  el  derecho  se  apoyaba  en  un  titulo  espúreo,  caia,  a  pesar 
de  la  posesión  inmemorial. 

Modos  derivados,  a)  La  sucesión  hereditaria.  Es  el  principal.  Por  él 
pasa  a  los  herederos  testamentarios  o  ab  intestato,  aun  a  personas  extrañas 
a  la  familia,  a  no  ser  que  el  patronato  sea  familiar  (can.  1449,  n.  3). 

b)  El  contrato:  1)  La  donación.  El  patronato  personal  no  puede  do- 
narse sin  consentimiento  del  Ordinario.  El  real  sí,  si  se  dona  la  cosa  a  que 
va  anejo  (can.  1453). 

2)  La  venta.  No  puede  venderse  directamente,  porque  se  cometería  si- 
monía; indirectamente  se  puede  vender  el  patronato  real,  vendiendo  la 
cosa  a  que  va  vinculado,  con  tal  que  no  se  aumente  el  precio  por  el  derecho 
de  patronato  anejo  a  ella  (can.  730). 

3)  Permuta.  El  personal  puede  permutarse  por  el  personal  con  el  con- 
sentimiento del  Ordinario,  pero  no  por  cosa  o  derecho  temporal,  lo  cual 
sería  simoníaco;  el  real  puede  permutarse  por  concomitancia  con  el  real,  si 
se  permutan  las  cosas  a  que  van  anejos. 

c)  La  prescripción  ordinaria,  aunque  no  vale  para  constituirle,  sí  para 
trasmitirle  (Trident.,  ses.  25,  cap.  9). 

245.  División  (can.  1449).  1.°  Por  el  modo:  es  real  o  personal  según 
que  vaya  anejo  a  una  cosa,  como  a  una  finca,  o  directamente  pertenezca  a 
la  persona. 

2.*^  Por  el  título:  eclesiástico,  laical,  mixto.  El  título  no  consiste  en 
el  estado  clerical  o  laico  del  patrono;  puede  un  clérigo  tener  patronato  lai- 
cal. Depende:  a)  De  la  naturaleza  de  los  bienes  con  que  se  erigió  la  igle- 
sia o  el  beneficio ;  si  eran  eclesiásticos,  eclesiástico  será  el  patronato,  b)  De 
la  naturaleza  pública  de  la  persona:  si  le  posee  el  patrono  como  persona 
eclesiástica;  v.  gr.,  como  presidente  del  Cabildo;  o  es  persona  moral,  ver- 
bigracia, el  Cabildo  mismo,  es  eclesiástico,  c)  De  la  donación  del  patro- 
nato hecha  por  el  fundador  a  tal  iglesia. 

Laical  será  si  fundó  el  beneficio  un  clérigo  o  laico  con  sus  bienes  patri- 
moniales. Mixto:  a)  si  se  fundó  con  bienes  parte  eclesiásticos  parte  lai- 
cales; b)  si  le  poseen  in  solidum  una  persona  privada  y  una  eclesiástica 
como  tal. 

246.  Subsistencia  de  las  parroquias  de  patronato  particular.  Las 

normas  del  Convenio  sobre  provisión  de  parroquias  no  afectan  a  las  de  pa- 
tronato particular  (art.  2). 

Hace  ya  años  vienen  siendo  estos  patronatos  objeto  de  conflictos  y  tam- 
bién de  gestiones  para  determinar  su  suerte;  y  el  prescindir  de  ellos  el 
Convenio  es  indicio  de  que  las  parroquias  de  patronato  particular  serán 
materia  de  un  nuevo  acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español. 

¡Ojalá  que  en  ese  Convenio  desaparezcan  todos  los  patronatos  particu- 
lares! No  habría  tanto  inconveniente  en  aceptarlos,  si  todos  los  sucesores 
fueran  tan  buenos  católicos  como  los  fundadores,  que  se  preocupasen  de 
presentar  sacerdotes  dignos;  pero  no  siempre  sucede  así.  Chichas  veces  los 
patronos,  aunque  buenos,  dejan  el  asunto  de  la  presentación  en  manos  de 
sus  aflniinistradores,  personas  con  frecuencia  poco  recomendables  y  que 
se  prestan  a  manejos  menos  nobles. 
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Y,  lo  que  es  peor,  los  mismos  sacerdotes  interesados  son  a  veces  los 
promotores  de  los  abusos  y  los  que  estorban  acaso  la  cesación  del  derecho 
de  patronato,  asumiendo,  de  acuerdo  con  el  patrono,  los  gastos  de  los 
pleitos  para  vindicar  el  derecho  de  presentación. 

Por  este  motivo  la  S.  Congregación  del  Concilio,  24  jul.  1928,  respondió 
al  Sr.  Arzobispo  de  Santiago:  "Para  eliminar  los  abusos  y  precaver  los  pe- 
ligros, los  Ordinarios,  según  su  prudente  arbitrio,  pueden  prohibir,  aun  con 
penas,  sin  excluir  la  privación  del  derecho  al  beneficio  adquirido  por  la  pre- 
sentación, que  el  clérigo  presentado  o  presentando  cargue  con  los  gastos 
del  proceso,  en  virtud  del  Convenio  con  el  patrono,  para  vindicar  el  derecho 
de  patronato  «  6). 

Tampoco  habria  tanta  dificultad  en  que  continuasen  los  patronatos,  si 
los  patronos  fuesen  tan  delicados  como  uno  que  conocimos,  que  nunca  pre- 
sentaba para  las  parroquias:  dejaba  a  los  Obispos  el  libre  nombramiento 
de  los  sacerdotes,  contentándose  con  que  después  le  notificasen  a  quién 
hablan  hecho  párroco;  no  para  oponer  objeción  alguna  ni  dar  su  confor- 
midad, sino  como  mero  reconocimiento  de  su  derecho  de  patronato.  Y  esto 
lo  hacia,  no  sólo  por  deferencia  a  los  Prelados  de  la  Iglesia,  sino  para 
tranquilidad  de  su  propia  conciencia,  pues  no  queria  él  cargar  con  la  res- 
ponsabilidad de  haber  nombrado  párrocos  menos  dignos. 

Ya  que  en  el  futuro  Convenio  con  el  Gobierno  no  se  juzgase  procedente 
la  supresión  de  los  patronatos  particulares,  podría  estipularse  una  conmu- 
tación: a  saber,  que  en  lugar  del  derecho  de  presentación,  el  párroco  libre- 
mente nombrado  por  el  Ordinario  hiciese  al  patrono  todos  los  años,  en  día 
determinado,  un  obsequio  convenido,  en  reconocimiento  de  su  derecho: 
además  de  los  sufragios  espirituales,  aun  perpetuos,  que  se  harían  en  la 
iglesia  parroquial,  por  ejemplo  un  aniversario. 

Por  fin.  si  en  el  futuro  Convenio  no  se  aceptase  la  supresión  del  derecho 
de  presentación,  podría  ésta  regularse  como  en  algunos  Concordatos  mo- 
dernos., y  como  regula  el  can.  1452  las  elecciones  y  presentaciones  populares 
o  patronatos  de  voces:  el  patrono  elegirá  uno  de  los  sacerdotes  de  la  terna 
que  el  Prelado  le  proponga;  el  asi  elegido  le  presentará  al  Prelado,  para 
que  éste  le  dé  la  institución  canónica. 

Asi  se  salvaría  en  lo  posible  la  deseada  libertad  de  la  Iglesia  en  el  nom- 
bramiento de  sus  pastores. 

247.  Provisión  de  las  parroquias  de  patronato  particular.  Parroquias 
de  patronato  particular  se  han  entendido  siempre  en  España  todas  las  que 
no  eran  de  patronato  reglo,  hoy  suprimido;  sean  de  patronato  eclesiástico, 
sean  de  patronato  laical. 

Para  las  de  patronato  eclesiástico  se  requería  en  el  anterior  derecho 
concordado  aprobación  en  concurso  abierto  en  la  diócesis  a  que  perteneciere 
la  parroquia  vacante.  Para  las  de  patronato  laical  o  mixto,  aprobación  o  en 
concurso  general  o  en  concursillo,  o  sea  concurso,  convocado  para  los  que 
quisieren  habilitarse  por  un  tiempo  determinado,  v.  gr.,  por  un  año,  a  fin 
de  aspirar  a  curatos  de  patronato  laical;  o  a  falta  de  aprobación  en  con- 
curso general  o  en  concursillo,  aprobación  en  concurso  especial,  que  se  con- 


i;6'    Regatillo.  Interpretatio  et  lurisprudentia  Codicis  luris  Canonici,  n.  739. 
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vocase  para  los  presentados  por  el  patrono,  dentro  de  los  cuatro  meses  de 
hecha  la  presentación. 

Bajo  el  nuevo  Concordato,  que  no  trata  de  las  parroquias  de  patronato 
particular,  los  Prelados  suelen  atenerse  a  la  práctica  anterior,  del  concurso 
general,  del  concursillo,  o  del  concurso  especial.  Pero  juzgamos  que  ahora 
no  es  obligatoria  ninguna  clase  de  concurso  para  la  provisión  de  parro- 
quias de  patronato  particular.  Pues:  a)  El  Concordato  de  1851,  que  le  impo- 
nía, caducó  y  el  Convenio  de  1946,  incorporado  al  nuevo  Concordato,  no 
le  exige;  t>)  por  otra  parte,  la  ley  del  concurso  hoy  es  excepcional,  y  las 
excepciones  son  de  estricta  interpretación  (can.  19).  Creemos,  pues,  que  los 
Prelados  españoles  podrían  proveer  las  parroquias  de  patronato  sin  con- 
curso alguno,  previo  el  examen  de  los  presentados  ante  el  mismo  Prelado  o 
un  delegado  suyo  y  dos  examinadores  sinodales,  y  hecha  las  investigaciones 
convenientes  acerca  de  los  candidatos,  a  tenor  del  can.  459,  §  1-3. 

Prenotificación  del  nombramiento  de  tal  persona  para  la  parroquia  al 
Gobierno,  tampoco  obliga  en  las  parroquias  de  patronato. 

248.  Provisión  de  parroquias  no  de  patronato.  El  Convenio  de  16  de 
julio  1946,  art.  2,  exige  para  la  provisión  de  estas  parroquias  de  libre  cola- 
ción del  Obispo,  que  son  la  generalidad:  a)  el  concurso;  b)  la  prenotifica- 
ción de  los  nombramientos  al  Gobierno.  El  concurso  es  modo  de  comprobar 
la  idoneidad  de  los  candidatos  para  las  parroquias.  La  prenotificación  de  los 
nombrados  es  una  garantía  que  se  da  al  Gobierno  de  que  no  se  nombrarán 
párrocos  que  puedan  ofrecer  tacha  de  carácter  político  general. 

249.  Comprobación  de  la  idoneidad.  Historia.  1)  Hasta  el  siglo  xii 
sólo  puede  decirse  que  los  Obispos  procuraban  designar  pastores  idóneos, 
sin  que  conste  nada  concreto  sobre  la  forma  especial  para  comprobar  su 
idoneidad. 

2)  Alejandro  III,  en  el  Concilio  III  de  Letrán  (1179-80),  para  el  debido 
desempeño  de  su  ministerio  parroquial  ordenó  que  se  eligiese  tal  persona, 
que  guardase  la  residencia  y  ejercitase  por  sí  misma  la  cura  de  almas  (7). 

3)  En  el  siglo  anterior  al  Concilio  de  Trento,  a  juzgar  por  las  lamenta- 
ciones de  los  Obispos  españoles  y  portugueses  en  aquella  asamblea,  se 
había  introducido  un  deplorable  descuido  en  la  selección  de  los  párrocos; 
y  para  remedio  del  mal,  los  portugueses  presididos  por  Fr.  Bartolomé  de 
ios  Mártires,  Arzobispo  de  Braga,  y  los  españoles  capitaneados  por  D.  Pedro 
Guerrero,  Arzobispo  de  Granada,  propusieron  el  concurso  para  cada  pa- 
rroquia (8).  Mas  como  no  detalló  manera  de  hacerle,  dejando  los  detalles 
a  los  concilios  provinciales,  con  cierta  libertad  para  añadir  y  quitar,  si- 
guiéronse prácticas  abusivas;  y  los  Papas  posteriores  fueron  concretando 
más  la  forma  del  concurso.  Hasta  que  Benedicto  XIV,  Const.  Cuín  illud, 
14  dic.  1742,  reguló  detalladamente  el  concurso  especial  para  toda  la 
Iglesia. 

4)  A  pesar  de  la  ley  tridentina  y  de  sus  complementarias,  el  concurso 
en  algunas  naciones  no  se  estableció;  en  otras  sólo  a  su  modo;  y  en  otras 
cayó  en  desuso.  Asi  en  Francia  estuvo  vigente  hasta  la  mitad  del  siglo  xvii, 
después  se  fue  suprimiendo. 

Donde  se  puso  de  lleno  en  práctica  fue  en  Italia,  Portugal  y  España  y 
las  repúblicas  americanas  hijas  de  estas  dos  últimas  naciones  (0). 

En  Portugal,  derrocada  la  Monarquía  el  año  1910,  decretó  la  Santa  Sede 


(7)  Decretales,  1.  3,  til.  4,  c.  3. 

(8)  Ses.  24,  cap.  18  de  ref. 

(9)  The  Cfitholic  Encyclopedia.  "Concursus". 
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el  13  de  julio  que  la  provisión  de  beneficios  se  hiciese  conforme  al  derecho 
común.  Y  antes  la  provisión  de  parroquias  se  hacía  por  concurso;  mas 
habiendo  surgido  dudas,  la  Congregación  del  Concilio,  13  abr.  1918,  decretó 
que  se  confiriesen  sin  concurso  (AAS.  11,  236). 

5)  Ultimamente  el  concurso  apenas  existía  más  que  en  Italia  el  espe- 
cial, y  en  España  el  general.  Así  que  al  tiempo  de  la  promulgación  del  Có- 
digo el  concurso  había  dejado  de  ser  ley  general  de  la  Iglesia. 

250.  En  España.  1)  Vimos  cómo  la  iniciativa  de  la  ley  tridentina 
partió  de  los  Obispos  españoles  y  portugueses.  Felipe  II  se  apresuró  a  de- 
clarar ley  del  reino  los  decretos  disciplinares  del  Concilio,  y  se  impuso  el 
concurso,  con  algunas  aclaraciones  hechas  por  los  Papas  para  nuestra  na- 
ción. Por  fin  el  Concordato  de  1851,  art.  26,  impuso  el  concurso  abierto,  con- 
forme al  Concilio  Tridentino. 

El  Concilio  de  Trento  prescribía  el  concurso  especial  para  cada  parro- 
quia; lo  mismo  el  Concordato  de  1851.  Sin  embargo,  prevaleció  el  concurso 
general,  debido  sin  duda  a  la  dificultad  de  celebrar  un  concurso  especial 
para  cada  curato,  dada  la  multitud  de  ellos  en  cada  diócesis. 

2)  Tal  fue  la  legislación  vigente  en  España  hasta  el  Convenio  de  6  de 
junio  de  1941,  en  que  se  estipuló:  "Hasta  que  se  haga  nuevo  Concordato, 
los  Prelados  proveerán  libremente  las  parroquias  conforme  al  Código  ca- 
nónico, sin  más  que  notificar  los  nombramientos  al  Gobierno  antes  de  la 
toma  de  posesión,  para  el  caso  excepcional  de  que  éste  tuviera  que  for- 
mular alguna  objeción  contra  el  nombramiento,  de  carácter  político  ge- 
neral". 

Opinábamos  que  desde  esta  fecha  dejó  de  ser  obligatorio  el  concurso 
en  España  para  las  parroquias;  así  como  dejó  de  ser  obligatoria  la  oposi- 
ción para  las  canonjías  de  oficio,  según  declaración  de  la  Dataría  Apos- 
tólica (10). 

El  can.  459  reconoce  dos  procedimientos  para  comprobar  la  idoneidad  de 
los  aspirantes  a  parroquias:  el  de  simple  investigación  y  examen,  y  el  de 
concurso. 

251.  Sistema  preferible.  El  concurso  tiene  estas  ventajas:  a)  Esti- 
mula al  estudio,  b)  Si  se  celebra  debidamente,  da  garantía  de  sinceri- 
dad en  la  provisión,  alejando  el  peligro  de  nepotismo,  üsonjas  al  Prelado 
y  otros  motivos  bastardos  que  vician  la  selección  de  los  sujetos.  Pero  no 
es  preferido  por  el  can.  459,  que  sólo  le  conserva  por  excepción  donde 
exista. 

Inconvenientes,    a)    La  dificultad  de  su  celebración. 

b)  El  especial  da  al  más  digno  derecho  estricto  a  la  colación  de  la  pa- 
rroquia y  produce  en  el  Prelado  obligación  de  justicia  conmutativa  de  dár- 
sela. De  aquí  las  reclamaciones  y  quejas  del  aspirante  y  las  perplejidades 
del  Obispo  para  apreciar  lo  que  pide  la  estricta  justicia  conmutativa. 

c)  El  general  ofrece  estos  inconvenientes:  1)  Las  parroquias  quedan 
vacantes  muchos  años,  contra  la  mente  del  can.  458.  2)  Aunque  no  da 
derecho  estricto  a  parroquia  determinada,  se  sienten  los  concurrentes  con 
cierto  derecho,  al  menos  de  justicia  distributiva,  correspondiente  a  sus  mé- 


(10)  Circular  de  la  Nunciat.,  30  dic.  1942;  Sal  Terrae,  1942,  pp.  354-64;  1946, 
pp.  185-204. 
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ritos.  3)  Menudean  en  él  los  disgustx)S  de  los  que  se  sienten  postergados, 
las  murmuraciones  y  quejas  y  hasta  reclamaciones  contra  los  Prelados,  y 
las  amarguras  del  Obispo.  Por  esto  les  infunde  temor  la  perspectiva  del 
concurso  y  le  retrasan  tantos  años;  de  suerte  que  en  muchas  diócesis  ape- 
nas hay  párrocos  en  propiedad,  como  si  el  efecto  primario  de  la  ley  del 
concurso  fuese  no  haber  concursos  ni  párrocos.  4)  Ni  están  exentos  de 
influencias  extrañas  los  concursos,  como  lo  atestigua  la  historia  y  la  ex- 
periencia. 

Asi  que  preferiríamos  la  provisión  de  parroquias  sin  concurso  (11). 

Esto  escribíamos  poco  antes  de  publicarse  el  Convenio  de  16  de  julio  de 
1946.  La  misma  preferencia  mostraban  otros  autores  graves  (12).  Pero  en 
el  Convenio  prevaleció  la  tendencia  contraria : 

Art.  2.°  Los  Ordinarios  diocesanos  procederán  a  la  provisión  de  las  pa- 
rroquias a  tenor  del  can.  459,  y  "previo  concurso  general  y  abierto",  de  acuer- 
do con  el  párrafo  cuarto  de  dicho  canon. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  en  nada  afectan  al  régimen  de  curatos 
de  patronato  particular. 

Acerca  de  éstos  se  estipulará  un  acuerdo  especial. 

El  concurso  es  obligatorio  aun  en  las  parroquias  de  provisión  pontificia. 
Así  se  deduce:  a)  De  la  analogía  con  las  canonjías  de  oficio  que  han  de 
proveerse  por  oposición  a  concurso  especial,  aunque  en  algún  caso  se  reser- 
ven a  la  Santa  Sede  (13).  b)  De  la  Instrucción  de  la  Dataría,  1  abr.  1942, 
n.  8  (14). 

252.  Investigación  y  examen.  Es  el  primero  y  preferido  método  de  ex- 
plorar la  idoneidad  de  los  promovendos  a  parroquias.  La  investigación  se 
dirige  a  informarse  el  Obispo  de  las  dotes  morales  del  sacerdote.  A  este 
fin,  además  de  otros  informes,  aun  secretos,  que  a  su  prudencia  se  dejan, 
ordena  el  can.  459,  §  3,  n.  1,  que  no  deje  de  registrar  los  documentos  que 
haya  en  el  archivo  tocantes  a  dicho  sacerdote. 

El  examen  se  refiere  a  la  ciencia;  debe  darse  ante  el  mismo  Ordinario 
local  y  dos  examinadores  sinodales.  Sin  embargo,  el  Ordinario,  con  el  con- 
sentimiento de  los  mismos  examinadores,  puede  dispensar  de  este  examen, 
cuando  se  trata  de  un  sacerdote  recomendado  por  su  conocida  ciencia 
teológica  (11.  3). 

Finalmente,  en  la  colación  de  las  parroquias,  en  igualdad  de  circunstan- 
cias, debe  preferir  a  los  que  salieron  más  airosos  en  los  exámenes  trienales 
que  todos  los  sacerdotes,  a  tenor  del  can.  130,  tienen  que  dar  después  de  ter- 
minada la  carrera  (n.  2). 

Respecto  a  este  examen  la  Comisión  de  Intérpretes,  24  nov.  1920;  AAS. 
12,  574,  dio  Jas  respuestas  siguientes: 

1.  VA  párroco  que  se  traslada  a  otra  parroquia  no  debe  sufrir  nuevo 
examen,  si  el  traslado  se  efectúa  a  propuesta  o  consejo  del  Ordinario;  debe 
darle  de  nuevo  si  se  traslada  a  petición  propia,  a  no  ser  que  el  Ordinario 


(11)  Sal  Terrae,  1946,  pp.  198-204. 

(12)  //  Monifore  Eclesiástico,  1932,  p.  305;  Maroto,  en  Apolliiiaris,  1931, 
p.  572. 

Circ.  (le  la  Nunict.,  1  nbr.  1947,  III. 
(14)    AAS.  34,  113. 
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con  los  examinadores  sinodales  juzgue  que  dura  su  idoneidad  y  ella  es 
suficiente  para  la  nueva  parroquia. 

2.  Xo  se  ha  de  someter  a  nuevo  examen  el  párroco  removido  adminis- 
trativamente de  su  parroquia,  a  quien,  conforme  al  can.  2154,  le  seña- 
lan otra. 

3.  Ni  el  que  ex  officio  es  trasladado  de  una  a  otra,  conforme  a  los  cá- 
nones 2162-67. 

4.  Si  los  clérigos  a  quienes  el  Ordinario  juzga  idóneos  rehusan  some- 
terse al  examen,  lo  que  fácilmente  puede  acontecer  tratándose  de  parro- 
quias pequeñas,  el  Ordinario  recurra  a  la  Gong,  del  Concilio,  a  no  ser  que 
esté  ya  provisto  este  caso  en  la  respuesta  primera. 

5.  El  examen  para  las  órdenes  mayores  prescrito  en  el  can.  996,  §  2,  3, 
aunque  se  dé  ante  el  Ordinario  y  los  examinadores  sinodales,  no  basta  ni 
siquiera  para  la  provisión  de  la  primera  parroquia,  a  no  ser  que  verse 
sobre  todas  las  materias  de  que  debe  examinarse  el  que  ha  de  obtener  la 
parroquia. 

6.  Tampoco  basta  el  examen  trienal  ordenado  por  el  can.  130,  §  1,  du- 
rante el  tiempo  en  que  debe  darse,  aunque  se  dé  ante  el  Obispo  y  los  exa- 
minadores sinodales.  Pero  en  la  colación  de  las  parroquias  deben  ser  pre- 
feridos, ceteris  paribus,  los  que  dieron  mejor  prueba  de  si  en  dicho  examen. 

El  segundo  procedimiento  para  probar  la  idoneidad  de  los  que  han  de 
ser  párrocos  es  el  concurso.  En  las  reglones  donde  la  provisión  de  parro- 
quias se  hace  por  concurso;  ya  especial  según  la  Const.  de  Benedicto  XIV 
Cum  illud,  14  dic.  1742;  ya  general,  debe  retenerse  esta  forma,  mientras  no 
disponga  otra  cosa  la  Santa  Sede  (can.  459,  §  4). 

§  5.    El  concurso 

253.  Concurso.  Conforme  acabamos  de  ver,  no  es  el  concurso  una 
forma  de  proveer  las  parroquias,  sino  de  comprobar  la  idoneidad  de  los 
sujetos,  y  puede  compaginarse  con  todas  las  maneras  de  provisión:  con  la 
libre  colación,  elección  y  presentación. 

Noción.  Llámase  concurso  el  acto  en  que  varios  clérigos  pretendientes 
a  beneficios  vacantes  se  someten  simultáneamente  al  examen  de  idoneidad, 
para  ser  escogido  de  entre  ellos  los  más  dignos. 

Clases.  1.  Por  razón  de  las  parroquias  se  divide  en  general,  para  todas 
las  parroquias  ya  vacantes  o  para  las  que  vaquen  dentro  de  cierto  tiempo 
futuro,  como  se  hacía  en  Bélgica  y  Francia,  para  las  que  vacasen  en  el  tér- 
mino de  seis  meses;  y  especial,  para  cada  parroquia  en  particular. 

Las  diferencias  principales  entre  uno  y  otro  son :  a)  El  especial  se 
rige  por  la  Const.  Cuín  illud  de  Benedicto  XIV  y  las  resoluciones  de  la 
Cong.  del  Concilio  y  la  jurisprudencia  de  la  Rota;  mientras  que  el  general 
se  gobierna  por  el  derecho  particular  y  la  costumbre,  b)  En  el  especial 
los  examinadores  juzgan  de  la  idoneidad  relativa  para  tal  parroquia;  en  el 
general  de  la  absoluta  para  el  cargo  de  párroco  en  general,  c)  En  el  es- 
pecial se  puede  violar  la  justicia  conmutativa,  si  los  examinadores  reprue- 
ban  al  digno  o  el  Obispo  no  escoge  al  más  digno;  en  el  general  sólo  la 
distributiva. 

2.  Por  razón  de  los  sujetos  admisibles  al  concurso,  puede  ser  cerrado  o 
abierto,  según  que  se  llame  solamente  a  los  sacerdotes  de  la  diócesis  o  a 
todos  los  que  quisieran  venir,  aun  de  diócesis  distintas. 
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3.  Por  razón  de  la  publicidad,  públicos  o  privados,  según  que  se  hagan 
en  presencia  de  cuantos  quieran  asistir,  como  las  oposiciones  a  canonjías; 
o  secretamente,  como  los  concursos  a  parroquias  en  España. 

Modo  de  hacerse.  Dice  el  art.  7  §  1  del  Convenio  de  16  de  julio  de  1946: 
se  efectuará  según  las  normas  que  dicte  la  Santa  Sede.  Tales  normas  aún 
no  han  llegado.  Entre  tanto  expondremos  las  observadas  hasta  ahora. 

254.  Concurso  especial.  Por  él  se  proveen  las  parroquias  en  aquellas 
regiones  donde  está  vigente  aún  (can.  459,  §  4),  y  las  que  por  ley  concordada 
o  de  fundación  requieran  esta  forma  (can.  3,  1417). 

Edicto  de  convocatoria  es  el  llamamiento  que  se  hace  a  los  que  pre- 
tendan la  parroquia.  Es  privado,  si  se  hace  nominatim  a  Pedro,  Pablo...; 
público,  si  a  todos.  El  Tridentino  supone  que  se  hace  privado,  mas  los  con- 
cilios provinciales  prescribieron  el  público,  que  fue  sancionado  al  fin  por 
Benedicto  XIV. 

Se  publica  en  nombre  del  Ordinario,  fijándole  a  las  puertas  de  las 
iglesias  o  de  la  Curia;  o  bien  más  frecuentemente  insertándole  en  el  Bo- 
letín diocesano.  Debe  contener  la  fecha  del  concurso  y  el  aviso  de  los  do- 
cumentos que  han  de  presentarse  en  cierto  plazo. 

El  Tridentino  señaló  diez  días;  San  Pío  Y  permitió  prorrogar  este  plazo 
otro  tanto;  Benedicto  XIV  no  tasa  el  tiempo.  Deberá  prorrogarse  si  nadie 
concurre;  si  tampoco  dentro  de  la  prórroga  comparece  nadie,  se  provee  la 
parroquia  sin  concurso  mediante  el  examen  ad  curam  animarum. 

Jueces.  Los  nombra  el  Obispo  de  entre  los  examinadores  sinodales;  no 
menos  de  tres,  presididos  por  el  mismo  Obispo  o  el  Vicario  General.  Pue- 
den ser  recusados  por  sospecha. 

Examen.  La  forma  no  estaba  determinada  por  el  Tridentino,  pudiendo 
ser  oral  o  escrita.  Según  la  Cong.  del  Concilio,  10  enero  1721 :  1.°  Se  han 
de  señalar  a  todos  las  mismas  preguntas,  casos  y  texto  de  la  homilía.  2.°  Si- 
multáneamente. 3.°  Para  que  todos  respondan  dentro  del  mismo  tiempo. 
4.°  Encerrados  en  el  mismo  lugar,  de  donde  no  se  permita  salir  a  nadie 
sino  entregando  lo  escrito.  5.*^  Han  de  escribirlo  y  firmar  cada  cual  su 
examen.  6.*^  Las  respuestas  en  latín,  la  homilía  en  lengua  vulgar.  7.°  Lo 
escrito  lo  firmarán  el  Obispo  o  su  Vicario,  los  examinadores  y  el  canciller. 

Materia  del  examen  son  estos  ejercicios  literarios,  y  además  los  méri- 
tos, servicios  y  cualidades  de  cada  sujeto. 

Juicio.  Se  ifalla  a  mayoría  absoluta  de  votos.  En  caso  de  empate  le  diri- 
me el  presidente;  también  cuando  los  votos  son  singulares,  esto  es,  uno 
para  cada  uno  (lo);  o  si  uno  aprueba,  otro  reprueba  y  el  tercero  se  abstiene 
de  votar  (16). 

Hoy  creemos  que  debe  fallarse  a  tenor  del  can.  101  :  En  el  1.°  y  2.°  es- 
crutinio se  requiere  mayoría  absoluta;  en  el  3.°  basta  la  relativa;  el  que 
más  votos  tenga,  vence.  Si  en  el  3.°  hay  empate  entre  los  que  más  tuvieron, 
puede  dirimirle  el  presidente;  si  no  quiere,  vencerá  el  más  antiguo  en 
sacerdocio,  y  en  igualdad,  el  de  más  edad. 

Debe  versar  sobre  la  ciencia  y  las  demás  dotes,  fallando  sobre  la  ido- 
neidad relativa  para  tal  parroquia.  Ha  de  darse  por  escrito,  y  se  llama  rela- 
ción de  los  examinadores  ij  jueces. 

La  elección  del  más  digno  corresponde  al  Prelado. 

Apelación.  Se  concedía:  a)  contra  la  mala  relación  de  los  examinadores: 
h)  contra  el  juicio  indiscreto  del  Obispo.  Antes  debía  interponerse  ante  el 
Ordinario  a  quo  dentro  de  diez  dias  desde  el  día  en  que  se  notificaba 
auténticamente  a  los  concursantes  el  resultado  del  concurso.  El  tribunal 
de  apelación  era  el  Metropolitano  o  la  Santa  Sede;  a  la  cual  se  debía  man- 


(15)  Bouix,  De  pnrocho,  p.  3,  s.  3,  c.  3. 

(16)  García,  De  benef.,  n.  62. 
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dar  los  documentos.  Siendo  el  Metropolitano  el  Ordinario  a  quo,  el  tribunal 
de  apelación  era  el  Obispo  más  vecino,  como  delegado  de  la  Santa 
Sede  (17). 

Hoy  esta  reclamación  a  la  autoridad  superior  no  se  llama  apelación, 
sino  recurso;  ya  que  no  se  trata  de  alzada  contra  una  sentencia  judicial, 
sino  contra  una  provisión  administrativa  (can.  1879). 

En  España  las  parroquias  no  se  proveían  ordinariamente  por  concurso 
especial,  pues  aun  los  presentados  para  las  de  patronato  particular  debían 
ser  aprobados  en  concurso  general.  Pero  si  los  presentados  por  el  patrono 
(can.  1560,  §  4)  para  determinada  parroquia  no  estaban  aprobados,  procedía 
el  concurso  especial  o  concursillo  sin  edicto  público. 

Celébrase  verdadero  concurso  especial  para  la  provisión  de  las  abadías- 
parroquias  de  las  colegiatas.  Tiénense  en  la  capital  de  la  diócesis  ante  cinco 
examinadores  designados  por  el  Ordinario  y  en  presencia  del  mismo.  Su 
materia  y  forma  es  como  para  las  canonjías  de  oficio.  Los  jueces  juzgan  de 
la  idoneidad  relativa,  de  la  ciencia  y  demás  cualidades.  El  Ordinario  forma 
la  terna  y  la  envía  al  Jefe  del  Estado,  el  cual  escogerá  y  presentará  a  la 
Santa  Sede  uno  de  los  tres  comprendidos  en  la  terna.  Si  no  fuere  posible 
reunir  tres,  se  podrá  elevar  una  lista  incompleta,  exponiendo  el  motivo 
para  ello  (18). 

255.  Concurso  general.  Como  hemos  dicho,  es  el  ordinario  en  España, 
donde  debe  ser  abierto  (19). 

Convocatoria,  El  edicto  se  publica  como  prescribió  Benedicto  XIV.  En 
él  se  determina  el  día  de  los  ejercicios  y  el  plazo  para  presentar  en  la  se- 
cretaría la  solicitud  al  Obispo,  pidiendo  la  admisión  al  concurso,  con  los 
siguientes  documentos:  a)  la  fe  de  bautismo,  por  la  cual  conste  la  naciona- 
lidad española;  b)  de  ordenación;  c)  certificado  de  estudios  y  títulos  aca- 
démicos; d)  testimoniales  del  Ordinario  propio. 

Se  indican  las  parroquias  vacantes,  su  categoría,  dotación,  titular,  pue- 
blo, distinguiendo  cuáles  son  de  patronato  particular. 

Se  envía  una  copia  del  edicto  a  cada  diócesis.  Se  fija  en  los  sitios  de 
costumbre  y  se  publica  en  el  Boletín. 

Concurrentes.  Dice  el  art.  7,  §  1.  del  citado  Convenio:  "Cuando  la  pro- 
visión de  un  beneficio  se  hace  por  oposición,  podrán  participar  en  ella 
sacerdotes  de  todas  las  diócesis  españolas,  con  el  consentimiento  de  los  Or- 
dinarios interesados".  Tales  se  entienden  sólo  los  a  quo,  no  los  ad  qiiem. 
Este  es  el  sentido  tradicional. 

En  rigor  el  Ordinario  a  quo  puede  negar  al  súbdito  licencia  para  el  con- 
curso en  otra  diócesis.  Así  lo  persuade  el  citado  art.  7,  §  1,  respecto  a  los  be- 
neficios capitulares.  Y  el  can.  114,  que  no  permite  excardinarse  a  ningún 
clérigo  sin  licencia  de  su  Ordinario,  por  la  adquisición  de  un  beneficio  resi- 
dencial en  diócesis  ajena.  Al  contrario,  el  Ordinario  ad  qiiem  no  podría 
negar  al  extradiocesano  la  admisión  al  concurso,  si  éste  tiene  la  licencia 
del  Ordinario  a  quo. 

¿Y  los  extranjeros?    Ya  mucho  antes  del  siglo  xrv  por  costumbre  (20), 


(17)  S.  Pío  V.  In  conferendis,  18  mar.  1567. 

(18)  Convenio  16  jul.  1946,  art.  3,  §  4;  art.  7.  §  3. 
(19^    Ibid.,  art.  2. 

(20>  Menciónase  como  costumbre  antigua  en  una  pragmática  de  Enrique  III 
de  1436. 
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y  al  parecer  por  algunas  concesiones  pontificias  (21),  los  beneficios  habían 
de  darse  sólo  a  los  naturales  de  la  nación.  Felipe  II,  por  ley  de  1565,  declaró 
naturales  a  los  nacidos  en  ella  y  cuyo  padre  fuese  también  nacido  aquí  o 
domiciliado  con  diez  años  de  residencia.  El  Código  Civil  declara  españoles 
también  a  los  que  hubieren  tenido  carta  de  naturaleza  o  vecindad  en  cual- 
quier pueblo  de  la  Monarquía  (art.  17,  4.°). 

¿Subsisten  aquellas  costumbres  o  concesiones  de  conferir  beneficios  a 
solos  los  españoles?  Durante  la  vigencia  del  Concordato  de  1753  subsistie- 
ron, según  se  indica  en  el  n.  7.  También  durante  la  vigencia  del  Concordato 
de  1851,  según  afirman  los  autores  españoles  (22),  al  menos  por  costumbre 
y  por  el  art.  44,  que  confirma  los  convenios  anteriores,  y  especialmente  el 
Concordato  de  1753  en  lo  que  no  se  oponga  a  él. 

En  el  Convenio  de  1946  no  se  prescribe  expresamente  la  nacionalidad 
española,  escribe  Robleda  (23),  siendo  así  que  se  exige  en  todo  el  personal 
de  la  Rota  española  (24),  y  suele  exigirse  en  los  Concordatos  modernos.  Por 
lo  cual  opina  que  hoy  no  se  requiere;  si  bien  seguirá  de  hecho  observán- 
dose la  costumbre;  y  si  un  extranjero  pretendiese  hacer  concurso,  no  falta- 
rían reclamaciones. 

Creemos,  sin  embargo,  que  la  mente  del  Convenio  actual  está  bastante 
expresa  en  el  art.  7,  §  1:  "Cuando  la  provisión  de  un  beneficio  se  hace  por 
oposición,  podrán  participar  en  ella  sacerdotes  de  todas  las  diócesis  es- 
pañolas". 

Cuestionario.  Si  es  secreto,  se  redacta  conforme  a  la  circular  de  la 
Gong,  del  Concilio,  10  enero  1721,  arriba  citada.  Entre  nosotros  se  suele 
añadir  un  fragmento  del  Catecismo  de  San  Pío  V  para  la  traducción.  Xo  se 
exige  la  respuesta  en  latín,  pero  siempre  es  un  mérito. 

Si  es  público,  en  él  se  insertan  las  cuestiones  de  teología  dogmática  y 
moral,  reservándose  para  el  secreto  el  caso,  el  texto  de  la  homilía  y  el 
trozo  del  Catecismo.  Las  cuestiones  que  han  de  escribirse  se  sacan  por  suer- 
te en  el  acto  del  concurso. 

Cada  concursante  firma  su  escrito  y  lo  entrega  cerrado  al  presidente  o 
secretario  del  concurso. 

Examen  de  los  escritos.  Se  dan  tres  calificaciones  parciales.  Una  de 
las  cuestiones  y  el  caso  de  conciencia,  otra  de  la  homilía  y  la  tercera  de  la 
traducción.  Hácese  la  calificación  por  votos  y  puntos,  designándose  de  an- 
temano el  máximo  y  el  mínimo,  v.  gr.,  de  35  a  5. 

El  examen  de  las  otras  cualidades  se  hace  por  votación  de  tres  exami- 
nadores, cuyos  nombres  no  son  conocidos  antes  ni  después  del  concurso, 
a  no  ser  por  el  Obispo  y  su  Vicario. 

En  varias  diócesis  de  España  los  examinadores  sólo  juzgan  de  la  doc- 
trina, dejando  al  Obispo  el  juicio  de  lo  demás.  Aunque  los  Papas,  la  Gong, 
del  Concilio,  la  Rota  y  los  autores  tienen  este  proceder  por  nulo;  sin  em- 
bargo, puede  sostenerse  la  costumbre  inmemorial,  como  muchas  veces  ha 
resuelto  la  Rota  y  parece  confirmarlo  el  can.  459,  ^  3,  que  sólo  exige  exa- 
men de  doctrina  (fuera  de  concurso)  ante  el  Obisjjo  y  los  examinadores. 

El  examen  de  méritos  y  servicios  a  veces  se  hace  por  separado. 

Suele,  pues,  haber  tres  calificaciones:  a)  de  ciencia;  h)  de  cualidades; 
c)  de  méritos  y  servicios. 


(21)  Tejada,  Concordatos  españoles,  t.  7,  p.  195. 

(22)  Salazar,  Disciplina  ecles.,  t.  2,  pp.  167,  207.  Muniz,  Procedimientos  ecles., 
t.  1,  p.  432;  Dec.  cap.,  n.  84. 

(23)  Sal  Terrae,  1949,  p.  525. 

(24)  Pío  XII,  Motil  prop.  7  ai)r.  1947,  arl.  3,  8,  10,  12,  15;  AAS.  39,  155. 
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Juicio  definitivo.  Los  escribe  y  firma  el  tribunal  y  el  secretario  del 
concurso. 

Censura.  Se  notifica  a  cada  uno  de  los  concurrentes,  por  lo  menos  si 
ha  sido  aprobado  o  reprobado,  indicándose  también  en  muchas  diócesis  el 
número  de  puntos  obtenidos.  A  veces  se  publican  en  el  Boletin. 

Firma  de  parroquias.  Entre  nosotros  suele  el  Obispo  por  nuevo  edicto 
invitar  a  los  concursantes  a  que  indiquen  las  parroquias  que  pretenden. 
Cada  uno  firma  una  o  varias  o  se  remite  a  la  voluntad  del  Prelado. 

Ternas.  Antes  hacialas  el  Obispo,  una  para  cada  parroquia  de  entre 
los  que  las  pretendieron.  Luego  se  enviaban  al  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia para  que  él,  en  nombre  de  Su  Majestad,  presentase  al  Obispo  uno  de 
los  tres;  o  al  patrono  eclesiástico  si  la  parroquia  es  de  tal  patronato.  Hoy 
no  se  forman  ternas,  pues  las  parroquias  son  de  libre  colación  del  Prelado, 
a  excepción  de  las  de  patronato  particular. 

Los  patronos  deben  presentar  en  el  plazo  de  cuatro  meses  desde  que  el 
Prelado  hubiera  comunicado  al  patrono  la  vacante  de  la  parroquia  y  los 
sacerdotes  aprobados  en  el  concurso. 

Nuevas  propuestas.  Como  en  ocasiones  no  suelen  proveerse  todas  las 
parroquias  desde  luego,  y  algunas  quedan  vacantes  por  adjudicárselas  otras 
a  sus  poseedores  o  por  otras  causas,  es  práctica  convocar  de  nuevo  a  los 
que  no  han  obtenido  ninguna,  para  que  firmen  las  que  queden;  convoca- 
toria que  suele  repetirse  otra  vez  para  las  restantes  después  de  las  segun- 
das propuestas. 

Recurso.  Se  dan  los  mismos  que  en  el  concurso  especial:  a  mala  rela- 
tione  iudicum  y  ab  irrationabili  Episcopi  indicio.  Ha  de  recurrirse  a  la 
Cong.  del  Concilio. 

256.  Falencias  de  la  ley  del  concurso.  Hasta  veintidós  casos  men- 
ciona RECLusnjs  en  su  obra  clásica  De  Concursibus  (a.  1774),  en  los  que  no 
era  obligatorio  el  concurso,  añadiendo  que  hay  otros.  Expondremos  los  que 
nos  interesan. 

1.  ^  La  primera  falencia  tiene  lugar  e7i  el  traslado  de  los  párrocos  a  otra 
parroquia  a  propuesta  del  Prelado. 

An  requiratur  concursus  vel  saltera  examen  in  parochorum  translatione, 
de  qua  in  c.  2162...  —  Negative  ad  utrumque  (C.  Conc,  21  junio  1919;  AAS. 
11,  318). 

Trátase  en  los  citados  cánones  del  traslado  administrativo  de  los  pá- 
rrocos, es  decir,  del  traslado  que  el  Obispo  quiera  hacer  del  párroco  que, 
desempeñando  provechosamente  su  ministerio  en  una  parroquia,  hará 
mayor  fruto  espiritual  en  la  otra.  Para  tal  traslado  resuelve  la  Cong.  del 
Concilio  que  no  es  necesario  ni  el  concurso  ni  el  examen. 

Para  conocer  la  mente  de  la  Santa  Sede  en  punto  al  concurso  son  inte- 
resantes las  observaciones  o  animadversiones  que  con  la  precedente  res- 
puesta publica  la  misma  Congregación : 

Xo  se  requiere  ni  en  las  regiones  donde  rige  la  ley  del  concurso  general, 
ni  donde  está  vigente  el  especial.  Esto  último  lo  comprueba  el  mismo  ca- 
non 459,  5  4  :  el  concurso  se  considera  en  el  Código  como  excepción;  donde 
rija,  consérvese  hasta  que  la  Santa  Sede  disponga  otra  cosa.  ''Palabras  que 
manifiestan  que  permite  interinamente  lo  bueno  en  espera  de  lo  mejor  a 
que  se  aspira". 

Lo  mismo  se  diga  del  examen,  pues  de  él  puede  dispensar  el  Ordinario, 
a  tenor  del  can.  459,  §  3,  n.  3. 

Hasta  aquí  la  Cong.  del  Concilio,  razonando  su  respuesta. 

2.  *  Tampoco  es  necesario  nuevo  examen  ni  nuevo  concurso,  aunque  el 
traslado  se  haga  a  instancia  del  párroco,  si  el  Ordinario  con  dos  examina- 
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dores  sinodales  juzga  que  persevera  su  idoneidad  y  que  ésta  es  suficiente 
para  la  nueva  parroquia.  En  otro  caso  se  necesita  nuevo  concurso. 

3^  Esto  mismo  se  diga  del  párroco  removido  de  su  parroquia  por  el 
proceso  administrativo  si,  a  tenor  del  can.  2154,  se  le  ha  de  dar  otra  pa- 
rroquia a  propuesta  del  Prelado,  o  a  petición  del  párroco  si  el  Ordinario 
con  dos  examinadores  le  juzgan  idóneo. 

Ambas  cosas  declaró  la  Comisión  de  Intérpretes,  24  nov.  1920;  AAS. 
12,  574. 

La  razón  de  esta  respuesta  es:  porque  cuando  el  traslado  se  hace  a  pro- 
puesta o  consejo  del  Obispo,  no  muestra  el  párroco  ambición,  y  por  otra 
parte  el  Prelado  considera  conveniente  el  traslado  y  sabe  que  el  párroco 
es  idóneo  para  la  nueva  parroquia.  En  cambio,  si  el  traslado  se  hace  a 
instancia  del  párroco,  pueden  fallar  estas  razones. 

Es  de  advertir  que  las  precedentes  respuestas  de  la  Comisión  de  Intér- 
pretes se  refieren  al  examen  ante  el  Ordinario  y  dos  examinadores  sinoda- 
les; no  mencionan  el  concurso.  Pero  lo  mismo  debe  decirse  del  concurso. 
Pues:  a)  El  examen  y  el  concurso  no  son  modos  de  provisión  de  las  pa- 
rroquias, los  cuales  están  consignados  en  el  can.  148,  §  I;  sino  medios  de 
comprobar  la  idoneidad  de  los  promovendos  a  ellas.  Más  aún,  el  concurso 
se  reduce  a  una  forma  especial  de  examen;  y  asi  se  dice  en  el  derecho 
examen  per  concursum. 

b)  Expresamente  se  equiparan  el  examen  de  que  trata  el  can.  459,  §  3, 
n.  3,  y  el  concurso,  en  la  precedente  respuesta  de  la  Cong.  del  Concilio, 
21  jun.  1919,  donde  se  resuelve  que  en  el  traslado  administrtivo  de  que 
trata  el  can.  2162  no  se  requiere  ni  concurso  ni  examen. 

c)  En  los  casos  resueltos  por  la  Comisión  de  Intérpretes  y  por  la  Cong. 
del  Concilio  no  se  requiere  comprobación  de  idoneidad,  porque  se  supone 
que  el  Prelado  la  tiene  ya  conocida,  como  advierte  la  misma  S.  Congrega- 
ción. Luego  tampoco  se  necesita  nuevo  examen  ni  concurso,  que  no  son 
más  que  medios  de  comprobar  la  idoneidad. 

d)  Aun  en  España  ya  antes  del  Código  canónico  por  el  Concordato  de 
1851,  art.  26,  se  requería  el  concurso  en  la  provisión  de  parroquias;  y  sin 
embargo,  no  era  necesario  nuevo  concurso  cuando  el  párroco  removido  de 
su  parroquia,  a  tenor  del  decreto  Máxima  cura,  S.  Cong.  Consist.  20  ag.  1910, 
se  le  trasladaba  a  otra.  Porque  este  decreto  fue  incorporado  a  la  legisla- 
ción civil  española,  "de  forma  que  surtiera  todos  sus  efectos  y  obtuviera  la 
observancia  debida"  (R.  D.  28  jun.  1915). 

e)  Y  tal  fue  la  práctica  española.  El  Excmo.  Sr.  Muniz  menciona  varios 
traslados  hechos  sin  nuevo  concurso.  Y  como  algunos  los  reprochasen,  el 
Vicario  General  de  León  en  1907  consultó  a  la  Santa  Sede  si  podrían  hacerse 
tales  traslados,  no  obstante  la  ley  del  concurso;  la  Cong.  del  Concilio  res- 
pondió: Affirinafive  (25). 

257.  Otras  falencias.  4.*  Tampoco  se  requiere  concurso  en  la  pri- 
mera provisión  de  parroquia  nueva.  An  forma  concursas,  de  qua  in  can.  459, 
§  4,  servanda  sit  etiam  in  prima  provisione  novae  paroeciae  erectae.  —  Ne- 
gative  íComis.  de  Intérpr.  25  jun.  1932;  AAS.  24,  284). 

Comentando  esta  respuesta  la  revista  romana  II  Monitore  E  eclesiástico  y 


(25)    Der.  parr.,  I.  2,  n.  510;  Procedim.,  t.  1,  n.  510. 
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1932,  p.  305,  se  expresa  así:  "Los  codificadores  ponderaron  los  inconvenien- 
tes por  su  naturaleza  inherentes  al  concurso,  y  opuestos  al  libre  ejercicio 
de  la  jurisdicción  episcopal;  pero  consideraron  también  sus  ventajas.  Por 
eso  el  Código  no  abrogó  el  concurso,  le  conservó  provisionalmente  para 
aquellas  regiones  donde  esté  vigente. 

El  can.  459  prescribe  en  primer  lugar  otras  investigaciones  y  el  examen 
ante  el  Ordinario  y  dos  examinadores  para  comprobar  la  idoneidad,  y  en 
último  lugar  establece  el  concurso.  Lo  cual  indica  muy  elocuentemente  que 
el  concurso  se  considera  más  como  excepción  que  como  regla,  de  índole 
más  bien  odiosa,  y  por  tanto  de  estricta  interpretación".  Hasta  aquí  II 
Monitore. 

Esta  excepción  la  admitía  ya  el  clásico  Reclusius  entre  los  veintidós 
casos  sujetos  a  la  ley  del  concurso,  citando  varias  resoluciones  de  la  Santa 
Sede  y  otros  autores.  La  razón  de  ella,  según  II  Monitore,  tal  vez  sea  la  si- 
guiente :  Que  el  Ordinario  debe  tener  en  cuenta  datos  que  no  pueden  esti- 
marse en  el  concurso,  y  sobre  todo  que  el  can.  1450,  §  2,  n.  2,  permite  al 
fundador  del  beneficio  el  derecho  de  presentar  la  primera  vez. 

Aunque  el  concurso  no  se  opone  a  la  presentación,  como  lo  hemos  visto 
en  España,  mas  por  el  Concurso  se  coarta  hasta  cierto  punto  la  libertad  del 
Obispo,  que  es  más  necesaria  en  la  primera  provisión  de  parroquia  nueva. 

]\Iaroto.  que  intervino  en  la  confección  del  Código,  comentando  la  pre- 
sente respuesta  en  la  revista  romana  Apollinaris,  1931,  p.  572,  dice:  "Desde 
el  tiempo  en  que  escribía  Reclusius  (a.  1774)  no  se  ha  de  pensar  que  hayan 
disminuido  los  casos  de  esta  clase  exceptuados  del  concurso,  sino  más 
bien  aumentado.  Porque  entonces  ñorecia  en  su  pleno  vigor  la  ley  del  con- 
curso y  se  urgía  su  observancia;  ahora,  por  el  contrario,  esta  ley  ya  no 
pertenece  a  la  disciplina  general  de  la  Iglesia,  conservándose  solamente  en 
sitios  particulares  y  bastante  mitigada.  Por  lo  cual  hoy  más  fácilmente  que 
en  otros  tiempos  puede  presumirse  tal  o  cual  caso  exceptuado  de  la  ley  del 
concurso". 

258.  Conclusión.  Según  lo  expuesto:  1.°  No  es  necesario  nuevo  con- 
curso en  el  traslado  de  los  párrocos  hecha  a  propuesta  y  consejo  del 
Prelado. 

2.  °  Ni  cuando  el  párroco  después  de  algún  tiempo  renunció  a  su  parro- 
quia por  consejo  del  Prelado  para  desempeñar  otro  cargo,  como  de  profesor 
en  el  Seminario;  y  tras  varios  años  de  magisterio,  etc.,  quiere  el  Obispo 
darle  otra  parroquia.  Pues  para  el  caso  poco  importa  que  el  traslado  de 
una  parroquia  a  otra  sea  inmediato  o  mediante  otro  cargo;  con  tal  que  al 
Prelado  conste  que  permanece  la  idoneidad  comprobada  en  el  primer  con- 
curso y  que  es  suficiente  para  la  otra  parroquia. 

3.  °  Tampoco  cuando  al  párroco  removido  de  una  parroquia  por  el  pro- 
ceso administrativo  se  le  traslada  a  otra  por  iniciativa  del  Obispo. 

4.  -^  Es  necesario,  cuando  el  traslado  se  hace  a  petición  del  párroco,  a 
no  ser  que  el  Prelado  con  dos  examinadores  sinodales  juzgue  que  perma- 
nece su  idoneidad  y  que  ésta  es  suficiente  para  la  parroquia  ad  quam. 

5.  "  No  es  necesario  cuando  el  sacerdote  fue  aprobado  en  concurso  pero 
no  tomó  parroquia,  si  el  Ordinario  juzga  que  persevera  su  idoneidad.  Así 
lo  afirmamos  por  analogía  de  lo  resuelto  por  la  Santa  Sede  en  la  remoción 
y  traslado  de  párrocos.  Pues  el  concurso  no  es  más  que  un  medio  de  com- 
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probar  la  idoneidad  de  los  candidatos  a  parroquias.  Ahora  bien,  el  una  vez 
aprobado  en  concurso,  ya  tiene  comprobada  su  idoneidad  por  el  medio 
legal;  por  tanto,  aunque  no  tomó  parroquia,  si  al  Ordinario  le  consta  que 
conserva  su  idoneidad,  ¿qué  necesidad  hay  de  nuevo  concurso,  para  cer- 
ciorarse de  ella?  Eum  qui  certiis  est,  certiorari  ulterius  non  oportet,  dice  la 
Regla  del  Derecho  31  en  el  Sexto.  Para  este  caso  no  tenemos  respuesta  ex- 
presa de  la  Santa  Sede;  y  esta  laguna  hemos  de  llenarla  por  la  analogía  de 
casos  semejantes  (can.  20). 

6.  ^  Se  necesita  si  el  párroco  dejó  su  parroquia  y  luego  hizo  nuevo  con- 
curso, en  el  cual  fue  desaprobado;  pues  entonces  consta  oficialmente  que 
ya  no  es  idóneo. 

7.  *^  Tampoco  se  requiere  si  el  párroco,  después  de  haber  tomado  pose- 
sión de  la  parroquia  obtenida  en  concurso  en  las  primeras  propuestas,  arre- 
pentido, quiere  volver  a  la  parroquia  que  dejó  antes  de  cerrarse  el  concurso, 
supuesto  que  el  Ordinario  con  dos  examinadores  sinodales  juzgue  que  con- 
serva su  idoneidad  para  ella. 

8.  °  No  se  requiere  concurso  para  la  primera  provisión  de  parroquia 
nueva. 

9.  °  Tampoco  necesitan  concurso:  a)  Las  que  nadie  ha  querido, 
habiendo  salido  a  concurso  (26).  b)  Ni  las  tan  pobres  que  no  permiten  su 
pro\ásión  por  concurso,  c)  Ni  aquellas  cuya  provisión  por  concurso  puede 
originar  odios,  riñas  o  tumultos  (27).  d)  Ni  las  que  son  objeto  de  per- 
muta. Asi  se  admitía  ya  en  el  anterior  derecho  concordado;  pues,  como  ar- 
güía el  Prelado  de  Sevilla,  el  Concordato,  al  prescribir  el  concurso  confor- 
me al  Concilio  de  Trento,  señaló  la  forma  ordinaria  de  proveer,  no  supri- 
mió las  extraordinarias,  que  son  las  permutas  y  traslados  (28).  e)  Ni  las 
religiosas,  pues  perteneciendo  a  persona  moral  que  es  el  párroco,  nunca 
vacan.  El  superior  competente,  según  las  Constituciones,  presenta  un  sacer- 
dote de  su  religión,  que  ejerza  la  cura  de  almas,  y  el  Ordinario  local  le 
aprueba  y  da  la  institución  (can.  456,  471,  §  2;  1425,  §  2). 

10.  °  Estas  conclusiones  valen  también  para  España,  aun  después  del 
nuevo  Convenio  sobre  provisión  de  beneficios  no  consistoriales. 

Si  antes  del  Convenio  sosteníamos  como  doctrina  sólidamente  probable 
y  segura  en  la  práctica  que  para  el  traslado  de  los  párrocos  en  los  casos 
dichos  no  era  necesario  nuevo  concurso,  ahora  después  del  Convenio,  la 
defendemos  como  doctrina  cierta,  y  que  sin  vacilación  pueden  aplicarla 
en  la  práctica  los  Prelados. 

El  mismo  Convenio  nos  da  pie  para  esta  certeza.  Pues  dice  así  el  ar- 
tículo 2.":  "Los  Ordinarios  diocesanos  procederán  a  la  provisión  de  las  pa- 
rroquias a  tenor  del  can.  459  y  previo  concurso  general  y  abierto,  de  acuer- 
do con  el  párrafo  cuarto  de  dicho  canon".  Esto  es,  según  el  Convenio,  no 
se  ha  de  urgir  en  España  la  ley  del  concurso  más  de  lo  que  exija  el  can.  459, 
§  4,  interpretado  según  las  respuestas  auténticas  dadas  por  la  Santa  Sede 
y  las  interpretaciones  dadas  a  la  ley  tridentina  (29). 


(26)  C.  Conc,  7  mar.  1885. 

(27)  Trid.,  ses.  24,  cap.  18  de  ref. 

(28)  MuNiz,  Procedim.,  I,  511. 

(29)  Sal  Terrae,  1946,  pp.  185,  832. 
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259.  Prenotificación  de  los  candidatos.  Es  la  noticia  reservada  y 
confidencial  que  el  Prelado  debe  dar  al  Gobierno  de  los  nombres  de  los 
que  han  de  ser  promovidos  a  ciertos  cargos  eclesiásticos.  Esta  prenotifica- 
ción, prescrita  en  el  art.  2  del  Convenio,  no  se  opone  a  la  libre  colación  de 
las  parroquias  por  el  Ordinario  del  lugar  consignada  en  el  art.  1,  si  bien 
algo  puede  coartar  su  libertad  absoluta. 

La  prenotificación  de  los  nombramientos  se  halla  estipulada  en  varios 
Concordatos  modernos,  como  en  el  italiano,  art.  19,  21;  en  el  portugués, 
art.  10,  etc.,  aunque  con  modalidades  diversas.  Tratándose  de  obispados,  la 
prenotificación  siempre  se  ha  de  hacer  antes  de  la  colación  y  del  nombra- 
miento. Si  se  trata  de  parroquias,  hay  diversidad :  según  el  polaco  y  el 
lituano,  art.  11,  19,  se  hará  lo  mismo  que  en  los  obispados;  en  el  italiano, 
no  es  clara  la  cosa. 

Su  fin  es  dar  al  Gobierno  oportunidad  para  que  oponga  las  tachas  que 
tenga  contra  el  candidato.  Estas  objeciones  en  unos  Concordatos  han  de 
ser  de  carácter  político;  en  otros  de  diversa  Índole. 

En  España  el  Convenio  de  16  de  julio  de  1946,  art.  2,  se  expresa  asi: 
"Antes  de  publicar  los  nombramientos  de  los  párrocos,  los  Ordinarios  los 
notificarán  reservadamente  al  Gobierno,  para  el  caso  excepcional  en  que 
éste  tuviera  que  oponer  alguna  dificultad  de  carácter  político  general.  En 
caso  de  divergencia  entre  el  Ordinario  y  el  Gobierno,  se  acudirá  a  la  Santa 
Sede,  la  cual,  de  acuerdo  con  el  Jefe  del  Estado,  tomará  la  decisión  que 
convenga.  Transcurridos  treinta  días  desde  la  antedicha  comunicación  sin 
que  el  Gobierno  haya  dado  respuesta,  su  silencio  se  interpretará  en  el  sen- 
tido de  que  no  existe  objeción  alguna,  y  el  nombramiento  será  publicado 
sin  más.  Las  disposiciones  de  este  artículo  en  nada  afectan  al  régimen  de 
provisión  de  curatos  de  patronato  particular*'. 

La  prenotificación  no  implica  el  derecho  de  patronato,  ni  equivale  a 
un  nihil  obstat  de  parte  del  Gobierno;  porque  al  cabo  de  treinta  dias  de 
silencio  se  publica  sin  más  el  nombramiento  con  toda  legalidad  y  eficacia; 
ni  importa  un  derecho  de  veto,  ya  que  en  caso  de  haber  aquellas  dificulta- 
des de  carácter  político,  el  Gobierno  debe  limitarse  a  exponerlas  al  Ordi- 
nario, lo  cual  es  muy  distinto  de  poner  el  veto  e  imponerse  unilateralmente 
impidiendo  el  nombramiento,  y  al  fin  la  solución  de  las  divergencias  entre 
el  Ordinario  y  el  Gobierno  las  ha  de  solucionar  la  Santa  Sede. 

A  pesar  de  este  deber  de  prenotificación,  las  parroquias  en  España, 
como  regla  general,  son  de  libre  colación  del  Obispo,  aunque  la  prenoti- 
ficación algo  limita  la  libertad  omnímoda  de  los  Prelados  en  la  provisión. 

¿Puede  darse  el  título  de  propiedad  de  la  parroquia  antes  de  la  noti- 
ficación? 

El  texto  dice:  "antes  de  publicar  los  nombramientos...  los  notificarán  al 
Gobierno".  Dar  el  título  no  es  lo  mismo  que  publicar  los  nombramientos; 
en  absoluto,  pues,  podrían  publicarse  los  nombramientos  antes  de  conce- 
derse el  título.  Como  en  España  el  procedimiento  ha  sido  siempre  que  la 
concesión  del  título  se  haga  con  acto  posterior  al  nombramiento  y  a  su 
publicación,  la  práctica  de  esta  norma  del  Convenio  parece  que  ha  de  ser 
la  siguiente:  a)  designación  de  candidatos  (o  nombramientos);  b)  prenotifi- 
cación al  Gobierno;  c)  publicación  de  los  nombrados;  d)  colación  del 
título. 
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Pudiera  ofrecerse  una  dificultad:  que  después  de  haber  respondido  el 
Gobierno  que  no  tiene  objeción  que  oponer,  no  aceptase  el  nombrado,  no 
habiéndosele  comunicado  a  él  antes  su  nombramiento.  Pero  esto  seria  una 
excepción;  los  Obispos  antes  de  hacer  los  nombramientos  invitan  a  los 
que  han  hecho  concurso  a  que,  según  la  calificación  obtenida,  indiquen 
las  parroquias  que  deseen,  y  les  asignan  una  de  las  elegidas.  Y,  en  fin,  si 
no  aceptan  aquel  nombramiento,  que  indiquen  otra  parroquia. 

Las  dificultades  que  el  Gobierno  puede  oponer  son  por  excepción  y  de 
carácter  político  general;  esto  es,  que  el  sacerdote  nombrado,  con  sus  ten- 
dencias políticas,  V.  gr.,  separatistas  o  revolucionarias,  o  sus  intrigas  en- 
torpeciere el  Gobierno  de  la  nación;  no  otras  de  carácter  político  particu- 
lar, por  ser  afecto  a  tal  o  cual  partido. 

Por  fin  es  de  notar  que  en  ningún  concordato  moderno  ni  en  nuestro 
Convenio  se  prescribe  la  prenotificación  para  los  beneficios  no  curados. 
Porque  solos  los  beneficiados  con  cura  de  almas  se  hallan  por  razón  de  su 
oficio  en  relación  de  cierta  superioridad  y  mayor  contacto  con  la  pobla- 
ción, y  podrían,  por  lo  mismo,  ejercer  influjo  dañoso  al  orden  social  o 
político. 

§  6.    Provisión  de  beneficios  capitulares 

Conveiiio,  artículos  3-7 

260.  Nociones.  Cabildos  canonicales  son  colegios  de  clérigos  cuyo  fin 
es  el  culto  divino  solemne.  Cabildo  catedral,  el  que,  además  del  culto  so- 
lemne, tiene  por  fin  ser  el  senado  o  consultorio  del  Obispo,  y  regir  la  dió- 
cesis vacante.  Cabildo  colegial  el  que  no  tiene  otro  fin  que  el  culto  divino 
solemne.  El  cabildo  catedral  se  llama  así  porque  tiene  su  sede  en  la  iglesia 
catedral,  que  es  donde  tiene  su  cátedra  o  silla  el  Obispo;  el  colegial  reside 
en  la  iglesia  colegiata.  El  catedral  es  metropolitano  o  sufragáneo  según  que 
corresponda  a  una  sede  metropolitana  o  una  sufragánea. 

Personas.  Distingüese  en  los  cabildos  tres  clases  de  personas:  dignida- 
des, canónigos  y  beneficiados  menores. 

Dignidades  son  aquellas  a  quienes  por  el  derecho  le  corresponde  cierta 
preeminencia  de  honor  y  precedencia.  En  España  son  cinco:  el  deán,  que 
es  el  presidente  del  cabildo;  el  arcipreste,  el  arcediano,  el  chantre  y  el 
maestrescuela.  En  las  metropolitanas  además  el  tesorero;  el  capellán  mayor 
de  Reyes  y  el  capellán  mayor  de  mozárabes  en  Toledo;  el  capellán  mayor 
de  San  Fernando  en  Sevilla;  el  capellán  mayor  de  los  Reyes  Católicos  en 
Granada.  En  las  colegiatas  el  Abad.  Las  dignidades  por  derecho  común  per- 
tenecen al  gremio  del  cabildo,  constituyen  propiamente  parte  de  él;  esto 
es,  tienen  voz  y  voto  en  las  deliberaciones  capitulares.  Pero  por  derecho 
particular  pueden  no  ser  beneficiados  ni  del  gremio  del  cabildo  (can.  393,  §  2). 

Canónigos  son  los  miembros  del  gremio  del  cabildo,  sin  especial  prerro- 
gativa de  honor  ni  precedencia.  Canónigos  simples,  los  que  no  tienen  otro 
cargo  que  el  servicio  de  coro.  Canónigos  de  oficio,  los  que  además  tienen 
un  cargo  especial.  En  España  son  cuatro:  el  lectoral,  el  penitenciario,  el 
doctoral  y  el  magistral.  En  las  colegiatas  el  magistral  y  el  doctoral;  a  veces 
también  el  penitenciario. 

Beneficiados  menores,  o  simplemente  beneficiados  son  los  auxiliares  del 
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cabildo  en  el  culto  divino;  no  son  del  gremio  del  cabildo,  no  constituyen 
parte  de  él ;  por  eso  no  tienen  voto  en  las  sesiones  capitulares. 

Los  canónigos  y  beneficiados  pueden  ser  de  gracia  o  de  oposición;  son 
de  gracia  aquellos  a  quienes  se  confiere  el  beneficio  sin  concurso;  de  oposi- 
ción los  que  le  obtienen  previo  concurso. 

El  número  de  canónigos  y  beneficiados  varía  según  se  trate  de  cabildos 
metropolitanos  o  sufragáneos  o  de  colegiata;  y  aún  en  los  de  la  misma 
clase  varía. 

La  provisión  de  los  beneficios  capitulares  ocupa  la  mayor  parte  de  los  ar- 
tículos del  Convenio. 

261.  Derecho  común.  Según  el  Código:  L°  Todas  las  dignidades, 
tanto  las  de  las  catedrales,  como  las  de  las  colegiatas,  son  de  libre  colación 
de  la  Santa  Sede  (can.  396,  §  1). 

2.°  Todas  las  canonjías  y  beneficios  de  catedrales  o  colegiatas  son  de 
libre  colación  del  Obispo;  reprobándose  toda  costumbre  contraria,  y  revo- 
cándose todo  contrario  privilegio;  pero  salva  la  ley  contraria  de  funda- 
ción y  los  casos  especiales  de  reserva  pontificia,  a  tenor  del  can.  1435 
(can.  403). 

3.0  El  concurso  u  oposición  en  ningún  caso  se  prescribe;  únicamente 
para  la  lectoralía  y  penitenciaría,  donde  haya  ley  particular  que  la  re- 
quiera. 

Aparece,  pues,  la  voluntad  del  legislador  que  no  se  pongan  trabas  ni  a 
la  Santa  Sede  ni  al  Obispo  para  proveer  libremente  las  dignidades  y  bene- 
ficios; sin  derecho  de  presentación  ni  elección  de  otras  personas  o  cole- 
gios, que  siempre  limitan  la  libertad;  y  sin  concurso,  que  un  tanto  la 
coarta. 

§  7.    Derecho  concordado 

262.  Terminología.  El  Convenio  muestra  por  lo  común  esmero  en  el 
uso  exacto  de  los  términos  canónicos.  Proveer  significa  en  él  conferir  o  con- 
ceder el  beneficio;  mientras  que  en  el  Concordato  de  1851  significaba  a 
veces  la  designación  de  la  persona,  acto  que  también  se  llamaba  nombrar 
(art.  18). 

Nombrar  en  materia  beneficial  se  toma  en  diversas  acepciones.  El  Có- 
digo la  usa  más  veces  para  significar  la  libre  colación  (can.  294,  §  2;  329,  §  2; 
455,  §  1,  etc.).  Alguna  vez  denota  la  designación  de  la  persona  por  elección 
o  votos  (can.  432,  §  3,  etc.).  Otras  indica  la  designación  de  la  persona  en 
la  libre  colación,  si  queremos  distinguir  en  ésta  dos  actos  distintos:  la  de- 
signación de  la  persona,  que  la  hace  el  mismo  superior  que  concede  el  tí- 
tulo; y  la  colación  o  concesión  del  beneficio  (can.  320,  §  1;  455,  §  1).  En  el 
Convenio  significa  siempre  la  designación  de  las  personas  propuestas  en 
terna  por  el  Prelado,  para  que  el  Jefe  del  Estado  presente  una  de  ellas  al 
Superior  que  ha  de  conferir  el  beneficio. 

Presentar  significa  proponer  al  superior  una  o  varias  personas,  para  que 
éste  le  dé  el  beneficio  (can.  1451-68). 
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'§  8.    Provisión  de  las  dignidades 

Son  todas  de  provisión  pontificia,  pero  de  modo  diverso. 

263.  Deán.  Cuando  se  trate  de  proveer  la  dignidad  de  Deán,  de  los 
Cabildos  metropolitanos  y  catedrales,  el  Obispo,  después  de  oir  al  Cabildo 
sobre  los  varios  candidatos,  formará  una  lista  de  tres  eclesiásticos  dignos 
y  la  enviará  al  Jefe  del  Estado;  el  cual  escogerá  y  presentará  a  la  Santa 
Sede  una  de  las  personas  que  componen  la  terna  (art.  3,  §  1).  Es,  pues,  de 
provisión  pontificia,  pero  de  presentación  del  Jefe  del  Estado. 

La  Declaración  1^  dice  a  este  propósito:  "Antes  de  formular  la  terna, 
de  que  se  habla  en  este  párrafo,  el  Obispo  debe  consultar  al  Cabildo  sobre 
cada  uno  de  los  posibles  candidatos,  pero  en  la  formación  de  la  terna  puede 
luego  obrar  libremente". 

Esta  misma  norma  creemos  que  debe  aplicarse  en  la  provisión  de  las 
canonjías  y  beneficios  simples,  que  sean  de  presentación  del  Jefe  del  Es- 
tado, aunque  sean  de  oposición.  La  formación  de  la  terna  queda  siempre  a 
la  libertad  del  Prelado. 

264.  Chantre.  La  provisión  de  la  dignidad  de  chantre  corresponderá 
siempre  a  la  libre  colación  de  la  Santa  Sede  (art.  3,  §  2). 

En  el  Concordato  anterior  no  todas  las  chantrias  eran  de  libre  cola- 
ción pontificia,  sino  sólo  las  de  las  iglesias  metropolitanas,  y  22  sufragá- 
neas; las  demás  eran  de  alternativa:  una  vez  de  libre  colación  del  Obispo, 
otra  de  presentación  de  la  Corona  e  institución  episcopal;  así  también  las 
demás  dignidades  (Concordato  de  1851,  art.  18). 

Por  lo  que  hace  a  la  dignidad  de  chantre  se  seguirá  la  norma  tradicio- 
nal, esto  es,  la  nunciatura  propondrá  el  candidato  a  la  Santa  Sede  (1). 

265.  Las  demás  dignidades  catedralicias.  La  provisión  de  las  demás 
dignidades  de  los  cabildos  metropolitanos  y  catedrales  será  efectuada  por 
la  Santa  Sede,  alternativamente:  a)  por  libre  colación;  b)  por  presenta- 
ción previa  del  Jefe  del  Estado.  En  este  segundo  caso  se  procederá  como  se 
indica  en  el  párrafo  primero  del  presente  artículo  (§  3). 

Esto  es,  el  Prelado  formará  una  terna  de  sacerdotes  dignos  y  la  propon- 
drá al  Jefe  del  Estado,  el  cual  escogerá  y  presentará  a  la  Santa  Sede  uno 
de  la  terna. 

Las  vacantes  que  había  al  tiempo  de  firmarse  el  Convenio  se  proveye- 
ron por  el  turno  de  presentación  (2). 

266.  Abad  de  colegiata.  Para  el  nombramiento  de  Abad  de  los  cabildos 
colegiales,  el  Obispo,  previa  oposición,  formará  y  enviará  al  Jefe  del  Estado 
una  lista  de  tres  eclesiásticos,  que  hayan  sido  reputados  dignos  en  dicha 
oposición.  El  Jefe  del  Estado  escogerá  y  presentará  a  la  Santa  Sede  uno  de 
los  nombres  comprendidos  en  la  terna  (§  4). 

Son,  pues,  estas  abadías  de  provisión  pontificia,  pero  de  presentación  del 
Jefe  del  Estado,  previa  oposición  de  los  candidatos;  porque  al  mismo  tiem- 
po son  parroquias.  Más  adelante  veremos  las  excepciones  en  las  colegiatas 
privilegiadas. 


(\)  Acldrítciones.  Circular  de  la  Nunciatura.  Al  art.  3,  §  2. 
(2)    Comuiiivdciones  adicionales  al  Convenio.  Tercero. 
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267.  Capellanes  mayores  de  las  Capillas  Reales.  Para  el  nombra- 
miento de  capellán  mayor  de  las  Capillas  de  los  Reyes,  de  Toledo;  de  los 
Reyes  Católicos,  de  Granada;  y  de  San  Fernando,  de  Sevilla,  el  Jefe  del 
Estado  presentará  al  Obispo  un  candidato  escogido  de  una  terna  formada 
al  efecto  por  el  mismo  Obispo,  según  lo  establecido  en  el  párrafo  primero 
de  este  articulo  (§  5). 

Son  por  tanto  estas  capellanías,  de  provisión  arzobispal,  no  reservadas 
a  la  Santa  Sede;  porque  son  de  patronato  basado  en  título  de  fundación  de 
aquellas  capillas.  Pero  de  presentación  del  Jefe  del  Estado.  La  terna  la 
forma  el  Arzobispo,  sin  previa  oposición,  oído  el  cabildo. 

§  9.    Provisión  de  las  canonjías  de  oficio 

268.  Las  canonjías  de  oficio  de  las  iglesias  catedrales  y  colegiatas  serán 
conferidas  previa  oposición,  efectuándose  la  elección  del  candidato  por  el 
Obispo  y  el  cabildo  (Convenio,  art.  4,  apart.  1.°). 

269.  Oposiciones,  por  otro  nombre  concurso  especial  para  determina- 
da canonjía  vacante.  Sobre  el  modo  de  verificarlas  indican  las  Aclaraciones 
al  Convenio  n.  8,  §  3:  Acaso  se  den  normas  especiales  que  se  comunicarán 
por  la  Nunciatura.  Hasta  ahora  no  tenemos  noticia  de  ellas.  Entre  tanto  se 
sigue  el  método  tradicional,  con  modificaciones  a  veces  notables  en  cuanto 
a  la  materia. 

Oposiciones  cumulativas.  Si  un  sacerdote  aspira  a  una  canonjía  de  ofi- 
cio y  a  una  cátedra  del  seminario,  ¿bastarán  unas  solas  oposiciones  para 
ambas  cosas? 

De  suyo  no  se  ve  incompatibilidad,  a  no  ser  por  razón  de  la  materia,  que 
para  la  canonjía  debe  ser  apropiada,  y  apropiada  también  para  la  cátedra. 
Así  no  seria  propio  que  la  misma  materia  se  exigiese  en  las  oposiciones  para 
la  penitenciaría,  y  para  una  cátedra  de  Física  y  Química. 

Pero  aun  excluida  la  incompatibilidad  por  razón  de  la  materia,  paréce- 
nos  no  ser  tan  conforme  a  la  mente  del  legislador  que  unas  mismas  oposi- 
ciones valgan  para  ambas  cosas.  Porque:  a)  El  examen  para  cátedra  tiene 
que  ser  siempre  concreto  a  la  asignatura  respectiva.  Luego  en  general  el 
examen  para  una  cosa  no  resultaría  suficiente  para  la  otra,  b)  Quedarían 
excluidos  de  opositar  los  oue  no  aspirasen  sino  a  las  cátedras,  c)  Las  opo- 
siciones en  cada  uno  de  los  dos  casos  tienen  sus  procedimientos  distintos. 
d)  Cada  una  de  las  dos  cosas  tiene  su  correspondiente  asignación  econó- 
mica del  Estado.  Y  aunque  no  son  dos  oficios  incompatibles,  ya  que  las 
cátedras  no  son  beneficios  (3),  las  asignaciones  han  de  darse  íntegras  a  los 
titulares;  aunque  se  trate  de  la  asignatura  de  Sagrada  Escritura  explicada 
por  el  Lectoral  en  el  seminario  (4).  Por  tanto  es  obvio  que  se  cumplan  los 
requisitos  de  cada  una  de  las  dos  cosas. 

270.  Reservas  en  las  canonjías  de  oficio.  Estas  de  suyo  no  son  re- 
servadas a  la  Santa  Sede.  Pueden  en  algún  caso  quedar  reservadas,  v.  gr.,  por 
afección,  como  por  promoción  pontificia  del  canónigo  a  dignidad.  Pues  bien, 

(3)  Comis.  Intérpr.  24  nov.  1920;  A  AS.  12,  573.  Convenio  8  dic.  1946,  art.  10. 

(4)  Dataría,  Instruc.  1  en.  1942;  AAS.  34,  113;  n.  8,  12. 
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aun  en  el  caso  de  que  queden  reservadas,  su  provisión  se  hará  previo  con- 
curso, como  de  ordinario,  con  intervención  del  Obispo  y  del  cabildo  (Acla- 
raciones, III  al  art.  4,  §  1). 

El  tribunal  calificador  le  constituyen  estos  mismos.  Sus  votos  no  son  de- 
cisivos o  de  elección,  como  en  las  provisiones  ordinarias,  sino  calificativos 
o  de  mera  calificación.  El  Prelado  se  limitará  a  enviar  a  la  Santa  Sede  las 
puntuaciones  de  cada  candidato;  indicando  también  cuál  es  el  preferido 
suyo.  A  este  juicio  del  Prelado  suele  atenerse  la  Dataria  Apostólica;  pero 
ella  proveerá  la  canonjía  de  oficio  en  quien  le  pareciere;  de  suerte  que  en 
el  caso  de  reserva  pontificia,  la  provisión  de  la  canonjía  de  oficio,  se  hará, 
no  por  elección  del  Obispo  y  cabildo  y  confirmación  de  la  Santa  Sede;  sino 
por  libre  colación  pontificia,  previa  la  oposición. 

Si  en  la  calificación  del  tribunal  ninguno  de  los  candidatos  tuviere  la 
mayoría  en  el  primer  escrutinio,  no  se  procederá  a  otro  escrutinio;  pues  no 
se  trata  de  elección,  sino  de  mera  calificación;  ni  lia  de  proponer  el  cabildo 
a  la  Santa  Sede  cuál  es  el  preferido  por  él;  sino  que  el  Prelado  se  limitará 
a  manifestarla  el  número  de  votos  que  obtuvo  cada  opositor;  y  cuál  de 
ellos  a  su  juicio  es  el  más  digno  y  apto;  y  al  juicio  del  Prelado  suele  ate- 
nerse la  Santa  Sede;  no  precisamente  al  que  obtuvo  más  votos  del  cabil- 
do (5).  Sin  embargo,  en  caso  de  empate  no  nos  parecería  absurda  otra  vo- 
tación, en  la  que  apareciera  de  alguna  manera  la  preferencia  del  cabildo, 
como  un  elemento  más  para  ilustrar  el  juicio  del  Prelado  y  de  la  Santa  Sede. 
Si  así  se  hizo,  lo  más  correcto  v  cabal  es  dar  cuenta  completa  de  lo 
hecho  (6). 

271.  Grados  académicos.  El  Código  Canónico  no  los  exige  en  absoluto 
ni  para  las  dignidades  ni  para  las  canonjías,  aun  las  de  oficio;  pero  en 
igualdad  de  circunstancias  prefiere  a  los  que  posean  grado  mayor  en  Teolo- 
gía o  Derecho  canónico.  He  aquí  sus  disposiciones: 

a)  La  primera  dignidad  al  menos,  en  el  cabildo  catedral,  a  ser  posi- 
ble, y  en  igualdad  de  circunstancias,  posea  el  doctorado  en  Teología  o  Cá- 
nones (can.  396,  §  1).  b)  Para  canónigo  teólogo  (lectoral)  y  penitenciario, 
en  igualdad  de  circunstancias  serán  preferidos  los  doctores  en  Teología,  si 
se  trata  del  teólogo;  en  Teología  o  Derecho  canónico,  si  del  penitenciario 
(can.  399,  §  1).  c)  En  la  colación  de  las  canonjías,  en  igualdad  de  circuns- 
tancias, se  tendrán  en  cuenta  los  doctores  en  Teología  o  Derecho  canónico, 
por  algún  ateneo;  y  los  que  han  ejercido  laudablemente  el  ministerio  ecle- 
siástico o  el  magisterio;  y  los  que  más  sobresalieron  en  los  exámenes  trie- 
nales de  los  nuevos  sacerdotes  (can.  404,  §  2). 

El  Convenio  se  expresa  así:  Para  ser  nombrado  dignidad  o  canónigo  de 
oficio  se  necesita  poseer  grado  mayor  en  Filosofía,  Teologia  o  Derecho  ca- 
nónico; o  haber  desempeñado  meritoriamente  el  ministerio  eclesiástico  en 
funciones  de  gobierno,  como  Vicario  General,  Provisor  o  Secretario  de  Cá- 
mara; o  en  cargo  de  magisterio,  como  profesor  de  Filosofía,  Teologia  o  De- 
recho canónico  (art.  4,  apart.  2). 

Grado  mayor  se  entiende  el  doctorado  y  la  licenciatura.  Así  se  ha  enten- 
dido siempre;  así  en  el  Acuerdo  sobre  la  jurisdicción  castrense,  5  ag.  1950, 
art.  4,  para  el  ascenso  a  teniente  vicario;  y  más  ahora  en  que  la  S.  Cong. 


(f))  íh:r.ATiLLO,  Caaos  canónicos-mnrales,  I, 
(0)    Convenio  8  dic.  1946,  art.  10. 
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de  Seminarios  y  Universidades,  el  28  de  mayo  de  1948,  declaró  equiparada 
la  licencia  de  ahora  al  doctorado  obtenido  antes  de  la  Constitución  Deus 
scientiarum  Dominus,  24  mar.  1931,  para  todos  los  efectos  jurídicos,  excep- 
tuando dos:  ser  auditor  de  la  Rota  (7)  y  profesor  en  una  Facultad  Ponti- 
ficia (AAS.  40,  266). 

El  grado  mayor  ha  de  ser  precisamente  en  una  de  las  tres  facultades: 
de  Filosofía,  Teología,  Derecho  canónico.  No  basta  en  Historia  Eclesiástica, 
Arqueología  Cristiana,  etc.,  escribe  Robleda,  Sal  Terrae,  1950,  p.  106.  No  se 
excluye  la  Sagrada  Escritura,  porque  cualquier  grado  en  ella  prerrequiere  la 
licencia  en  Teología  (8);  y  porque  el  doctorado  en  ella  tiene  los  mismos  efec- 
tos canónicos  que  el  doctorado  en  Teología  (9). 

Parécenos  que  vale  también  el  grado  en  cualquiera  disciplina  que  entre 
en  una  de  aquellas  tres  Facultades,  v.  gr..  Historia  Eclesiástica,  Sociolo- 
gía, etc.;  a.sí  como  basta  el  magisterio  en  cualquiera  asignatura  de  las  tres 
Facultades  de  Filosofía,  Teología  y  Derecho  canónico,  según  diremos. 

El  grado  debe  ser  obtenido  en  Universidades  o  Facultades  erigidas  por 
la  Santa  Sede.  Porque  sólo  ella  puede  conferir  grados  con  valor  canónico. 
Pero  una  facultad  canónica,  por  ejemplo,  la  de  Teología,  puede  erigirse  en 
una  Universidad  del  Estado  por  la  Santa  Sede,  y  de  esto  hay  casos;  en- 
tonces los  grados  otorgados  por  esta  Facultad  tendrán  pleno  valor  eclesiás- 
tico (can.  1377). 

272.  Suplencia  de  los  grados.  La  falta  de  grados  puede  suplirse  con 
servicio  meritorio  en  cargos  de  gobierno  o  magisterio.  Cargos  de  gobierno 
menciona  el  Convenio  los  de  Vicario  General,  Provisor  y  Secretario  de 
Cámara. 

¿Es  taxativa  esta  enumeración,  o  sólo  por  modo  de  ejemplo,  de  suerte 
que  pueda  comprender  otros  cargos? 

Puede  dudarse,  escribe  Robleda  (Sal  Terrae,  1950,  p.  107),  porque  así 
como  es  taxativa  la  enumeración  de  las  Facultades  de  Filosofía,  Teología  y 
Derecho  canónico  en  cuanto  a  los  servicios  de  magisterio  que  suplen  a  los 
grados,  por  analogía  de  los  grados  requeridos,  así  parece  también  en  cuanto 
a  los  servicios  de  gobierno;  en  los  dos  miembros  emplea  el  Convenio  la 
misma  palabra  como.  Esta  en  el  segundo  miembro,  no  es  ejemplativa,  equi- 
valente a,  por  ejemplo;  sino  taxativa,  equivalente  a  en  calidad  de  profesor 
en  una  de  estas  tres  Facultades.  Luego  la  analogía  pide  que  así  se  entienda 
también  el  como  en  el  primer  miembro  de  servicios:  en  calidad  precisa- 
mente de  Vicario  General,  Provisor  o  Secretario  de  Cámara. 

Sin  embargo,  el  mismo  Robleda  se  inclina  a  admitir  una  interpretación 
más  amplia,  incluyendo  también  otros  cargos  de  gobierno;  ya  que  se  trata 
de  favores;  tal  interpretación  parece  hacerla  admisible  el  can.  404,  §  2;  en 
la  colación  de  las  canonjías  téngase  en  cuenta  los  doctores  en  Teología  o 
en  Derecho  canónico;  y  los  que  han  ejercido  laudablemente  el  ministerio 
eclesiástico  o  el  magisterio. 

Aquí  los  términos  son  generales:  no  se  mencionan  precisamente  cargos 


(7)  También  de  la  Rota  Matritense  (Lodos,  en  Sal  Terrae,  1948,  p.  600). 

(8)  Deus  scientiarum,  art.  25,  n.  1,  b). 

(9)  Ibid.,  art.  3. 
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de  gobierno;  ni  magisterio  exclusivamente  en  Filosofía,  Teología  o  Derecho 
canónico. 

Pero  adviértase,  decimos  nosotros:  a)  que  el  canon  trata  de  las  canon- 
jías en  general,  no  precisamente  de  las  de  oficio;  b)  que  no  exige  grados; 
ni  especiales  servicios,  sino  que  muestra  preferencia  por  los  que  han  con- 
seguido grados  (sólo  menciona  el  doctorado);  o  han  prestado  buenos  ser- 
vicios, en  el  ministerio  eclesiástico  o  en  el  magisterio. 

En  cambio,  el  Convenio  trata  sólo  de  las  canonjías  de  oficio,  y  exige 
aquellos  requisitos.  Asi  que  no  debe  darse  demasiada  fuerza  al  argumento 
tomado  del  can.  404,  §  2. 

Sin  embargo,  no  negaremos  probabilidad  a  la  opinión  que  admite  a  las 
canonjías  de  oficio  a  los  que  han  ejercido  otros  cargos  de  gobierno,  además 
de  los  tres  dichos;  opinión  que  puede  aplicarse  en  la  práctica.  Ya  que  no 
ata  tanto  las  manos  del  Obispo  para  conferir  esas  canonjías  a  sacerdotes 
verdaderamente  dignos  y  que  podrían  desempeñarlas  satisfactoriamente. 

272  bis.  Cargos  de  gobierno.  La  dificultad  está  en  discernir  cuáles 
son  esos  otros  cargos  de  gobierno.  Podrían  entenderse  tales  los  que  se  re- 
fieren al  régimen  de  la  diócesis;  y  no  sólo  al  gobierno  de  una  parroquia. 
Así  incluiríamos,  por  ejemplo,  al  Visitador  General  de  Religiosas,  al  Dele- 
gado de  Capellanías  y  causas  pías;  tampoco  nos  opondríamos  a  que  se 
incluyese  a  los  Arciprestes;  pues  el  cargo  de  éstos  principal  es  ayudar  al 
Obispo  en  el  cumplimiento  de  su  deber  de  vigilancia;  y  además  le  enco- 
mienda el  Prelado  otras  comisiones.  Asimismo  admitiríamos  al  Consiliario 
de  la  Acción  Católica  diocesana,  al  Delegado  diocesano  de  Cáritas,  etc. 

¿Y  los  notarios  eclesiásticos?  Alguien  tal  vez  lo  pretenda,  equiparándolos 
a  los  secretarios  de  cámara.  No  creemos  admisible  tal  equiparación.  El 
oficio  del  notario  eclesiástico,  como  tal,  se  reduce  a  hacer  fe  pública  de 
los  actos;  lo  cual  no  es  acto  de  gobierno.  Por  eso  puede  encomendarse  ese 
oficio  a  seglares,  a  falta  de  clérigos  (can.  373).  Lo  cual  ha  sido  bastante 
frecuente  en  España. 

En  cambio  el  secretario  de  cámara,  además  de  ser  notario,  nadie  ignora 
cuánta  participación  tiene  en  el  gobierno  de  las  diócesis  españolas.  Con 
él  despacha  diariamente  el  Obispo;  a  él  encarga  mil  expedientes,  como  de 
órdenes,  etc.,  y  otra  multitud  de  asuntos.  Llegó  a  ser  tanta  su  actuación  en 
el  gobierno,  que  los  secretarios  de  cámara,  como  escribe  Muxiz  (10),  casi 
anularon  a  los  vicarios  generales;  y  aunque  hoy  los  vicarios  han  recobrado 
el  ejercicio  de  su  competencia,  aún  queda  a  los  secretarios  de  cámara  mu- 
cho campo  de  actividad  en  el  gobierno  diocesano. 

Así  que  nos  resistiríamos  a  incluir  entre  los  cargos  de  gobierno  al  mero 
notario  eclesiástico. 

272  ter.  El  magisterio  en  Filosofía,  Teología  y  Derecho  Canónico  ha 
de  entenderse  en  sentido  amplio;  por  cualquiera  asignatura  de  una  de 
estas  tres  Facultades.  Tal  interpretación  dio  la  Comisión  de  Intérpretes  a 
la  cláusula  análoga  del  can.  421,  §  1,  n.  1,  donde  se  excusa  de  coro  a  los 
capitulares  que  con  licencia  del  Ordinario  diocesano  enseñan  Teología  o 
Derecho  canónico  (11). 

¿Y  no  podría  admitirse  a  la  oposición  a  quien  ni  tuviere  grado  ni  hubiere 
ejercido  el  magisterio  en  Filosofía,  Teología  o  Derecho  canónico;  pero  sí 


nO)  Proredimienfos  eclesiásticos,  I,  125. 
(11;    12  nov.  1920;  AAS.  12,  573. 
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hubiese  enseñado  satisfactoriamente  Religión,  por  ejemplo,  en  un  colegio 
religioso  o  en  un  Instituto  de  segunda  enseñanza,  o  en  la  escuela  superior 
del  magisterio? 

Esto  creemos  que  no  basta  para  excusar  del  coro  a  un  canónigo,  a  tenor 
del  can.  421,  §  1,  n.  1.  Así  respondió  la  Gong,  del  Concilio  al  Obispo  de  Car- 
tagena, 6  ag.  1952.  Pues  el  canon  excusa  del  coro  a  los  que  con  licencia  del 
Ordinario  enseñan  Teología  o  Derecho  canónico  en  escuelas  reconocidas 
por  la  Iglesia;  esto  es,  cuyos  estudios  surten  efectos  canónicos.  Tampoco 
excusa  del  coro  el  enseñar  Filosofía  o  Religión  aun  en  los  seminarios.  Pa- 
recería, pues,  laxo  admitir  a  las  canonjías  de  oficio,  a  los  que  sin  tener 
grado  académico  en  Filosofía,  Teología  o  Derecho  canónico,  han  enseñado 
satisfactoriamente  Religión  en  un  seminario,  o  en  un  colegio  religioso  o  en 
un  Instituto  del  Estado. 

Pero  el  art.  4,  §  2,  del  Convenio  de  16  de  julio  1946,  es  más  amplio  que 
el  can.  421,  §  1,  n.  1;  pues  admite  a  las  canonjías  de  oficio  aun  a  los  que 
han  enseñado  con  satisfacción  Filosofía,  sin  grado  académico.  Además,  el 
mism.o  art.  4,  §  2,  admite  a  los  que  han  desempeñado  meritoriamente  el 
ministerio  eclesiástico  en  cargo  de  magisterio,  como  profesor  de  Filosofía, 
Teología  o  Derecho  canónico.  Magisterio  eclesiástico  es  sin  duda  la  ense- 
ñanza de  religión;  por  otra  parte,  la  cláusula  "como  profesor  de  Filoso- 
fía..."', probablemente  no  tiene  sentido  taxativo,  sino  por  modo  de  ejemplo; 
así  también  como  arriba  expusimos,  la  frase  ministerio  eclesiástico  en  fun- 
ciones de  gobierno,  como  Vicario  General,  Provisor  o  Secretario  de  Cámara, 
probablemente  no  tiene  sentido  taxativo,  sino  por  modo  de  ejemplo.  Admi- 
tiríamos, pues,  al  que  hubiese  enseñado,  por  ejemplo,  Geología  en  el  curso 
de  Filosofía  del  seminario. 

Pero  la  partícula  como,  si  no  es  taxativa,  parece  exigir  que  al  menos 
haya  cierta  equiparación  entre  el  magisterio  de  otras  disciplinas  y  el  de 
Filosofía,  Teología  y  Derecho  canónico;  es  decir,  que  sea  en  estudios  supe- 
riores, equiparables  a  éstos  hasta  cierto  punto. 

En  suma,  no  nos  parecería  contrario  al  art.  4,  §  2,  del  Convenio  de  16  jul. 
1946,  admitir  a  las  oposiciones  para  las  canonjías  de  oficio  a  los  que  sin 
tener  grado  eclesiástico  han  desempeñado  meritoriamente  el  ministerio 
eclesiástico  como  profesor  de  Religión  en  una  Universidad  civil;  y  estirando 
la  cuerda,  aun  en  una  escuela  superior  del  magisterio  (12).  No  así  al  profe- 
sor de  Retórica  en  el  seminario,  que  es  estudio  inferior;  ni  al  que  ha  es- 
crito libros  de  apostolado. 

Menor  dificultad  habría  para  admitirle,  si,  como  a  veces  sucede,  con- 
vocadas las  oposiciones,  nadie  se  presenta  a  ellas.  Pues  es  voluntad  de  la 
Iglesia  que  los  cargos  eclesiásticos  se  provean  en  propiedad  pronto;  que 
no  se  difiera  su  provisión  más  de  seis  meses  útiles  desde  la  noticia  de  la 
vacante  (can.  155).  Por  eso  es  preferible  dar  el  oficio  a  uno  a  quien  falte 
algún  requisito  canónico,  aunque  por  otra  parte  sea  idóneo,  a  tener  el 
oficio  mucho  tiempo  vacante.  Así  de  las  parroquias  resolvió  la  S.  Gong,  del 
Concilio,  7  mar.  1885,  que  se  pueden  proveer  sin  concurso  aquellas  que 
nadie  ha  querido,  después  de  sacadas  a  concurso. 

En  la  práctica,  pues,  si  convocadas  las  oposiciones  a  la  canonjía  de 
oficio  nadie  la  pretende,  convóquese  de  nuevo.  Si  sólo  se  presenta  uno  sin 
grados,  pero  que  ha  ejercido  meritoriamente  el  magisterio  de  Religión,  adju- 


(12)    Lodos,  en  Sal  Terrae,  1952,  pp.  408-26;  742-44. 
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díquesele  la  canonjía,  si  por  otra  parte  satisface  en  los  ejercicios  de  la  opo- 
sición y  en  las  demás  cualidades;  si  con  él  se  presentan  otros  con  grados; 
en  igualdad  de  las  demás  circunstancias,  adjudiquesele  a  un  graduado. 

Dice  la  Aclaración  IV  que  "los  candidatos  a  las  dignidades  y  canonjías 
de  oficio  deben  poseer  los  requisitos  establecidos  en  este  apartado,  cual- 
quiera que  sea  la  forma  en  que  se  realice  la  provisión,  y  la  autoridad  que  la 
haga".  Por  libre  colación,  por  elección  o  por  presentación;  por  provisión 
episcopal  o  pontificia  (13). 

Finalmente,  aunque  el  Convenio  aquí  sólo  se  fija  en  el  grado  académico 
y  en  el  servicio  en  cargo  de  gobierno  o  de  magisterio,  es  manifiesto  que  se 
necesitan  además  los  otros  requisitos  del  derecho  común. 

273.  Advertencias.  1.°  En  todo  caso  se  requiere  que  el  ejercicio  de 
este  cargo,  distinto  de  los  tres  expresados,  haya  sido  meritorio;  entendemos 
que  a  juicio  del  Obispo,  que  ha  de  admitir  al  candidato  a  las  oposiciones  y 
dar  el  oficio.  2."^  Que  ni  el  grado,  ni  el  ejercicio  meritorio  de  esos  cargos 
de  gobierno  o  magisterio  se  requieren  para  la  validez  de  la  provisión;  ya  que 
ni  el  Código  ni  el  Convenio  tienen  en  este  punto  cláusula  irritante  o  inha- 
bilitante (can.  11,  1680).  Más  en  concreto  lo  dice  así  el  can.  153,  §  3:  Cuando 
el  provisto  carece  de  las  cualidades  requeridas,  la  provisión  es  nula;  si  así 
lo  establece  el  derecho  común  o  particular  o  la  ley  de  fundación;  en  otro 
caso  es  válida,  pero  puede  anularse  por  sentencia  del  legítimo  superior. 
3.^  Que  en  caso  de  duda  sobre  qué  cargo  bastaría  para  conferir  la  canonjía 
de  oficio,  la  decisión  corresponderá  al  Ordinario. 

§  10.    Provisión  de  canonjías  simples  y  beneficios  menores 

274.  Las  canonjías  simples  y  beneficios  menores  de  las  iglesias  catedra- 
les y  colegiatas  se  proveerán  una  mitad  previa  oposición,  y  la  otra  mitad 
en  la  forma  llamada  "de  gracia".  Cuando  el  número  de  las  prebendas  fuera 
impar,  la  unidad  sobrante  se  sumará  al  grupo  de  las  de  oposición.  En  la 
mitad  correspondiente  a  oposición  se  entenderán  incluidos  los  beneficios 
denominados  "de  oficio"  (art.  5,  §  1). 

Las  canonjías  simples  no  tienen  oficio  especial,  sino  sólo  el  común  a 
todas  las  canonjías,  a  saber,  el  oficio  de  coro.  En  cambio  los  beneficios  me- 
nores unos  son  simples,  que  no  tienen  otro  oficio  que  el  común  de  coro;  y 
otros  de  oficio,  que  tienen  además  otro  especial,  como  el  de  maestro  de 
capilla,  el  maestro  de  ceremonias,  el  organista,  etc. 

El  número  de  dignidades,  canonjías  y  beneficios  menores  en  las  catedra- 
les y  colegiales,  es  en  el  nuevo  Concordato  el  mismo  que  en  el  anterior, 
y  en  tal  supuesto  procede  lo  establecido  aquí  en  el  Convenio. 

La  Aclaración  V  lo  explica  asi:  Art.  5,  §  1:  "D  Para  la  formación  de 
los  dos  turnos  de  oposición  y  de  gracia,  de  que  aquí  se  trata,  los  Ordinarios 
de  España  fijarán  taxativamente,  de  una  vez  para  siempre,  «semel  pr(5 
semper»  cuáles  beneficios  menores  de  cada  iglesia  catedral  y  colegiata  de- 
berán en  adelante  conferirse  por  oposición,  y  cuáles  en  forma  de  gracia. 


(13)  Declarnción  IV  de  las  enviadas  por  el  Sr.  Nuncio  a  los  Prelados,  1  abr. 
1947. 
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independientemente  de  la  circunstancia  de  que  en  el  momento  actual  estén 
provistas  o  vacantes.  Esta  clasificación  ha  de  hacerse  teniendo  en  cuenta 
las  normas  que  se  establecen  en  este  párrafo". 

"2)  Tanto  los  beneficios  que  se  hallen  vacantes  en  el  momento  en  que 
se  fije  esta  clasificación,  como  aquellos  que  en  adelante  vacaren,  se  pro- 
veerán por  oposición  o  de  gracia  según  pertenezcan  a  una  u  otra  de  dichas 
categorías". 

Esta  aclaración  se  refiere  solamente  a  los  beneficios  menores,  no  a  las 
canonjías  simples. 

¿Por  qué  en  éstas  no  ha  de  fijar  el  Obispo  semel  pro  semper  cuáles  han 
de  pertenecer  a  la  mitad  de  oposición  y  cuáles  a  la  mitad  de  gracia?  ¿Tal 
vez  porque  estaba  ya  determinado  antes?  Xo  nos  parece  razón  convincente, 
pues  el  derecho  concordado  anterior  cesó  desde  la  República;  y  desde  en- 
tonces hasta  el  Convenio  de  1946  debieron  conferirse  todas  las  canonjias 
simples  sin  oposición,  ya  que,  según  declaración  comunicada  a  los  Obispos 
por  circular  de  la  Nunciatura,  la  Dataria  no  consideró  obligatoria  la  opo- 
sición ni  para  las  canonjias  de  oficio  (14). 

Así,  pues,  si  ya  no  estaba  determinado  cuál  mitad  de  las  canonjias  sim- 
ples ha  de  ser  de  oposición  y  cuál  mitad  de  gracia;  y  por  otra  parte  no  se 
da  a  los  Obispos  facultad  de  determinarlo;  no  sabemos  qué  norma  aplicar 
a  estas  canonjias;  como  no  sea  la  alternativa  en  las  vacantes:  una  vez  sí, 
y  a  la  siguiente  no.  Pero  entonces  no  tiene  sentido  aquello  del  art.  5,  §  1 : 
Cuando  el  número  de  las  prebendas  fuere  impar,  la  unidad  sobrante  se  su- 
mará al  grupo  de  las  de  oposición.  Parécenos,  pues,  que  esta  laguna  en  las 
canonjias  ha  de  llenarse  por  lo  establecido  en  la  Declaración  para  los  bene- 
ficios simples,  a  saber,  que  las  dos  mitades  ha  de  fijarlas  el  Obispo  (can.  20). 
Suponemos  que  desde  el  Convenio  asi  ya  lo  habrán  determinado  de  una  u 
otra  manera. 

Volviendo  a  los  beneficios  simples,  la  norma  se  expüca  así:  En  aquellas 
catedrales  donde  los  beneficiados  son  doce:  y  de  ellos  seis  son  de  oficio,  los 
otros  seis  serán  de  gracia,  pues  los  de  oficio  siempre  son  de  oposición.  En 
aquellas  colegiatas  en  que  los  beneficios  son  seis,  y  de  ellos  tres  son  de 
oficio,  los  otros  tres  serán  de  gracia.  En  este  caso  no  hay  problema.  Pero 
en  aquellas  catedrales  o  colegiatas  donde  el  número  de  beneficiados  de 
oficio  es  menor  que  el  de  los  beneficiados  simples,  algunos  de  estos  últimos 
han  de  ser  de  oposición,  hasta  completar  la  mitad  del  total  de  los  beneficios 
menores;  y  si  el  número  total  es  impar,  el  sobrante  de  la  mitad  será  tam- 
bién de  oposición.  Cuáles  beneficios  simples  en  concreto  han  de  ser  de  opo- 
sición y  cuáles  de  gracia  lo  determinará  de  una  vez  para  siempre  el  Obis- 
po; V.  gr.,  los  beneficios  A  y  B  serán  siempre  de  oposición,  los  dem.ás,  de 
gracia.  No  se  atiende,  pues,  a  la  alternativa  en  la  vacante:  aunque  vaquen 
seguidos  dos  comprendidos  en  la  mitad  de  gracia,  los  dos  se  conferirán  de 
gracia;  y  si  vacan  seguidamente  dos  de  la  mitad  de  oposición,  los  dos  se 
conferirán  por  concurso. 

275.  Imposición  de  cargas  (art.  5,  §  2).  En  el  derecho  concordado 
anterior  podía  el  Prelado:  1.°  Imponer  cargas  de  enseñanza  en  el  semi- 
nario, además  de  las  de  su  oficio,  añadiéndolas  a  éstas,  aun  al  magistral 


(14)  Circular  de  la  Nunciatura  30  dic.  1942.  Sal  Terrae,  1943,  p.  220.  A  la 
segunda  pregunta. 
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y  doctoral  (15).  Confirmó  esta  práctica  la  S.  Gong,  del  Concilio,  10  marzo 
1923.  Y  estas  cargas  han  de  levantarlas,  no  sólo  sin  retribución,  sino  tam- 
bién con  no  pequeños  gastos  de  su  peculio  propio  (16). 

2.^  A  las  canonjías  simples  de  oposición  y  a  los  beneficios  menores  de 
oposición  también  podía  imponerlas;  no  así  a  las  canonjías  y  beneficios  de 
gracia. 

Por  derecho  común  el  can.  1440  prohibe  imponerlas;  pues  esa  imposi- 
ción equivale  a  una  disminución  del  beneficio:  Beneficia  ecclesiastica  sine 
diminutione  conferantur.  Esto  no  quitó  la  disciplina  particular  de  España. 

276.  Derecho  concordado  actual.  Al  proveer  estos  beneficios,  el  Obis- 
po conserva  la  facultad  de  imponerles,  oído  el  Cabildo,  cargas  particulares, 
principalmente  de  ministerio  (art.  5,  §  2). 

A  las  canonjías  de  oficio  no  se  les  pueden  imponer  otras  cargas.  Así  lo 
demuestra  la  contextura  de  los  §§  1  y  2  del  art.  5:  en  el  §  1  trata  solamente 
de  las  canonjías  simples  y  de  los  beneficios  menores.  El  §  2  añade:  Al  pro- 
veer estos  beneficios  el  Obispo  conserva  la  facultad  de  imponerles,  oído  el 
Cabildo,  cargas  particulares,  principalmente  de  ministerio. 

A  las  canonjías  simples  y  beneficios  menores,  sean  de  oposición  sean 
de  gracia,  puede  imponerlas.  Así  reza  la  Declaración  VI:  "(Art.  5,  §  2).  Con 
relación  a  la  pregunta  si,  a  tenor  de  lo  que  se  dice  en  el  mencionado  pá- 
rrafo, puede  el  Obispo,  después  de  haber  oído  al  Cabildo,  imponer  cargas 
particulares  a  todas  las  canonjías  simples  y  beneficios  menores  de  iglesias 
catedrales  y  colegiatas,  tanto  sean  de  oposición  como  de  gracia,  no  hay 
duda  de  que  la  respuesta  ha  de  ser  afirmativa,  y  que  el  párrafo  en  cuestión 
se  refiere  a  todos  los  beneficios  mencionados  en  el  precedente". 

Estas  cargas  particulares  han  de  anunciarse  antes  de  proveer  el  bene- 
ficio, por  ser  una  disminución  de  él,  para  que  el  candidato  le  acepte  así  a 
sabiendas. 

Podrá  imponerlas  el  Prelado,  oído  el  Cabildo  respectivo,  aunque  éste  aca- 
so se  oponga  (can.  105,  n.  1). 

Las  cargas  serán  preferentemente  de  ministerio  espiritual,  como  predi- 
cación, confesonario,  dirección  de  una  asociación  piadosa,  etc.;  más  que 
otras  que  antes  se  imponían,  como  de  archivero  o  bibliotecario,  profesor 
del  seminario,  redactor  de  la  epacta,  etc. 

La  equidad  pide  que  las  cargas  añadidas  sean  ligeras.  Y  bien  estaría 
que  por  ellas  se  diese  alguna  gratificación.  Si  fuese  carga  que  tiene  seña- 
lada asignación  del  Estado  por  el  Convenio  de  Seminarios  y  Universidades, 
8  de  diciembre  1946,  creemos  que  se  les  debe  dar.  Tal  parece  la  voluntad  de 
las  Altas  Partes  contratantes  manifestada  en  el  art.  10:  "Las  dotaciones 
para  los  profesores...  se  entienden  asignadas  a  las  cátedras  que  se  indican, 
debiendo  ser  pagadas  por  nóminas  a  los  profesores  de  las  mismas,  a  través 
del  Ordinario  diocesano,  en  la  medida  que  éste  las  reciba  del  Gobierno". 
Así  quisieron  consignarlo  para  que  llegase  a  los  profesores  su  asignación 
correspondiente. 


(15)  Real  Ccduln  concordada  31  jiil.  1852. 

(16)  AAS.  15,  588.  Al  penitenciario  podía  imponerle  la  de  enseñar  IMoral  en  el 
seminario,  por  la  Const.  Snpremac  disposifinnis,  de  Grejíorio  XV,  5  nov.  1622. 
'J'aníhién  al  doctoral  se  imponía  carga  especial. 
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Aunque  el  citado  Convenio  no  lo  dice,  juzgamos  que  lo  mismo  debe  de- 
cirse de  otros  cargos  del  seminario  retribuidos  por  el  Estado,  v.  gr.,  director 
espiritual. 

La  razón  de  que  se  puedan  imponer  cargas  a  las  canonjías  simples  y 
beneficios  menores,  contraviniendo  al  can.  1440,  tiene  hoy  más  fuerza  que 
antiguamente:  por  haberse  multiplicado  las  necesidades  y  escasear  tanto 
el  clero. 

277.  ¿Podrá  el  Obispo  cambiar  o  suprimir  las  cargas  que,  en  virtud 
del  Convenio,  art.  5,  §  2,  añadió  a  las  canonjías  y  beneficios?  Puede  en  efecto 
suceder  que  tales  cargas  resulten  en  extremo  gravosas  a  los  prebendados, 
y  su  desempeño  menos  diestro  y  provechoso;  por  poca  habilidad  o  aptitud 
de  ellos. 

No  vemos  dificultad  jurídica  para  que  a  tales  beneficiados  les  pueda  el 
Obispo  exonerarles  de  esas  cargas  que  él  impuso  al  tiempo  de  la  provisión. 
Pues  aunque  el  Convenio  le  autoriza  para  añadir  cargas,  éstas  deben  ser 
módicas,  de  suerte  que  sustancialmente  se  observe  el  principio  general  del 
can.  1440:  Beneficia  ecclesiastica  sine  dimimitione  conferaníiir.  El  Pre- 
lado que  las  impuso  podrá  quitarlas  o  cambiarlas,  conforme  a  la  regla  1  del 
Derecho  en  las  Decretales  de  Gregorio  IX:  ''Omnis  res  per  quasciimque 
causas  nascitur,  per  easdein  dissoluitur". 

Y  para  esta  supresión  o  variación  ¿ha  de  intervenir  el  Cabildo  emitiendo 
su  parecer;  ya  que  le  emitió  para  imponerlas?  Si  en  la  imposición  de  las 
cargas  quedaba  interesado  el  Cabildo,  por  ser  cargas  que  le  afectan,  v.  gr.,  de 
secretario,  archivero,  etc.,  no  las  quitará  ni  cambiará  el  Prelado  sin  oír 
el  consejo  de  éste.  Si  las  cargas  no  tienen  que  ver  nada  con  el  Cabildo, 
como  de  consiliario  de  la  Acción  Católica,  enseñar  el  Catecismo  los  do- 
mingos, etc.;  no  habría  por  qué  consultar  el  Prelado  al  Cabildo.  Tal  vez 
no  acceda  el  Prelado  a  exonerar  de  estas  cargas  gratuitamente,  sino  exi- 
giéndoles algo  con  que  retribuir  a  otros  que  las  tomen. 

Y  si  al  gravado  con  esas  cargas  le  jubilan  ¿tendrá  que  seguir  él  levan- 
tándolas o  poner  a  sus  expensas  otro  que  las  levante? 

Es  axioma:  labilatiis  censetiir  vivas  quoad  inra,  mortuus  qnoad  añera. 
No  obstante  esto,  la  carga  propia  y  peculiar  de  su  oficio,  tiene  que  seguir 
levantándola  por  si  o  por  otro  a  sus  expensas;  v.  gr.,  la  de  oír  confesiones 
el  penitenciario,  la  de  dirigir  las  ceremonias  el  maestro  de  ellas  (17).  Pero 
las  cargas  añadidas  por  el  Prelado  a  la  prebenda  juzgo  que  cesan  por  el 
mero  hecho  de  la  jubilación;  ya  que  no  son  propias  y  peculiares  de  tal 
prebenda,  sino  que  pueden  añadirse  a  cualquiera  o  no  adjudicarse  a  nin- 
guna, según  la  voluntad  del  Prelado.  Tal  añadidura  es  odiosa  y  de  suyo 
contraria  al  derecho  común,  sólo  por  excepción  permitida  en  España; 
conservársela  al  jubilado  sería  excepción  odiosa  de  aquel  axioma:  lubila- 
tiis  censetur  vivas  qaoad  iura,  mortuus  quoad  onera.  Ahora  bien,  las  ex- 
cepciones de  la  ley  no  deben  admitirse,  si  no  se  prueban  (can.  19). 

278.  Alternativa:  Bien  sea  que  haya  habido  oposición  o  que  se  pro- 
ceda en  forma  de  gracia,  las  canonjías  y  los  beneficios,  a  que  se  refiere  el 
párrafo  primero,  serán  conferidos  por  el  Obispo  alternativamente:  a)  por 
libre  colación,  después  de  haber  oído  al  Cabildo,  y  b)  por  presentación  pre- 
via del  Jefe  del  Estado. 

En  este  segundo  caso  el  Jefe  del  Estado  escogerá  el  candidato  que  ha 


(17)    Regatillo,  Institutiones  lur.  Can.,  I,  576  (ed.  6). 
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de  presentar,  de  una  lista  de  tres  eclesiásticos  dignos,  que  el  Obispo  forma- 
rá, a  base  de  los  resultados  de  la  oposición,  o  después  de  oír  al  Cabildo 
sobre  los  varios  candidatos,  por  su  libre  designación  (art.  5,  §  3). 

La  Aclaración  VII  lo  explica  así:  "Art.  5,  §  3.  1)  Para  el  ejercicio  de  la 
alternativa  entre  las  provisiones  que  hayan  de  hacerse  previa  presentación 
del  Jefe  del  Estado  y  las  que  hayan  de  hacerse  por  libre  colación  del  Obispo, 
se  seguirá  siempre  el  orden  cronológico  en  que  se  produjeron  las  vacantes 
de  los  beneficios  a  proveer. 

"2)  A  los  efectos  de  dicha  alternativa,  todas  las  canonjías  simples,  sean 
de  oposición  o  de  gracia,  constituirán  una  sola  serie,  y  lo  mismo  ha  de 
hacerse  de  los  beneficios  menores. 

"3)  Cuando  por  cualquier  circunstancia  alguna  de  las  prebendas  suje- 
tas a  alternativa  quedare  reservada,  su  provisión  por  parte  de  la  Santa 
Sede  consume  el  turno  correspondiente  a  la  autoridad  eclesiástica". 

Algo  distinta  era  la  alternativa  en  el  derecho  anterior. 

279.  Ternas.  Cuando  le  toca  la  presentación  al  Jefe  del  Estado,  el 
Obispo  le  presentará  una  terna  de  tres  eclesiásticos  dignos:  a  base  de  los 
resultados  de  la  oposición;  o  después  de  oir  al  Cabildo,  si  la  canonjía  o  bene- 
ficio es  de  gracia  3). 

Si  la  pieza  es  de  oposición,  no  tiene  que  oir  al  Cabildo,  porque  los  votos 
del  Cabildo  suplen  este  requisito.  Una  vez  cumplido,  el  Obispo  formará 
libremente  la  terna. 

Las  colegiatas  de  régimen  especial,  pero  que  en  alguna  cosa  tenían  antes 
que  sujetarse  al  régimen  general  de  entonces,  tendrán  que  someterse  al 
régimen  general  de  ahora,  en  lo  no  exceptuado.  Y  así  se  debe  aplicar  la 
alternativa  actual  en  la  colegiata  de  Alcalá  de  Henares  (18),  de  Roncesva- 
lles,  y  de  San  Isidoro  de  León  (19).  No  así  en  las  del  Sacromonte  de  Gra- 
nada y  Gandía. 

§  11.    Prebendas  de  cabildos  especiales 

280.  Prebendas  del  priorato  nullius  de  las  Ordenes  Militares.  Las 

prebendas  del  priorato  nullius  de  Ciudad  Real  se  conferirán  de  conformi- 
dad con  su  régimen  tradicional  establecido  en  la  bula  Ad  Apostolicam 
(art.  6,  í5  1). 

El  Concordato,  art.  8,  conserva  el  priorato  nullius  de  las  Ordenes  Mili- 
tares, y  su  régimen  especial  establecido  en  la  bula  de  Pío  IX  Ad  Apostoli- 
cam, 18  nov.  1875.  La  provisión  de  todas  las  piezas  se  hacía  siempre  por 
el  Obispo  Prior,  el  cual  elevaría  las  ternas  al  Gran  Maestre  (el  Rey),  para 
que  éste  presentase  uno  al  Obispo.  Las  canonjías  de  oficio  y  las  parroquias 
se  proveían  previo  concurso. 

I^n  las  Comunicdviones  (idicionales  al  Convenio  de  1946,  cuarto,  se  ad- 
vierte que  provisionalmente  se  aplicarán  a  dichos  beneficios  las  normas 
acordadas  i)ara  las  demás  diócesis  españolas.  Creemos  que  este  estado 
provisional  cesó  con  el  Concordato  de  1953,  y  por  tanto  a  la  provisión  de 
las  prebendas  del  priorato  han  de  aplicarse  las  normas  de  la  bula  Ad  Apos- 


(ÍH)    R.  I).  i:}  on.  LS06,  nrt.  8. 
(19)    Pío  IX,  buhi  Inlcr  plurima. 
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tolicam;  ya  que  en  el  Concordato  no  se  señala  restricción;  y  en  la  edición 
del  Concordato  y  de  los  documentos  que  en  él  se  mencionan,  hecha  por  el 
Gobierno,  se  han  suprimido  aquellas  Comunicaciones  adicionales  al  Con- 
venio de  16  juL  1946. 

El  nombramiento  o  presentación  para  todas  las  piezas  correspondía  al 
Gran  ^Maestre,  que  era  el  Rey. 

281.  Prebendas  de  las  capillas  Reales  y  de  Mozárabes.    La  de  los 

Reyes  Nuevos,  de  Toledo,  fue  fundada  por  el  Arzobispo  D.  Alonso  de  Fon- 
seca,  con  el  consentimiento  del  Emperador  Carlos  V;  a  ella  están  incor- 
porados hoy  las  de  Reyes  Viejos  y  Reina  Doña  Catalina. 

La  de  los  Reyes  Católicos,  de  Granada,  la  fundaron  D.  Fernando  y  Doña 
Isabel;  se  halla  establecida  en  la  capilla  sepulcral  de  éstos. 

La  de  San  Fernando,  de  Sevilla,  se  remonta  a  los  tiempos  de  este  Rey. 
Está  destinada  al  culto  de  Nuestra  Señora  de  los  Reyes,  a  custodiar  el  se- 
pulcro del  Rey  Santo,  y  a  celebrar  sufragios  por  determinadas  personas 
reales. 

La  Mozárabe  fundóla  en  Toledo  el  Cardenal  Cisneros,  para  perpetuar 
la  memoria  del  rito  mozárabe,  que  fue  común  en  España  hasta  fines  del 
siglo  x;  y  en  el  s.  xi  fue  sustituido  por  el  rito  romano.  Cisneros  se  propuso 
conservar  las  reliquias  que  de  aquél  quedaron. 

El  personal  de  esta  capilla  consta  del  capellán  mayor,  que  es  dignidad, 
dos  párrocos:  el  de  San  Marcos  y  el  de  las  Santas  Justa  y  Rufina,  tres 
beneficiados,  ocho  capellanes  y  dos  sacristanes  sacerdotes. 

282.  Provisión.  Para  el  nombramiento  de  capellanes  y  beneficiados 
menores  de  las  capillas  de  los  Reyes,  de  Toledo;  de  los  Reyes  Católicos,  de 
Granada,  y  de  San  Fernando,  de  Sevilla,  se  procederá  previa  presentación 
del  Jefe  del  Estado.  La  terna  de  los  eclesiásticos  de  entre  los  cuales  el  Jefe 
del  Estado  escogerá  el  nombre  que  habrá  de  presentar  al  Obispo,  la  hará 
el  mismo  Obispo,  después  de  oir  el  parecer  del  Cabildo  y  de  la  respectiva 
corporación  sobre  los  varios  candidatos  (art.  6,  §  2). 

Asi,  pues,  la  provisión  no  es  de  la  Santa  Sede,  sino  del  Arzobispo,  aun- 
que se  trate  del  capellán  mayor,  que  es  dignidad,  previa  presentación  del 
Jefe  del  Estado.  El  Arzobispo,  antes  de  formar  la  terna,  tiene  que  oir  a 
las  dos  corporaciones:  al  Cabildo  metropolitano  y  al  de  la  capilla  corres- 
pondiente. 

No  hay  aqui  alternativa:  todas  las  piezas  son  de  patronato  real;  porque 
todas  proceden  de  fundación  y  dotación  de  los  Reyes. 

283.  Los  capellanes,  párrocos  y  beneficiados  mozárabes  serán  nom- 
brados según  las  constituciones  propias  de  su  Cabildo  (art.  6,  §  3). 

La  capilla  Mozárabe  es  de  patronato  del  Cabildo  metropolitano  de  Tole- 
do. Sus  plazas  se  proveen  por  oposición  y  con  los  demás  trámites  de  los 
patronatos  eclesiásticos.  En  la  elección  tiene  el  Prelado  cinco  votos;  y  es 
privativa  de  él  la  colación  e  institución  canónica  (20). 

284.  Prebendas  de  colegiatas  privilegiadas.  Salvo  lo  dispuesto  en  el 
art.  8p,  las  iglesias  colegiatas  de  Santa  Maria  de  Roncesvalles,  de  San  7s¿- 


(20)    Real  Decreto  concordado  16  jul.  1852. 
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doro  de  León  y  la  de  Gandía,  lo  mismo  que  las  iglesias  magistrales  del  Sa- 
cromonte  y  de  Alcalá  de  Henares,  conservarán  su  régimen  tradicional. 

Se  conservará  también  el  régimen  peculiar  de  conferir  las  prebendas  en 
las  colegiatas  de  patronato  particular  (art.  6,  §  4). 

La  abadía  (dignidad):  1)  Nunca  es  reservada  a  la  Santa  Sede  sino  de 
provisión  episcopal. 

2)  La  de  Alcalá  de  Henares  se  provee,  como  en  las  colegiatas  no  privi- 
legiadas (21). 

3)  Las  del  Sacromonte  y  Gandia  no  son  de  presentación  del  Jefe  del 
Estado:  la  del  Sacromonte  es  de  elección  hecha  por  el  Cabildo;  la  de  Gan- 
día de  presentación  del  patrono  particular,  que  es  la  casa  ducal  de  Gandia. 
Son  de  presentación  del  Jefe  del  Estado  las  abadías  (o  prioratos)  de  Ron- 
cesvalles  y  León  y  Alcalá  (22). 

4)  No  son  necesarias  oposiciones  para  las  abadías  del  Sacromonte, 
Roncesvalles  y  León.  Porque  no  tienen  cargo  parroquial.  Son  necesarias 
para  las  de  Gandía  y  Alcalá. 

5)  Para  las  del  Sacromonte,  Roncesvalles  y  León  el  candidato  ha  de 
ser  canónigo  del  mismo  Cabildo. 

Canonjías  de  oficio.  Se  proveen  por  oposición.  En  la  colegiata  de  Al- 
calá por  elección,  teniendo  el  Obispo  tres  votos.  En  las  de  Roncesvalles  y 
León,  como  en  las  otras  colegiatas.  Pero  si  no  hay  opositores,  podrán  ser  pro- 
vistas como  las  de  gracia,  previa  formación  de  terna  por  el  Prelado  y  Ca- 
bildo. En  la  de  Gandía,  como  en  las  demás  colegiatas.  En  el  Sacromonte 
no  existen. 

Canonjías  simples  ij  beneficios  menores.  En  la  de  Alcalá  todas  las  ca- 
nonjías simples  son  de  oposición:  los  cuatro  beneficios  menores  son  la 
mitad  de  oposición  y  la  otra  mitad  de  gracia.  En  el  Sacromonte  todas  las 
canonjías  son  de  oposición.  No  hay  beneficios  menores.  En  las  de  Ronces- 
valles  y  León,  todas  son  de  gracia.  Los  beneficios  menores,  se  confieren 
como  en  las  demás  colegiatas.  En  la  de  Gandía  como  en  las  colegiatas  co- 
munes (R.  O.  18  jul.  1917,  art.  5).  En  la  de  Játiva  son  todas  de  gracia  (24). 


§  12.    Disposiciones  varias 

285.  Candidatos.  Cuando  la  provisión  de  un  beneficio  haya  de  hacer- 
se por  oposición,  podrán  participar  en  ella  sacerdotes  de  todas  las  diócesis 
españolas,  con  el  consentimiento  de  los  Ordinarios  interesados;  y  se  efec- 
tuará aquélla,  según  las  normas  que  dicte  la  Santa  Sede  (art.  7,  §  1). 

Ya  indicamos  cómo  los  candidatos  han  de  ser  de  nacionalidad  española. 
Que  el  Ordinario  interesado,  cuyo  consentimiento  se  requiere,  es  el  a  quo, 
o  sea,  el  propio  del  candidato;  el  cual  por  justa  causa  puede  negarle;  en 
cambio,  el  Ordinario  ad  quem,  esto  es,  del  beneficio,  no  puede  negar  al  can- 
didato extraño  la  facultad  de  opositar,  si  reúne  los  requisitos;  pues  esa 
facultad  se  la  concede  el  derecho  concordado,  que  es  pontificio;  y  cuando 
el  derecho  pontificio  concede  una  facultad,  el  Obispo  no  puede  quitarla  o 
impedirla  (25). 

286.  Sobre  el  modo  de  hacer  la  oposición  o  concurso  la  Santa  Sede,  que 
sepamos,  aún  no  ha  dictado  las  normas  aquí  anunciadas.  Lo  natural  es 


(21)  R.  D.  concord.  16  en.  1896. 

(22)  R.  I).  :^0  jul.  1884;  20  fcb.  1893.  Rubí  de  Pío  IX  Inter  plurima. 

(23)  R.  O.  18  ¡ul.  1917,  art. 

(24)  C.  Consist.  16  mar.  1909;  AAS.  1,  279. 

(25)  S.  Gong,  del  Conc.  19  fcb.  1921 ;  AAS.  13,  228. 
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que  entre  tanto  se  observe  el  método  hasta  ahora  seguido,  pero  con  alguna 
libertad  para  modificarle;  y  suprimiendo  cosas  que  hoy  resultan  anticuadas 
y  fuera  de  razón;  como  la  homilía  de  una  hora  con  24  de  preparación; 
los  piques  en  el  Maestro  de  las  Sentencias;  que  puede  cambiarse  en  una 
tesis  teológica  de  una  serie;  el  argüir  en  forma  silogística,  cuando  se  trata 
de  materia  canónica;  el  señalar  un  pleito  antiguo  con  actas  extensísimas 
y  letra  poco  legible;  para  sentenciarle  en  24  horas,  cuando  apenas  hay 
tiempo  de  leerle. 

287.  Votos  del  Prelado.  Cuando  la  elección  del  candidato  a  un  bene- 
ficio se  efectúe  previa  oposición  por  el  Ordinario  y  el  Cabildo,  corresponde- 
rán en  aquélla  al  Prelado  tres,  cuatro  o  cinco  votos,  según  que  el  número 
de  capitulares  sea  de  dieciséis  o  menos,  de  veinte,  o  de  más  de  veinte  (§  2). 

Antes  del  Código  se  disputaba  si  el  Obispo  es  de  gremio  capituli,  esto 
es,  si  es  miembro  suyo.  La  doctrina  más  común  sostenía  que  no.  En  nues- 
tro Concordato  de  1851  no  era  clara  la  cosa;  el  art.  14,  §  4,  decia:  "En  toda 
elección  o  nombramiento  de  personas  que  corresponda  al  Cabildo,  tendrá 
el  Prelado  tres  votos...".  Como  se  ve,  por  el  modo  de  decir  podría  pensarse 
que  el  Prelado  forma  en  tal  caso  parte  del  Cabildo. 

Hoy  en  el  Código  canónico  está  claro  que  no  pertenece  al  Cabildo:  "El 
Cabildo  consta  de  dignidades  y  canónigos"  (can.  393,  §  2).  Esto  mismo  se 
expresa  con  claridad  en  el  art.  7,  §  2,  del  Convenio,  que  estamos  exponiendo: 
Cuando  la  elección...  se  efectúe...  por  el  Ordinario  y  el  Cabildo... 

El  número  de  votos  del  Prelado  se  computará,  no  por  el  de  capitulares 
que  de  hecho  voten,  sino  por  el  número  de  los  que  componen  el  Cabildo, 
cuando  está  pleno.  Así  era  antes  por  el  Real  Decreto  concordado,  5  nov.  1852. 
Si  este  número  es  hasta  dieciséis  inclusive,  tendrá  tres;  si  de  diecisiete  a 
veinte  ambos  inclusive,  le  corresponderán  cuatro;  si  más  de  veinte,  ten- 
drá cinco. 

Hoy  toda  provisión  por  elección  es  también  por  concurso  u  oposición; 
por  eso  resulta  redundante  la  expresión  del  art.  7,  ^  2 :  Cuando  la  elección... 
se  efectúe  previa  oposición.  Mas,  al  contrario,  puede  requerirse  el  concurso 
u  oposición,  aunque  la  provisión  no  se  haga  por  elección,  sino  por  libre 
colación,  como  en  las  parroquias,  y  aun  en  las  canonjías  de  oficio,  cuando 
en  caso  excepcional  queden  reservadas  a  la  Santa  Sede;  o  por  presenta- 
ción del  Jefe  del  Estado,  como  en  la  dignidad  de  Abad  de  colegiata. 

Pues  bien,  cuando  la  provisión  se  hace,  previo  concurso  u  oposición, 
pero  no  por  elección,  aunque  los  capitulares  emiten  su  voto,  éste  no  es 
decisivo  o  deliberativo,  sino  meramente  calificativo;  y  no  hay  por  qué  de- 
terminar los  votos  del  Prelado;  porque  la  terna  que  ha  de  elevarse  al  Jefe 
del  Estado  una  vez  hecha  la  oposición,  la  hace  libremente  el  Prelado;  y 
si  la  provisión  la  hace  libremente  la  Santa  Sede,  el  Prelado  indicará  cuán- 
tos votos  tuvo  cada  opositor,  y  cuál  es  el  preferido  por  el  Prelado.  Al  juicio 
del  Obispo  suele  atenerse  la  Dataría  Apostólica  (26). 

288.  Ternas.  Cuando  la  provisión  de  un  beneficio  se  efectúe  previa 
oposición,  para  el  turno  en  que  corresponde  al  Jefe  del  Estado  la  presen- 
tación, el  Ordinario  formará  la  lista  de  tres  candidatos  dignos,  a  base  de 
los  resultados  de  la  oposición;  pero  si  no  le  es  posible  reunir  ese  número. 


(26)    Datarla,  Instruc.  n.  12,  1  en.  1942;  AAS.  35,  148. 
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podrá  elevar  una  lista  incompleta,  exponiendo  el  motivo  que  haya  tenido 
para  ello  (§  3). 

Ya  hemos  visto  que  el  derecho  de  presentación  del  Jefe  del  Estado  no 
es  ilimitado,  se  reduce  a  escoger  y  presentar  uno  de  la  terna  formulada 
por  el  Prelado.  En  las  piezas  de  oposición  puede  ocurrir  que  no  se  hallen 
sujetos  para  formar  la  terna;  o  porque  no  hubo  suficientes  opositores,  o 
por  falta  de  idoneidad  de  los  candidatos.  En  tal  caso,  el  Ordinario  podrá 
ofrecer  al  Jefe  del  Estado  solamente  dos  o  uno;  dando  razón  de  ello.  Claro 
que  así  se  restringe  en  aquel  caso  el  derecho  de  presentación. 

En  las  provisiones  de  gracia,  cuales  son  la  mitad  de  las  canonjías  sim- 
ples y  de  los  beneficios  menores,  en  los  cuales,  a  pesar  de  ser  de  gracia, 
puede  corresponder  al  Jefe  del  Estado  la  presentación;  en  las  provisiones 
de  gracia  difícilmente  ocurrirá  el  caso  en  que  no  pueda  formarse  una 
terna  de  sacerdotes  dignos  de  la  misma  diócesis  o  de  otra;  y  de  suyo  será 
obligatoria  la  formación  de  la  terna,  para  no  cercenar  el  derecho  de  pre- 
sentación. Pero  pudiera  suceder  que  realmente  no  pudiese  formarse  tal 
terna.  Entonces  juzgaríamos  conforme  al  espíritu  y  mente  del  Convenio 
que  se  ofreciesen  al  Jefe  del  Estado  dos  o  uno  solo,  exponiendo  las  ra- 
zones. 

Este  caso  no  se  incluye  expresamente  en  el  Convenio,  por  ser  raro;  y 
las  leyes  no  se  dan  para  casos  raros,  como  dicen  los  jurisconsultos  romanos; 
"lura  constitui  oportet  in  his  quae  ut  plurimum  accidunt,  non  quae  ex  in- 
opinato"  (Pomponio).  —  ''Ex  his,  quae  forte  uno  aliquo  casu  accidere  pos- 
sunt,  iura  non  constituuntur"  (Celso).  —  "Ad  ea  potius  debet  aptari  ius, 
quae  et  frequenter  et  faeile,  quam  quae  per  raro  eveniunt"  (Paulo)  (27). 

Pero  al  no  incluirse  este  caso  en  el  Convenio,  no  quiere  decirse  que  se 
excluya,  y  que  no  se  le  pueda  aplicar  a  él  la  misma  norma  dada  para  los 
beneficios  de  oposición;  antes  para  llenar  esta  laguna  del  derecho  con- 
cordado procede  aplicar  la  norma  del  can.  20:  Cuando  en  alguna  materia 
determinada  falta  expresa  prescripción  del  derecho...,  la  norma  se  ha  de 
tomar...  de  las  leyes  dadas  para  casos  semejantes. 

Y  no  se  diga:  Forme  el  Obispo  la  terna,  aunque  alguno  de  los  propues- 
tos no  sea  digno  o  hábil,  poniendo  a  éste  en  último  término,  pues  asi  el 
Jefe  del  Estado  no  le  presentará.  Hay  sorpresas:  caso  conocemos  en  que  el 
Prelado,  solamente  para  completar  la  terna,  puso  uno  inepto,  en  la  seguridad 
de  que  no  seria  escogido,  sin  advertir  al  Jefe  del  Estado  la  ineptitud  del 
sujeto;  y  el  Jefe  del  Estado  para  ejercitar  su  derecho  de  escoger  y  presentar, 
creyéndolos  dignos  a  los  tres,  escogió  y  presentó  a  este  último  inepto,  con 
la  consiguiente  admiración,  siendo  el  primer  sorprendido  el  mismo  a  quien 
se  adjudicó  la  dignidad. 

No  es  razonable  que  en  las  provisiones  de  gracia,  por  presentación,  se 
quede  sin  proveer  el  beneficio  por  no  poderse  formar  una  terna  cual  se 
debe;  o  que  se  forme  con  alguno  indigno  o  inhábil,  a  riesgo  de  que  sea 
éste  el  que  consiga  el  beneficio.  Asi,  pues,  si  no  se  hallan  tres  dignos  y 
hábiles,  propónganse  dos  o  uno,  dando  razón  de  ello.  O  si,  para  cumplir 
con  la  materialidad  de  la  terna,  se  propone  alguno  inepto,  adviértalo  el 
Obispo  al  (lobierno:  que  a  fulano  se  le  ha  incluido  solamente  para  llenar 
la  terna,  pero  no  se  le  reputa  apto. 


(27)    DiGESTO,  lil).  1,  lil.      Leyes     4,  5. 
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Si  se  trata  de  prebenda  de  gracia,  el  Prelado,  antes  de  formar  la  terna, 
oirá  a  los  que  han  de  integrarla,  no  sea  que  se  le  adjudique  el  beneficio  a 
quien  no  quiera  aceptarle,  que  asi  seria  nula  la  colación  (can.  1436). 

289.  Tiempo  hábil  para  la  presentación.  La  presentación  por  parte 
del  Jefe  del  Estado,  se  efectuará  siempre  en  plazo  de  treinta  días,  a  con- 
tar desde  aquel  en  que  el  Ordinario  haya  trasmitido  al  Ministerio  compe- 
tente la  terna  formada  por  él.  Transcurrido  dicho  plazo,  sin  que  se  rea- 
lice la  presentación,  la  provisión  del  beneficio  será  considerada  como  libre 
(art.  7,  §  4). 

El  plazo  del  mes  para  la  presentación  es  el  mismo  que  se  asigna  en  el 
art.  2,  para  que  el  Jefe  del  Estado  oponga  a  los  párrocos  propuestos  por 
el  Obispo  los  reparos  de  carácter  político.  Es  más  breve  que  el  señalado 
en  el  can.  1457-58  a  los  patronos  para  presentar,  el  cual  es  de  cuatro  meses, 
contados  desde  que  el  que  ha  de  dar  la  institución  canónica  comunicó  al 
patrono  la  vacante  del  beneficio,  y  los  nombres  de  los  aprobados  en  el  con- 
curso, si  el  beneficio  es  de  oposición. 

En  la  práctica  podría  surgir  la  duda  sobre  la  fecha;  porque  puede  ser 
uno  el  día  en  que  el  Prelado  firma  la  tema,  otro  el  día  en  que  la  echa  al 
correo  o  la  entrega  al  cursor,  otro  distinto  aquel  en  que  el  Ministerio  la 
recibe,  y  finalmente  otro  el  día  en  que  el  Jefe  del  Estado  se  enteró  de  la 
terna.  Entendemos  que  el  término  a  quo  del  mes  concedido  para  la  presen- 
tación es  el  día  en  que  la  terna  se  puso  en  marcha  para  el  Ministerio,  pues 
entonces  se  dice  propiamente  que  se  ha  trasmitido.  Mas  esta  fecha  puede 
ser  incierta.  Podrá  juzgarse  cierta  si  en  las  letras  se  dice:  "Con  esta  fecha 
remito  a  Vd.  la  terna...".  En  general  podrá  presumirse  que  el  día  de  la 
trasmisión,  es  el  mismo  de  la  fecha  que  llevan  las  letras  del  Prelado;  y 
prácticamente  a  esto  habrá  que  atenerse. 

Juzgamos  que  el  día  indicado  en  las  letras  en  que  se  envía  la  terna,  no 
se  cuenta  en  el  mes;  porque  el  envío  no  coincide  con  el  principio  del  día 
(can.  34,  §  3,  n.  3). 

También  entendemos  que  el  mes  deberá  ser  tiempo  canónicamente  útil; 
esto  es,  que  no  transcurre  para  el  que  ignora  su  derecho  o  no  puede  ejer- 
citarle (can.  35).  Mas  esta  ignorancia  o  imposibilidad  deberá  probarla  el 
que  la  alegue. 

En  fin,  procediendo  de  buena  fe  y  con  sincera  voluntad,  difícilmente 
ocurrirán  dificultades  prácticas  en  el  cómputo  del  mes;  y  las  que  ocurran 
se  obviarán. 

El  [Ministerio,  a  quien  se  ha  de  trasmitir  las  ternas,  es  el  de  Justicia; 
para  que  el  Ministro,  una  vez  informadas  por  la  Dirección  General  de  Asun- 
tos Eclesiásticos,  las  eleve  al  Jefe  del  Estado  (28).  Por  lo  cual  convendrá 
dirigir  el  envío  al  Excmo.  Sr.  Director  General  de  Asuntos  Eclesiásticos. 
Ministerio  de  Justicia. 


(28)    Decreto  19  jul.  1946.  Véase  Sal  Terrae,  1946,  p.  831. 
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§  13.    Reservas  pontificias 

290.  Reserva  pontificia  es  el  derecho  exclusivo  de  la  Santa  Sede  de 
proveer  ciertos  beneficios,  quitando  a  todos  los  demás  superiores  eclesiás- 
ticos la  facultad  de  conferirlos  válidamente  (can.  1434).  En  el  sentido  más 
estricto  es  el  derecho  exclusivo  de  conferirlos  por  libre  colación;  en  sentido 
menos  estricto,  pero  también  propio,  el  derecho  exclusivo  de  proveerlos  por 
institución  canónica,  previa  la  presentación  hecha  por  otra  persona;  o  por 
confirmación,  previa  la  elección  de  la  persona  por  un  colegio. 

Unos  beneficios  son  reservados  a  la  Santa  Sede  en  todo  caso  por  el  de- 
recho común  o  particular,  como  los  Obispados  (can.  329,  §  2);  las  dignida- 
des de  los  cabildos  canonicales  (can.  396,  §  1).  Otros  lo  son  solamente  en 
ciertas  circunstancias  especiales  (can.  1435). 

291.  Notas  históricas.  Más  ampliamente  quedan  consignadas  en  el 
n.  103. 

Aquí  las  consignamos  en  breve  (29). 

1°  En  Italia  existieron  ya  en  el  siglo  vii;  fuera  de  Italia  no  comenza- 
ron hasta  después  del  siglo  xii  (30).  A  partir  del  xiii  se  multiplicaron  (31), 
consignándose  por  fin  en  las  Reglas  de  la  Cancillería,  organismo  de  la 
Santa  Sede  para  expedir  las  Bulas. 

2."  En  España  se  multiplicaron  tanto,  que  al  tiempo  del  Concordato  de 
1753,  de  los  treinta  mil  beneficios,  la  inmensa  mayoria  eran  reservados  a 
la  Santa  Sede.  Este  Concordato  puede  decirse  que  acabó  con  las  reservas; 
quedando  reservados  solamente  los  Obispados  y  52  beneficios  más;  los 
restantes  debian  de  conferirlos  los  Obispos. 

El  Concordato  de  1851  dejó  reservados,  además  de  los  Obispados,  55  pre- 
bendas. 

292.  El  Código,  can.  1435,  distingue  dos  grupos  de  beneficios  reserva- 
dos: unos  que  lo  son  siempre,  y  otros  que  sólo  en  circunstancias  especiales 
quedan  reservados. 

Son  reservados  siempre:  a)  Los  beneficios  consistoriales,  por  lo  que  a 
España  interesa,  los  obispados;  h)  las  dignidades  de  catedrales  y  cole- 
giatas. 

Quedan  reservados  en  casos  especiales:  1.°  Todos  los  beneficios  que 
vaquen  por  muerte,  promoción,  renuncia  o  traslado  de  los  Cardenales,  Le- 
gados Pontificios,  Oficiales  mayores  de  la  Curia  Romana,  y  familiares,  aun 
honorarios,  del  Sumo  Pontífice. 

2.  "  Los  fundados  fuera  de  la  Curia  Romana,  que  vaquen  por  muerte  del 
beneficiado  en  Roma. 

3.  °   Los  conferidos  inválidamente  por  simonía. 

4.0  Por  afección,  todos  aquellos  en  los  cuales  puso  sus  manos  el  Papa 
por  sí  o  por  otros,  de  uno  de  estos  modos:  a)  declarando  nula  la  elección 
para  el  beneficio;  b)  prohibiendo  a  los  electores  proceder  a  la  elección; 
c)  admitiendo  la  renuncia;  d)  promoviendo  a  pieza  de  más  categoría,  o 


(29)  Thomassinus,  Vcfiis  el  Nova  Ecciesiae  Disciplina,  p.  2,  c.  45,  n.  14,  tom.  II, 
Venetiis,  1752,  p.  111.  Kic.anti,  In  Reciulas  Canceü.  Rubrica  Rcg.  I,  n.  7,  8.  I  Colo- 
niae  Allobrojíuir),  1751,  p.  21. 

CM))    Véasf  RoHLKDA.  en  Sal  Ternte,  1949,  pp.  415-20. 

(;^1)  Lkukknk),  Foniin  hcnef iridies,  p.  2,  q.  520,  Coloniao  Agrippinac,  1704, 
pág.  211. 
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trasladando  al  beneficiado,  o  privándole  del  beneficio;  e)  dando  el  beneficio 
en  encomienda,  esto  es,  concediendo  las  rentas  de  él  a  otra  persona. 

Pero  nunca  son  reservados,  si  no  se  expresa,  los  beneficios  manuales, 
esto  es,  que  no  se  confieren  para  toda  la  vida  del  beneficiado;  ni  los  de 
patronato  laical  o  mixto.  Manuales  en  España  no  existen. 

293.  Derecho  concordado  actual.  Quedando  firmes  los  principios  ge- 
nerales  del  Código  de  Derecho  canónico  acerca  de  las  reservas  pontificias, 
la  Santa  Sede  consiente  en  que  no  se  apliquen  las  prescripciones  del 
can.  1435,  %  1,  n.  1,  2  y  4,  cuando,  según  los  términos  del  presente  Convenio, 
la  provisión  de  un  beneficio  no  consistorial  tenga  lugar  previa  presentación 
del  Jefe  del  Estado  (art.  8,  apart.  1). 

Queda  a  salvo  el  derecho  absoluto,  nativo  e  independiente,  del  Romano 
Pontífice  para  establecer  las  reservas.  De  las  establecidas  en  el  Código  con- 
siente ahora  la  Santa  Sede  por  su  libre  voluntad  que  algunas  no  se  apli- 
quen en  España. 

Según  hemos  visto,  en  España:  a)  son  reservados  siempre  a  la  Santa 
Sede  los  obispados  y  las  dignidades;  b)  en  los  casos  especiales  enumerados 
en  el  can.  1435,  ^  1,  todos  los  demás.  Pero  por  especial  concesión  del  Papa 
cesa  toda  reserva,  cuando  la  provisión  debiera  hacerse  previa  presentación 
del  Jefe  del  Estado,  a  tenor  de  los  artículos  anteriores  del  Convenio. 

En  concreto,  si  vaca  o  por  los  motivos  enunciados  en  el  can.  1435,  §  1,  n.  1 
(que  apenas  tendrán  aplicación  en  España);  o  por  muerte  del  beneficiado 
en  Roma  (n.  2);  o  por  afección  (n.  4).  En  estos  casos,  en  uno  de  los  benefi- 
cios cuya  provisión  debía  corresponder  al  Obispo  por  libre  colación,  o  por 
elección,  la  colación  quedará  reservada  al  Papa;  v.  gr.,  en  las  parroquias. 
Pero  si  la  provisión  corresponde  al  Obispo,  previa  presentación  del  Jefe 
del  Estado,  no  queda  reservada  a  la  Santa  Sede  en  dichos  casos;  para  no 
perjudicar  al  privilegio  de  presentación. 

Más  en  concreto:  No  se  aplican  las  reservas:  a)  a  las  canonjías  sim- 
ples y  a  los  beneficios  menores,  en  el  turno  de  presentación  del  Jefe  del 
Estado;  b)  a  ninguna  prebenda  del  Cabildo  de  Ciudad  Real;  c)  a  los  cape- 
llanes y  beneficiados  de  las  capillas  reales. 

Las  dignidades  en  turno  de  presentación  del  Jefe  del  Estado  puede  de- 
cirse que  siguen  reservadas,  en  cuanto  que  todas  las  dignidades  deben  ser 
provistas  por  la  Santa  Sede;  pueden  decirse  no  reservadas,  en  cuanto  la 
Santa  Sede  no  las  proveerá  por  libre  colación,  sino  previa  presentación. 

Están  sujetas  de  suyo  a  las  reservas:  a)  las  parroquias;  b)  las  canon- 
jías de  oficio;  c)  las  canonjías  simples  en  turno  del  Obispo;  d)  los  benefi- 
cios menores,  cuando  toca  al  Obispo  el  turno. 

Queda  en  todo  caso  reservado  el  beneficio,  si  se  confirió  por  simonía 
ín.  3);  aunque  le  correspondiese  la  presentación  al  Jefe  del  Estado;  tal 
derecho  en  este  caso  cesa. 

294.  Resultas.  En  general  derecho  de  resulta  se  ha  llamado  en  Es- 
paña al  derecho  que  tenía  la  Corona  o  la  Santa  Sede  a  presentar  el  Rey, 
o  a  proveer  la  Santa  Sede  por  libre  colación  los  beneficios  que  quedaron 
vacantes  por  haber  sido  promovidos  sus  titulares  a  otros  beneficios  de  su- 
perior categoría,  previa  presentación  del  Rey  o  por  libre  colación  de  la 
Santa  Sede  respectivamente.  Había,  pues,  resultas  de  la  Corona  y  resultas 
de  la  Santa  Sede. 


10 


258 


RESERVAS  PONTIFICIAS 


Ejemplo:  El  Rey  presentaba  para  una  canonjía  de  metropolitana  a  un 
canónigo  simple  de  sufragánea.  Esta  última  por  resulta  en  la  próxima  pro- 
visión sería  de  presentación  real.  De  resultas  pontificias  en  el  derecho  con- 
cordado anterior  no  pueden  traerse  ejemplos,  porque  equivalen  a  reservas, 
que  desaparecieron  todas,  a  no  ser  en  55  beneficios.  En  cambio,  las  resul- 
tas de  la  Corona  fueron  en  auge,  disminuyendo  las  libres  colaciones  de  los 
Obispos. 

Había  dos  clases  de  resultas  reales:  la  resulta  propiamente  dicha,  que 
era  la  proveniente  de  la  promoción  del  beneficiado  a  otra  pieza  superior; 
y  las  resultas  en  sentido  menos  propio;  a  saber:  las  procedentes  de  vacante 
por  resignación  o  renuncia  del  titular,  de  vacante  en  tiempo  de  la  sede 
episcopal  vacante;  de  vacante  que  hubiese  dejado  sin  proveer  el  Prelado  por 
su  muerte,  traslado  o  renuncia,  y  la  resultante  de  la  promoción  del  titular 
a  uno  de  los  beneficios  reservados  a  la  Santa  Sede.  En  todos  estos  casos  la 
resulta  cedía  en  favor  de  la  Corona. 

295.  Derecho  concordado  actual.  Las  provisiones  de  beneficios  ecle- 
siásticos, que  quedaren  vacantes  por  resulta,  serán  consideradas  en  todo 
igual  a  las  otras  provisiones;  y  por  tanto  se  ajustarán  a  las  normas  que 
para  cada  caso  se  establecen  en  este  Convenio;  salvo  cuando  se  haya  pro- 
ducido la  vacante  a  consecuencia  de  la  provisión  de  un  beneficio  no  con- 
sistorial efectuada  por  libre  colación  de  la  Santa  Sede;  en  cuyo  caso  se 
aplicarán  las  normas  del  Código  de  Derecho  canónico  (art.  8,  apart.  2). 

Las  resultas  de  que  aquí  se  trata,  en  sentido  obvio  se  entienden:  asi 
las  del  Jefe  del  Estado  como  las  de  la  Santa  Sede.  Las  resultas  pontificias 
son  una  de  las  reservas  pontificias,  por  promocióii;  ya  sea  ésta  por  libre 
colación  de  la  Santa  Sede,  ya  por  vía  de  elección.  Además,  se  comprenden 
aquí  las  otras  reservas  pontificias  por  afección,  equiparadas  a  las  verda- 
deras resultas  por  promoción. 

296.  Resultas  del  Jefe  del  Estado.  Ya  no  existen.  Ejemplo:  Si  una 
canonjía  simple  de  libre  colación  del  Obispo  quedare  vacante  por  promo- 
ción de  su  titular  a  Deán  (dignidad  reservada  a  la  Santa  Sede,  de  presen- 
tación del  Jefe  del  Estado),  aquella  canonjía  no  se  hace  por  eso  de  presen- 
tación del  Jefe  del  Estado. 

297.  Resultas  de  la  Santa  Sede,  como  dijimos,  equivalen  a  las  reservas 
por  afección,  ya  sean  por  promoción  hecha  por  la  Santa  Sede  a  pieza  de 
superior  categoría,  ya  por  mero  traslado  a  otra  de  categoría  igual  o  infe- 
rior; o  por  renuncia  aceptada  por  la  Santa  Sede;  o  por  privación  del  bene- 
ficio hecha  por  ella  misma. 

Subsisten,  si  la  prebenda  vacante  ha  de  proveerse  por  libre  colación 
o  por  elección;  v.  gr.,  si  se  trata  de  beneficio  parroquial;  o  de  canonjía  de 
oficio. 

No  subsisten  las  resultas  pontificias:  a)  cuando  el  beneficio  vacante  de- 
biera conferirse  por  presentación  del  Jefe  del  Estado;  b)  aunque  sea  de 
libre  colación  del  Obispo,  o  de  provisión  episcopal  previa  elección,  si  el 
beneficio  a  que  fue  promovido  el  titular  de  la  vacante,  fue  conferido  por 
la  Santa  Sede,  no  por  libre  colación,  sino  previa  presentación  del  Jefe  del 
Estado. 

De  suerte  que  para  que  haya  resulta  o  reserva  pontificia  en  caso  de  pro- 
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moción  se  requieren  dos  cosas:  a)  de  parte  del  beneficio  que  quedó  vacan- 
te, que  le  toque  ser  provisto  sin  presentación  del  Jefe  del  Estado;  b)  de 
parte  del  beneficio  a  que  fue  promovido  el  titular  del  beneficio  vacante, 
que  aquella  promoción  haya  sido  hecha  por  libre  colación  de  la  Santa 
Sede. 

En  concreto:  Hay  reserva  o  resulta  pontificia:  cuando  el  Papa  promovió 
a  la  dignidad  de  chantre,  o  a  una  dignidad  del  turno  de  libre  colación  pon- 
tificia, a  quien  era  o  párroco,  o  canónigo  de  oficio,  o  canónigo  simple  en 
el  turno  del  Obispo,  o  beneficiado  del  turno  episcopal;  o  canónigo  o  bene- 
ficiado de  las  colegiatas  de  Roncesvalles,  León,  Gandia,  Sacromonte  o 
Alcalá. 

En  este  caso,  según  el  art.  8,  apartado  segundo,  la  provisión  del  benefi- 
cio vacante  se  hará  por  libre  colación  de  la  Santa  Sede.  Y  esto,  aunque 
el  beneficio  vacante  haya  de  proveerse  previa  oposición  o  concurso,  como 
la  parroquia  y  la  canonjia  de  oficio;  porque  el  concurso  no  se  opone  a  la 
libre  colación,  es  un  modo  de  comprobar  la  idoneidad  del  sujeto. 

No  habrá  resulta  o  reserva,  si  el  beneficio  vacante  es  de  libre  colación, 
pero  el  beneficio  conferido  por  la  Santa  Sede  no  es  de  libre  colación.  Por 
ejemplo:  si  el  doctoral  o  el  párroco  es  promovido  a  deán,  que  siempre  es 
de  presentación.  Entonces  la  doctoralía  o  la  parroquia  vacante  la  proveerá 
el  Obispo  como  de  ordinario. 

298.  Resumen.  1.°  Para  que  haya  reserva  pontificia  o  resulta  por 
afección,  se  requiere  en  todo  caso  que  el  beneficio  vacante  sea  de  libre  co- 
lación del  Obispo,  o  de  provisión  episcopal  previa  elección,  y  no  de  pre- 
sentación del  Jefe  del  Estado. 

2.  ^  Para  que  haya  reserva  o  resulta  por  promoción  pontificia,  se  requie- 
re además  que  el  beneficio  conferido  por  la  Santa  Sede  lo  haya  sido  por 
libre  colación,  no  por  presentación  del  Jefe  del  Estado. 

3.  °  No  hay  reserva  o  resulta,  cuando  el  beneficiado  es  promovido  al 
Episcopado,  habrá  reserva  o  resulta,  si  el  beneficio  seria  de  libre  colación 
del  Obispo  o  de  provisión  episcopal  previa  elección  del  Cabildo;  aunque  el 
Obispado  siempre  es  de  presentación  del  Jefe  del  Estado,  y  no  de  libre 
colación.  Pues  el  art.  8,  apartado  segundo,  hablando  de  las  resultas  por 
promoción,  trata  de  la  promoción  a  un  oficio  no  consistorial;  entonces,  para 
que  haya  reserva  o  resulta  requiere  por  excepción  que  la  provisión  de  este 
beneficio  no  consistorial  haya  sido  efectuada  por  la  Santa  Sede  por  libre 
colación.  Ahora  bien,  el  Obispado  es  beneficio  consistorial. 

La  razón  de  requerir  que  el  beneficio  no  consistorial  haya  sido  provisto 
por  libre  colación  parécenos  ser,  porque  únicamente  en  este  caso  el  Papa 
puso  plenamente  las  manos  en  el  beneficio  vacante;  no  tan  plenamente 
cuando  la  provisión  del  beneficio  no  consistorial  la  hizo  previa  presentación 
del  Jefe  del  Estado. 

4.0  El  beneficio  vacante  por  resulta  o  reserva  queda  reservado  a  la  Santa 
Sede  por  libre  colación;  el  vacante  sin  resulta,  aunque  sea  vacante  por 
promoción  pontificia,  será  de  provisión  en  la  forma  ordinaria  estipulada 
en  el  Convenio. 

5.°  Las  reservas  o  resultas  casi  únicas  son  por  promoción  pontificia  del 
beneficiado.  Rarísimas  serán  las  procedentes  de  vacantes  por  haber  decla- 
rado el  Sumo  Pontífice  nula  la  elección  para  el  beneficio,  o  prohibido  a  los 
electores  proceder  a  la  elección,  o  haber  admitido  la  renuncia  del  beneficia- 


260 


ERECCIÓN  E  INNOVACIÓN  DE  PARROQUIAS 


do;  o  por  haberle  trasladado  a  otro  beneficio  (sin  promoción);  o  por  haber- 
le privado  del  beneficio. 

En  las  tantas  veces  citadas  Declaraciones  se  prometen  otras  declaracio- 
nes acerca  de  las  reservas.  Las  prometidas  no  han  llegado  todavía  a  nues- 
tras manos;  y  son  de  desear,  pues  tal  vez  no  están  excluidas  todas  las 
dudas. 

Naturalmente,  cuando  vaque  un  beneficio  reservado,  el  Ordinario  anun- 
ciará la  vacante,  para  que  opten  los  que  le  pretendan;  y  se  dejará  un  tiem- 
po entre  la  vacante  y  el  recurso  a  Roma,  para  que  puedan  conocerla  los 
candidatos  (32). 

299.  Las  tasas  por  las  bulas  se  destinan  íntegramente  al  óbolo  o  dinero 
de  San  Pedro,  para  las  gravísimas  necesidades  de  la  Santa  Sede.  Por  eso 
se  ruega  a  los  Ordinarios  que  no  recomienden  ni  envíen  peticiones  de  dis- 
pensa o  reducción  de  tasas,  sino  en  peculiares  circunstancias. 

Véase  más  detallada  la  Instrucción  en  Regatillo,  Institutiones  luris  Ca- 
nonici,  I,  303. 

En  España  las  provisiones  pontificias  pagarán  la  mitad  de  los  derechos 
de  las  bulas;  nada,  cuando  la  presentación  corresponde  al  Jefe  del  Es- 
tado (33). 

CAPITULO  XIII 
Concordato,  articulo  11 
ERECCION  E  INNOVACIONES  DE  PARROQUIAS 

300.  Nombre.  La  palabra  parroquia,  en  latín  paroecia,  trae  su  origen 
del  griego  xapoixía  (paroiquía),  que  a  su  vez  se  compone  de  la  preposición 
TiapGc  (para)  =  cerca  y  del  sustantivo  or/o;  (oicos)  =  casa;  viniendo  a  signi- 
ficar un  conjunto  de  casas,  o  también  un  grupo  de  habitantes  vecinos. 

En  latín  se  escribe  también  parochia,  palabra  derivada  de  parochiis. 
Este  vocablo  tiene  distinta  etimología  y  significación.  Derivase  del  griego 
rApoyoz,  (parojos),  que  según  unos  viene  de  -aooyso)  (parójeo)  =  transportar; 
según  otros  de::ap£y(o  (parejo)  =  suminislrar;  y  esta  segunda  etimología  con- 
cuerda con  el  oficio  de  párroco  entre  los  griegos  y  latinos,  que  venía  a  ser 
un  proveedor,  que  suministraba  hospedaje  y  bastimentos  a  los  que  hacían 
viajes  en  servicio  de  la  República,  heno  para  sus  caballerías,  etc.  (1).  Lá 
jjalabra  parochus  en  el  sentido  canónico  actual  aparece  por  primera  vez 
en  las  últimas  sesiones  del  Concilio  de  Trento. 

En  resumen,  nuestra  palabra  parroquia  podemos  derivarla,  o  del  verbo 
zaoor/Ao)  (paroiqueo)  =  cohabitar,  o  del  verbo  r^rjiyo)  diárejo)  =  suministrar ; 
una  y  otra  etimología  cuadra  bien  con  el  oficio  de  párroco,  que  habita  en 
medio  de  sus  feligreses,  como  pastor  entre  sus  ovejas,  para  suministrarles 
los  pastos  de  la  vida  espiritual,  según  el  dicho  de  Jesucristo  (Luc.  22,  27). 


(32)  Dataría,  Circular  11  iiov.  lOliO;  AAS.  22,  525. 

(33)  Comunicación  entre  el  Nuncio  y  el  Min.  de  Asunl.  Kxler.  16  jul.  1046. 
(1)    FoHCKLLiNi,  Lexicón.  V.  Paroecia,  Parochus. 
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Parroquia,  pues,  atendiendo  al  origen  de  la  palabra,  propiamente  sig- 
nifica vecindario  o  cohabitación  (2).  En  los  documentos  antiguos  se  toma 
también  por  provincia  eclesiástica  (3),  y  por  el  dominio  o  territorio  de  la 
jurisdicción  del  Obispo  (4);  y  por  el  territorio  de  la  jurisdicción  de  un  pres- 
bítero o  corepíscopo  rural  (5). 

301.  Noción.  En  sentido  incompleto  se  toma:  a)  por  determinada  por- 
ción del  pueblo  fiel  encomendada  al  cuidado  espiritual  de  un  sacerdote,  que 
es  su  propio  rector;  b)  o  por  la  iglesia  parroquial,  o  sea  la  sede  donde  ese 
sacerdote  ejercita  su  ministerio;  c)  o  por  el  territorio,  donde  se  ejerce  el 
ministerio  pastoral;  tí)  o  por  el  beneficio  eclesiástico,  que  consta  del  oficio 
con  cura  de  almas  y  del  derecho  a  percibir  los  réditos  de  la  dote  aneja  al 
oficio  (can.  1409,  451,  §  1). 

Noción  completa.  Parroquia  territorial  (que  es  la  ordinaria)  es  una 
porción  definida  del  territorio  diocesano,  con  su  iglesia  especial,  pueblo  de- 
terminado y  rector  propio,  que  tiene  la  cura  de  almas  de  aquel  pueblo  en 
aquel  territorio. 

Elementos.  De  estas  dos  últimas  descripciones  de  la  parroquia  hechas 
por  el  Código  Canónico  se  coligen  seis  elementos:  1)  el  territorio;  2)  la 
iglesia;  3)  el  pueblo;  4)  el  rector  o  pastor;  5)  el  oficio  de  cura  de  almas; 
6)  el  beneficio  o  dote.  No  nos  detendremos  en  su  explicación. 

302.  Historia.  1)  Antes  del  siglo  iv  del  cristianismo  no  aparecen  ver- 
daderos y  propios  párrocos.  A  causa  de  las  persecuciones  apenas  podía  pro- 
pagarse la  Iglesia  por  los  campos,  reduciéndose  ella  a  núcleos  o  rebaños 
de  fieles,  que  en  las  ciudades  se  reunían  en  torno  a  su  pastor  y  maestro, 
que  era  siempre  el  Obispo;  y  allí  en  la  casa  de  algún  cristiano  piadoso  y 
pudiente,  como  la  del  senador  Pudente  en  Roma,  o  en  los  cementerios  sub- 
terráneos, llamados  catacumbas,  donde  reposaban  los  restos  de  algún  már- 
tir, celebraban  los  divinos  oficios,  unidos  con  estrechos  lazos  de  caridad 
y  de  obediencia.  Aun  los  pocos  cristianos  que  vivían  en  el  campo  acudían 
a  la  ci-udad  episcopal,  para  los  actos  del  culto  divino.  De  suerte  que  en 
aquellos  tiempos  no  había  en  cada  diócesis  más  que  una  iglesia,  en  la  ca- 
pital, que  era  la  iglesia  episcopal,  y  un  solo  pastor,  que  era  el  Obispo,  con- 
fundiéndose la  diócesis  con  la  parroquia.  Por  esta  razón  se  multiplicaba  el 
número  de  Obispos,  y  cada  población  un  poco  importante  tenía  el  suyo; 
como  vemos  aun  hoy  en  Italia,  que  en  un  territorio  poco  más  de  la  mitad 
de  España,  hay  cerca  de  trescientas  diócesis. 

2)  En  el  Oriente,  sin  embargo,  no  faltaban  núcleos  de  cristianos  que 
se  reunían  en  iglesias,  aun  en  el  campo.  Así  lo  atestigua  San  Justino  mártir, 
que  vivió  en  Palestina  a  mitad  del  siglo  ii  (6).  Y  Dionisio  de  Alejandría 
habla  de  comunidades  rurales  y  de  sacerdotes  que  vivían  en  las  aldeas  (7). 
San  Atanasio,  describiendo  la  organización  eclesiástica  de  la  región  que 
se  extiende  alrededor  de  Alejandría,  habla  de  sacerdotes,  cada  uno  con 
su  distrito  (8). 

En  el  Occidente  este  hecho  se  observará  más  tarde,  hacia  el  siglo  vi. 

3)  Cesando  la  persecución,  creció  tanto  la  nuiltitud  de  fieles  en  las 
comarcas  rurales,  que  fue  necesario  enviar  allá  los  corepíscopos,  especie 
de  Obispos  auxiliares  de  los  de  las  ciudades,  los  cuales  se  hicieron  odiosos 


(2)  EucHERio.  Insfructio,  1.  2,  c.  5;  AhcNE,  Lat.  50,  822. 

(3)  S.  HoRMisDAS,  Papa,  Epist.  20,  25;  ML.  63,  407,  425. 

(4)  S.  Agustín.  Epist.  209;  ML.  33,  953. 

(5)  Epístolas,  1.  7,  epist.  6;  ML.  53,  371. 

(6)  Apología  1.a,  n.  65;  ALgne,  Patrología  graeca,  6,  427. 

(7)  Véase  en  Eusebio,  Histor.  Ecles.,  1.  7,  c.  24;  MG.  20,  695. 

(8)  Contra  Arianos,  n.  84;  MG.  25,  389. 
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por  las  atribuciones  que  se  arrogaban,  y  fueron  aboliéndose.  En  cambio 
el  Concilio  de  Laodicea,  en  364,  hace  aparecer  los  sacerdotes  periodeutas 
o  circulantes  o  visitadores,  enviados  por  los  Obispos  a  los  pueblos;  los  cuales, 
hecha  su  gira,  volvian  a  la  capital. 

4)  Multiplicándose  más  las  cristiandades  y  los  templos,  se  fueron  se- 
ñalando en  ellas  sacerdotes  fijos.  Para  su  sustentación  se  asignó  una  por- 
ción de  bienes  de  la  masa  común,  que  al  morir  el  sacerdote  volvian  al 
acervo  diocesano.  Más  tarde  a  cada  uno  de  esos  sacerdotes,  fijos,  y  con  cura 
de  almas,  se  señaló  una  porción  de  pueblo  o  de  territorio  determinado,  y 
un  conjunto  de  bienes  eclesiásticos,  con  cuyas  rentas  se  sustentase.  Así 
nacieron  los  párrocos  y  las  parroquias  como  verdaderos  beneficios,  con  el 
carácter  que  hoy  tienen.  En  el  campo  a  fines  del  s.  iv  o  principios  del  v; 
en  las  ciudades  hacia  el  s.  xi,  menos  en  Roma  y  Alejandría,  donde  ya  exis- 
tieron en  el  s.  v  (9). 

5)  Desde  el  s.  xi  la  constitución  de  las  parroquias  era  deficiente :  a 
veces  se  nombraban  varios  párrocos  para  los  mismos  fieles,  sin  dividir 
éstos,  con  jurisdicción  igual,  y  cumulativa  de  cada  párroco  en  todos  los 
fieles.  Otras  veces  se  incorporaban  varios  curatos  a  un  mismo  Cabildo  o 
monasterio  que  percibía  sus  rentas,  encargando  la  cura  de  almas  a  un 
sacerdote,  a  quien  retribuían  con  una  mezquindad.  Los  Papas  fueron  po- 
niendo remedio.  Pero  sólo  el  Concilio  de  Trento  dio  la  primera  ley  general, 
imponiendo  la  división  de  las  diócesis  en  parroquias  territoriales,  y  pro- 
hibiendo los  párrocos  cumulativos  (ses.  24,  cap.  13,  de  reform.). 

En  España:  1)  Existieron  parroquias  rurales  desde  el  s.  rv.  En  los  pue- 
blos lo  primero  se  creó  la  iglesia,  luego  la  circunscripción  territorial,  más 
tarde  el  presbiterado  y  por  fin  el  patrimonio  o  conjunto  de  bienes.  A  fines 
del  s.  VI  aparece  ya  la  parroquia  territorial  plenamente  constituida.  Su 
influjo  en  la  vida  de  la  población  campesina  fue  enorme  (10). 

La  organización  prescrita  por  el  Concilio  Tridentino,  distaba  de  ser  per- 
fecta. Había  en  España  multitud  de  parroquias  electivas,  incorporadas  a  ca- 
bildos o  comunidades  religiosas,  medias,  exentas  del  Obispo,  sin  cura  pro- 
pio, con  varios  párrocos,  personales  o  sin  territorio. 

2)  A  estos  males  puso  remedio  el  Concordato  de  1851,  art.  24  y  27  y  las 
disposiciones  complementarias:  ordenando:  a)  un  inmediato  arreglo  pa- 
rroquial en  todas  las  diócesis;  b)  las  parroquias  serán  territoriales,  a  excep- 
ción de  las  castrenses,  palatinas,  las  dos  mozárabes  de  Toledo  y  la  de  Santa 
María  de  Corticela  en  la  catedral  de  Santiago,  para  los  extranjeros  de 
aquel  arciprestazgo;  c)  se  suprimen  las  incorporadas;  d)  el  arreglo  le  harán 
los  propios  Obispos  oyendo  al  Cabildo,  a  los  arciprestes  y  al  fiscal;  e)  el 
criterio  será  el  mejor  servicio  de  los  fieles,  teniendo  en  cuenta  la  extensión 
y  naturaleza  del  territorio,  la  población  y  las  demás  circunstancias  lo- 
cales. 

Una  serie  de  disposiciones  complementarias  dictaron  los  criterios  para 
clasificar  las  parroquias  en  categorías  de  término,  ascenso  y  rurales;  el 
número  de  cada  clase  que  habría  en  cada  diócesis,  atendida  la  población 
de  la  localidad  y  la  distancia  entre  los  núcleos  del  vecindario. 

Los  art.  33  y  34  señalan  la  dotación  del  clero  parroquial  y  del  culto,  dis- 
posiciones posteriores  determinan  otros  detalles. 

A  pesar  de  los  obstáculos  que  opusieron  los  Gobiernos  liberales,  se  fue 


(0)    Bouix,  De  ¡xtrorlio,  p.  1,  c.  ,'). 

(10)  ííarcía  Villada.  Ilisf.  Kvles.  de  Esp.,  tom.  1,  p.  1.  Regatillo,  Derecho  pa- 
rroquial, II.  5-6. 
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haciendo  el  arreglo  parroquial,  aunque  en  algunas  diócesis  no  se  hizo  hasta 
el  presente  siglo.  Así  en  la  ciudad  de  Avila  subsistieron  las  parroquias  per- 
sonales hasta  el  año  1911. 

303.  Legislación  concordada  actual.  Erección  y  modificaxñóJi  de  pa- 
rroquias. ''La  autoridad  eclesiástica  podrá  libremente  erigir  nuevas  parro- 
quias, y  modificar  los  límites  de  las  ya  existentes''  (art.  11,  n.  1). 

Reconoce  el  Estado  la  competencia  exclusiva  de  la  Iglesia,  sin  interven- 
ción de  las  autoridades  estatales,  en  la  erección  y  modificación  de  las  pa- 
rroquias. Por  tanto  el  derecho  canónico  es  la  norma  que  ha  de  tenerse  en 
cuenta. 

La  erección  de  nuevas  parroquias,  se  hará:  o  por  división  de  las  gran- 
des: o  por  desmembración  de  varias,  constituyendo  otra  con  las  partes  des- 
membradas. La  modificación  de  los  límites,  desmembrando  de  una  alguna 
porción  y  agregándosela  a  la  otra. 

Cuando  estas  medidas  impliquen  un  aumento  de  contribución  económi- 
ca del  Estado,  la  autoridad  eclesiástica  habrá  de  ponerse  de  acuerdo  con 
la  competente  autoridad  del  Estado,  por  lo  que  se  refiere  a  dicha  contribu- 
ción (n.  2). 

Es  muy  razonable,  pues  el  Estado  asume  las  obligaciones  económicas  de- 
rivadas de  estas  variaciones  hechas  por  los  Obispos. 

Del  art.  11  se  deduce  que,  cuando  se  creen  nuevas  diócesis,  el  Estado 
se  compromete  a  aumentar  su  contribución  económica  en  la  medida  ne- 
cesaria para  la  dotación  del  personal  de  la  parroquia  y  atenciones  del 
culto.  Para  ello  bastará  y  será  necesario  que  el  Obispo  comunique  oficial- 
mente al  Ministerio  de  Justicia  el  decreto  de  erección  de  la  parroquia,  su 
categoría  y  personal. 

304.  Otras  modificaciones.  Si  la  autoridad  eclesiástica  considerase 
oportuno  agrupar  de  modo  provisional  o  definitivo  varias  parroquias,  bien 
sea  confiándolas  a  un  solo  párroco  asistido  de  uno  o  varios  coadjutores; 
bien  reuniendo  en  un  solo  presbiterio  a  varios  sacerdotes,  el  Estado  man- 
tendrá inalterable  las  dotaciones  asignadas  a  dichas  parroquias  (n.  2). 

Además  de  la  erección,  división,  desmembración  y  cambio  de  límites, 
pueden  ocurrir  otras  modificaciones:  aquí  solamente  se  habla  de  la  agru- 
pación de  parroquias,  que  pudiéramos  llamar  unión. 

Unión  en  sentido  canónico  es  la  junta  o  fusión  de  varias  en  una.  Puede 
ser:  a)  extintiva  o  por  ccnifusión  en  la  cual,  o  bien  se  suprimen  varias  para 
que  de  ellas  nazca  una  nueva,  o  bien  se  anexiona  una  o  varias  a  otra  de- 
jando de  existir.  En  la  unión  extintiva  existe  una  verdadera  supresión  de 
alguna  parroquia,  b)  En  forma  menos  principal  o  accesoria  o  por  sujeción; 
en  la  cual  dos  o  más  parroquias  se  juntan  de  tal  suerte  que,  sin  perder 
ninguna  su  personalidad,  queda  la  una  subordinada  a  la  otra;  al  confe- 
rirse a  un  sacerdote  la  principal,  por  el  mismo  hecho  se  le  confiere  la  menos 
principal,  aunque  no  se  nombre,  c)  En  forma  igualmente  principal,  o  por 
coordinación;  en  la  que  ambas  parroquias  conservan  su  independencia, 
sólo  tienen  de  común  el  párroco,  que  ha  de  ser  el  mismo  para  las  dos.  Cuan- 
do se  le  confieren  han  de  nombrarse  ambas. 

La  unión  extintiva  se  reserva  a  la  Santa  Sede;  la  en  forma  menos  o 
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igualmente  principal  puede  hacerla  el  Obispo  (can.  1419,  1420,  1423,  1424). 
La  unión  ha  de  ser  perpetua  (can.  1423,  §  3). 

¿A  qué  uniones  se  refiere  el  n.  2  del  art.  11?  Sin  duda  a  la  unión  en 
forma  menos  o  igualmente  principal.  Pues  habla  de  agrupar  varias  parro- 
quias confiándolas  a  un  solo  párroco. 

Pero  se  ofrece  la  dificultad  de  que  tal  agrupación  pueda  ser  provisional; 
pues  según  el  can.  1423,  §  3,  la  unión  no  puede  ser  sino  perpetua.  La  razón 
de  esta  perpetuidad  es  que  como  los  beneficios  unidos  han  de  conferirse 
a  la  misma  persona,  si  la  unión  fuese  temporal,  podría  tal  vez  el  Prelado 
hallar  en  ella  un  medio  paliado  de  favorecer  a  sus  deudos,  amigos,  etc., 
uniendo  temporalmente  dos  o  más  parroquias,  confiriéndolas  así  unidas  a 
quien  le  pareciere,  y  volviéndolas  a  disgregar  cuando  vacaren;  mientras 
que  si  la  unión  tiene  que  ser  perpetua,  la  hará  con  más  consideración,  y 
dejando  a  un  lado  humanos  miramientos.  En  una  palabra,  la  perpetuidad 
de  la  unión  tiende  a  evitar  la  pluralidad  o  acumulación  paliada  de  varios 
beneficios  en  una  sola  persona,  pluralidad  tan  reprobada  por  el  Concilio 
de  Trente  (11)  y  por  el  can.  1439. 

Por  esto  nos  inclinamos  a  sentir  que  la  agrupación  provisional  de  va- 
rias parroquias  no  es  unión  en  sentido  canónico,  de  suerte  que  las  varias 
agrupadas  hayan  de  darse  en  propiedad  a  un  mismo  párroco;  sino  unión 
en  sentido  impropio:  en  cuanto  que  una  se  da  en  propiedad  y  la  otra  u 
otras  se  dejan  sin  proveer  cierto  tiempo,  encargándolas  al  mismo  párroco 
en  mera  administración,  como  ecónomo  de  ellas. 

La  otra  agrupación,  encargando  las  agrupadas  a  un  presbiterio,  o  co- 
munidad de  sacerdotes  que  las  rijan,  menos  podrán  llamarse  unión  canó- 
nica. Porque  si  se  dan  en  propiedad,  ha  de  darse  una  a  cada  uno;  aunque 
ellos  vivan  en  comunidad,  cosa  tan  deseada  por  el  can.  134  entre  los  cléri- 
gos en  general;  y  entre  el  párroco  y  sus  coadjutores  en  particular,  por  el 
can.  477,  §  5. 

Si  el  grupo  de  parroquias  se  encomienda  a  un  presbiterio  se  tropieza  con 
el  inconveniente  de  la  residencia  parroquial:  el  párroco  y  el  ecónomo  tie- 
nen que  residir  dentro  del  territorio  de  su  parroquia  (can.  465,  5  1;  473,  íí  1), 
lo  cual  es  incompatible  con  la  vida  común  en  un  presbiterio.  Pero  de  la 
residencia  parroquial  en  tales  casos  fácilmente  dispensará  la  Santa  Sede, 
por  el  mayor  bien  de  los  sacerdotes,  que  puede  redundar  en  bien  mayor  de 
los  fieles. 

Si  el  grupo  de  parroquias  se  encomienda  a  un  presbiterio,  ha  de  seña- 
larse a  cada  uno  de  esos  sacerdotes  su  parroquia,  como  párroco  o  como 
ecónomo;  de  suerte  que  no  ejerzan  la  cura  de  almas  in  solidum,  todos  a  la 
vez  sobre  cada  una  de  las  parroquias  agrupadas;  ni  por  turno  sobre  cada 
una;  porque  asi  resultarla  cada  parroquia  con  varios  párrocos  o  ecónomos; 
cosa  reprobada  por  el  can.  460,  2. 

Finalmente,  no  nos  parecería  absurdo  que  el  art.  11,  n.  2,  se  refiera 
también  a  la  unión  extintiva,  atendiendo  a  la  mente  de  todo  el  artículo, 
que  es  no  disminuir  en  ningún  caso  las  dotaciones  asignadas  por  el  Estado. 
La  unión  extintiva  rarísima  vez  ocurrirá. 

305.  Vacantes.  Las  dotaciones  para  las  parroquias  que  estén  vacan- 
tes, no  pueden  ser  distintas  de  las  dotaciones  para  las  parroquias  que  estén 
provistas  (n.  2). 


(11)    Ses.  7  (le  rcform.,  cap.  4,  5;  scs.  24  de  ref.,  caj).  1. 
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Las  vacantes  tendrán  su  vicario  ecónomo  que  las  rija  o  administre 
(can.  472),  el  cual  puede  ser  párroco  de  otra  parroquia.  Al  ecónomo  no 
se  le  suele  dar  toda  la  dotación  de  la  parroquia,  sino  una  parte  que  el  Or- 
dinario señale  para  su  congrua  sustentación  (Ibid.).  El  resto  de  la  dotación 
en  España  va  al  fondo  de  reserva  diocesano,  para  atender  a  las  necesida- 
des de  la  diócesis. 

No  son  raras  las  quejas  de  los  sacerdotes  que  rigen  varias  parroquias, 
de  que  les  dan  muy  poco  por  la  segunda,  y  todavía  menos  por  la  tercera  y  ul- 
teriores; alegando  en  su  favor  el  célebre  dicho  del  Evangelio:  Dignas  est  ope- 
rarius  mercede  sua  (S.  Lucas,  10,  7).  Acaso  no  sea  tan  congruo  que  en  la 
retribución  de  tales  sacerdotes  se  guarde  una  norma  rígida,  igual  para 
todos,  por  ejemplo,  dos  tercios  de  la  dotación  en  la  primera  para  los  ecó- 
nomos (la  dotación  íntegra  para  los  párrocos);  la  mitad  en  la  segunda,  la 
cuarta  parte  en  la  tercera.  Bien  es  que  haya  una  norma  general;  pero  en 
casos  especiales  de  gran  distancia,  de  singulares  incomodidades  de  los  ca- 
minos, de  falta  de  salud  del  sacerdote,  todo  lo  cual  requiere  gastos  espe- 
ciales, es  equitativo  que  en  tales  circunstancias  se  les  aumente  la  retribu- 
ción; sobre  todo  cuando  las  parroquias  son  pobres,  que  a  penas  dan  dere- 
chos de  estola,  ni  otros  ingresos.  Pero  esto  los  Prelados  son  los  más  compe- 
tentes para  apreciarlo. 


CAPITULO  XIV 
Concordato,  artículo  12 

CAPELLANIAS  Y  PIAS  FUNDACIONES 

La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  regularán  en  acuerdo  aparte,  y  lo 
antes  posible,  cuanto  se  refiere  al  régimen  de  capellanías  y  fundaciones 
pías  en  España  (art.  12). 

Como  se  ve,  el  Concordato  no  organiza  el  régimen  de  estas  institucio- 
nes, sólo  contiene  el  compromiso  de  arreglarle  mediante  un  nuevo  conve- 
nio; y  esto  con  urgencia. 

306.  Nociones.  Capellanía  se  entiende  ordinariamente  un  conjunto  de 
bienes  afectos  a  levantar  con  sus  rentas  una  carga  de  misas,  por  lo  común 
perpetua,  y  tal  vez  además  otras  cargas  piadosas.  Sin  alguna  carga  de  misas 
la  institución  no  se  podría  llamar  capellanía,  dice  la  Sagrada  Congreg.  del 
Concilio,  22  abril  1901.  Fundaciones  'pías  en  el  can.  1544  significan  masa 
de  bienes  dados  a  una  persona  moral  eclesiástica  con  la  carga  perpetua  o 
duradera  de  celebrar  con  sus  rentas  algunas  misas  o  cumplir  otras  funcio- 
nes eclesiásticas  determinadas,  o  ciertas  obras  de  caridad  o  piedad.  En  el 
Concordato  presente,  como  anteriormente,  se  entienden  un  conjunto  de 
bienes  afectos  a  levantar  cargas  de  piedad  o  caridad  distintas  de  la  cele- 
bración de  misas. 

La  capellanía  es  colativa  o  eclesiástica,  si  sus  bienes  están  espirituali- 
zados, esto  es,  dados  en  propiedad  a  la  Iglesia,  convertidos  de  profanos  en 
eclesiásticos,  con  la  obligación  de  levantar  con  sus  rentas  las  cargas  anejas 
a  ellos;  laical  o  merelega,  si  la  propiedad  de  los  bienes  pertenece  a  personas 
particulares,  pero  con  la  obligación  de  levantar  las  cargas. 

Unas  y  otras  pueden  ser  familiares  o  de  sangre,  y  no  familiares.  Son 


266 


CAPELLANÍAS  Y  PÍAS  FUNDACIONES 


familiares,  cuando  ha  de  ejercer  el  patronato  activo  o  gozar  del  patronato 
pasivo  un  pariente  del  fundador,  o  un  individuo  de  familia  determinada; 
esto  es,  cuando  un  pariente  del  fundador  o  individuo  de  familia  determi- 
nada tiene  el  derecho  de  designar  el  sacerdote  que  levante  la  carga  (patro- 
nato activo);  o  tiene  derecho  a  ser  designado  para  levantarla  (patronato 
pasivo).  En  otro  caso  la  capellanía  no  es  familiar  o  de  sangre. 

Capellanías  colativas  son  las  erigidas  por  la  competente  autoridad  ecle- 
siástica en  beneficio  eclesiástico. 

Las  colativo- familiares  pueden  ser  extinguidas  o  subsistentes.  Las  sub- 
sistentes, a  su  vez,  congruas  o  incongruas,  según  que  su  renta  llegue  o  no 
a  500  pesetas  anuales.  Las  familiares  congruas  deben  ser  conferidas  por  el 
Obispo  a  los  presentados  por  los  patronos ;  o  a  los  que  por  voluntad  del  fun- 
dador deban  ser  preferidos  para  disfrutarlas. 

Las  colativas  no  familiares  pueden  ser  de  patronato  eclesiástico,  si  el 
derecho  de  presentación  va  anejo  a  una  iglesia,  dignidad  u  oficio  eclesiás- 
tico, V.  gr.,  si  el  derecho  de  presentación  pertenece  a  un  Cabildo  catedral, 
o  al  deán,  o  al  párroco  que  por  tiempo  fuere;  y  pueden  ser  de  derecho  co- 
mún, esto  es,  de  libre  colación  del  Obispo. 

Las  laicales  son  extinguidas,  o  adjudicables  sus  bienes,  como  los  de  ma- 
yorazgos, al  tenor  de  la  ley  desvinculadora  del  27  set.  1820,  derogada  el 
año  23  y  11  marzo  1824,  y  restablecida  el  30  agosto  1836,  con  la  obliga- 
ción de  redimir  las  cargas  eclesiásticas,  según  el  Convenio-Ley  de  24  de 
junio  1867. 

307.  Historia.  El  origen  de  las  capellanías  data  de  tiempo  inmemorial : 
en  el  siglo  xiii  recibieron  forma  adecuada,  y  en  el  xv  habían  llegado  ya  a 
su  pleno  desarrollo.  La  razón  de  tales  instituciones  provino  de  que  habién- 
dose organizado  en  el  siglo  xii  los  beneficios,  aunque  comenzaron  en  el  v, 
las  corporaciones  y  los  particulares  quisieron  imitar  las  instituciones  be- 
neficíales, erigiendo  capellanías,  que  tenían  por  objeto;  bien  satisfacer 
necesidades  de  los  fieles,  bien  perpetuar  la  memoria  de  los  fundadores;  ora 
favorecer  a  individuos  de  su  familia,  proveyéndoles  de  título  de  sustenta- 
ción para  las  órdenes;  ora  asegurar  misas  y  otros  sufragios  por  el  alma 
propia  y  las  de  sus  familiares. 

En  España:  1)  Hasta  fines  del  siglo  xviii  cualquiera  podía  fundar  a 
perpetuidad  capellanías  eclesiásticas  o  laicales,  con  inmuebles  y  censos, 
siempre  que  se  las  dotase  suficientemente  y  obtuviese  la  aprobación  del  Or- 
dinario diocesano.  Para  las  colativas  se  requería  además  la  erección  canó- 
nica, convirtiendo  los  bienes  de  profanos  en  eclesiásticos  o  espirituales,  con 
lo  que  quedaban  sometidos  a  la  jurisdicción  de  la  Iglesia.  Para  las  laicas 
bastaba  la  aceptación  del  diocesano,  por  lo  que  se  referia  al  cumplimiento 
de  obligaciones  religiosas;  pero  los  bienes  dótales  conservaban  su  cualidad 
de  particulares,  sujetos  a  la  potestad  civil. 

2)  Hubo  en  nuestra  patria  en  tiempos  pasados  una  magnífica  floración 
de  capellanías,  memorias  de  misas,  legados  píos,  patronatos,  obras  pías  y 
otras  fundaciones.  Apenas  había  familia  cristiana  un  tanto  pudiente,  que 
no  dejase  algo  para  la  Iglesia.  Esto  mismo  ocasionó  una  enmarañada  selva 
de  tales  instituciones,  con  su  múltiple  variedad  de  formas. 

3)  En  la  primera  mitad  del  siglo  xix,  en  España,  como  en  otras  nacio- 
nes, comenzó  a  agitarse  la  cuestión  sobre  la  necesidad  de  una  nueva  distri- 


CAPELLANÍAS  Y  PÍAS  FUNDACIONES 


267 


'bucióyi  de  la  riqueza  mmobiliaria,  para  que  los  bienes  raíces  no  quedasen 
estancados,  sino  que  entrasen  en  la  corriente  circulatoria  del  comercio.  Las 
vinculaciones,  mayorazgos,  fideicomisos,  etc.,  y  las  masas  de  bienes  en 
poder  de  las  llamadas  manos  muertas,  o  personas  jurídicas  eclesiásticas  y 
laicales,  constituían  tal  vez  la  quinta  parte  del  territorio  nacional  produc- 
tivo. Las  vinculaciones  hacían  que  los  bienes  vinculados,  por  ejemplo,  a 
un  título  nobiliario,  como  a  un  marquesado,  o  a  un  mayorazgo,  no  pudiesen 
pasar  más  que  a  manos  del  heredero  del  título  o  al  hijo  mayor  o  heredero 
del  mayorazgo.  Las  manos  muertas  con  dificultad  se  desprendían  de  sus 
posesiones,  ni  por  título  oneroso,  como  venta;  ni  mucho  menos  por  título 
gratuito,  como  donación. 

De  aquí  la  ley  desvinculadora  del  año  1820,  derogada  el  23  y  restable- 
cida el  36:  la  cual  deshizo  las  vinculaciones,  haciendo  que  los  bienes  vincu- 
lados pudieran  ser  enajenados,  y  pasar  a  manos  de  cualesquiera  por  título 
legítimo. 

De  aquí  también  las  leyes  desamortizadoras  tan  frecuentes  en  el  si- 
glo xrx.  que  arrancaron  de  las  manos  muertas,  en  especial  de  la  Iglesia, 
casi  la  totalidad  de  sus  bienes.  Esta  desamortización  de  los  bienes  eclesiás- 
ticos, hecha  por  los  Gobiernos  sin  acuerdo  con  la  Santa  Sede,  fue  un  ini- 
cuo despojo  llamado  por  Menéndez  Pelayo  inmenso  latrocinio. 

4^  De  aquella  catástrofe  se  salvaron  en  parte,  y  después  de  muchos  vai- 
venes, los  bienes  raíces  de  las  capellanías  de  sangre;  cuyo  régimen  se  re- 
guló al  fin  por  el  Convenio-Ley  de  capellanías  de  1867,  entre  la  Santa  Sede 
y  el  Gobierno  español. 

El  principio  fundamental  de  esta  ley  es:  que  los  bienes  de  las  mencio- 
nadas capellanías  debían  revertir  a  los  que  ejercieren  el  patronato  activo 
o  disfrutasen  del  pasivo:  o  sea,  a  los  fundadores  o  descendientes  de  los  fun- 
dadores de  las  capellanías,  previa  la  indemnización  que  habría  de  darse  a 
la  Iglesia. 

La  legislación  concordada  sobre  este  tema  fue  complicadísima,  como 
puede  verse  en  la  obra  de  D.  Mariano  Alvarez,  Administrador  de  Capella- 
nías del  Obispado  de  Vitoria,  Manual  de  Capellanías  y  Pías  Memorias,  Vi- 
toria, 1903;  y  Apéndice  al  Manual,  Vitoria,  1919. 

Además  con  la  mudanza  de  los  tiempos,  las  nuevas  legislaciones  agra- 
rias, la  (lesvalorización  de  la  moneda,  etc.,  la  legislación  sobre  capellanías 
resultó  anticuada  y  falta  de  equidad;  y  sin  embargo  se  siguió  aplicando. 

5)  Durante  la  República  caducó  el  Concordato  de  1851,  y  todas  las  dis- 
posiciones concordadas  complementarias,  como  accesorias  a  él.  Pero  susci- 
tóse la  duda  de  si  habría  caducado  la  ley  concordada  de  1867  sobre  cape- 
llanías. Si  ésta  perdió  su  vigor,  caducaron  con  ella  las  facultades  apostó- 
licas allí  otorgadas  a  los  Obispos,  necesarias  o  muy  convenientes  para 
tranquilizar  conciencias  y  arreglar  jurídicamente  los  asuntos  de  las  cape- 
llanías y  fundaciones,  que  aún  se  conservaban. 

Estas  dudas  ya  las  plantearon  los  Metropolitanos  al  Sr.  Nuncio,  durante 
la  misma  República,  para  saber  si  podrían  seguir  usando  de  las  dichas 
facultades.  A  partir  del  año  1946  insistieron  en  ello. 

El  16  de  julio  1947  comunicó  el  Sr.  Nuncio  a  los  Obispos  el  permiso  otor- 
gado por  la  Santa  Sede  para  que  pudiesen  seguir  usando  de  las  facultades 
contenidas  en  los  arts.  15,  16  y  21.  Lo  mismo  anunció  el  23  de  enero  1950 
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acerca  de  las  facultades  de  los  nn.  9,  12,  13  del  Convenio-Ley  de  Capella- 
nías (1). 

Como  en  su  lugar  expusimos  (n.  82,  83)  la  tendencia  general  de  la  Igle- 
sia es  que  cesando  el  Concordato,  cese  por  completo  la  ley  concordada,  y 
ha  de  volverse  al  derecho  común.  La  cuestión  del  cese  de  la  ley  de  cape- 
llanías no  es  más  que  un  caso  particular  de  aquella  cuestión  general,  y  en 
nuestro  sentir  cesó;  y  aunque  la  Santa  Sede  no  lo  ha  declarado  explícita- 
mente, bastante  parece  significarlo  el  hecho  de  haber  permitido  la  misma 
Santa  Sede  en  dos  ocasiones  a  los  Obispos  el  uso  de  las  facultades  conte- 
nidas en  los  artículos  mencionados. 

6)  Prometió  la  Santa  Sede  estudiar  y  arreglar  el  asunto  de  las  capella- 
nías, pero  no  lo  realizó;  también  el  Concordato  le  dejó  intacto,  contentán- 
dose con  prometerse  las  partes  contratantes  un  nuevo  acuerdo  especial, 
que  aún  no  ha  llegado. 

308.  Régimen  actuaL  Entre  tanto,  dada  la  peculiaridad  de  esta  ma- 
teria de  capellanías  en  España,  mientras  no  se  haga  el  nuevo  acuerdo  anun- 
ciado, no  tendríamos  por  indiscretas  estas  normas: 

1.  '^  Los  Obispos  pueden  atenerse  al  Convenio-Ley  de  Capellanías;  o  bien 
atenerse  a  la  legislación  común  del  Código  canónico,  aplicable  a  ellas. 

Pero  guardándose  de  aplicar  para  el  mismo  caso  las  dos  normas  a  la 
vez:  la  una  para  lo  que  les  favorezca  y  la  otra  para  lo  que  les  perjudique: 
Qui  sentit  onus  sentiré  dehet  commodum  et  e  contra  (2):  Hay  que  estar  a  las 
duras  y  a  las  maduras. 

Convendría  que,  aun  para  casos  diversos,  sigan  el  mismo  criterio  uni- 
forme; más  aún,  que  en  todas  las  curias  se  observase  la  uniformidad. 

2.  '"^  Si  prefieren  aplicar  el  Convenio-Ley,  sea  con  equidad,  no  atenién- 
dose al  rigor  de  la  letra,  sino  a  la  mente  de  aquella  legislación;  por  tanto 
haciendo  una  evaluación  equivalente  de  la  moneda,  de  los  estipendios  de 
misas,  de  lo  que  razonablemente  deben  rentar  hoy  las  fincas  sujetas  a  la 
conmutación,  etc.  No  suceda,  como  ha  sucedido,  que  fincas  tasadas  hoy  por 
bastantes  cientos  de  miles  de  pesetas,  se  conmuten  por  una  nonada,  aten- 
diendo a  que  estaban  arrendadas  a  una  renta  antigua  mezquina,  a  razón 
de  la  cual  se  hizo  la  conmutación.  Esto  no  es  conmutación,  es  donación, 
regalo,  y  por  tanto  nulo;  pues  falta  la  causa  intrínseca  del  contrato,  que 
debe  ser  oneroso,  y  sin  embargo  así  resulta  moralmente  gratuito,  con  per- 
juicio para  la  Iglesia.  Esta,  o  sea  la  capellanía,  entidad  jurídica,  podría 
en  caso  como  este,  al  menos  pedir  y  obtener  la  restitutio  in  integrum,  o 
reposición  de  las  cosas  en  el  estado  en  que  se  hallaban  antes  de  la  absurda 
conmutación  (can.  1687-89). 

Por  fin,  como  creemos  que  el  nuevo  Convenio  sobre  capellanías,  no  se 
hará  esperar  mucho  tiempo,  aconsejaríamos  que,  si  no  es  urgente  la  con- 
mutación de  los  bienes,  se  aplace  para  cuando  ese  Convenio  se  publique. 

Muy  prudentes  nos  parecen  las  bases  que  propone  el  Excmo.  Sr.  Migué- 
LEz,  Decano  de  la  Rota,  para  el  futuro  arreglo: 

l.*^  Que  se  adjudiquen  los  bienes  de  las  capellanías  de  sangre  al  que 
tenga  el  patronato  activo  o  píksívo;  pero  en  un  pla/o  no  largo,  de  dos  o 

(1)  Sal  Tcrrae,  1950,  pp.  64H-45. 

(2)  liegia  55  del  Derecho  en  el  Sexto. 
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tres  años,  para  reclamarlos.  Pasado  ese  plazo  sin  reclamación,  quedan  de- 
finitivamente para  la  Iglesia;  la  cual  podrá  inscribirlos  a  su  nombre  o  ena- 
jenarlos, a  tenor  de  los  cánones. 

O  bien,  que  la  Iglesia  saque  a  subasta  esos  bienes,  adjudicándoselos  al 
mejor  postor,  pero  con  derecho  preferente  de  retracto  en  favor  de  los  pa- 
tronos. 

La  inmensa  mayoria  de  los  bienes  de  capellanías  de  sangre,  sobre  todo 
de  las  más  pingües,  fueron  ya  adjudicados. 

2.  ^  Antes  de  la  adjudicación,  se  tasará  la  indemnización  que  ha  de 
darse  a  la  Iglesia,  y  que  en  adelante  sería  el  patrimonio  de  la  capellanía. 
La  tasación  se  hará,  no  a  base  de  la  renta  actual  que  los  bienes  producen, 
sino  conforme  al  valor  real  de  los  mismos;  y  asi  no  se  hable  de  "conmu- 
tación de  rentas  de  las  capellanías",  sino  de  conmutación  de  bienes,  como 
en  el  Convenio-Ley  de  1859.  La  Santa  Sede  podría  conceder  una  bonifica- 
ción prudencial  al  adjudicatario,  si  fuere  el  patrono  activo,  a  trueque  de 
renunciar  al  patronato. 

3.  ^  La  congrua  o  dote  de  500  pesetas  anuales  hoy  es  ridicula:  deberá 
ser  por  lo  menos  diez  veces  mayor.  Por  tanto,  de  subsistir  las  capellanías 
como  beneficios:  a)  se  declararán  subsistentes  y  congruas  las  que  produz- 
can al  menos  cinco  mil  pesetas;  b)  suprimidas  las  que  no  las  produzcan; 
c)  se  unirán  varias  suprimidas  hasta  completar  las  cinco  mil;  d)  se  facul- 
tará a  los  Ordinarios  para  que  al  unirlas  se  reajusten  las  cargas,  reducién- 
dolas equitativamente. 

4.  '^  El  derecho  de  patronato  hoy  prácticamente  es  como  si  no  existiera, 
pues  ningún  clérigo  pretende  o  acepta  las  capellanías  en  propiedad.  Por 
otra  parte,  la  Iglesia  desea  que  desaparezcan  los  patronatos.  Por  tanto: 
a)  consérvese  en  las  subsistentes  congruas;  b)  invítese  al  patrono  a  redo- 
tar  las  incongruas;  si  no  lo  hace,  declárense  extinguidas,  y  caducado  el 
patronato;  c)  las  unidas  serán  de  libre  colación. 

5.  ^  Subsistirán  los  dos  acervos  píos,  pero  bien  discriminados  los  fon- 
dos de  uno  y  otro:  en  el  uno  solamente  figurarán  los  bienes  de  capellanías 
de  sangre;  en  el  otro  los  demás  de  que  habla  el  Convenio-Ley.  Los  del  se- 
gundo, no  hay  por  qué  destinarlos  a  erigir  nuevas  capellanías,  pero  su 
capital  será  intangible,  afecto  a  levantar  las  cargas  fundacionales,  y  lo 
sobrante  de  la  renta  podría  el  Prelado  emplearlo  en  necesidades  de  la 
diócesis. 

G."*    Se  darán  a  los  Prelados  facultades  para  condenar  hasta  el  25 
del  importe  de  las  cargas  atrasadas  no  cumplidas,  para  tranquilizar  con- 
ciencias ( 1 ). 

Lo  que  el  Excmo.  Miguélez  hace  años  proponía:  que  la  congrua  o  dote 
de  la  capellanía  sea  al  menos  de  5.000  pesetas,  hoy  debería  elevarse  por 
lo  menos  a  10.000  ó  15.000. 

Esperamos  que  pronto  se  publique  el  acuerdo  sobre  capellanías,  que  hace 
años  se  redactó. 


(l)  AhGUÉLEZ.  Situación  actual  del  problema  de  las  capellanías  en  España.  (El 
patrimonio  eclesiástico.  Estudios  de  la  tercera  semana  de  Derecho  Canónico,  1950, 
pp.  445-70'. 
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CAPITULO  XV 
Concordato,  artículo  13 

HONORES  LITURGICOS  DEL  JEFE  DEL  ESTADO 
EN  SANTA  MARIA  LA  MAYOR 

En  consideración  a  los  vínculos  de  piedad  y  devoción  que  han  unido  a 
la  nación  española  con  la  patriarcal  Basílica  de  Santa  María  la  Mayor,  la 
Santa  Sede  confirma  los  tradicionales  privilegios  honoríficos  y  las  otras  dis- 
posiciones en  favor  de  España,  contenidos  en  la  bula  "Hispaniarum  fideli- 
tas",  del  5  de  agosto  de  1953  (art.  13,  n.  1). 

309.  Honores  litúrgicos.  Con  los  privilegios  de  las  preces  por  España 
y  el  Jefe  del  Estado  guarda  relación  la  de  los  honores  litúrgicos  en  la  Ba- 
sílica llamada  también  Liberiana,  por  el  nombre  del  Papa  Liberio,  que  en 
el  siglo  IV  la  erigió;  y  Santa  María  de  las  Nieves  por  el  milagro  que  se  re- 
fiere de  haberse  cubierto  de  nieve  parte  de  la  colina  o  collado  Esquilino  de 
Roma  en  los  plenos  calores  de  la  canícula  de  agosto;  aquella  parte,  donde 
la  Santísima  Virgen  había  mostrado  en  sueños  al  patricio  romano  Juan,  a 
su  esposa  y  al  mismo  Papa  Liberio,  que  quería  se  le  edificase  un  templo  (1); 
por  fin  denominada  también  Santa  María  del  Pesebre,  por  conservarse  en 
ella  la  cuna  en  que  fue  recostado  el  Niño  Dios.  La  denominación  de  Santa 
María  la  Mayor  es  la  tradicional,  por  ser  la  principal  de  todas  las  basíli- 
cas dedicadas  en  Roma  a  Santa  María. 

La  vetusta  y  no  igualada  devoción  de  nuestro  pueblo  y  de  nuestros  Reyes 
a  la  Madre  de  Dios  puso  en  aquella  Basílica  un  nido  de  amor  (2). 

310.  Vínculos  tradicionales.  Cuando  el  español  visita  la  Basílica  de 
Santa  María  la  Mayor,  queda  ya  dulcemente  sorprendido  al  contemplar  en 
el  atrio  la  magnífica  estatua  de  bronce  de  nuestro  rey  Felipe  IV  montado 
en  brioso  caballo,  obra  del  escultor  Lucenti  (a.  1692). 

Al  traspasar  el  dintel  de  la  grandiosa  reja  de  hierro  que  da  entrada  al 
templo,  tropiezan  sus  ojos  con  otro  glorioso  recuerdo  español:  "En  el 
magnífico  sepulcro  colocado  al  pie  de  la  nave  lateral  de  la  izquierda  yacen 
los  restos  mortales  del  Cardenal  español  Francisco  de  Toledo  (3)...  Erigié- 
ronle este  monumento  los  canónigos  de  la  patriarcal  basílica,  que  le  cuen- 
tan entre  sus  más  insignes  y  generosos  protectores.  Además  de  las  riquísi- 
mas joyas  con  que  aumentó  el  tesoro  de  la  Madona  de  San  Lucas,  señaló 
rentas  para  el  sostenimiento  de  varios  capellanes,  que  del  venerable  fun- 
dador se  Haman  toledanos"  (4). 

Los  artesones  de  la  nave  central,  que  se  distinguen  por  su  riqueza  entre 
las  obras  de  su  género  que  hay  en  la  ciudad,  fueron  dorados  con  el  primer 


(1)  Iirei)i(iri<)  Romano,  5  de  afjosto,  lecciones  del  II  Nocturno. 

(2)  Tíinihién  en  l;i  exposición  del  présenle  nrlículo  concordado  nos  servirá  de 
guía  el  comentario  del  P.  Lonos,  publicado  en  Rcclesin,  n.  642  (extraordinario) 
1953,  p.  (488)  13. 

(.3)    Eminente  filósofo,  teólogo  y  escriturista  de  la  Compañía  de  Jesús. 
(4)    F'kunándkz-Sánchrz-F'rfíirk  BARRKino,  Santi(tqo-Jerus(tlén-Rorn(i,  i.  3,  vSan- 
tiago,  1882,  p.  645. 
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oro  traído  de  América,  obsequio  de  los  Reyes  Católicos,  Don  Fernando  y 
Doña  Isabel,  para  hermosear  la  basílica  de  Santa  Maria  (5). 

Dejando  a  un  lado  otros  monumentos  y  obsequios  españoles,  Ajémonos 
en  la  fundación  del  rey  Felipe  IV,  sancionada  a  mediados  del  siglo  xvii 
por  el  Papa  Inocencio  X. 

En  su  virtud,  las  mesas  episcopales  de  Catania  y  Mazara,  en  Sicilia,  que 
pertenecían  a  la  corona  de  España,  se  obligaron  a  entregar  respectivamente 
2.000  y  2.800  escudos  en  moneda  del  reino  de  Sicilia,  como  pensión  anual 
perpetua,  en  beneficio  del  Cabildo  liberiano,  de  los  capellanes  beneficia- 
dos, de  los  clérigos  y  ministros,  según  las  normas  que  imponía  el  Padre 
Santo,  conforme  a  la  mente  del  Monarca.  Y  en  cambio  se  impuso  al  Cabildo 
de  la  basílica  la  obligación  de  celebrar  tres  misas  anuales,  por  las  inten- 
ciones de  España  y  de  su  Rey  (6). 

A  causa  de  las  circunstancias  internacionales  de  Sicilia,  y  más  tarde 
de  las  internas  de  España,  la  fundación  sufrió  múltiples  vicisitudes,  hasta 
verse  a  punto  de  perecer.  Mas  la  reciente  Constitución  Hispaniarum  fideli- 
tas  ha  venido  a  darle  nueva  vida. 

311.  Privilegios  actuales.  España,  fiel  a  su  tradición  contribuye  al 
sostenimiento  del  Cabildo  y  a  las  necesidades  del  culto  y  de  la  fábrica  con 
ocho  mil  pesetas-oro  anuales,  y  las  pone  en  manos  del  Padre  Santo,  para 
que  él  las  distribuya. 

La  Santa  Sede,  a  su  vez,  mantiene,  reajusta  y  amplia  el  secular  privi- 
legio español,  disponiendo: 

1.  *^  Que  el  Jefe  del  Estado  español  sea  tenido  como  el  protocanónigo 
del  Cabildo  liberiano,  y  que  reciba  los  honores  tradicionales  correspondien- 
tes, ya  en  su  persona  ya  en  la  de  su  embajador  ante  el  Vaticano  (7). 

2.  ^  Que  en  el  mismo  Cabildo  haya  siempre  un  canónigo  español,  de 
libre  elección  de  la  Santa  Sede,  previamente  comunicada  al  Gobierno  de 
Madrid. 

3.  °  Que  todos  los  años  se  celebren  en  Santa  María  la  Mayor  tres  misas 
solemnes:  una  en  la  fiesta  de  la  Asunción,  otra  en  la  fiesta  de  la  Inmacu- 
lada, y  la  tercera  en  la  fiesta  de  San  Fernando,  Rey  de  España,  por  la  pro- 
pagación de  la  fe,  por  las  intenciones  del  Jefe  del  Estado  español,  y  por  la 
prosperidad  de  la  nación  y  de  su  Jefe  (8). 

Sobre  honores  litúrgicos  de  los  representantes  de  Francia  en  los  países 
de  Oriente  del  protectorado  francés  existen  dos  acuerdos  de  la  Santa  Sede 
con  aquella  nación,  de  4  de  diciembre  1926.  Mercati,  Raccolta,  vol.  II, 
pp.  42-45. 

La  lengua  ESPAÑOLA,  OFICIAL  EN  LAS  CAUSAS  DE  SaNTOS 

312.  La  Santa  Sede  concede  que  el  español  sea  uno  de  los  idiomas  ad- 
mitidos para  tratar  las  causas  de  la  beatificación  y  canonización  en  la  Sa- 
grada Congregación  de  Ritos"  (art.  13,  n.  2). 


(5)  Pastor-Ruiz  Amado,  Historia  de  los  Papas,  t.  VI,  Barcelona,  1911,  p.  119. 

(6)  Inocencio  X,  Constitución  Sacri  Apostolafus,  7  oct.  1647.  Bullarium  Roma- 
niim,  t.  15.  Aiigiistae  Taiirinorum,  1868,  pp.  533-4.3. 

(7)  En  plena  República  pretendió  el  Embajador  Sr.  Pita  Romero  hacer  uso  del 
privilegio  otorgado  al  Rey  de  España,  de  sentarse  en  el  coro  de  la  basílica,  con  los 
canónigos,  en  nombre  del  Presidente  republicano.  El  Cabildo  de  Santa  Maria  la 
Mayor  no  lo  consintió,  v  el  Embajador  quedó  frustrado  en  su  intento. 

(8)  Pío  XII,  Const.  Hispaniarum  fidelitas,  5  ag.  1953;  AAS.  46,  193. 
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Hasta  el  presente  sólo  se  admitían  en  Roma  el  latín,  el  italiano  y  el 
francés.  La  ventaja  que  representa  la  actual  concesión  podremos  apreciarla 
los  que  nos  ocupamos  en  causas  de  Santos.  Como  Postulador  de  la  causa 
de  beatificación  del  Siervo  de  Dios  Claudio  López  Bru,  segundo  Marqués  de 
Comillas,  presenté  en  1947  a  la  S.  Cong.  de  Ritos,  las  actas  de  los  procesos 
diocesanos  hechos  en  España;  ocupan  cerca  de  dos  mil  folios;  y  como 
iban  en  castellano,  hubo  que  traducirlos  al  italiano.  Esto  ocasionó  grande 
trabajo,  muchos  gastos  y  retraso  de  la  causa.  No  me  sucederá  así  en  los 
procesos  apostólicos. 

Seria  de  desear  que  en  la  S.  Congr.  de  Ritos  hubiese  competente  número 
de  consultores  de  habla  española,  o  que  entiendan  bien  nuestra  lengua,  no 
sea  que  por  falta  de  ellos  se  retrasen  demasiado  los  procesos,  so  pena  de 
vernos  obligados  a  traducir  las  actas  al  italiano,  para  que  las  entiendan  los 
consultores  extranjeros,  frustrándose  así  la  concesión  que  el  Papa  nos  hace; 
lo  cual  sería  muy  doloroso. 

Esta  concesión  nueva  beneficia  por  igual  a  España  y  a  las  naciones  de 
lengua  española;  por  otra  parte  está  muy  puesta  en  razón,  pues  los  cató- 
licos del  idioma  de  Cervantes  sumamos  el  38,31  por  ciento  de  todos  los  fie- 
les de  la  Iglesia  (9). 

CAPITULO  XVI 

Concordato,  artículo  14 

EXENCION  DE  CARGOS  PUBLICOS 

Art.  14.  Los  clérigos  y  los  religiosos  no  estarán  obligados  a  asumir  car- 
gos públicos  o  funciones,  que  según  las  normas  del  derecho  canónico,  sean 
incompatibles  con  su  estado  í§  1). 

Paro  ocupar  empleos  o  cargos  públicos,  necesitarán  el  "Nihil  obstaV 
de  su  Ordinario  propio  y  el  del  Ordinario  del  lugar  donde  hubieren  de  desem- 
peñar su  actividad.  Revocado  el  "Nihil  obstat",  no  podrán  continuar  ejer- 
ciéndolos 2). 

313.  Inmunidades.  La  exención  de  cargos  públicos  civiles  es  una  de 
las  inmunidades  de  los  clérigos  y  religiosos,  consignada  en  el  can.  121. 
Todos  los  clérigos  están  inmunes  de  los  cargos  públicos  civiles  ajenos  al 
estado  clerical.  Lo  mismo  establece  el  can.  614  acerca  de  los  reUgiosos. 

Inmunidad  ( sine  muñere),  según  el  nombre  es  exención  de  cargo  y 
oficio.  En  el  derecho  tiene  sentido  más  amplio:  es  el  derecho  o  privilegio 
en  virtud  del  cual  las  personas  y  cosas  eclesiásticas  están  exentas  de  cier- 
tos oficios  o  funciones  o  cargas,  a  las  cuales  están  sometidas  las  demás 
personas  o  cosas. 

Divídense  las  inmunidades  en  personales,  que  afectan  a  las  personas,  y 


(9)  National  Catholic  (ilmanac,  Pctcrsoii,  New  .Jersey,  1053,  pp.  107-115.  .4mí'- 
rica,  89  (1953)  430. 
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reales,  inherentes  a  las  cosas,  como  es  la  exención  de  tributos  otorgada  a 
los  templos,  palacios  episcopales,  etc. 

Sobre  el  origen  jurídico  o  fuente  de  donde  dimanan  las  inmunidades 
eclesiásticas  existen  cuatro  sentencias:  1.*  La  regalista,  y  de  algunos 
jurisperitos  modernos:  Proceden  del  derecho  civil;  son  gracias  concedidas 
por  los  Principes  a  la  Iglesia,  pues:  a)  Los  clérigos  son  ciudadanos  lo 
mismo  que  los  laicos.  Por  tanto  en  el  orden  civil,  bajo  el  aspecto  temporal, 
deben  ser  tratados  como  los  demás,  a  no  ser  que  el  Príncipe  civil  les  otorgue 
gracia,  b)  Históricamente,  de  hecho  la  Iglesia  no  gozó  de  las  inmunida- 
des, sino  por  concesión  del  Príncipe. 

2.  ^    Según  algunos  católicos,  provienen  del  derecho  divino.  Porque: 

a)  Por  derecho  divino  los  clérigos  son  superiores  a  los  laicos;  luego  no 
deben  estar  sometidos  a  ellos,  b)  La  historia  de  todos  los  pueblos  ates- 
tigua que  los  sacerdotes  sólo  eran  juzgados  por  sus  tribunales  propios. 

3.  ^  Otros  opinan  que  nacen  de  sólo  el  derecho  eclesiástico,  no  del  de- 
recho divino.  Pues:    a)    No  se  hallan  en  las  fuentes  de  la  revelación. 

b)  Los  clérigos  son  superiores  a  los  laicos  en  cuanto  clérigos,  no  en  cuanto 
ciudadanos;  por  tanto  deben  sujetarse  a  las  leyes  civiles,  c)  La  Iglesia 
muchas  veces  modificó  las  inmunidades,  lo  cual  no  hubiera  podido  hacer, 
si  éstas  fuesen  de  derecho  divino. 

Xo  proceden  del  derecho  civil,  a)  Está  condenada  en  el  Syllabus  de 
Pío  IX  la  proposición  32,  según  la  cual  los  Gobiernos  pueden  suprimir  la 
exención  del  servicio  militar,  sin  injusticia,  b)  La  Iglesia  tiene  potestad 
indirecta  en  las  cosas  temporales,  en  donde  se  interese  el  fin  sobrenatural 
(can.  1553,  §  1,  n.  2;  2198).  Del  privilegio  del  fuero  dice  el  can.  1553,  §  1, 
n.  3,  que  le  compete  a  la  Iglesia  por  derecho  propio  y  exclusivo,  c)  Los 
hechos  alegados  por  los  adversarios  se  refieren  al  origen  histórico  de  las 
inmunidades,  no  al  juridico;  esto  es,  indican  cuándo  y  cómo  empezó  de 
hecho  la  Iglesia  a  usar  de  las  inmunidades;  no  por  qué  derecho. 

4.  ^  La  cuarta  sentencia  es  intermedia  entre  la  segunda  y  la  tercera. 
Fundamentalmente  y  en  general  son  de  derecho  divino,  en  cuanto  que  su- 
puesta la  institución  divina  de  la  Iglesia  con  una  doble  categoría  de  perso- 
nas, clérigos  y  laicos  (can.  107),  el  mismo  derecho  divino  dicta  que  los 
clérigos,  en  general,  no  deben  ser  tratados  lo  mismo  que  los  laicos.  For- 
malmente., en  cuanto  a  la  determinación  de  las  personas,  cosas,  modo,  me- 
dida, etc.,  nacen  del  derecho  eclesiástico.  La  inmunidad  del  Romano  Pon- 
tífice es  de  derecho  divino.  La  proposición :  La  primera  Sede  por  nadie 
puede  ser  juzgada  (can.  1556)  es  proposición  de  derecho  divino,  como  prue- 
ba Slárez  (1). 

Las  razones  en  que  se  apoya  esta  sentencia  son :  a)  el  dicho  del  Concilio 
de  Trente,  ses.  25,  cap.  20,  de  reforma:  "La  inmunidad  de  la  Iglesia  y  de 
las  personas  eclesiásticas,  establecida  por  ordenación  de  Dios,  y  por  las  leyes 
canónicas".  Ecclesiae  et  pcrsonarum  ecclesiasticarum  immunitatem  Dei  or- 
dinatione  et  canonicis  sanctionibus  constitutam.  Así  todo  se  concuerda. 

Esta  es  la  sentencia  que  más  nos  agrada. 

Las  inmunidades  personales  pueden  reducirse  a  cuatro:  a)  Inmuni- 
dad de  cargos  y  funciones  civiles,  h)  Exención  del  servicio  militar,  c)  Pri- 
vilegio del  fuero,  d)  Beneficio  de  competencia.  De  estas  cuatro  se  ocupa 
el  Concordato. 

314.    Exención  de  cargos  públicos.  Historia. 

Kela  aquí  en  breve:  1)  El  Emperador  Constantino  Magno  eximió  a  los 
clérigos  de  todos  los  cargos  públicos,  y  de  las  cargas  personales  impuestos 


(1)    Defensio  fidei,  1.  4,  c.  4. 
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por  las  leyes  civiles  a  los  demás  ciudadanos,  para  que  se  entregasen  a  las 
cosas  divinas  (2). 

Quedaron,  pues,  exentos,  v.  gr.,  del  servicio  militar,  de  empleos  sórdi- 
dos, de  la  obligación  de  aceptar  magistraturas  civiles,  tutela  y  cúratela  (3). 
La  Iglesia,  por  su  parte,  para  que  los  clérigos  no  se  implicasen  en  asuntos 
seculares,  excluyó  del  estado  clerical  a  los  magistrados  inferiores,  a  los 
adictos  al  servicio  militar,  a  los  que  ejerciesen  tutela  o  cúratela  y  otros  ne- 
gocios seculares. 

Esta  inmunidad  fue  admitida  entre  los  pueblos  cristianos  en  la  Edad 
Media,  y  sancionada  por  el  derecho  canónico  (4).  No  desapareció  por  com- 
pleto en  los  siglos  siguientes.  Pero  desde  la  Revolución  francesa,  fue  coar- 
tándose, sobre  todo  la  exención  del  servicio  militar;  y  no  faltaron  quienes 
propugnaron  la  abrogación  completa  de  la  inmunidad  personal  de  los  clé- 
rigos, ajena  al  progreso  civil.  Pío  IX  proscribió  tales  errores  (5). 

Derecho  actual.  En  cuanto  a  la  exención  de  cargos  públicos  civiles  están 
inmunes  los  clérigos  y  religiosos  de  aquellos  que,  según  el  derecho  canó- 
nico, sean  incompatibles  con  su  estado.  Algunos  de  estos  se  mencionan  en 
el  Código;  como  el  oficio  de  médico  (can.  139,  §  2);  notarlo  civil;  alcalde, 
gobernador,  recaudador  de  contribuciones,  procurador  y  abogado,  tutor, 
administrador  de  bienes  de  laicos;  senador,  diputado  (§  3,  4).  Otros  más 
en  concreto  podrán  determinarlos  los  Prelados.  Pues  el  mismo  can.  139,  §  1, 
establece  como  principio  general  que  los  clérigos  deben  abstenerse  de 
aquellos  cargos  que,  aunque  no  son  indecorosos,  son  ajenos  al  estado  cle- 
rical; y  a  continuación  especifica  algunos;  otros  que  puedan  serlo  queda- 
rán al  juicio  de  los  Prelados.  Pues  bien,  los  clérigos  no  podrán  ser  obligados 
a  tomar  cargos  civiles  ajenos  a  su  estado;  ya  estén  así  declarados  por  el 
Código  Canónico;  ya  por  el  Ordinario. 

Otro  tanto  se  diga  de  determinadas  funciones  o  actos  sueltos  civiles, 
como  podría  ser,  por  ejemplo,  presidir  unas  elecciones  para  diputados. 

Según  la  ley  articulada  de  régimen  local,  16  dic.  1950,  los  eclesiásticos 
están  excusados  de  los  cargos  de  alcalde,  concejal  y  diputado  provincial, 
aunque  para  los  demás  son  obligatorios  (arts.  63,  83,  234).  Los  sacerdotes 
están  exentos  de  la  prestación  personal,  o  ciertos  servicios  que  puede  im- 
poner el  Ayuntamiento;  como  el  arreglo  de  carreteras;  de  suerte  que  no 
tienen  que  prestar  por  sí  tales  servicios,  ni  pagar  a  otro  que  los  preste  en 
lugar  de  él  (art.  556).  Pero  aunque  están  inmunes  de  estos  cargos  públicos, 
la  ley  no  se  los  prohibe. 

El  artículo  237  del  Código  civil  reformado  excusa  de  los  cargos  de  tutor 
y  protutor  a  los  eclesiásticos  en  general.  El  Decreto  del  Ministerio  de  Jus- 
ticia, 21  feb.  1958;  Bolet.  18  mar.,  para  ser  funcionario  del  Ministerio  fiscal 
requiere  ser  español,  mayor  de  edad,  varón  y  de  estado  seglar. 

315.  El  «Nihil  obstat»  para  cargos  civiles.  Hay  más,  aun  otros  em- 
pleos o  cargos  públicos  no  ajenos  al  estado  clerical  y  religioso  no  pueden 
ocuparlos  los  clérigos  y  religiosos  sin  el  Nihil  obstat  del  Ordinario  propio  y 
del  Ordinario  del  lugar  donde  hubieren  de  ejercerlos  (Concord.  art.  14,  ^  2). 
Por  ejemplo  el  magisterio  en  los  establecimientos  del  Estado.  Aún  más,  el 


(2)  31  oct.  ^U. 

C3)  Códiqo  Teodosiano,  lib,  2,  tit.  Ifi ;  lev.  1,  2,  7,  í),  10,  11,  13,  14,  24,  40. 

(4)  Concil.  Tridcnt.  ses.  2,5,  cap.  20  de  ref. 

(5)  Sullahus,  prí)p.  .30,  .32. 
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Ordinario  puede  por  justa  causa  revocar  el  nihil  óbstat  ya  dado,  y  enton- 
ces no  podrán  seguir  ejerciendo  tales  cargos  (§  2). 

¿Cuándo  se  ha  de  conceder  el  ''Nihil  obstat"?  ¿Antes  de  presentarse 
el  clérigo  o  religioso  a  concurso,  si  el  cargo  se  provee  por  oposición?  ¿Antes 
del  nombramiento  para  tal  cargo?,  o  sea  ¿antes  de  la  concepción  del  mis- 
mo? ¿Antes  de  la  toma  de  posesión?  Son  problemas  que  el  Concordato  no 
aborda.  El  art.  14  dice  que  sin  el  Nihil  ohstat  no  podrán  ocupar  empleos  o 
cargos  públicos.  Ahora  bien,  ocupar  de  suyo  es  tomar  posesión  o  empezar 
a  ejercer  tal  cargo.  Así  el  can.  2394  castiga  al  que  por  propia  autoridad 
ocupare  un  beneficio  o  dignidad;  o  al  que  elegido,  presentado  o  nombrado 
se  ingiera  en  su  posesión,  régimen  o  administración  antes  de  tener  las  nece- 
sarias letras  de  confirmación  o  institución...  Aquí  el  ocupar,  del  primer 
inciso,  equivale  al  tomar  posesión  del  segundo. 

Pero  si  el  Nihil  ohstat  se  requiere  solamente  para  tomar  posesión  del 
cargo,  seguiríanse  graves  inconvenientes:  gastos  y  trabajos  inútiles  para 
el  agraciado  con  el  cargo,  si  después  de  hechas  las  gestiones  para  conse- 
guirle y  después  del  nombramiento  se  le  niega  el  Nihil  obstat  para  poseer- 
le; gastos,  trabajos  y  molestias  innecesarias  tal  vez  para  los  otros  preten- 
dientes, sobre  todo  si  la  provisión  se  hizo  por  concurso.  Así  que  lo  obvio  y 
natural  es  que  el  clérigo  o  religioso  que  pretenda  tal  cargo,  obtenga  del 
Ordinario  el  Nihil  obstat  antes  de  comenzar  las  gestiones  para  obtenerle. 
El  Nihil  obstat  así  obtenido  valdrá  para  el  nombramiento  o  adjudicación 
del  cargo,  y  para  la  posesión  y  ejercicio,  si  el  Ordinario  no  indica  otra  cosa. 

¿Y  si  el  laico  poseedor  de  cargo  público  recibe  después  el  orden  cleri- 
cal podrá  continuar  en  su  cargo  público  sin  el  ''Nihil  obstat^^  de  su  Ordina- 
rio? Distinguiríamos:  si  el  cargo  es  de  los  que  por  el  derecho  canónico  no 
puede  ejercerse  sin  licencia  de  la  Santa  Sede,  v.  gr.,  el  de  médico  de  un 
hospital  militar  (can.  139,  ^  2),  será  necesaria  esta  licencia;  si  el  derecho 
requiere  la  licencia  del  Ordinario,  v.  gr.,  el  cargo  de  abogado  del  Estado 
(can.  139,  ^  3),  deberá  obtener  este  permiso  para  seguir  ejerciéndole;  si 
el  derecho  canónico  no  exige  licencia  eclesiástica,  como  el  cargo  de  maes- 
tro de  escuela  primaria,  creemos  que  el  laico  que  estando  en  posesión  de 
él  se  ordena  después,  puede  seguir  ejerciéndole  sin  el  Nihil  obstat  del  Or- 
dinario. Pues  el  Concordato  le  exige  solamente  para  ocupar  cargo  público. 
Ocupar  puede  entenderse  el  acto  de  tomar  posesión,  y  el  estado  posesorio 
o  continuación  en  la  posesión.  Nadie  nos  obliga  a  adoptar  este  segundo 
sentido  más  rígido,  tratándose  de  uno  que  ya  estaba  en  posesión  antes  de 
ser  clérigo;  y  de  cargo  que  por  el  derecho  de  suyo  no  necesita  licencia  ni 
Nihil  obstat  del  Ordinario :  Turpius  eiicitur  quam  non  admittitur  hospes 
(Ovmio,  Tristium).  Mas  siempre  entrará  en  los  poderes  del  Ordinario  el  ne- 
garle por  justa  causa  ia  prosecución  en  el  cargo  público  civil. 

¿Ante  quién  se  acreditará  la  revocación  del  "Nihil  obstat"?  Creemos 
que  ante  la  autoridad  civil  competente,  para  que  ésta  provea. 

¿Qué  efecto  produce  la  revocación  del  "Nihil  obstat"?  El  Concordato 
dice  que  revocado  el  "Nihil  obstat"  no  podrán  continuar  ejerciendo  el  cargo. 
Esto  puede  significar  o  una  mera  suspensión  del  ejercicio;  de  suerte  que 
pueda  el  clérigo  o  religioso  más  tarde  volver  a  él;  o  un  pleno  cese  en  el 
cargo.  Creemos  que  revocado  el  Nihil  obstat  y  acreditada  la  autenticidad  de 
la  revocación,  el  clérigo  o  religioso  cesa  en  el  cargo,  esto  es,  le  pierde;  el 
cual  podrá  proveerse  en  otro  sujeto.  Pues  no  parece  congruente  que  quede 
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a  merced  del  Prelado  el  que  el  cargo  civil  se  deje  en  suspenso,  y  no  pueda 
entre  tanto  proveerse  en  propiedad, 

¿Y  cuales  son  los  efectos  del  cese?  En  cuanto  a  los  derechos  útiles  o 
económicos,  como  los  de  retiro,  etc.,  entendemos  que  habrá  que  atenerse 
a  las  disposiciones  civiles,  sobre  las  clases  pasivas.  Lo  mismo  en  cuanto  a 
la  responsabilidad  y  obligaciones  de  rendir  cuenta  del  ministerio  ejercido 
en  el  cargo  civil  ya  dejado. 

CAPITULO  XVII 

Concordato,  artículo  15 

EXENCION  DEL  SERVICIO  MILITAR 

316.  Historia.  La  exención  del  servicio  militar  de  los  clérigos,  estable- 
cida ya  por  el  Emperador  Constantino  en  el  siglo  iv  (1)  subsistió  hasta  la 
Revolución  francesa  (siglo  xviii);  desde  entonces  se  fue  coartando  por  las 
legislaciones  civiles.  Así  en  España  no  gozaban  hasta  ahora  de  esta  exen- 
ción, si  bien  se  les  reconocían  ciertos  beneficios. 

El  Concordato  de  1851  nada  establecía  sobre  este  punto. 

Acerca  de  la  milicia  de  los  clérigos  he  aquí  lo  que  establece  el  Código 
Canónico:  1)  Todos  los  clérigos  están  exentos  del  servicio  militar  (ca- 
non 121).  2)  No  asumirán  voluntariamente  la  milicia,  sino  con  licencia 
del  Ordinario,  para  verse  antes  libres  de  ella.  3)  El  clérigo  minorista  que 
esto  hiciere,  decae  del  estado  clerical  por  el  mero  hecho  (can.  141);  el  de 
órdenes  mayores,  por  el  mero  hecho  pierde  todos  los  oficios  eclesiásticos 
que  tuviere  (can.  188,  n.  6).  4)  Los  que  están  sujetos  al  servicio  militar 
tienen  entre  tanto  impedimento  para  las  órdenes  (can.  987,  S.'^). 

Los  religiosos,  aun  los  novicios,  están  comprendidos  en  las  mismas  dis- 
posiciones (can.  614). 

317.  Derecho  concordado.  El  Concordato  vigente,  en  este  punto,  no 
hace  más  que  incorporar  a  sí  el  Convenio  de  5  de  agosto  1950:  Los  clérigos 
y  religiosos,  ya  sean  éstos  profesos  o  novicios,  están  exentos  del  servicio  mi- 
litar, conforme  a  los  can.  121  y  614  del  Código  de  Derecho  canónico;  al  res- 
pecto continúa  en  vigor  lo  convenido  entre  las  Altas  partes  contratantes, 
en  el  Acuerdo  de  5  de  agosto  de  1950,  sobre  jurisdicción  castrense  (Concord. 
art.  15). 

Este  Acuerdo  tiene  dos  partes:  la  primera  versa  sobre  la  jurisdicción 
castrense  (art.  1-11);  la  segunda  sobre  la  exención  del  servicio  militar 
íart.  12-14).  También  la  primera  queda  incorporada  al  Concordato  en  virtud 
del  art.  32. 

Trataremos  ahora  de  la  segunda.  El  mencionado  Acuerdo  o  Convenio 
dice  así: 


(1)    Corishinlino  M.,  'M  oct.  3i:j. 
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318.  Exención.  El  Estado  español  reconoce  que  los  clérigos  y  religio- 
sos, ya  sean  profesos  ya  novicios,  en  virtud  de  los  cánones  121  y  614  del 
Código  de  Derecho  canónico,  están  exentos  de  todo  servicio  militar  (Conv. 
art.  12). 

No  concede  aqui  el  Estado  un  privilegio  de  exención:  tal  privilegio  está 
concedido  por  la  Iglesia;  el  Estado  se  somete  a  él  y  le  respeta. 

Reconoce  la  exención  de  todo  servicio,  no  sólo  de  armas,  sino  también 
de  servicios  auxiliares,  como  de  sanidad,  magisterio,  etc.  Mas  con  las  moda- 
lidades que  a  continuación  se  estipulan;  las  cuales  unas  amplían  un  tanto 
la  exención,  concediéndola  en  parte  a  otros,  además  de  los  clérigos  y  pro- 
fesos y  novicios.  Así  a  los  postulantes,  que  son  los  que  en  la  casa  religiosa 
se  preparan  para  ingresar  en  el  noviciado,  otorgándoles  prórrogas;  los  se- 
minaristas, lo  mismo.  Otras  disposiciones  restringen  un  tanto  la  exención 
a  los  clérigos  y  religiosos,  según  se  verá. 

A)     En  TIEMPO  DE  PAZ 

319.  Sacerdotes  y  profesos.  El  Vicario  General  Castrense,  previo 
acuerdo  con  los  Ordinarios  diocesanos  o  Superiores  Mayores  religiosos,  puede 
llamar  en  la  medida  que  sea  necesario,  y  por  un  tiempo  no  superior  en  todo 
caso  a  la  duración  del  servicio  militar  en  filas,  a  los  sacerdotes  y  religiosos 
profesos,  que  hayan  alcanzado  los  treinta  años  de  edad,  a  prestar  en  los 
ejércitos  funciones  de  su  sagrado  ministerio  o  asistencia  religiosa  de  las 
fuerzas  armadas,  con  exclusión  de  todo  otro  servicio. 

La  edad  mínima  en  que  podrán  ser  llamados  los  sacerdotes  a  este  ser- 
vicio espiritual  es  de  30  años;  porque  conviene  que  sean  un  tanto  ma- 
duros. 

Advierte  el  Excmo.  Sr.  Alonso  Muñoyerro,  Vicario  General  Castrense, 
que  este  articulo  12  y  siguientes  dan,  sí,  al  Vicario  facultad  para  obligar  a 
la  prestación  de  la  asistencia  religiosa  a  clérigos  y  religiosos,  aun  en  tiempo 
de  paz;  pero  con  tales  trabas  y  condiciones,  que  en  la  práctica  será  poco 
menos  que  imposible  hacer  uso  de  ella.  De  aquí  que  no  queda  más  remedio 
que  volver  la  vista  a  los  capellanes  castrenses  propiamente  dichos,  que 
son  los  profesionales;  y  sólo  temporalmente,  por  necesidad,  a  los  auxi- 
liares (2). 

Siendo  prácticamente  imposible  para  cada  caso  y  ocasión  el  previo  acuer- 
do con  los  Ordinarios  y  Superiores  religiosos,  convenía  fijar  una  norma 
estable  que  determinara  el  alcance  del  acuerdo  con  los  Ordinarios  y  Supe- 
riores. Esta  norma  la  dio  la  Santa  Sede. 

En  las  Normas  aclaratorias,  comunicadas  por  la  Nunciatura  al  Vicario 
Castrense,  25  de  enero  1954,  se  declara:  Art.  12:  "El  Vicario  General  Cas- 
trense, consideradas  las  necesidades  de  asistencia  religiosa  a  las  fuerzas 
armadas,  fijará  anualmente  el  cupo  de  sacerdotes  correspondientes  a  cada 
diócesis  o  provincia  de  Orden  o  Congregación  religiosa,  al  que  habrá  de 
atenerse  para  hacer  el  llamamiento,  a  que  le  autoriza  el  art.  12;  y  se  pon- 
drá de  acuerdo  con  los  respectivos  Ordinarios  en  cuanto  a  la  designa- 
ción individual  de  los  sacerdotes  que  hayan  de  presentarse  para  este 
servicio. 


(2)    La  Jurisd.  ecles.  castr.,  p.  28. 
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El  indicado  cupo  será  proporcional  al  número  de  sacerdotes  seculares 
o  religiosos  que  cada  diócesis  o  provincia  religiosa  tenga  en  edad  militar, 
que  a  estos  efectos  se  contará  de  los  30  a  los  45  años  cumplidos." 

Esta  norma  ya  la  había  dado  la  Orden  del  Ministerio  del  Ejército,  24  agos- 
to 1953,  art.  11  :  "Los  sacerdotes  y  religiosos,  que  hayan  alcanzado  los 
30  años  de  edad,  quedarán  obligados  a  prestar  en  los  ejércitos  de  tierra, 
mar  y  aire  funciones  de  su  sagrado  ministerio  o  asistencia  religiosa  en  las 
fuerzas  armadas,  con  exclusión  de  todo  otro  servicio,  durante  un  tiempo 
no  superior  en  todo  caso  a  la  duración  del  servicio  militar  en  filas  en  el 
primero  de  dichos  ejércitos. 

El  llamamiento  se  hará  en  la  cuantía  que  el  Vicario  General  Castrense 
estime  necesario,  a  la  vista  de  las  propuestas  formuladas  por  los  respectivos 
Ministerios. 

La  designación  del  personal  se  llevará  a  cabo  previo  acuerdo  con  los 
Ordinarios  diocesanos  o  Superiores  Mayores  religiosos  respectivos. 

Los  sacerdotes  que  fueren  nombrados  disfrutarán  de  la  consideración 
de  alférez,  a  todos  los  efectos." 

Como  se  ve,  el  previo  acuerdo  ha  de  recaer  sobre  la  designación  de  los 
sacerdotes  comprendidos  en  la  edad  militar.  En  esto  coincide  la  norma 
pontificia  y  la  orden  ministerial. 

En  lo  que  se  diferencian  es  en  la  definición  de  la  edad  militar:  según 
la  norma  pontificia,  "a  estos  efectos  es  de  los  30  a  los  45  años  cumplidos", 
segundo  período  del  servicio  militar  llamado  de  reserva;  y  en  este  sentido 
tendrían  los  Prelados  y  el  Vicario  Castrense  más  amplitud  para  elegir  a 
los  que  han  de  prestar  asistencia  religiosa  en  el  ejército;  entre  los  30  y 
45  años.  Pero  según  la  Orden  del  Ministerio,  una  vez  cumplidos  los  30  años, 
"habrán  de  quedar  a  disposición  del  Vicario  General  Castrense  al  incor- 
porarse a  filas  el  primer  reemplazo".  Es  decir,  "son  reclutas  en  caja  a  dis- 
posición del  Vicario  General  Castrense  durante  la  permanencia  de  este 
reemplazo  en  la  situación  de  servicio  en  filas"  (art.  2);  y  sólo  entre  los  de 
30  años  podrán  ser  destinados. 

Ahora  bien,  dice  el  actual  Vicario,  como  el  servicio  religioso  es  susti- 
tutivo  del  militar,  y  todo  el  mecanismo  de  éste  compete  como  in  re  propria 
al  Ministerio  del  Ejército,  será  menester  atenerse  a  la  citada  Orden.  Tanto 
más  cuanto  que  no  hay  oposición,  porque  cumplida  la  asistencia  en  la 
primera  situación  del  servicio  en  filas,  ya  se  cumple  lo  que  la  norma  pon- 
tificia establece. 

El  cupo  proporcional  al  número  de  sacerdotes  y  religiosos  en  edad  mi- 
litar es  una  norma  de  equidad,  que  ha  de  tenerse  en  cuenta  en  el  previo 
acuerdo  al  hacer  la  designación  (3). 

320.  2)  Los  seminaristas,  postulantes  y  novicios,  diferirán  en  tiem- 
po de  paz  el  cumplimiento  de  todas  las  obligaciones  militares,  solicitando 
prórrogas  anuales,  durante  el  tiempo  que  les  falte  para  recibir  el  sagrado 
presbiterado,  o  para  emitir  sus  votos  respectivamente. 

Magnífica  di.sposición.  Ha  sido  para  nosotros  y  para  los  religiosos  una 
continua  pesadilla  la  cuestión  de  la  validez  de  la  profesión  religiosa  de  los 
sujetos  al  servicio  militar.  Según  el  decreto  de  la  S.  Congr.  de  Religiosos 

(3)    Boletín,  pp.  50-52. 
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15  jiil.  1019  (4),  la  duración  y  cesación  de  los  primeros  votos  estaba  en  fun- 
ción del  servicio  militar;  y  asimismo  la  validez  de  la  profesión  perpetua. 
De  aqui  surgian  innumerables  dudas  sobre  dicha  cesación  y  nulidad,  aumen- 
tadas por  las  varias  y  a  veces  discrepantes  disposiciones  civiles. 

Ahora  estas  dudas  prácticas  quedan  disipadas:  los  postulantes  y  novicios 
pedirán  prórrogas  anuales  hasta  la  profesión;  una  vez  hecha  ésta,  ya  que- 
dan libres  del  servicio  militar,  sin  necesidad  de  nuevas  prórrogas.  Prácti- 
camente, pues,  postulantes,  novicios  y  profesos  quedan  exentos  de  la 
milicia. 

Cosa  análoga  sucede  con  los  seminaristas;  si  bien  éstos  han  de  solicitar 
prórrogas  anuales  hasta  el  sacerdocio.  Ordenados  de  sacerdotes  quedan 
libres;  y  sólo  podrán  llamarlos  a  prestar  servicio  espiritual,  cumplidos  los 
30  años,  según  se  dijo  en  el  n.  319. 

La  exención  se  pierde  si  los  seminaristas,  postulantes,  novicios  y  profesos 
abandonaren  el  seminario  o  la  religión.  Por  eso  establece  el  Convenio: 

Los  rectores  de  los  seminarios  y  los  superiores  de  las  casas  religiosas  en- 
viarán, sin  pérdida  de  tiempo,  a  las  autoridades  militares  correspondientes, 
notas  de  aquellos  seminaristas,  postulantes  y  novicios  que,  disfrutando  de 
dichas  prórrogas,  abandonaren  el  seminario  o  el  Instituto  religioso. 

La  misma  obligación  tendrán  los  Señores  Obispos  y  los  Superiores  Ma- 
yores religiosos  respecto  de  los  clérigos  que  a  tenor  de  los  sagrados  cáncmes 
hubieren  sido  reducidos  al  estado  laical;  o  de  los  religiosos  que,  no  habien- 
do recibido  órdenes  sagradas  y  estando  en  edad  militar,  abandonaren  el 
Instituto. 

Según  esto,  ios  religiosos  clérigos  salidos  de  la  religión,  y  que  por  la 
salida  no  hayan  quedado  reducidos  al  estado  laical,  seguirán  disfrutando 
del  privilegio,  pero  necesitarán  ir  pidiendo  prórrogas  anuales  hasta  el  sacer- 
docio. Por  lo  cual,  el  superior  religioso  parece  que  no  tendrá  que  avisar  de 
la  salida  de  éstos  a  la  autoridad  militar;  si  entendemos  el  término  órdenes 
sagradas  en  sentido  amplio  por  cualesquiera  órdenes,  y  no  en  sentido  es- 
tricto por  órdenes  mayores,  que  son  el  subdiaconado,  diaconado  y  presbi- 
terado ican.  949\  Este  canon  llama  órdenes  sagradas  a  las  mayores,  pos- 
poniendo el  adjetivo  sagradas  al  nombre  órdenes.  Cuando  se  antepone  sa- 
gradas órdenes  se  entienden  todas,  asi  sacra  ordinatio  (can.  950). 

Nos  inclinamos,  pues,  a  que  el  superior  religioso  deberá  avisar  a  la  auto- 
ridad civil  de  la  salida,  aunque  el  religioso  clérigo  de  órdenes  menores  no 
quede  por  ella  reducido  al  estado  laical.  Esto  parece  más  razonable,  para 
que  la  autoridad  militar  sepa  que  aquel  clérigo  no  está  ya  en  la  misma 
situación  que  antes  respecto  a  la  milicia,  pues  desde  ahora  necesita  pró- 
rrogas. Y  sobre  todo  porque  el  religioso  minorista  salido  de  la  religión  con 
frecuencia  renuncia  al  estado  clerical,  sin  dar  cuenta  de  ello  al  Prelado; 
y  no  es  razón  que  siga  disfrutando  de  la  exención  por  no  avisar  el  superior 
a  la  autoridad  mihtar. 

En  suma,  si  se  trata  de  clérigos  menores  salidos  de  la  religión,  el  supe- 
rior religioso  notifíquelo  a  la  autoridad  militar. 

El  clérigo  minorista  queda  reducido  al  estado  laical  cuando  es  expulsado 
de  la  religión  (can.  648,  69).  Algunos  canonistas  opinan  que  siempre  queda 


a     Acta  Ap.  Sed..  11.321. 
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reducido  al  estado  laical,  aunque  no  sea  dimitido,  sino  que  él  mismo  se 
salga  legitimamente,  v.  gr.,  por  haber  expirado  el  tiempo  de  sus  votos;  o 
por  indulto  de  secularización  (can.  637,  640).  Esta  opinión  nos  parece  de- 
masiado dura  y  menos  fundada.  Porque  los  cánones  no  mencionan  la 
reducción  al  estado  laical,  sino  en  los  dos  casos  de  expulsión;  seria  odioso 
extenderlo  a  los  otros  casos  de  salida,  ya  que  la  reducción  al  estado  laical 
es  una  gran  diminutio  capitis. 

Pero  como  dijimos,  ya  sea  dimitido  el  clérigo  minorista,  ya  salido  le- 
gitimamente por  propia  voluntad,  procede  que  el  superior  avise  a  la  auto- 
ridad militar. 

3)  Todos  los  clérigos,  seminaristas  y  religiosos,  incluso  los  novicios  y 
postulantes,  quedarán  excluidos  de  las  movilizaciones  que  se  decreten  con 
fines  de  instrucción.  Para  maniobras,  etc. 

B)    En  tiempo  de  guerra 

321.  Los  sacerdotes.  En  los  casos  de  movilización  por  causa  de  gue- 
rra, los  sacerdotes  seculares  o  regulares,  que  tuviesen  la  edad  a  que  alcanza 
la  movilización,  y  fuesen  necesarios,  a  juicio  del  Vicario  General  Castrense, 
serán  llamados  a  ejercer  su  sagrado  ministerio  en  las  fuerzas  armadas,  como 
capellanes,  disfrutando  de  la  consideración  de  oficiales  (art.  13,  apart.  1). 

322.  Los  no  sacerdotes.  En  los  casos  de  movilización  por  causa  de 
guerra,  los  clérigos  y  religiosos  no  sacerdotes,  así  como  los  seminaristas, 
postulantes  y  novicios  en  edad  a  que  alcance  la  movilización,  y  en  la  me- 
dida que  el  Vicario  General  Castrense  estimare  necesario,  serán  destinados 
a  ayudar  a  los  capellanes  en  su  ministerio  espiritual,  o  a  otros  servicios 
compatibles  con  su  carácter  eclesiástico.  V.  gr.,  de  Sanidad  (art.  13,  apart.  2). 

Permisos.  De  entre  ellos,  los  que  en  el  momento  de  decretarse  la  movi- 
lización estuvieren  preparándose  para  el  sacerdocio,  disfrutarán  de  permi- 
sos prorrogarles,  que  en  cada  caso,  a  juicio  del  Vicario  General  Castrense, 
autoricen  las  circunstancias;  con  el  fin  de  que  prosigan  sus  estudios  en 
el  seminario  o  casa  religiosa  (art.  13,  apart.  2). 

Preparándose  para  el  sacerdocio  se  entienden  los  que  ya  están  próxi- 
mos a  él.  Pues  en  preparación  remota  se  hallan  todos  los  seminaristas  y 
los  novicios  que  se  destinan  al  sacerdocio;  y  sin  embargo  no  a  todos  éstos 
se  otorgarán  los  permisos. 

Cese  de  los  permisos.  Cesarán  en  su  disfrute,  si  abandonan  los  estudios, 
o  cuando  terminen  la  carrera,  circunstancias  que  los  rectores  o  superiores 
respectivos  comunicarán  inmediatamente  a  la  autoridad  (apart.  3). 

Sustituciones.  El  seminarista  o  novicio,  en  cuyo  nombre  se  presente 
voluntariamente  un  sacerdote  del  clero  regular  o  secular,  debidamente 
autorizado  por  sus  superiores  eclesiásticos,  para  prestar  servicio  de  van- 
guardia, propio  de  su  ministerio  sacerdotal,  disfrutará  en  todo  caso  de 
estos  permisos  (art.  13,  apart.  4). 

Parece  extraño  que  la  sustitución  sólo  se  conceda  a  los  seminaristas  y 
novicios;  y  no  a  los  postulantes  ni  a  los  religiosos  estudiantes;  cuando  por 
lo  común  en  el  Convenio  van  a  la  par  con  aquéllos. 

323.  Excepciones.  En  los  casos  de  movilización  general  por  causa  de 
guerra,  quedan  exceptuados  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  militares 
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los  sacerdotes  que  tengan  cura  de  ahnas.  Se  consideran  tales  los  Ordina- 
rios, los  párrocos,  los  vicepárrocos  y  los  rectores  de  iglesias  abiertas  al  cul- 
to (art.  14,  apart.  1). 

Asimismo  serán  dispensados  de  las  obligaciones  antedichas,  aun  en  los 
casos  de  movilización  general  por  causa  de  guerra,  los  Obispos  titulares, 
los  rectores  de  los  seminarios  y  los  misioneros,  a  saber,  aquellos  sacerdotes 
y  religiosos  que  con  la  debida  autorización  de  la  competente  autoridad  ecle- 
siástica se  consagran  al  apostolado  en  los  territorios  de  misión  (aparta.  2). 

Ordinarios  se  definen  en  el  can.  198,  15  1 :  El  Obispo  diocesano,  el  Vicario 
General  y  Capitular,  el  Administrador  Apostólico,  Vicario  y  Prefecto  Apos- 
tólico, los  Superiores  Mayores  en  las  religiones  clericales  exentas:  a  saber, 
el  General,  los  Provinciales  y  los  que  a  éstos  se  equiparan,  según  las  Cons- 
tituciones (can.  488,  8.'^^). 

Vicepárrocos  los  sacerdotes  legítimamente  designados  para  ayudar  o 
suplir  a  los  párrocos  en  su  ministerio,  de  modo  un  tanto  estable:  los  ecó- 
nomos, que  rigen  la  parroquia  vacante;  los  regentes,  que  suplen  al  párroco 
inhábil;  los  sustitutos,  que  hacen  sus  veces  en  la  ausencia  del  párroco;  los 
coadjutores,  que  ayudan  al  párroco  hábil,  pero  insuficiente  por  la  magnitud 
de  la  parroquia,  o  por  la  multitud  de  sus  asuntos;  en  una  palabra,  por 
causa  aneja  a  la  parroquia  misma,  no  a  la  persona  del  párroco.  Todos  estos 
se  llaman  en  el  Código  Canónico,  lib.  2,  tit.  8,  cap.  10,  vicarios  parroquiales. 

Rectores  de  iglesias  en  sentido  amplio,  usado  muchas  veces  en  el  de- 
recho, son  los  sacerdotes  que  están  al  frente  de  una  iglesia  u  oratorio  pú- 
blico (can.  454,  §  1;  1355,  1.°).  En  sentido  específico  y  sólo  en  orden  a  los 
efectos  mencionados  en  el  cap.  11,  tit.  8,  Ub.  2  del  Código,  se  entienden 
solamente  aquellos  que  tienen  el  cargo  de  una  iglesia,  que  ni  es  parro- 
quial ni  capitular,  ni  aneja  a  la  casa  de  una  comunidad  religiosa  que  ce- 
lebre en  ella  los  divinos  oficios,  por  ejemplo,  la  iglesia  de  una  cofradía 
(can.  479,  §  1). 

Nada  nos  obliga  a  tomar  aquí  en  sentido  estricto  el  término  rectores 
de  iglesias;  antes  bien  preferimos  el  sentido  ampUo  que  en  el  derecho  tiene; 
pues  no  se  ve  porqué  razón  haya  de  exceptuarse  en  nuestro  artículo  con- 
cordado el  encargado  de  la  iglesia  de  una  cofradía  y  no  el  de  una  iglesia 
religiosa,  que  es  el  superior. 

Territorios  de  misión  son  aquellos  donde  aún  no  se  halla  establecida  la 
Jerarquía  eclesiástica  con  arzobispados,  obispados  sufragáneos  y  parro- 
quias; o  si  lo  está,  tienen  todavía  una  organización  incipiente,  y  siguen 
sometidos  a  la  Sagrada  Congregación  de  Propaganda  Fide,  en  vez  de 
depender  de  la  Sagrada  Congregación  Consistorial;  como  sucede  en  China. 
Por  lo  común  los  territorios  de  misión  están  regidos  por  Vicarios  y  Pre- 
fectos Apostólicos,  y  los  hay  aun  dentro  de  algunas  repúblicas  americanas. 

El  artículo  14  en  el  apartado  primero  dice  que  quedan  exceptuados  los 
que  en  él  se  mencionan.  Y  en  el  apartado  segundo,  que  serán  dispensados 
los  allí  enumerados.  Entendemos  que  las  dos  frases  subrayadas  tienen  la 
misma  significación:  a  saber,  que  ni  los  unos  ni  los  otros  están  sujetos  al 
cumplimiento  de  las  obligaciones  militares  en  tiempo  de  guerra;  sin  que 
haya  que  esperar  una  concesión  especial  de  la  autoridad  militar  que  los 
exima. 
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CAPITULO  XVllI 
Concordato,  artículo  16 


EL  PRIVILEGIO  DEL  FUERO  DE  LOS  CLERIGOS  Y  RELIGIOSOS 

§  1.  Nociones 

324.  El  privilegio  del  fuero  es  la  inmunidad  o  exención  de  que  gozan 
los  clérigos  y  los  religiosos  por  el  derecho  canónico,  en  virtud  del  cual  no 
pueden  ser  juzgados  por  los  tribunales  civiles  en  ninguna  causa,  ni  espiri- 
tual ni  meramente  temporal;  ni  contenciosa  o  civil,  ni  criminal;  sino  que 
únicamente  pueden  ser  juzgados  por  los  tribunales  eclesiásticos  (cáno- 
nes 120,  614). 

Esta  inmunidad  o  exención  no  significa  intangibilidad  o  impunibilidad 
del  clérigo  o  del  religioso;  sino  que  el  demandante  o  acusador  de  un  clé- 
rigo o  religioso  puede  reclamar  justicia  contra  él  únicamente  ante  los  tri- 
bunales de  la  Iglesia. 

Su  conveniencia.  Este  derecho  de  fuero  propio  le  exige  la  dignidad  del 
estado  clerical  y  religioso,  y  la  libertad  del  sagrado  ministerio;  sobre  todo 
en  épocas  de  tantas  arbitrariedades  como  los  tiempos  modernos. 

325.  Historia.  1)  En  la  era  primitiva  de  persecución  de  la  Iglesia  se 
prohibió  llevar  a  los  jueces  civiles,  no  sólo  las  causas  de  los  clérigos,  sino 
también  las  de  los  laicos  o  seglares  cristianos;  por  el  peligro  de  delación 
y  apostasia  a  que  se  les  sometía  con  los  ritos  supersticiosos  que  tenian  que 
prestar  ante  el  tribunal;  y  también  por  el  escándalo  que  se  daba  a  los 
gentiles,  viendo  que  un  cristiano  acusaba  o  demandaba  a  otro  cristiano; 
y  esto  ante  los  tribunales  paganos  (1).  Por  eso  San  Pablo  reprende  a  los 
fieles  que  ventilaban  sus  litigios  ante  los  jueces  laicos,  con  menospj'ecio  del 
juicio  de  la  Iglesia  (2). 

2)  Con  la  paz  dada  por  el  Emperador  Constantino  por  el  Edicto  de 
Milán  (a.  313)  la  Iglesia  ya  no  prohibió  a  los  cristianos  acudir  a  los  tribu- 
nales civiles.  Constantino  Magno,  que  sancionó  otras  inmunidades  eclesiás- 
ticas, nada  legisló  sobre  el  fuero  de  los  eclesiásticos,  tal  vez  porque  de 
hecho  ya  estaba  en  uso;  si  bien  por  dos  constituciones  permitió  a  todos 
los  cristianos,  clérigos  y  laicos,  ventilar  sus  causas  ante  el  tribunal  del 
Obispo,  y  sus  decisiones  eran  inapelables  (3). 

Sus  sucesores  con  leyes  sancionaron  la  práctica  establecida.  Justiniano 
ordenó  el  fuero  privilegiado  de  los  clérigos,  monjes  y  monjas  en  las  Nove- 
las, 78,  83,  123. 

Los  Galos  y  Germanos  convertidos  al  cristianismo  le  respetaron.  Desde 
el  siglo  IX  se  consigna  sin  restricciones  en  las  leyes  de  ambas  naciones. 

3)  La  Iglesia,  ya  desde  antiguo  vindicó  para  si  las  causas  de  los  clé- 
rigos, prohibiendo  llevarlas  a  los  tribunales  civiles.  Atestíguanlo  los  cáno- 
nes conciliares  y  los  textos  pontificios  alegados  por  Graciano  en  el  Decreto, 
causa  11,  quaest.  1.  VA  derecho  de  las  Decrelales  reconoció  el  fuero  en  toda 
su  integridad  (4):  A  pesar  de  graves  impugnaciones,  se  conservó  hasta  el 
Concilio  de  Trento,  que  le  confirmó  en  la  ses.  23,  cap.  6,  de  reforma  (5). 


(1)  Ottaviani,  Insfifiüioiies  Inris  Publici  ecclesiastici,  Roma,  1935,  I,  n.  161. 

(2)  I  Con.  f),  1-6. 

r3)  Có(li<fo  de  Teodosio,  1,  27,  1;  1,  62. 

(i)  Decretales,  1.  2,  tit.  1,  cap.  4,  8,  10,  12,  13,  17. 

(5j  Wkrnz-Vidal,  ¡lis  Canoniciim,  lom.  6.  De  Processihiis,  n.  30-35.  Romac,  1927. 
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Desde  entonces  ha  sufrido  muchas  mermas,  ya  por  las  usurpaciones  de 
la  potestad  civil,  ya  por  la  tolerancia  de  la  Iglesia,  ya  por  los  Concordatos, 
ya  por  la  costumbre.  Pero  la  Iglesia  retiene  los  genuinos  principios  del  pri- 
vilegio del  fuero. 

En  España:  1)  Ya  desde  los  principios  de  la  Iglesia  ejerció  su  potestad 
judiciaria  sin  restricciones,  reservándose  a  sí  las  causas  de  los  clérigos.  Asi 
aparece  en  los  Concilios  Toledanos  (6),  en  el  Fuero  Juzgo  (7)  y  en  las  Par- 
tidas (8).  Hasta  los  tiempos  modernos  se  respetó  el  privilegio,  según  consta 
por  la  Novísima  Recopilación  de  las  Leyes  de  España  (1805),  en  que  se 
manda  guardar  el  Concilio  de  Trento  como  ley  del  reino  (9). 

2)  Violó  brutalmente  el  fuero  eclesiástico  el  decreto  de  unificación  de 
fueros  del  Ministro  Romero  Ortiz,  6  de  diciembre  de  1868,  elevado  a  ley  el 
19  de  junio  de  1869;  Decreto-Ley  que  atribuyó  al  fuero  civil  toda  clase  de 
causas  de  los  eclesiásticos,  reservando  al  fuero  de  la  Iglesia  solamente  las 
causas  sacramentales,  entre  ellas  las  matrimoniales,  y  además  las  benefl- 
ciales,  y  las  criminales  sobre  delitos  meramente  eclesiásticos  (art.  1,  2). 

3)  Todavía  fue  mayor  el  desafuero  con  la  Constitución  de  la  segunda 
República,  9  de  diciembre  de  1931  art.  25,  95,  que  negó  pudiera  establecerse 
fuero  alguno  especial  por  razón  de  las  personas  y  lugares;  añadiendo  que 
no  podían  ser  fundamento  de  privilegio  jurídico  la  clase  social  y  las  creen- 
cias religiosas;  con  lo  cual  suprimió  el  fuero  privilegiado  de  los  clérigos 
y  religiosos. 

El  Estado  nuevo  en  El  Fuero  de  los  Españoles,  17  de  julio  de  1945,  art.  6, 
establece:  "La  profesión  y  práctica  de  la  religión  católica,  que  es  la  del 
Estado  español,  gozará  de  la  protección  oficial".  En  los  Convenios  con  la 
Santa  Sede,  7  de  junio  de  1941  y  16  de  julio  de  1946,  el  Gobierno  se  com- 
promete a  guardar  los  cuatro  artículos  primeros  del  Concordato  de  1851. 
Ahora  bien,  en  el  primero  de  estos  cuatro  artículos  se  reconoce  la  religión 
católica  como  la  religión  del  Estado  español,  con  todos  los  derechos  y  pre- 
rrogativas de  que  debe  gozar  según  la  ley  de  Dios  y  lo  dispuesto  por  los  sa- 
gradas cánones.  Uno  de  estos  derechos  y  prerrogativas  es  el  privilegio  del 
fuero. 

§  2.    Derecho  común  de  la  Iglesia 

326.  El  Código  canónico  le  conserva  en  toda  su  integridad.  Helo  aquí: 
Can.  120:  Los  clérigos  en  todas  las  causas,  tanto  contenciosas  como  crimi- 
nales, deben  ser  llevadas  al  juez  eclesiástico;  a  no  ser  que  para  ciertos  luga- 
res se  haya  provisto  legítimamente  de  otra  manera  (§  1). 

A  continuación  determina  qué  autoridad  eclesiástica  puede  dar  licencia 
para  llevarlos  al  tribunal  laico;  y  en  qué  casos  pueden  comparecer  ante 
él  sin  previa  licencia  (§  2,  3). 

Más:  el  can.  1553,  §  1,  n.  3,  establece  que  todas  las  causas  de  los  clé- 
rigos caen  fuera  de  la  jurisdicción  laical,  y  en  ellas  tiene  competencia  pro- 
pia y  exclusiva  la  Iglesia. 

(6)  Conc.  III  (a.  58Í))  c:íp.  13;  IV  (a.  633)  cap.  47,  etc.  Conc.  Hispalen.  (a.  619) 
cap.  9. 

(7)  Lib.  2.  tit.  1,  lev  8. 

(8)  Part.  1,  tit.  6,  lev  56,  59,  60. 

(9)  Lib.  1,  tit.  1,  lev  13;  lib.  2,  tit.  1,  lev  3. 
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Por  fin,  el  can.  2341  establece  las  penas  contra  los  violadores  del  fuero 
privilegiado  de  los  clérigos  y  religiosos. 

327.  Sujetos  del  privilegio  son:  a)  Todos  los  clérigos,  desde  la  ton- 
sura hasta  la  consagración  episcopal,  b)  Los  religiosos,  aún  los  legos  y 
novicios,  y  las  religiosas,  incluso  las  novicias  (can.  614,  490).  No  asi  los 
postulantes,  o  sea  los  que  en  una  casa  religiosa  están  de  prueba  antes  de 
ingresar  en  el  noviciado  (can.  539).  c)  Los  miembros  de  Institutos  de 
vida  común,  que  imitan  a  las  religiones,  pero  sin  votos  públicos  o  religiosos, 
aunque  sean  legos  y  novicios  (can.  680);  tales  son  los  Padres  Paúles,  Ora- 
torianos.  Blancos,  etc.,  y  las  Hijas  de  la  Caridad,  que  estrictamente  no  son 
religiosos. 

Los  miembros  de  los  Institutos  seculares,  que  profesan  vida  de  perfec- 
ción canónica  en  el  mundo,  sin  vida  de  comunidad,  hasta  ahora  no  gozan 
del  privilegio  del  fuero.  Pues  la  Constitución  Provida  Mater  de  Pío  XII,  2  de 
febrero  de  1947,  art.  2,  §  1,  n.  2,  establece:  "Los  Institutos  seculares  no 
están  obligados  por  el  derecho  propio  y  peculiar  de  las  religiones  o  de  las 
sociedades  de  vida  común;  ni  pueden  usar  de  él..."  (10).  Y  el  Motu  proprio 
de  12  de  marzo  de  1948  (III)  repite  que  no  les  compete  la  legislación  de  los 
religiosos  (11). 

¿Y  las  personas  morales,  como  un  Cabildo,  una  comunidad  religiosa, 
una  parroquia?  Es  cuestión  debatida.  Pueden  verse  las  diversas  opiniones 
en  nuestras  Institutiones  Inris  Canonici,  II,  342,  ed.  6;  y  más  extensamente 
en  RoBERTi,  De  processibiis,  I,  5,  4;  ed.  2,  1941.  En  nuestro  sentir,  más 
bien  que  el  privilegio  del  fuero,  a  las  personas  morales  eclesiásticas  les 
compete  la  exención  de  los  tribunales  civiles  por  su  misma  naturaleza, 
ya  que  son  hechura  de  la  Iglesia;  y  por  tanto  todos  sus  bienes,  etc.,  son 
cosa  eclesiástica;  y  aun  sus  bienes  temporales  se  llaman  espiritualizados, 
porque  se  ordenan  a  un  fin  espiritual,  sobrenatural.  Por  tanto,  a  ellas 
creemos  que  debe  aplicarse  el  can.  1553,  §  1,  n.  1  :  "La  Iglesia  por  derecho 
propio  1/  exclusivo  conoce  de  las  causas  que  atañen  a  las  cosas  espiritua- 
les". Tal  doctrina  era  defendida  en  el  derecho  antiguo;  y  parece  corrobo- 
rada por  el  can.  1526,  que  prohibe  a  los  administradores  de  personas  mo- 
rales eclesiásticas  entablar  o  contestar  pleito  en  nombre  de  las  mismas  sin 
licencia  escrita  del  Ordinario  local;  o  del  arcipreste,  si  el  caso  urge.  Este 
argumento  no  es  convincente. 

Sin  embargo,  vemos  que  se  llevan  a  los  tribunales  civiles  las  causas 
temporales  de  las  personas  morales  de  la  Iglesia,  con  cierta  tolerancia  de 
ésta;  V.  gr. :  sobre  la  propiedad  de  las  fincas  de  una  parroquia. 

328.  Tenor  del  privilegio.  Consiste  en  que  no  pueden  ser  llevados  a 
los  tribunales  civiles:  a)  Como  reos;  esto  es,  que  no  pueden  ser  ante  el 
juez  civil  demandados  en  las  causas  contenciosas  o  civiles;  ni  acusados 
en  las  criminales.  Esto  significan  las  frases  conveniri,  trahi  ad  tribunal, 
de  los  can.  120,  2341  (12). 

h)  No  pueden  ser  llevados  a  los  tribunales  civiles  en  nombre  propio; 
pero  pueden  ser  llevados  como  tutores,  procuradores,  administradores 
de  otros  que  no  gocen  del  privilegio;  pues  entonces  los  clérigos  han  de 
regirse  por  la  condición  del  demandado,  o  representado,  cuya  es  la  causa. 


(10)    Ibid.,  30,  174. 

ni)    Arfa  Apostolirae  Sedis,  39,  114. 

(12)    FoRCELLiNi,  Lexicón. 
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c)  No  pueden  ser  llevados  sin  licencia  de  la  autoridad  eclesiástica  com- 
-petente  (can.  120,  §  2). 

d)  En  ninguna  causa,  ni  contenciosa  ni  criminal.  Contenciosa  es  la 
causa  o  pleito  que  tiene  por  objeto  la  vindicación  o  reclamación  de  dere- 
chos; V.  gr. :  la  propiedad  de  tal  finca;  o  la  declaración  de  hechos  jurídi- 
cos, esto  es,  de  su  existencia,  validez  o  nulidad,  firmeza  o  rescisión.  Tales 
son,  las  causas  de  nulidad  de  matrimonio  o  de  la  ordenación.  Criminal  es 
aquella  causa  cuyo  objeto  son  los  delitos  en  orden  a  la  imposición  de  la 
pena,  si  ésta  es  ferendae  sententiae,  es  decir,  que  no  se  contrae  hasta  que 
el  juez  la  imponga;  o  en  orden  a  la  declaración  de  la  pena,  si  es  latae  sen- 
tentiae, a  saber,  si  ya  se  ha  contraído  por  el  mero  hecho  de  haberse  come- 
tido el  delito  (can.  1552,  §  2).  Penas  latae  sententiae  no  suele  haberlas  en 
los  Códigos  de  las  naciones. 

Asi  como  los  clérigos  y  religiosos  no  pueden  ser  demandados  ante  el  tri- 
bunal civil;  así  por  el  contrario  los  clérigos  y  religiosos  pueden  demandar 
ante  este  tribunal  a  los  seglares  o  laicos.  Porque  el  actor  o  demandante  sigue 
el  fuero  del  reo  o  demandado,  actor  sequitur  forum  rei  (can.  1559,  §  3); 
ahora  bien,  el  fuero  propio  de  los  seglares  en  causas  no  espirituales  es  el 
fuero  secular  o  civil  (can.  1553). 

Pero  los  clérigos  demandantes  ante  el  tribunal  civil,  pueden  ser  recon- 
venidos por  el  demandado  ante  el  mismo  tribunal  en  la  misma  causa;  esto 
es,  el  reo  puede  pedir  contra  el  clérigo  demandante  algún  derecho  ante  el 
mismo  juez  secular;  pues  tales  reconvenciones  o  peticiones  son  defensas 
del  demandado  contra  el  clérigo  demandante.  Así  si  el  clérigo  reclamó 
contra  el  laico  20.000  pesetas,  precio  de  la  venta  de  un  campo;  el  laico 
puede  reclamar  contra  el  clérigo  ante  el  mismo  juez  civil  y  en  el  mismo 
pleito  15.000  pesetas  por  la  venta  de  un  caballo. 

También  puede  apelar  al  tribunal  civil  superior,  contra  el  clérigo  de- 
mandante, si  la  sentencia  le  fue  adversa.  Pues  la  apelación  es  una  defensa. 

En  las  causas  criminales  criminalmente  tratadas,  esto  es,  para  pedir 
pena  de  un  delito,  no  hay  lugar  a  la  reconvención  (can.  1691);  a  no  ser  en 
las  causas  de  injurias;  las  cuales,  si  son  mutuas,  se  compensan  en  todo  o 
en  parte  ícan.  2218). 

En  suma:  no  pueden  ser  llevados  los  clérigos  y  religiosos  al  tribunal 
civil  como  reos  o  demandados. 

Como  testigos  pueden  ser  citados  los  clérigos  ante  el  juez  civil,  sin 
licencia  eclesiástica,  en  los  juicios  civiles;  y  en  los  criminales;  a  no  ser  que 
se  ventile  grave  pena  personal,  que  entonces  se  necesita  licencia  del  Ordi- 
nario, si  no  urge  la  necesidad  (can.  139,  §  3). 

Pena  personal  es  la  que  se  ejecuta  en  la  persona  del  reo;  por  ejemplo, 
la  pena  capital,  la  prisión,  el  destierro;  pena  real,  la  que  se  ejecuta  en 
sus  bienes,  como  la  multa,  la  confiscación.  Ambas  son  gravísimas,  graves 
o  leves  según  la  cuantía.  El  Código  penal  español  de  1944,  art.  27,  clasifica 
las  penas  en  graves,  leves,  comunes  a  las  dos  clases  anteriores,  y  accesorias, 
y  determina  cuáles  pertenecen  a  cada  una  de  estas  cuatro  clases. 

Fuera  de  lo  que  prescribe  el  derecho  común  del  Código  Canónico,  ha 
de  observarse  también  lo  que  prescribe  el  derecho  diocesano. 

329.  La  licencia,  para  llevar  los  clérigos  al  tribunal  civil,  de  suyo  debe 
pedirla  el  demandante  o  el  acusador.  A  este  efecto  el  can.  120,  §  2,  divide 
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a  los  clérigos  y  religijosos  en  dos  categorías:  superiores,  que  no  pueden  ser 
llevados  sin  licencia  de  la  Santa  Sede;  e  inferiores,  para  los  cuales  basta 
la  licencia  del  Prelado  del  lugar  donde  ha  de  sustanciarse  el  pleito. 

Entre  los  superiores  se  cuentan:  los  Cardenales,  Legados  de  la  Santa 
Sede,  Obispos,  aun  titulares,  Abades  y  Prelados  nuUius,  Superiores  Gene- 
rales de  las  religiones  de  derecho  pontificio,  y  Oficiales  mayores  de  la 
Curia  Romana.  Estos  últimos  solamente  en  los  asuntos  de  su  cargo.  Quiénes 
son  véase  en  la  Constitución  Sapienti  consilio  de  Pío  X,  29  de  junio  de 
1908,  Ordo  servaiidus,  Normae  peculiares  (AAS.  1,  7).  Clérigos  y  religiosos 
inferiores  son  todos  los  demás. 

El  Ordinario  no  negará  la  licencia,  especialmente  si  el  demandante  es 
laico,  sin  causa  justa  y  grave;  por  ejemplo,  el  escándalo  que  pudiera  pa- 
decer el  pueblo  viendo  a  su  párroco  sometido  a  proceso  laical.  El  Ordi- 
nario apreciará  la  gravedad  de  la  causa.  La  negativa  muchas  veces  resul- 
taría contraproducente,  no  se  respetaría,  y  así  sería  mayor  el  desafuero. 

Cuando  el  demandante  es  clérigo,  que  litiga  contra  otro  clérigo,  causa 
menor  bastará  para  negar  la  licencia.  Mas,  si  por  razón  de  la  ley  civil  el 
demandante  no  pudiere  vindicar  sus  derechos  sino  ante  el  juez  laico,  el 
Ordinario  no  negará  el  permiso.  El  mismo  can.  120,  §  2,  insinúa  que,  antes 
de  darla,  intente  un  buen  arreglo  entre  las  partes. 

Finalmente,  para  evitar  inquietudes  de  conciencia  al  clérigo  demandado 
sin  licencia,  permite  el  §  3  que  por  razón  de  la  necesidad,  y  para  evitar 
mayores  males,  puede  comparecer  ante  el  tribunal,  poniéndolo  en  seguida 
en  conocimiento  del  Ordinario.  V.  gr.,  si  por  no  comparecer  le  declara- 
rían contumaz  y  le  juzgarían  en  rebeldía,  o  le  apresaran,  etc. 

La  licencia  debe  pedirla  el  demandante,  según  dijimos;  pero  si  demandó 
sin  licencia,  debería  el  juez  antes  de  admitir  la  demanda  y  citar  al  de- 
mandado o  sugerir  al  demandante  que  pida  el  permiso,  o  pedirle  él  mismo, 
ya  que  la  causa  no  pertenece  de  suyo  al  fuero  civil. 

Como  se  ve,  lo  que  principalmente  busca  hoy  la  Iglesia  en  el  uso  del 
privilegio  del  fuero,  al  menos  tratándose  de  los  clérigos  inferiores,  es  una 
obsequiosa  reverencia  y  reconocimiento  de  sus  hijos  al  fuero  privilegiado 
de  ios  clérigos,  obteniendo  licencia  eclesiástica  para  llevarlos  a  los  tribu- 
nales civiles. 

330.  Valor  de  la  sentencia  del  tribunal  civil.  El  juez  laico,  por  razón 
de  la  materia  meramente  temporal,  sería  competente  para  conocer  y  fallar 
las  causas  de  los  clérigos;  mas  por  razón  de  la  persona  del  reo,  no  sólo 
es  incompetente,  sino  que  carece  de  aquella  clase  de  jurisdicción  que  la 
Iglesia  requiere  para  ello,  carece  de  jurisdicción  eclesiástica.  Son  causas  que 
a  la  Iglesia  exclusivamente  atañen  (can.  1553,  §  1,  n.  3). 

Según  esto,  la  sentencia  del  juez  civil,  que  en  ellas  fallare  sin  licencia 
eclesiástica,  de  suyo  debiera  ser  nula;  sin  embargo  tratándose  de  clérigos 
inferiores  prácticamente  habrá  que  dar  valor  a  tales  fallos  para  evitar 
mayores  males.  Asi  lo  indica  el  can.  120,  §  3:  "Si  son  llevados  a  los  tri- 
bunales laicos  sin  previa  licencia,  pueden  comparecer  por  razón  de  la  ne- 
cesidad y  para  evitar  mayores  males."  No  se  niega  valor  a  la  sentencia 
del  juez  civil. 

En  suma:    \."    El  juez  civil  carece  de  jurisdicción  para  juzgar  las  cau- 
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sas  de  los  clérigos.  2.°  Si  se  tiene  licencia  eclesiástica  para  llevarlos  al 
tribunal  laico,  en  esta  licencia  va  implícita  la  concesión  de  la  jurisdicción 
necesaria.  3.°  Si  no  se  tiene  tal  licencia,  el  derecho  otorga  la  jurisdic- 
ción, para  evitar  mayores  males.  O  más  bien  en  el  2."  y  3."  caso  la  Iglesia 
permite  o  tolera  que  baste  la  jurisdicción  civil  para  juzgar  a  los  clérigos. 

§  3.    En  los  Concordatos  modernos 

331.  Para  las  causas  civiles  o  contenciosas  de  los  clérigos  y  religiosos 
puede  decirse  que  los  Concordatos  modernos  no  consignan  el  privilegio  del 
fuero. 

Para  las  causas  criminales  distinguen  los  delitos  eclesiásticos  y  los  ci- 
viles. De  los  delitos  meramente  eclesiásticos,  o  que  no  están  previstos  por 
las  leyes  penales  del  Estado,  no  se  preocupan,  sino  es  para  reconocer  la 
competencia  exclusiva  de  la  Iglesia,  y  reconocer  fuerza  legal  a  las  senten- 
cias de  los  tribunales  eclesiásticos;  y  en  ciertos  casos  para  ayudar  a  su 
ejecución,  prestando  el  auxilio  del  brazo  secular,  cuando  la  autoridad 
eclesiástica  juzgue  necesario  o  conveniente  requerirle,  a  tenor  del  can.  2198. 

El  Concordato  de  Polonia  (1925)  promete  el  apoyo  de  las  autoridades 
civiles  para  la  ejecución  de  las  decisiones  y  de  los  decretos  eclesiásticos: 
a)  en  el  caso  de  destitución  de  un  eclesiástico,  de  su  privación  de  un  bene- 
ficio eclesiástico,  o  de  prohibición  de  llevar  hábito  eclesiástico  (art.  4). 

El  de  Letonia  (1922)  establece  que  los  acusados  de  haber  faltado  a  las 
obligaciones  de  su  estado  sacerdotal,  se  justificarán  delante  del  Arzobispo 
o  de  sus  mandatarios.  Y  de  las  sentencias  dadas  por  los  tribunales  ecle- 
siásticos en  esta  clase  de  delitos  no  se  podrá  alzar  recurso  a  un  tribunal 
laico  (art.  17). 

El  de  Italia  (1929)  promete  su  ayuda  para  castigar  el  uso  del  hábito  ecle- 
siástico o  religioso  a  los  que  se  les  ha  prohibido  por  una  decisión  firme 
de  la  autoridad  competente,  castigándolo  con  las  mismas  penas  que  tiene 
el  uso  abusivo  del  uniforme  militar  (art.  29,  i). 

En  los  delitos  meramente  civiles  o  previstos  por  las  leyes  penales  del 
Estado,  los  Gobiernos  y  los  Códigos  no  respetan  el  privilegio  del  fuero. 
Este  queda  reducido  en  los  Concordatos  modernos  a  cierta  intervención  de 
la  autoridad  eclesiástica  en  los  procesos  seguidos  contra  los  clérigos  en  los 
tribunales  civiles;  y  a  cierta  mitigación  en  el  régimen  penitenciario. 

Así  ha  procurado  la  Santa  Sede,  a  tenor  del  can.  120,  proveer  en  lo  po- 
sible donde  no  se  ha  podido  urgir  el  privilegio  del  fuero.  En  algunos  Con- 
cordatos como  el  de  Austria  (1933),  Polonia  (1925),  Lituania  (1927),  etc., 
ha  permitido  bajo  ciertas  condiciones  que  pudieran  ser  tratadas  en  los 
tribunales  laicos  las  causas  civiles  de  los  clérigos;  y  también,  las  crimina- 
les, hechas  algunas  reservas.  Así  en  el  de  Italia,  art.  22. 

En  alguna  nación,  como  en  Alemania,  se  decía  derogado  el  privilegio 
del  fuero  por  costumbre  contraria,  la  cual  parece  admitida  por  una  res- 
puesta de  la  Secretaría  de  Estado  de  Su  Santidad  al  Embajador  prusiano; 
respuesta  publicada  por  el  Osservatore  Romano,  diario  oficioso  de  la  Santa 
Sede,  16  de  diciembre  1911  (13). 


(13)    //  Monitore  Ecclesiastico,  tomo  22,  p.  457. 
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A  esto  queda  reducido  el  privilegio  del  fuero  en  los  Concordatos  mo- 
dernos. 

§  4.    Derecho  concordado  español 

332.  El  Concordato  de  1953  reconoce  la  vigencia  del  privilegio  del  fuero, 
con  ciertas  mitigaciones  y  modalidades. 

Artículo  16.  Los  Prelados,  de  quienes  habla  el  %  2  del  can.  120  del  Código 
de  derecho  canónico,  no  podrán  ser  emplazados  ante  un  juez  laico,  sin  que 
haya  obtenido  previamente  la  necesaria  licencia  de  la  Santa  Sede  (n.  1). 

En  el  mencionado  can.  120,  §  2,  se  distinguen  dos  categorías  de  personas, 
que  podemos  llamar  clérigos  superiores  y  clérigos  inferiores.  Los  superiores 
unos  lo  son  por  su  autoridad  o  potestad,  y  otros  por  su  dignidad. 

Se  consideran  superiores:  los  Cardenales,  los  Legados  Pontificios,  los 
Obispos,  aun  los  meramente  titulares,  los  Abades  y  Prelados  nullius,  los 
Oficiales  Mayores  de  la  Curia  Romana  por  asuntos  de  su  cargo,  y  los  Su- 
periores supremos  de  las  religiones  de  derecho  pontificio.  Para  emplazar  a 
cualquiera  de  estas  personas  ante  el  juez  laico,  sea  civil  o  militar,  sea  en 
causa  contenciosa,  o  en  causa  criminal,  requiérese  la  licencia  de  la  Santa 
Sede.  Clérigos  inferiores  se  reputan  las  demás  personas  que  gozan  del  pri- 
vilegio del  fuero.  Para  llevarlos  al  tribunal  laico  no  se  requiere  licencia  de 
la  Santa  Sede;  requiérese  y  basta  el  permiso  del  Ordinario  del  lugar  donde 
se  ha  de  ventilar  el  proceso.  Así  el  can.  120,  §  2. 

También  el  artículo  16  del  Concordato  distingue  dos  categorías  de  per- 
sonas, que  podemos  denominar  clérigos  superiores  e  inferiores;  y  dos  clases 
de  causas,  contenciosas  y  criminales. 

Para  emplazar  ante  el  tribunal  laico  a  las  personas  de  la  primera  ca- 
tegoría, se  necesita  licencia  de  la  Santa  Sede;  no  así  para  emplazar  a  los 
de  la  categoría  inferior. 

Pero  he  aquí  que  el  art.  16,  n.  1,  a  las  personas  de  la  primera  categoría 
las  designa  con  el  nombre  genérico  de  Prelados,  sin  especificar  qué  per- 
sonas pertenecen  a  tal  categoría.  De  aquí  la  siguiente 

333.  Cuestión.  Según  el  Concordato  ¿se  requiere  licencia  de  la  Santa 
Sede  para  emplazar  ante  el  juez  laico  a  todas  las  personas  de  la  primera 
categoría,  concretadas  en  el  can.  120,  §  2;  o  sólo  se  necesita  esa  licencia 
para  aquellas  personas  aquí  mencionadas,  que  sean  Prelados? 

Algunos  canonistas  han  pretendido  que  sólo  se  requiere  licencia  de  la 
Santa  Sede  para  emplazar  a  las  personas  que  sean  en  sentido  propio 
Prelados. 

Prelados  en  sentido  propio  canónico  se  definen  aquellos  clérigos,  que 
tienen  jurisdicción  ordinaria  en  el  fuero  externo  (can.  110).  Por  tanto, 
según  aquellos  canonistas  el  Concordato  restringe  el  privilegio  del  fuero 
en  cuanto  a  algunos  de  los  mencionados  en  el  can.  120,  §  2;  de  suerte  que 
no  para  todos  éstos  sea  necesaria  la  licencia  apostólica;  ya  que  no  todos 
son  Prelados  en  sentido  canónico  propio. 

De  hecho,  después  del  Concordato  ya  se  ha  dado  el  caso  de  pretender 
llevar  al  tribunal  civil  a  una  Superiora  General  de  Congregación  religiosa 
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de  derecho  pontificio,  sin  licencia  de  la  Santa  Sede,  apoyándose  en  que 
no  es  Prelada  en  sentido  jurídico,  aunque  es  Superiora  Suprema  de  su 
religión. 

¿Hemos  de  entender  el  término  Prelados  del  art.  16,  §  1,  en  sentido 
estricto,  exclusivamente;  de  suerte  que  sólo  para  los  Prelados  estrictos  se 
requiera  la  licencia  de  la  Santa  Sede  según  nuestro  Concordato? 

No.  Esta  es  una  interpretación  puramente  material  de  la  letra,  contra 
la  intención  manifiesta  de  la  ley.  Y  "cosa  cierta  es  que  peca  contra  la  ley 
el  que  ateniéndose  a  las  palabras  de  la  ley  va  contra  la  voluntad  de  la  ley: 
Certum  est  quod  is  committit  in  legem  qui  legis  verhum  complectens  contra 
legis  nititur  voluntatem,  dice  la  regla  88  del  derecho  en  el  Sexto  de  las  De- 
cretales. 

La  mente  de  la  ley  concordada  es  distinguir,  como  lo  hace  el  can.  120, 
§  2,  las  dos  categorías  que  en  este  canon  se  distinguen:  la  de  los  clérigos 
superiores  e  inferiores.  Pero  en  vez  de  enumerar  uno  por  uno  todos  los  clé- 
rigos superiores,  como  lo  hace  el  canon,  por  brevedad  incluyó  el  art.  16,  n.  1, 
toda  esta  categoría  bajo  el  nombre  de  Prelados;  tomando  esta  palabra  en 
sentido  lato  e  impropio,  que  también  tiene  en  el  derecho;  pues  el  mencio- 
nado can.  110  dice  que  con  el  título  de  Prelado,  de  honor,  son  condecora- 
dos también  algunos  clérigos  sin  jurisdicción.  Y  bien  conocida  y  usada  es 
la  denominación  de  Preladas,  que  se  aplica  a  ciertas  superioras  religiosas. 

Entre  los  clérigos  comprendidos  en  la  primera  categoría  unos  son  Pre- 
lados en  sentido  propio:  a  saber,  los  Obispos  residenciales,  esto  es,  los  que 
tienen  diócesis  en  propiedad,  los  Abades  y  Prelados  nullius  y  los  Superiores 
Supremos  de  religión  clerical  exenta.  No  son  Prelados  en  sentido  propio  los 
Cardenales  que  no  tienen  diócesis,  los  Nuncios  Apostólicos,  los  Obispos  titu- 
lares, cuales  son  los  auxiliares,  los  Oficiales  Mayores  de  la  Curia  Romana,  y 
los  Superiores  Generales  de  la  religión  no  exenta. 

De  aquí  resulta  que  si  se  tomase  el  término  Prelados  en  sentido  estricto, 
propio,  según  el  Concordato  no  disfrutarían  de  este  privilegio  del  fuero 
en  España,  ni  los  Cardenales,  ni  los  Obispos  titulares  ni  el  Nuncio;  y  cual- 
quiera podría  llevar  sin  licencia  alguna  al  tribunal  de  un  simple  juez 
municipal  a  un  Cardenal,  a  un  Obispo  auxiliar  o  al  Nuncio  de  Su  Santidad. 
Esta  es  una  afirmación  cuyo  solo  enunciado  echa  para  atrás. 

Y  digo  que  podría  llevarlos  sin  licencia  alguna;  porque  según  esa  doc- 
trina estas  altas  dignidades,  para  los  efectos  del  fuero,  deberían  contarse 
entre  los  clérigos  inferiores;  y  para  llevar  éstos  al  juez  laico  en  causa 
contenciosa  no  se  necesita  licencia  alguna  según  nuestro  Concordato,  como 
veremos. 

Así,  pues,  tenemos  por  cierto  que  la  palabra  Prelados  del  art.  16,  §  1, 
comprende  a  todos  los  clérigos  superiores  mencionados  en  el  can.  120,  §  2; 
incluso  a  las  Superioras  Generales  de  religiones  de  derecho  pontificio;  pues 
lo  que  se  establece  en  el  Código  para  los  religiosos  en  vocablo  masculino, 
vale  también  igualmente  para  las  religiosas;  a  no  ser  que  otra  cosa  conste 
por  el  contexto  de  las  palabras  o  por  la  naturaleza  de  la  cosa  (can.  490): 
para  llevar  a  cualquiera  de  éstos  al  tribunal  laico  se  necesita  licencia  de  la 
Santa  Sede. 
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A  pesar  de  lo  dicho,  mediante  notas  verbales  de  la  Nunciatura  y  el 
Gobierno,  4  jun.,  6  jul.  1957,  sobre  el  art.  16,  §  1,  del  Concordato,  se  pusie- 
ron de  acuerdo  en  la  siguiente  interpretación :  No  podrán  ser  emplazados 
ante  un  tribunal  laical  sin  previa  licencia  de  la  Santa  Sede  los  Cardenales, 
Legados  de  la  Santa  Sede,  Obispos,  aun  titulares,  Abades  y  Prelados  nuUius, 
Oficiales  Mayores  de  la  Curia  Romana  por  asuntos  pertenecientes  a  sus 
cargos,  y  los  Superiores  Supremos  de  las  religiones  clericales  exentas.  La 
misma  norma  se  aplicará  a  los  Superiores  supremos  de  las  demás  Congre- 
gaciones e  Institutos  religiosos  de  derecho  pontificio,  tanto  de  varones  como 
de  mujeres,  aunque  no  gocen  de  exención;  pero  a  éstos  sólo  cuando  sean 
demandados  por  actos  inherentes  al  ejercicio  de  las  funciones  privativas 
de  sus  cargos  (Bolet.  del  Est.  12  julio  1957,  567). 

No  se  necesitaría,  pues,  licencia  de  la  Santa  Sede,  si  el  pleito  versa 
sobre  asunto  que  no  pertenece  al  gobierno  del  Instituto,  sino  que  es  más 
bien  personal  del  Superior  o  de  la  Superiora  General;  por  ejemplo,  si  se 
impugna  un  testamento  en  favor  de  ella  como  individuo. 

334.  Clérigos  inferiores  en  causas  contenciosas.  La  Santa  Sede  con- 
siente en  que  las  causas  contenciosas  sobre  bienes  o  derechos  temporales, 
en  las  cuales  fueren  demandados  clérigos  o  religiosos,  sean  tramitadas  ante 
los  tribunales  del  Estado,  previa  notificación  al  Ordinario  del  lugar  en  que 
se  instruye  el  proceso,  al  cual  deberán  ser  comunicadas  en  su  dia  las  co- 
rrespondientes sentencias  o  decisiones  (Concordato,  art.  16,  n.  2). 

Las  causas  sobre  cosas  espirituales  por  razón  de  la  cosa  misma  son  de 
la  competencia  exclusiva  del  tribunal  eclesiástico,  aunque  el  demandado 
sea  laico;  v.  gr.,  las  causas  de  nulidad  de  matrimonio,  las  de  derecho  de 
patronato,  etc.  Para  las  causas  temporales  de  los  clérigos,  existe  el  privi- 
legio del  fuero;  v.  gr.,  sobre  el  derecho  de  propiedad  de  una  finca. 

Reconócese  en  el  n.  2  que  de  suyo  se  requiere  licencia  eclesiástica  para 
llevar  a  los  tribunales  civiles  aun  a  los  clérigos  y  religiosos  inferiores.  Mas 
por  benevolencia  de  la  Santa  Sede  en  España  no  se  requiere  tal  licencia. 
Conténtase  la  Iglesia  con  que  se  notifique  de  antemano  la  demanda  al  Or- 
dinario del  lugar  donde  se  instruya  el  proceso. 

Notificación  de  la  demanda.  ¿Quién  ha  de  hacer  esta  notificación  pre- 
via?, ¿el  demandante  o  el  juez?  Si  nos  fijamos  en  la  letra,  deberá  hacerla 
el  juez,  pues  dice:  la  Santa  Sede  consiente  en  que  sean  tramitadas  ante 
los  tribunales  del  Estado  previa  notificación.  Ahora  bien,  la  tramitación 
de  la  causa  pertenece  al  juez,  una  vez  presentada  la  demanda.  Esto  mismo 
se  deduce  de  lo  establecido  en  el  n.  4  para  las  causas  criminales:  la  auto- 
ridad judicial  deberá  solicitar  el  consentimiento  del  Ordinario. 

La  notificación  la  hará  el  juez  después  de  presentada  la  demanda  y 
antes  de  admitirla. 

El  fin  de  esta  notificación,  no  licencia,  es  dar  la  autoridad  civil  una 
muestra  de  reconocimiento  del  fuero  privilegiado  de  los  clérigos.  Además, 
para  que  el  Ordinario  intervenga,  si  lo  juzgare  oportuno;  procurando  evitar 
el  pleito  contra  el  clérigo,  que  de  suyo  es  odioso,  etc. 

A  quién  ha  de  hacerse.  El  Concordato  sólo  exige  que  la  notificación  de 
la  demanda  se  haga  al  Ordinario  del  lugar  donde  se  tramite  el  proceso. 
Por  medio  de  éste  podrá  ser  informado  también  el  Ordinario  propio  del 
demandado,  si  pertenece  a  otra  diócesis. 

Serla  conveniente  que  la  notificación  de  la  demanda,  cuando  se  trata 
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de  religiosos,  se  hiciese  también  oficialmente  por  el  tribunal  al  superior  jurí- 
dico de  sus  subditos.  Bastaría  para  ello  que  el  juez  lo  acordara  así  en  una  pro- 
videncia, al  presentarse  la  demanda. 

El  Código  canónico,  para  emplazar  a  los  clérigos  inferiores  ante  el  tri- 
bunal laico  requiere  la  licencia  del  Ordinario  del  lugar;  y  esta  licencia  ha 
de  pedirla  y  obtenerla  el  demandante;  en  cambio  el  Concordato  sólo  exige 
notificación  previa  de  la  demanda  presentada;  y  esta  notificación  ha  de 
hacerla  el  juez.  Por  esta  parte,  pues,  se  disminuye  un  tanto  el  privilegio 
del  fuero,  en  las  causas  contenciosas. 

Notificación  de  la  sentencia.  Pero  además  de  la  notificación  de  la  de- 
manda, el  Concordato  impone  al  juez  otra  notificación,  es  a  saber:  la  de 
la  sentencia  o  decisión.  Esta  decisión  creemos  que  es  la  misma  sentencia 
definitiva  que  pone  fin  al  pleito;  y  no  otras  decisiones  interlocutorias  que 
ocurran  en  el  transcurso  del  proceso.  Así  la  colección  de  sentencias  defini- 
tivas de  la  Rota  Romana  lleva  por  título  Sacrae  Romanae  Rotae  Decisiones 
sen  Sententiae.  Aunque  el  Ordinario  del  lugar  comunicará  la  sentencia  al 
Ordinario  propio  o  al  Superior  mayor,  si  el  demandado  es  religioso,  no 
estaría  mal  que  al  Superior  mayor  se  la  comunicara  de  oficio  el  mismo  juez. 

Esta  notificación  será  un  nuevo  obsequio  de  reconocimiento  del  fuero 
privilegiado  de  los  clérigos;  y  al  mismo  tiempo  un  medio  de  que  el  Ordi- 
nario o  el  Superior  religioso  conozcan  oficialmente  la  situación  jurídica 
de  sus  subditos,  y  puedan  tomar  las  prudentes  medidas. 

No  exige  el  Código  canónico  la  notificación  de  la  sentencia  al  Ordina- 
rio, y  asi  por  esta  parte  resulta  ampliado  el  privilegio  del  fuero  en  el 
Concordato. 

335.  Causas  criminales  de  delitos  meramente  eclesiásticos.  El  Es- 
tado reconoce  y  respeta  la  competencia  privativa  de  los  tribunales  de  la 
Iglesia  en  aquellos  delitos  que  exclusivamente  violan  una  ley  eclesiástica, 
conforme  al  can.  2198  del  Código  de  derecho  canónico.  Contra  las  senten- 
cias de  estos  tribunales  no  procederá  recurso  alguno  ante  las  autoridades 
civiles"  (Concordat.  art.  16,  n.  3). 

Los  delitos  por  razón  de  la  ley  violada  pueden  ser:  eclesiásticos,  que  vio- 
lan únicamente  una  ley  de  la  Iglesia,  v.  gr.,  el  delito  de  la  negociación 
prohibida  a  los  clérigos,  el  de  herejía;  civiles,  que  únicamente  violan  una 
ley  civil,  como  la  negación  de  tributos  al  Estado;  y  mixtos,  que  quebran- 
tan una  ley  que  es  eclesiástica  y  civil  por  ejemplo,  el  homicidio,  el  adul- 
terio. 

Las  causas  criminales  por  delitos  puramente  eclesiásticos  son  de  la  comx- 
petencia  exclusiva  de  la  Iglesia;  las  de  delitos  puramente  civiles  son,  por 
razón  del  delito,  de  la  competencia  privativa  de  la  autoridad  civil;  por 
razón  de  la  persona,  clérigo  o  religioso,  de  la  exclusiva  competencia  de  la 
autoridad  eclesiástica;  la  de  delitos  mixtos  es  de  competencia  de  ambas 
autoridades:  la  eclesiástica  puede  imponer  sus  penas  y  la  civil  las  suyas 
(can.  2198). 

En  cuanto  a  los  delitos  meramente  eclesiásticos,  el  Estado  reconoce  la 
competencia  exclusiva  de  la  Iglesia,  en  orden  a  la  imposición  de  las  penas. 
Y  esto,  no  sólo  tratándose  de  clérigos  y  religiosos  delincuentes,  sino  tam- 
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bién  de  los  laicos.  í]sta  competencia  es  exclusiva  por  razón  de  la  materia 
o  delito,  no  por  razón  de  la  persona  delincuente. 

Al  mismo  tiempo  que  reconoce  el  Estado  la  competencia  exclusiva  de 
la  Iglesia  en  los  delitos  puramente  eclesiásticos,  se  compromete  a  prestar 
el  auxilio  del  brazo  secular,  o  sea  el  apoyo  de  la  autoridad  estatal,  cuando 
la  autoridad  eclesiástica  lo  invoque;  ya  para  que  pueda  ella  con  seguridad 
sustanciar  el  proceso;  ya  para  ayudarla  a  hacer  efectiva  la  pena  impuesta. 
Así  lo  dispone  el  mismo  articulo  concordado,  al  citar  el  can  2198  que  lo 
establece.  Así  se  determina  en  el  Protocolo  al  art.  2  y  en  el  art.  24,  n.  4. 

336.  Recursos  de  fuerza.  Contra  las  sentencias  de  estos  tribunales 
[eclesiásticos}  no  procederá  recurso  alguno  ante  las  autoridades  civiles. 
Con  lo  cual  quedan  desterrados  los  recursos  de  fuerza  y  de  queja  (n.  145-6). 

Por  tanto,  se  suprimirá  todo  el  título  III  del  libro  I  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  consagrado  a  los  recursos  de  fuerza. 

Pero  será  preciso  establecer  de  común  acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y 
el  Gobierno,  una  norma  para  dirimir  las  controversias  que  puedan  susci- 
tarse sobre  competencia,  cuando  se  dude  si  tal  o  cual  causa  pertenece  a 
la  jurisdicción  eclesiástica  o  a  la  civil.  Esperamos  que  esa  norma  será  aná- 
loga a  la  establecida  en  el  art.  35  del  Concordato:  "La  Santa  Sede  y  el  Go- 
bierno español  procederán  de  común  acuerdo  en  la  resolución  de  las 
dudas  o  dificultades,  que  pudieran  surgir  en  la  interpretación  o  aplicación 
de  cualquier  cláusula  del  presente  Concordato". 

337.  Delitos  civiles  y  mixtos  de  los  clérigos  y  religiosos.  La  Santa 
Sede  consiente  en  que  las  causas  criminales  contra  los  clérigos  o  religio- 
sos por  los  demás  delitos  previstos  por  las  leyes  penales  del  Estado,  sean 
juzgadas  por  los  tribunales  del  Estado  (art.  16,  n.  4). 

Otra  vez  reconoce  aquí  el  Estado  el  fuero  privilegiado  de  los  clérigos  y 
religiosos  en  lo  criminal;  aunque  por  condescendencia  la  Iglesia  permite 
que  aquéllos  sean  juzgados  por  los  tribunales  civiles  en  los  delitos  civiles 
y  mixtos;  pero  con  las  restricciones  que  a  continuación  se  consignan. 

Sin  embargo,  la  autoridad  judicial,  antes  de  proceder,  deberá  solicitar, 
sin  perjuicio  de  las  medidas  precautorias  del  caso,  y  con  la  debida  reserva, 
el  consentimiento  del  Ordinario  del  lugar  en  que  se  instruye  el  proceso. 

Este  párrafo  parece  oponerse  en  cierto  sentido  al  precedente.  El  pri- 
mero consiente  a  la  autoridad  civil  el  conocimiento  de  las  causas  crimina- 
les de  los  clérigos  sobre  delitos  civiles  y  mixtos;  mientras  que  el  presente 
párrafo  exige  el  consentimiento  del  Ordinario  local;  que  es  lo  que  exige 
el  can.  120,  §  2.  Parece,  pues,  que  nada  especial  se  concede  a  la  autoridad 
civil  en  el  Concordato,  respecto  a  estas  causas,  sino  que  tiene  que  atenerse 
al  privilegio  del  fuero  tal  como  en  el  citado  canon  se  describe. 

Antes  de  obtener  la  licencia  del  Ordinario  local  para  enjuiciar  al  clérigo 
o  religioso,  la  autoridad  civil  podrá  tomar  las  precauciones  oportunas,  como 
pesquisas,  vigilancia,  detención,  etc.,  para  evitar,  por  ejemplo,  que  el  delin- 
cuente huya. 

En  el  caso  en  que  éste  [el  Ordinario},  por  graves  motivos,  se  crea  en  el 
deber  de  negar  dicho  consentimiento,  deberá  comunicarlo  por  escrito  a  la 
autoridad  competente. 
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Puede,  pues,  el  Ordinario  negar  la  licencia  para  que  el  clérigo  sea  juz- 
gado por  el  tribunal  civil;  pero  no  debe  negarla  sino  por  grave  causa.  Es 
lo  mismo  que  establece  el  can.  120,  §  2.  Si  el  Ordinario  niega  la  licencia, 
el  juez  civil  no  podrá  válidamente  juzgar  al  clérigo,  por  falta  de  jurisdic- 
ción; y  le  juzgará  el  tribunal  eclesiástico,  si  hubiere  lugar  a  juicio  cri- 
minal. 

El  proceso  se  rodeará  de  las  necesarias  cautelas  para  evitar  toda  pu- 
blicidad. 

Pues  es  escandaloso  el  que  un  clérigo  o  religioso  se  halle  sometido  a 
proceso  criminal.  Por  eso  se  evitará  la  vista  pública  de  la  causa,  y  cuanto 
pueda  difundir  la  noticia  criminal. 

Notificación  del  resultado.  Los  resultados  de  la  instrucción,  así  como 
la  sentencia  definitiva  del  proceso,  tanto  en  primera  como  en  ulterior  ins- 
tancia deberán  ser  solícitamente  notificados  al  Ordinario  del  lugar  arriba 
mencionado. 

El  proceso  criminal  tiene  dos  partes:  la  instrucción  y  el  juicio;  la  ins- 
trucción es  el  conjunto  de  diligencias  para  cerciorarse  de  la  existencia  del 
delito  y  de  su  autor,  en  orden  a  provocar  la  acusación  ñscal  ante  el  tribu- 
nal; el  juicio  es  el  conocimiento  y  definición  de  la  causa  por  el  juez,  absol- 
viendo o  condenando  al  reo. 

La  instrucción  tiende  a  averiguar  si  hay  o  no  base  para  el  juicio  cri- 
minal. El  resultado  de  ella  ha  de  notificarse  al  Ordinario  del  lugar;  a  fin 
de  que  él  pueda  intervenir  oportunamente;  evitando,  si  es  posible,  el  juicio; 
o  procurando  las  medidas  precautorias  para  el  secreto,  para  que  se  guar- 
den las  consideraciones  debidas  al  estado  clerical  o  religioso  del  reo,  etc. 
La  sentencia  judicial  también  ha  de  notificarse  al  mismo  Ordinario;  para 
que  él  provea  en  lo  posible  el  trato  digno  del  sentenciado,  a  evitar  el  escán- 
dalo de  su  condena,  etc. 

Nótense  las  diferencias  entre  las  causas  contenciosas  y  las  criminales: 
en  las  cojit endosas,  para  que  el  clérigo  o  religioso  pueda  ser  juzgado  por 
el  tribunal  laico,  se  requiere  únicamente  la  previa  notificación  de  la  de- 
manda presentada;  en  las  criminales  es  necesaria  la  previa  licencia.  Así  que 
en  las  contenciosas  el  privilegio  del  fuero  queda  mermado;  no  así  en  las 
criminales,  en  las  cuales  sin  embargo  el  privilegio  sufre  alguna  modifi- 
cación. 

Tanto  la  notificación  como  la  petición  de  la  licencia  ha  de  hacerla,  no 
el  demandante  o  el  acusador,  sino  el  juez;  mientras  que  en  el  can.  120,  §  2, 
la  licencia,  que  por  derecho  común  se  requiere  tanto  en  las  contenciosas 
como  en  las  criminales,  deberá  pedirla  el  demandante  o  el  acusador. 

338.    Competencia  de  la  Iglesia  en  los  delitos  civiles  y  mixtos.  En 

los  delitos  puramente  civiles,  aunque  de  suyo  no  tiene  competencia  la  Igle- 
sia, sin  embargo  puede  ser  ella  también  competente  por  razón  del  pecado 
(can.  2198).  Esto  es,  también  la  autoridad  eclesiástica  puede  juzgarle  y  cas- 
tigarle en  estos  dos  casos:  a)  cuando  hay  grave  escándalo;  b)  si  hay  pecado 
de  especial  gravedad  (can.  2222,  §  1);  v.  gr,,  por  razón  del  juramento  vio- 
lado; de  la  perturbación  producida  en  el  pueblo  fiel.  En  tales  casos  la  auto- 
ridad civil  le  juzgará  e  impondrá  las  sanciones  de  su  Código  penal;  y  ade- 
más la  autoridad  eclesiástica  por  su  parte,  conocerá  también  el  delito  e 
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impondrá  sanciones  acomodadas  a  la  gravedad  del  escándalo  y  de  la  trans- 
gresión. Estas  sanciones  no  se  hallarán  en  el  Código  penal  eclesiástico,  por- 
que suponemos  que  se  trata  de  un  delito  meramente  civil;  por  eso  serán 
arbitrarias  al  prudente  criterio  del  juez  o  del  Superior  eclesiástico. 

En  los  delitos  mixtos,  es  cumulativa  la  competencia  de  la  autoridad 
eclesiástica  y  de  la  civil;  una  y  otra  pueden  juzgarlos  y  sancionarlos.  No 
hay  propiamente  derecho  de  prevención,  esto  es,  no  hay  preferencia  de 
aquella  autoridad  que  primero  hubiere  hecho  suya  la  causa,  por  la  cita- 
ción del  reo  (can.  1725,  n.  2);  de  tal  suerte  que  ella  sola  pueda  juzgar  al  reo, 
excluyendo  a  la  otra  autoridad,  no;  aunque  el  juez  civil  haya  citado  pri- 
mero al  reo  y  le  haya  sentenciado,  puede  también  la  autoridad  eclesiástica 
juzgarle  y  sentenciarle,  y  viceversa;  porque  cada  uno  de  los  dos  fueros  tiene 
sus  penas  distintas.  Asi  en  los  delitos  mixtos  mencionados  en  el  can.  2354; 
de  homicidio,  rapto  de  impúberes,  etc.,  establece  este  canon,  que  el  laico 
condenado  legítimamente  (aun  por  la  autoridad  secular),  además  incurre 
por  el  mismo  hecho  en  las  penas  de  privación  de  actos  legítimos  eclesiás- 
ticos y  de  cualquier  cargo  eclesiástico  que  posea. 

Pero  advierte  el  can.  2223,  §  3,  n.  2:  Aunque  la  ley  señale  una  pena  pre- 
ceptiva, esto  es,  que  ha  de  imponerse;  puede  el  juez  dejar  de  imponerla, 
cuando  el  reo  ya  fue  suficientemente  castigado,  o  se  prevé  que  se  le  casti- 
gará con  las  penas  civiles. 

Aplicando  estos  principios  a  nuestro  derecho  concordado,  diremos: 
l.«  Los  delitos  puramente  civiles  de  los  clérigos  los  juzgará  y  sancionará 
la  autoridad  civil,  previo  el  consentimiento  del  Ordinario  del  lugar,  con  las 
penas  civiles.  Rarísimo  será  el  caso  en  que  además  les  imponga  otras  penas 
arbitrarias  la  autoridad  eclesiástica. 

2.  °  Si  el  Ordinario  por  grave  causa  negare  al  juez  civil  la  licencia  para 
juzgar  al  clérigo,  le  juzgará  el  tribunal  eclesiástico,  si  hubiere  lugar  a  ello, 
imponiéndole  las  penas  civiles. 

3.  "  Los  delitos  mixtos  de  los  clérigos  los  juzgará  y  sancionará  asimis- 
mo el  tribunal  laico,  con  las  penas  civiles,  previa  la  licencia  del  Ordinario 
local;  pero  además  podrá  el  tribunal  eclesiástico  juzgarlos  e  imponer  al 
clérigo  las  penas  eclesiásticas;  lo  cual  sin  embargo  no  hará,  por  lo  común, 
si  el  reo  ya  fue  suficientemente  castigado  por  el  tribunal  civil. 

4.  "  No  seria  contrario  al  Concordato  que  el  delito  de  fuero  mixto  fuese 
primero  llevado  al  tribunal  eclesiástico,  el  cual  impusiese  al  reo  las  penas 
eclesiásticas;  y  luego  al  tribunal  laico  para  que  le  aplicase  las  sanciones 
civiles.  Pero  esto  no  será  lo  ordinario.  El  aplicar  al  reo  por  el  mismo  delito 
mixto  todas  las  sanciones  eclesiásticas  y  civiles  podría  ser  inhumano:  Non 
bis  in  Ídem. 

A  este  propósito  he  aquí  lo  que  dispone  la  Circular  del  Tribunal  Supre- 
mo a  las  Audiencias  Territoriales,  18  de  enero  de  1954:  Ya  se  trate  de 
delitos  >a  de  simples  faltas,  de  la  competencia  municipal,  previstos  en 
nuestra  legislación  penal;  tan  pronto  como  surja  una  presunta  responsabi- 
lidad contra  las  personas  que  gozan  del  privilegio  del  fuero  ha  de  solici- 
tarse la  autorización  del  Ordinario  diocesano;  sin  la  cual,  si  bien  el  proce- 
dimiento habrá  de  incoarse  y  seguirse  en  cuanto  a  la  adopción  de  las  me- 
didas precautorias  que  se  juzgan  indeclinables;  asi  como  en  caso  de  plu- 
ralidaíl  de  responsables,  ha  de  procedcrse  contra  los  que  no  ostenten  la  con- 
dición de  aforados,  la  actuación  judicial  deberá  quedar  en  suspenso  res- 
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pecto  a  los  aforados  y  condicionada  al  resultado  de  la  consulta  prevenida 
(art.  XVI,  apartado  3  y  4). 

Según  la  misma  Circular,  la  fórmula  procesal  será  una  exposición  es- 
crita al  Ordinario,  en  la  que  se  expongan  los  motivos  de  la  solicitud  de  su 
consentimiento,  la  fijación  de  un  término  de  cortesía  para  la  respuesta;  y 
la  petición  del  consentimiento. 

Si  el  Ordinario  niega  su  consentimiento,  la  actuación  judicial  se  limi- 
tará a  unir  a  los  autos  el  escrito  denegatorio;  y  sin  ninguna  otra  averigua- 
ción ni  diligencia  suspenderá  definitivamente  el  procedimiento  en  cuanto 
al  clérigo  o  religioso  afecto. 

Si  la  autorización  se  otorga,  o  no  se  obtiene  contestación  dentro  del 
plazo  señalado,  cualquiera  que  sea  la  forma  que  de  modo  auténtico  llegue 
a  conocimiento  del  Instructor;  y  cuando  no  se  obtenga  contestación  algu- 
na, lo  que  no  es  de  esperar;  el  Instructor  seguirá  el  procedimiento  en  la 
forma  ordinaria,  sin  necesidad  de  ninguna  otra  constancia  en  autos,  más 
que  una  fehaciente  diligencia  de  haberse  cumplido  debidamente  en  tiempo 
y  forma  la  prescripción  canónica  (Circular  citada). 

339.  Potestad  ejecutiva  de  la  Iglesia.  ¿Se  reconoce  en  el  Concordato? 
Por  tal  entienden  los  tratadistas  de  derecho  procesal  aquella  actividad  del 
tribunal,  por  la  cual  éste  no  sólo  emite  declaraciones  ideales  o  especulati- 
vas, sino  que  también  realiza  operaciones  físicas  para  hacer  efectivo  el  cum- 
plimiento de  su  sentencia  o  pronunciación,  constituyendo  una  mutación 
material  de  la  situación  que  existía  antes  de  la  ejecución. 

Según  GiASP  (14\  "de  antiguo  la  Iglesia,  por  lo  menos  en  el  derecho  in- 
mediatamente anterior  al  Concordato,  tenía  negada  esta  potestad  ejecu- 
tiva. No  podía  poner  en  obra  la  ejecución  de  sus  sentencias,  los  mandatos 
contenidos  en  sus  sentencias;  incluso  había  un  recurso  de  fuerza  en  cono- 
cer, para  el  caso  específico  que  un  tribunal  de  la  Iglesia  pretendiera  pro- 
ceder a  la  ejecución  de  sus  fallos.  No  existe  en  el  Concordato  un  reconoci- 
miento de  la  potestad  ejecutiva;  aunque  haya,  sí,  la  indicación  de  que  las 
autoridades  civiles  deben  prestar  el  apoyo  necesario  para  la  ejecución.  De 
aquí  parece  que  debemos  entender  que  la  realización  física  que  pueden 
exigir  los  posibles  fallos  de  la  jurisdicción  eclesiástica  sigue  correspon- 
diendo a  las  autoridades  jurisdiccionales  civiles". 

No  estamos  conformes  con  todas  estas  afirmaciones.  Muchas  de  las  sen- 
tencias eclesiásticas  las  ejecutaba  la  misma  Iglesia.  Ella,  por  ejemplo,  tenia 
sus  cárceles  propias,  y  en  ellas  recluía  a  los  clérigos  condenados  por  el 
tribunal  eclesiástico,  etc.  Para  ello  tenía  y  tiene  sus  alguaciles  (can.  1591). 
Cierto  que  la  ejecución  de  otras  sentencias  se  dejaba  a  la  jurisdicción  civil, 
por  la  naturaleza  de  la  cosa;  así  la  ejecución  de  las  sentencias  de  divorcio, 
en  cuanto  a  los  efectos  meramente  civiles.  El  recurso  de  fuerza  en  ejecutar 
se  contiene  en  el  art.  125  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pero  muy  restrin- 
gido: Procederá  el  recurso  de  fuerza  eii  conocer,  cuando  un  juez  o  tribunal 
eclesiástica  conozca  o  pretenda  conocer  de  una  causa  profana  no  sujeta  a 
su  jurisdicción;  o  llevar  a  ejecución  la  sentencia  que  hubiere  pronunciado 
en  negocio  de  su  competencia,  procediendo  por  embargo  y  venta  de  bienes, 
sin  impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción  ordinaria  [la  civil].  Sólo  en  este 
caso  admite  el  derecho  español  el  recurso  de  fuerza  en  ejecutar.  Por  cierto 
que  todo  el  titulo  III  del  libro  I  de  La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  trata 


(14)  El  Concordato  ij  el  derecho  procesal  del  Estado.  En  El  Concordato  de  1953. 
Facult.  de  Der.  de  la  Univ.  de  Mad.,  p.  246. 
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de  los  recursos  de  fuerza,  deberá  ser  reformado,  conforme  al  Concordato 
(art.  26,  n.  2). 

Según  lo  dicho  no  nos  parece  admisible  la  consecuencia  del  Sr.  Guasp: 
que  "parece  que  la  realización  física  que  puede  exigir  los  posibles  fallos 
de  la  jurisdicción  eclesiástica  sigue  correspondiendo  a  las  autoridades  ju- 
risdiccionales civiles". 

340.  Régimen  penitenciario.  En  caso  de  detención  o  arresto,  los  clé- 
rigos y  religiosos  serán  tratados  con  las  consideraciones  debidas  a  su  estado 
y  a  su  grado  jerárquico  (n.  5). 

Los  clérigos  in  sacris  con  más  consideración  que  los  minoristas,  los  su- 
periores con  más  que  los  subditos,  etc. 

Las  venas  de  privación  de  libertad  serán  cumplidas  en  una  casa  ecle- 
siástica o  religiosa,  que  a  juicio  del  Ordinario  del  lugar  y  de  la  autoridad 
judicial  del  Estado,  ofrezca  las  convenientes  garantias;  o  al  menos  en  loca- 
les distintos  de  los  que  se  destinan  a  los  seglares;  a  no  ser  que  la  autoridad 
eclesiástica  competente  hubiere  reducido  al  condenado  al  estado  laical. 

Le  serán  aplicados  los  beneficios  de  libertad  condicional  y  los  demás 
establecidos  en  la  legislación  del  Estado. 

La  redacción  de  este  artículo  es  semejante  a  la  empleada  en  otros  Con- 
cordatos anteriores.  Se  admite  como  principio  ante  todo  la  habilitación  de 
monasterios  u  otras  casas  religiosas  o  eclesiásticas  para  los  casos  de  deten- 
ción o  arresto,  esto  es,  para  los  casos  en  que  se  trate  de  expedientes  gu- 
bernativos o  prisiones  correccionales.  Pero  nuestro  Concordato  es  más  ex- 
plícito y  amplio  que  otros,  pues  determina  que,  a  falta  de  casas  eclesiás- 
ticas o  religiosas  adecuadas,  las  penas  de  privación  de  libertad  se  cumpli- 
rán en  locales  distintos  de  los  destinados  a  seglares. 

Antiguamente  las  Ordenes  religiosas  y  obispados  tenían  sus  cárceles  y 
casas  de  corrección  para  sus  religiosos  y  clérigos.  Y  eran  necesarias  por 
ser  harto  frecuentes  los  delitos,  en  los  siglos  pasados:  que  no  hay  que  creer 
que  ''cualquiera  tiempo  pasado  fue  mejor".  Carrera  de  Córdoba,  Ministro 
de  Hacienda  y  cronista  de  Felipe  II,  dice  de  la  diócesis  de  Calahorra :  "Este 
obispado  de  Calahorra  tiene  diez  y  ocho  mil  clérigos,  la  mayor  parte  mozos 
y  en  ocio,  y  tan  dignos  de  corrección,  que  suele  valer  la  alcaldía  de  su 
cárcel  mil  y  quinientos  ducados,  y  las  penas  de  cámara  tres  y  cuatro  mil. 
Y  cierto  es  de  notar  y  sentir  cuánto  dañe,  para  esto  y  saber  sólo  gramática, 
el  ser  los  beneficios  y  prebendas  patrimoniales,  porque  esperándolas  por 
sucesión  se  introduce  la  ignorancia  y  poca  virtud"  (15).  Hoy,  gracias  a 
Dios,  la  delincuencia  ha  decrecido  sumamente  en  el  estado  eclesiástico; 
por  otra  parte  el  sistema  penitencial  es  más  suave;  por  eso  tal  vez  aquellas 
cárceles  y  casas  de  corrección  han  desaparecido.  Además  los  clérigos  reos 
de  delitos  civiles  eran  sancionados  por  el  tribunal  laico,  y  sin  considera- 
ción a  su  estado  clerical  o  religioso  se  les  hacía  cumplir  su  pena  de  pri- 
vación de  libertad  en  los  penales  de  la  nación. 

Por  una  y  otra  razón  no  se  sentía  en  los  últimos  tiempos  tanta  necesi- 
dad de  instituciones  penitenciales  para  los  clérigos  y  religiosos.  Ahora,  con 


(15)  Felipe  II,  Reu  de  España,  p.  1,  1.  11,  c.  11.  No  todos  estos  clcrigos  eran 
sacerdotes:  contcntábíinsc  muchos  con  las  órdenes  menores,  y  aun  con  la  simple 
tonsura;  porque  esto  bastaba  para  gozar  de  rentas  eclesiásticas  (Astrain,  Historia 
de  la  Comixiñía  de  Jesús  en  ta  asistencia  de  España,  tom.  I,  San  Ujnavio  de  Loijnla, 
Introducción  Iiistórica,  p.  LXXX,  ed.  2,  Madrid,  1912). 
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las  disposiciones  concordadas,  tal  vez  fuese  oportuno  pensar  en  algún  Ins- 
tituto de  esta  clase;  no  sólo  para  los  aforados  que  hubiesen  sido  condenados 
por  expediente  gubernativo  o  por  sentencia  del  juez  civil,  sino  también  para 
otros  clérigos  y  religiosos,  que  sin  intervención  de  la  jurisdicción  secular 
necesitan  paternal  vigilancia  o  remedios  eclesiásticos  puramente  penales. 
Institución  dotada  de  personal  adecuado  y  medios  para  que  la  institución 
penal  y  correccional  resultase  una  obra  verdaderamente  redentora  de  los 
extraviados. 

Los  Obispos  suelen  hallar  grave  dificultad  en  encontrar  casa  donde  re- 
cluir a  estos  infelices  clérigos;  pues  a  los  conventos  o  monasterios,  a  donde 
acuden,  les  resultan  muy  molestos  tales  huéspedes,  sobre  todo  a  la  larga. 

A  consulta  del  Arzobispo  de  Pamplona  y  del  Presidente  de  su  Audiencia 
Territorial,  se  dio  la  Orden  del  Ministerio  de  Justicia,  22  abr.  1957;  Bol.  29: 
1°  Para  los  clérigos  y  religiosos  reducidos  al  estado  laical  el  cumplimiento 
de  la  pena  de  privación  de  libertad  se  ajustará  en  todo  a  lo  establecido  en 
el  Reglamento  de  los  Servicios  de  Prisiones,  2  feb.  1956. 

2.  «  Los  no  reducidos  al  estado  laical  la  cumplirán  en  casa  eclesiástica 
o  religiosa  designada  en  cada  provincia  por  el  Ordinario  respectivo  y  la 
autoridad  judicial.  Designación  que  comunicarán  a  la  Dirección  General 
de  Prisiones,  la  que  podrá  hacer  observaciones  en  orden  a  la  adecuación 
de  la  casa  para  el  cumplimiento  de  la  pena.  El  Ordinario  facilitará  a  este 
organismo  los  datos  y  circunstancias  necesarios  para  la  formación  del  ex- 
pediente a  cada  preso. 

3.  °  En  el  cumplimiento  de  la  pena  se  observará  en  lo  posible  el  régimen 
establecido  en  el  Reglamento,  adaptándolo  al  sistema  de  vida  interna  de 
la  casa  donde  haya  de  llevarse  a  cabo.  El  Superior  hará  observar  el  régi- 
men de  comunicaciones,  visitas  y  trabajo  del  penado. 

4.  '^  Las  correcciones  y  premios,  y  en  general  el  régimen  disciplinario, 
se  ajustarán  a  lo  establecido  en  aquel  Reglamento,  y  serán  acordados  por 
la  Dirección  General  de  Prisiones,  a  propuesta  del  Superior  de  la  casa  y 
previo  informe  del  Ordinario  correspondiente. 

5.  ^  A  propuesta  e  informe  de  los  mismos,  serán  aplicables  a  esos  pre- 
sos, en  función  de  la  conducta  que  allí  observen,  la  libertad  condicional  y 
la  redención  de  penas  por  trabajo. 

6.  °  Los  gastos  de  alimentación  y  sostenimiento  del  recluso  serán  su- 
fragados por  la  Dirección  General  de  Prisiones,  previo  acuerdo  con  la  auto- 
ridad eclesiástica  competente,  al  precio  oficial  de  la  ración  y  condiciones 
reglamentarias  establecidas. 

El  cap.  VI  del  Reglamento  de  prisiones  establece  que  al  cuarto  período 
de  la  condena  podrán  ser  puestos  en  libertad  condicional  los  reclusos  con- 
denados a  más  de  un  año  de  privación  de  libertad,  que  hayan  extinguido 
las  tres  cuartas  partes  de  la  condena,  acreedores  a  ellos  por  su  conducta, 
que  den  garantía  de  vida  honrada  en  la  calle,  y  tengan  instrucción  elemental 
y  religiosa. 

Para  la  redención  de  penas  por  trabajo  establece  el  art.  65  y  siguientes 
del  Reglamento  los  requisitos  y  trámites.  En  resumen  se  requiere  que  haya 
sido  condenado  a  más  de  dos  años;  que  no  haya  disfrutado  de  este  beneficio 
en  condenas  anteriores;  que  no  haya  intentado  la  fuga;  que  hubiera  obser- 
vado buena  conducta;  y  que  el  tribunal  en  la  sentencia  no  haya  dicho  que 
es  sujeto  peligroso  para  la  sociedad. 
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341.  Privilegio  de  competencia.  Es  el  favor  otorgado  a  los  clérigos  y 
religiosos  en  virtud  del  cual  obligados  a  satisfacer  sus  deudas,  tienen  dere- 
cho a  reservarse  lo  necesario  para  su  honesta  sustentación,  al  juicio  pru- 
dente del  juez  eclesiástico;  quedando  sin  embargo  en  pie  la  obligación  de 
satisfacer  a  sus  acreedores  cuanto  antes  (can.  122). 

Ya  el  derecho  romano  le  concedía  a  varias  clases  de  personas.  Hoy  las 
legislaciones  civiles  comúnmente  otorgan  este  favor  a  los  funcionarios  y 
a  cuantos  perciben  sueldos  o  jornales;  y  tal  vez  a  toda  clase  de  personas; 
pues  se  funda  en  un  principio  de  humanidad:  no  dejar  morir  de  hambre 
al  deudor  que  no  puede  pagar. 

Así  la  española  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  art.  1449,  1451,  determina 
las  cosas  exceptuadas  del  embargo  judicial,  con  criterio  humano.  El  llamado 
privilegio  de  competencia  es  de  raigambre  secular  en  la  Iglesia;  y  tiene 
razón  de  ser  especial;  el  decoro  del  estado  eclesiástico:  para  que  los  clérigos 
no  se  vean  obligados  a  mendigar  o  a  ejercer  oficios  viles,  con  desdoro  del 
estado  clerical.  Ne  ciim  dedecore  status  clericalis  emendicare  cogantur  aut 
vilem  artem  exercere. 

Derecho  concordado.  Caso  de  decretarse  embargo  judicial  de  bienes,  se 
dejará  a  los  eclesiásticos  lo  que  sea  necesario  para  su  honesta  sustentación 
y  el  decoro  de  su  estado,  quedando  en  pie,  no  obstante,  la  obligación  de 
pagar  cuanto  antes  a  sus  acreedores  (n.  6). 

Se  ha  incorporado  al  Concordato  la  misma  letra  del  can.  122;  pero  con 
esta  diferencia:  que  el  canon  dice  al  prudente  arbitrio  del  juez  eclesiástico, 
mientras  que  el  articulo  concordado  omite  esta  cláusula,  y  supone  que  el 
embargo  le  decreta  el  juez  civil,  y  que  al  decretarle  determinará  la  cuantía 
que  ha  de  quedar  para  el  sostenimiento  y  el  decoro  del  eclesiástico,  a  quien 
se  embargan  los  bienes. 

Naturalmente  procede  que  el  juez  civil,  antes  de  determinar  esta  cuan- 
tía, oiga  al  Ordinario  del  lugar;  o  al  superior  de  quien  el  eclesiástico  de- 
penda. 

342.  Los  clérigos  testigos  ante  los  tribunales  civiles.  El  Código  ca- 
nónico no  prohibe  en  general  que  los  clérigos  sean  citados  como  testigos 
ante  los  tribunales  civiles.  Sólo  en  el  can.  139,  §  3,  se  pone  esta  restric- 
ción: Sin  licencia  del  Ordinario  no  tomen  parte  alguna,  ni  siquiera  como 
testigos,  sin  necesidad,  en  juicio  laico  criminal,  en  el  que  se  ventile  una 
pena  grave  personal. 

Personal  como  dijimos,  es  la  que  se  irroga  en  la  persona  del  delincuen- 
te; como  la  pena  de  muerte,  prisión,  destierro,  etc.;  real  la  que  afecta  di- 
rectamente a  sus  bienes,  como  la  confiscación,  la  multa,  y  otras  semejantes. 
Grave  o  leve  es  según  la  consideración  que  tenga  en  el  Código  penal  de  la 
nación;  pero  creemos  que  a  los  efectos  del  canon  algo  se  ha  de  dejar  a  la 
estimación  del  Ordinario. 

Derecho  concordado.  Los  clérigos  y  los  religiosos  podrán  ser  citados  como 
testigos  ante  los  tribunales  del  Estado;  pero  si  se  tratase  de  juicios  cri- 
minales a  los  que  la  ley  señale  penas  graves,  deberá  pedirse  licencia  al 
Ordinario  del  lugar  en  que  se  instruye  el  proceso  (n.  7). 

Coincide,  casi,  en  este  punto  nuestro  derecho  concordado  con  el  común. 
Pero  nótese  alguna  diferencia: 
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a)  El  derecho  común  solamente  exige  la  licencia  del  Ordinario,  cuando 
se  trata  de  grave  pena  personal;  mientras  que  el  concordado  la  exige,  aun- 
que la  pena  no  sea  personal,  con  tal  que  sea  grave.  El  Código  penal  español, 
art.  27,  define  cuáles  se  consideran  graves  y  leves. 

h)  El  can.  139,  §  3,  requiere  la  licencia  del  Ordinario  propio  del  clérigo, 
para  que  pueda  testificar  en  dichas  causas  criminales;  el  artículo  16  del 
Concordato  exige  la  licencia  del  Ordinario  del  lugar  donde  se  instruye  el 
proceso. 

¿Quién  deberá  pedir  esta  licencia?  Según  el  tenor  del  can.  139,  §  3, 
el  mismo  testigo;  pues  se  dirige  a  los  clérigos,  prohibiéndoles  dar  testimo- 
nio en  estas  causas  sin  licencia  de  su  Ordinario.  Mas  el  texto  concordado 
se  dirige  más  bien  al  juez,  diciéndole  que  no  puede  citarlos  sin  licencia 
del  Ordinario  del  lugar  donde  se  instruye  el  proceso.  Esta  interpretación 
la  abona  todo  el  tenor  del  articulo  16:  que  siempre  grava  al  juez  con  la 
carga  de  pedir  la  licencia,  cuando  se  necesita. 

Sería  de  desear  que  a  los  sacerdotes,  en  especial  a  los  párrocos,  no  se 
los  llamase,  ni  como  testigos,  a  los  tribunales  civiles,  ni  en  las  causas  con- 
tenciosas, ni  menos  en  las  criminales.  El  ministerio  sacerdotal  ha  de  estar 
alejado  del  estrépito  judicial.  Porque  hoy  es  cosa  comprobada  cuán  desacre- 
ditada está  la  prueba  testifical,  y  qué  poco  caso  hacen  de  ella  los  jueces; 
porque  los  testigos  con  suma  facilidad  se  sobornan,  y  mienten  y  aun  per- 
juran con  la  mayor  desaprensión.  Por  eso  los  jueces  apenas  aprecian  más 
que  el  testimonio  del  sacerdote;  y  apoyados  en  él  dan  la  sentencia,  con  lo 
cual  el  sacerdote  se  hace  odioso  a  la  parte  desfavorecida  en  el  juicio,  y  a 
sus  familiares  y  partidarios,  con  mengua  del  ministerio  sacerdotal. 

Además,  aunque  no  todas  las  actuaciones  del  párroco  son  del  fuero 
interno,  y  la  mayoría  tal  vez  pertenecen  al  fuero  externo;  sin  embargo  mu- 
chas se  rozan  con  el  fuero  de  la  conciencia;  y  así  en  sus  declaraciones 
judiciales  puede  fácilmente  temer  el  peligro  de  violación  del  secreto  pro- 
fesional; y  aunque  no,  pueden  los  feligreses  sospechar  alguna  transgre- 
sión del  secreto,  de  donde  nacerán  desconfianzas  y  malquerencias  contra 
el  párroco. 

Ya  que  se  llame  a  los  clérigos  a  declarar  en  juicio,  seria  oportuno  que 
se  los  citase  por  medio  del  Vicario  General,  como  se  hace  en  alguna  dió- 
cesis. Asi  más  fácilmente  podría  el  clérigo  presentar  sus  excusas  de  com- 
parecer; las  cuales,  avaladas  por  el  mismo  Vicario,  tendrían  más  fuerza  y 
serian  más  atendidas. 

343.  Secreto  profesional.  Sin  enihargo  en  ningún  caso  podrán  ser  re- 
queridos {los  eclesiásticos!  por  los  magistrados  ni  por  otras  autoridades  a 
dar  informaciones  sobre  personas  o  materias  de  las  que  hayan  tenido  cono- 
cimiento por  razón  del  sagrado  ministerio  (n.  7). 

Incorpora  a  sí  el  Concordato  la  letra  y  el  espíritu  de  los  can.  1755,  §  2, 
n.  1;  1757,  ^  3.  n.  2;  y  los  arts.  119-121  de  la  Instrucción  de  la  Sagrada  Con- 
gregación de  Sacramentos,  para  las  causas  de  nuhdad  de  matrimonio  (16). 
El  can.  1755  exime  de  la  obügación  de  responder  y  confesar  la  verdad  ante 
el  tribunal  eclesiástico  a  los  sacerdotes,  en  las  cosas  que  les  han  sido  ma- 
nifestadas por  razón  del  sagrado  ministerio,  aun  fuera  de  confesión.  De 
lo  sabido  por  confesión  sacramental  no  pueden  declarar,  aunque  el  peni- 
tente les  haya  dado  licencia  para  ello.  Más  aún,  no  pueden  recibirse,  ni 


06 >    15  ag.  1936;  Acta  Ap.  Sed..  28,  313. 


300 


EL  PRIVILEGIO  DEL  FUERO 


Siquiera  como  indicios  de  verdad,  las  cosas  oídas  por  cualquiera  y  de  cual- 
quier modo  con  ocasión  de  la  confesión  sacramental  (can.  1755,  §  3,  n.  2). 

Si  acerca  de  estas  cosas  fuere  interrogado  el  sacerdote,  podrá  encerrar- 
se en  un  absoluto  mutismo,  o  responder  al  juez:  no  sé  nada,  o  advertirle 
que  no  le  pregunte  de  esas  cosas  de  los  feligreses,  pues  es  el  párroco.  Muchas 
veces  esta  calidad  de  párroco  podrá  alegarla  el  sacerdote,  para  excusarse 
de  comparecer. 

344.  Penas  de  la  violación  del  privilegio  del  fuero.  En  el  Código  Ca- 
nónico este  delito  tiene  tres  grados,  según  la  dignidad  de  las  personas  vio- 
ladas; con  tres  grados  de  pena,  según  la  gravedad  del  delito  (can.  2341). 

1.  °  Es  gravísimo  delito  llevar  a  los  tribunales  laicales  sin  licencia  de 
la  Santa  Sede  a  los  Cardenales,  Legados  Pontificios,  Oficiales  Mayores  de  la 
Curia  Romana,  por  asuntos  de  su  cargo  y  al  Ordinario  propio.  Su  pena  es 
excomunión  latae  sententiae  especialmente  reservada  a  la  Santa  Sede. 

2.  °  Es  grave  emplazar  sin  licencia  de  la  Santa  Sede  a  cualquier  Obispo, 
aun  meramente  titular,  a  los  Abades  y  Prelados  nullius  y  a  los  Superiores 
supremos  de  religiones  de  derecho  pontificio.  Su  pena  es  excomunión  latae 
sententiae  simplemente  reservada  a  la  Santa  Sede. 

3.  ""  Menos  grave  emplazar  a  cualquiera  otra  persona  que  goza  del  privi- 
legio del  fuero.  Pero  en  medio  de  su  menor  gravedad,  ésta  crece  por  razón 
de  la  persona  que  comete  el  delito.  Por  eso  su  sanción  es  doble:  a)  para 
los  clérigos  que  sin  licencia  llevan  al  juez  civil  a  otros  clérigos,  suspensión 
de  oficio  latae  sententiae  reservada  al  Ordinario;  b)  para  los  laicos,  penas 
indeterminadas,  al  arbitrio  del  mismo  Ordinario,  según  la  gravedad  de  la 
culpa. 

Condiciones  para  incurrir  en  las  penas.  I.""  Que  se  lleve  a  los  aforados 
al  juez  laico,  como  reos.  Juez  se  entiende  la  persona  pública  con  jurisdic- 
ción para  conocer  y  fallar  las  causas  o  pleitos  jurídicos  en  el  fuero  conten- 
cioso, y  fallar  las  causas  o  pleitos  jurídicos  en  el  fuero  contencioso  o  crimi- 
nal. No  se  prohibe  ni  castiga  llevarlos  a  otras  autoridades  que  no  proceden 
por  vía  judicial,  sino  administrativa,  v.  gr.,  al  Gobernador  de  la  Provincia. 
Tal  es  la  doctrina  común  (17). 

2.  ^^  Que  se  los  lleve  en  nombre  propio  del  clérigo  demandado;  no  como 
tutores,  procuradores  o  representantes  de  otras  personas  que  no  gozan  del 
privilegio  del  fuero. 

3.  ^    Que  se  los  lleve  sin  licencia  de  la  autoridad  eclesiástica  competente. 

4.  ^  Que  el  desafuero  tenga  la  agravante  de  osadía  o  audacia  (siquis 
ausus  fuerit).  Es  decir,  que  el  delito  se  cometa  con  pleno  conocimiento  de 
la  ley  y  de  la  pena;  y  con  plena  libertad.  Cualquier  ignorancia  y  cualquiera 
intimidación,  excusa  de  las  penas  latae  sententiae,  cuales  son  en  nuestro 
caso  la  excomunión  y  la  suspensión  de  oficio.  No  así  de  las  otras  penas  in- 
determinadas contra  los  laicos,  que  llevan  a  los  clérigos  inferiores  al  tri- 
bunal secular.  Pero  aunque  el  delincuente  esté  excusado  de  las  penas  latae 
sententiae,  puede  ser  castigado  con  otra  pena  o  penitencia  (can.  2229,  §  4). 

Quiénes  incurren  en  estas  penas.  Los  demandantes  y  sus  cooperadores, 
sin  cuya  cooperación  no  se  cometería  el  delito,  v.  gr.,  los  procuradores  y 
abogados  (can.  2209,  2231). 

(17j    Wkhnz-Vidal,  VII,  453. 
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No  incurren  los  fiscales,  que  en  virtud  de  su  oficio  presentan  la  acusa- 
ción del  delito  o  la  demanda;  ya  que  obran  obligados  por  la  ley  civil.  Sin 
embargo,  si  ellos  por  iniciativa  propia  promueven  el  juicio,  en  causas  que 
aun  según  la  ley  civil  no  son  de  la  competencia  del  tribunal  laico,  creemos 
que  incurren  en  las  penas. 

No  incurren  los  jueces,  ya  que  ellos  no  llevan  al  tribunal  suyo  al  deman- 
dado, non  trahunt,  non  conveniunt,  sino  que  le  juzgan.  Repetidas  veces 
lo  declaró  el  Santo  Oficio  (1  febrero  de  1871,  23  enero  de  1886);  y  se  deduce 
de  la  respuesta  de  la  Comisión  de  Intérpretes,  26  abril  de  1948  (18),  según  la 
cual  para  incurrir  en  la  excomunión  o  suspensión  del  can.  2241,  basta  que 
el  demandante  presente  la  demanda,  no  se  requiere  que  el  juez  cite  al  reo, 
de  suerte  que  el  delito  de  desafuero  queda  ya  consumado  por  la  sola  pre- 
sentación de  la  demanda;  aunque  el  juez  no  la  admita,  ni  cite  al  reo. 

Hasta  aquí  el  derecho  canónico  común. 

¿Y  en  nuestro  derecho  concordado  quién  incurre  en  las  venas?  Distin- 
guiremos. En  las  causas  de  los  clérigos  superiores,  para  los  cuales  se  re- 
quiere licencia  de  la  Santa  Sede,  incurre  en  la  excomunión  el  demandante; 
ya  que  para  estas  causas  coincide  el  derecho  concordado  con  el  común. 

En  las  causas  de  los  clérigos  inferiores,  no  incurre  ni  el  demandante  ni 
el  juez.  No  el  demandante,  porque  la  notificación  de  la  demanda  al  Ordinario 
local  en  las  causas  contenciosas  ha  de  hacerla  el  juez,  no  el  demandante; 
y  la  licencia  para  juzgar  al  clérigo  en  causa  criminal  no  ha  de  pedirla  el 
demandante,  sino  el  juez.  Tampoco  incurre  en  las  penas  el  juez;  pues  ésta 
afecta  por  el  can.  2341,  no  al  juez,  sino  al  demandante,  como  queda  dicho. 

CAPITULO  XIX 

Concordato,  artículo  17 

EL  HABITO  ECLESIASTICO  Y  RELIGIOSO 

345.  El  can.  136,  §  1,  prescribe  que  todos  los  clérigos  lleven  decente 
hábito  eclesiástico,  según  la  costumbre  legitima  del  lugar  y  las  prescrip- 
ciones del  Ordinario  local. 

El  hábito  clerical  varía  en  las  distintas  regiones,  pero  en  todas  ha  de 
ser  tal  que  por  él  se  distinga  a  los  clérigos  de  los  laicos  o  seglares.  En 
España  es  el  traje  talar,  o  sotana  negra,  que  llega  hasta  los  tobillos. 

Asimismo,  el  can.  596  dispone  que  todos  los  religiosos  lleven  el  hábito 
propio  de  cada  religión. 

El  hábito  es  al  mismo  tiempo  distintivo  de  cada  clase,  y  custodio  de  la 
honestidad.  ¡A  cuántas  cosas  se  atreverían  los  clérigos  y  religiosos  si  no 
fuera  por  el  hábito! 

El  abandono  del  hábito  por  parte  de  los  clérigos  sin  causa  legitima  tiene 
graves  sanciones:  los  de  órdenes  menores,  que  por  propia  autoridad,  sin 
legítima  causa  abandonaran  el  hábito  eclesiástico  y  la  tonsura;,  y  después 
de  amonestados  por  el  Ordinario  no  le  reasumieran,  por  el  mero  hecho 

(18)    Acta  Ap.  Sed.,  40,  301. 
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decaen  del  estado  clerical  (can.  136,  §  3).  Los  de  órdenes  mayores  que  esto 
hicieren,  pierden  por'  el  mero  hecho  cualquier  oficio  eclesiástico  que  tuvie- 
ren (can.  188,  70);  además  serán  suspendidos  del  ejercicio  de  las  órdenes; 
por  íin,  si  tomaren  notoriamente  un  género  de  vida  ajeno  al  estado  clerical, 
y  amonestados  de  nuevo  no  se  enmendaren,  después  de  tres  meses  de  esta 
admonición  serán  castigados  con  la  pena  de  deposición  (can.  2379). 

Al  contrario  el  uso  indebido  del  hábito  eclesiástico  o  religioso  por  los 
seglares  no  tiene  pena  en  el  Código  canónico. 

Pero  a  su  vez  la  privación  del  hábito  eclesiástico  es  una  pena  canónica 
que  puede  imponerse  a  los  clérigos,  temporal  o  perpetua  (can.  2298,  n.  9,  11; 
2300,  2304);  la  privación  del  hábito  religioso,  aunque  no  está  explícitamente 
mencionada  entre  las  penas  canónicas,  también  puede  imponerse:  pues  la 
enumeración  de  las  penas  vindicativas  hecha  en  el  can.  2298  no  es  ta- 
xativa. 

Derecho  concordado.  Nuestro  Concordato  le  honra  y  le  protege  contra 
las  profanaciones  de  los  seglares  que  pretenden  usurparle,  o  burlarse  de  él, 
usándole. 

El  uso  del  hábito  eclesiástico  o  religioso  por  los  seglares,  o  por  aquellos 
clérigos  o  religiosos,  a  quienes  les  haya  sido  prohibido  por  decisión  firme 
de  las  autoridades  eclesiásticas  competentes,  está  prohibido;  y  será  casti- 
gado, una  vez  comunicado  oficialmente  al  Gobierno;  con  las  mismas  san- 
ciones y  penas  que  se  aplican  a  los  que  usan  indebidamente  el  uniforme 
militar  (art.  17). 

Según  la  ley  24  abr.  1958,  art.  3,  esta  pena  es  prisión  menor.  El  corres- 
pondiente texto  del  art,  17  del  Concordato  se  adiciona  casi  Üteralmente 
al  art.  324  del  Código  penal;  sancionándole  con  prisión  menor. 

En  algunos  Concordatos  modernos  también  se  sanciona  con  penas  seme- 
jantes al  uso  indebido  del  hábito  eclesiástico  y  religioso. 


CAPITULO  XX 

Concordato,  articulo  18 
POTESTAD  IMPOSITIVA  DE  LA  IGLESIA 

346.  La  Iglesia  puede  libremente  recabar  de  los  fieles  las  prestaciones 
autorizadas  por  el  derecho  canónico,  organizar  colectas  y  recibir  sumas  y 
bienes,  muebles  e  inmuebles,  para  la  prosecución  de  los  propios  fines 
(art.  18). 

En  términos  generales  expresa  la  facultad  impositiva  de  la  Iglesia  el 
can.  1496:  Tiene  la  Iglesia  derecho,  independiente  de  la  potestad  civil,  de 
exigir  a  los  fieles  lo  necesario  para  el  culto  divino,  para  la  honesta  sustenta- 
ción de  los  clérigos  y  otros  ministros,  y  para  las  demás  finalidades  propias 
de  ella. 

Tales  tributos  eran  por  ejemplo  los  diezmos  y  primicias,  hoy  suprimidos 
en  casi  todas  las  naciones.  En  España  los  abolió  primeramente  la  ley  de 
24-29  jul.  1837;  y  definitivamente  la  ley  de  31  ag.  1841;  abolición  canoni- 
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zada  implícitamente  por  el  Concordato  de  1851,  al  consignar  el  presupuesto 
del  clero  y  culto.  El  can.  1502  se  limita  a  decir  que  en  cuanto  al  pago  de 
los  diezmos  y  primicias  se  observen  los  estatutos  particulares  y  las  costum- 
bres laudables  en  cada  región.  Nada  impide  que  pudieran  restablecerse  en 
España;  pero  difícilmente  sería  eficaz  esta  imposición,  poco  adaptada  a 
los  tiempos  modernos. 

Pero  si  podrían  los  Obispos  imponer  otro  tributo,  si  fuese  necesario, 
como  en  tiempo  de  la  segunda  República,  pro  cultu  et  clero;  aunque  de 
hecho  en  general  no  le  impusieron  como  obligatorio;  ni  la  Santa  Sede  es 
partidaria  de  que  se  impongan  a  los  fieles  contribuciones  obligatorias;  como 
respondió  para  Francia  el  Cardenal  Merry  del  Val,  Secretario  de  San 
Pío  X  (1). 

Más  frecuentes  y  de  más  actualidad  son  las  colectas;  algunas  prescritas 
por  la  Santa  Sede,  como  para  los  Santos  Lugares,  el  Jueves  y  Viernes  Santo; 
para  las  Misiones  de  infieles:  otras  prescritas  por  los  Obispos,  como  la  pro 
Seminario.  También  los  párrocos  pueden  ordenar  colectas  para  diversos 
fines  parroquiales;  para  el  culto,  para  la  catcquesis,  para  los  pobres,  etc. 
(can.  415,  §  2,  5°;  630,  §  4),  aun  fuera  de  la  Iglesia. 

Asimismo  en  el  recinto  de  su  iglesia  o  sede  los  rectores  de  iglesias;  las 
asociaciones  piadosas.  Postularlas  de  puerta  en  puerta  no  pueden  las  pías 
asociaciones,  a  no  ser  que  lo  permitan  sus  estatutos  aprobados  por  la  auto- 
ridad competente;  o  lo  pida  la  necesidad,  y  entonces  con  licencia  del  Or- 
dinario local  (can.  691,  §  3,  4). 

A  los  particulares,  tanto  clérigos  como  seglares,  se  prohibe  recoger  limos- 
na de  puerta  en  puerta  para  cualquier  fin  piadoso  o  institución  eclesiás- 
tica; sin  licencia  de  la  Santa  Sede,  o  del  Ordinario  propio  y  del  Ordinario 
del  lugar  (can.  1503).  Podrán  hacerlo  por  mandato  o  en  nombre  del  Ordi- 
nario o  del  párroco.  La  cuestación  de  los  religiosos  se  rige  por  los  can.  621-24. 

A  esta  facultad  de  imponer  tributos  y  de  hacer  colectas  el  Estado  no 
pondrá  traba  alguna. 


CAPITULO  XXI 
Concordato,  artículo  19 

EL  ESTATUTO  ECONOMICO  DE  LA  IGLESIA 

La  capacidad  de  adquirir  y  poseer,  que  el  Concordato  reconoce  a  la 
Iglesia,  ¿cómo  se  concreta?  ¿Cuáles  son  las  fuentes  del  patrimonio  ecle- 
siástico, y  cuáles  convendría  que  fuesen? 

347.  Los  tributos.  Son  exacciones  que  la  autoridad  pública  impone 
a  los  subditos  para  cooperar  al  fin  de  la  sociedad. 

Se  clasifican  en  impuestos,  tasas  y  contribuciones.  Impuestos  son  las 
exacciones  tributarias  ordenadas  al  sostenimiento  de  los  servicios  públicos 


(1)    UAmi  dii  Clergé,  1920,  p.  188. 


304 


ESTATUTO  ECONÓMICO  DE  LA  IGLESIA 


en  general.  Tasas  o  derechos,  las  exacciones  impuestas  por  la  ley,  como 
consecuencia  de  un  , servicio  especial  en  favor  de  unos  u  otros  subditos, 
pedido  por  ellos  mismos,  como  los  derechos  de  estola.  Contribuciones,  las 
exacciones  requeridas  por  la  ley  por  la  prestación  de  un  servicio  público, 
que,  reclamado  o  no  por  los  particulares,  reporta  ventajas  especiales  a 
un  grupo  o  clase  de  personas;  por  ejemplo  el  arbitrio  por  arreglo  de  una 
calle.  Es  de  advertir  que  las  palabras  impuesto  y  contribución  y  derechos 
muchas  veces  se  emplean  indistintamente. 

Entre  los  impuestos  ocupan  el  primer  lugar  los  diezmos  y  primicias. 

348.  Diezmos  lo  define  Wernz  la  décima  parte  u  otra  parte  determi- 
nada de  los  frutos  o  ganancias  legítimas,  que  por  ley  eclesiástica  debe  pa- 
garse a  los  ministros  de  la  Iglesia,  por  el  culto  divino  y  ministerio  espiri- 
tual (2). 

Primicias  son  una  parte  de  los  primeros  frutos  de  la  tierra  y  de  los 
animales,  que  a  manera  de  tributo  eclesiástico  debía  entregarse  también 
a  los  ministros  de  la  Iglesia.  Oscilaba  entre  el  0,60  y  0,50  por  100. 

Diezmos  prediales  eran  los  que  gravaban  los  productos  de  la  tierra,  esto 
es,  los  de  la  agricultura  y  ganadería.  Personales  los  que  gravaban  las  ga- 
nancias de  la  industria  o  trabajo.  Los  prediales  se  cobraban  sobre  el  pro- 
ducto bruto,  sin  deducir  los  gastos  de  cultivo  o  producción.  Los  personales 
sobre  la  renta  o  ganancia  neta;  esto  es,  lo  que  quedaba  después  de  descon- 
tados todos  los  gastos.  Tal  desigualdad  irritante  no  es  fácil  de  explicar 
satisfactoriamente;  y  tanto  menos,  si  se  considera  que  hacia  el  año  1500, 
caen  en  desuso  los  diezmos  personales;  precisamente  cuando  los  Estados 
medievales  comienzan  a  ser  suplantados  por  el  Estado  moderno,  y  en  el 
orden  económico  adquiere  gran  expansión  el  comercio  y  el  dinero,  sobre 
todo  el  venido  de  América;  y  la  burocracia  o  el  empleo  de  letrados  y  mili- 
tares, cuyas  ganancias  quedaron  exentas  del  diezmo,  tal  vez  por  las  dificul- 
tades en  el  cálculo  de  la  base  de  percepción,  o  por  la  falta  de  organismos 
adecuados  para  la  recaudación. 

Con  esto  pesando  los  diezmos  por  entero  sobre  la  riqueza  agrícola,  se 
hicieron  insoportables;  y  su  abolición  se  convirtió  en  casi  todas  partes 
como  un  ideal,  realizado  por  la  Revolución  francesa,  y  recibido  con  general 
satisfacción  por  la  clase  labradora. 

349.  Los  diezmos  en  España.  Muchos  atribuyeron  la  institución  de- 
cimal a  un  precepto  divino,  otros  a  un  precepto  eclesiástico.  Esta  segunda 
sentencia  es  la  común  hoy  día. 

En  cuanto  al  origen  histórico,  es  dudoso  cuándo  comenzaron  en  la 
Iglesia.  Al  principio  parece  que  el  diezmo  fue  oblación  voluntaria,  pues  los 
Obispos  hasta  el  siglo  vi,  y  en  España  hasta  el  vii  y  viii  recomendaron, 
pero  no  mandaron  el  diezmo;  y  en  el  Oriente  se  prohibía  como  contribución 
forzosa.  Así  lo  prohibía  el  Código  de  Justiniano  1.  1,  t.  3,  de  Episc.  et  cleric, 
ley  39.  Según  otros  no  se  consideró  como  tributo  legal  hasta  el  siglo  xiii, 
o  sea,  hasta  el  Concilio  IV  de  Letrán  (a.  1215),  aunque  ya  antes  era  cos- 
tum^bre  autorizada,  y  muchos  Concilios  particulares  le  habían  prescrito. 

Los  Concilios  y  leyes  españolas  no  hablan  de  los  diezmos  hasta  el 
siglo  vil.  El  Fuero  Real,  lib.  1,  t.  5,  ley  4;  Las  Partidas,  part.  1,  t.  20,  ley  1 
y  2,  y  el  Ordenamiento  de  Alcalá,  hablan  del  diezmo  obligatorio,  por  ser  Có- 
digos posteriores  al  Concilio  Lateranense  IV. 


(2)    lus  Decretalium,  III,  211. 
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En  suma  lo  más  probable  parece  que  el  diezmo  en  España  no  tuvo  cuna 
fija;  pasó  del  uso  a  la  costumbre  y  de  la  costumbre  a  la  ley  (1). 

La  ley  de  29  de  julio  de  1837  suprimió  los  diezmos  y  primicias  y  todas 
las  prestaciones  emanadas  de  las  mismas,  y  después  de  algunas  variaciones 
quedaron  definitivamente  abolidos  por  R.  D.  de  1841. 

350.  Los  diezmos  en  el  Código  Canónico.  El  Código  Canónico  resu- 
me en  un  canon  de  tres  líneas  el  título  30  del  libro  3  de  las  Decretales,  con 
sus  35  capítulos.  Indicio  de  la  escasa  importancia  que  hoy  concede  el  dere- 
cho a  la  institución  de  los  diezmos.  "Por  lo  que  hace  al  pago  de  diezmos 
y  primicias  obsérvense  en  cada  región  los  estatutos  particulares  y  lauda- 
bles costumbres"  (can.  1502). 

No  renueva  aquí  el  legislador  el  derecho  general  de  la  Iglesia  a  los  diez- 
mos de  los  productos  de  la  tierra  o  de  la  industria  y  actividades  lucrativas 
de  los  fieles;  limítase  a  sancionar  el  derecho  particular  existente  en  cada 
región,  ya  legislativo  ya  consuetudinario.  Donde  tal  derecho  exista,  có- 
brense los  diezmos  y  primicias. 

¿Es  esta  una  obligación  de  exigirlos,  de  suerte  que  los  Prelados  deban 
exigirlos? 

Asi  parece  dada  la  expresión:  serventur,  guárdense;  no  dice:  servari 
possunt,  pueden  guardarse.  No  quiere  el  supremo  legislador  dar  una  norma 
universal,  pero  confirma  el  derecho  particular. 

Sin  embargo,  creemos  que  los  Prelados  podrían  abolir  el  impuesto  de 
diezmos  y  primicias  en  sus  diócesis,  si  lo  juzgasen  oportuno;  ya  que  al  con- 
firmar el  Código  ese  derecho  particular  diocesano,  no  le  eleva  a  deracho 
pontificio,  sino  que  le  deja  en  su  categoría  de  diocesano;  y  por  tanto  sujeto 
a  la  abolición,  si  el  Ordinario  la  decretara. 

¿Y  podría  el  Obispo  introducirle  donde  no  se  conservare  derecho  par- 
ticular de  exigir  diezmos  y  primicias? 

Parécenos  que  sí.  El  Código  al  decir  que  se  conserve  el  derecho  particu- 
lar existente,  no  prohibe  introducirle  donde  no  exista.  Es  cierto  que  mien- 
tras tal  ley  o  costumbre  no  se  introduzca,  podrán  los  subditos  negarse  a 
pagar  el  diezmo  que  se  les  quiera  exigir,  pero  no  se  les  quita  a  los  Prelados 
la  potestad  de  dar  una  ley  que  le  imponga;  ya  sea  una  ley  diocesana,  ya 
provincial,  ya  nacional. 

De  hecho  en  Méjico  y  Canadá  se  va  verificando  una  transformación  de 
los  diezmos  prediales,  que  conduce  a  la  nueva  creación  de  los  diezmos  per- 
sonales. En  el  Brasil,  Colombia,  Ecuador,  Estados  Unidos  e  Inglaterra  el 
sistema  de  dotación  de  la  Iglesia  tiende  hacia  los  diezmos  y  al  impuesto  (2). 

Los  sistemas  de  dotación  actualmente  en  uso  son: 

351.  1.°  El  patrimonio,  consistente  en  un  conjunto  de  bienes  inmue- 
bles o  valores  mobiliarios,  que  producen  renta.  Estuvo  en  vigor  hasta  nues- 
tros días  en  gran  parte  de  la  Europa  oriental  y  central,  donde  la  Iglesia 
poseía  predios  inmensos. 


(1)  Martín  Carramolino,  La  Igl.  de  Esp.  económicamente  considerada,  t.  1, 
pp.  227-44,  Madrid,  1850. 

(2)  PÉREZ  MiER,  Sistemas  de  dotación  de  ta  Iglesia.  Véase  El  Patrim.  Ecles., 
pp.  59-60.  Tere.  Semana  Cañón.,  1949. 
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Baste  este  dato:  en  el  Concordato  de  Polonia,  1925,  art.  24,  n.  5-9,  se 
establece  que,  para  mejorar  la  situación  económica  y  social  de  la  pobla- 
ción agrícola  y  fomentar  la  paz  cristiana,  la  Santa  Sede  consiente  que  el 
Estado  compre  a  los  beneficios  eclesiásticos  las  cantidades  de  tierras  ara- 
bles, que  excedan  para  cada  uno  de  15  a  30  hectáreas  por  parroquia  o  bene- 
ficio simple;  180  hectáreas  por  Cabildo;  de  180  por  mesa  episcopal,  y 
180  por  seminario,  escogiendo  estas  entidades  las  parcelas  con  que  han  de 
quedarse. 

Comprará  las  tierras  arables  de  las  casas  de  Ordenes  y  Congregaciones 
religiosas  y  sus  instituciones  de  beneficencia,  pudiendo  quedarse  cada  casa 
por  lo  menos  con  180  hectáreas  a  su  elección. 

A  raíz  de  la  primera  guerra  europea  (1919)  tuve  en  mis  manos  una  nota 
de  las  posesiones  pertenecientes  al  Arzobispo  de  Estrigonia,  Primado  de 
Hungría,  las  cuales  en  años  de  cosecha  regular  producían  de  tres  a  cuatro 
millones  de  coronas.  Esta  opulencia  mermó  considerablemente  con  la 
guerra. 

Hoy  a  consecuencia  de  la  segunda  guerra  mundial,  la  propiedad  terri- 
torial de  la  Iglesia  en  Yugoslavia,  Checoslovaquia,  Hungría  y  Polonia  ha 
sido  suprimida,  sin  indemnización. 

352.  2."  Ingresos  pertenecientes  a  la  Iglesia,  que  no  son  renta  de  in- 
muebles suyos  ni  intereses  de  valores  o  capitales.  Tales  son: 

a)  Las  oblaciones  voluntarias  de  los  fieles;  sistema  usado  en  Estados 
Unidos,  Inglaterra,  Irlanda,  Holanda,  Portugal  y  Francia.  En  Estados  Uni- 
dos, Inglaterra  y  Francia  va  revistiendo  cierto  carácter  de  impuesto  exi- 
gible.  En  Irlanda,  junto  con  las  oblaciones  voluntarias,  existe  cierto  im- 
puesto sobre  la  explotación  de  la  propiedad  rústica.  En  Holanda  el  Estado 
concurre  algo  a  la  dotación  del  clero  parroquial. 

b)  Las  tasas  o  derechos  de  arancel  por  la  prestación  de  ciertos  actos 
eclesiásticos  en  favor  de  los  fieles  que  los  piden.  Existen  en  todas  las  nacio- 
nes. Tales  son  los  derechos  de  estola  y  de  archivo. 

353.  S.""  Los  impuestos,  a)  Meramente  eclesiásticos,  sin  protección 
civil.  Sigúese  en  la  América  española  y  el  Brasil.  Tales  son  los  diezmos  y 
primicias,  bien  organizados  en  Méjico. 

b)  Impuestos  eclesiásticos  protegidos  por  el  Estado.  Método  observado 
en  el  Canadá. 

c)  Impuestos  para  la  Iglesia,  pero  organizados  y  recaudados  por  el  Es- 
tado. Es  el  sistema  de  los  Estados  germánicos.  Las  contribuciones  para  fines 
religiosos  se  establecen  en  forma  de  recargos  o  tasas  adicionales  a  los  im- 
puestos y  tasas  del  Estado,  y  las  pagan  los  individuos  adeptos  a  las  respec- 
tivas confesiones  religiosas. 

354.  4.«  Consignación  anual  en  los  presupuestos  del  Estado.  Nació 
en  el  Concordato  de  Napoleón,  1801,  como  consecuencia  de  la  desamortiza- 
ción de  los  bienes  de  la  Iglesia,  hecha  por  la  Revolución  francesa.  Estuvo 
vigente  en  Francia  hasta  la  ley  de  separación,  1905.  Se  aplica  en  Bélgica, 
Italia  y  España  y  gran  parte  de  América  española.  Tiene  su  origen  en  las 
desamortizaciones. 

355.  Sistema  preferido.  El  sistema  de  patrimonio  propiamente  dicho, 
o  sea,  de  un  cúmulo  de  bienes  productivos,  propiedad  de  la  Iglesia,  es  sis- 
tema clásico.  Pero  hoy  aboUdo,  es  difícil  restablecerle,  porque  se  necesitaría 
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poner  en  manos  de  la  Iglesia  una  masa  de  bienes  tal,  que  no  podría  sopor- 
tarlo la  economía  nacional. 

La  deuda  del  Estado  o  entrega  de  títulos  a  la  Iglesia,  de  un  interés  de- 
terminado. No  es  aceptable  como  fuente  única  o  casi  única,  exclusiva,  de 
la  dotación;  por  la  desvalorización  continua  de  la  moneda  y  el  aumento 
de  gastos. 

Además  si  los  títulos  son  intransferibles,  a  penas  si  hay  diferencia  de 
este  sistema  al  del  presupuesto  del  Estado;  y  un  cambio  de  régimen  polí- 
co  traería  semejantes  consecuencias.  Si  los  títulos  son  transferibles,  la 
enajenación  de  ellos  por  parte  de  la  Iglesia  causaría  trastornos  en  la  eco- 
nomía de  la  nación. 

El  presupuesto  del  Estado  tiene  sus  ventajas  sobre  los  demás  sistemas, 
acreditados  por  la  experiencia.  Pero  ofrece  estos  inconvenientes:  a)  Me- 
noscabo de  la  independencia  de  la  Iglesia.  El  Estado  puede  abusar  suspen- 
diendo las  temporalidades,  esto  es,  la  paga,  a  quien  le  disguste,  como  lo  ha 
hecho.  Además,  en  el  reparto  de  ciertas  cantidades  puede  haber  arbitra- 
riedad, no  asignándolas  a  quien  más  lo  necesita,  sino  según  la  amistad  o 
la  conducta  del  solicitante  para  con  el  Gobierno. 

b)  Falta  de  adaptación  a  las  necesidades  de  los  tiempos.  Así  en  España 
en  50  años  los  presupuestos  generales  del  Estado  han  crecido  en  propor- 
ción muchísimo  mayor  que  el  presupuesto  del  Ministerio  de  Justicia  para 
obligaciones  eclesiásticas. 

c)  Falta  de  educación  económica  del  pueblo.  Con  la  sensación  de  que 
a  la  Iglesia  ya  la  paga  el  Gobierno,  se  creen  los  fieles  exonerados  de  contri- 
buir al  sustento  de  ella. 

Las  tasas.  Es  hoy  una  de  las  principales  fuentes  de  ingresos  para  la 
Iglesia.  Son  las  tasas,  emolumentos  debidos  por  los  particulares  por  las 
funciones  que  ellos  solicitan  a  los  ministros  de  la  Iglesia;  derechos  de  estola 
por  bautismos,  bodas,  funerales,  certifi.cados,  etc. 

En  las  tasas  de  los  aranceles  parroquiales  suele  consignarse  un  pequeña 
parte  para  la  fábrica  de  la  Iglesia,  el  resto  es  para  los  ministros. 

Alguna  odiosidad  pueden  tener,  porque  tal  vez  los  fieles  las  consideran 
como  paga  o  precio  de  cosas  espirituales;  y  especialmente  los  derechos  de 
estola  negra,  por  la  ocasión  con  que  se  reciben,  a  saber,  las  defunciones. 

En  algunas  diócesis  se  ha  establecido  en  parte  el  sistema  de  igualas,  sa- 
tisfaciendo cada  familia  al  párroco  periódicamente  la  cantidad  determi- 
nada por  los  servicios  religiosos.  Esta  cantidad  determinada  debiera  propor- 
cionarse a  la  capacidad  económica  de  los  fieles,  no  tanto  a  la  solemnidad 
de  las  funciones  que  hayan  de  prestarse.  Con  esto  se  evitarían  lujos  exce- 
sivos, número  exagerado  de  sacerdotes  asistentes,  con  mengua  tal  vez  de  su 
sagrado  ministerio. 

Como  fuente  única  de  ingresos  no  puede  adoptarse. 

Los  impuestos.  Este  sistema  vigente  en  algunas  naciones  como  Cana- 
dá, y  hacia  el  cual  evolucionan  otras,  como  Estados  Unidos  y  Francia,  es 
aceptable. 

Tiene  en  España  la  dificultad  de  la  implantación,  por  no  estar  los  fieles 
acostumbrados  a  tales  impuestos;  la  dificultad  de  fijar  la  base  de  la  im- 
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posición;  y  la  dificultad  de  la  recaudación,  sobre  todo  si  el  Estado  no  apor- 
ta apoyo. 

Las  oblaciones  voluntarias.  Es  sistema  admitido  por  el  can.  1410  para 
la  dotación  de  los  beneficios,  y  usado  sobre  todo  en  los  Estados  Unidos.  De 
suyo  es  bueno,  donde  los  fieles  están  acostumbrados  a  dar  para  la  Iglesia. 
En  realidad  se  le  reviste  de  tales  cualidades  de  fijeza,  regularidad  y  deter- 
minación de  la  cuantía,  que  tiende  a  resultar  sistema  intermedio  entre  el 
impuesto  y  la  simple  limosna  o  donativo. 

En  España  se  usó  en  tiempo  de  la  República  la  suscripción  de  culto  y 
clero,  que  aunque  los  Obispos  no  solían  imponerla  como  obligatoria,  algu- 
nos la  urgían  un  tanto.  Además,  para  el  mismo  fin  se  hacían  otras  colectas, 
sobre  todo  en  las  iglesias. 

En  general  ninguna  de  las  fuentes  indicadas  ha  de  considerarse  como 
única:  la  dotación  congrua  de  la  Iglesia  ha  de  sacarse  de  varias  fuentes, 
si  bien  sea  una  la  predominante. 

356.  En  el  Concordato  español.  El  art.  19  propone  como  ideal  un 
patrimonio  o  suma  de  bienes  propiedad  de  la  Iglesia,  con  cuyas  rentas  se 
asegure  congrua  dotación  del  culto  y  clero. 

La  Iglesia  y  el  Estado  estudiarán  de  común  acuerdo  la  creación  de  un 
adecuado  patrimonio  eclesiástico,  que  asegure  una  congrua  dotación  del 
culto  y  clero  (n.  1). 

Labor  ardua.  Así  lo  reconoce  el  Generalísimo  Franco  en  su  Mensaje  a 
las  Cortes  antes  de  la  ratificación  del  Concordato:  "En  él  establecemos  el 
propósito  de  estudiar  de  común  acuerdo  la  creación  de  un  adecuado  patri- 
monio eclesiástico...  No  se  nos  ocultan  las  dificultades  que  entraña  su  reali- 
zación; pero  era  preciso  hacer  esta  declaración  de  principios...". 

Ya  Cánovas  del  Castillo,  siendo  Jefe  del  Gobierno,  se  mostró  partidario 
de  la  creación  del  patrimonio  eclesiástico.  Al  presentar  su  Ministro  de 
Hacienda  al  Congreso  el  presupuesto  de  1891-92  y  discutirse  allí  las  consig- 
naciones eclesiásticas,  recordó  Cánovas  en  un  discurso  cómo  el  Convenio 
adicional  de  1859,  había  estipulado  precisamente  esto:  que  el  Estado  y  la 
Iglesia  de  común  acuerdo  crearían  un  patrimonio  eclesiástico;  y  que,  por 
consiguiente,  si  aquello  se  hubiera  podido  empezar  a  realizar,  ya  no  habría 
necesidad  de  estas  consignaciones  eclesiásticas  en  el  Ministerio  de  Justicia, 
y  este  vidrioso  problema  político  habría  quedado  cancelado  y  resuelto  en 
forma  satisfactoria  para  ambas  potestades. 

La  dificultad  principal  es  la  enorme  cantidad  de  bienes  que  el  Estado 
tendría  que  poner  en  manos  de  la  Iglesia,  lo  cual  no  podría  soportarlo  la 
economía  nacional.  Una  partida  de  este  patrimonio  puede  ser  la  suma  de 
láminas  intransferibles  que  el  Gobierno  había  de  entregar  a  la  Iglesia  en 
permuta  de  los  bienes  eclesiásticos  usurpados,  al  tres  por  ciento  de  interés, 
a  tenor  del  Convenio-Ley  de  25  de  agosto  de  1859,  y  cuyos  intereses  desde 
entonces  acá  jamás  se  pagaron.  Estas  láminas  habrían  de  convertirse  en 
otros  títulos  de  la  Deuda  pública,  del  cuatro  por  ciento,  por  Orden  del 
Ministerio  de  Hacienda,  de  26  de  noviembre  de  1948.  Pero  ni  aun  desde  en- 
tonces se  habían  pagado  a  la  Iglesia  intereses. 

Por  fin,  el  artículo  16  de  la  ley  de  23  de  diciembre  de  1959,  de  Presu- 
puestos Generales  del  Estado  para  el  bienio  económico  1960-61: 
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"Se  autoriza  al  Ministro  de  Hacienda  para  proceder  a  la  conversión  de 
las  inscripciones  de  Deuda  consolidada  al  tres  por  ciento,  emitidas  por  per- 
mutación de  los  bienes  del  clero  y  monjas,  en  inscripciones  nominativas 
intransferibles  de  Deuda  Perpetua  Interior  al  cuatro  por  ciento,  por  un 
valor  nominal  equivalente  al  setenta  y  cinco  por  ciento  del  de  la  Deuda 
consolidada,  con  devengo  de  intereses  a  partir  de  l.*^  de  enero  de  1959,  a 
efectos  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  noveno  del  Convenio  aprobado  por 
ley  de  4  de  abril  de  1860." 

Por  fortuna  esta  disposición  está  ya  reducida  a  la  realidad:  la  conver- 
sión de  las  antiguas  láminas  del  tres  por  ciento  en  otros  títulos  nominati- 
vos intransferibles  del  cuatro  por  ciento,  está  hecha;  y  ya  están  pagando 
los  intereses.  Lo  cual  representa  una  buena  partida  para  la  economía  de 
la  Iglesia:  pues  solamente  las  láminas  de  la  diócesis  de  Sevilla  equivalen 
a  unos  cuarenta  millones  de  pesetas. 

La  lástima  es  que  como  muchos  de  aquellos  títulos  estaban  tan  confusos 
que  sólo  se  consignaron  el  nombre  de  la  diócesis  y  el  número  del  título  o 
finca  sin  consignar  la  persona  jurídica  a  que  pertenecía  la  finca  correspon- 
diente; ahora  muchos  de  los  nuevos  títulos  no  podrán  figurar  con  el  nombre 
de  su  verdadero  dueño,  parroquia,  etc.;  y  han  ido  a  parar  a  los  Obispados. 
Tal  vez  en  los  archivos  parroquiales  u  otros  pudieran  hallarse  documentos 
de  las  fincas  correspondientes  a  esos  títulos,  para  poderlos  reclamar  sus 
verdaderos  dueños. 

Como  dijimos,  estos  títulos  intransferibles,  pertenecientes  a  las  diócesis, 
pueden  ser  una  partida  para  la  constitución  del  patrimonio  eclesiástico,  a 
que  se  refiere  el  art.  19,  n.  1,  del  Concordato  actual.  Mientras  tanto  que  no 
se  logre  el  patrimonio  congruo,  en  sustitución  de  él  estipúlase  la  asignación 
de  una  adecuada  dotación  en  los  presuvuestos  anuales  del  Estado.  Como 
ha  venido  haciéndose  desde  el  Concordato  de  1851. 

357.  El  presupuesto  de  culto  y  clero  en  el  Concordato.  Mientras 
tanto,  el  Estado,  a  titulo  de  indemnización  por  las  pasadas  desamortiza- 
ciones de  bienes  eclesiásticos,  y  como  contribución  a  la  obra  de  la  Iglesia 
en  favor  de  la  nación,  le  asignará  anualmente  una  adecuada  dotación 
(art.  19,  n.  2,  §  1). 

Su  carácter.  En  el  mismo  texto  concordado  aparece  un  doble  carácter 
de  este  presupuesto:  primero,  carácter  de  indemnización  por  las  desamor- 
tizaciones de  los  bienes  eclesiásticos;  segundo,  carácter  de  subsidio  o  coope- 
ración a  la  obra  de  la  Iglesia,  tan  beneficiosa  para  la  nación.  Lo  cual  no 
es  exactamente  lo  mismo  que  retribución  por  prestación  de  servicio  público. 

Con  este  carácter  restableció  el  Jefe  del  Estado  por  ley  de  9  de  noviem- 
bre 1939  el  presupuesto  de  culto  y  clero,  suprimido  por  la  República:  como 
reparación  de  la  inicua  expoliación  que  los  Gobiernos  liberales  hicieron  del 
patrimonio  de  la  Iglesia;  como  muestra  de  adhesión  a  ella,  y  como  tributo 
de  justicia  y  gratitud  al  heroico  clero  español,  que  tantas  muestras  dio  de 
virtud  durante  la  Cruzada,  siendo  víctima  preferida  de  la  barbarie  roja. 

El  presupuesto  de  culto  i/  clero  se  estableció  ya  en  la  Constitución  de 
1837,  art.  11,  a  raíz  de  la  desamortización  de  Mendizábal,  para  remediar  la 
miseria  del  clero  y  de  las  iglesias.  "La  nación  se  obliga  a  mantener  el  culto 
y  los  ministros  de  la  religión  católica...".  Este  articulo  fue  reproducido  con 
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ligeras  variantes  en  el  art.  11  de  la  Constitución  de  1845;  en  el  14  de  la 
de  1856  (que  no  llegó  a  promulgarse),  en  el  21  de  la  de  1869,  y  en  el  11  de 
la  de  1876. 

En  todas  ellas  el  presupuesto  de  culto  y  clero  reviste  el  carácter  de  re- 
tribución por  un  servicio  público  social,  por  cuanto  en  ellas  se  declara  la 
religión  católica  la  religión  de  los  españoles. 

Aunque  en  estas  Constituciones  no  se  expresa  que  tiene  también  carác- 
ter de  compensación  debida  en  justicia,  por  no  querer  reconocer  la  usur- 
pación o  latrocinio;  es  indudable  que  reviste  carácter  de  compensación. 
Xegósele  el  Ministro  de  Justicia  de  la  segunda  República  Fernando  de  los 
Ríos  en  su  discurso  de  8  de  octubre  de  1931,  aíirmando  que  tal  presupuesto 
en  España  nunca  ha  obedecido  a  un  criterio  puramente  compensatorio, 
sino  que  se  ha  elaborado  como  un  presupuesto  de  servicio  público.  Y  como 
la  segunda  República,  laica,  suprimió  este  servicio  público  religioso,  en 
esto  se  apoyó  para  suprimir  el  presupuesto  de  culto  y  clero. 

Pero  en  verdad  tenía  el  carácter  de  compensación.  El  mismo  Mendizá- 
bal  reconocía  este  efecto  deplorable  de  la  desamortización:  el  tener  que 
asignar  una  pensión  al  clero.  Y  no  quiso  que  el  presupuesto  del  clero  fuese 
considerado  como  salario  de  unos  servidores  del  Estado. 

El  carácter  de  compensación  se  le  reconocieron  eminentes  políticos  libe- 
rales, como  Montero  Ríos,  que  en  el  proyecto  de  ley  de  dotación  de  culto 
y  clero  del  año  1871  explica  el  art.  21  de  la  Constitución  librecuUisía  del  69, 
con  estas  palabras:  "La  necesidad  de  indemnizar  a  la  Iglesia  de  los  bienes 
que  en  diversas  épocas  le  han  sido  expropiados  por  el  Estado,  es  el  funda- 
mento de  la  obligación  por  éste  contraída  de  mantener  el  culto  y  los  mi- 
nistros de  la  religión  católica".  Se  trata,  pues,  de  una  indemnización  por 
los  bienes  expropiados;  y  esta  indemnización  pesa  sobre  la  nación  o  el 
Estado,  no  sobre  un  sistema  de  gobierno. 

Así  lo  afirmó  Cánovas  del  Castillo  en  la  sesión  del  Congreso,  el  10  de 
mayo  1892:  "Procedía  que  la  Iglesia  recibiera  en  forma  de  deuda  pública, 
en  la  forma  más  sagrada  para  la  nación  española,  la  indemnización  que 
representa  el  capítulo  de  obligaciones  eclesiústicas^\ 

El  mismo  carácter  de  compensación  se  afirma  en  diversas  disposiciones 
legales:  Real  Decreto  15  en.  1875:  "Las  asignaciones  del  clero  no  son  la 
retribución  de  una  función  administrativa".  RR.  DD.  28  mar.  1879,  21  ag. 
1888:  Se  pagan  en  "subrogación  de  los  bienes  ocupados  a  la  Iglesia".  El 
título  mismo  de  Obligaciones  eclesiásticas,  con  que  se  la  rotula,  indica  que 
es  un  deber  de  justicia  con  la  Iglesia,  contraído  por  el  Estado. 

El  Concordato  de  1851  consagra  una  gran  parte  de  su  contenido,  desde 
el  art.  31  hasta  el  40,  a  la  dotación  del  culto  y  clero. 

358.  Supresión  y  restablecimiento  del  presupuesto.  La  Constitución 
de  la  segunda  República,  9  dic.  1931,  por  el  art.  26  condenó  a  muerte  en 
el  plazo  máximo  de  dos  años  la  dotación  de  culto  y  clero,  que  era  una  mez- 
quindad por  todos  conceptos:  mezquindad,  porque  significaba  una  nonada, 
en  comparación  de  lo  que  el  Estado  arrebató  a  la  Iglesia;  mezquindad,  por- 
que apenas  bastaba  para  cubrir  las  necesidades  más  perentorias  del  culto 
y  sus  ministros.  Dotación  debida  por  el  Estado  en  concepto  de  un  servicio 
público,  debido  a  la  mayoría  de  una  nación  católica;  debida  por  justicia, 
en  concepto  de  restitución;  debida  por  compromiso  solemne  con  la  Iglesia 
en  el  Concordato. 

El  poder  ejecutivo  ni  siquiera  le  concedió  aquel  plazo  de  dos  años,  para 
prolongar  su  agonía.  Ya  en  el  presupuesto  para  el  año  1932  se  suprimió 
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la  dotación  del  culto,  la  mitad  de  la  correspondiente  a  los  Prelados,  al 
clero  catedralicio  y  colegial,  y  todo  el  que  percibían  los  que  no  tenían  be- 
neficio en  propiedad.  El  golpe  de  gracia  dado  en  1933,  con  la  ley  de  Con- 
gregaciones, 2  de  junio,  remató  el  presupuesto  de  culto  y  clero. 

Nada  valió  el  apelar  a  los  sentimientos  de  humanidad  para  con  tantos 
sacerdotes  como  quedaban  por  puertas:  el  sectarismo  antirreligioso  no  tuvo 
entrañas. 

El  conocido  diputado  socialista  santanderino  Bruno  Alonso,  a  una  comi- 
sión de  sacerdotes  que  le  rogaba  su  apoyo  para  parar  el  golpe,  respondió: 
*'Es  una  injusticia  lo  que  tratan  de  hacer  con  ustedes.  Si  a  los  militares, 
que  son  instrumentos  de  guerra,  al  jubilarlos,  se  les  deja  su  pensión  para 
vivir;  cuánto  más  se  debía  hacer  esto  con  los  sacerdotes,  que  son  instru- 
mentos de  paz;  y  a  sacerdotes  encanecidos  en  el  cumplimiento  de  su  deber. 
Asi  que,  si,  en  cualquiera  parte  cuenten  con  mi  defensa.  ¡Ahora  que,  si  el 
partido  me  obliga  a  votar  en  contra,  no  tendré  más  remedio  que  dar  el  voto 
contrario ! " 

¡Cuántos  diputados,  como  D.  Bruno,  tuvieron  que  ahogar  en  la  Cámara 
los  sentimientos  de  su  corazón  y  las  voces  de  su  conciencia,  porque  el  par- 
tido lo  reclamaba! 

Unas  migajas  no  más,  cuatro  millones  y  medio  se  dejaron  para  repartir 
de  limosna  entre  los  párrocos  que  reuniesen  estas  dos  condiciones:  tener 
su  oficio  en  propiedad,  y  más  de  50  años  de  vida.  Repartida  esa  miseria 
entre  los  que  cumplían  estos  requisitos,  tocaba  a  cada  uno  la  enorme  suma 
de  quinientas  pesetas.  Y  esto  con  carácter  transitorio. 

El  Generalísimo  Franco,  por  ley  de  9  de  noviembre  de  1939,  restableció 
el  presupuesto  de  culto  y  clero;  y  el  art.  19  del  Concordato  le  ratifica. 

359.  Partícipes  del  presupuesto.  Menciónalos  el  mismo  articulo,  n.  2, 
^  1:  Esta  dotación]  comprenderá  en  particular  las  consignaciones  corres- 
pondientes a  los  Arzobispos  y  Obispos  diocesanos,  los  Coadjutores,  Auxilia- 
res, Vicarios  Generales,  los  Cabildos  Catedralicios  y  de  las  Colegiatas,  el 
clero  parroquial,  asi  como  las  asignaciones  en  favor  de  los  Seminarios  y 
las  Universidades  eclesiásticas,  y  para  el  ejercicio  del  culto. 

Pocas  cosas  se  innovan:  la  dotación  para  los  Obispos  Auxiliares  y  para 
los  Vicarios  Generales. 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  dotación  de  beneficios  no  consistoriales  y  a 
las  subvenciones  para  los  Seminarios  y  Universidades  eclesiásticas,  conti- 
nuarán en  vigor  las  normas  fijadas  en  los  respectivos  acuerdos  de  16  de 
julio  y  8  de  diciembre  de  1946  (n.  2,  §  2). 

El  Convenio  de  16  de  julio  sobre  provisión  de  beneficios  no  consistoriales 
se  refiere  a  la  provisión  de  las  dignidades,  canonjías  y  beneficios  menores 
de  los  Cabildos;  y  a  la  provisión  de  las  parroquias.  En  el  n.  9  dice:  El  Go- 
bierno español  conservará  las  dotaciones  señaladas  a  los  beneficios  objeto 
del  presente  Convenio,  en  la  cuantía  consignada  actualmente. 

Si  en  el  futuro  se  verificasen  cambios  notables  en  las  condiciones  eco- 
nómicas generales,  las  dotaciones  del  Gobierno  se  acomodarán  a  la  nueva 
situación,  en  medida  no  inferior  al  valor  real  de  las  asignadas  actual- 
mente (n.  2,  §  3). 

360.  El  Convenio  de  8  de  diciembre  de  1946  sobre  Seminarios  y  Uni- 
versidades eclesiásticas,  establece,  art.  2:  El  Estado  español  contribuirá,  con 
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arreglo  al  vresente  Convenio,  a  la  dotación  de  los  Seminarios  mayores  y 
menores  establecidos  en  armonía  con  las  prescripciones  de  Derecho  Canó- 
nico y  a  las  disposiciones  ejecutivas  del  Episcopado  español. 

Trátase,  pues,  de  los  que  antes  se  llamaban  seminarios  conciliares,  por 
ser  establecidos  conforme  a  las  disposiciones  del  Concilio  de  Trento  para 
la  formación  del  clero  secular.  Xo  de  otros  centros  de  estudios  eclesiásticos, 
que  tienen  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  e  Institutos  de  vida 
común  sin  votos  religiosos,  para  sus  propios  alumnos,  aunque  tales  cen- 
tros se  llamen  tal  vez  seminarios.  Bien  sería  que  a  los  colegios  para  la  for- 
mación eclesiástica  de  los  religiosos  mismos  se  los  equiparase  en  esto  a 
los  seminarios  diocesanos;  asi  como  se  los  equipara  en  cuanto  al  valor  de 
los  estudios. 

Art.  3.  El  Estado  español  contribuirá  a  la  dotación  de  un  Seminario 
menor  en  cada  diócesis,  por  los  siguientes  conceptos:  a)  Personal  direc- 
tivo y  docente,  hj  Gastos  de  conservación  y  reparaciones,  biblioteca  y 
material. 

En  el  art.  4  se  determinan  las  diócesis  en  que  ha  de  haber  Seminario 
mayor  dotado  por  el  Gobierno. 

En  el  art.  7  se  reconocen  las  Universidades  de  Estudios  Eclesiásticos  eri- 
gidas por  la  Santa  Sede;  y  se  promete  su  dotación. 

Al  fin  del  Convenio  se  contienen  tres  cuadros  donde  se  detallan  las  do- 
taciones de  los  Seminarios  y  Universidades. 

El  art.  8  advierte  que  su  cuantía  será  modificada  paralela  y  proporcio- 
nalmente  a  las  retribuciones  del  profesorado  similar  de  los  establecimientos 
docentes  del  Estado. 

Como  norma  general  para  todas  las  dotaciones  consignadas  en  el  art.  19 
del  Concordato,  establece  el  mismo  artículo  n.  2  y  3:  Si  en  el  futuro  tu- 
viese lugar  una  alteración  notable  de  las  condiciones  económicas  genera- 
les, dichas  dotaciones  serán  oportunamente  adecuadas  a  las  nuevas  cir- 
cunstancias, de  forma  que  siempre  quede  asegurado  el  sostenimiento  del 
culto  y  la  congrua  sustentación  del  clero. 

De  hecho  la  dotación  de  los  beneficios,  de  los  Seminarios  y  Universida- 
des se  ha  aumentado  desde  la  fecha  de  los  Convenios  mencionados.  Pero 
hoy  resulta  exigua. 

361.  Subvenciones  para  fines  eclesiásticos.  El  Estado,  fiel  a  la  tra- 
dición nacional,  concederá  anualmente  subvenciones  para  la  construcción 
y  conservación  de  templos  parroquiales  y  rectorales  y  seminarios;  el  fo- 
mento de  las  Ordenes,  Congregaciones  e  Institutos  eclesiásticos,  consagra- 
dos a  la  actividad  misional  y  el  cuidado  de  los  monasterios  de  relevante 
valor  histórico  en  España;  asi  como  para  ayudar  al  sostenimiento  del  Co- 
legio Español  de  San  José  y  de  la  iglesia  y  residencia  de  Monserrat  en 
Roma  CConcord.  art.  19,  n.  3). 

Tem.plos.  En  el  Concordato  de  1851,  art.  36,  el  Gobierno  se  obligó  a 
proveer  a  las  reparaciones  de  los  templos  y  demás  edificios  destinados  al 
culto.  Y  en  el  art.  13  del  Convenio-Ley  de  4  de  abril  de  1860  se  comprometió 
a  construir  a  sus  expensas  las  iglesias  que  se  considerasen  necesarias. 

Estas  disposiciones  en  la  mayor  parte  de  los  casos  hablan  sido  letra  muer- 
ta, por  ser  pequeñísima  la  cantidad  para  esto  destinada  en  los  presupuestos; 
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y  por  el  expediente  insoportable  que  para  conseguirlo  se  necesitaba.  Casi  el 
único  medio  eficaz  era  tener  un  personaje  influyente  en  el  Gobierno  que  se 
interesase  por  la  obra. 

No  poca  labor  ha  venido  realizando  el  nuevo  Estado  en  deshacer  los  en- 
tuertos de  la  República,  que  tantos  templos  destruyó  o  deterioró. 

Sobre  la  reconstrucción  de  templos  parroquiales  véase  la  Orden  del  Mi- 
nisterio de  Gobernación  10  de  marzo  1941,  Sal  Terrae,  1941,  p.  513.  Sobre 
el  cobro  de  subvenciones,  la  Instrucción  de  la  Junta  Nacional  de  Raparación 
de  Templos. 

Rectorales.  El  art.  19,  n.  3,  omite  el  nombre  casas,  contentándose  con 
decir  rectorales.  Podria  creerse  que  a  las  casas  rectorales  se  refiere,  o  sea 
a  las  destinadas  a  la  habitación  de  los  párrocos;  y  que  también  para  la 
construcción  y  reparación  de  casas  parroquiales  promete  subvención.  No 
es  así,  según  nos  ha  manifestado  persona  que  intervino  en  la  redacción 
de  este  texto.  Refiérese  a  los  templos  rectorales.  Asi  se  llaman  aquellas 
iglesias  que  no  son  parroquiales  ni  capitulares,  ni  anejas  a  comunidades 
religiosas  que  en  ellas  celebren  los  oficios  divinos  (can.  470).  Hubo  em- 
peño en  que  en  lugar  de  templos  rectorales  se  dijese  conventuales;  a  fin  de 
favorecer  a  tantas  iglesias  de  conventos,  verdaderamente  necesitadas;  pero 
no  se  admitió  la  enmienda.  De  todas  maneras,  no  se  excluye  que  el  Minis- 
terio de  Justicia  favorezca  también  a  estos  templos  conventuales  como 
lo  hace. 

Clases  pasivas.  El  Estado  prestará  a  la  Iglesia  su  colaboración  para 
crear  y  financiar  Instituciones  asistenciales  en  favor  del  clero  anciano,  en- 
fermo o  inválido.  Igualmente  asignará  una  adecuada  pensión  a  los  Pre- 
lados residenciales,  que  por  razones  de  edad  o  salud  se  retiran  de  su  car- 
go (n.  4). 

Como  se  ve,  para  las  subvenciones  prometidas  por  el  Estado  en  los  n.  3 
y  4,  del  art.  19,  no  se  señala  norma,  que  determine  su  cuantía;  quedándose 
a  las  posibilidades  y  a  la  buena  fe  del  Gobierno. 

CAPITULO  XXII 
Concordato,  articulo  19 

EXENCION  TRIBUTARIA  DE  LA  IGLESIA 
§  l.''   Derecho  de  la  Iglesia 

362.  Derecho  de  la  Iglesia.  Según  la  doctrina  tradicional,  la  Iglesia 
debe  estar  exenta  de  los  tributos  del  Estado;  no  por  privilegio,  condescen- 
dencia o  concesión  de  la  autoridad  civil,  sino  por  derecho  nativo  suyo,  por 
su  propia  naturaleza  de  sociedad  perfecta  de  derecho  divino. 

Pruébase:  1.°  Por  el  can.  1495,  §  1 :  La  Iglesia  y  la  Sede  Apostólica 
tienen  derecho  nativo  de  adquirir,  poseer  y  administrar  bienes  temporales, 
libre  e  independientemente  de  la  potestad  civil.  Ahora  bien,  ¿dónde  estaría 
esa  libertad  e  independencia,  si  de  derecho  debiera  estar  sujeta  a  las  leyes 
tributarias  del  Estado? 
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§  2:  Todas  las  personas  jurídicas  eclesiásticas  tienen  derecho  a  adquirir, 
retener  y  administrar  bienes  temporales  según  la  norma  de  los  sagrados 
cánones.  Pues  bien,  el  Código  Canónico  canoniza,  sí,  o  hace  suyas  las  leyes 
civiles  de  cada  nación,  en  cuanto  a  la  prescripción,  contratos,  etc.,  fuera 
de  algunas  excepciones;  pero  no  canoniza  las  leyes  tributarias  del  Estado, 
sobre  los  bienes  eclesiásticos;  en  ningún  lugar  establece  que  las  leyes  tri- 
butarias del  Estado,  afecten  a  los  bienes  de  la  Iglesia. 

2.°  Los  bienes  temporales,  cuando  pasan  al  dominio  de  una  persona 
moral  eclesiástica,  se  espiritualizan,  cambian  de  naturaleza  jurídica,  se 
convierten  en  eclesiásticos,  de  suerte  que  ya  no  están  sujetos  a  la  juris- 
dicción del  Estado.  Es  así  que  la  imposición  de  tributos  es  acto  de  juris- 
dicción estatal.  Luego  los  bienes  de  las  personas  jurídicas  eclesiásticas,  de 
derecho,  vi  iurisdictionis  statalis,  deben  ser  exentos  de  los  tributos  del 
Estado. 

363.  Doctrina  distinta.  En  la  tercera  Semana  Canónica  española,  cele- 
brada en  1949,  alguien  (1),  siguiendo  la  doctrina  de  Cavagnis  (2),  sostuvo 
las  siguientes  aserciones: 

1)  Los  bienes  de  la  Iglesia  no  estrictamente  necesarios  para  su  fin,  deben 
sujetarse  a  la  legislación  fiscal  del  Estado;  y  esto  formalmente  en  virtud  de 
la  ley  civil. 

2)  Los  que  ella  posee  como  sociedad  de  derecho  público  y  perfecta,  esto 
es,  los  bienes  necesarios  para  su  fin,  no  están  formalmente  sujetos  a  la  legis- 
lación fiscal  del  Estado;  pero  sí  deben  contribuir  al  sustento  de  los  servicios 
públicos  de  que  la  Iglesia  directamente  se  beneficia;  y  deben  contribuir 
con  verdadera  obligación  jurídica,  procedente  del  mismo  derecho  natural. 

3)  Los  bienes  de  la  Iglesia  especial  o  inmediatamente  destinados  al 
culto  divino,  deben  estar  exentos  de  la  tributación  estatal,  por  exigirlo  asi 
la  reverencia  debida  a  su  carácter  sagrado. 

4)  El  apreciar  qué  bienes  pertenecen  a  alguna  de  estas  clases,  corres- 
ponde a  la  Iglesia. 

Los  argumentos  que  alega  el  citado  autor  son : 

a)  El  Estado  es  sociedad  perfecta  de  derecho  natural,  cuya  autoridad 
por  el  mismo  derecho  natural  tiene  obligación  de  procurar  el  bien  común, 
y  por  tanto  para  esto  tiene  poder  de  exigir  a  los  súbditos  los  recursos  nece- 
sarios, por  medio  de  tributos  y  otros  gravámenes.  Luego  cuando  el  Estado 
señala  los  tributos  que  ha  de  pagar  cada  ciudadano,  no  hace  otra  cosa  que 
determinar  en  concreto  la  ley  natural,  que  obliga  a  todos  los  participantes 
del  bien  común  a  contribuir  a  él. 

La  Iglesia  está  sujeta  a  esta  ley,  no  en  cuanto  es  leg  civil,  sino  en  cuanto 
es  determinación  del  derecho  natural.  Puesto  que  también  ella  participa  de 
los  beneficios  que  procura  la  sociedad  civil. 

b)  Así  también  los  bienes  de  una  nación  sitos  en  otra  están  sujetos  a 
los  tributos  de  ésta. 

Respuestas:  a)  Se  advierten  en  las  aserciones  de  este  autor  ciertas 
incoherencias.  Por  una  parte  dice  que  los  bienes  de  la  Iglesia,  no  estricta- 
mente necesarios,  están  sujetos  a  la  legislación  fiscal  del  Estado,  aun  for- 
malmente, o  en  virtud  de  la  misma  ley  civil;  por  otra,  respondiendo  al 
P.  Wernz  (3),  que  afirma  que  no  puede  el  Estado  imponer  tributos  a  la  Igle- 
sia sin  el  asentimiento  de  ella,  dice  el  objetante  que  la  obligación  tribu- 
tarla de  la  Iglesia  nace  del  derecho  natural.  Y  en  la  conclusión  1.^.  La  Iglesia 

(1)  Manuel  González  Wvva,  en  El  Patrimonio  Eclesiástico.  Estudios  de  la  Ter- 
cera Semana  de  Derecho  Canónico,  págs.  191-216. 

C2)    InslUufiones  Inris  Piihlici  Ecclesiasíici,  vol.  1,  n.  192,  206  sigs. 
Ci)    íus  Decretalium,  1908,  vol.  3,  n.  146. 
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no  está  formalmente  sujeta  a  la  suprema  potestad  fiscal  del  Estado,  por- 
que ella  es  sociedad  soberana. 

t))  Dice  que  el  Estado  tiene  por  derecho  natural  potestad  de  exigir  tri- 
butos presisamente  a  los  subditos.  ¿Pero  es  la  Iglesia  subdita  del  Estado? 

c)  Añade  que  puede  imponerlos  a  los  bienes  de  otra  nación  sitos  en 
su  territorio.  Asi  es,  pero  porque  por  el  derecho  internacional  estos  bienes 
están  sujetos  a  las  leyes  de  la  nación  donde  radican.  Mas  los  bienes  ecle- 
siásticos están  espiritualizados,  sujetos  a  la  jurisdicción  de  la  Iglesia,  que 
es  sociedad  supranacional,  como  inculcó  Pío  XII  (4),  y  a  ninguna  nación 
es  extraña,  sino  que  tiene  jurisdicción  en  todo  el  mundo. 

d)  Las  leyes  tributarias  son,  si,  determinativas  del  derecho  natural; 
pero  lo  mismo  puede  decirse  de  las  otras  leyes  civiles;  las  cuales,  según  la 
doctrina  de  Santo  Tomás  son  determinativas  del  derecho  natural  (5).  Lue- 
go si  la  Iglesia  deberla  estar  sujeta  a  las  leyes  tributarias  del  Estado,  por 
ser  determinaciones  del  derecho  divino,  por  igual  razón  debería  estar  so- 
metida a  todas  las  leyes  estatales.  ¿Qué  católico  puede  aceptar  tal  con- 
clusión? 

Las  leyes  tributarias,  como  otras,  son  determinativas  del  derecho  na- 
tural. Pero  sólo  vara  los  propios  subditos. 

e)  La  Iglesia  disfruta  de  los  beneficios  que  el  Estado  proporciona  a  sus 
ciudadanos.  Pero  también  ella  fue  instituida  por  Dios  para  procurar  a  sus 
ciudadanos,  los  fieles,  bienes  de  orden  superior,  para  lo  cual  le  son  nece- 
sarios o  convenientes  bienes  temporales.  Más  aún,  por  su  fin  superior  y 
por  su  potestad  indirecta,  que  por  razón  de  este  fin  le  compete  sobre  el 
Estado,  puede  exigirle  tales  bienes,  si  es  preciso,  e  imponerle  tributos.  Por 
fin,  el  mismo  Estado  recibe  de  la  Iglesia  grandes  beneficios.  Todo  esto  ¿no 
prueba  la  exención  tributaria  que  de  derecho  debe  competer  a  la  Iglesia? 

/)  Estas  razones  y  respuestas  son  de  orden  general,  valen  para  la  exen- 
ción de  todos  los  bienes  necesarios  y  convenientes.  Ningún  autor  de  los  que 
sustentan  la  doctrina  tradicional  hace  distinción  entre  unos  y  otros. 

g)  Con  razón  dice  el  Sr.  González  Ruiz  que  a  la  Iglesia  compete  apre- 
ciar qué  bienes  le  son  necesarios,  qué  otros  útiles.  Mas  para  nuestra  cuestión 
no  interesa  tal  distinción,  puesto  que  unos  y  otros  deben  estar  exentos  de 
las  leyes  tributarias  del  Estado. 

Además,  si  el  Estado  respeta  este  juicio  de  la  Iglesia,  prácticamente  a 
nada  se  reduce  el  derecho  que  el  objetante  atribuye  al  Estado,  de  imponer 
tributos  a  la  Iglesia.  Porque  según  el  mismo  la  necesidad  ha  de  entenderse 
en  un  sentido  amplio:  se  extiende  no  sólo  a  los  bienes  absolutamente  nece- 
sarios, sino  también  a  los  convenientes.  Así  como  puede  el  Estado  imponer 
a  sus  subditos  tributos,  no  sólo  necesarios,  sino  también  útiles  al  bien 
común. 

h)  Por  fin,  si  se  reconoce  al  Estado  derecho  a  imponer  tributos  a  los 
bienes  de  la  Iglesia,  con  muchísima  frecuencia  abusaría  de  este  poder,  para 
ruina  de  la  Iglesia,  como  lo  prueba  la  experiencia. 

Algunos  distinguen  en  la  Iglesia  personas  de  derecho  público  y  privado. 
Las  de  derecho  público  de  derecho  son  exentas  de  los  tributos  estatales,  no 
así  las  de  derecho  privado. 

Í4)    Alocución  a  los  Cardenales,  20  feb.  1946;  AAS.  38,  142. 
(5:    Summa  Theologica,  1-2,  q.  95,  art.  2  y  4. 


316 


EXENCIÓN  TRIBUTARIA  DE  LA  IGLESIA 


Pero  tal  distinción,  admitida  en  el  derecho  civil,  aunque  es  bien  difícil 
determinar  en  concreto  qué  personas  son  de  una  u  otra  clase;  no  tiene 
lugar  en  la  Iglesia.  Todas  las  personas  morales  y  todos  sus  bienes  pueden 
decirse  de  derecho  público;  pues  la  misma  Iglesia  las  erige  y  para  un  fin 
religioso  o  caritativo  que  es  el  fin  de  la  Iglesia  misma  (can.  100,  ^  3). 

364.  Conclusión.  1."  Todos  los  bienes  eclesiásticos,  ya  necesarios  ya 
útiles,  de  derecho  deben  ser  exentos  de  las  leyes  tributarias  del  Estado, 
a  no  ser  que  la  Iglesia  consienta  en  la  tributación. 

2.  "  Bienes  superfluos  no  deben  existir  en  la  Iglesia;  pues  su  capacidad 
de  adquirir  y  poseer  está  limitada  por  la  necesidad  de  conseguir  conve- 
nientemente su  fin:  ad  fines  sibi  proprios  prosequendos.  Pero  a  ella  misma 
corresponde  juzgar  cuáles  son  superfluos,  y  disponer  qué  ha  de  hacerse, 
si  alguna  persona  moral  tuviera  bienes  superfluos.  No  es  quién  el  Estado 
para  apoderarse  de  ellos  o  gravarlos  con  tributos.  Por  ser  superfluos  no 
dejan  de  ser  bienes  eclesiásticos.  Y  los  que  son  superfluos  a  una,  pueden 
ser  necesarios  a  otra;  y  puede  la  Iglesia  por  su  dominio  alto  o  potestad  de 
jurisdicción,  como  suprema  administradora  de  todos  los  bienes  eclesiás- 
ticos, traspasarlos  de  una  persona  a  otra,  si  lo  juzgare  necesario  (can.  1518). 

3.  '^  Esta  exención  compete  de  derecho  a  los  bienes  de  la  Iglesia  Uni- 
versal y  a  los  de  cualesquiera  personas  morales  eclesiásticas.  Por  lo  demás 
la  Iglesia  Universal,  en  cuanto  tal,  apenas  poseerá  bienes  que  pertenezcan 
inmediatamente  a  su  propiedad. 

4.  °  Sin  embargo  la  Iglesia  en  algún  caso  puede  estar  obligada  por  de- 
recho natural  a  dar  al  Estado  algo  de  sus  bienes,  o  a  admitir  alguna  con- 
tribución, por  caridad  social,  equidad,  gratitud,  amistad,  o  prudencia.  Pero 
tal  obligación  no  es  jurídicamente  exigible  por  el  Estado,  como  de  justicia, 
a  no  ser  que  haya  sido  pactada  entre  las  dos  Sociedades  supremas. 

La  Iglesia  ciertamente  cumplirá  el  derecho  natural  que  la  obligue,  como 
lo  prueban  los  hechos  históricos.  Asi  en  tiempo  de  la  segunda  guerra  de 
Cuba  (1895-98),  la  Iglesia  española,  aunque  pobre,  contribuyó  con  una  parte 
de  la  asignación  del  clero  (15  por  ciento),  con  el  nombre  de  impuesto  volun- 
tario del  clero. 

b.""  Los  bienes  particulares  de  los  clérigos  y  el  patrimonio  privado  de 
cada  religioso  no  están  exentos  de  las  leyes  tributarias  del  Estado;  pueden 
estar  sujetos  a  ellas  aun  directamente,  aun  en  virtud  de  la  ley  civil;  pues 
no  son  bienes  eclesiásticos,  sino  laicales,  como  los  de  cualquier  ciudadano. 
Antiguamente  gozaban  de  inmunidad  tributaria;  pero  ésta  cesó  hace  mucho 
tiempo,  y  en  el  Código  Canónico  no  se  consigna.  Por  consiguiente  ya  no 
vige  (can.  6,  6.'). 

6.'^  Finalmente,  aunque  de  derecho  la  Iglesia  debe  estar  exenta  de  los 
tributos  del  Estado;  de  hecho  los  paga;  y  en  los  Concordatos  modernos  se 
estipula  qué  bienes  eclesiásticos  quedan  exentos  de  tributación. 

§  2.    Exención  tributaria  de  la  Iglesia  en  el  Concordato 

365.  En  el  Concordato  de  1953,  art.  20,  se  establece  como  norma  gene- 
ral la  sujeción  de  los  bienes  eclesiásticos  a  las  leyes  tributarias  del  Estado 
(n,  9).  Bienes  eclesiásticos  son  los  que  pertenecen  en  propiedad  a  una  per- 
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sona  moral  eclesiástica  (diócesis,  Cabildo  de  canónigos,  beneficios,  casas 
religiosas,  etc.)  (can.  1497,  §  1). 

Pero  se  consignan  ciertas  exenciones  de  tributos  de  índole  estatal  o 
local.  De  índole  estatal  son  los  tributos  que  impone  el  Gobierno  supremo 
de  la  nación,  v.  gr.,  la  contribución  territorial.  De  índole  local  los  que  im- 
ponen las  Diputaciones  Provinciales  y  los  Ayuntamientos,  conforme  a  la 
Ley  de  régimen  local,  17  jul.  1945.  Ley  articulada,  10  dic.  1950.  Véase  el  ex- 
tracto en  Sal  Terrae,  1951,  pp.  355-64.  Algunas  exenciones  alcanzan  tam- 
bién a  ciertos  bienes  que  no  son  propiamente  eclesiásticos  por  no  pertene- 
cer a  persona  moral,  sino  a  persona  física  eclesiástica.  Otras  se  reconocen 
a  ciertos  actos  o  funciones  eclesiásticas. 


I.    Bienes  inmuebles  exentos 

366.  1.  Gozarán  de  exención  de  impuestos  y  contribuciones  de  Índole 
estatal  o  local: 

a)  Las  iglesias  y  capillas  destinadas  al  culto;  y  asimismo  los  edificios 
y  locales  anejos  destinados  a  su  servicio  o  a  sede  de  asociaciones  católicas. 

Iglesias  son  edificios  sagrados,  destinados  primariamente  para  que  todos 
los  fieles  puedan  ejercitar  allí  públicamente  el  culto  divino  (can.  1161). 
Oratorio  público,  el  edificio  destinado  al  culto  divino,  no  primariamente 
para  todos  los  fieles,  sino  para  cierta  colectividad,  o  aun  para  una  familia 
o  persona  particular,  mas  con  derecho  comprobado  de  asistir  todos  los 
fieles  a  él.  por  lo  menos  en  tiempo  de  los  divinos  oficios.  Semipúhlico,  el 
erigido  para  cierta  comunidad  o  grupo  de  fieles,  sin  derecho  de  los  demás 
para  asistir  a  él  (v.  gr.,  el  oratorio  interno  de  un  colegio,  cárcel,  hospi- 
tal, etc.).  Privado  el  erigido  en  casa  particular,  sólo  para  alguna  familia 
o  persona  (can.  1188);  también  las  capillas  de  los  panteones  particulares 
en  los  cementerios. 

Como  la  ley  concordada  no  distingue,  tampoco  nosotros  distinguiremos: 
todas  las  iglesias  y  capillas  destinadas  al  culto,  se  entiende  católico,  están 
exentas  de  tributación. 

Si  el  oratorio  es  una  estancia  de  la  casa,  creemos  que  seguirá  la  suerte 
de  ésta,  como  parte  de  ella;  si  es  edificio  distinto,  gozará  de  la  exención. 

Locales  anejos  se  entienden  las  dependencias,  para  guardar  el  mobilia- 
rio, para  ciertas  juntas  de  sacerdotes,  cofradías  allí  establecidas,  etc. 

b)  La  residencia  de  los  Obispos,  de  los  canónigos  y  de  los  sacerdotes  con 
cura  de  almas,  siempre  que  el  inmueble  sea  propiedad  de  la  Iglesia. 

Entendemos  que  se  incluyen  en  la  exención,  no  sólo  el  palacio  episco- 
pal, donde  ordinariamente  reside  el  Prelado,  sino  también  otra  casa  del 
obispado  destinada  a  residencia  veraniega. 

Sacerdotes  con  cura  de  almas  se  entienden  además  de  los  párrocos  y  los 
que  bajo  este  nombre  vienen  en  el  derecho,  los  coadjutores  de  parroquia, 
que  a  veces  tienen  casa  coadjutorial;  la  cual  estará  exenta  de  tributación  lo 
mismo  que  la  rectoral. 

Esta  interpretación  nos  parece  apoyada  por  el  art.  14  del  Convenio  de 
5  de  agosto  de  1950,  sobre  la  jurisdicción  castrense  y  servicio  militar  de  los 
clérigos  y  religiosos:  "En  los  casos  de  movilización  general  por  causa  de 
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guerra  quedarán  exceptuados  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  milita- 
res los  sacerdotes  que  tengan  cura  de  almas.  Se  consideran  tales  los  Ordina- 
rios, los  párrocos,  los  vicepárrocos  y  los  rectores  de  iglesias  abiertas  al 
culto".  Ahora  bien,  vicepárrocos  son  los  mismos  que  en  el  cap.  10,  tit.  8,  lib.  2 
del  Código  Canónico  se  intitulan  de  Vicariis  paroecialibus  (c.  471-78),  entre 
los  cuales  se  comprenden  los  coadjutores  (vicarii  cooperatores,  c.  476). 

Así,  pues,  gozan  de  plena  exención  las  casas  rectorales;  y  las  coadjuto- 
riales  o  destinadas  a  la  habitación  de  los  coadjutores.  Y  gozan  de  la  exen- 
ción, aunque  se  arrienden.  Pues  el  Real  Decreto  11  mar.  1843,  art.  4,  declaró 
que  la  casa  rectoral  no  pierde  su  carácter  de  parroquial  y  sus  privilegios, 
porque  se  arriende.  El  Concordato,  al  establecer  esta  exención,  no  pone 
cláusula  restrictiva  en  el  sentido  de  que  no  goce  de  ella,  si  produce  renta; 
como  se  pone  en  el  mismo  art.  20,  /). 

Mas  es  preciso  que  sea  propiedad  de  la  Iglesia,  no  de  particulares.  Si 
no  está  inscrita  en  el  registro  de  la  propiedad,  pida  el  párroco  su  inscrip- 
ción como  casa  rectoral  o  coadjutorial. 

c)  Los  locales  destinados  a  oficinas  de  la  Curia  diocesana  y  a  oficinas 
parroquiales. 

Aquí  no  se  pone,  como  en  la  letra  b),  la  condición  de  que  esos  locales 
sean  propiedad  de  la  Iglesia.  Parece  obvio  que  así  se  entienda,  puesto  que 
se  trata  en  todo  el  art.  20  de  los  bienes  eclesiásticos  que  gozan  de  exención 
tributaria;  y  si  esos  locales,  no  son  propiedad  de  la  Iglesia,  no  son  bienes 
eclesiásticos. 

Sin  embargo,  si  alguien  pretendiese  extender  la  exención  a  edificios  o 
locales  cedidos  gratuitamente  en  uso  para  tales  oficinas,  no  rechazaríamos 
tal  interpretación;  pero  creemos  que  difícilmente  la  admitirán  los  funcio- 
narios del  fisco. 

d)  Las  Universidades  eclesiásticas  y  los  seminarios  destinados  a  la  for- 
mación del  clero. 

Trátase  aquí  de  los  seminarios  para  la  formación  del  clero  secular;  no 
se  incluyen  bajo  esta  letra  las  llamadas  escuelas  apostólicas,  o  centros  pre- 
paratorios para  ingreso  en  el  noviciado  de  las  religiones,  aunque  tales  cen- 
tros también  se  llamen  a  veces  seminarios  menores;  pero  éstas  están  com- 
prendidas en  la  exención  de  las  casas  religiosas. 

En  la  exención  se  comprenden  los  seminarios  mayores  y  menores,  aun- 
que haya  varios  en  una  misma  diócesis.  Seminarios  menores  consideramos 
también  las  preceptorías  legítimamente  constituidas  por  el  Prelado  dioce- 
sano. Siempre  que  funcionen  en  edificio  propiedad  de  la  Iglesia.  Tal  edi- 
ficio le  juzgaríamxos  exento  de  tributación  (1). 

e)  Las  casas  de  las  Ordenes,  Congregaciones  e  Institutos  religiosos  y 
seculares  canónicamente  establecidos  en  España. 

Ordenes  son  las  religiones  de  votos  públicos  solemnes;  Congregaciones, 
las  de  votos  públicos  simples.  Institutos  religiosos  en  sentido  impropio  se 
entienden  aquí  aquellas  sociedades  de  vida  de  comunidad  que  imitan  a  las 
religiones,  pero  sin  votos  públicos.  Institutos  seculares,  las  sociedades  de 
estado  canónico  de  perfección  que  viven  en  el  siglo  sin  vida  de  comunidad. 
V.  gr.:  el  Opus  Dei,  las  Teresianas. 


(1)    Regatillo,  Iiislil.  Iiir.  Can.,  II,  229. 
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/)  Los  colegios  u  otros  centros  de  enseñanza  dependientes  de  la  jerar- 
quía eclesiástica,  que  tengan  la  condición  de  benéfico- docentes.  Tales  po- 
drán ser  las  escuelas  parroquiales. 

Esta  condición  ha  de  ser  declarada  por  el  Ministro  de  Educación  previo 
expediente. 

Dependientes  de  la  Jerarquia  eclesiástica,  entendemos  aun  los  exentos 
de  la  jurisdicción  episcopal,  y  sujetos  a  la  jurisdicción  de  los  Superiores  reli- 
giosos exentos.  Pues  por  tal  exención  no  dejan  de  depender  de  la  Jerarquia 
eclesiástica;  del  Papa  que  es  el  Supremo  Jerarca,  y  de  los  Superiores  reli- 
giosos exentos,  que  en  las  religiones  clericales  constituyen  uno  o  varios  gra- 
dos de  verdadera  jerarquía  de  jurisdicción,  y  son  en  rigor  Prelados  eclesiás- 
ticos (can.  110). 

En  las  letras  e)  y  /)  se  distinguen  las  ca^as  de  las  Ordenes,  etc.,  y  los  co- 
legios... dependientes  de  la  Jerarquía.  Casas  es  nombre  genérico,  designa 
cualesquiera  edificios  destinados  a  la  habitación  de  una  comunidad  reli- 
giosa, etc.  Por  tanto  comprende  también  los  colegios  de  enseñanza.  Así  se 
entiende  la  palabra  domus  religiosa  en  el  Código  canónico,  lib.  2,  p.  2,  De 
religiosis.  Según  esto,  parece  que  debieran  gozar  de  exención  tributaria 
los  colegios  de  los  religiosos,  aunque  no  estén  declarados  benéfico-docentes, 
ya  que  en  la  letra  e)  no  se  pone  esta  condición.  Sin  embargo  otra  es  la  inter- 
pretación práctica  que  se  aplica  a  los  colegios  de  los  religiosos. 

Dsl  mismo  modo,  si  atendemos  a  la  letra  del  artículo  concordado,  otros 
centros  de  enseñanza  no  religiosos,  pero  dependientes  de  la  Jerarquía  ecle- 
siástica, como  escuelas  parroquiales,  colegios  episcopales,  no  disfrutarán 
de  esta  exención,  si  no  tienen  la  condición  de  benéfico-docentes. 

Bienes  accesorios.  "Están  comprendidos  en  la  exención  los  huertos,  jar- 
dines y  dependencias  de  los  inmuebles  arriba  enumerados,  siempre  que  no 
estén  destinados  a  industria,  o  a  cualquier  otro  uso  de  carácter  lucrativo" . 

Por  consiguiente  los  atrios  o  campos  de  las  iglesias  destinados  a  pro- 
cesiones, Víacrucis  u  otros  actos  de  culto,  a  espera  de  la  gente,  etc.;  los 
huertos  rectorales,  o  finca  destinada  a  la  comodidad  y  recreo  del  párroco; 
las  huertas  de  los  conventos,  que  caen  dentro  del  recinto  de  la  clausu- 
ra, etc.  De  algunos  locales  podrá  dudarse. 

Conviene,  pues,  que  en  el  registro  de  la  propiedad  se  inscriban  las  casas 
y  huertos  rectorales,  haciendo  notar  la  condición  de  tales. 

Hasta  aquí  las  exenciones  tributarias  reales,  que  afectan  a  bienes  in- 
muebles. 

Están,  pues,  exentos  los  bienes  mencionados:  1.°  de  la  contribución  te- 
rritorial; 2.''  del  impuesto  de  plus  valia,  o  aumento  de  valor  por  efecto  de  las 
obras,  instalaciones,  o  servicios  municipales;  3.°  del  impuesto  por  dichas 
obras,  etc.,  que  los  beneficien  especialmente  a  ellos,  aunque  no  aumenten 
de  valor,  tales  sdh  apertura  de  calles  y  plazas,  instalación  de  parques,  jar- 
dines y  paseos,  construcción  y  reparación  de  alcantarillas,  pavimentación 
de  calles  y  plazas,  alumbrado  público,  plantación  de  arbolado,  etc.;  4.°  del 
impuesto  por  incremento  del  valor  de  los  terrenos  en  un  tiempo  determina- 
do; 5.°  del  arbitrio  sobre  los  solares  edificados  o  por  edificar,  etc.;  6.°  de 
otros  cualesquiera,  como  el  impuesto  sobre  bienes  de  personas  jurídicas. 
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.  II.  —  Bienes  muebles  exentos 

367.  Gozarán  igualmente  de  tal  exención  tributaria: 

a)  Los  objetos  destinados  al  culto  católico.  No  pagarán,  por  ejemplo, 
derecho  de  aduanas,  según  opinamos. 

Como  objetos  de  culto  consumibles  creemos  deben  considerarse  exen- 
tos: el  vino  para  misas;  el  aceite  para  la  lámpara,  la  cera,  el  alumbrado 
eléctrico  de  la  iglesia,  etc.  Por  tanto  el  recargo  que  hace  la  empresa  eléc- 
trica, como  impuesto  del  Estado  o  del  municipio,  parece  que  no  debiera 
exigirse  a  los  templos.  Asi  en  principio ;  en  realidad  no  se  los  exime ;  y  es  ra- 
zonable que  la  Iglesia  lo  consienta,  por  las  complicaciones  que  traería  el 
descuento,  v.  gr.,  para  la  contabilidad  de  la  empresa  eléctrica  y  de  la  Hacien- 
da. Aparte  de  los  fraudes  a  que  esta  exención  se  prestaría. 

t))  Asi  como  la  publicación  de  las  instrucciones,  ordenanzas  y  cualquier 
otro  documento  de  las  autoridades  eclesiásticas  competentes,  referentes  al 
gobierno  espiritual  de  los  fieles  y  también  su  fijación  en  los  sitios  de 
costumbre. 

368.  Del  timbre  del  Estado  nada  se  dice  expresamente  en  el  Concor- 
dato. El  Reglamento  de  la  Ley  del  Timbre,  22  jun.  1956,  exime  la  propaganda 
del  culto  católico  (art.  122,  6.").  En  cambio  sujeta  a  él  los  documentos  ex- 
pedidos por  las  autoridades  eclesiásticas,  las  actas  de  consentimiento  para 
el  matrimonio,  los  certificados  de  bautismo,  confirmación,  matrimonio,  de- 
función; fe  de  vida,  domicilio,  residencia,  estado,  etc.  (art.  156). 

Según  las  sabias  apreciaciones  de  D.  Gabriel  del  Valle,  abogado  del 
Estado,  inspector  de  los  servicios  del  Ministerio  de  Hacienda;  algunas  de 
estas  imposiciones  están  justificadas;  bien  por  referirse  a  actos  civiles  (pago 
de  dotaciones  o  haberes);  bien  porque  el  documento  ha  de  utilizarse  en  la 
vida  civil  (certificados  o  testimonios);  bien  porque  cierto  acto  puede  docu- 
mentarse ante  autoridad  eclesiástica  o  civil  (actas  de  consentimiento  para 
el  matrimonio).  Pero  otras  no  tienen  razón  de  ser,  por  referirse  a  actos  in- 
ternos de  la  sociedad  eclesiástica  (2).  Es  decir,  que  los  documentos  pura- 
mente eclesiásticos,  que  no  han  de  tener  efectos  civiles,  no  es  razón  que 
estén  sujetos  al  timbre  del  Estado.  En  este  sentido  es  razón  que  se  interpre- 
ten y  apliquen  las  disposiciones  de  la  ley  del  timbre.  Pero  sería  deseable 
una  declaración  del  Gobierno,  para  evitar  dudas  y  conflictos  con  los  inspec- 
tores del  timbre. 

El  cap.  6  del  tit.  I  del  Reglamento,  bajo  el  cual  cae  el  art.  156,  se  ro- 
tula: Documentos  relativos  al  registro  civil.  Ni  en  este  capítulo  ni  en  nin- 
gún otro  se  mencionan  expresamente  los  documentos  del  registro  eclesiás- 
tico: bautismos,  etc.;  pero  en  el  n.  156  se  dice:  Los  documentos  expedidos 
por  las  autoridades  eclesiásticas  se  reintegrarán  en  la  forana  y  cuantía  que 
corresponda  a  los  de  carácter  civil,  que  tengan  análoga  finalidad.  No  es 
muy  clara  la  expresión;  pero  de  aquí  es  obvio  concluir  que  los  documentos 
del  registro  eclesiástico  no  deben  llevar  timbre,  sino  cuando  hayan  de  exhi- 
birse para  efectos  civiles. 

Asimismo,  el  cap.  2  del  tit.  II  se  titula:  Documentos  y  actuaciones  de  di- 
versas jurisdicciones.  En  el  art.  163  se  impone  el  timbre  arriba  indicado  a 

2)  El  jxitrimonio  eclesiástico.  Estudios  de  In  Tercera  Semana  de  Derecho  Ca- 
nónico, 1949,  p.  241. 
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las  actuaciones  de  los  tribunales  eclesiásticos.  Creemos  que  esto  ha  de  en- 
tenderse solamente  cuando  hayan  de  producir  efectos  civiles.  Esto  es  lo 
conforme  al  art.  20  del  Concordato:  "Gozarán...  de  total  exención  tribu- 
taria... y  cualquier  otro  documento  de  las  autoridades  eclesiásticas  compe- 
tentes referente  al  gobierno  espiritual  de  las  almas...". 

3.    Están  igualmente  exentos  de  todo  impuesto  o  contribución: 

369.  a)  Las  dotaciones  de  culto  y  clero,  a  que  se  refiere  el  art.  19.  Se 
percibirán  íntegras. 

Compréndese  también  las  dotaciones  de  las  universidades  y  seminarios. 
Pues  se  mencionan  en  el  citado  artículo  19.  Tal  es  la  interpretación  prác- 
tica dada  por  el  mismo  Gobierno. 

Así  desaparece  el  llamado  impuesto  voluntario  del  clero,  que  como  vo- 
luntario comenzó  a  fines  del  siglo  pasado,  para  subvenir  al  coste  de  la  gue- 
rra de  Cuba,  y  luego  de  hecho  continuó  como  forzoso  hasta  nuestros  días. 
Desaparece  el  impuesto  de  utilidades,  en  cuanto  a  estas  dotaciones. 

Los  capellanes  del  Cuerpo  de  prisiones  instaron  al  Gobierno  que  a  sus 
haberes  se  les  eximiera  de  todo  impuesto  o  contribución,  en  virtud  del  Con- 
cordato art.  20,  n.  3.  Por  Orden  del  Ministerio  de  Hacienda,  6  jul.  1955,  les 
fue  respondido:  1.°  La  exención  concedida  por  el  n.  3  del  art.  20  del 
Concordato,  de  todo  impuesto  o  contribución  sobre  las  dotaciones  de  culto 
y  clero,  a  que  se  refiere  el  art.  19,  afecta  únicamente,  en  cuanto  a  percepcio- 
nes de  carácter  personal,  a  los  haberes  de  las  clases  eclesiásticas  que  se 
satisfacen  con  cargo  a  los  presupuestos  del  Estado,  y  que  se  sometían  al 
descuento  del  donativo  del  clero  v  monjas,  según  el  Real  Decreto  de  3  ene- 
ro 1928. 

2.°  A  los  haberes  que  con  cargo  a  dichos  presupuestos  perciban  los  fun- 
cionarios del  Cuerpo  de  capellanes  de  prisiones  se  les  aplicará  la  tarifa  pri- 
mera de  utilidades,  del  Decreto-Ley  15  dic.  1927,  e  instrucción  8  may.  1928, 
debiendo  someterse  a  los  tipos  del  art,  2.°  de  la  ley  16  dic.  1954;  y  cuando 
asi  proceda,  al  señalado  en  el  art.  3.°,  que  determina  la  forma  de  gravamen 
de  utilidades  eventuales. 

Creemos  que  otro  tanto  deberá  decirse  de  los  haberes  del  clero  castrense, 
de  los  capellanes  de  hospitales,  etc. 

b)    Goza  de  exención  total  el  ejercicio  del  ministerio  sacerdotal. 

No  pagarán,  pues,  tributos  los  ingresos  de  los  sacerdotes  por  los  actos 
propios  de  su  ministerio  sacerdotal,  como  los  derechos  de  estola,  los  esti- 
pendios de  misas,  de  predicación,  etc.  Lo  mismo,  por  paridad  de  razón  di- 
ríamos de  los  ingresos  de  los  diáconos,  subdiáconos  y  otros  clérigos.  Pero 
no  juzgamos  exentos  de  tributación  los  ingresos  de  otros  ministerios,  que 
aunque  ejercidos  por  sacerdotes,  y  con  fines  apostólicos,  igualmente  pue- 
den ser  ejercitados  por  seglares;  comos  los  ingresos  por  conferencias  cien- 
tíficas, publicación  de  libros,  aun  religiosos,  etc. 

370.  Y  los  notarios  eclesiásticos  ¿estarán  exentos  de  contribución  por  el 
ejercicio  de  su  profesión  notarial? 

Por  lo  común  no  la  pagan.  Pero  en  alguna  diócesis  el  funcionario  de 
Hacienda  la  exige,  apoyado:  a)  en  que  el  desempeño  del  cargo  notarial  no 
es  ejercicio  de  ministerio  sacerdotal,  puesto  que  aquel  cargo  pueden  de- 
sempeñarle los  seglares;  b)  en  las  tarifas  vigentes  de  la  contribución  in- 
dustrial se  consignan. 

Parécenos  sin  embargo  que  es  equitativo  reconocer  la  exención  a  los 
notarios  eclesiásticos.  Pues:  a)  Tal  es  la  práctica  común,  que  es  la  mejor 
intérprete  de  las  leyes.  Consiieliido  est  óptima  legiim  interpres  (can.  29). 
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b)  Aunque  el  cargo  de  notario  eclesiástico  pueden  ejercerle  los  seglares, 
esto  es  por  excepción,  a  falta  de  eclesiásticos  (can.  373,  §  3);  la  mente  del 
Código  canónico  es  que  sean  sacerdotes;  y  de  hecho  asi  lo  son  por  k)  común 
en  España,  c)  Aunque  el  Reglamento  del  Notariado  del  año  1911  imponía 
contribución  a  los  notarios  eclesiásticos,  en  los  Reglamentos  posteriores  ha 
desaparecido  esta  obligación. 

No  tenemos  a  mano  las  tarifas  vigentes,  en  que  se  apoya  algún  funcio- 
nario de  Hacienda,  pero  acaso  los  recientes  Reglamentos  üel  Notariado, 
donde  se  excluye  esta  tributación  pueda  considerarse  como  interpretación 
de  la  mente  del  legislador. 

III.    Sujeción  general  a  las  leyes  tributarias 

371.  La  regla  general  es  que  todos  los  bienes  eclesiásticos  o  de  perso- 
nas eclesiásticas  están  sujetas  a  los  tributos  del  Estado  en  virtud  del  Con- 
cordato. Las  exenciones  son  excepción. 

4.  "Todos  los  demás  bienes  de  entidades  o  personas  eclesiásticas,  asi 
como  los  ingresos  de  éstas,  que  no  provengan  del  ejercicio  de  actividades 
religiosas  propias  de  su  apostolado,  quedarán  sujetos  a  tributación,  con- 
forme a  las  leyes  generales  del  Estado,  en  paridad  de  condición  con  las 
demás  instituciones  o  personas''. 

Bienes  de  entidades  eclesiásticas  son  las  de  las  personas  jurídicas  o 
morales  eclesiásticas;  sean  colegiales,  como  los  cabildos  y  las  comunidades 
religiosas;  sean  no  colegiales,  como  los  beneficios  y  seminarios.  Bienes  de 
personas  eclesiásticas  se  entienden  los  privados  de  cada  individuo  ecle- 
siástico, esto  es,  vinculado  a  la  Iglesia  por  especial  vínculo  jurídico;  tales 
son  los  clérigos,  los  religiosos... 

Así,  pues,  están  sujetos  a  tributación  los  iglesiarios,  las  fincas  de  la 
parroquia  y  de  la  comunidad  religiosa;  el  patrimonio  de  tal  o  cual  sacerdote 
o  religioso. 

Ingresos  no  procedentes  del  ejercicio  de  actividades  religiosas  propias 
de  su  apostolado,  son  los  provenientes  de  cualquiera  otra  fuente,  que  no 
sea  estipendio  por  actos  o  funciones  directamente  encaminadas  al  ejer- 
cicio de  la  religión.  V.  gr.,  los  ingresos  que  obtengan  los  eclesiásticos  por 
los  libros  que  publican,  por  las  rentas  de  su  patrimonio  privado,  etc.  Todos 
estos  bienes  e  ingresos  están  sujetos  a  las  leyes  tributarias  del  Estado.  Así, 
tienen  que  pagar  aquellos  arbitrios  municipales  que  afectan  a  los  bienes 
no  exceptuados;  v.  gr.,  impuestos  de  rodaje,  de  matanza  de  cerdos,  cria 
de  animales,  consumo  de  vinos  y  licores,  etc.,  como  los  demás  ciudadanos. 


ni.    Exención  parcial 

372.  5.  Las  donaciones,  legados  o  herencias  destinados  a  la  construc- 
ción de  edificios  del  culto  católico  o  de  casas  religiosas,  o  en  general  a  fina- 
lidades de  culto  o  religiosas,  serán  equiparadas,  a  todos  los  efectos  tribu- 
tarios, a  aquellos  destinados  a  fines  benéfico- docentes. 

Finalidades  de  culto  o  religiosas  tienen  una  extensión  vastísima,  verbi- 
gracia, para  utensilios  o  mueblaje  de  iglesia,  funciones  sagradas,  misiones, 
catequesis,  Acción  Católica,  alumbrado  al  Santísimo,  etc.  Tales  transmisio- 
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nes  pagarán  de  derechos  reales  0,50      (Ley  de  derechos  reales,  21  mar. 
1958;  tarifa  n.  8). 

Adviértase  que  están  del  todo  exentas  Zas  herencias  y  legados  hechas 
a  las  universidades  eclesiásticas  y  seminarios;  así  como  todas  las  adquisi- 
ciones de  derechos  y  bienes  a  titulo  oneroso  o  lucrativo  realizadas  por  di- 
chas universidades  y  seminarios;  por  ser  establecimientos  de  instrucción 
pública  sostenidos  con  fondos  del  Estado  o  de  la  Iglesia. 

Este  carácter  de  establecimientos  de  instrucción  pública  de  enseñanza 
sostenidos  con  fondos  del  Estado  está  expresamente  reconocido  por  el  Con- 
venio de  8  de  diciembre  1946  entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  español,  sobre 
seminarios  y  universidades  eclesiásticas,  art.  1,  2.  7;  donde  el  Estado  se 
compromete  a  dotarlos;  y  en  tres  cuadros  se  consignan  las  dotaciones  de 
las  cátedras,  bibliotecas,  museos,  laboratorios,  reparaciones,  etc. 

He  aquí  la  ley  de  20  de  julio  1955,  en  que  se  establece  esta  exención: 

"Art.  1.*^  Se  concede  exención  del  impuesto  de  Derechos  Reales  y  sobre 
transmisiones  de  bienes  a  las  adquisiciones  a  título  oneroso  o  lucrativo  de 
bienes  y  derechos  de  todas  clases  realizadas  por  establecimientos  de  benefi- 
cencia o  de  instrucción  pública  sostenidos  con  fondos  del  Estado,  la  Iglesia 
o  de  Corporaciones  locales,  y  las  que  se  realicen  por  el  Patrimono  de  Auxilio 
Social  y  por  el  Cuerpo  de  Mutilados  de  Guerra  por  la  Patria. 

"Art.  2.°  Las  adquisiciones  que  a  titulo  oneroso  o  lucrativo  realicen 
los  establecimientos  de  beneficencia  y  los  de  instrucción  de  carácter  pri- 
vado o  fundación  particular  devengarán  el  medio  por  ciento,  salvo  el  caso 
de  que  por  la  naturaleza  del  acto  en  sí  les  corresponda  otro  tipo  inferior 
de  tributación.  El  mismo  tipo  del  medio  por  ciento  satisfarán  las  transmi- 
siones de  bienes  o  derechos  que,  por  actos  intervivos  o  por  testamento,  se 
destinen  a  la  fundación  de  establecimientos  o  instituciones  de  beneficencia 
o  de  instrucción;  debiendo  las  Oficinas  Liquidadoras  poner  en  conocimiento 
del  Ministerio  respectivo  la  cláusula  fundacional  de  que  se  trate  y  los  bie- 
nes a  que  se  refieran,  a  los  fines  del  Protectorado  del  (Gobierno  sobre  las  ins- 
tituciones benéficas  de  carácter  privado.  Para  la  aplicación  del  expresado 
tipo  a  las  adquisiciones  o  transmisiones  de  bienes  en  favor  de  los  estable- 
cimientos o  fundaciones  de  beneficencia  o  instrucción  que  en  lo  sucesivo 
se  creen,  será  indispensable  la  gratitud  absoluta  de  los  cargos  de  patronos 
y  representantes  legítimos  de  los  mismos. 

"Cuando  las  adquisiciones  o  transmisiones  tengan  lugar  en  favor  de  per- 
sonas, asociaciones  o  sociedades  y  no  de  los  establecimientos  mismos  de 
beneficencia  o  de  instrucción,  se  aplicará  el  número  de  la  tarifa  que  corres- 
ponda según  el  concepto  de  la  adquisición  o  transmisión".  Lev  de  der.  real, 
art.  3,  B,  n.  3;  tarifa  n.  8. 

Esta  exención  total  en  realidad  se  ha  reconocido  sin  resistencia  por 
los  funcionarios  públicos  del  Estado.  Así,  por  ejemplo,  a  una  herencia 
dejada  al  Seminario  y  Universidad  Pontificia  de  Comillas.  Y  la  recoge  el 
texto  de  la  Ley  de  Impuestos  de  Derechos  reales,  aprobado  por  Decreto  del 
Min.  de  Hacienda  21  mar.  1958;  Bol.  29  abr. ;  art.  3  B,  n.  3. 

373.  Reglamento  de  15  en.  1959  para  la  aplicación  de  la  Ley  de  Im- 
puestos de  Derechos  reales  y  sobre  transmisión  de  bienes  21  mar.  1958.  Ar- 
tículos sobre  exención  de  bienes  eclesiásticos  conforme  al  art.  20  del  Con- 
cordato. 

Art.  6  A),  60  c)  Están  exentas  las  enajenaciones  de  toda  clase  de  terre- 
nos para  la  construcción  de  iglesias  o  capillas. 

Art.  31,  2)    Las  transmisiones  que  por  herencia  o  legado  causen  los  re- 
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ligiosos  profesos  en  beneficio  de  la  Orden,  Congregación  o  Comunidad  a  que 
pertenecen,  se  gravarán  como  las  transmisiones  sucesorias  entre  ascendien- 
tes y  descendientes  por  adopción,  según  la  cuantía. 

Art.  31,  20)  Las  donaciones,  legados  o  herencia  destinadas  a  la  cons- 
trucción de  edificios  de  culto  católico  o  de  casas  religiosas,  y  en  general 
a  finalidades  de  culto  o  religiosas,  tributarán  por  el  n,  8  de  la  tarifa  (o  sea, 
0,50  por  ciento). 

Art.  31,  21)  Las  instituciones  o  legados  en  favor  del  alma,  se  equiparan 
a  los  destinados  a  fines  benéficos  o  benéfico-docentes,  siempre  que  al  soli- 
citarse la  liquidación  se  justifique,  mediante  certificación  del  Ordinario  de 
la  diócesis,  la  entrega  de  los  bienes  por  los  herederos  o  albaceas  para  fina- 
lidades de  culto  o  religiosas. 

Art.  35.  La  transmisión  de  bienes  de  capellanías  y  cargas  eclesiásticas, 
patronatos,  memorias  pías  y  otras  fundaciones  análogas  de  carácter  fami- 
liar, y  la  redención  de  dichas  cargas,  satisfarán  0,60  por  ciento;  sin  per- 
juicio de  lo  que  se  convenga  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno,  a  tenor  del 
art.  12  del  Concordato. 

374.  Exenciones  de  bienes  de  personas  jurídicas.  Art.  276.  Están 
exentas:  a)  Las  iglesias  y  capillas  católicas  y  los  locales  y  edificios  ana- 
jos  destinados  a  su  servicio  o  a  sede  de  asociaciones  católicas,  b)  Las  re- 
sidencias de  los  Obispos,  canónigos  y  sacerdotes  con  cura  de  almas,  siempre 
que  el  inmueble  sea  propiedad  de  la  Iglesia,  c)  Los  locales  destinados  a 
oficinas  de  la  curia  diocesana  y  parroquiales,  d)  Las  universidades  ecle- 
siásticas y  los  seminarios  destinados  a  la  formación  del  clero,  e)  Los  ob- 
jetos destinados  al  culto  católico.  En  todos  estos  casos  no  se  necesita  obte- 
ner declaración  especial  de  exención  (art.  277,  1,  1.°).  /)  Las  casas  de  las 
Ordenes,  Congregaciones  e  Institutos  religiosos  y  seculares,  canónicamente 
establecidos  en  España;  y  los  bienes  de  las  comunidades  religiosas  de  clau- 
sura, destinados  exclusivamente  al  sustento  de  sus  miembros,  sin  aplica- 
ción al  desarrollo  de  actividades  industriales  o  mercantiles.  La  exención 
se  declarará  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  previa  solicitud  de  parte  y  pre- 
sentación de  los  documentos  señalados  en  el  art.  277,  2)  4.»  (1). 

g)  Los  colegios  u  otros  centros  de  enseñanza  dependientes  de  la  jerar- 
quía eclesiástica,  que  tengan  la  condición  de  benéfico-docentes.  La  exención 
la  declarará  el  Ministerio  de  Hacienda,  previa  solicitud  de  parte  y  presen- 
tación de  los  documentos  señalados  en  el  art.  277,  2)  5.°  (2). 

h)  Los  huertos,  jardines  y  dependencias  de  los  inmuebles  citados,  siem- 


(1)  <i)  (k'rtiíicación  de  que  el  inmueble  está  en  el  registro  de  la  propiedad, 
a  nombre  de  la  Orden,  (vongregación  o  Instituto,  b)  Certificación  del  Ordinario 
del  estai)lecimiento  canónico  en  España,  c)  Si  se  trata  de  comunidades  de  clau- 
sura, certificación  del  obispado  de  que  es  de  clausura;  y  relación  de  bienes  para 
los  que  se  pide  exención;  y  si  son  inmuebles,  certificado  del  Registro  de  la  pro- 
piedad, expresivo  del  nombre  de  la  persona  a  que  están  inscritos;  d)  declara- 
ción jurada  de  <]uv  las  rentas  o  productos  de  esos  bienes  se  destinan  exclusiva- 
mente al  sustento  de  la  comunidad,  y  no  a  acti\idades  industriales  o  mercantiles. 
e)  (Certificado  de  la  Administración  de  Rentas  Públicas  de  la  provincia,  de  que 
no  figura  la  comunidad  en  la  matricula  de  impuesto  industrial. 

(2)  <t)  (certificación  del  registro,  como  en  el  número  anterior,  h)  Traslado 
de  la  Orden  de  clasificación  del  centro  como  bcnéfico-docenle. 
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pre  que  no  estén  destinados  a  industria  o  cualquier  uso  de  carácter  lucra- 
tivo. Se  exige  presentación  de  determinados  documentos  (3). 

375.  Varias.  Art.  256.  Exención  del  impuesto  sobre  el  caudal  relicto 
para  legados  o  herencias  destinados  a  construcción  de  edificios  de  culto  ca- 
tólico, casas  religiosas,  o  en  general  a  finalidades  de  culto  o  religiosas. 

Cambio  de  titularidad  de  valores  mobiliarios,  por  modificación  de  lími- 
tes diocesanos.  La  Orden  6  mar.  1959  regula  la  tramitación  que  ha  de 
seguirse  para  este  cambio,  después  de  ejecutada  la  modificación  de  los  lí- 
mites. Los  cambios  de  titularidad  de  los  valores  que  han  de  pasar  de  una 
diócesis  a  otra,  se  justificarán  mediante  el  documento  canónico  que  for- 
maliza la  mandada  entrega  de  las  actas  y  documentos  relativos  a  clérigos, 
fieles  y  bienes  temporales,  a  la  respectiva  curia  episcopal.  Los  dos  Ordina- 
rios interesados  extenderán  certificaciones  a  la  vista  de  las  actas  mencio- 
nadas, que  producirán  la  fuerza  probatoria  necesaria  para  la  práctica  de 
las  diversas  operaciones  (art.  1). 

La  certificación  de  los  Ordinarios  irá  seguida  de  los  cam.bios  pertinentes 
que  realizarán  los  órganos  competentes  (art.  2-5).  Todos  los  actos  y  docu- 
mentos, a  que  dé  lugar  esta  tramitación,  se  harán  de  oficio  y  sin  pago  de 
contribuciones  e  impuestos  (art.  6). 

376.  Centros  docentes  no  declarados  benéfico-docentes.  Decreto  25  mar. 
1955.  Aprueba  el  Reglamento  de  la  Ley  15  jul.  1954  referente  a  la  declara- 
ción de  interés  social  en  favor  de  las  construcciones  e  instalaciones  de 
centros  docentes,  de  cualquier  grado  y  naturaleza,  oficialmente  reconocidos 
por  el  Estado  (decreto,  art.  1).  Señala  los  requisitos  para  ser  declarados  de 
interés  social  (art.  2,  3). 

Se  les  otorgan  beneficios  para  adquirir  bienes.  Los  contenidos  en  el  n.  3 
del  art.  de  la  Ley  de  expropiación  forzosa,  16  dic.  1954;  y  en  el  apartado  a) 
de  la  Ley  de  15  jul.  1954  sobre  declaración  de  interés  social  de  centros  do- 
centes (art.  7,  8,  9  del  Decreto).  Facilidades  para  obtener  créditos.  Las  otor- 
gadas por  el  art.  21  de  la  Ley  22  dic.  1953,  y  en  el  art.  2,  apartado  d)  de  la 
Ley  15  jul.  1954;  pudiendo  el  préstamo  con  garantía  hipotecaria  extenderse 
desde  el  60  al  100  por  ciento  del  coste  del  solar  y  del  presupuesto  total  de 
las  obras  (art.  14).  La  declaración  de  interés  social  lleva  aneja  la  reducción 
de  un  50  por  ciento  de  derechos  reales  y  de  transmisión  de  bienes;  de  con- 
tribución territorial,  de  utilidades,  de  derechos  de  Aduanas  en  la  importa- 
ción de  elementos  de  estudio  e  investigación,  los  cuales  en  ciertos  casos 
pueden  ser  totalmente  eximidos  (art.  10-13). 

Puede  interesar  mucho  a  los  colegios  de  la  Iglesia,  fundados  o  que  se 
funden,  no  declarados  benéfico-docentes. 

377.  Varia.  Representaciones  exentas  de  derechos  de  autor.  Los  cen- 
tros y  organizaciones  de  la  Iglesia  Católica  quedan  exentos  en  los  actos  y 
representaciones  que  organicen,  de  carácter  artístico  o  literario  y  de  fina- 
Udad  educativa  y  social,  del  pago  de  los  derechos  de  autor  que  correspondan 
al  Estado  en  las  obras  que  conforme  a  la  legislación  vigente  hayan  pasado 
al  dominio  público.  Se  necesita  autorización  escrita  del  Obispo  de  la  dióce- 
sis (Decr.  21  oct.  1955,  art.  101;  Bol.  15  nov.  55). 

Beneficio  de  las  viviendas  de  renta  limitada.    Decr.  del  Min.  de  Trab. 


(3)  a)  Certificación  rcgistral,  como  arriba,  b)  Del  Ordinario,  de  que  están 
adscritos,  como  tales,  c)  De  la  Delegación  de  Hacienda,  de  que  no  devengan 
impuestos. 
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24  jun.  1955;  Bol.  16  en.  56.  Se  extienden  los  beneficios  de  la  Ley  de  15  jul. 
a  los  edificios  destinados  a  iglesias  (art.  10,  a). 
Viviendas.    Ley  de  Arrendamientos  urbanos. 

Los  locales  destinados  a  la  Iglesia  Católica  serán  reputados  como  vivien- 
das a  los  efectos  de  esta  ley.  También  los  que  ocupen  entidades  benéficas, 
asociaciones  piadosas  y  cualquiera  otra  que  no  persiga  lucro  (art.  4,  §  2). 

Desahucio.  Cuando  el  Estado,  la  Provincia,  el  Municipio,  la  Iglesia  Ca- 
tólica, tengan  que  ocupar  sus  propias  fincas,  para  establecer  allí  sus  ofici- 
nas y  servicios,  no  tienen  obligación  de  justificar  la  necesidad,  bien  se  trate 
de  viviendas,  bien  de  locales  de  negocio;  pero  si  de  respetar  lo  dispuesto 
sobre  preaviso,  indemnizaciones  y  plazo  para  desalojar  (art.  76). 

Resolución  del  arrendamiento.  El  contrato  de  arrendamiento  urbano, 
sea  de  vivienda  o  de  local  de  negocio,  podrá  resolverse  a  instancia  del 
arrendador,  cuando  en  el  interior  de  la  vivienda  tengan  lugar  actividades 
que  de  modo  notorio  resulten  incómodas  (art.  114,  ^  8).  No  cuando  los  loca- 
les estuviesen  arrendados  a  la  Iglesia  Católica  o  Instituciones  piadosas 
(^  1.°). 

Nota.  Se  nos  ha  anunciado  repetidamente  la  pronta  publicación  de 
una  reglamentación  gubernamental  relativa  al  art.  20  de  la  exención  tri- 
butaria de  los  bienes  de  la  Iglesia,  en  sentido  de  amplitud.  La  daremos  a 
conocer  en  un  apéndice,  cuando  esa  publicación  se  haga. 


CAPITULO  XXIII 

Concordato,  articulo  21 

EL  TESORO  ARTISTICO  ECLESIASTICO 
§  1.  Historia 

378.  Antes  de  la  segunda  República.  El  catolicismo  español  ha  sido 
el  inspirador  de  la  casi  totalidad  del  Arte  Hispánico  antiguo,  en  el  cual  las 
obras  de  índole  profana  forman  una  porción  pequeñísima,  al  lado  del  acer- 
vo innum.erable  de  las  de  carácter  religioso. 

En  el  año  1800  la  riqueza  artística  acumulada  en  las  iglesias  y  conventos 
debía  de  ser  inm.ensa,  como  se  colige  por  las  relaciones  de  viajes  escritas 
por  los  extranjeros  Pons,  Bosarte,  Maule;  a  pesar  de  que  ellas  son  sola- 
mente un  reflejo  de  la  realidad,  pues  sólo  consignan  lo  principal,  y  esto 
seleccionando  en  el  criterio  del  neoclasicismo. 

1)  Mucho  se  destruyó  en  la  guerra  de  la  Independencia;  nuichisimo  se 
llevaron  íi  su  patria  los  invasores;  pero  todavía  en  1830  se  mantenia  en 
pie  la  n)ayf)ría  de  los  edificios  sagrados  con  su  tesoro  artístico,  sus  archivos 
y  bibliotecas. 

En  realidad  los  decreto.s  desamortizad  ores  de  Mendizábal.  19  de  febrero, 
5  y  9  de  marzo  de  1836,  dividieron  esta  riqueza,  ya  muy  mermada  por  in- 
cendios y  saqueos,  en  tres  partes:  una,  constituida  líor  las  catedrales  cole- 
giatas y  parroquias  y  por  los  conventos  de  monjas  y  los  santuarios  que 
seguían  destinados  al  culto,  quedó  en  poder  de  la  Iglesia;  otra  par+e  pasó 
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al  dominio  directo  del  Estado;  y  la  tercera,  más  copiosa,  fue  vendida  en 
pública  subasta,  viniendo  a  parar  a  manos  de  particulares. 

2)  Sólo  la  Iglesia  supo  conservar  la  porción  de  riqueza  que  permanecía 
"bajo  su  custodia.  Casi  todo  lo  que  había  en  1836  en  los  edificios  abiertos 
al  culto,  sigue  en  su  lugar,  y  solamente  se  enajenaba  algo  en  momentos  de 
extrema  penuria,  para  salvar  lo  restante.  Pero  estos  casos  eran  muy  raros; 
y  hoy,  si  queremos  admirar  el  arte  español,  en  los  templos  abiertos  al  culto 
es  donde  hemos  de  buscarlo. 

Bien  distinta  fue  la  suerte  de  los  edificios  que  quedaron  bajo  el  dominio 
directo  del  Estado.  Casi  al  mismo  tiempo  que  salían  a  la  luz  las  leyes  desamor- 
tizadoras,  se  nombraba  una  junta  de  "demolición",  encargada  de  derribar 
edificios,  para  ensanchar  calles  y  plazuelas.  Los  que  escaparon  de  la  pi- 
queta, fueron  convertidos  en  oficinas  públicas  y  en  cuarteles,  para  después 
de  un  siglo  de  oprobios  acabar  en  muchos  casos  en  muerte  violenta. 

Casi  todas  las  abadías  rurales  con  sus  cotos  redondos  fueron  a  parar  a 
manos  de  particulares.  Estos  edificios  al  poco  tiempo  eran  montones  de 
ruinas.  El  Viaje  de  Borrow,  tan  enemigo  de  los  frailes,  es  un  documento 
precioso  para  esta  historia  lamentable;  y  así,  por  ejemplo,  cuenta  cómo  en 
Sevilla  se  vendían,  a  tanto  la  arroba,  las  bibliotecas  de  los  conventos,  sin 
que  nadie  ofreciese  dos  pesetas  para  salvar  el  más  precioso  incunable  (1). 

3)  L(i  segunda  República  trajo  consigo  una  nueva  era  de  devastación 
y  saqueo;  ¡cuántas  iglesias  y  conventos  incendiados  y  despojados;  cuántos 
tesoros  de  arte  destruidos  o  expatriados!  Y  esto  a  ciencia  y  conciencia  de 
los  gobernantes,  hasta  decir  uno  de  los  Ministros  que  había  que  permitir  al 
pueblo  estos  desahogos;  y  otro,  que  la  vida  de  un  solo  republicano  vale  más 
que  todas  las  iglesias;  cuando  no  fueron  los  saqueadores,  usurpadores  y  ex- 
portadores los  gobernantes  mismos. 

4)  Justo  es  advertir  que  el  Gobierno  español  ya  de  antiguo  ha  venido 
dando  diversas  disposiciones  en  orden  a  la  conservación  de  los  monumentos 
artisticos  e  históricos;  tomándolos  bajo  su  protección  y  declarando  muchos 
de  ellos  monumentos  nacionales,  cuando  se  solicitó  tal  declaración. 

Dignas  de  atención  a  este  respecto  son  la  Real  Orden  de  14  de  junio 
de  1844,  creando  y  organizando  las  Comisiones  Provinciales  de  Monumen- 
tos; y  el  Real  Decreto  de  15  de  noviembre  de  1854,  organizando  éstas  y  la 
Comisión  central. 

La  Ley  de  7  de  julio  de  1911  dictó  normas  sobre  las  excavaciones  artís- 
ticas y  científicas,  y  la  conservación  de  ruinas  y  antigüedades. 

El  Real  Decreto  de  4  de  marzo  de  1915,  fijó  el  concepto  de  monumentos 
artísticos;  ordenó  su  catalogación;  determinó  las  formalidades  para  su 
derribo;  otorgó  al  Esiado,  Provincias  y  Municipios  el  derecho  de  tanteo  en 
las  ventas;  prohibió  la  exportación  de  los  monumentos  catalogados,  con- 
cediéndoles exenciones  tributarias;  otorgó  subvenciones  a  las  entidades  o 
particulares  que  se  encargasen  de  su  conservación  y  restauración,  etc. 

FA  Real  Decreto  de  3  de  marzo  1922  clasificó  los  llamados  monumentos 
nacionales  en  tres  grupos:  1)  Catedrales.  2)  Monumentos  que  pueden 
ser  utilizados  con  fines  docentes.  3)  Monumentos  que  no  pueden  ser 
utilizados  a  estos  fines.  Dispuso  que  en  los  dos  primeros  grupos  se  pue- 
dan realizar  las  obras  de  conservación  y  reparación  necesarias  para  su  sos- 
tenimiento y  útil  aplicación;  y  en  los  del  tercer  grupo,  sólo  las  de  consoli- 
dación indispensables  para  mantenerlos  en  el  estado  que  tuvieran,  o  para 
conservar  la  parte  de  ellos  que  hubiere  sido  declarada  monumento  na- 
cional. 


(1)  Marqués  de  Lozoya,  Los  continuadores  de  Mendizábel.  Nuncio  Ragonessi, 
Circular  a  los  Prelados  de  España,  21  junio  1914. 
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El  Real  Decreto  de  9  de  enero  1923,  concordado  con  el  Nuncio  de  Su 
Santidad,  reglamentó' la  enajenación  de  las  obras  artísticas  o  arqueológicas 
que  poseen  las  iglesias  catedrales,  colegiatas,  parroquias,  filiales,  monaste- 
rios, ermitas  y  demás  edificios  de  carácter  religioso;  a  fin  de  evitar  la  ex- 
patriación de  esta  riqueza  artística  nacional. 

Bajo  el  Gobierno  de  la  Dictadura  de  Primo  de  Rivera,  por  Real  Decreto 
de  3  de  noviembre  1925  se  creó  una  comisión,  ampliada  por  Real  Orden 
del  22  de  enero  siguiente,  para  que  redactase  un  proyecto  de  Ley  sobre  con- 
servación de  la  riqueza  artística  e  histórica  nacional.  Fruto  de  su  labor  fue 
el  Real  Decreto  Ley  de  9  de  agosto  1926,  poniendo  bajo  la  tutela  del  Estado 
el  conjunto  de  bienes  que  constituyen  el  Tesoro  artístico  arqueológico  na- 
cional del  Estado,  provincias,  municipios  y  particulares:  y  regula  la  ex- 
portación de  obras  de  arte;  dejando  vigentes  las  disposiciones  anteriores, 
que  no  se  opongan  a  él.  Posteriormente  se  dictaron  otras  disposiciones 
complementarias. 

Mención  especial  merece  el  Real  Decreto  de  2  de  julio  de  1930,  que  para 
la  defensa  del  tesoro  artístico  nacional  exige  en  la  enajenación  de  los  objetos 
integrantes  del  mismo  la  subasta  pública,  previa  tasación  pericial,  y  la  es- 
critura notarial;  y  determina  cuáles  se  reputan  obras  artísticas,  históricas 
y  arqueológicas. 

379.  En  la  segunda  República.  Pocos  días  después  de  la  quema  cri- 
minal de  iglesias  y  casas  religiosas,  el  22  de  mayo  de  1931  dictó  el  Gobierno 
de  la  República  un  decreto  encaminado  a  evitar  la  destrucción  del  tesoro 
artístico  y  cultural;  estableciendo  normas  para  las  enajenaciones  de  obras 
de  arte  y  cultura  por  las  entidades  jurídicas  y  eclesiásticas,  e  impedir  su 
salida  de  España;  normas  en  las  que  se  renuevan  y  robustecen  los  bien  in- 
tencionados preceptos  contenidos  en  los  Decretos  de  9  de  enero  de  1923  y 
2  de  junio  de  1930,  para  hacerlos  cumplir  sin  lenidad. 

A  propósito  de  este  Decreto  anótase  en  el  Diccionario  de  Administra- 
ción de  Alcuiulla:  "Bien  está,  y  sólo  elogio  merece  la  tendencia  de  la  pre- 
sente disposición... 

"Pero  preciso  es  reconocer  que  mucha  o  parte  de  la  culpa  que  en  la 
indefensión  del  patrimonio  artístico  español  se  denuncia  y  echa  de  ver, 
como  justificación  del  presente  Decreto,  la  ha  tenido  el  propio  Estado,  unas 
veces  por  abandono  y  negligencia,  como  sucedió  en  el  robo  del  Tesoro  del 
Delfín  del  Museo  del  Prado;  y  de  las  famosas  estampas  de  la  biblioteca  na- 
cional; y  otras,  por  faltar  al  Poder  público,  como  acaeció  en  las  incultas 
jornadas  de  los  días  11  y  12  de  mayo  del  presente  año,  la  energía  bastante, 
para  impedir  primero,  mitigar  después  y  castigar  por  último  los  incalifi- 
cables incendios  que  (íestruyeron  obras  tan  preciadas  como  la  Inmaculada 
de  Salcillo;  el  Crucifijo  procesional  de  Pedro  de  Mena;  el  cuadro  de  San 
Ignacio  de  Sánchez  Coello;  los  cuerpos  de  San  Francisco  de  Borja  y  del 
gran  teólogo  Lainez;  la  Virgen  del  Carmen  de  la  Roldana;  la  espléndida 
biblioteca  de  la  Compañía  de  Jesús,  de  más  de  90.000  volúmenes,  con  ricos 
incunables  en  español,  y  ediciones  príncipes  de  nuestros  mejores  literatos 
del  siglo  XVI ;  a  más  de  muchas  valiosas  esculturas,  iglesias  y  templos,  algu- 
nos (le  ellos  declarados  monumentos  nacionales  {Apéndice  1931,  pág.  362). 

La  mayoría  de  los  preceptos  del  anterior  decreto  reprodújolos  la  Ley 
de  10  de  diciembre  del  mismo  año,  modificando  unos  y  adicionando  otros. 
Las  dos  leyes  de  11  de  marzo  de  1932  sobre  impuesto  a  personas  jurí- 
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dicas  art.  21 ;  y  sobre  impuesto  de  derechos  reales  art.  44  E)  y  45 ;  el  Regla- 
mento de  10  de  julio  art.  261,  n.  7  y  262,  declaran  exentos  del  impuesto  a 
los  bienes  que  constituyen  el  tesoro  artístico  nacional. 

Dio  un  paso  más  la  República  con  la  Ley  de  13  de  mayo  de  1933,  de  pro- 
tección al  patrimonio  artístico  nacional,  en  términos  que,  si  bien  defienden 
el  derecho  de  la  colectividad,  no  extremen  el  amparo  hasta  el  punto  de  aca- 
bar con  la  libertad  de  contratación. 

La  republicana  Ley  de  Confesiones  y  Congregaciones  Religiosas,  de  2  de 
junio  de  1933,  es  un  flagrante  latrocinio  del  llamado  tesoro  artístico  nacio- 
nal. Declárale  inalienable;  constituye  sobre  él  servidumbres,  debiendo  guar- 
darse en  lugar  de  acceso  público  y  darse  toda  clase  de  facilidades  para  su 
examen  y  estudio;  pudiendo  ser  trasladados  sus  objetos  a  museos,  cuya 
creación  estimulará  el  Estado;  el  cual  podrá  disponer  de  cualquier  objeto, 
que  se  custodie  en  estos  museos.  La  Junta  de  Conservación  del  tesoro  ar- 
tístico procederá  a  su  inmediata  catalogación  (art.  17,  18). 

380.  En  el  nuevo  Estado.  Bajo  el  Gobierno  del  Generalísimo  Franco 
se  han  dictado  diversas  disposiciones  relativas  al  tesoro  artístico,  como  el 
Decreto  de  22  de  abril  de  1938,  constituyendo  el  Servicio  de  Defensa  del  Pa- 
trimonio Artístico  Nacional,  para  su  recuperación  después  de  los  saqueos 
de  la  guerra;  la  Orden  de  18  de  mayo  de  1941,  sobre  la  venta  y  exportación 
de  obras  de  arte. 

Varias  Ordenes  del  Ministerio  de  Educación  Nacional,  como  las  de  5  de 
junio  y  23  de  octubre  de  1941;  29  de  abril  y  16  de  julio  de  1942,  29  de  enero 
de  1944,  23  de  mayo  de  1947,  conceden  a  varios  funcionarios  públicos  en- 
trada gratuita  en  los  monumentos  artísticos  e  históricos  y  Museos  de  Anti- 
güedades y  Arte,  estando  obligados  a  mostrar  los  documentos  que  acrediten 
su  cualidad  e  identifiquen  su  personalidad. 

Finalmente  el  Reglamento  de  ordenación  de  solares,  23  de  mayo  de  1947, 
art.  4,  excluye  los  templos,  y  en  general  los  edificios  que  se  declaren  de  valor 
artístico,  histórico  o  tradicional. 

Por  este  breve  recorrido  aparece  cómo  la  legislación  civil  española  sobre 
el  tesoro  artístico  no  siempre  ha  respetado  debidamente  ios  derechos  de  la 
Iglesia.  Unas  veces  por  su  redacción  vaga,  general,  imprecisa,  ha  dado  mar- 
gen a  interpretaciones  y  aplicaciones  siniestras,  lesivas  de  la  propiedad  ecle- 
siástica; otras  veces  violaban  expresamente  sus  derechos. 

381.  Concepto  de  tesoro  artístico  nacionaL  Así  el  Real  Decreto-Ley 
de  9  de  agosto  de  1926  hizo  desaparecer  la  imprecisa  distinción  entre  mo- 
numentos nacionales,  artísticos,  históricos,  arquitectónico-artísticos,  etc., 
refundiéndolos  todos  en  una  sola  clase  que  es  la  perteneciente  al  Tesoro 
artístico  nacional  (art.  1). 

A  propósito  de  esta  denominación,  con  motivo  de  los  lamentables  inci- 
dentes provocados  por  la  llamada  defensa  del  tesoro  artístico  de  nuestra 
patria,  en  cierto  sector  de  la  Prensa,  publicó  el  Episcopado  español  una  de- 
claración colectiva  el  28  de  noviembre  de  1929  en  la  cual  se  expresa  así: 

"Este  llamado  Tesoro  Artisiico  Nacional,  si  implica  un  derecho  de  pro- 
piedad del  Estado  sobre  los  objetos  de  arte  que  radican  en  la  nación,  con 
anulación  o  merma  de  los  derechos  de  propiedad  que  sobre  los  referidos 
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objetos  de  arte  por  título  legítimo  corresponden  a  los  particulares  o  enti- 
dades jurídicas,  que  legítimamente  los  adquirieron,  no  sólo  no*  está  funda- 
mentado en  el  derecho  natural,  ni  en  el  derecho  positivo  de  la  Iglesia,  ni 
aun  en  el  de  nuestra  legislación  civil  tradicional;  sino  que  es  una  creación 
arbitraria  de  nuestros  días,  que  sirve  de  pretexto  para  campañas  tenden- 
ciosas, y  que  ofrecen  gravísimos  peligros  sociales  para  el  porvenir,  por  ba- 
sarse en  un  principio,  que  viene  a  destruir  los  principios  básicos  del  derecho 
de  propiedad  particular. 

Mas  si  la  denominación  de  Tesoro  Artístico  Nacional  se  aplica  en  sen- 
tido más  amplio;  y,  dejando  a  salvo  los  derechos  de  la  propiedad  privada, 
se  refiere  tan  solo  al  común  anhelo  de  que  se  conserve  dentro  de  la  patria 
este  tesoro  que  nos  legaron  nuestros  padres,  tan  ricos  en  fe  como  en  gene- 
rosidad cristiana  para  con  su  Madre  la  Iglesia;  entonces  la  historia  vendrá 
a  demostrar  que  han  sido  precisamente  los  Prelados  los  principales  creado- 
res, conservadores  y  defensores  de  Tesoro  Artístico  Nacional". 

382.  Propiedad  del  Tesoro  artístico  eclesiástico.  El  citado  Real  De- 
creto de  2  de  julio  de  1930  provocó  una  enérgica  Pastoral  del  Cardenal  Se- 
gura, Primado  de  Toledo,  en  el  mismo  mes,  contra  ciertas  tendencias  la- 
tentes en  él;  llamando  la  atención  sobre  algún  principio  difuso,  sumamente 
peligroso.  Se  habla  en  el  Preámbulo  del  Real  Decreto  de  "intereses  encon- 
trados del  legitimo  poseedor  y  de  la  colectividad";  de  "el  patrimonio  cultu- 
ral de  la  colectividad";  de  "obras  que  deben  ingresar  en  el  patrimonio  pri- 
vativo de  la  comunidad";  y  de  "el  patrimonio  colectivo  de  valor  inapre- 
ciable". 

"Estas  frases  vagas  e  imprecisas  en  derecho  sirvieron  en  no  lejanas 
campañas  para  impugnar  en  la  prensa  el  tesoro  artístico,  y  han  vuelto  a 
ser  reproducidas  en  estos  mismos  días  en  determinada  prensa,  con  evidente 
detrimento  de  la  verdad  y  de  la  justicia...". 

"Otro  principio  pudiera  tal  vez  entenderse  comprendido  en  el  articulado 
que  interesa  sobremanera  declarar  para  su  recta  aplicación.  Es  el  principio 
que  establece  la  ratificación  y  confirmación  de  las  disposiciones  legales  y 
estatutarias  de  todo  orden  y  jurisdicción  relativas  a  la  enajenación  de  obras 
artísticas,  históricas  o  arqueológicas,  que  se  hubiesen  dado  con  anteriori- 
dad. Puede  tener  este  principio  su  recta  aplicación,  tratándose  de  disposi- 
ciones del  poder  civil  encaminadas  a  regular  dentro  de  su  competencia  los 
contratos  de  venta  de  bienes  no  pertenecientes  a  la  Iglesia.  Mas  por  des- 
gracia no  siempre  en  esta  materia  han  sido  respetados  los  derechos  de 
nuestra  Santa  Madre  por  los  Gobiernos  de  nuestra  patria...". 

La  inclusión  de  algunos  bienes  ''inmuebles''  eclesiásticos  en  el  catalogo 
del  llamado  "Tesoro  Artístico  Nacional  lleva  entre  otras  estas  limitaciones 
del  derecho  pleno  de  propiedad. 

Primera.  La  imposibilidad  de  "demolerlo  todo  o  en  parte  sin  la  auto- 
rización del  Ministerio  de  Instrucción  Pública"  (art.  8  del  Decreto-Ley  de 
9  agosto  1926). 

Segunda.  La  imposibilidad  de  alterar  su  estructura  interior  o  exterior 
en  el  todo,  o  en  las  partes,  sitios  o  habitaciones,  patios  o  fachadas,  sin  la 
autorización  expresa  del  Ministerio  de  Instrucción  Pública  (art.  11  del  mismo 
Decreto-Ley). 

Tercera.  La  expropiación  del  inmueble,  cuando  el  propietario,  reque- 
rido para  proceder  a  su  reparación  o  consolidación,  no  lo  haga  en  el  plazo 
fijado  íart.  12). 
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Cuarta.  La  posibilidad  de  que  el  Gobierno  ocupe  el  edificio  y  conceda 
su  conservación  y  custodia  a  las  corporaciones,  entidades  o  particulares  que 
ofrezcan  las  necesarias  garantías  (art.  15  del  citado  Decreto). 

La  conclusión  de  un  objeto  "mueble"  eclesiástico  en  el  catálogo  de  "Te- 
soro Artístico  Nacional  produce  entre  otras  las  consecuencias  siguientes: 

Primera.  Queda  prohibida  su  exportación  sin  permiso  del  Ministerio  de 
Instrucción  Pública  (art.  26  del  referido  Decreto-Ley). 

Segunda.  Se  convierten  en  bienes  imprescriptibles  e  inalienables  (ar- 
tículo 27  del  mismo). 

Tercera.    Se  declara  nula  su  venta  (art.  33  del  Decreto-Ley  repetido)... 

383.  Doctrina  jurídica  de  la  Iglesia.  Aplicar  a  los  bienes  de  la  Igle- 
sia el  Real  Decreto  sobre  enajenación  evaluada  de  las  obras  artísticas,  his- 
tóricas o  arqueológicas,  se  opone  radicalmente  a  principios  sacratísimos  e 
inviolables  del  derecho  canónico,  del  derecho  concordado  y  del  derecho  civil 
fundamental  vigente. 

En  el  canon  1946  del  Código  de  Derecho  Canónico  se  dice  que  "la  Iglesia 
Católica  y  la  Apostólica  Sede  tienen  derecho  nativo  de  adquirir,  retener 
y  administrar  bienes  temporales  para  conseguir  sus  propios  fines,  con  plena 
libertad  e  independencia  de  la  potestad  civil".  "También  a  las  iglesias  par- 
ticulares, que  hayan  obtenido  la  personalidad  jurídica  de  la  autoridad  ecle- 
siástica, compete  el  derecho  de  adquirir  y  administrar  bienes  temporales, 
según  la  norma  de  los  sagrados  cánones".  En  el  can.  2334  se  impone  pena 
de  excomunión  latae  sententiae  especialmente  reservada  a  la  Santa  Sede, 
a  los  que  dan  leyes,  mandatos  o  decretos  contra  la  libertad  o  derechos  de 
la  Iglesia".  En  el  canon  2346  excomunión  latae  sententiae  a  los  usurpadores 
de  bienes  eclesiásticos. 

Además  la  católica  España  se  rige  por  disposiciones  concordadas.  En  el 
Concordato  de  1851,  art.  1,  se  consigna:  "La  Religión  Católica  Apostólica 
Romana...  se  conservará  siempre  en  los  dominios  de  Su  Majestad  Católica, 
con  todos  los  derechos  y  prerrogativas  de  que  deba  gozar  según  la  ley  de 
Dios  y  lo  dispuesto  por  los  sagrados  cánones".  En  el  art.  4:  "En  todas  las 
demás  cosas  que  pertenecen  al  derecho  y  ejercicio  de  la  autoridad  ecle- 
siástica... los  Obispos  y  el  clero  dependiente  de  ellos  gozarán  de  la  plena 
libertad  que  establecen  los  sagrados  cánones". 

En  cuanto  a  los  llamados  monumentos  nacionales,  a  veces  los  funciona- 
rios del  Estado  han  pretendido  atribuir  a  éste  más  que  una  función  pro- 
tectora solicitada  por  la  Iglesia;  oponiéndose  a  obras  o  reparaciones  que  la 
autoridad  eclesiástica  reputaba  de  verdadera  necesidad  o  gran  utilidad  para 
los  fines  de  los  edificios  sagrados,  por  razones  de  arte  o  antigüedad,  que 
debían  ceder  ante  aquellos  motivos  superiores. 

384.  Legislación  civil.  Concuerda  con  nuestra  doctrina  nuestro  Có- 
digo civil  en  su  art.  38:  "La  Iglesia  se  regirá  en  este  punto  (de  adquirir  y 
poseer  toda  clase  de  bienes)  por  lo  concordado  entre  ambas  potestades. 

"Juzgamcs,  pues,  concluye  el  Cardenal  Segura  en  la  citada  Pastoral,  des- 
tituidas de  fundamento  las  interpretaciones  dadas  en  la  prensa  por  los  di- 
versos sectores;  y  en  vista  de  los  razonamientos  expuestos,  estimamos  con 
toda  justicia  que  el  Real  Decreto  de  2  del  actual  [julio  1930]  sobre  venta  de 
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bienes  artísticos  atañe  únicamente  a  bienes  sujetos  a  la  jurisdicción  del 
poder  civil,  y  para  nada  se  relaciona  con  los  bienes  de  la  Iglesia". 

385.  Competencia  de  la  Iglesia.  Cuestión  de  principio.  Si  el  tesoro 
artístico  religioso  ofrece  para  el  Estado  un  interés  indudable,  que  la  Iglesia 
jamás  ha  negado  o  desconocido,  en  puridad  de  doctrina  la  competencia 
sobre  el  mismo  pertenece  exclusivamente  a  la  Iglesia. 

El  fundamento  de  esta  exclusividad  radica  en  la  naturaleza  de  la  pro- 
piedad eclesiástica,  en  la  cual  se  realiza  de  manera  completa  lo  que  es 
esencia  del  derecho  de  propiedad,  aquella  exclusividad  por  la  cual  el  pro- 
pietario tiene  el  poder  de  impedir  a  los  demás  el  uso,  el  disfrute  y  la  dis- 
posición de  sus  bienes  sin  su  consentimiento. 

Cuestión  de  hecho.  La  Iglesia  no  se  opone  ni  se  ha  opuesto  nunca  a  los 
intereses  legítimos  del  Estado;  e  incluso  no  tiene  inconveniente  en  proce- 
der de  acuerdo  con  él  para  la  mejor  conservación  del  patrimonio  artístico 
religioso. 

386.  Los  cánones  sobre  el  tesoro  artístico.  Más  aún,  el  derecho  ca- 
nónico reglamenta  tan  escrupulosamente  esta  materia,  que  difícilmente 
podría  hacerlo  mejor,  aun  desde  el  punto  de  vista  de  los  fines  del  Estado. 

El  canon  1497,  §  2,  incluye  en  el  tesoro  artístico,  con  la  denominación  de 
cosas  preciosas  los  bienes  eclesiásticos  "que  tengan  valor  notable  por  razón 
de  arte,  historia  o  de  la  materia". 

Somete  a  rígidas  normas  la  enajenación  de  estas  cosas  preciosas. 

a)  El  mismo  concepto  de  enajenación  recibe  una  interpretación  exten- 
sa; abarcando,  no  sólo  los  actos  traslativos  del  dominio,  sino  en  general  la 
concesión  o  transmisión  de  derechos  reales  que  hagan  peor  su  condición, 
como  la  hipoteca,  la  pignoración,  el  arriendo  prolongado. 

h)  Los  cánones  1530  y  1531  exigen  para  la  enajenación  de  un  objeto 
precioso:  1.  Tasación  pericial  por  escrito.  2.  Causa  justa  como  la  nece- 
sidad, una  gran  utilidad  de  la  enajenación  o  la  utilidad  de  la  cosa,  que  se 
trata  de  enajenar.  3.  Licencia  de  la  Santa  Sede,  sin  cuyo  permiso  es  in- 
válida la  enajenación.  4.  Otras  cautelas  que  la  Santa  Sede  puede  pres- 
cribir. 5.  La  enajenación  debe  hacerse  en  pública  subasta,  o  mediante 
anuncio,  a  no  ser  que  las  circunstancias  otra  cosa  aconsejaren. 

Si  la  cosa  no  llegase  a  la  estimación  de  preciosa,  podría  el  Prelado  dar 
licencia  para  su  enajenación;  pero  requiriendo  y  obteniendo  antes  el  con- 
sentimiento del  Cabildo  Catedral,  del  Consejo  Diocesano  de  Administración 
y  de  los  interesados,  a  tenor  del  canon  1532. 

Además  este  canon  prevé  la  enajenación  sucesiva  por  partes  de  una  cosa 
divisible,  y  exige  para  la  validez  de  las  enajenaciones  parciales  después  de 
la  primera  que,  al  solicitar  el  permiso,  se  hagan  constar  las  porciones  de 
la  cosa  anteriormente  enajenadas. 

Más  en  concreto,  sobre  las  sagradas  imágenes  y  reliquias  dispone  el  ca- 
non 1281:  Las  imágenes  preciosas,  esto  es,  insignes  por  su  antigüedad,  arte 
o  culto,  expuestas  a  la  veneración  de  los  fieles;  y  las  reliquias  insignes,  y 
además  otras  reliquias  e  imágenes  de  gran  veneración  del  pueblo  en  algu- 
na iglesia,  no  pueden  válidamente  enajenarse  ni  trasladarse  perpetuamente 
a  otra  iglesia,  sin  permiso  de  la  Santa  Sede. 

Y  para  prevenir  el  peligro  de  una  imprudente  restauración  o  desacer- 
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tado  retoque,  prescribe  el  canon  1280  que  las  imágenes  preciosas  expuestas 
a  la  veneración  de  los  fieles  en  las  iglesias  u  oratorios  públicos,  si  necesita- 
ren reparación,  no  se  haga  sin  licencia  escrita  del  Ordinario;  el  cual  antes 
de  concederla  consultará  a  varones  prudentes  y  peritos. 

Y  en  cuanto  a  la  construcción  y  reparación  de  los  templos  establece  el 
canon  1164:  Cuiden  los  Ordinarios,  oyendo  si  fuese  menester  el  consejo  de 
peritos,  que  en  la  edificación  o  reparación  de  las  iglesias  se  observen  las 
formas  de  la  tradición  cristiana  y  las  leyes  del  arte  sagrado. 

Finalmente,  para  poner  freno  a  las  enajenaciones  ilegales,  el  canon  2347 
establece  graves  sanciones  penales  contra  sus  autores,  y  contra  los  supe- 
riores eclesiásticos  que  sin  autoridad  para  ello  dieren  licencia  de  enajenar. 
Pena  que  puede  llegar  hasta  la  excomunión,  que  se  incurra  por  el  mero 
hecho  de  cometida  la  enajenación,  en  la  cual  incurren  todos  los  reos:  los 
que,  a  sabiendas  de  faltar  la  licencia  requerida,  enajenan  la  cosa;  los  que 
la  reciben,  y  los  que  dan  su  consentimiento  (n.  3). 

Esto,  además  de  las  sanciones  civiles,  a  saber:  la  nulidad  del  acto,  la 
obligación  de  restituir  la  cosa  ilegalmente  adquirida,  y  de  reparar  los  daños 
ocasionados;  obligación  que  puede  urgirse  aun  bajo  pena  de  censura  (ca- 
non 2347). 

Y  para  hacer  más  viable  la  devolución  o  la  reparación  de  daños,  a  la 
Iglesia,  esto  es,  a  la  persona  jurídica  cuya  era  la  cosa  (can.  1948),  compete 
acción  personal  contra  el  que  sin  las  formalidades  debidas  enajenó  los  bie- 
nes eclesiásticos,  y  contra  sus  herederos;  y  acción  real,  si  la  enajenación 
fue  nula,  contra  cualquier  posesor;  salvo  el  derecho  del  comprador  contra 
el  mal  enajenador.  Y  esta  acción  contra  la  enajenación  inválida  pueden 
ejercitarla:  el  enajenador,  su  superior,  el  sucesor  de  ambos  en  el  oficio; 
finalmente,  cualquier  clérigo  adscrito  a  aquella  iglesia  que  padeció  el  daño 
(can.  1534). 

Por  lo  dicho  se  ve  que  apenas  pueden  exigirse  más  cautelas  y  garan- 
tias  que  las  que  exige  la  Iglesia  para  la  conservación  de  su  tesoro  artistico. 
Si  a'  pesar  de  esto  se  han  registrado  algunos  abusos,  inevitables  en  toda 
sociedad  humana,  la  misma  Iglesia  ha  dado  la  voz  de  alarma,  reprobándolo 
y  dando  disposiciones  para  evitar  su  repetición.  Recuérdese  a  este  respecto 
las  Circulares  de  la  Nunciatura  Apostólica  de  11  de  abril  de  1911,  21  de 
junio  de  1914,  12  de  enero  de  1920,  8  de  abril  y  7  de  julio  de  1922. 

Claro  está  que  con  tales  garantías  no  dejaba  de  ser  hipócrita  crueldad, 
como  dice  el  Marqués  de  Lozoya,  el  que  "cuando  algunas  monjas  no  tenían 
qué  comer  y  vendían  un  cuadro  o  tapiz,  la  prensa  izquierdista  y  algunas 
doctas  corporaciones  rasgaban  sus  vestiduras,  sin  reparar  en  el  éxodo  de 
las  colecciones  particulares  al  extranjero,  ni  en  la  agonía  de  los  llamados 
monumentos  nacionales". 

Y  el  mismo  Estado  que  dejaba  abandonados  y  en  ruinas  gran  número  de 
monumentos  nacionales,  a  la  vez  que  sumía  en  perenne  miseria  a  las  igle- 
sias, se  erigía  en  guardián  celoso  del  tesoro  artístico  religioso,  prohibiendo 
a  la  Iglesia  la  enajenación  de  objetos  artísticos,  por  una  serie  de  decretos 
como  el  de  22  de  mayo  de  1931,  dictado  con  cínica  avilantez  once  días 
después  de  la  quema  de  iglesias  y  conventos. 

387.  El  Cristo  de  Mena.  Para  terminar,  he  aquí  un  caso  curioso:  Habla 
en  Málaga,  en  la  iglesia  de  Santo  Domingo,  la  celebérrima  escul'ura  de  el 
Santo  Cristo  de  Mena.  A  fines  del  siglo  pasado  dos  norteamericanos  fueron 
a  verla,  y  encantados  de  su  belleza  artística  ofrecieron  al  piirroco  una  gran 
suma  por  ella.  Negóse  el  párroco  a  la  venía.  (3tro  día  volvieron  a  la  carga. 
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ofreciendo  por  aquella  joya  cien  mil  duros  (de  entonces)  y  un  Santo  Cristo 
enteramente  igual.  EL  párroco  rechazó  nuevamente  la  propuesta. 

Acompañados  del  cónsul  de  los  Estados  Unidos  acuden  al  Obispo  Sr.  Spi- 
nola,  que  después  fue  Cardenal-Arzobispo  de  Sevilla,  y  le  ofrecieron  por  ella 
¡(los  millones  de  pesetas!  El  Obispo,  con  la  sonrisa  en  los  labios,  les  respon- 
dió: No  se  cansen  ustedes.  En  todos  los  Estados  l'nidos  no  hay  oro  bas- 
tante para  comprar  el  Cristo  de  Mena. 

¡Asi  sabe  custodiar  la  iglesia  su  tesoro  artistico! 

¡Pues  aquella  joya,  que  no  se  compraba  con  todo  el  oro  de  los  Estados 
Unidos,  dícese  que  fue  reducida  a  cenizas  por  los  incendiarios  de  iglesias 
y  conventos,  a  raiz  de  la  segunda  República! 

388.  Derecho  concordado.  Como  el  tesoro  artístico  de  la  Iglesia,  per- 
teneciendo en  propiedad  a  ella,  ofrece  gran  interés  para  el  Estado  y  la 
nación,  justo  era  que  acerca  de  él  se  estipulasen  disposiciones  concordadas. 

Es  de  advertir  que  el  articulo  21  del  Concordato  no  emplea  el  término 
''tesoro  artístico''.  En  la  documentación  civil  se  usa  con  frecuencia  la  deno- 
minación de  tesoro  artístico  nacional  o  patrimonio  artistico  nacio7ial;  nom- 
bres que  se  han  prestado  a  sentido  abusivo,  pretendiendo  incluir  en  su  sig- 
nificación aun  los  bienes  preciosos  de  la  Iglesia;  cual  si  pertenecieran  a  la 
nación,  o  al  menos  debieran  someterse  a  las  leyes  nacionales. 

No,  la  denominación  de  ''tesoro  artístico  nacional''  no  implica  un  derecho 
de  propiedad  del  Estado  sobre  todos  los  objetos  de  arte  o  antigüedad  que 
radican  en  la  nación,  con  anulación  o  merma  de  los  derechos  de  propiedad 
que  competen  a  la  Iglesia  sobre  los  pertenecientes  a  cualquiera  persona  ju- 
rídica eclesiástica.  Los  cuales  por  tanto  quedan  bajo  el  libre  y  pleno  domi- 
nio, uso  y  administración  de  la  misma  Iglesia,  conforme  a  las  normas  del 
derecho  canónico.  El  conjunto  de  éstos  podría  llamarse  tesoro  artistico  ecle- 
siástico o  tesoro  artistico  nacional  eclesiástico. 

Tampoco  la  declaración  de  monumento  nacional,  solicitada  por  la  Iglesia 
y  otorgada  por  el  Estado,  implica,  para  aquélla,  traba  alguna  en  la  propie- 
dad de  sus  bienes  inmuebles,  ni  en  su  administración,  uso,  usufructo,  ni  en 
general  en  el  ejercicio  de  todas  las  facultades  que  integran  el  dominio.  Tal 
declaración  no  supone,  por  tanto,  cambio  alguno  en  la  naturaleza  jurídica 
de  dichos  bienes,  que  después  de  ella  siguen  perteneciéndola  en  pleno  do- 
minio, sin  otras  limitaciones  que  las  establecidas  por  la  legislación  canó- 
nica y  las  disposiciones  concordadas. 

Los  decretos  de  12  de  junio  de  1953  sobre  inventario  del  tesoro  artistico, 
art.  12,  y  sobre  enajenación  y  exportación  de  objetos  del  mismo,  art.  24, 
expresamente  hacen  constar  que  no  afectan  a  los  bienes  propiedad  de  la 
Iglesia,  o  a  ella  cedidos  en  usufructo  o  depósito. 

§  2.    En  el  Concordato 

He  aquí,  pues,  lo  establecido  en  el  art.  21  del  Concordato. 

389.  Comisión  del  tesoro  artístico.  1.  En  cada  diócesis  se  constituirá 
una  Comisión,  que  bajo  la  presidencia  del  Ordinario  vigilará  la  conserva- 
ción, la  reparación  y  las  eventuales  reformas  de  los  templos,  capillas  y  edi- 
ficios eclesiásticos  declarados  monumentos  nacionales,  históricos  o  artís- 
ticos, así  como  de  las  antigüedades  y  obras  de  arte  que  sean  propiedad  de 
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la  Iglesia,  o  le  estén  confiadas  en  usufructo  o  en  depósito,  y  que  hayan  sido 
declaradas  de  relevante  mérito  o  de  importancia  histórica  nacional  (n.  1). 

Estas  Comisiones  serán  nombradas  por  el  Ministerio  de  Educación  Na- 
cional; y  estarán  compuestas,  en  una  mitad,  por  miembros  elegidos  por  el 
Obispo  y  aprobados  por  el  Gobierno;  y  en  la  otra,  por  miembros  designados 
por  el  Gobierno  con  aprobación  del  Obispo  (n.  2). 

El  concepto  de  Tesoro  Artístico  Nacional  le  define  el  art.  1  del  Dacreto- 
Ley  de  9  de  agosto  de  1926:  "El  conjunto  de  bienes  muebles  e  inmuebles 
dignos  de  ser  conservados  para  la  nación,  por  razones  de  arte  y  de  cultura". 
En  nuestro  artículo  concordado  se  trata  de  los  que  son  propiedad  de  la  Igle- 
sia, esto  es,  de  una  persona  jurídica  eclesiástica  i.can.  1497-98).  También 
se  comprenden  los  que,  sin  ser  propiedad  de  la  Iglesia,  le  están  confiados  en 
usufructo  o  en  depósito;  sea  por  personas  jurídicas,  como  el  Ayuntamiento; 
sea  por  personas  privadas. 

Compréndense  los  bienes  preciosos  de  la  Iglesia;  entendidos  por  tanto 
según  el  concepto  del  can.  1497,  §  2;  a  saber,  los  que  tienen  notable  valor, 
por  uno  de  estos  tres  títulos:  de  arte,  como  un  cuadro  de  Murillo;  o  de  his- 
toria, a  la  cual  puede  referirse  la  antigüedad,  como  un  códice  vetustísimo, 
un  monasterio  muy  secular;  o  de  la  preciosidad  o  nobleza  de  la  materia, 
como  un  cáliz  de  oro  con  piedras  preciosas.  Notable  valor  comúnmente  se 
estima  el  que  excede  de  mil  pesetas  oro,  que  equivalen  a  6.666  pesetas  co- 
rrientes, según  la  norma  de  la  S.  Gong.  Consistorial,  comunicada  por  la 
Circular  de  la  Nunciatura  12  feb.  1953  (2),  suma  que  hoy  convendría  elevar, 
a  lo  que  hoy  valen  m.il  pesetas  oro,  teniendo  en  cuenta  la  depreciación  actual 
de  la  peseta  corriente. 

Además,  para  que  este  artículo  concordado  comprenda  los  bienes  de  la 
Iglesia,  es  preciso  que  los  inmuebles  hayan  sido  o  sean  declarados  monu- 
mentos nacionales,  históricos  o  artísticos;  y  los  muebles  declarados  anti- 
güedades u  obras  de  arte,  de  relevante  mérito  o  de  importancia  histórica 
nacional.  Esta  declaración  debe  solicitarse  del  Ministerio  de  Educación  Na- 
cional. 

A  nuestro  entender,  las  Comisiones,  de  que  habla  el  artículo  21,  tendrán 
competencia  también  sobre  los  bienes  de  ias  Ordenes  y  Congregaciones 
religiosas  exentas  de  la  jurisdicción  episcopal. 

390.  Competencia.  Excavaciones,  construcción  y  reparación  de  edifi- 
cios eclesiásticos.  "Dichas  Comisiones  tendrán  también  competencia  en  las 
excavaciones  que  interesen  a  la  arqueología  sagrada;  y  cuidarán  con  el  Or- 
dinario para  que  la  reconstrucción  y  reparación  de  los  edificios  eclesiásti- 
cos arriba  citados  se  ajusten  a  las  normas  técnicas  y  artísticas  de  la  legisla- 
ción general,  a  las  prescripciones  de  la  Liturgia,  y  a  las  exigencias  del  Arte 
Sagrado"  (n.  3,  ^  1). 

Naturalmente  que  ante  todo  hay  que  atenerse  al  fin  principal  del  edifi- 
cio, que  en  los  templos  es  el  litúrgico  o  de  culto  divino;  y  así  tal  vez  no  será 
justo  oponerse  por  razón  de  arte  a  la  demolición  del  coro  central,  que  en 
muchas  catedrales  se  interpuso  para  comodidad  del  Cabildo,  con  detrimento 
de  la  facilidad  del  pueblo  para  oír  la  misa  celebrada  en  el  altar  mayor. 


(2)    Sal  Terrae,  1953,  p.  278. 
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Pues  los  templos,  antes  que  monumentos  de  arte,  son  lugares  esencialmente 
dedicados  al  culto  divino  para  todos  los  fieles  en  general  (can.  1161-1188). 

Enajenación  y  exportación  de  objetos  preciosos.  "Vigilarán  igualmente 
el  cumplimiento  de  las  condiciones  establecidas  por  las  leyes,  tanto  civiles 
como  canónicas,  sobre  enajenación  y  exportación  de  objetos  de  mérito  his- 
tórico o  de  relevante  valor  artistico,  que  sean  propiedad  de  la  Iglesia,  o 
que  ésta  tuviera  en  usufructo  o  en  depósito"  (n.  3,  §  2). 

La  enajenación  es  el  traslado  de  la  propiedad;  la  exportación  es  la  ena- 
jenación con  salida  de  los  objetos  al  extranjero. 

Las  leyes  eclesiásticas  de  la  enajenación  de  objetos  preciosos  están  con- 
tenidas en  los  can.  1529-32  en  general;  y  en  el  can.  534  para  los  religiosos. 
Brevemente :  Requiérese :  1.°  Tasación  escrita  por  peritos.  2.°  Causa  jus- 
ta, a  saber,  urgente  necesidad,  o  evidente  utilidad  de  la  Iglesia,  o  piedad, 
V.  gr.,  para  socorrer  a  los  pobres  en  grave  calamidad.  3.°  Licencia  del  le- 
gitimo Superior  eclesiástico,  que  tratándose  de  objetos  preciosos  es  la  Santa 
Sede.  Y  esto  para  la  validez  de  la  enajenación.  4.°  Otras  cautelas,  que  de- 
berán adoptarse  según  las  circunstancias,  para  evitar  daño  a  la  Iglesia 
(can.  1530,  1532,  ^  1,  1.°).  De  estos  requisitos  sólo  la  licencia  se  requiere  para 
la  validez  de  la  enajenación;  los  demás  se  exigen  solamente  para  la  licitud 
(can.  11). 

La  enajenación  no  se  hará  por  precio  inferior  a  lo  tasado.  Si  no  hay 
quien  lo  dé,  se  hará  otra  tasación  pericial  (can.  1531,  §  1).  Se  hará  a  su- 
basta, o  por  lo  menos  se  dará  a  conocer  el  propósito  de  enajenar,  para  que 
haya  concurrencia  de  demandantes,  y  así  crezca  el  precio  de  la  venta;  a 
no  ser  que  las  circunstancias  aconsejen  otra  cosa.  Se  adjudicará  la  cosa  al 
que,  atendido  todo,  más  ofrezca  (§  2).  No  ha  de  atenderse  solamente  al 
precio  absoluto  mayor,  sino  también  a  la  fidelidad  del  comprador;  al  modo, 
tiem.po  y  lugar  del  pago;  al  peligro  de  pleitos,  etc.  El  dinero  de  la  venta  se 
colocará  con  cautela  de  modo  seguro  y  productivo,  en  bien  de  la  iglesia  (§  3). 
No  se  gastará,  a  no  ser  que  la  causa  alegada  para  pedir  la  licencia  de  ena- 
jenación exija  que  el  precio  se  gaste;  v.  gr.,  si  se  pidió  la  licencia  para 
pagar  deudas. 

Para  la  exportación,  no  hay  leyes  eclesiásticas  especiales.  No  lo  prohibe 
ni  coarta  el  derecho  canónico. 

El  art.  21,  n.  3,  del  Concordato  dice  que  se  observarán  también  las  leyes 
civiles  sobre  enajenación  y  exportación  de  objetos  de  mérito  histórico  o 
de  relevante  valor  artístico,  propiedad  de  la  Iglesia. 

La  última  disposición  civil  es  el  Decreto  de  12  de  junio  1053.  Sobre  la 
enajenación  establece:  1."  Podrán  ser  objeto  de  venta,  donación  o  per- 
muta, dentro  del  territorio  nacional;  pero  cuando  su  preciso  sea  superior 
a  50.000  pesetas,  el  vendedor  o  cedente  dará  cuenta  de  la  operación  pro- 
yectada a  la  Dirección  General  de  Bellas  Artes,  por  escrito  y  por  lo  menos 
i 5  días  antes,  para  su  inscripción  en  el  Registro  especial  de  transmisión  de 
obras  de  arte.  2."  Si  el  precio  es  superior  a  50.000  pesetas,  el  Estado 
podrá  ejercitar  el  derecho  de  tanteo,  en  el  plazo  de  30  días  desde  la  noti- 
ficación hecha  por  el  vendedor  o  cedente.  3.°  Toda  persona  o  entidad 
matriculada  para  comerciar  con  antigüedades,  formalizará  ante  la  Dirección 
un  libro-registro  de  sus  ventas  y  adquisiciones,  donde  se  indicará  la  pro- 
cedencia, la  descripción  y  fotografía  (leí  objeto  adquirido  o  vendido. 

S()l)re  la  exj)<>rtación.  5."  Se  prohibe  exportar  materiales  integrantes 
de  inniuebles  de  más  de  100  años.    6."    Se  prohibe  exportar  obras  y  obje- 
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tos  muebles,  cuya  salida  del  territorio  pueda  constituir  notorio  perjuicio 
a  la  integridad  del  patrimonio  arqueológico,  artístico,  documental  y  etno- 
lógico o  folklórico  de  la  nación.  Se  permite  la  exportación  de  réplicas,  imi- 
taciones y  copias  que  no  reúnan  estas  condiciones...  7.°  Los  permisos  de 
exportación  se  pedirán  a  la  Dirección  General  de  Bellas  Artes,  en  instancia 
reintegrada,  acompañada  de  tres  fotografías  de  8  x  12  cm.  y  relación  tri- 
plicada de  detalle  de  la  obra,  precio,  materia,  autor  o  escuela,  procedi- 
miento y  dimensiones;  y  peso,  si  se  trata  de  metales  o  piedras  preciosas. 
9."  Toda  exportación  autorizada  pagará  un  tanto  por  ciento,  según  la 
tarifa  expresada  en  este  decreto.  10.*^  El  Estado  tendrá  derecho  de  tan- 
teo, y  adquirir  el  objeto  para  los  museos  nacionales,  dentro  de  un  mes  desde 
la  solicitud  de  la  licencia  de  exportación.  11,°  El  mismo  derecho  ten- 
drá en  toda  venta  pública,  subasta  o  liquidación.  13.°  Puede  ceder  el 
tanteo  a  los  Museos  nacionales.  Provinciales  o  de  fundaciones  de  interés 
público,  pagando  éstos  el  coste.  16.°  Sanciones.  22.°  Los  permisos  de 
exportación  solicitados  desde  las  provincias  se  cursarán  por  los  Comisa- 
rios de  Zona  del  Servicio  de  Defensa  del  Tesoro  Artístico  Nacional. 
24.°  Tratándose  de  objetos  propiedad  de  la  Iglesia,  el  Estado  procederá  de 
acuerdo  con  la  autoridad  eclesiástica  competente. 

Sobre  el  inventario  del  tesoro  artístico  nacional  se  dio  otro  decreto  con 
la  misma  fecha  12  de  junio  1953.  En  el  art.  12  se  dice:  Cuando  se  trate  de 
objetos  propiedad  de  la  Iglesia,  el  Estado  procederá  de  acuerdo  con  las  auto- 
ridades eclesiásticas  competentes. 

Si,  pues,  para  la  ejecución  del  art.  21  del  Concordato,  en  lo  relativo  a  la 
venta  y  a  la  exportación  no  se  dan  otras  normas,  se  observará  el  mencio- 
nado decreto,  ya  que  han  de  guardarse  las  disposiciones  eclesiásticas  y 
civiles. 

391.  Derecho  de  tanteo.  La  Santa  Sede  consiente  en  que,  en  caso  de 
venta  de  tales  bienes  por  subasta  pública,  a  tenor  de  las  normas  del  dere- 
cho canónico,  se  dé  opción  de  compra  en  paridad  de  condiciones  al  Esta- 
do (n.  4). 

Este  derecho,  como  se  ve,  se  consigna  como  una  concesión  de  la  Iglesia 
al  Estado;  ya  que  en  virtud  de  la  plena  y  nativa  capacidad  de  adquirir, 
poseer  y  administrar  bienes,  que  compete  a  la  Iglesia,  independientemente 
de  la  potestad  civil  (can.  1495),  capacidad  reconocida  por  el  art.  4  del  Con- 
cordato; los  bienes  de  la  Iglesia  de  suyo  no  deben  estar  sujetos  al  derecho 
de  tanteo.  Aunque  pudiera  decirse  que  tal  derecho  está  contenido  en  el 
can.  1529,  que  en  materia  de  contratos  sobre  materia  eclesiástica  canoniza 
o  hace  suyas  las  leyes  civiles  del  territorio. 

Por  esta  razón  el  derecho  de  tanteo  sotare  objetos  del  tesoro  artístico 
de  la  Iglesia  le  ejercerá  el  Estado  conforme  a  las  normas  del  decreto  de 
12  de  junio  1953  arriba  indicadas. 

Pero  sólo  se  le  concede,  cuando  la  venta  se  haga  en  subasta,  no  si  se 
hace  en  privado,  o  en  público  sin  subasta,  como  pudiera  hacerse  a  tenor 
del  can.  1531,  ^  2.  El  art.  11  del  citado  decreto  reserva  al  Estado  el  derecho 
de  tanteo  en  toda  venta  pública,  subasta  o  liquidación,  no  en  las  ventas 
privadas. 

Tampoco  tendrá  el  Estado  opción  a  la  compra,  cuando  el  precio  no  sea 
superior  a  50.000  pesetas.  Así  se  establece  en  el  art.  2  del  mencionado 
decreto. 

Podrán  exportarse  libremente  dentro  del  plazo  de  diez  años  los  objetos 
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de  arte  introducidos  en  España  y  que  pertenezcan  a  la  Iglesia.  Esto  dis- 
pone para  los  bienes'  no  eclesiásticos  al  art.  19  del  decreto. 

Y  no  obsta  el  que  en  el  art.  24  se  diga  que  el  decreto  no  afecta  a  los 
bienes  de  la  Iglesia,  los  cuales  serán  objeto  de  acuerdo  con  la  autoridad 
eclesiástica.  Pues,  como  dijimos,  el  art.  21  del  Concordato  establece  que  han 
de  guardarse  las  leyes  civiles.  Además,  sería  contradictorio  que  se  estable- 
ciera una  norma  más  exigente  para  la  Iglesia. 

392.  Archivos  eclesiásticos.  Las  autoridades  eclesiásticas  darán  faci- 
lidades para  el  estudio  de  los  documentos  custodiados  en  los  archivos  pú- 
blicos exclusivamente  dependientes  de  aquéllas.  Por  su  parte  el  Estado 
prestará  la  ayuda  técnica  y  económica  conveniente  para  la  instalación, 
catalogación  y  conservación  de  dichos  archivos  (n.  5). 

Se  trata  de  los  archivos  públicos,  no  de  los  secretos,  cuales  debe  haber- 
los en  todas  las  curias  episcopales,  al  menos  un  armario,  cerrado  con  dos 
llaves  distintas,  una  de  las  cuales  tendrá  el  Obispo  o  el  Administrador  Apos- 
tólico, la  otra  el  Vicario  General.  En  este  archivo  o  armario  secreto  se 
guardarán  los  documentos  que  pidan  la  mayor  reserva,  como  las  actas  de 
los  matrimonios  de  conciencia,  las  dispensas  matrimoniales  del  fuero  in- 
terno, los  documentos  de  causas  criminales  de  costumbres,  especialmente 
de  clérigos,  etc.  (can.  379).  Archivos  secretos  puede  habsr  también  en  los 
monasterios,  curias  de  los  religiosos,  etc. 

Aunque  se  ha  de  dar  facilidades  para  el  manejo  de  los  archivos  públicos 
eclesiásticos,  esto  no  quita  que  deban  guardarse  las  normas  canónicas  para 
evitar  abusos,  y  sobre  todo  sustracciones  o  pérdidas  de  docum.entos  (cá- 
nones 375-84) ;  y  cautelas  para  no  admitir  personas  de  poca  probidad ;  cual 
seria  el  aval  que  las  acredite  como  personas  probas  y  capaces  de  aprovechar 
con  tales  visitas. 

Si  bien  el  Estado  prestará  la  ayuda  técnica  y  económica,  para  los  ar- 
chivos, este  auxilio  del  brazo  secular  no  ha  de  ser  impuesto  por  el  Gobierno, 
sino  prestado  a  petición  de  la  autoridad  eclesiástica  o  libremente  aceptado, 
si  la  autoridad  civil  le  ofrece. 

Finalmente,  dado  el  gran  interés  que  ofrece  para  el  Estado  y  la  nación 
el  tesoro  artístico  de  la  Iglesia,  es  natural  que  los  objetos  que  le  constitu- 
yen gocen  de  todas  las  exenciones  de  impuestos  y  de  todos  los  demás  favo- 
res del  tesoro  artístico  nacional. 

CAPITULO  XXIV 

Concordato,  articulo  22 

INVIOLABILIDAD  DE  LOS  LUGARES  SAGRADOS 

393.  Lugares  sagrados  son  aquellos  edificios  o  solares  destinados  al 
culto  divino  o  a  la  sepultura  de  los  fieles,  por  la  consagración  o  bendición 
prescrita  en  los  libros  litúrgicos  (can.  1154).  Estos  libros  son  el  Ritual  y 
el  Pontifical.  Redúcense,  pues,  los  lugares  sagrados  a  los  templos  y  a  los 
cementerios. 
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Los  templos  o  lugares  destinados  al  culto  divino,  se  dividen  en  iglesias 
y  oratorios,  por  razón  del  sujeto  en  cuyo  favor  se  erigen.  (Véase  n.  366). 

Las  iglesias  y  los  oratorios  públicos  siempre  son  lugares  sagrados  en  es- 
tricto sentido  canónico,  porque  siempre  han  de  consagrarse  o  bendecirse 
con  bendición  constitutiva,  que  los  hace  cambiar  de  naturaleza  jurídica, 
convirtiéndolos  de  lugares  profanos  en  reservados  exclusivamente  para  usos 
de  culto,  con  todos  los  demás  efectos  consignados  en  el  Código  canónico 
(can.  1165,  1191).  Los  oratorios  semipúblicos  pueden  ser  lugares  estricta- 
mente sagrados,  y  pueden  no  serlo;  pues  se  los  puede  consagrar,  o  bendecir 
con  bendición  constitutiva,  o  con  bendición  meramente  invocativa,  que  no 
muda  la  naturaleza  jurídica  del  lugar  o  de  la  cosa,  sino  se  limita  a  im- 
plorar la  protección  divina  sobre  los  que  se  sirven  de  ella;  como  la  bendi- 
ción de  una  casa,  de  una  fuente,  etc.;  y  se  los  puede  usar  sin  bendición 
alguna.  Finalmente,  los  oratorios  privados  nunca  son  lugares  sagrados;  por- 
que sólo  pueden  bendecirse  con  bendición  invocativa;  y  pueden  dejarse  sin 
bendecir  (can.  1196). 

394.  Inmunidades.  Los  lugares  sagrados  están  exentos  de  la  jurisdic- 
ción civil,  y  en  ellos  ejerce  libremente  su  jurisdicción  la  autoridad  eclesiás- 
tica (can.  1160). 

Esto  no  quiere  decir  que  todos  los  lugares  sagrados  sean  propiedad  de 
la  Iglesia;  pueden  ser  dominio  de  una  persona  jurídica  civil,  como  la  Di- 
putación Provincial,  el  Municipio;  asi  lo  son  muchas  veces  los  cementerios; 
y  pueden  también  ser  de  una  persona  o  familia  paiíicular,  aunque  se  trate 
de  una  iglesia  o  de  un  oratorio  público  (1).  Si  son  propiedad  de  la  Iglesia, 
esto  es,  de  una  persona  moral  eclesiástica  (can.  1498),  están  sujetas  exclu- 
sivameníe  a  la  jurisdicción  de  ella;  si  son  del  Estado  o  de  otra  persona,  en 
cuanto  a  los  efectos  canónicos  están  sometidos  únicamente  a  la  jurisdic- 
ción eclesiástica;  en  cuanto  a  los  civiles,  como  higiene,  tributación,  admi- 
nistración, tiene  también  su  intervención  la  autoridad  civil. 

En  cuanto  a  los  cementerios,  que  es  el  caso  más  frecuente,  así  lo  recono- 
ció la  ley  de  10  de  diciembre  de  1938:  La  jurisdicción  sobre  los  cementerios 
católicos  corresponde  a  la  Iglesia,  sea  cualquiera  a  quien  perteneciere  la 
administración. 

Gozan  asimismo  los  lugares  sagrados  de  inmunidad  de  usos  profanos  y 
del  derecho  de  asilo  (can.  1177,  1179). 

El  derecho  de  asilo  es  un  favor  concedido  a  los  malhechores  que  se  aco- 
gían a  sagrado,  en  virtud  del  cual  no  podían  ser  aprehendidos  y  castigados 
por  la  autoridad  secular.  Este  derecho  tuvo  grandísima  importancia  y  apli- 
cación en  los  siglos  pasados.  Hoy  el  can.  1179  le  ha  reducido  a  la  mínima 
expresión.  Solamente  gozan  de  él  las  iglesias  y  los  oratorios  públicos;  y 
consiste  en  que  los  delincuentes,  que  se  refugiaren  en  ellos;  no  pueden  ser 
extraídos  de  allí  sin  licencia  del  Ordinario,  o  al  menos  del  rector  de  la  igle- 
sia; a  no  ser  que  urja  la  necesidad. 

395.  Derecho  concordado  (art.  22).  Inviolabilidad.  "1.  Queda  garan- 
tizada la  inviolabilidad  de  las  iglesias,  capillas,  cementerios  y  demás  lu- 
gares sagrados,  según  prescribe  el  can.  1160  del  Código  de  derecho  canóni- 
co" (n.  1). 


(1)    Regatillo,  Derecho  parroquial,  n.  56,  702. 
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Esto  es,  exentos  de  la  jurisdicción  civil  y  sujetos  únicamente  a  la  ecle- 
siástica, como  queda  indicado. 

Según  el  Código  penal  español,  art.  10,  n.  17,  una  de  las  circunstancias 
agravantes  del  delito  es  el  haberse  cometido  en  lugar  sagrado.  Así  es  de 
estimar  esta  circunstancia,  aunque  la  muerte  del  cura  párroco  ocurrió  fuera 
de  la  iglesia,  si  dentro  de  ésta  comenzó  la  ejecución  de  los  hechos  no  inte- 
rrumpidos, que  terminaron  con  el  asesinato  (2).  Y  en  el  hurto  realizado  en 
una  capilla,  aprovechándose  de  la  multitud  de  fieles  reunidos  en  ella,  con 
ocasión  de  una  fiesta  religiosa  (3).  Véase  art.  506,  2.^. 

Queda  igualmente  garantizada  la  inviolabilidad  de  los  palacios  y  curias 
episcopales,  de  los  seminarios,  de  las  casas  y  despachos  parroquiales  y  rec- 
torales, y  de  las  casas  religiosas  canónicamente  establecidas  (n.  2). 

Estos  no  son  lugares  sagrados,  sin  embargo  a  ellos  se  extiende  la  invio- 
labilidad. Las  excepciones  de  ella  se  refieren  a  la  entrada  de  la  fuerza  pú- 
blica en  los  citados  edificios,  para  el  ejercicio  de  sus  funciones;  a  su  ocu- 
pación temporal;  a  la  demolición;  y  a  la  expropiación  forzosa,  que  se  ex- 
plican en  los  números  siguientes  del  art.  22. 

396.  Entrada  de  la  fuerza  pública.  Salvo  en  caso  de  urgente  necesi- 
dad, la  fuerza  pública  no  podrá  entrar  en  los  citados  edificios  para  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  sin  el  consentimiento  de  la  competente  autoridad 
eclesiástica  (n.  3). 

Recuerda  esto  el  derecho  de  asilo  en  la  forma  establecida  en  el  can.  1179; 
si  bien  el  estatuto  concordado  es  de  más  amplitud  y  generalidad,  pues  no 
alcanza  sólo  a  las  iglesias  y  oratorios  públicos,  sino  también  a  todos  los 
edificios  arriba  mencionados.  Ni  alude  sólo  a  la  aprehensión  de  un  reo,  sino 
en  general  al  ejercicio  de  las  funciones  propias  de  la  fuerza  pública,  verbi- 
gracia, al  aplacar  un  tumulto. 

La  autoridad  competente  para  permitir  la  entrada  a  la  fuerza  pública, 
juzgamos  que  es  el  Ordinario  y  el  rector  del  lugar  de  que  se  trata,  como 
se  dice  en  el  citado  can.  1179. 

397.  Ocupación.  Si  por  grave  necesidad  pública,  particularmente  en 
tiempo  de  guerra,  fuese  necesario  ocupar  temporalmente  alguno  de  los  ci- 
tados edificios,  ello  deberá  hacerse  previo  acuerdo  con  el  Ordinario  compe- 
tente. Si  razones  de  absoluta  urgencia  no  permitiesen  hacerlo,  la  autori- 
dad que  proceda  a  la  ocupación,  deberá  informar  inmediatamente  al  mismo 
Ordinario  (n.  4). 

398.  Demolición.  Dichos  edificios  no  podrán  ser  demolidos,  sino  de 
acuerdo  con  el  Ordinario  competente,  salvo  en  caso  de  absoluta  urgencia, 
como  por  motivo  de  guerra,  incendio  o  inundación"  (n.  5). 

399.  Expropiación  forzosa.  En  caso  de  expropiación  por  utilidad  pú- 
blica, será  siempre  previamente  oída  la  autoridad  eclesiástica  competente, 
incluso  en  lo  que  se  refiere  a  la  cuantia  de  la  indemnización.  No  se  ejerci- 
tará ningún  acto  de  expropiación  sin  que  los  bienes  a  expropiar,  cuando 
sea  el  caso,  hayan  sido  privados  de  su  carácter  sagrado"  (n.  6). 

(2)    Trihiin.  Supr.,  4  oct.  1005. 
CA)    Id.,  29  may.  1917. 
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Se  trata,  en  efecto,  de  enajenación  de  bienes  eclesiásticos,  para  la  cual 
deben  observarse  las  disposiciones  de  los  can.  1530-34;  534. 

Los  edificios  sagrados  en  sentido  estricto  serán  privados  de  su  carácter, 
si  hubieran  de  destinarse  a  usos  profanos.  Esta  execración  se  hará  por  de- 
creto del  Ordinario  local,  que  así  lo  disponga.  El  Ordinario  procurará  que 
los  usos  profanos  a  que  haya  de  destinarse  el  lugar  expropiado  no  sean 
sórdidos  o  indecorosos  (can.  1187),  como  sería,  v.  gr.,  para  establo,  mercado 
público. 

Si  se  demoliese,  la  misma  demolición  le  quitaría  el  carácter  sagrado;  ra- 
dicalmente dejaría  de  existir  el  edificio  (can.  1170). 

400.  Expropiación  forzosa  en  favor  de  la  Iglesia.  Decreto  26  abr. 
1957;  Bol.  del  Est.  20  jun.  Aprueba  el  Reglamento  de  la  Ley  de  expropiacióii 
forzosa.  Art.  23,  5  1,  del  Reglamento:  En  las  ocupaciones  y  expropiaciones 
de  la  Iglesia  se  observará  el  procedimiento  regulado  por  el  Reglamento.  El 
jurado  de  expropiación,  antes  de  resolver  definitivamente  sobre  el  justipre- 
cio, dará  audiencia,  por  ocho  días  a  la  autoridad  eclesiástica,  manifestan- 
do la  cuantía  de  la  indemnización  que  se  propone  fijar. 

§  2.  Cuando  la  Iglesia  es  beneficiaría  de  la  expropiación  con  arreglo  al 
art.  2  de  la  Ley,  se  aplicará  el  procedimiento  general  y  tendrá  en  el  mismo 
las  facultades  que  corresponden  a  las  personas  o  entidades  que  ostenten  tal 
condición,  según  el  art.  5. 

Expropiación  para  templos  parroquiales  y  seminarios.  Ley  26  dic.  1957; 
Bol.  28  dic.  Se  declaran  de  utilidad  pública  las  obras  de  construcción  y  re- 
paración de  templos  parroquiales  y  seminarios  diocesanos;  y  su  reconoci- 
miento se  hará  en  cada  caso  por  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros.  Corres- 
ponderá a  la  Iglesia  la  calidad  de  beneficiario  de  la  expropiación  forzosa 
en  los  casos  dichos. 

401.  Cuidado  de  la  seguridad  y  sanidad.  Los  Ordinarios  diocesanos 
y  los  Superiores  religiosos,  según  su  respectiva  competencia,  quedan  obligados 
a  velar  por  la  observancia,  en  los  edificios  citados,  de  las  leyes  comunes 
vigentes  en  materia  de  seguridad  y  de  sanidad  pública  (n.  7). 

Adviértase  que  ésta  es  una  disposición  concordada,  y  por  tanto  los  Or- 
dinarios y  los  Superiores  tienen  que  observar  en  esto  las  leyes  civiles,  que 
por  el  Concordato  se  han  convertido  en  leyes  eclesiásticas,  sin  dejar  de  ser 
civiles,  V.  gr.,  sobre  construcción  de  cementerios. 

402.  Pena  por  la  violación  de  lugar  sagrado.  Ley  24  abr.  1958;  Bol.  25: 
Al  Código  Penal  se  añadirá:  Art.  492  bis.  Salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  491, 
el  que  quebrantare  la  santidad  de  un  lugar  sagrado,  edificio  religioso  u  otro 
inmueble  protegido  por  dicho  privilegio,  por  ley  especial  o  convenio  inter- 
nacional debidamente  ratificado,  incurrirá  en  pena  de  arresto  mayor  y 
multa  de  5.000  a  25.000  pesetas.  Si  el  reo  fuese  funcionario  público  o  agente 
de  la  autoridad,  y  obrase  con  abuso  de  su  cargo,  prisión  menor  y  multa  de 
5.000  a  25.000  pesetas. 
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CAPITULO  XXV 

Concordato,  artículo  23 

EL  MATRIMONIO 

403.  Trescendencia  del  matrimonio.  Nuestro  Caudillo  Franco,  en  el 
Mensaje  a  las  Cortes  para  pedir  su  consejo  en  orden  a  la  ratificación  del  Con- 
cordato, se  expresó  asi:  "Si  España,  como  tantas  veces  se  ha  dicho,  incluso 
por  egregias  voces  extranjeras,  es  una  de  las  grandes  reservas  espirituales 
del  mundo,  lo  debe  a  la  familia.  Esta  familia  española,  que  es  templo  y  es- 
cuela, hogar  y  taller,  porque  es  creyente,  honesta  y  trabajadora,  no  podía 
dejarse  abandonada  a  los  asaltos  que  amenazan  su  unidad  y  cohesión". 

Como  las  células  de  un  estado  cristiano  son  las  familias  cristianas;  y  la 
fam.ilia  cristiana  no  se  constituye  sino  por  el  matrimonio  cristiano;  de 
aquí  la  preocupación  de  nuestros  actuales  gobernantes  en  procurar  a  la 
nación  una  legislación  concordada  en  todo  conforme  a  las  normas  del  de- 
recho divino  y  eclesiástico. 

§  1.    Precedentes  históricos 

404.  El  matrimonio  canónico  o  eclesiástico,  es  decir,  el  matrimonio 
contraído  conform.e  a  las  leyes  de  la  Iglesia  católica,  es  el  matrimonio  tra- 
dicional en  nuestra  patria;  el  único  matrimonio  reconocido  por  nuestra 
legislación  civil,  desde  que  España  se  hizo  cristiana. 

1)  Dice  el  Fuero  Real  (s.  xiii),  lib.  3,  tit.  1,  ley  1:  "De  los  casamientos": 
'Establecemos  y  mandamos  que  todos  ios  casamientos  se  hagan  por  aque- 
llas palabras  que  manda  la  Santa  Iglesia,  y  no  a  escondidas".  Y  en  la  ley  7: 
"Firmamente  prohibimos  que  nadie  se  atreva  a  casarse  contra  los  manda- 
mientos de  la  Santa  Iglesia...  Otrosí,  prohibimos  que  si  en  juicio  se  plan- 
teasen pleitos  de  casamientos,  ninguno  de  ellos  se  atreva  a  casarse  en 
otra  parte,  hasta  que  se  haya  resuelto  el  pleito  por  juicio  de  la  Santa 
Iglesia". 

La  misma  idea  se  estampa  en  el  Código  de  las  Siete  Partidas  de  Alfon- 
so X  el  Sabio  (s.  xiii).  Part.  4,  tit.  2,  ley  7:  "Ligamiento  o  fortaleza  grande 
tiene  el  matrimonio  en  sí;  de  manera  que  después  de  hecho  entre  algunos 
como  debe,  no  se  puede  desatar,  de  suerte  que  deje  de  ser  matrimonio;  aun- 
que alguno  de  ellos  se  haga  hereje  o  judío  o  moro,  o  cometiere  adulterio. 
Y  aunque  esta  fortaleza  tiene  el  casamiento,  puede  haber  sepai  ación  de  los 
casados,  a  juicio  de  la  Santa  Iglesia,  por  cualquier  de  estas  cosas  sobredi- 
chas, para  no  vivir  en  uno  ni  juntarse  carnalmente". 

Sin  razón  afirma  Sánciikz  Homáx  :  "Xo  aparece  justificado  tampoco  cuan- 
to .se  lia  (lidio  en  el  sentido  de  suponer  que  la  ley  de  1870  era  contraria  a 
las  l r(t(/iri()nes  de  nuestra  historia  legal  en  materia  matrimonial.  Desde  que 
l'^spaña  se  constituyó  en  nacionalidad  con  vida  y  derecho  propios,  a  5)rin- 
cipios  del  s.  V,  hasta  que  muy  vencido  el  xvi  Felipe  II  introdujo  como  legis- 
lación del  h>stado  en  materia  matrimonial  la  reforma  tridentina,  más  bien 
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puede  decirse  que  coexisten  las  formas  civil  y  religiosa  del  matrimonio"  (1). 
Reciiazan  esta  infundada  opinión  los  más  eminentes  civilistas  y  canonistas 
modernos  (2). 

Quiere  sin  duda  apoyar  su  afirmación  en  la  existencia  antigua  del  ma- 
trimonio a  yuras  y  de  la  barraganía.  Hoy  está  totalmente  descartado  que 
el  matrimonio  a  yuras  y  la  barragania  constituyesen  la  especie  de  matrimo- 
nio civil. 

El  matrimonio  a  yuras  (jurado)  era  un  verdadero  matrimonio,  con  valor 
canónico,  pero  clandestino,  secreto,  sellado  por  ambas  partes  con  juramen- 
to; a  veces  en  presencia  de  un  clérigo,  a  semejanza  del  matrimonio  de  con- 
ciencia; sacramento  lo  mismo  que  el  matrimonio  solemne,  y  así  reconocido 
entonces  por  la  Iglesia,  si  se  probara  su  celebración  (fuero  de  Cáceres, 
año  1229;  de  Cuenca,  Alfonso  VIII?). 

He  aquí  cómo  se  expresan  las  Partidas,  part.  4,  tit.  3,  ley  1 :  Distinguen 
tres  clases  de  clandestinidad:  "Escondidos  son  llamados  los  casamientos 
en  tres  maneras.  La  primera  es,  cuando  los  hacen  encubiertamente  y  sin 
testigos,  de  modo  que  no  se  puedan  probar.  La  segunda  es,  cuando  los  hacen 
ante  algunos,  pero  no  piden  la  novia  a  su  padre  o  a  su  madre  o  a  los  otros 
parientes  que  la  tienen  en  guarda,  ni  le  dan  sus  arras  ante  ellos,  ni  les 
hacen  las  otras  honras  que  manda  la  Santa  Iglesia.  La  tercera  es  cuando 
no  los  hacen  saber  consejeramente  en  aquella  iglesia  donde  son  parroquia- 
nos... Y  la  razón  porque  está  prohibido  por  la  Santa  Iglesia,  que  los  casa- 
mientos fuesen  hechos  encubiertamente,  es  esta:  porque  si  desacuerdo  vi- 
niese entre  el  marido  y  la  mujer,  de  manera  que  no  quisiese  el  uno  de  ellos 
vivir  con  el  otro,  aunque  el  casamiento  fuese  verdadero,  según  queda  dicho, 
no  podría  por  eso  la  Iglesia  apremiar  a  aquel  que  se  quisiese  departir  del 
otro.  Y  esto  es  porque  aquel  casamiento  no  se  podría  probar.  Que  la  Iglesia 
no  puede  juzgar  las  cosas  encubiertas;  sino  según  que  razonaren  las  partes 
y  fuese  probado". 

En  la  ley  2  añade:  "Levantándose  desacuerdo  entre  el  marido  y  la  mujer 
que  fuesen  casados  escondidamente,  si  aquel  que  se  partiese  del  otro  casase 
después  con  otro  o  con  otra  a  paladinas,  juzgaría  Santa  Iglesia  que  valiese 
el  segundo  casamiento  y  no  el  prim.ero,  como  quier  que  el  primero  sea  ver- 
dadero y  valga  cuanto  a  Dios  y  aquellos  que  le  hicieron". 

No  puede,  pues,  considerarse  como  matrimonio  civil  el  matrimonio  a 
yuras.  Admitíanse  por  tanto  en  España  en  la  Edad  Media  dos  formas  de 
matrimonio:  el  de  bendición  y  el  a  yuras,  pero  no  dos  formas  rigurosa- 
mente distintas  en  el  sentido  de  que  tuviese  efectos  distintos;  el  fondo  era 
sustancialmente  el  mismo:  el  consentimiento  de  las  voluntades  y  la  decla- 
ración del  consentimiento  por  las  palabras:  Yo  te  recibo  por  mió  —  Yo  te 
recibo  por  mia,  exigidas  por  los  Papas  para  los  matrimonios  clandestinos. 
Así  lo  dice  un  texto  de  Inocencio  III  en  las  Decretales,  lib.  4,  tit.  1,  cap.  25; 
y  si  no  pudieren  hablar  los  contrayentes,  bastaban  cualesquiera  otras  seña- 
les del  consentimiento.  El  Estado  dejaba  la  regulación  de  la  disciplina  del 
matrimonio  a  la  Iglesia;  reconociendo  los  efectos  civiles  a  los  matrimonios 
que  ella  tuviese  por  válidos  (Fuero  de  Cuenca,  1929). 


(1)  Estudios  de  Dereclm  Civil...  edic.  2  (Madrid,  1898),  tom.  5,  vol.  1,  n.  13, 
pp.  428-29. 

(2)  Gastan  (Presidente  del  Tribunal  Supremo),  Derecho  civil...  ed.  5  (Madrid, 
1941),  tom.  3,  466;  Valverde,  Tratado  de  Der.  Civ.  Esp.  ed.  3  (Valladolid,  1926), 
tom.  4,  143;  Montero,  Et  matrimonio  y  las  causas  matrimoniales,  ed.  3  (Madrid, 
1930),  82. 
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La  barraganía  tampoco  puede  considerarse  como  matrimonio  civil;  era 
un  concubinato  por  el  tipo  del  de  las  leyes  romanas.  Era  la  unión  sexual 
de  uno  con  una,  a  condición  de  fidelidad  y  cierta  permanencia,  basada  en 
un  contrato  de  compañía  y  amistad,  pero  sin  los  efectos  jurídicos  del  matri- 
monio. Unión  permitida  o  tolerada  por  las  leyes  civiles,  so  pretexto  de  evitar 
mayores  males;  de  modo  semejante  a  las  leyes  que  permiten  o  toleran  hoy 
la  prostitución.  He  aquí  cómo  se  expresa  Alfonso  el  Sabio  en  la  Partida  4, 
título  14  ley:  "Barragan  defiende  [prohibe]  Santa  eglesia  que  non  tenga 
ningún  cristiano,  porque  viven  con  ellas  en  pecado  mortal;  pero  los  anti- 
guos que  ficieron  las  leyes,  consintieron  que  algunos  las  podiesen  haber  sin 
pena  temporal,  porque  tovieron  que  era  menos  mal  de  haber  una  que  mu- 
chas, et  porque  los  fijos  que  nasciesen  de  ellas  fuesen  más  ciertos". 

Por  tanto,  ni  el  matrimonio  a  yuras  ni  la  barraganía  eran  una  excepción 
del  sistema  medieval:  el  matrimonio  a  yuras  era  verdadero  matrimonio, 
valedero  ante  la  Iglesia:  la  barraganía  era  un  concubinato  o  amanceba- 
miento especial,  no  castigado  por  las  leyes,  sin  la  consideración  de  matrimo- 
nio civil  (3). 

Es  de  advertir  que  antes  del  Concilio  de  Trento  (1545-60)  In  Iglesia  no 
requería  forma  alguna  de  celebración  ''para  la  validez''  del  matrimonio;  bas- 
tando que  los  contrayentes  se  manifestasen  mutuamente  su  consentimiento 
matrimonial  de  presente,  de  suerte  que  eran  válidos  ante  Dios  y  en  con- 
ciencia aun  los  matrimonios  clandestinos;  y  por  válidos  los  tenía  también 
la  Iglesia  en  el  fuero  externo,  si  se  probara  su  celebración.  Mas  para  la  lici- 
tud requería  que  se  celebrasen  in  facie  ecclesiae,  a  la  faz  de  la  Iglesia,  con 
la  bendición  del  propio  sacerdote.  El  Concilio  Tridentino  en  el  famoso  ca- 
pítulo Tametsi,  sesión  24,  de  reformatione  matrimonii,  cap.  1,  exigió  para 
la  validez  que  se  celebrase  ante  el  párroco  u  Ordinario  propio  o  un  sacerdote 
delegado  y  dos  testigos. 

2)  El  12  de  julio  1564,  por  Real  Cédula  de  Felipe  II,  fue  admitido  como 
ley  del  reino  el  decreto  del  Concilio  sobre  la  reforma  del  matrimonio.  Es  la 
ley  13,  tit.  1,  del  lib.  de  la  Novísima  Recopilación:  "...  Y  ahora  habiéndonos 
Su  Santidad  enviado  los  decretos  del  Santo  Concilio  impresos  en  forma 
auténtica.  Nos,  como  Rey  católico  y  obediente  y  verdadero  hijo  de  la  Igle- 
sia... habemos  aceptado  y  recibido  y  aceptamos  y  recebimos  el  dicho  sacro- 
santo Concilio;  y  queremos  que  en  nuestros  reinos  sea  guardado,  cumplido 
y  ejecutado...". 

3)  En  1851,  cuando  a  ejemplo  de  otras  naciones  intentan  nuestros  go- 
bernantes unificar  y  reunir  en  un  solo  Código  civil  todos  los  cuerpos  legis- 
lativos existentes,  la  fórmula  del  proyecto  se  expresa  en  estos  netos  tér- 
minos: "El  matrimonio  ha  de  celebrarse  según  disponen  los  cánones  de  la 
Iglesia  Católica,  admitidos  en  España'\  El  mismo  Mucius  Scaevola,  que  se 
mostraba  favorable  al  matrimonio  civil,  comentando  este  proyecto  de  Códi- 
go, no  dudó  en  afirmar:  "El  proyecto  de  1851  no  contenía  ninguna  disposi- 
ción referente  a  este  punto"  (al  matrimonio  civil)  (4). 

4)  El  mismo  año  1851,  16  de  marzo,  se  firmó  el  Concordato  entre  Pío  IX 
e  Isabel  II.  "En  los  numerosos  legajos  de  dicha  negociación,  que  se  conser- 
van en  el  Archivo  General  del  Ministerio  de  Asuntos  Exteriores,  nada  hemos 

(3)  Fuero  de  Cáccrcs,  1229;  de  Cuenca  (Alfonso  VIH?);  de  Burgos,  1028?,  etc. 
Espasa,  Enciclopedia.  Ii<irra<farui.  Fueros. 

(4)  Códiíjo  Civil  come II lodo...  ed.  4  (Madrid,  1892);  loni.  2,  pp.  5-8. 
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visto  que  guarde  relación  con  el  matrimonio  civil.  Ni  al  Gobierno  ni  a  la 
Iglesia  se  le  ocurre  lesionar  lo  más  mínimo  la  competencia  de  la  Iglesia 
en  el  matrimonio  de  los  bautizados,  ni  la  Santa  Sede  siente  necesidad  de 
pactar  en  este  punto"  (  5). 

405.  Ley  del  matrimonio  civil  de  1870.  Vino  a  interrumpir  esta  pe- 
renne tradición  española  la  ley  del  matrimonio  civil  de  18  de  junio  de  1870, 
obra  del  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  D.  Eugenio  Montero  Ríos,  plagio  de 
la  ley  del  Código  Napoleónico,  impuesta  contra  la  conciencia  del  país,  a 
favor  de  los  trastornes  de  la  revolución  septembrina  de  1868;  por  el  odio 
de  unos  cuantos,  para  descristianizar  la  familia  y  la  sociedad;  consecuencia 
de  la  Constitución  laica  de  1869,  que  nos  legó  aquella  revolución. 

Dice  el  art.  2  de  la  ley:  "El  matrimonio  que  no  se  celebre  con  arreglo 
a  las  disposiciones  de  esta  ley,  no  producirá  efectos  civiles  con  respecto  a 
las  personas  y  bienes  de  lo  cónyuges  y  de  sus  descendientes".  Y  el  art.  28: 
"El  matrimonio  se  celebrará  ante  el  juez  municipal  competente  y  dos  tes- 
tigos mayores  de  edad".  Establécese,  pues,  el  matrimonio  civil  obligatorio 
para  todos  los  que  quieran  casarse,  si  el  matrimonio  ha  de  tener  efectos  ci- 
viles; negando  tales  efectos  al  matrimonio  canónico. 

En  el  preámbulo  de  esta  infausta  ley  se  reconoce,  sí,  que  "para  la  Igle- 
sia (durante  la  Edad  Media)  el  matrimonio  civil  era  el  sacramento;  así 
como  para  el  Estado  el  sacramento  era  el  matrimonio  civil".  Es  decir,  que 
el  Estado  no  reconocía  otro  matrimonio  con  efectos  civiles,  sino  el  matri- 
monio sacramento,  el  matrimonio  eclesiástico  o  contraído  conforme  a  las 
leyes  de  la  Iglesia. 

Mas  para  cohonestar  el  desafuero,  que  con  aquella  ley  del  matrimonio 
civil  iba  a  perpetrarse,  acudió  el  legislador  a  este  misero  subterfugio:  Nues- 
tra patria,  sin  embargo,  ofrece  en  su  derecho  foral  una  excepción  de  este 
sistema:  El  matrimonio  "a  yuras''  y  la  "barraganía"  eran  reputadas  uniones 
lícitas,  a  pesar  de  no  recaer  sobre  ellas  las  bendiciones  de  la  Iglesia.  Con 
lo  cual  parece  indicar  el  autor  de  aquella  malhadada  ley  que  estas  dos  clases 
de  uniones  eran  una  especie  de  matrimonio  civil.  Hoy,  como  vimos,  consta 
lo  contrario. 

Pero  a  pesar  de  insistir  tanto  la  ley  del  70  en  la  necesidad  del  matri- 
monio civil;  a  pesar  del  empeño  en  colorearlo  con  razones;  como  hería  la 
conciencia  nacional  en  sus  más  íntimas  fibras,  el  pueblo  le  declaró  desde 
el  principio  guerra  a  muerte  con  su  resistencia  pasiva,  y  continuó  cele- 
brando únicamente  el  matrimonio  canónico,  considerándole  en  la  estima- 
ción general  con  efectos  civiles,  a  pesar  de  haber  sido  despojado  de  ellos, 
según  la  legalidad. 

Ninguna  mujer  española  se  consideraba  bien  casada  sin  las  formali- 
dades del  matrimonio  religioso  y  sin  las  bendiciones  de  la  Iglesia.  A  la 
resistencia  del  pueblo  se  une  la  del  clero,  llegando  algunos  párrocos  a  sus- 
pender la  celebración  de  la  misa,  cuando  notaban  que  en  el  templo  entra- 
ban personas  casadas  civilmente. 

Al  fin  prevalecieron  la  razón,  la  justicia  y  la  religión  conculcadas. 
Por  decreto  de  22  de  enero  1875  se  mandó  inscribir  en  el  registro  civil 


(b)  Dr.  F'ernando  Escudero  Escorza.  Matrimonio  civil  de  los  apóstatas  en  Es- 
paña, 1959,  cap.  1,  n.  1. 
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''como  hijos  legítimos"  los  del  matrimonio  meramente  canónico;  y  el 
9  de  febrero  del  mismo  año  se  publicó  en  la  Gaceta  un  decreto  firmado  por 
CÁNOVAS  DEL  CASTILLO,  y  por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Cárdenas,  res- 
tableciendo el  matrimonio  canónico  con  todos  los  efectos  civiles;  recono- 
ciéndoselos también  a  todos  los  matrimonios  canónicos  contraídos  desde  la 
publicación  de  la  ley  del  matrimonio  civil  del  70;  quedando  este  subsistente 
para  los  que  no  pudieran  contraer  el  canónico. 

En  el  Preámbulo  dice,  que  el  matrimonio  es  sacramento  entre  los  cató- 
licos — que  la  religión  santa  que  asi  lo  declara  es  la  única,  con  pocas  excep- 
ciones, que  profesa  la  nación — .  Que  hasta  1870  había  existido  perfecto  acuer- 
do sobre  este  punto  fundamental  entre  la  legislación  civil  y  la  canónica. 
Que  leyes  recientes  nacidas  en  medio  de  los  disturbios  políticos  han  hecho 
cesar  aquel  feliz  acuerdo,  rebajando  la  dignidad  del  m,atrimonio  y  de  la 
familia. 

Por  estas  consideraciones  el  Gobierno  se  cree  en  el  deber  im.perioso  de 
apresurarse  a  restablecer  la  conveniente  armonía  entre  ambas  legislaciones, 
devolviendo  a  este  santo  sacramento  todos  los  efectos  que  le  reconocían 
nuestras  antiguas  leyes,  y  restituyéndole  a  la  exclusiva  jurisdicción  de  la 
Iglesia. 

No  era  excesivamente  claro  el  decreto,  y  dejó  abierta  brecha  al  matri- 
monio civil  para  los  no  católicos,  al  lado  del  canónico  para  los  hijos  obe- 
dientes a  la  Iglesia  católica,  con  paridad  en  cuanto  a  los  efectos  civiles. 

406.  El  matrimonio  en  el  Código  civil  de  1889.  Así  las  cosas,  se  trató 
de  componer  el  Código  civil.  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  Alonso  Mar- 
tínez entró  en  negociaciones  con  el  Nuncio  Rampolla,  para  llegar  a  una 
fórmula  de  avenencia  sobre  la  base  tercera,  referente  al  matrimonio,  en 
la  que  al  ñn  convinieron,  con  la  reserva  por  parte  del  Gobierno  de  presen- 
tarla a  las  Cortes,  y  por  parte  del  Nuncio  de  someterla  a  la  aprobación  del 
Romano  Pontífice.  Larga  y  laboriosa  fue  la  gestión  de  la  fórmula  final.  Los 
interesantes  lances  de  esta  negociación  pueden  verse  detallados  en  la  ci- 
tada obra  del  presbítero  Dr.  Escudero  Escorza,  El  matrimonio  de  los  apósta- 
tas en  España,  parte  1,  cap.  1-4.  La  respuesta  final  dada  en  nombre  de 
León  XIII  a  la  fórmula  propuesta  por  el  Gobierno  fue:  a)  "Su  Santidad 
aprueba  todo  cuanto  en  las  dos  partes  de  la  base  se  refiere  al  matrim.onio 
entre  católicos".  A  saber:  1)  establecimiento  en  el  Código  civil  del  matri- 
monio canónico,  como  obligatorio  para  todos  los  que  profesan  la  religión 
católica;  2)  efectos  civiles,  que  siguen  necesariamente  a  todo  matrimonio 
canónico;  3)  asistencia  a  su  celebración  de  un  representante  del  Estado, 
sin  más  trascendencia  que  verificar  la  inscripción  del  matrim.onio  en  el  re- 
gistro civil.  Esto  es  todo  lo  que  el  Papa  aprueba. 

b)  Una  segunda  parte  de  la  declaración  dice:  "La  Santa  Sede  deja  al 
Estado  regular  los  efectos  civiles  del  matrimonio". 

c)  En  la  tercera:  "Con  la  siguiente  aprobación  no  se  entiende  de  nin- 
gún modo  prejuzgada  la  doctrina  de  la  Iglesia  acerca  del  matrimonio  de 
los  heterodoxos;  pero  el  Santo  Padre  podrá  tolerar  que  acerca  de  esto  adopte 
las  disposiciones  oportunas". 

La  lectura  de  la  fórmula  con  la  declaración  pontificia,  hecha  por  el  Mi- 
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nistro  Alonso  Martínez  en  la  sesión  del  Senado,  14  mar.  1887,  fue  acogida 
con  un  ¡muy  bien!  por  toda  la  Cámara. 

Sobre  esta  base,  pues,  se  redactó  el  art.  42  del  Código  Civil  de  1889:  "La 
ley  reconoce  dos  formas  de  matrimonio:  el  canónico,  que  deben  contraer 
todos  los  que  profesen  la  religión  católica;  y  el  civil,  que  se  celebrará  del 
modo  que  determina  este  Código". 

Dejando  aparte  los  defectos  de  redacción  y  de  precisión  del  articulo, 
éste  fue  objeto  de  interpretaciones  diversas;  y  también  de  varias  disposi- 
ciones civiles.  La  R.  O.  28  dic.  1900  declara  que  los  funcionarios  del  Estado 
no  pueden  admitir  al  matrimonio  civil,  si  ambos  o  al  menos  uno  de  los 
coniraijentes  no  declaran  que  no  profesan  la  religión  católica.  La  de  27  de 
ag.  1900,  del  Conde  de  Uomaxoxes,  resuelve  que  no  sea  exigida  declaración 
alguna  de  su  religión  al  pretendiente  del  matrimonio  civil.  Ante  la  reac- 
ción formidable  de  toda  la  nación  contra  tamaño  desafuero,  su  autor  tuvo 
que  dar  marcha  atrás,  dejando  sin  efecto  dicha  R.  O.  por  la  R.  O.  de  28  de 
feb.  1907.  Volvió,  pues,  a  entrar  en  vigor  la  R.  O.  de  28  dic.  1900,  confir- 
mada por  la  R.  O.  28  jul.  1913:  Para  el  matrimonio  civil  será  necesaria,  en 
uno  ai  menos  de  los  contragentes,  positiva  declaración  de  no  profesar  la 
religión  católica.  En  esta  interpretación  siguió  viviendo  el  art.  42  del  Có- 
digo civil  hasta  el  17  de  febrero  de  1932. 

407.  El  matrimonio  en  la  segunda  República.  Con  el  advenimiento 
de  la  segunda  nefasta  República,  en  14  de  abril  de  1931,  terminó  su  exis- 
tencia el  art.  42.  El  Ministro  de  Justicia,  Albornoz,  por  Orden  ministerial 
de  10  de  feb.  1932,  dispuso  provisionalmente:  "Se  declara  derogada  la  R.  O.  de 
28  de  dic.  de  1900;  y  en  consecuencia  ?io  se  exigirá  a  los  que  soliciten  la 
celebración  del  matrimonio  civil  declaración  alguna  de  sus  creencias  reli- 
giosas, ni  de  la  religión  que  profesan".  —  El  2  de  marzo  vino  la  ley  del  di- 
vorcio, consecuencia  necesaria  de  la  Constitución  de  9  dic.  1931.  —  Por  últi- 
mo dictóse  la  ley  del  matrimonio  civil,  28  jun.  1932,  con  las  firmas  de  Niceto 
Alcalá  ZatnICra,  Presidente  de  la  República  y  Alvaro  de  Albornoz.  En  su 
art.  I  dispone:  ''A  partir  de  la  vigencia  de  la  presente  ley,  sólo  se  recoiioce 
una  forma  de  matrimonio,  el  civil...". 

408.  El  matrimonio  en  el  nuevo  Estado.  La  ley  republicana  del  ma- 
trimonio civil,  quitó  de  raíz  todos  los  efectos  civiles  al  matrimonio  canó- 
nico, no  reconociendo  otro  que  el  matrimonio  civil.  Pero  apenas  nuestro  ejér- 
cito victorioso  iba  conquistando  las  tierras  sometidas  al  dominio  rojo  du- 
rante la  pasada  guerra,  el  Gobierno  del  Generalísimo  Franco  se  apresuró  a 
echar  por  tierra  la  obra  legislativa  disolvente  de  la  República.  El  Ministro 
de  Justicia,  Conde  de  Rodezno,  por  Orden  de  12  de  marzo  de  1938,  derogó  la 
ley  del  matrimonio  civil.  La  Orden  de  22  del  mismo  mes  y  año  declaró  que 
no  se  admite  ni  es  válido  canónica  ni  civilmente  el  matrimonio  civil,  si  al 
menos  una  de  las  partes  no  hace  declaración  expresa  de  no  pertenecer  a  la 
religión  católica.  —  Más  adelante  pasó  la  Orden  de  10  de  marzo  de  1941,  de 
D.  Esteban  Bilbao,  disponiendo:  Los  jueces  m^unicipales  no  admitirán  el 
viatrimcnio  civil,  si  los  contrayentes  no  demuestran  con  prueba  documental 
que  no  pertenecen  a  la  religión  católica;  o  a  falta  de  esta  prueba,  si  no 
declaran  con  juramento  que  no  están  bautizadas.  De  la  verdad  de  tal  decla- 
raciÓ7i  depende  el  valor  y  efectos  ciiñlcs  del  matrimonio. 
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Pues  bien,  el  actual  Concordato  viene  a  refrendar  y  perfeccionar  estas 
disposiciones  de  nuestro  católico  Gobierno. 

§  2.    Derecho  concordado 

La  ordenación  del  matrimonio,  consignada  en  los  artículos  23  y  24  del 
Concordato  y  en  las  correspondientes  aclaraciones  del  Protocolo,  es  de  las 
más  detalladas  y  perfectas.  El  artículo  23  es  sustantivo,  el  24  procesal. 

Efectos  civiles  del  matrimonio  canónico 

El  artículo  23  se  expresa  así:  "El  Estado  español  reconoce  plenos  efectos 
civiles  al  matrimonio  celebrado  según  las  normas  del  derecho  canónico", 

409.  Cuestión:  ¿Matrimonio  canónico  único?  Aquí  surge  la  primera 
pregunta:  El  Estado  español  reconoce,  sí,  plenos  efectos  civiles  al  matrimo- 
nio eclesiástico.  ¿Pero  es  el  matrimonio  canónico  el  único  reconocido  por 
el  Estado?  ¿Se  excluye  el  matrimonio  civil?  Apenas  publicado  el  nuevo  Con- 
cordato nos  dirigieron  esta  pregunta  doctos  jurisconsultos  de  Madrid:  ¿Qué 
es  del  matrimonio  civil  en  el  nuevo  Concordato?  ¿Queda  excluido? 

Para  responder  a  esta  pregunta,  viene  bien  indicar  brevemente  la  doc- 
trina católica  sobre  la  sacramentalidad  del  matrimonio,  y  sobre  la  consi- 
guiente competencia  de  la  autoridad  eclesiástica  y  civil  acerca  del  ma- 
trimonio. 

El  matrimonio  puede  contraerse:  o  entre  dos  personas  bautizadas;  o 
entre  una  persona  bautizada  y  otra  no  bautizada;  o  entre  dos  personas  no 
bautizadas. 

El  matrimonio  contraído  entre  dos  personas  bautizadas  es  sacramento. 
Dícelo  expresamente  el  can.  1012:  "Nuestro  Señor  Jesucristo  elevó  a  la  dig- 
nidad de  sacramento  el  mismo  contrato  matrimonial  entre  los  bautizados". 

El  matrimonio  celebrado  entre  una  persona  bautizada  y  otra  no  bauti- 
zada disputóse  entre  los  teólogos  y  los  canonistas  si  es  o  no  sacramento: 
la  mayoría  se  inclinaba  a  sentir  que  no  es  sacramento;  hoy  puede  esto  afir- 
marse con  certeza;  después  de  varias  rescisiones  de  estos  matrimonios  aun 
consumados,  otorgadas  por  el  Papa  Pío  XI,  entre  el  infiel  y  acatólico  bau- 
tizado; y  aun  otras  disoluciones  de  matrimonios  consumados  entre  parte  no 
bautizada  y  parte  católica,  hechas  por  Pío  XII  y  Juan  XXIII  (6).  Pero  aun- 
que no  sea  sacramento  el  matrimonio  entre  una  persona  bautizada  y  otra 
no  bautizada,  todos  convienen  en  que  es  una  cosa  sagrada  en  la  que  inter- 
viene una  persona  bautizada;  conforme  al  dicho  de  León  XIII:  Matrimo- 
nium  est  sua  vi,  sua  sponte,  suapte  natura  sacrum.  El  matrimonio  es  por  sí 
mismo,  por  su  propia  naturaleza  sagrada  (7). 

Finalmente,  el  matrimonio  entre  dos  personas  no  bautizadas,  no  es  sa- 
cramento, y  aunque  sea  de  suyo  cosa  sagrada,  no  interviene  en  él  subdito 
alguno  de  la  Iglesia. 


(6)    Hfíoatim.o,  íiilerf)r('f(il io  ct  I nrispnideiit id  Codicis  Canonici,  n.  569.  Dere- 
cho ])(¡rr(Kiu¡<ü ,  II.  07;}.  cd.      ii.  1050. 
(1 )    I*]iu-\fl.  Arcdniini. 
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De  lo  dicho  se  infiere  la  competencia  que  corresponde  a  la  Iglesia  y  al 
Estado  en  estas  tres  clases  de  matrimonio.  Las  tres  se  rigen  en  primer  lugar 
por  el  derecho  divino,  por  el  derecho  natural,  que  determina  las  propiedades 
esenciales  de  todo  matrimonio,  a  saber,  la  unidad  y  la  indisolubilidad;  y  esta- 
blece ciertos  impedimentos,  como  el  de  impotencia,  el  de  consanguinidad 
entre  padres  e  hijos. 

La  competencia  sobre  el  matrimonio  entre  dos  personas  bautizadas  co- 
rresponde exclusivamente  a  la  autoridad  eclesiástica.  Así  lo  consignaba  ya 
en  el  siglo  xvi  el  Concilio  de  Trento,  ses.  24,  can.  12;  así  la  doctrina  unánime 
de  los  teólogos  y  canonistas  católicos;  así,  finalmente,  la  condenación  de  la 
doctrina  contraria,  hecha  entre  otros  por  el  Papa  Pío  VI  en  la  epístola  ad 
Episcopum  Motulensem,  16  feb.  1788. 

La  competencia  sobre  el  matrimonio  entre  una  persona  bautizada  y  otra 
no  bautizada  pertenece  también  exclusivamente  a  la  Iglesia,  por  tratarse 
de  cosa  sagrada  de  un  subdito  de  la  Iglesia.  Es  doctrina  unánime  y  reco- 
gida por  el  Código  Canónico  (8). 

Finalmente  la  competencia  sobre  el  matrimonio  entre  dos  personas  no 
bautizadas  atañe  exclusivamente  a  la  autoridad  civil.  El  Estado  puede  de- 
terminar los  requisitos  previos  a  su  celebración,  establecer  impedimentos 
que  no  sean  opuestos  al  derecho  natural;  estatuir  la  forma  en  que  este 
matrimonio  ha  de  celebrarse;  concretar  los  efectos  civiles  que  ha  de  sur- 
tir; V.  gr.,  sobre  la  potestad  marital  y  patria,  la  dote,  la  administración 
de  los  bienes,  etc.  Tal  es  la  doctrina  hoy  unánime  de  los  canonistas.  Ulti- 
mamente, sin  em.bargo,  Pío  XII  y  Juan  XXIII,  in  favorem  fidei,  disolvie- 
ron un  matrimonio  entre  dos  infieles,  sin  que  ninguno  de  los  dos  quisiera 
bautizarse  (9). 

Es  de  advertir  que  aun  en  los  matrimonios  entre  bautizados  tiene  com- 
petencia la  autoridad  civil  sobre  los  efectos  meramente  civiles,  v.  gr.,  de 
la  dote,  la  administración  de  bienes;  así  lo  reconoce  el  can.  1016. 

Hechas  estas  indicaciones  doctrinales,  vengamos  a  la  cuestión  propues- 
ta. ¿Queda  excluido  el  matrimonio  civil  por  el  Concordato?  Desde  luego  in- 
cluido no  está,  pues  en  ningún  artículo  se  menciona,  y  esto  es  ya  bastante 
decir. 

Excluido  sí  lo  está.  Pues  aunque  esto  explícitamente  no  se  dice  en  el 
art.  23  del  Concordato,  manifiestamente  se  deduce  de  la  declaración  hecha 
en  el  Protocolo  final,  que  tiene  el  mismo  valor  que  el  Concordato. 

El  Protocolo,  al  art.  23,  letra  c)  respecto  a  los  matrimonios  mixtos  entre 
católicos  y  no  católicos  establece:  "En  materia  de  reconocimiento  de  matri- 
monio mixto  entre  personas  católicas  y  no  católicas,  el  Estado  pondrá  en 
arm.onía  su  legislación  con  el  derecho  canónico".  Lo  cual  quiere  decir  que 
el  Estado  no  reconoce  valor  civil  a  estos  matrimonios  mixtos,  si  no  se  con- 
traen conforme  a  las  leyes  de  la  Iglesia. 

De  donde  se  deduce  con  mayor  razón  que  para  los  católicos,  que  con- 
traigan entre  sí,  el  único  matrimonio  que  surte  los  efectos  civiles  es  el 
canónico. 


(8)  Benedicto  XIV,  Const.  Sinqulare,  9  feb.  1749.  Regatillo,  Iiis  Scicramenta- 
rium,  n.  1062. 

(9)  Agosto  1959.  Sciences  Ecclesiastiques,  1960,  pp.  267-69.  Srd  Terrae,  ma- 
yo 1961. 
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Sólo  se  reconoce  en  el  Concordato  compatencia,  y  ésta  exclusiva,  al  Es- 
tado sobre  los  matrimonios  que  contraigan  los  710  bautizados  entre  sí.  Para 
éstos  regirá  únicamente  el  matrimonio  civil,  o  celebrado  conforme  a  las 
leyes  del  Estado;  pero  se  advierte  que  "en  la  reglamentación  jurídica  del 
matrimonio  para  los  no  bautizados  no  se  establecerán  impedimentos  opues- 
tos a  la  ley  natural"  (letra  d).  Tal  sería,  por  ejemplo,  la  exclusión  del  ma- 
trimonio a  los  tarados  de  ciertas  enfermedades.  Abuso  de  autoridad  pública 
reprobado  por  Pío  XI,  en  la  Encíclica  Casti  connuhii,  31  de  diciembre  de 
1930;  AAS  22,  539. 

Tal  es  el  reconocimiento  del  matrimonio  en  cuanto  a  su  valor  civil,  que 
se  concierta  en  este  pacto  solemne.  Lo  cual  por  otra  parte  está  en  confor- 
midad con  el  derecho  divino  de  la  Iglesia  sobre  el  matrimonio. 

Alguien  tal  vez  desearía  alguna  mayor  precisión  en  el  art.  23  del  Con- 
cordato. 

La  potestad  exclusiva  de  la  Iglesia  sobre  los  matrimonios  de  los  bauti- 
zados (a  excepción  de  los  efectos  civiles)  quedaría  explícita  y  terminante- 
mente afirmada  y  reconocida  por  el  Estado  español  si  el  articulo  23  se 
hubiese  redactado  de  un  modo  análogo  al  articulo  42  del  Código  civil : 
El  Estado  español  reconoce  dos  clases  de  matrimonio  con  plenos  efectos 
civiles:  el  canónico,  contraído  conforme  a  las  leyes  vigentes  de  la  Iglesia, 
al  cual  deberán  atenerse  todos  los  bautizados  que  quieran  contraer  ma- 
trimonio entre  sí  o  con  persona  no  bautizada;  y  el  civil,  para  los  no  bau- 
tizados, que  entre  si  contraigan,  y  se  celebrará  en  conformidad  con  la  le- 
gislación civil. 

En  consecuencia  el  párrafo  C)  del  Protocolo  en  relación  con  el  artícu- 
lo 23  quedaría  redactado  con  más  precisión  así :  En  materia  de  reconoci- 
miento de  matrimonio  entre  personas  bautizadas  y  personas  no  bautiza- 
das, el  Estado  pondrá  en  armonía  su  propia  legislación  con  el  Derecho 
canónico. 

De  esta  manera  quedaría  excluido  explícita  y  terminantemente  el  ma- 
trimonio civil  para  todos  los  bautizados;  aunque  sean  herejes  o  cismáticos. 
Pues  aunque  éstos,  si  nunca  fueron  católicos,  cuando  contraen  entre  sí,  el 
canon  1099,  §  2,  los  declara  exentos  de  la  forma  canónica  de  la  celebración 
ante  el  párroco  o  sacerdote  delegado  y  dos  testigos,  pudíendo  contraer 
ante  el  magistrado  civil  y  dos  personas  más;  sin  embargo,  en  cuanto  a 
a  los  impedimentos  matrimoniales,  están  sujetos  a  la  legislación  ecle- 
siástica. 

Esto,  como  decíamos  arriba,  no  se  halla  explícitamente  expresado  en 
el  presente  Concordato,  y  sin  duda  por  razones  de  prudencia  no  se  consig- 
nó en  forma  explícita;  pero  manifiestamente  se  deduce  de  su  texto  y  más 
aún  del  espíritu  e  intención  que  le  informa.  Pues  sería  absurdo  que  el  Es- 
tado reconozca  a  la  Iglesia  por  la  legislación  concordada  menos  de  lo  esta- 
blecido en  la  legislación  civil. 

410.  Matrimonios  mixtos.  El  mismo  Protocolo  letra  C)  al  art.  23:  ''En 
materia  de  reconocimiento  de  matrimonio  mixto  entre  personas  católicas  y 
no  católicas  el  Estado  pondrá  en  armonía  su  propia  legislación  con  el  dere- 
cho canónico",  se  ha  prestado  a  diversas  interpretaciones,  especialmente  en 
cuanto  al  sentido  de  matrimonios  mixtos.  Sin  duda  las  Partes  contratantes 
prefirieron  dejarlo  en  esa  vaguedad,  ya  que  la  acomodación  prescrita  de  la 
legislación  civil  a  la  canónica  se  haría  en  buena  inteligencia  entre  ambas 
autoridades,  como  se  ha  hecho. 

El  punto  que  ha  sido  objeto  de  más  larga  tramitación  es  el  matrimonio 
civil  de  los  apóstatas  de  la  fe  católica. 
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§  3.    Matrimonio  civil  de  los  apóstatas 

411.  Matrimonio  civil.  En  el  sentido  moderno  es  el  contrato  marital 
entre  católicos,  celebrado  ante  el  magistrado  civil,  según  las  leyes  civiles, 
y  que  sólo  del  fuero  civil  tiene  su  fuerza. 

Disciplma  española  actual.  Por  Decreto  del  Ministerio  de  Justicia  26  oct. 
1956;  Bol.  13  nov.,  se  modificaron  varios  artículos  del  Reglamento  del  Re- 
gistro civil  13  dic.  1870,  en  relación  con  el  art.  42  del  Código  civil,  art.  37: 
''El  matrimonio  civil  será  autorizado  sólo  en  el  caso  de  que  ambos  contra- 
yentes prueben  que  no  profesan  la  religión  católica".  Los  demás  artículos 
reformados  precisan  lo  que  cumplirán  los  contrayentes;  y  los  documentos 
del  art.  86  del  Código.  El  art.  40  exige  la  ratificación  de  los  interesados  en 
su  solicitud. 

El  41  la  publicación  de  los  edictos  dispuestos  en  el  art.  89,  salva  dispen- 
sa. "Además  si  se  tratare  de  bautizados  en  la  Iglesia  católica  o  de  aquellos 
que  convertidos  a  ella  hayan  apostatado  posteriormente  e  intentaren  con- 
traer matrimonio  civil  entre  si  o  con  persona  acatólica,  una  vez  hecha  la 
ratificación,  el  juez  informará  circunstancialmente  de  la  petición  a  la  auto- 
ridad eclesiástica  diocesana  de  su  territorio,  en  el  plazo  de  ocho  días  y 
mediante  notificación  en  forma.  No  procederá  el  juez  a  la  celebración  del  ma- 
trimonio hasta  después  de  trascurrido  un  mes  de  haber  realizado  la  notifi- 
cación expresada...". 

Como  se  ve,  este  decreto  se  refiere  directamente  a  la  inscripción  del  ma- 
trimonio; indirectamente,  aunque  expresamente,  admite  el  matrimonio  civil 
de  los  apóstatas,  con  ciertas  condiciones. 

Siguióle  la  Circular  de  la  Dirección  General  de  Registros  para  su  ejecu- 
ción, 2  abr.  1957,  y  la  Circular  de  la  Nunciatura  a  los  Obispos,  para  la  uni- 
formidad en  proceder  (25  mar.  1957). 

La  ley  de  24  de  abril  1958,  sobre  régimen  del  matrimonio  en  España,  aco- 
modada al  Concordato  de  1953,  reformó  el  artículo  42  del  Código  civil  de 
1889  en  esta  forma:  Art.  42:  "La  ley  reconoce  dos  clases  de  matrimonio:  el 
canónico  y  el  civil.  El  matrimonio  habrá  de  contraerse  canónicamente, 
cuando  uno  al  menos  de  los  contrayentes  profese  la  religión  católica.  Se 
autoriza  el  matrimonio  civil,  cuando  se  pruebe  que  ninguno  de  los  contra- 
yentes profesa  la  religión  católica". 

412.  Según  la  ley  canónica  (c.  1099)  están  obligados  a  la  forma  ordi- 
naria de  la  celebración  del  matrimonio,  para  la  validez:  esto  es,  ante  el 
Ordinario  del  lugar  o  el  párroco,  o  un  sacerdote  delegado  por  uno  u  otro: 
l.«  Todos  los  bautizados  en  la  Iglesia  católica  y  los  convertidos  a  ella  de 
la  herejía  o  del  cisma;  aunque  después  hubieren  apostatado  de  ella,  cuando 
contraen  entre  sí.  2.°  Los  mismos  cuando  contraen  con  los  acatólicos, 
bautizados  o  no,  aun  después  de  obtenida  dispensa  del  impedimento  de  mixta 
religión  o  de  disparidad  de  cultos. 

Tam.bién  hoy  los  católicos  orientales,  en  los  mismos  casos  (Pío  XII,  Motu 
propr.  12  feb.  1949;  can.  90;  AAS  41,  89). 

No  están  obligados.  Los  acatólicos,  bautizados  o  no,  si  contraen  en- 
tre sí. 

Por  tanto,  según  el  derecho  canónico  los  apóstatas  de  la  fe  católica. 
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esto  es,  los  que  alguna  vez  fueron  católicos,  aun  solo  por  el  bautismo  en 
la  Iglesia  católica,  y  después  abandonaron  esta  fe,  aunque  contraigan  con 
parte  acatólica,  están  sujetos  a  la  forma  canónica.  En  cambio,  según  el  ac- 
tual art.  42  del  Código  civil  estos  mismos  no  están  sujetos  a  esta  forma. 

Sobre  esta  materia  poseemos  la  excelente  y  completa  monografía  El 
matrimonio  civil  de  los  apóstatas  en  España,  del  presbítero  Dr.  Fernando 
Escudero  Escorza. 

413.  El  art.  42  del  Código  civil  reformado.  Tanto  la  redacción  del 
primitivo  art.  42  como  su  reforma  actual  se  hicieron  en  inteligencia  del 
Gobierno  con  la  Santa  Sede,  que  meramente  lo  toleró,  después  de  maduras 
negociaciones.  A  la  redacción  actual  precedieron  el  Decreto  del  Ministro 
de  Justicia,  26  oct.  1956;  la  Circular  del  Director  General  de  Registros  a  los 
Presidentes  de  las  Audiencias  Territoriales,  2  abr.  1957,  para  la  ejecución  de 
aquel  decreto;  y  la  Circular  del  Sr.  Nuncio  a  los  Prelados,  25  mar.  1957,  para 
la  uniformidad  en  proceder.  Véanse  en  el  Apéndice.  He  aquí  la  sustancia: 

l.o  El  matrimonio  civil,  con  plenos  efectos  civiles,  sólo  puede  permi- 
tirse a  los  apóstatas  de  la  fe  católica,  cuando  quieren  casarse  con  personas 
acatólicas;  probando  que  no  pertenecen  ninguna  de  las  dos  partes  a  la 
religión  católica;  previo  el  expediente  descrito  por  la  Dirección  General  de 
Registros. 

2.  "^  Se  entienden  aquí  apóstatas  los  que,  habiendo  sido  alguna  vez  cató- 
licos, aun  por  solo  el  bautismo  en  la  Iglesia  Católica,  abandonaron  la  fe 
católica;  bien  adhiriéndose  a  una  secta  hereje,  cismática,  o  atea;  bien, 
según  juzgamos,  sin  adherirse  a  secta.  Así  los  protestantes,  griegos  ortodo- 
xos, los  sin  Dios;  los  que  públicamente  han  hecho  profesión  de  que  no  son 
católicos,  aunque  no  pertenecen  a  ninguna  secta. 

3.  °  Requiérese  además  que  esa  adhesión  a  secta  o  esa  profesión  de  aca- 
tolicidad  se  hubiese  hecho  "tempore  non  suspecto'\  es  decir,  cuando  ellos 
aún  no  trataban  de  contraer  civilmente,  independientemente  del  ánimo  de 
contraer  matrimonio  civil,  y  sin  miras  a  él.  Exclúyense,  pues,  de  este  matri- 
monio los  apóstatas  circunstanciales,  que  con  miras  al  matrimonio  civil 
hacen  la  profesión  de  acatolicidad. 

4.  "  Es  preciso  también  que  prueben  con  certeza  moral  su  acatolicidad 
por  los  medios  admitidos  en  derecho.  La  prueba  debe  versar  sobre  uno  de 
estos  dos  puntos:  1."  No  haber  pertenecido  a  la  religión  católica,  ni  por 
bautismo  en  ella  ni  por  conversión.  2."  O  haber  apostatado  de  ella,  sin 
miras  al  matrimonio  civil. 

Alf/iin(ts  priiebds  pueden  ser:  a)  El  (teta  notarial.  Esta  puede  consistir 
en  una  declaración  solemne  de  apostasía  hecha  por  los  pretendientes  ante 
el  notario.  Tal  acta  no  es  prueba,  es  mera  afirmación  en  favor  propio.  El 
notario  en  el  acta  únicamente  puede  acreditar  que  han  hecho  la  afirma- 
ción, sin  responder  de  la  veracidad  de  ella.  El  acta  notarial  podrá  certi- 
ficar la  notoriedad  de  adhesión  a  religión  no  católica,  o  de  la  profesión 
pública  de  acatolicidad,  o  de  pertenencia  a  familia  no  católica.  Entonces 
puede  ser  principio  o  ayuda  de  prueba. 

b)  Certificado  del  pastor  protestante  o  del  ministro  de  la  secta,  acre- 
ditando ser  miembros  de  ella.  vSeria  laxo  admitirlo  como  prueba  suficiente 
de  acatolicidad,  pues  equivaldría  a  dar  categoría  oficial  de  notario  al  pas- 
tor o  ministro  de  la  secta.  Lo  cual  sería  contrario  a  las  disposiciones  le- 
gales de  la  nación,  que  niegan  toda  publicidad  u  oficialidad  a  toda  religión 
que  no  sea  la  católica  romana.  Por  eso,  de  suyo  deberá  completarse  esta 
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piueba  con  otras,  v.  gr.,  testigos  no  sospechosos,  que  convendría  que  se- 
ñalase el  juez.  La  abundancia  de  detalles,  fechas,  hechos  verificables,  etc., 
darán  mayor  crédito  al  certificado  del  pastor.  Y  aun  le  concederíamos  el 
valor  de  prueba  suficiente,  si  el  juez  por  sí  o  por  otro  comprobase  a  estos 
sujetos  como  inscritos  en  tiempo  no  sospechoso  en  el  registro  de  la  secta. 

c)  Declaraciones  de  acatolicidad  en  documento  oficial  ''tempore  non 
siispecto'\  Así  en  el  censo  de  la  nación  hecho  hacia  el  año  1876,  de  los  die- 
cisiete millones  de  españoles  pocos  más  de  seis  mil  declararon  profesar 
religión  distinta  de  la  católica;  y  otros  tantos  dijeron  no  tener  religión 
alguna  positiva  (Girón  Arcas,  La  reforma  del  Concordato  de  1S51,  p.  14, 
1902).  Esta  declaración  hecha  en  el  censo  nos  parecería  prueba  suficiente, 
si  en  esa  profesión  perseveraron. 

d)  Declaración  de  testigos  fidedignos:  documentos,  aun  privados,  como 
cartas,  testamento.  Notoriedad  de  los  hechos,  por  la  asistencia  a  los  cultos 
acatólicos,  etc.  Pertenencia  a  familia  de  raigambre  acatólica,  puede  pro- 
ducir alguna  presunción. 

e)  Manifestaciones  de  no  tener  religión,  o  de  no  ser  católicos,  hechas 
^.r  profeso  en  la  cátedra,  en  la  prensa,  en  los  libros,  discursos,  etc. 

El  juez,  visto  el  conjunto,  apreciará  el  valor  probativo  de  las  pruebas. 

5.  "  Para  admitir  el  matrimonio  civil  no  basta  que  las  personas  sean  in- 
diferentes y  aun  hostiles  a  la  práctica  de  la  religión  católica. 

6.  '^  En  cuanto  al  procedimiento:  a)  Los  pretendientes  harán  solici- 
tud de  matrimonio  civil  al  juez,  en  la  cual  declararán  si  están  bautizados 
en  la  Iglesia  católica  o  se  convirtieron  a  ella.  El  juez  dictará  providencia, 
mandando  se  ratifiquen  en  la  instancia. 

b)  Si  al  juez  le  consta  el  bautismo  o  la  conversión  de  uno,  hará  la  noti- 
ficación al  Ordinario  del  lugar  en  el  plazo  de  ocho  días;  y  si  el  Ordinario 
pide  más  información,  el  juez  se  la  procurará  en  lo  posible.  No  procederá 
el  matrimonio  hasta  transcurridos  un  mes  desde  la  fecha  de  la  notifica- 
ción. Si  los  pretendientes  tienen  domicilio  en  diócesis  diversas,  no  proce- 
derá al  matrimonio,  sino  transcurrido  un  mes  desde  la  notificación  a  ambos 
Ordinarios. 

c)  No  pueden  ser  admitivos  al  acto  civil  los  ordenados  in  sacris  y  los 
ligados  con  voto  solemne  de  castidad. 

d)  El  Ordinario,  recibida  la  notificación,  comprobará  si  queda  probado 
el  abandono  de  la  fe  católica,  y  sobre  todo  si  ello  ocurrió  tempore  non  sus- 
pecto.  Convendrá  que  pida  al  juez  (si  no  va  adjunta  a  la  notificación)  la 
documentación  presentada  por  los  pretendientes  para  probar  su  apostasía. 
Cuando  sólo  se  pruebe  la  indiferencia  o  la  hostilidad  a  la  práctica  de  la 
religión  católica,  informará  de  ello  al  juez.  En  caso  de  especial  importancia 
podrá  dirigirse  al  Ministro  de  Justicia. 

e)  Por  el  párroco  u  otros  procurará  disuadir  de  su  propósito  a  los  in- 
teresados, manifestándoles  las  consecuencias  de  orden  espiritual  y  moral. 

/)  Si  estas  gestiones  resultasen  infructuosas,  no  se  hará  notificación 
alguna  a  la  autoridad  civil.  Pero  el  juez  no  autorizará  el  matrimonio  sino 
después  de  un  mes  completo  desde  la  fecha  en  que  hayan  recibido  el  aviso 
del  Ordinario. 

8.^  Celebrado  el  acto  civil,  el  Ordinario  declarará  estas  penas:  a)  Para 
los  contrayentes  apóstatas:  1)  excomunión  latae  sententiae  especialmente 
reservada  a  la  Santa  Sede  en  el  fuero  interno,  al  Ordinario  del  lugar  en  el 
externo,    b)    Si  dieron  su  nombre  a  secta  o  públicamente  se  adhirieron  a 
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ella,  ipso  fado  son  infames  (c.  2314).  Para  los  católicos  que  actuaron  como 
testigos,  entredicho  "ab  ingressu  ecclesiae"  (c.  2227). 

La  declaración  de  estas  penas  se  hará  por  breve  decreto  razonado,  a 
tenor  de  los  c.  2223,  §  4,  y  1933,  §  4.  Esto  es,  se  deja  la  declaración  de  la 
pena  generalmente  a  la  prudencia  del  Ordinario;  pero  a  petición  de  parte 
interesada,  o  por  exigencia  del  bien  común,  debe  darse  la  declaración. 

Estas  censuras  no  cesan  sino  por  la  absolución  (c.  2248,  §  1);  la  cual 
supone  como  condición  cesación  de  la  contumacia,  recessus  a  contumacia,  que 
para  los  contrayentes  consistirá  en  retornar  a  la  fe,  y  por  tanto  legalizar 
canónicamente  su  situación  matrimonial,  o  separarse;  y  para  los  testigos 
la  retractación  pública  del  mal  causado  con  su  ejemplo. 

Como  se  ve  por  las  cortapisas  que  le  pone  la  misma  legislación  civil, 
ni  el  Estado  le  quisiera;  pero  le  admite,  en  atención  a  graves  razones  so- 
ciales, com.o  el  que  los  apóstatas,  que  nada  quieren  con  la  Iglesia,  siquiera 
tengan  una  unión  legal,  y  no  uniones  vagas  con  cualquiera;  y  el  que  sus 
hijos  tengan  padres  legalmente  reconocidos  y  derechos  de  familia.  Además 
el  influjo  de  protestantes  sobre  todo  de  los  Estados  Unidos. 

414.  Advertencias:  1.°  No  tendrá  valor  civil  el  matrimonio  civil  con- 
traído con  impedimento  dirimente  de  derecho  civil.  El  de  consanguinidad 
natural  sólo  alcanza  al  tercer  grado  civil,  que  es  primero  con  segundo  ca- 
nónico, a  saber,  entre  tíos  y  sobrinos  carnales  (ley  28  jun.  1932,  art.  1, 
regla  4). 

2.  °  Aun  el  acto  civil  será  jurídicamente  nulo  y  sin  efectos  civiles,  si  el 
juez  autorizase  el  matrimonio  sin  la  prueba  de  acatolicidad  de  ambas  par- 
tes; o  si  las  pruebas  fuesen  falsas.  Así  lo  estableció  ya  la  Orden  del  Ministe- 
rio de  Justicia  10  mar.  1941:  "Los  jueces  municipales  no  autorizarán  otros 
matrimonios  civiles  que  aquellos  que,  habiendo  de  contraerse  por  quienes 
no  profesan  la  religión  católica,  se  pruebe  documentalmente  la  acatolicidad 
de  los  contrayentes;  o  en  caso  de  que  esta  prueba  documental  no  fuere 
posible,  presenten  una  declaración  jurada  de  no  haber  sido  bautizados; 
a  cuya  exactitud  se  halla  ligada  la  validez  y  efectos  civiles  de  referidos  ma- 
trimonios". 

3.  °  El  juez  que  autorizare  matrimonio  prohibido  por  la  ley,  o  para  el 
cual  haya  algún  impedimento  no  dispensable,  será  castigado  con  las  penas 
de  suspensión  y  multa  de  1.000  a  5.000  pesetas.  Si  el  impedimento  fuere  dis- 
pensable, la  multa  será  de  1.000  a  2.500  pesetas  (Código  pen.,  art.  487). 

En  nuestro  caso,  el  matrimonio  civil  está  prohibido  a  los  apóstatas  que 
no  aporten  la  prueba  requerida  de  su  acatolicidad.  Por  tanto  el  juez  que 
le  autorice,  incurrirá  en  las  primeras  penas.  La  autoridad  civil  no  podrá 
dispensar  de  la  prueba,  para  que  se  admita  al  apóstata  al  matrimonio  civil; 
y  mucho  menos  para  que  se  admita  a  un  católico.  Por  el  Concordato  se  ha 
obligado  el  Estado  a  acomodar  su  legislación  al  derecho  canónico;  y  aunque 
en  cuanto  a  los  apóstatas  la  autoridad  eclesiástica  no  se  opone  a  que  el  Go- 
bierno dicte  normas;  esto  no  le  autoriza  para  ir  más  adelante. 

Adviértase  que  este  matrimonio  civil,  aun  contraído  conforme  a  las 
leyes  del  Estado,  y  válido  en  el  fuero  civil,  no  es  válido  ante  la  Iglesia,  ni 
ante  Dios  ni  en  conciencia. 

b."    Al  hacer  el  Prelado  declaración  de  la  excomunión  en  que  incurrie- 
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ron  los  apóstatas  que  así  civilmente  se  casaron,  convendría  que  también 
declarase  que,  además  de  excomulgados,  S07i  infames,  con  todos  los  efectos 
que  lleva  consigo  la  pena  de  infamia  en  el  derecho  eclesiástico  (ce.  2314, 
^  3;  2294\  El  decir  que  son  infames,  quizás  impresione  más  que  el  decir  que 
son  excomulgados.  Así  lo  hizo  el  Sr.  Obispo  de  Zamora,  Bolet.  dic.  1958, 
p.  266. 

§  4.    Licencia  para  contraer  matrimonio  los  menores 

415.  He  aquí  lo  estipulado  en  la  letra  b)  del  Protocolo:  ''Las  normas 
civiles  referentes  al  matrimonio  de  los  hijos,  tanto  menores  como  mayores, 
serán  puestos  en  armonía  con  lo  que  disponen  los  cánones  1034  y  1035,  del 
Código  de  Derecho  canónico". 

416.  Derecho  eclesiástico.  Refiérese  el  can.  1034  a  la  licencia  de  los 
padres  para  contraer  matrimonios  sus  hijos  menores.  La  Iglesia  ha  sido  en 
esto  menos  severa  que  la  potestad  civil.  He  aquí  con  qué  mesura  se  expresa 
dicho  canon:  El  párroco  exhorte  gravemente  a  los  hijos  menores  de  familia, 
para  que  no  contraigan  nupcias  ignorándolo  u  oponiéndose  razonablemente 
sus  padres.  Y  si  no  atienden  a  la  exhortación,  no  asista  al  matrimonio  de 
aquéllos,  sin  consultar  antes  al  Prelado  diocesano. 

Como  se  ve,  la  Iglesia  no  requiere  en  absoluto  el  consentimiento  pa- 
terno para  el  matrimonio  de  los  hijos  menores,  aunque  de  suyo  siempre 
detestó  los  celebrados  sin  la  bendición  y  consejo  de  los  padres.  Limítase  el 
canon  a  mandar  a  los  párrocos  que  exhorten  a  tales  hijos  a  pedir  la  anuen- 
cia de  sus  padres.  Si  los  hijos  se  niegan  a  pedirla,  o  los  padres  se  oponen 
razonablemente,  el  párroco  no  debe  asistir  al  matrimonio  sin  acudir  antes 
al  Prelado,  para  que  resuelva  éste  lo  que  ha  de  hacerse.  Esta  resolución 
puede  ser:  o  prohibir  el  matrimonio  por  algún  tiempo;  o  permitirle,  si  a 
su  juicio  no  hay  motivos  graves  para  suspenderle;  o  los  hay  para  no  dife- 
rirle. 

Además,  el  citado  canon  no  hace  mención  de  los  hijos  mayores. 

Hijos  de  familia  son  los  sujetos  a  la  patria  potestad.  Meiiores,  los  que 
no  han  cumplido  veintiún  años  de  edad  (c.  88,  ^  1).  El  legítimamente  eman- 
cipado, aunque  no  haya  cumplido  esa  edad,  jurídicamente  no  es  hijo  de 
familia,  ni  está  sujeto  a  este  canon.  Padres  se  entienden  los  progenitores 
en  primer  grado;  no  los  que  a  falta  de  ellos  los  sustituyen,  como  los  tu- 
tores. 

Ni  la  licencia  ni  el  consejo  paterno  se  requieren  para  la  validez  del 
matrimonio.  Esto  ni  el  Código  lo  exige,  ni  ninguna  ley  eclesiástica  anti- 
gua (1).  Ni  el  derecho  divino;  pues  en  la  elección  de  estado,  cualquiera  es  li- 
bre y  siii  inris  (2).  Para  la  licitud  se  requiere  comúnmente:  a)  Por  la  pie- 
dad y  reverencia  debida  a  los  padres,  que  en  este  gravísimo  asunto  son  los 
consejeros  dados  por  la  naturaleza.  /))  Para  garantía  de  buena  elección, 
la  cual  peligra  en  los  menores  inexpertos  y  apasionados. 

Causa  justa  para  disentir  los  padres:  a)  La  desigualdad  de  condición  de 
los  esposos,  que  originaría  desdoro  para  la  familia,  escándalo,  odiosidad  u 
otro  grave  daño;  t>)  la  mala  fama  de  uno  de  su  familia,  etc. 


(1)  Belarmino,  lib.  1  De  Matrim..  cap.  19. 

(2)  SÁNCHEZ,  lib.  4,  disp.  22,  n.  3. 
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Obrarían  injustamente:  a)  Si  prohiben  a  los  hijos  el  matrimonio  sin 
causa  justa,  h)  Si  por  mayor  dote  se  empeñan  en  que  su  hijo  se  case  con 
persona  indigna,  c)  Si  le  instigan  a  contraer  con  otra  de  tal  índole  que 
no  pueda  vivir  en  paz  con  ella,  d)  Si  sin  causa  razonable  le  apartan  de 
determinado  matrimonio. 

417.  Derecho  civil.  En  cambio  el  Código  español,  art.  45,  prohibe  el 
matrimonio  a  los  hijos  menores  que  no  hubiesen  obtenido  la  licencia,  y  a 
los  mayores  de  edad,  que  no  hubieren  solicitado  el  consejo  de  aquellos  a 
quienes  toca  darlo.  Los  artículos  siguientes  contienen  disposiciones  refe- 
rentes a  la  licencia  y  al  consejo;  y  el  50  establece  severas  sanciones  civiles 
y  penales  a  los  que  contravengan  a  esta  ley. 

Pues  bien,  a  tenor  del  Protocolo,  el  Estado  pondrá  en  armonía  sus  dis- 
posiciones acerca  de  la  licencia  y  consejo  paternos  con  lo  establecido  en  el 
mencionado  canon  1034.  De  esta  manera  se  resolverán  situaciones  difíciles, 
provenientes  de  la  necesidad  de  tal  licencia  y  consejo. 

418.  Licencia  es  el  consentimiento;  consejo  el  parecer  favorable.  La 
acomodación  de  las  normas  civiles  al  can.  1034  está  ya  hecha  por  ley  de 
24  de  abril  1958. 

Necesidad.  Para  los  mayores.  Así  como  nada  exige  el  c.  1034  así  tam- 
bién la  presente  ley  ha  suprimido  la  necesidad  del  consejo  pat3rno.  Supri- 
mir esta  exigencia,  se  dice  en  el  Preámbulo,  es  algo  que  reclamaba  clara- 
mente el  Concordato;  y  que  demandaba  también  el  ejemplo  de  la  legisla- 
ción extranjera,  desconocedora  en  general  del  consejo,  como  requisito  legal. 
No  se  requiere,  pues,  ya  el  consejo  para  los  mayores. 

Para  los  menores.  Añade  el  Preámbulo:  En  cuanto  a  la  licencia  que 
deben  tener  los  hijos  menores,  de  sus  padres...,  se  ha  procurado  cohones- 
tar a  un  tiempo  la  reverencia  que  aquellos  merecen,  con  las  ventajas  de 
evitar  matrimonios  celebrados  por  los  hijos  irreflexivamente,  y  la  libertad 
de  los  contrayentes.  Así  se  ha  estimado  que  la  ley  civil  no  debe  dictar 
regla  sancionadora  alguna,  si  la  unión  ha  sido  contraída  con  plena  licitud 
a  los  ojos  de  la  Iglesia.  Sigue,  pues,  requiriéndose  la  licencia  para  los  me- 
nores, pero  con  notables  reformas.  Menores  son  los  que  no  han  cumplido 
21  años,  en  toda  España  (ley  13  diciembre  1943).  Asimismo  en  el  derecho 
canónico  para  todo  el  mundo  (c.  88,  §  1). 

419.  ¿Quién  ha  de  dar  la  licencia?  1.°  A  los  hijos  legítimos  el  psiáre; 
faltando  éste,  o  hallándose  impedido,  en  orden  sucesivo,  la  madre,  el  abuelo 
paterno,  el  materno,  las  abuelas  paterna  y  materna,  y  en  su  defecto,  el 
consejo  de  familia  (art.  46). 

Faltan  el  padre,  etc.,  por  muerte.  Están  impedidos,  por  motivos  físicos, 
como  la  ausencia  en  paradero  desconocido,  la  amencia...;  o  por  motivos 
jurídicos.  Los  cuales,  según  algunos,  son  la  separación  legal  de  los  cónyu- 
ges, la  viudedad  de  la  madre,  que  pasó  a  otras  nupcias,  la  interdicción 
civil.  Según  otros,  éstos  no  son  impedimentos:  y  a  este  parecer  podemos 
atenernos.  Así,  pues,  la  madre  que  pasó  a  segundas  nupcias,  aunque  perdió 
la  patria  potestad  sobre  los  hijos  del  matrimonio  anterior,  es  competente 
para  darles  licencia  de  casarse.  Porque  este  derecho  no  se  funda  en  la  pa- 
tria potestad,  sino  en  la  paternidad  o  maternidad  legítima  (arts.  46,  63). 
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2.  °  A  los  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  ios  mismos;  pues  se 
equiparan  a  los  legitimes  (art,  122). 

3.  °  A  los  naturales  legalmente  reconocidos  o  legitimados  por  concesión 
real,  los  que  los  reconocieron  o  legitimaron,  sus  ascendientes,  y  el  consejo 
de  familia,  por  el  orden  establecido  en  el  art.  46  (art.  47). 

Son  naturales  en  el  derecho  civil  los  nacidos  fuera  de  matrimonio,  de 
padres  que  al  tiempo  de  la  concepción  de  aquéllos  pudieron  casarse  con 
dispensa  o  sin  ella  (art.  119,  §  2).  Reconocimiento  es  el  acto  por  el  cual  se 
determina  legalmente  la  paternidad,  sin  legitimarse  por  esto  la  prole.  Legi- 
timación el  acto  por  el  que  se  reputan  como  nacidos  de  legítimo  matrimonio 
los  que  no  lo  son,  en  cuanto  a  los  efectos  jurídicos. 

4.  °  A  los  adoptivos  el  adoptante.  En  su  defecto,  si  la  adopción  es  plena, 
el  consejo  de  familia;  si  es  menos  plena,  las  personas  de  la  familia  na- 
tural, a  quienes  corresponda;  y  en  su  defecto  el  consejo  de  familia  (art.  47). 

5.  °  A  los  demás  ilegítimos,  la  madre  cuando  fuere  legalmente  recono- 
cida; los  abuelos  maternos  en  el  mismo  caso;  y  a  falta  de  una  y  otros  el 
consejo  de  familia  (art.  47). 

6.  °  A  los  expósitos,  el  jefe  de  la  casa  de  expósitos,  donde  se  educaron 
(art.  47). 

Casos  especiales:  1.°  Los  viudos  menores,  que  quieren  contraer  nue- 
vas nupcias,  según  unos  no  necesitan  licencia,  pues  por  las  primeras  se 
emanciparon  (R.  O.  7  feb.  1863).  Según  otros,  sí;  pues  el  art.  45  no  distin- 
gue entre  menores  emancipados  y  no  emancipados.  Creemos  que  los  viudos 
menores  no  necesitan  licencia,  pues  el  art.  50,  2.''  de  la  ley,  dice:  Si  uno  de 
los  cónyuges  fuera  menor  no  emancipado,  y  se  casase  sin  licencia,  no  reci- 
birá la  administración  de  sus  bienes.  Ahora  bien,  el  viudo  menor  se  eman- 
cipó por  el  primer  matrimonio  (arts.  314,  1;  315). 

2.  *^  Los  emancipados  por  concesión  de  su  padre  o  madre,  que  ejerza  la 
patria  potestad,  a  los  que  tengan  dieciocho  años  cumplidos,  se  equiparan  a 
los  mayores  (arts.  317,  318). 

3.  *^  Los  menores  habilitados,  los  huérfanos  de  padre  y  madre,  que  según 
el  art.  322  consiguieron  el  beneficio  de  mayor  edad,  se  consideran  como 
mayores. 

4.  °  In  articulo  mortis,  si  urge  el  caso,  no  se  requiere  licencia.  Dedúcese 
esto  por  la  analogía  de  los  arts.  78  y  93,  que  excusan  de  la  obligación  del 
aviso  previo  al  juez,  y  del  edicto  en  tal  caso. 

5.  "   Para  el  matrimonio  de  conciencia  tampoco  se  requiere  (art.  79). 

420.  Forma  de  la  concesión.  Puede  ser  general,  para  contraer  con 
cualquiera;  o  concreta,  para  contraer  con  tal.  En  el  primer  caso  no  ne- 
cesita nueva  licencia,  si  el  menor  quiere  contraer  con  persona  distinta  de 
la  primeramente  elegida;  en  el  segundo,  sí.  Si  el  llamado  a  darla  calla  o 
se  excusa,  se  juzga  que  niega;  entonces  el  menor  no  puede  contraer.  Antes 
de  la  celebración  del  matrimonio  los  contrayentes  habrán  de  acreditar  que 
obtuvieron  licencia. 

Se  dará  en  acta  escrita,  la  cual  en  ambas  clases  de  matrimonio  puede 
ser  autorizada  por  un  notario  civil  o  por  el  encargado  del  registro;  para 
el  matrimonio  canónico  podrá  autorizarla  también  un  notario  eclesiástico 
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O  el  párroco  (art.  48).  El  llamado  a  otorgar  la  licencia  no  está  obligado  a 
manifestar  las  razones  de  la  concesión  o  negativa  (art.  49). 

421.  Suplencia  de  la  licencia  por  el  Ordinario.  Pero  si  la  niega,  el 
matrimonio  podrá  celebrarse  si  le  autoriza  el  Ordinario  del  lugar  o  el  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  Territorial,  según  fuere  canónico  o  civil.  A  todos 
los  efectos  la  autorización  equivaldría  a  la  licencia  (art.  49).  Corresponde 
al  Ordinario  examinar  en  última  instancia  si  existe  o  no  en  la  negativa 
paterna  una  causa  razonable  (Preámbulo).  Como  se  ve,  la  legislación  civiJ 
en  este  punto  viene  a  reducirse  a  lo  prescrito  en  el  c.  1034. 

¿Pero  cómo  constará  la  negativa  paterna,  si  por  una  parte  se  sabe  que 
el  padre,  etc.,  se  niega  a  dar  la  licencia,  y  por  otra  no  comparecerá  ante 
el  notario,  o  encargado  del  registro  o  el  párroco,  para  negarla?  En  tal  caso 
podría  el  párroco  con  dos  testigos  presentarse  a  él  y  le  requeriría  la  licen- 
cia, haciendo  constar  la  negativa  en  acta;  si  juzga  que  no  hay  causa  razo- 
nable para  negar  la  licencia,  con  el  acta  negativa  se  presentará  el  pá- 
rroco al  Ordinario,  para  que  éste  resuelva  si,  no  obstante  la  negativa,  pro- 
cederá al  matrimonio.  Para  evitar  odiosidades  se  recomienda  que  estas 
actas  negativas  las  deje  el  párroco  al  notario  civil  o  al  encargado  del 
registro. 

422.  Matrimonio  contraído  sin  licencia.  Es  válido,  pero  tiene  san- 
ciones civiles  y  penales. 

Sanciones  civiles:  1.^  Se  entiende  contraído  con  absoluta  separación 
de  bienes,  y  cada  cónyuge  retendrá  el  dominio  y  administración  de  los 
que  le  pertenezcan,  haciendo  suyos  todos  los  frutos,  si  bien  con  la  obliga- 
ción de  contribuir  proporcionalmente  al  sostenimiento  de  las  cargas  del 
matrimonio.  2.^  Si  uno  de  los  cónyuges  fuera  menor  no  emancipado,  no 
recibirá  la  administración  de  sus  bienes  hasta  que  llegue  a  la  mayor  edad. 
Entre  tanto  sólo  tendrá  sobre  dichos  bienes  derechos  a  alimentos.  3.^  El 
tutor  cesará  en  su  cargo,  perdiendo  la  administración  de  los  bienes  del 
pupilo,  desde  que  se  celebre  el  matrimonio  (art.  50). 

Sanciones  penales.  El  menor  que  contrae  sin  licencia  ya  no  incurre  en 
la  sanción  penal  de  prisión,  establecida  en  el  art.  474  del  Código  Penal 
de  1944;  la  cual  está  suprimida  por  la  ley  24  abr.  1058,  al  art.  473-77.  El 
párroco  que  autoriza  ese  matrimonio  parecería  incurrir  en  la  multa  de 
mil  a  cinco  mil  pesetas  establecido  en  el  art.  478,  contra  el  eclesiástico  o 
juez  civil  que  autorice  matrimonio  prohibido  por  la  ley.  Pero  este  artículo 
también  está  modificado  por  la  citada  ley,  incluyendo  en  la  pena  solamente 
al  juez  civil. 

El  art.  437  del  Código  de  Justicia  Militar  de  1945  exime  de  sanción  al 
sacerdote  que  autorice  los  matrimonios  de  los  soldados  sin  autorización 
militar  o  antes  de  los  plazos  marcados  por  la  ley. 

423.  Actas  de  licencia  para  contraer  matrimonio.  La  licencia  para 
contraer  los  menores  debe  darse  por  acta  escrita. 

Quién  la  autoriza.  Para  ambas  clases  de  matrimonio  puede  autorizarla 
un  notario  civil  o  el  encargado  del  registro  del  domicilio  del  solicitante. 
Para  el  canónico  podrá  autorizarla  también  un  notario  eclesiástico  o  el 
párroco  (ley  24  abr.  1953,  art.  48). 

Los  jueces  de  paz  tendrán  a  su  cargo  el  registro  civil  en  el  término  de 
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su  jurisdicción.  Los  jueces  comarcales  en  el  término  municipal  de  la  capi- 
talidad de  la  comarca.  Los  jueces  municipales  en  el  territorio  de  su  juris- 
dicción (Ley  de  bases  para  la  reorganización  de  la  justicia  municipal,  19  jul. 
1944.  Base  IX). 

Los  jueces  de  paz  tienen,  por  delegación,  las  mismas  facultades  y  de- 
beres que  el  encargado  r del  registro]  en  las  diligencias  de  inscripción  del 
matrimonio  canónico,  en  la  celebración  del  civil  y  en  la  autorización  de 
documento  acreditativo  de  la  licencia  para  el  matrimonio  del  menor  de  edad 
(Reglamento  de  la  ley  del  registro  civil,  14  nov.  1958,  art.  251). 

Qué  párroco.  Dentro  de  su  parroquia  el  párroco  puede  válidamente  auto- 
rizar las  actas,  aun  de  los  no  subditos,  como  los  matrimonios  (c.  1095,  §  1). 
Pues,  según  R.  O.  11  mar.  1915,  tiene  carácter  de  notario  eclesiástico  para 
este  efecto.  Licitamente,  el  del  domicilio,  cuasidomicilio  o  residencia  del 
sujeto  un  mes  en  la  parroquia  (c.  1097,  §  1,  n.  3).  Porque  la  potestad  notarial 
es  territorial. 

Mientras  otra  cosa  no  determinen  los  Prelados,  creemos  que,  si  se  otor- 
gan en  actas  distintas,  debe  cada  párroco  autorizar  la  que  se  refiere  al  con- 
trayente de  su  parroquia.  Si  en  el  mismo  acto,  la  autorizará  de  ordinario 
el  párroco  de  la  contrayente.  Así  en  noviembre  1880  decretó  el  Vicario  Ca- 
pitular de  Solsona,  y  luego  varios  Prelados. 

424.  Timbre.  Según  la  ley  14  abr.  1955,  art.  71,  n.  1,  las  actas  origi- 
nales positivas,  esto  es,  en  que  se  conceda  la  licencia,  es  para  todos  de 
59,50  pesetas.  Están  exentas  de  timbre:  1.°  Las  expedidas  para  pobres  de 
solemnidad.  2.°  Las  que  se  reclaman  por  alguna  autoridad  sin  instancia 
de  parte  (Reglam.  22  jun.  1956,  art.  156). 

Pobres  de  solemnidad  vulgarmente  se  entienden  los  que  nada  tienen  y 
necesitan  ser  socorridos,  aun  en  las  cosas  más  necesarias,  como  médico,  etc. 
Jurídicamente  no  consta.  El  Sr.  Castrillo,  inspector  del  timbre  de  Murcia, 
nos  respondió  que  es  difícil  precisar  el  concepto  de  pobres  de  solemnidad. 
Como  regla  práctica  nos  dio  ésta:  Debe  exigirse  o  no  el  timbre,  en  los 
documentos  en  que  los  funcionarios  cobren  o  no  derechos.  Juzgamos  que 
para  el  timbre  son  pobres  de  solemnidad  los  tenidos  por  tales  en  el  muni- 
cipio para  otros  efectos,  como  beneficencia,  exención  de  impuestos,  etc. 

¿Quién  ha  de  ser  pobre:  el  contrayente,  o  el  que  ha  de  dar  la  licencia? 
Parécenos  que  el  contrayente,  pues  el  citado  art.  156  dice  que  están  exentos 
de  timbre  los  documentos  que  se  expidan  a  favor  de  los  pobres  de  solem- 
nidad. Pero  claro  está  que,  aunque  el  menor  nada  tenga,  no  ha  de  consi- 
derarse como  pobre  de  solemnidad,  si  no  lo  es  su  padre  o  los  que  tienen 
obligación  jurídica  de  alimentarle. 

Prueba  de  la  pobreza.  Se  presentará  al  autorizante  del  acta  certifica- 
ción de  la  autoridad  local  del  domicilio  de  los  contrayentes,  que  se  unirá 
al  acta  original  (Direc.  Gen.  del  Tim.  24  mar.  1924)!  Siendo  benigno  el 
alcalde  puede  mitigar  la  ley,  en  sí  oscura  respecto  de  la  pobreza. 

Actas  de  los  dos  contrayentes  en  un  mismo  documento.  Puede  hacerse; 
pero  cuando  el  documento  se  refiere  a  varias  personas,  llevará  el  reintegro 
que  le  corresponde  por  cada  individuo...  (art.  156). 

Documento  del  Ordinario  autorizando  el  matrimonio  sin  licencia  paterna. 
Aunque  esta  autorización  suple  la  licencia,  creemos  que  tal  documento  no 
necesita  timbre.  Alguien,  sin  embargo,  tal  vez  objetará  que  debe  llevar  tim- 
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bre  ordinario,  ya  que  ha  de  producir  el  mismo  efecto  civil  que  el  acta  con- 
cesiva de  la  licencia. 

Responsabilidad  por  falta  de  timbre.  —  Toda  falta,  deficiencia  u  omi- 
sión en  el  uso  del  timbre:  a)  será  reintegrada;  b)  y  además  sancionada  con 
el  tanto  de  su  importe  en  la  omisión;  del  duplo  en  los  documentos  oculta- 
dos; del  triplo  al  cuádruplo  en  los  de  defraudación  (art.  222). 

Quiénes  son  responsables,  a)  El  sujeto  pasivo  del  documento,  esto  es, 
de  los  que  suscriben  o  expiden  el  documento,  o  realizan  el  hecho  sujeto  al 
timbre...  b)  Los  que  tengan  interés  jurídico  en  la  existencia  del  docu- 
mento en  que  haya  omisión  o  deficiencia  del  timbre,  c)  Los  notarios,  por 
las  omisiones  o  negligencias  (art.  3).  De  los  párrocos  no  consta.  Por  analo- 
gía de  lo  dicho  arriba  sobre  la  exención  de  pena  por  autorizar  el  matrimo- 
nio sin  licencia  paterna,  diríamos  que  también  están  exentos  de  sanción 
por  omisión  del  timbre.  Pero  siendo  dudosa  la  sanción  proceda  el  párroco 
con  cautela. 

§  5.    Impedimentos  civiles  al  matrimonio  canónico 

425.  El  Protocolo  en  relación  con  el  art.  23  del  Concordato  letra  B)  dice : 
Las  normas  civiles  referentes  al  matrimonio  de  los  hijos,  tanto  menores 
como  mayores,  serán  puestas  en  armonía  con  lo  que  disponen  los  can.  1034, 
1035  del  Código  de  Derecho  canónico.  El  can.  1934  se  refiere  a  la  licencia 
paterna  para  el  matrimonio  de  los  menores;  de  la  cual  hemos  tratado. 

El  1035  se  refiere  a  la  capacidad  general  de  las  personas  para  contraer 
matrimonio.  Todos  pueden  contraerle,  si  no  se  lo  prohibe  el  derecho.  A  sa- 
ber, el  derecho  divino  para  todos;  el  eclesiástico  para  los  bautizados,  y  el 
civil  para  los  no  bautizados. 

Por  tanto,  la  ley  civil  no  puede  poner  impedimentos  o  prohibiciones  a 
las  personas,  para  contraer  matrimonio  canónico;  y  el  Estado  español  pon- 
drá su  legislación  sobre  este  punto  en  armonía  con  el  mencionado  canon. 

Las  consecuencias  son  importantes:  Habrán  de  modificarse  las  leyes  que 
prohiben  el  matrimonio  a  los  que  están  sujetos  al  servicio  militar;  a  las 
viudas  durante  los  trescientos  un  dias  siguientes  a  la  muerte  de  su  marido; 
o  antes  de  su  alumbramiento,  si  hubiesen  quedado  en  cinta,  etc.  Cierto  que 
la  celebración  de  tales  matrimonios,  por  ejemplo,  de  los  soldados  antes  de 
la  licencia  absoluta,  ofrecen  serios  inconvenientes;  pero  a  veces  es  apre- 
miante la  necesidad  de  contraerle,  para  salvar  situaciones  angustiosas. 

La  acomodación  en  cuanto  al  matrimonio  de  los  militares,  está  hecha. 
El  matrimonio  de  las  viudas  sigue  prohibido,  como  antes  en  el  art.  45  del 
Código  civil,  que  en  este  punto  no  ha  sido  reformado  por  la  ley  de  Régimen 
del  matrimonio,  acomodándolo  al  Concordato,  24  abr.  1958;  Bol.  25.  Pero 
se  han  suprimido  las  sanciones  penales  de  este  último  matrimonio  y  de 
otros  ilegales. 

426.  Sanciones  penales  de  matrimonios  ilegales.  Para  la  acomoda- 
ción de  la  legislación  civil  al  Concordato,  en  la  reforma  del  Código  Penal, 
Ley  24  abr.  1958;  Bol.  25,  en  los  arts.  473-77,  se  han  suprimido  las  figuras 
delictivas  y  las  penas:  a)  de  contraer  matrimonios  con  impedimento  dispen- 
sable;  b)  los  menores  sin  el  consentimiento  exigido;  c)  la  viuda  antes  de 
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los  plazos  señalados  en  la  legislación  civil;  el  adoptante  con  el  hijo  o  des- 
cendiente adoptivo;  d)  el  tutor  con  el  pupilo  en  los  supuestos  del  art.  477. 

El  art.  478  queda  redactado  así:  El  juez  que  autorizare  matrimonio  pro- 
hibido por  la  ley,  o  para  el  cual  haya  impedimento  no  dispensable  cono- 
cido o  denunciado  en  el  expediente,  será  castigado  con  las  penas  de  suspen- 
sión y  multa  de  1.000  a  5.000  pesetas.  Si  el  impedimento  fuera  dispensable, 
la  pena  será  de  1.000  a  2.000  pesetas. 

§  6.    Matrimonio  de  militares 

427.  Ley  13  nov.  1957.  I.  Generales,  Jefes,  Oficiales  y  Suboficiales. 
Art.  1.  Los  Generales,  Jefes,  Oficiales,  Brigadas,  Sargentos  y  asimilados, 
podrán  contraerle:  con  licencia  del  Ministro  correspondiente,  los  Generales, 
Jefes  y  Oficiales;  los  demás,  con  licencia  del  Capitán  General  de  la  región 
militar  o  departamento  marítimo,  Almirante  jefe  de  la  jurisdicción  cen- 
tral, Comandantes  Generales  de  Escuadra  o  bases  navales,  y  Generales  jefes 
de  regiones  o  zonas  aéreas. 

Requisitos:  1.°  Acreditar  antes  la  nacionalidad  española,  hispanoame- 
ricana, portuguesa,  brasileña  o  filipina  de  la  esposa,  salvo  dispensa  en  casos 
especiales,  que  concederá  graciable  el  Ministro  respectivo.  2.°  Acreditar 
la  buena  conducta  moral  y  social  de  la  contrayente  y  de  su  familia,  me- 
diante investigación  del  jefe  del  interesado. 

Art.  2.  La  solicitud,  practicada  la  investigación,  será  informada  por  el 
jefe  de  cuerpo,  unidad,  dependencia,  o  comandante  del  buque,  y  cursada 
reglamentariamente.  La  resolución  favorable  se  publicará  en  el  Diario  o 
Boletin  Oficial  del  departamento,  cuando  la  dicte  el  Ministro.  La  desfavo- 
rable se  comunicará  en  escrito  reservado,  sin  recurso. 

Art.  3.  Los  matrimonios  in  articulo  mortis,  conforme  a  los  arts.  78,  93-95 
del  Código  civil,  y  ce.  1043-44,  1098,  no  requieren  previa  licencia.  Si  fallece 
el  interesado,  percibirá  la  viuda  la  pensión  correspondiente.  Si  sobrevivie- 
re, deberá  aquél  acreditar,  en  el  plazo  de  seis  meses,  lo  requerido  en  el 
art.  1. 

II.  Alumnos  de  escuelas  militares.  Art.  4.  Para  ingresar  se  requiere 
ser  soltero  o  viudo  sin  hijos,  salvo  para  los  procedentes  de  suboficial,  y  para 
aquellos  a  los  que  se  exija  título  facultativo  o  análogo;  los  cuales  deberán 
en  su  caso  acreditar  los  requisitos  del  art.  1.  Los  alumnos  de  estos  centros 
no  serán  autorizados  para  contraer  matrimonio  antes  de  concluir  sus  estu- 
dios; el  que  le  contrajere  será  dado  de  baja. 

III.  Clases  de  tropa.  Art.  5.  Los  sujetos  al  servicio,  desde  el  ingreso 
en  caja  hasta  el  pase  a  la  reserva,  podrán  contraer  matrimonio,  con  permiso 
reglamentario.  Lo  mismo  los  sujetos  del  servicio  de  la  Armada,  en  situa- 
ción activa  o  en  el  primer  año  de  disponibilidad.  El  permiso  se  pedirá  a 
los  jefes  de  unidades,  centros,  organismos  o  dependencias,  o  al  coman- 
dante del  buque.  Se  otorgará  lo  más  pronto  posible,  en  cuanto  lo  permitan 
las  necesidades  del  servicio.  Los  marineros  en  el  primer  año  de  disponibi- 
lidad le  pedirán  al  Comandante  de  Marina. 

Art.  6.    Para  ingresar  como  voluntario  en  los  tres  ejércitos,  se  requiere 
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ser  soltero  o  viudo  sin  hijos.  Durante  su  compromiso  de  servicio  en  filas 
podrán  contraer  matrimonio  como  los  de  reclutamiento  forzoso. 

Art.  7.  Para  obtener  cualquier  reenganche,  se  exige  ser  soltero  o  viudo 
sin  hijos,  a  no  ser  que  dispense  el  Ministro  respectivo. 

Art.  8.  Los  de  prórroga,  sea  o  no  por  causa  sobrevenida  a  su  incorpo- 
ración, que  contraigan  matrimonio,  continuarán  en  su  disfrute,  si  justifi- 
can que  siguen  manteniendo  a  la  persona  que  da  derecho  a  la  prórroga. 
El  matrimonio  contraído  durante  el  servicio  activo  en  los  tres  ejércitos  o 
en  el  primer  año  de  disponibilidad  en  la  Armada,  no  podrá  originar  bene- 
ficio de  prórroga  de  incorporación  o  licencia  ilimitada  para  ningún  miem- 
bro de  la  familia  del  contrayente. 

Art.  9.  El  personal  de  los  tres  ejércitos,  que  disfrutando  sueldo  de  sar- 
gento no  ostente  tal  categoría  efectiva,  se  sujetará,  en  cuanto  al  matrimo- 
nio, a  lo  establecido  para  las  clases  de  tropa. 

IV.  Especialistas.  Art.  10.  Para  el  ingreso  como  ayudantes  de  espe- 
cialistas, especialistas  o  personal  que  pueda  merecer  esta  consideración  en 
cualquier  ejército;  y  para  los  sucesivos  reenganches  de  los  que  no  hayan 
cumplido  25  años  de  edad,  se  requiere  ser  soltero  o  viudo  sin  hijos,  salvo 
dispensa  del  Ministro  respectivo.  En  cuanto  al  matrimonio,  este  personal 
se  atendrá  a  las  normas  de  esta  ley,  que  les  sean  aplicables,  según  su  cate- 
goría y  empleo. 

V.  Escalas  de  complemento.  Art.  11.  Los  jefes,  oficiales  y  suboficiales 
de  complemento  de  los  tres  ejércitos  y  los  de  la  reserva  naval,  que  deseen 
contraer  matrimonio,  durante  su  permanencia  en  servicio  activo,  se  some- 
terán a  lo  establecido  para  los  profesionales  del  mismo  empleo. 

VI.  Sanciones.  Art.  12.  Los  Generales,  jefes,  oficiales,  brigadas  y  sar- 
gentos o  asimilados,  que  contrajeren  matrimonio  con  persona  de  naciona- 
lidad distinta  de  las  expresadas  en  el  n.  1  del  art.  1,  sin  dispensa,  serán 
separados  del  servicio,  previo  el  proceso  correspondiente. 

Los  que  se  celebren  sin  los  demás  requisitos  y  trámites  del  art.  1.°,  incu- 
rrirán en  la  falta  grave  del  n.  3  del  art.  437  del  Código  de  Justicia  militar. 
Esto  es,  serán  castigados  con  arresto.  El  sacerdote  que  autorice  tal  matri- 
monio, quedará  sujeto  a  las  responsabilidades  canónicas  correspondientes; 
a  cuyo  efecto  se  notificará  el  hecho  a  la  autoridad  eclesiástica  de  quien 
dependa. 

Art.  13.  Las  clases  de  tropa  que  contrajeren  matrimonio  antes  de  otor- 
gado el  permiso,  incurrirán  en  la  falta  leve  del  art.  443  del  Código  de  Jus- 
ticia militar.  A  saber:  en  arresto  de  hasta  dos  meses,  deposición  de  empleo, 
recargo  en  actos  de  servicio  mecánico. 

Los  marineros  en  el  primer  año  de  disponibilidad,  serán  sancionados 
con  arresto  gubernativo  de  uno  a  treinta  días,  que  impondrá  el  Coman- 
dante de  Marina. 

VII.  Disposiciones  finales.  Se  autoriza  a  los  Ministros  del  Ejército,  de 
Marina  y  Aire,  para  que  dicten  las  disposiciones  necesarias  en  orden  a  su 
ejecución  y  desarrollo  de  la  ley. 
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Reglamento  para  la  ejecución  de  esta  leij.  Orden  de  la  Presidencia  del 
Gobierno,  27  oct.  1958.  Para  la  unidad  de  criterio  en  los  tres  ejércitos  y 
en  los  Cuerpos  de  la  Guardia  Civil  y  Policia  Armada  y  de  Tráfico,  se  dan 
normas  en  cuanto  a  la  presentación  de  solicitud  de  licencia  para  contraer 
matrimonio,  documentos  que  han  de  acompañarse,  autoridades  competen- 
tes para  dar  la  licencia,  autoridades  para  la  práctica  de  la  información 
reservada,  requisitos  y  trámites  en  la  formación  y  resolución  de  los  expe- 
dientes. 

Limitándonos  a  las  clases  de  tropa  (cabos  y  soldados)  de  los  ejércitos 
de  Tierra,  Mar  y  Aire.  Los  que  deseen  contraer  matrimonio  solicitarán 
permiso  reglamentario  del  jefe  de  Cuerpo,  Unidad,  Centro  o  buque  de  que 
dependan;  los  cuales  le  otorgarán  en  todo  caso,  sin  que  se  requiera  con- 
dición o  cualidad  alguna  por  parte  de  la  futura  contrayente;  y  en  el  más 
breve  plazo  posible,  subordinado  solamente  a  las  necesidades  del  servicio. 
Este  matrimonio,  una  vez  efectuado,  se  acreditará  mediante  el  oportuno 
certificado,  que  se  unirá  a  la  documentación  militar  del  interesado  (art.  7). 

428.    Matrimonio  de  los  que  gozan  de  prórroga  de  primera  clase. 

En  cuanto  a  los  que  disfrutan  de  prórroga  de  incorporación  a  filas,  por  ser 
el  sostén  único  de  sus  padres  sexagenarios,  etc.,  dispone  el*art.  8,  que  pue- 
den casarse  con  el  permiso  debido;  y  aunque  se  casen,  seguirán  disfru- 
tando de  la  prórroga,  siempre  que  el  sujeto  justifique  que  sigue  manteniendo 
a  la  persona  que  dio  derecho  a  la  prórroga.  No  habiéndose  incorporado  al 
ejército,  la  licencia  para  casarse  supongo  que  habrá  que  pedirla  al  jefe  de 
la  caja  de  reclutas. 


§  7.    El  matrimonio  de  las  viudas 

429.  El  Código  civil  español,  art.  425,  2.*^,  prohibe  a  la  viuda  el  matri- 
monio dentro  de  los  301  días  desde  la  muerte  del  marido;  o  antes  del  parto, 
si  quedó  embarazada;  y  en  los  mismos  términos  a  la  mujer  cuyo  matrimonio 
fue  declarado  nulo,  desde  el  día  de  la  separación  legal.  Para  evitar  la  in- 
cierta paternidad  de  la  prole  postuma  o  nacida  después  de  la  declaración 
de  nulidad. 

El  Código  canónico  no  se  le  prohibe  en  tiempo  alguno,  por  razones  de 
honestidad,  que  puedan  exigir  la  pronta  celebración  de  nuevas  nupcias; 
pero  conviene  observar  la  ley  civil;  más  aún,  el  Ordinario  puede  poner  el 
veto  a  tal  matrimonio  en  casos  particulares  (c.  1039). 

La  nueva  Ley  de  régimen  del  matrimonio  no  altera  en  este  punto  lo 
dispuesto  en  aquel  artículo;  y  bajo  este  concepto  conserva  una  especie  de 
impedimento  temporal  al  matrimonio  canónico,  que  según  el  Protocolo 
letra  B)  al  art.  23  del  Concordato  y  según  el  art.  36  debiera  desaparecer. 
Tal  vez  en  este  punto  se  ha  procedido  también  en  inteligencia  con  la  Santa 
Sede,  por  el  serio  inconveniente  civil  y  canónico  que  entraña  por  lo  común 
el  matrimonio  de  la  mujer  durante  ese  período.  Pero  este  matrimonio  ilegal 
de  la  viuda  ya  no  tiene  sanción  penal  (ley  24  abr.  1958,  reformando  los 
arts.  473-77  del  Código  Penal). 
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§  8.    El  impedimento  de  parentesco  legal 

430.  Es  el  vínculo  entre  las  personas  nacido  de  la  legítima  adopción 
(c.  1080).  Adopción  o  prohijamiento  es  la  acepción  de  una  persona  extraña 
como  hijo.  La  Iglesia  acepta  este  impedimento  matrimonial  conforme  lo 
sea  según  la  ley  civil  de  cada  nación. 

La  ley  de  24  abr.  1958,  sobre  el  régimen  del  matrimonio,  se  ocupa  exten- 
samente de  la  adopción.  Esta  produce  parentesco  entre  el  adoptante  y  el 
adoptado  y  los  descendientes  legítimos  de  éste;  pero  no  respecto  a  la  fami- 
lia del  adoptante,  C07i  excepción  de  lo  dispuesto  sobre  impedimentos  matri- 
moniales (art.  174). 

En  España  por  tanto  es  dirimente:  a)  Entre  el  adoptante  y  el  adopta- 
do (paternidad  legal),  b)  Entre  el  adoptante  y  el  cónyuge  del  adoptado, 
entre  el  adoptado  y  el  cónyuge  del  adoptante  (afinidad  legal),  c)  Entre 
los  descendientes  legítimos  del  adoptante  y  el  adoptado,  mientras  dure  la 
adopción  ( frateigiidad  legal).  Cod.  civ.,  art.  84,  5.*^,  6.°. 

Por  tanto  en  España  existe  entre  éstos  también  impedimento  canónico 
dirimente.  La  opinión  contraria  de  alguno  carece  de  toda  probabilidad  (1). 

§  9.    Inscripción  en  el  Registro  civil 

431.  "Para  el  reconocimiento  por  parte  del  Estado  de  los  efectos  civiles 
del  matrimonio  canónico  será  suficiente  que  el  acta  del  matrimonio  sea 
transcrita  en  el  Registro  civil  correspondiente.  Esta  inscripción  se  seguirá 
llevando  a  cabo  como  en  el  momento  presente.  No  obstante  quedan  conve- 
nidos los  siguientes  extremos"  (Protocolo,  art.  23,  letra  A). 

"1.°  En  ningún  caso  la  presencia  del  funcionario  del  Estado  será  consi- 
derada condición  necesaria  para  el  reconocimiento  de  los  efectos  civiles". 

Esta  presencia  del  funcionario  del  Estado  a  la  celebración  del  matri- 
monio canónico  no  tiene  otro  fin  que  "verificar  la  inmediata  transcripción 
en  el  Registro  civil",  como  se  expresa  el  Código  español,  art.  77. 

La  Dirección  General  de  Registros,  resolución  de  13  de  diciembre  de 
1902,  declaró  que  la  misión  del  juez  municipal  respecto  del  matrimonio  ca- 
nónico no  es  otra  cosa  que  la  de  asistir  al  acto  de  su  celebración,  con  el 
solo  fin  de  verificar  la  inmediata  inscripción  del  mismo  en  el  Registro  civil; 
por  lo  cual  era  obvio  que  el  expresado  funcionario  no  tenía  facultad  para 
exigir  a  los  contrayentes  la  justificación  del  cumplimiento  de  ninguno  de 
los  requisitos  que  debían  preceder  a  la  celebración  de  dicho  acto. 

Xo  tiene  por  objeto  la  presencia  del  funcionario  del  Estado  dar  valor 
civil  al  matrimonio  canónico,  de  suerte  que  haya  dos  matrimonios:  sin 
la  presencia  del  funcionario  del  Estado  sea  el  matrimonio  canónico,  sin 
efectos  civiles;  con  la  presencia  de  tal  funcionario  el  matrimonio  sea 
civil,  con  civiles  efectos,  Xo  es  así,  como  pretenden  algunos  funcionarios 
estatales,  queriendo  cobrar  derechos  correspondientes  al  matrimonio  civil. 
Xo,  no  hay  más  que  un  solo  matrimonio,  el  canónico,  el  cual  siendo  canó- 
nicamente válido,  produce  todos  los  efectos  civiles,  independientemente 
de  hi  presencia  del  funcionario  civil. 


(1)    Regatillo,  ///.s  Sdcranienldriuni,  n.  I.'n0-12. 
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"2.«  La  inscripción  de  un  matrimonio  canónico,  que  no  se  haya  anotado 
en  el  Registro  inmediatamente  después  de  su  celebración,  podrá  siempre 
efectuarse  a  requerimiento  de  las  partes  o  de  quien  tenga  un  interés  legitimo 
en  ella".  Por  ejemplo,  los  hijos. 

Y  esto,  ya  sea  debida  la  falta  de  inscripción  a  culpa,  negligencia  u  ol- 
vido del  encargado  del  Registro;  ya  sea  imputable  a  los  contrayentes,  por 
no  haber  dado  al  juez  el  previo  aviso  prescrito,  del  tiempo  y  lugar  de  la 
celebración. 

"A  tal  fin  será  suficiente  la  presentación  en  las  oficinas  del  Registro 
civil  de  una  copia  auténtica  del  acta  del  matrimonio,  extendida  por  el  pá- 
rroco en  cuya  parroquia  se  haya  celebrado.  La  citada  inscripción  será  co- 
municada al  párroco  competente  por  el  encargado  del  Registro  civil". 

Pudiera  suceder  que  faltase  la  inscripción  del  matrimonio,  no  sólo  en 
el  Registro  civil,  sino  también  en  el  eclesiástico.  En  tal  caso  procedería 
hacer  el  entable  de  la  partida  parroquial,  un  expediente  para  averiguar 
los  datos  del  matrimonio  e  inscribirle;  y  una  vez  inscrito  el  matrimonio 
en  la  parroquia,  enviar  al  juzgado  copia  auténtica  de  dicha  partida,  para 
que  se  inscriba  en  el  Registro  civil. 

"3.°  La  muerte  de  uno  o  de  ambos  cónyuges  no  será  obstáculo  para  efec- 
tuar dicha  inscripción". 

"4.*^  Se  entiende  que  los  efectos  civiles  de  un  matrimonio  debidamente 
transcrito  regirán  a  partir  de  la  fecha  de  la  celebración  canónica  de  dicho 
matrimonio" . 

Es  de  transcendencia  esta  declaración.  Adviértase  cierta  oposición  entre 
los  artículos  76  y  77  del  Código  civil.  Según  el  76,  el  matrimonio  canónico 
producirá  todos  los  efectos  civiles.  Así,  sin  restricción.  Pero  el  77  dispone 
que,  si  la  falta  de  inscripción  se  debe  a  los  contrayentes,  que  no  dieron 
al  juez  el  previo  aviso  prescrito  para  estar  presente  a  la  celebración;  en- 
tonces no  producirá  el  matrimonio  los  efectos  civiles  sino  desde  su  inscrip- 
ción. El  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  15  de  febrero  de  1928  com- 
puso esta  discordancia  diciendo:  La  inscripción  en  el  registro  solamente 
se  exige  para  que  conste  con  toda  autenticidad  el  estado  civil  de  las  per- 
sonas. La  limitación  del  último  párrafo  del  art.  77  se  refiere  a  que  el  ma- 
trimonio perjudica  a  los  terceros  interesados,  sólo  desde  que  se  inscriba; 
pero  en  cuanto  a  los  efectos  civiles  del  mismo,  con  relación  a  la  persona 
y  bienes  de  cónyuges  e  hijos  deben  retrotraerse  completamente,  una  vez 
convalidado  el  matrimonio  canónico  por  la  inscripción  en  el  registro  civil, 
a  la  fecha  de  su  celebración. 

Prescindiendo  de  la  inexactitud  de  la  frase:  "una  vez  convalidado  el 
matrimonio  canónico  por  la  inscripción  en  el  registro  civil",  se  deja  en- 
tender la  mente  del  Tribunal  Supremo.  La  Dirección  General  de  Registros 
en  la  resolución  de  1.°  de  julio  de  1916  decidió:  Procede  inscribir  como 
hijos  legítimos  los  habidos  de  matrimonio  canónico  no  inscrito  en  el  re- 
gistro_^  civil  ^a  su  debido  tiempo;  pues,  de  existir  contradicción  entre  los 
arts.  76  y  77,  por  ser  el  último  excepción  rigurosísima  del  primero,  habría 
de  ser  interpretado  en  el  sentido  de  la  mayor  benignidad. 

Según  la  ley  de  régimen  del  matrimonio,  24  abr.  1958,  el  art.  76  queda 
asi  acomodado  al  Concordato:  "El  matrimonio  celebrado  según  las  normas 
del  derecho  canónico  produce  desde  su  celebración  plenos  efectos  civiles. 
Para  que  éstos  sean  reconocidos,  bastará  con  la  inscripción  del  matrimonio 
correspondiente  en  el  Registro  civil". 

Una  restricción  se  admite  en  el  n.^  4  del  Protocolo:  ''Sin  embargo,  cuan- 
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do  la  inscripción  del  matrimonio  sea  solicitada  una  vez  transcurridos  los 
cinco  días  de  su  celebración,  dicha  inscripción  no  perjudicará  los  derechos 
adquiridos  legitimamente  por  terceras  personas". 

Ejemplo.  Pedro  y  Paula  contrajeron  matrimonio  canónico,  sin  que  en 
cinco  días  se  inscribiese  en  el  Registro  civil.  Dentro  de  esos  cinco  días 
Paula,  sin  consentimiento  de  su  marido  Pedro,  vende  a  un  tercero,  Andrés, 
una  casa  suya.  Este  tercero,  Andrés,  adquirió  derecho  firme  a  la  casa,  sin 
que  ni  Pedro  ni  Paula  puedan  reclamar  la  rescisión  de  la  venta;  por  no 
haber  inscrito  su  matrimonio  en  el  Registro  civil  dentro  de  cinco  días  desde 
su  celebración. 

432.  Derecho  civil.  Ley  del  régimen  del  matrimonio,  24  abr.  1958: 
Art.  75.  El  matrimonio  canónico,  en  cuanto  se  refiere  a  su  constitución  y 
validez,  y  en  general  a  su  reglamentación  jurídica,  se  regirá  por  las  dispo- 
siciones de  la  Iglesia  Católica. 

Art.  76.  El  matrimonio  celebrado  según  las  normas  del  derecho  canó- 
nico produce  desde  su  celebración  plenos  efectos  civiles.  Para  que  éstos 
sean  reconocidos,  bastará  con  la  inscripción  del  matrimonio  correspondiente 
en  el  Registro  civil.  Cuando  la  inscripción  se  solicite  una  vez  transcurridos 
cinco  días  desde  la  celebración,  no  perjudicará  los  derechos  legitimamente 
adquiridos  por  terceras  personas. 

Art.  77.  Si  el  matrimonio  se  celebrase  sin  la  asistencia  del  juez  encar- 
gado, a  pesar  de  haber  dado  el  aviso  los  contrayentes,  se  hará  a  costa  de 
aquél  la  inscripción  del  matrimonio... 

433.  Inscripción  en  el  registro.  Ley  de  8  de  junio  de  1957:  Hace  fe 
del  matrimonio.  Art.  69.  La  inscripción  del  matrimonio  hace  fe  del  acto 
del  matrimonio,  y  de  la  fecha,  y  lugar  en  que  se  contrae. 

Efectos  del  matrimonio.  Art.  70.  Los  efectos  civiles  del  matrimonio  ca- 
nónico o  civil  se  producirán  desde  la  celebración.  Para  que  estos  efectos 
sean  reconocidos,  bastará  la  inscripción  del  matrimonio.  Pero  cuando  la 
inscripción  sea  solicitada  después  de  los  cinco  días  de  la  celebración,  no 
perjudicará  a  los  derechos  legítimamente  adquiridos  por  terceros.  Para  los 
efectos  civiles  del  matrimonio  de  conciencia,  basta  la  inscripción  en  el  libro 
especial  de  matrimonios  secretos;  pero  no  perjudicarán  a  los  derechos  le- 
gítimamente adquiridos  por  terceros,  sino  desde  su  publicación  en  el  Re- 
gistro civil. 

Obligatoriedad.  Art.  7L  Están  obligados  a  promover  la  inscripción  del 
matrimonio  canónico  los  contrayentes.  Para  esto  comunicarán  por  escrito 
al  encargado  del  registro  competente,  24  horas  antes  por  lo  menos,  el  día, 
hora  y  lugar  del  acto.  El  encargado  dará  recibo  de  dicho  aviso,  y  asistirá 
por  sí  o  delegado  a  la  celebración,  al  solo  efecto  de  verificar  la  inmediata 
transcripción.  Esta  siempre  puede  hacerse  en  cualquier  momento,  aun  fa- 
llecidos los  contrayentes,  a  petición  de  cualquier  interesado,  mediante  la 
simple  presentación  de  copia  auténtica  del  acta  sacramental  o  de  certifi- 
cación eclesiástica. 

In  articulo  mortis.  Art.  72.  Los  que  contrajeron  matrimonio  canónico 
in  articulo  mortis,  podrán  avisar  al  encargado  del  registro  en  cualquier  ins- 
tante anterior  a  la  celebración,  y  acreditar  de  cualquier  modo  que  cumplie- 
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ron  este  deber.  El  matrimonio  de  conciencia  ante  la  Iglesia  no  está  sometido 
al  art.  71. 

Libro  de  familia.  Art.  75.  El  funcionario  civil  que  autorice  el  acto  del 
matrimonio,  entregará  inmediatamente  a  los  contrayentes  un  ejemplar  del 
Libro  de  familia,  en  el  que  conste,  con  valor  de  certificación,  la  realidad  del 
matrimonio. 

Notas  marginales.  Art.  76.  Las  sentencias  y  resoluciones  sobre  validez, 
nulidad  o  separación  del  matrimonio,  y  cuantos  actos  pongan  término  a 
ésta,  se  inscribirán  al  margen  de  la  inscripción  del  matrimonio. 

Art.  77.  Asimismo  podrá  hacerse  indicación  de  la  existencia  de  pactos» 
resoluciones  judiciales  y  demás  hechos  que  modifiquen  el  régimen  econó- 
mico de  la  sociedad  conyugal.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1322 
del  Código  Civil,  en  ningún  caso  el  tercero  de  buena  fe  resultará  perju- 
dicado sino  desde  la  fecha  de  dicha  indicación. 

Matrimonios  secretos.  Art.  78.  En  el  Libro  especial  de  matrimonios  se- 
cretos del  Registro  central  se  inscribirán:  1.°  Los  de  conciencia  celebra- 
dos ante  la  iglesia,  si  lo  solicitan  ambos  contrayentes.  2.°  Los  civiles,  ce- 
lebrados en  secreto  por  dispensa. 

Art.  79.  Sólo  podrán  solicitar  la  publicación  del  matrimonio  secreto,  la 
cual  se  hará  mediante  el  traslado  de  la  inscripción  al  Registro  civil:  1.°  Am- 
bos contrayentes  de  común  acuerdo.  2.°  El  cónyuge  sobreviviente.  3.°  Tra- 
tándose del  canónico,  el  Ordinario,  en  los  casos  en  que  cesa  para  él  la  obli- 
gación del  secreto.    4.°   Tratándose  del  civil... 

Art.  80.  A  petición  del  interesado  o  del  fiscal  se  anotará:  L°  El  canó- 
nico contraído  in  articulo  mortis  o  sólo  ante  testigos,  en  tanto  no  se  certi- 
fique canónicamente  su  existencia.    2.°   El  civil... 

434.  Reglamento.  Decreto  14  nov.  1958.  Aviso  previo  de  matrimonio. 
Art.  238.  En  el  aviso  para  el  matrimonio  canónico  los  contrayentes  harán 
constar  con  su  firma  las  circunstancias  previsibles  de  la  inscripción,  y  que 
ninguno  está  casado  legítimamente.  El  aviso  puede  presentarse  por  tercero, 
de  identidad  conocida,  que  asevere  la  identidad  de  las  firmas.  Al  presen- 
tarle para  comprobar  las  menciones  de  identidad  y  los  datos  de  referencia 
a  la  inscripción  de  nacimiento  en  distinto  registro,  se  exhibirá  certificación, 
libro  de  famiUa  o  documento  oficial  de  identidad. 

El  defecto  de  circunstancias,  salvo  las  legalmente  exigidas,  y  la  de  li- 
bertad matrimonial,  no  obsta  a  la  expedición  del  recibo  de  aviso,  ni  a  la  asis- 
tencia a  la  celebración,  sin  perjuicio  de  ulterior  investigación  y  sanciones. 
Tampoco  es  obstáculo  la  falta  de  justificación  de  cualquier  requisito  civil 
de  licitud  del  enlace. 

Art.  239.  No  es  necesario  aviso  ni  obligada  la  asistencia  del  Cónsul,  res- 
pecto de  los  matrimonios  celebrados  en  poblaciones  extranjeras  en  que  no 
radique  consulado  español. 

Delegación  de  la  asistencia.  Art.  240.  El  encargado  puede,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, delegar  la  asistencia  en  cualquier  español  capaz.  Preferente- 
mente delegará  en  autoridad,  funcionario,  licenciado  en  Derecho,  o  procu- 
rador de  los  tribunales,  y  comunicará  con  la  debida  antelación,  la  delega- 
ción y  sus  instrucciones. 
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Art.  241.  El  encargado  o  su  delegado  comparecerán  en  el  lugar  y  hora 
señalados  en  el  aviso,  y  dará  a  conocer  su  carácter  al  sacerdote  autorizan- 
te; si  transcurrido  un  tiempo  prudencial  no  se  procede  a  la  celebración, 
podrá  retirarse. 

El  acta  civil  se  extenderá  seguidamente  de  celebrado,  en  lugar  adecua- 
do, señalado  por  el  sacerdote ;  y  será  firmada  por  los  contrayentes  y  el  auto- 
rizante de  la  misma.  Si  por  causa  no  imputable  al  encargado  sa  dilatara 
la  firma  del  acta,  y  el  autorizante  de  ésta  no  pudiera  esperar,  se  harán 
constar  las  circunstancias  en  el  acta,  la  que  firmarán,  por  los  contrayen- 
tes, dos  testigos  de  conocimiento,  cuyas  menciones  de  identidad  se  reseña- 
rán igualmente. 

Art.  242.  La  inscripción  practicada  en  virtud  de  certificación  eclesiás- 
tica se  comunicará  al  párroco  por  traslado  en  extracto. 

Art.  251.  Los  jueces  de  paz  tienen,  por  delegación,  las  mismas  faculta- 
des y  deberes  que  el  encargado  en  las  diligencias  de  inscripción  del  matri- 
monio canónico,  en  la  celebración  del  civil,  y  en  la  autorización  de  docu- 
mento acreditativo  de  la  licencia  para  el  matrimonio  del  menor  de  edad. 

Negativa  de  la  inscripción.  Art.  252.  No  podrá  inscribirse  matrimonio 
canónico  o  civil  contraído,  cuando  cualquiera  de  los  cónyuges  estuviere  ya 
casado  legítimamente;  pero  el  encargado  no  suspenderá  por  eso  la  ins- 
cripción, porque  conozca  tal  circunstancia,  o  cualquier  otra  causa  de  inefi- 
cacia, por  medios  no  auténticos;  sin  perjuicio  de  que,  una  vez  practicadas, 
realice  las  diligencias  que  procedan. 

Datos.  Art.  253.  En  toda  inscripción  de  matrimonio  constarán  la  hora, 
fecha  y  sitio  en  que  se  celebre  y  las  menciones  de  identidad  de  los  contra- 
yentes. En  la  de  matrimojiio  por  poder  se  expresará  cuál  es  el  mandante, 
menciones  de  identidad  del  mandatario,  fecha  y  autorizante  o  autorizan- 
tes del  poder.  En  la  del  contraído  por  intérprete,  sus  menciones  de  identi- 
dad, idioma  en  que  se  celebra  y  contrayente  a  quien  se  traduce. 

En  su  caso  se  hará  constar  que  la  inscripción  se  solicitó  transcurridos 
cinco  días  del  matrimonio. 

Art.  254.  Si  el  matrimonio  es  canónico,  se  hará  constar  además:  1.°  Su 
carácter  canónico,  parroquia  y  nombre  y  apellidos  del  sacerdote  que  asiste. 
2.°  Y  según  el  caso,  fecha  del  acta  civil,  y  si  fue  levantada  por  el  encar- 
gado o  por  delegado;  o  bien  fecha,  nombre  y  apellidos  del  autorizante  del 
acta  canónica,  o  de  las  indicaciones  que  procedan,  según  el  título  de  ins- 
cripción. 

Hijos  legitimados.  Art.  256.  Los  contrayentes  manifestarán  los  hijos  le- 
gitimados por  el  matrimonio,  y  los  datos  de  las  inscripciones  de  nacimiento, 
para  promover  las  correspondientes  notas  marginales.  La  declaración  se 
consignará  en  el  acta  civil  del  matrimonio  canónico  o  en  otro  caso  se  di- 
ligenciarán en  acta  separada,  que  se  archivará  con  los  antecedentes  del 
matrimonio. 

Archivo.  Art.  257.  Con  el  acta  civil  del  matrimonio  canónico  se  archi- 
vará el  aviso  de  los  contrayentes  y  demás  antecedentes. 

Oirás  inscripciones.  Art.  260.  Las  inscripciones  de  las  sentencias  y 
resoluciones  precisarán  su  alcance  y  causa  de  la  nulidad  o  separación,  la 
buena  o  mala  fe,  o  la  inocencia  o  culpabilidad  de  los  cónyuges,  y  las  decla- 
raciones en  orden  a  los  hijos,  con  las  circunstancias  relativas  a  la  patria 
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potestad.  En  la  inscripción  de  las  sentencias  de  nulidad  se  expresará  la 
cancelación  de  la  de  matrimonio. 

Art.  261.  La  inscripción  de  las  medidas  adoptadas,  admitida  la  de- 
manda de  nulidad  o  separación,  o  en  su  caso  la  querella,  precisará  su  al- 
cance en  orden  al  régimen  conyugal  y  a  los  hijos. 

Art.  262.  Para  inscribir  la  disolución  por  el  privilegio  paulino,  requié- 
rese especialmente  certificación  de  inscripción  del  nuevo  matrimonio,  si 
no  consta  en  el  mismo  registro,  y  se  hará  referencia  a  este  asiento  en  el  de 
la  disolución. 

Art.  263.  La  resolución  canónica  de  que  un  matrimonio  inscrito  como 
civil  fue  desde  el  principio  o  ha  pasado  a  ser  válido  matrimonio  canónico, 
y  la  celebración  del  último  entre  los  mismos  cónyuges,  se  inscribirá  al 
margen,  en  virtud  de  certificación  eclesiástica.  Inscrita  la  ulterior  celebra- 
ción, no  se  podrá  inscribir  sentencia  civil  sobre  validez,  nulidad  o  separa- 
ción, mientras  no  se  inscriba  la  declaración  canónica  de  nulidad  del  se- 
gundo enlace. 

Art.  266.  El  matrimonio  de  conciencia  se  inscribirá  en  libro  especial,  en 
virtud  de  certificación  eclesiástica,  y  a  solicitud  de  ambos  cónyuges.  Para 
acreditar  la  solicitud,  basta  se  afirme  por  la  autoridad  eclesiástica  dioce- 
sana; en  otro  caso,  si  es  escrita,  se  requiere  que  las  firmas  sean  auten- 
ticadas. 

Art.  268.  La  inscripción  es  secreta,  pero  cualquiera  de  los  cónyuges  pue- 
de comprobarla,  mediante  manifestación  y  examen,  por  sí  o  por  mandatario 
con  poder  especial. 

La  obligación  de  guardar  secreto  se  extiende  a  los  cónyuges,  mientras 
ambos  no  consientan  la  divulgación,  y  a  los  que  intervienen  en  las  diligen- 
cias para  la  celebración  o  inscripción. 

No  se  hará  mención  de  los  cónyuges  en  las  comunicaciones  de  cumpli- 
miento dirigidas  a  la  autoridad  eclesiástica  o  encargado  remitente,  ni  en 
los  libros  diarios. 

Alt.  269.  La  solicitud  de  publicación  puede  presentarse  ante  cualquier 
registro,  e  igualmente  basta  que  la  autoridad  eclesiástica  diocesana  la  afir- 
me por  escrito.  En  su  caso  deberá  acompañarse  la  prueba  del  fallecimiento 
del  cónyuge  premuerto.  En  la  solicitud  del  Ordinario,  cuando  proceda,  cons- 
tará que  ha  cesado  la  obligación  del  secreto,  sin  necesidad  de  expresar  la 
causa. 

Art.  270.  El  matrimonio  secreto  puede  inscribirse  directamente  en  el 
registro  ordinario,  a  petición  de  quienes  pueden  pedir  su  publicación,  siem- 
pre que  en  la  solicitud  el  encargado  central  exprese  por  diligencia  a  la  vista 
de  la  certificación  o  acta  en  cuya  virtud  se  ha  de  inscribir,  que  no  consta 
en  el  libro  especial. 
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CAPITULO  XXVI 

Concordato,  artículo  24 

CAUSAS  MATRIMONIALES 
§  1.    Derecho  común.  Historia 

435.  Noción.  Son  las  cuestiones  o  controversias  jurídicas  acerca  del 
matrimonio,  que  han  de  ser  resueltas  por  la  autoridad  pública. 

En  sentido  estricto  son  las  que  versan:  a)  sobre  el  valor  o  nulidad  del 
matrimonio;  b)  sobre  la  separación  de  los  cónyuges;  c)  sobre  la  disolución 
del  vinculo  del  matrimonio  rato  no  consumado;  d)  sobre  la  disolución  del 
matrimonio  en  virtud  del  privilegio  paulino. 

En  sentido  lato:  a)  las  causas  de  reparación  de  daños  por  la  disolución 
o  incumplimiento  de  los  esponsales;  b)  las  de  los  efectos  meramente  civi- 
les del  matrimonio;  como  la  dote,  la  administración  de  los  bienes,  la  suce- 
sión hereditaria. 

Las  estrictamente  matrimoniales  por  derecho  propio  y  exclusivo  per- 
tenecen a  la  Iglesia.  Fue  doctrina  constante  de  los  Papas,  definida  por  el 
Concilio  de  Trento,  ses.  24,  can.  12:  "Si  alguien  dijere  que  las  causas  ma- 
trimoniales no  pertenecen  a  los  jueces  eclesiásticos,  sea  anatema".  Esto  es: 
todas  las  causas  pertenecen  a  solos  los  jueces  eclesiásticos.  Pues  las  pala- 
bras son  generales;  y  la  única  razón  por  que  son  competentes  los  jueces 
eclesiásticos  es  el  carácter  sacramental  o  al  menos  sagrado,  que  reviste  el 
matrimonio  entre  dos  personas  bautizadas  o  una  bautizada  y  otra  no.  Así 
explicó  el  canon  tridentino  Pío  VI  en  la  epístola  ad  Episcopum  motulen- 
sem,  16  set.  1788. 

Prescindiendo  de  otros  muchos  documentos  de  los  últimos  Papas,  el  Có- 
digo canónico  vigente  se  expresa  así:  Las  causas  matrimoniales  entre  los 
bautizados,  por  derecho  propio  y  exclusivo  pertenecen  al  juez  eclesiástico 
í'can.  1960).  Las  causas  de  efectos  meramente  civiles,  si  se  tratan  como  cau- 
sas principales,  pertenecen  al  magistrado  civil;  pero  si  se  tratan  como  in- 
cidentes o  accesorias  de  una  causa  principal  eclesiástica,  pueden  ser  tam- 
bién conocidas  y  falladas  por  el  juez  eclesiástico,  por  propia  potestad 
(can.  1961). 

436.  En  España.  1)  Las  causas  matrimoniales  estrictas  siempre  es- 
tuvieron reservadas  a  los  tribunales  eclesiásticos.  Aun  el  decreto  de  unifi- 
cación de  fueros,  dado  por  el  Ministro  Romero  Ortiz,  6  dic.  1868,  y  elevado 
a  ley  de  19  de  junio  del  año  siguiente,  aun  el  decreto-ley  de  unificación  de 
fueros,  que  abolió  el  fuero  eclesiástico,  reservó  al  tribunal  de  la  Iglesia 
las  causas  sacramentales,  beneficíales,  de  delitos  eclesiásticos,  las  de  divor- 
cio y  nulidad  de  matrimonio;  atribuyendo  a  la  jurisdicción  civil  los  inci- 
dentes sobre  efectos  civiles  en  esas  causas,  com.o  el  depósito  de  la  mujer, 
señalamiento  de  alimentos  a  ella  y  a  sus  hijos,  restitución  de  la  dote,  etc. 

2)  Todavía  antes  de  aprobada  la  Constitución  de  la  segunda  República 
cometió  el  Gobierno  un  enorme  desafuero,  adjudicando  al  tribunal  civil 
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todas  las  causan  matrimoniales,  aun  las  que  ya  estuviesen  introducidas  en 
el  tribunal  eclesiástico,  por  decreto  del  Ministerio  de  Justicia  publicado  en 
la  Gaceta  del  4  de  noviembre  de  1931. 

Trata  de  justificar  su  atropello  el  ministro  Sr.  Albornoz  con  las  parra- 
fadas del  Preámbulo,  diciendo  que  un  decreto  de  1868  confirió  a  los  tribu- 
nales eclesiásticos  competencia  sobre  estas  causas. 

Como  si  ignorase  que  la  potestad  de  la  Iglesia  en  este  asunto  es  de  ori- 
gen divino;  como  si  ignorase  que  desde  los  primeros  tiempos  de  la  Iglesia 
española  existe  la  jurisdicción  eclesiástica,  que  con  este  decreto  trata  de 
abolir,  con  la  única  interrupción  del  triste  quinquenio  de  1870-75,  en  que 
se  negó  valor  al  matrimonio  canónico,  restablecido  aun  para  los  efectos 
civiles  por  el  Decreto  de  Cárdenas,  publicado  en  la  Gaceta  del  9  de  febre- 
ro de  1875. 

¿Ignoraba  el  Ministro  de  Justicia  que  el  Concilio  de  Trento  declaró  que 
las  causas  matrimoniales  de  los  cristianos  corresponden  por  derecho  pro- 
pio y  exclusivo  a  los  jueces  eclesiásticos  (ses.  24,  can.  12);  y  que  lo  mismo 
se  consigna  en  el  Syllabiis  de  Pío  IX,  condenando  la  contraria  proposi- 
ción 74;  y  en  el  can.  1960  del  vigente  Código  canónico?  ¿Ignoraba  que  el 
decreto-ley  de  unificación  de  fueros,  de  1868  no  fue  quien  concedió  esa 
competencia  a  la  Iglesia,  que  ya  existía  desde  sus  primeros  siglos;  lo  único 
que  hizo  fue  quitar  a  la  Iglesia  la  jurisdicción  que  le  correspondía  de  dere- 
cho, dejándola  solamente  algunas  causas,  entre  ellas  las  matrimoniales? 

3)  Aquella  legislación  republicana,  usurpadora  de  la  potestad  para  juz- 
gar las  causas  matrimoniales  de  los  bautizados,  fue  derogada  con  el  adve- 
nimiento del  nuevo  régimen,  por  decreto  del  Ministro  de  Justicia,  Conde 
de  Rodezno,  22  mar.  1938,  aboliendo  la  ley  del  matrimonio  civil.  En  la  dis- 
posición transitoria  se  dice:  "Hasta  que  se  dicten  nuevas  normas,  se  decla- 
ran vigentes  el  tit.  4  del  lib.  1  del  Código  civil  y  todas  las  demás  normas 
complementarias  del  mismo,  que  estaban  en  vigor  en  la  fecha  de  la  publi- 
cación de  la  ley  que  se  deroga".  Ahora  bien,  en  dicho  título  y  normas  se 
reconoce  a  los  tribunales  eclesiásticos  la  competencia  exclusiva  en  las  causas 
de  nulidad  de  m.atrimonio  y  de  separación  de  los  cónyuges,  reservándose 
a  la  jurisdicción  civil  los  incidentes  sobre  efectos  civiles  de  dichas  causas. 

§  2.    Derecho  concordado 

437.  Refiérese  el  artículo  24  a  la  competencia  de  la  Iglesia  y  del  Es- 
tado en  las  causas  matrimoniales.  De  éstas,  unas  versan  sobre  el  vinculo 
mismo  o  existencia  o  validez  del  matrimonio;  otras  sobre  la  separación  de 
los  cónyuges  en  cuanto  a  la  habitación,  lecho  y  mesa,  permaneciendo  el 
vínculo  o  matrimonio  mismo.  A  unas  y  a  otras  van  anejos  ciertos  efectos 
civiles. 

Pues  bien,  se  sienta  este  principio  general: 

1.  "El  Estado  español  reconoce  la  competencia  exclusiva  de  los  tribu- 
nales y  dicasterios  eclesiásticos  en  las  causas  referentes  a  la  nulidad  del 
matrimonio  canónico  y  a  la  separación  de  los  cónyuges,  en  la  dispensa  del 
matrimonio  rato  y  no  consumado,  y  en  el  procedimiento  relativo  al  privi- 
legio paulino".  En  una  palabra,  en  todas  las  causas  en  que  se  trate  del 
vínculo  matrimonial  o  de  la  separación  de  los  cónyuges,  que  en  España 
llamamos  divorcio.  En  este  mismo  sentido  se  expresa  la  ley  de  acomodación 
del  régimen  del  matrimonio  al  Concordato,  24  abr.  1958,  art.  80. 


372 


CAUSAS  DE  SEPARACIÓN  CONYUGAL 


Para  los  profanos  en  materias  canónicas  serán  oscuros  algunos  de  los 
términos  precedentes.  Tribunales  son  los  organismos  que  administran  la 
justicia  por  la  via  judicial,  tal  es  en  las  Curias  episcopales  el  provisorato, 
y  para  todo  el  mundo  la  Rota  Romana,  y  para  toda  España  la  Rota  de  Ma- 
drid. Dicasterios  es  término  más  genérico,  significa  cualquier  organismo 
que  administra  la  justicia  o  resuelve  los  asuntos  o  falla  las  controversias 
aun  por  via  no  judicial,  sino  administrativa  o  gubernativa;  como  el  Vica- 
riato General  del  Obispado  y  las  Sagradas  Congregaciones  Romanas,  que 
vienen  a  ser  como  los  Ministerios  del  Papa.  Tanto  a  los  tribunales  como 
a  los  dicasterios  les  reconoce  el  Estado  la  competencia  exclusiva  en  las 
causas  matrimoniales. 

Las  causas  de  nulidad  se  encaminan  a  declarar  autoritativamente  si 
valió  o  no  valió  tal  matrimonio;  porque  alguna  de  las  partes  pretende 
haberse  celebrado  con  algún  impedimento  o  defecto  que  le  hacía  nulo.  Las 
de  separación  de  los  cónyuges  se  dirigen  a  decretar  la  vida  independiente 
el  uno  del  otro,  por  ciertas  causas.  La  de  dispensa  de  matrimonio  rato  y 
no  consumado  es  el  expediente  para  que  el  Papa  por  gravísimas  causas  di- 
suelva el  vínculo  matrimonial  de  los  bautizados,  cuando  el  matrimonio 
no  se  ha  perfeccionado  aún  por  el  acto  conyugal.  La  del  privilegio  paulino 
es  el  procedimiento  para  declarar  si  hay  o  no  lugar  al  privilegio  consignado 
en  la  carta  primera  de  San  Pablo  a  los  Corintios,  cap.  7,  vers.  12-15.  Este 
privilegio  consiste  en  que  si  dos  no  bautizados  contrajeron  matrimonio,  y 
después  uno  de  ellos  se  bautiza,  mientras  que  la  otra  parte  ni  quiere  bauti- 
zarse, ni  quiere  vivir  pacíficamente  con  el  cónyuge  ya  cristiano,  éste  puede 
pasar  a  nuevas  nupcias  con  persona  cristiana;  y  por  estas  segundas  nup- 
cias queda  deshecho  el  primer  matrimonio  con  la  persona  no  bautizada. 


§  3.    Causas  de  separación 

438.  Divorcio,  de  divertí,  ir  cada  cual  por  su  parte,  es  la  separación  de 
los  cónyuges.  El  pleno  o  perfecto  es  la  disolución  del  vínculo  matrimonial; 
el  imperfecto,  el  rompimiento  de  la  vida  conyugal,  o  separación  de  lecho, 
mesa  y  habitación.  En  las  naciones  extranjeras,  donde  se  admite  la  diso- 
lución del  vínculo,  divorcio  se  entiende  sencillamente  el  pleno  y  perfecto; 
en  España,  donde  no  se  admite  la  disolución  del  vínculo  ni  siquiera  del 
matrimonio  civil  (art.  104),  divorcio  se  entiende  la  mera  separación  de  los 
cónyuges.  En  el  Código  canónico  no  se  halla  la  palabra  divorcio.  Y  aun  la 
ley  civil  española  de  24  abr.  1958,  al  art.  4,  destierra  del  Código  el  término 
divorcio,  sustituyéndole  por  separación  personal. 

Según  arriba  indicábamos,  estas  causas  llevan  consigo  algunos  efectos 
civiles;  como  son,  el  depósito  de  la  mujer,  y  de  los  hijos,  mientras  se  tra- 
mitan, y  el  señalamiento  de  alimentos;  la  devolución  de  la  dote,  de  la 
administración  de  los  bienes,  después  de  fallada  la  causa.  Ahora  bien,  para 
decretar  estos  efectos  es  competente  el  tribunal  civil. 

I'^stablece  el  mismo  art.  24  del  Concordato  los  trámites  para  hacer  efec- 
tivos estos  efectos  civiles  de  los  fallos  eclesiásticos. 

439.  Efectos  civiles  de  la  demanda.  Incoada  y  admitida  una  deman- 
da de  separación  o  de  nulidad  ante  el  tribunal  eclesiástico,  corresponde  al 
tribunal  civil  dictar,  a  instancia  de  la  parte  interesada,  las  normas  y  me- 
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didas  precautorias,  que  regulen  los  efectos  civiles  relacionados  con  el  pro- 
cedimiento pendiente  (n.  2). 

El  Código  civil  español,  art.  67,  establece:  Los  efectos  civiles  de  las  de- 
mandas y  sentencias  sobre  nulidad  de  matrimonio  y  sobre  divorcio,  sólo 
pueden  obtenerse  ante  los  Tribunales  ordinarios  [civiles]. 

En  cuanto  al  trámite  para  conseguir  los  efectos  civiles  de  la  demanda, 
adviértese  cierta  incoherencia  en  el  articulado  del  Código  civil  y  en  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

El  art.  68  del  Código  dice:  Interpuestas  y  admitidas  las  demandas...,  se 
adoptarán,  mientras  durare  el  juicio,  las  disposiciones  siguientes:  1.^  Se- 
parar los  cónyuges...  2.-^  Depositar  la  mujer  en  los  casos  y  forma  preve- 
nidos en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil... 

El  art.  80:  El  conocimiento  de  los  pleitos  sobre  nulidad  y  divorcio  de 
los  matrimonios  canónicos  corresponde  a  los  Tribunales  eclesiásticos. 

El  art.  81  :  Incoada  ante  el  Tribunal  eclesiástico  una  demanda  de  di- 
vorcio o  de  nulidad  de  matrimonio,  corresponde  al  Tribunal  civil  dictar, 
a  instancia  de  la  parte  interesada,  las  disposiciones  referidas  en  el  art.  68. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  art.  1880:  Podrá  decretarse  el  depósito: 
1.°  De  mujer  casada  que  se  proponga  intentar  o  haya  intentado  demanda 
de  divorcio...  o  la  acción  de  nulidad  del  matrimonio.  2.°  De  mujer  ca- 
sada, contra  la  cual  haya  intentado  su  marido  demanda  de  divorcio...  o 
la  acción  de  nulidad  del  matrimonio. 

Art.  1881.  Para  decretar  el  depósito  en  el  caso...  primero,  deberá  pre- 
ceder solicitud  por  escrito  de  la  mujer... 

Art.  1898.  Para  decretar  el  depósito  en  el  caso...  segundo,  deberá  pre- 
viamente acreditarse  haber  admitido  la  demanda  de  divorcio  o  nulidad 
de  matrimonio... 

Tribunal  Supremo,  sent.  26  de  diciembre  de  1903:  No  se  ha  admitido, 
si  del  testimonio  sólo  resulta  que  la  tenía  incoada. 

En  los  pasajes  citados  se  observa  que  el  Código  civil  se  expresa  con 
cierta  vacilación  e  inconstancia  en  cuanto  al  otorgamiento  de  los  efectos 
civiles  de  la  demanda  de  divorcio  (separación  de  los  cónyuges)  y  nulidad 
de  matrimonio:  En  el  art.  68  requiérese  la  interposición  y  la  admisión  de 
la  demanda.  En  el  art.  81  sobre  el  matrimonio  canónico  sólo  se  menciona 
la  incoación  de  la  demanda. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  acerca  del  depósito  de  la  mujer  casada 
distingue  dos  casos:  1.°  Si  es  ella  la  que  promueve  el  pleito,  basta  que 
se  proponga  intentar  o  haya  intentado  la  demanda.  2.°  Si  es  el  marido 
quien  promueve  el  pleito,  requiérese  que  haya  sido  admitida  la  demanda. 
La  razón  de  esta  diferencia  es  porque  cuando  es  actora  la  mujer,  fácil- 
mente se  excita  la  ira  del  marido,  y  surge  el  peligro  inminente  de  veja- 
ciones contra  ella,  o  contra  sus  bienes,  que  exigirá  una  pronta  medida 
precautoria;  no  tanto  cuando  es  actor  o  demandante  el  marido,  y  así  hay 
más  lugar  a  espera  en  decretar  los  efectos  civiles,  entre  otros  el  depósito 
de  la  mujer. 

En  los  Tribunales  eclesiásticos  españoles  se  han  solido  seguir  estos 
trámites:  Presentada  la  demanda,  el  juez,  antes  de  admitirla,  ordena  una 
información  previa  para  cerciorarse  de  si  la  demanda  es  frivola  o  funda- 
da; y  entrega  él  o  el  notario  a  la  parte  demandante  un  billete,  que  acredita 
haber  sido  presentada  la  demanda.  En  algunos  tribunales  la  mujer  de- 
mandante presenta  al  juez  civil  este  documento,  pidiendo  el  depósito,  etc. 
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En  otros,  esto  no  se  hace  sino  después  de  admitida  la  demanda;  y,  según 
entendemos,  esto  último  es  lo  que  se  hace,  siempre  que  es  demandante  el 
marido,  conforme  al  art.  1898  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento. 

El  vigente  Concordato  español,  art.  24,  párrafo  2.",  sin  distinción  esta- 
blece: ''Incoada  y  admitida  ante  el  Tribunal  eclesiástico  una  demanda  de 
separación  o  de  nulidad,  corresponde  al  Tribunal  civil  dictar,  a  instancia 
de  la  parte  interesada,  las  normas  y  medidas  precautorias  que  regulen  los 
efectos  civiles  relacionados  con  el  procedimiento  pendiente". 

Entendido  literalmente  este  precepto,  prohibe  solicitar  del  juez  civil  las 
medidas  precautorias,  antes  de  que  haya  sido  incoada  y  admitida  ante  el 
Tribunal  eclesiástico  la  demanda  de  separación  o  de  nulidad. 

No  hay  por  qué  negar  los  peligros  que  fácilmente  pueden  surgir  para 
la  mujer  del  estricto  cumplimiento  de  esta  norma  concordada,  cuando  es 
la  esposa  la  actora  o  demandante. 

¿Procedería  una  disposición  declaratoria,  que  redujese  los  términos  del 
art.  24,  párrafo  2.°,  del  Concordato? 

Antes  de  responder  a  esta  cuestión,  es  preciso  ponerse  en  la  realidad. 
No  pocas  veces  hay  colusión  en  ambas  partes:  ambas  quieren  la  separación 
o  la  declaración  de  nulidad  del  matrimonio;  y  para  obtener  los  efectos 
civiles  presenta  una  de  ellas  la  demanda;  y  una  vez  obtenidos  interina- 
mente, no  siguen  adelante  en  el  proceso  y  continúan  en  esa  situación,  vi- 
viendo separados  indefinidamente,  cual  si  hubiese  habido  sentencia  de  di- 
vorcio o  separación. 

Deplora  este  abuso  el  Sínodo  de  Madrid  de  1948,  art.  35)  párrafo  2.°,  con 
estas  palabras:  "Con  gran  dolor  reprueba  el  Sínodo  la  manera  de  obrar  de 
algunos  cónyuges,  que  comienzan  a  invocar  el  ministerio  del  juez  ecle- 
siástico, para  lograr  la  separación  de  mesa  y  lecho;  pero  una  vez  que  el 
Tribunal  eclesiástico  les  ha  admitido  la  demanda  presentada,  se  dan  por 
contentos  con  los  efectos  civiles  de  la  admisión,  y  abandonan  el  proceso  ecle- 
siástico". 

Se  facilitaría  más  este  abuso,  si  el  Tribunal  civil  decretase  los  efectos 
civiles  con  sola  la  presentación  de  la  demanda,  sin  la  admisión.  Por  el 
contrario,  da  la  experiencia  que,  exigiendo  el  juez  eclesiástico  una  infor- 
mación previa  a  la  admisión  de  la  demanda,  los  cónyuges,  por  no  some- 
terse a  este  expediente,  desisten  del  pleito  y  se  avienen. 

Asi,  pues,  nos  parecía  oportuno  en  esta  materia  lo  que  establece  el 
art.  35  del  Concordato:  "La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  procederán 
de  común  acuerdo  en  la  resolución  de  las  dudas  o  dificultades  que  pudieran 
surgir  en  la  interpretación  o  aplicación  de  cualquier  cláusula  del  presente 
Concordato,  inspirándose  para  ello  en  los  principios  que  lo  informan". 
Hemos  indicado  el  inconveniente  que  se  seguirla  de  la  aplicación  literal 
del  art.  24,  n.  2,  del  Concordato:  ''Incoada  y  admitida...  una  demanda...". 

Y  en  efecto,  la  ley  del  régimen  del  matrimonio,  sin  duda  de  mutua  inte- 
ligencia entre  las  autoridades  eclesiástica  y  civil  competente,  ha  hecho  las 
siguientes  innovaciones : 

440.  Innovaciones.  Separación  provisional.  Art.  67.  La  mujer  que  se 
proponga  demandar  la  separación  o  nulidad  de  su  matrimonio,  puede  pedir 
que  se  le  separe  provisionalmente  de  su  marido  y  que  se  le  confíen,  con 
igual  carácter,  los  hijos  menores  de  siete  años,  se  le  señale  un  domicilio  y. 


CAUSAS  DE  SEPARACIÓN  CONYUGAL 


375 


si  es  menor  de  edad,  la  persona  bajo  cuya  custodia  haya  de  quedar,  así 
como  los  auxilios  económicos  necesarios  a  cargo  de  su  cónyuge;  medidas 
que  quedarán  sin  efecto  si  en  los  treinta  días  siguientes  no  se  acreditara 
la  interposición  de  la  demanda  o  en  cuanto  se  justifique  la  inadmisión 
de  ésta. 

Efectos  de  la  admisión  de  la  demanda.  Art.  68.  Admitidas  las  deman- 
das de  nulidad  o  de  separación  de  matrimonio,  el  juez  adoptará,  durante 
la  sustanciación  del  proceso,  las  medidas  siguientes: 

1.  ^    Separar  los  cónyuges  en  todo  caso. 

2.  ^  Determinar  cuál  de  los  cónyuges  ha  de  continuar  en  el  uso  de  la 
vivienda  común,  teniendo  en  cuenta,  ante  todo,  el  interés  familiar  más  ur- 
gentemente necesitado  de  protección,  así  como  las  ropas,  objetos  y  muebles 
que  podrá  llevar  consigo  el  cónyuge  que  haya  de  salir  de  aquélla. 

3.  ^  Fijar  discrecionalmente  en  poder  de  cuál  de  los  cónyuges  han  de 
quedar  todos  o  alguno  de  los  hijos,  y  quién  de  aquéllos  ejercerá  la  patria 
potestad.  En  casos  excepcionales  se  podrán  encomendar  los  hijos  a  otra 
persona  o  institución  adecuada,  que  asumirá  las  funciones  tutelares,  co- 
rrespondiendo las  de  Protutor  y  Consejo  de  familia  a  la  autoridad  judicial. 

Él  juez  determinará  el  tiempo,  modo  y  lugar  en  que  el  cónyuge  apar- 
tado de  los  hijos  podrá  visitarlos  y  comunicar  con  ellos. 

Régimen  económico  matrimonial.    4.*   Se  seguirán  las  siguientes  reglas: 

El  marido  conservará  la  administración  y  disposición  de  sus  bienes. 

Se  transferirá  a  la  mujer  la  administración  de  los  parafernales,  que 
hubiese  entregado  al  marido,  pero  necesitará  autorización  judicial  para  los 
actos  que  excedan  de  la  administración  ordinaria. 

Se  mantendrá,  en  cuanto  a  los  bienes  dótales,  el  régimen  anterior  a  la 
presentación  de  la  demanda,  salvo  que  el  juez  estime  conveniente  trans- 
ferir a  la  mujer  la  administración  de  los  bienes  de  la  dote  inestimada.  El 
juez,  atendidas  las  circunstancias  del  caso,  podrá  excepcionalmente  confe- 
rir a  la  mujer  la  administración  de  los  bienes  gananciales,  cualquiera  que 
sea  el  cónyuge  que  los  administre. 

Se  procederá  con  criterio  análogo  al  señalado  en  esta  regla  4.^,  cuando 
el  régimen  económico  matrimonial  sea  distinto  del  de  gananciales. 

5.  ^  Señalar  alimentos  a  la  mujer,  y  en  su  caso  al  marido,  asi  como  a 
los  hijos  que  no  queden  en  poder  del  obligado  a  dar  alimentos;  sin  que 
éste  pueda  optar  por  prestarlos  en  la  propia  casa. 

6.  *  Acordar,  si  procede,  el  abono  de  litis  expensas,  determinando  la 
cuantía  y  la  persona  obligada  al  pago. 

Efectos  de  la  ejecutoria  de  nulidad.  Art.  70.  La  ejecutoria  de  nulidad 
del  matrimonio  producirá  los  siguientes  efectos: 

Los  hijos  mayores  de  siete  años  quedarán  al  cuidado  del  padre,  y  las 
hijas  al  cuidado  de  la  madre,  si  de  parte  de  ambos  cónyuges  hubiese  habido 
buena  fe.  Si  la  buena  fe  hubiese  estado  de  parte  de  uno  solo  de  los  cón- 
yuges, quedarán  bajo  su  poder  y  cuidado  los  hijos  de  ambos  sexos. 

Si  la  mala  fe  fuere  de  ambos,  el  Tribunal  resolverá  sobre  la  suerte  de 
los  hijos  en  la  forma  que  dispone  el  párrafo  2.°  del  n.  2.°  del  art.  73. 

Los  hijos  e  hijas  menores  de  siete  años  estarán,  hasta  que  cumplan  esa 
edad,  al  cuidado  de  la  madre. 

Sin  embargo  de  lo  establecido  en  estas  normas,  si  el  Tribunal  que  co- 
noció sobre  la  nulidad  del  matrimonio  hubiese,  por  motivos  especiales,  pro- 
veído en  su  sentencia  acerca  del  cuidado  de  los  hijos,  deberá  estarse  en 
todo  caso  a  lo  decretado  por  él. 
Por  análogos  motivos,  y  en  lo  que  no  haya  dispuesto  la  sentencia  de 


376 


CAUSAS  DE  SEPARACIÓN  CONYUGAL 


nulidad,  el  juez  que  haya  de  ejecutarla,  podrá  también  aplicar  su  criterio 
discrecional  según  las  particularidades  del  caso. 

Art.  71.  Lo  dispuesto  en  los  párrafos  1.°  y  2.°  del  articulo  anterior  no 
tendrá  lugar,  si  los  padres  de  común  acuerdo,  proveyeren  de  otro  modo  al 
cuidado  de  los  hijos,  dejando  siempre  a  salvo  lo  establecido  en  los  dos  últi- 
mos párrafos  del  mismo  articulo. 

Art.  72.  La  sentencia  firme  de  nulidad  producirá,  respecto  de  los  bie- 
nes del  matrimonio,  los  mismos  efectos  que  la  disolución  por  muerte; 
pero  el  cónyuge  que  hubiera  obrado  de  mala  fe  no  tendrá  derecho  a  los 
gananciales. 

Si  la  mala  fe  se  extendiera  a  ambos,  quedará  compensada. 

Efectos  de  la  ejecutoria  de  separación.  Art.  73.  La  ejecución  de  separa- 
ción producirá  los  siguientes  efectos: 

1.  "    La  separación  de  los  cónyuges. 

2.  "  Quedar  o  ser  puestos  los  hijos  bajo  la  potestad  y  protección  del  cón- 
yuge inocente. 

Si  ambos  fueren  culpables,  el  juez  discrecionalmente  podrá  proveer  de 
tutor  a  los  hijos  conforme  a  las  disposiciones  de  este  Código.  Esto  no 
obstante,  si  al  juzgarse  sobre  la  separación  no  se  hubiese  dispuesto  otra 
cosa,  la  madre  tendrá  a  su  cuidado  en  todo  caso  a  los  hijos  menores  de  sie- 
te años. 

A  la  muerte  del  cónyuge  inocente,  volverá  el  culpable  a  recobrar  la 
patria  potestad  y  sus  derechos,  si  la  causa  que  dio  origen  a  la  separación 
no  afectare  a  la  formación  moral  de  los  hijos.  En  otro  caso  se  les  proveerá 
de  tutor.  La  privación  de  la  patria  potestad  y  de  sus  derechos  no  exime 
al  cónyuge  culpable  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  este  Código 
le  impone  respecto  de  sus  hijos. 

Sin  embargo  de  lo  anteriormente  establecido,  si  al  juzgarse  sobre  la  se- 
paración se  hubiera  por  motivos  especiales,  proveído  acerca  del  cuidado 
de  los  hijos,  deberá  estarse  en  todo  caso  a  lo  decretado. 

Por  análogos  motivos,  en  lo  que  no  se  haya  proveído,  el  juez  encargado 
de  la  ejecución  podrá  también  aplicar  su  criterio  discrecional,  según  las 
particularidades  del  caso. 

3.  °  Perder  el  cónyuge  culpable  todo  lo  que  hubiese  sido  dado  o  pro- 
metido por  el  inocente  o  por  otra  persona  en  consideración  a  éste,  y  con- 
servar el  inocente  todo  cuanto  hubiese  recibido  del  culpable;  pudiendo, 
además,  reclamar  desde  luego  lo  que  éste  hubiera  prometido. 

4.  °  La  separación  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  teniendo  cada 
uno  el  dominio  y  administración  de  los  que  le  correspondan. 

5.  °  La  conservación  por  parte  del  cónyuge  inocente  y  pérdida  por  el 
culpable  del  derecho  a  los  alimentos. 

6.  °  El  cónyuge  inocente,  el  tutor  de  los  hijos  o  el  Ministerio  fiscal, 
podrán  pedir  hipoteca  legal  suficiente  sobre  los  bienes  del  culpable,  reten- 
ción de  sueldos  y  salarios,  depósito  de  valores,  y  cuantas  medidas  cautelares 
sean  necesarias  para  que  pueda  cumplirse  lo  estatuido  en  el  párrafo  2.*'  del 
art.  1434. 

Art.  74.  La  reconciliación  pone  término  al  procedimiento  de  separa- 
ción, y  deja  sin  efecto  ulterior  lo  en  él  resuelto;  pero  los  cónyuges  deberán 
poner  aquélla  en  conocimiento  del  Tribunal  que  entiende  o  haya  entendido 
en  el  litigio. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  subsistirán  en 
cuanto  a  los  hijos  los  efectos  de  la  separación,  cuando  ésta  se  funde  en  el 
conato  o  la  connivencia  del  marido,  o  de  la  mujer,  para  corromper  a  sus 
hijos  o  prostituir  a  sus  hijas;  caso  en  el  que,  si  aún  los  unos  y  las  otras 
están  bajo  la  patria  potestad,  los  Tribunales  adoptarán  las  medidas  conve- 
nientes para  presevarlos  de  la  corrupción  o  prostitución. 
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441.  ¿Incoherencia?  A  pesar  del  empeño  que  ha  puesto  el  legislador 
civil  por  concordar  las  disposiciones  legales  entre  sí  y  con  el  Concordato, 
todavía  parécenos  ver  una  incoherencia  en  la  ley  del  régimen  del  matri- 
monio a  nuestro  propósito.  Dice  el  art.  68:  "Admitidas  las  demandas  de 
nulidad  o  de  separación  de  matrimonio,  el  juez  adoptará  durante  la  sus- 
tanciación  del  proceso,  las  medidas  siguientes...". 

En  cambio  el  art.  81  se  expresa  así:  Incoada  ante  la  jurisdicción  ecle- 
siástica una  demanda  de  nulidad,  o  de  separación  de  matrimonio,  corres- 
ponde a  la  jurisdicción  civil  dictar,  a  instancia  de  la  parte  interesada,  las 
disposiciones  referidas  en  el  art.  68. 

Como  se  ve  según  el  art.  68  aquellas  medidas  las  adoptará  el  juez  des- 
pués de  admitida  la  demanda;  y  según  el  81  después  de  incoada.  ¿Cómo 
componer  esta  incoherencia?  Tal  vez  el  art.  68  se  refiera  a  sólo  el  matri- 
monio civil;  mientras  que  el  81  a  sólo  el  canónico.  No  nos  satisface  esta 
explicación:  en  ambos  casos  los  efectos  civiles  de  la  demanda  son  los  mis- 
mos, y  ha  de  decretarlos  el  mismo  juez;  y  no  se  ve  razón  para  que  en  un 
caso  los  decrete  después  de  la  admisión  de  la  demanda;  y  en  otro  después 
de  la  incoación. 

Acaso  podrá  decirse  que  tales  efectos  según  el  art.  68  han  de  decretarse 
después  de  admitida  la  demanda,  sólo  en  el  caso  en  que  a  la  presenta- 
ción de  la  demanda  hubiese  precedido  el  favor  que  el  art.  67  concede  a  la 
mujer  que  se  proponga  demandar  la  separación  o  nulidad  de  su  matri- 
monio; ya  que  hasta  la  admisión  de  la  demanda  que  presente  dentro  de 
un  mes,  ya  disfruta  provisionalmente  de  semejantes  efectos.  Preferiríamos 
esta  explicación. 

Sea  de  esto  lo  que  fuere,  tratándose  del  matrimonio  canónico  juzga- 
mos preferible  atenernos  al  art.  81,  que  permite  al  juez  civil  decretar  aque- 
llos efectos  una  vez  incoada  o  presentada  la  demanda  al  tribunal  eclesiás- 
tico. Con  lo  cual  se  mitiga  el  n.  2  del  art.  24  del  Concordato,  según  el  cual 
el  juez  civil  dictará  aquellas  medidas  después  de  incoada  y  admitida  la 
demanda.  Pero  esta  mitigación  se  habrá  hecho  en  inteligencia  con  la  auto- 
ridad eclesiástica  competente. 

442.  Inscripción  y  efectos  civiles  de  las  sentencias  y  resoluciones. 

"2.  Las  sentencias  y  resoluciones  de  que  se  trate,  cuando  sean  firmes  y  eje- 
cutivas, serán  comunicadas  por  el  tribwial  eclesiástico  al  tribunal  civil 
competente,  el  cual  decretará  lo  necesario  para  su  ejecución  en  cuanto  a 
efectos  civiles;  y  ordenará,  cuando  se  trate  de  nulidad,  de  dispensa  super 
rato,  o  aplicación  del  privilegio  paulino,  que  sean  anotadas  en  el  registro 
del  estado  civil,  al  margen  del  acta  del  matrimonio" . 

443.  ¿Proceso  judicial  o  administrativo?  Según  ha  podido  observar- 
se, en  los  n.  2  y  3  del  presente  art.  24,  sólo  se  hace  mención  del  tribunal 
eclesiástico.  Según  el  can.  1130  las  causas  de  divorcio  por  adulterio  han  de 
tratarse  por  la  vía  judicial,  esto  es,  por  el  tribunal;  mas  las  de  divorcio 
por  otros  motivos,  como  sevicia  o  malos  tratos,  conforme  al  can.  1131,  ^  1, 
y  la  interpretación  auténtica  de  la  Comisión  de  Intérpretes,  25  de  jun. 
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1932  (2),  preferentemente  han  de  ser  tratadas  por  el  Prelado  diocesano 
por  la  vía  gubernativa,  no  por  el  tribunal.  De  aquí  la  duda: 

Para  que  el  juez  civil  decrete  los  efectos  civiles  del  divorcio  ¿será  nece- 
sario que  la  causa  se  haya  llevado  por  la  vía  judicial;  o  podrá  decretarlos 
aunque  se  haya  tramitado  por  la  vía  gubernativa? 

De  hecho  en  España  siempre  se  han  llevado  por  la  vida  judicial.  Y  no 
de  otra  manera  decretaba  el  juez  civil  los  efectos  civiles.  Pero  en  los  últi- 
mos tiempos  no  ha  faltado  algún  caso  en  que  la  causa  se  tramitó  por  la 
vía  administrativa  o  gubernativa;  y  obtuvo,  aunque  no  sin  dificultad,  los 
efectos  civiles. 

El  Concordato  da  pie  para  opinar  que  se  deben  seguir  llevando  por  la 
vida  judicial;  ya  que  en  el  n.  2  sólo  se  emplea  la  palabra  tribunal  ecle- 
siástico, al  disponer  que  las  demandas  de  nulidad  o  de  separación  admi- 
tidas se  comuniquen  al  tribunal  civil.  Pero  el  argumento  no  es  conclu- 
yente,  ya  que  la  misma  palabra  tribunal  parece  referirse  en  el  n.  3  tam- 
bién al  caso  en  que  se  trata  de  la  dispensa  del  matrimonio  rato  y  de  apli- 
cación del  privilegio  paulino;  y  sin  embargo  estas  causas  no  suelen  ser 
tratadas  por  un  tribunal,  sino  que  suelen  llevarse  por  el  proceso  guberna- 
tivo; y  a  sus  resoluciones  decreta  el  tribunal  civil  los  efectos  civiles.  Ade- 
más en  el  mismo  n.  3  se  dice,  que  las  sentencias  y  resoluciones  firmes  serán 
comunicadas  por  el  tribunal  eclesiástico  al  civil.  Ahora  bien,  sentencia  es 
pronunciación  judicial;  resolución  fallo  administrativo.  De  donde  parece 
concluirse  que  la  palabra  tribunal  en  los  n.  2  y  3  se  toma  en  sentido  am- 
plio, y  por  el  dicasterío  u  organismo  correspondiente. 

En  suma,  parécenos  que  el  Concordato  deja  margen  a  que  las  causas 
de  divorcio  por  motivos  distintos  del  adulterio  puedan  sustanciarse  por 
la  vía  gubernativa;  que  es  la  preferida  por  el  Código  canónico,  como  más 
fácil,  más  breve,  menos  dispendiosa  y  tal  vez  no  menos  segura  por  lo 
común  que  la  judicial;  y  al  fallo  de  divorcio  decretado  por  esta  vía  el  juez 
civil  dictará  los  efectos  civiles. 

Hoy  día  el  procedimiento  judicial  en  la  Iglesia  casi  ha  caldo  en  desuso 
fuera  de  las  causas  matrimoniales.  Según  doctrina  probable  de  los  cano- 
nistas aun  las  penas  más  graves  pueden  imponerse  por  la  vía  administra- 
tiva (3);  y  vemos  cómo  la  Santa  Sede  impone  aun  la  pena  de  degradación 
de  los  clérigos,  por  simple  decreto  extrajudicial.  Y  el  mismo  Código  ca- 
nónico impone  el  proceso  administrativo,  para  la  remoción  de  los  párro- 
cos, para  infligir  sanciones  a  los  beneficiados  irresidentes,  a  los  clérigos 
concubinaros,  a  los  párrocos  negligentes;  sanciones  que  pueden  ser  hasta 
la  privación  del  beneficio  (lib.  4,  tit,  27-32). 

La  nueva  ley  del  régimen  del  matrimonio,  art.  80,  no  impone  el  proce- 
dimiento judicial  en  las  causas  matrimoniales  para  que  tengan  eficacia 
civil:  "El  conocimiento  de  las  causas  sobre  nulidad  y  separación  de  los 
matrimonios  canónicos...  corresponde  exclusivamente  a  la  jurisdicción  ecle- 
siástica conforme  al  procedimiento  canónico,  y  sus  sentencias  y  resolu- 
ciones firmes  tendrán  eficacia  en  el  ordenamiento  civil,  a  tenor  del  art.  82". 
Ahora  bien,  el  Código  canónico  sólo  impone  el  procedimiento  judicial  en 
las  causas  de  nuhdad  de  matrimonio  (lib.  4,  tit.  20),  y  en  las  de  separación 

(2)    Acta  Ap.  Sed.  2i, 

CA)  Rkgatii.i.o,  InslHiil iones  ¡iiris  Canom'ci.  loin.  2,  n.  847;  ed.  6.  Santan- 
der, 1061. 
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por  adulterio  (can.  1130.  1131).  Por  tanto  la  ley  de  régimen  de  matrimonio 
de  suyo  permite  el  proceso  administrativo  con  efectos  civiles  en  las  causas 
de  separación  que  no  sean  por  adulterio. 

Sin  embargo,  la  Nunciatura  Apostólica,  con  fecha  2  de  agosto  1958,  envió 
a  los  Prelados  la  siguiente  circular:  "Adaptado  por  el  Excmo.  Gobierno 
español  el  art.  82  del  Código  civil  a  las  disposiciones  del  art.  24  del  vigente 
Concordato,  la  Santa  Sede  al  dubio:  Si  en  España  vara  tratar  las  causas 
de  separación  de  personas  a  que  se  refieren  los  can.  1128-1132  del  Código 
de  Derecho  canónico,  se  pueden  seguir  los  procesos  administrativos  pre- 
vistos por  el  mismo  Código,  o  se  deba  proceder  por  la  vía  judicial",  ha  te- 
nido a  bien  responder:  "En  vista  de  las  especiales  circunstancias,  y  atenién- 
donos a  la  práctica  generalmente  seguida  en  España,  es  propósito  de  la  Santa 
Sede,  que  en  los  casos  mencionados  se  proceda  por  trámites  judiciales,  ante 
el  tribunal  eclesiástico  competente" . 

Com.o  se  ve,  la  Santa  Sede  mantiene  el  principio:  que  no  se  prohibe  el 
proceso  administrativo;  pero  establece  la  norma  práctica  que  ha  de  ob- 
servarse, el  procedimiento  judicial.  Lo  que  en  Roma  es  un  simple  pro- 
pósito: en  las  curias  españolas  será  una  obligación.  Lo  cual  no  quita  que 
la  Santa  Sede  en  algún  caso  concreto  pueda  apartarse  de  su  propósito, 
permitiendo  el  proceso  administrativo;  sin  que  con  eso  contrariase  a  la  ley 
española;  y  al  fallo  o  resolución  dada  por  el  Ordinario  el  juez  civil  dictaría 
los  efectos  civiles. 

Si  en  algún  caso  excepcional  permitiese  la  Santa  Sede  el  proceso  admi- 
nistrativo, entendemos  que  el  Ordinario,  una  vez  presentada  la  demanda, 
entregaría  a  la  parte  demandante  un  documento  acreditativo  de  la  pre- 
sentación, para  que  el  juez  civil  dictase  las  medidas  procedentes,  conforme 
al  art.  81  de  la  ley  de  24  abril  1958. 

El  proceso  administrativo  prescrito  por  el  can.  1131  para  las  causas  de 
separación  por  motivo  distinto  del  adulterio,  no  tiene  tramitación  con- 
creta, en  el  Código  canónico;  y  tal  vez  sería  de  desear  que  en  la  futura 
reforma  del  mismo  Código  se  describiese  una  forma  de  proceso  adminis- 
trativo, que  hubiese  de  seguirse,  no  sólo  en  esta  materia,  sino  también 
cuando  se  hubiesen  de  imponer  graves  penas  por  la  vía  administrativa; 
para  no  dejar  arbitrio  excesivo  a  los  Ordinarios;  así  como  están  descritos 
los  procesos  administrativos  para  la  remoción  de  párrocos,  y  para  imponer 
ciertas  sanciones  penales  (lib.  4,  part.  3). 

§  4.    Notificación  de  sentencias  y  resoluciones  en  causas 
matrimoniales 

444.  Art.  24,  n.  3.  "Las  sentencias  y  resoluciones  de  que  se  trate,  cuan- 
do sean  firmes  y  ejecutivas,  serán  comunicadas  por  el  tribunal  eclesiástico 
al  tribunal  civil  competente,  el  cual  decretará  lo  necesario  para  su  ejecución 
en  cuanto  a  efectos  civiles,  y  ordenará,  cuando  se  trate  de  nulidad,  de  dis- 
pensa super  rato,  o  aplicación  del  privilegio  paulino,  que  sean  anotadas  en 
el  registro  del  estado  civil,  al  margen  del  acta  de  matrimonio^'. 

Sentencia  es  la  pronunciación  o  fallo  del  juez  que  define  la  causa  tra- 
tada por  la  vía  judicial.  Resolución  es  decisión  de  la  autoridad  competente 
que  termina  la  causa  tratada  por  la  vía  gubernativa  o  extrajudicial.  La 
palabra  tribunal,  empleada  en  este  n.  3,  se  toma  no  en  sentido  estricto  por 
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persona  organismo  que  procede  por  vía  judiciaria;  sino  en  sentido  lato^ 
por  cualquiera  autoridad  o  dicasterio  que  procedió  aun  por  vía  adminis- 
trativa. Pues  la  dispensa  del  matrimonio  rato,  y  la  aplicación  del  privile- 
gio paulino  se  efectúan  por  expediente  administrativo.  Arriba  quedan  indi- 
cadas las  disposiciones  de  la  ley  del  registro  civil,  8  jun.  1958,  y  del  regla- 
mento de  14  nov.  1958,  concernientes  a  estas  inscripciones. 

445.  Notificación  de  otros  actos  de  las  autoridades  eclesiásticas. 

Con  esta  ocasión  de  la  notificación  de  las  sentencias  y  resoluciones  en  cau- 
sas matrimoniales,  convienen  las  Altas  Partes  contratantes  en  un  principio 
general  que  abarca  toda  clase  de  materias. 

Art.  24,  n.  4:  "En  general,  todas  las  sentencias,  decisiones  en  via  admi- 
ministrativa  y  decretos  emanados  de  las  autoridades  eclesiásticas  en  cual- 
quier materia,  dentro  del  ámbito  de  su  competencia,  tendrá  también  efecto 
en  el  orden  civil;  cuando  hubieren  sido  comunicados  a  las  competentes 
autoridades  del  Estado;  las  cuales  prestarán  el  apoyo  necesario  para  su 
ejecución". 

Precioso  y  riquísimo  reconocimiento  y  prestación  del  auxilio  del  brazo 
secular,  que  le  vemos  concretado  en  la  misma  ley  del  registro  civil  aun  en 
otras  inscripciones,  como  en  el  cambio  de  nombre  del  bautismo,  para  la 
concordancia  de  nombres  en  ambos  registros,  eclesiástico  y  civil;  la  legi- 
timación de  los  hijos  por  matrimonio  subsiguiente  de  sus  padres,  etc. 

En  este  pasaje  concordado  creíamos  hallar  apoyo  para  resolver  el  con- 
flicto entre  la  legislación  civil  y  la  eclesiástica,  acerca  de  los  matrimonios 
civiles  celebrados  bajo  la  ley  republicana  del  matrimonio  civil. 

§  4.    Matrimonios  civiles  de  la  República 

446.  La  República,  por  ley  de  1  de  marzo  de  1932,  sancionó  el  divorcio 
perfecto,  esto  es,  la  disolubilidad  del  vínculo  o  matrimonio,  aun  canónico. 
Pero  el  Jefe  del  Estado,  por  ley  de  23  de  setiembre  de  1939,  revocó  aquella 
ley  republicana.  Quedó,  sin  embargo,  algún  conflicto  entre  la  legislación 
civil  y  la  eclesiástica,  sin  duda  por  inadvertencia. 

Los  matrimonios  meramente  civiles  contraídos  durante  la  vigencia  de 
la  ley  de  la  República,  aunque  canónicamente  nulos,  conservaron  su  valor 
civil,  aun  después  de  derogada  aquella  ley,  y  son  civilmente  indisolubles; 
mientras  que  los  así  unidos  podrían  canónicamente  desunirse  y  contraer 
matrimonio  canónico  con  otras  personas.  Mucho  nos  hemos  afanado,  en 
vano  hasta  ahora,  por  procurar  el  arreglo  de  este  punto,  en  nuestro  deseo 
de  componer  situaciones  angustiosas  de  tantas  personas  que  habiéndose 
casado  sólo  civilmente  bajo  la  ley  de  la  República,  mal  avanidas  después, 
ni  quieren  casarse  canónicamente  entre  sí;  ni  quieren,  ni  en  conciencia 
pueden  seguir  viviendo  así  unidas;  ni  pueden  casarse  con  otras  personas; 
a  pesar  de  que  podrían  hacerlo  por  la  Iglesia;  porque  la  autoridad  judicial 
se  niega  a  inscribir  en  el  registro  este  segundo  matrimonio,  y  aun  a  veces 
persigue  como  reos  de  delito  de  bigamia  a  los  que  le  contraigan. 

Durante  los  primeros  años  del  nuevo  régimen  político,  de  hecho  sin 
reparo  se  celebraban  muchos  matrimonios  canónicos  con  otras  personas 
distintas  de  los  que  eran  sus  cónyuges  en  la  unión  civil;  y  a  tales  matrimo- 
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nios  canónicos  hasta  asistían  los  jueces  civiles  y  los  inscribían  en  su  re- 
gistro. Cierto  que  esto  producía  el  absurdo  de  que  civilmente  figurase  al 
mismo  tiempo  un  marido  con  dos  mujeres,  o  una  mujer  con  dos  maridos. 
Por  eso  sugeríamos  manera  de  evitar  tal  monstruosidad;  y  algún  Ministro 
de  Justicia  se  mostró  resuelto  a  poner  remedio,  con  la  conveniente  dispo- 
sición civil.  Pero  no  fueron  pocos  los  juristas  civiles,  y  aun  algunos  eclesiás- 
ticos (4),  que  se  empeñaron  en  sostener  la  absoluta  indisolubilidad  de  aquel 
vínculo  civil  de  la  República,  no  consintiendo  que  en  caso  alguno,  por 
extremo  que  fuese,  se  permitiera  el  matrimonio  canónico  con  otras  personas 
a  los  casados  por  lo  civil.  Y  asi  el  angustioso  conflicto  subsistió  y  subsis- 
te; pues  la  nueva  ley  de  régimen  del  matrimonio  no  altera  el  art.  51  del 
Código  civil:  "No  producirá  efectos  civiles  el  matrimonio  canónico  o  civil, 
cuando  cualquiera  de  los  cónyuges  estuviese  ya  casado  legítimamente".  Ni 
altera  el  art.  52,  que  no  reconoce  otra  causa  que  disuelva  el  vínculo,  sino  la 
muerte  de  uno  de  los  cónyuges. 

A  tenor  del  art.  24,  n.  4,  del  Concordato  parecíanos  que,  si  la  autoridad 
eclesiástica,  por  ejemplo  el  Obispo  o  el  Vicario  General,  autorizase  el  matri- 
monio canónico  con  otras  personas  a  los  civilmente  casados,  como  en  de- 
recho podría  hacerlo;  y  enviase  a  la  autoridad  civil  notificación  del  ma- 
trimonio canónico  así  celebrado,  la  autoridad  civil  debiera  hacerse  cargo 
de  ello,  para  inscribirle  y  reconocerle  los  efectos  civiles,  conforme  al  art.  23 
del  mismo  Concordato  y  al  Protocolo  correspondiente,  letra  A);  y  a  este 
fin  hubiéramos  deseado  una  disposición  transitoria  referente  a  los  matri- 
monios civiles  celebrados  durante  la  vigencia  de  la  ley  republicana.  No  se 
ha  hecho  así;  y  los  casos  angustiosos  han  seguido  sin  remedio;  más  aún,  con 
la  agravación  de  la  pena  por  delito  de  bigamia  Impuesta  por  los  tribunales 
civiles,  aun  a  los  que  en  uso  del  derecho  que  les  concede  la  Iglesia,  con 
anuencia  de  su  Prelado,  por  imperativo  de  su  conciencia,  contrajeron  ma- 
trimonio canónico  sin  estar  disuelto  el  civil. 

447.  Matrimonios  civiles  de  los  apóstatas.  Pero  el  mismo  conflicto 
crea  para  lo  futuro  el  art.  42  del  Código  civil,  reformado  por  la  ley  de  24  de 
abril  de  1958,  sobre  el  matrimonio  civil  de  los  apóstatas:  "El  matrimonio 
habrá  de  contraerse  canónicamente,  cuando  uno  al  míenos  de  los  contrayen- 
tes profese  la  religión  católica.  Se  autoriza  el  matrimonio  civil,  cuando 
se  pruebe  que  ninguno  de  los  contrayentes  profesa  la  religión  católica".  Este 
matrimonio  civil  no  vale  canónicamente;  por  otra  parte,  es  civilmente  in- 
disoluble. He  aquí  el  conflicto:  Según  el  derecho  eclesiástico  los  así  unidos 
podrán  casarse  canónicamente  con  otras  personas,  según  el  derecho  civil 
no;  ni  se  le  reconocerán  efectos  civiles  a  ese  matrimonio  canónico. 

Los  casos  reales  de  conflicto  serán  raros,  pero  pudiera  darse  alguno  en 
extremo  angustioso,  como  han  sido  frecuentes  en  los  matrimonios  civiles 
contraídos  bajo  la  vigencia  de  la  ley  de  la  República.  Un  remedio  parcial, 
en  orden  a  la  conciencia,  seria  contraer  matrimonio  canónico,  sin  la  asis- 
tencia del  magistrado  civil,  y  sin  inscribirle  en  el  registro  civil.  Pero  asi 
no  se  le  reconocerían  civiles  efectos. 


(4)    D.  León  del  Amo,  Matrimonios  civiles  durante  la  República.  Madrid,  1954. 
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CAPITULO  XXVll 

Concordato,  articulo  25 

EL  TRIBUNAL  DE  LA  ROTA  ESPAÑOLA 
§  1.  Historia 

448.  Origen.  El  Nuncio  Apostólico,  Monseñor  Tedeschine,  en  su  Circu- 
lar al  Episcopado  español,  de  1  de  agosto  1933,  comunicándole  la  supresión 
del  Tribunal  de  la  Rota  por  Su  Santidad  Fio  XI,  le  llama  ''privilegio  secular, 
txtraor diñar io  y  único,  concedido  por  la  benignidad  de  la  Santa  Sede". 

Tribunal  secular  cuyo  origen  se  remonta  a  los  principios  del  siglo  xvi, 
en  que  nació  su  antecesor  el  Tribunal  de  la  Nunciatura.  Existia  ya  en  Es- 
paña la  Nunciatura  estable  con  facultades  ordinarias  para  conocer  las 
causas  judiciales,  sin  que  éstas  saliesen  del  territorio  nacional;  pero  la 
potestad  de  los  Nuncios  no  excluía  el  recurso  directo  a  Roma;  del  cual  abu- 
saban litigantes  de  mala  fe  para  retardar  la  solución  del  pleito,  o  para 
hacer  a  la  otra  parte  imposible  o  muy  dificultosa  la  defensa.  Además  los 
Nuncios  no  podían  conocer  por  si  mismos  todas  las  causas  que  llegaban  a 
su  audiencia;  ni  tenían  el  tribunal  bien  organizado:  unas  causas  las  falla- 
ban los  Nuncios,  otras  su  Auditor,  que  no  era  español,  y  otras  el  Nuncio 
con  el  Auditor. 

De  aquí  las  quejas  y  las  peticiones  de  las  Cortes,  encaminadas  a  con- 
seguir que  las  causas  no  saliesen  de  España,  y  que  fuesen  conocidas  y 
falladas  por  jueces  españoles.  En  este  sentido  se  dirigieron  las  Cortes  de  To- 
ledo al  Emperador  Carlos  V  en  1525;  las  de  Valladolid  en  1537;  las  de  Ma- 
drid en  1551  al  Rey  Felipe  II;  las  de  Madrid  de  1563  y  1588-90  se  quere- 
llaron de  que  los  Nuncios  seguían  conociendo  en  primera  instancia,  con- 
tra lo  dispuesto  en  el  Concilio  Tridentino,  en  perjuicio  de  la  jurisdicción 
de  los  Ordinarios. 

No  fueron  infructuosas  las  peticiones  hechas  al  Papa  por  Carlos  V, 
como  lo  prueba  la  bula  de  Julio  III  al  Nuncio  Ricci,  1550.  Consiguióse  que 
las  causas  no  salieran  de  España,  y  que  fuesen  juzgadas  por  españoles, 
bien  que  esto  no  lo  dijese  expresamente  la  bula.  Pero  no  se  remediaron 
con  esto  todos  los  males,  como  lo  muestran  las  insistencias  de  las  Cortes 
subsiguientes,  y  el  Memorial  de  1633  de  Chumacero  y  Pimentel,  y  la  Concor- 
dia del  Nuncio  Fachinetti,  1640;  hasta  que  el  Papa  Clei^nte  XTV,  por  la 
Constitución  Administrandae  iustitiae,  26  de  marzo  de  1771,  dio  al  antiguo 
tribunal  una  nueva  ordenanza  y  el  nombre  de  Rota  de  la  Nunciatura;  tri- 
bunal eclesiástico  reconocido  y  sustentado  hasta  los  tiempos  de  la  segunda 
República  por  el  Estado;  no  sin  que  el  Padre  Santo  se  viese  obligado  a 
suspenderle  per  sexta  vez. 

Privilegio  extraordinario  y  único.  Ninguna  nación  del  mundo,  si  se  ex- 
ceptúa Austria,  logró  tan  preciada  distinción  pontificia,  cual  es  nuestro 
Tribunal  de  la  Rota. 
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Ensamblado  este  Tribunal  en  la  misma  Nunciatura,  sus  vicisitudes  co- 
rren parejas  con  las  relaciones  generales  entre  España  y  la  Santa  Sede:  se 
suspendían  estas  relaciones,  y  automáticamente  se  cerraba  el  Tribunal  de 
la  Rota;  reanudábanse,  y  en  un  plazo  más  o  menos  corto  se  reanudaba  el 
ejercicio  de  sus  funciones  judiciales.  Durante  siglo  y  medio,  desde  su  fun- 
dación hasta  el  advenimiento  de  la  segunda  República  en  1931,  el  Padre 
Santo  se  ha  visto  obligado  a  suspenderle  seis  veces. 

449.  Supresión.  La  última  de  estas  seis  veces  acaeció  con  el  adveni- 
miento de  la  República  segunda;  y  más  que  suspensión,  esta  vez  fue  supre- 
sión total  y  absoluta. 

Su  motivo  indícalo  la  referida  Circular  del  Sr.  Nuncio,  a  saber,  la  per- 
secución religiosa  declarada  por  el  Estado  republicano;  la  ruptura  del  Con- 
cordato por  parte  del  mismo  Gobierno;  y  el  establecimiento  del  matrimonio 
civil,  único  reconocido  por  la  República  española;  negando  todos  los  efectos 
civiles  al  matrimonio  canónico,  y  reservándose  a  los  tribunales  laicos  el 
conocimiento  de  las  causas  matrimoniales  (1). 

Consecuencia  de  este  estado  persecutorio  era  la  inutilidad  casi  total  a 
que  quedaba  reducido  el  Tribunal  de  la  Rota;  pues  en  los  tiempos  modernos 
la  casi  totalidad  de  los  pleitos  eclesiásticos  se  refieren  a  causas  de  nulidad 
de  matrimonio  y  a  causas  de  divorcio;  y  como  la  ley  de  la  República  no 
reconocía  el  matrimonio  canónico,  ni  el  valor  de  las  sentencias  dadas  por 
los  tribunales  eclesiásticos;  de  aquí  que  la  Rota  quedaba  reducida  a  la 
inacción. 

Estas  mismas  ideas  vierte  Pío  XII  en  la  introducción  del  Motu  proprio, 
por  el  que  restablece  dicho  Tribunal. 

§  2.    La  Rota  actual 

450.  Restablecimiento.  Con  ansia  era  esperado  por  los  españoles  el 
restablecimiento  de  su  tribunal  secular.  Las  apelaciones  a  Roma  causaban 
graves  molestias,  largas  dilaciones  de  los  pleitos,  mayores  gastos  y  otros 
inconvenientes,  que  ya  en  el  siglo  xvi  deploraban  las  Cortes  en  sus  peti- 
ciones al  Rey;  y  hacían  que  muchas  veces  la  parte  débil  sucumbiese  en  el 
pleito,  desistiendo  de  él  por  no  poder  soportar  la  carga  de  la  apelación. 
Además,  sobre  todo  las  personas  de  la  Nobleza  sentían  repugnancia  en  que 
sus  asuntos  familiares  se  ventilasen  fuera  de  España. 

Restablecida  ya  la  normalidad  después  de  las  convulsiones  de  la  guerra 
civil,  coronada  con  el  triunfo  más  esplendoroso  por  el  insigne  Caudillo 
que  hoy  rige  los  destinos  de  la  nación,  el  Papa  Pío  XII  por  el  Motu  proprio 
Apostólico  Hisvaniarum  Nuntio,  de  7  de  abril  de  1947,  sacó  a  nueva  luz, 
remozado  y  acomodado  a  las  normas  del  nuevo  Código  eclesiástico  el  tan 
suspirado  Tribunal  de  la  Rota  Española  (AAS.  39,  155). 

He  aquí  cómo  se  expresa  el  mismo  Papa :  "Pero  ahora,  reparados  aquellos 
agravios  y  reconocido  nuevamente  el  carácter  sagrado  del  matrimonio,  de- 
seando secundar  los  deseos  de  la  mayor  parte  de  los  Obispos  de  España, 
así  como  de  su  Gobierno,  decidimos  constituir  nuevamente  la  Rota  de  la 
Nunciatura  Apostólica,  tribunal  meramente  eclesiástico,  para  tramitar  las 
causas  eclesiásticas  según  el  derecho  canónico...". 


(1)    Ley  28  jun.  1932. 
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Motu  propio  se  intitula  el  documento  pontificio;  porque,  si  bien  prece- 
dieron las  preces  de  muchos  Prelados  y  del  Gobierno,  según  en  el  mismo 
se  indica,  con  esta  cláusula  quiso  significar  el  Papa  la  espontaneidad  y 
buen  gusto  con  que  restituía  a  España  su  antiguo  privilegio;  como  por  ini- 
ciativa propia,  y  cual  si  nadie  se  lo  hubiese  pedido.  Además  porque  deseaba 
que  este  privilegio  resultara  mejorado  con  los  efectos  jurídicos  que  en- 
cierra la  cláusula  motu  proprio  (can.  45). 

Duración.  El  privilegio  por  el  que  se  restableció  nuestra  Rota  es  per- 
petuo, según  se  significa  en  el  párrafo  final;  de  suerte  que  no  necesita 
ser  renovado  de  tiempo  en  tiempo,  como  otros  privilegios  pontificios,  por 
ejemplo,  la  antigua  jurisdicción  eclesiástica  castrense. 

El  restablecimiento  de  la  Rota,  hecho  por  este  Motu  proprio,  no  es  una 
restauración  del  tribunal  hecha  por  convenio  bilateral  entre  la  Santa  Sede 
y  el  Gobierno,  como  los  convenios  sobre  nombramientos  de  Obispos,  pro- 
visión de  beneficios  no  consistoriales,  seminarios  y  universidades,  juris- 
dicción castrense.  El  restablecimiento  de  la  Rota  aparece  como  acto  uni- 
lateral del  Papa,  si  bien  en  él  se  echa  de  ver  la  previa  inteligencia  con 
el  Gobierno.  Hoy  ha  pasado  a  ser  derecho  concordado;  pues  el  art.  25  del 
Concordato  se  expresa  así: 

"1.  La  Santa  Sede  confirma  el  privilegio  concedido  a  España,  de  que 
sean  conocidas  y  decididas  determinadas  causas  ante  el  Tribunal  de  la 
Rota  de  la  Nunciatura  apostólica,  conforme  al  motu  propio  pontificio  del 
7  de  abril  de  1947,  que  restablece  dicho  Tribunal". 

451.  Nombre.  El  nombre  de  Rota  se  dio  al  Tribunal  de  la  Curia  Ro- 
mana, según  unos,  porque  los  auditores  o  jueces  se  sentaban  formando  un 
círculo  o  rueda,  al  oir  las  causas;  según  otros,  por  la  rueda  o  turno  que 
se  seguía  al  designar  los  jueces,  que  habían  de  fallar  las  causas.  En  opi- 
nión de  algunos,  este  nombre  proviene  del  rollo  o  rueda,  en  forma  de  la 
cual  se  presentaban  en  la  antigüedad  al  tribunal  las  causas,  escrituras,  etc. 
Otros  piensan  que  se  deriva  de  un  círculo  o  rueda  de  pórfido,  que  había  en 
el  pavimento  del  local  o  sala  de  audiencia,  donde  se  reunían  y  sentencia- 
ban los  jueces.  Finalmente  opinan  otros  que  tomó  este  nombre  de  una 
especie  de  facistol  o  estantería  movible  y  rotatoria,  en  que  se  colocaban 
los  libros,  escrituras,  etc.,  que  podían  ayudar  a  la  decisión  de  la  causa  que 
se  discutía. 

Todas  estas  derivaciones  del  nombre  Rota  tienen  sus  fundamentos  só- 
lidos, pero  quizás  la  última  es  la  más  aceptable  y  la  que  tiene  por  cierta 
el  célebre  investigador  Cardenal  Ehrle,  S.  L,  en  su  erudita  obra  Historia 
Bibliothecae  Romanorum  Pontificum,  tum  Bonifacianae,  tum  Avenionen- 
sis.  Romae,  1890,  pp.  394-95. 

De  la  Rota  Romana  se  derivó  el  mismo  nombre  a  la  Rota  Española. 

452.  Título.  Hubiera  halagado  sin  duda  a  los  españoles  el  título  de 
Tribunal  Supremo;  mas  el  Motu  proprio  se  limita  a  llamarle  Rota  de  la 
Nunciatura  Apostólica,  el  mismo  nombre  que  le  dio  Clemente  XIV. 

Como  Tribunal  Supremo  de  justicia  para  toda  la  Iglesia  era  considerada 
la  Rota  Romana,  hasta  Gregorio  XVI;  y  aunque  no  sabemos  que  ningún 
Papa  le  hubiese  otorgado  el  título  de  Supremo,  tal  vez  en  la  práctica  se  le 
aplicase.  Pero  desde  el  Regolamento  legislativo  e  giudiciale  de  Gregorio  XVI, 
10  nov.  1834,  ^  336,  vino  a  ser  la  Signatura  Apostólica  el  Tribunal  Supremo 
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aun  sobre  la  Rota  Romana;  de  suerte  que  desde  entonces  dejó  de  conside- 
rarse la  Rota  Romana  como  Tribunal  Supremo  (2). 

Por  eso  Pío  X  en  la  Constitución  Sapienti  Consilio,  29  de  junio  de  1908, 
al  reformar  la  Curia  Romana,  reservó  el  titulo  de  Supremo  a  la  Signatu- 
ra Apostólica;  y  con  este  título  figura  en  el  nuevo  Código  canónico,  ca- 
non 1602. 

La  Rota  Española,  constituida  a  imagen  y  semejanza  de  la  Romana,  no 
recibió  de  su  fundador  Clemente  XIV  el  titulo  de  Tribunal  Supremo;  y 
ningún  otro  Papa,  que  sepamos,  le  otorgó  ese  calificativo.  Tal  tratamiento 
se  le  aplicaron  los  Reyes  de  España  en  sus  cédulas.  Supremo  Tribunal  de 
la  Rota  de  la  Nunciatura,  se  lee  en  el  Diario  de  la  Curia  Romana,  al  dar 
noticia  de  la  expedición  de  los  Breves  respectivos;  y  en  el  encabezamiento 
de  ciertas  diligencias  o  actuaciones  del  mismo  Tribunal.  Asimismo  en  otros 
documentos  eclesiásticos.  Por  el  uso,  pues,  el  titulo  de  Supremo,  llegó  a  ad- 
quirir carta  de  ciudadanía;  Supremo  se  le  llama  repetidas  veces,  en  la  ci- 
tada Circular  del  Nuncio  Tedeschini,  notificando  al  Episcopado  la  supre- 
sión de  la  Rota;  sin  que  sepamos  que  la  Santa  Sede  reclamara  contra  aque- 
lla denominación. 

Hoy,  tratándose  de  fundar  de  nuevo  el  Tribunal  de  la  Rota  Española, 
con  una  constitución  calcada  en  la  novísima  de  la  Rota  Romana,  29  jun. 
1934;  y  no  teniendo  ya  la  Romana  ni  la  consideración  ni  el  título  de  Supremo 
Tribunal,  compréndese  que  el  Papa,  a  pesar  de  su  predilección  por  España, 
haya  tenido  reparo  en  consignar  el  título  de  Supremo  a  nuestro  Tribunal. 

Además,  como  en  el  mismo  Motu  propio  se  reconoce  la  posibilidad  de 
apelaciones  de  la  Rota  Española  a  la  Santa  Sede,  pudiera  parecer  poco  ju- 
rídico llamarle  Tribunal  Supremo. 

Podría  quizás  alegarse  que  no  se  trata  de  denominarle  Supremo  en  sen- 
tido absoluto,  sino  solamente  dentro  de  los  límites  españoles,  con  respecto 
a  los  demás  tribunales  de  nuestra  nación.  Aun  así  se  ve  que  en  Roma  halla- 
ron reparos. 

453.  Normas.  Según  arriba  indicábamos,  la  constitución  y  funciona- 
miento de  la  Rota  Española  está  calcada  en  las  actuales  normas  de  la  Rota 
Romana. 

El  Motu  proprio  comprende  cinco  capítulos:  l.''  Constitución  del  Tri- 
bunal. 2.°  Oficio  de  los  Auditores,  Oficiales  y  Ministros.  S.*'  Competencia. 
4.°  Abogados  y  Procuradores.  5.°  Procedimiento  judicial.  Estos  capítu- 
los se  desenvuelven  en  59  artículos. 

§  3.    Caracteres  del  tribunal 

Es  la  Rota  Española  tribunal  eclesiástico,  privilegiado,  colegiado,  ordi- 
nario, no  delegado;  principalmente  de  apelación  contra  las  sentencias  ecle- 
siásticas dadas  en  los  dominios  españoles  (art.  1). 

454.  Tribunal  eclesiástico,  es  decir,  que  tiene  jurisdicción  eclesiás- 
tica o  recibida  de  la  Iglesia,  que  es  la  única  competente  para  conocer  y 
fallar  autoritativamente  en  las  causas  propias  de  su  fuero. 


(2)    RoBERTi,  De  Processibus,  1940,  n.  134. 
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Cierto  que  por  d  decreto-ley  de  1.°  de  mayo  1947  el  Gobierno  español 
reconoce  la  Rota  en  la  forma  determinada  en  el  Motu  propio  de  Pío  XII, 
que  queda  incorporado  al  ordenamiento  jurídico  español;  que  se  determi- 
nan los  efectos  civiles  que  han  de  producir  las  sentencias  de  la  Rota;  los 
trámites  para  el  nombramiento  de  las  personas  del  tribunal  y  sus  derechos 
y  prerrogativas  en  el  orden  civil;  pero  todo  esto  no  altera  el  origen  y  natu- 
raleza de  la  jurisdicción  de  que  están  investidos.  Por  aquella  incorpora- 
ción al  ordenamiento  jurídico  español  no  ha  pretendido  el  Estado  arro- 
garse atribuciones  que  no  son  de  su  competencia,  se  ha  limitado  a  consi- 
derar como  ley  del  Estado  la  ley  pontificia,  para  todos  los  efectos  civiles; 
como  hizo  Felipe  II  en  los  decretos  disciplinares  del  Concilio  de  Trento; 
y  el  Gobierno  en  1908  y  1910  con  los  decretos  Ne  temeré,  sobre  la  forma 
de  celebración  del  matrimonio  canónico;  y  Máxima  cura,  sobre  la  remo- 
ción de  los  párrocos;  y  esta  incorporación  se  ha  hecho  con  una  atinada 
fórmula,  compendiosa,  tradicional.  En  el  art.  6  del  Motu  propio  se  dice 
que  el  Jefe  del  Estado  español,  en  el  mismo  día  del  nombramiento  de  un 
Auditor,  dará  un  decreto  reconociéndole  como  Magistrado  del  Estado,  con 
los  derechos  civiles  propios  del  cargo. 

455.  Privilegiado.  En  el  art.  25  del  actual  Concordato  la  Santa  Sede 
confirma  el  privilegio  concedido  a  España  de  que  sean  conocidas  y  decidi- 
das determinadas  causas  ante  el  Tribunal  de  la  Rota  de  la  Nunciatura 
Apostólica.  Privilegio  del  cual  tanto  se  ha  escrito  en  todo  el  mundo,  y  que 
muchas  naciones  nos  envidian,  y  por  eso  algunos  escritores  extranjeros  no 
le  miran  con  buenos  ojos  (3).  Privilegio  singular  de  la  Nunciatura  en  España 
que  ninguna  otra  nación  posee. 

Colegiado,  no  unipersonal;  pues  juzga  las  causas  por  turnos  de  tres 
jueces. 

Ordinario,  es  decir,  que  tiene  potestad  de  jurisdicción  judiciaria,  aneja 
al  oficio  por  el  derecho  (can.  197);  a  saber,  por  la  presente  ley  pontificia, 
que  crea  esta  institución  como  persona  moral,  con  el  oficio  de  conocer  y 
fallar  las  causas  judiciales;  y  para  esto  la  provee  de  la  jurisdicción  ne- 
cesaria. No  es  tribunal  delegado,  o  que  reciba  esta  jurisdicción  como  de 
prestado,  a  medida  que  ocurra  el  caso.  Mas  las  causas  pasan  a  él  por  in- 
termedio del  Nuncio. 

¿Y  cuál  será  la  jurisdicción  de  cada  uno  de  los  jueces  o  auditores? 
¿ordinaria  o  delegada? 

Podría  creerse  esta  cuestión  análoga  a  la  que  se  propone  acerca  de  los 
jueces  sinodales.  ¿Tienen  éstos  jurisdicción  ordinaria  por  el  mero  hecho 
de  ser  nombrados  por  el  Obispo  en  el  Sínodo  diocesano?  \o,  los  jueces 
sinodales  por  su  nombramiento  no  adquieren  potestad  alguna,  sino  sólo 
una  patente  de  idoneidad  para  ser  jueces;  para  que  el  Prelado  pueda  ele- 
girlos y  conferirles  potestad  delegada,  cuando  sea  necesario  constituir  tri- 
bunal colegiado;  por  ejemplo,  en  las  causas  de  nulidad  de  matrimonio, 
que  requieren  tres  jueces  (can.  1576,  §  1,  n.  1).  Así  lo  dice  expresam.ente 
el  can.  1574,  ^  1.  Tienen,  pues,  los  jueces  sinodales  potestad  meramente 
delegada,  por  el  Prelado;  y  ésta  solamente  cuando  él  los  depute  para  una 
causa;  a  diferencia  del  Oficial  o  Provisor,  que  tiene  potestad  judicial  or- 
dinaria, constituyendo  un  tribunal  con  el  Obispo,  y  siendo  como  alter  ergo 
del  mismo  para  el  ejercicio  de  la  potestad  judiciaria  episcopal  (can.  1573,  M). 

¿Serán,  pues,  los  Auditores  de  la  Rota  Española  a  manera  de  los  jueces 
sinodales,  que  no  tengan  jurisdicción  ordinaria  por  el  solo  nombramiento, 
sino  que  la  reciban  delegada  cuando  les  toque  el  turno? 


(3)    Lecrer,  en  Eludes,  enero  1954,  p.  114  (París). 
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La  respuesta  a  esta  cuestión  parécenos  derivarla  de  la  misma  relativa 
a  la  Rota  Romana.  La  potestad  de  la  Rota  Romana  antiguamente  se  repu- 
taba delegada  por  el  Sumo  Pontífice;  pero  su  comisión  común,  de  tal  suerte 
que  cada  auditor  podía  proceder  por  comisión  del  otro.  Mas  con  el  tiempo 
se  consideró  la  Rota  Romana  como  tribunal  ordinario,  aunque  los  audito- 
res siguieron  llamándose  delegados.  Así  se  expresa  De  Luca:  "Rota  est  iudex 
ordinarius  in  universum,  quamvis  singuli  auditores,  quibus  causae  commit- 
tuntur,  dicantur  delegati"  (4). 

Gregorio  XVI  en  1834  la  constituyó  tribunal  ordinario  de  apelación  para 
las  causas  civiles  y  eclesiásticas  de  los  Estados  Pontificios,  para  las  demás 
regiones  le  llamó  tribunal  extraordinario,  conservándole  su  antigua  natu- 
raleza comisoria  (5). 

Las  nuevas  Normas  de  la  Rota  Romana,  29  jun.  1934,  art.  1,  la  deno- 
minan Tribunal  ordinario  sin  restricciones;  nada  dicen  sobre  la  naturaleza 
de  cada  uno  de  los  Auditores.  Por  todo  el  conjunto  parece  que,  si  no  tienen 
potestad  ordinaria,  al  menos  la  tienen  delagada  general;  si  bien  han  de 
ejercerla  según  les  toque  el  turno  y  conforme  a  las  Normas. 

La  cuestión  no  carece  de  interés  práctico;  porque  siendo  así,  válida- 
mente juzgarán,  aunque  no  fueren  legítimamente  designados  para  determi- 
nada causa;  mientras  que,  si  sólo  tuviesen  delegación  para  la  causa  que 
les  corresponda,  y  se  entrometieren  a  juzgar  otra  para  la  que  no  están  depu- 
tados,  su  voto  sería  nulo;  v  en  consecuencia  también  seria  nula  la  sentencia 
del  turno  (can.  1892,  n.  1).^ 

Pero  en  realidad  para  los  casos  de  sustitución  ya  está  provisto  en  las 
normas;  el  sustituto  le  designa  el  Nuncio. 

No  es  tribunal  apostólico,  por  eso  se  sustraen  a  su  jurisdicción  aquellas 
causas  que  aun  en  primera  instancia  están  reservadas  a  los  tribunales  apos- 
tólicos, que  son  la  Rota  Romana,  la  Signatura  Apostólica,  y  para  ciertas 
causas  el  Santo  Oficio;  y  para  el  fuero  interno  la  Sagrada  Penitenciaría. 

Es  tribunal  principalmente  de  apelación.  Mas  por  excepción  puede  juz- 
gar en  primera  instancia  las  causas  que  el  Sr.  Nuncio  le  cometa  por  graves 
razones,  a  petición  de  algún  Prelado  español  (art.  38,  2.°). 

Es  esta  una  nota  de  que  carecía  la  Rota  antigua.  Las  razones  más  fre- 
cuentes alegadas  por  los  Obispos,  para  pedir  al  Nuncio  que  ciertas  causas 
sean  conocidas  en  primera  instancia  por  la  Rota,  pueden  reducirse  a  dos: 
a)  Razones  de  escándalo,  que  podría  producirse  si  cierta  causa  se  cono- 
ciese en  la  diócesis.  El  escándalo  fácilmente  se  origina  por  la  tramitación 
de  causas  matrimoniales,  sobre  todo  en  poblaciones  pequeñas,  donde  fácil- 
mente se  divulgan  y  comantan  incidentes  y  hechos  nada  honestos.  Este  es- 
cándalo puede  evitarse  tramitando  la  causa  en  la.  Rota  de  Madrid,  donde 
son  desconocidos  los  litigantes  y  otras  personas  que  en  la  causa  intervie- 
nen. Pero  hay  que  estar  alerta  contra  el  peligro  de  que  un  litigante  de 
mala  fe,  bajo  el  pretexto  especioso  de  evitar  escándalo,  quiera  sacar  la  causa 
de  su  lugar  donde  la  verdad  pueda  resplandecer,  a  otro  donde  pueda  obnu- 
bilarse. Este  mismo  ánimo  de  anublar  la  verdad  puede  existir  cuando  los 


(4)  Theatrum  verit.  et  iiist.  tom.  16.  Le  iudiciis,  disc.  3,  n.  14.  Coloniae  Allo- 
brogum,  1607-1707. 

(5)  Regolamento  legislatiiw  e  giiidiziario ...  §  321-324;  377-380;  327. 
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litigantes  al  amparo  del  art.  39  del  motu  propio  se  ponen  de  acuerdo  para 
llevar  la  causa  en  apelación  a  la  Rota  Romana,  sin  pasar  por  el  tribunal 
metropolitano. 

b)  Otra  razón,  que  a  veces  se  alega  para  introducir  en  primera  instan- 
cia la  causa  en  la  Rota  Española,  es  la  dificultad  de  la  causa  y  la  falta  de 
personal  técnico  para  tratarla  en  el  tribunal  diocesano.  Sobre  todo  tra- 
tándose de  causas  de  nulidad  de  matrimonio,  que  necesitan  tres  jueces; 
y  especialmente  en  las  de  nulidad  por  defecto  de  consentimiento,  que  re- 
quieren mucha  perspicacia  en  los  jueces,  para  descubrir  por  indicios  ex- 
ternos la  falta  de  consentimiento  interno. 

§  4.    Constitución  del  Tribunal 

456.  Composición.    Consta  de  siete  Auditores  o  jueces,  presididos  por 

el  Decano,  que  no  tiene  potestad  sobre  ellos,  sino  es  primus  ínter  vares,  el 
primero  entre  iguales  (art.  2).  Por  razón  de  esta  prioridad  de  honor  le  co- 
rresponden ciertas  distinciones  y  atribuciones. 

Llámanse  auditores  los  jueces  de  la  Rota  Romana  y  Española  por  el 
cargo  de  oir  a  los  testigos  y  a  las  partes  e  instruir  el  proceso,  cargo  que  los 
Papas  ya  desde  los  siglos  xii  y  xin  encomendaban  a  sus  capellanes,  reser- 
vándose ellos  el  dar  la  sentencia.  Eran,  pues,  a  los  principios  los  Auditores 
meros  jueces  de  instrucción.  Más  adelante  recibieron  jurisdicción  aun  para 
dar  sentencias,  convirtiéndose  así  en  verdaderos  jueces  pleno  iure,  como 
los  actuales  Auditores. 

457.  Jubilación.  Los  Auditores,  apenas  tocaren  los  setenta  y  dos  años 
de  edad,  quedan  jubilados,  cesando  en  su  cargo  (art.  2). 

El  Motu  propio  usa  aquí  una  frase  que  puede  prestarse  a  dudas:  "Vix 
ac  attigerint  septuagesimum  secundum  aetatis  annum,  emeriti  evadunt  et 
a  muñere  cessant".  El  verbo  attigerint  puede  significar  apenas  entraren  en 
los  72  años;  y  apenas  cumplieren  los  72.  La  primera  interpretación  nos 
parece  la  más  aceptable;  pues:  a)  El  Código  Canónico  para  significar  los 
años  ya  cumplidos  suele  emplear  la  palabra  expleverint,  expletis,  etc. 
(can.  12,  88,  975,  1067,  etc.  Véase  el  Indice:  aetas).  h)  Una  sola  vez,  que 
sepamos,  usa  la  frase:  annum  attingere,  a  saber,  en  el  can.  766,  1.",  en  el 
cual  requiere  para  ser  padrino  lícito  del  bautismo  que  el  sujeto  decimum 
quartum  suae  aetatis  annum  attigerit.  Ahora  bien,  según  la  común  inter- 
pretación esta  frase  significa  que  al  entrar  en  los  catorce  años,  esto  es, 
después  de  cumplidos  los  13,  ya  puede  ser  padrino,  c)  Esto  mismo  pa- 
recen significar  las  dos  palabras  que  anteceden  al  attigerint  de  nuestro 
caso:  vix  ac  attigerint;  como  si  dijeran:  apenas  hayan  entrado  en  los  72; 
pues  entonces  ya  puede  decirse  que  los  han  tocado. 

Las  normas  de  la  Rota  Romana,  a.  2,  ^  2,  emplean  la  misma  frase, 
aunque  ampliando  la  edad  de  la  jubilación:  "Cum  aetatem  septuaginta 
quinqué  annorum  attigerint,  emeriti  evadunt". 

En  la  práctica  esta  es  la  aplicación  aceptada;  pero  no  será  extraño 
que  se  establezca  la  edad  de  la  jubilación  los  72  años  cumplidos;  a  imita- 
ción de  lo  que  se  practicaba  en  el  fuero  civil  al  tiempo  del  Motu  propio  de 
Pío  XII. 
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Esta  jubilación  lleva  consigo  la  cesación  en  el  cargo  de  Auditx^r:  et  a 
muñere  cessant. 

No  es  como  la  jubilación  de  los  capitulares:  El  capitular  jubilado  "ce/í- 
setiir  mortiiLis  qiioad  onera,  viviis  qiioad  iiircC' ;  conserva  su  beneficio,  el 
derecho  de  asistir  al  coro  y  a  las  sesiones  capitulares  con  voz  y  voto,  etc.; 
pero  sin  obligación  alguna  de  asistencia  (can.  420,  §  2;  422).  Mientras  que 
el  Auditor  jubilado  cesa  en  su  cargo. 

458.  Cualidades.  Los  Auditores  deben  ser:  a)  sacerdotes;  t>)  espa- 
ñoles; c)  hijos  legítimos;  d)  de  madura  edad;  e)  doctores,  al  menos  en  De- 
recho canónico ;  ;)  esclarecidos  por  la  honestidad  de  vida,  prudencia  y  com- 
petencia en  el  derecho  (a.  3). 

Antiguamente  se  escogían  de  las  diversas  regiones  de  España,  a  saber : 
uno  de  Castilla  la  Vieja  o  de  León;  otro  de  Castilla  la  Nueva,  de  Extrema- 
dura o  de  Murcia;  otro  de  Galicia,  Asturias,  las  Vascongadas  o  Navarra; 
otro  de  Aragón,  Cataluña,  Valencia  e  Islas  Baleares,  otro  en  Andalucía,  y  el 
sexto  podía  ser  de  cualquier  región,  con  tal  que  fuese  español.  Hoy  bastan 
que  sean  españoles  (6). 

Hijos  legítimos.  Esta  cualidad  de  suyo  va  incluida  en  el  sacerdocio  re- 
querido para  el  cargo  de  Auditor;  ya  que  la  ilegitimidad  constituye  irre- 
gularidad para  recibir  las  sagradas  órdenes  (can.  984,  1.'-).  Mas  pudiera 
suceder  que  un  ilegitimo  se  hubiese  ordenado  sacerdote  con  dispensa  de 
irregularidad.  Pues  bien,  ese  sacerdote,  a  pesar  de  tal  dispensa,  tendría 
impedimento  para  ser  Auditor  de  la  Rota;  porque  la  dispensa  de  la  irre- 
gularidad para  las  órdenes  no  le  quita  la  nota  de  la  ilegitimidad  para  otros 
efectos  canónicos. 

¿Y  los  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio  de  sus  padres?  Estos, 
según  el  can.  1117,  se  equiparan  a  los  legítimos,  para  todos  los  efectos  ca- 
nónicos, a  no  ser  que  otra  cosa  expresamente  se  hubiese  establecido.  El 
Código  solamente  señala  tres  excepciones:  a)  para  el  Cardenalato  (can.  232, 
§  2,  n.  1);  b)  para  el  Episcopado  (can.  331,  1,  n.  1);  c)  para  la  abadía  o 
prelatura  nullius  (can.  320,  ii  2).  ¿Extenderemos  esta  excepción  a  los  Audi- 
tores de  la  Rota?  Así  lo  afirman  la  revista  romana  Apollinaris,  1934,  p.  431, 
refiriéndose  a  la  Rota  Romana;  y  tal  parece  ser  la  mente  del  Papa  al 
exigir  aquí  en  los  sacerdotes  la  nota  de  legitimidad,  mirando  al  prestigio 
de  la  institución  y  de  sus  miembros,  a  quienes  adorna  con  singulares 
honores. 

Edad  madura,  para  este  cargo  juzgamos  la  de  treinta  años  cumplidos; 
pues  esa  se  requiere  para  otros  cargos  principales,  como  del  Vicario  General 
y  Capitular  (can.  367,  §  1;  434,  §  1);  el  de  Oficial  o  Provisor  (can.  1573,  §  4); 
el  de  Obispo  (can.  331,  5  1,  n.  2). 

459.  Nombramiento-  En  la  Rota  caducada  los  Auditores  eran  nombra- 
dos por  Su  Santidad,  a  propuesta  del  Ministro  de  Estado.  Hemos  de  confesar 
que  esta  ingerencia  en  tiempo  de  Gobiernos  poco  escrupulosos  produjo  al- 
gunos nombramientos  que  no  contribuyeron  al  prestigio  del  Tribunal. 

En  la  nueva  Rota  nómbralos  libremente  el  Papa  entre  la  lista  de  can- 
didatos propuestos  por  los  Metropolitanos,  previo  el  consejo  de  los  Sufra- 
gáneos. 


(6)    Xouísima  Recopilación,  lib.  2,  tit.  5,  ley  2. 
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El  Presidente  de  la  conferencia  de  los  Metropolitanos  envia  la  lista  si- 
multáneamente al  Nuncio  y  al  Jefe  del  Estado;  por  si  éste  tuviese  que  oponer 
contra  alguno  de  los  candidatos  algún  reparo  de  carácter  político  general. 
El  Nuncio,  recibida  la  respuesta  del  Gobierno,  o  sin  recibirla  después  de 
los  treinta  dias  desde  el  envío  de  la  lista,  trasmítela  a  Roma. 

El  nombramiento  hecho  por  el  Papa  se  notifica  al  Jefe  del  Estado;  el 
cual  en  el  mismo  día  del  nombramiento  dará  un  decreto  reconociendo  al 
nuevo  Auditor  como  magistrado  del  Estado,  con  los  correspondientes  dere- 
chos civiles.  Publícase  al  mismo  tiempo  por  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno 
(art.  6). 

Los  Auditores  son  Prelados  domésticos  de  Su  Santidad  (art.  7)  y  gozan 
de  todos  los  derechos  y  privilegios  propios  de  esa  dignidad. 

460.  Otros  cargos.  Además  el  Nuncio  tiene  como  auxiliares  el  Auditor- 
Asesor  y  el  Ahreviador,  españoles,  elegidos  libremente  por  la  Santa  Sede, 
con  los  mismos  derechos  y  oficios  que  hasta  el  presente  (art.  8). 

Hay  además,  el  Promotor  de  la  Justicia  o  Fiscal  y  el  Defensor  del  vinculo 
del  matrimonio  y  de  la  sagrada  ordenación,  que  pueden  tener  sustitutos 
(art.  9).  Serán  sacerdotes,  españoles,  doctores  al  menos  en  cánones,  de 
edad  madura,  buenas  costumbres,  prudencia  y  pericia  en  el  derecho.  Elí- 
gelos el  Papa  de  entre  la  lista  de  candidatos,  como  a  los  Auditores  (art.  9-11). 

Para  redactar  y  custodiar  las  actuaciones  judiciales,  hay  además  Nota- 
rios o  Cancilleres;  y  Escribientes  para  su  transcripción,  todos  los  cuales 
han  de  ser  sacerdotes,  españoles,  doctores  o  licenciados  en  cánones.  A  ellos 
además  confía  el  Decano  la  custodia  del  archivo  y  de  la  biblioteca,  y  los 
cargos  de  Cajero  y  Contador  (art.  12). 

Los  actuarios  o  cancilleres  y  los  escribientes  son  elegidos  por  el  Nun- 
cio, teniendo  en  cuenta  la  lista  de  candidatos  que  presenta  el  Colegio  Rotal 
(art.  13). 

Conviene  que  los  Auditores,  Oficiales  y  Ministros  del  Tribunal  tengan 
el  diploma  de  ahogado  rotal,  para  que  mejor  conozcan  el  estilo  de  la  Rota 
Romana  y  se  acomoden  a  él  (art.  14). 

Finalmente,  un  Cursor  y  un  Alguacil,  laicos,  españoles,  de  madura  edad 
y  buena  vida  (art.  15). 

§  5.    Cargo  de  Auditor,  Oficial  y  Ministro  del  Tribunal 

461.  El  Nuncio.  La  Rota  está  bajo  la  autoridad  del  Nuncio;  el  cual 
tiene  en  ella  toda  la  potestad  que  los  Obispos  en  sus  tribunales  (art.  16). 

462.  Derechos,  deberes,  juramento.  Los  Auditores,  el  Promotor  de  la 
Justicia,  el  Defensor  del  vínculo  y  los  Ministros  tienen  los  mismos  dere- 
chos y  deberes  que  los  de  los  tribunales  eclesiásticos,  a  no  ser  que  se  dis- 
ponga otra  cosa  (art.  17). 

Los  Auditores,  después  del  nombramiento  y  antes  de  tomar  posesión  del 
cargo  de  juez,  prestan  juramento  de  cumplir  recta  y  fielmente  su  oficio 
y  de  guardar  secreto,  ante  el  Nuncio,  en  presencia  del  Colegio  Rotal  y  ante 
Notario,  que  levanta  acta.  El  Fiscal,  el  Defensor  del  vínculo,  sus  Sustitutos 
y  los  Actuarios  y  Escribientes,  prestan  idéntico  juramento  ante  el  Colegio 
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Rotal;  los  Cursores  y  Alguaciles,  ante  el  Decano,  levantando  acta  el  Notario 
<art.  18). 

El  Decano,  salva  la  autoridad  del  Nuncio,  gobierna  el  tribunal.  Hallán- 
dose impedido,  súplele  el  Auditor  más  antiguo  no  impedido  (art.  19.  20). 

463.  Los  turnos.  En  la  Rota  anterior  había  seis  Auditores  numera- 
rios y  dos  supernumerarios,  constituyendo  dos  salas  o  turnos  ABC  y  DEF. 
Contra  la  sentencia  de  una  sala  se  apelaba  a  la  otra. 

En  la  nueva  la  constitución  de  los  turnos  es  más  complicada.  Hay  dos 
clases  de  turnos:  uno,  para  la  asignación  de  las  causas  que  van  llegando 
al  Tribunal,  y  otro,  para  la  apelación  contra  la  sentencia  rotal  de  otro 
turno. 

La  Rota  juzga  siempre  por  turnos  de  tres  Auditores,  cualquiera  que 
hubiese  sido  el  número  de  jueces  del  tribunal  que  juzgó  en  la  precedente 
instancia  (art.  21).  En  esto  difiere  algo  del  can.  1596:  Si  la  causa  se  trató  co- 
legialmente  en  primera  instancia,  colegialmente  se  tratará  en  la  apelación, 
y  se  definirá  por  no  menor  número  de  jueces. 

Para  la  primera  instancia  ante  la  Rota  el  primer  turno  la  forman  el 
Decano  y  los  Auditores  segundo  y  tercero.  El  segundo  turno  los  dos  últimos 
del  anterior  y  uno  nuevo,  y  así  sucesivamente  (art.  23).  De  esta  manera 
resultan  cinco  turnos.  Cuando  los  cinco  turnos  se  han  terminado,  el  si- 
guiente le  formarán  los  dos  últimos  Auditores  del  quinto  y  el  Decano;  el 
sucesivo,  el  último  Auditor  del  quinto  y  los  dos  primeros  del  segundo;  y  así 
sucesivamente. 

Orden  de  tratamiento.  A  los  turnos  así  constituidos  se  les  asignan  las 
causas  según  el  orden  en  que  llegan  al  protocolo  del  Tribunal.  El  Decano 
señala  el  turno,  y  designa  como  Ponente  al  Auditor  que  ocupa  el  primer 
lugar  en  el  turno  (art.  22). 

Para  la  apelación  de  la  sentencia  rotal,  el  turno  ad  quem  es  aquel  que 
consta  de  los  Auditores  inmediatamente  anteriores  a  aquellos  de  que  se 
formaba  el  turno  a  quo  (art.  24). 

Este  artículo  a  primera  vista  pudiera  ser  mal  entendido.  Ningún  juez 
que  juzgó  la  causa  en  una  instancia  puede  juzgarla  en  otra  (can.  1571). 
Por  eso  de  un  turno  de  la  Rota  no  se  apela  al  turno  inmediatamente  ante- 
rior, ya  que  dos  Auditores  del  turno  siguiente  entran  en  el  turno  que  dio 
la  sentencia  contra  la  cual  se  apela.  Se  apelará  al  turno  formado  por  los 
auditores  inmediatamente  anteriores  distintos  de  los  que  componen  el 
turno  que  dio  la  sentencia. 

Se  entenderá  con  este  gráfico : 

1.-  turno:  ABC;  2.«:  BCD;  3.°:  CDE :  4.-  DEF;  5.°:  EFG. 

Supongamos  que  la  sentencia  apelada  la  dio  el  turno  4.°,  se  apelará  al  1.°. 
Si  se  quiere  apelar  de  nuevo  contra  la  sentencia  del  turno  1.°,  ya  no  hay 
en  la  Rota  Española  otro  turno  hábil,  esto  es,  que  conste  de  tres  jueces 
distintos  de  los  que  juzgaron  en  los  dos  turnos  precedentes.  Habrá  que 
apelar  a  la  Santa  Sede.  El  caso  será  rarísimo. 

Sustitución.  Impedido  un  Auditor  por  enfermedad  u  otra  justa  causa, 
para  intervenir  en  el  turno,  el  Decano  se  dirigirá  al  Nuncio,  para  que  le 
sustituya  por  otro  no  impedido  (art  25).  Si  el  Ponente  designado,  declinase 
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el  cargo  por  justa  causa,  el  Decano  designará  otro  dentro  del  turno,  pu- 
blicando un  decreto  que  se  notificará  a  todos  los  que  tengan  interés  (art.  26). 

464.  Intervención  del  Fiscal.  Pertenece  al  Nuncio  determinar  cuándo 
ha  de  intervenir  el  Fiscal  en  las  causas  contenciosas,  para  defender  el  bien 
público;  a  no  ser  que  hubiere  intervenido  ya  en  la  instancia  precedente, 
o  que  su  intervención  aparezca  necesaria  por  la  naturaleza  del  asunto, 
como  en  las  causas  de  nulidad  de  matrimonio,  de  separación  conyugal,  de 
pías  fundaciones  en  cuanto  a  su  existencia,  de  derecho  de  patronato,  para 
defender  la  libertad  de  la  Iglesia;  también  cuando  se  trate  de  salvaguar- 
dar el  procedimiento  judicial  (art.  27). 

Excepción  de  sospecha.  Cuando  se  propone  excepción  de  sospecha  con- 
tra algún  Auditor  o  contra  el  Fiscal  o  el  Defensor  del  Vinculo,  juzga  de 
ella  la  Rota  o  el  turno  que  señale  el  Nuncio;  si  se  propone  contra  la  mayor 
parte  de  los  Auditores  o  contra  todo  el  Colegio,  juzgará  la  excepción  la 
Santa  Sede  (art.  28).  Cuando  tenga  que  inhibirse  algún  que  otro  Auditor 
o  sea  declarado  sospechoso,  o  el  Fiscal  o  el  Defensor  del  Vínculo,  el  Nuncio 
los  sustituirá  por  otros  no  sospechosos.  Si  son  la  mayoría  o  todo  el  Colegio; 
la  causa  se  devolverá  a  la  Santa  Sede  para  su  conocimiento  (art.  29). 

Ayuda  mutua.  Los  Oficiales  y  Ministros  del  Tribunal  tienen  obligación 
de  ayudarse  y  suplirse  mutuamente,  según  estableciere  el  Decano  (art.  30). 

Calendario.  El  Nuncio  publica  por  decreto  el  calendario  judicial,  seña- 
lando los  días  y  horas  en  las  cuales  el  Tribunal  se  ocupa  en  la  tramita- 
ción de  las  causas;  y  los  de  audiencia  de  los  Auditores  (art.  31). 

465.  Retribución.  Cesación.  Los  Auditores,  el  Fiscal,  el  Defensor  del 
Vínculo,  sus  Sustitutos  y  los  Ministros  perciben  retribución  fija,  y  salvo  lo 
prescrito  en  el  art.  2,  cesan  en  el  cargo  con  arreglo  a  las  normas  ya  antes 
establecidas  en  España.  La  autoridad  eclesiástica  competente  podrá  re- 
moverlos por  causa  grave  (art.  32).  La  asignación  corre  a  cuenta  del  Estado. 

Prohibición  de  cargos.  Prohíbeseles  ejercer  por  sí  o  por  persona  inter- 
puesta el  cargo  de  Abogado  o  Procurador  en  cualquier  tribunal,  y  entro- 
meterse en  las  causas  eclesiásticas  que  no  pertenezcan  al  cargo  (art.  33). 

466.  Sanciones.  Los  Auditores  que  violasen  el  secreto,  o  con  dolo  o 
por  negligencia  irrogasen  perjuicio  a  los  litigantes,  están  obligados  a  resarcir 
los  daños,  y  pueden  ser  castigados  por  el  Nuncio,  o  ser  llevados  a  la  Santa 
Sede,  para  ser  juzgados  según  el  c.  1625,  ^  1,  2.  El  Fiscal,  el  Defensor  del 
Vínculo  y  sus  Sustitutos;  y  todos  los  Ministros  que  faltaren  a  su  deber, 
deberán  resarcir  los  daños,  y  pueden  ser  castigados  por  el  Colegio  conforme 
al  can.  1625,  §  3  (art.  34). 

§  6.  Competencia 

467.  El  Romano  Pontífice.  Por  razón  de  su  Primado,  cualquier  cris- 
tiano, en  cualquier  grado  y  período  del  pleito,  puede  llevar  la  causa  a  la 
Santa  Sede  (art.  35).  En  primera  o  ulteriores  instancias.  En  el  período  in- 
troductorio, probatorio,  decisorio,  etc. 

De  la  competencia  de  la  Rota  se  exceptúan  las  causas  reservadas  al 
Papa  o  a  los  tribunales  de  la  Santa  Sede,  art.  36  (can.  1557.  1600;  art.  36). 
Contra  los  decretos  de  los  Ordinarios,  esto  es,  contra  las  decisiones  por 
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vía  administrativa,  no  se  da  apelación  a  la  Rota,  sino  recurso  exclusiva- 
mente a  las  SS.  Congregaciones  (can.  1601,  art.  37). 

La  Rota  de  suyo  es  tribunal  de  apelación.  Juzga:  a)  En  segunda  ins- 
tancia las  causas  juzgadas  en  primera  por  los  tribunales  metropolitanos  y 
por  los  sujetos  inmediatamente  a  la  Santa  Sede,  b)  En  tercera  instancia, 
si  fuere  necesaria,  juzga  las  juzgadas  en  segunda  por  los  tribunales  metro- 
politanos o  por  la  misma  Rota,  c)  En  cuarta  instancia,  si  se  requiere, 
las  juzgadas  en  primera  por  el  tribunal  sufragáneo,  en  segunda  por  el  me- 
tropolitano y  en  tercera  por  un  turno  de  la  Rota. 

En  primera  puede  juzgar  las  que  el  Nuncio,  a  petición  de  algún  Obispo 
competente,  por  graves  razones  la  confiare. 

Además  por  graves  razones,  a  petición  de  ambas  partes,  y  con  el  con- 
sentimiento del  Metropolitano,  podrá  juzgar  en  segunda  instancia  las  cau- 
sas de  nulidad  de  matrimonio  falladas  en  primera  instancia  por  los  tribu- 
nales sufragáneos,  que  el  Nuncio  le  encomendare  (art.  38). 

Para  la  inteligencia  de  este  articulo  debe  notarse  que  por  la  ley  general 
de  la  Iglesia,  el  tribunal  de  primera  instancia  es  el  del  Ordinario  del  lugar, 
o  sea  el  del  Prelado  (can.  1572).  El  de  segunda  instancia,  contra  las  senten- 
cias de  los  tribunales  sufragáneos  es  el  metropolitano  correspondiente. 
Si  la  primera  instancia  la  sustanció  el  tribunal  metropolitano,  el  de  la  se- 
gunda instancia  será  el  sufragáneo  elegido  de  una  vez  para  siempre  por  el 
Metropolitano  con  asentimiento  de  la  Santa  Sede  (can.  1594). 

Esta  disciplina  se  observó  también  en  España,  mientras  nos  faltó  la 
Rota,  ahora  queda  modificada  como  se  ha  dicho. 

Las  partes  pueden  siempre,  de  mutuo  acuerdo,  apelar  directamente  a 
la  Rota  Romana  contra  las  sentencias  de  primera  instancia  dadas  por  los 
tribunales  de  los  Prelados  (art.  39,  can.  1550,  ^  1,  n.  1). 

Con  razón  se  pone  la  cláusula  de  mutuo  acuerdo;  porque,  si  se  dejase 
al  arbitrio  de  una  de  las  partes,  pudiera  suceder  que  el  débil  sucumbiese 
indebidamente  a  las  exigencias  del  fuerte,  desistiendo  del  pleito  por  no 
poder  soportar  los  gastos  de  la  apelación  a  Roma. 

La  querella  de  nulidad  de  la  sentencia  se  propone  a  tenor  del  can.  1893, 
1895;  la  restitución  in  integrum,  conforme  al  can.  1906  (art.  40). 

Finalmente,  si  se  requiriese  nueva  instancia,  y  se  hubieren  agotado 
todos  los  turnos  de  apelación  de  la  Rota,  la  causa  se  lleva  a  la  Santa  Sede 
(art.  41). 

Según  arriba  se  dijo,  dentro  de  la  Rota  Española,  no  puede  haber  más 
de  dos  turnos  de  apelación.  Rarísima  vez  sucederá  que  se  agoten.  Pero 
como  las  causas  de  nulidad  de  matrimonio  y  de  la  sagrada  ordenación  y 
las  de  divorcio  simple  nunca  pasan  a  cosa  juzgada,  siempre  admiten  nueva 
apelación,  con  tal  que  se  presenten  nuevas  y  graves  pruebas  (can.  1903); 
podria  acontecer  que  los  dos  turnos  se  consumiesen. 

Nótese  que  en  este  caso  el  art.  41  no  dice  que  se  apelará  a  la  Rota  Ro- 
mana; sino  que  la  causa  se  devolverá  a  la  Santa  Sede,  la  cual  designará 
el  tribunal,  que  naturalmente  será  la  Rota  Romana. 

468.  Recursos  y  apelaciones  a  Roma.  Muy  debatida  fue  en  tiempos 
pasados  la  cuestión  de  los  recursos  a  Roma  y  de  las  apelaciones  propia- 
mente dichas. 
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Dice  el  can.  1569,  y  es  principio  de  derecho  público  eclesiástico,  que 
ni  ahora  ni  antes  pudo  negarse:  Por  razón  del  Primado  del  Romano  Pon- 
tífice, cualquier  fiel  puede  en  todo  el  orbe  llevar  o  introducir  una  causa  ante 
la  Santa  Sede,  para  que  la  juzgue;  sea  contenciosa  o  criminal,  en  cualquier 
grado  de  juicio,  y  cualquiera  que  sea  el  estado  del  pleito. 

Aquí,  como  se  ve,  aparecen  los  nombres  Romano  Pontífice  y  Santa  Sede. 
Bajo  el  nombre  de  Santa  Sede,  según  el  can.  7  se  entiende  no  sólo  el  Romano 
Pontífice,  sino  también  la  Curia  Romana,  o  sea,  el  conjunto  de  organismos 
superiores  de  que  el  Papa  se  sirve  para  el  gobierno  de  la  Iglesia  univer- 
sal; a  no  ser  que  por  la  naturaleza  de  la  cosa  o  por  el  contexto  otra  cosa 
aparezca. 

Para  evitar,  pues,  equivocaciones,  es  preciso  distinguir  entre  los  recur- 
sos y  apelaciones  a  la  persona  del  Romano  Pontífice;  y  los  recursos  y  ape- 
laciones a  las  Congregaciones  y  Tribunales  romanos. 

En  cuanto  a  los  recursos  y  apelaciones  al  Romano  Pontífice,  no  cabe 
duda  de  que  ya  antes  se  podía  recurrir  y  apelar  contra  los  decretos  y  sen- 
tencias de  la  Rota  Española.  En  este  sentido  se  entiende  el  término  Santa 
Sede  del  can.  1569;  ya  que  en  él  se  da  como  razón  de  tal  facultad  el  Primado 
del  Romano  Pontífice,  el  cual  solamente  compete  a  la  persona  del  Papa,  y 
no  a  sus  dicasterios  u  organismos. 

Tal  doctrina  expuso  muy  bien  el  Nuncio  Rampolla  en  su  decreto  de 
21  de  junio  de  1884.  Fúndase  en  las  razones  siguientes: 

a)  Es  principio  general  que  el  Papa,  por  su  jurisdicción  ordinaria, 
plena,  suprema,  e  inmediata  sobre  todas  y  cada  una  de  las  iglesias  y  sobre 
todos  y  cada  uno  de  los  pastores  y  fieles  (can.  218,  §  2)  es  juez  supremo  de 
todos;  y  a  él  se  puede  apelar  siempre,  de  cualquiera  parte  del  mundo,  y 
de  cualquier  tribunal,  aun  omisso  medio  (can.  1569). 

b)  Por  el  hecho  de  enviar  Legados  o  Nuncios,  ni  se  despoja  el  Papa  de 
su  autoridad  suprema,  que  le  corresponde  aun  en  la  linea  judicial  (7),  ni 
priva  a  los  fieles  del  derecho  de  recurrir  a  él,  omitiendo  el  tribunal  de  sus 
Legados;  pues  estos  tribunales  tienen  carácter  de  privilegio,  al  que  puede 
renunciar  quien  lo  desee  (8). 

c)  Esta  disciplina  no  ha  sido  cambiada  en  España,  ni  por  derecho 
concordado  ni  de  otra  manera;  asi  es  que  "nunca  se  ha  alegado  por  el 
(robierno  español  en  sus  documentos  oficiales  semejante  ley  concordada", 
sino  que  "en  todos  tiempos  un  sinnúmero  de  negocios  eclesiásticos  con- 
tenciosos de  l^^spaña  se  han  fallado  y  terminado  en  Roma,  sea  ante  la 
S.  Congregación  del  Concilio,  sea  ante  el  Tribunal  de  la  Rota;  en  la  cual, 
por  eso  mismo  de  conocer  los  pleitos  de  sus  connacionales,  se  hallan  admi- 
tidos dos  Auditores  españoles". 

d)  Aunque  repetidas  veces  los  Gobiernos  españoles  pidieron  al  Papa 
que  no  se  admitiesen  apelaciones  a  Roma,  jamás  los  Papas  accedieron  a 
tales  peticiones. 

Aun  después  del  citado  decreto  de  Rampolla  continuaron  las  apelacio- 
nes y  recursos  a  Roma  contra  las  sentencias  de  la  Rota  Española. 

469.    En  cuanto  a  las  apelaciones  de  la  Rota  Española  a  la  Romana, 

el  ExcMO.  Sr.  D.  Pedro  Cantero  (9),  refutando  al  P.  Picanyol,  escolapio,  De 
origine  et  evolutione  histórica  Tribunalis  Rotae  Hispanicae,  Romae,  1932, 
sostiene  que  no  había  lugar;  porque:    a)    De  lo  contrario  nuestro  tribu- 

(7)    Graciano,  Caus.     (|.  6,  c.  8. 

(H)    Decretales,  lih.  1,  tit.  29,  c.  27. 

f9)    La  Rota  Española,  Madrid,  1946,  p.  138. 
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nal  resultaría  una  institución  ilusoria  y  hasta  perjudicial  para  España,  pues 
los  españoles  para  obtener  un  fallo  ejecutorio  necesitarían  una  instancia 
más  que  los  otros  fieles.  La  Rota  Española  se  instituyó  a  imitación 
de  la  Romana:  por  tanto  tiene  para  los  españoles  los  mismos  límites  que 
ella  para  los  demás  fieles,  c)  Precisamente  para  evitar  tales  apelaciones 
se  concedió  el  Tribunal  de  la  Rota  Española. 

A  estas  razones  pudiera  responderse,  a)  b)  Nunca  la  Rota  Romana  po- 
dría admitir  apelación  contra  sentencia  de  la  Española,  que  hubiese  pasado 
a  cosa  juzgada,  como  no  pudo  ni  puede  admitir  apelación  contra  las  senten- 
cias de  otros  tribunales  que  hayan  pasado  a  cosa  juzgada.  Por  este  con- 
cepto, pues,  no  se  impondría  a  los  españoles  una  instancia  más  que  a  los 
demás  fieles.  ¿Pero  si  la  sentencia  de  la  Rota  Española  no  había  pasado  a 
cosa  juzgada? 

c)  La  Rota  Española  se  otorgó  para  evitar  la  necesidad  de  acudir  a  los 
Tribunales  de  Roma;  mas  no  para  quitar  la  facultad  de  apelar  a  ellos. 

Estos,  digo,  son  reparos  que  pueden  ponerse  a  la  argumentación  del 
Sr.  Cantero. 

El  P.  Ferreres  (10)  parece  admitir  que  de  los  fallos  de  la  Rota  Española 
podía  apelarse  a  los  tribunales  romanos;  aunque  expresamente  sólo  habla 
de  las  apelaciones  a  Roma,  sin  distinguir  entre  la  persona  del  Romano 
Pontífice  y  los  dicasterios  romanos.  En  confirmación  de  ello  alega  varias  ape- 
laciones a  la  S.  Cong.  del  Concilio:  en  la  causa  Legionen.,  10  may.  1884; 
en  la  Hispaniarum,  5  mar.  1892  (11):  en  la  Hispalen.,  26  en.  1895  (12). 

Es  de  advertir  que  desde  la  fundación  u  organización  de  la  Curia  Romana 
por  Sixto  V,  Const.  ¡inmensa,  22  en.  1588,  la  Rota  Romana  perdió  su  antigua 
actividad,  la  cual  pasó  a  las  SS.  Congregaciones;  hasta  que  Pío  X  por  la 
Const.  Sapienti  consilio.  29  jun.  1908,  en  que  de  nuevo  reformó  la  Curia, 
devolvió  a  la  Rota  su  actividad. 

Pues  bien,  de  las  tres  causas  citadas  por  Ferreres,  en  la  primera  se  dice 
que  el  Obispo  de  León  acudió  al  Romano  Pontífice,  preguntando  qué  hacer; 
y  el  Papa  sin  duda  cometió  el  conocimiento  de  la  causa  a  la  Cong.  del  Con- 
cilio. En  la  segunda  dicese  que  el  Arzobispo  de  Santiago  de  Cuba  y  el  Obispo 
de  La  Habana  apelaron  a  la  Santa  Sede.  En  el  tercero,  que  el  Arzobispo  de 
Sevilla  recurrió  a  la  S.  Cong.  del  Concilio.  En  los  tres  falló  la  S.  Congregación 
en  apelación  contra  la  sentencia  de  la  Rota  española. 

Ya  reconoce  el  Sr.  Cantero  el  hecho  de  los  recursos  y  apelaciones  a  Roma ; 
pero  advierte  que  los  Decanos  de  la  Rota  expusieron  los  daños  que  con  ello 
se  causaban  a  los  litigantes  de  buena  fe  y  a  la  Rota  misma. 

470.  Otra  cuestión  antes  debatida  era  si  de  los  tribunales  diocesanos 
y  metropolitanos  podía  apelarse  directamente  a  la  Rota  Romana,  prescin- 
diendo de  la  española.  Afírmalo  Picanyol;  porque:  a)  El  Breve  de  Cle- 
mente XIV  no  privó  de  esta  libertad  a  los  españoles,  El  Breve  se  dio 
para  su  com.odidad,  no  para  su  daño,  c)  La  Rota  sustituyó  al  Tribunal 
del  Auditor  de  la  Nunciatura,  y  en  aquel  tiempo  se  llevaban  algunas  causas 
a  la  Rota  Romana. 

Respóndele  Cantero:    a)    El  Breve  es  un  privilegio  de  carácter  común, 


(10 i    La  Curia  Romana,  n.  1005,  Madrid,  1911. 
(U  )    Acta  S.  Sed.  17,  UO :  24,  577. 
(12)    Analecta  eccles.  3,  19. 
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dado  inmediatamente  en  favor  de  la  comunidad  española,  no  de  los  parti- 
culares, y  tales  privilegios  no  son  renunciables.  h)  Más  fácil,  más  rápido 
y  económico  es  el  viaje  a  Madrid  que  a  Roma,  c)  La  Rota  no  es  mera  sus- 
titución del  antiguo  tribunal  de  la  Nunciatura,  sino  que  encierra  radicales 
innovaciones. 

471.  Resolución.  Estas  cuestiones  quedan  zanjadas  en  el  Motu  pro- 
prio  de  Pió  XII.  En  él  se  consigna:  a)  Que  puede  apelarse  en  todo  caso  al 
Papa;  e  introducirse  ante  él  la  causa,  aun  omisso  medio. 

En  15  de  feb.  1919  falló  la  Rota  Romana  en  primera  instancia  la  causa 
Tarraconen.  por  comisión  del  Papa,  a  quien  se  pidió  esta  gracia  (AAS. 
11,  428). 

h)  Que  puede  apelarse  directamente  a  la  Rota  Romana  contra  las  sen- 
tencias dadas  en  primera  instancia  por  los  tribunales  de  cualesquiera  Ordi- 
narios. Entendemos  que  también  podrá  apelarse  a  la  Rota  Romana  contra 
las  sentencias  de  los  Prelados  en  segunda  instancia. 

c)  Mas  para  evitar  el  abuso  de  que  la  parte  más  potente  quiera  rendir 
a  la  más  débil,  forzándola  a  someterse  a  los  gastos  e  incomodidades  de  la 
apelación  a  la  Rota  Romana,  no  podrá  la  una  apelar  a  ella  sin  el  consenti- 
miento de  la  otra. 

No  se  consigna  que  de  la  sentencia  de  la  Rota  Española  pueda  apelarse 
a  la  Romana.  Si  se  apela  al  Papa,  éste  podrá  cometer  la  causa  al  Tribunal 
que  le  parezca;  el  cual  por  lo  común  será  la  Rota  Romana. 

Aun  después  del  Motu  proprio  Bonet  (13),  hoy  Auditor  de  la  Rota  Ro- 
mana, sostuvo  que  de  las  sentencias  de  la  Rota  Española,  que  no  hayan 
pasado  a  cosa  juzgada,  cabe  apelación  normal  y  directa  a  la  Rota  Romana 
según  las  normas  del  art.  29,  41,  y  que  ésta  a  tenor  del  articulo  28,  es  compe- 
tente para  conocer  en  la  excepción  de  sospecha  propuesta  contra  la  mayoría 
de  los  Auditores  o  contra  todo  el  colegio  rotal  de  Madrid.  La  razón  casi 
única  que  alega  es,  que  en  los  tres  artículos  citados  se  dice  que  la  causa 
se  devuelve  a  la  Santa  Sede.  Ahora  bien,  bajo  el  nombre  de  Santa  Sede  se 
comprenden  también  los  tribunales  de  la  misma,  cual  es  la  Rota  Romana 
(can.  7). 

No  nos  convence.  El  can.  7  dice  que  bajo  el  nombre  Santa  Sede  se  com- 
prenden ''en  este  Código''  los  tribunales  apostólicos.  Pero  el  Motu  proprio 
de  Pío  XII  y  las  Normas  de  la  Rota  Española  no  son  el  Código  ni  parte 
de  él.  Además,  el  mismo  can.  7  añade  que  así  ha  de  entenderse  el  nombre 
Santa  Sede,  si  por  el  contexto  no  parece  otra  cosa.  Ahora  bien,  en  el  Motu 
proprio  se  trató  de  hacer  distinción  entre  Santa  Sede  y  Rota  Romana;  pues 
mientras  en  el  art.  39  de  las  Normas  explícitamente  se  nombra  la  Rota  Ro- 
mana, permitiendo  apelar  directamente  a  ella  contra  las  sentencias  de  cuales- 
quiera Ordinarios  en  primera  instancia,  si  ambos  litigantes  convienen  en 
ello;  contra  las  sentencias  de  la  Rota  Española  sólo  se  dice  que  la  causa  se 
devuelve  a  la  Santa  Sede. 

Hoy  queda  disipada  toda  duda,  por  la  resolución  de  la  Secretaría  de 
Estado  de  Su  Santidad,  22  de  enero  1954,  según  la  cual:  1.°  De  las  sen- 
tencias de  la  Rota  Matritense  no  cabe  apelación  a  la  Romana,  ni  aun  en  el 
caso  en  que  se  hubiesen  agotado  en  aquélla  todos  los  turnos.  2."  Todo 
recurso  que  se  interponga,  se  dirigirá  al  Papa;  y  la  petición  ha  de  hacerse 


(1.3)  FJ  rcsfdldccimienfo  del  Tribunal  de  ht  Rota,  en  "Rcv.  Esp.  do  Dcr.  Cnn.", 
1947,  págs.  400-56:},  en  especial  pájís.  550-5:}. 
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a  él  por  medio  de  la  S.  Congregación  de  Asuntos  Extraordinarios.  3.«  Lo 
mismo  se  hará  acerca  de  la  excepción  de  sospecha  contra  todo  el  colegio 
rotal  o  la  mayoría  de  los  Auditores.  4.°  Lo  mismo,  cuando  algún  Auditor 
sea  llevado  a  la  Santa  Sede,  para  penarle  por  violación  del  secreto  profesio- 
nal, o  por  perjuicio  dolosamente  irrogado  a  los  litigantes. 

En  la  revisión  de  cierta  causa  matrimonial  con  dos  sentencias  con- 
formes, una  de  ellas  dada  por  la  Rota  Española,  habiendo  acudido  uno  de 
los  litigantes  al  Papa,  éste  decretó  que  conociera  la  revisión  en  nueva  ins- 
tancia nuestra  Rota  en  pleno,  videntibus  ómnibus.  En  otra  causa  fallada  en 
primera  instancia  por  un  tribunal  sufragáneo  una  de  las  partes  apeló  di- 
rectamente al  Papa,  prescindiendo  del  metropolitano;  y  el  Papa  decretó 
que  la  causa  se  tramitara  en  segunda  instancia  por  la  Rota  Española  (14). 

472.  Podría  proponerse  el  punto  de  las  relaciones  de  la  Rota  Española 
con  la  Signatura  Apostólica.  Mas  si  bien  se  considera,  no  hay  lugar  a  rela- 
ciones; porque  casi  toda  la  competencia  de  la  Signatura  es  con  respecto  a  la 
Rota  Romana;  y  las  materias  a  que  esa  competencia  se  refiere  pueden  re- 
solverse por  los  otros  tribunales  inferiores  cuando  la  causa  no  se  ha  llevado 
a  la  Rota  Romana  (can.  1602-1605). 

§  7.    Abogados  y  Procuradores 

473.  Quiénes  pueden  ser:  1."  Los  Abogados  consistoriales,  los  Procu- 
radores del  Palacio  Apostólico,  los  Abogados  de  la  Rota  Romana,  siempre 
que  sean  españoles.  2.°  Los  admitidos  por  el  Nuncio  para  estos  cargos 
(art.  42). 

Cualidades:  a)  Católicos,  de  excelente  conducta  moral  y  religiosa.  Aca- 
tólicos no  se  admitirán  sino  excepcionalmente  por  necesidad,  a  tenor  del 
can.  1657,  1.°.  h)  De  nacionalidad  española.  Pero  en  alguna  causa  especial 
puede  el  Nuncio  admitir  excepciones,  c)  Doctores,  al  menos  en  derecho 
canónico.  Y  habrán  de  sufrir  un  examen  especial,  después  de  practicar  me- 
ritoriamente en  la  Rota  Romana  o  Española. 

Prestarán  juramento  de  desempeñar  bien  y  fielmente  su  cargo  (art.  43). 

Según  la  Orden  de  7  de  marzo  1892,  en  los  tribunales  eclesiásticos  espa- 
ñoles los  Abogados  y  Procuradores  debían  ser  sólo  de  los  civiles  inscritos 
en  sus  colegios.  Esta  disposición  de  suyo  no  tiene  valor  jurídico  por  incom- 
petencia de  la  autoridad  laical  en  materia  eclesiástica.  Pero  de  hecho  así 
se  ha  practicado  y  se  practica  en  las  curias  diocesanas;  y  así  se  practicaba 
en  la  pasada  Rota.  De  suerte  que  esta  práctica  vino  a  convertirse  en  norma 
consuetudinaria.  Aun  después  del  Código  Canónico  (1917),  si  algún  liti- 
gante pretende  poner  un  Abogado  o  Procurador  no  inscrito  en  el  Colegio 
de  Abogados  o  Procuradores  civiles,  protestan  los  Colegios.  Así  se  da  el 
absurdo  de  que  un  doctor  en  Derecho  Canónico  no  pueda  defender  una  causa 
matrimonial  en  el  tribunal  eclesiástico;  sino  que  esto  se  reserve  a  los  Abo- 
gados civiles,  que  no  han  estudiado  Derecho  Canónico,  sino  unos  elementos. 
Hay  que  acabar  con  esta  monstruosidad. 

Hoy  el  Sr.  Nuncio  urge  que  los  Abogados  en  la  Rota  Española  sean  docto- 
res en  Derecho  Canónico. 

Catálogo  de  Ahogados  y  Procuradores.   Publícale  el  Nuncio  (art.  44V 


(14)    MiGUÉLEZ,  L(í  R')f(t  Esixniola  en  el  Concordato  español  de  1953,  págs.  353-58. 
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Residencia.  Los.  Procuradores  residirán  en  Madrid,  salvo  que  el  Nuncio, 
por  circunstancias  especiales,  consienta  otra  cosa  (art.  45). 

Defensa  gratuita  de  pobres.  Procuradores  y  Abogados  están  obligados 
a  ella,  y  a  observar  las  leyes  canónicas  comunes  y  la  propia  ley  de  la  Rota 
(art.  46). 

Sanciones.  El  Colegio  rotal  puede  castigarlos,  si  faltan  a  su  deber,  con 
reprensión  o  con  multa;  y  aun  suspenderlos  del  cargo  y  eliminarlos  de  la 
matrícula,  con  aprobación  del  Nuncio  (Art.  47). 

Honorarios.  No  podrán  percibir  otros  que  los  aprobados  por  el  Nuncio 
(art.  48). 

§  8.    Procedimiento  judicial 

474.  Cuál.  El  establecido  por  el  Derecho  Canónico,  sea  en  el  Código, 
sea  en  otras  normas  eclesiásticas  ya  publicadas  o  que  se  publicaren.  Para 
las  causas  matrimoniales  se  observará  la  Instrucción  de  la  S.  Cong.  de 
Sacramentos,  15  ag.  1936,  confirmada  por  Pío  XI,  Motu  proprio  Qua  cura, 
8  dic.  1938  (art.  49). 

Introducción  de  la  causa.  La  petición  o  apelación  se  dirige  al  Nuncio, 
quien  somete  la  causa  a  la  Rota  (art.  50). 

Citación.  En  las  citaciones  por  edicto  pertenece  al  Nuncio  determinar 
los  diarios  o  periódicos  en  los  que  ha  de  publicarse  la  cédula  de  citación, 
además  de  fijarla  en  el  tablón  de  anuncios  del  tribunal  (art.  51). 

Instrucción.  Cuando  una  causa  llevada  a  la  Rota  requiera  previa  ins- 
trucción, la  hará  el  Ponente,  el  cual  puede  encomendarla  a  otro  Auditor 
del  turno;  a  no  ser  que  se  trate  de  causa  criminal,  que  entonces  el  oficio 
de  instructor  le  confía  el  Decano  a  un  Auditor  extraño  al  turno  (art.  52). 
Contra  los  decretos  del  Ponente  o  del  Juez  Instructor  se  recurre  al  turno 
que  ha  de  juzgar  la  causa  (art.  53). 

Acusación  de  nulidad  de  matrimonio.  Pertenece  al  Ordinario  del  domi- 
cilio de  los  cónyuges  juzgar  si  se  dan  o  no  las  condiciones  indicadas  en  los 
arts.  38,  ^  2,  y  39  h)  de  la  Instrucción  de  la  S.  Congregación,  en  orden  a  la 
acusación  por  el  fiscal  (art.  54). 

Tutores  y  curadores.  Pertenece  al  Ordinario  del  cónyuge  admitirlos  o 
designarlos  conforme  al  art.  78  de  la  Instrucción  de  la  S.  C.  de  Sacramentos. 

Lengua  latina.  En  ella  se  redactarán  las  conclusiones  escritas  de  los 
jueces  y  las  sentencias,  a  no  ser  que  justa  causa  lo  disuada  (art.  56).  Hasta 
ahora  se  redactaban  en  castellano. 

475.  Cosa  juzgada,  prodúcese  a  tenor  de  los  números  1-3  del  can.  1902; 
y  en  las  causas  que  nunca  pasan  a  cosa  juzgada  no  se  admite  nueva  propo- 
sición de  la  causa,  sino  a  tenor  de  los  can.  1903,  1989  y  1987  (art.  57). 

La  sentencia  pasa  a  cosa  juzgada,  causa  ejecutoria,  y  no  admite  apela- 
ción, a  tenor  del  can.  1902,  1-3.°  (art.  57). 

El  caso  primero  es,  cuando  hay  dos  sentencias  conformes.  Con  esto  se 
excluye  el  pretendido  privilegio  de  la  pasada  Rota  de  juzgar  en  tercera 
instancia  causas  ya  decididas  por  dos  sentencias  conformes,  aun  después 
del  Código  Canónico. 

Siempre  nos  pareció  extraña,  después  de  promulgado  el  Código  Canónico, 
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la  afirmación  de  la  Rota  Española  antigua  de  poder  juzgar  en  tercera  ins- 
tancia una  causa,  después  de  dos  sentencias  conformes,  tratándose  de  cau- 
sas que  pueden  pasar  a  cosa  juzgada. 

Fundábase  en  que  antes  podía  fallar  tales  causas  en  tercera  instancia; 
y  como  era  tribunal  privilegiado  y  concordado,  y  el  Código  no  altera  las 
disposiciones  concordadas  ni  suprime  los  privilegios  concedidos  antes  de 
él;  de  aqui  que  podía  la  Rota  Española  juzgar  en  tercera  instancia,  aunque 
hubiesen  precedido  dos  sentencias  conformes. 

La  argumentación  no  nos  satisfacía.  El  Papa  concedió  a  la  Rota  Espa- 
ñola lo  que  entonces  era  de  derecho  común;  a  saber,  conocer  y  fallar  las 
causas  en  tantas  instancias,  cuantas  fuesen  necesarias  para  hacer  cosa 
juzgada,  que  causase  ejecutoria.  Ahora  bien,  hasta  el  nuevo  Código  para 
hacer  cosa  juzgada  requeríanse  tres  sentencias  conformes.  El  can.  1902,  1.°, 
las  redujo  a  dos  para  todo  el  mundo.  Luego,  así  como  en  este  punto  la  Rota 
Española  no  tenía  derecho  privilegiado,  sino  que  seguía  el  derecho  común; 
así  cambiado  éste  por  el  nuevo  Código,  debía  atenerse  a  la  nueva  disci- 
plina. 

Prescindiendo  de  otras  razones,  tal  afirmación  nos  parecía  deprimente 
para  los  tribunales  españoles.  En  todos  los  tribunales  del  mundo,  después 
del  Código,  dos  sentencias  conformes  hacían  cosa  juzgada,  que  se  presumía 
verdadera  y  justa  con  presunción  iuris  et  de  iure,  que  no  admite  prueba 
directa  en  contrario  (can.  1904,  §  1;  1826).  ¡Y  esto  no  valla  para  los  tribu- 
nales de  los  Obispos  y  Arzobispos  españoles!  ¡Así  se  los  venía  a  tener  en 
un  concepto  inferior  al  de  todos  los  tribunales  del  mundo;  como  si  fueran 
menos  capacitados  para  pronunciar  sentencias  que  merecieran  aquella  pre- 
sunción iuris  et  de  iure  de  verdad  y  de  justicia! 

Ahora  el  Breve  de  Pío  XII  deja  en  claro  la  cosa;  y  no  hay  lugar  a  pre- 
tender tan  odiosa  excepción. 

Pero  como  las  causas  de  nulidad  de  matrimonio  y  de  divorcio,  que  son 
las  más  frecuentes,  casi  las  únicas,  nunca  pasan  a  cosa  juzgada  (can.  1903, 
Comisión  de  Intérpretes  8  abr.  1941;  AAS  33,  173)  podrá  la  Rota  juzgarlas 
en  ulteriores  instancias,  si  se  presentan  nuevas  y  graves  pruebas. 

476.  El  arancel  judicial,  los  gastos,  los  honorarios  de  los  procuradores 
y  abogados,  los  determinará  el  Nuncio  por  decreto  (art.  58). 

Memoria.  La  Rota  enviará  todos  los  años  una  memoria  de  su  actividad 
a  la  S.  C.  de  Sacramentos,  conforme  a  la  Circular  de  esta  Congregación, 
1  jul.  1932,  y  el  Motu  proprio  de  Pío  XI  8  dic.  1938,  n.  5  (art.  59). 

§  9.    Reconocimiento  de  la  Rota  por  el  Estado 

477.  Por  Decreto-Ley  de  1."  de  mayo  1947  (15)  se  determinan  los  efectos 
civiles  que  han  de  producir  las  resoluciones  de  la  Rota,  los  trámites  admi- 
nistrativos del  nombramiento  de  sus  miembros  y  sus  derechos  y  prerrogati- 
vas en  el  orden  civil. 

Ante  todo  se  reconoce  la  jurisdicción  de  la  Rota  en  la  forma  señalada 


(15)    Boletín  Of.  del  Est.  5  mayo  1947. 
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en  el  Motu  propriD  de  Pío  XII,  que  queda  incorporado  al  ordenamiento 
jurídico  español. 

En  cuanto  a  la  precedencia,  se  colocará  inmediatamente  después  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  Militar. 

El  Decano  tendrá  el  tratamiento  de  Excelencia;  los  Auditores,  Fiscales, 
Defensor  de  Vínculo  y  Auditor-Asesor  del  Nuncio  el  de  Ilustrísimo  y  Reve- 
rendisimo.  Todos  ellos  gozarán  de  las  prerrogativas  y  exenciones  que  la  Ley 
Orgánica  del  Poder  judicial  concede  a  los  Magistrados  íart.  1). 

Las  resoluciones  de  la  Rota  causarán  en  el  orden  civil  todos  los  efectos 
legales  que  proceda,  y  singularmente  los  de  los  art.  80  y  concordantes  del 
Código  Civil;  esto  es,  los  relativos  a  las  causas  de  nulidad  de  matrimonio  y 
separación  conyugal  (art.  2). 

El  trámite  administrativo  mencionado  en  el  art.  6  del  Motu  proprio, 
para  el  nombramiento  de  los  Auditores,  se  cumplirá  por  conducto  del  Mi- 
nisterio de  Asuntos  Exteriores  (art.  3). 

Este  incluirá  en  su  presupuesto  las  nuevas  dotaciones  para  el  funciona- 
miento del  Tribunal,  y  una  subvención  por  sola  una  vez  para  la  instalación 
de  la  sede  del  mismo  (art.  4). 

Se  autoriza  al  Ministro  de  Asuntos  Exteriores  para  dictar  las  normas 
complementarias  referentes  a  la  aplicación  y  desenvolvimiento  del  presente 
Decreto-Ley  (art.  5). 

§  10.    Auditores  españoles  en  la  Rota  Romana 

478.  Origen.  Los  dos  auditores  españoles.  Es  tradición  secular,  que 
data  casi  de  los  principios  de  la  Rota  Romana,  que  en  ella  figurasen  dos 
auditores  españoles,  uno  en  representación  del  reino  de  Castilla  y  el  otro 
representante  del  reino  de  Aragón,  designados  ambos  por  el  Papa.  El  pri- 
mero que  ocupó  la  silla  reservada  al  reino  de  Aragón  fue  el  gran  canonista 
San  Raimundo  de  Peñafort  (1230),  compilador  de  las  Decretales  de  Grego- 
rio IX.  El  primer  auditor  por  Castilla  fue  Juan  Cruzat  (1350).  Toda  una 
serie  de  insignes  canonistas  españoles  han  venido  dando  esplendor  univer- 
sal a  la  Rota  Romana.  Pero  esta  tradición  se  interrumpió  por  la  política  li- 
beral de  nuestros  últimos  tiempos. 

Derecho  concordado.  El  vigente  Concordato  ha  venido  a  restaurarla. 
Art.  25,  2:  "Siempre  formarán  parte  del  Tribunal  de  la  Sagrada  Rota  Roma- 
na dos  auditores  de  nacionalidad  española,  que  ocuparán  las  sillas  tradicio- 
nales de  Aragón  y  Castilla". 

En  el  Protocolo  en  relación  con  este  articulo  25  se  añade:  "La  concesión 
a  que  se  refiere  el  apartado  n.  2  del  presente  articulo  se  entiende  condicio- 
nada al  compromiso  por  parte  del  Gobierno  español  de  proveer  al  sosteni- 
miento de  los  dos  auditores  de  la  Sagrada  Rota  Romana". 
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CAPITULO  XXVIII 

Concordato,  artículo  26 

LA  EDUCACION  CATOLICA 
§  1.  Historia 

479.  La  primera  consecuencia  práctica  de  la  unidad  católica,  estipulada 
en  el  artículo  1.°  del  Concordato  de  1851,  fue  la  enseñanza  católica,  conse- 
cuencia formulada  en  el  artículo  2.°,  con  estas  palabras: 

"En  su  consecuencia,  la  instrucción  en  las  universidades,  colegios,  semi- 
narios y  escuelas  públicas  o  privadas  de  cualquiera  clase,  será  en  todo  con- 
forme a  la  doctrina  de  la  misma  religión  católica  Y  a  este  fin  no  se  pondrá 
impedimento  alguno  a  los  Obispos  y  demás  Prelados  diocesanos,  encarga- 
dos por  su  ministerio  de  velar  sobre  la  pureza  de  la  doctrina  de  la  fe  y  de 
las  costumbres  y  sobre  la  educación  religiosa  de  la  juventud  en  el  ejercicio 
de  su  cargo,  aun  en  las  escuelas  públicas". 

¡La  educación  de  la  niñez  y  de  la  juventud!  He  ahí  el  punto  tal  vez  de 
más  capital  importancia,  que  puede  consignarse  en  una  constitución  del 
Estado  y  en  un  Concordato.  Apoderarse  del  alma  del  niño  y  del  joven,  he 
ahí  el  empeño  más  constante  de  la  religión  y  de  la  impiedad.  La  enseñanza, 
he  ahí  el  campo  donde  se  ha  de  librar  la  batalla  que  decida  si  nuestra  patria 
ha  de  seguir  siendo  o  no  nación  católica.  Porque  cuales  sean  los  niños  y 
jóvenes  de  hoy,  tales  serán  los  hombres  de  mañana;  pues  escrito  está  que 
el  hombre  ni  en  su  vejez  se  apartará  del  camino  que  hubiese  tomado  en  su 
juventud.  Adolescens  iiixta  uiam  siiain  ambiilans,  etiam  ciim  senuerit  non 
recedet  ab  ea  (Proverbios,  22,  6). 

Teníamos  ya  en  España  un  Reglamento  de  primera  enseñanza,  de  26  de 
noviembre  de  1838,  vigente  hasta  el  tiempo  de  la  segunda  República,  modelo 
de  cristiandad  y  sensatez. 

En  el  art.  2.^  del  Concordato  de  1851  se  estipuló  solemnemente  la  escuela 
católica:  no  sólo  la  escuela  privada,  sino  también  la  pública  había  de  ser 
católica. 

Lo  cual  contiene,  según  el  mismo,  tres  cosas:  a)  destierro  de  toda  ense- 
ñanza contraria  a  la  fe  y  buenas  costumbres;  h)  por  el  contrario,  ense- 
ñanza de  la  religión  católica;  c)  derecho  de  los  Prelados  a  vigilar  la  ense- 
ñanza, tanto  privada  como  pública. 

480.  L''  época:  de  observancia.  Hasta  la  revolución  del  68.  Por  tres 
fases  ha  pasado  el  cumplimiento  de  este  compromiso  por  parte  del  Estado. 

En  consonancia  con  estas  estipulaciones  dictóse  al  año  siguiente  la 
R.  O.  de  23  de  marzo  1852,  mandando  observarlas  rigurosamente;  y  el  9  de 
setiembre  de  1857  la  ley  de  Instrucción  pública,  llamada  ley  de  Moyana, 
ordena  que  para  ejercer  el  profesorado  habrá  que  "justificar  buena  con- 
ducta, religión  y  moral"  (art.  157);  que  será  separado  de  la  enseñanza  el 
*'que  infunde  a  sus  discípulos  doctrinas  perniciosas"  (art.  170);  que  las 
autoridades  civiles  y  académicas  cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de  que 
ni  en  los  establecimientos  públicos  de  enseñanza  ni  en  los  privados  se  ponga 
impedimento  alguno  a  los  Reverendos  Obispos  y  demás  Prelados  diocesanos 
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encargados  por  su  jiiinisterio  de  velar  sobre  la  pureza  de  la  doctrina  de  la 
fe  y  de  las  costumbres  y  sobre  la  educación  religiosa  de  la  juventud,  en  el 
ejercicio  de  este  cargo"  (art.  295). 

Que  cuando  un  Prelado  diocesano  advierta  que  en  los  libros  de  texto  o 
en  las  explicaciones  de  los  profesores  se  emiten  doctrinas  perjudiciales  a 
la  l)uena  educación  religiosa  de  la  juventud,  dará  cuenta  al  (iobierno,  quien 
instruirá  el  oportuno  expediente  (art.  296). 

En  el  Reglamento  de  las  Universidades  del  Reino,  22  mayo  1859,  se  esta- 
blecían disposiciones  semejantes;  pero  para  los  corazones  católicos  hay 
además  una  simpática  ordenanza:  Al  verificarse  la  investidura  del  grado 
de  licenciado  en  las  distintas  Facultades,  manda  el  art.  212  que  se  exijan 
al  graduado  dos  juramentos:  "¿Juráis  por  Dios  y  los  Santos  Evangelios  pro- 
fesar siempre  la  doctrina  de  Jesucristo  Señor  nuestro,  creyendo  y  defen- 
diendo nuestra  religión,  única  verdadera,  como  lo  enseña  la  Santa  Iglesia 
Católica,  Apostólica,  Romana?"  "¿Juráis  sostener  el  dogma  de  la  Inmaculada 
Concepción  de  María  Santísima,  como  siempre  ha  sido  sostenido  y  respetado 
por  nuestros  mayores?"  A  estas  preguntas  se  ha  de  contestar  afirmativamente 
y  después  hacerse  una  "protestación  de  fe". 

481.  2.^  época:  de  resfriamiento.  Desde  la  revolución  del  68  hasta  la 
segunda  República,  1931. 

El  Decreto  de  21  de  octubre  del  08  sacude  un  tanto  el  yugo  de  la  depen- 
dencia o  intervención  de  la  Iglesia  .en  la  enseñanza  oficial,  autorizando  a 
los  profesores  para  "señalar  el  libro  de  texto  que  se  halle  en  armonía  con 
sus  doctrinas,  y  adoptar  el  método  de  enseñanza  que  crean  más  convenien- 
te", y  suprime  los  juramentos  de  los  graduandos  (art.  1(),  21,  22). 

El  art.  27  de  la  Constitución  de  1869  dispuso  que  la  obtención  de  cargos 
públicos  (entre  ellos  están  los  maestros  de  la  enseñanza  oficial)  es  indepen- 
diente de  la  religión  que  profesen  los  españoles.  Nuevos  avances  hacia  el 
laicismo  de  la  escuela  se  fueron  dando  en  diversas  oí  denaciones  de  los  po- 
deres seculares  legislativo  y  ejecutivo,  dadas  a  espaldas  de  la  Santa  Sede 
y  con  evidente  infracción  de  lo  pactado  en  el  Concordato. 

Decretos  monopolizadores  de  la  enseñanza,  con  el  fin  de  ir  apartando 
de  ella  a  la  Iglesia;  como  el  de  28  de  agosto  de  1881  y  el  de  12  de  marzo 
de  1901,  excluyendo  de  los  exámenes  a  los  profesores  de  los  colegios;  di- 
versas RR.  00.  exigiendo  requisitos  para  abrir  escuelas  privadas,  etc. 

Disposiciones  suprimiendo  la  asignatura  de  Religión  en  los  Institutos» 
como  el  R.  D.  de  16  ag.  1901;  o  coartando  la  obligatoriedad  del  aprendizaje 
del  catecismo  en  las  escuelas,  como  el  de  25  abr.  1913;  o  mermando  la  ins- 
pección de  la  Iglesia  en  la  enseñanza,  como  el  R.  D.  5  mayo  1913: 

Sonado  fue  a  este  propósito  el  caso  del  Obispo  de  Lérida,  señor  Irurita, 
asesinado  en  1936  (?)  por  los  rojos,  siendo  Obispo  de  Barcelona,  que  usan- 
do del  derecho  que  le  daban  el  Concordato  y  las  leyes  vigentes  del  reino, 
quiso  proceder  contra  una  maestra  de  Normal,  Srta.  Eriz,  corruptora  de  sus 
alumnas;  y  no  le  fue  posible  conseguir  nada,  porque  las  autoridades  laicas 
ampararon  a  la  indigna  profesora.  Aunque  no  faltó  después  otro  (Iobierno 
más  recto  que  la  depusiera. 

Preciso  es  sin  embargo  confesar  que  entremezcladas  con  los  atropellos 
a  la  ley  concordada,  se  oyeron  de  vez  en  cuando  las  voces  de  la  justicia, 
volviendo  por  los  fueros  de  la  enseñanza  religiosa.  Asi  la  R.  O.  de  4  oct^  1921, 
que  dispone:  "En  todas  las  escuelas  nacionales,  en  lugar  preferente  y  a  vista 
de  los  alumnos,  se  coloque  una  imagen  de  N.  S.  Jesucristo  Crucificado,  como 
símbolo  de  la  religión  del  Estado".  En  1923  el  señor  Obispo  de  Cádiz  de- 
nunció el  programa  de  Religión  para  la  Escuela  Normal,  redactado  por  uno 
de  sus  profesores;  y  por  R.  O.  de  27  de  diciembre  se  obligó  al  profesor  a 
reformarle,  en  conformidad  con  las  indicaciones  hechas  por  el  señor  Obispo. 
Por  sentencia  del  Tribunal  Supremo,  28  jun.  1928,  falló  el  Tribunal  Supremo 
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que  el  Ayuntamiento  de  Badajoz  no  podía  aceptar  un  legado  para  funaar 
escuelas  laicas. 

482.  3.'^  época:  de  laicismo.  Pisoteando  todas  las  leyes  divinas  y  huma- 
nas y  los  compromisos  más  solemnes,  el  Gobierno  de  la  segunda  República 
sancionó  el  más  crudo  laicismo  en  la  enseñanza  oficial. 

Contra  todas  las  protestas  del  pueblo  español,  vimos  suprimida  de  raíz 
toda  enseñanza  religiosa  en  las  escuelas  nacionales,  arrancados  los  cruci- 
fijos y  demás  imágenes  sagradas,  prohibido  a  los  maestros  hablar  en  la 
escuela  una  pahibra  de  religión;  y  aun  llegó  el  sectarismo  a  amenazar,  per- 
seguir y  hasta  destituir  o  traslaíhir  a  los  que  fuera  de  la  escuela,  como  per- 
sonas particulares,  ayudaban  al  párroco  en  la  enseñanza  del  catecismo;  y 
hasta  por  el  solo  hecho  de  mostrarse  cumplidores  de  los  deberes  del  cris- 
tiano (Circular  del  señor  Llopis,  Director  General  de  Priinera  Enseñanza, 
12  en.  1932;  Sal  Terrae,  1932,  p.  509). 

483.  La  escuela  única  fue  la  aspiración  de  aquellos  gobernantes.  La 
escuela  única,  no  en  el  sentido  alemán:  de  una  escuela  por  una  parte  acc3- 
sible  a  todas  las  clases  sociales,  que  para  el  estudio  tengan  aptitudes;  y  por 
otra,  una  escuela  o  enseñanza  unificada  por  la  coordinación  orgánica  o 
gradual  articulación  de  la  escuela  primaria  con  las  diferentes  escuelas  su- 
periores. La  escuela  única  reducida  a  estas  dos  aspiraciones  tan  halagado- 
ras, no  habría  por  qué  combatirla,  sino  más  bien  es  aceptable;  y  dentro 
de  sus  justos  límites,  encaja  perfectamente  en  los  principios  cristianos. 

Pero  la  escuela  única  a  que  aspiraban  aquellos  gobernantes,  serviles  imi- 
tadores de  lo  malo  que  se  hacia  allende  los  Pirineos,  era  la  escuela  única 
en  el  sentido  francés,  cuyas  características  son  dos  aceptables,  dentro  de 
sus  justos  límites:  a  saber,  la  selección  de  alumnos  y  la  gratuidad;  y  otras 
dos  reprobables:  el  monopolio  del  Estado  y  el  laicismo. 

No  es  ahora  ocasión  de  disertar  sobre  la  escuela  única.  Quien  quiera 
enterarse  por  menudo  de  esta  interesante  materia,  lea  el  libro  del  señor 
Blanco  Ná.ier.\,  más  tarde  Obispo  de  Orense,  La  escuela  única. 

Pues  bien,  el  art.  48  de  la  Constitución  de  la  República,  si  bien  no  esta- 
blecía categóricamente  la  escuela  única  en  el  segundo  sentido,  como  pre- 
tendieron algunos,  acaso  por  no  juzgarlo  practicable;  contiene  las  siguien- 
tes disposiciones:  La  enseñanza  primaria  será  gratuita  y  obligatoria.  Queda 
reconocida  y  garantizada  la  libertad  de  cátedra.  La  enseñanza  será  laica, 
i  Y  con  qué  rigor  llevó  a  la  práctica  esta  ley  tan  sectaria! 

Pero  el  golpe  más  rudo  a  la  enseñanza  religiosa,  y  el  más  brutal  atro- 
pello al  Concordato  le  dio  la  Ley  de  Congregaciones,  2  jun.  1933. 

484.  Tres  rigurosas  restricciones  se  pusieron  al  derecho  divino  de  la 
Iglesia;  tres  círculos  de  hierro  para  aherrojarla,  y  no  dejarla  respiro: 

l.'"^  La  Iglesia,  como  tal,  sólo  podrá  fundar  y  dirigir  establecimientos 
destinados  a  las  enseñanzas  de  sus  propias  doctrinas,  y  a  la  formación 
de  sus  ministros. 

Y  todavía  esta  facultad  aparece  sometida  a  la  inspección  del  Estado, 
con  todas  las  arbitrariedades  que  semejante  inspección  lleva  consigo  (ar- 
tículo 20). 

Con  esto  se  le  niega  el  derecho  a  la  formación  integral  de  sus  miembros. 
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2.  '^  Negado  así  en  principio  el  derecho  docente  de  la  Iglesia,  se  aniquila 
luego  la  enseñanza  de  las  Ordenes  religiosas  (art.  30). 

3.  ^  Y  para  que  ningún  reducto  quedase  a  la  Iglesia  en  el  ejercicio  de 
este  su  soberano  imperio  educativo,  se  amenazó  con  la  interpretación  rigo- 
rista de  la  Constitución,  por  la  cual  se  pretende  desterrar  aun  de  la  escuela 
privada  toda  enseñanza  religiosa. 

Ya  en  el  art.  26  de  la  Constitución  dispone  que  las  Ordenes  religiosas 
se  sometieran  a  una  ley  especial  votada  por  estas  Cortes  Constituyentes  y 
ajustada  a  las  siguientes  bases:  4.^  Prohibición  de  ejercer  la  industria,  el 
comercio  o  la  enseñanza. 

Conforme  a  este  artículo  determina  la  Ley  de  Congregaciones,  art.  30: 
"Las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  no  podrán  dedicarse  al  ejercicio 
de  la  enseñanza". 

Y  esta  prohibición  es  tan  fulminante,  que  en  el  art.  31  se  dice:  "El  ejer- 
cicio de  la  enseñanza  para  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  cesará 
en  1.''  octubre  próximo  para  toda  clase  de  enseñanza,  excepto  la  primaria, 
que  terminará  el  31  de  diciembre  inmediato.  El  Gobireno  adoptará  las  me- 
didas necesarias  para  la  sustitución  de  una  y  otra  enseñanza  en  los  plazos 
indicados". 

Poco  importó  a  las  sectarias  Cortes  que  se  les  hiciese  ver  la  carga  in- 
mensa que  el  Estado  se  echaba  sobre  sus  espaldas  suprimiendo  la  enseñanza 
de  los  religiosos,  que  ahorra  al  erario  público  cerca  de  150  millones  de 
pesetas  anuales.  Poco  les  importó  que  se  les  probase  hasta  la  evidencia  la 
imposibilidad  de  la  sustitución,  y  más  en  plazo  tan  apremiante.  "Lo  que 
nosotros  pretendemos,  respondió  el  Sr.  Gomáriz,  Presidente  de  la  Comi- 
sión, es  excluir  a  los  religiosos  de  la  enseñanza;  después  el  Gobierno  verá 
cómo  se  arregla  para  sustituirla". 

Y  el  Gobierno,  por  boca  del  Ministro  de  Instrucción  Pública,  De  los 
Ríos,  dice  que  si,  que  es  posible  la  sustitución;  y  que  para  los  gastos  hay 
reservados  51  millones;  y  que  los  profesores,  sustitutos  de  los  religiosos, 
en  cuatro  meses  se  formarán.  Y  como  prueba  alega  unas  estadísticas  de  los 
alumnos  educados  por  religiosos,  incompletísimas  y  a  todas  luces  tendencio- 
sas, en  que  se  omiten  casi  la  mitad. 

Y  se  le  demuestra  a  dos  columnas  comparativas  que  no  son  tres  cientos 
mil,  sino  setecientos  mil  los  que  quedarán  sin  sus  maestros.  Pero  qué  im- 
porta :  Rem,  vem,  quomodociimqiie  reñí! 

485.  Era  un  imperativo  categórico  de  las  logias.  En  la  rué  de  Cadet, 
París,  aplaudía  estrepitosamente  la  masonería  internacional,  cuando  el  de- 
legado de  España  anunciaba  que  nunca  como  ahora  la  masonería  tenía 
tanta  influencia  en  la  política;  y  cuando  otro  delegado  añadía:  ''En  España, 
República  significa  escuela  única". 

Palabras  que  cierto  diario  madrileño,  dirigido  por  un  mansón  interpre- 
tó: "La  ley  de  Congregaciones  religiosas  es  la  obra  maestra  de  la  República. 
Hay  que  ir  pronto  al  cierre  de  todos  los  colegios  de  los  religiosos". 

En  Asamblea  celebrada  por  la  Gran  Logia  Española  en  Madrid  los 
días  23,  24  y  25  de  mayo  de  1931  se  tomó  este  acuerdo:  ''Escuela  única, 
neutra  g  obligatoria.  Separación  de  la  Iglesia  y  del  Estado.  Sumisión  de  las 
Ordenes  religiosas  nacionales  a  la  ley  de  Congregaciones". 

El  Gran  Oriente  Español,  en  la  Asamblea  de  Madrid  los  días  20  de  fe- 
brero y  siguientes,  estimula  a  los  masones  que  ejercen  cargos  púl^licos  al 
cumplimiento  de  su  juramento. 

¿Qué  juramento?  Nos  lo  explica  el  siguiente  texto  del  Congreso  masónico 
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de  Francia  en  ÍS9^:  "El  profano,  admitido  para  recibir  la  luz,  deberá  acep- 
tar de  antemano  los  compromisos  siguientes:  "Prometo  bajo  mi  palabra  de 
honor,  cualquiera  que  sea  la  situación  política  a  la  que  me  sea  dado  llegar 
un  dia,  responder  a  todo  llamamiento  que  se  me  haga  por  la  frac-masoneria, 
y  defender  por  todos  los  medios  que  estén  a  mi  alcance  las  soluciones  dadas 
por  ella  a  las  cuestiones  políticas  y  sociales". 

486.  La  escuela  laica  es  el  desiderátum  de  la  impiedad,  que,  bajo  la 
hipócrita  frase  de  respeto  a  la  conciencia  del  niño,  quiere  arrancarle  del 
corazón  a  Dios. 

En  el  preámbulo  al  Decreto  del  Gobierno  provisional  de  la  República, 
sobre  la  libertad  religiosa  en  las  escuelas  públicas,  6  mayo  1931,  se  dice:  "Li- 
bertad religiosa  es  en  la  escuela  respeto  a  la  conciencia  del  niño  y  del 
maestro''. 

¿Pero  cómo  se  respeta  la  conciencia  del  niño  en  la  escuela  laica?  Más 
bien  se  la  pisotea,  se  la  tiraniza,  se  la  pervierte.  Confesábalo  así  con  inge- 
nua franqueza  un  sectario  inspector  de  escuelas  públicas: 

"La  escuela  laica,  decía,  es  una  máquina  de  guerra  contra  el  catolicis- 
mo; defraudaría  las  esperanzas  que  en  ella  fundamos,  si  se  mantuviese  den- 
tro de  una  respetuosa  neutralidad.  Es  un  molde  donde  se  mete  el  hijo  de  un 
cristiano  y  se  saca  un  renegado"  (R.  Sotillo,  en  Sal  Terrae,  1931,  p.  1081). 

487.  Con  la  imposición  de  la  escuela  laica  se  viola  uno  de  los  derechos 
más  sagrados  de  los  padres,  el  de  educar  a  sus  propios  hijos. 

Cuando  se  discutía  la  ley  de  Congregaciones,  interpeló  un  diputado  al 
Ministro  de  Instrucción  Pública,  señor  De  los  Ríos,  echándole  en  cara  el 
derecho  educativo  de  los  padres.  A  lo  cual  respondió  el  Ministro  con  desen- 
fado: que  al  Estado  lo  que  le  importa  es  mirar  por  los  hijos  y  no  por  los 
padres. 

"Los  hijos  son  del  Estado  más  que  de  los  padres".  Este  es  el  lema  del 
absolutismo  radical  del  Estado,  tan  en  boga  entre  aquellos  legisladores. 

Mas  este  criterio  descabellado  es  un  arcaísmo  del  derecho  constitucional, 
un  principio  desterrado  de  las  Constituciones  escritas  después  de  la  primera 
guerra  europea  (1914-18). 

La  Constitución  de  Weimar,  para  todo  el  imperio  alemán,  en  el  art.  120 
reconoce  como  principio  básico  y  natural  el  derecho  educativo  de  los  pa- 
dres: "La  educación  física,  moral  y  social  de  los  hijos,  dice,  es  deber  su- 
premo y  derecho  natural  de  los  padres,  cuyo  cumplimiento  vigila  el  Estado". 

Las  legislaciones  escolares,  de  acuerdo  con  la  ciencia  política  del  siglo 
pasado,  de  ordinario  pasaban  en  silencio  el  derecho  natural,  hablaban 
mucho  del  Estado  y  nada  de  los  padres.  Desde  1919  en  la  Constitución  del 
gran  pueblo  alemán,  quedó  jurídicamente  reconocido  el  derecho  y  deber 
educativo  de  los  padres,  asignándose  al  Estado  únicamente  la  vigilancia 
y  tutela  de  esa  misión  paterna.  Por  eso  al  tratar  del  grave  problema  de  la 
confesionalidad  de  la  escuela  no  dudan  escribir  los  legisladores  en  el 
art.  146  de  la  misma  Constitución  estas  palabras:  "En  todo  lo  que  sea  posi- 
ble, habrá  que  atender  a  la  voluntad  de  los  padres". 

Casi  en  los  mismos  términos  se  expresa  la  Constitución  de  Danzig,  1920 
(art.  81).  La  de  Lituania,  1928,  también  reconoce  que  "la  educación  de  los 
niños  es  el  deber  supremo  de  los  padres"  (art.  79).  Dinamarca,  país  de 
Gobierno  socialista,  mantiene  en  su  Constitución:  1915,  1920,  el  art.  83, 
que  dice  así :  "Los  niños,  cuyos  padres  no  tienen  medios  para  asegurarles 
la  instrucción,  recibirán  enseñanza  gratuita  en  las  escuelas  públicas".  La 
Constitución  de  Islandia,  1927,  no  atribuye  a  la  enseñanza  oficial  más  que 
este  carácter  sustitutivo  de  la  asistencia  material  de  la  familia.  "Cuando  los 
padres  no  tienen  medios  de  instruir  por  sí  mismos  a  sus  hijos,  o  cuando 
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los  niños  son  pobres  y  huérfanos,  el  cuidado  de  la  instrucción  y  de  la  educa- 
ción de  ellos,  queda  a  cargo  del  Estado"  (art.  67). 

Como  se  ve  este  lenguaje  moderno  está  muy  lejos  del  estatismo  absorbente 
con  que  soñaron  nuestros  pedagogos  españoles. 

488.  Este  aspecto  educativo  de  la  Ley  de  Congregaciones  es  quizás  el 
que  más  contristó  el  corazón  paternal  del  Papa,  Pío  XI,  según  él  nos  revela 
en  su  Encíclica  Carissima  Nobis:  "Aparece  por  desgracia  demasiado  claro 
el  designio  con  que  se  dicta  tal  disposición,  que  no  es  otro  sino  educar  a 
las  nuevas  generaciones,  no  ya  en  la  indiferencia  religiosa,  sino  con  un 
espíritu  enteramente  anticristiano". 

Por  eso  en  una  de  las  peregrinaciones  españolas,  de  mayo  1933,  al  ver 
entre  los  peregrinos  varios  niños,  se  conmovió  su  corazón  y  como  ensan- 
chando sus  pupilas  lanzó  detrás  de  ellos  una  mirada  de  amor  y  compasión 
a  todos  los  niños  de  España. 

489.  Era,  pues,  preciso  un  esfuerzo  supremo,  armonizado  de  todos  los 
elementos  católicos,  para  que  esa  funestísim.a  escuela  no  arraigase  en 
España. 

Ejemplo  nos  dio  Bélgica:  El  Gobierno  masónico  liberal,  en  julio  de  1879, 
dio  una  ley  que  excluía  de  las  escuelas  públicas  la  enseñanza  religiosa,  y 
al  mismo  tiempo  obligaba  a  todos  los  municipios  a  tener  escuelas  oíiciales. 
La  formación  y  designación  de  los  maestros  era  privativa  del  Estado.  Todas 
las  escuelas  dirigidas  por  eclesiásticos,  y  antes  consideradas  como  públi- 
cas, quedaban  suprimidas. 

La  resistencia  a  esta  ley  que  ellos  llamaron  "Ley  funesta",  "Loi  de  mal- 
heur",  fue  maravillosamente  organizada  y  tenaz.  Los  Obispos  en  pastoral 
colectiva  la  condenaron  antes  de  salir;  los  fieles  unidos  a  ella  protestaron 
enérgicamente;  estableciéronse  comisiones  para  la  defensa  de  la  escuela 
católica.  En  toda  Bélgica  se  luchaba  como  si  se  tratase  de  una  verdadera 
cruzada.  Luego  se  llegaron  a  reunir  30  millones  de  francas  en  favor  de  las 
escuelas.  Tan  acertada  fue  la  campaña,  que  en  un  año  a  partir  de  la  ley 
fundaron  2.064  escuelas  libres;  y  en  1884  tenían  ya  3.885,  asislidas  por 
8.713  maestros  y  maestras. 

En  cambio,  según  el  informe  de  la  comisión  de  Encuesta  escolar  publi- 
cado en  1884,  habla  el  31  de  diciembre  de  1883,  285  escuelas  oficiales  com- 
pletamente desiertas  por  falta  de  alumnos. 

Así  se  explica  que  uno  de  los  prohombres  del  partido  liberal,  Laveleye, 
llegara  a  confesar:  "No  conozco  prueba  más  notable  de  la  fuerza  de  que 
dispone  la  Iglesia  que  la  mostrada  en  Bélgica  desde  la  reforma  de  la  ense- 
ñanza primaria  en  1879.  Le  han  bastado  dos  años  para  tener  en  casi  todos  los 
municipios  del  pais  una  escuela  de  niños  y  otra  de  niñas  y  para  atraer  un 
número  de  alumnos  muy  superior  al  de  las  escuelas  oficiales". 

Si  esto  pudo  una  nación  tan  pequeña,  ¿qué  no  podría  una  nación  como 
I-2spaña,  donde  la  inmensa  mayoría  de  los  ciudadanos  son  católicos? 

"Si  todos  los  buenos  se  esforzasen  en  hacer  cuanto  deben,  la  victoria 
no  estaría  lejana",  dijo  el  Papa  hacia  el  20  de  mayo  de  1933  a  un  grupo 
de  peregrinos  españoles  en  son  de  comentario  a  la  ley  de  Congregaciones: 
"ley  que  va,  dijo,  contra  la  Iglesia  y  contra  las  Ordenes";  ley  que  califica 
de  "reprobable  y  dañosa,  singularmente  para  la  juventud". 
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§  2.    En  el  Estado  nuevo 

490.  Después  de  la  desolación  de  aquellos  días  Dios  nos  deparó  un  Cau- 
dillo y  un  Gobierno  que  destruyese  la  demoledora  obra  legislativa  de  la  Re- 
pública por  descristianizar  a  nuestra  niñez  y  juventud. 

Apenas  había  estallado  la  guerra  de  liberación  española  del  yugo  repu- 
blicano (1),  entre  el  fragor  de  las  armas  el  Estado  nuevo  se  preocupó  desde 
los  principios  en  dictar  numerosas  disposiciones  para  la  restauración  de  la 
enseñanza  religiosa.  He  aquí  las  principales. 

491.  Ley  de  17  de  julio  de  1945,  en  la  que  se  reconocen  los  derechos 
de  la  Iglesia  en  la  enseñanza  primaria,  etc. 

La  escuela  española  será  ante  todo  católica.  —  Se  recogen  los  postulados 
de  Pío  XI  en  la  Encíclica  Divini  illius.  Se  reconoce  a  la  Iglesia  el  derecho 
supereminente  e  independiente  de  toda  potestad  terrena  para  la  educación, 
por  títulos  de  orden  sobrenatural;  y  la  potestad  cumulativa  con  el  Estado 
de  fundar  escuelas  de  cualquier  grado.  A  la  familia,  el  derecho  primordial 
e  inalienable  de  educar  a  sus  hijos  y  elegir  educadores. 

La  educación  primaria  oficial  será  gratuita  (art.  13).  Prescríbese  la  sepa- 
ración de  sexos  y  la  form.ación  peculiar  de  niños  y  niñas  (art.  14).  Colócanse 
todas  las  escuelas  bajo  la  advocación  de  Jesús  Maestro  y  Modelo  de  educa- 
ción; se  instituye  su  fiesta  anual  en  fecha  varia  que  se  solemnizará  con  actos 
religiosos  (art.  16).  Las  escuelas  de  párvulos  podrán  admitir  niños  y  niñas, 
cuando  la  matrícula  no  permita  división  por  sexos;  las  demás  tendrán  loca- 
les distintos,  con  maestros  o  maestras  respectivamente.  Mixtas  sólo  se  ad- 
mitirán por  excepción.  Las  de  párvulos  y  las  mixtas  serán  regentadas  por 
maestras  (art.  20). 

Escuelas  de  la  Iglesia  son  las  organizadas,  sostenidas  y  regidas  por  ella, 
o  por  sus  instituciones  docentes,  canónicamente  aprobadas.  Tendrán  plena 
libertad  de  organización  en  su  régimen  interno,  didáctico,  económico  y  ad- 
ministrativo, dentro  de  las  líneas  generales  del  tít.  I  de  esta  ley.  Las  gra- 
tuitas quedan  exentas  de  contribuciones  e  impuestos  públicos  de  toda  cla- 
se... (art.  25). 

Privadas  son  las  organizadas  y  sostenidas  total  o  parcialmente  por  ins- 
tituciones, entidades  o  personas  particulares. 

Puede  fundarlas  y  sostenerlas  toda  persona  individual  o  colectiva  con 
estas  condiciones:  Primera:  conducta  religiosa  y  moral  intachable  que 
dirija  la  escuela;  o  tal  orientación  en  la  colectividad...  (art.  27). 

Las  gratuitas  gozarán  de  exención  tributaria  (art.  27  c). 

La  enseñanza  primaria  abarcará  los  siguientes  grupos  de  conocimien- 
tos... B)  Forviativos,  son  los  que  constituyen  la  base  de  la  educación  mo- 
ral e  intelectual.  Primero:  formación  religiosa...  (art.  37). 

Derechos  educativos  del  niño.  Primero.  A  educación  espiritual,  moral, 
social  y  física  (art.  54). 

El  maestro.  Obra  por  delegación  de  los  padres,  y  por  misión  que  la 
sociedad  le  confía,  garantizada  por  el  Estado,  a  quien  compete  en  armonía 
con  los  derechos  de  la  Iglesia  la  formación,  nombramiento  o  inspección 


(1)    Quera,  La  leij  funesta,  1932,  p.  4. 
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de  los  educadores. -Será  de  vocación  clara,  de  ejemplar  conducta  moral  y 
social... 

Deberes  y  derechos.  Segundo.  Cooperar  con  la  familia,  la  Iglesia,  las 
Instituciones  del  Estado  y  del  Movimiento,  en  la  educación...  Con  la  Iglesia, 
mediante  el  respeto  filial  a  la  misma,  la  conducción  de  los  niños  a  la  misa 
parroquial  los  dias  de  precepto;  perfecta  inteligencia  con  el  párroco,  que 
permita  su  eficaz  acción  apostólica  en  los  escolares  feligreses;  visitar  las 
escuelas  públicas  y  privadas  y  explicar  en  ella  la  doctrina  cristiana...  (ar- 
tículo 57). 

Las  adquisiciones  por  cualquier  título  hechas  por  las  escuelas  públicas, 
de  la  Iglesia  y  privadas,  gozan  de  iguales  exenciones  que  las  Instituciones 
declaradas  benéfico-docentes,  siempre  que  tales  adquisiciones  sean  autoriza- 
das por  el  Ministerio  de  Educación  (art.  78). 


CAPITULO  XXÍX 
Concordato,  artículos  26,  27 

ENSEÑANZA  CATOLICA  EN  LAS  ESCUELAS 
§  1.    Doctrina  católica 

492.  El  Código  Canónico  dedica  todo  el  título  22  del  libro  III,  al  impor- 
tantísimo tema  de  la  enseñanza,  con  la  inscripción  de  scholis.  Escuelas  son 
instituciones  donde  se  enseñan  las  artes,  las  letras  y  las  ciencias. 

Clases.  1.°  Por  razón  del  grado:  primarias  o  elementales  son  aquellas 
en  que  se  enseñan  a  los  niños  y  rudos  los  rudimentos;  medias,  aquellas  en 
que  se  da  una  instrucción  algo  más  alta  a  los  jóvenes,  después  de  la  ele- 
mental; V.  gr.,  en  España  los  Institutos  de  bachillerato;  en  otras  naciones 
los  llamados  liceos,  gimnasios,  etc.;  superiores,  aquellas  en  que  los  jóvenes 
reciben  preparación  inmediata  para  los  cargos  o  carreras  sociales;  tales 
son  las  universidades,  escuelas  de  ingeniería,  escuelas  normales,  etc. 

2.  °  Por  su  origen:  públicas,  las  erigidas  por  la  autoridad  civil  o  ecle- 
siástica; privadas,  las  fundadas  por  entidades  o  personas  particulares. 

3.  "  Por  la  índole:  confesionales  o  religiosas,  las  destinadas  a  alumnos 
de  determinada  religión,  que  allí  se  enseña;  mixtas,  aquellas  a  las  cuales 
son  admitidos  escolares  de  diversas  religiones  para  recibir  instrucción  pro- 
fana; acatólicas,  aquellas  en  que  se  da  enseñanza  contraria  a  la  fe,  costum- 
bres y  disciplina  católicas.  Las  confesionales  pueden  ser  obligatorias  o  fa- 
cultativas, según  que  se  obligue,  o  sólo  se  permita,  frecuentarlas  a  los 
alumnos  de  aquella  religión. 

Instrucción  es  la  formación  del  hombre  solamente  en  cuanto  a  la  doc- 
trina, esto  es,  la  formación  intelectual;  educación,  la  formación  completa: 
física,  intelectual,  moral  y  social. 

493.  Principios.  Encíclica  de  Pío  XI,  Divini  illius,  31  dic.  1929;  Acta 
Apostolicae  Sedis.  22,  49  sgs. 
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1.  La  educación  consiste  en  la  formación  del  hombre,  cual  debe  ser  en 
esta  vida,  para  conseguir  su  último  fin,  que  es  la  eterna  bienaventuranza. 
Debe  ser  íntegra,  esto  es,  de  todo  el  hombre;  por  tanto  física,  intelectual  y 
moral;  individual  y  social;  natural  y  sobrenatural. 

2.  El  derecho  y  el  deber  de  educar  a  los  hijos  corresponde  -primaria- 
mente a  los  padres;  pues  aquéllos  pertenecen  a  los  padres  antes  que  al  Es- 
tado. Pero  siendo  la  familia  una  sociedad  imperfecta,  que  no  dispone  de 
todos  los  medios  necesarios  para  su  perfección;  mientras  que  la  sociedad 
civil  es  perfecta,  ésta  debe  suplir  lo  que  a  aquélla  falta.  Mas  el  hombre  por 
el  bautismo  nace  en  la  Iglesia,  sociedad  perfecta  sobrenatural;  a  ésta,  pues, 
pertenece  también  la  educación. 

3.  A  la  Iglesia  pertenece:  a)  Eminentemente  por  la  potestad  de  ma- 
gisterio a  ella  concedida  por  Cristo:  "/d  y  enseñad  a  todas  las  gentes'',  dijo 
a  los  Apóstoles  (S.  Mat.  28,  18-20);  y  por  su  maternidad  espiritual  con  que 
engendra  las  almas,  las  alimenta  y  educa  para  la  vida  de  la  gracia  por  los 
sacramentos  y  la  doctrina,  b)  Independientemente  de  cualquier  potestad 
terrena,  en  cuanto  al  origen  y  ejercicio,  en  lo  que  toca  a  su  objeto  o  ma- 
teria propia,  que  es  la  fe  y  las  costumbres  y  los  medios  para  esto,  c)  Con 
derecho  a  enseñar  también  las  disciplinas  humanas,  el  cual  en  sí  corres- 
ponde también  a  cualesquiera  hombres  y  sociedades;  con  derecho  a  juzgar 
lo  que  en  esta  enseñanza  es  útil  o  nocivo  a  la  educación  cristiana;  y  con 
derecho  a  vigilar  sobre  cualquier  instrucción,  pública  o  privada,  en  lo  que 
atañe  a  la  religión  y  a  las  costumbres,  d)  Respecto  de  todos  los  fieles. 
De  este  derecho  siempre  usó  la  Iglesia;  y  concuerda  con  el  derecho  de  la 
familia,  del  Estado  y  de  los  individuos.  Porque  el  orden  sobrenatural,  al 
cual  se  reducen  todos  los  derechos  de  la  Iglesia,  lejos  de  destruir  o  mermar 
el  orden  natural,  al  cual  pertenecen  aquellos  derechos  naturales  de  los 
otros,  le  eleva  y  perfecciona. 

4.  A  la  familia  atañe  la  educación,  porque  es  el  principio  de  la  vida, 
y  por  tanto  tiene  de  Dios  autoridad  para  educar  a  los  hijos.  Este  derecho 
es:  -  a)  Anterior  al  derecho  del  Estado,  b)  Inviolable,  c)  Con  el  graví- 
simo deber  de  procurar  la  educación  íntegra  de  la  prole.  Tal  es  el  común 
sentir  de  los  hombres,  y  la  jurisprudencia  civil,  y  la  doctrina  de  la  Iglesia, 
y  la  práctica. 

Objétase:  El  hombre  nace  ciudadano,  por  tanto  primariamente  perte- 
nece al  Estado.  Respóndese:  Antes  de  ser  ciudadano,  tiene  que  existir,  y  la 
existencia  se  la  dan  los  padres,  d)  Este  derecho  no  es  despótico,  sino 
subordinado  al  fin  último  y  al  derecho  natural  y  divino. 

5.  Al  Estado:  a)  En  orden  al  bien  común,  b)  La  función  del  Estado 
es  doble:  proteger  y  ayudar;  no  absorber  a  la  familia  y  al  individuo.  Por 
tanto  le  compete  el  derecho,  mejor  dicho,  el  deber  de  proteger  el  derecho 
de  la  familia  a  la  educación,  y  de  respetar  el  derecho  de  la  Iglesia;  de  su- 
plir a  los  padres,  si  éstos  faltan  a  la  educación;  de  tutelar  la  educación 
moral  y  religiosa,  removiendo  los  impedimentos;  y  fomentar  de  muchos 
modos  la  educación,  c)  Por  eso  es  injusto  el  monopolio  de  la  educación, 
que  obliga  a  las  familias  a  enviar  sus  hijos  a  las  escuelas  del  Estado,  d)  Pe- 
ro puede  el  Estado  reservarse  ciertas  escuelas,  donde  se  preparen  los  jóvenes 
para  profesiones  que  requieren  especial  aptitud,  principalmente,  para  la 
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militar,  con  tal  que  no  se  violen  los  derechos  de  la  Iglesia  y  de  la  familia. 
e)  La  escuela  es  cosa  mixta,  la  cual  pertenece  a  la  Iglesia,  en  cuanto  a  la 
religión  y  costumbres;  al  Estado  en  lo  demás;  por  tanto  debe  existir  con- 
cordia entre  ambas  potestades. 

6.  El  sujeto  de  la  educación,  es  todo  el  hombre  caído  en  el  pecado, 
pero  redimido  por  Cristo,  a)  Es  por  tanto  falso  y  pernicioso  el  naturalismo 
pedagógico,  que  excluye  la  educación  sobrenatural,  que  proclama  la  ilimi- 
tada autonomía  y  libertad  del  niño  (respeto  a  la  conciencia  del  niño),  atri- 
buyéndole en  la  educación  la  iniciati"va  exclusiva,  e  independiente  de  toda 
ley  divina  y  de  toda  autoridad  humana,  h)  Es  perniciosa  la  educación 
sexual,  que  pretende  temerariamente  prevenir  a  los  adolescentes  con  una 
tem.eraria  iniciación  o  instrucción  preventiva  dada  a  todos  indistintamen- 
te, para  que  se  vayan  acostumbrando,  c)  Perniciosa  la  coeducación  de 
ambos  sexos. 

7.  Medio  de  la  educación,  a)  La  familia  cristiana.  Los  pastores  de 
almas  recuerden  de  todas  maneras  a  los  padres  el  gravísimo  deber  de  educar 
a  sus  hijos,  b)  La  Iglesia  con  los  sacramentos,  ritos,  templos,  escuelas, 
asociaciones,  instituciones  docentes,  c)  La  escuela,  que  es  la  institución 
subsidiaria,  y  complementaria  de  la  familia  y  de  la  Iglesia;  por  lo  cual 
debe  estar  de  acuerdo  con  ellas.  Repruébase  la  escuela  neutra  o  laica,  que 
excluye  la  religión;  y  más  si  es  única,  a  saber,  obligatoria  para  todos. 

Debe  ser  católica.  Para  ello  es  preciso  que  toda  la  enseñanza  y  organiza- 
ción: los  maestros,  programas,  libros,  estén  imbuidos  del  espíritu  cristiano, 
bajo  la  dirección  y  vigilancia  de  la  Iglesia;  de  suerte  que  la  religión  sea 
el  cimiento  y  la  corona  de  la  enseñanza  en  todos  los  grados. 

9.  La  Acción  Católica  por  la  escuela:  Procurará:  a)  buenos  maestros; 
h)  vigilancia  contra  los  peligros  de  la  honestidad:  libros,  cine,  radio;  y  di- 
fusión de  buenas  hojas,  libros  y  espectáculos. 

10.  El  fin  de  la  educación  cristiana  es  hacer  verdaderos  cristianos;  lo 
cual  no  perjudica  a  la  vida  social,  a  la  prosperidad  temporal,  ni  al  progreso 
científico  y  literario;  como  respondía  Tertuliano  a  los  gentiles  (1).  Al  con- 
trario, el  cristiano  es  el  más  noble  y  provechoso  ciudadano,  como  lo  de- 
muestra la  historia. 

11.  Jesús  maestro  y  modelo  de  educación.  De  la  misma  manera  la  Igle- 
sia, según  proclama  S.  Agustín  (2).  Hasta  aquí  Pío  XI. 

§  2.    Los  cánones  de  la  enseñanza 

494.  Educación  católica.  A  todos  los  fieles  desde  la  niñez  se  les  ha  de 
educar,  de  suerte  que  nada  se  les  enseñe  contrario  a  la  religión  católica  y 
a  las  buenas  costumbres,  y  que  la  instrucción  religiosa  y  moral  tenga  el 
puesto  principal. 

Este  gravísimo  deber  incumbe  a  los  padres,  y  a  los  que  hacen  sus  veces 
(can.  1372).  Tales  son  los  tutores  y  educadores. 

Enseñanza  religiosa.  Ha  de  darse  a  los  niños  en  todas  las  escuelas  ele- 
mentales, acomodada  a  su  edad.  A  la  juventud  de  las  escuelas  medias  y  su- 


(^  )    .A  ¡)()l()(fel iciim,  42.  Mic.m:,  Pdtrol.  hit.  1,  554. 

C¿)    De  moribiis  lü  clcside  Cal hol icac,  1.  1,  cap.  liO ;  Mionk  32,  1336. 


ENSEÑANZA  CATÓLICA  EN  EL  CONCORDATO 


411 


periores  se  ha  de  proporcionar  más  pleno  cultivo  en  la  doctrina  de  la  reli- 
gión, y  los  Ordinarios  locales  procuren  que  esto  se  haga  por  sacerdotes 
sobresalientes  en  celo  y  saber  (can.  1373). 

Escuelas  acatólicas,  neutras  y  mixtas.  Los  niños  católicos  no  asistirán 
a  escuelas  acatólicas,  neutras  y  mixtas,  a  saber,  abiertas  aun  a  los  acatóli- 
cos. Sólo  al  Ordinario  del  lugar  corresponde  determinar,  de  acuerdo  con 
las  instrucciones  de  la  Santa  Sede,  en  qué  circunstancias  y  con  qué  caute- 
las, para  evitar  el  peligro  de  perversión,  se  puede  tolerar  que  asistan  a  tales 
escuelas  (can.  1374). 

Estas  circunstancias  y  cautelas  serán:  1.°  Que  no  haya  escuela  ca- 
tólica, o  que  ésta  sea  inepta.  2.°  Que  los  padres  vigilen  los  libros  y  las 
doctrinas;  procuren  a  los  niños  fuera  de  la  escuela  instrucción  cristiana, 
tanto  más  sólida  cuanto  mayor  sea  el  peligro  de  la  fe;  y  los  aparten  de 
condiscípulos  peligrosos  (3).  3.°  Todo  esto  vale  también  para  las  escuelas 
medias  y  superiores. 

Derecho  de  la  Iglesia.  Le  compete  el  derecho  de  fundar  escuelas  de 
cualesquiera  disciplinas,  elementales,  medias  y  superiores  (can.  1375). 

Esto  es,  tener  escuelas  propias  y  señalar  disciplinas,  programas,  libros, 
planes  de  estudios,  maestros,  etc.,  con  independencia  de  la  potestad  civil. 
No  es  derecho  exclusivo. 

Fundación  de  escuelas  católicas.  Si  faltaren  elementales  o  medias,  pro- 
curen, sobre  todo  los  Ordinarios  locales,  que  se  funden.  Item,  si  las  Uni- 
versidades públicas  carecen  de  doctrina  y  sentido  católico,  es  de  desear  que 
se  funde  en  la  nación  o  región  Universidad  católica.  No  dejen  los  fieles  de 
cooperar  a  la  fundación  y  sustento  de  escuelas  católicas  (can.  1380). 

Vigilancia  e  inspección.  La  enseñanza  religiosa  en  cualesquiera  escue- 
las está  som^etida  a  la  autoridad  e  inspección  de  la  Iglesia.  Los  Ordinarios 
locales  tienen  el  derecho  y  el  deber  de  vigilar  por  que  en  ninguna  escuela 
se  enseñe  o  haga  cosa  contraria  a  la  fe  o  buenas  costumbres.  Asimismo  tie- 
nen'derecho  de  aprobar  los  libros  y  maestros  de  religión,  y  exigir  que  se 
retiren  por  motivos  religiosos  o  morales  (can.  1381).  Pueden  visitar  por  sí 
o  por  otros  cualesquiera  escuelas,  oratorios,  recreatorios,  patronatos,  etc., 
en  lo  que  atañe  a  la  religión  y  costumbres;  exceptuando  las  escuelas  in- 
ternas para  los  profesos  de  religión  exenta  (can.  1382). 

Oratorios,  recreatorios,  patronatos  son  centros  donde  jóvenes,  o  viejos, 
o  pobres,  o  rudos,  además  de  otros  fines,  como  honesto  recreo,  reciben  al- 
guna instrucción  religiosa. 

§  3.    Derecho  concordado 

Por  lo  anteriormente  expuesto  se  ve  cómo  la  última  legislación  espa- 
ñola, se  venía  acomodando  a  los  postulados  del  derecho  canónico.  El  nuevo 
Concordato  apenas  ha  hecho  otra  cosa  que  ratificar  esta  concordia  ya 
existente. 


CA'  S.  Oficio  24  nov.  1S70;  26  mar.  1895;  S.  Cong.  de  Propaganda  Fide,  17 
abr.  1895. 
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495.  Espíritu  católico.  "En  todos  los  centros  docentes  de  cualquier 
orden  y  grado,  sean  estatales  o  no  estatales,  la  enseñanza  se  ajustará  a  los 
principios  del  dogma  y  de  la  moral  de  la  Iglesia  Católica"  (art.  26,  §  1). 

De  modo  negativo,  evitándose  todo  lo  inconciliable  con  la  doctrina  y 
costumbres  cristianas;  y  de  modo  positivo,  exponiendo  y  aceptando  el  cri- 
terio católico,  aun  en  sus  aplicaciones  a  las  ciencias  profanas.  Y  esta  norma 
concordada  no  excluye  centro  alguno  docente;  comprende  a  todos:  esta- 
tales y  no  estatales,  de  grado  elemental,  medio  y  superior;  de  todos  los 
órdenes,  aun  de  artes  y  oficios,  industria  y  comercio,  milicia,  etc. 

En  las  Universidades  laborales.  Orden  de  la  Presidencia  de  Gob.  16  ag. 
1958;  Bol  28.  La  Universidad  tendrá  por  Patrono  a  San  José  Obrero,  cuya 
fiesta  religiosa  anual  será  la  más  importantes  del  centro.  Tendrá  como 
tarea  fundamental  desarrollar  en  el  alumno  las  facultades  del  espíritu  en 
su  triple  dimensión  religiosa,  cultural  y  social.  En  la  Junta  de  formación 
humana,  presidida  por  el  Rector,  figuran  los  directores  espirituales.  Para 
el  nombramiento  del  profesorado  de  Religión,  se  seguirán  las  normas  del 
Concordato.  Para  el  servicio  religioso,  habrá  dos  sacerdotes  directores  es- 
pirituales, y  una  capilla  o  iglesia  adecuada,  en  cada  Universidad. 

496.  Vigilancia.  "Los  Ordinarios  ejercerán  libremente  su  misión  de 
vigilancia  sobre  dichos  centros  docentes,  en  lo  que  concierne  a  la  pureza 
de  la  fe,  las  buenas  costumbres  y  la  educación  religiosa"  (§  2). 

"Los  Ordinarios  podrán  exigir  que  no  sean  permitidos  o  que  sean  retira- 
dos los  libros,  publicaciones  y  material  de  enseñanza  contrarios  al  dogma 
y  a  la  moral  católica"  (§  3). 

¿Podrán  exigir  que  se  retiren  los  profesores  deficientes  en  estos  puntos? 
Los  profesores  de  la  asignatura  de  Religión  si,  como  adelante  veremos;  pero 
de  los  que  enseñan  otras  disciplinas,  nuestro  Concordato  calla;  a  diferencia 
del  de  Lituania,  1927,  art.  13,  n.  4;  Austria,  1933,  art.  6,  §  2,  protocolo;  y 
Baviera,  1924,  art.  8,  §  2,  que  se  obligan  a  respetar  este  derecho  de  los  Or- 
dinarios. 

Pero  este  silencio  no  significa  que  la  Iglesia  renuncie  al  derecho  de  exigir 
que  se  retiren  tales  profesores,  pues  es  derecho  nativo  e  inalienable;  ni  que 
el  Estado  se  le  desconozca;  ya  que  se  siente  obligado  a  secundarle.  Pues 
si  la  Religión  católica  es  la  única  de  la  nación  española  (art.  1)  y  católica 
ha  de  ser  la  educación  en  todos  los  centros  (art.  26),  ¿podría  consentir  el 
Estado  que  en  alguna  cátedra  hubiese  profesor  que  siguiese  enseñando  cosa 
contraria  a  la  doctrina  católica  o  a  las  buenas  costumbres;  o  que  en  esto 
diese  ejemplo  pernicioso  a  sus  alumnos,  después  de  las  reclamaciones  del 
Prelado? 

Ya  después  del  Concordato  de  1851,  el  Marqués  de  Orovio,  Ministro  de 
Fomento,  en  20  de  febrero  de  1875,  circuló  una  orden  a  los  rectores,  para 
que  no  tolerasen  en  las  cátedras  ataques  contra  el  dogma  católico  y  las 
instituciones  vigentes,  y  obligasen  a  cada  profesor  a  presentar  sus  respec- 
tivos programas.  Salmerón,  Giner...  se  alzaron  en  rebeldia,  y  fueron  sepa- 
rados en  virtud  de  expediente...  (4).  El  razonamiento  en  que  Orovio  apo- 
yaba su  circular  era  el  mismo  que  el  nuestro.  "Cuando  la  mayoría  y  casi 
la  totalidad  de  los  españoles  es  católica,  y  el  Estado  es  católico,  la  ense- 
ñanza oficial  debe  obedecer  a  este  principio,  sujetándose  a  sus  conse- 
cuencias". 

(4)    Menéndkz  y  Pklayo,  Ilelerodoxos,  t.  6,  1.  8,  c.  4,  III,  p.  47;}. 
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Dije  mal:  nuestro  actual  Concordato  también  reconoce  el  derecho  a 
exigir  que  se  retiren  los  profesores  religiosa  o  moralmente  malos,  que  con 
sus  enseñanzas  o  costumbres  perjudican  a  los  alumnos.  El  Protocolo  al 
art.  2  se  expresa  así:  "Las  autoridades  eclesiásticas  gozarán  del  apoyo  del 
Estado  en  el  desenvolvimiento  de  su  actividad;  y  al  respecto  seguirá  ri- 
giendo lo  establecido  en  el  art.  3  del  Concordato  de  1851". 

El  cual  por  lo  que  hace  a  nuestro  asunto,  dice...  "Su  Majestad  y  su  Real 
Gobierno  dispensarán  asimismo  su  poderoso  patrocinio  y  apoyo  a  los  Obis- 
pos en  los  casos  que  lo  pidan,  principalmente  cuando  hayan  de  oponerse  a 
la  malignidad  de  los  hombres  que  intenten  pervertir  los  ánimos  de  los  fie- 
les y  corromper  sus  costumbres;  o  cuando  hubiere  de  impedirse  la  publica- 
ción, introducción  o  circulación  de  libros  malos  y  nocivos". 

No  cabe,  pues,  duda  que  el  Concordato  reconoce  y  garantiza  a  los  Prela- 
dos el  derecho  a  exigir  la  destitución  de  los  maestros  dañinos.  Y  mucho  más 
ha  de  reconocerle  y  garantizarle  el  derecho  a  oponerse  a  que  escale  la  cá- 
tedra un  manifiesto  heterodoxo  o  corrompido.  "Turpius  eiicitur  quam  non 
admittitur  hospes"  (5).  "Mejor  es  prevenir  que  curar",  dice  el  axioma 
médico. 

497.  Decreto  sobre  inspección  eclesiástica.  Para  la  inspección  eclesiás- 
tica en  centros  de  enseñanza  media,  el  Ministerio  de  Educación,  de  acuerdo 
con  la  Jerarquía,  dictó  el  decreto  de  8  de  julio  1955;  Bol.  Ofi.  del  Est. 
11  ag.  1955.  La  inspección  de  la  enseñanza  media  de  la  Iglesia  es  una  ins- 
titución creada  por  la  Jerarquía  eclesiástica  y  reconocida  por  el  Ministerio 
de  Educación  Nacional,  según  lo  establecido  en  el  art.  59  de  la  ley  de  Ense- 
ñanza media,  26  feb.  1953  (art.  1). 

Los  inspectores  centrales  serán  nombrados  por  la  Comisión  Episcopal 
de  Enseñanza,  de  acuerdo  con  el  Ministerio,  en  número  suficiente  (art.  3). 
Serán  preferentemente  sacerdotes  seculares  acreditados.  No  podrán  ejercer 
función  docente  en  centros  de  enseñanza  media  (art.  4). 

La  Inspección  central  tiene  a  su  cargo  los  colegios  y  centros  de  la  dió- 
cesis; estará  en  contacto  con  la  Comisión  Episcopal  de  Enseñanza:  cui- 
dará de  que  sean  cumplidas  por  la  Inspección  diocesana  las  normas  de 
carácter  general,  dadas  por  el  Estado  (art.  6). 

La  Inspección  diocesana  radica  en  cada  diócesis;  actuará  de  acuerdo 
con  las  órdenes  que  reciba  del  Prelado  y  de  la  Comisión  Episcopal  (art.  8). 
Los  inspectores  diocesanos  serán  nombrados  por  el  Prelado,  en  número 
suficiente.  El  cual  notificará  los  nombres  a  la  Comisión  Episcopal,  para 
que  ésta  los  comunique  al  Ministerio  (art.  9). 

Podrán  ser  sacerdotes  seculares,  religiosos  o  religiosas,  y  en  casos  espe- 
ciales, seglares  (art.  10).  Durarán  tres  años,  pudiendo  repetirse  el  nombra- 
miento (art.  11). 

Visitarán  al  menos  una  vez  al  año  todos  los  centros  y  colegios  de  la  dió- 
cesis: a)  En  los  Colegios  de  la  Iglesia  sus  atribuciones  se  extienden  a 
todo  lo  relativo  al  funcionamiento  pedagógico  y  académico,  conforme  al 
art.  59  de  la  ley;  y  sin  perjuicio  de  las  atribuciones  que  el  art.  58  concede 
a  la  Inspección  del  Estado,  b)  En  los  centros  oficiales  y  privados  inspec- 
cionarán lo  relativo  a  la  enseñanza  de  la  religión,  a  la  ortodoxia  de  las 
doctrinas,  a  la  moralidad  y  al  servicio  religioso  prestado  por  los  alumnos 
(art.  12).  Consignarán  en  el  Libro  de  visitas  de  inspección'",  que  poseerá 
cada  colegio,  el  juicio  sobre  el  mismo,  y  conservarán  en  el  archivo  de  la 
Inspección  copia  de  todos  los  informes  emitidos  (art.  13).  Dos  veces  al 
año  será  comunicado  al  Prelado,  a  la  Inspección  central  y  al  Ministerio 
resumen  del  resultado  de  la  inspección.  En  casos  de  particular  interés,  in- 
mediatamente (art.  14). 


(5)    Ovidio,  Tristium. 
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Cuando  convenga  corregir  algo  en  la  función  docente,  previa  la  acquies- 
cencia  del  Prelado,  la  comunicarán  al  director  del  centro,  o  al  superior  del 
colegio  (art.  15). 

Los  inspectores  centrales  y  diocesanos  tendrán  sueldo  fijo  y  dietas. 

498.  Sanción  por  faltas  contra  la  religión.  Decreto  del  Min.  de  Educ. 
9  set.  1954.  Aprueba  el  reglamento  de  disciplina  académica  en  los  centros 
oficiales  de  enseñanza  superior  y  de  enseñanza  técnica  dependientes  del 
Ministerio  de  Educación.  Las  faltas  se  clasifican  en  graves,  menos  graves 
y  leves.  En  el  personal  docente  facultativo  y  técnico  son  faltas  graves  las 
manifestaciones  contra  la  religión  y  moral  católicas  o  contra  los  principios 
o  instituciones  del  Estado.  Circunstancia  agravante  el  cometerse  en  el 
desempeño  de  la  función  docente  (art.  2,  a)  1.^).  En  los  escolares,  las  mis- 
mas (art.  5,  a)  l.-O. 

§  4.    Enseñanza  de  la  religión 

499.  "El  Estado  español  garantiza  la  enseñanza  de  la  Religión  católica, 
como  materia  ordinaria  y  obligatoria,  en  todos  los  centros  docentes,  esta- 
tales o  no  estatales,  de  cualquier  orden  y  grado"  (art.  27,  n.  1). 

Es,  pues,  la  Religión  asignatura  ordinaria,  obligatoria  y  universal.  Como 
ordinaria,  corre  la  suerte  académica  de  las  otras  asignaturas  que  integran 
el  plan  de  estudios,  con  completa  igualdad.  Como  obligatoria,  ni  el  centro 
docente  podrá  omitir  la  clase,  ni  el  alumno  librarse  de  la  asistencia  a  ella. 
Como  universal,  obliga  a  todas  las  escuelas,  cualquiera  que  sea  su  régimen: 
del  Estado,  de  la  Iglesia  o  privados;  su  orden,  aun  las  especiales,  como  de 
artes  y  oficios,  militares,  etc.;  su  grado,  primario,  medio,  superior;  sus 
alumnos,  españoles  o  extranjeros. 

500.  Los  disidentes.  ''Serán  dispensados  de  tales  enseñanzas  los  hijos 
de  no  católicos,  cuando  lo  soliciten  sus  padres  o  quienes  hagan  sus  veces". 
Esto  es,  se  dispensa  a  los  hijos  de  no  católicos,  y  esto  solamente  cuando  lo 
soliciten  sus  padres  o  quienes  hagan  sus  veces. 

Si  los  padres  son  apóstatas  del  catolicismo,  en  teoría  podría  la  Iglesia 
forzarlos  para  que  no  impidan  la  educación  cristiana  de  sus  hijos;  ya  que 
tales  padres  son  subditos  de  la  Iglesia  por  el  bautismo,  y  a  la  Iglesia  cató- 
lica pertenecieron;  y  la  Iglesia  urge  sus  leyes;  más  con  los  apóstatas  que 
con  los  que  nunca  fueron  católicos;  v.  gr.,  en  cuanto  a  la  forma  de  celebra- 
ción del  matrimonio  (can.  1099,  >;  1,  n.  1).  Y  el  Estado  católico  de  suyo 
debería  proporcionar  a  la  Iglesia  los  medios  coercitivos  necesarios.  Pero 
prácticamente,  al  menos  de  ordinario,  habrá  que  tratar  a  los  hijos  de  los 
apóstatas,  como  a  los  de  los  que  nunca  fueron  católicos. 

Entendemos  que,  si  acaso  fuesen  ya  católicos  los  hijos  de  padres  acató- 
licos, no  se  atenderá  la  solicitud  de  los  padres  que  pidan  que  sus  hijos  no 
reciban  enseñanza  católica.  En  esto  los  hijos  no  están  sujetos  a  la  patria 
potestad,  por  ser  una  exigencia  contraria  al  derecho  divino. 

Al  contrario,  si  los  hijos  fueren  mayores  de  edad,  como  son  sui  iuris, 
juzgamos  que  no  hay  lugar  a  tal  solicitud  de  los  padres.  Entonces  los  hijos. 
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si  son  católicos  tendrán  obligación  de  recibir  la  instrucción  religiosa  cató- 
lica. Si  son  disidentes,  quedarán  en  libertad  de  recibirla  o  no. 

En  nuestro  sentir,  el  Concordato,  al  establecer  esta  excepción  acerca 
de  los  disidentes,  sólo  considera  el  caso  ordinario:  de  hijos  menores  cató- 
licos de  padres  acatólicos.  Los  otros  casos  serán  raros  en  España,  ya  que 
se  trata  de  estudiantes,  que  comúnmente  son  menores  de  edad,  y  serán 
acatólicos,  como  sus  padres.  Las  Leyes  no  suelen  darse  para  casos  que  sólo 
una  que  otra  vez  suceden,  como  se  expresan  los  jurisconsultos  romanos:  "Ex 
his,  quae  forte  uno  aliquo,  casu  accidere  possunt,  iura  non  constituuntur'' 
(Celso).  —  "Quod  enim  semel  aut  bis  exsistit...  praetereunt  legislatores"' 
(Paulo)  (6). 

Se  objeta.  ¿Por  qué  se  ha  de  obligar  a  los  disidentes  a  que  estudien  una 
religión  que  no  profesnn?  Esto  es  despotismo  religioso. 

Respóndese.  La  casi  totalidad  de  población  escolar  española  es  ca- 
tólica; a  ésta  i!P  deber  de  conciencia  les  impone  la  instrucción  católica» 
deber  que  su  madre  la  Ig'c^in  les  urge.  A  los  contad ísinios  acatólicos  que 
frecuenten  nuestras  aulas,  nadie  les  impone  la  profesión  o  la  práctica  de 
un  credo  que  no  es  el  suyo.  Tal  coacción  la  prohibe  el  mismo  derecho  ca- 
nónico: "A  nadie  se  fuerce  a  abraza;  la  fe  católica,  contra  su  voluntad'% 
dice  el  can.  1351.  Lo  único  que  se  pide,  a  título  de  cultura  y  amor  patrio, 
a  los  disidentes,  como  a  todos  los  estudiantes  españoles,  es  que  estudien  y 
conozcan  a  la  Iglesia. 

He  aqui  cómo  se  expresa  el  insigne  orador  V\zqh:z  de  Meíxa:  "Es  una 
exigencia  natural  de  la  cultura,  que  impone  el  haber  nacido  en  España,  y 
la  obligación  de  amar  a  la  patria,  y  de  servir  a  la  nación,  la  de  conocerla; 
y  como  no  se  la  puede  conocer  sin  conocer  su  principio  y  su  idea  direc- 
triz, es  necesario  conocer  la  enseñanza  católica;  y  por  consiguiente  esa 
enseñanza,  en  nombre  de  la  cultura  y  de  la  patria,  debe  ser  obligatoria... 
Debe  ser  obligatoria  en  las  escudas,  en  los  Institutos,  en  las  Universidades. 
Nadie  tiene  el  derecho  de  ignorar  a  su  nación  y  de  ignorar  a  su  patria;  y 
el  Poder  y  el  Estado  que  lo  decretan,  no  hacen  una  obra  de  cultura,  hacen 
una  obra  de  estulta  barbarie"  (7). 

501.  El  profesor.  "En  las  escuelas  primarias  del  Estado  la  enseñanza 
de  la  Religión  será  dada  por  los  propios  maestros,  salvo  el  caso  de  reparo 
por  parte  del  Ordinario  contra  alguno  de  ellos  por  los  motivos  a  que  se 
refiere  el  can.  1381.  §  3,  del  Código  de  Derecho  Canónico.  Se  dará  también 
en  forma  periódica  por  el  párroco  o  su  delegado,  por  medio  de  lecciones 
catequísticas"  (art.  21,  n.  2). 

Según  el  citado  canon,  el  Ordinario  tiene  derecho  a  exigir  la  destitución 
del  maestro  de  religión  por  motivo  de  fe  y  costumbres;  y  como  arriba  pro- 
bamos, este  derecho  se  ratifica  en  el  Concordato  español. 

¿Qué  hacer  cuando  el  maestro  de  Religión  es  el  mismo  maestro  de  es- 
cuela y  el  Prelado  le  rechaza  por  aquel  motivo?  ¿Deberá  cesar  en  su  cargo 
total  de  maestro  de  escuela?  El  Concordato  de  Rumania  (a.  1927),  art.  20, 
§  3-4,  sólo  obliga  al  maestro  a  cesar  en  la  enseñanza  religiosa,  continuando 
en  la  enseñanza  de  las  demás  materias.  En  este  caso  el  Ordinario  puede 
nombrar  otro  profesor  de  religión  a  sus  expensas. 

Esto  nos  parecería  un  premio  a  la  heterodoxia  o  a  la  inmoralidad  del 


(6)  Digesto,  lib.  1,  tit.  3,  leves  4,  6. 

(7)  Ex<tmen  del  nuevo  derecho  a  la  ignorancia  religiosa.  Obras  completas, 
tom.  19,  pp.  226-27.  Véase  Lodos,  en  Estudios  Ecles.  vol.  28  (1954)  pp.  176-78. 
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maestro;  exonerándole  de  la  carga  de  enseñar  la  religión  sin  mermarle  los 
ingresos;  y  por  el  contrario,  gravar  con  esta  carga  al  Prelado,  y  con  el  gra- 
vamen de  pagar  otro  profesor. 

Más  conforme  con  el  espíritu  de  nuestro  Concordato  nos  parece  que,  si 
se  diese  tal  caso,  el  Ministerio  destituyese  de  todo  el  cargo  a  ese  maestro, 
a  reclamación  del  Prelado.  Porque  ¿qué  bien  puede  hacer  un  maestro  así; 
o  qué  daño  no  hará  a  las  tiernas  almas  de  los  niños? 

502.  El  párroco  también  tiene  obligación  de  dar  lecciones  periódicas 
de  catecismo  en  las  escuelas  primarias.  La  expresión  concordada:  "se  dará 
también  en  forma  periódica  por  el  párroco",  significa,  no  una  mera  exhor- 
tación al  párroco  para  que  enseñe  el  catecismo  en  las  escuelas,  sino  un 
verdadero  precepto.  En  la  misma  forma  de  verbo  en  futuro  se  expresa  la 
obligación  del  maestro:  "la  enseñanza  de  la  religión  será  dada  por  los  pro- 
pios maestros". 

La  periocidad  o  frecuencia  de  la  catcquesis  del  párroco  en  las  escuelas 
no  la  determina  el  Concordato;  quedará  a  la  determinación  del  Ordinario 
diocesano.  Para  ser  debidamente  fructuosa  convendría  que  se  diese  una 
vez  a  la  semana;  o  si  las  escuelas  fuesen  varias  en  la  parroquia,  al  menos 
una  vez  al  mes  en  cada  parroquia. 

Para  este  oficio  el  párroco  puede  delegar  a  otros;  lo  más  propio  sería 
que  estos  delegados  sean  sacerdotes;  pero  nada  obsta  a  que  delegue  a  buenos 
catequistas  seglares,  como  establece  el  can.  1333  acerca  de  la  catcquesis 
parroquial. 

503.  En  los  centros  estatales  de  enseñanza  media  y  superior.  "En 

los  centros  estatales  de  enseñanza  media  la  enseñanza  de  la  Religión  será 
dada  por  profesores  sacerdotes  o  religiosos;  y  subsidiariamente  por  segla- 
res nombrados  por  la  autoridad  civil  competente,  a  propuesta  del  Ordinario 
diocesano". 

"Cuando  se  trate  de  escuelas  o  centros  militares,  la  propuesta  corres- 
ponderá al  Vicario  General  Castrense"  (art.  27,  n.  3). 

El  nombramiento  corresponde  a  la  autoridad  civil,  la  propuesta  a  la 
autoridad  eclesiástica  expresada.  En  los  Institutos  nacionales  habrá  como 
mínimo  una  plaza  de  profesor  y  otra  de  adjunto  (Decr.  21  mar.  1958).  No 
se  requiere  en  estos  profesores  grado  académico  en  ciencias  sagradas. 

"La  enseñanza  de  la  Religión  en  las  Universidades  y  en  los  centros  a 
ellas  asimilados  se  dará  por  eclesiásticos  en  posesión  del  grado  académico 
de  doctor,  obtenido  en  una  Universidad  eclesiástica,  o  del  equivalente  en 
su  Orden,  si  se  tratase  de  religiosos.  Una  vez  realizadas  las  pruebas  de  ca- 
pacidad pedagógica,  su  nombramiento  se  hará  a  propuesta  del  Ordinario 
diocesano"  (n.  5). 

Exígese  que  el  profesor  de  religión  en  Universidad  sea  eclesiástico,  no 
precisamente  sacerdote,  aunque  esto  es  lo  más  natural,  con  tal  que  sea 
doctor. 

El  doctorado  aquí  exigido  puede  ser  en  cualquier  Facultad  eclesiástica: 
de  Teología,  Cánones,  Filosofía,  Historia... 

¿Cuál  es  el  eqnioalente  en  las  Ordenes  religiosas?  No  se  trata  de  docto- 
rado obtenido  conforme  a  la  Constitución  Deus  scienliariim  de  Pío  XI, 
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en  ciertas  religiones  que  tienen  privilegio  de  dar  estos  grados,  pero  sólo  a 
los  religiosos  de  su  Orden,  este  es  verdadero  doctorado,  como  el  obtenido 
en  cualquier  universidad  eclesiástica  abierta  a  todos  los  alumnos.  Trátase 
de  un  título  análogo,  de  índole  doméstica,  con  que  algunas  Ordenes  conde- 
coran a  poquísimos  de  sus  miembros,  insignes  en  virtud  y  ciencia,  v.  gr.,  el 
grado  de  Maestro  en  Sagrada  Teología,  en  la  Orden  dominicana. 

El  Real  Decreto  de  7  de  setiembre  de  1868,  art.  1,  entre  las  cualidades 
que  deben  reunir  los  que  han  de  ser  promovidos  al  episcopado,  dice  que 
deben  "ser...  graduados  en  Teología  o  en  Derecho  canónico"  o  civil,  o 
maestros  de  Ordenes  religiosas".  Fórmula  parecida  emplea  el  can.  331,  §  1, 
n.  5:  Para  que  uno  se  juzgue  apto  para  el  episcopado  debe  estar  dotado  de 
grado  de  doctor,  o  al  menos  de  licenciado  en  Sagrada  Teología  o  Derecho 
canónico...;  o  si  se  trata  de  religioso,  que  tenga  de  sus  superiores  un  título 
similar  (8). 

504.  Disposiciones  comunes.  La  persona  del  profesor.  Como  queda 
dicho,  los  profesores  de  Religión  en  los  centros  estatales  de  enseñanza  media 
y  superior,  deben  ser  eclesiásticos;  en  los  de  enseñanza  media  subsidiaria- 
mente, a  falta  de  eclesiásticos,  pueden  ser  seglares. 

Asimismo  dicho  queda  que  en  los  de  enseñanza  superior  han  de  ser  doc- 
tores en  ciencias  sagradas  o  con  titulo  equivalente  en  su  Orden,  si  se  trata 
de  religiosos.  En  los  centros  de  enseñanza  media  no  se  requiere  grado  aca- 
démico; pero  en  igualdad  de  circunstancias  es  natural  que  se  prefieran  los 
graduados,  como  advierte  el  can.  1378  para  ciertos  oficios  eclesiásticos;  y 
en  particular  para  las  cátedras  de  Filosofía,  Teología  y  Derecho  Canónico 
(can.  1366,  ^  1). 

505.  Suficiencia  pedagógica.  "La  autoridad  civil  y  la  eclesiástica,  de 
común  acuerdo,  organizarán  para  todo  el  territorio  nacional  pruebas  espe- 
ciales de  suficiencia  pedagógica,  para  aquellos  a  quienes  deba  ser  confiada 
la  enseñanza  de  la  religión  en  las  universidades  y  en  los  centros  estatales 
de  enseñanza  media". 

''Los  candidatos  para  estos  últimos  centros,  que  no  estén  en  posesión 
de  grados  académicos  mayores  en  las  ciencias  sagradas  (doctores  o  licen- 
ciados o  el  equivalente  en  su  Orden,  si  se  trata  de  religiosos)  deberán  some- 
terse también  a  especiales  pruebas  de  suficiencia  cientifica". 

''Los  tribunales  examinadores  para  ambas  pruebas  estarán  compuestos 
por  cinco  miembros,  tres  de  ellos  eclesiásticos,  uno  de  los  cuales  ocupará  la 
presidencia"  (art.  27,  n.  4). 

Xo  es  deprimente  para  la  Iglesia  el  que  estos  sacerdotes  que  han  de  ser 
profesores  de  Religión  sean  examinados  por  un  tribunal  mixto;  pues  por 
una  parte  han  de  pertenecer  al  claustro  de  profesores  del  Instituto  del  Es- 
tado; y  por  otra,  la  mayoría  y  la  presidencia  en  el  tribunal  la  tendrán  los 
eclesiásticos. 

A  los  que  no  tienen  grado  mayor  prescríbense  dos  pruebas;  de  suficiencia 
científica  o  de  doctrina  suficiente;  y  de  suficiencia  pedagógica,  o  habilidad 
para  enseñar,  o  dotes  de  profesor.  A  los  graduados  sólo  se  les  exige  prueba 
de  suficiencia  pedagógica;  la  suficiencia  científica  se  supone  por  el  hecho  de 
ser  licenciado  o  doctor  en  ciencias  eclesiásticas.  Pero  la  ciencia  sola  no  basta 


(8)    Lodos,  pp.  182-83. 


20 


418 


LA  ENSEÑANZA  DE  LA  RELIGIÓN  EN  EL  CONCORDATO 


para  ser  profesor  aceptable;  una  cosa  es  saber,  y  otra  saber  enseñar.  Hay 
pozos  de  ciencia,  de  los  cuales  no  se  puede  sacar  el  agua. 

El  Decreto  8  de  jul.  1955  aprueba  el  Reglamento  para  el  nombramiento 
de  profesores  de  Religión  en  centros  oficiales  de  enseñanza  media  y  su- 
perior. 

Profesores,  pruebas  de  selección  (Ord.  del  Min.  de  Educ.  27  en.  1956). 

506.  Consideración  académica  del  profesor.  "Los  profesores  nombra- 
dos conforme  a  lo  dispuesto  en  los  nn.  3,  4  y  5  del  presente  articulo,  gozarán 
de  los  mismos  derechos  que  los  otros  profesores,  y  formarán  parte  del  claus- 
tro de  que  se  trate"  (n.  6). 

En  la  nomenclatura  académica  española  la  palabra  profesor  es  término 
genérico,  que  abarca  a  los  catedráticos,  adjuntos  y  ayudantes.  Así  en  la  ley 
de  ordenación  universitaria,  1946,  art.  56:  "Los  profesores  universitarios 
serán:  a)  catedráticos  numerarios  o  extraordinarios  de  Facultad;  b)  profe- 
sores adjuntos  de  Facultad;  c)  ayudantes  para  clases  prácticas,  clínicas  y 
laboratorios;  d)  profesores  encargados  de  cátedra  o  curso  en  cualquier  ór- 
gano o  servicio  universitario".  La  ley  de  ordenación  de  la  enseñanza  media, 
1953,  art.  43:  "El  personal  docente  de  los  Institutos  nacionales  de  enseñanza 
media  estará  formado  por:  a)  catedráticos  numerarios;  £»)  profesores  espe- 
ciales; c)  profesores  adjuntos;  d)  ayudantes". 

¿A  cuál  de  estos  profesores  equipara  nuestro  Concordato  los  profesores 
de  Religión  en  centros  superiores  o  medios? 

Sin  duda  a  los  de  mayor  categoría  académica  del  centro  docente,  esto 
es,  a  los  catedráticos  numerarios,  que  son  los  profesores  por  excelencia.  Com- 
pruébalo el  art.  54  de  la  ley  de  enseñanza  media.  "Los  profesores  de  Reli- 
gión de  todos  los  centros  oficiales  de  enseñanza  media  gozarán  de  la  misma 
consideración  académica  que  los  catedráticos  numerarios  del  centro  res- 
pectivo". 

¿Qué  alcance  tiene  la  equiparación?  Pleno,  el  que  en  cada  tiempo  esta- 
blezca la  ley  civil  para  los  catedráticos  numerarios  de  las  escuelas  supe- 
riores y  medias  del  Estado:  en  cuanto  al  desempeño  de  su  cátedra,  disfrute 
de  sueldo,  licencias  y  permisos;  protección  especial  en  los  casos  de  enfer- 
medad o  imposibilidad  física;  voz  y  voto  en  las  juntas  del  claustro,  retiro, 
jubilación  forzosa  o  voluntaria,  insignias,  precedencias,  etc. 

507.  Remoción.  "Serán  removidos,  cuando  lo  requiera  el  Ordinario 
diocesano,  por  alguno  de  los  motivos  contenidos  en  el  citado  canon  1381,  §  3, 
del  Código  del  Derecho  Canónico". 

"El  Ordinario  diocesano  deberá  ser  previamente  oído,  cuando  la  remo- 
ción de  un  profesor  de  Religión  fuese  considerada  necesaria  por  la  auto- 
ridad académica  competente,  por  motivo  de  orden  pedagógico  o  discipli- 
nar" (n.  6). 

Puede,  pues,  ser  removido:  o  por  iniciativa  del  Ordinario  diocesano,  o 
por  iniciativa  de  las  autoridades  académicas.  Por  iniciativa  o  exigencia  del 
Prelado,  por  razones  de  fe  y  costumbres  (can.  1381,  ^  3);  no  se  menciona 
aquí  como  causa  la  ineptitud  para  la  docencia  en  que  haya  caído  el  pro- 
fesor; o  el  descuido  en  el  cumplimiento  del  cargo.  Pero  claro  está  que,  si 
se  ha  hecho  inepto,  o  no  cumple  con  su  deber,  y  si  la  autoridad  académica 
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no  proveyere,  el  Prelado  debería  advertirlo  a  esta  autoridad,  y  amonestar 
al  profesor  negligente.  Por  motivos  de  orden  pedagógico  o  disciplinar  puede 
ser  removido  a  iniciativa  de  las  autoridades  académicas.  Mas  en  este  caso 
debe  ser  oído  antes  el  Ordinario  diocesano.  Esto  para  proceder  en  buena 
armonía;  para  que  el  Ordinario  proponga  los  reparos  que  tenga  a  la  re- 
moción. 

Cuando  el  Ordinario  lo  exija  por  algún  motivo  doctrinal  o  moral,  la 
autoridad  académica  deberá  remover  o  destituir  al  profesor.  Cuando  el  Pre- 
lado expusiese  motivo  de  orden  pedagógico  o  disciplinar,  la  autoridad 
académica  verá  si  los  toma  en  consideración  o  no.  Finalmente,  si  la  auto- 
ridad académica  es  la  que  toma  la  iniciativa  en  el  expediente  de  remoción 
por  motivo  pedagógico  o  disciplinar,  y  el  Prelado  opone  sus  reparos,  oídos 
éstos,  al  prudente  juicio  de  la  misma  autoridad  académica  competente  se 
dejará  el  decretar  o  no  la  destitución.  Pues  creemos  que  en  el  caso  tiene 
aplicación  el  principio  enunciado  en  el  can.  lüo,  relativo  a  los  actos  de 
los  superiores  eclesiásticos:  Cuando  el  derecho  establece  que  el  superior 
para  poner  cierto  acto  necesita  el  consentimiento  o  el  consejo  de  alguna 
o  algunas  personas:  1.°  Si  se  exige  el  consentimiento,  no  puede  obrar 
válidamente  el  superior  contra  el  voto  de  esa  persona  o  de  la  mayoría  de 
ellas.  2.°  Si  solamente  se  exige  el  consejo,  diciendo,  v.  gr.,  "con  el  consejo 
de  los  consultores",  o  bien,  ''oído  el  Cabildo,  el  párroco",  etc.,  tendrá  el 
superior  que  oir  el  consejo,  pero  no  tiene  obligación  de  atenerse  al  voto  de 
los  consultores;  la  decisión  se  deja  al  juicio  del  superior.  Es  natural  que 
la  autoridad  académica  sea  muy  ponderada  en  decretar  la  dimisión  del 
profesor,  si  los  reparos  del  Ordinario  son  sólidos  y  bien  fundados. 

En  todo  caso  el  decreto  de  remoción  ha  de  darle  la  autoridad  aca- 
démica. 

508.  "Los  profesores  de  Religión  en  las  escuelas  no  estatales  deberán 
poseer  un  especial  certificado  de  idoneidad,  expedido  por  el  Ordinario  pro- 
pio. La  revocación  de  tal  certificado  les  priva  sin  más  de  la  capacidad  de  la 
enseñanza  religiosa"  (n.  7). 

Adviértase  la  diferencia:  En  los  precedentes  nn.  3-6  del  art.  27  se  habla 
del  Ordinario  diocesano;  en  el  n.  7  del  Ordinario  propio.  Ordinario  diocesano 
o  del  lugar,  es  el  Obispo  de  la  diócesis,  el  Vicario  General,  el  Vicario  Capitu- 
lar y  el  Administrador  Apostólico.  Ordinario  a  secas  u  Ordinario  propio  es 
más  general:  los  mencionados,  y  además  los  superiores  mayores  de  religión 
clerical  exenta,  esto  es:  el  General,  Provincial,  Abad,  todos  los  que  según  las 
constituciones  de  cada  religión  tienen  potestad  cuasi  provincialicia  (cá- 
nones 198,  488,  n.  8). 

Por  tanto,  para  los  religiosos  de  religión  clerical  exenta  el  certificado 
de  idoneidad  le  dará  su  propio  superior  mayor.  Religión  clerical  exenta  se 
entiende  aquella  en  que  la  mayoría  de  sus  miembros  son  sacerdotes,  y  que 
no  está  sujeta  a  la  jurisdicción  del  Prelado  diocesano  (can.  488,  n.  2,  4). 
Estas  son  todas  las  religiones  clericales  de  votos  solemnes;  y  algunas  de 
votos  simples,  que  tienen  especial  privilegio  de  exención  (can.  616,  618). 

Para  los  religiosos  de  religión  no  exenta  el  certificado  le  dará  el  Ordi- 
nario del  lugar,  esto  es,  de  la  diócesis  donde  el  religioso  tiene  su  comu- 
nidad, que  éste  es  para  él  el  Ordinario  propio. 

509.  Programas  y  libros  de  texto.  "Los  programas  de  Religión  para 
las  escuelas,  tanto  estatales  como  no  estatales,  serán  fijados  de  acuerdo  con 
la  competente  autoridad  eclesiástica". 


420 


ENSEÑANZA  DE  LA  RELIGIÓN  EN  EL  CONCORDATO 


"Para  la  enseñanza  de  la  Religión  no  podrán  ser  adoptados  más  libros 
de  texto  que  los  aprobados  por  la  autoridad  eclesiástica"  (n.  8). 

Para  juzgar  del  contenido  doctrinal  de  los  textos  de  rsligión  destinados 
a  primera  enseñanza,  formarán  parte  de  una  de  las  dos  secciones  para  la 
selección  representantes  de  la  jerarquía  eclesiástica  (Decr.  22  set.  55). 

Entendemos  que  la  autoridad  eclesiástica,  con  quien  hay  que  contar 
para  la  designación  de  programas  y  libros  de  texto,  es  el  Ordinario  de  la 
diócesis  donde  se  halla  el  centro  docente  de  que  se  trata.  Pues  el  can.  1381, 
§  3,  le  atribuye  el  derecho  de  aprobar  los  maestros  y  libros  de  religión. 
Será  razonable,  por  lo  común,  que  el  Prelado  sea  deferente  con  el  profesor 
en  la  elección  del  libro  de  texto. 

510.  Exámenes  para  la  reválida.  Instrucción  del  Min.  de  Educ.  2  en. 
1958,  Bol.  21.  La  Inspección  de  la  Enseñanza  media  solicitará  de  los  Ordi- 
narios de  las  diócesis  donde  hayan  de  celebrarse  los  exámenes  la  designa- 
ción de  un  profesor  oficial  de  Religión,  como  vocal,  y  otro  como  suplente, 
que  actúen  en  cada  uno  de  los  grados  elemental  y  superior,  para  juzgar  de 
la  reválida  de  esa  materia  a  los  alumnos  que  se  presenten  ante  cada  tri- 
bunal. Los  alumnos  de  centros  de  una  diócesis,  que  se  examinen  en  loca- 
lidad de  otra  diócesis,  lo  harán  ante  el  vocal  de  Religión  designado  por  el 
Ordinario  de  esta  última  diócesis. 

511.  Conclusión.  Con  la  novísima  legislación  civil  acerca  de  la  ense- 
ñanza de  la  Religión  en  todas  las  escuelas,  y  con  la  legislación  concordada, 
que  la  corrobora,  tenemos  los  españoles  logrado  lo  que  en  tiempos  peores 
trataron  de  arrebatarnos  Gobiernos  liberales  o  impíos,  y  por  lo  que  tantas 
campañas  de  religión  hemos  sostenido  los  católicos. 

Las  cátedras  de  Religión,  reservadas  a  los  sacerdotes,  son  de  la  mayor 
importancia.  Piensen,  pues,  los  profesores  la  responsabilidad  que  contraen 
ante  Dios,  ante  la  Iglesia  y  ante  la  patria  en  su  desempeño.  Desgraciada- 
mente se  oyen  no  pocas  quejas  y  muy  fundadas,  de  las  deficiencias  en  su 
enseñanza.  Y  no  sólo  en  los  centros  del  Estado,  sino  también  en  los  estable- 
cimientos no  estatales;  tomando  esta  enseñanza  con  tal  remisión  y  falta 
de  interés,  como  si  el  mismo  profesor  no  diera  importancia  a  esta  asigna- 
tura; haciendo  concebir  a  los  alumnos  y  a  los  demás  cierto  menosprecio  de 
la  Religión.  ¡Qué  responsabilidad  la  de  tales  profesores!  Y  ¡qué  responsa- 
bilidad la  de  los  Prelados  que  elijan  profesores  de  religión  ineptos,  o  los 
sostengan  en  su  cargo,  a  pesar  de  su  ineptitud!  Cuán  doloroso  es  oir  que  en 
algunas  Universidades  e  Institutos  el  profesor  más  desacreditado  es  el  de 
Religión.  Cierto,  para  desempeñar  esa  cátedra  tal  como  algunos  lo  hacen, 
seria  preferible  que  se  suprimiese  la  asignatura  de  Religión;  pues  en  lugar 
de  aprovechar  a  los  alumnos  su  enseñanza,  les  produce  desprecio  de  la 
religión  misma.  Tomen,  pues,  con  empeño  la  enseñanza  religiosa  que  se  les 
ha  confiado;  y  exijan  con  seriedad  a  los  alumnos  en  los  exámenes  cuenta 
de  esta  importantísima  asignatura. 

Por  otra  parte  es  de  lamentar  que,  especialmente  en  el  plan  universi- 
tario, se  le  dedique  tan  insignificante  número  de  clases,  que  sea  difícil  al 
profesor  desarrollar  cierto  cuerpo  de  doctrina  religiosa  un  tantico  completo. 
Pero  mientras  este  número  no  se  aumente,  esfuércese  el  i)rofesor  en  sacar 
de  lo  que  se  le  asigna  el  mayor  partido  posible. 
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Adviertan  por  fin  los  párrocos  que  es  obligación  suya  el  tener  explica- 
ciones de  catecismo  en  las  escuelas  primarias  nacionales,  por  si  o  por  dele- 
gados, según  queda  expuesto.  Es  un  derecho,  que  defendimos  con  ardor  en 
época  de  liberalismo  gubernamental,  al  intentar  el  Gobierno  desterrar  a  la 
Iglesia  de  la  escuela.  Pero  que  no  nos  puedan  algún  dia  los  gobernantes 
echar  en  cara  lo  que  cierto  Ministro  liberal  respondió  a  un  Prelado  que  en 
el  Senado  propugnaba  este  derecho  de  la  Iglesia:  Bien,  pero  si  los  minis- 
tros de  la  Iglesia  tienen  derecho  a  enseñar  el  catecismo  en  las  escuelas, 
también  tienen  el  deber  de  enseñarle.  Por  desgracia,  ¡qué  pocos  sacerdotes 
se  presentaban  en  las  escuelas  a  enseñar  el  catecismo! 

Asi  sucedió  que  cuando  algunos  quisieron  hacerlo,  se  les  ponian  dificul- 
tades, por  el  desuso  del  derecho.  Porque  derecho  que  no  se  ejercita,  fácil- 
mente se  pierde  de  hecho. 

CAPITULO  XXX 

Concordato,  artículo  28 

CURSOS  DE  CIENCIA  SAGRADA 

La  cátedra  de  Religión  en  la  escuela  española,  tal  como  se  garantiza 
en  el  Concordato,  asegura  al  estudiante  una  instrucción  religiosa  al  nivel 
de  la  ciencia  profana.  Pero  hay  más,  a  los  que  desean  un  caudal  mayor  de 
ciencia  sagrada,  hoy  más  necesario  que  nunca  para  ejercer  el  apostolado 
seglar,  y  para  defender  la  Religión  católica  contra  las  impugnaciones  de 
tantos  adversarios,  a  estos  jóvenes,  que  gracias  a  Dios  no  faltan,  el  Con- 
cordato les  abre  las  puertas  de  otras  cátedras  más  elevadas  de  ciencia  sa- 
grada; bien  en  las  universidades  del  Estado,  bien  en  las  universidades  de 
la  Iglesia. 

512.  Cursos  en  las  universidades  del  Estado.  Gloriosa  historia  tie- 
nen ias  cátedras  de  ciencia  sagrada  con  grados  académicos  en  las  univer- 
sidades civiles.  Recordemos  solamente  la  Universidad  de  Méjico  fundada 
en  1551  por  la  Gobernadora  de  España,  la  cual  confería  grados  en  Cánones  y 
en  Teología. 

Cuéntanse  en  nuestros  días  hasta  138  Facultades  teológicas,  que  funcio- 
nan en  universidades  civiles  de  35  naciones.  A  raíz  de  la  implantación  de 
la  Constitución  "Deus  scientiarum"  (1933),  eran  25  las  Universidades  del 
Estado,  que  tenían  facultad  pontificia  de  conferir  grados  académicos  en 
ciencias  eclesiásticas,  con  pleno  valor  canónico;  a  saber:  en  Alemania,  8; 
en  Austria,  4;  en  Polonia,  4;  en  Checoslovaquia,  3;  en  Yugoslavia,  2;  en 
Francia,  Lituania,  Malta  y  Perú,  1.  Algún  rubor  debía  causar  a  los  españo- 
les, que  en  nuestra  nación,  la  más  católica  del  mundo,  faltasen  tales  cáte- 
dras universitarias. 

Nuestro  insigne  Menéndez  Pel.wo  llamó  a  la  Teología,  "base,  funda- 
mento y  supuesto  de  la  ciencia  cristiana,  altísimo  y  necesario  complemento 
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de  todos  los  saberes  que  puede  lograr  el  hombre  mediante  el  natural  es- 
fuerzo de  su  razón' en  esta  vida"...  "Eje  de  oro  de  nuestra  ciencia"  (1). 

La  Universidad  española,  precisamente  por  haber  sido  de  las  más  teo- 
lógicas de  la  cristiandad,  fue  la  que  más  se  resintió  a  los  ataques  de  la  im- 
piedad del  siglo  XIX,  que  acabó  por  desterrar  la  Teología  de  nuestras  Uni- 
versidades, sin  que  hasta  ahora  se  haya  repuesto. 

Reservado  estaba  al  actual  Concordato  reparar  esta  deficiencia.  Un  ven- 
turoso anticipo  teníamos  en  el  "Instituto  Angélico"  creado  por  decreto  del 
Ministerio  de  Educación,  6  de  febrero  1953,  una  de  cuyas  razones,  según  el 
mismo  decreto,  es  "superar  el  aislamiento  existente  entre  el  mundo  intelec- 
tual seglar  y  el  mundo  intelectual  eclesiástico...,  iniciando  la  formación  de  un 
ambiente  universitario  nuevo,  de  preocupaciones  y  estudios  comunes  a  se- 
glares y  eclesiásticos". 

''Las  Universidades  del  Estado,  de  acuerdo  con  la  competente  autoridad 
eclesiástica,  podrán  organizar  cursos  sistemáticos,  especialmente  de  Filo- 
sofía escolástica.  Sagrada  Teología  y  Derecho  Canónico,  con  programas  y 
libros  de  texto  aprobados  por  la  misma  autoridad  eclesiástica''  (art.  28,  n.  1). 

La  organización  de  estos  cursos  sistemáticos  supone  toda  una  estructura 
científica  y  una  enseñanza  en  todo  conforme  a  los  principios,  métodos  y 
técnica  de  las  ciencias  espirituales  y  directivas  de  la  conducta  humana. 

El  alcance  de  estos  cursos  sistemáticos  puede  irse  ampliando  hasta  lle- 
gar a  la  restauración  de  las  antiguas  Facultades  de  Filosofía,  Teología  y 
Cánones,  que  en  otros  tiempos  compartieron  sus  glorias  con  las  de  Medicina, 
Derecho  y  Letras  humanas  en  nuestras  Universidades.  Claro  que  el  poder 
dar  grados  con  valor  canónico  necesitan  recibirlo  de  la  Santa  Sede  (ca- 
non 1377);  la  cual  hoy  por  hoy  se  muestra  difícil  a  tales  concesiones. 

El  profesorado.  "Podrán  enseñar  en  estos  cursos  profesores  sacerdotes, 
religiosos  o  seglares,  que  posean  grados  académicos  mayores,  otorgados  por 
una  universidad  eclesiástica,  o  títulos  equivalentes  obtenidos  en  su  propia 
Orden,  si  se  trata  de  religiosos;  y  que  estén  en  posesión  del  «Nihil  obstat» 
del  Ordinario  diocesano"  (art.  28,  n.  1). 

Este  Ordinario  que  ha  de  dar  el  Nihil  obstat,  será  el  de  la  diócesis  donde 
ha  de  ejercerse  la  función  académica;  por  analogía  de  los  profesores  de 
religión  en  las  escuelas  medias  y  superiores;  y  de  la  aprobación  de  los  libros 
de  texto  y  programas. 

Pero  además  habrán  de  tenerse  presentes  las  normas  de  la  S.  Cong.  del 
Concilio,  22  de  febrero  1927  (2),  sobre  los  sacerdotes  profesores  en  las  escue- 
las públicas:  N.  4:  El  sacerdote  no  pretenda  ni  acepte  este  ministerio,  sin 
el  consentimiento  explícito  de  su  Ordinario,  consentimiento  que  por  su  na- 
turaleza es  revocable.  N.  6:  Podrá  el  Ordinario  permitir  que  un  sacerdote 
diocesano  vaya  a  otra  diócesis  a  ejercer  el  ministerio,  pero  de  tal  suerte 
que  retendrá  el  cargo  al  arbitrio  del  Ordinario  propio  y  del  Ordinario  del 
lugar. 

Como  en  este  pasaje  el  Concordato  nada  dice  de  la  remoción  de  los  pro- 
fesores, juzgamos  vigentes  estas  normas  (3). 

(1)  Discurso  en  hi  sesión  inaugural  del  primer  Congreso  Católico  nacional 
español  de  Madrid,  2  niay.  1889.  Obras  completas,  t.  43,  p.  277. 

(2)  Acld  Aposf.  Sed.  2Í),  í)9. 

(3)  Rk<;atillo,  f.os  sdcerdoíes  en  los  eentros  docentes  del  Fshidn,  en  "Sal 
Terrac",  1955,  pp.  630-39. 
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513.  Cursos  en  las  universidades  eclesiásticas.  "Las  autoridades  ecle- 
siásticas permitirán  que  en  algunas  de  las  universidades  eclesiásticas  de- 
-pendientes  de  ellas  se  matriculen  los  estudiantes  seglares  en  las  Facultades 
superiores  de  Sagrada  Teologia,  Filosofia,  Derecho  Canónico,  Historia  Ecle- 
siástica, etc.;  asistan  a  sus  cursos,  salvo  en  aquellos  que,  por  su  índole  estén 
reservados  exclusivamente  a  los  estudiantes  eclesiásticos;  y  en  ellas  alcan- 
cen los  respectivos  titulos  académicos"  (art.  28,  n.  2), 

Asi  facilita  el  Concordato  la  profunda  formación  en  ciencia  sagrada  a 
los  seglares  que  la  deseen;  y  reúnan  los  requisitos  exigidos  por  la  "Deus 
scientiarum"  y  las  Ordinationes  de  la  S.  Cong.  de  Seminarios  y  Universida- 
des. Pues  también  estos  documentos  pontificios  admiten  a  los  seglares  en 
las  aulas  de  las  Universidades  de  estudios  eclesiásticos;  aun  en  orden  a 
obtener  los  grados;  señalando  para  ellos  especiales  requisitos  (4). 

Las  ventajas  científicas  y  pedagógicas  de  esta  formación,  sobre  todo  para 
los  profesores  de  las  Universidades  del  Estado,  son  evidentes. 

En  los  tiempos  de  máximo  esplendor  de  la  ciencia  sagrada,  los  seglares 
asistían  en  gran  número  a  sus  cátedras.  Hoy  mismo  asi  lo  hacen  no  pocos 
en  las  Facultades  pontificias  de  Roma.  En  España  raros  serán  los  que  sigan 
normalmente  sus  cursos  y  obtengan  los  títulos  académicos  correspondien- 
tes. Pero  en  fin  no  se  les  cierran  las  puertas  a  los  que  quieran  entrar 
por  ellas.  Asi  se  admiten  seglares  en  la  Facultad  de  Derecho  Canónico  de 
la  Tniversidad  Pontificia  de  Comillas,  Facultad  sita  en  Madrid. 

No  impone  el  Concordato  a  las  autoridades  eclesiásticas  la  admisión  de 
seglares  a  aquellas  clases,  que  por  su  índole  están  reservadas  a  los  estu- 
diantes eclesiásticos;  como  podrían  ser  las  de  Teología  Moral  y  Pastoral; 
pero  aun  a  éstas  podrían  admitirlos,  según  su  prudencia.  Más  aún,  en  el 
caso,  bien  raro,  que  un  seglar  quisiese  graduarse  en  Teología,  creemos 
que  deberían  ser  admitidos  a  estas  clases;  ya  que  tales  asignaturas  son 
necesarias  para  el  grado;  y  necesario  es  también  el  examen  aprobatorio  de 
ellas  y  la  escolaridad  (5). 

CAPITULO  XXXI 
Concordato,  artículo  29 

ORIENTACION  CATOLICA  DE  LA  OPINION  PUBLICA 

514.  "El  Estado  cuidará  de  que  en  las  instituciones  y  servicios  de  forma- 
ción de  la  opinión  pública,  en  particular  en  los  programas  de  radiodifusión 
y  televisión,  se  dé  conveniente  puesto  a  la  exposición  y  defensa  de  la  verdad 
religiosa  por  medio  de  sacerdotes  y  religiosos,  designados  de  acuerdo  con 
el  respectivo  Ordinario"  (art.  29). 

Este  artículo  concordado  supone  en  primer  lugar  que  la  actual  legisla- 
ción civil  y  su  práctica  confieren  a  los  órganos  estatales  una  influencia  en 
cierto  modo  decisiva,  en  la  orientación  de  los  servicios  de  formación  de  la 
opinión  pública.  De  hecho  en  el  Estado  nuevo  se  ha  creado  el  Ministerio  de 


(4)  Const.  art.  24-25;  Ordinal,  art.  12-17. 

(5)  Const.  art.  37;  Ordin.  art.  29. 
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Información  y  Turismo,  cuya  actuación  hasta  se  ha  juzgado,  aun  por  cató- 
licos, demasiado  acaparadora  de  la  publicidad,  coartando  la  libertad  razona- 
ble de  manifestación  de  noticias  y  criterios,  que  acaso  no  sean  los  del  Go- 
bierno. Recuérdese  la  correspondencia  mantenida  sobre  este  punto  entre 
el  Sr.  Obispo  de  Málaga  y  el  Sr.  Ministro  de  Información,  sobre  la  proce- 
dencia de  una  nueva  ley  de  prensa.  Dificilísimo  será  otorgar  la  libertad  en 
su  justo  medio;  y  más  difícil  aún  que  ese  justo  medio  se  observe  en  la  rea- 
lidad, y  que  esta  libertad  no  degenere  en  abuso  licencioso. 

Supone  también  este  artículo  la  parte  negativa  de  evitar  la  difusión  de 
cuanto  esté  en  pugna  con  la  doctrina  y  moral  cristianas.  Ya  el  art.  26  de- 
claró con  respecto  a  las  escuelas  que  "los  Ordinarios  podrán  exigir  que  no 
sean  permitidos  o  que  sean  retirados  los  libros,  publicaciones  y  material  de 
enseñanza  contrarias  al  dogma  y  a  la  moral  católica".  Y  más  en  general 
el  Protocolo  al  artículo  2  ratifica  el  art.  3  del  Concordato  de  1851:  "Su  Ma- 
jestad y  su  Real  Gobierno  dispensarán  asimismo  su  poderoso  patrocinio  y 
apoyo  a  los  Obispos  en  los  casos  que  le  pidan,  principalmente  cuando  hayan 
de  oponerse  a  la  malignidad  de  los  hombres,  que  intenten  pervertir  los 
ánimos  de  los  fieles  y  corromper  sus  costumbres;  o  cuando  hubiere  de  im- 
pedirse la  publicación,  introducción  o  circulación  de  libros  malos  o  no- 
civos". 

En  aquella  fecha  el  Concordato  de  1851  no  podía  mencionar  expresa- 
mente otro  medio  de  difusión  que  la  prensa,  porque  otros  como  la  radio, 
el  cine,  la  televisión,  no  se  habían  inventado;  pero  en  la  generalidad  con 
que  está  redactado  aquel  art.  3  abarca  a  todos  los  medios  de  difusión  del 
pensamiento,  presentes  y  futuros  o  posibles.  Contra  los  abusos  de  estos 
medios  el  anterior  y  el  actual  Concordato  dan  a  los  Prelados  derecho  a 
exigir  el  auxilio  del  brazo  secular,  y  el  Estado  se  compromete  a  prestarle. 

Pero  el  art.  29  se  fija  en  la  parte  positiva  del  problema  de  la  orientación 
de  la  opinión  pública  en  el  sentido  religioso.  El  Estado  cooperará  a  la  ex- 
posición y  defensa  de  la  verdad  religiosa,  poniendo  a  disposición  de  la  Igle- 
sia los  medios  de  difusión.  Todos  en  general:  la  prensa,  periódica  o  no; 
el  cine,  el  teatro,  cualquier  otra  forma  de  influir  sobre  la  opinión  pública, 
que  los  progresos  de  la  técnica  hagan  posibles.  En  concreto  se  mencionan 
la  radio  y  la  televisión.  ¿Por  qué  esta  especificación?  Tal  vez  por  su  nove- 
dad; ya  que  en  los  otros  campos  de  difusión,  especialmente  en  la  prensa, 
se  viene  trabajando  de  antiguo  y  ya  existe  legislación. 

515.  Problemas  quedan  que,  si  bien  no  están  expresamente  menciona- 
dos en  el  art.  29,  pueden  considerarse  incluidos  en  él.  Por  ejemplo:  Parece 
lógico  que,  si  la  exposición  y  defensa  de  la  verdad  religiosa  ha  de  hacerse 
por  sacerdotes  y  religiosos  designados  por  la  autoridad  civil,  de  acuerdo  con 
el  respectivo  Ordinario,  sus  actuaciones  estén  inmunes  de  la  censura  civil 
usual;  pues  se  trata  de  personas  que  merecieron  la  confianza  de  ambas  po- 
testades. Parece  también  lógico,  que  se  vede  la  difusión  de  lo  contrario  a 
la  verdad  religiosa.  Sería  contrasentido  comprometerse  a  su  exposición  y 
defensa,  y  pocos  minutos  después  en  la  misma  radio,  o  en  otro  lugar  del 
periódico,  se  la  impugne. 

Fornuición  adecuada.  Nadie  puede  poner  en  duda  la  eficacia  del  apos- 
tolado ejercido  por  estos  medios  modernos  de  difusión  del  pensamiento. 
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Nuestras  leyes  civiles,  nuestro  Concordato,  están  a  favor  nuestro.  Pero  el 
manejo  de  tales  medios,  requieren  competencia  y  habilidad;  y  éstas  re- 
quieren formación  adecuada.  Por  falta  de  ella  vienen  artículos  de  prensa 
que  no  se  leen;  emisiones  de  radio,  que  no  se  escuchan;  películas  que  caen 
en  el  vacio.  ¿No  podría  pensarse  en  instituciones  donde  se  preparen  los 
llamados  a  este  apostolado  peculiar? 

Cooperación.  Tenemos  los  españoles  gracias  a  Dios  dotes  muy  aprecia- 
bles  que  los  extranjeros  envidiarían;  pero  estas  dotes  las  hacemos  en  gran 
parte  ineficaces  por  el  espíritu  individualista  que  nos  caracteriza:  cada  uno 
que  se  arregle.  Decíanos  el  polaco  P.  Ledokowski,  General  de  la  Compañía 
de  Jesús,  en  circunstancias  bien  aciagas  para  España:  Yo  me  maravillo  del 
mucho  bien  que  podrían  hacer  tantos  hombres  buenos  como  hay  en  España, 
si  estuviesen  unidos. 

La  prensa,  la  radio,  el  cine  son  empresas  que  requieren  la  colaboración 
amigable  de  muchos.  Así,  pues,  ¡colaboración,  colaboración! 

Con  lo  dicho  queda  desvanecido  el  reparo  que  alguna  revista  extranjera 
ha  puesto  a  nuestro  Concordato:  que  no  se  ocupa  de  la  prensa.  Ya  dice 
bastante,  aunque  en  términos  generales;  ni  es  propio  de  un  Concordato 
de  carácter  general,  para  tantos  asuntos,  detallar,  como  se  haría  en  una  ley 
de  prensa. 

CAPITULO  XXXII 

Concordato,  artículo  30 

SEMINARIOS  Y  UNIVERSIDADES  ECLESIASTICAS 
§  1.  Nociones 

516.  Nombres.  Seminario,  en  virtud  de  la  palabra,  significa  semillero. 
Según  el  sentido  actual  vemos  usado  por  primera  vez  este  nombre  en  la 
carta  de  los  Cardenales  asistentes  al  Concilio  de  Trento,  dirigida  al  Carde- 
nal Farnesio,  6  de  abril  de  1564.  En  el  mismo  sentido,  de  centro  de  forma- 
ción eclesiástica  para  escolares  de  la  Compañía  de  Jesús,  se  emplea  en  la 
bula  Exposcit  dehitum,  de  Julio  III,  21  jul.  1550,  confirmatoria  del  Instituto 
de  la  misma  Compañía.  Ocurre  con  frecuencia  en  las  cartas  de  San  Ignacio, 
23  en.  18  ag.  1554...  (1).  Tal  vez  de  este  Santo  copió  el  nombre  su  íntimo 
amigo  el  Cardenal  Pole,  inglés,  el  cual  le  empleó  en  el  Concilio  de  Londres, 
1556,  decreto  11 ;  y  de  aquí  tomó  el  nombre  y  el  sentido  el  Concilio  Tridentino, 
ses.  23,  cap.  18  de  reformatione.  De  suerte  que,  en  suma,  el  nombre  Semi- 
nario, o  colegio  destinado  a  la  educación  de  jóvenes  para  el  sacerdocio,  pa- 
rece debido  al  español  San  Ignacio  de  Loyola. 

Noción.  El  Seminario  defínele  el  can.  1354,  ^  1 :  Colegio  en  el  que  los 
jóvenes  se  educan  para  el  estado  clerical. 

517.  Historia.  1)  Española  puede  también  decirse  la  institución  de 
los  seminarios;  pues  aunque  no  faltaron  ya  desde  los  primeros  tiempos  de 

(1)  Momimenta  Iqnatictna,  ser.  I,  tom.  6,  p.  230;  Braunberger.  S.  Petri  Canisii 
epist.  et  Acta,  tom.  I,  p.  493. 
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la  Iglesia  escuelas  o  centros  catequísticos,  donde  se  adquiriese  la  ciencia 
sagrada,  como  las  famosas  escuelas  catequéticas  de  Alejandría  en  los  si- 
glos II  y  III,  éstas  no  fueron  verdaderos  seminarios  o  centros  reservados  a 
la  formación  del  clero.  La  verdadera  fundación  de  los  seminarios  ha  de 
atribuirse  al  Concilio  II  de  Toledo,  canon  1  (año  527);  y  sobre  todo  al  Con- 
cilio IV  Toledano,  can.  24  (año  633),  presidido  por  el  Doctor  de  la  Iglesia, 
San  Isidoro  de  Sevilla. 

Xo  seguiremos  paso  a  paso  todas  las  vicisitudes  de  esta  gloriosa  institu- 
ción. Los  males  deplorados  en  la  Iglesia  durante  los  siglos  xiv,  xv  y  xvi, 
atribuíanse  en  gran  parte  a  la  falta  de  seminarios  clericales. 

2)  San  Ignacio,  con  aquella  vista  perspicaz  que  Dios  le  dio  para  conocer 
los  males  y  sus  remedios,  y  aquel  ardentísimo  celo  por  su  curación,  no  halló 
remedio  más  eficaz  para  sanar  las  llagas  de  la  Europa  central,  infestada  de 
protestantismo,  que  la  fundación  de  Seminarios.  Ya  hacia  el  año  1541,  al 
enviar  a  Alemania  a  uno  de  sus  primeros  compañeros,  al  francés  P.  Jayo, 
le  recomendó  que  no  dejase  de  inculcar  a  los  Príncipes  y  a  los  Obispos  la 
fundación  de  Seminarios.  El  mismo  Jayo,  nombrado  más  tarde  procurador 
del  Cardenal  de  Hausburgo  en  el  Concilio  de  Trento,  se  lo  persuadió  a  los 
Legados  Pontificios,  y  lo  propuso  en  la  sesión  V,  6  de  abril  1546.  Interrum- 
pido el  Concilio,  nada  pudo  hacerse  por  entonces.  Entre  tanto  San  Ignacio 
en  1553  fundó  en  Roma  el  Colegio  Germánico,  verdadero  seminario  para 
jóvenes  de  la  Europa  central;  y  él  mismo  le  dio  su  Reglamento. 

En  1556  el  Cardenal  Pole,  enviado  como  Legado  pontificio  a  Inglaterra, 
convocó  el  Concilio  de  Londres,  y  por  inspiración  de  San  Ignacio,  de  quien 
era  amicísimo,  prescribió  la  fundación  de  seminarios  en  todas  las  diócesis 
(decreto  11,  de  reforma). 

Por  fin  restablecido  el  Concilio  de  Trento,  el  año  1563,  en  la  sesión  23, 
de  reforma,  cap.  18,  copió  casi  a  la  letra  el  decreto  de  Londres,  extendién- 
dole a  toda  la  Iglesia.  Por  lo  cual  es  considerado  por  muchos  el  fundador 
de  la  Compañía  de  Jesús  como  inventor  de  los  seminarios  llamados  conci- 
liares, por  haberlos  prescrito  en  todas  las  diócesis  el  Concilio  de  Trento  (Re- 
GATiLLO,  en  Hechos  y  Dichos,  1935,  2.°,  p.  269). 

Pero  mucho  antes  de  que  el  Concilio  Tridentino  decretase  la  erección  de 
seminarios  diocesanos,  ya  habia  fundado  varios  el  Beato  Juan  de  Avila: 
en  Granada,  1537;  en  Jerez  de  la  Frontera,  1538;  en  Priego,  Montilla,  y 
sobre  todo  la  Universidad  de  Baeza,  1538-40.  En  el  de  Córdoba,  1536,  desem- 
peñó él  mismo  la  cátedra  de  Sagrada  Escritura. 

En  Trento,  fuera  de  la  primera  indicación  hecha  por  el  P.  Jayo,  S.  I., 
6  de  abril  1546,  el  Memorial  primero  de  reforma,  compuesto  por  el  Beato 
Avila,  y  presentado  por  el  Arzobispo  de  Granada  Pedro  Guerrero,  aventajó 
a  todos  los  precedentes  tridentinos,  incluso  al  del  Cardenal  Pole  (1556);  no 
sólo  en  el  orden  de  tiempo  (1550-51),  sino  en  su  contenido.  Ninguno  habla 
de  una  manera  tan  tajante  y  clarividente  sobre  la  necesidad  absoluta  de 
comenzar  por  aqui  la  reforma;  ninguno  expone  tan  hermosamente  lo  rela- 
tivo a  la  vocación  al  sacerdocio,  formación  en  letras  y  piedad,  personal 
directivo  del  Seminario,  etc.  Más  exigente  él  que  el  Concilio  mismo,  la 
Iglesia  ha  venido  a  darle  la  razón  en  la  organización  de  los  actuales  Semi- 
narios y  Universidades  (2). 

(2)  ExcMO.  Sn.  I).  Lai  reano  Castán,  Obispo  Auxiliar  do  Tarrn.ííona,  El  Beato 
Maestro  Juan  de  Avita,  reformador  //  homlyre  de  ¡ei/es  ij  de  cánones,  1954  (Inédito), 
cap.  4,  scc.  1,  art.  5. 
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3)  Eji  España,  publicados  los  decretos  tridentinos  como  ley  del  Reino, 
por  orden  del  Rey  Felipe  11,  el  12  de  julio  de  1564  (3),  las  Cortes  en  1566-67 
elevaron  al  Monarca  la  petición  de  que  urgiese  la  fundación  de  los  semina- 
rios; a  lo  Que  respondió:  "Se  a  escrito  a  los  perlados  nos  adviertan  lo  que 
les  paresce  a  cada  uno  en  su  iglesia,  lo  qual  visto  y  entendido,  Nos  manda- 
remos dar  todo  favor  y  ayuda  para  questa  santa  obra  se  ponga  en  exe- 
cución"  (4). 

En  vista  de  que  la  obra  no  iba  tan  bien  como  seria  menester,  insistieron 
las  Cortes  de  1576-77  y  de  nuevo  las  de  1586-87  (5)  hasta  el  punto  de  que 
el  mismo  Felipe  II,  y  después  Felipe  III,  encargaron  al  Consejo  de  Castilla 
el  cuidado  permanente  de  este  negocio  (6). 

A  i^esar  de  las  insistencias,  los  Seminarios  no  se  fueron  fundando  en 
España  sino  lentamente;  algunos  en  el  siglo  xix. 

4)  En  el  Concordato  de  1851,  art.  28,  el  Gobierno  se  comprometió  a 
"adoptar  las  disposiciones  oportunas  para  que  se  creen  sin  demora  semi- 
narios conciliares  en  las  diócesis  donde  no  se  hallen  establecidos;  a  fin  de 
que  en  lo  sucesivo  no  haya  en  los  dominios  españoles  iglesia  alguna  que 
no  tenga  al  menos  un  seminario  suficiente  para  la  instrucción  del  clero...". 

"Y  en  todo  lo  que  pertenece  al  arreglo  de  los  seminarios,  y  a  la  ense- 
ñanza y  a  la  administración  de  sus  bienes,  se  observarán  los  decretos  del 
mismo  Concilio  de  Trento".  Esto  es,  habría  de  dejarse  en  absoluta  libertad 
a  la  Iglesia.  Así  se  consignó  para  que  no  se  repitiesen  las  ingerencias  rega- 
listas,  como  la  Real  Cédula  de  Carlos  III,  14  de  agosto  1768  (7).  A  pesar  de 
lo  cual  no  faltó  alguna  después  del  mismo  Concordato,  como  la  del  Real 
Decreto  de  Isabel  II,  29  de  setiembre  1855  (8). 

518.  Universidad  de  estudios  eclesiásticos.  Es  un  centro  o  estable- 
cimiento erigido  por  la  Santa  Sede  para  enseñar  y  cultivar  las  letras  y  cien- 
cias sagradas  o  relacionadas  con  ellas,  con  derecho  a  conferir  grados  aca- 
démicos, de  bachiller,  licenciado  y  doctor  (9).  Facultad  es  una  institución 
donde  solamente  se  enseña  un  ramo  de  las  ciencias  o  letras,  con  derecho  a 
conferir  grados.  La  Universidad,  pues,  comprende  varias  Facultades. 

Historia.  1)  El  Concordato  de  1851,  art.  28,  dispuso  que,  además  de  los 
Seminarios  diocesanos,  se  establecerían  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede,  y  tan 
pronto  como  las  circunstancias  lo  permitiesen,  Seminarios  generales,  en  que 
se  dé  la  extensión  conveniente  a  los  estudios  eclesiásticos.  Tales  Seminarios 
generales  o  centrales,  en  otros  términos,  son  Universidades  de  estudios  ecle- 
siásticos. 

Los  Seminarios  diocesanos  se  fundaron;  y  para  su  dotación  se  estipuló 
en  el  art.  35  una  asignación  oscilante  entre  90.000  y  100.000  reales  a  cada 
uno:  más  la  mitad  de  las  rentas  que  se  devenguen  en  las  vacantes  de  las 
sedes  episcopales  (art.  37). 

(3)  ynviíiima  Recopilación,  lib.  1.  tit.  1.  lev  13.  Los.  Cód.  esp.  tom.  7  (Madrid, 
1872)  pp.  4-5. 

(4)  Actas  de  las  Cortes  de  Castilla,  tom.  11  (Madrid.  1862)  pp.  452-53. 

(5)  Ibid.  tom.  8  (Madrid.  1866)  pp.  353-54;  tom.  IX  (Madrid,  1885)  pp.  432-33. 

(6)  Xovis.  Recop.  lib.  1,  tit.  2,  lev  1. 

(7)  Ibid.  lib.  1,  tit.  2.  ley  1. 

(8)  Repertorio  de  legislación  española,  tom.  1  (Madrid,  1854-55)  pp.  657-58. 

(9)  Pío  XI,  Constit.  Deus  scientiarum  Dominus,  24  may.  1931,  tit.  1,  art.  1,  7-10. 
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No  así  los  Seminarios  generales.  Para  el  Gobierno  español  nunca  llegaba 
la  ocasión  oportuna  de  establecerlos.  Cansada  la  Santa  Sede  de  tanta  de- 
mora, la  Sagrada  Congregación  de  Estudios,  por  indicación  expresa  de 
León  XIII,  en  sesión  de  5  de  junio  1896  acordó  poner  término  a  la  deplo- 
rable situación  de  la  enseñanza  eclesiástica  en  España,  supliendo  la  negli- 
gencia del  poder  civil. 

Así  fue  elevando  paulatinamente  a  la  categoría  de  Universidades  Ponti- 
ficias los  seminarios  arzobispales,  además  los  de  Salamanca  y  Canarias;  y 
últimamente  en  29  de  marzo  de  1904,  el  Seminario  de  Comillas. 

El  30  de  junio  de  1930  había  en  todo  el  mundo  hasta  105  centros  uni- 
versitarios, de  ellos  correspondían  a  España  doce  Universidades  Pontifi- 
cias (10).  Este  exagerado  número  hacia  que  los  estudios  universitarios  ape- 
nas estuviesen  a  nivel  muy  poco  superior  al  de  los  seminarísticos;  que  los 
grados  se  otorgasen  con  excesiva  prodigalidad,  disminuyendo  en  consecuen- 
cia su  estima  y  su  sentido  real. 

2)  Para  remediar  estos  males,  expidió  Pío  XI  el  24  de  mayo  de  1931  la 
Constitución  Deus  Scientiarum  Dominus,  por  la  que  dio  nueva  organiza- 
ción a  los  estudios  en  las  Universidades  y  Facultades,  exigiendo  condicio- 
nes severas  para  que  pudiesen  continuar  las  existentes.  A  consecuencia  de 
la  implantación  de  este  nuevo  plan  de  estudios,  en  el  curso  académico 
1932-33,  las  105  Universidades  bajaron  a  58;  y  las  12  españolas  quedaron 
reducidas  a  una,  la  de  Comillas,  con  las  Facultades  de  Filosofía,  Teología 
y  Derecho  Canónico  (11).  Ocho  años  más  tarde,  25  de  setiembre  1940,  fue 
restaurada  la  de  Salamanca,  con  las  Facultades  de  Teología  y  Derecho  Ca- 
nónico, a  las  que  después  se  agregó  la  de  Filosofía. 

519.  Atentados  de  la  República.  La  ley  de  Confesiones  y  Congregacio- 
nes religiosas,  2  jun.  1933,  suprimió  a  los  Seminarios  la  escasa  asignación 
pactada  en  el  Concordato  de  1851,  art.  10. 

El  Estado  se  arrogó  la  propiedad  de  los  edificios  de  los  Seminarios  sin 
indemnización  alguna  (art.  11).  Los  dejó,  sí,  en  uso  precario  a  la  Iglesia, 
para  el  mismo  destino  que  entonces  tenían,  pero  con  obligación  de  pagar 
la  contribución  correspondiente  al  uso  (art.  12). 

La  enseñanza  en  ellos  quedó  bajo  la  vigilancia  del  Estado  (art.  20). 

§  2.    Derecho  concordado 

520.  Principio  fundamental.  Enúnciale  así  el  Concordato,  art.  30,  n.  1 : 
"Las  Universidades  eclesiásticas,  los  Seminarios  y  las  demás  instituciones 
católicas  para  la  formación  y  la  cultura  de  los  clérigos  y  religiosos,  conti- 
nuarán dependiendo  exclusivamente  de  la  autoridad  eclesiástica,  y  gozarán 
del  reconocimiento  y  garantía  del  Estado"  (§  1). 

Es  el  mismo  principio  con  que  el  can.  1352  encabeza  el  título  de  Semina- 
ras: "La  Iglesia  tiene  el  derecho  propio  y  exclusivo  de  educar  a  los  que 
deseen  consagrarse  a  los  ministerios  eclesiásticos". 

Este  principio  fluye  de  la  naturaleza  de  la  misma  Iglesia,  sociedad  per- 
fecta y  suprema  en  su  orden:  la  cual,  como  toda  otra  sociedad  perfecta  o 
nación,  tiene  el  derecho  propio  y  exclusivo,  con  respecto  a  otras  naciones, 

(10)    ApoUinaris,  vol.  4  nO.TI  )  pp.  440-51. 

ni)  ApoUinaris,  vol.  6  ílO.'L'n  pp.  517-21.  Statutn  Facullatum...  in  Pnnfificio 
Seminario  Comillensi...  (Comillas,  1939)  p.  VII. 
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de  educar  a  los  que  han  de  ser  sus  oficiales  o  funcionarios.  Fluye  también 
de  la  naturaleza  del  estado  clerical  y  religioso,  que  exige  una  formación 
espiritual  más  esmerada  y  un  ambiente  más  propicio  al  desarrollo  de  su 
vocación. 

Venía  bien  sentar  este  principio,  para  alejar  de  los  seminarios  cleri- 
cales las  ingerencias  del  poder  civil  cometidas  en  otros  tiempos  por  el 
regalismo,  que  atribuía  a  las  potestades  seculares  el  derecho  propio  de 
inmiscuirse  en  el  régimen,  disciplina  y  enseñanza  de  los  seminarios. 

Este  principio  de  la  independencia  no  le  limita  el  can.  1352,  y  el  art.  30, 
n.  1,  del  Concordato,  a  los  Seminarios  y  Universidades,  extiéndele  a  todos 
los  centros  de  enseñanza  eclesiástica,  cuales  son  los  colegios  destinados  en 
cada  religión  a  la  formación  clerical  de  sus  propios  religiosos.  Además  el 
Concordato,  no  sólo  afirma  la  independencia,  sino  que  reconoce  positiva- 
mente los  establecimientos  existentes  y  los  que  en  lo  sucesivo  se  funden; 
más  aún,  les  promete  su  garantía,  esto  es,  su  protección  y  defensa. 

Sobre  los  Seminarios  y  Universidades  de  estudios  eclesisáticos  firmóse 
entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  el  Convenio  de  8  de  diciembre 
1946,  que  se  ha  incorporado  al  Concordato  por  el  citado  art.  30:  ''Seguirán 
en  vigor  las  normas  del  acuerdo  de  8  de  diciembre  de  1946  en  todo  lo  que 
concierne  a  los  Seminarios  y  Universidades  de  estudios  eclesiásticos" 
(n.  1,  §  2). 

521.  Ayuda  económica  a  las  casas  religiosas  de  formación.  "El  Es- 
tado procurará  ayudar  económicamente,  en  la  medida  de  lo  posible,  a  las 
casas  de  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas,  especialmente  a  aquellas 
de  carácter  misional"  (art.  30,  n.  1,  §  3). 

Hagamos  el  comentario  al  aludido  Convenio  sobre  Seminarios  y  Univer- 
sidades eclesiásticas. 

§  3.    Los  Seminarios 

Véase  Lodos,  El  Convenio  sobre  Seminarios  y  Universidades.  En  Sal 
Terrae,  1947,  pp.  444-69. 

522.  Reconocimiento.  "Las  diócesis  tendrán  libremente,  y  de  confor- 
midad con  el  derecho  canónico,  Seminarios  eclesiásticos,  cuya  organización 
y  dirección  corresponde  a  las  competentes  autoridades  de  la  Iglesia"  (Con- 
venio, art.  1). 

Xo  es  reconocimiento  meramente  teórico,  sino  aceptación  del  principio 
tal  como  aparece  desarrollado  en  los  cánones  actuales,  que  imponen  un 
Seminario  por  lo  menos  en  cada  diócesis,  a  no  ser  que  las  circunstancias 
lo  impidan  (can.  1354).  Principio  estipulado  en  muchos  Concordatos  mo- 
dernos, como  el  portugués,  art.  10. 

523.  Dotación.  Notas  históricas.  1)  El  Concordato  de  1851,  art.  35, 
establecía:  "Los  Seminarios  Conciliares  tendrán  de  90  a  120  mil  reales  anuales, 
según  sus  circunstancias  y  necesidades".  Esto  es:  de  22.500  a  30.000  pesetas; 


430 


SEMINARIOS 


cantidad  que  tal  como  hoy  nos  suena,  parece  una  mezquindad;  pero  consi- 
derando el  valor  adquisitivo  que  entonces  tenia  la  moneda;  bien  podemos 
equiparar  aquellas  cantidades  a  sumas  veinte  veces  mayores  computadas 
según  el  valor  actual,  es  decir,  a  450.000  y  600.000  pesetas. 

Aunque  aquella  asignación  inicial  tampoco  podía  decirse  copiosa,  ape- 
nas tuvo  aumento  en  el  trascurso  de  casi  un  siglo,  a  pesar  de  la  merma  del 
valor  de  la  moneda,  y  de  las  crecientes  necesidades  de  la  vida;  y  varias 
veces  fue  suspensa  y  aun  suprimida.  Así  en  1868,  cuando  la  cifra  global 
era  de  1.497.500  pesetas  para  todos  los  seminarios  de  la  península  e  islas 
adyacentes,  se  suspendió  por  decreto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia, 
de  22  de  octubre.  Restablecida  más  tarde,  el  año  1921  se  consignaba  en  los 
presupuestos  del  Estado,  para  Seminarios  y  bibliotecas  episcopales,  junta- 
mente una  cantidad  que,  si  en  Madrid  ascendía  a  56.177,50  pesetas,  en 
otras  diócesis  no  llegaba  a  la  mitad  (12);  y  en  algunas  ni  a  la  cuarta 
parte. 

2)  La  segunda  República  suprimió  por  completo  la  dotación  (Const. 
9  dic.  1931,  art.  26). 

El  Estado  nuevo  la  restableció,  aumentándola  globalmente  desde  un 
principio  en  un  millón  (ley  9  nov.  1939).  Poco  era,  pero  en  el  agotamiento 
de  la  hacienda  española  después  de  la  guerra  poco  podía  el  Gobierno.  Su- 
cediéronse otros  importantes  aumentos.  Con  destino  a  templos  parroquiales 
y  seminarios  diocesanos  aprobaron  las  Cortes  un  crédito  de  ochenta  mi- 
llones, que  deberían  distribuirse  en  dos  ejercicios  económicos  (ley  17  jul. 
1945),  en  el  primero  del  1946  ya  se  adjudicaron  a  los  seminarios  22.800.000 
pesetas  (Minist.  de  Just.  decr.  5  abr.  1946). 

Pero  esto  no  remediaba  bastante  la  situación  precaria  de  nuestros  se- 
minarios; remedio  más  generoso  le  trajo  el  Convenio  de  1946,  que  co- 
mentamos. 

524.  Dotación  concordada.  "El  Estado  español  contribuirá,  con  arre- 
glo al  presente  Convenio,  a  la  dotación  de  los  Seminarios  menores  y  mayo- 
res, establecidos  en  armonía  con  las  prescripciones  del  Derecho  canónico,  y 
a  las  emanadas  del  episcopado  español"  (art.  2). 

Estas  prescripciones  del  episcopado  se  refieren  tal  vez  al  Reglamento 
General  para  los  Seminarios  de  España,  1941,  que,  aunque  aprobado  por 
la  Santa  Sede,  no  tiene  fuerza  obligatoria,  sino  de  norma  meramente  di- 
rectiva. 

Seminarios  menores  son  aquellos  en  que  sólo  se  enseñan  las  letras  huma- 
nas y  asignaturas  anejas,  propias  de  los  estudios  medios.  Mayores,  los  desti- 
nados a  estudios  superiores  de  Filosofía  y  Teología. 

525.  Dotación  de  Is  Seminarios  menores.  ''El  Estado  contribuirá  a 
la  dotación  de  un  Seminario  menor  en  cada  diócesis,  por  los  siguientes  con- 
ceptos: a)  personal  directivo  y  docente;  b)  gastos  de  conservación  y  repa- 
raciones, biblioteca  y  material  (art.  3). 

No  se  compromete  el  Estado  a  proporcionar  la  dotación  completa,  total, 
de  los  Seminarios  menores,  sino  a  contribuir  a  su  dotación.  Los  Obispos  ar- 
bitrarán otras  fuentes  de  recursos,  como  son:  las  rentas  de  los  bienes  que 


(12)    Piñuela,  El  Concordato  de  1851,  p.  269. 
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pertenecen  a  la  persona  moral  del  Seminario  (can.  99),  las  fundaciones  de 
becas,  las  colectas,  los  estipendios  de  misas  que  con  autorización  de  la 
Santa  Sede  pueden  aplicar  los  párrocos,  en  vez  de  aplicarlas  pro  populo; 
o  los  estipendios  de  las  misas  de  binación  que  la  Santa  Sede  permita  reci- 
bir, cuando  el  sacerdote  celebra  dos  o  más  misas.  El  importe  de  sellos  espe- 
ciales que  el  Obispo  mande  poner  en  las  certificaciones  y  documentos  que 
el  párroco  expida;  o  un  recargo  en  los  derechos  de  estola;  y  en  último  tér- 
mino el  tributo  seminaristico  (can.  1355-56),  que  en  España  nunca  se  ha 
impuesto.  Gracias  a  Dios,  en  los  últimos  años  las  colectas  están  dando  ex- 
celentes resultados;  además  se  van  fundando  gran  número  de  becas;  y  aun 
entidades  públicas  civiles  dan  pensiones  para  sustento  de  algunos  semina- 
ristas. Que  esta  idea  de  la  contribución  a  la  formación  de  sacerdotes  es  de 
las  que  mejor  entran  en  la  mente  del  pueblo. 

La  dotación  del  Estado  a  los  Seminarios  menores  está  consignada  en  el 
cuadro  A,  anejo  al  Convenio.  Posteriormente  se  ha  elevado  en  un  30  ^7  ; 
y  la  nómina  del  personal  además  en  tres  pagas  extraordinarias,  libres  las 
nóminas  de  todo  impuesto  de  utilidades. 

¿Qué  decir  de  las  diócesis  que  tienen  un  Obispo  común?  Cuando  tales 
diócesis  no  están  unidas  entre  si,  sino  que  la  una  tiene  Obispo  propio,  el 
cual  al  mismo  tiempo  suele  ser  Administrador  Apostólico  permanente  de  la 
otra,  cada  una  debe  tener  su  Seminario  menor  propio;  y  por  lo  mismo 
parece  que  el  Estado  deberá  dotarle.  Tal  es  el  caso  de  Tudela,  cuyo  Admi- 
nistrador Apostólico  es  el  Arzobispo  de  Pamplona. 

Si  las  diócesis  con  Obispo  común,  están  unidas,  mas  de  suerte  que  cada 
una  tiene  sus  límites  definidos,  y  los  clérigos  no  pasan  definitivamente  de 
la  una  a  la  otra,  sino  mediante  el  expediente  de  excardinación-incardina- 
ción,  opinamos  que  el  can.  1354,  §  1,  les  impone  a  cada  una  tener  su  Se- 
minario menor  propio,  y  en  consecuencia  deberá  dotar  el  Estado  a  los  dos. 
Por  ejemplo,  las  diócesis  de  Cádiz  y  de  Ceuta. 

Mas  si  la  distinción  casi  se  reduce  a  los  nombres;  de  suerte  que  no  tie- 
nen límites  ni  clérigos  fijos,  etc.,  entonces  parécenos  que  no  les  urge  la 
obligación  de  tener  Seminario  propio  cada  una,  bástales  uno  común  a  las 
dos,  y  el  Estado  no  tendrá  que  dotar  más  que  a  uno.  Tal  sucede  en  las 
diócesis  de  Calahorra  y  La  Calzada  (13). 

526.  Seminarios  mayores.  Estos  a  veces  se  hallan  instalados  en  el 
mismo  edificio  que  los  menores;  otros  en  local  distinto,  y  aun  en  población 
diversa. 

Pues  bien,  hállense  en  el  mismo  edificio  o  en  local  distinto,  he  aquí  lo 
que  el  Convenio,  art.  4,  establece: 

Además  de  los  Seminarios  menores  se  dota?!  con  arreglo  al  cuadro  B 
52  Seminarios  mayores,  es  decir,  uno  en  cada  una  de  las  diócesis  de  España, 
incluso  el  Priorato  de  Ciudad  Real,  exceptuando  las  doce  siguientes:  Alba- 
rracln,  Barbastro,  Ceuta,  Ciudad  Rodrigo,  Guadix,  Ibiza,  Jaca,  La  Calzada, 
Menorca,  Segorbe  y  Tudela.  Y  añádese  respecto  a  los  Seminarios  mayores: 
'*Para  la  dotación  que  en  lo  futuro  pudiera  considerarse  necesaria  para 
otros  Seminarios,  se  estará  a  lo  que  de  común  acuerdo  entre  ambas  potes- 
tades, se  convenga". 

No  se  impide  a  los  Prelados  de  las  diócesis  exceptuadas  tener  también 


(13j    Lodos,  El  Convenio  sobre  Semin.  y  Univers.,  en  "Sal  Terrae",  1947,  p.  457. 
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SU  Seminario  mayor;  pero  éste  no  le  dota  el  Estado,  sino  que  el  Obispo  pro- 
curará por  otro  camino  la  sustentación  de  ellos. 

Los  conceptos  por  los  cuales  se  dotan  los  Seminarios  menores  y  mayores 
son:  a)  personal  directivo  y  docente;  5)  gastos  de  conservación  y  repara- 
ción, biblioteca  y  material  de  enseñanza  (art.  3  y  cuadros  B  y  C). 

527.  Paga  del  personal.  ''Las  dotaciones  para  los  profesores  no  consti- 
tuirán piezas  eclesiásticas,  y  se  entienden  asignadas  a  las  cátedras  que  se 
indican,  debiendo  ser  pagadas  por  nómina  a  los  profesores  de  las  mismas, 
a  través  del  Ordinario  diocesano,  en  la  medida  que  éste  las  reciba  del  Go- 
bierno" (art.  10). 

Quiere  decir  que  las  cátedras  con  sus  dotaciones  no  son  beneficios  ecle- 
siásticos. Por  tanto  no  se  requieren  en  los  profesores  las  mismas  cualidades 
que  en  los  beneficiados;  ni  son  incompatibles  las  cátedras  con  los  beneficios, 
de  suyo;  ni  varias  cátedras  en  una  misma  persona;  pero  claro  está  que  no 
puede  un  mismo  profesor  acumular  tal  número  de  cátedras,  que  no  le  dejen 
la  holgura  necesaria  para  la  buena  preparación  de  las  clases  y  el  buen 
desempeño  de  ellas.  Y  en  la  realidad  vemos  que  con  frecuencia  se  enco- 
miendan varias  cátedras  a  un  mismo  profesor. 

Sin  embargo,  creemos  no  ser  conforme  a  la  mente  del  Convenio,  ni  a  la 
práctica,  ni  a  la  legislación  civil,  que  un  mismo  individuo  posea  en  pro- 
piedad dos  cátedras;  aunque  podría  poseer  una  en  propiedad  y  tener  otra  u 
otras  en  administración,  como  interino,  v.  gr.,  durante  las  vacantes;  o 
como  sustituto  del  titular.  Y  así  cuando  un  titular  hace  oposiciones  a  otra 
cátedra,  y  la  gana,  en  la  realidad  perderá  la  propiedad  de  la  primera.  Ra- 
rísimo será  el  caso,  ya  que  en  la  dotación  se  equiparan  todas  las  cátedras. 

La  paga  se  hará  por  nómina:  es  decir,  a  cada  profesor  se  le  dará  la 
consignada  por  el  Estado,  con  su  propio  nombre  y  apellido;  y  él  mismo  la 
firmará;  si  bien  el  Gobierno  trasmite  las  nóminas  al  Obispado,  el  cual 
suele  entregarlas  a  cada  profesor  por  el  habilitado  del  clero. 

Tuvo  especial  empeño  el  Convenio  en  que  las  pagas  se  hiciesen  por  nó- 
mina, a  cada  uno,  y  no  globalmente;  para  evitar  el  peligro  de  un  arbitrio 
excesivo  en  las  Curias  al  adjudicarlas  a  los  profesores;  no  dándoles  lo  que 
les  corresponda;  de  donde  procederían  descontentos  y  quejas,  y  poco  en- 
tusiasmo en  el  desempeño  de  las  cátedras,  con  detrimento  de  la  enseñanza, 
que  tanto  la  Iglesia  como  el  Estado  tienen  empeño  en  elevar  a  gran  altura. 
Preciso  es  confesar  que  no  siempre  se  ha  observado  esta  norma  prescrita 
por  el  Convenio,  y  de  ahí  han  nacido  reclamaciones,  elevadas  tal  vez  al 
Gobierno,  con  daño  para  todos. 

Si  a  un  profesor  titular  se  encarga  otra  cátedra  vacante,  mientras  la 
desempeña  pide  la  justicia  que  se  le  dé,  además  de  su  nómina  íntegra,  parte 
de  la  otra;  aunque  no  toda  la  dotación  correspondiente  al  tiempo  de  la 
vacante,  sino  una  porción  de  ella;  así  como  lo  establece  el  can.  470,  1.", 
acerca  del  vicario  ecónomo  que  administra  una  parroquia  vacante;  el  resto 
podrá  destinarse  al  fondo  del  Seminario. 

Si  un  beneficiado,  v.  gr.,  canónigo  o  párroco,  obtiene  en  propiedad  una 
cátedra,  han  de  dársele  íntegras  las  dos  dotaciones  que  le  corresponden: 
como  beneficiado  y  como  catedrático. 

Bien  hubiera  sido  que  se  dotasen  todas  las  cátedras.  Así  no  habría  pe- 
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ligro  de  que  se  mermase  la  dotación  de  unas,  para  socorrer  a  otras;  pues 
los  Seminarios  no  siempre  tienen  recursos  para  proveer  convenientemente 
a  todas  sus  necesidades. 

Siempre  habíamos  venido  proclamando  la  conveniencia  de  que  se  retri- 
buyese en  la  misma  medida  a  todos  los  profesores,  tanto  a  los  de  las  clases 
inferiores  como  a  los  de  las  superiores.  Porque,  si  bien  para  las  cátedras 
superiores  se  requiere  más  ciencia  y  estudio,  en  cambio  para  las  inferiores 
se  necesita  más  actividad  y  trabajo  de  brega  con  los  muchachos  pequeños. 
Además,  así  se  evitaría  el  grave  mal  de  que  los  profesores  de  clases  infe- 
riores tomasen  su  cátedra  solamente  como  escalón  para  subir  a  otra  supe- 
rior; el  de  Latín  a  Filosofía,  el  de  Filosofía  a  Teología.  Este  escalafón  hacía 
que  los  profesores  no  tomasen  con  empeño  su  cargo,  considerándose  como 
de  paso.  Gracias  a  Dios  el  presente  Convenio  puso  remedio  a  este  mal; 
equiparando  en  ia  nómina  a  todos  los  profesores. 

Esta  nómina,  aunque  no  resulta  hoy  copiosa  para  la  carestía  de  la  vida, 
sin  embargo  facilita  el  que  en  adelante  haya  muchos  que  se  entreguen 
al  nobilísimo  ministerio  de  la  enseñanza  eclesiástica,  pudiendo  llegar  a  ser 
verdaderas  eminencias,  que  renueven  los  gloriosos  tiempos  de  la  ciencia 
sagrada  española. 

Por  fin,  la  cuantía  de  las  nóminas  no  se  fija  de  una  vez  para  siempre, 
sino  que  "sw  cuantía  será  modificada  paralela  y  proporcionalmente  a  las 
retribucicnes  del  profesorado  similar  de  los  establecimientos  docentes  del 
Estado''  (art.  8). 

Profesorado  similar  al  de  los  Seminarios  entendemos  el  de  la  enseñanza 
media.  No  quiere  esto  decir  que  la  paga  de  los  profesores  de  los  Seminarios 
haya  de  ser  la  misma  que  la  de  los  Institutos  de  Enseñanza  media  del 
Estado;  menor  es,  atendida  la  menor  necesidad  general  de  los  sacerdotes 
que  la  de  los  seglares,  que  por  lo  común  tienen  que  sustentar  a  su  familia 
con  el  sueldo.  Pero  cuando  se  modifique  la  asignación  del  profesorado  civil, 
paralelamente  se  modificará  la  dotación  del  profesorado  eclesiástico;  es 
decir,  al  mismo  tiempo  y  con  cierta  proporción  paritaria. 

Xo  hay  probabilidad  de  que  sufra  disminución,  porque  la  vida  cada  vez 
va  estando  más  cara;  y  los  sueldos  tendrán  que  ir  creciendo;  pero  será 
labor  del  Episcopado  procurar  que  esa  subida  alcance  también  al  profeso- 
rado y  a  los  otros  cargos  eclesiásticos,  que  reciben  dotación  del  Estado; 
pues  la  experiencia  enseña  cuán  remolones  se  han  mostrado  los  Gobiernos 
en  aumentar  las  consignaciones  a  la  Iglesia. 

Finalmente,  las  nóminas  de  los  profesores  se  satisfarán  íntegras,  sin 
impuesto  de  utilidades  ni  otro  alguno.  El  art.  20  del  Concordato  de  1953, 
n.  3,  dice:  "Están  igualmente  exentas  de  todo  impuesto  o  contribución  las 
dotaciones  del  culto  y  clero,  a  que  se  refiere  el  art.  19,  y  el  ejercicio  del 
ministerio  sacerdotal".  En  el  art.  19  se  trata  de  las  asignaciones  de  los  Obis- 
pos, Vicarios  Generales,  Cabildos,  Seminarios  y  Universidades  eclesiásticas 
y  para  el  ejercicio  del  culto.  Tal  exención  tributaria  viene  reconociéndose 
en  realidad  desde  que  entró  en  vigor  el  Concordato. 

528.  Personal  dirigente  y  administrativo.  El  Convenio,  art.  3,  men- 
ciona el  personal  directivo  y  docente,  y  luego  en  todo  el  articulado  sólo  se 
ocupa  del  docente.  En  los  tres  cuadros  anejos  de  las  dotaciones  de  los  Se- 
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minarios  menores  y  mayores  y  de  las  Universidades  se  determina  dotación 
para  varios  cargos  administrativos:  un  rector,  un  Padre  espiritual,  un  pre- 
fecto de  estudios  en  los  Seminarios  menores  y  mayores;  un  rector,  tres 
decanos,  un  secretario  ecónomo,  un  bibliotecario,  personal  auxiliar  y  subal- 
terno en  las  Universidades. 

Lo  dicho  sobre  la  dotación  del  profesorado  ha  de  entenderse  también 
de  la  dotación  del  personal  administrativo  o  directivo,  aunque  en  el  Convenio 
expresamente  nada  se  dice  de  esto. 

Nada  se  dice  del  nombramiento  para  cargos  directivos  y  administrativos; 
quedará  a  la  disposición  libre  de  los  Prelados  en  los  Seminarios;  y  a  lo  que 
determinen  los  Estatutos  en  las  Universidades. 

529.  Dotación  real.  La  señalada  para  gastos  de  entretenimiento  y  re- 
paraciones; biblioteca,  museo,  laboratorio,  publicaciones  y  material,  no  se 
dice  en  el  Convenio  que  se  irá  aumentando  conforme  a  la  de  los  centros 
similares  del  Estado.  Y  en  realidad,  aunque  la  dotación  del  personal  se  ha 
ido  aumentando,  la  real  sigue  la  misma. 

Y  no  se  la  considera  exenta  de  tributación:  sigue  pagando  el  1,30  por 
ciento.  Ni  lo  uno  ni  lo  otro  lo  vemos  conforme  al  art.  20,  n.  3,  del  Concor- 
dato: Están  exentas  de  todo  impuesto  o  contribución  las  dotaciones  del 
culto  y  clero  a  que  se  refiere  el  art.  19.  Ahora  bien,  entre  la  dotación  del 
culto  y  clero,  comprende  el  art.  19,  n.  2,  las  asignaciones  en  favor  de  los 
Seminarios  y  Universidades;  y  acerca  de  ellas  continuarán  en  vigor  las  nor- 
mas del  Convenio  de  8  de  diciembre  de  1946.  Añade:  "Si  en  el  futuro  hubie- 
se alteración  notable  en  las  condiciones  económicas  generales,  dichas  dota- 
ciones serán  oportunamente  adecuadas  a  las  nuevas  circunstancias,  de 
forma  que  siempre  quede  asegurado  el  sostenimiento  del  culto  y  la  congrua 
sustentación  del  clero". 

Así,  pues,  como  se  aumentará  la  dotación  del  personal  de  los  Seminarios 
y  Universidades,  y  se  la  exime  de  tributación;  ¿por  qué  no  se  han  de  reco- 
nocer los  mismos  beneficios  a  la  dotación  real  de  los  mismos? 

530.  Becas  para  estudiantes.  Se  instituyen  556  becas  de  4.500  ptas.,  para 
sacerdotes  y  religiosos  que  cursen  estudios  universitarios,  y  225  para  alum- 
nos de  Seminarios  eclesiásticos  y  Universidades  Pontificias.  Indicanse  las 
condiciones  (Ordenes  del  Min.  de  Educ.  26  y  27  jul.  1956).  Mstos  números 
se  han  modificado  posteriormente. 

531.  Profesores.  No  todas  las  cátedras  están  dotadas,  sino  solamente 
las  expresadas  en  los  cuadros  A  y  B  del  Convenio.  Pues  bien. 

¿Quiénes  pueden  ser  profesores  para  las  cátedras  dotadas?  Consígnase 
en  el  art.  5,  basándose  en  la  finalidad  de  los  Seminarios:  ''Teniendo  pre- 
sente que  la  finalidad  de  los  Seminarios  es  de  formar  sacerdotes  santos  y 
doctos;  y  que  a  esta  finalidad  deben  contribuir  profesores  dotados  de  ade- 
cuadas condiciones  religiosas,  morales,  eclesiásticas  y  culturales...",  los  pro- 
fesores serán: 

a)  Sacerdotes.  Así  parece  insinuarlo  el  can.  1360,  >5  1,  que  para  el  oficio 
de  maestros  en  los  Seminarios  manda  elegir  sacerdotes,  sobresalientes  por 
su  virtud  y  por  su  ciencia.  El  mismo  art.  5  menciona  dos  veces  los  sacerdotes 
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que  pueden  concurrir  a  las  cátedras.  Por  tanto  parece  que,  al  menos  como 
regla  general,  no  pueden  ser  admitidos  los  clérigos  inferiores  al  sacerdote, 
ni  los  seglares. 

Sin  embargo,  no  aparece  obstáculo  canónico  para  que  a  un  clérigo  infe- 
rior o  a  un  seglar  por  excepción  se  les  confíe  alguna  asignatura  de  las 
menos  peculiares  en  la  carrera  eclesiástica,  por  ejemplo,  la  de  Música  o  de 
Matemáticas.  Prohibición  formal  y  expresa  de  esto  no  existe  ni  en  el  Có- 
digo ni  en  el  Convenio.  Además,  el  uso  antiguo,  el  moderno  y  el  actual, 
parecen  confirmarlo.  Por  fin,  las  cátedras,  aun  las  dotadas,  no  son  piezas 
o  beneficios  eclesiásticos  (art.  10),  que  sólo  pueden  conferirse  a  los  clérigos 
(can.  118). 

Preciso  es,  sin  embargo,  reconocer  que,  habiéndose  de  proveer  las  cáte- 
dras por  concurso,  fácilmente  suscitaría  protestas  el  Obispo  que  admitiese 
a  la  oposición  a  clérigos  inferiores  y  seglares,  contrincantes  con  sacerdotes. 

Pero  no  presentándose  presbíteros  pretendientes  a  la  cátedra,  no  exis- 
tiría tanta  dificultad  en  admitir  aun  a  minoristas  y  seglares,  para  ciertas 
disciplinas. 

b)  Diocesanos  o  extradiocesanos.  Así  lo  expresa  el  citado  art.  5:  ''El 
Obispo  diocesano...  podrá  permitir  que  concurran  también  sacerdotes  de 
otras  diócesis".  Según  esto,  parece  dejarse  al  prudenté  juicio  suyo  admitir 
o  rechazar  a  los  extradiocesanos;  haciendo  coto  cerrado  en  favor  de  los 
diocesanos.  Esto,  sin  embargo,  de  suyo  sería  un  tanto  odioso,  contrario  a  la 
norma  establecida  para  la  provisión  de  beneficios,  a  los  cuales  pueden  opo- 
sitar sacerdotes  de  todas  las  diócesis  españolas  (14).  Finalmente,  podría  ser 
perjudicial  para  su  mismo  Seminario,  privándole  de  profesores  excelentes 
extradiocesanos. 

Pero  los  extradiocesanos  necesitan  el  permiso  de  su  propio  Prelado 
(art.  5).  El  cual  puede  por  justa  causa  negarle. 

c)  Seculares  o  religiosos.  Estos  no  están  excluidos  en  el  Convenio.  Na- 
turalmente habrán  de  tener  licencia  previa  de  sus  superiores. 

Los  extranjeros  ¿quedan  excluidos?  Formalmente  no.  Alguien  sin  embar- 
go pretendería  ponerles  el  veto,  apoyándose  en  la  analogía  de  los  beneficios, 
a  los  cuales  pueden  concurrir  sacerdotes  de  todas  las  diócesis  españolas, 
no  extranjeras  (15).  Mas  como  las  excepciones  de  la  ley  son  de  estricta  in- 
terpretación (can.  19),  no  juzgamos  excluidos  a  los  extranjeros  de  las  cáte- 
dras de  nuestros  Seminarios.  Pero  advertimos  lo  dicho  arriba,  que  el  admi- 
tirlos a  la  oposición  podría  suscitar  odiosidades. 

Quedan,  sí,  excluidos,  a  no  ser  que  tengan  indulto  apostólico  para  esto, 
aquellos  clérigos  in  sacris,  que  después  de  haber  hecho  la  profesión  reli- 
giosa, o  después  de  haber  contraído  y  llevado  durante  seis  años  un  vínculo 
en  Instituto  de  vida  de  comunidad  sin  votos  religiosos,  con  indulto  de  la 
Santa  Sede  volvieron  al  siglo,  ordenados  ya  de  mayores  (can.  642);  no,  si 
se  secularizaron  con  órdenes  menores  o  sin  órdenes.  Tampoco  pueden  ser 
admitidos  a  la  oposición  los  religiosos  que  siendo  ya  clérigos  de  órdenes 
mayores  fueron  despedidos  de  la  religión  (can.  648,  672,  §  2). 

d)  Dotados  de  adecuadas  condiciones  religiosas,  morales,  eclesiásticas 
y  culturales. 


(14)  Convenio  16  jul.  1946,  art.  7,  §  1. 

(15)  Regatillo,  El  Concordato  de  1933,  n.  255. 
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El  modo  de  comprobar  las  tres  primeras  condiciones  se  deja  a  la  pru- 
dencia del  Ordinario,  quien  se  acomodará  a  las  normas  del  derecho  común. 

532.  Cualidades  culturales.  La  provisión  de  las  cátedras  dotadas  por 
el  Estado  ha  de  hacerse  previa  oposición  o  concurso  (art.  5);  para  el  cual 
no  se  dan  normas  peculiares  en  el  Convenio.  Así,  pues,  el  Prelado  podrá 
dictar  las  que  le  parecieren  oportunas,  teniendo  en  cuenta  la  clase  de 
cátedra  de  que  se  trate. 

"Por  lo  que  se  refiere  a  las  cualidades  culturales,  podrán  concurrir  los 
sacerdotes,  que  presenten  cualificaciones  correspondientes  a  la  enseñanza  a 
la  cual  aspiran,  como  son  trabajos  científicos,  que  merezcan  consideración" 
(art.  5). 

¿Qué  calificaciones  son  éstas?  El  Convenio  distingue  entre  los  profeso- 
res que  al  entrar  él  en  vigor  ya  estaban  en  posesión  de  la  cátedra,  y  los 
futuros. 

"Los  profesores  actuales,  que  sean  reconocidos  idóneos  por  el  Ordinario 
diocesano,  en  relación  a  la  finalidad  de  los  Seminarios,  podrán  ser  confir- 
mados por  el  mismo  Ordinario  en  la  enseñanza  a  la  cual  estaban  consagra- 
dos, aunque  no  posean  grados  académicos"  (art.  transitorio).  Para  éstos, 
pues,  el  ejercicio  laudable  profesional  puede  servirles  de  calificación,  sin 
necesidad  de  grados  académicos  ni  de  concurso.  Sería  poco  humano  el  re- 
moverlos, y  acaso  difícil  sustituirlos  de  repente. 

Para  los  profesores  futuros,  el  Convenio  no  enumera  taxativamente  las 
cualificaciones,  sólo  pone  un  ejemplo:  trabajos  científicos  de  consideración, 
es  decir,  investigaciones  y  aun  altas  vulgarizaciones  en  forma  de  libros  o 
artículos,  publicados  o  inéditos,  que  prueben  la  necesaria  idoneidad  doctri- 
nal y  pedagógica,  dentro  de  la  disciplina  a  que  hayan  de  consagrarse. 
A  esto  puede  sin  duda  equipararse  el  magisterio  ejercido  con  satisfacción 
durante  algún  tiempo  (16). 

A  falta  de  estas  cualificaciones  o  medios  de  prueba,  se  requieren  grados 
académicos.  Estos  son  requisitos  para  la  licitud  de  la  provisión,  no  para  la 
validez;  porque  sólo  son  nulos  aquellos  actos  jurídicos  a  los  que  falta  o 
alguno  de  los  elementos  esenciales  exigidos  por  la  naturaleza  del  acto,  o 
alguna  de  las  condiciones  impuestas  por  la  ley,  bajo  pena  de  nulidad 
(can.  11,  1680,  §  1).  Ahora  bien,  ni  la  naturaleza  del  nombramiento  para 
catedrático,  ni  las  cláusulas  del  Convenio  exigen  los  grados,  bajo  pena  de 
nulidad. 

En  esta  parte  el  Convenio  por  un  lado  pide  más,  por  otro  se  contenta 
con  menos  que  el  derecho  común.  El  can.  1306  dice  que  para  el  profeso- 
rado en  las  asignaturas  filosóficas,  teológicas  y  jurídicas,  en  igualdad  de 
circunstancias,  han  de  preferirse  los  doctores  por  una  Universidad  o  Fa- 
cultad reconocida  por  la  Iglesia,  o  los  que  posean  título  equivalente  de  su 
religión,  si  se  trata  de  religiosos.  Por  el  derecho  común,  pues,  no  se  requieren 
grados,  aunque  se  prefieren  los  graduados;  y  aquí  no  habla  de  la  enseñanza 
de  Humanidades. 

El  Convenio  distingue  tres  cursos:  el  humanístico,  el  filosófico  y  el  teo- 
lógico. Para  todos  ellos,  a  falta  de  aquella  cualificación  arriba  indicada, 
exige  grados  académicos;  pero  con  esta  diferencia: 


(16)    Lodos,  ihid.,  p.  448. 
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533.  Curso  humanístico.  A  sus  cátedras  podrán  concurrir  "los  que 
estén  en  posesión  de  grados  académicos  en  Filosojia,  Teología  o  Derecho 
Canónico;  y  con  preferencia  los  que  estuviesen  graduados  en  Filosofía  y 
Letras  o  en  Ciencias''  (art.  5,  a). 

Parece  suficiente  el  grado  de  bachiller,  pues  no  se  menciona  aqui  grado 
mayor,  como  en  los  párrafos  b)  y  c).  También  parece  bastar  el  grado  ob- 
tenido en  centros  de  enseñanza  superior,  aunque  no  sean  eclesiásticos ;  pues 
se  prefiere  el  grado  en  Letras  o  en  Ciencias,  que  no  existe  en  ninguno  de 
los  que  actualmente  existen  en  la  Iglesia.  Además,  en  el  párrafo  c)  se  exigen 
grados  obtenidos  en  centros  eclesiásticos,  circunstancia  que  se  omite  en  los 
párrafos  a)  y  h).  Y  aunque  por  derecho  común  no  surten  efectos  canónicos 
los  grados  obtenidos  fuera  de  los  centros  eclesiásticos  (can.  1377),  aqui  se 
trata  de  un  derecho  particular  concordado. 

Es  indiferente  que  los  centros  sean  nacionales  o  extranjeros  (17). 

534.  Curso  filosófico.  "Podrán  opositar  los  que  estén  en  posesión  de 
grados  académicos  mayores  en  Filosofía,  Teología  o  Derecho  Canónico,  o 
que  estuvieren  graduados  en  Filosofía  y  Letras  o  en  Ciencias"  (art.  5,  b). 

Grados  mayores  se  entienden  aqui  el  de  licenciado  y  el  de  doctor  (18). 
Los  de  las  Facultades  de  Filosofía  y  Letras  y  de  Ciencias  son  grados  civiles. 

535.  Curso  teológico.  Podrán  hacer  oposiciones  a  sus  cátedras:  "Los 
que  estén  en  posesión  de  grados  académicos  mayores  por  una  Universidad 
o  Facultad  teológico-jurídica  de  estudios  eclesiásticos"  (art.  5,  c). 

No  se  especifican  aqui  los  grados  de  Filosofía,  Teología  y  Derecho  Ca- 
nónico, dícese  solamente  grados  académicos  mayores.  Requiérese,  pues,  y 
basta  la  Licencia  en  Teología  o  Cánones,  obtenida  en  centro  eclesiástico. 
No  basta  el  grado  en  Filosofía  (19).  Ni  basta  grado  mayor  en  Historia  Ecle- 
siástica, Misionología,  etc.  (20).  Pero,  como  bien  advierte  el  P.  Lodos,  si 
la  cátedra  que  ha  de  proveerse  es  la  de  Historia  Eclesiástica,  o  la  de  Arqueolo- 
gía Sagrada,  u  otra  que  tenga  grado  en  la  Iglesia,  creemos,  que  ese  grado 
capacitará  para  tal  cátedra;  si  no  como  tal  grado,  al  menos  como  equiva- 
lente a  cualificación  correspondiente  a  las  exigencias  de  la  enseñanza  a  la 
cual  aspiran". 

Se  dirá:  Tampoco  se  menciona  el  grado  en  Cánones.  ¿Por  qué,  pues, 
ha  de  bastar  para  el  profesorado  en  el  curso  teológico? 

Porque  en  el  art.  5,  letra  c),  se  expresan  en  plural  los  grados  académi- 
cos; luego  bastará  no  sólo  el  de  Teología,  sino  algún  otro  bastará.  Y  este 
sin  duda  es  el  de  Derecho  Canónico,  del  que  se  viene  haciendo  mención 
anteriormente. 

536.  La  oposición.  "Los  nomhr amiento s  para  las  cátedras  dotadas  con 
arreglo  al  presente  Convenio  los  hará  el  Obispo  diocesano,  previa  oposi- 
ción; a  la  cual  podrá  permitir  que  concurran  también  sacerdotes  de  otras 
diócesis,  que  posean  las  cualidades  indicadas  y  tengan  el  permiso  de  su 
propio  Prelado"  (art.  5). 

(17)  S.  Gong,  del  Conc,  Malnciiana,  7  ag.  1909;  AAS  1,  740-46. 

(18)  Lodos,  en  Sal  Terrcie,  1947,  pp.  206-7. 

(19)  Pío  XI,  Const.  Deu.s  scientiarum,  27  abr.  1924;  AAS  23,  247. 

(20)  S.  C.  de  Semin.  y  Univ.  28  ag.  1945;  AAS  38,  272.  Lodos,  en  Sal  Terrae, 
1946,  pp.  480-86. 
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Es  nueva  esta  disposición  en  derecho  concordatario.  En  España  sólo  te- 
nemos el  precedente  abusivo  de  Carlos  III,  quien  la  impuso  por  si  en  su 
Real  Cédula  de  14  de  agosto  1768,  que  él  mismo  la  quitó  el  16  de  octu- 
bre 1779  (21). 

La  oposición  o  concurso  no  se  requiere  para  la  validez  de  la  provisión, 
como  arriba  dijimos  de  los  grados  académicos,  pues  el  Convenio  no  la  exige 
bajo  pena  de  nulidad.  La  cláusula  previa  oposición  a  lo  más  tendría  fuerza 
de  ablativo  absoluto,  el  cual  en  derecho  canónico  no  significa  necesaria- 
mente condición  esencial  (22). 

Ya  dijimos  quiénes  pueden  ser  admitidos  a  la  oposición. 

Tiempo.  El  Obispo  diocesano  debe  publicar  el  edicto  de  convocatoria 
de  oposiciones  dentro  de  los  dos  meses  que  siguen  a  la  vacante  de  la  cátedra 
dotada  (art.  9).  En  él  consignará  si  admite  sacerdotes  extradiocesanos.  Fi- 
jará un  plazo  razonable  para  que  los  candidatos  presenten  las  solicitudes 
y  demás  documentos  y  ultimen  la  preparación. 

Este  decreto  de  convocatoria  le  comunicará  al  Ministro  de  Justicia,  con 
carácter  puramente  informativo,  para  su  publicación  en  los  periódicos  con 
carácter  oficial  (art.  9). 

En  el  mismo  edicto  expresará  la  materia  y  modo  de  los  ejercicios  de  la 
oposición,  orales  o  escritos  o  mixtos,  y  los  días  en  que  han  de  tenerse  y 
otros  detalles  a  su  prudente  arbitrio. 

Al  mismo  Obispo  atañe  el  constituir  los  tribunales. 

537.  Nombramiento.  A  los  ejercicios  de  la  oposición  se  seguirá  el 
informe  del  tribunal.  Su  voto  no  es  deliberativo  o  decisivo,  de  suerte  que 
el  Obispo  tenga  por  necesidad  que  atenerse  al  voto  de  la  mayoría,  o  a  la 
mayor  puntuación  obtenida  por  éste  o  el  otro  candidato,  no;  sino  que  es 
voto  meramente  consultivo  o  calificativo  de  la  ciencia  mostrada  en  la  opo- 
sición. Sólo  el  Ordinario  es  quien  hace  el  nombramiento  del  catedrático, 
teniendo  en  cuenta,  no  sólo  su  cultura,  sino  también  las  demás  cualidades, 
y  entre  éstas  las  pedagógicas.  Que  una  cosa  es  saber,  y  otra  sabsr  enseñar 
(art.  5). 

El  Prelado  ha  de  nombrar  al  más  digno;  a  saber,  al  que  por  el  conjunto 
de  cualidades  sobresalga  entre  todos  los  candidatos,  sin  acepción  de  perso- 
nas (can.  153,  ^  2).  De  lo  contrario,  obrará  mal,  faltará  a  la  justicia,  al 
menos  distributiva,  y  perjudicará  a  su  Seminario. 

El  nombramiento  no  es  firme  desde  el  principio:  sino  para  prueba  por 
tres  años,  en  los  cuales  el  nombrado  será  profesor  extraordinario,  después 
será  nombrado  definitivamente  ordinario  (art.  5),  de  por  vida. 

Creemos  que  no  será  ajeno  a  la  mente  del  legislador  el  que  por  excep- 
ción se  nombre  a  un  candidato  desde  el  principio  profesor  ordinario,  por- 
que cualquiera  otra  prueba  resultaría  superílua  y  casi  ridicula;  v.  gr.,  si 
se  trata  de  un  maestro  eminente,  ya  bien  acreditado  por  su  magisterio  en  la 
misma  cátedra  en  otro  Seminario.  Eum  qiii  certior  est  cerfiorari  iilteriiis  non 
oportet,  dice  la  regla  de  Derecho  31  en  el  Sexto  de  las  Decretales. 

538.  Remoción.  ''Corresponde  igualmente  al  Obispo,  que  podrá  libre- 
mente obrar  según  su  conciencia,  remover  a  los  profesores  por  motivo  de 


(21)  Novia.  Recopil.  lih.  1,  t.  2,  ley  1,  n.  14,  16. 

(22)  Hkgatillo,  Iiisiitiitiones  Inris  Canonici,  I,  n.  137,  edic.  6,  1956. 
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doctrina  o  moralidad  y  de  disciplina  eclesiástica,  por  infracción  grave  de 
sus  deberes  escolares,  o  por  inadecuada  eficiencia  en  el  desempeño  de  su 
misión  instructiva  y  formativa"  (art.  5). 

Para  esta  remoción  no  se  prescribe  proceso  judicial  ni  administrativo  es- 
pecial, como  el  de  la  remoción  administrativa  de  los  párrocos  (can.  2147-56). 
El  Obispo  procederá  con  libertad,  sí,  pero  con  conciencia,  apoyado  en  serios 
motivos,  confirmados  con  pruebas  sólidas;  y  oyendo  los  descargos  del  pro- 
fesor, poniéndose  en  guardia  contra  denuncias  interesadas  o  malévolas. 

Contra  el  decreto  de  remoción  tiene  el  profesor  removido  el  recurso  a 
la  Sagrada  Congregación  de  Seminarios  (23).  Tal  recurso  es  solo  en  devo- 
lutivo, esto  es,  no  hace  más  que  trasladar  el  conocimiento  de  este  negocio 
a  la  Santa  Sede,  para  que  ella  revoque  o  no  el  decreto;  no  es  en  suspensivo, 
es  decir,  no  tiene  efecto  suspensivo;  pendiente  el  recurso,  el  decreto  del 
Obispo  no  se  suspende,  puede  ejecutarse.  Mas  si  la  S.  Congregación  le 
revocare,  el  Prelado  tendrá  que  reponer  en  la  cátedra  al  profesor  remo- 
vido (24). 

El  plazo  para  entablar  el  recurso  no  está  tasado,  pero  conviene  que  éste 
se  haga  pronto. 

Jubiloxión.  Ya  que  los  profesores  pueden  ser  removidos  aun  por  causas 
inculpables,  v.  gr.,  por  su  ineficacia  a  causa  de  la  edad,  sería  equitativo 
que  se  les  diese  una  pensión  de  jubilación,  como  se  hace  con  los  profesores 
ancianos  de  los  establecimientos  estatales.  Es  de  sentir  que  a  este  respecto, 
exista  una  laguna  en  el  Convenio.  Creemos  que  no  sería  ajeno  a  la  mente 
de  nuestro  Gobierno  llenar  esta  laguna;  ya  que  en  el  art.  19,  n.  4,  del  Con- 
cordato, se  dice:  "El  Estado  prestará  a  la  Iglesia  su  colaboración  para  crear 
y  financiar  instituciones  asistenciales  en  favor  del  clero  anciano,  enfermo 
o  inválido". 

539.  Estudios.  Poco  es  lo  que  se  dice  en  el  Convenio  sobre  el  plan  de 
estudios;  limítase  a  ligeras  indicaciones  sobre  algunas  asignaturas,  que  tie- 
nen-especial  relación  con  la  patria  española. 

"El  estudio  de  la  Lengua,  Literatura,  Geografia  e  Historia  de  España, 
será  obligatoria  en  los  Seminarios,  en  extensión  no  inferior  al  plan  de  ense- 
ñanza media  en  España;  y  las  autoridades  eclesiásticas  cuidarán  de  que  en 
la  enseñanza  de  estas  disciplinas  se  inculque  el  más  acendrado  sentimiento 
patriótico  nacional". 

''Los  Prelados  comunicarán  al  Ministerio  de  Educación  Nacional  los  tex- 
tos, programas  y  horario  de  las  disciplinas  que  no  sean  filosóficas  y  teoló- 
gicas. Tal  comunicación  tendrá  carácter  puramente  informativo"  (art.  6). 

No  se  expresa  cuándo  y  con  qué  frecuencia  ha  de  hacerse  esta  comuni- 
cación. Juzgamos  que  hecha  la  primera  vez  después  de  vigente  el  Convenio, 
se  hará  siempre  que  haya  variación  notable  en  estas  cosas. 

¿Qué  asignaturas  son  filosóficas  y  teológicas?  Desde  luego  las  que  dan 
nombre  a  estas  dos  facultades.  ¿Y  las  afines  que  según  el  can.  1365,  §  1, 
deben  estudiarse  en  los  cursos  de  Filosofía  y  Teología,  v.  gr..  Biología,  An- 
tropología, Física  y  Química,  Matemáticas?  Por  analogía  con  la  respuesta 


(23)  Comis.  de  Intérpr..  22  mayo  1928;  AAS  16,  251. 

(24)  Regatillo,  Interpretatio  et  lurispriideiüia  Cod.  Iiir.  Can.  n.  768,  864. 
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auténtica  dada  al  can.  421,  §  1,  n.  1  (25),  parece  debieran  considerarse 
como  filosóficas  y  teológicas  todas  las  asignaturas  que  forman  parte  de  los 
cursos  respectivos.  Mas  atendiendo  a  la  mente  del  Estado,  que  tiende  a  dar 
efectos  civiles  a  los  estudios  hechos  en  los  Seminarios,  disciplinas  no  filo- 
sóficas o  teológicas,  parécennos  todas  aquellas  que  se  estudian  en  el  bachi- 
llerato de  la  nación,  excluidas  las  de  filosofía. 

540.  Efectos  académicos  de  los  estudios  seminarísticos.  "En  conse- 
cuencia, los  alumnos  de  los  Seminarios,  que,  además  del  curso  clásico  (cinco 
años),  hubieren  aprobado  el  curso  filosófico  (tres  años),  quedarán  habilita- 
dos legalmente  para  sufrir  las  pruebas  finales  para  la  obtención  del  titulo 
de  bachiller"  (art.  6). 

Con  esto  se  destierra  el  absurdo  ridiculo  al  par  que  dañino  para  los  es- 
tudiantes de  carrera  eclesiástica,  de  hacer  tabla  rasa  de  todos  sus  estu- 
dios, sin  darle  valor  alguno  legal,  si  acaso  pretendieren  hacer  estudios 
civiles. 

Llegaba  a  tanto  el  absurdo  y  la  ridiculez  que  conocimos  a  un  sacerdote, 
excelente  profesor  de  Derecho  Canónico  en  la  Universidad  Pontificia  de 
Comillas,  con  tres  doctorados  en  ciencias  eclesiásticas,  que  quiso  hacer  la 
carrera  de  Derecho  Civil,  y  le  obligaron  a  dar  el  examen  de  ingreso  para 
el  bachillerato,  como  a  los  niños  de  escuela;  y  a  examinarse  una  por  una 
de  todas  las  asignaturas  de  bachiller,  incluso  la  de  Gimnasia. 

Era  éste  un  problema  serio,  que  preocupaba.  Por  otra  parte  el  mismo 
can.  1364,  n.  3,  prescribe  que  a  los  alumnos  del  Seminario  menor  se  los 
instruya  de  manera  que,  además  de  la  Religión  y  de  las  lenguas  latina  y 
patria,  no  desdigan  de  los  hombres  cultos  entre  los  cuales  han  de  ejercer  el 
sagrado  ministerio 

Ultimamente  el  Gobierno  español  ha  ido  ampliando  la  equiparación  de 
los  estudios  seminarísticos  a  los  estatales.  El  Decreto  del  Ministro  de  Edu- 
cación, 15  jul.  1955,  regulariza  asi  la  convalidación:  Art.  1.°  La  conva- 
lidación de  estudios  eclesiásticos,  aprobados  en  Seminarios  o  en  centros 
religiosos  de  formación  eclesiástica,  equiparándolos  a  los  estudios  corres- 
pondientes del  bachillerato,  será  concedida  por  el  Ministerio  de  Educación 
Nacional  según  este  cuadro: 

Primero  de  Humanidades:  Dispensa  de  escolaridad  para  examen  libre 
del  primer  curso  de  bachillerato. 

Segundo,  tercero,  cuarto  de  Humanidades:  Uno,  dos,  tres  cursos  de  ba- 
chillerato sin  pruebas  o  exámenes. 

Quinto:  Cuatro  cursos  sin  pruebas,  pudiendo  realizar  directamente  el 
examen  de  grado  elemental. 

Primero  de  Filosofía:  Seis  cursos,  sin  pruebas;  pudiendo  realizar  di- 
rectamente el  examen  de  grado  superior;  y  además  dispensa  de  matricula, 
escolaridad  y  certificado  de  aptitud  del  curso  preuniversitario. 

Tercero:  Seis  cursos  sin  pruebas. 

Estos  alumnos  podrán  presentarse  a  las  pruebas  de  madurez  en  la  misma 
convocatoria  en  que  aprueban  el  grado  superior. 

Art.  2.°    Sólo  se  convalidarán  los  cursos  aprobados  en  su  totalidad. 

Art.  3.°  Estas  convalidaciones  poseerán  plenos  efectos  académicos;  pu- 
diendo incluso  servir  de  base  para  ulteriores  expedientes  de  conmutación 
por  otras  enseñanzas  análogas  a  las  del  bachillerato. 


(25)    Coniis.  (le  Iniérpr.  24  nov.  1020;  AAS  12,  573. 
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Convalidación  de  estudios  seviinarísticos  para  escuelas  de  Magisterio. 
Decr.  8  jun.  56;  Bol.  26  jun.  La  convalidación  se  hará  por  los  Directores  de 
Escuelas  de  Magisterio  a  vista  de  las  certificaciones  expedidas  por  aquellos 
centros  (Circular  27  oct.  56;  Bol.  20  nov.).  Circular  19  feb.  1957;  Bol.  28; 
corrección  Boletín.  Marzo. 

¿Será  aplicable  esta  convalidación  a  los  que  en  lo  pasado  aprobaron  los 
cursos  humanísticos  y  filosóficos?  Así  lo  juzgamos;  pues  el  Estado  úni- 
camente busca  la  equiparación  de  estudios  en  la  enseñanza  media.  Además, 
el  Decreto  del  Ministerio  de  Educación  no  hace  distinción  de  tiempos  en 
que  se  cursaron  los  estudios  eclesiásticos.  Por  fin  la  convalidación  es  cosa 
que  ha  de  concederla  el  Ministerio. 

¿Convendrá  acomodar  los  programas  de  los  estudios  eclesiásticos  infe- 
riores a  los  programas  estatales?  Aiites  del  mencionado  decreto,  cuando  no 
se  reconocía  esta  equiparación  de  cursos  veíanse  ventajas  e  inconvenientes. 
Ventajas:  Que  así  quedaban  los  seminaristas  y  religiosos  mejor  preparados 
para  el  examen  final  de  reválida  del  Estado.  Inconvenientes:  a)  Que  pu- 
diera serles  tentación  para  dejar  la  carrera,  b)  Que  sufrirían  los  estudios 
eclesiásticos.  Había  en  algunos  Prelados  y  Superiores  religiosos  cierta  ten- 
dencia a  la  acomodación;  más  aún,  a  que  los  alumnos  de  carrera  eclesiás- 
tica se  hicieran  bachilleres.  Hoy,  reconocida  la  equiparación  aun  de  curso 
por  curso;  no  vemos  tanta  ventaja  en  la  acomodación,  con  detrimento  de 
la  formación  humanística  tan  propia  de  la  Iglesia. 

§  4.    Universidades  de  estudios  eclesiásticos 

La  disciplina  general  hoy  vigente  en  estas  Universidades  y  Facultades 
es  la  prescrita  por  Pío  XI  en  la  Constitución  Deus  scientiarum  Dominus, 
4  mayo  1931;  y  en  las  anejas  Ordenaciones  de  la  S.  Congr.  de  Seminarios  y 
Universidades,  12  de  junio  1931. 

Dentro  de  esta  disciplina  general,  cada  Universidad  y  Facultad  ha  de 
trazar  sus  Estatutos  peculiares,  que  deberán  ser  aprobados  por  la  misma 
Congregación. 

541.  Legislación  concordada.  El  Convenio  de  1946,  art.  7,  profesa 
este  principio  de  derecho  público  eclesiástico:  ''El  Estado  español  reconoce 
las  Universidades  de  Estudios  Eclesiásticos  erigidas  por  la  Silla  Apos- 
tólica". 

Las  actuales  existentes  en  España,  sobre  la  base  de:  1)  "La  Constitu- 
ción Apostólica  «Deus  scientiarum  Dominus»,  de  24  mayo  de  1931...  con  las 
«Ordenaciones»  de  12  de  junio  de  1931".  2)  "Los  Estatutos  respectivos,  de- 
bidamente aprobados  por  la  Santa  Sede"  (§  1). 

Este  reconocimiento  general  es  de  la  mayor  importancia,  porque  al  pa- 
recer, equivale  a  reconocer,  además  de  todos  los  efectos  eclesiásticos,  a  los 
estudios  que  en  estas  Universidades  se  cursen,  también  los  efectos  civiles, 
aunque  no  en  su  totalidad,  como  veremos.  Este  reconocimiento  implica  la 
dotación  del  Estado  a  las  existentes. 

542.  Dotación.  ''Para  la  dotación  de  las  Facultades  Universitarias  que 
en  lo  futuro  pudieran  crearse,  se  estará  a  lo  que  de  común  acuerdo  se  con- 
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venga  dentro  de  lo  prescrito  en  el  presente  Convenio"  (§  2).  Es  decir,  en 
cuanto  a  la  base  de  la  dotación,  y  en  cuanto  a  la  dotación  misma. 

La  dotación  de  las  actuales  está  consignada  en  el  cuadro  C  del  anejo  al 
mismo  Convenio;  "y  su  cuantía  será  modificada  paralela  y  proporcional- 
mente  a  las  retribuciones  del  profesorado  similar  de  los  establecimientos 
del  Estado"  (art.  8).  Como  se  dijo  de  la  dotación  del  profesorado  de  los  Se- 
minarios. 

Profesorado  similar  al  de  las  Universidades  de  estudios  eclesiásticos  en- 
tendemos el  de  las  Universidades  civiles. 

543.  Profesores.  La  Const.  Deus  scientiarum,  art.  19,  distingue  tres 
categorías:  a)  Ordinarios,  "pleno  ac  firmo  iure  in  professorum  colle- 
gium  cooptati":  los  incorporados  al  claustro  de  profesores  en  pleno  y  firme 
derecho,  b)  Extraordinarios,  los  que,  "etsi  debitis  dotibus  ornati,  nondum 
omni  ac  pleno  iure  gaudent":  aunque  dotados  de  las  cualidades  requeridas, 
no  gozan  todavía  de  total  y  pleno  derecho,  c)  Ad  tempus,  que  "pro  opor- 
tunitate...  muñere  funguntur  tradendi  aliquam  disciplinam" :  según  la  opor- 
tunidad toman  a  su  cargo  la  explicación  de  alguna  asignatura.  Los  ordina- 
rios y  los  extraordinarios  son  estables;  los  temporales  son  inestables. 

Cualidades.  Cinco  requisitos  exige  la  Deus  scientiarum  en  los  estables 
(art.  21):  1)  Que  sobresalgan  en  letras,  buenas  costumbres  y  prudencia. 
2)  Que  tengan  el  doctorado  correspondiente.  3)  Que  prueben,  sobre  todo 
con  escritos,  su  idoneidad  para  la  enseñanza.  4)  Que  hagan  la  profesión 
de  fe.  5)  Que  reciban  la  misión  canónica,  esto  es,  la  facultad  de  enseñar, 
dada  por  la  competente  autoridad  eclesiástica. 

Nombramiento.  No  se  hace  previa  oposición,  sino  conforme  a  los  Esta- 
tutos peculiares  de  cada  Universidad;  en  la  de  Comillas,  los  profesores  son 
libremente  nombrados  y  rem^ovidos  por  el  Vice-Canciller,  que  es  el  Provin- 
cial de  la  Provincia  Jesuítica  de  León  (el  Canciller  es  el  P.  General);  con- 
fonric  a  los  Estatutos. 

"Por  lo  que  atañe  a  los  nombramientos,  vacantes  y  convocatorias  refe- 
rentes al  profesorado  de  las  Universidades  de  estudios  eclesiásticos  de  Sala- 
manca y  de  Comillas,  el  Prelado  y  el  Superior  Mayor  respectivamente,  en  su 
calidad  de  Cancilleres  y  con  arreglo  a  los  propios  Estatutos,  harán  análogas 
comunicaciones  al  Ministerio  de  Justicia,  y  a  los  mismos  fines  y  plazo  indi- 
cados" (Convenio,  art.  9). 

Análogamente  a  lo  que  se  conviene  en  este  mismo  número,  referente  al 
profesorado  de  los  Seminarios.  A  saber:  esta  comunicación  tiene  carácter 
meramente  informativo;  para  su  publicación  en  los  periódicos  oficiales.  El 
decreto  de  convocatoria  se  publicará  dentro  de  los  dos  meses  de  producida 
la  vacante  (Convenio,  art.  9). 

V.w  las  Fni vcrsidníles  actuales  no  habrá  lugar  a  decreto  de  convocatoria 
de  oposiciones,  como  en  los  Seminarios;  pues,  según  dijimos,  las  cátedras 
de  aquéllas  se  proveen  sin  oposición. 

Número.  Ni  la  Constitución  Deus  scientiarum  ni  las  Ordenaciones  fijan 
el  número  de  profesores  de  cada  Facultad;  lo  dejan  a  los  respectivos  Es- 
tatutos. 

Dotación.    El  Convenio  no  dota  todas  las  cátedras,  al  menos  las  de  la 
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Universidad  de  Comillas;  para  determinar  la  dotación  se  fijó  en  el  número 
mínimo  de  profesores  exigidos  por  los  Estatutos.  En  realidad  el  número  de 
profesores  existentes  en  la  de  Comillas  es  superior  al  de  las  cátedras 
dotadas. 

La  retribución  es  distinta  para  cada  clase  de  profesores;  ordinarios,  ex- 
traordinarios y  temporales. 

En  cuanto  a  los  demás  detalles  de  la  paga,  etc.,  véase  lo  dicho  sobre  la 
dotación  de  los  Seminarios. 

544.  Alumnos.  Además  de  los  clérigos  y  de  los  aspirantes  al  estado 
clerical,  "las  autoridades  eclesiásticas  permitirán  que  en  algunas  de  las  Uni- 
versidades dependientes  de  ellas  se  matriculen  los  estudiantes  seglares  en 
las  Facultades  superiores  de  Sagrada  Teología,  Filosofía,  Derecho  Canónico, 
Historia  Eclesiástica,  etc.;  asistan  a  sus  cursos,  salvo  en  aquellos  que  por 
su  índole  estén  reservados  exclusivamente  a  los  estudiantes  eclesiásticos;  y 
en  ellas  alcancen  los  respectivos  títulos  académicos"  (Concord.  art.  28,  n.  2). 

545.  Grados  académicos.  "Los  grados  mayores  en  ciencias  eclesiásti- 
cas, conferidos  a  clérigos  o  a  seglares  por  las  Facultades  aprobadas  por 
la  Santa  Sede,  serán  reconocidos,  a  todos  los  efectos,  por  el  Estado  español'' 
(Concord.  art.  30,  n.  2). 

¿Cuál  es  el  alcance  de  la  cláusula  "a  todos  los  efectos'"^  Según  suena  sin 
restricciones,  el  de  reconocim.iento  de  plenitud  de  efectos  jurídicos  en  su 
esfera;  en  el  orden  canónico  y  en  el  civil,  en  cuanto  la  ley  exija  grados  ecle- 
siásticos, por  ejemplo  a  los  profesores  de  Religión  en  las  Universidades  del 
Estado;  o  les  atribuya  valor  para  ciertos  fines. 

Pero  no  los  equipara  por  completo  a  los  grados  académicos  civiles  de  la 
Facultad  paralela.  Pues  el  mismo  Concordato  añade  a  continuación: 

"Dichos  grados  mayores  en  ciencias  eclesiásticas  serán  considerados  tí- 
tulo suficiente  para  la  enseñanza,  en  calidad  de  profesor  titular,  de  las  dis- 
ciplinas de  la  sección  de  Letras,  en  los  centros  de  enseñanza  media  depen- 
dientes de  la  autoridad  eclesiástica". 

De  donde,  por  sentido  contrario,  se  deduce  que  los  grados  mayores  ecle- 
siásticos no  habilitan  para  enseñar  ni  en  la  sección  de  Letras  en  los  cen- 
tros estatales  de  enseñanza  media;  ni  en  la  sección  de  Ciencias  en  los  cole- 
gios de  enseñanza  media  dependientes  de  la  Iglesia. 

Para  la  inteligencia  de  esta  disposición,  es  de  saber  que  según  la  ley 
de  Enseñanza  media,  aun  en  los  colegios  no  estatales  para  el  reconocimiento 
oficial  de  sus  estudios  en  orden  al  grado  de  bachiller  deben  tener  cierto 
número  de  profesores  con  titulo  para  la  sección  de  Letras  y  para  la  de 
Ciencias.  Pues  bien,  en  tales  colegios  dependientes  de  la  autoridad  ecle- 
siástica se  admiten  por  el  Concordato  como  profesores  titulados,  sólo  para 
la  sección  de  Letras  los  que  posean  grado  mayor  en  ciencias  eclesiásticas; 
el  cual,  para  este  efecto,  se  equipara  al  grado  civil. 

Esto  es  ya  un  avance,  pues  anteriormente  el  grado  eclesiástico  no  tenía 
valor  alguno  en  el  fuero  civil;  ni  siquiera  se  le  reconocía  para  eximir  a 
un  doctor  en  ciencias  eclesiásticas  de  los  exámenes  para  las  asignaturas 
del  bachillerato  civil,  como  arriba  dijimos. 

Grado  mayor  se  entiende  el  de  doctor  y  el  de  Ucenciado. 

Está  muy  puesto  en  razón  que  se  le  reconozca  para  la  sección  de  Letras; 
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porque  sin  duda  en  los  centros  de  la  Iglesia  la  formación  literaria  es  muy 
superior  a  la  que  se  recibe  en  los  centros  del  Estado.  En  cambio  para  la 
sección  de  Ciencias  no  se  le  reconoce  tal  valor,  porque  de  la  formación  en 
ciencias  profanas  tal  vez  no  podría  decirse  otro  tanto. 

Este  reconocimiento,  aunque  es  un  avance  muy  apreciable,  no  podía  dejar 
satisfechas  nuestras  razonables  aspiraciones.  Pero  el  mismo  Concordato 
deja  franca  la  puerta  a  nuevos  avances,  diciendo  en  el  art.  31,  n.  1:  "En 
lo  que  se  refiere  a  las  disposiciones  civiles  relativas  al  reconocimiento,  a 
efectos  civiles,  de  los  estudios  que  en  ellas  (las  escuelas  de  la  Iglesia)  se 
realicen,  el  Estado  procederá  de  acuerdo  con  la  competente  autoridad  ecle- 
siástica". 

Es  verdad  que  este  pasaje  se  refiere  a  los  establecimientos  o  escuelas  de 
estudios  profanos;  pero  con  mayor  razón  parece  que  debe  entenderse  tam- 
bién de  los  centros  de  estudios  eclesiásticos.  De  hecho,  el  Estado  ha  ido  am- 
pliando este  reconocimiento  a  efectos  civiles. 

El  decreto  del  Ministerio  de  Educación,  6  oct.  1954,  establece:  Art.  1.  De 
conformidad  con  lo  establecido  en  el  Concordato,  art.  30,  §  2,  los  titulados, 
clérigos  o  seglares,  con  grados  mayores  en  ciencias  eclesiásticas,  conferidos 
por  Facultades  aprobadas  por  la  Santa  Sede,  podrán  matricularse  directa- 
mente en  el  primer  curso  académico  de  las  Facultades  de  las  Universidades 
civiles,  considerándoseles  convalidados  los  estudios,  títulos  y  pruebas  de 
carácter  previo. 

Art.  2.  La  convalidación  de  estudios  parciales  o  totales  realizados  en 
dichas  Facultades  eclesiásticas,  podrá  ser  obtenida  al  amparo  de  lo  dis- 
puesto en  el  decreto  de  7  de  octubre  de  1939,  previo  dictamen,  con  carácter 
informativo,  del  Consejo  Nacional  de  Educación. 

Art.  3.  Los  ciudadanos  extranjeros,  que  hayan  obtenido  grados  o  rea- 
lizado estudios  en  Facultades  canónicamente  erigidas  por  la  Santa  Sede, 
podrán  acogerse  a  iguales  normas  para  la  convalidación  de  sus  títulos  o 
estudios  totales  o  parciales;  pero  la  validez  profesional  de  estos  títulos  estará 
sometida  a  lo  que  se  estipule  en  los  Convenios  con  las  naciones  a  que  aque- 
llos extranjeros  pertenezcan;  o  en  su  defecto,  a  lo  que  resulte  de  la  aplica- 
ción del  principio  de  reciprocidad.  Subsidiariamente  se  aplicarán  los  ar- 
tículos 4.°,  5.°  y  6.°  del  mencionado  decreto. 

Aquí  se  dice,  cuando  no  exista  convenio  no  pueda  aplicarse  el  criterio 
de  reciprocidad  :  Art.  4.  Los  extranjeros  podrán  iniciar  estudios,  realizar 
grados  y  obtener  títulos  en  todos  los  centros  españoles,  previo  el  abono  de 
los  derechos  correspondientes,  y  sin  necesidad  de  concesión  especial.  Estos 
estudios  no  tendrán  validez  profesional  en  nuestra  nación.  Para  otorgarse  tal 
valor,  el  Ministerio  se  atendrá  a  lo  que  disponga  la  legislación  general, 
que  regule  el  trabajo  y  el  ejercicio  profesional  en  España,  por  extranje- 
ros; y  la  concesión  tendrá  siempre  carácter  excepcional,  revocable  y  tem- 
poral. 

Art.  5.  Los  estudios  parciales  o  totales  y  los  títulos  obtenidos  en  el 
extranjero  por  extranjeros,  podrán  ser  conmutados  por  sus  equivalentes 
en  nuestros  centros,  sin  efectos  profesionales  en  España.  Siempre  se  oirá 
la  Administración  consultiva,  se  practicarán  los  ejercicios  de  reválida  o 
examen  de  conjunto,  y  se  pagarán  los  derechos  correspondientes. 

La  concesión  de  validez  í)ara  un  diploma  o  grado  supone  la  de  los  infe- 
riores y  el  reconocimiento  de  capacidad  para  pasar  a  los  superiores;  pero 
sin  efectos  profesionales  en  T^spaña. 

Pero  el  Ministerio  podrá  otorgarles  el  ejercicio  profesional... 

Art.  ().    Podrá  también  conceder  exención  total  o  parcial  de  derechos. 
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Para  la  aplicación  del  decreto  de  6  de  oct.  1954,  la  Orden  del  Ministerio, 
9  mar.  1955,  dictó  las  siguientes  normas  provisionales: 

1.  ^  Los  titulados  con  grados  mayores  en  ciencias  eclesiásticas,  para  ma- 
tricularse directamente  en  el  primer  curso  de  cualquier  Facultad  universi- 
taria, lo  solicitarán  al  Ministerio. 

2.  ^  A  la  instancia  acompañará  el  título  original  o  un  testimonio  nota- 
rial, legalizado,  cuando  proceda,  o  certificación  académica,  también  le- 
galizada. 

3.  ■  Lista  de  las  Facultades  canónicamente  aprobadas,  por  lo  que  se  re- 
fiere a  España. 

5.^  Quienes  soliciten  convalidación  de  estudios  totales  o  parciales,  en- 
viarán certificado,  legalizado,  de  las  asignaturas  estudiadas  y  calificaciones 
obtenidas. 

8.'  Las  peticiones  de  matrícula  directa  y  de  convalidación  podrán  for- 
mularse en  una  misma  instancia... 

546.  Convalidación  de  estudios.    Orden  del  Min.  de  Educ.  3  jun.  55: 
L°   Los  licenciados  o  doctores  en  Facultad  eclesiástica,  podrán  matricu- 
larse directamente  en  el  primer  curso  de  cualquier  Facultad  universitaria. 

2°  Los  licenciados  o  doctores  en  Filosofía,  podrán  obtener  el  titulo  co- 
rrespondiente civil,  previo  examen  de  las  asignaturas  siguientes:  L  Todas 
las  de  los  cursos  comunes,  a  excepción  de  Lengua  y  Literatura  Latina  y 
Griega  y  Fundamentos  de  Filosofía.  II.  Estética,  Antropología  e  Historia 
de  la  Filosofía  española  y  Filosofía  de  la  Historia.  Las  demás  se  dan  por 
convalidadas. 

3."  Los  graduados  en  Filosofía  que  pretendan  convalidación  en  otra 
sección,  tendrán  convalidadas  las  asignaturas  de  los  cursos  comunes,  seña- 
ladas en  el  número  anterior. 

4.0   Lista  de  las  Facultades  españolas  canónicamente  aprobadas. 

Orden  de  27  de  en.  1956.  Los  titulados  en  Filosofía  que  obtengan  conva- 
lidación de  estudios,  según  los  nn.  2  y  3  de  la  Orden  anterior,  están  exentos 
del  examen  intermedio  o  final  de  los  dos  cursos  comunes;  pero  'darán  el 
examen  final  de  la  licenciatura,  como  los  alumnos  de  la  Facultad  civil. 

CAPITULO  XXXIII 

Concordato,  artículo  31 

CENTROS  ECLESIASTICOS  DE  ENSEÑANZA  PROFANA 

547.  Noción.  Centros  docentes  de  la  Iglesia  son  los  erigidos  por  la 
competente  autoridad  eclesiástica,  cualquiera  que  sea  su  clase  y  grado.  Son, 
pues,  no  sólo  las  escuelas  y  colegios  pertenecientes  al  Obispado  o  a  la  pa- 
rroquia, sino  también  los  de  asociaciones  piadosas,  los  de  religiosos,  socie- 
dades de  vida  común  que  imitan  a  las  religiones  y,  si  mal  no  entendemos, 
los  de  los  Institutos  seculares. 
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§  1.    Los  colegios  de  los  religiosos  son  colegios  de  la  iglesia 

548.  Conviene  insistir  en  este  concepto,  porque  es  muy  de  lamentar  que 
aun  buenos  católicos,  incluso  eclesiásticos,  lo  hayan  impugnado  cuando  el 
Estado  confeccionaba  la  ley  de  enseñanza  media;  en  que  reconocía  ciertos 
beneficios  a  los  colegios  de  la  Iglesia.  Con  lo  cual  hacían  a  la  Iglesia  misma 
mezquino  servicio. 

Ante  todo,  las  Ordenes,  Congregaciones  religiosas,  Institutos  de  vida  co- 
mún Y  seculares  son  instituciones  de  la  Iglesia.  Ella  tiene  que  darles  la  exis- 
tencia y  personalidad  jurídica.  Las  Normas  de  la  S.  Cong.  de  Religiosos, 
6  mar.  1921  (1)  señalan  las  siguientes  fases  por  las  que  ha  de  pasar  una  nueva 
Congregación  religiosa. 

a)  Decreto  de  erección  dado  por  el  Ordinario  diocesano;  por  el  cual 
queda  constituida  persona  moral  de  la  Iglesia.  El  Ordinario  antes  de  dar 
este  decreto  expondrá  a  la  Santa  Sede  las  bases  o  características  o  puntos 
capitales  del  nuevo  Instituto.  Uno  de  estos  puntos  es  si  ha  de  ser  docente. 
Con  este  informe  la  Santa  Sede  da  al  Prelado  el  Nihil  ohstat;  el  Prelado  da 
el  decreto  de  erección  canónica,  por  el  cual  queda  constituida  en  religión 
de  derecho  diocesano  (can.  488,  n.  3). 

b)  Decreto  de  alabanza  dado  por  la  Santa  Sede,  después  que  la  ya  creada 
Congregación  religiosa  ha  dado  buenas  pruebas  de  sí.  Por  este  decreto  queda 
elevada  a  Congregación  de  derecho  pontificio. 

c)  Aprobación  pontificia,  después  de  nuevo  plazo  de  prueba. 

d)  Aprobación  de  las  Constituciones. 

Los  mismos  trámites  se  siguen  en  la  erección  de  nuevas  Sociedades  de 
vida  común  (can.  674),  y  de  los  Institutos  seculares  (2). 

De  donde  se  deduce  que  toda  Orden  o  Congregación  o  Instituto  cuasi 
religioso  o  secular  docente  es  mandataria  de  la  Jerarquía  eclesiástica,  que 
la  da  el  ser,  y  aprueba  ese  fin  específico  de  la  enseñanza;  la  cual  ejerce 
con  autorización  de  la  Iglesia;  y  con  tanta  estabilidad,  que  una  vez  erigida, 
nadie  la  puede  extinguir  sino  sólo  la  Santa  Sede  (can.  493).  Dígase,  pues, 
si  esa  Orden  o  Congregación  religiosa,  etc.,  docente  no  es  en  todo  rigor 
Orden  o  Congregación  de  la  Iglesia. 

Los  colegios  de  los  religiosos  son  colegios  de  la  Iglesia.  La  Jerarquía 
eclesiástica  es  quien  da  a  cada  una  de  esas  casas  o  colegios  su  existencia 
jurídica,  con  el  fin  peculiar  de  la  enseñanza.  Para  erigir  un  colegio  de  reli- 
gión exenta  de  la  jurisdicción  episcopal,  requiérese  licencia  de  la  Santa  Sede 
y  consentimiento  del  Ordinario  local;  si  no  es  exento,  basta  la  licencia  del 
Ordinario  (can.  487,  §  1). 

Al  solicitarse  esta  licencia,  se  debe  manifestar  que  se  trata  de  un  centro 
docente;  y  una  vez  abierto  con  la  licencia  dicha,  queda  constituido  como 
persona  jurídica  eclesiástica,  con  derecho  a  la  enseñanza  (can.  497,  §  2;  531); 
y  con  tal  firmeza,  que  no  puede  suprimirse,  sin  la  venia  de  la  Iglesia;  ni 
siquiera  cambiarse  su  destino  docente  (can.  497,  §  4;  498).  Y  como  persona 
jurídica  eclesiástica,  se  comprende  bajo  el  nombre  de  Iglesia  (can.  1498); 
y  sus  bienes  son  bienes  de  la  Iglesia  (1497). 


(1)    Arta  Ápost.  Sed.  13,  312-19. 

(2j    Fío  XII,  Coiist.  Provida,  2  feh.  1947;  A.\S  159,  114;  arl.  4. 
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Todo  esto  ¿no  es  prueba  evidente  de  que  los  colegios  de  los  religiosos  son 
colegios  de  la  Iglesia? 

Testimonio  de  Pío  XI.  Toda  su  famosa  enciclica  Divini  illius  Magistri 
sobre  la  educación  (3)  está  salpicada  de  este  pensamiento. 

En  cuanto  a  la  misión  educativa  de  la  Iglesia...  ha  creado  y  fomentado 
en  todos  los  siglos  una  ingente  multitud  de  escuelas  e  instituciones  en 
todos  los  ramos  del  saber...  los  monasterios,  los  conventos,  las  colegiatas,  los 
cabildos...,  ''junto  a  cada  una  de  estas  instituciones  habia  un  hogar  es- 
colar". 

"En  sus  misiones  esparce  a  millares  las  escuelas...  La  Iglesia  con  sus  mi- 
siones ha  educado  en  la  vida  cristiana  y  en  la  civilización  a  las  diversas  gen- 
tes... Con  lo  cual  queda  con  evidencia  asentado  cómo  de  derecho  y  aun  de 
hecho  pertenece  de  manera  supereminente  a  la  Iglesia  la  misión  edu- 
cativa". 

"La  historia...  demuestra  espléndidamente  cómo  la  Iglesia  los  ha  tute- 
lado y  defendido  siempre  [los  derechos  de  la  familia] ;  y  la  mejor  prueba  de 
ello  está  en  la  especial  confianza  que  las  familias  han  puesto  en  las  escuelas 
de  la  Iglesia...  Mandan  y  llevan  por  millones  a  sus  propios  hijos  a  los  Ins- 
titutos educativos  fundados  y  dirigidos  por  la  Iglesia". 
Hagamos  algunas  consideraciones  sobre  estos  pasajes: 
Enseña  Pío  XI:  a)  Que  la  Iglesia  tiene  una  misión  educativa  univer- 
sal, b)  Que  para  realizarla  ha  creado  y  fomentado  inmensa  muchedum- 
bre de  escuelas,  c)  Que  esas  escuelas  suyas  han  sido  y  son  entre  otras 
las  de  los  monasterios,  conventos  y  misioneros.  Y  sabido  es  que  los  misio- 
neros en  casi  su  totalidad  han  sido  y  son  religiosos  o  equiparados.  En  el 
mismo  plano  de  escuelas  de  la  Iglesia  pone  Pió  XI  las  escuelas  de  los  mo- 
nasterios y  conventos,  que  las  de  las  iglesias,  colegiatas  y  cabildos  catedra- 
les, d)  Llama  escuelas  de  la  Iglesia,  o  Institutos  educativos  fundados  y 
dirigidos  por  la  Iglesia  a  esas  escuelas  a  donde  los  padres  mandan  por  mi- 
llones a  sus  hijos.  Ahora  bien,  en  la  conciencia  de  todos  está  que  esos  son 
los  colegios  de  los  religiosos.  ¡Si  en  muchas  naciones,  como  en  España,  ape- 
nas hay  otros! 

Luego,  según  el  Papa,  los  colegios  de  los  religiosos  son  colegios  de  la 
Iglesia. 

Este  mismo  concepto  han  manifestado  varios  Prelados  españoles  en  Pas- 
torales (4).  Lo  mismo  hizo  la  Comisión  Episcopal,  de  Enseñanza  presidida 
por  el  Excmo.  Sr.  Olaechea,  Arzobispo  de  Valencia,  en  aquella  declaración 
de  principios,  que  por  causas  extrínsecas  no  llegó  a  divulgarse.  Otro  tanto 
nos  m.anifestó  en  Roma  el  Secretario  de  la  S.  Cong.  de  Religiosos. 

Finalmente,  el  art.  25  de  la  ley  de  Educación  primaria,  17  de  julio  1945, 
expresamente  define:  "Son  escuelas  de  la  Iglesia  las  organizadas,  sosteni- 


(3)  31  dic.  1929;  AAS  22,  49. 

(4)  Excmo.  Mérida,  Obispo  de  Astorga,  La  restauración  cristiana  de  la  enseñan- 
za, 7  mar.  1947,  p.  25.  ed.  FAE;  Excmo.  Olaechea.  Arzobispo  de  Valencia,  La  li- 
bertad de  enseñanza,  25  jul.  1951,  p.  12,  ed.  FAE.  Excmo.  Gúrpide.  Obispo  de  Si- 
güenza  (hoy  de  Bilbao),  La  enseñanza,  12  oct.  1952,  p.  57,  ed.  FAE;  Pastoral,  Los 
colegios  de  la  Iglesia,  1959,  Conferencia  de  Metropolitanos,  Instrnc.  29  set.  1952. 
El  apostolado  de  la  educación...,  p.  9,  ed.  FAE.  En  estos  documentos  se  afirma  ex- 
presamente que  todos  los  centros  docentes  de  los  religiosos,  abiertos  con  licencia 
del  Ordinario  del  lugar  son  centros  de  la  Iglesia;  aunque  no  tengan  un  decreto 
formal  de  erección  del  mismo  Ordinario,  ni  Estatutos  por  él  redactados. 
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das  y  regidas  por  ella  o  sus  mstituciones  docentes  canónicamente  apro- 
iDadas". 

549.  Objeciones.  1.^  La  Iglesia  no  se  identifica  con  las  Ordenes  y  Con- 
gregaciones religiosas  docentes,  ni  menos  con  sus  colegios.  El  profesorado 
de  ellos  es  mandatario  de  la  familia;  pero  no  de  la  Jerarquía  eclesiástica. 
Esta  no  sale  responsable  de  la  obra  realizada  por  ellos,  ni  confunde  con 
ella  su  misión  educativa  y  evangelizadora. 

Resp.  La  respuesta  queda  dada  por  Pío  XI  en  los  fragmentos  arriba 
copiados. 

Cierto  que  los  Institutos  religiosos  y  sus  colegios  no  son  toda  la  Iglesia, 
pero  ciertamente  son  instituciones  de  la  Iglesia,  fundadas  o  erigidas  por 
ella,  y  con  sus  Constituciones  o  leyes  aprobadas  por  la  misma  Iglesia,  por 
la  Jerarquía  eclesiástica,  como  arriba  probamos.  Tan  instituciones  de  la 
Iglesia  son  com.o  las  parroquias  y  los  cabildos. 

Además,  para  su  buen  régimen  y  disciplina,  el  Código  Canónico  prescribe 
visitadores  en  los  tiempos  definidos.  Estos  de  ordinario  son  los  Provinciales, 
verdaderos  superiores  eclesiásticos  (can.  511);  y  hasta  cierto  punto  los 
Prelados  diocesanos  (can.  512);  y  en  casos  extraordinarios  la  misma  Santa 
Sede  designa  visitadores  especiales. 

Es  más,  en  la  Curia  Romana  existe  la  Sagrada  Congregación  de  Religio- 
sos, que  es  uno  de  los  Ministerios  del  Papa  (can.  251),  a  la  cual  tienen  que 
dar  cuenta  los  Superiores  Generales,  por  lo  menos  cada  cinco  años,  del 
estado  de  su  religión,  de  cómo  cumple  sus  deberes  (can.  510). 

De  suerte  que  no  se  desentiende  la  Jerarquía  eclesiástica  de  la  educa- 
ción que  se  da  en  los  colegios  de  los  religiosos ;  si  no  siempre  inmediatamente 
por  medio  de  los  Obispos,  así  ciertamente  por  medio  de  los  Superiores  ma- 
yores de  la  misma  religión  (5). 

2.^  La  Santa  Sede  se  ha  reservado  la  constitución  canónica  de  Univer- 
sidades y  Facultades  Católicas  (can.  1376).  Sólo  la  Santa  Sede  puede  conce- 
der la  facultad  de  conferir  grados  académicos  con  efectos  canónicos  en  la 
Iglesia  (can.  1377).  La  Const.  Deus  scienliariim,  y  las  Ordenaciones  ane- 
jas (6),  concretan  las  normas  relativas  a  las  Universidades  de  estudios 
eclesiásticos,  y  contienen  la  creación  y  organización  de  un  servicio  público, 
cuya  prestación  es  conferida  en  cada  caso  por  el  legislador  mismo,  me- 
diante la  aprobación  de  sus  Estatutos. 

En  cambio,  no  se  ha  reservado  la  Santa  Sede  la  constitución  de  escue- 
las medias  y  elementales  católicas,  ni  las  da  o  aprueba  en  cada  caso  sus 
Estatutos. 

Los  colegios  de  los  religiosos  no  se  constituyen  ni  organizan,  pues,  para 
un  servicio  público. 

De  estos  hechos,  y  del  concepto  de  servicio  público  deduce  Pérez  Mier 
que  los  Institutos  religiosos  erigidos  según  sus  Constituciones,  pero  no  por 
decreto  formal  de  la  Santa  Sede  ni  del  Ordinario  del  lugar,  y  cajentes  de 
Estatutos  dictados  por  la  Jerarquía,  no  son  colegios  de  la  Iglesia  (7). 

Resp.  El  hecho  de  que  la  Santa  Sede  se  reserve  la  constitución  de  las 
Universidades  Católicas  y  la  aprobación  de  sus  Estatutos,  aunque  sean  de 
reUgiosos,  no  prueba  que  los  otros  centros  docentes  no  sean  colegios  de  la 


(5)  Reoatillo,  en  Sal  Terrae,  194.7,  pp.  40-46. 

(6)  24  inay.  12  jun.  lOai  ;  AAS  28,  241,  263. 

il)    Va\  Renistu  Española  de  Derecho  Canónico,  sct.-dic.  1953,  p.  964  sig. 
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Iglesia.  Quiere  decir  que  por  la  importancia  especial  de  aquellos  centros 
superiores,  niega  a  los  Prelados  la  facultad  de  erigirlos,  como  pueden  erigir 
centros  inferiores  de  la  Iglesia. 

Para  que  los  colegios  de  religiosos  sean  de  la  Iglesia.  710  se  necesita  de- 
creto formal  de  erección  dado  por  el  Obispo,  7ii  aprobación  de  sus  Estatutos 
por  el  mismo.  Una  entidad  puede  constituirse  persona  moral  de  la  Iglesia; 
o  bien  por  disposición  de  la  ley  o  del  derecho  mismo,  puestos  los  prerrequi- 
sitos  (can.  100,  M);  o  por  decreto  formal  de  erección  dado  por  la  autoridad 
competente.  Cuando  se  requiere  decreto  formal,  éste  a  veces  se  reserva  a  la 
Sede,  como  para  erigir  una  diócesis,  un  cabildo,  una  dignidad  capitular 
(can.  215:  392;  394,  §  2);  otras  veces  el  decreto  formal  de  erección  es  de  la 
competencia  del  Obispo  o  de  otro  superior  eclesiástico,  v.  gr.,  el  decreto  de 
erección  de  parroquias  (can.  216),  pero  en  todo  caso  tal  decreto  o  tal  ley 
crea  una  entidad  o  persona  moral,  que  verdaderamente  es  de  la  Iglesia. 

Pues  bien,  a  las  casas  o  colegios  religiosos  les  da  la  personalidad  ecle- 
siástica el  derecho  mismo,  el  legislador  supremo,  por  ley  general,  puestos 
los  requisitos  previos,  que  son  la  licencia  de  la  Santa  Sede  y  el  consenti- 
miento del  Ordinario  diocesano,  si  han  de  ser  centros  exentos  de  la  juris- 
dicción episcopal;  o  la  sola  Licencia  del  Obispo,  si  no  han  de  ser  exentos 
(can.  497).  Puesta  la  licencia  y  señalados  el  edificio  donde  ha  de  habitar 
la  comunidad,  y  los  sujetos  que  la  constituyen;  el  superior  general  declara 
canónicamente  erigida  la  casa  o  colegio  reügioso,  que  es  persona  moral  de 
la  Iglesia  »can.  536).  Y  siendo  asi,  ¿por  qué  no  ha  de  considerarse  como 
ministerio  o  función  de  la  Iglesia  el  desempeñado  por  esa  comunidad,  para 
el  cual  fue  erigida  por  la  Iglesia  misma? 

Y  adviértase  que  jerarquía  eclesiástica  es.  no  sólo  la  ordinaria,  llamé- 
mosla asi  del  clero  secular,  que  consta  de  dos  grados  de  derecho  divino: 
el  Obispe  y  el  Sumo  Pontífice;  sino  también  la  extraordinaria  de  los  reli- 
giosos exentos  de  la  jurisdicción  episcopal;  y  que  consta  de  los  distintos 
grados  de  superiores  religiosos  y  del  Papa.  Pues  ningún  católico  osará  afir- 
mar que  los  religiosos  exentos  del  Obispo  se  hallan  al  margen  de  la  jerar- 
quía eclesiástica.  Pero  aun  las  religiones  exentas  en  no  pocas  cosas  están 
sujetas  a  la  jurisdicción  episcopal  (8). 

3.^  La  Jerarquía  no  se  hace  responsable  de  las  deficiencias  y  fracasos 
de  muchos  colegios  de  religiosos  y  sobre  todo  de  religiosas.  Luego  no  son  de 
la  Iglesia. 

Resp.  Hay  una  responsabilidad  individual,  la  correspondiente  a  cada 
maestro.  La  actuación  de  éste  muchas  veces  se  sustrae  al  control  efectivo 
de  los  superiores;  y  no  siempre  podrá  hacerse  a  éstos  responsables  de  los 
defectos  del  maestro.  Otra  responsabilidad  hay  colectiva  o  de  la  persona 
moral;  y  de  ésta  más  fácilmente  es  participante  el  superior.  Así  un  párroco 
es  responsable  de  su  acción  parroquial;  y  sin  embargo  también  en  algún 
modo  lo  es  el  Obispo  que  le  nombra,  y  bajo  cuya  jurisdicción  trabaja. 

Si  porque  algunos  colegios  religiosos  dejen  que  desear,  no  se  hubieran 
de  considerar  como  colegios  de  la  Iglesia;  tampoco  serían  de  la  Iglesia  tan- 
tas parroquias,  cabildos,  seminarios  y  obispados,  que  sabemos  han  sido  pé- 
simamente administrados. 


(8)    Regatillo,  Jerarquismo,  en  "Sal  Terrae",  1948,  pp.  520-34;  605-17. 
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En  los  colegios  religiosos  la  Iglesia,  que  los  erige,  hace  responsables  de 
ellos  y  de  su  gestión  a  los  superiores  religiosos,  que  son  verdaderos  superio- 
res eclesiásticos,  y  a  los  Prelados  diocesanos  en  lo  que  a  éstos  corrssponde 
intervenir,  según  el  derecho,  ¿Que  un  Obispo  no  juzga  oportuna  la  creación 
de  un  colegio  religioso?  Niegue  la  licencia,  y  no  se  abrirá  ese  colegio.  ¿Que 
teme  que  en  tal  colegio  no  se  dará  convenientemente  la  educación?  Exija  an- 
tes de  dar  la  licencia  las  oportunas  garantías.  ¿Que  alguno  no  funciona  como 
debe?  Adviértalo  a  los  superiores;  y  en  último  término  a  la  Santa  Sede. 

4.^  Si  la  mera  aprobación  de  un  Instituto  religioso  como  docente  bas- 
tara para  dar  a  sus  escuelas  la  condición  de  colegios  de  la  Iglesia,  también 
la  aprobación  de  otro  Instituto  para  otros  ministerios  o  determinados  tra- 
bajos manuales  bastaría  para  hacer  de  sus  talleres,  industrias  o  granjas,  entes 
de  la  Iglesia. 

Resp.  ¿Y  por  qué  no?  Lo  dice  el  can.  497,  §  2:  "La  licencia  para  abrir 
una  nueva  casa  religiosa  lleva  consigo...  para  todas  las  religiones  la  facultad 
de  ejercitar  las  obras  propias  de  la  religión..  Y  añade  el  §  4:  'Tara  edi- 
ficar y  abrir  una  escuela,  una  hospedería  u  otro  centro  de  naturaleza  seme- 
jante, separado  de  la  casa  religiosa,  aun  exenta,  es  necesaria  y  suficiente  la 
licencia  especial  escrita  del  Ordinario  diocesano". 

Como  se  ve,  ni  aquí  ni  en  ninguna  parte  exige  ni  menciona  el  derecho 
canónico  la  necesidad  del  decreto  de  erección  del  Obispo,  ni  de  la  aproba- 
ción de  sus  Estatutos,  para  que  tales  centros  religiosos  sean  verdadera- 
mente eclesiásticos  y  funcionen  como  centros  de  la  Iglesia. 

¿Por  qué  no  ha  de  ser  institución  de  la  Iglesia  una  residencia  de  religio- 
sos destinada  a  ministerios  espirituales  de  confesar,  predicar,  etc.,  u  otra 
casa  de  un  Instituto  religioso  destinada  a  imprimir  y  editar  libros  buenos, 
como  la  Sociedad  de  San  Pablo;  o  a  obras  de  caridad  corporal,  como  los 
hospitales  de  los  Hermanos  de  San  Juan  de  Dios?  Un  Seminario  diocesano 
es  ciertamente  institución  de  la  Iglesia.  Si  en  él  se  pone  legítimamente  una 
imprenta,  ¿no  diríamos  que  esa  imprenta  es  obra  de  la  Iglesia?  ¿Por  qué  no 
decir  obra  de  la  Iglesia  una  fábrica  de  velas  para  el  culto,  o  de  vinos  de 
misa,  o  de  quesos,  etc.,  que  legítimamente  tienen  los  trapenses,  cartujos,  etc., 
para  su  sustento,  y  para  con  sus  productos  ejercitar  una  santa  obra  social, 
proporcionando  al  público  géneros  bien  fabricados  y  a  precios  económicos 
y  para  distribuir  limosnas?  No  será  esto  precisamente  el  fin  primario  de 
una  Trapa  o  de  una  Cartuja;  pero  es  una  obra  que  la  Iglesia  les  aprueba 
como  accesoria;  y  lo  accesorio  sigue  la  naturaleza  de  lo  principal.  Y  siendo 
la  Trapa  y  la  Cartuja  institución  de  la  Iglesia,  también  lo  serán  las  obras 
establecidas  en  ellas,  conforme  a  su  regla  aprobada  por  la  misma  Iglesia. 

¿Que  puede  haber  abusos?  ¿Dónde  no  los  hay?  ¿En  los  cabildos  de  canó- 
nigos, en  los  seminarios,  en  las  curias  diocesanas? 

Es  muy  discutible  el  concepto  de  servicio  público,  del  cual  quiere  Pérez 
MiER  sacar  un  argumento  contrario. 

¿Pero  a  qué  más  disquisiciones,  cuando  son  claros  los  textos  pontificios 
en  que  se  reconocen  a  los  colegios  religiosos  como  colegios  de  la  Iglesia? 

Los  que  pretenden  negarles  esta  dignidad  echan  sobre  la  Iglesia  misma 
un  negro  borrón;  y  es  que  la  Iglesia,  al  menos  en  España,  no  ha  cumplido 
durante  siglos  su  misión  docente.  Porque,  si  los  colegios  de  los  religiosos 
no  son  colegios  de  la  Iglesia,  ¿qué  centros  docentes  ha  tenido  ella?  Los 
Obispos  no  han  tenido  apenas  escuelas  episcopales  ni  parroquiales.  El  tra- 
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bajo  de  la  enseñanza  media  le  han  llevado  casi  exclusivamente  los  religio- 
sos, con  tanto  sacrificio  de  personal  y  gastos;  y  sosteniendo  enconadas 
campañas,  contra  las  autoridades  estatales,  que  tantas  veces  les  han  hecho 
guerra  implacable,  hasta  despojarlos  de  sus  colegios  y  expulsarlos  de  su 
patria. 

He  aquí  la  estadística  hecha  por  la  F.  E.  R.  E.  (Federación  Española  de 
Religiosos  de  Enseñanza),  1957-58. 
Colegios  de  religiosos:  839. 
Alumnos:  161.196. 

Institutos  Nacionales  de  Enseñanza  Media:  119. 

Los  colegios  diocesanos,  o  erigidos  por  los  Obispos  y  regidos  por  sacerdo- 
tes seculares,  según  nos  informa  un  perito  en  la  materia,  son  unos  18.  Y  éstos 
en  su  mayoría,  sino  en  su  totalidad,  han  sido  fundados  en  estos  últimos 
años.  Si  los  839  colegios  de  religiosos  no  son  colegios  de  la  Iglesia,  y  sólo  lo 
son  los  18  diocesanos,  ¿cómo  podrá  decirse  que  la  Iglesia  ha  cumplido  y 
cumple  en  España  su  misión  educadora  de  la  juventud,  misión  encomen- 
dada a  ella  por  su  Divino  Fundador  Jesucristo? 

Léase  la  excelente  Carta  Pastoral  sobre  Los  colegios  de  la  Iglesia,  del 
ExcMO.  Sr.  D.  Pablo  Gúrpide,  Obispo  de  Bilbao,  donde  explica  los  términos 
colegios  de  la  Iglesia.  "En  la  denominación  de  colegios  de  la  Iglesia  com- 
prendemos, no  sólo  los  que  regentan  directamente  los  religiosos,  sino  tam- 
bién los  llamados  diocesanos,  dirigidos  por  sacerdotes  seculares"  (pág.  9). 
En  la  pág.  10  da  breve  razón  porqué  los  colegios  de  los  religiosos  son  cole- 
gios de  la  Iglesia,  como  nosotros  lo  hemos  hecho  aquí  con  más  extensión. 

550.  Sobre  el  Reglamento  de  centros  no  oficiales  de  enseñanza  media, 
Decr.  25  jul.  1955  {Bolet.  del  Est.  11  ag.  55).  Otro  de  la  misma  fecha  salva 
errores:  Art.  19.  Cuando  se  trata  de  centros  de  la  Iglesia,  al  expediente 
de  revocación  se  unirá  el  informe  de  la  Jerarquía  eclesiástica  competente 
{Bol  4  set.  55). 

Normas  aclaratorias  del  Reglamento.  Orden  del  Min.  de  Educ.  25  en.  1956; 
Bol  1  feb.  56. 

Inspección.  Decr.  8  jul.  55;  Bol.  11  ag.  55. 

§  2.    Derecho  de  la  Iglesia 

551.  "La  Iglesia  podrá  libremente  ejercer  el  derecho  que  le  compete, 
según  el  can.  1375  del  Código  de  Derecho  Canónico,  de  organizar  y  dirigir 
escuelas  públicas  de  cualquier  orden  y  grado,  incluso  para  seglares"  (art.  31, 
n.  1). 

Es  éste  un  derecho  nativo  e  independiente  de  todo  poder  humano,  que 
compete  a  la  Iglesia,  no  por  concesión  del  poder  civil,  o  por  prescripción  u 
otro  título  humano,  sino  por  otorgamiento  de  su  Divino  Fundador,  por 
el  mero  hecho  de  haberla  Jesucristo  instituido  como  sociedad  perfecta  para 
la  consecución  de  un  fin  sobrenatural,  que  es  la  salvación  de  las  almas;  y 
con  derecho  a  los  medios  necesarios  para  el  conveniente  logro  de  ese  mismo 
fin.  Ahora  bien,  nadie  ignora  cuánto  influye  la  educación  en  las  escuelas, 
aun  de  disciplinas  profanas,  en  la  formación  religiosa  y  moral  y  social  de  la 
juventud.  Por  tanto,  a  la  Iglesia  le  compete  ese  derecho  de  tener  escuelas  de 
toda  clase  y  de  todo  grado. 
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"Con  pleno  derecho  la  Iglesia  promueve  las  letras,  las  ciencias  y  las 
artes,  en  cuanto  son  necesarias  o  útiles  para  la  educación  cristiana;  y  aun 
fundando  y  manteniendo  escuelas  e  instituciones  propias  en  toda  disciplina 
y  en  todo  grado  de  cultura"  (9). 

Este  derecho  de  la  Iglesia  le  reconoce  el  Estado  español  en  el  art.  31, 
n.  1.  Pero  es  más,  deja  libre  el  ejercicio  de  este  derecho. 

552.  Valor  jurídico  de  los  estudios.  "En  lo  que  se  refiere  a  las  dispo- 
siciones civiles  relativas  al  reconocimiento,  a  efectos  civiles,  de  los  estudios 
que  en  ellas  se  realicen,  el  Estado  procederá  de  acuerdo  con  la  competente 
autoridad  eclesiástica"  (art.  31,  n.  1). 

Como  se  ve,  el  Concordato  español  no  reconoce  plenos  efectos  civiles  a 
los  estudios  realizados  en  los  centros  de  la  Iglesia,  para  la  enseñanza 
profana. 

Bien  fuera  esto  de  desear,  como  lo  consigna  el  Concordato  lituano,  art.  13, 
n.  5:  "Todas  las  escuelas  que  se  encuentran  bajo  la  dependencia  del  Ordi- 
nario y  se  conforman  al  programa  del  Ministerio  de  Instrucción  Pública,  - 
quedarán  asimilados,  por  lo  que  concierne  al  valor  de  los  diplomas,  a  las 
escuelas  del  Estado. 

Reconocen  la  misma  paridad  los  Concordatos  de  Baviera,  art.  5;  Ruma- 
nía,  art.  19;  Alemania,  art.  25  y  protocolo  al  art.  24;  y  las  leyes  civiles  de 
muchas  naciones,  como  Estados  Unidos,  Inglaterra,  Holanda,  Bél3ica,  Sui- 
za, etc. 

Pero  nuestro  Concordato  deja  franca  la  puerta  a  negociaciones  sobre 
el  valor  civil  de  los  estudios  hechos  en  los  centros  de  la  Iglesia.  De  hecho, 
ya  hemos  visto  el  valor  que  se  ha  ido  concediendo  a  los  estudios  reali- 
zados. 

El  Gobierno  ciertamente  está  animado  de  la  mejor  voluntad;  pero  es 
ruda  la  resistencia  del  profesorado  oficial;  no  por  sectarismo;  sino  por 
otros  motivos,  principalmente  de  utilidad  y  de  honra;  por  el  lastre  de  un 
siglo  de  monopolio  de  la  enseñanza  oficial  con  efectos  civiles,  al  cual  se 
resisten  a  renunciar. 

El  ejercicio  adecuado  de  los  derechos  docentes  de  la  Iglesia  exigirla  que 
el  Estado  le  reconozca  y  tutele  una  plena  libertad  a  erigir  sus  centros  do- 
centes, escoger  y  formar  sus  profesores,  seleccionar  o  componer  sus  progra- 
mas y  libros  de  textos,  dirigir  la  instrucción  intelectual  y  la  educación 
moral  de  sus  alumnos;  y  en  orden  a  conferir  grados  académicos  con  plenos 
efectos  civiles;  en  cuanto  este  reconocimiento  se  juzgue  necesario  para  el 
fin  de  la  Iglesia. 

553.  Vigilancia  de  Estado.  El  Estado  por  razón  del  bien  común  puede 
ejercer  cierta  vigilancia  sobre  la  enseñanza  de  la  Iglesia,  valiéndose  de 
funcionarios  competentes  e  imparciales  y  de  medios  aptos  convenidos  con 
la  jerarquía,  que  le  cercioren  de  la  aptitud  del  profesorado,  de  la  bondad 
de  los  métodos,  de  la  formación  completa,  especulativa  y  práctica,  general  y 
profesional  de  los  alumnos;  de  suerte  que  puedan  más  tarde  ejercer  sus 
profesiones  civiles  con  provecho  del  bien  común.  Pero  una  vez  comprobada 
la  buena  suficiencia  de  la  enseñanza  en  los  centros  no  estatales,  procede 
que  a  sus  estudios  se  reconozcan  los  mismos  efectos  civiles  que  a  los  cursados 


(9)    Pío  XI,  Divini  illius,  pp.  53-55;  AAS  22,  53-55. 
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en  los  centros  del  Estado.  De  otro  modo,  poniéndose  a  los  alumnos  de  la 
Iglesia  en  condición  de  inferioridad,  se  le  pone  traba  a  su  función  docente, 
impidiendo  o  dificultando  a  los  padres  el  enviar  sus  hijos  a  las  escuelas  d¿ 
la  Iglesia  (10). 

He  aquí  cómo  se  expresa  el  art.  5  del  Fuero  de  los  españoles:  "Todos  los 
españoles  tienen  derecho  a  recibir  educación  e  instrucción;  y  el  deber  de 
adquirirlos,  bien  en  el  seno  de  su  familia  o  en  centros  privados  o  públicos, 
a  su  libre  elección". 

Así  se  estimula  a  los  profesores  de  ambas  enseñanzas,  a  superarse  en 
la  docencia,  en  una  sana  emulación;  lo  que  resulta  en  beneficio  de  la  cul- 
tura pública.  Mientras  que  el  monopolio  del  Estado  lleva  al  estancamiento 
de  la  enseñanza  oficial. 

"Cabe  esperar  de  aquellos  que  intervienen  en  la  elaboración  de  la  legis- 
lación escolar  tal  deseo  de  justicia,  que  se  cumpla  la  libertad  de  los  padres, 
de  suerte  que  las  escuelas  fundadas  y  dirigidas  por  instituciones  religio- 
sas no  queden  en  condición  de  inferioridad  respecto  de  las  del  Estado,  y  se 
las  reconozca  aquella  libertad  necesaria  para  su  desenvolvimiento".  Así  se 
expresa  Pío  XII  (11 ). 

554.  Vigilancia  e  inspección  por  los  profesores  del  Estado.    No  es 

una  cosa  justa  que  los  profesores  de  los  centros  estatales  examinen  e  ins- 
peccionen a  los  centros  de  la  Iglesia,  y  no  sean  los  mismos  centros  del  Es- 
tado examinados  e  inspeccionados  por  agentes  de  la  Iglesia.  Si  no  se  puede 
disponer  de  organismos  independientes  a  la  vez  de  los  centros  estatales 
y  no  estatales,  establézcase  a  lo  menos  un  mutuo  control  y  recíproca  ins- 
pección, con  paridad  de  derechos  y  atribuciones  (12). 

Arriba  queda  extractado  el  decreto  de  8  de  julio  1855  sobre  la  inspección 
eclesiástica  en  los  centros  de  enseñanza  media. 

555.  Exámenes.  Afirma  el  Dr.  Mérida,  difunto  Obispo  de  Astorga,  que 
ni  en  el  derecho  natural  ni  en  el  positivo  se  puede  encontrar  razón  alguna 
qué  atribuya  al  profesorado  de  los  centros  estatales  el  monopolio  de  la 
función  examinadora.  Si  ese  derecho  se  le  reconociese,  la  enseñanza  de  la 
Iglesia  sería  sierva  de  la  del  Estado.  Para  que  se  salve  la  justa  libertad  es 
preciso  que  los  alumnos  comparezcan  ante  un  tribunal  imparcial,  igual 
para  todos;  o  que  se  arbitre  otro  sistema  de  exámenes  en  que  los  alumnos 
de  unos  y  otros  centros  queden  en  paridad  de  condición. 

556.  Aportación  económica  del  Estado.  El  Concordato  de  Austria 
(1933),  art.  6,  establece  la  aportación  económica  del  Estado  a  las  escuelas 
libres  de  la  Iglesia.  Asimismo  el  de  Portugal  (1940),  art.  20,  reconoce  a  la 
Iglesia  el  derecho  de  recibir  subvención  del  Estado  para  sus  escuelas.  Por 
fin  la  aportación  económica  del  Estado  a  la  enseñanza  libre  está  sancio- 
nada por  las  leyes  civiles  de  Inglaterra,  Bélgica,  Irlanda,  Holanda,  Dina- 
marca y  otras  naciones. 


(10)  R.  SoTiLLO,  Competid.  Inris  Publici  Ecclesiastici,  nn.  152,  153,  270  (ed.  3). 
Cardenal  Ottaviam,  Institutiones  Inris  Publici  Ecclesidstici,  t.  2,  p.  236  (Ro- 
ma, 1936). 

(11)  Aloe,  a  las  religiosas  educadoras,  14  set.  1951. 

(12)  Dr.  (iÚrpide,  La  Enseñanza,  pp.  491-501;  Dr.  Mérida.  pp,  42-54. 
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El  Dr.  Glrpide,  en  su  Pastoral  Los  colegios  de  la  Iglesia,  p.  49,  trae  un 
cuadro  elocuente  de  la  conducta  económica  de  18  Estados  con  los  colegios 
de  enseñanza  media  privada.  De  ellos  diez  ayudan  de  una  manera  u  otra 
económicamente  a  la  enseñanza  media  no  oficial.  La  imposición  de  alumnos 
gratuitos  a  los  colegios  privados  no  se  da  en  nación  alguna. 

En  cuanto  a  Bélgica,  pocos  años  hace  el  ^Ministro  Collard  intentó  reducir 
la  ayuda  estatal  a  la  enseñanza  libre,  para  ponerla  en  condiciones  de  infe- 
rioridad con  respecto  a  la  oficial.  Los  católicos  belgas,  y  en  general  todo 
el  pais,  reaccionaron  vivamente  contra  estas  medidas;  y  no  mucho  des- 
pués los  tres  partidos  politicos  pusieron  fin  al  conflicto  con  el  llamado  Pacto 
escolar. 

Pío  XI  en  la  Encíclica  Divini  illius  recuerda:  "El  Estado  dispone  de  me- 
dios para  las  necesidades  de  todos,  y  es  justo  que  los  emplee  en  provecho 
de  aquellos  mismos  de  donde  proceden". 

El  art.  8  de  nuestra  ley  de  Enseñanza  media  dice:  "El  Estado  reconoce 
la  función  social  realizada  por  los  centros  de  enseñanza  no  oficial,  en  cuan- 
to contribuye  a  la  educación  de  la  juventud;  y  la  tendrá  en  cuenta  dentro 
de  las  posibilidades  presupuestarias,  para  la  adecuada  protección  econó- 
mica y  social". 

España  es  nación  pobre,  ¿pero  no  la  será  posible  prestar  alguna  ayuda 
económica  a  los  colegios  no  oficiales? 

Por  el  art.  31  de  nuestro  Concordato  el  Estado  español  reconoce  la  plena 
libertad  de  la  Iglesia  en  el  ejercicio  de  su  derecho  de  dirigir  la  enseñanza 
en  toda  clase  de  escuelas  propias.  Dado  el  espíritu  que  anima  al  Concordato, 
parecería  lógico  deducir  que  él  ayudará  al  cumplimiento  de  los  postulados 
de  esta  libertad,  a  saber:  1.°  La  paridad  jurídica  de  los  centros  de  la 
Iglesia  con  los  del  Estado  en  lo  tocante  al  valor  de  sus  diplomas  y  grados, 
y  al  carácter  de  los  exámenes.  2.»  El  razonable  apoyo  económico  del  Es- 
tado a  la  enseñanza  libre,  si  ésta  le  necesita,  y  lo  permiten  las  posibilidades 
del  presupuesto  nacional  de  educación. 

Objétase.  La  misión  del  Estado  católico  es  tutelar  el  ejercicio  de  los 
derechos  de  la  Iglesia,  puestos  en  práctica  conforme  a  los  recursos  de  ella; 
pero  no  proporcionarla  medios.  Así  como  el  Estado  protege  el  derecho  de 
los  ciudadanos,  sin  que  tenga  que  proporcionarles  las  riquezas. 

Respóndese.  Según  el  principio  fundamental  del  derecho  público  civil, 
el  Estado  debe  tutelar  los  derechos  de  todos  y  prestar  apoyo:  primero,  a  las 
actividades  sociales  ordenadas  directamente  al  bien  común  de  la  sociedad; 
entre  los  cuales  en  una  nación  católica  se  cuenta  el  pleno  ejercicio  de  los 
derechos  de  la  Iglesia;  y  después  apoyar  en  lo  posible  las  actividades  pri- 
vadas, ordenadas  directamente  al  bien  del  individuo. 

Conforme  al  derecho  público  de  la  Iglesia,  si  el  Estado  tiene  obligación 
de  suplir  la  insuficiencia  de  la  iniciativa  particular,  aun  fundando  escuelas 
nacionales,  también  tiene  el  deber,  y  con  prioridad,  de  ayudar  a  esa  ini- 
ciativa económicamente,  cuando  le  falten  recursos  materiales;  y  la  pres- 
tación de  esos  recursos  harán  innecesaria  la  creación  de  escuelas  es- 
tatales. 

Hoy  los  centros  libres  de  enseñanza  en  general  han  de  vivir  de  solas  las 
pensiones  de  los  alumnos.  La  Iglesia  sólo  podría  atender  a  centros  donde 
se  pagarían  pensiones  altísimas,  y  tendría  que  desatender  a  la  clase  pobre. 
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Los  españoles  contribuyen  al  presupuesto  de  educación  nacional,  sin  dis- 
tinguir entre  enseñanza  estatal  y  no  estatal;  y  según  el  art.  5  del  Fuero  de 
los  españoles  todos  tienen  libertad  para  elegir  una  u  otra.  Por  tanto,  la 
justicia  distributiva  exige  que  el  presupuesto  de  educación  nacional  se  divi- 
da proporcionalmente  al  alumnado,  si  la  economía  nacional  lo  permite. 

Este  principio  del  reparto  proporcional  indícale  Pío  XI  en  la  encíclica 
Divini  illius,  y  le  desarrolla  muy  bien  el  Sr.  Obispo  de  Astorga,  pp.  42-44.  De 
lo  contrario,  los  padres  de  los  alumnos  de  los  colegios  de  la  Iglesia  pagan 
la  enseñanza  dos  veces:  una  con  la  aportación  al  presupuesto  nacional; 
otra  con  las  pensiones  que  pagan. 

Con  el  reparto  cuántos  más  alumnos  pobres  podrían  recibir  educación 
en  los  centros  de  la  Iglesia. 

Xo  desciende  el  Concordato  a  esta  particularidad.  La  capacidad  econó- 
mica de  nuestra  nación  no  permite  tal  vez  por  ahora  al  Gobierno  las  apor- 
taciones con  que  él  desearia  contribuir  a  las  escuelas  de  la  Iglesia;  como 
lo  hace  con  los  Seminarios  y  Universidades  de  estudios  eclesiásticos. 

§  3.    La  Universidad  de  la  Iglesia 

557.  En  el  derecho  canónico.  Dice  el  can.  1379:  Si  faltaren  escuelas 
católicas  elementales  o  medias  se  procurará  su  fundación,  principalmente 
por  los  Ordinarios  diocesanos.  Asimismo,  si  las  Universidades  públicas  no 
están  imbuidas  de  espíritu  católico,  es  de  desear  que  en  la  nación  o  región 
se  funde  una  Universidad  católica. 

La  constitución  canónica  de  una  Universidad  o  Facultad  se  reserva  a  la 
Sede  Apostólica.  Aun  la  encomendada  a  religiosos  debe  tener  sus  Estatutos 
aprobados  por  la  Santa  Sede  (can.  1376). 

558.  Universidad  de  la  Iglesia  entendemos  aquí  un  centro  de  estudios 
superiores  profanos,  erigido  en  persona  moral  por  decreto  de  la  autoridad 
eclesiástica  competente.  Llámase  también  Universidad  Católica  de  la  Igle- 
sia, o  simplemente  Universidad  Católica,  porque  en  toda  su  enseñanza  y 
criterio  procura  la  concordia  con  la  fe  y  la  doctrina  católica,  y  da  su  debido 
puesto  a  la  instrucción  religiosa.  En  España  prefieren  algunos  llamarla  Uni- 
versidad de  la  Iglesia,  suprimiendo  el  calificativo  de  Católica,  más  bien  que 
Universidad  Católica,  como  suele  llamarse  en  otras  naciones,  y  como  la 
llamia  el  can.  1376;  para  no  ofender  a  las  Universidades  del  Estado  español, 
que  hoy  también  se  quieren  decir  católicas.  Pero  hay  que  reconocer  que  el 
nombre  Universidad  de  la  Iglesia,  sin  más,  es  equívoco;  pues  abarca  tam- 
bién a  las  Universidades  eclesiásticas  de  estudios  sagrados,  de  las  cuales 
dijimos  en  los  nn.  541  sigs. 

Resérvase  a  la  Santa  Sede  la  constitución  canónica,  aun  de  la  Universi- 
dad o  Facultad  católica  de  estudios  profanos;  a  saber:  la  constitución  o 
erección  en  persona  moral  eclesiástica,  así  como  también  la  aprobación  de 
sus  Estatutos.  Por  la  especial  importancia  de  estos  centros  superiores  de 
enseñanza  y  el  peligro  que  en  ellos  pudiera  haber  de  heterodoxia.  Para  las 
Universidades  de  estudios  profanos  de  la  Iglesia  no  hay  hasta  ahora  dispo- 
sición ni  reglamentación  general  de  la  Santa  Sede. 
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Actualmente  una  gran  parte  de  las  naciones  se  honran  con  Universidades 
de  estudios  profanos  erigidas  por  la  Santa  Sede,  y  gobernadas  por  la  Je- 
rarquía eclesiástica.  Citemos  algunas:  la  de  Milán  en  Italia;  las  de  Ximega 
y  Utrecht  en  Holanda;  las  de  Lovaina  y  Malinas  en  Bélgica;  las  de  Angers, 
Lille,  Lyón,  Paris  y  Toulouse  en  Francia;  la  de  Lublin  en  Polonia;  la  de 
Santiago  en  Chile;  la  de  Bogotá  en  Colombia;  la  de  Wáshington  en  Estados 
Unidos;  las  de  Piio  Janeiro,  San  Paulo  y  Río  Grande  do  Sul  en  Brasil;  las 
de  Quebec,  Ottawa  y  Montreal  en  Canadá  (13). 

En  España  hace  tiempo  se  vienen  haciendo  tentativas  para  la  funda- 
ción de  una  Universidad  Católica.  En  los  años  de  la  segunda  República  se 
llegó  a  constituirse  la  Comisión  jurídica,  de  que  formábamos  parte,  y  se 
celebraron  varias  sesiones;  y  nosotros  mismos  fuimos  comisionados  para 
visitar  la  de  Nimega  y  enterarnos  de  su  organización  y  funcionamiento.  La 
guerra  que  sobrevino  frustró  estos  planes. 

Pero  la  Universidad  Católica  sigue  siendo  uno  de  los  anhelos  de  los 
católicos. 

Existen,  si,  centros  de  estudios  superiores  en  manos  de  la  Iglesia,  y  muy 
acreditados,  como  la  Universidad  de  Deusto  (Bilbao),  el  Instituto  Católico 
de  Artes  e  Industrias  en  Madrid,  el  Instituto  Químico  y  Biológico  de  Sarria 
•  Barcelona),  los  tres  de  la  Compañía  de  Jesús;  la  Facultad  de  Derecho  de 
El  Escorial  y  la  del  Sacro  Monte  de  Granada.  Pero  una  Universidad  Católica 
como  tal  con  ese  título  no  existía  en  nuestra  patria.  Por  fin  la  S.  Cong.  de 
Seminarios  y  Universidades,  por  decreto  de  6  de  agosto  1960,  erigió  la  Uni- 
versidad Católica  de  Estudios,  de  Navarra,  a  cargo  del  Instituto  Secular 
Opus  Dei  (Acta  Apost.  Sed.  52,  998). 

Está  ya  muy  próxima  a  su  publicación  la  ley  concordada  por  la  que  el 
Estado  reconocerá  a  las  escuelas  superiores  de  la  Iglesia,  con  ciertas  condi- 
ciones, el  poder  de  otorgar  grados  académicos  con  plenos  efectos  civiles. 

Es  de  alabar  el  art.  62  de  la  ley  de  Enseñanza  primaria,  que  reconoce 
a  la  Iglesia  el  derecho  de  organizar  y  regir  con  completa  autonomía  escue- 
las del  Magisterio. 

559.  Conveniencia  de  la  Universidad  Católica.  "La  Iglesia,  dijo 
Pío  XII,  que  jamás  ha  sido  enemiga  de  las  artes  ni  de  las  ciencias,  anhela 
y  procura  poseer  centros  propios  de  alta  cultura,  donde  pueda  actuar  libre 
y  plenamente"  (14). 

Y  posteriormente:  ''La  permanente  actualidad  de  los  Institutos  o  Univer- 
sidades Católicas  reside  en  la  utilidad,  en  la  necesidad  de  constituir  un 
cuerpo  de  doctrina  ordenado  y  sólido,  y  de  crear  un  ambiente  total  de  cul- 
tura específicamente  católico.  Una  enseñanza,  aun  irreprochable  en  todas 
las  ramas  del  saber,  y  hasta  completada  por  la  yuxtaposición  de  una  ins- 
trucción religiosa  superior,  no  basta.  Todas  las  ciencias...  tienen  alguna 
relación  con  la  religión...  Es,  pues,  necesario  que  aun  cuando  la  enseñanza 
no  toque  directamente  a  la  verdad  y  a  la  conciencia  religiosa,  el  profesor 
esté  penetrado  de  sentido  católico..."  (15). 

560.  En  España.  He  aquí  cómo  se  expresa  el  insigne  Menéndez  Pe- 
layo:  "Nadie  más  partidario  que  yo  de  la  independencia  orgánica  de  las 

(13)  Annuario  Ponfi ficio,  Roma,  1Í)(>1. 

(14)  .Alí)cución  a  los  universitarios  militantes  de  la  .\cción  Católica  Italiana, 
20  abr.  1941  ;  .A .AS  33,  158. 

(15j  .Alocución  a  los  miembros  de  los  Institutos  superiores  de  Francia,  21  set. 
1950;  AAS  42,  736-37. 
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Universidades.  Nadie  más  partidario  tampoco  de  la  intervención  continua 
y  vigilante  de  la  Iglesia  en  ella;  no  de  la  inspección  laica  e  incompetente 
de  ministros  y  directores  más  o  menos  eventuales.  La  Universidad  Católica, 
española  y  libre,  es  mi  fórmula"  (16). 

Claro  está  que  en  la  época  en  que  escribió  estas  palabras,  no  existiendo 
la  Universidad  de  la  Iglesia  en  su  estructura  actual,  su  dicho  hay  que  refe- 
rirle a  la  universidad  libre,  de  los  católicos,  donde  la  Jerarquía  pueda  actuar 
libre  y  plenamente;  pero  con  más  razón  valen  sus  palabras  para  probar  la 
conveniencia  de  una  Universidad  católica  inmediata  y  directamente  regida 
por  la  Jerarquía  eclesiástica,  al  estilo  moderno. 

Oigamos  un  testimonio  más  reciente.  El  Dr.  Mérida,  Obispo  que  fue  de 
Astorga.  que  antes  había  sido  profesor  de  la  Universidad  civil  de  Murcia, 
escribe:  "Nuestro  conocimiento  de  la  realidad  española  administrativa  y 
académica  de  orden  universitario,  adquirido  tras  largos  años  de  propia  y 
personal  experiencia,  ha  hecho  germinar  en  nuestra  mente  con  arraigo  de 
idea  obsesionante  la  convicción  profunda  de  que  en  España  no  habrá  pen- 
samiento genuino  y  auténticamente  católico  en  todo  el  amplio  e  integral 
contenido  de  la  palabra,  mientras  no  exista  la  Universidad  Católica,  orga- 
nizada y  regida  por  la  Iglesia,  bajo  su  directa  y  exclusiva  responsabili- 
dad" (17). 

"La  Universidad  de  la  Iglesia,  afirma  el  Dr.  Gúrpide.  hoy  es  el  anhelo  de 
la  Iglesia  católica  de  España. 

"La  creación  de  la  referida  Universidad  ha  sido  asunto  tratado  por  todas 
las  provincias  eclesiásticas  en  la  reunión  de  cada  Metropolitano  con  sus  Su- 
fragáneos. El  voto  favorable  de  esas  reuniones  pasó  a  estudio  de  la  confe- 
rencia de  los  Metropolitanos,  que  con  unanimidad  decidieron  la  creación 
de  la  Universidad...  Por  otra  parte,  sabemos  que  la  Confederación  Católica 
de  Padres  de  Familia  de  toda  España  ha  elevado  a  la  Jerarquía  y  a  los  altos 
Poderes  del  Estado  su  petición  en  igual  sentido.  Por  último,  los  Provincia- 
les de  las  Ordenes  y  Congregaciones  de  enseñanza  han  presentado  la  misma 
instancia.  El  plebiscito  no  puede  ser  más  rotundo"  (p.  505). 

561.  Objeciones.  1.^  Hay  peligro  de  que  no  prospere,  comprometiendo 
asi  el  prestigio  de  la  Iglesia. 

Resp.  ¿Por  qué  no  ha  de  prosperar?  ¿No  han  prosperado  y  gozan  de 
prestigio  centros  de  enseñanza  superior  como  el  I.  C.  A.  I.  de  Madrid,  el 
Instituto  Químico  de  Sarriá  y  la  Universidad  de  Deusto;  y  eso  con  no  tener 
el  apoyo  del  Estado:  y  sí  la  oposición  del  magisterio  oficial?  No  podrá  Es- 
paña lo  que  ha  hecho  Bélgica  con  Lovaina,  Holanda  con  Nimega,  Italia 
con  Milán  y  Estados  Unidos  con  sus  24  Institutos  católicos.  ¿No  va  a  poder 
la  Iglesia  en  España  lo  que  ha  hecho  últimamente  en  el  Brasil  amparada 
por  el  Gobierno,  con  sus  tres  grandes  Universidades  católicas? 

Tenemos  ya  muchos  elementos.  No  se  trata  de  fundar  una  ciudad  uni- 
versitaria, como  la  de  Madrid,  que  cuesta  al  Estado  tantísimos  millones. 
Bastaría  de  momento  coordinar  y  reconocer  las  Facultades  de  la  Iglesia 


(16)  Hí'íerodo.ros.  vol.  6,  1.  S.  c.  1,  p.  275. 

(17)  La  restauración  cristiana  de  la  enseñanza,  p.  34.  La  restauración  cristiana 
de  la  cultura,  pp.  384-85. 
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esparcidas  por  España.  Bastaría  por  ahora  reconocer  y  apoyar  sus  profe- 
sorados actuales.  Recursos  económicos  aportarían  los  particulares,  Diputa- 
ciones Provinciales  y  Municipios  que  se  sentirían  más  inmediatamente  favo- 
recidos con  la  fundación.  Con  esto  y  con  la  asistencia  del  Estado,  que  es 
justa,  quedaría  resuelto  el  problema  económico.  Por  lo  que  toca  al  problema 
académico  del  valor  civil  de  los  grados,  ¿por  qué  no  se  le  habría  de  recono- 
cer, como  en  tantas  naciones?  En  nuestra  misma  España,  ¿no  se  ha  recono- 
cido cierto  valor  civil  a  los  estudios  realizados  en  los  Seminarios;  y  a  los 
títulos  obtenidos  en  ciencias  eclesiásticas?  ¡Un  paso  más! 

Estamos  persuadidos  de  que  por  parte  del  Gobierno  no  quedarla,  si  en  fren- 
te no  tuviese  la  masa  del  profesorado  oficial,  que  se  opone  no  por  sectarismo, 
sino  por  razones  de  utilidad  y  de  honra  propia;  que  no  debieran  contar, 
cuando  se  trata  de  un  bien  tan  superior  para  toda  la  nación.  El  caso  no  es 
viejo:  Ante  la  excelente  preparación  técnica  de  los  ingenieros  formados 
por  los  jesuítas  en  el  Instituto  Católico  de  Artes  e  Industrias  de  Madrid, 
obra  de  los  jesuítas,  excelencia  que  comprobó  el  Jefe  del  Estado  en  unas 
grandes  instalaciones  industriales  dirigidas  por  uno  de  aquellos  ingenieros, 
firmó  el  Generalísimo  Franco  un  decretó  concediendo  cierto  valor  oficial  a 
los  títulos  expedidos  por  aquel  Instituto.  La  conspiración  del  profesorado 
estatal  contra  aquella  concesión  fue  tan  general  y  tan  tenaz,  que  práctica- 
mente el  decreto  quedó  sin  efecto. 

Hoy  por  ley  general  de  20  de  julio  1957  se  ha  otorgado  a  las  escue- 
las técnicas,  aun  privadas,  que  reúnan  ciertas  condiciones,  facultad  de 
otorgar  diplomas  con  valor  civil  oficial.  Entre  estas  escuelas  se  cuenta  el 
Instituto  Católico  de  Artes  e  Industrias. 

2.  ^  Mejor  es  emplear  todas  las  energías  en  cristianizar  la  Universidad 
del  Estado. 

Resp.  ¿Qué  mejor  medio  que  formar  hombres  de  saber  en  todas  las  ra- 
mas de  las  ciencias  íntegramente  católicos? 

3.  ^  Se  suscitaría  reacción  anticatólica  por  parte  de  la  Universidad  del 
Estado. 

Resp.  Si  se  crea  en  la  nación  espíritu  auténticamente  católico,  no  hay 
porqué  temer.  Tampoco  se  teme  en  otras  naciones  que  tienen  Universidad 
Católica. 

Piepetimos  que  el  Concordato,  art.  31,  al  mismo  tiempo  que  deja  a  la 
Iglesia  el  libre  ejercicio  de  su  derecho  a  tener  escuelas  propias  de  cualquier 
orden  y  grado;  deja  también  margen  a  nuevas  negociaciones,  sobre  el  valor 
civil  de  los  estudios  que  en  ellas  se  realicen;  negociaciones  que  esperamos 
desembocarán  en  el  cumplimiento  de  este  deseo  de  la  Iglesia  española,  la 
Universidad  católica  (18).  Ojalá  sea  pronto  un  hecbo  como  lo  es  hace  mu- 
chos años  en  Holanda,  Inglaterra  y  Estados  Unidos  donde  las  Universidades 
católicas  gozan  de  plena  autonomía  e  independencia  docente,  gozando  de 
valor  civil  los  grados  académicos  o  diplomas  en  ellas  otorgados. 

562.  Colegios  mayores  y  residencias  universitarias.  "La  Iglesia  po- 
drá fundar  colegios  mayores  o  residencias  adscritas  a  los  respectivos  distri- 

(18)  Rev.  Agustín  Buxadkra,  La  enseñíinza  en  el  derecho  público  de  In  Iglesia 
U  en  el  nuevo  Concordato  español.  Problemas  sobre  el  nuevo  Concordato,  Comillas, 
Univ.  Ponlif.  1954,  pp.  71-111. 
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tos  universitarios,  los  cuales  gozarán  de  los  beneficios  previstos  por  las 
leyes  para  tales  instituciones''  (art.  31,  n.  2). 


CAPITULO  XXXIV 
Concordato,  articulo  32 

ASISTENCIA  RELIGIOSA  A  LAS  FUERZAS  ARMADAS 

§  1.    Jurisdicción  castrense 

563.  Historia.  1)  Antes  de  que  existieran  los  ejércitos  permanentes, 
ya  acompañaban  a  las  tropas,  para  determinadas  empresas  militares,  sacer- 
dotes del  clero  secular  y  regular,  encargados  del  servicio  religioso.  Así  junto 
a  Alfonso  VIII  estuvo  en  la  batalla  de  las  Navas  de  Tolosa  (1212)  el  Arzobis- 
po de  Toledo,  Rodríguez  de  Rada;  cuando  San  Fernando  conquistó  Sevi- 
lla (1248),  dice  la  Crónica  de  San  Fernando,  que  formaron  en  el  cortejo  San 
Pedro  Nolasco,  fundador  de  la  Orden  de  la  Merced  (el  cual  no  fue  sacerdote), 
San  Telmo  y  el  Beato  Domingo,  compañero  de  Santo  Domingo  de  Guzmán, 
que  con  otros  muchos  sacerdotes  habían  ido  al  sitio  de  Sevilla,  para  ejercer 
su  ministerio.  Pero  en  aquellas  épocas,  una  vez  licenciadas  las  tropas,  los 
sacerdotes  se  volvían  a  sus  destinos  o  conventos. 

2)  El  sacerdote  comienza  a  verse  incorporado  de  una  manera  definitiva 
a  la  milicia  en  el  año  1532,  cuando  se  organizaron  los  famosos  tercios  espa- 
ñoles. El  capellán  vivía  con  su  tercio  y  le  acompañaba  a  todas  partes.  Pero 
aún  no  tenía  atribuciones  fijas  ni  gozaba  de  privilegios  en  favor  del  ejér- 
cito; estaba  sujeto  a  la  jurisdicción  episcopal  del  territorio  donde  militaba, 
excepto  en  los  Países  Bajos  en  que  estaba  ya  organizado  el  Cuerpo  Castrense 
bajo  la  autoridad  del  Arzobispo  de  Malinas. 

3)  Esta  precaria  situación  cesó  por  el  Breve  de  Inocencio  X,  26  de  se- 
tiembre 1644,  por  el  que  reciben  los  capellanes  sus  facultades  de  la  Santa 
Sede  durante  las  guerras  en  curso  y  respecto  de  los  que  estuvieren  fuera 
de  sus  diócesis.  Tales  facultades  fueron  ampliadas  por  Clemente  XII  en 
Breve  de  4  de  febrero  de  1736,  dirigido  al  Rey  Felipe  V.  Aquí  se  instituye 
el  capellán  mayor,  a  quien  el  Papa  confiere  las  facultades  enumeradas  en 
el  Breve,  con  poder  de  subdelegarlas  a  sacerdotes  ejemplares  e  idóneos. 

Este  capellán  mayor  se  llamó  Vicario  General  Castrense;  e  investido  de 
la  dignidad  episcopal,  arzobispal  o  cardenalicia,  será  el  jefe  supremo  ecle- 
siástico del  ejército  español. 

El  cargo  de  capellán  mayor  del  Ejército  con  el  de  la  Armada  se  refundió 
por  Clemente  XIII  en  1762,  a  petición  de  Carlos  III,  en  la  dignidad  de  Pa- 
triarca de  las  Indias  Occidentales. 

Extensión.  iNIientras  desempeñó  este  cargo  el  Cardenal  Soínola,  surgie- 
ron conflictos  con  las  autoridades  diocesanas;  y  Clemente  XIII,  por  nuevo 
Breve,  de  14  de  marzo  de  1764,  declaró  subditos  de  la  jurisdicción  castrense 
a  cuantos  militasen  bajo  las  banderas  del  Rey  por  mar  y  por  tierra,  y  vivie- 
sen de  sueldo  o  estipendio  militar,  y  a  los  que  por  causa  legítima  los  si- 
guiesen. Sucedióle  el  Breve  de  Pío  VII  a  Carlos  IV,  12  de  junio  1807,  vale- 
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dero  para  siete  años,  que  posteriormente  fue  prorrogándose  con  las  opor- 
tunas modiíicaciones.  El  último  Breve  de  prórroga  fue  el  de  1  de  abril  1926. 

Poderes.  La  jurisdicción  castrense  la  ejercía  el  Vicario  General.  Este 
gozaba  de  facultades  casi  tan  amplias  como  los  Obispos  diocesanos.  La 
misma  ejercían  los  Tenientes  Vicarios,  en  la  medida  que  aquél  se  la  co- 
municase. 

La  actuación  de  los  capellanes  estaba  regulada  por  sendos  Reglamentos 
de  los  cuerpos  eclesiásticos  del  Ejército  y  de  la  Armada,  y  por  las  instruc- 
ciones del  Vicario  General;  quien  también  publicó  el  22  de  abril  1889  instruc- 
ciones para  los  Tenientes  Vicarios. 

En  suma,  los  capellanes  desempeñaban  una  triple  misión:  íloctrinal, 
moral  y  ministerial;  y  el  Vicario,  además,  jurisdicción  gubernativa,  conten- 
ciosa y  penal. 

Supresión.  La  República  de  1931  restringió  primero  el  servicio  religioso 
castrense,  y  definitivamente  le  suprimió  por  ley  de  30  de  julio  1932.  El 
Sr.  Nuncio  Tedeschini,  el  30  de  marzo  1933,  declaró  extinguido  el  Breve  de 
1  de  abril  1926;  y  la  jurisdicción  eclesiástica  castrense  dejó  de  existir. 

564.  Durante  la  guerra  de  liberación.  Surgida  en  1936,  extinguido  el 
cuerpo  eclesiástico  castrense,  e  incorporándose  muchos  sacerdotes  seculares 
y  religiosos  al  ejército  en  los  territorios  liberados,  se  organizó  la  asistencia 
religiosa  asi : 

a)  La  Secretaría  de  Guerra  en  Burgos,  6  dic.  1936,  dictó  las  siguientes 
disposiciones:  Capellanes.  Los  Generales  jefes  de  las  divisiones  incluirán  en 
el  cuadro  de  la  suya  a  los  capellanes  castrenses  en  situación  de  disponibles 
forzosos. 

b)  La  Santa  Sede,  previo  escrito  del  Cardenal  Gomá,  Arzobispo  de  To- 
ledo, le  comisionó  en  28  de  febrero  de  1937  para  proveer  temporalmente  a 
la  asistencia  de  todos  los  militares,  según  las  circunstancias;  dándole  todas 
las  oportunas  facultades.  El  Cardenal,  por  decreto  de  6  de  mayo  1937,  or- 
ganizó interinamente  la  asistencia  religiosa. 

565.  Después  de  la  guerra.  Al  terminar  ésta,  el  1  de  abril  1939,  con 
el  triunfo  del  ejército  nacional,  se  reorganizó  el  servicio  religioso  castren- 
se con  el  personal  de  los  dos  Cuerpos,  algunos  sacerdotes  soldados  y  otros 
voluntarios. 

Por  ley  de  12  de  julio  1940  se  restableció  el  Cuerpo  eclesiástico  del  Ejér- 
cito. Por  decreto  de  24  junio  1941  se  establecen  provisiones  para  el  de  la 
Armada.  El  31  de  diciembre  1945  por  dos  se  organiza  el  Cuerpo  de  la 
Armada  y  se  crea  el  del  Aire. 

Sendas  disposiciones  dictan  Reglamentos  provisionales  en  25  de  agosto 
1942,  10  de  enero  y  23  de  mayo  1947. 

Muerto  el  Cardenal  Gomá  el  22  de  agosto  de  1940,  quedó  Delegado  Pon- 
tificio para  este  efecto,  el  que  había  sido  su  Obispo  Auxiliar  Excmo.  Sr.  Mo- 
drego, que  intervino  en  la  precedente  legislación  civil. 

Por  fin,  el  5  de  agosto  de  1950  se  firmó  en  Roma  el  Convenio  sobre 
asistencia  religiosa  del  ejército  y  jurisdicción  castrense. 

Adviértase  que  hasta  esta  fecha  la  jurisdicción  eclesiástica  castrense  no 
había  sido  restablecida  por  la  Santa  Sede. 
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§  2.    Derecho  canónico  general 

566.  El  Código  canónico  no  contiene  disposiciones  concretas  sobre  la 
asistencia  religiosa  de  los  militares  ni  sobre  los  sacerdotes  a  ella  dedicados. 
Unicamente  en  el  capitulo  9  del  tit.  8,  lib.  2,  de  parochis,  hace  esta  alusión 
a  ellos:  Acerca  de  los  capellanes  militares,  mayores  y  menores,  ha  de  estarse 
a  las  prescripciones  peculiares  de  la  Santa  Sede  (can.  451,  §  3). 

Cuáles  capellanes  se  reputan  ''mayores'',  y  cuáles  " menores'',  dependerá 
de  lo  establecido  en  cada  nación,  sobre  todo  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede. 
Vimos  más  arriba  cómo  en  España  se  instituyó  por  Breve  de  demento  XII, 
4  de  enero  1736,  el  capellán  mayor,  que  se  llamó  Vicario  General  Castrense. 
En  las  recientes  creaciones  de  jurisdicción  eclesiástica  castrense  los  capella- 
nes mayores  vienen  a  ser  como  los  Vicarios  (ienerales  del  llamado  Vicario 
General  Castrense;  como  lo  correspondiente  a  los  Vicarios  Generales  de  los 
Obispos  diocesanos.  Entre  nosotros  no  se  usa  en  la  jerarquía  del  ejército  el 
nombre  de  capellanes  mayores,  a  no  ser  en  la  Marina;  aunque  los  capellanes 
militares  tienen  distinta  graduación  de  tenientes,  capitanes,  comandan- 
tes, etc.  Los  capellanes  mayores  vienen  a  ser  en  España  los  llamados  Te- 
nientes Vicarios,  como  Vicarios  del  Vicario  General  Castrense.  Así  llamado 
porque  ejerce  su  oficio  en  nombre  del  Papa,  con  potestad  ordinaria,  sí, 
pero  vicaria;  no  como  el  Obispo  residencial  que  tiene  su  oficio  propio,  y 
en  nombre  propio  le  ejerce.  Los  Tenientes  Vicarios  ejercen  su  oficio  en 
nombre  del  Vicario  General  Castrense;  así  como  el  Vicario  General  dioce- 
sano le  ejerce  en  nombre  del  Obispo  residencial. 

567.  Vicarios  castrenses  en  general.  Para  todas  las  naciones  que  tie- 
nen vicariato  castrense,  la  S.  Gong.  Consistorial  dictó  la  siguiente  Instruc- 
ción de  23  de  abril  1951 ;  AAS  43,  562. 

1.  El  Vicario  goza  de  jurisdicción  ordinaria  pero  especial. 

2.  Su  jurisdicción  es  personal,  solamente  sobre  los  subditos  consigna- 
dos en  el  decreto  de  erección  del  vicariato.  No  es  exclusiva,  sino  cumula- 
Uva,  por  tanto  no  exime  de  la  potestad  del  Ordinario  del  lugar  las  personas, 
cuarteles  y  lugares  reservados  a  los  militares;  ni  produce  exención;  ni  el 
cargo  de  capellán  causa  excardinación  de  la  diócesis.  Pero  es  preferente.  En 
aquellos  lugares,  los  Ordinarios  diocesanos  y  los  párrocos  ejercerán  su  po- 
testad sobre  los  subditos  del  vicariato  secundariamente.  Por  lo  cual  es  nece- 
saria una  concordia  en  las  funciones,  principalmente  fuera  del  cercado 
militar. 

3.  No  se  reconoce  otro  domicilio  que  el  diocesano  y  el  parroquial. 

No  tiene  potestad  judicial.  Para  las  causas  de  los  subditos  del  vicariato, 
ya  contenciosas  entre  ellos,  ya  criminales,  el  Vicario  designa  de  una  vez 
para  siempre  algún  tribunal  diocesano  o  metropolitano,  que  deberá  ser 
aprobado  por  la  Santa  Sede. 

4.  Cuando  hayan  de  bendecirse  nuevos  edificios,  naves  o  aeropuertos 
m" litares,  y  en  casos  semejantes:  a)  si  la  ceremonia  la  decretan  los  jefes  mi- 
litares, la  bendición  la  hará  el  Vicario;  y  hallándose  éste  impedido,  el  Or- 
dinario del  lugar  en  que  ha  de  hacerse,  previo  aviso  del  Vicario;  b)  si  la 
ceremonia  la  determina  la  autoridad  civil,  sólo  es  competente  el  Ordinario 
del  lugar. 

5.  El  Vicario  notificará  a  los  Ordinarios  locales  los  capellanes  que  S3 
envíen  a  sus  diócesis  y  los  que  de  ellas  se  retiren. 
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6.  Decretará  el  Vicario  que  los  libros  de  bautizados  y  confirmados,  de 
matrimonios  y  defunciones,  escritos  según  el  uso  de  la  Iglesia  (Rit.  Rom. 
1952,  apénd.  p.  4),  se  guarden  o  en  el  archivo  del  vicariato,  o  en  el  archivo 
de  los  capellanes,  si  le  hay;  los  cuales  enviarán  copia  auténtica  a  la  curia  del 
vicariato,  al  fin  de  cada  año  (can.  470,  §  3). 

7.  El  Vicario  puede  redactar  el  calendario  del  oficio  y  misa,  para  los 
capellanes,  salvas  las  leyes  comunes  de  la  Iglesia.  Este  calendario  pueden 
seguir  los  capellanes  en  todas  partes,  cuando  celebran  para  los  soldados; 
y  los  demás  sacerdotes  en  las  iglesias  y  oratorios  reservados  a  los  mili- 
tares. 

8.  Puede  obtener  las  facultades  quinquenales  o  decenales,  como  los  Or- 
dinarios diocesanos. 

9.  Presentará  cada  cinco  años  a  la  S.  Congregación  Consistorial  rela- 
ción del  estado  del  vicariato. 

10.  Los  capellanes  en  cuanto  a  la  cura  de  almas  tendrán  en  su  tanto 
los  mismos  cargos  y  obligaciones  que  los  párrocos. 

11.  Los  capellanes  y  el  Vicario  no  tienen  obligación  de  aplicar  la  misa 
pro  populo.  Pero  si  perciben  sueldo,  o  notable  emolumento  por  su  oficio, 
puede  el  Vicario  imponerles  que  la  apliquen  al  menos  en  los  dias  señalados 
por  el  can.  306  para  los  cuasipárrocos  en  las  misiones;  sometiéndose  el  Vi- 
cario a  esta  misma  norma. 

12.  Sean  sacerdotes,  de  preclara  santidad;  y  ejerzan  su  ministerio  acti- 
vamente, como  incitados  por  el  soplo  de  la  vocación. 

El  Vicario  conozca  la  exhortación  de  Pío  XII,  Mentí  Nostrae:  "No  lan- 
céis al  campo  a  inexpertos,  ni  los  coloquéis  en  lugares  lejanos  de  la  sede 
episcopal  o  de  poblaciones  un  tanto  populosas...". 

13.  Para  el  cargo  de  capellán  elíjanse  también  excelentes  y  experimen- 
tados sacerdotes  religiosos,  salvas  las  normas  de  la  Cong.  de  Religiosos;  los 
cuales,  a  ser  posible,  sean  destinados  a  lugares  donde  haya  casa  de  la  propia 
religión. 

14.  Los  capellanes  lleven  traje  eclesiástico,  según  las  costumbres  de  los 
lugares;  no  militar,  a  no  ser  que  lo  pidan  las  labores  del  ministerio.  Tam- 
bién llevarán  siempre  tonsura,  si  es  costumbre. 

15.  No  languidezca  en  ellos  el  espíritu  de  oración;  para  esto  ayudará 
la  frecuente  y  devota  celebración  de  la  misa,  y  los  medios  de  comprobada 
eficacia  para  evitar  las  culpas  y  adquirir  las  virtudes  sólidas,  principalmente 
los  ejercicios  espirituales. 

16.  Foméntense  las  formas  de  apostolado  acomodadas  a  las  actuales 
necesidades. 

17.  Los  capellanes  asistirán  a  las  conferencias  de  casos  de  moral,  que  se 
celebren  en  la  diócesis  donde  viven  (can,  131). 

18.  El  Vicario  da  testimoniales  a  los  que,  terminado  el  servicio  militar, 
aspiran  a  la  religión  o  a  las  órdenes,  siempre  que  los  cánones  exigen  testi- 
moniales del  Ordinario  del  lugar. 
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§  3.    Derecho  concordado 

568.  El  Concordato  se  ocupa  de  la  jurisdicción  eclesiástica  castrense  en 
dos  artículos:  en  el  15  al  reconocer  a  los  clérigos  y  religiosos  la  exención 
del  servicio  militar;  y  en  el  32  al  ordenar  la  asistencia  religiosa  a  las  fuer- 
zas armadas.  En  ambos  se  remite  al  Convenio  del  5  de  agosto  de  1950. 

Este  Convenio  titulado :  Acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  espa- 
ñol sobre  la  jurisdicción  castrense  y  asistencia  religiosa  de  las  fuerzas  ar- 
madas, consta  de  dos  partes:  la  primera  trata  de  la  jurisdicción  castrense 
en  orden  a  la  asistencia  religiosa  y  al  servicio  militar  de  los  clérigos  y 
religiosos  (art.  1-11);  la  segunda,  de  la  exención  de  éstos  de  la  milicia 
(art.  12-14). 

Lo  relativo  a  la  exención  del  servicio  militar  queda  expuesto  en  el  co- 
mentario al  art.  15  del  Concordato.  Réstanos  tratar  de  la  jurisdicción  cas- 
trense y  asistencia  religiosa  de  las  fuerzas  armadas. 

Véanse  Normas  vontificias  aclaratorias,  en  Boletín  Oficial  de  la  Jurisdic. 
Ecles.  Costr.  14  feb.  1954. 

569.  Jurisdicción  concordada.  "La  asistencia  a  las  fuerzas  armadas 
seguirá  regulada  conforme  al  acuerdo  del  5  de  agosto  de  1950  (Concord. 
art.  32,  n.  1).  Con  estas  palabras  queda  incorporado  aquel  Convenio  al  Con- 
cordato. 

Es  de  notar  que  anteriormente  a  la  nueva  disciplina  la  jurisdicción  y 
facultades  del  Vicario  General  Castrense  y  de  sus  capellanes  y  párrocos  de 
plaza  no  eran  propiamente  concordadas;  se  concedian  por  Breves  Pontifi- 
cios cada  siete  años;  bien  que  a  ruego  de  los  Reyes,  y  previa  gestión  diplo- 
mática, como  queda  dicho.  Incidentalmente  menciona  esta  jurisdicción  el 
Concordato  de  1851  en  el  art.  11,  al  enumerar  la  castrense  entre  las  juris- 
dicciones privilegiadas  que  quedaron  subsistentes.  También  se  hace  mención 
implícita  de  ella  en  el  art.  31,  al  incluir  entre  los  cargos  episcopales  dota- 
dos el  de  Patriarca  de  las  Indias,  que,  como  se  dijo,  iba  unido  al  de  Vicario 
General  Castrense. 

Hoy  la  jurisdicción  castrense  es  materia  concordada;  y  perpetua,  de 
suyo,  como  el  Concordato  mismo.  Ya  el  Cardenal  Gomá  apuntaba  a  un  futuro 
concordato,  en  que  se  organizase  la  jurisdicción  castrense,  en  el  decreto  de 
6  de  mayo  1937:  "La  desginación  por  la  Santa  Sede  de  un  Delegado  Ponti- 
ftcio  para  proveer  los  servicios  religiosos  castrenses  permite,  en  tanto  se 
llegue  a  un  Concordato,  organizar  interinamente  la  asistencia  espiritual  de 
las  distintas  unidades  de  guerra".  Tal  vez  el  servicio  militar  obligatorio,  que 
alcanzaba  también  a  los  clérigos  y  religiosos,  fue  el  motivo  de  que  la  ju- 
risdicción castrense  se  haya  hecho  materia  concordada. 

570.  Aportación  de  los  Prelados  diocesanos.  "Los  Ordinarios  dioce- 
sanos, conscientes  de  la  necesidad  de  asegurar  una  adecuada  asistencia  es- 
piritual a  todos  los  que  prestan  servicio  bajo  las  armas,  considerarán  como 
parte  de  su  deber  pastoral  proveer  al  vicariato  castrense  de  un  número  su- 
ficiente de  sacerdotes  celosos  y  bien  preparados,  para  cumplir  dignamente 
su  importante  y  delicada  misión"  CConcord.  art.  32,  n.  2). 

Esta  exhortación  a  los  Ordinarios  diocesanos  no  figura  en  el  Convenio 
de  1950;  es  añadidura  hecha  en  el  Concordato,  y  compendia  la  exhortación 
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ahincada  de  la  S.  Congr.  Consistorial  a  los  Obispos  españoles  en  Circular  de 
2  de  junio  de  1951  (1). 

Contiene  las  afirmaciones  siguientes:  1.^  Hay  necesidad  de  asegurar 
asistencia  espiritual  a  los  aforados  castrenses.  2."^  Esa  asistencia  debe  ser 
adecuada.  3.^  Para  ello  hace  falta  un  "número  suficiente  de  sacerdotes, 
celosos  y  bien  preparados",  por  ser  su  misión  "importante  y  delicada". 
4.a  El  proporcionar  esos  sacerdotes  al  Vicario  castrense  corresponde  a  los 
Ordinarios  diocesanos,  quienes  lo  considerarán  como  parte  de  su  deber 
pastoral. 

Ahiy  sólidas  son  las  razones  de  aquella  exhortación.  En  primer  lugar  la 
importancia  y  necesidad  de  este  ministerio  pastoral:  Es  la  clase  militar 
lina  porción  muy  considerable  del  pueblo  español.  La  parte  más  numerosa 
de  ella  la  constituyen  los  soldados:  casi  todos  los  jóvenes  tienen  que  pasar 
por  la  prueba  de  la  milicia,  dura  prueba  que  los  expone  a  mil  peligros  de 
alma,  que  requieren  solícito  cuidado  y  cultivo  espiritual. 

El  proveer  al  vicariato  de  sacerdotes  idóneos  y  suficientes  se  hace 
derivar  del  "deber  pastoral"  de  los  Obispos.  Esta  juventud  es  parte  de  la 
grey  diocesana  encomendada  al  Obispo;  y  aunque  temporalmente  apartada 
de  su  diócesis,  a  ella  volverá,  pervertida  o  mejorada,  según  el  cultivo  espi- 
ritual que  haya  recibido  en  la  milicia. 

Por  otra  parte,  el  Vicariato  Castrense  no  tiene  clero  propio;  ha  de  nu- 
trirse del  clero  diocesano.  Ni  hoy  por  hoy  tiene  posibilidad  de  formar  clero 
propio;  pues  como  sólo  se  admite  domicilio  y  cuasidomicilio  diocesano  y 
parroquial,  no  castrense  (Instr.  de  Vicariis  Castr.  n.  3),  no  puede  el  Vicario 
ordenar  a  los  que  él  quiera,  por  no  tener  los  ordenandos  al  Vicario  como 
Obispo  propio  para  la  ordenación  por  titulo  de  domicilio,  según  lo  exige 
el  can.  956;  ni  pueden  los  ordenados  por  su  Obispo  propio  incardinarse 
en  el  Vicariato  por  otro  titulo,  de  los  enunciados  en  los  can.  112-115;  no 
siendo  las  capellanías  castrenses  beneficios  eclesiásticos. 

Así  que,  si  los  Prelados  diocesanos  no  dan  al  Vicario  Castrense  suficien- 
tes y  buenos  sacerdotes,  siempre  será  precaria  la  condición  del  Vicariato, 
y  deficiente  la  asistencia  religiosa  a  las  fuerzas  armadas. 

La  exhortación  se  refiere  principalmente  a  la  aportación  de  capellanes 
propiamente  dichos,  porque  sólo  con  ellos  se  asegura  la  asistencia  reli- 
giosa adecuada  al  ejército;  no  con  los  llamados  civiles;  ni  aun  con  los  pro- 
visionales, pues  por  el  carácter  de  auxiliares  que  les  da  el  Convenio,  art.  11, 
y  la  condición  de  temporales,  que  tienen  de  hecho,  no  es  fácil  formar  un 
juicio  que  garantice  su  idoneidad;  como  ocurre  con  los  profesionales,  que 
ingresan  por  oposición,  a  los  cuales  se  refiere  el  Concordato. 

Sabido  es  con  cuánta  dificultad  en  los  tiempos  pasados  se  avenían  los 
Obispos  a  permitir  oposiciones  a  capellanías  castrenses,  por  la  penuria  de 
sacerdotes,  que  ellos  mismos  padecían;  no  tenían  tanto  inconveniente  en 
desprenderse  de  sacerdotes  indeseables. 

Vivamente  sentía  esta  deficiencia  el  celosísimo  Su.  D.  Ramón  Pérez,  Vi- 
cario Castrense,  el  cual  para  su  remed.io  meditaba  uno  o  varios  seminarios 
castrenses.  Así  nos  lo  propuso.  Las  dificultades  económicas  del  proyecto, 
tendrían  fácil  solución;  para  las  dificultades  canónicas  arriba  apuntadas, 
creo  que  no  sería  imposible  arbitrar  remedio. 

Entre  tanto,  lo  dicho  justifica  la  mencionada  exhortación  que  la  S.  Congr. 
Consistorial  y  el  art.  32  del  Concordato  dirigen  a  los  Prelados  diocesanos, 
para  que  aporten  buenos  y  suficientes  sacerdotes  al  vicariato  castrense. 


(1)    Srd  Terrae,  1901,  pp.  723-25. 
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§  4.    El  Vicariato  General  Castrense 

571.  Creación  del  Vicariato  General  Castrense.  "La  Santa  Sede  cons- 
tituye en  España  un  Vicariato  Castrense,  para  atender  al  cuidado  espiritual 
de  los  militares  de  tierra,  mar  y  aire"  (Conv.  art.  1). 

El  Vicariato  es  oficio  eclesiástico  estricto;  pues  es  cargo  estable,  consti- 
tuido por  la  Santa  Sede,  que  ha  de  ser  conferido,  según  la  norma  estatuida 
por  el  Convenio,  y  que  lleva  aneja  potestad  eclesisática,  de  orden  y  de  ju- 
risdicción (can.  145). 

572.  Constitución  del  Cuerpo  Eclesiástico  Castrense.  En  España  le 
constituyen:  1)  El  Vicario  General  Castrense,  que  es  el  jefe  supremo 
(Conv.  art.  1).  2)  La  Curia  de  Gobierno  (art.  6),  compuesta  del  Secretario- 
Canciller,  un  Vicesecretario  y  los  auxiliares  que  la  autoridad  militar  quiera 
adscribir  a  este  organismo.  3)  Tenientes  Vicarios,  Jefes  de  Servicio  ecle- 
siástico en  los  Ministerios  (art.  3  y  4).  Son  tres,  uno  en  cada  Ministerio:  del 
Ejército,  de  la  Marina  y  del  Aire.  4)  Tenientes  Vicarios  regionales  (ar- 
tículos 3,  4).  Son  uno  por  cada  una  de  las  regiones  militares:  además,  uno 
en  cada  departamento  marítimo,  en  las  bases  navales  y  de  escuadra,  en  la 
jurisdicción  central  de  marina,  y  en  cada  jefatura  de  región  o  zona  aérea. 
5)  Capellanes,  de  diversa  graduación  militar,  tenientes,  capitanes,  coman- 
dantes, etc.  (art.  4-11).  6)  Párrocos  de  plaza,  en  cada  jefatura  de  región, 
departamento  marítimo  o  zona  aérea;  para  el  personal  que  carece  de  ca- 
pellán propio  en  plantilla. 

573-  Nombramiento  del  Vicario  General.  "La  Santa  Sede  procederá 
al  nombramiento  del  Vicario  General  Castrense,  previa  presentación  del 
Jefe  del  Estado,  según  lo  establecido  en  el  Convenio  en  vigor  entre  la  misma 
Santa  Sede  y  España,  sobre  provisión  de  sedes  arzobispales  y  episcopales  y 
el  nombramiento  de  coadjutores  con  derecho  de  sucesión  (art.  2). 

Cómo  se  hace  el  nombramiento  de  Obispos  en  España,  véase  en  el 
n.  200  sigs. 

574.  Título.  "El  Vicario  General  Castrense  será  elevado  a  la  dignidad 
arzobispal"  (art.  2). 

La  Santa  Sede  por  Letras  Apostólicas  de  12  de  diciembre  1950  hizo  el 
nombramiento  de  Arzobispo  titular  de  Sión;  y  con  la  misma  fecha  por  otras 
Letras  elevó  la  sede  episcopal  de  Sión  a  la  categoría  de  arzobispal,  vinculán- 
dola al  cargo  de  Vicario  General  Castrense. 

Es  de  advertir  que  el  Arzobispo  de  Sión,  que  por  tiempo  sea,  no  es  mera- 
mente titular,  sino  con  jurisdicción  ordinaria  vicaria,  que  va  aneja  al  cargo 
de  Vicario  General  Castrense  por  el  derecho  concordado  (can.  197). 

El  título  de  Patriarca  de  las  Indias  Occidentales  le  otorgó  el  Papa  Cle- 
mente VII  al  Obispo  de  Jaén,  en  1524,  a  netición  del  Emperador  Carlos  V. 
En  1610  obtuvo  de  Paulo  V  el  Rey  Felipe  III  que  se  acumulase  a  su  capellán 
mayor  con  el  título  de  Procapellán  Mayor.  Clemente  XIII  en  1762  vinculó 
al  cargo  de  Capellán  Mayor  del  Ejército  el  titulo  de  Patriarca  de  las  Indias. 
Pero  en  1885  León  XIII  le  adjudicó  al  Arzobispo  de  Toledo;  durando  esta 
adjudicación  hasta  el  9  de  diciembre  de  1920,  en  que  se  volvió  a  reunir  el 
patriarcado  con  el  Vicariato  General  Castrense. 
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En  aquel  paréntesis  el  Prelado  castrense  llevó  el  título  de  Obispo  de 
Síón.  Xo  pareciendo  conforme  al  estilo  de  la  Santa  Sede  que  a  un  mismo 
cargo  se  vinculasen  dos  títulos,  propuso  al  Vicario  Castrense  Excmo.  Sr.  Die- 
go de  Alcolea,  la  conveniencia  de  que  dejase  el  título  de  Obispo  de  Sión. 
Xo  opuso  él  resistencia,  únicamente  advirtió  que  se  contase  con  el  Rey. 
Tampoco  D.  Alfonso  XIII  tuvo  dificultad  en  ello;  pero  rogó  al  Papa  qiie 
como  el  título  de  Obispo  de  Sión  lo  había  conseguido  su  madre  para  el 
Vicario  Castrense,  se  conservase  vacante  ese  título,  sin  conferirle  a  otro, 
por  si  acaso  algún  día  fuese  necesario  dar  al  Vicario  un  auxiliar,  éste  lle- 
vase el  título  de  Obispo  de  Sión. 

Pronto  fue  realidad  el  caso  supuesto:  Siendo  Vicario  Castrense  el  Exce- 
lentísimo Sr.  Muñoz,  a  causa  de  la  perturbación  mental  que  le  sobrevino, 
se  le  nombró  como  auxiliar  al  Excmo.  D.  Ramón  Pérez,  Obispo  de  Badajoz. 
Esta  disciplina  cesó  con  la  supresión  de  la  jurisdicción  eclesiástica  cas- 
trense por  Pío  XI  en  1933.  Vacante  quedó  el  Obispado  titular  de  Sión  y  Pa- 
triarcado de  las  Indias.  Este  último  le  confirió  Pío  XII  al  Excmo.  Sr.  D.  Leo- 
poldo Eijo,  Obispo  de  Madrid,  sólo  a  título  personal,  no  anejo  a  la  sede  ma- 
tritense. 

Al  restaurarse  la  jurisdicción  castrense  por  el  Convenio  de  5  de  agosto 
de  1950,  no  se  anexionó  el  Patriarcado  de  las  Indias  al  Vicariato  General 
Castrense;  pero  el  Vicario  General  fue  elevado  a  la  dignidad  arzobispal, 
sin  que  en  el  mismo  Convenio  se  concrete  el  título  de  la  Santa  Sede  que 
haya  de  llevar.  Este  título  le  concretó  Pío  XII  el  12  de  diciembre  del  mismo 
año,  elevando  la  sede  episcopal  de  Sión  a  la  categoría  de  arzobispal,  y  nom- 
brando Arzobispo  titular  de  Sión,  al  Excmo.  Sr.  D.  Luis  Alonso  Muñoyerro. 
De  esta  manera  se  conserva  en  el  Vicariato  Castrense  el  titulo  de  Sión.  con- 
forme a  los  deseos  del  Rey  Alfonso  XIII,  y  elevado  a  arzobispado. 

575.  Vacante  del  Vicariato.  "Al  quedar  vacante  el  Vicariato  Castrense, 
el  Teniente  Vicario  de  la  primera  región  militar  más  antiguo  en  este  cargo, 
asumirá  interinamente  las  funciones  de  Vicario  General  Castrense,  con  las 
limitaciones  pertinentes,  por  carecer  de  la  dignidad  episcopal"  (art.  3). 

Como  queda  dicho,  para  el  régimen  militar  del  ejército  de  tierra,  Es- 
paña se  divide  en  ocho  regiones,  la  primera  de  las  cuales  es  Madrid.  Al 
frente  de  cada  región,  para  el  régimen  eclesiástico,  hay  un  Teniente  Vi- 
cario. 

El  Convenio  supone  que  en  la  primera  región  hay  varios  Tenientes  Vi- 
carios. La  expresión  del  artículo  es  confusa;  pues  si  se  entiende  Teniente 
Vicario  del  ejército  de  tierra,  en  la  región  de  Madrid  sólo  hay  uno. 

Aclararon  el  sentido  las  Normas  aclaratorias.  "Al  quedar  vacante  el  Vi- 
cariato General  Castrense,  el  Teniente  Vicario  de  los  Cuerpos  Eclesiásticos 
Castrenses  que,  ejerciendo  funciones  de  gobierno  en  los  Ministerios  o  en  el 
Territorio  Militar,  tenga  mayor  categoría,  y  sea  el  más  antiguo  de  la  misma, 
asumirá  las  facultades  de  Vicario  General  Castrense,  con  las  limitaciones 
pertinentes,  por  no  hallarse  adornado  con  la  dignidad  episcopal". 

En  el  territorio  de  la  primera  región,  más  concretamente  en  Madrid, 
existen  además  del  Teniente  Vicario  Regional,  otros  tres  jefes  del  servicio 
eclesiástico  en  los  Ministerio  del  Ejército  de  tierra,  de  Marina  y  del  Aire, 
con  mayor  categoría  jurisdiccional,  pues  su  autoridad  se  extiende  a  todo 
el  ejército  respectivo,  y  a  los  propios  Tenientes  Vicarios  Regionales.  Asi, 
pues,  según  esta  declaración  en  la  vacante  del  Vicariato  parecería  que  de- 
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biera  ser  sucesor  interino  uno  de  estos  cuatro  el  de  más  categoría  y  anti- 
güedad en  el  cargo. 

Aun  esta  norma  ofrece  su  dificultad:  siendo  el  Teniente  Vicario  Regio- 
nal de  menor  categoría  que  ios  otros  tres,  parece  que  no  puede  él  ser  el 
sucesor  en  la  vacante,  aunque  fuese  el  más  antiguo  de  los  cuatro.  Sería,  pues, 
más  adecuada  la  redacción  de  la  norma,  que  llamase  a  la  sucesión  interina 
al  más  antiguo  en  el  cargo  de  los  tres  jefes  de  servicios  eclesiásticos  en  los 
Ministerios.  Así  no  se  daría  la  anomalía  que  el  Teniente  Vicario  Regional 
fuera  superior  de  los  otros  tres,  que  a  su  vez  son  superiores  a  él. 

Al  sucesor  interino  competen  todas  las  facultades  y  poderes  jurisdiccio- 
nales y  administrativos  del  Vicario:  no  la  potestad  episcopal  de  orden,  ya 
que  no  es  Obispo. 

576.  Potestad  del  Vicario.  Es:  a)  Jurisdiccional,  pública,  de  regir 
subditos  en  la  Iglesia,  para  el  fin  de  la  misma:  descendiente  del  poder  de 
las  llaves  del  Sum.o  Pontífice  o  de  la  potestad  suprema  de  éste  para  gober- 
nar la  Iglesia  universal.  Asi  se  expresa  en  el  título  mismo  del  Convenio: 
"Acuerdo...  sobre  la  jurisdicción  castrense''. 

b)  Ordinaria,  aneja  al  Oficio  por  el  derecho  concordado  ( can.  197,  §  1\ 
Ordinaria  es  la  de  todos  los  Vicarios  Castrenses,  según  la  instrucción  de  la 
S.  Cong.  Consistorial,  n.  1.  Con  esto  desaparecen  las  antiguas  discusiones 
sobre  la  naturaleza  de  la  jurisdicción  castrense. 

Asi  GÓMEZ  Salazau  dice  que  el  Vicario  General  Castrense  es  un  delegado 
pontificio  (2\  y  sus  representantes,  subdelegados  se  denominaban.  Zaidíx.  apo- 
yado en  el  can.  107,  la  llama  ordinaria-idcaria:  pero  al  habUir  del  Breve  de 
Clemente  XII,  Ciim  in  exercitihiis.  4  feb.  1736,  emplea  la  palabra  delegada. 
refiriéndose  al  Capellán  Mayor,  con  resDecio  al  Papa.  Estas  vacilaciones  se 
explican,  porque  antes  del  actual  Código  Canónico,  no  estaban  bien  fijados  los 
conceptos  de  potestad  ordinaria,  delaga<ia  y  vicaria,  considerando  muchos  la 
vicaria  como  delegada. 

c>  Vicaria.  La  ejerce  no  en  nombre  propio,  como  el  Obispo  diocesano, 
sino  haciendo  las  veces  del  Romano  Pontífice  (can.  197,  §  2). 

d)  Especial.  Así  la  llama  la  citada  Instrucción  de  Vicariis  Castrensi- 
hus.  n.  1.  por  ciertas  peculiaridades:  entre  otras  el  ser: 

e)  Personal  en  pro  de  una  clase  especial  de  fieles,  por  razón  de  la  pro- 
fesión militar,  sin  posibilidad  de  tener  subditos  por  título  de  domicilio: 
ya  que  sólo  se  reconoce  domicilio  diocesano  y  parroquial,  no  castrense 
(Instr.  n.  3).  Los  no  aforados  castrenses  no  son  súbditos  de  la  jurisdicción 
castrense,  aunque  moren  en  sitios  reservados  a  los  militares  (Instr.  n.  2). 

La  sola  perm.anencia  en  lugar  castrense  no  produce  exención  de  la  juris- 
dicción ordinaria,  ni  sujeción  a  la  jurisdicción  militar.  Ni  el  cargo  de  ca- 
pellán castrense  causa  excardinación  de  su  diócesis  propia  (Instr.  n.  2). 

p  Del  fuero  interno  y  externo.  Por  razón  de  la  jurisdicción  ordinaria 
en  el  fuero  externo,  el  Vicario  General  Castrense  es  verdadero  Prelado  en 
sentido  propio  (can.  110).  No  parecería  que  le  cuadra  el  nombre  de  Ordina- 
rio, a  tenor  del  can.  198,  $  1 :  a  no  ser  que  entre  los  Ordinarios  incluyamos 
también  a  todos  los  Vicarios  del  Romano  Pontífice:  asi  como  se  incluyen  ex- 
presamente el  Administrador,  Vicario  y  Prefecto  Apostólico,  que  gobiernan  sus 


(2)    Disciplina  eclesiástica,  toin.  1,  p.  250  1,1877). 
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territorios  en  nombre  de  la  Santa  Sede.  Sin  embargo,  en  documentos  ante- 
riores al  Código  (3)  y  en  alguno  posterior  se  emplea  la  denominación  de 
Ordinario  Castrense,  y  no  hay  porqué  negársele. 

Ciertamente  no  es  Ordinario  local,  o  de  lugar,  ya  que  no  tiene  jurisdic- 
ción territorial,  sino  sólo  personal  (can.  198,  5  2). 

g)  No  exclusiva,  o  privativa,  sino  cumulativa  con  la  jurisdicción  de  los 
Ordinarios  locales  o  territoriales  (Obispos  residenciales,  Vicarios  Generales 
y  Capitulares,  Vicarios  y  Prefectos  Apostólicos  en  sus  colonias).  Así  lo  esta- 
blece en  general  la  Instrucción  de  Vicariis  Castrensihus,  n.  2,  y  en  particu- 
lar nuestro  Convenio,  art.  9.  Pero  no  a  la  inversa:  no  es  cumulativa  con  la 
castrense  la  jurisdicción  de  los  Ordinarios  diocesanos,  Vicarios  y  Prefectos 
Apostólicos,  que  son  territoriales;  esto  es,  los  subditos  diocesanos  no  se 
hacen  súbditos  castrenses  por  el  hecho  de  morar  dentro  de  locales  reserva- 
dos a  los  militares  (Instr.  n.  2). 

h)  Preferente  con  los  súbditos  castrenses,  dentro  de  los  lugares  reser- 
vados a  los  militares  (Instr.  n.  2,  Conv.  art.  9).  Por  tanto 

i)  No  exenta.  La  pasada  jurisdicción  castrense  se  llamaba  exenta,  por- 
que los  aforados  de  ella  no  dependían  de  la  jurisdicción  de  los  Ordinarios 
diocesanos.  Hoy  dependen. 

j)    Cuasiepiscopal,  con  las  limitaciones  que  diremos. 

k)  Voluntaria  o  extra  judicial:  legífera  en  cierto  modo,  para  dar  dispo- 
siciones, instrucciones  y  preceptos  generales  o  particulares,  ordenados  al 
bien  de  las  almas  y  al  régimen  eclesiástico  castrense;  administrativa  o  gu- 
bernativa: puede  ejercer  sobre  sus  capellanes  y  sobre  los  demás  súbditos  y 
cosas  militares,  en  su  tanto,  aquellas  atribuciones  que  tienen  los  Obispos 
sobre  su  clero  y  fieles  y  cosas  diocesanas;  conforme  al  Convenio,  art.  6,  §  1, 
y  a  los  Reglam.entos  vigentes  o  a  los  que  se  dieren  conforme  a  las  leyes  ca- 
nónicas; conceder  dispensas,  gracias,  uso  de  privilegios;  tramitar  expedientes 
en  forma  extra  judicial. 

l)  Vindicativa.  Puede  imponer  penas  canónicas  por  vía  administrativa, 
esto  es,  por  decreto  gubernativo,  no  sólo  a  los  capellanes  (Conv.  art.  6),  sino 
a  todos  sus  súbditos,  según  los  cánones. 

Qué  penas  canónicas  pueden  imponerse  por  vía  gubernativa  es  cuestión 
debatida.  Según  unos,  sólo  las  penitencias,  los  remedios  penales,  la  excomu- 
nión, la  suspensión  y  el  entredicho.  Pues  según  el  can.  1933,  §  4,  éstas  pue- 
den imponerse  aun  por  precepto  extrajudicial.  Luego  parece  que  las  demás 
no.  Otros  opinan  que  pueden  imponerse  por  decreto  gubernativo  cuales- 
quiera penas  establecidas,  sea  por  precepto,  sea  por  ley;  exceptuando 
aquellas  que  requieren  proceso  especial. 

A  nosotros  con  Wkhnz-Vidat.  (4),  nos  parecería:  a)  La  privación  de 
beneficio  inamovible,  la  deposición,  la  privación  perpetua  de  hábito  ecle- 
siástico, y  la  degradación,  sólo  pueden  imponerse  por  sentencia  judicial 
(can.  192,  ^  2;  1576,  ^  1;  2303-5);  porque  son  penas  gravísimas  que  requie- 
ren más  estricta  discusión.  Sin  embargo,  no  tendríamos  gran  inconveniente 
en  admitir  que  aun  estas  penas  gravjsinias  pudieran  imponerse  por  vía 
administrativa,  ya  que  así  las  imponen  las  SS.  Congregaciones,  aun  la  de- 
gradación, /j)  Las  penas  por  los  delitos  reservados  al  S.  Oficio,  como  el 
ííclito  de  solicitación  en  confesión,  solamente  pueden  infligirse  o  declararse 


(3)  Colección  de  Breves...  de  l(i  jurisd.  ecles.  castrense  en  España,  tom.  1,  j).  112 
(Madriíl,  1925). 

(4)  Iiis  Poenale,  ii.  185.  Reíiatillo,  Instituí  iones  lur.  Can.  II,  847. 


EL  VICARIO  GENERAL  CASTRENSE 


469 


por  proceso  especial  judiciario  (can.  1555,  ^1).  c)  Las  indicadas  en  los 
can.  2142-94,  solamente  pueden  imponerse  previo  el  proceso  administrativo 
en  dichos  cánones  descrito.  Los  delitos  sujetos  a  este  proceso  son:  el  de 
irresidencia  de  los  beneficiados,  el  de  concubinato  de  los  clérigos,  el  de 
negligencia  de  los  párrocos  en  su  oficio,  d)  Todas  las  demás  penas  pue- 
den infligirse,  si  son  ferendae  sententiae;  o  declararse,  si  son  latae  senten- 
tiae,  aun  por  decreto  gubernativo  (can,  1933,  5  4),  Tal  es  la  práctica  de  las 
Curias  y  de  las  Sagradas  Congregaciones,  las  cuales,  aunque  carecen  de 
potestad  judiciaria,  aplican  por  decreto  aun  las  penas  establecidas  por  el 
derecho.  Y  de  este  estilo  no  debemos  prescindir  (can.  29).  A  esta  doctrina 
podrá  atenerse  el  Vicario  Castrense,  en  lo  que  a  él  ataña. 

577.  Potestad  judicial  o  contenciosa  no  la  tiene  el  Vicario  Castrense. 
Según  el  art.  6  los  capellanes  militares  ejercen  su  ministerio  bajo  la  juris- 
dicción del  Vicario  asistido  por  su  Curia.  Tanto  la  palabra  jurisdicción, 
como  la  existencia  de  una  curia  castrense,  y  otras  razones,  podrían  dar 
margen  a  la  opinión  de  que  el  Vicario  en  España  tuviese  potestad  judicial, 
y  por  tanto  derecho  a  tener  tribunal  de  primera  instancia.  No  éramos  de 
esta  opinión.  Y  en  verdad  la  norma  aclaratoria  declara:  "Salvos  los  dere- 
chos que  en  materia  penal  competen  al  Vicario  General  Castrense,  según 
el  art.  6  del  Convenio,  las  causas  criminales  o  contenciosas,  que  eventual- 
mente  ante  él  se  presentaren,  serán  examinadas  y  decididas  por  el  Tribunal 
de  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  en  España". 

Con  esta  declaración  se  guarda  la  uniformidad  entre  los  diversos  vicaria- 
tos castrenses  de  todo  el  mundo,  consignada  en  el  n.  3  de  la  Instrucción  de 
Vicariis  Castrensihus;  según  el  cual  para  las  causas  de  los  súbditos  del  Vi- 
cario Castrense,  ya  contenciosas  entre  ellos,  ya  criminales,  el  Vicario  eU- 
girá  de  una  vez  para  siempre  un  tribunal  diocesano  o  metropolitano,  que 
deberá  ser  aprobado  por  la  Santa  Sede. 

En  ninguna  otra  nación  existe  tribunal  superior  al  metropolitano;  en 
España  tenemos  la  Rota  de  Madrid;  y  el  Tribunal  de  la  Rota  española  ha 
sido  elegido  por  el  actual  Vicario  y  aprobado  por  la  Santa  Sede. 

Cuando  la  causa  contenciosa  se  ventila  entre  un  subdito  castrense  y  otro 
que  no  lo  es,  ¿a  qué  tribunal  debe  llevarse? 

Parece  que  no  a  la  Rota,  sino  al  diocesano  competente  del  reo  o  deman- 
dado por  alguno  de  los  títulos  descritos  en  los  can.  1560-68.  Pues  según  la 
Instrucción  de  la  S.  Congr.  Consistorial  las  causas  que  acaso  se  lleven  al 
Vicariato  solamente  podrán  trasmitirse  a  la  Rota,  cuando  ambas  partes  con- 
tendientes son  afolados  castrenses  (causae  inter  ipsos,  esto  es,  entre  los 
militares). 

Actor  sequitur  forum  rei  (can.  1559,  §  3).  El  actor  o  demandante  sigue 
el  fuero  del  reo  o  demandado,  dice  el  principio  canónico  (can.  1559,  §  3). 
Pues  bien:  a)  Si  el  demandante  es  de  la  jurisdicción  castrense,  y  el  deman- 
dado, de  la  jurisdicción  ordinaria,  el  tribunal  competente  será  sólo  el  Ordi- 
nario diocesano. 

b)  Si  el  demandante  es  de  la  jurisdicción  ordinaria  y  el  demandado  de 
la  castrense,  de  suyo  sería  competente  el  tribunal  del  Vicariato,  si  le  hubie- 
re. Pero  como  no  le  hay,  porque  el  Vicario  no  tiene  potestad  judicial;  y  por 
otra  parte  la  Instrucción  citada  dispone  que  la  causa  contenciosa  entre 
ellos  (los  súbditos  castrenses)  se  trasmita  al  tribunal  diocesano  o  metropo- 
litano elegido  por  el  Vicario;  y  en  España  a  la  Rota;  podría  parecer  que  a  la 
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Rota  Sólo  podrá  llevarse  la  causa  en  primera  instancia,  cuando  ambos  liti- 
gantes son  subditos  castrenses;  y  por  tanto,  si  el  demandante  pertenece  a 
la  jurisdicción  ordinaria  y  el  demandado  a  la  castrense,  pudiera  parecer 
que  la  causa  no  podría  llevarse  a  la  Rota;  sino  que  habría  de  llevarse  al 
tribunal  diocesano  competente  por  alguno  de  los  títulos  contenidos  en  los 
can.  1560-69. 

Sin  embargo,  como  la  Rota  hace  de  tribunal  diocesano  para  los  castren- 
ses en  España,  parecería  una  anomalía  que  siendo  castrense  el  demandado, 
no  pudiese  llevarse  la  causa  a  la  Rota  en  primera  instancia,  aun  cuando  el 
demandante  pertenezca  a  la  jurisdicción  ordinaria,  Actor  sequitur  forum 
rei.  A  pesar  de  que  el  art.  3  de  la  Instrucción  de  la  Consistorial,  al  establecer 
la  sustitución  del  tribunal  del  vicariato  castrense  por  el  diocesano  o  metro- 
politano elegido,  se  expresa  en  número  plural:  "pro  causis...  contentiosis 
Ínter  ipsos  vicarius  designat  semel  pro  semper  tribunal  aliquod  diocesanum 
vel  metropolitanum...". 

Por  otra  parte,  el  súbdito  castrense  no  puede  serlo  por  razón  del  domi- 
cilio o  cuasidomicilio  (Instr.  n.  3).  Por  este  título  es  súbdito  del  Ordinario 
de  la  diócesis.  Así  que,  aun  cuando  ambos  litigantes  sean  de  la  jurisdicción 
castrense,  la  causa  siempre  puede  llevarse  al  tribunal  diocesano  competente 
por  razón  del  domicilio  o  cuasidomicilio  del  d3mandado,  y  este  tribunal  la 
conocerá  y  fallará.  Sólo  cuando  el  demandante  la  lleve  al  Vicariato,  podrá 
éste  trasmitirla  a  la  Rota.  Y  esto  por  la  disposición  especial  dicha  de  la  Santa 
Sede,  pues  de  suyo  la  Rota  ordinariamente  no  es  tribunal  de  primera  ins- 
tancia, sino  de  apelación. 

Es  más,  las  causas  matrimoniales  concernientes  a  personas  sujetas  a  la 
jurisdicción  eclesiástica  castrense  están  reservadas  al  Ordinario  del  lugar 
(Conv.  art.  8).  Se  entiende  al  Ordinario  del  lugar  donde  se  contrajo  el  ma- 
trimonio, o  donde  la  parte  demandada  tiene  domicilio  o  cuasidomicilio: 
ambos  son  competentes  (can.  1964).  Si  la  diócesis  del  contrato  matrimonial 
es  distinta  de  la  del  domicilio  o  cuasidomicilio  del  demandado,  al  deman- 
dante toca  la  elección  entre  estos  dos  fueros  competentes  (can.  1559,  5  3). 

578.  Curia  castrense.  De  ella  se  hace  mención  en  el  art.  6:  "Los  cape- 
llanes militares  ejercen  su  sagrado  ministerio  bajo  la  jurisdicción  del  Vica- 
rio General  Castrense,  asistido  por  su  propia  Curia". 

La  Curia  romana  es  el  conjunto  de  organismos  centrales  de  que  se  sirve 
el  Sumo  Pontífice  para  el  gobierno  de  la  Iglesia  universal.  Se  compone  de 
doce  Sagradas  Congregaciones,  o  dicasterios,  para  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción voluntaria  o  no  judicial;  tres  tribunales,  para  el  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción contenciosa  o  judicial;  el  uno  la  S.  Penitenciaría  para  los  asun- 
tos del  fuero  interno,  y  los  otros  dos,  la  Rota  Boniana  y  la  Signatura  Apos- 
tólica para  los  del  fuero  externo;  y  finalmente  de  cinco  oficios,  para  el 
despacho  práctico  y  material  de  los  asuntos  resueltos  (can.  242-64). 

La  Curia  diocesana  es  el  conjunto  de  organismos  centrales  de  la  dió- 
cesis, que  ayuda  al  Obispo  en  el  régimen  de  toda  ella.  Consta  de  dos  partes: 
Curia  de  (¡ohierno  o  administración,  para  los  asuntos  de  la  jurisdicción  vo- 
luntaria; y  Curia  de  justicia,  para  los  de  la  jurisdicción  contenciosa.  A  la 
curia  de  administración  pertenecen:  el  Vicario  Ceneral.  el  Canciller-Secre- 
tario, los  Notarios,  los  Examinadores  sinodales,  etc.  A  la  de  justicia,  el 
Provisor  o  juez  ordinario,  el  fiscal,  los  jueces  sinodales,  etc.  (can.  .'^()3-90; 
1572-03). 
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La  Curia  castrense  es  el  conjunto  de  organismos  que  ayudan  al  Vicario 
en  el  régimen  de  todo  el  Vicariato.  No  determina  el  Concordato  de  qué  or- 
ganismos consta.  Desde  luego  sólo  hay  en  ella  Curia  de  gobierno  o  adminis- 
tración, para  el  despacho  de  los  asuntos  de  la  jurisdicción  voluntaria;  no 
existe  Curia  de  justicia,  ya  que  el  Vicario  no  tiene  potestad  judiciaria.  La 
Curia  de  Gobierno  está  compuesta  del  Secretario-Canciller-Notario,  un 
Vicesecretario  y  los  auxiliares  que  la  autoridad  militar  quiera  ascribir  a  la 
Curia. 

§  5.    Tenientes  Vicarios 

579.  Tenientes  Vicarios.  Son  los  capellanes  que  hacen  las  veces  del 
Vicario  General  Castrense.  Los  regionales  son  para  el  ejército  de  tierra 
nueve,  uno  por  cada  región  militar;  además,  otros  para  los  departamentos 
marítimos  y  zonas  aéreas.  Además,  hay  tres  T enient es-Vicarios,  Jefes  de 
servicio  eclesiástico,  uno  en  cada  Ministerio:  del  Ejército,  de  la  Marina  y 
del  Aire. 

Los  Tenientes  Vicarios  tienen  existencia  legal  reconocida  en  los  art.  3.° 
y  4.'  del  Convenio.  En  el  3.°  se  dice  que  en  la  vacante  del  Vicariato  sucederá 
interinamente  el  Teniente  Vicario  más  antiguo  de  la  primera  región.  En 
el  4.',  que  han  de  ser  licenciados  o  doctores  en  Teología  o  Derecho  Ca- 
nónico. 

La  Instrucción  de  la  S.  Congr.  Consistorial,  de  Vicariis  Castrensibus,  no 
menciona  los  Tenientes  Vicarios.  Nuestro  Convenio,  aunque  los  menciona, 
no  determina  explícitamente  su  número;  implícitamente  aprueba  el  número 
que  prácticamente  exista. 

580.  Naturaleza  de  los  Tenientes  Vicarios.  Nos  referimos  aquí  a  los 
Tenientes  Vicarios  regionales. 

La  institución  de  las  tenencias  vicarías  regionales  es  antigua.  Antes  de 
la  supresión  de  la  jurisdicción  castrense  (1933)  los  Tenientes  Vicarios  eran 
subdelegados  del  Vicario  General  Castrense,  y  podían  incluso  asistir  a  los 
matrimonios,  pero  solían  subdelegar  en  los  capellanes  (5). 

Los  Reglamentos  vigentes  de  capellanes  de  tierra,  mar  y  aire,  aprobados 
por  los  Ministros  respectivos,  visados  por  la  Santa  Sede,  dicen  que  son  los 
representantes  y  colaboradores  del  Vicario  General  Castrense,  "cuyas  órde- 
nes e  instrucciones  secundarán"  (el  de  Tierra,  art.  7);  que  "ejercerán  las 
facultades...  que  fueren  concedidas  por  el  Vicario  General..."  (el  de  Marina, 
art.  13);  "y  será  el  delegado  universal  del  Vicario  General  Castrense"  (el  del 
Aire,  art.  8). 

E.s  de  advertir  que  estos  Reglamentos  se  dieron,  respectivamente,  el 
25  de  agosto  1942;  31  dio.  1945;  10  en.  1947,  cuando  sólo  había  una  dele- 
gación pontificia,  antes  de  1950.  Publicado  el  Convenio  de  1950  sol)re  juris- 
dicción eclesiástica  castrense,  ésta  ha  pasado  a  ser  ordinaria,  aunque  espe- 
cial, según  se  expresa  la  Instrucción  de  la  S.  Congr.  Consistorial  de  23  de 
abril  1951.  Por  otra  parte,  los  capellanes  militares  tienen  "competencia  pa- 
rroquial" (Conv.  art.  8),  por  tanto  tienen  potestad  ordinaria,  aneja  a  su  ofi- 
cio por  el  mismo  derecho  concordado  (can.  197). 


(5i    MuNiz,  Procedimientos  eclesiásticos,  II,  454. 
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¿Pero  qué  decir  de  los  Tenientes  Vicarios  regionales? 

1.°  Es  necesario  ante  todo  saber  si  ese  cargo  es  oficio  eclesiástico,  a 
tenor  del  can.  145,  oficio  propio  y  estricto;  y  si  tiene  alguna  potestad,  por 
el  derecho,  a  iure.  El  Convenio  los  nombra  incidentalmente,  pero  los  reconoce 
existentes,  en  los  art.  3  y  4. 

¿Podrá  considerárselos  como  a  los  Vicarios  Generales  de  los  Obispados? 
Téngase  en  cuenta  que  se  llaman  Tenientes  Vicarios,  porque  al  Prelado  de 
todos  los  ejércitos  de  tierra,  mar  y  aire  se  llama  Vicario  General,  y  engen- 
drarla confusión  llamar  Vicarios  Generales  a  los  Tenientes  Vicarios. 

Respondamos  a  estas  cuestiones,  según  nuestro  leal  saber  y  entender. 

581.  ¿Tienen  oficio  eclesiástico  estricto  los  Tenientes  Vicarios  Cas- 
trenses? 

Oficio  eclesiástico  estricto  le  define  el  can.  145  un  cargo  establemente 
constituido  por  ordenación  divina  o  eclesiástica,  que  ha  de  conferirse  según 
la  norma  de  los  sagrados  cánones;  y  que  lleva  consigo  al  menos  alguna 
participación  de  la  potestad  eclesiástica  de  orden  o  de  jurisdicción. 

En  el  derecho  el  oficio  eclesiástico  se  toma  en  este  sentido  estricto,  a  no 
ser  que  por  el  contexto  aparezca  otra  cosa. 

"Toda  definición  en  el  derecho  es  peligrosa,  dijo  el  jurisconsulto  romano 
Javoleno,  porque  poco  faltará  para  echarla  abajo".  ''Omnis  definitio  in 
iure  civili  periciilosa  est;  panim  est  enim  ut  non  subvertí  possiV  (6);  y  no 
es  la  definición  de  oficio  la  que  se  presta  a  menos  disputas.  Asi  en  mi  sen- 
tir, los  vicarios  parroquiales  (excepto  el  curado,  que  tiene  beneficio),  no 
son  oficios  eclesiásticos  en  sentido  estricto;  y,  sin  embargo,  tienen  potestad 
a  iure,  ordinaria,  bien  que  vicaria,  a  excepción  de  los  coadjutores.  El  oficio 
propio  le  tiene  el  párroco;  los  vicarios  parroquiales,  o  sus  cargos,  no  son 
más  que  modos  provisionales  estatuidos  por  el  derecho,  para  suplir  o  ayu- 
dar al  párroco. 

582.  En  la  disciplina  pasada.  Prescindiendo,  pues,  del  concepto  de 
oficio  estricto;  y  de  si  los  Tenientes  Vicarios  le  tienen  o  no,  en  España  pa- 
rece que  antes  se  han  considerado  como  una  especie  de  Vicarios  Generales 
del  Vicario  General  Castrense.  No  se  los  ha  llamado  Vicarios  Generales  Cas- 
trenses, porque  este  nombre  se  reserva  al  Prelado  que  en  nombre  de  la  Santa 
Sede  ejerce  la  jurisdicción  sobre  todos  los  militares. 

Así  en  cuanto  a  los  matrimonios  dice  Muniz,  Derecho  parroquial,  n.  286 
(ed.  1923):  "A  la  celebración  del  matrimonio  de  dos  aforados  castrenses  en 
España  asiste  un  delegado  especial  del  Teniente  Vicario  de  la  Región  o  De- 
partamento Marítimo  a  que  pertenezca  la  esposa;  a  dicho  Teniente  Vicario 
corresponde  dispensar  del  lugar  sagrado  y  del  tiempo  vedado". 

ViLAPLANA,  Esponsales  y  Matrimonio,  n.  99  (1916):  "¿Quién  es  en  la  ju- 
risdicción castrense  el  párroco  propio  de  los  contrayentes  en  orden  al  ma- 
trimonio?... El  capellán  del  cuerpo,  plaza  o  dependencia;  no  los  Tenientes 
Vicarios  ni  el  Ordinario  o  Provicario,  quien  tiene  delegadas  sus  facultades 
parroquiales  a  los  capellanes,  no  a  los  Tenientes  Vicarios.  De  manera  que, 
si  un  capellán  castrense  autoriza,  sin  licencia  del  Teniente  Vicario,  un  ma- 
trimonio de  sus  feligreses  hábiles,  no  sería  nulo. 

El  mismo  en  el  n.  224:  "Para  la  validez  es  necesario  y  suficiente:    1."  Que 


(6)    Digesto,  lib.  50,  til.  17,  ley  202. 
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se  contraiga  ante  el  Provicario  General,  o  Teniente  Vicario  de  la  Región  o 
capellán...". 

En  el  citado  n.  99  indica  que  los  capellanes  son  delegados  del  Vicario 
General;  y  lo  mismo  en  el  n.  224,  1.°;  y  que  el  Teniente  Vicario  tiene  juris- 
dicción ordinaria.  Mas  en  el  título  de  Capellán  Castrense  se  decía:  No  podrá 
asistir  a  los  matrimonios  sin  que  preceda  comisión  o  licencia  nuestra  o  de 
nuestro  subdelegado. 

Esta  vacilación  en  el  uso  de  los  términos  se  explica,  porque  antes  del 
Código  no  estaban  bien  fijados  los  conceptos  de  potestad  ordinaria  y  dele- 
gada; y  la  vicaria,  que  hoy  es  ordinaria  (can.  197,  §  2),  solía  considerarse 
como  delegada. 

En  suma,  parece  que  en  la  disciplina  pasada  los  Tenientes  Vicarios  más 
bien  tenían  potestad  ordinaria,  a  modo  del  Vicario  General  del  Obispo  dio- 
cesano. 

583.  En  los  otros  Vicariatos  Castrenses  modernos  no  se  usa  el  tér- 
mino Teniente  Vicario,  sino  el  de  Capellanes  Mayores,  etc. 

Respecto  de  los  Capellanes  Mayores,  la  Cong.  Consistorial,  en  el  decreto 
21  nov.  1953,  creando  el  Vicariato  Castrense  de  la  Gran  Bretaña,  establece 
en  el  n.  8:  "Tribus  cappellanis  maioribus  muñera  competunt  quae  Co- 
dex  I.  C.  officio  Vicarii  Generalis  tríbuit,  obeunda  quidem  pro  copiis  spe- 
ciatim  concreditis"  (7). 

Esos  tres  Capellanes  Mayores  son  uno  para  el  Ejército,  otro  para  la  Ma- 
rina y  el  tercero  para  la  Aviación. 

Asimismo  en  el  decreto  de  8  de  diciembre  de  1950,  por  el  que  se  erige  el 
Vicariato  Castrense  en  las  Islas  Filipinas,  se  expresa:  Constará  del  Vicario 
Castrense,  del  Capellán  Mayor  y  de  Capellanes  de  los  militares. 

Al  Vicario  Castrense  compete  jurisdicción  ordinaria,  personal,  del  fuero 
interno  y  externo.  Al  Capellán  Mayor  corresponde  ejercer  el  oficio  y  cargo 
de  Vicario  General  (AAS  44,  743). 

Otro  tanto  se  establece  en  el  decreto  de  26  de  julio  de  1952;  por  el  que 
se  crea  el  Vicariato  Castrense  en  Francia.  Constará  del  Vicario  Castren- 
se, de  tres  Capellanes  Directores,  respectivamente,  para  las  tropas  terrestres, 
marítimas  y  aéreas;  y  de  capellanes  de  los  militares. 

A  los  Capellanes  Directores  se  les  atribuyen  las  funciones  que  el  Código 
Canónico  anexiona  al  oficio  de  Vicario  General  (AAS  44,  744). 

También  en  el  decreto  de  erección  del  Vicariato  Castrense  en  el  Brasil, 
6  de  noviembre  de  1950,  se  atribuye  al  Capellán  Mayor  el  oficio  y  cargo  de 
Vicario  General  (AAS  43,  92). 

En  el  decreto  de  erección  del  Vicariato  Castrense  en  el  Canadá,  17  de 
febrero  de  1951;  se  dice  que  constará  del  Vicario  Castrense,  de  tres  cape- 
llanes delegados,  y  de  capellanes  de  los  soldados.  Pero  añádese :  Al  Vicario 
Castrense  se  le  da  facultad  de  constituir  un  Capellán  Mayor,  al  cual  com- 
peterá el  oficio  y  cargo  de  Vicario  General  (AAS  43,  478). 

Aquí,  como  se  ve,  distínguense  los  capellanes  delegados,  que  parece  ten- 
drán potestad  delegada  del  Vicario  Castrense;  y  Capellán  Mayor  con  ca- 
rácter de  Vicario  General,  y  por  tanto  con  potestad  ordinaria,  aneja  por 
este  decreto  de  la  Santa  Sede  a  su  oficio. 


(7)    AAS  46,  pp.  144-45;  954. 
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Tal  es  el  carácter  que  la  Santa  Sede  atribuye  al  Capellán  Mayor  o  Ca- 
pellanes Mayores,'  que  son  los  representantes  y  vicegerentes  del  Vicario  Cas- 
trense, en  otras  naciones.  Kn  la  nuestra,  ni  el  (Convenio  ni  las  Normas  acla- 
ratorias determinan  el  carácter  y  potestad  de  los  Tenientes  Vicarios;  podría, 
pues,  quedar  la  duda  de  si  se  equiparan  a  los  Vicarios  Generales  de  los 
obispados,  o  si  son  meros  delegados  del  Vicario  General  Castrense. 

584.  En  España.  Sea  lo  que  fuere  en  la  disciplina  antigua  ya  cadu- 
cada; sea  lo  que  fuere  en  los  Vicariatos  Castrenses  de  otras  naciones;  en 
nuestro  Vicariato  Castrense  actual,  los  Tenientes  Vicarios  no  se  equiparan 
a  los  Vicarios  Generales  diocesanos;  no  tienen  potestad  ordinaria,  sino  de- 
legada del  Vicario  General  Castrense. 

Compriiébanlo:  1.°  Los  Reglamentos  provisionales  del  Cuerpo  Eclesiás- 
tico, del  Ejército,  25  ag.  1942,  art.  8:  "Los  Tenientes  Vicarios  no  podrán 
ejercer  su  cargo  sin  el  correspondiente  titulo  de  facultades  expedido  por  el 
Vicario  General  Castrense".  —  El  de  la  Armada,  art.  13:  "Ejercerán  las  fa- 
cultades que  en  el  orden  espiritual  y  militar  les  fueren  concedidas  por  el 
Rvdmo.  Sr.  Vicario  General  y  por  las  Autoridades  de  la  Armada,  respectiva- 
mente". —  El  del  Aire,  art.  3:  "El  Teniente  Vicario  del  Aire  será  el  delegado 
universal  del  Vicario  General  Castrense  en  el  Ejército  del  Aire". 

Por  estos  Reglamentos,  revisados  por  la  Santa  Sede,  aparece  cómo  los 
Tenientes  Vicarios,  no  tienen  facultades  señaladas  por  el  derecho,  sino  que 
tendrán  las  que  el  Vicario  General  Castrense  les  comunique;  y  cómo  son 
delegados  de  éste.  Por  tanto  no  tienen  oficio  equiparado  al  del  Vicario  Ge- 
neral diocesano. 

2.  °  Más  claro  aún  aparece  esto  en  el  catálogo  de  las  facultades  conce- 
didas al  Vicario  español,  por  rescripto  de  la  Cong.  Consistorial,  14  set.  1956, 
hasta  el  fin  de  1961.  De  la  S.  C.  de  Sacramentos:  "Facultad  de  subdelegar 
habituálmente  a  los  Vicarios  [Tenientes  Vicarios]  contra  lo  dispuesto  en  el 
can.  1096,  para  que  cada  uno  en  su  circunscripción  pueda  asistir  a  los 
matrimonios  de  los  aforados  castrenses...  quedándoles  prohibido  que  puedan 
subdelegar...''. 

Ahora  bien,  si  los  Tenientes  Vicarios  fueran  a  manera  de  Vicarios  Gene- 
rales diocesanos,  tendrían  potestad  ordinaria  para  asistir  a  los  matrimo- 
nios, y  podrían  subdelegarla. 

3.  "  Tal  es  la  norma  observada  en  la  práctica  por  el  actual  Vicario  Ge- 
neral Castrense:  considera  a  los  Tenientes  Vicarios  como  delegados  suyos, 
provistos  de  las  facultades  que  él  quiera  delegarles.  En  su  Instrucción  para 
el  régimen  interno  de  la  jurisdicción  eclesiástica  castrense,  4  jun.  1954,  dada 
después  de  las  Normas  Pontificias  aclaratorias  del  Convenio  de  1950:  N.  7: 
"No  teniendo  [los  Tenientes  Vicarios]  determinadas  sus  facultades  por  la 
ley  canónica,  es  necesario  que  Nos  [el  Vicario  General  Castrense]  les  con- 
cedamos aquellas  facultades  que  el  buen  funcionamiento  de  esta  jurisdic- 
ción exija". 

Bajo  la  inscripción  Facultades  dice:  "6.^  Autorizamos  que  los  Tenientes 
Vicarios  concedan  dichas  licencias  [de  confesar]".  "9.^  Se  les  delega  para 
instruir  expedientes  de  negación  de  sepultura  eclesiástica".  "10.''  También 
les  delegamos  para  que  puedan  bendecir  solemnemente  las  imágenes  de  los 
Santos"  (8). 


(8)    A.  MuÑOYKHiu),  /.<i  jurisd.  celes,  vtty.lren.  i)arl.  2,  c:ip.  1. 
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Todo  esto  prueba  que  los  Tenientes  Vicarios  Castrenses  en  España  hoy 
no  se  equiparan  a  los  Vicarios  Generales  diocesanos,  los  cuales  tienen  toda 
la  potestad  ordinaria  de  los  Obispos,  a  no  ser  que  el  derecho  o  el  Obispo 
algo  se  las  limite  (can,  368). 

585.  Nombramiento  de  los  Tenientes  Vicarios.  "Para  el  ascenso  al 
grado  de  Teniente  Vicario  será  preciso  poseer  la  licenciatura  o  el  doctorado 
en  Teología  o  en  Derecho  Canónico,  y  haber  sido  declarado  canónicamente 
apto,  previo  examen,  por  el  Vicario  General  Castrense"  (art.  4). 

El  nombramiento  eclesiástico  corresponde  al  Vicario  Castrense,  lo  mismo 
que  el  de  los  capellanes  (art.  5).  Por  ascenso  de  los  simples  capellanes;  pre- 
vios los  requisitos  de  grado  mayor  en  Teología  o  Cánones;  la  idoneidad 
canónica  comprobada  por  examen  y  declarada  por  el  mismo  Vicario. 

Claro  está  que  éste  puede  encomendar  el  examen  del  candidato  a  otras 
personas.  No  se  requiere  concurso. 

§  6.  Capellanes 

586.  Los  capellanes  son  los  inmediatos  encargados  de  la  cura  de  almas 
de  los  militares.  Los  hay  de  distinta  ^graduación  militar:  tenientes,  capita- 
nes, comandantes,  etc. 

Clases.  Son  de  dos  clases:  los  profesionales  y  los  auxiliares.  Los  profe- 
sionales o  de  número  son  los  capellanes  por  excelencia;  los  que  componen 
el  cuerpo  de  capellanes.  Los  auxiliares  son  los  que  prestan  servicio  espi- 
ritual a  las  fuerzas  armadas  en  sustitución  o  ayuda  de  los  capellanes 
propios. 

Como  auxiliares  están  comprendidos  en  los  arts.  11-14  del  Convenio, 
aunque  no  con  precisión:  a)  los  provisionales;  b)  los  de  complemento,  y 
c)  los  civiles. 

Provisionales  son  los  sacerdotes,  seculares  o  religiosos,  que  sin  dejar  los 
oficios  que  tengan  en  su  diócesis  o  religión,  se  dedican  a  auxiliar  a  los  ca- 
pellanes militares  propios,  previo  acuerdo  entre  el  Vicario  Castrense  y  los 
Obispos  diocesanos  o  Superiores  religiosos  (art.  11). 

De  complemento,  los  que  acogidos  a  la  legislación  que  regula  la  forma- 
ción y  ascenso  de  la  oficialidad  de  esa  clase,  y  previo  el  permiso  de  su 
Prelado,  prestan  el  servicio  religioso  en  tiempo  de  guerra,  y  cuando  sean 
llamiados  por  el  Ministro. 

Civiles.  Los  no  militarizados;  nombrados  por  el  Vicario  Castrense  de 
acuerdo  con  los  Obispos  diocesanos  y  Superiores  religiosos,  y  que  ocupan 
plaza  de  capellán  en  plantilla.  A  éstos  se  equiparan  los  sacerdotes  que  en 
su  día  fueron  movilizados,  conforme  al  art.  12  y  13  del  Convenio. 

587.  Ingreso  en  el  cuerpo  de  capellanes.  Oposición  o  concurso.  "El 
ingreso  en  el  Cuerpo  de  capellanes  tendrá  lugar  previa  oposición,  según  las 
normas  aprobadas  por  la  Santa  Sede"  (Conv.  art.  4).  Tales  son  las  Normas 
aclaratorias  citadas. 

Concurrentes.  "A  ella  podrán  concurrir  todos  los  presbíteros  españoles, 
previo  permiso  de  sus  respectivos  Ordinarios"  {Normas,  4).  Requiérese,  pues, 
nacionalidad  española. 
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Aunque  los  términos  de  la  Norma  son  universales:  todos  los  presbíteros, 
sin  hacer  distinción;  y  aunque  el  término  Ordinarios  significa  no  sólo  los 
Prelados  diocesanos,  sino  también  los  Superiores  Mayores  de  las  religiones 
clericales  exentas;  sin  embargo,  creemos  que  el  alcance  de  las  palabras  de 
la  Norma  debe  restringirse  a  los  presbíteros  seculares;  de  suerte  que  los 
religiosos  no  pueden  opositar  a  las  capellanías  castrenses.  Pues  tendrían 
que  vivir  fuera  de  Ja  comunidad  religiosa,  cosa  que  los  superiores  no  pue- 
den permitirles  más  de  seis  meses  (can.  606,  §  2).  A  los  Ordinarios  diocesa- 
nos solamente  se  dirige  la  exhortación  del  art.  32,  n.  2,  del  Concordato» 
incitándoles  a  proporcionar  buenos  sacerdotes  al  Vicario  Castrense. 

No  se  menciona  aquí  obligación  de  los  Ordinarios  de  dar  la  licencia  para 
que  sus  sacerdotes  hagan  concurso  a  capellanías  castrenses;  pero  la  men- 
cionada carta  de  la  S.  Gong.  Consistorial,  2  de  junio  1951,  y  el  párrafo  2 
añadido  en  el  art.  32  del  Concordato,  manifiestan  claramente  la  voluntad 
de  la  Santa  Sede. 

Convocatoria.  "Al  Vicario  General  corresponde  publicar  el  edicto  de 
convocatoria,  en  que  fijará  las  condiciones,  documentación  y  materias,  so- 
bre las  que  ha  de  versar  la  oposición,  como  asimismo  el  número  de  ejer- 
cicios". 

''Entre  la  documentación  habrán  de  figurar  necesariamente  los  certifi- 
cados de  bautismo,  estudios  y  ordenación  sacerdotal,  y  especialmente  las 
testimoníales  de  los  candidatos.  Se  requerirán  además  informes  secretos 
de  cada  uno  de  los  presentados,  que  deberán  ser  facilitados  por  los  Ordina- 
rios con  la  mayor  exactitud  posible,  "graviter  onerata  conscientia".  Dada 
la  competencia  parroquial  de  los  capellanes,  y  teniendo  en  cuenta  que  han 
de  desempeñar  en  lo  futuro  funciones  de  gobierno,  los  ejercicios  de  oposi- 
ción simultanearán  en  la  debida  proporción  el  sistema  y  materias  de  las 
oposiciones  a  canonjías  y  de  los  concursos  a  parroquias  (Norma  4). 

588.  Cualidades  de  los  opositores.  1.  Doctrina  sólida  y  copiosa,  según 
lo  anteriormente  dicho.  "Si  bien  no  se  requerirán  necesariamente  títulos 
académicos  para  ser  admitidos  a  la  oposición"  (Conv.  art.  4).  Ultimamente 
hasta  el  Convenio  se  requerían.  Requiérese  grado  mayor  en  Teología  o  Cá- 
nones para  el  ascenso  a  Teniente  Vicario  (ibídem). 

2.  Tiempo  de  sacerdocio.  Un  bienio  de  sacerdocio  es  el  límite  mínimo, 
establecido  por  la  Santa  Sede  en  atención  a  la  escasez  de  clero.  Pero  esto 
no  excluye  que  el  Vicario  Castrense  siga  la  norma  establecida  para  la 
Marina  y  Aire,  mientras  no  se  derogue,  en  cuyos  Reglamentos  se  requieren 
cuatro  años  de  presbiterado;  y  que  cuando  aumenta  la  afluencia  de  opo- 
sitores, pueda  el  Vicario  fijar  un  plazo  mayor. 

Para  ser  admitidos  a  oposición,  deberán  los  candidatos  llevar  por  lo 
menos  un  bienio  de  ordenación  sacerdotal  (norma  4).  El  Nuncio  tiene  auto- 
rización de  la  Santa  Sede  para  que  pueda  conceder  al  Vicario  Castrense, 
por  un  quinquenio,  cada  caso,  la  facultad  de  admitir  a  oposición  candidatos 
después  de  un  solo  año  de  sacerdocio  (nota  a  la  norma  4). 

3.  Edad.  "Los  opositores  aprobados,  que  no  hayan  cumplido  la  edad 
de  veintinueve  años  harán  un  cursillo,  lo  más  extenso  posible,  y  realizarán 
prácticas  de  capacitación  específica  castrense  a  las  órdenes  de  capellanes 
experimentados,  prestando  el  servicio  que  el  Vicario  General  Castrense 
reglamentariamente  les  encomiende"  (norma  4). 

No  se  requiere,  pues,  edad  determinada  para  la  oposición  ni  para  el 
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ingreso  en  el  Cuerpo  de  capellanes;  pueden  admitirse  aun  sacerdotes  muy 
jóvenes.  Esto  de  suyo  no  sería  conveniente,  si  no  fuese  tanta  la  escasez 
de  candidatos  al  clero  castrense.  Tal  vez  por  esta  razón  dispone  el  art.  12 
del  Convenio,  que  a  los  sacerdotes  y  profesos  (que  no  hicieron  el  servicio 
militar)  y  hayan  cumplido  treinta  años  puede  el  Vicario  Castrense,  de 
acuerdo  con  los  Ordinarios  diocesanos  o  Superiores  mayores,  llamarlos  a 
prestar  en  el  ejército  su  sagrado  ministerio. 

Para  suplir  la  madurez  de  los  capellanes  muy  jóvenes  se  adoptan  en 
la  norma  4  las  precauciones  dichas;  a  fin  de  que  no  se  expongan  a  los  pe- 
ligros inherentes  a  la  edad,  a  la  impericia  y  a  la  soledad  y  a  la  falta  de 
maestros  expertos  y  prudentes.  Semejante  exhortación  a  mirar  con  especial 
solicitud  por  los  capellanes  jovencitos  e  inexpertos  contiene  la  Instrucción 
de  la  S.  Gong.  Consistorial,  23  de  abril  1951,  a  los  Vicarios  Castrenses,  n.  XII, 
copiando  Jas  palabras  de  Pío  XII  en  la  exhortación  Mentí  Xostrae,  23  set. 
1950,  AAS  42,  692. 

589.  Nombramiento.  "El  nombramiento  eclesiástico  de  los  capellanes 
se  hará  por  el  Vicario  General  Castrense,  quien  les  expedirá  el  correspon- 
diente titulo"  (Conv.  art.  5). 

Pues  es  cargo  eclesiástico  y  con  cura  de  almas,  procede  que  le  confiera 
la  autoridad  eclesiástica. 

"El  ingreso  y  el  destino  a  Unidad  o  Establecimiento,  se  hará  por  el  Mi- 
nisterio correspondiente,  a  propuesta  del  Vicario  General"  (Ibid). 

Está  muy  puesto  en  razón  que  aun  para  destinar  al  capellán  a  cierto 
regimiento,  buque,  zona  aérea,  hospital,  etc.,  intervenga  el  Vicario,  que  con 
más  conocimiento  podrá  juzgar  cuál  será  más  apto  para  uno  o  para  otro 
puesto,  según  las  circunstancias. 

590.  Subordinación.  "Los  capellanes  militares  ejercen  su  sagrado  mi- 
nisterio bajo  la  jurisdicción  del  Vicario  General  Castrense,  asistido  por  su 
propia  Curia"  (Conv.  art.  6). 

El  actual  Vicario  en  su  Instrucción  para  el  régimen  interno  de  la  juris- 
dicción eclesiástica  castrense  ha  dictado  normas  para  las  distintas  clases 
de  capellanes. 

También  están  subordinados  a  las  autoridades  militares  y  sujetos  al  Re- 
glamento militar. 

591.  Sanciones.  Son  de  dos  clases:  puramente  militares,  por  la  viola- 
ción del  Reglamento  militar;  y  canónicas,  por  la  transgresión  de  disposi- 
ciones eclesiásticas. 

En  cuanto  a  las  sanciones  puramente  militares,  se  establece:  "Dado  el 
carácter  sagrado  de  los  capellanes,  en  el  caso  en  que  deban  ser  sanciona- 
dos por  consecuencia  de  un  expediente  puramente  militar,  se  dará  cuenta 
al  Vicario  General  Castrense,  quien  dispondrá  se  cumpla  la  sanción  en  el 
lugar  y  en  la  forma  que  estime  más  adecuado"  (Conv.  art.  6). 

Entendemos  que  si  se  tratase  de  proceso  judicial,  habría  de  observarse 
lo  estipulado  en  el  Concordato,  art.  16,  sobre  el  privilegio  del  fuero  de  los 
clérigos. 

Por  lo  que  toca  a  las  sanciones  canónicas,  prosigue  el  Conv.  art.  6:  "El 
Vicario  General  Castrense  podrá  suspender  o  destituir  de  su  oficio  por  cau- 
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sas  canónicas  y  ad  normam  iuris  canonici  a  los  capellanes  militares,  comu- 
nicando la  suspensión  o  remoción  al  Ministerio  competente;  el  cual,  sin 
otro  trámite,  procederá  en  el  primer  caso  a  declararlos  en  situación  de  dis- 
ponibles; y  en  el  segundo,  a  darles  de  baja  en  el  Cuerpo". 

La  suspensión  es  la  mera  prohibición  de  ejercer  el  cargo  de  capellán 
por  tiempo  determinado  o  indeterminado;  la  remoción  es  la  destitución 
del  cargo  mismo. 

Estas  sanciones  suponen  delito  eclesiástico,  de  derecho  general,  com- 
prendido en  el  Código  Canónico,  y  que  en  el  mismo  derecho  tenga  señalada 
esta  pena;  ya  como  pena  preceptiva,  que  deba  imponerse;  ya  como  pena 
facultativa,  que  viieda  imponerse,  aunque  su  imposición  se  deje  al  pru- 
dente juicio  del  juez  o  del  superior  competente  (can.  2223).  O  suponen  de- 
lito eclesiástico  de  derecho  particular,  que  puede  ser  constituido  por  el 
mismo  Vicario,  dando  disposiciones  con  conminación  de  tales  penas  a  los 
transgresores;  o  bien  imponiendo  a  determinado  capellán  un  precepto  con 
conminación  de  esas  penas  (can.  2195). 

¿Podrán  decretarse  la  suspensión  o  la  remoción,  no  sólo  como  sanciones 
penales,  sino  como  provisiones  administrativas,  sin  culpa  del  capellán, 
V.  gr.,  por  haberse  inutilizado  para  su  cargo,  por  enfermedad? 

Suponemos  que  en  la  legislación  militar  estarán  previstos  estos  casos; 
que  se  resolverán  según  lo  legislado.  En  el  Código  Canónico,  lib.  4,  tit.  27 
y  28  existen  dos  procedimientos  gubernativos  para  la  remoción  de  los  pá- 
rrocos, inamovibles  y  amovibles,  por  causas  aun  inculpables,  pero  que 
hacen  nocivo  o  ineficaz  su  ministerio  pastoral.  Asimismo  otro  también  gu- 
bernativo en  el  tit.  31,  para  imponer  sanciones  penales  a  los  clérigos  con- 
cubinarios.  Estos  procedimientos,  tal  como  allí  se  describen,  no  podrán  ser 
observados  por  el  Vicario  Castrense. 

Como  arriba  dijimos  al  tratar  de  la  potestad  punitiva  del  Vicario,  estas 
sanciones  o  provisiones  no  podrá  imponerlas  por  la  vía  judiciaria;  sino 
por  expediente  gubernativo.  Si  se  llevaren  por  la  vía  judicial,  las  conocerá 
y  fallará  la  Rota  Española  (norma  6). 

Están  sujetos  también  los  capellanes  al  Ordinario  del  lugar  donde  moren; 
y  por  tanto  a  su  potestad  punitiva,  aunque  con  cierta  restricción. 

592.  Sujeción  al  Ordinario  diocesano.  "Los  capellanes  militares,  como 
sacerdotes  y  ratione  loci,  estarán  sujetos  también  a  la  disciplina  y  vigilancia 
de  los  Ordinarios  diocesanos,  quienes  en  casos  urgentes  podrán  tomar  las 
oportunas  providencias  canónicas,  debiendo  en  tales  casos  hacerlas  conocer 
en  seguida  al  Vicario  General  Castrense"  (Convenio,  art.  6). 

Como  se  ve,  la  jurisdicción  castrense  ya  no  es  jurisdicción  exenta,  sino 
cumulativa  con  la  jurisdicción  ordinaria.  Sus  capellanes  están  sometidos  a 
la  doble  jurisdicción;  a  la  doble  disciplina;  a  la  establecida  por  la  Santa 
Sede  y  por  el  Vicario  Castrense  para  ellos;  y  a  la  del  Ordinario  diocesano 
del  lugar  donde  moren.  Y  esto  no  sólo  en  cuanto  a  las  disposiciones  dis- 
ciplinares, sino  también  en  cuanto  a  las  sanciones. 

Pero  con  esta  limitación:  que  los  Ordinarios  diocesanos  no  podrán  tomar 
providencias  canónicas  acerca  de  los  capellanes  castrenses,  sino  en  casos 
urgentes  y  avisando  en  seguida  al  Vicario.  Este,  pues,  tiene  jurisdicción 
preferente.  Por  lo  demás,  los  capellanes  castrenses  deberán  sujetarse  a  las 


SUBDITOS  CASTRENSES 


479 


disposiciones  que  el  Prelado  dictare  para  sus  sacerdotes,  v.  gr.,  sobre  asis- 
tencia a  espectáculos. 

Las  exenciones  de  la  jurisdicción  diocesana  recibieron  rudo  golpe  en  el 
Concilio  de  Trento,  ses.  6,  cap.  11;  ses.  23,  cap.  11,  terminando  por  la  su- 
presión de  todas  por  el  art.  11  del  Concordato  de  1851,  exceptuando;  2.'',  la 
castrense;  3.°,  la  de  las  Ordenes  militares  de  Santiago,  Calatrava,  Alcán- 
tara y  Montesa,  si  bien  para  éstas  se  constituyó  el  priorato  de  las  Ordenes 
Militares,  que  comprende  la  provincia  de  Ciudad  Real;  4.°,  la  de  los  Prelados 
regulares;  5.°,  la  del  Nuncio  en  la  iglesia  u  hospital  de  italianos  en  Madrid. 

El  Código  Canónico  mostró  su  tendencia  contraria  a  las  exenciones; 
aun  la  de  los  regulares  sufrió  alguna  merma.  Respetó  la  exención  castrense, 
la  cual,  sin  embargo,  siempre  estaba  sujeta  a  la  supresión,  si  el  Papa  no 
juzgaba  renovar  el  Breve  que  se  venia  renovando  cada  siete  años;  como  se 
suprimió  en  1933. 

Ahora  se  restituye  la  jurisdicción  castrense,  pero  cambiada  de  jurisdic- 
ción exenta  en  cumulativa.  A  pesar  de  los  conflictos  a  que  se  presta  toda 
potestad  cumulativa:  y  no  obstante  el  peligro  de  sus  poseedores  de  que 
declinen  las  cargas  y  codicien  los  provechos,  tiene  la  jurisdicción  cumula- 
tiva castrense  esta  ventaja:  que  se  asegura  la  validez  y  licitud  de  ciertos 
matrimonios;  puesto  que  ambos  ministros,  el  capellán  y  el  párroco  terri- 
torial, son  competentes  respecto  a  los  aforados  castrenses:  Los  inconve- 
nientes de  roces  sobre  jurisdicción,  etc.,  se  pueden  evitar  mediante  acuer- 
dos, que  ya  se  van  celebrando. 

La  conversión  de  la  jurisprudencia  castrense  de  exenta  en  cumulativa 
podrá  ser  odiosa  a  los  capellanes;  pero  es  disposición  general  para  todos 
los  vicariatos  castrenses,  contenida  en  la  mencionada  Instrucción  de  la 
S.  Congr.  Consistorial,  n.  2;  y  avalada  por  la  experiencia.  ¡A  cuántas  que- 
jas y  habladurías  daban  en  otro  tiempo  los  capellanes  militares,  que  se 
permitían  en  las  poblaciones  libertades  vedadas  a  los  sacerdotes  diocesa- 
nos; sin  que  los  Obispos  pudieran  llamarlos  al  orden! 

Era  ésta  una  preocupación  que  nos  manifestó  aquel  hombre  de  Dios,  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ramón  Pérez :  Yo  tengo  mis  subditos  esparcidos  por  toda 
España,  y  sus  colonias,  y  por  los  mares;  y  no  puedo  vigilarlos,  como  deseara. 
Por  eso  he  delegado  mi  jurisdicción  a  todos  los  Obispos  diocesanos,  orde- 
nando que  cuantas  disposiciones  dieren  o  hayan  dado  ellos  para  sus  sacer- 
dotes, obliguen  también  a  los  capellanes  castrenses;  y  para  que  puedan 
incluso  imponerles  sanciones. 

A  pesar  de  esta  facultad  delegada,  no  se  sentian  los  Obispos  españoles 
con  libertad  para  proceder  acerca  de  los  capellanes  castrenses.  Otro  tanto, 
acaso,  sucedia  en  otras  naciones.  Lo  cual  motivó  la  norma  general  de  la 
citada  Instrucción,  convirtiendo  la  jurisdicción  castrense,  de  exenta  en  cu- 
mulativa con  la  de  los  Ordinarios  diocesanos. 

§  7.    Súbditos  castrenses 

593.  Jurisdicción  personal.  "La  jurisdicción  del  Vicario  General  Cas- 
trense y  de  los  capellanes  es  personal"  (Conv.  art.  7). 

Quiere  decir:  sus  súbditos  lo  son,  no  por  razón  del  territorio,  por  tener 
domicilio  o  cuasidomicilio  en  determinada  diócesis  o  parroquia,  sino  por 
un  título  inherente  a  su  persona,  y  que  lleva  consigo  a  todas  partes,  a  saber. 
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la  profesión  militar.  Por  tanto  el  Vicario  y  los  capellanes  pueden  ejercer  su 
potestad  sobre  sus  subditos  militares,  donde  quiera  que  estén. 

594.  Subditos.  El  Convenio  de  1950,  art.  7,  se  expresaba  asi:  "La  ju- 
risdicción del  Vicario  General  Castrense  y  de  los  capellanes  es  personal,  se 
extiende  a  todos  los  militares  de  tierra,  mar  y  aire  en  situación  de  servicio 
activo  (esto  es,  bajo  las  armas),  a  sus  esposas  legitimas  e  hijos  menores, 
cuando  vivan  en  su  compañía,  y  a  los  alumnos  de  las  academias  y  de  las 
escuelas  militares;  quedando  excluidos  los  civiles,  que  de  cualquiera  otra 
manera  estén  relacionados  con  los  mismos  militares,  o  presten  servicio  en 
los  ejércitos". 

"La  misma  jurisdicción  se  extiende  también  a  los  miembros  del  Cuerpo 
de  la  Guardia  civil  y  de  la  Policía  armada". 

Pero  el  Concordato  extiende  más  la  jurisdicción  castrense  en  cuanto  a 
los  subditos.  El  Protocolo  al  art.  32,  dice:  "El  art.  VIII  del  Acuerdo  de  5  de 
agosto  de  1950  sobre  la  jurisdicción  castrense  y  asistencia  religiosa  a  las 
fuerzas  armadas  queda  modificado  de  la  siguiente  forma: 

"La  jurisdicción  del  Vicario  General  Castrense  y  de  los  capellanes  es 
personal;  se  extiende  a  todos  los  militares  de  tierra,  mar  y  aire  en  situación 
de  servicio  activo  (esto  es,  bajo  las  armas),  a  sus  esposas  e  hijos,  cuando 
vivan  en  su  compañía,  a  los  alumnos  de  las  academias  y  escuelas  militares, 
y  a  todos  los  fieles  de  ambos  sexos,  que  presten  servicio  establemente,  bajo 
cualquier  concepto,  en  el  ejército,  con  tal  que  residan  habitualmente  en 
los  cuarteles  o  en  los  lugares  reservados  a  los  soldados. 

"La  misma  jurisdicción  se  extiende  también  a  los  miembros  de  la  Guar- 
dia civil  y  de  la  Policía  armada,  así  como  a  sus  familiares,  en  los  mismos 
términos  en  que  se  expresa  el  párrafo  anterior". 

Según  esta  redacción  y  el  art.  6  del  Convenio,  son  subditos  militares: 

1.  *^  Los  capellanes  castrenses,  hasta  que  por  retiro  u  otras  causas  dejen 
de  pertenecer  al  número  de  capellanes  afectos  a  la  asistencia  religiosa  de 
las  fuerzas  armadas  (art.  6). 

2.  ''  Los  militares  en  servicio  activo.  Los  soldados  están  en  esta  situa- 
ción desde  su  incorporación  a  filas  hasta  su  licénciamiento  y  pase  a  la  re- 
serva (9).  Por  tanto  no  los  reclutas  en  caja,  que  aún  no  se  han  incorporado 
a  filas.  Los  Generales,  Jefes  y  Oficiales  se  consideran  en  servicio  activo, 
mientras  no  sean  retirados  por  las  causas  señaladas  en  las  leyes  (10). 

Los  Generales  en  situación  de  reserva,  como  quedan  a  disposición  del 
Ministerio,  para  utilizar  sus  conocimientos  y  experiencias,  cuando  la  patria 
los  reclame,  no  pasan  nunca  a  la  situación  de  retirados  (11).  También  si- 
guen de  la  jurisíiicción  castrense  los  Jefes  v  Oficiales  acogidos  a  la  ley  de 
17  julio  195.3. 

Sobre  los  militares  en  la  reserva,  véase  la  respuesta  del  Alinist.  del  Ejérc. 
4  dic.  1953  (Bolet.  del  Vic.  Castr.  4  dic.  1953). 

3.  "  Los  alumnos  de  las  Academias  y  escuelas  militares,  los  miembros  de 
la  Guardia  civil  y  Policía  armada. 

4.  "    Las  familias  de  los  militares  y  de  los  guardias  civiles  y  de  los  poli- 


C9)    Ley  de  reclulain.  milil.  v  de  la  Armada,  (5  abr.  1943,  art.  18,  24,  29,  32. 

(10)  Lev  29  nov.  1878;  decreto  23  set.  1939. 

(11)  Orden  30  oct.  1939. 
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cías  armados.  A  saber,  las  esposas  e  hijos  menores  o  mayores  "cuando 
vivan  en  su  compañía".  No  pertenecen  los  criados  y  criadas,  como  antigua- 
mente. Se  ha  suprimido  el  calificativo  de  legítimas,  a  las  esposas;  porque 
no  son  esposas  las  que  no  son  legítimas;  y  porque  en  España  todas  lo  son. 

5.*^  Por  razón  del  lugar.  Los  fieles,  hombres  o  mujeres,  seglares  o  reli- 
giosos: a)  que  están  en  lugares  reservados  a  los  militares  (cuarteles,  aero- 
puertos, arsenales  militares,  residencias  de  las  jefaturas  militares,  acade- 
mias y  escuelas  militares,  hospitales,  tribunales,  cárceles,  campamentos); 
t»)  que  presten  establemente  servicio  al  ejército  (empleados,  obreros,  reli- 
giosas, etc.);  no  circunstancialmente,  ni  a  las  personas  de  los  militares, 
como  particulares;  c)  y  que  residan  habitualmente  en  dichos  lugares  mi- 
litares. 

No  están,  pues,  comprendidos  en  la  jurisdicción  castrense:  los  rehenes, 
prisioneros,  enfermos,  huérfanos  de  militares;  ni  los  que  reciben  asistencia 
en  los  hospitales  militares,  siendo  civiles,  por  parentesco  con  profesionales 
de  la  mihcia. 

Pero  "por  peculiar  concesión  de  la  Santa  Sede  los  capellanes  castrenses 
en  España  tienen  la  facultad  de  administrar  los  últimos  sacramentos  a  las 
personas  civiles  que  están  recogidas,  ya  en  los  hospitales  militares,  ya  en 
los  colegios  de  huérfanos,  dependientes  de  la  autoridad  militar". 

Por  rescripto  de  la  S.  Gong.  Consistorial,  17  nov.  1951,  ad  quinquenium, 
pueden  oir  las  confesiones  de  personas  no  sometidas  a  la  jurisdicción  cas- 
trense, que  se  encuentren  en  sitios  miütares  (Normas  aclarat.,  nota  IX). 

595.  Asociaciones  piadosas  de  militares.  "Los  militares  y  sus  fami- 
lias podrán  pertenecer  libremente  a  las  asociaciones  diocesanas  o  parro- 
quiales; pero  las  formadas  exclusivamente  por  subditos  de  la  jurisdicción 
castrense  serán  erigidas,  aprobadas  y  dirigidas  primaria  y  principalmente 
por  el  Vicario  General  Castrense.  Para  la  erección,  sin  embargo,  en  iglesias 
u  oratorios  ajenos  a  la  jurisdicción  castrense,  cúmplase  lo  dispuesto  en  el 
can.  686,  §  3"  (Norma  aclarat.  7). 

Es  esta  disposición  consecuencia  de  la  potestad  ordinaria  cuasiepiscopal 
que  compete  al  Vicario  Castrense;  cumulativa  con  el  Ordinario  diocesano, 
aunque  preferente. 

Erección  es  la  creación  de  la  asociación  como  persona  moral  eclesiás- 
tica, v.  gr.,  una  cofradía.  Aprobación  es  la  creación,  como  asociación  ecle- 
siástica, pero  sin  personalidad  moral,  tales  son  las  pías  uniones  (can.  686, 
§  7;  708).  Hay  que  reconocer  que  el  Código  mismo  se  muestra  no  poco  in- 
constante en  el  uso  de  los  términos  erigir  y  aprobar  (12).  Dirigir  es  go- 
bernar la  asociación  erigida  o  aprobada. 

Las  asociaciones  pueden  ser  diocesanas,  parroquiales,  propias  de  ciertas 
religiones,  etc.,  y  militares. 

Aun  a  las  que  no  son  militares  pueden  pertenecer  los  militares  y  sus 
familias  libremente.  La  erección,  aprobación  y  gobierno  de  éstas  no  pertene- 
ce al  Vicario  Castrense,  sino  al  Ordinario  diocesano,  a  tenor  del  can.  686. 

La  erección,  aprobación  y  régimen  de  las  exclusivamente  müitares  son 


(12)    Regatillo,  Instítutiones  lur.  Can.,  I,  n.  782;  ed.  6. 
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de  la  competencia  primaria  y  principal  del  Vicario  Castrense,  si  se  erigen 
o  crean  y  funcionan  en  lugares  reservados  a  los  militares,  sin  que  sea  nece- 
saria la  licencia  del  Ordinario  diocesano.  Secundaria  y  subsidiariamente 
podría  erigirlas,  aprobarlas  y  dirigirlas  éste.  Raro  será  el  caso  de  usar  de 
esta  potestad  secundaria  y  subsidiaria. 

Si  las  exclusivamente  militares  han  de  crearse  o  funcionar  fuera  de  los 
templos  militares,  la  competencia  primaria  es  del  Vicario  Castrense,  pero 
éste  debe  requerir  antes  la  licencia  escrita  del  Ordinario  diocesano.  Si 
hubiese  de  crearse  en  templo  de  religiosos  es  natural  que  se  obtenga  el 
previo  consentimiento  del  superior  correspondiente. 

El  poder  del  Vicario  Castrense  para  erigir  asociaciones  puramente  mili- 
tares no  es  privilegio,  como  el  que  tienen  algunas  religiones  para  erigir 
ciertas  asociaciones  en  sus  casas  o  iglesias,  a  tenor  del  mencionado  can.  686, 
§  3;  entra  en  su  potestad  ordinaria,  para  bien  de  las  almas  de  sus  sub- 
ditos. 

El  permiso  para  erigirlas  fuera  de  los  templos  castrenses,  es  natural 
que  no  se  niegue,  a  no  ser  por  razones  especiales,  v.  gr.,  por  existir  ya 
allí  otra  asociación  semejante,  por  impedir  el  culto  en  aquella  iglesia,  etc. 
Y  tanto  menos  debe  negarse,  cuanto  que  el  ejército  apenas  tiene  templos 
propios;  y  así  negándosela  se  haría  casi  vana  la  potestad  del  Vicario  para 
erigir  tales  asociaciones. 

Muchas  hay,  sobre  todo  de  señoras,  para  honrar  a  los  patronos  de  las 
distintas  Armas  y  Cuerpos  militares,  que  a  consecuencia  de  la  supresión  de 
la  jurisdicción  castrense  habían  pasado  a  la  jurisdicción  diocesana.  Con 
razón  escribe  el  Vicario  Castrense:  "Parece  lógico  que  sean  dirigidas  por 
el  Vicario  General  Castrense,  si  es  que  ha  de  tener  efectividad  el  derecho 
que  se  le  reconoce  en  la  Norma,  que  es  objeto  de  comentario"  (13). 

§  8.    Competencia  de  los  capellanes 

596.  "Los  capellanes  militares  tienen  competencia  parroquial  en  lo  to- 
cante a  las  personas  mencionadas  en  el  articulo  precedente"  (Conv.  art.  8). 

Es  por  tanto  potestad  ordinaria;  pero  cumulativa  con  los  párrocos  terri- 
toriales, aunque  preferente,  como  veremos. 

597.  Matrimonio.  "Por  lo  que  se  refiere  a  la  asistencia  canónica  al 
matrimonio,  tendrán  presente  la  disposición  del  can.  1097,  §  2,  del  Código 
de  Derecho  Canónico,  que  prescribe:  Pro  regula  habeatur  ut  matrimonium 
coram  sponsae  parocho  celehretur,  nisi  iusta  causa  excuset"  (Conv.  art.  8). 

La  jurisdicción  para  asistir  al  matrimonio  es  territorial,  según  el  can.  1095, 
§  1,  n.  2;  de  tal  suerte  que  el  párroco  dentro  de  su  territorio  puede  asistir 
válidamente  a  todos  los  matrimonios  de  sus  feligreses  y  de  los  extraños; 
mientras  que  fuera  de  sus  límites  parroquiales  no  puede  asistir  válida- 
mente a  ningún  matrimonio,  ni  al  de  los  feligreses  suyos.  Ahora  bien,  los 
capellanes  castrenses  no  tienen  territorio  de  su  jurisdicción,  no  tienen  súb- 
dltos  ratione  territorii,  por  razón  de  domicilio  o  cuasidomicilio.  ¿No  podrán, 
pues,  asistir  a  los  matrimonios  de  sus  subditos? 


(13)    Bolet.  Ofic.  15  feb.  1954,  p.  47. 
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Preguntada  la  S.  Congr.  del  Concilio,  después  del  decreto  Ne  temeré,  2  de 
agosto  1907  (14),  que  había  convertido  la  jurisdicción  de  personal  en  terri- 
torial, cuanto  al  matrimonio,  respondió:  "En  cuanto  a  los  párrocos  perso- 
nales nada  se  ha  cambiado.  Pueden,  pues,  seguir  autorizando  los  matrimo- 
nios de  sus  subditos  lo  mismo  que  antes,  donde  quiera''  (15).  El  Código  Ca- 
nónico no  reproduce  expresamente  esta  disposición;  pero  como  el  can.  1094 
y  1095  ratifican  la  disciplina  del  decreto  Ne  temeré,  han  de  interpretarse 
conforme  a  la  interpretación  de  él  dada  por  la  misma  S.  Cong.  del  Con- 
cilio, para  los  párrocos  personales,  cuales  son  los  capellanes  castrenses 
(can.  6,  n.  2  y  3). 

Pero  no  podrán  válidamente  asistir  a  los  matrimonios  de  dos  subditos 
de  la  jurisdicción  diocesana;  pues  aunque  la  jurisdicción  castrense  es 
cumulativa  con  la  diocesana,  no  asi  a  la  inversa:  la  diocesana  no  es  cumu- 
lativa  con  la  castrense. 

¿Y  si  uno  de  los  contrayentes  es  subdito  diocesano  y  el  otro  castrense? 
Si  es  castrense  la  esposa,  sin  duda  puede  asistir  al  matrimonio  el  cape- 
llán; más  aún,  tiene  derecho  preferente.  Si  el  castrense  es  el  esposo,  tam- 
bién; pues  el  mismo  art.  8  del  Convenio  dice  que  por  regla  general  el  ma- 
trimonio se  celebrará  ante  el  párroco  de  la  esposa,  a  no  ser  que  justa  causa 
excuse;  luego  con  causa  justa  puede  preferirse  el  párroco  del  esposo.  Esta 
regla  no  afecta  a  la  validez;  más  aún,  según  graves  doctores,  ni  a  la  lici- 
tud; es  más  bien  norma  meramente  directiva  que  preceptiva  (16). 

Si  uno  solo  o  los  dos  fuesen  súbditos  castrenses  y  hubiere  de  casarlos 
un  capellán  castrense  que  no  fuere  el  propio  de  uno  de  los  contrayentes, 
pida  delegación  al  capellán  propio,  o  al  párroco  del  lugar  donde  haya  de 
celebrarse  el  matrimonio. 

Inscripción.  "Y  en  caso  de  celebrarse  el  matrimonio  ante  el  capellán 
castrense,  éste  deberá  atenerse  a  todas  las  prescripciones  canónicas,  y  de 
manera  particular  a  las  del  can.  1103,  §  1  y  2"  (Conv.  art.  8). 

Este  canon  se  refiere  a  la  inscripción  del  matrimonio  celebrado.  Pres- 
cribe: a)  Que  el  párroco  o  quien  hace  sus  veces  inscriba  cuanto  antes  en 
el  libro  de  los  matrimonios  los  nombres  de  los  cónyuges  y  testigos,  el  lugar 
y  día  del  matrimonio,  y  otros  datos  según  el  modo  prescrito  en  los  rituales 
y  por  el  propio  Ordinario;  y  esto,  aunque  hubiere  asistido  al  matrimonio 
otro  sacerdote  delegado  por  el  párroco  o  por  el  Ordinario  (§  1). 

b)  Que  además  el  párroco  anote  en  el  libro  de  los  bautizados  que  el 
cónyuge  contrajo  matrimonio  tal  día  en  su  parroquia.  Si  el  cónyuge  fue 
bautizado  en  otra  parte,  el  párroco  del  matrimonio  le  notificará  al  párroco 
del  bautismo,  por  sí  o  por  la  curia  episcopal,  para  que  se  anote  en  el  libro 
de  bautizados  (§  2). 

"Los  matrimonios  entre  aforados  castrenses  deberán  ser  inscritos  en  los 
libros  de  la  jurisdicción  castrense.  Si  uno  de  los  contrayentes  es  subdito  del 
Vicario  General  Castrense,  donde  quiera  que  se  celebre  el  matrimonio,  sea 
ante  el  capellán  militar,  sea  ante  el  párroco,  deben  intercambiarse  las  no- 
tificaciones, para  que  ambos  lo  registren  en  los  libros  parroquiales  respecti- 
vos" (Norma  aclarat.  8). 

Atestado  de  libertad.    "Cuando  el  contrayente  es  subdito  del  Vicario  Ge- 


(14) 
(15) 
(16) 


AAS  40,  525. 

25  en.  1908;  AAS  41,  111. 

Regatillo,  Ius  Sacramentarium,  n.  1380. 
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neral  Castrense,  a  éste  y  a  sus  Tenientes  Vicarios  corresponde  expedir  el 
correspondiente  atestado  de  libertad  y  soltería,  si  el  matrimonio  ha  de  ce- 
lebrarse  ante  el  párroco  de  la  jurisdicción  diocesana.  Si  uno  de  los  contra- 
yentes ha  sido  antes  subdito  castrense,  el  Vicario  General  Castrense,  o  sus 
Tenientes  Vicarios  respectivos  proporcionarán  todos  los  informes  que  les 
sean  solicitados  por  los  Ordinarios  diocesanos,  para  acreditar  el  estado  libre 
para  el  matrimonio"  (Norma  8). 

Se  han  hecho  ya  muchos  arreglos  entre  la  jurisdicción  castrense  y  las 
diocesanas,  en  las  que  se  estipula  esta  misma  norma.  Ella  puede  servir 
también  en  otros  actos  como  bautismos,  partidas  de  defunción,  etc. 

Si  los  dos  contrayentes  son  sííbditos  castrenses,  pero  pertenecientes  a 
distinta  capellanía,  el  matrimonio  se  celebrará  por  lo  general  ante  el  ca- 
pellán de  la  esposa  y  se  inscribirá  en  el  libro  de  la  misma  capellanía;  pero 
si  el  Teniente  Vicario  hubiese  juzgado  que  existe  causa  para  que  se  celebre 
ante  el  capellán  del  esposo,  se  inscribirá  en  el  libro  de  éste,  que  asistió  al 
matrimonio  (Instr.  del  Vic.  Castr.  p.  23). 

598.  Causas  matrimoniales.  "Sin  perjuicio  de  lo  que  prescribe  el 
can.  1962  del  Código  de  Derecho  Canónico,  está  reservado  a  los  Ordinarios 
del  lugar  conocer  las  causas  matrimoniales,  concernientes  a  personas  suje- 
tas a  la  jurisdicción  castrense"  (Conv.  art.  8). 

El  citado  canon  enumera  las  causas  reservadas  al  Sumo  Pontífice,  a  la 
S.  Gong,  de  Sacramentos  y  al  Santo  Oficio.  Fuera  de  éstas,  las  causas  ma- 
trimoniales entre  subditos  castrenses,  o  entre  castrense  y  diocesano,  están 
reservadas  al  Ordinario  del  lugar,  donde  se  celebró  el  matrimonio,  o  donde 
la  parte  demandada  tiene  domicilio  o  cuasidomicilio ;  o  si  una  es  acatólica, 
donde  la  tenga  la  parte  católica  (can.  1964).  En  caso  de  que  la  parte  de- 
mandada tenga  domicilio  o  cuasidomicilio  en  diócesis  distinta  de  aquella 
donde  se  celebró  el  matrimonio,  tendrá  dos  fueros  competentes;  y  enton- 
ces a  la  parte  demandante  corresponderá  la  elección  entre  estos  dos  fueros 
para  sustanciarse  el  pleito  (can.  1559,  §  3). 

§  9.    Jurisdicción  cumulativa 

599.  "Como  quiera  que  la  jurisdicción  castrense  se  ejerce  dentro  del  te- 
rritorio de  las  diferentes  diócesis,  es  cumulativa  con  la  de  los  Ordinarios 
diocesanos.  Sin  embargo,  en  los  cuarteles,  aeropuertos,  arsenales  militares, 
residencian  de  las  jefaturas  militares,  academias  y  escuelas  militares,  hos- 
pitales, tribunales,  cárceles,  campamentos  y  demás  lugares  destinados  a  las 
tropas  de  tierra,  mar  y  aire,  usarán  de  ella  primaria  y  principalmente  el 
Vicario  General  Castrense  y  los  capellanes  militares;  y  subsidiariamente, 
aunque  siempre  con  derecho  propio,  los  Ordinarios  diocesanos  y  los  párro- 
cos locales,  cuando  aquéllos  falten  o  estén  ausentes;  mediante  los  oportunos 
acuerdos,  por  regla  general,  con  el  Vicario  General  Castrense,  quien  infor- 
mará a  las  autoridades  militares  correspondientes. 

"Fuera  de  los  lugares  señalados  ejercerán  libremente  su  jurisdicción  los 
Ordinarios  diocesanos,  y  cuando  así  les  fuese  solicitado,  los  párrocos  loca- 
les" (Conv.  art.  9). 
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En  el  art.  6  se  expuso  la  jurisdicción  cumulativa  del  Vicario  Castrense 
con  la  de  los  Ordinarios  diocesanos,  respecto  de  los  capellanes.  En  el  art.  9 
se  establece  la  jurisdicción  cumulativa  no  sólo  del  Vicario  Castrense  con  la 
de  los  Ordinarios  diocesanos;  sino  también  la  de  los  capellanes  con  la 
de  los  párrocos  territoriales;  y  esto  en  cuanto  a  todos  los  subditos  cas- 
trenses. 

Cumulativa  es  en  cuanto  que  la  tienen  y  pueden  ejercerla  respecto  a 
los  subditos  castrenses  ambas  potestades  eclesiásticas,  la  militar  y  la  dio- 
cesana. Pero  no  es  cumulativa  la  jurisdicción  de  los  Ordinarios  y  párrocos 
diocesanos  en  cuanto  a  sus  propios  subditos  y  cosas  con  la  del  Vicario  y 
capellanes  castrenses:  éstos  no  tienen  jurisdicción  sobre  los  subditos  y  cosas 
diocesanas. 

Se  da  como  razón  de  la  jurisdicción  cumulativa,  el  que  la  castrense  tiene 
que  ejercerse  en  el  territorio  diocesano.  Ya  existió  siempre  esta  razón,  y 
sin  embargo  hasta  ahora  no  se  estableció  la  jurisdicción  castrense  cumu- 
lativa, sino  que  era  exenta:  los  subditos  castrenses  eran  exentos  de  la  auto- 
ridad de  los  Obispos  y  párrocos  diocesanos.  Lo  cual  por  una  parte  se  les 
hacía  odioso  a  éstos,  y  según  arriba  dijimos,  ofrecía  serios  inconvenientes 
para  la  vigilancia,  etc.  Por  tal  motivo  se  estipuló  en  nuestro  Convenio  la 
jurisdicción  cumulativa;  y  luego  por  disposición  general  de  la  S.  Gong.  Con- 
sistorial se  hizo  común  a  todas  las  jurisdicciones  castrenses. 

Pero  aunque  cumulativa  es  preferente  a  favor  del  Vicario  y  capellanes 
militares,  y  subsidiaria,  en  los  sitios  reservados  a  los  militares  de  cualquier 
Arma;  si  bien  siempre  propia  no  delegada,  de  los  Ordinarios  y  párrocos  dio- 
cesanos, los  cuales  dentro  de  aquellos  lugares,  pueden  por  derecho  propio 
ejercerla,  cuando  falten  o  estén  ausentes  o  impedidos  el  Vicario  o  los  ca- 
pellanes. 

Como  las  jurisdicciones  cumulativas  se  prestan  a  muchos  conflictos  entre 
ambas  potestades,  insinúa  el  mismo  art.  9,  que  por  lo  común  se  hagan 
arreglos  entre  el  Vicario  Castrense  y  los  Ordinarios  locales.  Cosa  que  tam- 
bién aconseja  la  Instrucción  de  la  S.  Cong.  Consistorial  de  Vicariis  Castren- 
sihus,  n.  2.  Muchos  Obispos  españoles  ya  los  han  hecho. 

Asimismo  no  nos  parecería  ajeno  a  la  mente  del  derecho  concordado  que 
estos  arreglos,  siquiera  sobre  puntos  menos  importantes,  pudiesen  hacerlos 
los  capellanes  con  los  párrocos. 

Añádase  que  el  Vicario  informará  a  las  autoridades  militares  correspon- 
dientes. Entendemos  que  esta  información  se  refiere  a  los  arreglos  que  el 
Vicario  haya  hecho  con  los  Prelados  diocesanos;  no  a  los  actos  que  los  Or- 
dinarios y  párrocos  territoriales  en  uso  de  su  derecho  hayan  puesto  en 
los  sitios  reservados  a  los  militares;  pues  esto  sería  una  carga  demasiado 
gravosa. 

Fuera  de  estos  lugares,  no  tienen  preferencia  el  Vicario  y  los  capellanes 
sobre  el  Ordinario  y  párrocos  locales;  los  subditos  castrenses  tienen  libertad 
para  pedir  a  unos  o  a  otros  su  ministerio,  v.  gr.,  para  los  bautismos,  entie- 
rros, funerales,  etc.,  y  los  Prelados  y  párrocos  diocesanos  pueden  prestarle 
libre  e  independientemente. 

600.  Personas  civiles  en  lugares  castrenses.  Por  peculiar  concesión 
de  la  Santa  Sede  los  capellanes  castrenses  en  España  tienen  facultad  de 
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administrar  los  últimos  sacramentos  a  las  personas  civiles  que  están  reco- 
gidas, ya  en  los  hospitales  militares,  ya  en  los  colegios  de  huérfanos  depen- 
dientes de  la  autoridad  militar;  quedando  en  pie  para  lo  demás  la  limita- 
ción del  can.  462  (17). 

Entre  las  personas  civiles  que  moran  en  edificios  castrenses  sin  prestar 
servicio  estable  a  los  militares  se  cuentan  los  huérfanos  de  los  militares, 
que  por  la  muerte  de  sus  padres  han  perdido  ya  la  filiación  castrense,  y  se 
educan  en  colegios  de  la  jurisdicción  militar  con  profesorado  castrense,  al 
menos  en  su  mayor  parte,  atendidos  por  servicios  de  orden  militar  (adminis- 
tración, farmacia,  medicina),  y  en  lo  espiritual  por  capellán  castrense.  Asi- 
mismo es  frecuente  que  en  hospitales  militares  se  hallen  acogidas  personas 
civiles  o  retiradas  de  la  milicia,  por  razón  de  consanguinidad  con  afora- 
dos castrenses.  Hay  también  empleados  que  no  viven  establemente  en  esta- 
blecimientos militares.  Siempre  ha  sido  misión  del  capellán  atender  a  tales 
huérfanos  y  hospitalizados. 

Pero  ni  el  Convenio  ni  el  Concordato  conceden  al  capellán  competencia 
parroquial  para  estos  casos,  más  bien  se  la  excluyen,  correspondiendo  pri- 
vativamente al  párroco  local  (can.  462).  A  fin  de  obviar  tal  dificultad,  se 
concede  al  capellán  castrense  competencia  cumulativa  con  la  del  párroco; 
pero  sólo  para  administrarles  los  últimos  sacramentos.  En  consecuencia,  el 
matrimonio,  entierro  y  funeral  de  esas  personas  corresponden  de  suyo  al 
párroco  diocesano. 

Nada  se  dice  aquí  de  la  facultad  de  oir  las  confesiones  de  las  mismas 
personas  fuera  del  peligro  de  muerte.  Pero  esta  facultad,  y  más  general,  se 
concede  a  los  capellanes  por  el  rescripto  de  la  S.  Gong.  Consistorial,  17  de 
noviembre  1951: 

Ad  quinquennium  se  les  otorga  facultad  de  oir  las  confesiones  de  las 
personas  no  sometidas  a  la  jurisdicción  castrense,  que  se  encuentran  en 
lugares  castrenses.  Es  facultad  renovable  (Normas  aclarat.  Nota  IX). 

601.  Funciones  castrenses  en  templos  diocesanos.  "Cuando  los  cape- 
llanes castrenses,  en  funciones  de  su  sagrado  ministerio  con  los  militares 
tengan  que  oficiar  fuera  de  los  templos,  establecimientos,  campamentos  y 
demás  lugares  destinados  regularmente  a  ellos,  deberán  dirigirse  con  antici- 
pación a  los  Ordinarios  diocesanos,  a  los  párrocos  o  rectores  locales,  para 
obtener  el  oportuno  permiso"  (Conv.  art.  10). 

La  norma  aclaratoria  lo  especifica  y  concreta  más  este  punto:  "El  per- 
miso que  ha  de  recabarse  de  los  Ordinarios,  párrocos  o  rectores  locales, 
cuando  los  capellanes  hayan  de  ejercer  su  ministerio  con  los  militares  en 
templos  de  ajena  jurisdicción,  no  será  negado,  salvo  que  necesidades  de 
orden  diocesano  o  parroquial  hagan  incompatible  en  tal  día  y  hora  las  fun- 
ciones castrenses. 

Cuando  esta  actuación  tenga  lugar  en  templos  parroquiales,  deberá  pro- 
porcionarse lo  necesario  a  tal  efecto,  y  el  capellán  que  oficie  se  subrogará 
al  párroco  para  tal  acto,  en  todos  los  derechos,  incluso  en  los  económicos. 
La  fábrica  y  sirvientes  del  templo,  como  asimismo  los  sacerdotes  que  pu- 
dieran contribuir  a  la  solemnidad  de  la  ceremonia,  percibirán  los  emolu- 
mentos señalados  en  el  arancel  diocesano. 

(17)    Despacho  de  la  Secrelaria  de  Kstado,  n.  124/53. 
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A  fin  de  que  esta  actuación  interfiera  lo  menos  posible  el  ministerio  pa- 
rroquial diocesano,  los  Rvdmos.  Ordinarios,  de  acuerdo  con  el  Vicario  Ge- 
neral Castrense,  procurarán  poner  a  disposición  de  éste  templos  adecua- 
dos (a  ser  posible  los  tradicionalmente  utilizados  por  el  ejército),  sobre 
todo  en  las  capitales  en  que  exista  tenencia  vicaría  de  cualquiera  de  los 
tres  ejércitos;  en  los  cuales  habitualmente  pueda  ejercerse  el  ministerio 
castrense". 

Este  artículo  10  del  Convenio  confiere  al  clero  castrense  cierto  derecho 
a  solicitar  y  usar  templos  no  militares.  Supone  que  muchas  veces  tendrán 
necesidad  de  ello.  Por  tanto  el  oportuno  permiso  no  será  denegado  sin  motivo 
proporcionado;  de  lo  contrario,  la  facultad  que  al  clero  castrense  se  con- 
cede seria  ilusoria.  En  tal  sentido  se  expresa  la  Instrucción  de  Vicariis 
Castrensibiis,  n.  2:  "Siendo  por  tanto  necesario  que  se  alien  sus  esfuerzos 
apostólicos  (de  capellanes  y  Vicario,  con  los  párrocos  y  Ordinarios),  y  que 
acciones  y  funciones  sean  desempeñadas  con  la  concordia  por  guía,  sobre 
todo  fuera  de  lugares  castrenses". 

El  mismo  art.  10  del  Convenio  da  al  capellán  opción  a  dirigirse  para  el 
permiso  o  al  Ordinario  diocesano  o  al  párroco  o  rector  del  templo.  Por  tanto 
ia  curia  diocesana  no  puede  exigirle  que  acuda  a  ella  para  el  permiso  o 
para  obtener  el  Nihil  obstat;  mucho  menos  exigirle  derechos  por  la  licencia 
que  le  dé  el  párroco  o  rector  (Regatillo,  Ius  Sacramentarium,  n.  1398). 

Para  las  funciones  fuera  del  recinto  militar  es  más  necesario  el  acuerdo 
entre  el  Vicario  Castrense  y  el  Ordinario  local,  según  se  expresa  la  citada 
Instrucción,  n.  2. 

Ya  en  el  Breve  de  Clemente  XII,  4  feb.  1736,  y  otros  posteriores,  se  decía: 
"Los  párrocos  no  impidan  que  los  capellanes  celebren  funciones  y  adminis- 
tren sacramentos  en  sus  iglesias". 

El  Reglamento  jurisdiccional  castrense  de  1889,  art.  10,  lo  disponía:  "En 
cada  una  de  las  capitales  donde  residan  las  subdelegaciones,  se  pondrá  a 
disposición  del  Muy  Reverendo  Vicario  General  un  templo  con  destino  al 
servicio  eclesiástico  castrense". 

Esta  seria  buena  solución  para  asegurar  la  libertad  de  acción  de  los  ca- 
pellanes y  evitar  interferencias  con  el  clero  diocesano.  El  deseo  de  la 
Santa  Sede  de  que  se  pongan  templos  a  disposición  del  clero  castrense 
podría  realizarse  de  dos  maneras:  o  devolviendo  templos  que  hayan  sido 
pleno  iure  del  ejército,  o  designando  alguno,  el  más  a  propósito,  en  las 
guarniciones  importantes,  para  servirse  de  él;  sin  perjuicio  del  derecho 
de  los  capellanes  y  aforados  castrenses  a  solicitar  otras  iglesias,  por  razones 
especiales,  para  funciones  y  actos  sacramentales  (18). 

602.  Derechos  y  obligaciones  de  los  capellanes.  Como  la  jurisdic- 
ción de  los  capellanes  es  parroquial,  ellos  hacen  las  veces  de  párrocos  para 
los  aforados  castrenses;  es  natural  que  les  competan  en  su  tanto  las  mis- 
mas funciones,  derechos  y  obligaciones  que  a  los  párrocos  territoriales. 

Hemos  expuesto  cómo  su  competencia  es  cumulativa  con  la  de  los  párro- 
cos diocesanos;  pero  preferente  en  los  lugares  castrenses. 

Véanse  en  el  n.  567  lo  que  establece  la  S.  Cong.  Consistorial  en  su  Ins- 
trucción a  los  Vicarios  Castrenses  de  todo  el  mundo,  23  abr.  1951;  AAS 
43,  562. 

Los  Vicarios  Castrenses  detallarán  más  los  derechos  y  deberes  de  los 
capellanes. 


(18)    ExcMO.  A.  MuÑOYERRO,  Bolet.  Castr.  15  feb.  1954,  pp.  49-50. 
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603.  Aportación  de  clero  diocesano  y  religioso.  "El  Vicario  General 
Castrense  se  pondrá  de  acuerdo  con  los  Obispos  diocesanos  y  los  Superiores 
Mayores  religiosos,  para  designar  entre  sus  subditos  un  número  adecuado 
de  sacerdotes,  que,  sin  dejar  los  oficios  que  tengan  en  su  diócesis  o  Instituto, 
se  dediquen  a  auxiliar  a  los  capellanes  militares,  en  el  servicio  espiritual 
de  las  fuerzas  armadas. 

"Tales  sacerdotes  y  religiosos  ejercerán  su  ministerio  con  los  militares 
a  las  órdenes  del  Vicario  General  Castrense,  del  cual  recibirán  las  necesa- 
rias facultades  ad  nutum,  y  serán  retribuidos  a  título  de  gratificación  o 
estipendio  ministerial"  (Conv.  art.  11). 

Estos  sacerdotes  pueden  llamarse  capellanes  auxiliares.  Son  de  cuatro 
clases:  a)  provisionales;  b)  de  complemento;  c)  civiles;  d)  movilizados,  esto 
es,  sujetos  al  servicio  militar  espiritual,  que  son  llamados  conforme  al  Con- 
venio. Véase  n.  581. 

604.  Exención  de  la  milicia  de  los  clérigos  y  religiosos.  Los  ar- 
tículos 12-14  del  Convenio,  que  tratan  de  esta  materia,  quedan  expuestos  en 
el  comentario  al  art.  15  del  Concordato. 

605.  Comparación.  Comparando  la  actual  jurisdicción  eclesiástica  cas- 
trense con  la  anterior  al  Convenio  de  1950,  se  advierte  que  ha  quedado  res- 
tringida :  a)  En  cuanto  a  su  contenido  jurisdiccional,  pues  ha  dejado  de 
ser  exclusiva  o  exenta,  aunque  sigue  ordinaria  y  personal;  pasando  a  ser 
cumulativa  con  la  de  los  ordinarios  y  párrocos  locales,  si  bien  preferente. 
Y  ha  perdido  la  potestad  judicial  (Conv.  art.  8).  b)  En  cuanto  a  la  exten- 
sión o  subditos  castrenses. 

El  Breve  Pontificio  de  1883  señalaba  cuatro  títulos  para  ser  subditos  de 
la  jurisdicción  castrense:  a)  servicio  militar;  b)  residencia  en  sitios  mili- 
tares; c)  servicio  al  ejército;  d)  cargo  en  el  Vicariato.  Hoy  los  dos  últimos 
no  son  títulos  para  el  fuero  castrense.  La  residencia  en  sitio  militar  exige 
dos  condiciones:  permanencia  habitual  en  lugares  castrenses  y  servicio  es- 
table al  ejército. 

§  10.    Facultades  del  Vicario  y  capellanes 

606.  "El  Vicario  General  Castrense  o  el  Teniente  Vicario,  que  interina- 
mente asuma  sus  funciones,  podrá  solicitar  de  la  Santa  Sede  la  concesión  y 
sucesiva  renovación  de  las  facultades,  gracias  y  privilegios  que  estime  con- 
venientes" (Conv.  art.  15). 

En  la  Instrucción  de  Vicariis  Castrensibus,  n.  8,  se  dice  que  pueden  ob- 
tener las  facultades  quinquenales  o  decenales  que  suelen  concederse  a  los 
Obispos  por  la  S.  Cong.  Consistorial.  Claro  es  que  también  pueden  obtener 
otras  peculiares. 

607.  He  aquí  el  catálogo  de  las  concedidas  al  Vicario  español  por  res- 
cripto de  la  C.  Consistorial,  14  setiembre  1956,  hasta  el  fin  de  1961. 

De  la  S.  Congr.  Consistorial 
L    Para  el  Vicario,  durante  su  cargo: 

1.  Conceder  a  sus  subditos  200  días  de  indulgencia  en  la  forma  acos- 
tumbrada. 

2.  Conceder  plenaria  en  las  fiestas  de  Navidad,  Resurrección  y  Asun- 
ción, en  la  misma  forma. 
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3.  Dar  licencia  de  publicar  libros  e  imágenes,  de  que  tratan  los  cáno- 
nes 1385-86;  y  de  escribir  en  diarios  y  revistas,  a  tenor  de  dichos  cánones. 

4.  De  absolver  a  sus  subditos,  en  ambos  fueros,  de  la  excomunión  por 
delito  de  apostasía,  herejia  o  cisma  (can.  2314). 

5.  Facultad  de  autorizar  a  los  capellanes  castrenses,  siempre  que  ce- 
lebren en  bien  de  los  aforados:  a)  Para  celebrar  tres  misas  los  domingos 
y  fiestas  de  precepto,  cuando  se  celebren  en  las  iglesias,  con  tal  que  la  ter- 
cera se  celebre  en  iglesia  donde  no  se  hayan  celebrado  otras  dos,  si  esto  se 
pudiere  sin  grave  incomodidad,  constando  en  cada  caso  la  necesidad  ver- 
dadera de  la  tercera  misa,  gravada  la  conciencia  del  Ordinario  castrense, 
alejado  todo  peligro  de  admiración  y  escándalo,  prohibido  recibir  estipendio 
por  dos  misas. 

b)  Para  celebrar  en  el  mar,  con  tal  que  el  lugar  para  esto  elegido  no 
sea  indecoroso;  el  oratorio  esté  canónicamente  erigido,  el  altar  y  ornamen- 
tos no  sirvan  para  los  acatólicos;  el  mar  esté  tan  tranquilo  que  no  haya 
peligro  alguno  de  que  se  derrame  el  Sanguis  y  otro  sacerdote,  si  le  hay,  ves- 
tido de  sobrepelliz  asista  al  celebrante. 

c)  Para  que  gocen  de  privilegio  de  altar  portátil,  sólo  en  favor  de  los 
soldados;  y  cuando  se  celebre  al  aire  libre  también  en  beneficio  de  cuales- 
quiera fieles;  con  tal  que  el  lugar  de  la  misa  sea  decoroso  y  honesto;  y  cuan- 
do se  celebre  al  aire  libre  se  use  dosel  o  pabellón  que  proteja  de  los  vientos 
para  que  no  se  pierdan  las  partículas,  teniendo  en  cuenta  la  Instrucción  de 
esta  S.  Congregación,  1  oct.  1949;  AAS  41,  494... 

II.  Para  el  Vicario  y  capellanes  de  cualquier  grado: 

1.  Oir  en  lugares  castrenses  las  confesiones  de  todos  los  fieles  que  a 
ellos  acudan,  ya  militen  en  el  ejército  o  le  sirvan,  ya  no. 

III.  Para  los  capellanes: 

1.  Poder  usar  traje  talar  negro  con  visos  morados. 

2.  Si  son  jefes,  traje  talar  negro,  con  ojales,  botones  y  visos  morados. 

3.  Los  Tenientes-Vicarios,  traje  talar  negro  con  ojales,  botones  y  visos 
morados  y  fajín  morado  con  flecos  de  seda  morados. 

La  S.  Gong.  Consistorial,  por  decreto  de  27  nov.  1960,  a  todos  los  capella- 
nes militares  del  orbe,  provistos  de  licencias  para  oir  confesiones  por  su 
propio  Vicario  Castrense,  cuando  se  hallen  continua  o  transitoriamente  en 
lugares  reservados  a  los  militares,  esto  es,  en  campamentos  estables  o  mo- 
vibles, o  en  las  naves,  para  cumplir  su  sagrado  ministerio,  con  el  consenti- 
miento al  menos  presunto  del  propio  Vicario  Castrense,  les  concedió  facul- 
tad de  oir  confesiones  de  todos  los  subditos  de  cualquier  Vicariato,  que 
espontáneamente  lo  pidan;  de  suerte  que  cualquier  militar  o  subdito  de 
cualquier  Vicariato  castrense  pueda  confesarse  con  cualquier  capellán  mi- 
litar, de  cualquiera  nación,  que  reúna  las  mencionadas  condiciones. 

Por  lo  demás  obsérvese  cuidadosamente  lo  prescrito  por  el  derecho,  prin- 
cipalmente lo  relativo  a  las  confesiones  de  mujeres  {Acta  Apost.  Sed.  53,  49). 

De  la  S.  Gong,  de  Sacr^vmentos 

608.  1.  Facultad  de  celebrar  sin  ayudante,  cuando  no  haya  nadie  que 
sepa  ayudar,  con  la  condición  de  que  algún  fiel  asista  a  la  misa. 

2.  De  subdelegar  habitualmente  a  los  Vicarios,  contra  lo  dispuesto  en 
el  can.  1096;  para  que  cada  uno  en  su  circunscripción  pueda  asistir  a  los 
matrimonios  de  los  aforados  castrenses,  comprendidos  en  el  artículo  adi- 
cional 33  del  Concordato  de  1953;  quedándoles  prohibido  que  puedan  sub- 
delegar, según  las  prescripciones  canónicas  vigentes  en  esta  materia. 
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El  Vicario  General  Castrense,  pasado  un  trienio,  cuando  presente  la  Re- 
lación a  la  Gong.  Consistorial,  informará  acerca  de  las  ventajas  e  inconve- 
nientes que  se  hayan  observado  en  el  uso  de  esta  facultad;  la  cual  cesará 
una  vez  prestada  dicha  relación. 

De  la  S.  Gong,  de  Ritos 

609.  1.  Usar  en  la  misa  ornamentos  de  cualquier  color  litúrgico,  cuan- 
do no  los  haya  del  rito  del  dia,  "servatis  de  cetero  servandis". 

2.  Usar  la  fórmula  breve  en  la  consagración  de  aras,  "servatis  de  cetero 
servandis". 

Facultades  quinquenales,  del  Vicario 
Del  S.  Oficio 

610.  Conceder,  no  por  más  de  tres  años,  licencia  de  leer  y  retener,  bien 
custodiados  para  que  no  vengan  a  manos  de  otros,  libros  y  revistas  prohi- 
bidos; exceptuadas  las  obras  que  defiendan  expresamente  la  herejía  o  el 
cisma,  o  que  remuevan  los  mismos  fundamentos  de  la  religión;  y  los  libros 
que  traten  ex  professo  de  cosas  obscenas;  a  todos  los  subditos  suyos;  pero 
que  sean  personas  escogidas;  y  con  causa  razonable  (can.  1402,  §  2),  a 
saber:  a  aquellas  solamente  que  tengan  necesidad  de  leer  dichos  libros  y 
revistas,  ya  para  rebatirlas,  ya  para  ejercer  debidamente  su  cargo,  ya  por 
exigencias  de  los  estudios  que  cursan. 

De  la  S.  C.  de  Ritos 

611.  1.  Poder  designar  al  Vicario  General  u  otro  sacerdote  constituido 
en  dignidad  eclesiástica,  para  consagrar  altares  fijos  y  móviles,  observando 
el  rito  del  Pontifical  Romano. 

2.  Facultar  a  sacerdotes,  constituidos  si  es  posible  en  dignidad  eclesiás- 
tica, para  consagrar  altares  fijos  y  móviles  execrados;  usando  la  fórmula  B, 
la  breve,  como  en  los  casos  del  can.  1200,  §  2;  ya  que  en  el  caso  del  §  1 
ya  se  concede  esta  facultad,  usando  la  fórmula  A. 

3.  Poder  deputar  al  Vicario  General  o  a  otro  sacerdote  constituido  en 
dignidad  eclesiástica  para  consagrar  cálices  y  patenas,  con  el  rito  del 
Pontifical. 

4.  En  la  Semana  Santa,  cuando  se  dice  Passio,  permitir  a  los  sacerdotes 
facultados  para  binar,  leer  en  una  misa  solamente  la  última  parte  de  la  Pasión 
{Altera  autem  die,  etc.),  diciendo  antes  Munda...  Sequentia  Sancti  Evan- 
gelii... 

De  la  S.  Penitenciaría 

612.  1.  Absolver  a  cualesquiera  penitentes,  exceptuando  a  los  herejes 
que  de  intento  propagan  la  herejía  entre  los  fieles,  de  todas  las  censuras  y 
penas  eclesiásticas  contraídas  por  herejías  externamente  manifestadas,  ya 
ante  otros,  ya  sin  que  nadie  las  oiga:  1)  después  que  el  penitente  haya  de- 
nunciado a  los  que  ex  professo  enseñan  doctrina  herética,  si  los  conoce; 
y  a  los  eclesiásticos  y  religiosos  cómplices,  según  el  derecho;  y  si  por  jus- 
tas causas  no  pudiere  hacerse  la  denuncia;  prometiendo  seriamente  hacerla 
cuanto  antes  y  del  mejor  modo  posible;  2)  y  después  de  haber  abjurado  las 
herejías  en  cada  caso,  secretamente,  ante  el  absolvente;  8)  imponiendo  según 
la  gravedad  del  delito,  grave  y  saludable  penitencia,  con  frecuencia  de  sa- 
cramentos y  la  obligación  de  retractarse  delante  de  las  personas  ante  las 
cuales  manifestó  las  herejías  y  reparar  los  escándalos. 

2.    Absolver  de  las  censuras  y  penas  eclesiásticas  a  los  que  defendieren 
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los  libros  de  apóstatas,  herejes  o  cismáticos,  que  propugnan  la  apostasia, 
la  herejía  o  el  cisma;  y  otros  libros  nominalmente  prohibidos  por  Letras 
Apostólicas;  y  a  los  que  a  sabiendas,  sin  la  debida  licencia  los  leyeren  o 
retuvieren;  imponiéndoles  congrua  y  saludable  penitencia,  con  la  obli- 
gación de  destruir  tales  libros;  si  es  posible  antes  de  la  absolución,  o 
de  entregarlos  al  Ordinario  o  al  confesor. 

3.  Absolver  de  censuras  a  los  que  directa  o  indirectamente  impidieren 
€l  ejercicio  de  la  jurisdicción  eclesiástica  del  fuero  interno  o  externo;  re- 
curriendo para  ello  a  cualquier  potestad  laica. 

4.  Absolver  de  las  censuras  y  penas  eclesiásticas  establecidas  contra  el 
duelo,  solamente  en  los  casos  no  llevados  al  fuero  externo;  imponiendo 
grave  y  saludable  penitencia  y  lo  demás  de  derecho. 

5.  Absolver  de  las  censuras  y  penas  eclesiásticas  a  los  que  dieren  su 
nombre  a  la  secta  masónica  o  similares,  que  maquinan  contra  la  Iglesia  o 
las  legítimas  potestades  civiles;  pero  de  tal  modo  que:  o)  se  separen  abso- 
lutamente y  abjuren  de  ella,  o  ellas;  b)  denuncian,  según  el  can.  2336,  §  2, 
a  las  personas  eclesiásticas  y  religiosas  que  sepan  que  están  afiliadas;  c)  en- 
treguen los  libros,  manuscritos  y  símbolos  que  conserven  relativos  a  la 
secta,  al  absolvente  para  trasmitirlos  cuanto  antes,  con  cautela  al  S.  Oficio; 
o  al  menos  para  que  los  destruya;  si  así  lo  piden  justas  y  graves  causas; 
d)  imponiendo,  según  la  culpa,  grave  y  saludable  penitencia,  con  frecuencia 
de  confesión  y  la  obligación  de  reparar  los  escándalos. 

6.  Absolver  de  las  censuras  y  penas  eclesiásticas  a  los  que  entraren 
en  la  clausura  de  regulares,  de  ambos  sexos,  sin  legítima  licencia;  a  los  que 
los  introdujeren  o  admitieren,  con  tal  que  esto  no  lo  hagan  con  fin  de  cual- 
quier modo  criminal,  aun  sin  efecto;  y  no  hubiese  sido  llevado  el  delito  al 
fuero  externo;  imponiendo  conveniente  penitencia,  según  la  culpa. 

7.  Dispensar,  para  pedir  el  débito  conyugal  al  violador  del  voto  pri- 
vado de  castidad  perfecta  y  perpetua,  emitido  después  de  los  18  años  de 
edad  cumplidos,  al  que  con  dicho  voto  contrajo  matrimonio. 

8.  Dispensar  del  impedimento  oculto  de  crimen,  sin  maquinación,  con- 
traído ya  el  matrimonio;  advirtiendo  a  los  supuestos  cónyuges  la  necesidad 
de  renovar  el  consentimiento  secretamente;  e  imponiéndoles  grave  y  larga 
penitencia.  Dispensar  del  mismo  impedimento  oculto,  sin  maquinación,  aun 
para  contraer  matrimonio;  imponiendo  grave,  larga  y  saludable  penitencia. 

.  9.  Dispensar  de  la  irregularidad  por  homicidio  voluntario  o  aborto 
(can.  985,  n.  4);  pero  sólo  para  que  el  penitente  pueda  ejercer  las  órdenes 
ya  recibidas  sin  peligro  de  infamia,  o  de  escándalo;  imponiéndole  la  carga 
de  recurrir  a  la  S.  Penitenciaría,  intra  mensem,  al  menos  por  carta,  por  sí 
o  por  el  confesor,  ocultando  el  nombre;  manifestando  todas  las  circuns- 
tancias del  caso,  y  principalmente  las  veces  que  cometió  el  delito;  y  de 
atenerse  a  sus  mandatos;  bajo  la  pena  de  suspensión  a  "divinis  ipso  facto". 


§  11.    Ayunos  y  abstinencias  de  los  militares 

613.    I.    Los  AFORADOS  CASTRENSES  QUE  HAGAN  USO  DEL  PRIVILEGIO  DE  LA  BULA  DE 

LA  Cruzada,  quedan  dispensados  de  la  ley  general  del  ayuno  y  de  la  absti- 
nencia, en  los  términos  del  decreto  de  la  S.  Congr.  del  Concilio,  6  feb.  1956 
para  cinco  años,  ampliados  por  la  Bula  asi:  Les  obliga 

1)  Sólo  la  abstinencia  los  viernes  de  Cuaresma. 

2)  Sólo  el  ayuno  el  Miércoles  de  Ceniza. 

3)  Ayuno  y  abstinencia:  el  Viernes  Santos.  (En  las  Vigilias  de  la 
Purísima  y  Navidad  los  militares  están  dispensados  de  la  abstinencia 
y  del  ayuno;  sus  familiares  en  primer  grado  de  consanguinidad  y  afinidad, 
que  usen  de  la  misma  mesa,  están  dispensados  solamente  de  la  absti- 
nencia). 
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II.  Los  QUE  NO  TOMEN  LA  BULA! 

Los  Generales,  Jefes  y  Oficiales,  observarán: 

1)  Ayuno  los  sábados  de  Cuaresma,  y  lunes,  martes,  miércoles  y  jueves 
de  Semana  Santa. 

2)  Ayuno  y  abstinencia.  Miércoles  de  Ceniza,  Viernes  de  Cuaresma,  Vier- 
nes y  Sábado  Santo. 

Los  soldados,  clases,  guardias  civiles,  policía  armada,  suboficiales  y  asi- 
milados, están  exentos  de  todo  ayuno  y  abstinencia,  aun  en  tiempo  de  paz. 

III.  En  TIEMPO  DE  CAMPAÑA  todos  los  miUtarcs  están  exentos  de  todo  ayuno 
y  abstinencia. 

IV.  Las  familias  de  los  militares,  marinos,  guardia  civil  y  policía  ar- 
mada, que  estén  dentro  de  la  jurisdicción  eclesiástica  castrense,  y  usen  de 
la  misma  mesa,  se  rigen  por  la  misma  norma  que  ellos  en  cuanto  a  la  absti- 
nencia, no  en  cuanto  al  ayuno  (Vic.  Gen.  Castr.  4  marz.  1954). 

§  12.    Tiempo  del  cumplimiento  pascual 

614.  Por  el  mismo  rescripto  de  6  feb.  1956  los  militares  pueden  cumplir 
el  precepto  pascual  desde  el  primer  día  de  Cuaresma  hasta  el  31  de  agosto. 

CAPITULO  XXXV 
Concordato,  artículo  33 

ASISTENCIA  RELIGIOSA  EN  HOSPITALES,  PRISIONES, 
ORFANATOS,  ETC. 

615.  Art.  33.  ''El  Estado,  de  acuerdo  con  la  competente  autoridad  ecle- 
siástica, proveerá  lo  necesario  para  que  en  los  hospitales,  sanatorios,  esta- 
blecimientos penitenciarios,  orfanatos  y  centros  similares  se  asegure  la 
conveniente  asistencia  religiosa  a  los  acogidos;  y  para  que  se  cuide  la  for- 
mación religiosa  del  personal  ascrito  a  dichas  instituciones. 

"Igualmente  procurará  el  Estado  que  se  observen  estas  normas  en  los 
establecimientos  análogos  de  carácter  privado". 

616.  Historia.  1)  En  toda  la  era  cristiana  ha  ejercido  la  Iglesia  la 
caridad  corporal  con  los  pobres,  enfermos,  ancianos,  huérfanos,  indigentes 
de  toda  clase;  y  la  ha  ejercido  sin  competencia  en  cantidad  y  calidad. 
Basta  ver  los  innumerables  y  magníficos  monumentos  que  aún  restan  de 
tales  centros  asistenciales  de  los  siglos  pasados.  Esa  caridad  u  obra  de  mi- 
sericordia corporal,  santa  en  sí  misma  cuando  se  practica  por  motivo  so- 
brenatural, por  amor  a  Dios  y  al  prójimo  por  él,  la  sirvió  de  envoltura  y 
cubierta  de  una  más  profunda  claridad  espiritual;  pretendiendo  al  mismo 
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tiempo  que  remediar  las  miserias  del  cuerpo,  procurar  la  salud  del  alma 
de  los  desvalidos.  Esa  misma  caridad  corporal  sirvió  a  la  Iglesia  de  aliciente 
para  atraer  a  su  regazo  maternal  a  tantos  extraviados. 

2)  Ya  a  comienzos  del  siglo  v  aparece  en  Alejandría  una  hermandad 
para  el  cuidado  de  los  enfermos.  El  Concilio  de  Nantes  (siglo  vii)?  dictó 
leyes  para  las  hermandades  destinadas  a  las  obras  de  piedad  y  misericor- 
dia. No  es  posible  enumerar  la  multitud  de  asociaciones  piadosas  erigidas 
por  la  Iglesia  para  el  ejercicio  de  la  beneficencia.  Ni  haremos  una  enume- 
ración de  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  fundadas  para  ese  fin: 
la  de  Somasca,  para  huérfanos  desamparados;  los  Hospitalarios  de  San 
Juan  de  Dios;  los  Ministros  de  los  Enfermos,  de  San  Camilo;  las  Hijas  de 
la  Caridad,  las  Hermanitas  de  los  Pobres,  las  de  los  Ancianos  Desampara- 
rados,  etc. 

3)  Sólo  en  la  edad  más  reciente  adquiere  importancia  la  participación 
del  Estado  y  de  los  particulares  en  la  beneficencia;  y  esto  en  un  doble  sen- 
tido: uno  laicista,  que  pretende  desterrar  toda  idea  y  práctica  religiosa, 
excluyendo  de  los  establecimientos  asistenciales  las  comunidades  religio- 
sas. La  otra  tendencia  es  simplemente  profesional,  provocada  por  el  acceso 
de  multitud  de  hombres  y  mujeres  seglares  a  las  profesiones  sanitarias,  me- 
diante los  estudios  y  títulos  oportunos,  de  cuya  profesión  han  de  vivir. 
Ambas  tendencias  producen  en  la  práctica  un  repliegue  de  la  beneficencia 
ejercida  por  las  comunidades  religiosas;  la  primera  funesta;  la  segunda 
legítima  en  sí. 

617.  Derecho  concordado.  La  letra  del  Concordato  excluye  todo  in- 
tento laicita.  Si  ya  el  Fuero  de  los  españoles  y  el  articulo  1.^  del  Concor- 
dato limitan  la  tolerancia  de  cultos  no  católicos  al  ejercicio  privado  de 
ellos,  excluyendo  todo  proselitismo ;  el  art.  33  obliga  por  nuevos  motivos  a  la 
vigilancia  contra  el  proselitismo,  principalmente  protestante,  que  astuta- 
mente intenta  infiltrarse  en  los  establecimientos  asistenciales,  so  capa  de 
beneficencia  o  filantropía.  A  la  energía  en  impedir  la  fraudulenta  incur- 
sión en  el  error,  ha  de  unirse  el  debido  respeto  y  caridad  para  los  que 
yerran;  junta  que  ha  aprendido  muy  bien  a  practicar  la  Iglesia  con  el 
ejercicio  de  veinte  siglos,  aprendiendo  la  conducta  delicada  que  han  de 
seguir  los  religiosos  y  enfermeros  con  el  enfermo  o  moribundo  no  ca- 
tóUco. 

Los  orfanatos  y  centros  similares  pueden  plantear  problemas  relativos  a 
la  enseñanza,  que  sí  bien  están  previstos  en  otros  artículos  concordados, 
reciben  un  refuerzo  en  el  artículo  presente. 

Pero  la  letra  del  Concordato  no  se  contenta  con  evitar  toda  tendencia 
laicista  o  intento  de  proselitismo  anticatólico,  requiere  la  positiva  actividad 
religiosa  católica.  Comprométese  el  Estado  a  procurar  que  se  asegure  la 
conveniente  asistencia  reUgiosa  en  esos  centros,  tanto  oficiales  como  pri- 
vados. Esta  podrá  prestarse  por  medio  del  clero  parroquial,  o  por  capella- 
nes destinados  a  ello,  o  por  los  mismos  religiosos  que  tienen  a  su  cargo  el 
establecimiento,  etc.  Procediendo  el  Estado  de  acuerdo  con  la  autoridad 
eclesiástica. 

Hacen  a  este  propósito  los  dos  decretos  del  Ministerio  de  Gobernación, 
del  20  de  junio  1958.  Para  que  no  resulte  desconectada  la  labor  benéfica 
estatal,  provincial  y  municipal  con  la  benéfico-particular  de  la  Iglesia,  por 
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el  primer  decreto  el  Consejo  Superior  de  Beneficencia  se  denomina  de  Be- 
neficencia y  obras  asistenciales.  Entre  sus  vocales  figurarán  dos  represen- 
tantes de  los  Metropolitanos,  designados  por  ellos.  Por  el  segundo  decreto 
se  reorganizan  las  Juntas  Provinciales  de  beneficencia,  en  las  cuales  habrá 
un  represetante  del  Prelado  diocesano,  nombrado  por  él. 

No  prevé  el  decreto  el  caso  en  que  en  una  provincia  haya  varias  dió- 
cesis. 

618.  En  las  prisiones.  Noble  preocupación  del  nuevo  Estado  desde 
sus  principios,  aun  antes  de  la  paz  de  1939,  es  la  sana  policía  penitenciaria; 
afanándose  por  animarla  de  un  sentido  humano,  caritativo  y  cristiano. 
Junto  con  iniciativas  tan  felices  como  la  redención  de  penas  por  trabajo 
manual  o  intelectual,  en  marcha  está,  la  múltiple  tarea  del  Patronato  Na- 
cional de  San  Pablo  y  de  Nuestra  Señora  de  la  Merced,  con  sus  escuelas, 
talleres  y  colegios  para  hijos  de  penados;  y  otras  instituciones.  Por  parte 
del  Estado  existe  el  Cuerpo  de  Capellanes  de  Prisiones  y  las  Religiosas  En- 
fermeras, cuya  labor  abnegada  tanto  mitiga  las  penas  de  los  pobrecitos, 
que  recluidos  en  los  establecimientos  penitenciarios  se  ven  privados  de  las 
dulces  auras  de  la  libertad.  El  acuerdo  entre  las  autoridades  civiles  y  reli- 
giosas no  dejará  de  abrir  nuevos  cauces  a  la  caridad  bien  dirigida;  que 
será  provechosa  al  mismo  tiempo  para  la  Iglesia,  para  la  Patria  y  para  los 
infelices  penados  que  se  redimen  y  regeneran. 

Para  la  asistencia  espiritual  de  los  presos  hay  sabias  disposiciones  en 
la  ley  de  14  de  jul.  1954,  y  el  decreto  del  Ministerio  de  Justicia,  2  feb.  1956; 
art.  i 27-29,  aprobando  el  Reglamento  de  los  Servicios  de  Prisiones,  adaptado 
a  aquella  ley. 

619.  Beneficencia  de  los  seglares.  No  excluye  el  Concordato  la  susti- 
tución, en  casos,  de  la  beneficencia  de  los  religiosos  por  la  beneficencia  de 
los  seglares,  con  tal  que  en  ésta  "se  asegure  la  conveniente  asistencia  reli- 
giosa a  los  acogidos",  y  "se  cuide  la  formación  religiosa  del  personal  ads- 
crito a  dichas  instituciones".  Pero  sería  ajena  al  espíritu  del  mismo  Con- 
cordato una  acción  sistemática  para  sustituir  a  las  enfermeras  religiosas  por 
seglares,  aunque  sea  con  el  fin  de  dar  ocupación  a  tantas  tituladas;  ni 
sería  justo  dar  distinto  valor  práctico  a  los  títulos  de  estudios  de  unas  y 
otras,  obtenidos  ambos  ante  tribunales  competentes;  y  relegar  a  las  reli- 
giosas a  servicios  no  técnicos  en  las  instituciones  de  beneficencia. 

Por  lo  demás,  es  claro  que  la  Iglesia  ha  de  procurar  la  formación  técnica 
de  los  religiosos  y  religiosas  que  han  de  dedicarse  a  los  servicios  de  benefi- 
cencia; de  suerte  que  puedan  sostener,  aun  con  ventaja,  la  competencia  de 
los  seglares  (1). 


(1)  Iribarren,  J.,  Asistencia  religiosa  en  establecimientos  sanitarios,  en  "Eccle- 
sia",  31  oct.  1953,  p.  520. 
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CAPITULO  XXXVI 
Concordato,  artículo  24 

ACCION  CATOLICA 

620.  Origen.  Como  hecho  existió  siempre.  Pues  los  Apóstoles  en  su 
ministerio  se  servían  de  la  ayuda  de  los  laicos,  aun  de  las  mujeres,  verbi- 
gracia, de  las  viudas  (1);  y  los  mismos  laicos  ayudaban  de  buen  grado 
primero  a  los  Apóstoles,  después  a  los  Obispos  y  presbíteros.  Como  entidad 
organizada  trae  su  origen  de  Pío  XI,  que  en  muchos  documentos  y  alocu- 
ciones trazó  sus  lineas  principales,  si  bien  reconoce  él  mismo  que  ya  sus 
antecesores,  sobre  todo  Pío  IX,  habían  echado  los  cimientos  de  ella.  Pero 
hasta  ahora  no  ha  salido  documento  alguno  pontificio  de  índole  general  en 
que  ex  professo  se  explique  la  Acción  Católica  al  mundo  entero. 

Bien  merece  que  en  el  futuro  Código  Canónico  reformado  se  dedique  a 
la  Acción  Católica  un  capítulo  distinto,  en  que  se  definan  tantos  puntos 
sobre  ella  controvertidos.  Entre  tanto  expondremos  la  doctrina  jurídica 
que  nos  parece  más  aceptable. 

621.  Noción.  La  dada  por  Pío  XI  es:  La  participación  de  los  laicos  en 
el  apostolado  jerárquico  de  la  Iglesia  (2).  El  mismo  otras  veces,  en  lugar 
de  la  palabra  participación,  usa  colaboración,  no  participación;  porque  no 
se  entienda  que  los  laicos  de  la  Acción  Católica  gozan  de  cierta  potestad 
eclesiástica,  como  si  perteneciesen  a  algún  grado  de  la  jerarquía  (3). 

Pues  no  faltan  tal  vez  quienes  digan  que  la  Acción  Católica  participa 
de  la  jerarquía  de  orden,  v.  gr.,  promoviendo  el  culto  divino,  ayudando  en 
la  administración  de  los  sacramentos,  etc.;  y  de  la  de  jurisdicción,  ense- 
ñando el  catecismo,  fomentando  las  misiones,  organizando  colectas  para  la 
iglesia,  etc.  Y  añaden  que  para  todo  esto  tiene  mandato  de  la  Iglesia. 

A  esto  obsta  el  c.  118:  "Sólo  los  clérigos  son  capaces  de  potestad  eclesiás- 
tica de  orden  y  de  jurisdicción". 

Es  muy  oscura  la  cuestión  sobre  la  naturaleza  de  la  potestad,  o  mandato 
o  misión  atribuida  a  los  seglares  de  Acción  Católica,  y  en  general  a  los  que 
se  ocupan  en  el  apostolado  laical.  Seria  de  desear  que  en  el  futuro  Concilio 
Ecuménico  se  aclarase  este  punto  (4). 

Es,  pues,  la  Acción  Católica,  como  obra,  la  general  y  organizada  cola- 
boración de  los  laicos  en  el  apostolado  jerárquico  de  la  Iglesia.  Como  enti- 
dad o  institución,  un  conjunto  de  laicos  organizado,  que  bajo  la  dirección 
de  la  Jerarquía  eclesiástica  colaboran  en  todo  el  apostolado  jerárquico  de 
la  Iglesia. 

Explicación.  Es  la  cooperación  o  colaboración  de  los  seglares.  En  el 
apostolado,  esto  es,  en  la  obra,  cuyo  fin  directo  o  inmediato  es  la  gloria  de 


(1)  S.  Pablo,  Epist.  I  a  Timoteo,  5,  9;  Hechos  de  los  Apóst.  6,  1. 

(2)  Epist.  al  Card.  Bertrán,  13  nov.  1928. 

(3)  BusuTiL,  Commentar.  in  Constit.  Bis  saeculari,  20  set.  1948,  nn.  237-46. 

(4)  Begatillo,  Derecho  parroquial,  n.  883  (1959). 
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Dios  y  la  salvación  de  las  almas.  Jerárquico,  en  el  apostolado  que  ejerce 
la  Jerarquía  por  medio  de  la  potestad  de  orden  y  de  jurisdicción.  La  acti- 
vidad de  la  Acción  Católica,  dice  Pío  XII,  se  extiende  a  todo  el  campo  re- 
ligioso y  social,  esto  es,  hasta  donde  se  extiende  la  misión  y  la  obra  de  la 
Iglesia  (5). 

Bajo  la  dirección  de  la  Jerarquía.  Advierte  Pío  XII  que  sería  error  ver 
en  la  Acción  Católica  algo  esencialmente  nuevo,  un  cambio  de  la  estruc- 
tura de  la  Iglesia,  un  nuevo  apostolado  de  los  seglares  yuxtapuesto  al  apos- 
tolado de  los  sacerdotes  y  no  subordinado  a  éste.  Siempre  existió  en  la 
Iglesia  cierta  colaboración  de  los  seglares  con  el  apostolado  jerárquico, 
subordinada  al  Obispo  y  a  los  demás  a  quienes  el  Obispo  confió  la  respon- 
sabilidad de  la  cura  de  almas  bajo  su  autoridad.  La  Acción  Católica  por 
título  especial  está  directamente  subordinada  a  la  Jerarquía  eclesiástica, 
de  la  cual  es  colaboradora  en  el  apostolado  (lugar  citado). 

622.  Naturaleza  jurídica.  Esta  institución  se  halla  todavía  en  evolu- 
ción y  no  tiene  una  naturaleza  jurídica  bastante  definida,  aun  el  mismo 
nombre  de  Acción  Católica  parece  que  está  hoy  en  crisis,  desde  la  alocu- 
ción de  Pío  XII  a  los  delegados  nacionales  en  el  Congreso  de  Apostolado  se- 
glar, 5  octubre  1957;  AAS  49,  929;  búsquese,  si  es  posible,  otro  nombre  más 
propio,  insinúa  el  Papa,  pues  hay  otras  asociaciones,  como  las  Congregacio- 
nes Marianas  que  en  rigor  pueden  llamarse  Acción  Católica  (6). 

PÉREZ  MiER,  parece  considerarla,  no  como  mera  asociación  o  conjunto  de 
personas  de  las  cuales  trata  el  Código  Canónico  en  el  lib.  2,  part.  3,  sino 
como  una  institución  no  colegial  de  las  comprendidas  en  el  lib.  3,  til.  26  (7). 
El  ExcMO.  Sr.  Hervás  la  tiene,  si,  por  asociación  estrictamente  eclesiástica, 
pero  que  no  puede  reducirse  a  ninguna  de  las  tres  especies  de  asociaciones 
enumeradas  en  el  can.  700:  órdenes  terceras,  cofradías,  pías  uniones  (8). 
El  ExcMO.  Sr.  Blanco  Nájera  también  la  reputa  como  asociación  eclesiás- 
tica, comprendida,  si,  en  la  parte  genérica  del  tit.  18,  lib.  2,  pero  no  en 
alguna  de  aquellas  tres  especies  (9). 

Nosotros  preferimos  encuadrarla  entre  las  asociaciones  eclesiásticas  de 
fieles,  y  más  en  concreto  entre  las  pías  uniones.  Pues  es  un  conjunto  de 
fieles  laicos  aprobado  por  la  Iglesia  para  ejercitar  obras  de  apostolado,  las 
cuales  se  reducen  a  obras  de  piedad  y  caridad;  y  tal  es  la  definición  de 
pías  uniones  dada  por  el  can.  707,  §  1.  El  mismo  Pío  XI,  en  su  discurso  de 
14  ag.  1932,  a  los  consiliarios  les  decía:  Las  asociaciones  de  Acción  Católica 
serán  lo  que  vosotros  queráis  hacer  de  ellas  (10). 

623.  Constitución.  La  Acción  Católica  reviste  diversas  formas  en  las 
distintas  naciones.  Pío  XII,  en  la  Const.  Bis  saeculari,  27  feb.  1948,  sobre 
las  Congregaciones  Marianas;  y  en  la  carta  al  General  de  la  Compañía  de 
Jesús,  15  abr.  1950,  estima  exageración  querer  forjar  la  Acción  Católica 
con  un  molde  único  en  todas  las  partes;  e  insiste  en  que  las  Congregaciones 


(5)  Alocuo,  a  los  dolog.  de  la  Acción  Católica  Italiana,  3  abr.  1951;  AAS  43,  377. 

(6)  Pío  XII,  Const.  liis  saeculari. 
(1)  If/lcsia  jf  Estado  tiiievo,  j).  455. 

(8)  .ícraniuta  ¡¡  Acción  Católica,  cap.  4,  §  3,  p.  Tfi. 

(9)  FA  (lód.  de  Der.  Can.  traducido  jj  comentado,  I,  p.  509. 

(10)  Rkoatillo,  Dereclio  parroquial,  n.  884. 
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Marianas  pueden  llamarse  con  pleno  derecho  Acción  Católica  bajo  la  tutela 
de  la  Santísima  Virgen. 

Existen  dos  modos  generales  de  constitución:  a)  el  sistema  de  federación; 
b)  el  sistema  de  una  asociación  distinta,  sui  iuris,  que  lleva  el  nombre  de 
Acción  Católica  y  cumple  su  definición.  En  el  sistema  federativo  la  Acción 
Católica  es  un  conjunto  de  diversas  asociaciones  ya  existentes,  coligadas 
entre  si.  Tal  es  en  los  Estados  Unidos  y  en  Francia.  En  España  y  en  otras 
partes  está  constituida  como  asociación  distinta. 

En  España  desde  que  el  Siervo  de  Dios  Claudio  López  Brú,  segundo  Mar- 
qués DE  Comillas,  redactó  las  primeras  bases  y  el  primer  Reglamento,  los 
Primados  de  Toledo  han  ido  dándola  distintas  organizaciones,  hasta  llegar 
a  la  actual.  Las  tres  cumbres,  subordinadas  la  inferior  a  la  superior,  son 
el  Papa,  el  Obispo  diocesano  y  el  párroco. 

A  la  primera  cumbre  se  refieren  la  Junta  Suprema,  constituida  por  la 
conferencia  de  los  Metropolitanos,  presidida  por  el  Primado.  Generalmente 
la  suple  la  Dirección  General,  compuesta  de  cinco  eclesiásticos  y  un  seglar. 
La  Junta  Técnica  es  órgano  ejecutivo  de  las  disposiciones  emanadas  de  la 
Junta  Suprema  y  de  la  Dirección  Central.  A  la  segunda  cumbre  pertenece 
el  Obispo  o  sus  delegados  diocesanos;  y  como  órganos  ejecutivos  los  Con- 
sejos Diocesanos  de  los  hombres,  de  las  mujeres,  de  los  jóvenes  y  de  las  jó- 
venes. La  tercera  cumbre  la  constituye  el  párroco,  y  como  órgano  de  eje- 
cución la  junta  parroquial. 

Hay  socios  individuales,  o  personas  naturales,  y  socios  colectivos,  que  son 
asociaciones  adheridas  o  cooperadoras.  El  Consiliario  eclesiástico  es  el 
mandatario  y  auxiliar  de  la  jerarquía  en  la  dirección  normativa  de  las 
actividades  de  la  Acción  Católica  con  sus  consejos,  instrucciones  y  asisten- 
cia paternal. 

624.  Personalidad  jurídica.  ¿La  tiene?  Blanco  opina  que  la  Organi- 
zación Central  española  es  persona  jurídica,  pues  aunque  no  existe  decreto 
formal  de  erección,  hay  ciertas  bases  constitucionales  dadas  por  la  Junta 
de  Metropolitanos,  y  confirmadas  por  la  Santa  Sede,  que  equivalen  al  de- 
creto de  erección.  Esto  no  nos  parece  suficiente.  También  la  pía  unión  del 
Apostolado  de  la  Oración  tiene  su  constitución  de  la  Santa  Sede,  y  sin 
embargo,  no  es  persona  moral.  Ni  basta  que  la  Organización  Central  tenga 
sus  atribuciones.  Cosa  parecida  tienen  las  demás  pías  uniones,  las  cuales, 
como  dice  el  can.  708,  aunque  no  sean  personas  morales,  son  sin  embargo 
capaces  de  obtener  gracias  espirituales.  La  personalidad  moral  se  conoce 
principalmente  por  la  capacidad  de  adquirir  y  poseer  bienes  temporales,  y 
de  estar  en  juicio. 

Nosotros  juzgamos  que  la  Acción  Católica  de  suyo  no  tiene  personalidad 
jurídica,  pues  ningún  decreto  general  se  la  ha  concedido  (can.  687);  y  tal 
es  la  índole  de  las  pías  uniones.  De  hecho  varios  Obispos  españoles  y  ex- 
tranjeros se  la  han  otorgado  en  sus  diócesis. 

625.  Necesidad.  Hay  quienes  dicen  que  la  Acción  Católica  es  necesa- 
ria en  la  Iglesia. 

Así  Chenu  :  La  participación  de  los  seglares  en  el  apostolado  jerárquico 
es  ley  esencial  de  la  vida  de  la  Iglesia.  "La  Acción  Católica  es  el  medio 
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por  el  que  el  Cuerpo  Místico  alcanza  su  plenitud  en  la  vida  social  del  hom- 
bre" (11). 

Se  responde:  La  Acción  Católica  no  es  consecuencia  necesaria  e  inse- 
parable de  la  doctrina  apostólica  del  Cuerpo  Místico,  para  que  éste  pueda 
alcanzar  su  fin.  Lo  único  estrictamente  necesario  es  el  apostolado  jerárqui- 
co. En  casos  particulares  también  es  necesario  el  apostolado  de  los  segla- 
res, V.  gr.,  para  bautizar  en  peligro  de  muerte.  Pero  no  es  necesaria  la  acción 
conjunta  de  este  apostolado  con  el  jerárquico  para  todo  lo  que  es  objeto 
del  apostolado  de  la  Iglesia,  mediante  la  incorporación  de  los  seglares  a 
organismos  creados  por  ella;  de  suerte  que  sin  esto  no  podría  la  Iglesia 
conseguir  plenamente  su  fin.  Sí  es  convenientisima  la  Acción  Católica,  como 
lo  prueban  tantas  recomendaciones  de  los  últimos  Papas. 

626.  Obligatoriedad.  Varios  autores  afirman  que  es  obligatoria  la 
incorporación  de  los  seglares  a  la  Acción  Católica.  Así  Fürlong  :  "La  obliga- 
toriedad de  la  Acción  Católica  debe  entenderse  como  se  entiende  la  obliga- 
toriedad de  los  preceptos  de  la  Iglesia  enumerados  en  el  catecismo"  (12). 

MoNS.  VizcARRA  afirmaba  que  el  precepto  de  la  Iglesia  obliga  por  lo 
menos  siib  levi.  En  la  edición  del  Manual  de  Acción  Católica,  n.  146-47 
(1953),  se  expresa  con  más  moderación.  Pero  ¿dónde  está  esa  ley  o  precepto 
general,  claro,  debidamente  promulgado,  para  que  produzca  obligación? 
¿A  quiénes  obliga?  ¿A  todos  los  cristianos,  buenos  y  malos,  píos  e  impíos? 
Es  increíble. 

Finalmente,  el  art.  112  de  los  Estatutos  de  la  Acción  Católica  Italiana, 
aprobados  por  Pío  XII,  como  que  la  definen:  "Una  milicia  voluntaria  para 
el  servicio  inmediato  de  la  Jerarquía  eclesiástica". 

Con  razón,  pues,  rechaza  Sabater  la  obligatoriedad  de  la  Acción  Cató- 
lica (13). 

627.  Relación  de  la  Acción  Católica  con  las  otras  asociaciones  pia- 
dosas. La  Acción  Católica,  como  dijimos,  se  halla  constituida  en  las  diver- 
sas naciones  de  dos  modos:  a)  sistema  de  federación;  b)  sistema  de  una 
nueva  asociación  distinta,  sui  iuris,  que  lleva  el  nombre  de  Acción  Católica, 
y  cumple  su  definición. 

En  el  sistema  federativo  la  Acción  Católica  es  un  conjunto  de  las  diver- 
sas asociaciones  ya  existentes,  unidas  entre  sí;  v.  gr.,  la  Legión  de  María, 
la  J.  O.  C,  las  Congregaciones  Marianas,  la  Liga  pro  decentia,  etc.,  cuyo 
conjunto  o  federación  se  llama  Acción  Católica  y  cada  una  de  ellas  es 
parte  constitutiva  de  la  Acción  Católica.  Así  existe  en  Francia  y  en  varias 
diócesis  de  los  Estados  Unidos,  en  las  cuales  se  designa  con  diversos  nom- 
bres: Directorio  Católico,  Consejo  de  Acción  Católica,  etc. 

En  tal  sistema  es  claro  que  cada  asociación  guarda  sus  normas  pro- 
pias, conserva  sus  notas  peculiares,  lleva  su  vida  interna  autónoma;  todas 
son  iguales  y  no  existe  entre  sí  subordinación  o  absorción.  Pero  en  cuanto 
al  apostolado,  libre  y  espontáneamente  abrazan  un  mismo  programa,  y  tien- 


(11)  Cal  bol  ir  Acfion,  pp.  1-1  fi. 

(12)  Obligatoriedad  de  la  Acción  (Católica,  en  la  Rev.  Criterio,  Buenos  Aires, 
20  febr.  1941,  pp.  180-84. 

(13)  Derecho  Consfitucionol  de  ht  Acción  Cotólicd,  p.  172,  Barcelona,  1950. 
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den  al  mismo  fin,  aunque  de  diverso  modo.  La  unión  entre  ellas  se  hace  por 
una  Comisión  de  miembros  elegidos  de  entre  las  diversas  asociaciones,  bajo 
la  autoridad  Ú7iica  del  Obispo. 

En  el  sistema  de  asociación  especial  llamada  Acción  Católica,  cual  existe 
en  España,  según  la  Constitución  de  Pío  XII  Bis  saeculari  entre  la  Acción 
Católica  y  las  Congregaciones  Marianas,  que,  al  decir  del  mismo  Papa,  son 
también  con  todo  rigor  Acción  Católica,  debe  existir  cohesión.  Es  palabra 
que  emplea  la  misma  Constitución  (cum  ipso  coetu  primario  Actionis  Catho- 
licae  simul  cohaerent),  base  XII.  No  usa  el  término  adhesión,  cual  si  la  una 
fuese  un  accidente  de  la  otra.  Ambas  deben  simultáneamente  ejercer  su 
actividad  y  esforzarse  por  ir  a  una.  Esta  cohesión  nunca  sea  confusión  o  ab- 
sorción o  destrucción  o  subordinación  de  una  a  otra,  sino  coordinación,  co- 
laboración fraterna,  conservando  cada  una  sus  notas  peculiares.  Ni  es  obli- 
gatoria la  inscripción  individual  de  cada  congregante  en  la  Acción  Católica, 
basta  la  colectiva  de  toda  la  congregación. 

628.  Precedencia.  Sobre  esta  cuestión  espinosa  he  aquí  lo  que  escri- 
be Sabater: 

Como  la  primacía  de  la  Acción  Católica  sobre  las  asociaciones  de  fieles 
es  de  orden  moral,  no  jurídico,  no  goza  de  precedencia  antes  de  la  ordena- 
ción del  Obispo.  Debe  colocarse  después  de  las  pías  uniones,  según  el  pro- 
verbio jurídico:  ''qiii  prior  est  teinpore,  potior  est  ture"  (Regí,  de  Derecho  54 
en  el  Sexto).  Pero  el  Obispo  podría  otorgarla  precedencia.  Es  voluntad  del 
Papa  que  ninguna  asociación  promueva  controversia  para  ocupar  lugar 
preferente,  violando  la  precedencia  de  las  más  antiguas. 

He  aquí  cómo  se  expresa  Pío  XII  en  la  alocución  a  los  delegados  de  la 
Acción  Católica  Italiana,  3  abr.  1951:  La  Acción  Católica  ni  por  su  natura- 
leza tiene  la  misión  de  ser  la  cabeza  de  las  otras  asociaciones,  y  de  ejercer 
sobre  ellas  el  oficio  de  un  patronato  cuasi  autoritario.  Tal  consecuencia  no 
fluye  del  hecho  de  estar  constituida  bajo  la  inmediata  dirección  de  la  jerar- 
quía eclesiástica  (AAS  43,  378). 

629.  Concordato,  art.  34.  ''Las  asociaciones  de  la  Acción  Católica  Es- 
pañola podrán  desenvolver  libremente  su  apostolado,  bajo  la  inmediata  de- 
pendencia de  la  jerarquía  eclesiástica;  manteniéndose  por  lo  que  se  re- 
fiere a  actividades  de  otro  género,  en  el  ámbito  de  la  legislación  general 
del  Estado''. 

Difícil  es  definir  los  límites  del  apostolado,  y  cuáles  son  obras  ajenas  a 
él.  En  general  las  obras  apostólicas  pueden  reducirse  a  cuatro  capítulos: 
a)  piedad;  b)  cultura;  c)  beneficencia;  d)  acción  social. 

Ajenas  de  este  apostolado  serán:  a)  La  acción  política  de  partido. 
Aunque  cada  miembro  de  la  Acción  Católica,  como  particular  puede  perte- 
necer a  un  partido  político  honesto,  esto  se  prohibe  a  la  Acción  Católica 
como  corporación,  b)  La  acción  sindical,  expuesta  a  luchas  y  divisiones. 
Pero  la  Iglesia  recomienda  a  los  fieles  su  intervención  en  ella,  bajo  su  res- 
ponsabilidad personal;  más  aún,  aconseja  que  se  den  idóneos  consiliarios 
religiosos  a  los  sindicatos,  c)  La  acción  puramente  técnica,  financiera  o 
económica.  Véase  Vizcarra  En  Ecclesia,  31  oct.  1953,  pp.  521-26  (14). 


(14)    Recatillo,  Casos,  I,  639-40. 
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CAPITULO  XXXVII 
Concordato,  articulo  35 

INTERPRETACION  Y  APLICACION  DEL  CONCORDATO 

630.  1.  "La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  procederán  de  común 
acuerdo  en  la  resolución  de  las  dudas  o  dificultades  que  pudieran  surgir 
en  la  interpretación  o  aplicación  de  cualquier  cláusula  del  Concordato,  ins- 
pirándose para  ello  en  los  principios  que  lo  informan". 

Esta  es  la  norma  comúnmente  consignada  en  los  Concordatos.  En  ellos 
la  Iglesia  y  el  Estado  se  ponen  a  pactar  como  en  un  pie  de  igualdad;  y  en 
tal  concepto  es  natural  que  las  dudas  y  dificultades  ocurrentes  se  resuelvan 
de  común  acuerdo  de  las  partes;  pues  de  donde  nació  el  derecho  de  alli 
debe  venir  la  interpretación;  y  el  derecho  concordado  nace,  no  de  una  vo- 
luntad unilateral,  sino  de  la  voluntad  conjunta  de  ambas  partes  contra- 
tantes. 

La  interpretación  es  la  declaración  del  sentido  dudoso  o  del  alcance  de 
algún  artículo  concordado.  La  aplicación  dificultosa,  supone  que  el  sentido 
y  alcance  del  artículo  no  es  dudoso,  pero  su  realización  ofrece  inconve- 
niente. En  ambos  casos  las  partes  contratantes  han  de  ponerse  de  acuerdo, 
o  para  declarar  el  sentido  dudoso,  o  para  suavizar  el  rigor  de  la  ley  con- 
cordada. De  ambas  cosas  tenemos  ejemplos  realizados  respecto  del  pre- 
sente Concordato. 

Así  por  notas  verbales  entre  el  Nuncio  y  el  Ministro  de  Justicia  se  declaró 
el  sentido  del  art.  16,  n.  1,  relativo  a  la  licencia  de  la  Santa  Sede  para  em- 
plazar ante  el  juez  laico  a  los  Prelados  de  quienes  habla  el  can.  120,  5  2. 
Para  algunos  ofrecía  duda  el  alcance  del  término  Prelados.  Concertóse  que 
se  entienden  todas  las  personas  mencionadas  alli,  aunque  no  tengan  juris- 
dicción eclesiástica  ordinaria  en  el  fuero  externo  (que  son  los  Prelados 
en  sentido  propio  del  can.  110);  pero  al  mismo  tiempo  que  suavizó  un 
tanto,  conviniéndose  en  que  para  emplazar  a  los  Superiores  Supremos  de 
religiones  que  no  tengan  jurisdicción  ordinaria  en  el  fuero  externo  sólo  se 
requiere  licencia  de  la  Santa  Sede,  cuando  se  los  haya  de  emplazar  por 
negocios  de  su  cargo  ín.  333).  Por  los  graves  inconvenientes  que  implicaba 
la  aplicación  del  Protocolo,  art.  24,  n.  4,  letra  C)  en  todo  su  rigor,  toleró 
la  Santa  Sede  el  matrimonio  civil  de  los  apóstatas  de  la  fe.  Véanse  nn.  411-13. 

La  inteligencia  entre  el  Gobierno  y  la  Iglesia  sobre  la  interpretación  y 
aplicación  de  los  artículos  concordados  suele  realizarse  por  notas  entre  el 
Nuncio  y  el  Ministro  de  Justicia.  Ella  ha  de  hacerse  inspirándose  en  los 
principios  que  informan  el  Concordato,  a  saber,  del  mayor  bien  espiritual 
de  los  súbditos  y  de  la  mayor  obsequiosidad  con  la  legislación  canónica; 
pero  también  del  espíritu  de  suavidad  propio  de  la  Iglesia. 

631.  Derecho  supletorio  del  Concordato.  "Las  materias  relativas  a 
personas  y  cosas  eclesiásticas,  de  las  cuales  no  se  ha  tratado  en  los  artícu- 
los precedentes,  serán  reguladas  según  el  derecho  canónico  vigente" 
(art.  35,  n.  2). 
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Es  manifiesto  que  el  Concordato  sólo  toca  algunos  puntos  de  especial 
importancia;  no  constituye  un  Código  completo  de  legislación.  Estos  son  el 
Código  de  Derecho  Canónico  y  los  Códigos  civiles.  Dado  el  espíritu  de  con- 
cordia que  anima  al  Concordato,  era  necesario  o  muy  conveniente  que  en 
él  se  hiciese  esta  declaración  de  la  virgencia  de  toda  la  legislación  canónica, 
en  todo  lo  que  no  esté  modificado  por  el  Concordato.  El  cual  por  tanto  no 
puede  en  rigor  llamarse  supletorio  del  derecho  canónico,  sino  más  bien  mo- 
dificativo de  él  en  algunos  puntos. 

El  derecho  canónico,  que  según  este  artículo  ha  de  respetarse,  es  no 
sólo  el  del  actual  Código  Canónico  y  otras  leyes  ahora  vigentes;  sino  la 
legislación  canónica  que  en  lo  sucesivo  se  vaya  estableciendo;  por  tanto,  la 
que  se  establezca  en  el  futuro  Concilio  Ecuménico,  y  en  el  Código  re- 
formado. 


CAPITULO  XXXVIII 
Concordato,  artículo  36 

VIGENCIA  Y  FUERZA  DEL  CONCORDATO 

632.  Vigencia.  ''El  presente  Concordato,  cuyos  textos  en  lengua  es- 
pañola e  italiana  hacen  fe  por  igual,  entrará  en  vigor  desde  el  momento  del 
canje  de  los  instrumentos  de  ratificación,  el  cual  deberá  verificarse  en  el 
término  de  los  dos  meses  subsiguientes  a  la  firma"  (n.  1). 

Recuérdese  lo  dicho  sobre  el  Concordato  convenio  y  Concordato  ley  o 
ley  concordada,  que  en  nuestro  sentir  son  una  misma  cosa;  como  convenio 
y  como  ley  no  tiene  fuerza  desde  la  firma,  sino  desde  el  canje  de  los  docu- 
mentos de  ratificación  entre  las  Altas  Partes  concordantes.  Y  como  siendo 
ley  necesita  promulgación,  y  en  el  mismo  Concordato  no  se  hace  mención 
de  ella,  lógico  es  concluir  que  el  mismo  canje  tiene  un  valor  de  promulga- 
ción. El  canje  se  hizo,  como  estaba  previsto  en  el  art.  25,  el  27  de  octubre 
de  1953,  a  los  dos  meses  de  la  firma,  en  la  Ciudad  Vaticana. 

633.  Vacación.  No  se  señala  tiempo  alguno,  entre  la  promulgación  o 
canje  y  el  momento  en  que  el  Concordato  comience  a  desplegar  su  fuerza 
obligatoria;  así  como  señala  el  can.  9  tres  meses  de  vacación  a  las  leyes  pon- 
tificias, contados  desde  su  promulgación  que  generalmente  se  hace  por  su 
edición  en  Acta  Apostolicae  Sedis;  y  se  juzga  hecha  la  promulgación  en  el 
día  de  la  fecha  que  lleva  el  número  respectivo  de  aquella  revista  oficial  de 
la  Santa  Sede.  Durante  esos  tres  meses  de  vacación  no  tienen  fuerza  obli- 
gatoria las  leyes  pontificias.  Se  concede  ese  plazo  para  que  dichas  leyes 
fácilmente  puedan  llegar  a  noticia  de  los  subditos,  antes  de  obligarlos.  Pero 
a  las  leyes  concordadas  no  suele  concederse  plazo  de  vacación  antes  de 
que  obliguen;  tal  vez  porque  el  Concordato  se  da  a  conocer  públicamente 
después  de  la  firma;  y  desde  entonces  hasta  su  ratificación  suele  señalarse 
el  plazo  de  dos  meses,  en  el  cual  puede  ser  fácilmente  conocido;  y  por  lo 
común  no  suele  modificarse  el  Concordato  entre  la  firma  y  la  ratificación 
(n.  70). 

634.  Fuerza.  "Con  la  entrada  en  vigor  de  este  Concordato,  se  entien- 
den derogadas  todas  las  disposiciones  contenidas  en  leyes,  decretos,  órdenes 
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y  Reglamentos,  que  en  cualquier  forma  se  opongan  a  lo  que  en  él  se  esta- 
blece" (art.  36,  n.  2,  §  1). 

Atendida  la  letra  de  este  párrafo  diríamos  que  todas  las  disposiciones 
civiles  opuestas  al  Concordato  cesan  por  si  mismas  por  el  mero  hecho  de 
la  entrada  en  vigor,  sin  necesidad  de  declaración  de  la  caducidad.  Sin  em- 
bargo, aunque  esto  sea  admisible  en  cuanto  a  los  artículos  claros  y  senci- 
llos, de  hecho  los  funcionarios  del  Estado  no  se  han  atrevido  a  proceder 
en  contra  de  lo  hasta  entonces  legislado,  sin  recibir  antes  instrucciones  del 
Gobierno;  v.  gr.,  en  cuanto  a  la  exención  tributaria  establecida  en  el 
art.  20;  y  así  han  tenido  largo  tiempo  estancados  los  asuntos  pendientes  de 
resolución.  Apóyanse  en  lo  que  a  continuación  se  dispone. 

635.  Disposiciones  de  derecho  interno  para  la  ejecución  del  Concor- 
dato. ''El  Estado  español  promulgará  en  el  plazo  de  un  año  las  disposicio- 
nes de  derecho  interno  que  sean  necesarias  para  la  ejecución  de  este  Con- 
cordato" (§  2). 

Esto  supone  un  recorrido  a  toda  la  legislación  civil  en  sus  diversos  Có- 
digos: el  civil,  el  penal,  las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil  y  criminal,  el  Có- 
digo de  Justicia  Militar,  las  leyes  administrativas,  etc.  Mucho  campo  para 
ser  recorrido  en  un  año ;  por  eso  el  plazo  se  ha  ido  prorrogando  varios  años ; 
y  aunque  es  mucho  lo  que  se  ha  hecho  en  esta  labor  de  acomodación  de  la 
legislación  civil  al  Concordato,  v.  gr.,  la  reforma  del  régimen  del  matrimo- 
nio, la  del  registro  civil,  etc.,  aún  queda  no  poco  que  hacer. 

De  suyo  este  artículo  no  exige  que  estas  disposiciones  para  la  ejecución 
del  Concordato  sean  concordadas;  el  artículo  dice  que  serán  disposicio- 
nes de  derecho  interno,  esto  es,  meramente  civil.  Claro  está  que  ellas  ten- 
drían más  firmeza  si  fuesen  concordadas,  como  tal  vez  deseara  algún  Mi- 
nistro del  Gobierno,  para  que  así  no  pudiese  otro  Ministro  cambiarlas  con 
menoscabo  de  lo  concordado;  pero  esto  podría  tener  el  inconveniente  de 
una  excesiva  fijeza  en  tales  disposiciones,  que  andando  el  tiempo  conven- 
dría modificarlas,  sin  que  por  eso  se  faltase  a  lo  convenido  en  el  Concor- 
dato. Además,  es  sabido  que  en  estas  reformas  y  disposiciones  civiles,  que 
afectan  al  Concordato,  el  Gobierno  suele  proceder  en  inteligencia  con  la 
Iglesia  por  medio  de  la  Nunciatura. 

Pero  hay  en  el  mismo  Concordato  puntos  indicados,  que  han  de  irse 
resolviendo  de  acuerdo  entre  ambas  potestades,  y  por  tanto  por  disposición 
concordada;  así  la  revisión  de  las  circunscripciones  diocesanas  (art.  9); 
el  régimen  de  capellanías  (art.  12);  la  creación  del  patrimonio  eclesiástico 
(art.  19);  el  reconocimiento,  a  efectos  civiles,  de  los  estudios  hechos  en  los 
centros  de  enseñanza  de  la  Iglesia  (art.  31),  Para  la  realización  de  estos 
puntos  pendientes  no  se  señala  en  el  Concordato  plazo  fijo.  El  arreglo  del 
régimen  de  capellanías  se  dispone  que  se  hará  lo  antes  posible.  Sin  embargo, 
aún  no  se  ha  hecho.  Tampoco  la  creación  del  patrimonio  eclesiástico.  El 
arreglo  de  las  circunscripciones  diocesanas  está  casi  terminado;  el  recono- 
cimiento de  los  estudios  hechos  en  centros  de  la  Iglesia  se  va  haciendo  pau- 
latinamente, en  cuanto  lo  permite  su  dificultad. 

En  suma  podemos  decir  que  ha  sido  fecunda  la  labor  del  Estado  español 
en  los  siete  años  del  Concordato,  para  cumplir  la  obligación  contraída  de 
acomodar  a  él  su  legislación,  y  de  ir  completando  lo  que  en  él  quedó  pen- 
diente de  resolución  por  mutuo  acuerdo. 
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APENDICE  I 


CONCORDATO  ENTRE  LA  SANTA  SEDE  Y  ESPAÑA 
19  5  3 


En  el  nombre  de  la  Sanlisiina  Trinidad 

La  Santa  Sede  Apostólica  y  el  Estado  español,  animados  del  deseo  de 
asegurar  una  fecunda  colaboración  para  el  mayor  bien  de  la  vida  religiosa 
y  civil  de  la  Nación  española,  han  determinado  estipular  un  Concordato 
que,  reasumiendo  los  Convenios  anteriores  y  completándolos,  constituya 
la  norma  que  ha  de  regular  las  reciprocas  relaciones  de  las  Altas  Partes 
contratantes,  en  conformidad  con  la  Ley  de  Dios  y  la  tradición  católica  de 
la  Nación  española. 

A  este  fin  Su  Santidad  el  Papa  Pió  XII  ha  tenido  a  bien  nombrar  por  su 
Plenipotenciario  a  : 

Su  Excelencia  Reverendísima  Monseñor  Domenico  Tardini,  Pro-Secreta- 
rio de  Estado  para  los  Asuntos  Eclesiásticos  Extraordinarios,  y 

Su  Excelencia  el  Jefe  del  Estado  español,  Dox  Francisco  Franco  Baha- 
MONDE,  ha  tenido  a  bien  nombrar  por  Sus  Plenipotenciarios  al 

Excmo.  Señor  Don  Alberto  Martin  Artajo,  Ministro  de  Asuntos  Exterio- 
res, y  al 

Excmo.  Señor  Don  Fernando  María  Castiella  y  Maiz,  Embajador  de  Es- 
paña cerca  de  la  Santa  Sede, 

quienes,  después  de  entregadas  sus  respectivas  Plenipotencias  y  recono- 
cida la  autenticidad  de  las  mismas,  han  convenido  lo  siguiente: 

Artículo  I.  La  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana  sigue  siendo  la 
única  de  la  Nación  española  y  gozará  de  los  derechos  y  de  las  prerrogativas 
que  le  corresponden  en  conformidad  con  la  Ley  Divina  y  el  Derecho  Ca- 
nónico. 

Art.  II.  1.  El  Estado  español  reconoce  a  la  Iglesia  Católica  el  carác- 
ter de  sociedad  perfecta  y  le  garantiza  el  libre  y  pleno  ejercicio  de  su  po- 
der espiritual  y  de  su  jurisdicción,  asi  como  el  libre  y  público  ejercicio  del 
culto. 

2.  En  particular,  la  Santa  Sede  podrá  libremente  promulgar  y  publicar 
en  España  cualquier  disposición  relativa  al  gobierno  de  la  Iglesia  y  comu- 
nicar sin  impedimento  con  los  Prelados,  el  clero  y  los  fieles  del  país,  de 
la  misma  manera  que  éstos  podrán  hacerlo  con  la  Santa  Sede. 

Gozarán  de  las  mismas  facultades  los  Ordinarios  y  las  otras  Autoridades 
eclesiásticas  en  lo  referente  a  su  Clero  y  fieles. 
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Art.  III.  1.  El  Estado  español  reconoce  la  personalidad  jurídica  inter- 
nacional de  la  Santa  Sede  y  del  Estado  de  la  Ciudad  del  Vaticano. 

2.  Para  mantener,  en  la  forma  tradicional,  las  amistosas  relaciones 
entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  español,  continuarán  permanentemente  acre- 
ditados un  Embajador  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede  y  un  Nuncio  Apos- 
tólico en  Madrid.  Este  será  el  decano  del  Cuerpo  Diplomático,  en  los  tér- 
minos del  Derecho  consuetudinario. 

Art.  IV.  1.  El  Estado  español  reconoce  la  personalidad  jurídica  y  la 
plena  capacidad  de  adquirir,  poseer  y  administrar  toda  clase  de  bienes  a 
todas  las  instituciones  y  asociaciones  religiosas,  existentes  en  España  a  la 
entrada  en  vigor  del  presente  Concordato,  constituidas  según  el  Derecho 
Canónico;  en  particular  a  las  Diócesis  con  sus  instituciones  anejas,  a  las 
Parroquias,  a  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas,  las  Sociedades  de 
vida  común  y  los  Institutos  seculares  de  perfección  cristiana  canónicamente 
reconocidos,  sean  de  derecho  pontificio  o  de  derecho  diocesano,  a  sus  pro- 
vincias y  a  sus  casas. 

2.  Gozarán  de  igual  reconocimiento  las  entidades  de  la  misma  natu- 
raleza que  sean  ulteriormente  erigidas  o  aprobadas  en  España  por  las  Auto- 
ridades eclesiásticas  competentes,  con  la  sola  condición  de  que  el  decreto 
de  erección  o  de  aprobación  sea  comunicado  oficialmente  por  escrito  a  las 
Autoridades  competentes  del  Estado. 

3.  La  gestión  ordinaria  y  extraordinaria  de  los  bienes  pertenecientes 
a  entidades  eclesiásticas  o  asociaciones  religiosas  y  la  vigilancia  e  inspec- 
ción de  dicha  gestión  de  bienes  corresponderán  a  las  Autoridades  compe- 
tentes de  la  Iglesia. 

Art.  V.  El  Estado  tendrá  por  festivos  los  días  establecidos  como  tales 
por  la  Iglesia  en  el  Código  de  Derecho  Canónico  o  en  otras  disposiciones 
particulares  sobre  festividades  locales,  y  dará,  en  su  legislación,  las  facili- 
dades necesarias  para  que  los  fieles  puedan  cumplir  en  esos  días  sus  deberes 
religiosos. 

Las  Autoridades  civiles,  tanto  nacionales  como  locales,  velarán  por  la 
debida  observancia  del  descanso  en  los  días  festivos. 

Art.  VI.  Conforme  a  las  concesiones  de  los  Sumos  Pontífices  San  Pío  V 
y  Gregorio  XIII,  los  sacerdotes  españoles  diariamente  elevarán  preces  por 
España  y  por  el  Jefe  del  Estado,  según  la  fórmula  tradicional  y  las  prescrip- 
ciones de  la  Sagrada  Liturgia. 

Art.  VII.  Para  el  nombramiento  de  los  Arzobispos  y  Obispos  residen- 
ciales y  de  los  Coadjutores  con  derecho  de  sucesión,  continuarán  rigiendo 
las  normas  del  Acuerdo  estipulado  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español 
el  7  de  junio  de  1941. 

Art.  VIII.  Continuará  subsistiendo  en  Ciudad  Real  el  Priorato  Nullius 
de  las  Ordenes  ^Militares. 

Para  el  nombramiento  del  Obispo  Prior  se  aplicarán  las  normas  a  que  se 
refiere  el  artículo  anterior. 

Art.  IX.  1.  A  fin  de  evitar,  en  lo  posible,  que  las  Diócesis  abarquen 
territorios  pertenecientes  a  diversas  provincias  civiles,  las  Altas  Partes  con- 
tratantes procederán,  de  común  acuerdo,  a  una  revisión  de  las  circunscrip- 
ciones diocesanas. 

Asimismo,  la  Santa  Sede,  de  acuerdo  con  el  Gobierno  español,  tomará 
las  oportunas  disposiciones  para  eliminar  los  enclaves. 

Ninguna  parte  del  territorio  español  o  de  soberanía  de  España  depen- 
derá de  Obispo  cuya  sede  se  encuentre  en  territorio  sometido  a  la  soberanía 
de  otro  Estado,  y  ninguna  Diócesis  española  comprenderá  zonas  de  terri- 
torio sujeto  a  soberanía  extranjera,  con  excepción  del  Principado  de  An- 
dorra que  continuará  perteneciendo  a  la  Diócesis  de  Urgel. 
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2.  Para  la  erección  de  una  nueva  Diócesis  o  provincia  eclesiástica  y 
para  otros  cambios  de  circunscripciones  diocesanas  que  pudieran  juzgarse 
necesarios,  la  Santa  Sede  se  pondrá  previamente  de  acuerdo  con  el  Go- 
bierno español,  salvo  si  se  tratase  de  mínimas  rectificaciones  de  territori'» 
reclamadas  por  el  bien  de  las  almas. 

3.  El  Estado  español  se  compromete  a  proveer  a  las  necesidades  eco- 
nómicas de  las  Diócesis  que  en  el  futuro  se  erijan  aumentando  adecuada- 
mente la  dotación  establecida  en  el  art.  XIX. 

El  Estado,  además,  por  sí  o  por  medio  de  las  Corporaciones  locales  inte- 
resadas, contribuirá  con  una  subvención  extraordinaria  a  los  gastos  ini- 
ciales de  organización  de  las  nuevas  Diócesis;  en  particular  subvencionará 
la  construcción  de  las  nuevas  Catedrales  y  de  los  edificios  destinados  a  resi- 
dencia del  Prelado,  oficinas  de  la  Curia  y  Seminarios  diocesanos. 

Art.  X.    En  la  provisión  de  los  beneficios  no  consistoriales  se  segui 
rán  aplicando  las  disposiciones  del  Acuerdo  estipulado  el  16  de  julio 
de  1946. 

Art.  XI.  1.  La  Autoridad  eclesiástica  podrá  libremente  erigir  nuevas 
Parroquias  y  modificar  los  límites  de  las  ya  existentes. 

Cuando  estas  medidas  impliquen  un  aumento  de  contribución  econó- 
mica del  Estado,  la  Autoridad  eclesiástica  habrá  de  ponerse  de  acuerdo, 
con  la  competente  autoridad  del  Estado,  por  lo  que  se  refiere  a  dicha  con- 
tribución. 

2.  Si  la  Autoridad  eclesiástica  considerase  oportuno  agrupar,  de  modo 
provisional  o  definitivo,  varias  Parroquias,  bien  sea  confiándolas  a  un  solo 
Párroco,  asistido  de  uno  o  varios  Coadjutores,  bien  reuniendo  en  un  solo 
presbiterio  a  varios  sacerdotes,  el  Estado  mantendrá  inalteradas  las  dota- 
ciones asignadas  a  dichas  Parroquias.  Las  dotaciones  para  las  Parroquias 
que  estén  vacantes  no  pueden  ser  distintas  de  las  dotaciones  para  las  Pa- 
rroquias que  estén  provistas. 

Art.  XII.  La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  regularán,  en  Acuerdo 
aparte  y  lo  antes  posible,  cuanto  se  refiere  al  régimen  de  Capellanías  y  Fun- 
daciones pías  en  España. 

•  Art.  XIII.  1.  En  consideración  de  los  vínculos  de  piedad  y  devoción 
que  han  unido  a  la  Nación  española  con  la  Patriarcal  Basílica  de  Santa 
María  la  Mayor,  la  Santa  Sede  confirma  los  tradicionales  privilegios  hono- 
ríficos y  las  otras  disposiciones  en  favor  de  España  contenidos  en  la  Bula 
Hispaniariim  fidelitas  del  5  de  agosto  de  1953. 

2.  La  Santa  Sede  concede  que  el  español  sea  uno  de  los  idiomas  admi- 
tidos para  tratar  las  causas  de  beatificación  y  canonización  en  la  Sagrada 
Congregación  de  Ritos. 

Art.  XIV.  Los  clérigos  y  los  religiosos  no  estarán  obligados  a  asumir 
cargos  públicos  o  funciones  que,  según  las  normas  del  Derecho  Canónico, 
sean  incompatibles  con  su  estado. 

Para  ocupar  empleos  o  cargos  públicos,  necesitarán  el  Nihil  obstat  de 
su  Ordinario  propio  y  el  del  Ordinario  del  lugar  donde  hubieren  de  desem- 
peñar su  actividad.  Revocado  el  Nihil  obstat,  no  podrán  continuar  ejer- 
ciéndolos. 

Art.  XV.  Los  clérigos  y  religiosos,  ya  sean  éstos  profesos  o  novicios, 
están  exentos  del  servicio  militar,  conforme  a  los  cánones  121  y  614  del 
Código  de  Derecho  Canónico. 

Al  respecto,  continúa  en  vigor  lo  convenido  entre  las  Altas  Partes  con- 
tratantes en  el  Acuerdo  de  5  de  agosto  de  1950  sobre  jurisdicción  castrense. 

Art.  XVI.  1.  Los  Prelados  de  quienes  habla  el  párrafo  2  del  canon  120 
del  Código  de  Derecho  Canónico  no  podrán  ser  emplazados  ante  un  juez 
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laico  sin  que  se  haya  obtenido  previamente  la  necesaria  licencia  de  la 
Santa  Sede. 

2.  La  Santa  Sede  consiente  en  que  las  causas  contenciosas  sobre  bie- 
nes o  derechos  temporales  en  las  cuales  fueren  demandados  clérigos  o  reli- 
giosos sean  tramitadas  ante  los  Tribunales  del  Estado,  previa  notificación 
al  Ordinario  del  lugar  en  que  se  instruye  el  proceso  al  cual  deberán 
también  ser  comunicadas  en  su  dia  las  correspondientes  sentencias  o  de- 
cisiones. 

3.  El  Estado  reconoce  y  respeta  la  competencia  privativa  de  los  Tri- 
bunales de  la  Iglesia  en  aquellos  delitos  que  exclusivamente  violan  una  Ley 
eclesiástica,  conforme  al  canon  2198  del  Código  de  Derecho  Canónico. 

Contra  las  sentencias  de  estos  Tribunales  no  procederá  recurso  alguno 
ante  las  Autoridades  civiles. 

4.  La  Santa  Sede  consiente  en  que  las  causas  criminales  contra  los 
clérigos  o  religiosos  por  los  demás  delitos,  previstos  por  las  leyes  penales 
del  Estado,  sean  juzgadas  por  los  Tribunales  del  Estado. 

Sin  embargo,  la  Autoridad  judicial,  antes  de  proceder,  deberá  solicitar, 
sin  perjuicio  de  las  medidas  precautorias  del  caso,  y  con  la  debida  reserva, 
el  consentimiento  del  Ordinario  del  lugar  en  que  se  instruye  el  proceso. 

En  el  caso  en  que  éste,  por  graves  motivos,  se  crea  en  el  deber  de  negar 
dicho  consentimiento,  deberá  comunicarlo  por  escrito  a  la  Autoridad  com- 
petente. 

El  proceso  se  rodeará  de  las  necesarias  cautelas  para  evitar  toda  pu- 
blicidad. 

Los  resultados  de  la  instrucción  asi  como  la  sentencia  definitiva  del 
proceso,  tanto  en  primera  como  en  ulterior  instancia,  deberán  ser  solicita- 
mente  notificados  al  Ordinario  del  lugar  arriba  mencionado. 

5.  En  caso  de  detención  o  arresto,  los  clérigos  y  religiosos  serán  tra- 
tados con  las  consideraciones  debidas  a  su  estado  y  a  su  grado  jerárquico. 

Las  penas  de  privación  de  libertad  serán  cumplidas  en  una  casa  ecle- 
siástica o  religiosa  que,  a  juicio  del  Ordinario  del  lugar  y  de  la  Autoridad 
judicial  del  Estado,  ofrezca  las  convenientes  garantías;  o,  al  menos,  en 
locales  distintos  de  los  que  se  destinan  a  los  seglares,  a  no  ser  que  la  Auto- 
ridad eclesiástica  competente  hubiere  reducido  al  condenado  al  estado 
laical. 

Les  serán  aplicables  los  beneficios  de  la  libertad  condicional  y  los  demás 
establecidos  en  la  legislación  del  Estado. 

6.  Caso  de  decretarse  embargo  judicial  de  bienes,  se  dejará  a  los  ecle- 
siásticos lo  que  sea  necesario  para  su  honesta  sustentación  y  el  decoro  de 
su  estado,  quedando  en  pie,  no  obstante,  la  obligación  de  pagar  cuanto 
antes  a  sus  acreedores. 

7.  Los  clérigos  y  los  religiosos  podrán  ser  citados  como  testigos  ante 
los  Tribunales  del  Estado;  pero  si  se  tratase  de  juicios  criminales  por  de- 
litos a  los  que  la  ley  señale  penas  graves  deberá  pedirse  la  licencia  del 
Ordinario  del  lugar  en  que  se  instruye  el  proceso.  Sin  embargo,  en  ningún 
caso  podrán  ser  requeridos,  por  los  Magistrados  ni  por  otras  Autoridades, 
a  dar  informaciones  sobre  personas  o  materias  de  las  que  hayan  tenido 
conocimiento  por  razón  del  Sagrado  Ministerio. 

Aht.  XVII.  va  uso  del  hábito  eclesiástico  o  religioso  por  los  seglares  o 
por  aquellos  clérigos  o  religiosos  a  quienes  les  haya  sido  prohibido  por  deci- 
sión firme  de  las  Autoridades  eclesiásticas  competentes,  está  prohibido  y 
será  castigado,  una  vez  conuinicada  oficialmente  al  Gobierno,  con  las  mis- 
mas sanciones  y  penas  que  se  aplican  a  los  que  usan  indebidamente  el  uni- 
forme militar. 

Aht.  XVIII.  La  Iglesia  puede  libremente  recabar  de  los  fieles  las  pres- 
taciones autorizadas  por  el  Derecho  Canónico,  organizar  colectas  y  recibir 
sumas  y  bienes,  muebles  e  inmuei)les,  para  la  prosecución  de  sus  propios 
fines. 
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Art.  XIX.  1.  La  Iglesia  y  el  Estado  estudiarán,  de  común  acuerdo,  la 
creación  de  un  adecuado  patrimonio  eclesiástico  que  asegure  una  congrua 
dotación  del  culto  y  del  clero. 

2.  Mientras  tanto  el  Estado,  a  titulo  de  indemnización  por  las  pasadas 
desamortizaciones  de  bienes  eclesiásticos  y  como  contribución  a  la  obra 
de  la  Iglesia  en  favor  de  la  Nación,  le  asignará  anualmente  una  adecuada 
dotación.  Esta  comprenderá,  en  particular,  las  consignaciones  correspon- 
dientes a  los  Arzobispos  y  Obispos  diocesanos,  los  Coadjutores,  Auxiliares, 
Vicarios  Generales,  los  Cabildos  Catedralicios  y  de  las  Colegiatas,  el  Clero 
parroquial,  asi  como  las  asignaciones  en  favor  de  los  Seminarios  y  Univer- 
sidades eclesiásticas  y  para  el  ejercicio  del  culto. 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  dotación  de  Beneficios  no  consistoriales  y  a 
las  subvenciones  para  los  Seminarios  y  las  Universidades  eclesiásticas,  con- 
tinuarán en  vigor  las  normas  fijadas  en  los  respectivos  Acuerdos  del  16  de 
julio  y  8  de  diciembre  de  1946. 

Si  en  el  futuro  tuviese  lugar  una  alteración  notable  de  las  condiciones 
económicas  generales,  dichas  dotaciones  serán  oportunamente  adecuadas 
a  las  nuevas  circunstancias,  de  forma  que  siempre  quede  asegurado  el  sos- 
tenimiento del  culto  y  la  congrua  sustentación  del  clero. 

3.  El  Estado,  fiel  a  la  tradición  nacional,  concederá  anualmente  subven- 
ciones para  la  construcción  y  conservación  de  Templos  parroquiales  y  rec- 
torales y  Seminarios;  el  fomento  de  las  Ordenes,  Congregaciones  o  Insti- 
tutos eclesiásticos  consagrados  a  la  actividad  misional  y  el  cuidado  de  los 
Monasterios  de  relevante  valor  histórico  en  España,  asi  como  para  ayudar 
al  sostenimiento  del  Colegio  Español  de  San  José  y  de  la  Iglesia  y  Residencia 
españolas  de  Montserrat,  en  Roma. 

4.  El  Estado  prestará  a  la  Iglesia  su  colaboración  para  crear  y  finan- 
ciar Instituciones  asistenciales  en  favor  del  clero  anciano,  enfermo  o  in- 
válido. Igualmente  asignará  una  adecuada  pensión  a  los  Prelados  residen- 
ciales que,  por  razones  de  edad  o  salud,  se  retiran  de  su  cargo. 

Art,  XX.  1.  Gozarán  de  exención  de  impuestos  y  contribuciones  de 
índole  estatal  o  local : 

a)  las  Iglesias  y  Capillas  destinadas  al  culto,  y,  asimismo,  los  edificios 
y  locales  anejos  destinados  a  su  servicio  o  a  sede  de  asociaciones  ca- 
tólicas; 

b)  la  residencia  de  los  Obispos,  de  los  canónigos  y  de  los  sacerdotes  con 
cura  de  almas,  siempre  que  el  inmueble  sea  propiedad  de  la  Iglesia; 

c)  los  locales  destinados  a  oficinas  de  la  Curia  diocesana  y  a  oficinas 
parroquiales; 

d)  Las  Universidades  eclesiásticas  y  los  Seminarios  destinados  a  la 
formación  del  clero; 

e)  las  casas  de  las  Ordenes,  Congregaciones  e  Institutos  religiosos  y 
seculares  canónicamente  establecidos  en  España; 

/)  los  colegios  u  otros  centros  de  enseñanza,  dependientes  de  la  Jerar- 
quía eclesiástica,  que  tengan  la  condición  de  benéfico-docentes. 

Están  comprendidos  en  la  exención  los  huertos,  jardines  y  dependencias 
de  los  inmuebles  arriba  enumerados,  siempre  que  no  estén  destinados  a 
industria  o  a  cualquier  otro  uso  de  carácter  lucrativo. 

2.  Gozarán  igualmente  de  total  exención  tributaria  los  objetos  destina- 
dos al  culto  católico,  así  como  la  publicación  de  las  instrucciones,  ordenan- 
zas, cartas  pastorales,  boletines  diocesanos  y  cualquier  otro  documento  de 
las  Autoridades  eclesiásticas  competentes  referente  al  gobierno  espiritual 
de  los  fieles,  y  también  su  fijación  en  los  sitios  de  costumbre. 

3.  Están  igualmente  exentas  de  todo  impuesto  o  coniríbución,  las  do- 
taciones del  culto  y  clero  a  que  se  refiere  el  art.  XIX,  y  el  ejercicio  del  mi- 
nisterio sacerdotal. 

4.  Todos  los  demás  bienes  de  entidades  o  oersonas  eclesiásticas,  asi 
como  los  ingresos  de  éstas  que  no  provengan  del  ejercicio  de  actividades 
religiosas  propias  de  su  aposto'!ado  quedarán  sujetos  a  tributación  conforme 
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a  las  leyes  generales  del  Estado,  en  paridad  de  condición  con  las  demás 
instituciones  o  personas. 

5.  Las  donaciones,  legados  o  herencias  destinados  a  la  construcción  de 
edificios  del  culto  católico  o  de  casas  religiosas,  o,  en  general,  a  finalidades 
de  culto  o  religiosas,  serán  equiparados,  a  todos  los  efectos  tributarios,  a 
aquellos  destinados  a  fines  benéficos  o  benéfico-docentes. 

Art.  XXI.  1.  En  cada  Diócesis  se  constituirá  una  Comisión  que,  bajo 
la  presidencia  del  Ordinario,  vigilará  la  conservación,  la  reparación  y  las 
eventuales  reformas  de  los  Templos,  Capillas  y  edificios  eclesiásticos  decla- 
rados monumentos  nacionales,  históricos  o  artisticos,  asi  como  de  las  anti- 
güedades y  obras  de  arte  que  sean  propiedad  de  la  Iglesia  o  le  estén  con- 
fiadas en  usufructo  o  en  depósito  y  que  hayan  sido  declaradas  de  relevante 
mérito  o  de  importancia  histórica  nacional. 

2.  Estas  Comisiones  serán  nombradas  por  el  Ministerio  de  Educación 
Nacional  y  estarán  compuestas,  en  una  mitad,  por  miembros  elegidos  por  el 
Obispo  y  aprobados  por  el  Gobierno  y,  en  la  otra,  por  miembros  designados 
por  el  Gobierno  con  la  aprobación  del  Obispo. 

3.  Dichas  Comisiones  tendrán  también  competencia  en  las  excavacio- 
nes que  interesen  a  la  arqueología  sagrada,  y  cuidarán  con  el  Ordinario 
para  que  la  reconstrucción  y  reparación  de  los  edificios  eclesiásticos  arri- 
ba citados  se  ajusten  a  las  normas  técnicas  y  artísticas  de  la  legislación 
general,  a  las  prescripciones  de  la  Liturgia  y  a  las  exigencias  del  Arte 
Sagrado. 

Vigilarán,  igualmente,  el  cumplimiento  de  las  condiciones  establecidas 
por  las  leyes,  tanto  civiles  como  canónicas,  sobre  enajenación  y  exporta- 
ción de  objetos  de  mérito  histórico  o  de  relevante  valor  artístico  que  sean 
propiedad  de  la  Iglesia  o  que  ésta  tuviera  en  usufructo  o  en  depósito. 

4.  La  Santa  Sede  consiente  en  que,  caso  de  venta  de  tales  objetos  por 
subasta  pública,  a  tenor  de  las  normas  del  Derecho  Canónico,  se  dé  opción 
de  compra,  en  paridad  de  condiciones,  al  Estado. 

5.  Las  Autoridades  eclesiásticas  darán  facilidades  para  el  estudio  de 
los  documentos  custodiados  en  los  archivos  eclesiásticos  públicos  exclusi- 
vamente dependientes  de  aquéllas.  Por  su  parte,  el  Estado  prestará  la  ayuda 
técnica  y  económica  conveniente  para  la  instalación,  catalogación  y  con- 
servación de  dichos  archivos. 

Art.  XXII.  1.  Queda  garantizada  la  inviolabilidad  de  las  Iglesias,  Ca- 
pillas, Cementerios  y  demás  lugares  sagrados,  según  prescribe  el  canon  1160 
del  Código  de  Derecho  Canónico. 

2.  Queda  igualmente  garantizada  la  inviolabilidad  de  los  Palacios  y 
Curias  Episcopales,  de  los  Seminarios,  de  las  casas  y  despachos  parroquia- 
les y  rectorales  y  de  las  casas  religiosas  canónicamente  establecidas. 

3.  Salvo  en  caso  de  urgente  necesidad,  la  fuerza  pública  no  podrá  entrar 
en  los  citados  edificios,  para  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  el  consenti- 
miento de  la  competente  Autoridad  eclesiástica. 

4.  Si  por  grave  necesidad  pública,  particularmente  en  tiempo  de  guerra, 
fuese  necesario  ocupar  temporalmente  alguno  de  los  citados  edificios,  ello 
deberá  hacerse  previo  acuerdo  con  el  Ordinario  competente. 

Si  razones  de  absoluta  urgencia  no  permitiesen  hacerlo,  la  Autoridad 
que  proceda  a  la  ocupación  deberá  informar  inmediatametne  al  mismo 
Ordinario. 

5.  Dichos  edificios  no  podrán  ser  demolidos  sino  de  acuerdo  con  el 
Ordinario  competente,  salvo  en  caso  de  absoluta  urgencia,  como  por  motivo 
de  guerra,  incendio  o  inundación. 

6.  En  caso  de  expropiación  por  utilidad  pública,  será  siempre  previa- 
mente oída  la  Autoridad  eclesiástica  competente,  incluso  en  lo  que  se  re- 
fiere a  la  cuantía  de  la  indemnización.  No  se  ejercitará  ningún  acto  de 
expropiación  sin  que  los  bienes  a  expropiar,  cuando  sea  el  caso,  hayan  sido 
privados  de  su  carácter  sagrado. 
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7.  Los  Ordinarios  diocesanos  y  los  Superiores  religiosos,  según  su  res- 
pectiva competencia,  quedan  obligados  a  velar  por  la  observancia,  en  los 
edificios  citados,  de  las  leyes  comunes  vigentes  en  materia  de  seguridad  y 
de  sanidad  pública. 

Art.  XXIIL  El  Estado  español  reconoce  plenos  efectos  civiles  al  matri- 
monio celebrado  según  las  normas  del  Derecho  Canónico. 

Art.  XXIV.  1.  El  Estado  español  reconoce  la  competencia  exclusiva 
de  los  Tribunales  y  Dicasterios  eclesiásticos  en  las  causas  referentes  a  la 
nulidad  del  matrimonio  canónico  y  a  la  separación  de  los  cónyuges,  en  la 
dispensa  del  matrimonio  rato  y  no  consumado  y  en  el  procedimiento  relativo 
al  Privilegio  Paulino. 

2.  Incoada  y  admitida  ante  el  Tribunal  eclesiástico  una  demanda  de 
separación  o  de  nulidad,  corresponde  al  Tribunal  civil  dictar,  a  instancia 
de  la  parte  interesada,  las  normas  y  medidas  precautorias  que  regulen  los 
efectos  civiles  relacionados  con  el  procedimiento  pendiente. 

3.  Las  sentencias  y  resoluciones  de  que  se  trate,  cuando  sean  firmes  y 
ejecutivas,  serán  comunicadas  por  el  Tribunal  eclesiástico  al  Tribunal  civil 
competente,  el  cual  decretará  lo  necesario  para  su  ejecución  en  cuanto  a 
efectos  civiles  y  ordenará  — cuando  se  trate  de  nulidad,  de  dispensa  "super 
rato"  o  aplicación  del  Privilegio  Paulino —  que  sean  anotadas  en  el  Regis- 
tro del  Estado  Civil  al  margen  del  acta  de  matrimonio. 

4.  En  general  todas  las  sentencias,  decisiones  en  via  administrativa  y 
decretos  emanados  de  las  Autoridades  eclesiásticas  en  cualquier  materia 
dentro  del  ámbito  de  su  competencia,  tendrán  también  efecto  en  el  orden 
civil  cuando  hubieren  sido  comunicados  a  las  competentes  Autoridades 
del  Estado,  las  cuales  prestarán,  además,  el  apoyo  necesario  para  su  eje- 
cución. 

Art.  XXV.  1.  La  Santa  Sede  confirma  el  privilegio  concedido  a  España 
de  que  sean  conocidas  y  decididas  determinadas  causas  ante  el  Tribunal 
de  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica,  conforme  al  Motii  proprio  Ponti- 
ficio del  7  de  abril  de  1947  que  restablece  dicho  Tribunal. 

2.  Siempre  formarán  parte  del  Tribunal  de  la  Sagrada  Rota  Romana 
dos  Auditores  de  nacionalidad  española  que  ocuparán  las  sillas  tradiciona- 
les de  Aragón  y  Castilla. 

Art.  XXVI.  En  todos  los  centros  docentes  de  cualquier  orden  y  grado, 
sean  estatales  o  no  estatales,  la  enseñanza  se  ajustará  a  los  principios  del 
Dogma  y  de  la  Moral  de  la  Iglesia  Católica. 

Los  Ordinarios  ejercerán  libremente  su  misión  de  vigilancia  sobre  dichos 
centros  docentes  en  lo  que  concierne  a  la  pureza  de  la  Fe,  las  buenas  cos- 
tumbres y  la  educación  religiosa. 

Los  Ordinarios  podrán  exigir  que  no  sean  permitidos  o  que  sean  reti- 
rados los  libros,  publicaciones  y  material  de  enseñanza  contrarios  al  Dogma 
y  a  la  Moral  católica. 

Art.  XXVII.  1.  El  Estado  español  garantiza  la  enseñanza  de  la  Reli- 
gión Católica  como  materia  ordinaria  y  obligatoria  en  todos  los  centros  do- 
centes, sean  estatales  o  no  estatales,  de  cualquier  orden  o  grado. 

Serán  dispensados  de  tales  enseñanzas  los  hijos  de  no  católicos  cuando 
lo  soliciten  sus  padres  o  quienes  hagan  sus  veces. 

2.  En  las  Escuelas  primarias  del  Estado,  la  enseñanza  de  la  Religión 
será  dada  por  los  propios  maestros,  salvo  el  caso  de  reparo  por  parte  del 
Ordinario  contra  alguno  de  ellos  por  los  motivos  a  que  se  refiere  el  ca- 
non 1381,  párrafo  3.^  del  Código  de  Derecho  Canónico.  Se  dará  también, 
en  forma  periódica,  por  el  Párroco  o  su  delegado  por  medio  de  lecciones 
catequísticas. 

3.  En  los  centros  estatales  de  Enseñanza  Media,  la  enseñanza  de  la 
Religión  será  dada  por  profesores  sacerdotes  o  religiosos  y,  subsidiaria- 
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mente,  por  profesores  seglares  nombrados  por  la  Autoridad  civil  compe- 
tente a  propuesta  del  Ordinario  diocesano. 

Cuando  se  trate  de  Escuelas  o  Centros  Militares,  la  propuesta  correspon- 
derá al  Vicario  General  Castrense. 

4.  La  Autoridad  civil  y  la  eclesiástica,  de  común  acuerdo,  organizarán 
para  todo  el  territorio  nacional  pruebas  especiales  de  suficiencia  pedagó- 
gica para  aquellos  a  quienes  deba  ser  confiada  la  enseñanza  de  la  Religión 
en  las  Universidades  y  en  los  centros  estatales  de  Enseñanza  Media. 

Los  candidatos  para  estos  últimos  centros,  que  no  estén  en  posesión  de 
grados  académicos  mayores  en  las  Ciencias  Sagradas  (Doctores  o  Licencia- 
dos o  el  equivalente  en  su  Orden  si  se  trata  de  religiosos),  deberán  someterse 
también  a  especiales  pruebas  de  suficiencia  científica. 

Los  Tribunales  examinadores  para  ambas  pruebas  estarán  compuestos 
por  cinco  miembros,  tres  de  ellos  eclesiásticos,  uno  de  los  cuales  ocupará 
la  presidencia. 

5.  La  enseñanza  de  la  Religión  en  las  Universidades  y  en  los  centros 
a  ella  asimilados  se  dará  por  eclesiásticos  en  posesión  del  grado  académico 
de  Doctor,  obtenido  en  una  Universidad  eclesiástica,  o  del  equivalente  en 
su  Orden,  si  se  tratase  de  religiosos.  Una  vez  realizadas  las  pruebas  de  ca- 
pacidad pedagógica,  su  nombramiento  se  hará  a  propuesta  del  Ordinario 
diocesano. 

6.  Los  profesores  de  Religión  nombrados  conforme  a  lo  dispuesto  en 
los  números  3,  4  y  5  del  presente  articulo,  gozarán  de  los  mismos  derechos 
que  los  otros  profesores  y  formarán  parte  del  Claustro  del  centro  de  que 
se  trate. 

Serán  removidos  cuando  lo  requiera  el  Ordinario  diocesano  por  alguno 
de  los  motivos  contenidos  en  el  citado  canon  1381,  párrafo  3.°,  del  Código 
de  Derecho  Canónico. 

El  Ordinario  diocesano  deberá  ser  previamente  oido  cuando  la  remo- 
ción de  un  profesor  de  Religión  fuese  considerada  necesaria  por  la  Auto- 
ridad académica  competente  por  motivos  de  orden  pedagógico  o  de  dis- 
ciplina. 

7.  Los  profesores  de  Religión  en  las  escuelas  no  estatales  deberán 
poseer  un  especial  certificado  de  idoneidad  expedido  por  el  Ordinario 
propio. 

La  revocación  de  tal  certificado  les  priva,  sin  más,  de  la  capacidad  para 
la  enseñanza  religiosa. 

8.  Los  programas  de  Religión  para  las  escuelas,  tanto  estatales  como  no 
estatales,  serán  fijados  de  acuerdo  con  la  competente  Autoridad  eclesiástica. 

Para  la  enseñanza  de  la  Religión,  no  podrán  ser  adoptados  más  libros 
de  texto  que  los  aprobados  por  la  Autoridad  eclesiástica. 

Art.  XXVIII.  1.  Las  Universidades  del  Estado,  de  acuerdo  con  la  com- 
petente Autoridad  eclesiástica,  podrán  organizar  Cursos  sistemáticos,  espe- 
cialmente de  Filosofía  Escolástica,  Sagrada  Teología  y  Derecho  Canónico, 
con  programas  y  libros  de  texto  aprobados  por  la  misma  Autoridad  ecle- 
siástica. 

Podrán  enseñar  en  estos  Cursos  profesores  sacerdotes,  religiosos,  o  se- 
glares que  posean  grados  académicos  mayores  otorgados  por  una  Univer- 
sidad eclesiástica,  o  títulos  equivalentes  obtenidos  en  su  propia  Orden,  si 
se  trata  de  religiosos,  y  que  estén  en  posesión  del  Nihil  obstat  del  Ordinario 
diocesano. 

2.  Las  Autoridades  eclesiásticas  permitirán  que,  en  algunas  de  las  Uni- 
versidades dependientes  de  ellas,  se  matriculen  los  estudiantes  seglares  en 
las  Facultades  Superiores  de  Sagrada  Teología,  Filosofía,  Derecho  Canónico, 
Historia  Ixlesiástica,  etc.,  asistan  a  sus  cursos  — salvo  en  aquellos  que  por 
su  índole  estén  reservados  exclusivamente  a  los  estudiantes  eclesiásticos — 
y  en  ellas  alcancen  los  respectivos  títulos  académicos. 
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Art.  XXIX.  El  Estado  cuidará  de  que  en  las  instituciones  y  servicios 
de  formación  de  la  opinión  pública,  en  particular  en  los  programas  de  ra- 
diodifusión y  televisión,  se  dé  el  conveniente  puesto  a  la  exposición  y  de- 
fensa de  la  verdad  religiosa  por  medio  de  sacerdotes  y  religiosos  designados 
de  acuerdo  con  el  respectivo  Ordinario. 

Art.  XXX.  1.  Las  Universidades  eclesiásticas,  los  Seminarios  y  las 
demás  Instituciones  católicas  para  la  formación  y  la  cultura  de  los  clérigos 
y  religiosos,  continuarán  dependiendo  exclusivamente  de  la  Autoridad  ecle- 
siástica y  gozarán  del  reconocimiento  y  garantía  del  Estado. 

Seguirán  en  vigor  las  normas  del  Acuerdo  de  8  de  diciembre  de  1946  en 
todo  lo  que  concierne  a  los  Seminarios  y  Universidades  de  estudios  ecle- 
siásticos. 

El  Estado  procurará  ayudar  económicamente,  en  la  medida  de  lo  posi- 
ble, a  las  casas  de  formación  de  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas, 
especialmente  a  aquellas  de  carácter  misional. 

2.  Los  grados  mayores  en  Ciencias  eclesiásticas  conferidos  a  clérigos 
o  a  seglares,  por  las  Facultades  aprobadas  por  la  Santa  Sede,  serán  recono- 
cidos, a  todos  los  efectos,  por  el  Estado  español. 

3.  Dichos  grados  mayores  en  Ciencias  eclesiásticas,  serán  considerados 
titulo  suficiente  para  la  enseñanza,  en  calidad  de  profesor  titular,  de  las 
disciplinas  de  la  Sección  de  Letras  en  los  centros  de  Enseñanza  Media  de- 
pendientes de  la  Autoridad  eclesiástica. 

Art.  XXXI.  1.  La  Iglesia  podrá  libremente  ejercer  el  derecho  que  le 
compete,  según  el  canon  1375  del  Código  de  Derecho  Canónico,  de  organi- 
zar y  dirigir  escuelas  públicas  de  cualquier  orden  y  grado,  incluso  para 
seglares. 

En  lo  que  se  refiere  a  las  disposiciones  civiles  relativas  al  reconocimien- 
to, a  efectos  civiles,  de  los  estudios  que  en  ellas  se  realicen,  el  Estado  pro- 
cederá de  acuerdo  con  la  competente  Autoridad  eclesiástica. 

2.  La  Iglesia  podrá  fundar  Colegios  Mayores  o  Residencias,  adscritos 
a  los  respectivos  distritos  universitarios,  los  cuales  gozarán  de  los  benefi- 
cios previstos  por  las  leyes  para  tales  instituciones. 

Art.  XXXII.  1.  La  asistencia  religiosa  a  las  Fuerzas  Armadas  seguirá 
regulada  conforme  al  Acuerdo  del  5  de  agosto  de  1950. 

2.  Los  Ordinarios  diocesanos,  conscientes  de  la  necesidad  de  asegurar 
una  adecuada  asistencia  espiritual  a  todos  los  que  prestan  servicio  bajo 
las  armas,  considerarán  como  parte  de  su  deber  pastoral  proveer  al  Vica- 
riato Castrense  de  un  número  suficiente  de  sacerdotes  celosos  y  bien  pre- 
parados para  cumplir  dignamente  su  importante  y  delicada  misión. 

Art.  XXXIII.  El  Estado,  de  acuerdo  con  la  competente  Autoridad  ecle- 
siástica, proveerá  lo  necesario  para  que  en  los  hospitales,  sanatorios,  esta- 
blecimientos penitenciarios,  orfanatos  y  centros  similares,  se  asegure  la 
conveniente  asistencia  religiosa  a  los  acogidos,  y  para  que  se  cuide  la  for- 
mación religiosa  del  personal  adscrito  a  dichas  instituciones. 

Igualmente  procurará  el  Estado  que  se  observen  estas  normas  en  los  esta- 
blecimientos análogos  de  carácter  privado. 

Art.  XXXIV.  Las  Asociaciones  de  la  Acción  Católica  Española  podrán 
desenvolver  libremente  su  apostolado,  bajo  la  inmediata  dependencia  de  la 
Jerarquía  eclesiástica,  manteniéndose,  por  lo  que  se  refiere  a  actividades  de 
otro  género,  en  el  ámbito  de  la  legislación  general  del  Estado. 

Art.  XXXV.  1.  La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  procederán  de 
común  acuerdo  en  la  resolución  de  las  dudas  o  dificultades  que  pudieran 
surgir  en  la  interpretación  o  aplicación  de  cualquier  cláusula  del  presente 
Concordato,  inspirándose  para  ello  en  los  principios  que  lo  informan. 
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2.  Las  materiás  relativas  a  personas  y  cosas  eclesiásticas  de  las  cuales 
no  se  ha  tratado  en  los  artículos  precedentes  serán  reguladas  según  el  De- 
recho Canónico  vigente. 

Art.  XXXVI.  1.  El  presente  Concordato,  cuyos  textos  en  lengua  es- 
pañola e  italiana  hacen  fe  por  igual,  entrará  en  vigor  desde  el  momento  del 
canje  de  los  instrumentos  de  ratificación,  el  cual  deberá  verificarse  en  el 
término  de  los  dos  meses  subsiguientes  a  la  firma. 

2.  Con  la  entrada  en  vigor  de  este  Concordato,  se  entienden  derogadas 
todas  las  disposiciones  contenidas  en  Leyes,  Decretos,  Ordenes  y  Reglamen- 
tos que,  en  cualquier  forma,  se  opongan  a  lo  que  en  él  se  establece. 

El  Estado  español  promulgará,  en  el  plazo  de  un  año,  las  disposicio- 
nes de  derecho  interno  que  sean  necesarias  para  la  ejecución  de  este  Con- 
cordato. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  firman  el  presente  Concordato. 

Hecho  en  doble  original. 

Ciudad  del  Vaticano,  27  de  agosto  de  1953. 

Por  la  Santa  Sede,  Por  el  Estado  español, 

Domenico  Tardini.  Alberto  Martin  Artajo. 

Fernando        Castiella  y  Maiz. 


PROTOCOLO  FINAL 


En  el  momento  de  proceder  a  la  firma  del  Concordato  que  hoy  se  con- 
cluye entre  la  Santa  Sede  y  España,  los  Plenipotenciarios  que  suscriben  han 
hecho,  de  común  acuerdo,  las  siguientes  declaraciones  que  formarán  parte 
integrante  del  mismo  Concordato: 


En  relación  con  el  art.  I 

En  el  territorio  nacionaj  seguirá  en  vigor  lo  establecido  en  el  art.  6  del 
Fuero  de  los  Españoles. 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  tolerancia  de  los  cultos  no  católicos,  en  los 
territorios  de  soberanía  española  en  Africa  continuará  rigiendo  el  statn  qiio 
observado  hasta  ahora. 


En  relación  con  el  art.  II 

Las  Autoridades  eclesiásticas  gozarán  del  apoyo  del  Estado  en  el  desen- 
volvimiento de  su  actividad,  y,  al  respecto,  seguirá  rigiendo  lo  establecido 
en  el  art.  3  del  Concordato  de  1851. 


En  relación  con  el  art.  XXIII 

A)  Para  el  reconocimiento,  por  parte  del  Estado,  de  los  efectos  civiles 
del  matrimonio  canónico,  será  suficiente  que  el  acta  del  matrimonio  sea 
transcrita  en  el  Registro  civil  correspondiente. 

Esta  transcripción  se  seguirá  llevando  a  ca])o  como  en  el  momento  pre- 
sente. No  obstante,  (piedan  convenidos  los  siguientes  extremos: 

1.  En  ningún  caso  la  presencia  del  funcionario  del  Estado  en  la  cele- 
bración del  matrimonio  canónico  será  considerada  condición  necesaria  para 
el  reconocimiento  de  sus  efectos  civiles. 

2.  La  inscripción  de  un  matrimonio  canónico  que  no  haya  sido  ano- 
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tado  en  el  Registro  inmediatamente  después  de  su  celebración,  podrá  siem- 
pre efectuarse  a  requerimiento  de  cualquiera  de  las  partes  o  de  quien  tenga 
un  interés  legitimo  en  ella. 

A  tal  fin,  será  suficiente  la  presentación  en  las  oficinas  de  Registro  civil 
de  una  copia  auténtica  del  acta  de  matrimonio  extendida  por  el  Párroco 
en  cuya  Parroquia  aquél  se  haya  celebrado. 

La  citada  inscripción  será  comunicada  al  Párroco  competente  por  el 
encargado  del  Registro  civil. 

3.  La  muerte  de  uno  o  de  ambos  cónyuges  no  será  obstáculo  para  efec- 
tuar dicha  inscripción. 

4.  Se  entiende  que  los  efectos  civiles  de  un  matrimonio  debidamente 
transcrito  regirán  a  partir  de  la  fecha  de  la  celebración  canónica  de  dicho 
matrimonio.  Sin  embargo,  cuando  la  inscripción  del  matrimonio  sea  soli- 
citada una  vez  transcurridos  los  cinco  dias  de  su  celebración,  dicha  ins- 
cripción no  perjudicará  los  derechos  adquiridos,  legítimamente,  por  terceras 
personas. 

B)  Las  normas  civiles  referentes  al  matrimonio  de  los  hijos,  tanto  me- 
nores como  mayores,  serán  puestas  en  armonía  con  lo  que  disponen  los 
cánones  1034  y  1035  del  Código  de  Derecho  Canónico. 

C)  En  materia  de  reconocimiento  de  matrimonio  mixto  entre  personas 
católicas  y  no  católicas,  el  Estado  pondrá  en  armonía  su  propia  legislación 
con  el  Derecho  Canónico. 

D)  En  la  reglamentación  jurídica  del  matrimonio  para  los  no  bautizados, 
no  se  establecerán  impedimentos  opuestos  a  la  Ley  natural. 


En  relación  con  el  art.  XXV 

La  concesión  a  que  se  refiere  el  apartado  núm.  2  del  presente  artículo 
se  entiende  condicionada  al  compromiso  por  parte  del  Gobierno  español 
de  proveer  al  sostenimiento  de  los  dos  Auditores  de  la  Sagrada  Rota  Romana. 


En  relación  con  el  art.  XXXII 

El  art.  VII  del  Acuerdo  de  5  de  agosto  de  1950  sobre  la  jurisdicción 
castrense  y  asistencia  religiosa  de  las  Fuerzas  Armadas  queda  modificado  en 
la  siguiente  forma : 

La  jurisdicción  del  Vicario  General  Castrense  y  de  los  Capellanes  es 
personal;  se  extiende  a  todos  los  militares  de  Tierra,  Mar  y  Aire  en  situa- 
ción de  servicio  activo  (esto  es,  bajo  las  armas),  a  sus  esposas  e  hijos, 
cuando  vivan  en  su  compañía,  a  los  alumnos  de  las  Academias  y  de  las 
Escuelas  Militares  y  a  todos  los  fieles  de  ambos  sexos,  ya  seglares  ya  reli- 
giosos, que  presten  servicio  establemente,  bajo  cualquier  concepto,  en  el 
ejército,  con  tal  de  que  residan  habitualmente  en  los  cuarteles  o  en  los  luga- 
res reservados  a  los  soldados. 

La  misma  jurisdicción  se  extiende  también  a  los  miembros  del  Cuerpo 
de  la  Guardia  Civil  y  de  la  Policía  Armada,  así  como  a  sus  familiares,  en 
los  mismos  términos  en  que  se  expresa  el  párrafo  anterior. 

Ciudad  del  Vaticano,  27  de  agosto  de  1953. 


Por  la  Santa  Sede, 
Domenico  Tardini. 


Por  el  Estado  español, 
Alberto  Martin  Arta} o. 
Fernando  M.^  Castiella  y  Maíz. 
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APENDICE  II 


ACUERDO  SOBRE  PRESENTACION  DE  OBISPOS 


En  relación  con  el  arí.  Vil  del  Concordato 

Acuerdo  sobre  el  modo  de  ejercicio  del  privilegio  de  presentación  entre 
el  Gobierno  español  y  la  Santa  Sede,  de  7  junio  de  1941 

El  Gobierno  español  y  la  Santa  Sede  han  convenido  los  puntos  si- 
guientes : 

1)  Tan  pronto  como  se  haya  producido  la  vacante  de  una  Sede  Arzobis- 
pal o  Episcopal  (o  de  una  Administración  Apostólica),  o  cuando  la  Santa 
Sede  juzgue  necesario  nombrar  un  Coadjutor  con  derecho  de  sucesión,  el 
Nuncio  Apostólico,  de  modo  confidencial,  tomará  contacto  con  el  Gobierno 
español,  y  una  vez  conseguido  un  principio  de  acuerdo,  enviará  a  la 
Santa  Sede  una  lista  de  nombres  de  personas  idóneas,  al  menos  en  número 
de  seis. 

2)  El  Santo  Padre  elegirá  tres  de  entre  aquellos  nombres  y,  por  con- 
ducto de  la  Nunciatura  Apostólica,  los  comunicará  al  Gobierno  español, 
y,  entonces,  el  Jefe  del  Estado,  en  el  término  de  treinta  días,  presentará 
oficialmente  uno  de  los  tres. 

3)  Si  el  Santo  Padre,  en  su  alto  criterio,  no  estimase  aceptables  todos 
o  parte  de  los  nombres  comprendidos  en  la  lista,  de  suerte  que  no  pudiera 
elegir  tres  o  ninguno  de  entre  ellos,  de  propia  iniciativa  completará  o  for- 
mulará una  terna  de  candidatos,  comunicándola,  por  el  mismo  conducto,  al 
Gobierno  español. 

Si  éste  tuviera  objeciones  de  carácter  político  general  que  oponer  a 
todos  o  a  alguno  de  los  nuevos  nombres,  las  manifestará  a  la  Santa  Sede. 

En  caso  de  que  transcurriesen  treinta  días  desde  la  fecha  de  la  susodi- 
cha comunicación  sin  una  respuesta  del  Gobierno,  su  silencio  se  interpre- 
tará en  el  sentido  de  que  éste  no  tiene  objeciones  de  aquella  índole  que 
oponer  a  los  nuevos  nombres,  quedando  entendido  que  entonces  el  Jefe 
del  Estado  presentará  sin  más  a  Su  Santidad  uno  de  los  candidatos  in- 
cluidos en  dicha  terna. 

Por  el  contrario,  si  el  Gobierno  formula  aquellas  objeciones,  se  conti- 
nuarán las  negociaciones,  aun  transcurridos  los  treinta  días. 

4)  En  todo  caso,  aun  cuando  el  Santo  Padre  acepte  tres  nombres  de 
los  enviados,  siempre  podrá  además  sugerir  nuevos  nombres,  que  añadirá 
a  la  terna,  pudiendo  entonces  el  Jefe  del  Estado  presentar  indistintamente 
un  nombre  de  los  comprendidos  en  la  terna  o  alguno  de  los  sugeridos  com- 
plementariamente por  el  Santo  Padre. 

5)  Todas  estas  negociaciones  previas  tendrán  carácter  absolutamente 
secreto,  guardándose  de  manera  especial  el  secreto  con  respecto  a  las  per- 
sonas, hnsta  el  momento  de  su  nombramiento. 

6)  VA  Gobierno  español,  por  su  parte,  se  compromete  formalmente  a 
concluir  cuanto  antes  con  la  Santa  Sede  un  nuevo  Concordato  inspirado  en 
su  deseo  de  restaurar  el  sentido  católico  de  la  gloriosa  tradición  nacional. 
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El  presente  Convenio  estará  en  vigor  hasta  que  se  incorporen  sus  nor- 
mas al  nuevo  Concordato. 

7)  En  lo  relativo  a  la  provisión  de  los  beneficios  no  consistoriales,  en 
el  mismo  momento  de  la  firma  de  este  Convenio  se  iniciará  la  oportuna 
negociación  para  concluir  otro  en  el  que  se  establezcan  las  normas  para  su 
provisión. 

La  Iglesia,  a  la  que  por  derecho  propio  y  nativo  corresponde  la  provi- 
sión incluso  de  aquellos  beneficios  no  consistoriales  sobre  los  que  el  Rey  de 
España  gozaba  de  particulares  privilegios,  está  dispuesta,  no  obstante,  a 
hacer  también  algunas  concesiones  en  este  punto  al  Gobierno  español. 

8)  Hasta  que  la  cuestión  quede  definitivamente  arreglada  en  el  futuro 
Concordato,  los  Prelados  podrán  proceder,  libremente,  a  la  provisión  de 
las  Parroquias,  dentro  de  las  normas  del  Derecho  Canónico,  sin  más  que 
notificar  los  nombramientos  al  Gobierno,  con  anterioridad  a  la  toma  de 
posesión,  para  el  caso  excepcional  de  que  éste  tuviera  que  formular  alguna 
objeción  contra  el  nombramiento  por  razones  de  carácter  político  general. 

9)  Entretanto  se  llega  a  la  conclusión  de  un  nuevo  Concordato,  el  Go- 
bierno español  se  compromete  a  observar  las  disposiciones  contenidas  en 
los  cuatro  primeros  artículos  del  Concordato  del  año  1851. 

10)  Durante  el  mismo  tiempo  el  Gobierno  se  compromete  a  no  legislar 
sobre  materias  mixtas  o  sobre  aquellas  que  pueden  interesar  en  modo  alguno 
a  la  Iglesia,  sin  previo  acuerdo  con  la  Santa  Sede. 

Hecho  por  duplicado  en  Madrid  a  siete  de  junio  de  mil  novecientos 
cuarenta  y  uno. 

Por  el  Gobierno  español :  Por  la  Santa  Sede: 

Ramón  Serrano  Suñer.  Caetano  Cicognani. 


APENDICE  III 
PRIORATO  DE  LAS  ORDENES  MILITARES 


En  relación  con  el  ari.  VIII  del  Concordato 

Bula  «Ad  Apostolicam  Beati  Petri»  de  Su  Santidad  el  Papa  Pío  IX 
creando  el  priorato  de  las  Ordenes  Militares,  en  1875  (1) 

Elevado  Nos  a  la  Cátedra  Apostólica  de  San  Pedro,  disponiéndolo  así  los 
divinos  consejos,  dirigimos  inmediatamente  nuestros  cuidados  apostólicos 
a  promover  el  bien  espiritual  de  la  ilustre  Nación  española,  y  empleamos 
toda  nuestra  solicitud  para  que  se  arreglasen,  conforme  a  los  cánones  y  de 
un  modo  estable  en  aquel  Reino,  los  negocios  de  la  Religión,  que  habían 
sufrido  grandes  perjuicios  y  trastornos  por  las  conmociones  civiles  y  por 
las  desapacibles  circunstancias  de  los  tiempos.  Movida  del  mismo  deseo  y 
solicitud  nuestra  muy  amada  en  Cristo  hija  María  Isabel  II,  que  a  la  sazón 
gobernaba  el  reino  de  España,  unió  con  la  mejor  voluntad  sus  cuidados 
a  los  nuestros  para  que  pudiesen  cumplirse  nuestros  votos  y  deseos;  y  se 
consiguió  felizmente  con  la  ayuda  de  Dios  que,  para  restablecer  los  intere- 
ses de  la  Iglesia  en  España,  pudiese  celebrarse  entre  Nos  y  la  Reina  Católica 
un  solemne  Concordato  que,  habiéndose  llevado  al  éxito  deseado  el  día  16 


(1)  Gómez-Salazar,  F.,  Disciplina  eclesiástica,  I,  pp.  484-491  (ed.  3,  Madrid, 
1880). 
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de  marzo,  año  del  'Señor  1851,  y  sido  aprobado  y  ratificado  por  Nos  el  día 
5  de  setiembre  del  mismo  año,  se  corroboró  con  la  confirmación  apostólica. 

Entre  las  muchas  y  varias  cosas  que  abrazaba  aquel  Concordato,  se  esta- 
bleció que  para  obviar  los  graves  inconvenientes  que  se  originaban  de  la 
dispersión  del  territorio  de  las  cuatro  Ordenes  Militares  de  Santiago,  Al- 
cántara, Calatrava  y  Montesa,  con  perjuicio  del  gobierno  de  las  iglesias,  y 
para  conservar  cuidadosamente  el  recuerdo  de  una  institución  que  tantos 
servicios  ha  prestado  a  la  Iglesia  y  al  Estado,  y  guardar  las  prerrogativas 
de  los  Reyes  Católicos,  que  son  los  grandes  Maestres  de  las  Ordenes  Mili- 
tares, por  concesión  apostólica  con  ocasión  de  la  ya  dicha  demarcación  de 
iglesias  del  reino  de  España  se  designarla  un  número  determinado  de  pue- 
blos, sito  dentro  de  cierto  radio  o  circulo,  que  formen  coto  redondo,  a  fin 
de  que  el  gran  Maestre  de  las  referidas  Ordenes  Militares  continuase  ejer- 
ciendo en  ellos  la  jurisdicción  eclesiástica,  según  la  norma  exacta  en  todas 
las  cosas  que  se  prescriben  en  la  concesión  apostólica  de  la  misma  juris- 
dicción y  en  otras  Constituciones  Pontificias;  y  en  el  mismo  articulo  se 
declaró  que  este  nuevo  territorio  se  llamaría  Priorato  de  las  Ordenes  Mili- 
tares, y  que  el  Prior  sería  condecorado  con  el  carácter  episcopal  y  con  el 
título  de  Iglesia  in  partibiis  infideliiim.  Mas  antes  de  hacerse  la  referida 
circunscripción  de  diócesis,  el  Gobierno  de  España  en  el  mes  de  marzo  del 
año  1873,  por  su  propia  voluntad  suprimió  las  cuatro  Ordenes  mencionadas 
y  con  ellas  aquel  Tribunal  especial  que  ejercía  la  administración  eclesiás- 
tica en  los  territorios  de  las  mismas;  y  como  por  este  acto  quedasen  abso- 
lutamente privados  de  todo  gobierno  eclesiástico  aquellos  territorios  sepa- 
rados y  sitos  en  diversos  lugares,  juzgamos  que  era  un  deber  de  nuestro 
oficio  apostólico  atender  sin  dilación  al  gobierno  espiritual  de  íanto',  fie- 
les, y  por  esta  razón  por  nuestras  Letras  Apostólicas,  dadas  el  día  catorce 
de  julio  de  1873,  que  empiezan:  Qiio  gravius,  Nos  declarando  suprimida  y 
abolida  la  jurisdicción  peculiar  eclesiástica  en  los  territorios  pertenecientes 
a  las  cuatro  Ordenes  Militares  ya  dichas,  agregamos  aquellos  territorios, 
según  lo  convenido  y  pactado,  a  las  diócesis  próximas  en  la  forma  expresada 
en  las  referidas  Letras,  y  los  sujetamos  a  la  jurisdicción  de  los  respectivos 
obispados,  dejando  a  salvo  la  formación  del  nuevo  territorio,  comprendido 
dentro  de  cierto  circulo,  que  se  había  de  adjudicar  a  las  mismas  Ordenes. 
Mas  siendo  irrita  y  nula  la  supresión  arriba  dicha  de  las  cuatro  Ordenes 
Militares,  el  Serenísimo  Rey  de  España  Alfonso  XII,  deseando  vivamente 
llevar  a  cabo  lo  contenido  en  el  artículo  IX  del  mencionado  Concordato, 
y  lo  tocante  a  la  conservación  de  la  memoria  de  las  referidas  Ordenes,  que 
tan  brillantes  servicios  han  prestado  a  la  Iglesia  y  al  Estado,  y  a  conservar 
un  monumento  del  valor  español.  Nos  ha  presentado  sus  preces  pidiendo 
instantemente  que,  collatis  consiliis  con  el  mismo,  estableciésemos  aquel 
nuevo  territorio,  vulgarmente  llamado  coto  redondo,  para  asignársele  a  las 
referidas  Ordenes  Militares,  y  Nos  ha  propuesto  que  se  erija  en  territorio, 
de  las  mismas  cuatro  Ordenes  toda  aquella  región  que  constituye  la  pro- 
vincia civil  de  Clunia,  vulgarmente  Ciudad-Real.  Nos,  pues,  tomando  en 
consideración  las  instancias  del  Serenísimo  Rey,  y  movido  de  aquellas 
causas  graves  que  se  explican  en  el  referido  artículo  IX  del  antes  dicho 
Concordato,  habiendo  consultado  antes  con  el  mismo  Rey  Católico,  Mota 
proprio,  de  cierta  ciencia,  y  con  la  plenitud  de  Nuestra  potestad  apostólica 
por  estas  Letras  establecemos,  adjudicamos,  concedemos  y  asignamos  a  las 
cuatro  Ordenes  Militares  de  Santiago,  Alcántara,  Calatrava  y  Montesa  por 
territorio  peculiar,  y  comprendido  en  el  espacio  determinaílo  de  una  sola 
región,  a  saber,  la  provincia  toda  de  Clunia,  vulgarmente  Ciudad-Real. 

1.  Derogan(h),  pues,  especial  y  expresamente  lo  que  se  dispone  en  el 
articulo  V  del  Concordato  arriba  mencionado  acerca  de  erigir  una  nueva 
Iglesia  Catedral  en  Ciudad-Real,  con  nuestra  autoridad  apostólica,  para  el 
efecto  de  que  aquí  después  se  trata,  absolvemos,  desunimos  y  separamos 
absoluta  y  completamente  para  siempre  de  toda  y  cualquiera  superioridad 
y  jurisdicción  eclesiástica  y  espiritual  de  los  Prelados  comarcanos,  suplien- 
do con  la  plenitud  de  Nuestra  potestad  apostólica,  en  cuanto  sea  necesario. 
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cualquier  consentimiento  que  en  este  negocio  se  necesite  de  los  referidos 
Prelados,  todo  el  territorio  íntegro  de  la  provincia  civil  de  Clunia,  en  todas 
las  ciudades,  tierras,  castillos,  pagos,  como  también  las  iglesias  parroquiales 
de  cualquier  condición  y  orden,  con  los  conventos  de  uno  y  otro  sexo,  y 
con  todos  los  hospitales  sitos  en  ella,  entre  los  que  contamos  expresamente 
también  el  de  Almadén;  e  igualmente  todo  el  clero,  tanto  secular  como 
regular;  las  personas  y  habitantes  de  las  mismas  ciudades  y  lugares  cuales- 
quiera :  y  le  erigimos  e  instituímos  en  Priorato  de  las  susodichas  Ordenes 
Militares,  cuyo  nombre  tendrá  en  adelante,  decretando  que  el  referido  terri- 
torio íntegro,  así  erigido  en  Priorato,  sea  para  siempre  en  lo  venidero,  para 
todos  los  efectos  de  derecho,  verdadera  y  propiamente  Nullius  Dioecesis, 
y  esté  sujeto  inmediatamente  a  Nos  y  a  Nuestros  sucesores  y  a  la  Silla 
Apostólica. 

2.  Mas  por  lo  tocante  a  la  jurisdicción  eclesiástica  y  espiritual,  y  al 
gobierno  del  mismo  territorio  o  priorato,  por  las  presentes  establecemos, 
mandamos  y  declaramos  que  en  todo  aquel  territorio,  separado  según  lo 
que  aquí  queda  dicho,  haya  de  tener  y  ejercer  toda  la  jurisdicción  eclesiás- 
tica y  espiritual  en  uno  y  otro  fuero  sobre  los  lugares,  iglesias,  clero  y 
personas  de  cualquier  condición,  y  sobre  los  hospitales  y  todas  las  demás 
instituciones  piadosas  aquel  varón  eclesiástico  que  el  Serenísimo  Rey  Ca- 
tólico de  España  Alfonso  XII,  Gran  Maestre  de  las  referidas  cuatro  Ordenes 
Militares,  y  sus  sucesores  legítimos,  nombraren  para  desempeñar  el  cargo 
de  Prior. 

3.  Mas  por  cuanto  para  atender  plena  y  convenientemente  al  gobierno 
y  necesidades  de  los  fieles  comprendidos  en  el  ya  dicho  territorio,  o  Prio- 
rato, se  decretó  por  el  artículo  IX  del  arriba  dicho  Concordato  que  el  Prior 
sea  condecorado  con  el  carácter  episcopal  con  título  de  Iglesia  in  partibus 
infidelium,  confiamos  firmemente  en  la  religión  y  piedad  del  Gran  Maestre 
de  las  ya  dichas  Ordenes  que  pondrá  todo  su  cuidado  en  esto,  es  decir,  que 
entre  los  varones  eclesiásticos  nombre  para  desempeñar  el  cargo  de  Prior  a 
aquel  que  por  sus  prendas  sea  idóneo  y  digno  de  ser  ensalzado  con  el  carác- 
ter episcopal. 

4.  Corresponderá  al  Gran  Maestre  de  las  mismas  Ordenes  Militares 
nombrar  un  nuevo  Prior  en  el  término  de  tres  meses  desde  que  quedare 
vacante  el  Priorato,  y  al  mismo  Gran  Maestre  y  a  sus  sucesores  legítimos 
concedemos  indulto  para  que,  cuando  nombraren  o  hubieren  de  nombrar 
por  Prior  a  algún  varón  eclesiástico  según  lo  que  queda  dicho,  puedan  y 
aun  deberán  y  estarán  obligados  a  proponer  el  mismo  a  Nos  y  a  nuestros 
sucesores  y  a  la  Silla  Apostólica  al  mismo  tiempo,  juntamente  para  Obispo 
de  la  iglesia  de  Dora  in  partibus  infidelium,  cuya  iglesia  agregamos  para 
siempre  al  Priorato,  a  fin  de  que  con  nuestra  autoridad  sea  promovido  a 
la  mencionada  iglesia, 

5.  Y  es  tal  nuestra  intención  de  que  el  nombre  y  cargo  de  Prior  vaya  y 
haya  de  ir  unido  y  anexo  a  la  dignidad  episcopal  del  referido  varón  ecle- 
siástico, que  en  las  Letras  Apostólicas  de  su  promoción  a  la  ya  dicha  iglesia 
in  partibus  infidelium,  él  mismo  se  habrá  de  llamar  expresamente  para 
siempre  Obispo  Prior. 

6.  Además,  el  Obispo  Prior  ejercerá  absolutamente  la  misma  potestad, 
tanto  de  orden  como  de  jurisdicción,  en  todo  el  distrito  de  su  territorio  o 
Priorato,  y  sobre  las  personas  que  en  él  vivieren,  que  usan  y  gozan  en 
sus  diócesis  y  sobre  la  grey  a  ellos  confiada,  todos  los  Obispos,  y  por  con- 
cesión especial  nuestra.  El  mismo  podrá  conferir  a  sus  súbditos  todas  las 
órdenes,  tanto  menores  como  mayores,  conceder  letras  dimisorias  para 
recibir  órdenes,  celebrar  Sínodo  Diocesano,  y  él  mismo  deberá  cumplir 
bien  con  las  obligaciones  de  residencia  y  visita  y  con  los  demás  cargos  y 
obligaciones  a  que  están  sujetos  los  Obispos. 

7.  Mas  a  fin  de  que  el  Obispo  Prior  pueda  llenar  exacta  y  completa- 
mente todos  los  deberes  de  su  ministerio  en  el  vastísimo  distrito  de  su  terri- 
torio o  Priorato,  pondrá  efectivamente  un  Vicario  General  para  que  le 
auxilie,  y  muy  principalmente  para  entender  y  determinar  en  las  causas 
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que  de  cualquier  modo  correspondan  al  fuero  eclesiástico;  el  cual  Vicario, 
sin  embargo,  sea  del  agrado  y  aceptación  del  Gran  Maestre  de  las  ya  dichas 
Ordenes,  y  esté  dotado  de  las  buenas  cualidades  que  los  sagrados  cánones 
exigen  en  la  persona  que  se  ha  de  elegir  para  este  cargo  de  Vicario 
General. 

8.  Las  causas  eclesiásticas  se  seguirán  en  primera  instancia  en  la  curia 
prioral,  y  se  sentenciarán  en  la  misma;  mas  en  segunda  instancia  conocerá 
de  ellas  y  las  determinará  el  Tribunal  de  las  cuatro  Ordenes  Militares,  que 
deberá  crearse  según  los  Estatutos  de  las  mismas  Ordenes;  y  por  último, 
en  tercer  grado  de  jurisdicción  conocerá  de  ellas  y  las  definirá  el  Tribunal 
de  la  Nunciatura  Apostólica,  llamado  de  la  Rota. 

9.  El  Obispo  Prior  conservará  mientras  viviere  la  posesión  del  Prio- 
rato que  una  vez  se  le  hubiere  conferido,  a  no  ser  que  espontáneamente 
hiciere  dimisión  de  él  juntamente  con  el  título  de  la  iglesia  de  Dora,  o  que 
por  cualquier  otra  causa  canónica  cesare  de  ejercer  el  cargo.  Mas  cuando 
ocurra  la  vacante  del  Priorato,  el  Vicario  General  que  hubiere  sido  nom- 
brado por  el  Prior,  se  encargará  del  gobierno  de  los  fieles  del  Priorato,  y 
continuará  teniéndole  hasta  que  el  nuevo  Prior,  habiendo  recibido  Letras 
Apostólicas  de  su  promoción  a  la  Iglesia  episcopal  de  Dora,  tomare  posesión 
del  Priorato;  y  durante  aquel  intervalo  de  tiempo  el  referido  Vicario  podrá 
y  deberá  ejercer  sobre  los  expresados  fieles  la  misma  jurisdicción  que  ejer- 
cía el  Obispo  Prior,  excepto  aquellas  cosas  que  exigen  la  ordenación  y 
carácter  episcopal.  Mas  si  llegare  a  vacar  el  mismo  cargo  de  Vicario  General 
antes  de  que  se  instituya  el  nuevo  Obispo  Prior,  durante  este  espacio  de 
tiempo  ejercerá  la  potestad  de  la  referida  jurisdicción  conservando  el  título 
de  Vicario  General,  aquel  sujeto  eclesiástico  que  el  Gran  Maestre  de  las 
referidas  Ordenes  nombrare  para  el  puesto  vacante  de  Vicario,  cerciorán- 
dose bien  de  su  idoneidad. 

10.  Mas  reconociendo  Nos  que  se  debe  señalar  convenientemente  igle- 
sia propia  del  referido  territorio  o  Priorato:  Por  tanto,  con  nuestra  Auto- 
ridad Apostólica  instituímos  la  Iglesia  parroquial  existente  en  la  ciudad 
de  Clunia,  capital  de  la  misma  provincia,  que  está  dedicada  a  honra  de 
Santa  María  Madre  de  Dios,  en  Iglesia  prioral,  bajo  la  misma  advocación  de  la 
Bienaventurada  siempre  Virgen  María,  conservando  su  parroquialidad  y  la 
cura  de  almas,  que  ejercerá  como  antes:  y  queremos  y  declaramos  que  se 
tenga  por  tal  (Iglesia  parroquial)  en  cuya  Iglesia  tendrá  su  silla  de  honor 
fija  el  Obispo  Prior,  así  como  los  Obispos  la  tienen  en  sus  iglesias  cate- 
drales. 

11.  Esta  Iglesia  Prioral  tendrá  Colegio  o  Cabildo  de  Canónigos  propio, 
y  éste  se  compondrá  de  un  Deán,  que  tendrá  siempre  la  primera  silla  des- 
pués de  la  Prioral;  de  cuatro  Dignidades,  a  saber:  de  Arcipreste,  Arcediano, 
Chantre  y  Maestrescuela;  además  de  cuatro  canónigos  que  se  llaman  de 
oficio,  esto  es.  Magistral,  Doctoral,  Lectoral  y  Penitenciario;  y  por  último, 
de  otros  ocho  canónigos,  que  vulgarmente  se  llaman  de  gracia. 

12.  Además  de  las  Dignidades  y  Canónigos  susodichos,  la  Iglesia  Prio- 
ral tendrá  doce  Beneficiados  o  Capellanes  asistentes,  que  ejercerán  en  la 
misma  Iglesia  las  funciones  de  su  ministerio. 

13.  Y  esta  Santa  Sede,  de  común  consentimiento  con  el  Gobierno  de 
S.  M.  el  Rey  Católico,  establece  la  misma  dotación  de  la  Iglesia  Prioral  de 
Clunia  que  se  hubiere  asignado  a  la  Iglesia  Catedral  de  Ciudad-Real,  si  se 
hubiera  llevado  a  efecto  la  creación  de  esta  Iglesia  Catedral,  según  la  forma 
del  artículo  V  del  Concordato  aquí  antes  mencionado;  a  saber:  el  Obispo 
Prior,  con  la  renta  anual  de  ochenta  mil  reales  de  vellón;  la  primera  Digni- 
dad percibrá  diez  y  ocho  mil  reales  de  vellón;  las  otras  Dignidades  y  los 
Canónigos  de  oficio  catorce  mil  reales;  los  demás  Canónigos  doce  mil  rea- 
les; por  último,  los  Beneficiados  o  Capellanes  asistentes,  tendrán  cada  uno 
la  renta  aniinl  de  seis  mil  reales. 

14.  Además,  se  fundará  cuanto  antes  y  se  administrará,  según  la  regla 
y  según  los  decretos  del  Concilio  de  Trento,  el  Seminario  de  Clérigos,  y  el 
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Gobierno  de  S.  M.  el  Rey  le  dará  la  renta  anual  de  noventa  a  ciento  veinte 
mil  reales  de  vellón. 

15.  Y  para  los  gastos  que  se  necesitan  para  atender  al  culto  divino  de 
la  Iglesia  Prioral,  se  darán  anualmente  del  Tesoro  público  de  setenta  a 
noventa  mil  reales  de  vellón. 

16.  La  renta  anual  para  los  Párrocos,  con  arreglo  a  lo  que  estableció 
en  el  articulo  XXXIII  del  ya  dicho  Concordato  para  las  otras  parroquias 
de  las  diócesis  de  España,  se  fija  de  tres  a  diez  mil  reales  en  las  parro- 
quias urbanas,  y  en  las  rurales  el  mínimum  de  la  renta  se  asignará  en  dos 
mil  doscientos.  A  los  Coadjutores  y  Ecónomos  se  les  darán  al  año  de  dos 
a  cuatro  mil  reales. 

17.  Los  gastos  que  exige  la  creación  de  la  Iglesia  Prioral  se  harán  por 
el  Gobierno  de  wS.  M.  el  Rey,  y  el  mismo  proveerá  casa  para  el  Obispo  Prior, 
para  el  Seminario  y  para  la  Curia  eclesiástica. 

18.  Y  por  lo  tocante  al  ministerio  del  culto  religioso  y  a  la  celebración 
de  los  Sagrados  Ritos  en  la  Iglesia  Prioral;  con  la  autoridad  apostólica 
establecemos  y  decretamos  que  todos  y  cada  uno  de  aquellos  que  fueren 
admitidos  en  el  Cabildo  y  Clero  de  la  misma  Iglesia  Prioral,  estén  obligados 
a  desempeñar  y  celebrar  bien  y  exactamente  los  Divinos  Oficios,  y  las 
demás  funciones  eclesiásticas  y  cargos  en  la  misma  Iglesia,  según  la  regla 
de  las  Iglesias  Catedrales  de  España,  y  además,  que  en  las  funciones  corales 
y  demás  capitulares  puedan  llevar  y  usar  respectivamente  aquel  ropaje  y 
aun  las  insignias  que  llevan  y  usan  como  corresponde  los  Cabildos  y  cleros 
catedrales  de  las  diócesis  vecinas. 

19.  Y  por  cuanto  deben  ser  propias  del  Cabildo  de  la  misma  Iglesia 
Prioral  las  cargas  y  oficios  que  desempeñan  los  demás  Cabildos  catedrales 
en  España,  de  aquí  es  que  con  la  autoridad  apostólica  concedemos  a  los 
capitulares  de  la  referida  Iglesia  que,  excepto  el  derecho  de  nombrar  Vi- 
cario capitular,  sobre  lo  cual  se  habrá  de  observar  lo  establecido  aquí 
antes  en  el  articulo  IX,  gocen  y  disfruten  de  los  mismos  derechos,  prerro- 
gativas, favores,  privilegios  e  indultos  cualesquiera  que  los  demás  Colegios 
catedrales,  con  tal  que  estén  todavía  en  uso  y  no  sean  notoriamente  adqui- 
ridos por  concesión  peculiar  o  título  oneroso. 

20.  Además,  será  obligación  de  los  mismos  Capitulares  hacer  conve- 
nientemente, sin  dilación,  los  Estatutos  capitulares  que  sean  conformes  en 
todo  a  las  Constituciones  apostólicas,  y  particularmente  a  las  disposiciones 
del  Concilio  Tridentino,  los  que  habrán  de  ser  confirmados  con  la  aproba- 
ción del  Obispo  Prior  para  que  después  puedan  tener  fuerza  de  obligar. 

21.  Será  igualmente  obligación  de  los  mismos  Capitulares  guardar  la 
misma  forma  de  honrar  y  obedecer  al  Obispo  Prior  que  los  Cabildos  Ca- 
tedrales están  obligados  a  observar  con  su  propio  Obispo  por  los  decretos 
del  Concilio  de  Trento,  sesión  vigésima  cuarta,  capítulo  duodécimo,  y  se- 
sión vigésima  quinta,  capítulo  sexto  De  Reformatione,  por  el  ceremonial  de 
los  Obispos,  libro  primero,  capítulo  segundo  y  décimo  quinto,  y  por  las 
respuestas  y  decisiones  de  la  Sagrada  Congregación  de  Ritos. 

22.  Mas  la  provisión  de  todas  las  Dignidades,  Canonjías,  Prevendas  y 
Beneficios,  aún  de  los  que  tienen  cura  de  almas,  pertenecerá  siempre  y  en 
cualquier  tiempo  al  Gran  Maestre,  pero  la  provisión  de  las  Canonjías  de 
oficio  y  la  de  todas  las  parroquias  se  hará  previo  concurso,  el  que  en 
cuanto  a  aquellas  se  hará  enteramente  del  mismo  modo  que  se  observa  en 
las  Iglesias  Catedrales  de  España;  mas  en  cuanto  a  las  parroquias,  según 
la  forma  establecida  por  el  Sagrado  Concilio  de  Trento.  En  ambos  casos 
será  de  cargo  del  Obispo  Prior  formar  las  ternas  de  los  opositores  apro- 
bados, las  que  se  presentarán  al  Gran  Maestre  para  que  pueda  elegir  entre 
los  propuestos;  y  el  mismo  Obispo  Prior  u  otro  varón  eclesiástico  por  su 
mandato,  pondrá  a  los  agraciados  en  posesión  de  los  beneficios. 

23.  Declaramos  además  y  decretamos  que,  a  fin  de  proveer  más  fácil 
y  cómodamente  dichos  oficios  eclesiásticos,  el  Obispo  Prior,  las  Dignidades, 
los  Canónigos,  los  Párrocos  y  demás  beneficiados,  pueden  ser  elegidos  de 
fuera  del  número  de  los  caballeros  de  las  referidas  cuatro  Ordenes  Mili- 
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tares,  sin  que  obsten  los  Estatutos  ni  Ordenaciones  que  fueren  en  contra- 
rio; bien  que  con  la  condición  de  que  los  que  así  sean  elegidos,  procuren 
entrar  cuanto  antes  en  alguna  de  las  expresadas  Ordenes. 

24.  Abolimos  de  nuevo  y  declaramos  abolidas  todas  las  jurisdicciones 
eclesiásticas  que  el  Gran  Maestre  y  el  Tribunal  o  Consejo  de  las  ya  dichas 
Ordenes  ejercían  antiguamente  en  aquellos  territorios  divididos  y  disper- 
sos, como  también  en  todos  los  otros  lugares,  a  saber,  en  las  Iglesias,  Mo- 
nasterios, Institutos,  que  de  cualquier  modo  pertenecían  a  las  referidas 
Ordenes;  confirmando  unas  y  otras  nuestras  Letras  Apostólicas  que  empie- 
zan unas  Qiio  grcwiiis,  las  otras  Quae  diversa,  las  que  Nos  dimos  en  un  solo 
y  mismo  día. 

25.  Mas  a  fin  de  que  se  lleve  al  deseado  éxito  en  debida  forma  exacta 
y  prontamente  todo  cuanto  Nos  hemos  dispuesto  y  establecido,  como  aquí 
queda  dicho,  nombramos,  constituímos  y  diputamos  a  Nuestro  amado  Hijo 
Juan  Ignacio,  Presbítero  Cardenal  Moreno  de  la  Santa  Iglesia  Romana,  Ar- 
zobispo de  Toledo,  que  ha  dado  una  prueba  muy  señalada  de  prudencia, 
exactitud  e  inteligencia  en  la  ejecución  de  las  otras  Nuestras  Letras  arriba 
mencionadas,  por  Juez  ejecutor  igualmente  de  estas  Nuestras  presentes  Le- 
tras, y  le  concedemos  todas  y  cada  una  de  las  facultades  necesarias  y  con- 
venientes para  que,  con  la  Autoridad  Apostólica  que  se  le  delega,  pueda 
libre  y  lícitamente  proceder  a  efectuar  la  erección  y  demarcación  del  terri- 
torio respectivo  del  Priorato  de  las  ya  dichas  cuatro  Ordenes  Militares,  y 
llevar  a  cabo  y  cumplir,  sin  ninguna  dilación,  todas  las  demás  cosas  decre- 
tadas y  establecidas  en  estas  Nuestras  Letras;  y  además  damos  facultad  al 
mismo  para  que,  a  fin  de  ejecutar  con  más  facilidad  y  expedición  todas 
las  cosas,  pueda  subdelegar  una  o  más  personas  constituidas  en  dignidad 
eclesiástica,  y  tanto  él  mismo,  como  la  persona  o  personas  que  él  asi  sub- 
delegare, puedan  también  libre  y  licitamente  sentenciar  definitivamente,  y 
desechando  cualquier  apelación,  bien  que  observando  lo  que  debe  observar- 
se, sobre  cualquier  oposición  que  acaso  se  suscite  en  el  acto  de  esta  eje- 
cución. 

26.  Además,  al  mismo  Juez  ejecutor  arriba  mencionado  de  las  presen- 
tes Letras,  cometemos  y  mandamos  que  en  el  Decreto  ejecutorial  describa 
con  toda  exactitud  y  precisión  los  límites  propios  de  toda  la  provincia  civil 
de  Clunia,  que  constituye  el  territorio  del  Priorato,  y  también  que  haga 
con  toda  diligencia  una  descripción  de  cada  una  de  las  parroquias  y  habi- 
tantes que  comprende  el  territorio  del  Priorato,  y  es  nuestra  voluntad  que 
el  mismo  esté  obligado  a  remitir,  en  el  término  de  seis  meses,  si  es  posible, 
desde  que  reciba  estas  Letras  a  Nuestra  Congregación  encargada  de  los 
negocios  consistoriales,  ejemplares  extendidos  en  forma  auténtica  de  todos 
y  cada  uno  de  los  actos  que  él  mismo  habrá  de  practicar  para  la  ejecución 
de  las  mismas  Nuestras  Letras. 

27.  Declaramos  además  que  el  mismo  Nuestro  amado  Hijo  el  Arzobispo 
de  Toledo,  ejecutor  de  las  presentes  Letras,  deberá  desempeñar  la  adminis- 
tración espiritual  del  Priorato  hasta  tanto  que  el  Obispo  Prior,  que  se  ha 
de  establecer,  según  lo  que  queda  dicho,  tomare  posesión  del  Priorato. 

28.  Por  último,  mandamos  que  después  de  que  se  hubieren  puesto  en 
ejcución  las  presentes  Letras;  puedan  sacarse  de  las  Cancelarías  episcopales 
de  Toledo,  de  Cuenca  y  de  Córdoba,  y  se  depositen  y  custodien  fielmente 
en  la  Cancelaría  propia  del  Priorato,  para  cuando  fuere  necesario,  todos 
y  cada  uno  de  los  documentos,  procesos  de  causas,  instituciones  de  funda- 
ciones piadosas  y  de  legados;  por  último,  cualesquiera  documentos  por 
escrito  relativos  o  a  las  cosas,  o  a  ios  derechos,  o  a  las  personas  e  intereses 
eclesiásticos  del  Priorato. 

Ksto  establecemos,  queremos,  ordenamos  y  mandamos,  decretando  que 
estas  presentes  Letras  y  todo  lo  en  ellas  contenido  y  decretado,  sea  lo  que 
fuere,  en  ningún  tiempo  jamás  ])uedan  tacharse  de  vicio  de  obrepción, 
subrepción  o  nulidad,  impugnarse,  o  de  otro  modo  infringirse,  suspenderse, 
limitarse  o  traerse  a  juicio  o  litigio  i)()r  ninguna  causa,  aun  privilegiadí- 
sima, o  por  razón  de  costumbre,  aunque  sea  inmemorial,  o  por  cualquier 
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otro  título,  aunque  esté  comprendido  en  el  cuerpo  del  derecho,  por  nadie, 
de  cualquiera  condición  y  dignidad,  aún  Real  e  Imperial  que  sea,  sino  que 
siempre  sean  y  hayan  de  ser  firmes,  válidas  y  eficaces.  Sin  que  obsten 
Nuestra  Regla  y  la  de  Cancelaría  Apostólica.  De  jure  qiiaesito  non  tollendo, 
ni  cualesquiera  otras  Constituciones  Apostólicas  hechas  aún  en  Concilios 
Sinodales,  Provinciales,  Generales  y  Universales;  como  ni  tampoco  los 
Estatutos,  aún  privilegios  e  indultos  de  las  iglesias,  la  Metropolitana  de 
Toledo,  y  las  catedrales  de  Cuenca  y  Córdoba,  aun  corroborados  con  jura- 
mento, confirmación  apostólica  o  con  cualquiera  otra  firmeza,  ni  cuales- 
quiera Letras  Apostólicas  que  fueren  en  contrario,  concedidas,  aprobadas 
y  renovadas  de  cualquier  modo  a  favor  de  cualesquiera  personas;  todas  y 
cada  una  de  las  cuales  cosas,  teniendo  sus  tenores  por  expresados  e  inser- 
tos al  pie  de  la  letra,  las  derogamos  especial  y  expresamente  sólo  para  el 
efecto  de  lo  que  queda  dicho,  debiendo  quedar  por  lo  demás  en  su  vigor; 
y  es  nuestra  voluntad,  además,  que  a  los  trasuntos  de  las  presentes  Letras, 
aun  impresos,  bien  que  firmados  de  mano  de  algún  notario  público  y  auto- 
rizados con  el  sello  de  persona  constituida  en  dignidad  eclesiástica,  se  les 
dé  en  todas  partes  la  misma  fe  absolutamente  que  se  daría  a  las  mismas 
presentes  si  se  exhibiesen  o  manifestasen.  A  nadie,  pues,  absolutamente, 
sea  licito  infringir  o  contravenir  con  temerario  atrevimiento  a  este  Nues- 
tro escrito  de  supresión,  abolición,  rescisión,  desemembración,  unión,  se- 
paración, agregación,  erección,  circunscripción,  concesión,  indulto,  asigna- 
ción, adjudicación,  derogación,  estatuto,  decreto,  declaración,  comisión, 
diputación,  mandato  y  voluntad.  Y  si  alguno  se  atreviere  a  cometer  tal 
atentado,  tenga  entendido  que  incurrirá  en  la  indignación  de  Dios  Todo- 
poderoso y  de  ios  bienaventurados  San  Pedro  y  San  Pablo,  sus  apóstoles. 
Dado  en  Roma,  en  San  Pedro,  el  diez  y  ocho  de  Noviembre,  año  de  la 
Encarnación  del  Señor  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  y  trigésimo  de 
Nuestro  Pontificado.  =  En  lugar  »í*  del  sello  de  plomo. 
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En  relación  con  el  art.  X  del  Concordato 

Acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  para  la  provisión 
de  beneficios  no  consistoriales,  de  16  de  julio  de  1946 

Art.  1.  La  provisión  de  los  beneficios  no  consistoriales  pertenece  a  la 
Autoridad  Eclesiástica,  la  cual  los  confiere  en  conformidad  con  el  Código 
de  Derecho  Canónico,  salvo  cuando  por  concesión  de  la  Santa  Sede,  en 
consideración  de  las  tradiciones  católicas  de  España,  se  dispone  en  el  pre- 
sente Convenio. 

Art.  2.  Los  Ordinarios  diocesanos  procederán  a  la  provisión  de  las 
Parroquias  a  tenor  del  canon  459  y  previo  concurso  general  y  abierto,  de 
acuerdo  con  el  párrafo  4  de  dicho  canon. 

Antes  de  publicar  los  nombramientos  de  los  Párrocos,  los  notificarán 
reservadamente  al  Gobierno  para  el  caso  excepcional  en  que  éste  tuviera 
que  oponer  alguna  dificultad  de  carácter  político  general. 

En  caso  de  divergencia  entre  el  Ordinario  y  el  Gobierno,  se  acudirá  a 
la  Santa  Sede,  la  cual,  de  acuerdo  con  el  Jefe  del  Estado,  tomará  la  decisión 
que  convenga. 
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Transcurridos  tfeinta  días  desde  la  antedicha  comunicación  sin  que 
el  Gobierno  haya  dado  respuesta,  su  silencio  se  interpretará  en  el  sentido 
de  que  no  existe  objeción  alguna,  y  el  nombramiento  será  publicado 
sin  más. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  en  nada  afectarán  al  régimen  de  pro- 
visión de  curatos  de  Patronato  particular. 

Art.  3.  P.  1.  Cuando  se  trate  de  proveer  la  Dignidad  de  Deán  de  los 
Cabildos  metropolitanos  y  catedrales,  el  Obispo,  después  de  oír  al  Cabildo 
sobre  los  varios  candidatos,  formarán  una  lista  de  tres  eclesiásticos  dignos  y 
la  enviará  al  Jefe  del  Estado,  el  cual  la  escogerá  y  presentará  a  la  Santa  Sede 
una  de  las  personas  que  componen  la  terna. 

P.  2.  La  provisión  de  la  Dignidad  de  Chantre  corresponderá  siempre 
a  la  libre  colación  de  la  Santa  Sede. 

P.  3.  La  provisión  de  las  demás  dignidades  de  los  Cabildos  metropo- 
litanos y  catedrales  será  efectuada  por  la  Santa  Sede,  alternativamente: 
a)  por  libre  colación,  y  b)  por  presentación  previa  del  Jefe  del  Estado.  En 
este  segundo  caso  se  procederá  como  se  indica  en  el  párrafo  1  del  presente 
artículo. 

P.  4.  Para  el  nombramiento  de  Abad  de  los  Cabildos  colegiales,  el  Obis- 
po, previa  oposición,  formará  y  enviará  al  Jefe  del  Estado  una  lista  de 
tres  eclesiásticos  que  hayan  sido  reputados  dignos  en  dicha  oposición.  El 
Jefe  del  Estado  escogerá  y  presentará  a  la  Santa  Sede  uno  de  los  nom- 
bres comprendidos  en  la  terna. 

P.  5.  Para  el  nombramiento  de  Capellán  Mayor  de  las  Capillas  de  los 
Reyes  de  Toledo,  de  los  Reyes  Católicos  de  Granada  y  de  San  Fernando  de 
Sevilla,  el  Jefe  del  Estado  presentará  al  Obispo  un  candidato  escogido  de 
una  terna  formada  al  efecto  por  el  mismo  Obispo  según  lo  establecido  en  el 
párrafo  primero  de  este  artículo. 

Art.  4.  Las  Canonjías  de  Oficio  de  las  Iglesias  Catedrales  y  Colegiatas 
serán  conferidas  previa  oposición,  efectuándose  la  elección  del  candidato 
por  el  Obispo  y  el  Cabildo. 

Para  ser  nombrado  Dignidad  o  Canónigo  de  Oficio,  se  necesita  poseer 
grado  mayor  en  Filosofía,  Teología  o  Derecho  Canónico,  o  haber  desem- 
peñado meritoriamente  el  ministerio  eclesiástico  en  funciones  de  Gobierno, 
como  Vicario  General,  Provisor,  Secretario  de  Cámara,  o  en  cargo  de  Ma- 
gisterio, como  Profesor  de  Filosofía,  Teología  o  de  Derecho  Canónico. 

Art.  5.  P.  1.  Las  Canonjías  simples  y  los  beneficios  menores  de  las 
Iglesias,  Catedrales  y  Colegiatas  se  proveerán  una  mitad  previa  oposición  y 
la  otra  mitad  en  la  forma  llamada  "de  gracia".  Cuando  el  número  de  las 
prebendas  fuera  impar,  la  unidad  sobrante  se  sumará  al  grupo  de  las  de 
oposición.  En  la  mitad  correspondiente  a  oposición  se  entenderán  incluidos 
los  beneficios  denominados  de  oficio. 

P.  2.  Al  proveer  estos  beneficios,  el  Obispo  conserva  la  facultad  de 
imponerles,  oído  el  Cabildo,  cargas  particulares,  principalmente  de  mi- 
nisterio. 

P.  3.  Bien  sea  que  haya  habido  oposición  o  que  se  proceda  en  forma 
"de  gracia",  las  Canonjías  y  los  beneficios  a  que  se  refiere  el  párrafo  pri- 
mero serán  conferidos  por  el  Obispo  alternativamente:  a)  por  libre  cola- 
ción, después  de  haber  oído  al  Cabildo,  y  b)  por  previa  presentación  al 
Jefe  del  Estado. 

En  este  segundo  caso,  el  Jefe  del  Estado  escogerá  al  candidato  que  ha 
de  presentar,  de  una  lista  de  tres  eclesiásticos  dignos,  que  el  Obispo  formará 
a  base  de  los  resultados  de  la  oposición,  o  después  de  oír  al  Cabihio  sobre 
los  varios  candidatos,  por  su  libre  designación. 


ACUERDO  SOBRE  PROVISIÓN  DE  BENEFICIOS  NO  CONSISTORIALES 


523 


Art.  6.  P.  1.  Las  prebendas  del  Priorato  Nulliiis  de  Ciudad  Real  se 
conferirán  de  conformidad  con  su  régimen  tradicional  establecido  en  la 
Bula  Ad  Apostolicam. 

P.  2.  Para  el  nombramiento  de  Capellanes  y  Beneficiados  menores  de 
las  Capillas  de  los  Reyes  de  Toledo,  de  los  Reyes  Católicos  de  Granada  y 
de  San  Fernando  de  Sevilla,  se  procederá  previa  presentación  del  Jefe  del 
Estado.  La  terna  de  los  eclesiásticos,  de  entre  los  cuales  el  Jefe  del  Estado 
escogerá  el  nombre  que  habrá  de  presentar  al  Obispo,  la  hará  el  mismo 
Obispo,  después  de  oir  el  parecer  del  Cabildo  y  de  la  respectiva  Corpora- 
ción sobre  los  varios  candidatos. 

P.  3.  Los  Capellanes,  Párrocos  y  Beneficiados  mozárabes  serán  nombra- 
dos según  las  Constituciones  propias  de  su  Cabildo. 

P.  4.  Salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  8,  las  Iglesias  Colegiatas  de  Santa 
Maria  de  Roncesvalles,  de  San  Isidoro  de  León  y  la  de  Gandía,  lo  mismo 
que  las  Iglesias  magistrales  del  Sacro  Monte  y  de  Alcalá  de  Henares,  con- 
servarán su  régimen  peculiar  de  conferir  las  prebendas  en  las  Colegiatas 
de  Patronato  particular. 

Art.  7.  P.  1.  Cuando  la  provisión  de  beneficio  haya  de  hacerse  por 
oposición,  podrán  participar  en  ella  sacerdotes  de  todas  las  diócesis  espa- 
ñolas, con  el  consentimiento  de  los  Ordinarios  interesados,  y  se  efectuará 
aquélla  según  las  normas  que  dicte  la  Santa  Sede. 

P.  2.  Cuando  la  elección  del  candidato  a  un  beneficio  se  efectúe,  pre- 
via oposición,  por  el  Ordinario  y  el  Cabildo,  corresponderán  en  aquélla  al 
Prelado,  tres,  cuatro  o  cinco  votos,  según  que  el  número  de  capitulares  sea 
de  dieciséis  o  menos,  de  veinte  o  de  más  de  veinte. 

P.  3.  Cuando  la  provisión  de  un  beneficio  se  efectúe  previa  oposición, 
para  el  turno  en  que  corresponde  al  Jefe  del  Estado  la  presentación,  el 
Ordinario  formará  la  lista  de  tres  eclesiásticos  dignos  a  base  de  los  resul- 
tados de  la  oposición;  pero  si  no  le  es  posible  reunir  ese  número,  podrá 
elevar  una  lista  incompleta,  exponiendo  el  motivo  que  haya  tenido  para  ello. 

P.  4.  La  presentación  por  parte  del  Jefe  del  Estado  se  efectuará  siem- 
pre en  plazo  de  treinta  dias,  a  contar  desde  aquel  en  que  el  Ordinario  haya 
transmitido  al  Ministerio  competente  la  terna  formada  por  él.  Transcurrido 
dicho  plazo  sin  que  se  realice  la  presentación,  la  provisión  del  beneficio 
será  considerada  como  libre. 

P.  5.  La  Autoridad  Eclesiástica  diocesana  dará  comunicación  oficial  al 
Gobierno  de  las  provisiones  efectuadas  para  los  efectos  oportunos. 

Art.  8.  Quedando  firmes  los  principios  generales  del  Código  de  Dere- 
cho Canónico  acerca  de  las  reservas  pontificias,  la  Santa  Sede  consiente 
en  que  no  se  apliquen  las  prescripciones  del  canon  1435,  números  1,  2  y  4, 
cuando,  según  los  términos  del  presente  Convenio,  la  provisión  de  un  bene- 
ficio no  consistorial  tenga  lugar  previa  presentación  del  Jefe  del  Estado. 

Las  provisiones  de  los  beneficios  eclesiásticos  que  quedaron  vacantes 
*'por  resulta",  serán  consideradas  en  todo  igual  a  las  otras  provisiones  y, 
por  tanto,  se  ajustarán  a  las  normas  que  para  cada  caso  se  establecen  en 
este  Convenio  salvo  cuando  se  haya  producido  la  vacante  a  consecuencia 
de  la  provisión  de  un  beneficio  no  consistorial  efectuada  por  libre  cola- 
ción de  la  Santa  Sede,  en  cuyo  caso  se  aplicarán  las  normas  del  Código  de 
Derecho  Canónico. 

Art.  9.  El  Gobierno  español  conservará  las  dotaciones  señaladas  a 
los  beneficios  objeto  del  presente  Convenio,  en  la  cuantía  consignada  ac- 
tualmente. 

Si  en  el  futuro  se  verificasen  cambios  notables  en  las  condiciones  eco- 
nómicas generales,  las  dotaciones  del  Gobierno  se  acomodarán  a  la  nueva 
situación  en  medida  no  inferior  al  valor  real  de  las  asignadas  actualmente. 
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Art.  10.  El  presente  Convenio  se  aplicará  a  todos  los  beneficios  que 
estén  vacantes  en  el  acto  de  la  firma  y  permanecerá  en  vigor  hasta  que  sus 
normas  sean  incorporadas  al  nuevo  Concordato. 

El  Gobierno  español  renueva,  a  este  propósito,  el  empeño  de  observar 
las  disposiciones  contenidas  en  los  cuatro  primeros  artículos  del  Concor- 
dato de  1851  y  de  no  legislar  sobre  materias  mixtas,  o  que  de  algún  modo 
puedan  interesar  a  la  Iglesia,  sin  previo  acuerdo  con  la  Santa  Sede. 

Hecho  en  doble  ejemplar. 

Madrid,  16  de  jubo  de  1946. 

(Firmado):  Alberto  Martín  Artajo.  —  Cayetano  Cicognani. 


APENDICE  V 
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En  relación  con  el  art.  XIII  del  Concordato 
Bula  «Hispaniarum  fidelitas»,  de  5  de  agosto  de  1953 
PIO  OBISPO 
Siervo  de  los  siervos  de  Dios. 
Para  perpetua  memoria 

La  fidelidad  de  España  a  la  religión  católica  y  a  la  Sede  Apostólica 
y  su  piedad  a  la  Bienaventurada  Virgen  María  se  pueden  demostrar  con 
innumerables  testimonios.  Entre  los  cuales  sobresale  la  constante  y  mu- 
nífica devoción  que  a  través  de  los  siglos,  los  Príncipes  de  la  noble  nación 
hispana,  continuamente  manifestaron  y  profesaron  al  primer  templo  de- 
dicado en  Roma  a  la  Madre  de  Dios.  Culminación  de  esta  preclara  memoria, 
ferviente  devoción  y  recia  liberalidad  es  la  pía  fundación  en  dicha  Basílica 
Patriarcal  de  Santa  María  la  Mayor,  erigida  solemnemente,  según  los  deseos 
e  intención  del  Rey  Felipe  IV,  el  día  7  de  octubre  de  1647,  por  nuestro 
predecesor  de  Ven.  Mem.  Inocencio  X,  con  la  Constitución  Apostólica  Sacri 
Apostolatus. 

En  virtud  de  esta  fundación,  las  mesas  episcopales  de  Catania  y  Mazara, 
que  por  aquel  tiempo  pertenecían  a  los  dominios  de  dicho  Rey,  se  obliga- 
ban a  entregar:  una,  dos  mil  doscientos  escudos;  otra,  mil  ochocientos  es- 
cudos de  moneda  del  reino  de  Sicilia,  como  pensión  anual  perpetua,  en 
beneficio  del  Capítulo  liberiano,  de  los  capellanes  beneficiados,  de  los  clé- 
rigos y  ministros,  según  las  normas  y  reglas  sancionadas  en  la  antedicha 
Constitución  conforme  a  la  mente  del  Rey. 

Se  impuso  al  Capítulo  de  la  Basílica  la  obligación  de  celebrar  todos  los 
años  tres  misas,  una  el  día  de  la  Navidad  de  la  Virgen  María,  otra  en  la 
octava  de  los  fieles  difuntos,  y  la  tercera  el  día  23  de  enero,  fiesta  de  San 
Ildefonso,  para  impetrar  la  prosperidad  espiritual  y  temporal  del  Rey  y  de 
la  nación  española. 

Esta  fundación  se  vio  sometida  a  diversas  vicisitudes,  sobre  todo  des- 
pués que  por  el  Tratado  de  rtrecht  del  año  1713,  Sicilia  fue  separada  del 
dominio  del  Rey  de  F^spaña.  Pues  los  Principes  que  obtuvieron  después  el 
reino  de  Sicilia,  en  virtud  de  su  dominio  sobre  las  diócesis  de  Catania  y 
Mazara,  propugnaron  que  a  ellos  les  pertenecían  tanto  las  cargas  como  los 
favores  y  privilegios  concedidos  por  la  fundación. 
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De  aquí  las  frecuentes  y  laboriosas  negociaciones  de  la  Sede  Apostólica 
con  los  Reyes  de  España  y  otros  Príncipes  hasta  que  unida  Sicilia  a  Italia 
el  año  1870,  las  mesas  de  dichas  diócesis  se  vieron  obligadas  a  entregar  las 
sumas  prescritas  en  la  Constitución  Apostólica  al  llamado  "Economato  de 
beneficios  vacantes".  Sin  embargo,  como  en  virtud  del  art.  25  del  Concor- 
dato firmado  entre  la  Santa  Sede  e  Italia,  de  11  de  febrero  de  1929,  "las 
regalías  sobre  los  beneficios  mayores  y  menores  quedan  abolidas",  e  igual- 
mente "queda  abolido  el  tercio  pensionable  en  las  provincias  del  Reino  de 
las  dos  Sicilias",  el  Capítulo  de  Santa  María  la  Mayor,  considerando  la 
Constitución  de  Inocencio  X,  solicitó  que  las  sumas  no  se  entregasen  al 
poder  civil,  sino  al  Capítulo.  Las  mesas  arriba  mencionadas  accedieron,  en 
un  primer  tiempo,  a  esta  petición;  pero  al  finalizar  el  año  1933  las  recha- 
zaron negando  que  la  fundación  del  Rey  Felipe  IV  tuviese  aún  vigor,  y  el 
24  de  febrero  de  1934  pidieron  licencia  para  que  compareciese  ante  el 
Tribunal  de  la  Sagrada  Rota  Romana,  conforme  a  lo  prescrito  en  el  ca- 
non 1557,  párrafo  2,  núm.  2,  el  Capítulo  liberiano  a  íin  de  que  se  declarase 
que:  "Las  mesas  de  Catania  y  Mazara  no  están  obligadas  a  entregar  las 
pensiones  que  les  fueron  impuestas  por  el  Sumo  Pontífice  Inocencio  X  sobre 
las  rentas  de  ambas  mesas". 

Pero  habiendo  sido  impugnada  la  competencia  de  la  Sagrada  Rota 
Romana,  en  virtud  de  las  cláusulas  contenidas  en  la  dicha  Constitución,  Nos 
constituímos  una  especial  Comisión  Pontificia  a  la  que  concedimos  todas 
las  facultades  necesarias  para  dirimir  la  controversia,  que  estaba  formada 
por  los  Eminentísimos  Cardenales  Máximo  Massimi,  como  presidente; 
Eugenio  Tisserant  y  José  Bruno,  como  miembros,  y  confiamos  el  cargo  de 
secretario  al  limo,  y  Rvdmo.  Sr.  Diño  Staffa. 

Entretanto,  pendiente  aún  de  solución  la  controversia,  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquín  Ruiz-Giménez,  Embajador  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede,  ex- 
presó el  ardiente  deseo  de  su  Gobierno  de  dirimir  la  cuestión  extrajudicial- 
mente,  proponiendo  al  mismo  tiempo  soluciones  que  abrían  paso  a  las 
negociaciones  que,  llevadas  eficazmente  por  su  sucesor,  el  Excmo.  Sr.  Don 
Fernando  María  Castiella,  han  llegado  a  feliz  término. 

En  consecuencia:  El  Jefe  del  Estado  español,  Francisco  Franco,  acep- 
tando en  nombre  de  la  Nación  las  obligaciones  abajo  referidas,  quiere  pro- 
seguir fielmente  la  tradicional  devoción  y  liberalidad  que  en  tiempos  pa- 
sados unieron  el  nombre  de  España  a  la  Basílica  Patriarcal  de  Santa  María 
la  Mayor;  mientras  la  Sede  Apostólica  manifiesta  que  le  agrada  y  satisface 
que  tan  noble  nación  católica  confirme  los  vínculos  de  piedad  que  le  unen 
con  el  mayor  templo  dedicado  a  la  Santísima  Virgen  en  el  mismo  centro 
del  orbe  católico;  esta  Sede  Apostólica  y  el  Jefe  del  Estado  español  convi- 
nieron en  que  se  sancionasen  los  mutuos  compromisos  por  la  presente  Cons- 
titución que  sustituye  para  todos  los  efectos  a  la  Constitución  Sacri  Apos- 
tolaíiis  de  nuestro  predecesor  de  venerable  memoria  Inocencio  X,  de  modo 
que  en  lo  futuro  nadie  pueda,  en  virtud  de  la  precedente  Constitución,  hacer 
reclamación  alguna.  Las  obligaciones  mutuamente  aceptadas  son  las  si- 
guientes : 

La  Sede  Apostólica: 

I.  Dispone,  que  el  Jefe  del  Estado  español  sea  considerado  Protocanó- 
nigo  y  goce  de  los  honores  anejos  o  privilegios  tradicionales  en  las  fun- 
ciones sagradas  establecidas  por  el  Ceremonial  de  la  Basílica.  Estos  hono- 
res, ausente  el  Jefe  del  Estado  español,  deben  ser  concedidos  al  Embajador 
de  España  cerca  de  la  Santa  Sede  en  las  tres  Misas  solemnes  que  se  cele- 
brarán en  virtud  de  la  presente  fundación  de  que  se  habla  en  el  núm.  III. 

II.  Concede,  que  en  el  Capítulo  liberiano  haya  siempre  un  canónigo 
español.  Este  será  libremente  elegido  por  la  Sede  Apostólica,  que  antes  de 
nombrarle  comunicará  en  secreto  su  nombre  al  Gobierno  español,  para 
conocer  si  este  Gobierno  tiene  algo  que  oDoner  al  nombramiento.  El  canó- 
nigo español  recibirá  de  la  Sede  Apostólica  los  mismos  emolumentos  que 
los  demás  canónigos  y  será  misión  suya  el  vigilar  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  de  que  se  habla  en  el  núm.  III  de  la  presente  Constitución,  y 
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el  someter  al  juicio  de  la  Santa  Sede  todo  aquello  que  le  pareciese  menos 
acertado  en  la  inversión  y  distribución  de  las  cantidades  entregadas  por  el 
Gobierno  español. 

III.  Cuidará  de  que  todos  los  años  en  la  Basílica  liberiana  se  celebren 
tres  Misas  solemnes:  una  en  la  fiesta  de  la  Asunción  de  la  Santísima  Virgen; 
otra  en  la  fiesta  de  la  Inmaculada  Concepción,  y  la  tercera  en  la  fiesta  de 
San  Fernando,  Rey  de  España,  para  la  propagación  de  la  Fe,  por  las  inten- 
ciones del  Jefe  del  Estado  español,  y  para  impetrar  la  prosperidad  del  Jefe 
del  Estado  y  de  la  Nación  española. 

El  Gobierno  español  promete,  por  su  parte,  entregar  todos  los  años  el 
día  primero  de  enero  la  cantidad  de  8.000  pesetas  oro  a  la  Santa  Sede.  La 
Sede  Apostólica  decidirá  todos  los  años  qué  parte  de  esta  cantidad  debe 
emplearse,  a  su  juicio,  en  las  distribuciones  ordinarias  y  sacerdotes  bene- 
ficiados; qué  parte  en  las  distribuciones  extraordinarias  a  los  presentes 
a  la  celebración  de  las  tres  Misas  de  que  se  hace  referencia  en  el  núm.  III; 
qué  parte  deba  reservarse  para  los  estipendios  de  estas  Misas  y  los  otros 
gastos  que  requieran  el  culto  y  la  fábrica  de  la  Basílica. 

Castel  Gandolfo,  5  agosto  1953.  En  la  fiesta  de  la  dedicación  de  Santa 
María  de  las  Nieves. 


APENDICE  VI 
ACUERDO  SOBRE  LA  JURISDICCION  CASTRENSE 


En  relación  con  los  arts.  XV  y  XXXII  del  Concordato 

Acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  sobre  la  Jurisdicción 
Castrense  y  Asistencia  Religiosa  en  las  Fuerzas  Armadas, 
de  5  de  agosto  de  1950 

La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español,  deseando  llegar  a  un  acuerdo  sobre 
la  Jurisdicción  Castrense  y  Asistencia  Religiosa  a  las  Fuerzas  Armadas,  han 
nombrado,  con  este  objeto,  sus  Plenipotenciarios;  a  saber: 

Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  a  Su  Excelencia  Reverendísima  Monse- 
ñor Domenico  Tardini,  Secretario  de  la  Sagrada  Congregación  de  Asuntos 
Extraordinarios;  y 

el  Jefe  del  Estado  español  al  Excelentísimo  Sr.  D.  Joaquín  Ruiz-Gimé- 
nez.  Embajador  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede, 

los  cuales,  después  de  haber  canjeado  sus  plenos  poderes  y  hallarlos 
en  debida  forma,  han  convenido  en  los  artículos  siguientes: 

Art.  i.  La  Santa  Sede  constituye  en  España  un  Vicariato  Castrense 
para  atender  al  cuidado  espiritual  de  los  militares  de  Tierra,  Mar  y  Aire. 

Art.  II.  La  Santa  Sede  procederá  al  nombramiento  del  Vicario  General 
Castrense,  previa  presentación  del  Jefe  del  Estado,  según  lo  establecido  en 
el  Convenio  en  vigor  entre  la  misma  Santa  Sede  y  España,  sobre  provisión 
de  las  Sedes  Arzobispales  y  Episcopales  y  el  nombramiento  de  Coadjutores 
con  derecho  de  sucesión. 

líi  Vicario  General  Castrense  será  elevado  a  la  dignidad  arzobispal. 

Art.  III.  Al  quedar  vacante  el  Vicariato  Castrense,  el  Teniente  Vicario 
de  la  Primera  Región  Militar,  más  antiguo  en  este  cargo,  asumirá  interina- 
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mente  las  funciones  del  Vicario  General  Castrense,  con  las  limitaciones 
pertinentes,  por  carecer  de  la  dignidad  episcopal. 

Art,  IV.  El  ingreso  en  el  Cuerpo  de  Capellanes  tendrá  lugar  previa  opo- 
sición, según  las  normas  aprobadas  por  la  Santa  Sede,  si  bien  no  se  reque- 
rirán necesariamente  títulos  académicos  para  ser  admitidos  a  la  oposición 
y  siempre  a  salvo  las  disposiciones  del  presente  Convenio. 

Para  el  ascenso  al  grado  de  Teniente  Vicario  será  preciso  poseer  la 
Licenciatura  o  el  Doctorado  en  Teología  o  en  Derecho  Canónico  y  haber 
sido  declarado  canónicamente  apto,  previo  examen,  por  el  Vicario  General 
Castrense. 

Art.  V.  El  nombramiento  eclesiástico  de  los  capellanes  se  hará  por  el 
Vicario  General  Castrense,  quien  les  expedirá  el  correspondiente  título. 

El  ingreso  en  el  Cuerpo  y  el  destino  a  Unidad  o  Establecimiento,  se 
hará  por  el  Ministerio  correspondiente,  a  propuesta  del  Vicario  General 
Castrense. 

Art.  VI.  Los  capellanes  militares  ejercen  su  sagrado  ministerio  bajo  la 
jurisdicción  del  Vicario  General  Castrense,  asistido  por  su  propia  Curia. 

Dado  el  carácter  sagrado  de  los  Capellanes,  en  el  caso  en  que  deban 
ser  sancionados  por  consecuencia  de  un  expediente  de  carácter  puramente 
militar,  se  dará  cuenta  al  Vicario  General  Castrense,  quien  dispondrá  se 
cumpla  la  sanción  en  el  lugar  y  en  la  forma  que  estime  más  adecuados. 

El  Vicario  General  Castrense  podrá  suspender  o  destituir  de  su  oficio 
por  causas  canónicas  y  ad  normam  inris  canonici  a  los  Capellanes  mili- 
tares, comunicando  la  suspensión  o  remoción  al  Ministerio  competente,  el 
cual,  sin  otro  trámite,  procederá  en  el  primer  caso  a  declararlos  en  situa- 
ción de  disponibles,  y  en  el  segundo,  a  darles  de  baja  en  el  Cuerpo. 

Los  capellanes  militares  como  sacerdotes  y  ratione  loci  estarán  sujetos 
también  a  la  disciplina  y  vigilancia  de  los  Ordinarios  diocesanos,  quienes 
en  casos  urgentes  podrán  tomar  las  oportunas  providencias  canónicas, 
debiendo  en  tales  casos  hacerlas  conocer  en  seguida  al  Vicario  General 
Castrense. 

Art.  VIL  La  jurisdicción  del  Vicario  General  Castrense  y  de  los  Cape- 
llanes es  personal,  se  extiende  a  todos  los  militares  de  Tierra,  Mar  y  Aire 
en  situación  de  servicio  activo  (esto  es,  bajo  las  armas),  a  sus  esposas  legí- 
timas e  hijos  menores,  cuando  vivan  en  su  compañía,  y  a  los  alumnos  de 
las  Academias  y  de  las  Escuelas  Militares,  quedando  excluidos  los  civiles 
que  de  cualquiera  otra  manera  estén  relacionados  con  los  mismos  militares 
o  presten  servicio  en  los  Ejércitos. 

La  misma  jurisdicción  se  extiende  también  a  los  miembros  del  Cuerpo 
de  la  Guardia  Civil  y  de  la  Policía  Armada. 

Art.  VIII.  Los  Capellanes  militares  tienen  competencia  parroquial  en  lo 
tocante  a  las  personas  mencionadas  en  el  artículo  precedente. 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  asistencia  canónica  al  matrimonio,  tendrán 
presente  la  disposición  del  canon  1097,  §  2,  del  Código  de  Derecho  Canónico 
que  prescribe:  Pro  regula  habeatur  ut  matrimonium  corain  sponsae  parocho 
celebretur,  nisi  iusta  causa  excuset;  y  en  caso  de  celebrarse  el  matrimonio 
ante  el  Capellán  castrense,  éste  deberá  atenerse  a  todas  las  prescripciones 
canónicas  y  de  manera  particular  a  las  del  canon  1103,  §  1  y  2. 

Sin  perjuicio  de  lo  que  prescribe  el  canon  1962  del  Código  de  Derecho 
Canónico,  está  reservado  a  los  Ordinarios  del  lugar  conocer  de  las  causas 
matrimoniales  concernientes  a  personas  sujetas  a  la  jurisdicción  eclesiástica 
castrense. 

Art.  IX.  Como  quiera  que  la  jurisdicción  castrense  se  ejerce  dentro 
del  territorio  de  las  diferentes  diócesis,  es  cumulativa  con  la  de  los  Ordi- 
narios diocesanos.  Sin  embargo,  en  los  cuarteles,  aeropuertos,  arsenales 
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militares,  residencia  de  las  Jefaturas  militares,  Academias  y  Escuelas  mili- 
tares, hospitales,  tribunales,  cárceles,  campamentos  y  demás  lugares  desti- 
nados a  las  tropas  de  Tierra,  Mar  y  Aire,  usarán  de  ella  primaria  y  princi- 
palmente el  Vicario  General  Castrense  y  los  Capellanes  militares;  y  subsi- 
diariamente, aunque  siempre  por  derecho  propio,  los  Ordinarios  diocesanos 
y  los  Párrocos  locales,  cuando  aquéllos  falten  o  estén  ausentes,  mediante 
ios  oportunos  acuerdos,  por  regla  general,  con  el  Vicario  General  Castrense, 
quien  informará  a  las  Autoridades  militares  correspondientes. 

Fuera  de  los  lugares  señalados,  ejercerán  libremente  su  jurisdicción  los 
Ordinarios  diocesanos  y,  cuando  asi  les  fuese  solicitado,  los  Párrocos  lo- 
cales. 

Art.  X.  Cuando  los  Capellanes  castrenses,  en  funciones  de  su  sagrado 
ministerio  con  los  militares,  tengan  que  oficiar  fuera  de  los  templos,  estable- 
cimientos, campamentos  y  demás  lugares  destinados  regularmente  a  ellos, 
deberán  dirigirse  con  anticipación  a  los  Ordinarios  diocesanos  o  a  los 
Párrocos  o  Rectores  locales  para  obtener  el  oportuno  permiso. 

Art.  XI.  El  Vicario  General  Castrense  se  pondrá  de  acuerdo  con  los 
Obispos  diocesanos  y  los  Superiores  Mayores  Religiosos  para  designar  entre 
sus  subditos,  un  número  adecuado  de  sacerdotes  que,  sin  dejar  los  oficios 
que  tengan  en  su  Diócesis  o  Instituto,  se  dediquen  a  auxiliar  a  los  Capellanes 
militares  en  el  servicio  espiritual  de  las  fuerzas  armadas. 

Tales  sacerdotes  y  religiosos  ejercerán  su  ministerio  con  los  militares  a 
las  órdenes  del  Vicario  General  Castrense,  del  cual  recibirán  las  necesarias 
facultades  ad  luitum,  y  serán  restribuídos  a  titulo  de  gratificación  o  esti- 
pendio ministerial. 

Art.  XII.  El  Estado  español  reconoce  que  los  clérigos  y  religiosos,  ya 
sean  profesos,  ya  novicios,  en  virtud  de  los  cánones  121  y  614  del  Código 
de  Derecho  Canónico,  están  exentos  de  todo  servicio  militar. 

1)  En  tiempo  de  paz,  el  Vicario  General  Castrense,  previo  acuerdo  con 
los  Ordinarios  diocesanos  o  Superiores  Mayores  Religiosos,  puede  llamar 
en  la  medida  que  sea  necesario,  y  por  un  tiempo  no  superior  en  todo  caso 
a  la  duración  del  Servicio  Militar  en  filas,  a  los  sacerdotes  y  religiosos  pro- 
fesos que  hayan  alcanzado  los  treinta  años  de  edad,  a  prestar  en  los  Ejér- 
citos funciones  de  su  sagrado  ministerio  o  asistencia  religiosa  de  las  fuer- 
zas armadas,  con  exclusión  de  todo  otro  servicio. 

2)  Los  seminaristas,  postulantes  y  novicios  diferirán  en  tiempo  de 
paz  el  cumplimiento  de  todas  las  obligaciones  militares,  solicitando  prórro- 
gas anuales  durante  el  tiempo  que  les  falte  para  recibir  el  Sagrado  Presbi- 
terado o  para  emitir  sus  votos  respectivamente. 

Los  Rectores  de  los  Seminarios  y  los  Superiores  de  las  Casas  Religio- 
sas enviarán,  sin  pérdida  de  tiempo,  a  las  Autoridades  militares  corres- 
pondientes, nota  de  aquellos  seminaristas,  postulantes  y  novicios,  que,  dis- 
frutando de  dichas  prórrogas,  abandonaren  el  Seminario  o  el  Instituto  re- 
ligioso. 

La  misma  obligación  tendrán  los  Señores  Obispos  y  los  Superiores  Ma- 
yores Religiosos  respecto  de  los  clérigos  que,  a  tenor  de  los  SS.  Cánones 
hubieran  sido  reducidos  al  estado  laical,  o  de  los  religiosos  que  no  habien- 
do recibido  Ordenes  Sagradas  y  estando  en  edad  mihtar,  abandonaron  el 
Instituto. 

3)  Todos  los  clérigos,  seminaristas  y  religiosos,  incluso  los  novicios  y 
postulantes,  quedarán  excluidos  de  las  movilizaciones  que  se  decreten  con 
fines  de  instrucción. 

Art.  XIII.  Kn  los  casos  de  movilización  general  por  causa  de  guerra, 
los  sacerílotes  seculares  o  regulares  que  tuviesen  la  edad  a  que  alcance  la 
movilización  y  fuesen  necesarios  a  juicio  del  Vicario  (ieneral  Castrense, 
serán  llamados  a  ejercer  su  sagrado  ministerio  en  las  fuerzas  armadas, 
como  Capellanes,  disfrutando  de  la  consideración  de  Oficiales. 
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En  los  casos  de  movilización  por  causa  de  guerra,  los  clérigos  y  religio- 
sos no  sacerdotes,  así  como  los  seminaristas,  postulantes  y  novicios,  en 
edad  a  la  que  alcance  la  movilización  y  en  la  medida  que  el  Vicario  General 
Castrense  estimare  necesario,  serán  destinados  a  ayudar  a  los  Capellanes 
en  su  ministerio  espiritual,  o  a  otros  servicios  compatibles  con  su  carácter 
eclesiástico.  De  entre  ellos,  los  que  en  el  momento  de  decretarse  la  movi- 
lización estén  preparándose  para  el  sacerdocio,  disfrutarán  de  permisos 
prorrogables  que,  en  cada  caso,  a  juicio  del  Vicario  Castrense,  autoricen 
las  circunstancias,  con  el  íin  de  que  prosigan  sus  estudios  en  el  Seminario 
o  Casa  Religiosa  a  la  cual  pertenecen. 

Cesarán  en  su  disfrute  si  abandonan  los  estudios  o  cuando  terminen  la 
carrera,  circunstancias  que  los  Rectores  o  Superiores  respectivos  comuni- 
carán inmediatamente  a  la  Autoridad. 

El  seminarista  o  novicio  en  cuyo  nombre  se  presente  voluntariamente  un 
sacerdote  del  clero  regular  o  secular,  debidamente  autorizado  por  sus  Su- 
periores eclesiásticos,  para  prestar  servicio  de  vanguardia  propio  de  su 
ministerio  sacerdotal,  disfrutará  en  todo  caso  de  estos  permisos. 

Art.  XIV.  En  los  casos  de  movilización  general  por  causa  de  guerra, 
quedan  exceptuados  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  militares  los 
sacerdotes  que  tengan  cura  de  almas.  Se  consideran  tales  los  Ordinarios, 
los  Párrocos,  los  Vicepárrocos  y  los  Rectores  de  Iglesias  abiertas  al  culto. 

Asimismo  serán  dispensados  de  las  obligaciones  antedichas,  aun  en 
los  casos  de  movilización  general  por  causa  de  guerra,  los  Obispos  titu- 
lares, los  Rectores  de  los  Seminarios  y  los  Misioneros;  a  saber:  aquellos 
sacerdotes  y  religiosos  que,  con  la  debida  autorización  de  la  competente 
Autoridad  eclesiástica,  se  consagran  al  apostolado  en  los  territorios  de 
misión. 

Art.  XV.  El  Vicario  General  Castrense  o  el  Teniente  Vicario  que  inte- 
rinamente asuma  sus  funciones,  podrá  solicitar  de  la  Santa  Sede  la  conce- 
sión y  sucesiva  renovación  de  las  facultades,  gracias  y  privilegios  que  es- 
time convenientes. 

Art.  XVI.  Este  Convenio  será  ratificado  y  las  ratificaciones  canjeadas 
en  el  más  breve  plazo  posible. 

Hecho  por  duplicado  en  la  Ciudad  del  Vaticano,  a  5  de  agosto  de  1950. 


APENDICE  VII 
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En  relación  con  el  art.  XIX  del  Concordato 

Acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  español  sobre  Seminarios 
y  Universidades  de  Estudios  Eclesiásticos  y  Acta  de  la  firma 
del  mismo,  de  8  de  diciembre  de  1946 

En  el  Ministerio  de  Asuntos  Exteriores,  en  Madrid,  a  las  trece  horas 
del  día  ocho  de  diciembre  de  mil  novecientos  cuarenta  y  seis  y  una  vez  cam- 
biadas las  respectivas  Plenipotencias  que  acreditan  al  Excmo.  Señor  Minis- 
tro de  Asuntos  Exteriores  de  España,  D.  Alberto  Martin  Artajo,  y  a  Su  Ex- 
celencia Monseñor  Cayetano  Cicognani,  Arzobispo  de  Ancyra,  Nuncio  Apos- 
tólico en  esta  capital,  para  llevar  a  cabo  la  firma  del  Convenio  concertado 


27 


530 


ACUERDO  SOBRE  SEMINARIOS  Y  UNIVERSIDADES 


entre  España  y  la,  Santa  Sede  sobre  Seminarios  y  Universidades  de  Estu- 
dios Eclesiásticos,  se  ha  procedido  por  ambos  Plenipotenciarios  a  la  firma 
de  los  ejemplares,  por  duplicado,  del  antes  mencionado  Convenio,  asi  como 
al  sellado  de  los  mismos. 

Presentes  a  dicho  acto  se  encontraban,  D.  Raimundo  Fernández  Cuesta, 
Ministro  de  Justicia;  D.  José  Ibáñez  Martin,  Ministro  de  Educación  Nacio- 
nal; D.  Tomás  Suñer,  Subsecretario  de  Asuntos  Exteriores;  D.  José  Se- 
bastián de  Erice,  Director  General  de  Política  Exterior;  D.  Mariano  Puig- 
dollers.  Director  General  de  Asuntos  Eclesiásticos;  D.  Antero  de  Ussia,  Di- 
rector de  Relaciones  con  la  Santa  Sede,  y  D.  José  Maria  Doussinague,  Pre- 
sidente de  la  Comisión  Concordataria. 

Y  para  dar  fe  de  ello  a  todos  los  efectos,  el  Primer  Introductor  de  Em- 
bajadores, Jefe  de  Protocolo,  Señor  Barón  de  las  Torres,  extiende  la  presen- 
te acta  en  Madrid  a  ocho  de  diciembre  de  mil  novecientos  cuarenta  y  seis, 
festividad  de  la  Inmaculada  Concepción,  Patrona  de  España.  —  Luis  Alvarez 
de  Estrada. 

Art.  1.  Las  Diócesis  tendrán  libremente  y  de  conformidad  con  el  De- 
recho Canónico,  Seminarios  Eclesiásticos,  cuya  organización  y  dirección 
corresponde  a  las  competentes  autoridades  de  la  Iglesia. 

Art.  2.  El  Estado  español  contribuirá,  con  arreglo  al  presente  Conve- 
nio, a  la  dotación  de  los  Seminarios  Menores  y  Mayores  establecidos  en  armo- 
nía con  las  prescripciones  del  Derecho  Canónico  y  a  las  disposiciones  eje- 
cutivas emanadas  del  Episcopado  español. 

Art.  3.  El  Estado  español  contribuirá  a  la  dotación  de  un  Seminario 
Menor  en  cada  Diócesis,  por  los  siguientes  conceptos: 

a)  Personal  directivo  y  docente. 

b)  Gastos  de  conservación  y  reparaciones,  biblioteca  y  material. 

Art.  4.  Asimismo  para  la  formación  religiosa  y  científica  de  los  ecle- 
siásticos el  Estado  español  contribuirá  con  arreglo  al  cuadro  B  a  la  dota- 
ción del  Seminario  Mayor  en  las  siguientes  Diócesis: 

Provincia  eclesiástica  de  Burgos:  Burgos,  Calahorra,  León,  Plasencia, 
Santander  y  Vitoria. 

Provincia  eclesiástica  de  Granada:  Granada,  Cartagena,  Jaén  y  Málaga. 

Provincia  eclesiástica  de  Santiago:  Santiago,  Lugo,  Mondoñedo,  Orense, 
Oviedo  y  Túy. 

Provincia  eclesiástica  de  Sevilla:  Sevilla,  Badajoz,  Cádiz,  Córdoba,  Las 
Palmas  y  Tenerife. 

Provincia  eclesiástica  de  Tarragona:  Tarragona,  Barcelona,  Gerona,  Lé- 
rida, Tortosa,  Solsona,  Urgel  y  Vich. 

Provincia  eclesiástica  de  Toledo:  Toledo,  Coria,  Cuenca,  Madrid-Alcalá, 
Sigüenza  y  Plasencia. 

Provincia  eclesiástica  de  Valencia:  Valencia,  Mallorca  y  Orihuela. 

Provincia  eclesiástica  de  Valladolid:  Valladolid,  Astorga,  Avila,  Sala- 
manca, Zamora  y  Segovia. 

Provincia  eclesiástica  de  Zaragoza:  Zaragoza,  Huesca,  Pamplona,  Tara- 
zona  y  Teruel. 

Priorato  Nullius:  Ciudad  Real. 

Para  la  dotación  que  en  lo  futuro  pudiera  considerarse  necesaria  para 
otros  Seminarios,  se  estará  a  lo  que  de  común  acuerdo  entre  ambas  Potes- 
tades se  convenga. 

Aht.  5.  Teniendo  presente  que  la  finalidad  de  los  Seminarios  es  de 
formar  sacerdotes  santos  y  doctos  y  que  a  esta  finalidad  deben  contribuir 
profesores  dotados  de  adecuadas  condiciones  religiosas,  morales,  eclesiás- 
ticas y  culturales,  los  nombramientos  para  las  Cátedras  dotadas  con  arreglo 
al  presente  Convenio  los  hará  el  Obispo  diocesano  previa  oposición,  a  la 
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cual  podrá  permitir  que  concurran  también  sacerdotes  de  otras  diócesis, 
que  posean  las  cualidades  indicadas  y  tengan  el  permiso  de  su  propio  Pre- 
lado. Por  lo  que  se  refiere  a  las  cualidades  culturales  podrán  concurrir  los 
sacerdotes  que  presenten  cualificaciones  correspondientes  a  la  enseñanza 
a  la  cual  aspiran,  como  son  trabajos  científicos  que  merezcan  consideración, 
o  bien  reúnan  las  siguientes  condiciones: 

a)  Para  las  Cátedras  de  Curso  Humanístico:  Los  que  estén  en  posesión 
de  grados  académicos  en  Filosofía,  Teología  o  Derecho  Canónico  y  con 
preferencia  los  que  estuviesen  graduados  en  Filosofía  y  Letras  o  en  Ciencias. 

b)  Para  las  Cátedras  del  Curso  Filosófico:  Los  que  estén  en  posesión 
de  grados  académicos  mayores  en  Filosofía,  Teología  o  Derecho  Canónico 
o  que  estuviesen  graduados  en  Filosofía  y  Letras  o  en  Ciencias. 

c)  Para  las  Cátedras  de  Curso  Teológico :  Los  que  estén  en  posesión 
de  grados  académicos  mayores  por  una  Universidad  o  Facultad  teológico- 
jurídica  de  estudios  eclesiásticos. 

Los  profesores  designados  por  el  Prelado  en  virtud  del  Concurso  que- 
darán en  prueba  por  tres  años,  como  extraordinarios,  antes  de  ser  nombra- 
dos ordinarios  definitivamente. 

Corresponde  igualmente  al  Obispo,  que  podrá  libremente  obrar  "según 
su  conciencia",  remover  a  los  profesores  por  motivo  de  doctrina  o  mora- 
lidad y  de  disciplina  eclesiástica,  por  infracciones  graves  de  sus  deberes 
escolares  o  por  inadecuada  eficiencia  en  el  desempeño  de  su  misión  ins- 
tructiva y  formativa. 

Art.  6.  El  estudio  de  la  Lengua,  Literatura,  Geografía  e  Historia  de  Es- 
paña será  obligatorio  en  los  Seminarios,  en  extensión  no  inferior  al  plan 
de  enseñanza  media  en  España  y  las  autoridades  eclesiásticas  cuidarán  de 
que  en  la  enseñanza  de  estas  disciplinas  se  inculque  el  más  acendrado  sen- 
timiento patriótico  español. 

Los  Prelados  comunicarán  al  Ministro  de  Educación  Nacional  ios  tex- 
tos, programas  y  horario  de  las  disciplinas  que  no  sean  filosóficas  o  teo- 
lógicas. 

Tal  comunicación  tendrá  carácter  puramente  informativo. 

En  consecuencia,  los  alumnos  de  los  Seminarios  que  además  del  Curso 
Clásico  (cinco  años)  hubiesen  aprobado  el  Curso  Filosófico  (tres  años),  que- 
darán habilitados  legalmente  para  sufrir  las  pruebas  finales  establecidas 
para  la  obtención  del  título  de  Bachiller. 

Art.  7:  El  Estado  español  reconoce  las  Universidades  de  Estudios  Ecle- 
siásticos erigidas  por  la  Silla  Apostólica. 

Las  actuales,  existentes  en  España,  sobre  la  base  de: 

1)  La  Constitución  Apostólica  Deus  Scientiariim  Dominas,  de  24  de 
mayo  de  1931,  con  las  Ordenaciones  de  12  de  junio  de  1931. 

2)  Los  Estatutos  respectivos  debidamente  aprobados  por  la  Santa  Sede. 

Para  la  dotación  de  las  Facultades  Universitarias  que  en  lo  futuro  pu- 
dieran crearse,  se  estará  a  lo  que  de  común  acuerdo  se  convenga,  dentro 
de  lo  prescrito  en  el  presente  Convenio. 

Art.  8.  Las  dotaciones  objeto  de  los  artículos  3,  4  y  7  que  preceden  se 
ajustarán  a  las  cifras  que  figuran  en  los  cuadros  A,  B,  C  del  anejo  al  pre- 
sente Convenio  y  su  cuantía  será  modificada  paralela  y  proporcionalmente 
a  las  retribuciones  del  Profesorado  similar  de  los  establecimientos  docentes 
del  Estado. 

Art.  9.  Los  Prelados  respectivos  comunicarán  al  Ministro  de  Justicia 
los  nombramientos  y  vacantes  de  Profesores  de  Cátedras  dotadas  en  los 
Seminarios,  así  como  el  Decreto  de  Convocatoria  de  las  oposiciones,  con 
carácter  puramente  informativo,  para  su  publicación  en  los  periódicos,  con 
carácter  oficial.  Este  decreto  se  publicará  dentro  de  los  dos  meses  de 
haberse  producido  la  vacante. 
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Por  lo  que  atañe  a  los  nombramientos,  vacantes  y  convocatorias  refe- 
rentes al  profesorado  de  las  Universidades  de  Estudios  Eclesiásticos  de  Sa- 
lamanca y  de  Comillas,  el  Prelado  y  el  Superior  Mayor  respectivamente,  en 
su  calidad  de  Cancilleres  y  con  arreglo  a  los  propios  Estatutos,  harán  aná- 
logas comunicaciones  al  Ministerio  de  Justicia  y  a  los  mismos  fines  y  plazo 
indicados. 

Art.  10.  Las  dotaciones  para  los  Profesores  no  constituirán  piezas  ecle- 
siásticas y  se  entienden  asignadas  a  las  Cátedras  que  se  indican,  debiendo 
ser  pagadas  por  nómina  a  los  Profesores  de  las  mismas,  a  través  del  Ordi- 
nario diocesano,  en  la  medida  que  éste  las  reciba  del  Gobierno. 

Art.  11.  Las  normas  del  presente  Convenio  entrarán  en  vigor  el  dia  de 
su  firma  y  serán  incorporadas  al  nuevo  Concordato,  debiendo  las  autorida- 
des competentes  adoptar  las  medidas  oportunas  para  su  inmediata  eje- 
cución. 

Art.  transitorio.  Los  Profesores  actuales  que  sean  reconocidos  idó- 
neos por  el  Ordinario  diocesano,  en  relación  a  la  finalidad  de  los  Semina- 
rios, podrán  ser  confirmados  por  el  mismo  Ordinario  en  la  enseñanza  a  la 
cual  estaban  consagrados,  aunque  no  posean  grados  académicos. 

Hecho  en  doble  ejemplar. 

Madrid,  a  ocho  de  diciembre  de  mil  novecientos  cuarenta  y  seis,  festivi- 
dad de  la  Inmaculada  Concepción,  Patrona  de  España. 

Cayetano  Cicognani.  Alberto  Martín  Artajo. 


CUADRO  A 

DOTACION  DE  LOS  SEMINARIOS  MENORES 

5  profesores  de  latin  y  castellano  a  8.000  pesetas    40.000 

1  profesor  de  griego    8.000 

1  profesor  de  Geografía  e  Historia    6.000 

1  profesor  de  Francés  y  Religión    6.000 

1  Rector    4.000 

1  Padre  espiritual    4.000 

1  Prefecto  de  estudios    3.000 

Gastos  de  entretenimiento  y  reparaciones    ,  6.000 

Biblioteca  y  material    6.000 


Total    83.000 


CUADRO  B 

DOTACION  DE  LOS  SEMINARIOS  MAYORES 

3  profesores  de  Filosofía  a  8.000  pesetas    24.000 

1  profesor  de  Matemáticas  y  Ciencias  Físicas  y  Naturales    8.000 

1  profesor  de  Literatura  Castellana,  Griega  y  Latina    8.000 

1  profesor  de  Dogmática  Fundamental    8.000 

1  profesor  de  Introducción  General  a  la  Sagrada  Escritura,  Grie- 
go Biblico  y  Lengua  Hebraica    8.000 

1  profesor  de  Teología  Moral,  Fundamental  y  Especial    8.000 

1  profesor  de  Historia  Eclesiástica  (Prolegómenos),  Historia  Ecle- 
siástica con  Patrística,  Bellas  Artes,  Arqueología  y  Litur- 
gia Doctrinal    8.000 


Suma  i)  sigue    72.000 
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Suma  anterior    72.000 

1  profesor  de  Dogmática  Especial    8.000 

1  profesor  de  Sagrada  Escritura  (Introducción  Especial  y  Exe- 

gesis)    8.000 

1  profesor  de  Derecho  Canónico  y  Derecho  Público  eclesiástico.  8.000 

1  auxiliar  de  Historia  civil    6.000 

1  Rector    4.000 

1  prefecto  de  estudios    3.000 

1  Padre  espiritual    3.000 

Biblioteca.  Museo  y  Laboratorio    18.000 

Reparaciones    6.000 


Total    138.000 


CUADRO  C 

UNIVERSIDAD  PONTIFICIA  DE  SALAMANXA.  —  FACULTAD 
DE  TEOLOGIA.  CANONICO  Y  FILOSOFIA 


a)  1  profesor  ordinario  de  Teologia  Fundamental    12.000 

4  profesores  ordinarios  de  Teologia  Dogmática  Especial    48.000 

2  profesores  ordinarios  de  Moral  Especial    24.000 

1  profesor  ordinario  de  Moral  Fundamental    12.000 

2  profesores  ordinarios  de  Historia  Eclesiástica  y  Arqueologia.  24.000 

1  profesor  ordinario  de  Introducción  General  a  la  Sagrada 

Escritura  y  de  Lengua  Hebrea  y  Griego  Biblico    12.000 

2  profesores  ordinarios  de  Sagrada  Escritura  (Exegesis  del 

Antiguo  y  Nuevo  Testamento)  y  de  Teologia  Bíblica  ....  24.000 
1  profesor  ordinario  de  Historia  de  la  Teologia  v  de  Teolo- 
gia Española    12.000 

.  1  profesor  ordinario  de  Teología  Pastoral,  de  Instituciones 
histórico-sistemáticas  de  Liturgia  v  Pedagogía  Catequís- 
tica   12.000 

1  profesor  ad  Tempus  de  Instituciones  de  Derecho  Canónico 

y  de  Principios  de  Derecho    10.000 

3  profesores  ordinarios  de  Codex  Inris  Canonici    36.000 

1  profesor  ordinario  de  Filosofía  del  Derecho  y  Derecho  Pú- 
blico Eclesiástico    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Derecho  Canónico  v  Derecho  Con- 
cordatario   12.000 

1  profesor  ad  Tempus  de  Instituciones  de  Derecho  Romano.  10.000 

1  profesor  ad  Tempus  de  Instituciones  de  Derecho  Civil  ...  10.000 
1  profesor  ad  Tempus  Fundamentos  Derecho  Internacional 

según  Francisco  de  Vitoria    10.000 

1  profesor  ordinario  Intr.  Filosofía  y  Lógica    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Cosmología    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Psicología    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Ontología    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Crítica  del  Conocimiento    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Teología  Natural    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Etica  y  Derecho  Natural    12.000 

1  profesor  ad  Tempus  de  Historia  de  la  Filosofía  española  ...  10.000 


Suma  y  sigue    374.000 
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Suma  anterior    374.000 

COMUNES  A  TODAS  LAS  FACULTADES 

1  Rector    6.000 

3  decanos  a  2.500  pesetas    7.500 

1  secretario  ecónomo    12.000 

1  bibliotecario    4.000 

Personal  auxiliar  y  subalterno    18.000 

b)  Para  biblioteca  y  laboratorio    50.000 

Para  publicaciones    20.000 

Para  material    17.000 


Total    508.500 


UNIVERSIDAD  PONTIFICIA  DE  COMILLAS. 
FACULTAD  DE  TEOLOGIA 

a)  1  profesor  ordinario  de  Teología  Fundamental    12.000 

2  profesores  ordinarios  de  Dogmática  Especial    24.000 

1  profesor  ordinario  de  Sagrada  Escritura    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Historia  Eclesiástica  y  Patrología  ...  12.000 
1  profesor  ad  Tempiis  Historia  de  los  Dogmas  y  de  la  Teo- 
logía   10.000 

1  profesor  ad  Tempiis  de  Instituciones  Canónicas    10.000 

1  profesor  ad  Tempiis  de  Teología  Moral    10.000 


FACULTAD  DE  FILOSOFIA 

1  profesor  ordinario  de  Ontología  y  Cosmología    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Psicología  Racional  y  Experimental.  12.000 

1  profesor  ordinario  de  Etica  y  Teodicea    12.000 

1  profesor  ordinario  Intr.  Filosofía  e  Historia  de  la  Filosofía.  12.000 
1  profesor  ordinario  Ciencias  físicas  y  químicas  relaciona- 
das con  la  Filosofía    12.000 

1  profesor  ad  Tempus  de  textos  de  Santo  Tomás  y  Aristóteles.  10.000 
1  profesor  ad  Tempus  de  Ciencias  Naturales  relacionadas  con 

la  Filosofía    10.000 


FACULTAD  DE  DERECHO  CANONICO 

3  profesores  ordinarios  de  Codex  luris  Canonici    36.000 

1  profesor  ordinario  Filosofía,  Derecho  v  Derecho  Público 

Eclesiástico   12.000 

1  profesor  ordinario  Historia,  Derecho  v  Derecho  Concorda- 
tario   12.000 

1  profesor  ad  Tempus  de  Instituciones  de  Derecho  Civil    10.000 

1  profesor  ad  Tempus  de  Instituciones  de  Derecho  Romano.  10.000 

Suma  if  sigue    250.000 
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Suma  anterior    250.000 

COMUNES  A  TODAS  LAS  FACULTADES 

1  Rector    6.000 

3  decanos  a  2.500  pesetas    7.500 

1  secretario  ecónomo    12.000 

1  bibliotecario    4.000 

Personal  auxiliar  y  subalterno    18.000 

b)  Para  biblioteca  y  laboratorio   50.000 

Para  publicaciones    20.000 

Para  material    17.000 


ToTAi   384.500 


APENDICE  VIII 
EL  TRIBUNAL   DE  LA  ROTA 


En  relación  con  el  art.  XXV  del  Concordato 

«;Motu  proprio»  Pontificio  sobre  restablecimiento  del  Tribunal  de  la  Rota 
de  la  Nunciatura  Apostólica,  de  7  de  abril  de  1947 

Sabido  es  que  el  Nuncio  Apostólico  de  las  Españas  gozaba  ya  desde  el 
siglo  XVI.  por  concesión  de  los  Sumos  Pontífices,  del  privilegio  singular 
de  conocer  y  decidir  las  causas  eclesiásticas,  y  cómo  aquel  antiquísimo  Tri- 
bunal recibió  nueva  ordenación  y  el  nombre  de  Rota  de  la  Nunciatura  por 
la  Constitución  Apostólica  de  Clemente  XIV  Administrandae  iustitiae  de 
26  de  marzo  de  1771. 

La  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  formada  por  jueces  escogidos  in- 
distintamente de  las  diversas  provincias  de  la  católica  Nación  española  y 
esclarecidos  muchos  de  ellos  por  su  gran  fama,  estuvo  floreciente  y  en 
vigor  por  largo  tiempo  con  el  reconocimiento  y  sostenimiento  plenos  por 
parle  del  Estado.  Mas  la  lamentable  perturbación  de  la  vida  pública  que 
tuvo  lugar  pocos  años  ha,  y  que  rompió  el  solemne  Convenio  con  la  Santa 
Sefle,  que  negó  el  carácter  sacramental  del  matrimonio  y  que  perturbó  todo 
lo  sagrado,  hizo  también  que  desapareciese  la  misma  Rota.  Motivo  por  el 
cual  Nuestro  Predecesor  Pío  XI  de  Fel.  Rec.  suprimió  de  derecho,  el  día 
21  de  junio  de  1932,  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica. 

Pero  ahora,  reparados  aquellos  agravios  y  reconocido  nuevamente  el 
carácter  sacramental  del  matrimonio,  deseando  secundar  los  deseos  de  la 
mayor  parte  de  los  Obispos  de  España,  así  como  de  su  Gobierno,  decidimos 
constituir  nuevamente  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica,  Tribunal  me- 
ramente eclesiástico  para  tramitar  las  causas  eclesiásticas  según  el  derecho 
canónico,  como  lo  constituímos  por  las  presentes  Letras  y  le  damos  nor- 
mas oportunamente  acomodadas  a  las  condiciones  de  nuestros  tiempos,  las 
cuales  tendrán  fuerza  de  Ley. 
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NORMAS  QUE  HA  DE  OBSERVAR  LA  ROTA  DE  LA  NUNCIATURA 
APOSTOLICA  EN  ESPAÑA 


CAPITULO  I 


De  la  constitución  del  Tribunal 

Artículo  1.  La  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica,  constituida  en  Ma- 
drid, es  un  tribunal  colegiado,  ordinario,  principalmente  para  recibir  las 
apelaciones  contra  las  sentencias  eclesiásticas  pronunciadas  en  el  territo- 
rio español. 

Art.  2.  La  Rota  consta  de  siete  Auditores  presididos  por  su  Decano  que 
es  el  primero  entre  los  iguales.  Los  Auditores  se  jubilan  y  cesan  en  su  cargo 
al  cumplir  los  setenta  y  dos  años  de  edad. 

Art.  3.  Los  Auditores  tienen  que  ser  sacerdotes,  españoles,  nacidos  de 
legítimo  matrimonio,  de  edad  madura,  doctores  por  lo  menos  en  Derecho 
Canónico,  de  fama  intachable  y  esclarecidos  por  su  prudencia  y  por  el  co- 
nocimiento del  derecho. 

Art.  4.  Los  Auditores  se  colocan  después  del  Decano  por  orden  de 
antigüedad  en  su  nombramiento  y,  a  igual  nombramiento,  por  la  antigüe- 
dad de  su  ordenación  sacerdotal,  a  no  ser  que  el  más  moderno  hubiere 
sido  ordenado  por  el  Romano  Pontífice,  y  a  nombramiento  y  ordenación 
iguales,  por  razón  de  la  edad  (canon  106,  §  3). 

Art.  5.  Vacante  el  Decanato,  le  sucede  por  derecho  en  el  cargo  el  que 
ocupa  el  primer  puesto  después  del  Decano. 

Art.  6.  1)  Los  Auditores  son  elegidos  libremente  por  el  Romano  Pon- 
tífice, teniendo  en  cuenta  la  lista  de  candidatos  que  la  Conferencia  de  Me- 
tropolitanos, después  de  deliberación  de  éstos  con  sus  respectivos  sufra- 
gáneos, juzgare  idóneos. 

2)  El  Presidente  de  la  Conferencia  de  Metropolitanos  enviará  la  lista 
simultáneamente  al  Nuncio  Apostólico  y  al  Jefe  del  Estado,  por  si  éste 
tuviere  que  oponer  alguna  objeción  de  carácter  político  general  contra  al- 
guno de  los  candidatos.  Cuando  el  Nuncio  Apostólico  recibiere  la  respuesta 
del  Gobierno,  o  cuando  hubieren  transcurrido  treinta  días  desde  la  fecha 
en  que  se  envió  la  lista  sin  recibir  contestación,  el  Nuncio  Apostólico  la 
transmitirá  a  la  Santa  Sede. 

3)  Una  vez  hecho  por  el  Sumo  Pontífice  el  nombramiento  de  Auditor, 
se  comunicará  al  Jefe  del  Estado  español,  quien,  en  el  mismo  día  del  nom- 
bramiento, publicará  un  Decreto  reconociendo  al  nuevo  Auditor  el  ca- 
rácter de  Magistrado  público  con  todos  los  derechos  civiles  propios  del 
cargo. 

4)  El  nombramiento  se  hará  público  a  la  vez  por  la  Santa  Sede  Apos- 
tólica y  por  el  Gobierno  español. 

Art.  7.  Los  Auditores  son  prelados  domésticos  de  Su  Santidad,  y  gozan 
de  todos  los  derechos  y  privilegios  propios  de  esa  dignidad. 

Art.  8.  Habrá,  además,  para  auxiliar  al  Nuncio  Apostólico  un  Auditor- 
Asesor  y  el  Abreviador  que  estarán  a  la  disposición  de  aquél  para  realizar 
los  trabajos  que  les  confiare.  Estos  dos  Oficiales  españoles  serán  elegidos 
libremente  por  la  Sede  Apostólica  y  disfrutarán  de  los  mismos  derechos  y 
deberes  que  tuvieron  anteriormente. 

Art.  0.  Hay,  además,  en  la  Rota  un  Fiscal  para  defender  el  bien  pú- 
blico y  un  Defensor  del  vinculo  matrimonial  y  de  la  sagrada  ordenación; 
a  los  que  se  pueden  dar  sustitutos  que,  bajo  su  dirección,  defiendan  el  bien 
público  o  el  sagrado  vinculo. 

Art.  10.  VA  Hscal  y  el  Defensor  del  vínculo,  así  como  sus  sustitutos, 
tienen  que  ser  sacerdotes  españoles,  doctores  por  lo  menos  en  Derecho 
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Canónico,  de  edad  madura,  de  fama  intachable  y  eximios  por  su  prudencia 
y  pericia  en  derecho. 

Art.  11.  El  Fiscal  y  el  Defensor  del  vinculo,  asi  como  sus  sustitutos, 
son  elegidos  por  el  Sumo  Pontifice,  teniendo  en  cuenta  la  lista  de  candi- 
datos que  por  mediación  del  Nuncio  Apostólico  presentare  la  Conferen- 
cia de  Metropolitanos,  previa  deliberación  de  éstos  con  sus  respectivos 
sufragáneos. 

Art.  12.  Para  redactar  y  custodiar  las  actuaciones  judiciales,  hay,  ade- 
más, actuarios  o  cancilleres,  asi  como  escribientes  para  su  transcripción; 
todos  los  cuales  tienen  que  ser  sacerdotes  españoles,  doctores  o  por  lo 
menos  licenciados  en  Derecho  Canónico;  a  ellos,  además,  confia  el  Decano 
la  custodia  del  archivo  y  de  la  biblioteca,  asi  como  los  cargos  de  Cajero  y 
de  Contador. 

Art.  13.  Los  actuarios  o  cancilleres  y  los  escribientes  son  elegidos  por 
el  Nuncio  Apostólico,  teniendo  en  cuenta  la  lista  de  candidatos  que  presenta 
el  Colegio  Rotal. 

Art.  14.  Conviene  que  todos  los  Auditores,  Oficiales  y  Ministros  del 
Tribunal  obtengan  el  titulo  de  Abogado  Rotal,  a  fin  de  que  conozcan  mejor 
el  estilo  de  la  Sagrada  Rota  Romana,  y  traten  de  conformarse  a  él. 

Art.  15.  Dos  seglares  españoles,  de  edad  madura  y  de  probada  honra- 
dez, desempeñan  el  cargo  de  cursores  y  alguaciles;  y  a  ellos  corresponde  el 
cuidado  y  custodia  de  las  salas  y  oficinas. 


CAPITULO  II 

Del  cargo  de  Auditor,  Oficial  y  Ministros  del  Tribunal 

Art.  16.  La  Rota  está  colocada  bajo  la  autoridad  del  Nuncio  Apostó- 
lico; por  lo  cual,  pertenece  al  Nuncio,  salvo  que  se  disponga  lo  contra- 
rio, ejercer  sobre  la  Rota  la  potestad  que  los  Obispos  ejercen  sobre  sus 
tribunales. 

Art.  17.  Los  Auditores,  el  Fiscal  y  el  Defensor  del  vinculo,  asi  como 
los  Ministros  de  la  Rota,  tienen  los  derechos  y  deberes  que  corresponden  a 
lojs  Jueces,  Oficiales  y  Ministros  de  los  tribunales  eclesiásticos,  a  no  ser 
que  se  disponga  otra  cosa. 

Art.  18.  Los  Auditores,  después  del  nombramiento  y  antes  de  tomar 
posesión  del  cargo  de  Juez,  prestan  ante  el  Nuncio  Apostólico,  en  presencia 
del  Colegio  Rotal  y  ante  Notario  que  levanta  acta,  juramento  de  cumplir 
recta  y  fielmente  su  oficio  y  de  guardar  secreto. 

El  Fiscal  y  el  Defensor  del  vinculo,  así  como  sus  sustitutos  y  los  actua- 
rios y  escribientes,  prestan  idéntico  juramento  ante  el  Colegio  Rotal;  los 
cursores  y  alguaciles  hacen  lo  mismo  ante  el  Decano,  levantando  igual- 
mente acta  por  escrito  el  Notario. 

Art.  19.  El  Decano,  salva  la  autoridad  del  Nuncio  Apostólico,  dirige 
todo  lo  concerniente  al  Tribunal;  por  tanto,  a  él  toca  cuidar  de  que  todos 
los  Oficiales  y  Ministros  del  .Tribunal  cumplan  diligentemente  con  su 
cargo. 

Art.  20.  Estando  impedido  el  Decano,  hace  sus  veces  el  Auditor  más 
antiguo  que  no  esté  impedido. 

Art.  21.  La  Rota  juzga  por  turnos  de  tres  Auditores,  cualquiera  que 
hubiere  sido  el  número  de  jueces  del  Tribunal  que  juzgó  en  la  precedente 
instancia. 

Art.  22.  Cuando  una  causa  llega  legítimamente  a  la  Rota,  el  Decano 
señala  el  Turno,  siguiendo  el  orden  cronológico  de  presentación  de  las  cau- 
sas ante  el  Tribunal,  y  al  mismo  tiempo  designa  como  Ponente  al  Auditor 
que  ocupa  el  primer  lugar  en  el  Turno. 

Art.  23.  Para  la  primera  instancia  ante  la  Rota,  los  Turnos  proceden 
con  este  orden :  de  manera  que  el  primero  conste  del  Decano  y  de  los  Audi- 
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tores  segundo  y  tercero;  el  segundo,  de  los  Auditores  segundo,  tercero  y 
cuarto;  el  tercero,  del  tercero,  cuarto  y  quinto,  y  asi  sucesivamente  de 
forma  que  el  Turno  siguiente  quede  constituido  por  el  segundo  de  los  Audi- 
tores del  Turno  precedente  y  los  dos  subsiguientes  Auditores,  incluyendo 
de  nuevo  al  Decano  con  los  dos  últimos  Auditores,  o  con  el  último  y  con 
el  segundo. 

Art.  24.  En  caso  de  apelación  de  una  sentencia  de  la  Rota,  el  Turno 
ad  quem  es  el  que  consta  de  los  Auditores  inmediatamente  anteriores  a  aque- 
llos que  componían  el  Turno  a  qiio. 

Art.  25.  Cuando  algún  Auditor,  por  enfermedad  o  por  otra  justa  causa, 
estuviese  impedido  para  intervenir  en  el  Turno,  el  Decano  se  dirige  al 
Nuncio  Apostólico  para  que  le  sustituya  por  otro  Auditor  no  impedido. 

Art.  26.  Si  el  Ponente  designado  por  el  Decano  tuviere  justa  causa 
para  declinar  el  cargo,  corresponde  al  Decano  conferir  el  mismo  cargo 
a  otro  de  los  Auditores  del  Turno,  publicando  un  Decreto  que  se  ha  de 
notificar  a  todos  los  que  tengan  interés  en  el  juicio. 

Art.  27.  Pertenece  al  Nuncio  Apostólico  determinar  cuándo  debe  in- 
tervenir el  Fiscal  en  las  causas  contenciosas  para  defender  el  bien  público, 
a  no  ser  que  hubiere  intervenido  ya  en  la  instancia  precedente,  o  que  su 
intervención  aparezca  necesaria  por  la  naturaleza  del  asunto,  como  en  las 
causas  de  impedimento  para  contraer  matrimonio,  en  las  de  separación 
entre  los  cónyuges,  en  las  de  pias  fundaciones  en  cuanto  a  su  existencia, 
en  las  de  derecho  de  patronato  para  defender  la  libertad  de  la  Iglesia,  o 
también  cuando  se  trate  de  salvaguardar  el  procedimiento  judicial. 

Arte.  28.  Cuando  se  propone  excepción  de  sospecha  contra  algún  que 
otro  Auditor,  o  contra  el  Fiscal  o  el  Defensor  del  vínculo,  juzga  de  ella  la 
misma  Rota  por  Turno  que  establece  el  Nuncio  Apostólico;  pero  si  se  pro- 
mueve contra  la  mayor  parte  de  los  Auditores  o  contra  todo  el  Colegio,  es 
la  Santa  Sede  la  que  juzga  de  la  excepción. 

Art.  29.  Cuando,  conforme  al  canon  1613,  §  1-2,  tengan  que  inhibirse 
o  sean  declarados  sospechosos  algún  que  otro  Auditor,  o  el  Fiscal  o  el  De- 
fensor del  vínculo,  el  Nuncio  Apostólico  les  sustituye  por  otros  no  sospe- 
chosos. Pero  si  tienen  que  inhibirse  o  son  declarados  sospechosos  la  mayor 
parte  de  los  Auditores  o  el  Colegio  en  Pleno,  entonces  tiene  lugar  la  devo- 
lución de  la  causa  a  la  Santa  Sede  para  su  conocimiento. 

Art.  30.  Los  Oficiales  y  Ministros  del  Tribunal  tienen  el  deber  de  su- 
plirse mutuamente,  y  de  ayudarse  unos  a  otros,  según  lo  estableciere  el 
Decano. 

Art.  31.  El  Nuncio  Apostólico  publica  por  Decreto  el  calendario  judicial 
señalando  los  días  y  horas  durante  los  cuales  el  Tribunal  se  ocupa  en  la 
tramitación  de  las  causas,  asi  como  los  días  y  horas  de  audiencia  de  los 
Auditores. 

Art.  32.  Todos  los  que  componen  el  Tribunal  de  la  Rota,  así  como  los 
Oficiales  y  Ministros  del  mismo,  perciben  una  retribución  fija  y,  dejando 
a  salvo  lo  prescrito  en  el  art.  2,  cesan  en  el  cargo  con  arreglo  a  las  normas 
legítimamente  estal)lecidas  anteriormente  en  España;  la  autoridad  eclesiás- 
tica competente  podrá  removerlos  por  causa  grave. 

Art.  33.  Los  Auditores,  el  Fiscal,  el  Defensor  del  vínculo  y  los  sustitu- 
tos de  uno  y  otro,  asi  como  los  Ministros  todos  del  Tribunal,  tienen  pro- 
hibido ejercer  por  si  o  por  persona  interpuesta  el  cargo  de  Abogado  o  Pro- 
curador en  cualquier  Tribunal,  prohibiéndoseles  asimismo  estrictamente  que 
se  entrometan  de  ninguna  manera  en  las  causas  eclesiásticas  que  no  per- 
tenezcan a  su  cargo. 

Art.  34.  Los  Auditores  que  violaren  el  secreto  o  que  con  dolo  o  por 
negligencia  grave  irrogasen  algún  perjuicio  a  los  litigantes,  están  obligados 
a  resarcir  los  daños,  y  pueden  ser  castigados  por  el  Nuncio  Apostólico  o 
ser  llevados  ante  la  Santa  Sede  Apostólica  para  ser  juzgados  a  tenor  del 
canon  162.5,  ^5  1-2. 

El  Fiscal,  el  Defensor  del  vínculo  y  sus  sustitutos,  asi  como  todos  los  Mi- 
nistros del  Tribunal,  que  faltaren  al  cumplimiento  de  sus  deberes,  están 
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asimismo  obligados  al  resarcimiento  de  daños  y  pueden  ser  castigados  por 
el  Colegio  Rotal,  conforme  al  canon  1625,  §  3. 


CAPITULO  III 

De  la  competencia 

Art.  35.  Por  razón  del  Primado  del  Romano  Pontífice,  cualquier  fiel 
puede  en  cualquier  instancia  del  juicio  y  cualquiera  que  sea  el  estado  del 
pleito,  llevar  o  introducir  ante  la  Santa  Sede  una  causa  cualquiera;  pero 
el  recurso  interpuesto  ante  la  Sede  Apostólica  no  suspende,  excepto  el 
caso  de  apelación,  la  jurisdicción  del  juez  que  comenzó  ya  a  conocer  la 
causa  (canon  1569,  §  1-2). 

Art.  36.  Las  causas  reservadas  al  Romano  Pontiñce  o  a  los  Tribunales 
de  la  Sede  Apostólica  y  las  causas  mayores  quedan  excluidas  de  la  compe- 
tencia de  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  (canon  1557,  §  1-2;  1600). 

Art.  37.  Contra  los  decretos  de  los  Ordinarios  no  se  da  apelación  a  la 
Rota,  sino  que  en  estos  recursos  entienden  exclusivamente  las  Sagradas  Con- 
gregaciones (canon  1601). 

Art.  38.    La  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  conoce: 

a)  en  segunda  instancia,  las  causas  que  fueron  juzgadas  en  primera  por 
cualesquiera  Tribunales  Metropolitanos  de  España  o  inmediatamente  so- 
metidos a  la  Sede  Apostólica,  quedando  por  tanto  suprimidos  los  Tribu- 
nales que  de  una  vez  para  siempre  se  designaron  para  recibir  las  apelacio- 
nes (cfr.  canon  1594,  ^  2); 

b)  en  tercera  instancia,  si  hubiere  lugar  a  ella,  las  causas  que  fueron 
juzgadas  en  segunda  instancia  por  los  Tribunales  Metropolitanos  del  terri- 
torio de  España  o  por  la  misma  Rota; 

c)  en  nueva  instancia,  las  causas  juzgadas  por  la  misma  Rota  en  cuanto 
se  requiera  una  ulterior  proposición. 

2.  La  Rota  conoce,  además,  en  primera  instancia  las  causas  que  el 
Nuncio  Apostólico,  a  petición  de  cualquier  Obispo  con  jurisdicción  en  Es- 
paña, le  confiare  por  graves  razones. 

3.  Asimismo,  podrá  el  Nuncio  Apostólico,  a  petición  de  ambas  partes, 
por  graves  y  convincentes  razones  y  con  el  consentimiento  del  Metropo- 
litano competente,  ordenar,  según  su  prudente  juicio  y  conciencia,  que  la 
Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  juzgue  en  segunda  instancia  las  causas  de 
nulidad  de  matrimonio  que  hubieren  sido  juzgadas  en  primera  instancia 
por  cualquier  Tribunal  sufragáneo  de  España. 

Art.  39.  Podrán  siempre  las  partes,  cuando  mediare  acuerdo  mutuo 
para  ello,  llevar  directamente,  en  legitima  apelación  a  la  Sagrada  Rota 
Romana,  las  causas  que  hubieren  sido  juzgadas  en  primera  instancia  por 
los  Tribunales  de  cualesquiera  Ordinarios  (canon  1559,  §  1,  n.  1). 

Art.  40.  La  querella  de  nulidad  se  propone  a  tenor  de  los  cánones  1893 
V  1895;  V  la  restitución  in  integrum,  en  cambio,  según  la  norma  del  ca- 
non 1906. 

Art.  41.  Cuando  bien  por  nueva  proposición  de  la  causa,  bien  por  que- 
rella de  nulidad  o  por  restitución  in  integrum,  debiere  de  tener  lugar  una 
nueva  instancia  y  en  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  no  hubiere,  por 
cualquier  causa,  jueces  necesarios  para  constituir  el  Turno,  tiene  lugar  la 
devolución  de  la  causa  a  la  Santa  Sede. 
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CAPITULO  IV 

De  los  Abogados  y  Procuradores 

Art.  42.  Pueden  ejercer  los  cargos  de  Abogado  y  Procurador  en  la  Rota 
de  la  Nunciatura  Apostólica. 

1.  Los  Abogados  consistoriales,  los  Procuradores  del  S.  Palacio  Apos- 
tólico, los  Abogados  de  la  S.  Rota  Romana,  siempre  que  sean  españoles. 

2.  Todos  los  demás  que  sean  admitidos  por  el  Nuncio  Apostólico  para 
desempeñar  estos  cargos. 

Art.  43.  1.  Los  Abogados  y  Procuradores  tienen  que  ser  católicos  de 
excelente  conducta  moral  y  religiosa.  Los  católicos  no  serán  admitidos  sino 
excepcionalmente  por  necesidad  a  tenor  del  canon  1657,  1.° 

2.  La  naturaleza  española  será  condición  para  el  ejercicio  habitual  del 
cargo  de  Abogado  o  Procurador  y  para  su  inclusión  en  el  catálogo  de  Abo- 
gados y  Procuradores  del  Tribunal. 

Sin  embargo,  el  Nuncio  Apostólico  podrá,  según  su  prudente  juicio  y 
conciencia,  admitir  excepciones  de  esta  norma;  pero  solamente  en  alguna 
causa  especial. 

3.  Todos  los  Abogados  y  Procuradores  deben  ser  doctores,  al  menos, 
en  Derecho  Canónico;  y  habrán  de  sufrir  un  examen  especial  después  de 
practicar  meritoriamente  en  la  Sagrada  Rota  Romana  o  en  la  Rota  de  la 
Nunciatura  Apostólica. 

Tienen,  además,  obligación  de  prestar  juramento  en  desempeñar  bien  y 
fielmente  su  cargo. 

Art.  44.  El  Nuncio  Apostólico  publica  el  catálogo  de  los  Abogados  y  Pro- 
curadores. 

Art.  45.  Los  Procuradores  residirán  en  Madrid,  salvo  que  por  circuns- 
tancias especiales  el  Nuncio  Apostólico  consienta  otra  cosa. 

Art.  46.  Los  Procuradores  y  Abogados  de  la  Rota  de  la  Nunciatura 
Apostólica  están  obligados  a  defender  gratuitamente  a  los  pobres  y  a  ob- 
servar las  leyes  canónicas  tanto  comunes  como  la  ley  propia  de  este  sagrado 
Tribunal. 

Art.  47.  El  Colegio  Rotal  puede  castigar  a  los  Procuradores  y  Aboga- 
dos que  faltaren  a  su  deber  con  reprehensión  o  con  multa;  y  con  la  apro- 
bación del  Nuncio  Apostólico  puede,  además,  suspenderlos  del  cargo  y  eli- 
minarlos de  la  matricula. 

Art.  48.  No  se  consiente  a  los  Procuradores  y  Abogados  percibir  otros 
honorarios  que  los  que  hubieren  sido  aprobados  por  el  Nuncio  Apostólico. 


CAPITULO  V 
Del  procedimiento  judicial 

Art.  49.  No  se  admite  en  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  otro  pro- 
cedimiento judicial  que  el  establecido  por  el  Derecho  Canónico,  sea  en  el 
Código,  sea  en  otras  normas  eclesiásticas  ya  publicadas  o  que  se  publica- 
ren, y  en  especial  por  lo  que  atañe  a  las  causas  matrimoniales,  en  la  Ins- 
trucción de  la  Sagrada  Congregación  para  la  Disciplina  de  los  Sacramentos 
de  fecha  15  de  agosto  de  1936,  confirmada  por  el  Motu  proprio  de  Pío  XI  Qua 
cura  de  fecha  8  de  diciembre  de  1938. 

Art.  50.  Al  introducir  la  causa  en  la  Rota,  la  petición  o  apelación  se 
dirige  al  Nuncio  Apostólico,  quien  somete  la  causa  a  la  Rota. 

Art.  51.  En  las  citaciones  por  edicto,  pertenece  al  Nuncio  Apostólico 
determinar  los  diarios  o  periódicos  en  los  cuales  habrá  de  publicarse  la 
cé(h]la  de  citación,  además  de  fijarla  en  el  tablón  de  anuncios  del  Tri- 
bunal. 

Art.  52.    Cuímdo  una  causa  llevada  a  la  Rota  requiera  previa  instruc- 
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ción,  pertenece  hacerla  al  Ponente,  quien  puede  también  encomendarla  a 
otro  Auditor  del  Turno,  a  no  ser  que  se  trate  de  una  causa  criminal  en 
cuyo  caso,  el  oficio  de  instructor  le  confia  el  Decano  a  un  Auditor  extraño 
al  Turno. 

Art.  53.  Contra  los  Decretos  del  Ponente  o  del  Juez  instructor,  se  recu- 
rre ante  el  Turno  que  ha  de  juzgar  la  causa. 

Art.  54.  Pertenece  al  Obispo  del  domicilio  de  los  cónyuges  juzgar  si 
se  dan  o  no  las  condiciones  de  las  que  hablan  los  artículos  38,  §  2,  y  39,  b) 
de  la  Instrucción  de  la  Sagrada  Congregación  de  Disciplina  de  los  Sacra- 
mentos de  fecha  15  de  agosto  de  1936. 

Art.  55.  Pertenece  al  Ordinario  del  cónyuge  admitir  o  designar  los 
tutores  o  curadores,  conforme  al  art.  78  de  la  Instrucción  de  la  Sagrada 
Congregación  de  Disciplina  de  los  Sacramentos  de  fecha  15  de  agosto 
de  1936. 

Art.  56.  Las  conclusiones  escritas  de  los  jueces,  de  que  habla  el  ca- 
non 1871,  §  2,  asi  como  las  sentencias,  se  redactan  en  lengua  latina,  a  no 
ser  que  una  justa  causa  lo  disuada. 

Art.  57.  Se  produce  la  autoridad  de  cosa  juzgada  a  tenor  del  canon  1902, 
números  1-3,  y  en  las  causas  que  no  pasan  nunca  a  cosa  juzgada  no  se 
admite  nueva  proposición  de  la  causa  sino  a  tenor  de  los  cánones  1903, 
1987  y  1989. 

Art.  58.  El  Nuncio  Apostólico  aprueba  por  Decreto  el  arancel  de  cos- 
tas y  gastos  judiciales,  asi  como  el  de  honorarios  de  los  Abogados  y  Pro- 
curadores. 

Art.  59.  La  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  debe  enviar  todos  los 
años  una  memoria  de  su  actividad  a  la  Sagrada  Congregación  para  la  Dis- 
ciplina de  los  Sacramentos,  conforme  a  la  Circular  de  la  misma  Sagrada 
Congregación  de  fecha  1  de  julio  de  1932  y  del  Motu  proprio  Qua  cura  de 
Pió  XI  de  fecha  8  de  diciembre  de  1938,  núm.  5.°. 
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Protocolo  final  en  relación  con  el  art.  I  del  Concordato 

"La  profesión  y  práctica  de  la  Religión  Católica,  que  es  la  del  Estado 
español,  gozará  de  la  protección  oficial. 

"Nadie  será  molestado  por  sus  creencias  religiosas,  ni  el  ejercicio  pri- 
vado de  su  culto.  No  se  permitirán  otras  ceremonias  ni  manifestaciones  ex- 
ternas que  las  de  la  Religión  Católica." 


APENDICE  X 


CONCORDATO  DE  CONSTANZA,  1418  (1) 


Juan,  por  la  divina  misericordia,  Obispo  de  Ostia,  Cardenal  y  vice-can- 
ciller  de  la  Santa  Iglesia  Romana,  á  cuantos  las  presentes  vieren,  salud  en 
el  Señor.  Si  para  que  se  dé  crédito  por  los  presentes,  siguiendo  la  loable 
sentencia  de  los  antiguos  y  el  próvido  consejo  de  los  sábios,  es  necesario 
reducir  á  escritura  lo  que  la  Providencia  sábia  de  los  mayores  establece  en 
gracia  y  comodidad  de  los  subditos;  es  también  por  lo  tanto  y  conforme  á 
razón,  que  de  tal  suerte  se  conozca  su  verdad,  que  ni  á  los  pacíficos  falte 
provisión  oportuna;  ni  jamás  quede  á  los  perversos  gran  facilidad  de  alte- 
rarlo pretestando  ignorancia.  Hace  poco  tiempo  que  entre  nuestro  Santísimo 
Padre  en  Cristo  y  Señor  nuestro  el  Papa  Martin  V.  de  una  parte,  y  de  la 
otra  los  reverendos  Padres,  prelados  é  ilustres  y  prudentes  varones  emba- 
jadores, procuradores,  doctores  y  maestros,  y  cuantos  en  el  concilio  general 
de  Constanza  representan  á  la  respetable  nación  española,  se  han  hecho 
algunos  artículos  concordados,  que  espontáneamente  han  sido  firmados 
por  ambas  partes,  los  que  de  orden  del  espresado  Papa,  señor  nuestro,  se 
han  registrado  en  el  libro  de  la  Cancelaría  de  la  Santa  Iglesia  Romana,  en 
el  que  suelen  copiarse  las  constituciones  de  los  Romanos  Pontífices  para 
eterna  memoria,  y  cuidando  nosotros,  como  debemos,  de  que  fueran  copia- 
dos los  mencionados  artículos  concordados,  añadiendo  que  bajo  nuestra 
firme  daríamos  copia  de  todo  ó  de  parte  al  que  la  necesite  y  pida.  Y  como 
los  respetables,  esclarecidos  y  prudentes  Padres,  señores  embajadores  y 
oradores  del  serenísimo  principe  y  señor  nuestro  don  Juan,  rey  de  Castilla, 
nos  hayan  pedido  que  les  facilitáramos  una  copia  fiel,  íntegra  y  literal  de 
los  artículos  concordados  y  de  conformidad  admitidos,  se  la  hemos  man- 
dado sacar  del  mencionado  libro:  y  su  tenor  es  el  siguiente: 


Del  número  y  calidad  de  los  señores  Cardenales 

1.  Establecemos  que  en  adelante  el  número  de  Cardenales  de  la  Santa 
Iglesia  Romana  sea  tan  modesto,  que  ni  grave  á  la  Iglesia,  ni  por  su  gran 
número  se  envilezca;  que  se  tomen  de  todos  los  reinos  de  la  cristiandad  en 
la  posible  proporción,  para  que  mas  fácilmente  pueda  tenerse  noticia  de 
cuantas  causas  y  negocios  surjan  en  la  Iglesia,  y  se  observe  en  los  honores 
eclesiásticos  la  igualdad  de  las  regiones,  pero  con  la  condición  de  que  el 
número  no  esceda  de  veinticuatro.  Sean,  pues,  varones  sobresalientes  en 
ciencia,  costumbres  y  esperiencia;  doctores  en  Teología,  cánones  ó  en  De- 
recho civil;  á  excepción  de  un  corto  número  de  familia  real,  ducal  ó  de 
un  gran  príncipe,  á  los  que  basta  con  una  regular  instrucción:  que  no  sean 
hermanos  ó  sobrinos  carnales  de  alguno  de  los  Cardenales  vivientes;  ni 
de  un  orden  de  mendicantes,  sino  uno  solo;  que  no  tengan  defecto  corporal, 
ni  estén  tildados  de  algún  crimen  ó  infamia;  que  su  elección  no  se  haga  so- 
lamente por  votos  auriculares,  sino  que  se  agregue  también  el  consejo  de  los 
Cardenales,  como  se  acostumbra  en  las  promociones  de  obispos;  cuyo  mé- 


(1)    Tejada,  Conrorddtos  españoles,  Mnch  id,  1802,  iJáK^-  0-16. 
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todo  se  observará  también  cuando  á  un  Cardenal  se  le  cree  Obispo.  Esto  se 
practicará  asi  como  el  beatísimo  Pontífice  señor  nuestro  no  lo  disponga  de 
otro  modo,  atendiendo  á  la  utilidad  de  la  Iglesia,  y  mediante  consejo  de  la 
mayor  parte  de  los  Cardenales,  en  cuyo  caso  podrá  por  una  sola  vez  pro- 
veer hasta  dos  de  distinta  manera. 


De  la  reserva  y  colación  de  los  beneficios 

2.  Nuestro  Santísimo  Señor  el  Papa  Martin  V.,  en  lo  relativo  á  las  pro- 
visiones de  iglesias,  monasterios,  dignidades  y  cualesquiera  beneficios  secu- 
lares ó  regulares,  no  usará  de  otras  reservas  que  las  del  derecho  escrito 
y  las  de  la  constitución  Execrahilis  y  Ad  régimen  ecclesiae,  cuyo  tenor  de 
la  última  es  el  siguiente:  Llamados  por  disposición  divina,  aunque  sin  me- 
recerlo, al  gobierno  de  la  Iglesia  general,  nuestros  deseos  son,  como  debe- 
mos, que  por  diligencia  nuestra  se  elijan  para  el  gobierno  de  ciertas  igle- 
sias y  monasterios,  y  para  otros  beneficios  eclesiásticos,  según  beneplácito 
divino  y  afecto  de  nuestra  intención,  varones  idóneos  que  rijan  con  prove- 
cho las  iglesias  que  se  les  encarguen,  y  los  monasterios  y  beneficios  citados. 
Inducidos,  pues,  por  la  consideración  de  lo  espuesto,  y  aconsejándonos- 
lo otras  razonables  causas,  y  siguiendo  las  huellas  de  algunos  predeceso- 
res nuestros  romanos  Pontífices,  y  después  de  conferenciar  maduramente 
con  nuestros  hermanos,  reservamos  por  un  quinquenio  á  nuestra  disposición 
y  provisión,  con  consejo  de  nuestros  mismos  hermanos  y  en  virtud  de  auto- 
ridad apostólica,  todas  las  iglesias  patriarcales,  arzobispales,  episcopales, 
monasterios,  prioratos,  dignidades,  personados  y  oficios,  y  también  las  ca- 
nongías  y  prebendas,  y  los  demás  beneficios  eclesiásticos  con  cura  de  al- 
mas ó  sin  ella,  y  los  seculares  ó  regulares,  sean  cuales  fueren,  aunque  para 
ellos  debieran  nombrarse  personas  por  elección  ó  de  cualquier  otra  manera, 
vacantes  en  la  actualidad  por  cualquier  modo  en  la  Sede  apostólica  ó  que 
vaquen  en  adelante,  y  todas  las  que  por  deposición,  privación  ó  traslación 
se  hayan  hecho  por  Nos  ó  por  nuestra  autoridad,  y  las  que  se  hagan  en  todas 
partes  en  lo  sucesivo.  Igualmente,  para  las  que  fueren  elegidos  ó  postu- 
lados algunos  en  concordia  ó  discordia,  cuya  elección  fuere  derogada  ó 
repelida,  ó  hicieren  de  ella  renuncia  los  interesados  y  hubiere  sido  admitida 
por  nuestra  autoridad,  ó  cuyos  electos  ó  postulados  ó  los  que  hayan  de 
serlo  en  adelante,  fueren  desechados  ó  repelida  su  postulación;  ó  si  nos  ad- 
mitimos la  renuncia,  o  por  autoridad  nuestra.  Los  que  vaquen  en  la  Sede 
apostólica  ó  en  otra  parte  aun  por  muerte  de  los  Cardenales  de  la  misma  Igle- 
sia Romana,  y  de  los  oficiales  de  la  misma  Sede,  cuando  en  la  actualidad 
desempeñaban  estos  oficios:  a  saber,  los  de  vicecanciller,  camarero,  siete 
notarios,  oidor  de  letras  contradichas  y  del  Palacio  Apostólico,  de  los  audi- 
tores de  causas,  del  corrector,  de  ciento  y  un  escribientes  de  letras  apostóli- 
cas, de  veinticuatro  de  la  penitenciaría  de  la  espresada  Sede,  y  de  veinticin- 
co abreviadores.  También  las  de  nuestros  verdaderos  comensales,  y  de 
otros  veinticinco  capellanes  de  la  misma  Sede,  descritos  en  la  cédula  ( pi- 
tafio),  y  los  de  cualesquiera  legados  ó  colectores  en  el  territorio  de  la 
Iglesia  Romana,  de  los  rectores  ó  tesoreros,  ó  enviados  al  presente  ó  que 
hayan  de  enviarse,  bien  estén  vacantes,  bien  vaquen  después,  en  cualquier 
parte  que  murieren  antes  de  llegar  a  la  curia  romana  ó  antes  de  su  regreso. 
También  los  beneficios  de  cuantos  vinieren  á  la  curia  romana  ó  regre- 
saren de  ella  por  cualesquiera  negocios,  si  muriesen  en  lugares  que  no 
disten  de  la  espresada  curia  mas  de  dos  jornadas  legales,  ó  ya  hubiesen 
fallecido.  Del  mismo  modo  los  de  cualesquiera  curiales  que  muriesen  en 
peregrinación,  por  enfermedad  ó  viniendo  á  recrearse  ó  por  cualquier 
otro  motivo,  si  hubieren  muerto  ó  murieren  antes  de  volver  á  la  misma 
curia,  en  sitio  que  no  diste  de  ella  mas  de  dos  jornadas,  con  tal  que  no  sea 
su  propio  domicilio,  entendiéndose,  como  en  los  anteriores,  los  beneficios 
vacantes  ó  que  vacaren  después  por  semejante  muerte.  Además,  los  monas- 
terios, prioratos,  deanatos,  administraciones,  oficios,  canongías,  prebendas 
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é  iglesias,  y  demás  beneficios  eclesiásticos,  seculares  y  regulares,  cura- 
dos ó  no,  de  cualquier  clase  que  sean,  aunque  se  haya  acostumbrado  ó  de- 
bido proveer  á  ellos  por  elección  ó  por  cualquier  otro  modo,  los  que  los 
promovidos  por  Nos  ó  en  virtud  de  nuestra  autoridad  al  gobierno  de  igle- 
sias patriarcales,  arzobispales  y  episcopales,  y  también  á  monasterios,  ob- 
tenían en  el  tiempo  de  las  promociones  hechas  de  las  mismas,  vacantes  en 
el  dia  de  cualquier  modo  que  lo  estén  ó  que  vaquen  en  lo  sucesivo.  Y  tam- 
bién las  vacantes  ó  que  lleguen  á  estarlo,  de  las  concedidas  por  la  consecu- 
ción pacifica  de  cualesquiera  prioratos,  personados,  oficios  canonicatos, 
prebendas  de  iglesias  y  de  otros  beneficios  conferidos  ó  que  hayan  de  con- 
ferirse inmediatamente  por  Nos  ó  en  virtud  de  nuestras  letras,  como  no  se 
consigan  en  virtud  de  gracia  expectativa.  Declarando  desde  ahora  irrito  y 
sin  efecto  cuanto  se  hiciere  en  contrario  á  sabiendas,  ó  con  ignorancia", 
sobre  todo  ó  cada  cosa  de  las  dichas,  sea  por  quien  quiera  y  en  virtud  de 
cualquiera  autoridad.  Sin  que  obste  cualquier  costumbre  de  nuestros  prede- 
cesores los  Pontífices  Romanos,  sobre  todos  ó  alguno  de  los  artículos  espre- 
sados, antes  de  cumplirse  el  mencionado  quinquenio.  Revocamos  las  otras 
costumbres  y  reservas  contrarias  hechas  por  Nos,  ó  mandadas  guardar 
en  la  Cancelaría,  relativas  a  los  beneficios  que  hayan  de  vacar.  En  las  de- 
más Iglesias  y  abadías,  se  harán  las  elecciones  según  los  Cánones.  Respec- 
to á  las  abadías,  no  sujetas  inmediatamente  á  la  Silla  Apostólica,  cuyos 
frutos,  según  tasación,  no  escedan  de  cien  libras  tornesas,  háganse  las  con- 
firmaciones ó  provisiones  canónicas  por  aquellos  á  quienes  por  otro  concep- 
to corresponden;  ni  se  paguen  por  ellas  los  servicios  comunes  ó  menudos. 
Acerca  de  las  abadías  que  esceden  las  sumas  anteriores  y  también  las 
iglesias  catedrales,  se  dejan  las  elecciones  á  la  Sede  Apostólica,  las  que 
dará  el  Papa  en  espectativa,  en  el  tiempo  establecido  en  la  Constitución 
de  Nicolás  III,  que  empieza  Cupientes  :  hecho  lo  cual  sino  fueren  presenta- 
das ó  lo  fueren  menos  canónicamente,  las  proveerá  el  Papa;  mas  si  fueren 
canónicas,  confírmelas  este,  á  no  ser  que  por  una  causa  razonable  y  de 
consentimiento  de  los  hermanos  creyere  deber  hacer  la  provisión  de  otra 
suerte.  Y  aquellos  sobre  quienes  recayese  la  provisión  y  confirmación,  y  los 
provistos  por  el  Papa,  están  no  obstante  obligados  á  prestar  al  metropolitano 
y  a  otros  los  juramentos  debidos  y  lo  demás  de  derecho  ó  costumbre.  De  los 
demás  beneficios  ya  citados  en  las  otras  reservas,  á  saber,  las  dignidades  ma- 
yores en  las  catedrales,  post  pontificalem,  y  las  principales  en  las  colegiatas, 
y  en  los  prioratos,  decanatos  ó  prelacias  conventuales  que  tengan  diez  reli- 
giosos ó  más,  provéase,  según  derecho  ordinario,  por  medio  de  los  prelados  y 
de  los  otros  provisores  inferiores  á  quienes  por  otros  conceptos  corresponde, 
sin  computación  de  turnos.  Con  relación  á  las  otras  cualesquiera  dignidades, 
oficios  y  beneficios,  la  provisión  de  la  mitad  se  reserv^ará  al  Papa,  quedando 
la  otra  mitad  á  disposición  de  los  coladores,  patronos  y  de  los  ordinarios  que 
dan  la  institución  ó  de  los  provisores,  y  altérnese  una  vez  para  el  Papa,  y 
otra  para  el  colador  ó  provisor:  de  modo,  que  en  dicJia  mitad  no  se  haga 
perjuicio  alguno  al  colador,  patrono  ó  provisor  por  ninguna  otra  reserva  ó 
prerogativas  fuera  de  las  dichas,  ú  otras  disposiciones  apostólicas  ó  gracias 
espectativas.  Y  cuando  sucede  en  los  beneficios  espectativos  que  dentro  de 
un  mes  no  se  presenta  á  aceptar  legítimamente,  entonces  en  el  término  de 
tres  meses  desde  que  llegó  á  noticia  la  vacante  en  el  lugar  donde  radica  el 
beneficio,  le  conferirá  ó  dispondrá  de  él  aquel  á  quien  corresponda,  y  no  se 
le  contará  como  turno.  Además,  no  se  considerarán  como  espectativos  los 
beneficios  vacantes  por  resignación  simple;  y  tanto  estos,  como  los  que  se 
confieren  por  causa  de  permuta,  no  se  computarán  á  ninguna  de  ambas 
partes. 
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De  las  anatas  y  servicios  comunes 

3.  Pagúese  de  las  iglesias  y  monasterios  de  varones  tan  solo  de  los  va- 
cantes ó  vacaturos  por  los  frutos  del  primer  año  desde  el  dia  de  la  vacante  la 
suma  que  consta  en  los  libros  de  la  cámara  apostólica,  á  que  se  dá  el  nombre 
de  servicios  comunes;  donde  la  tasa  sea  escesiva,  rebájese  á  lo  justo;  y  se 
proveerá  con  especialidad  en  las  regiones  recargadas  según  las  circunstan- 
cias, tiempos  y  regiones,  que  no  se  graven  demasiado,  á  cuyo  efecto  se  espe- 
dirán comisarios,  que  con  esmero  se  enteren  y  las  retasen.  Lo  tasado  se  pa- 
gará por  mitad  en  el  primero  y  segundo  año,  contándose  desde  que  el  agra- 
ciado tomó  posesión  pacifica  de  toda  ó  de  la  mayor  parte;  y  si  en  estos  dos 
años  vacase  dos  ó  mas  veces,  no  se  pagará  sino  una;  y  la  deuda  que  quedó 
no  pasará  al  sucesor  en  la  iglesia  o  monasterio.  Acerca  de  las  demás  digni- 
dades, personados,  oficios  y  beneficios  seculares  ó  regulares,  que  serán  con- 
feridos por  autoridad  de  la  Sede  apostólica,  ó  se  proveerá  acerca  de  ellos 
sin  consideración  á  las  gracias  espectativas,  ó  por  causa  de  permuta,  se 
pagará  la  anata  en  conformidad  á  la  estravagante  Suscepti  regiminis  dentro 
del  año,  y  esta  deuda  no  pasará  al  sucesor  en  el  beneficio.  Nada  se  pagará 
de  los  beneficios,  cuyo  valor  no  esceda  de  veinticuatro  florines  de  cámara, 
ni  de  los  conferidos  por  el  ordinario,  perdonando  además  por  mitad  las 
deudas  anteriores  hasta  la  elevación  al  pontificado  de  nuestro  señor  el  Papa 
de  los  servicios  comunes  y  anatas,  pagando  la  otra  mitad  en  el  término  de 
seis  meses  contados  desde  el  dia  de  la  publicación.  Además,  nuestro  Señor 
el  Pontifice,  no  quiere  ni  pretende  que  las  gracias  espectativas  se  estiendan 
bajo  ningún  concepto  á  los  oficios  claustrales,  cuyos  frutos  anuales  no  esce- 
dan de  cuatrocientas  libras  tornesas,  ni  tampoco  á  los  hospitales  de  enfer- 
mos, de  peregrinos,  donde  se  recojen  las  limosnas,  ó  donde  se  cura  á  los 
leprosos,  ni  á  los  coladores  ó  provisores  se  les  cuente  en  turno. 


De  las  causas  que  deben  tratarse  ó  no  en  la  curia  romana 

4.  Las  causas  que  por  derecho  ó  costumbre  no  pertenecen  al  foro  ecle- 
siástico, no  se  reciban  por  la  curia  romana  para  conocer  de  ellas  en  la  mis- 
ma, ó  fuera  sometiéndolas  á  otro,  como  no  sea  de  consentimiento  de  las 
partes;  mas  las  que  corresponden  al  fuero  eclesiástico,  y  según  derecho  han 
venido  á  ella  por  apelación  ó  de  otra  manera  legítima,  ó  por  su  naturaleza 
deben  ventilarse  en  aquella  curia,  trátense  alli;  las  demás  cometánse  in 
partibus,  á  no  ser  que  en  atención  á  las  causas  y  personas  convenga  tratar- 
tarlas  en  la  curia,  por  obtener  justicia,  ó  de  consentimiento  de  las  partes. 
Sin  embargo,  las  causas  matrimoniales  no  se  llevarán  en  primera  instancia 
á  la  curia,  sino  por  apelación,  á  escepcion  de  en  los  casos  acabados  de  es- 
presar. Además,  con  objeto  de  refrenar  las  apelaciones  frustratorias  que  se 
interponen  antes  de  las  sentencias  definitivas,  ordenamos  que  los  que  ape- 
lan injusta  ó  frivolamente  de  una  interlocutoria,  fuera  de  la  condenación  de 
costas,  daños  y  perjuicios,  se  imponga  la  multa  de  quince  florines,  si  la  ape- 
lación se  interpone  en  la  curia,  y  de  veinte  si  se  trata  de  las  partes  de  la 
que  ha  apelado  á  la  curia,  y  que  de  la  misma  interlocutoria  ó  de  su  gravá- 
men  no  se  puede  apelar  segunda  vez,  si  no  tiene  fuerza  de  definitiva. 


De  las  encomiendas 

5.  Ordena  el  mismo  Pontífice,  Señor  nuestro,  que  en  lo  sucesivo  los  mo- 
nasterios ó  grandes  prioratos  conventuales,  en  que  de  ordinario  ha  habido 
ocho  religiosos  dentro  del  convento,  los  oficios  claustrales  y  las  dignidades 
mayores  después  de  las  pontificales,  no  se  den  á  ningún  prelado,  aunque 
sea  Cardenal,  en  título  ó  encomienda,  como  no  sea  por  una  urgente  necesidad 
para  socorrer  á  la  cabeza,  á  saber,  de  la  iglesia,  ó  al  monasterio  superior 
y  a  los  miembros,  á  no  ser  que  el  Papa  determinase  otra  cosa.  Lo  mismo  se 
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ordena  acerca  de  los  hospitales,  albergues  de  peregrinos  y  leprosarios :  igual 
determinación  sobre  los  beneficios,  cuyo  valor  no  llegue  á  cincuenta  flori- 
nes, rebajadas  las  cargas.  Una  sola  iglesia,  aunque  sea  metropolitana,  puede 
darse  á  un  Cardenal  ó  Patriarca,  que  no  tenga  otra  provisión  suficiente. 
Y  cuando  ocurra  la  espulsion  de  algún  prelado  de  su  silla,  sin  causa  de  él,  o 
cuando  los  frutos  se  han  disminuido  tanto  que  no  dan  para  vivir  cómoda- 
mente, entonces  el  Papa  les  dará  una  provisión  razonable. 


De  las  indulgencias 

6.  Después  de  una  madura  deliberación  acerca  del  articulo  de  indul- 
gencias, nada  tratamos  variar  ú  ordenar. 

Además,  nuestro  Santísimo  Señor  el  Pontífice  y  la  venerable  Nación  es- 
pañola quisieron  y  protestaron  que  por  la  ordenación  y  observancia  de  todos 
y  cada  uno  de  los  artículos  espresados  no  adquiera  ninguna  de  las  dos  par- 
tes derecho  alguno  nuevo,  ni  se  siga  perjuicio  á  ambos  ó  á  uno  de  ellos,  de 
modo  que  quedando  siempre  salvos  é  ilesos  la  autoridad  apostólica  y  la  po- 
testad suprema,  le  queden  también  los  capítulos  de  Narbona  y  los  decretos  á 
ellos  concernientes.  La  misma  venerable  nación  española  puesta  bajo  la  pro- 
tección apostólica  y  paternal  régimen  del  Santísimo  señor  nuestro,  salvas 
sus  inmunidades  y  privilegios,  viviendo  tranquilamente,  podrá  con  mas  li- 
bertad servir  á  Dios,  siempre  dispuesta  á  los  devotos  obsequios  del  mismo 
Pontífice,  nuestro  Señor,  y  porque  de  este  modo  solo  durarán  hasta  el  pró- 
ximo quinquenio.  Y  á  cualquiera  que  desee  tener  los  espresados  capítulos 
ó  alguno  de  ellos  en  forma  auténtica  y  con  el  testo  del  señor  vice-canciller, 
désele  una  copia  fehaciente  en  juicio  y  fuera  de  él;  y  sin  exigirle  nada 
por  ella. 

Atestiguando  esto  firmemente  á  vuestra  Universidad  en  virtud  de  las 

presentes          hemos  concedido  nuestras  letras  en  fé  y  testimonio  de  ello  á 

los  espresados  embajadores  y  oradores,  autorizándolas  además  con  nuestro 
sello.  En  la  ciudad  de  Constanza  en  nuestra  habitación  en  el  año  de  la  Nati- 
vidad del  Señor,  1418,  indicción  undécima,  á  trece  de  mayo,  año  primero 
del  pontificado  del  mencionado  Papa,  Señor  nuestro. 


APENDICE  XI 


MEMORIAL  DE  PIMENTEL  Y  CHUMACERO,  1633  (1) 
M.  Santo  Padre 


Luego  que  entré  en  la  sucesión  de  estos  mis  reinos,  puse  todo  el  cuidado 
posible  en  conservar  el  buen  gobierno  en  que  los  dejó  el  rey  mi  Señor  y  mi 
Padre,  y  continuar  la  disp(3SÍcion  de  algunos  medios  que  en  su  vida  se 
hablan  empezado  á  tratar  para  su  buena  dirección  y  aumento;  y  los  que  de 
nuevo  se  me  propusieron.  Y  juzgando  por  la  parte  mas  principal  de  mi 
obligación  y  mas  precisa  para  el  acierto  general  en  todas  las  cosas  de  paz 
y  guerra  la  reformación  de  costumbres  y  castigo  de  vicios,  se  puso  en  ello 
particular  atención,  ejecutando  algunas  órdenes  y  previniendo  otras  para 
su  preservación. 

Lo  que  en  segundo  lugar  se  me  significó  por  diferentes  memoriales  anti- 
guos y  modernos,  y  que,  habiéndolo  visto,  me  dejó  en  gran  cuidado,  fué  la 
relajación  y  desconsuelo  en  que  se  hallaba  el  Testado  eclesiástico  y  materias 


(1)    Tejada,  Concordatos,  págs.  17-29. 
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á  él  concernientes,  y  la  necesidad  que  habia  de  reducirle  á  sus  primeras  re- 
glas y  observancia  de  las  constituciones  pontificias  y  decretos  conciliares. 
Y  habiéndose  dado  principio  á  conferir  sobre  el  remedio  con  la  especula- 
ción y  exámen  que  negocio  tan  grave  pide,  hallándose  el  Reino  junto  en 
Cortes,  me  hizo  en  la  misma  razón,  la  súplica  del  tenor  siguiente: 


Señor. 

1.  Habiéndose  juntado  el  Reino  en  Cortes,  en  esta  imperial  villa  de  Ma- 
drid, en  ejecución  de  las  reales  órdenes  de  V.  M.  y  sirviéndole  con  el  amor 
y  fidelidad  que  siempre  ha  profesado,  después  de  haber  cumplido  con  esta 
obligación,  ha  reputado  por  igual  la  que  le  corre  de  procurar  el  mayor  be- 
neficio de  estos  reinos,  asi  para  su  conservación,  como  para  mejor  dirección 
de  su  gobierno;  y  porque  la  parte  que  mira  á  la  policía  sagrada  y  á  la  ob- 
servancia de  los  concilios  y  constituciones  apostólicas,  es  la  de  mas  exce- 
lencia y  la  piedra  fundamental  en  que  estriba  el  edificio  de  la  Iglesia  y 
el  gobierno  católico  en  lo  temporal,  deseando  se  ejercite  y  conserve  todo 
con  la  puntualidad  y  con  la  perfección  que  conviene,  y  que  florezca  la  reli- 
gión en  estos  reinos  en  la  pureza  y  culto  con  que  empezó,  y  se  ha  conti- 
nuado por  tantos  siglos  para  mayor  exaltación  de  la  Santa  Sede,  ha  parecido 
representar  á  V.  M.  algunos  puntos  dignos  de  reformación  que  turban  la 
armonía  eclesiástica  y  van  introduciendo  abusos  muy  perniciosos  á  las  cos- 
tumbres, al  Estado  eclesiástico  y  á  la  conservación  y  bien  de  estos  reinos, 
para  que  V.  M.  con  su  santo  celo  y  piedad  católica,  y  ampliando  la  obliga- 
ción del  rey  y  patrón  de  las  iglesias,  se  interponga  en  el  modo  que  fuere 
mas  conveniente,  para  que  S.  S.  provea  de  pronto  y  eficaz  remedio  á  los 
intolerables  daños  que  se  padecen,  como  se  debe  esperar  de  su  paternal 
oficio. 


Cap.  i.  —  De  las  pensiones  que  se  imponen  en  favor  de  los  estranjeros 

2.  En  diferentes  tiempos  y  ocasiones  ha  suplicado  á  V.  M.  el  Reino  en 
Córtes,  se  sirva  de  poner  remedio  en  el  agravio  que  padecen  los  naturales 
con  las  nuevas  introducciones  y  formas  que  se  inventan  para  despojarlos 
de  los  beneficios  y  rentas  eclesiásticas  que  les  pertenecen  por  todos  dere- 
chos, por  costumbre  inmemorial  (con  que  concurre  la  universalidad  de 
estos  reinos)  y  por  privilegios  apostólicos:  y  como  la  necesidad  cada  dia 
es  mayor,  y  á  esta  causa  la  despoblación,  es  preciso  suplicar  á  V.  M.  con 
nuevas  instancias  favorezca  á  sus  vasallos,  y  no  permita  que  las  rentas  que 
proceden  de  su  trabajo  y  sustancia,  y  deben  servir,  por  su  erección,  al  sus- 
tento y  socorro  de  los  naturales,  quedando  ellos  con  necesidad,  se  trasladen 
a  algunas  provincias;  cuando  por  su  opulencia  pudieran  esperar  de  ellas 
con  mas  legitima  causa  este  socorro,  principalmente  importando  tanto  la 
conservación  de  reinos  tan  católicos  para  el  servicio  de  la  Sede  apostólica, 
y  habiendo  consumido  en  la  defensa  de  la  fé  y  dilatación  del  Evangelio 
en  uno  y  otro  mundo  todos  sus  tesoros,  y  dado  tantos  varones  insignes  á 
la  Iglesia,  que  con  su  doctrina,  predicación  y  martirio,  tanto  la  han  ilus- 
trado, y  con  el  valor  de  sus  armas  han  traído  á  su  obediencia  tantos  reinos 
y  provincias. 

3.  Siendo  como  son  las  pensiones  parte  de  los  beneficios  y  lo  sustan- 
cial de  ellos  en  el  aprovechamiento,  y  reconociendo  militan  las  mismas  cau- 
sas de  derecho  y  de  prohibición  para  que  no  pasen  á  estranjeros,  ha  intro- 
ducido el  abuso  consignarlas  en  cabeza  de  natural  (á  quien  llaman  testa  de 
fierro),  para  dividirlas  por  este  arcaduz  á  los  que  no  lo  son,  con  que  quedan 
aprovechados  en  lo  fructuoso  del  beneficio,  y  los  naturales  con  la  carga  y 
con  el  desconsuelo  de  ver  ricos  á  otros  con  lo  que  á  ellos  les  empobrece,  y 
y  que  lo  que  sirve  muchas  veces  al  regalo,  al  deleite  y  á  la  vana  ostentación 
del  estranjero,  es  lo  que  se  quita  al  socorro  del  natural  y  al  subsidio  de  los 
pobres:  calamidad  no  conocida,  ni  consentida  en  otros  reinos,  de  quien 
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no  se  halla  tan  servida  y  beneficiada  la  Sede  apostólica,  como  de  esta  corona. 

4.  Y  lo  que  se  debe  sentir  no  menos  es  el  estilo  que  se  va  practicando 
de  dar  suplemento  de  voluntad  en  trasferir  pensiones  en  una  y  mas  personas, 
y  con  designación  vaga  de  persona,  en  cuya  utilidad  se  trasfiere,  remitiendo 
su  declaración  al  nombramiento  que  hiciese  S.  S.  quitando  con  esto  al  pro- 
pietario la  esperanza  que  pudiera  alentarle  de  poder  verse  libre  alguna  día 
de  esta  carga,  y  supliendo  la  voluntad  del  gravante  contra  la  voluntad  y 
conveniencia  del  gravado,  haciendo  por  este  medio  una  desmembración 
perpétua  de  parte  del  beneficio,  con  servidumbre  de  pagas,  y  suponiendo 
cabezas  de  estranjeros  para  lo  que  deben  gozar  los  naturales. 

5.  Y  aunque  los  señores  reyes  progenitores  de  V.  M.  han  procurado 
obviar  estos  daños  por  diferentes  leyes,  siempre  la  malicia  y  ambición  de 
los  pretendientes  é  interesados  ha  ido  jugando  un  lance  adelantado  contra 
la  recta  intención  de  S.  S.,  porque  cuando  se  trató  de  desnaturalizar  estas 
cabezas  supuestas,  se  introdujeron  las  confidencias  en  beneficios  y  pen- 
siones. 

6.  Asimismo  se  apretaron  las  fianzas  bancarias  por  cuatro  y  seis  años,  y 
los  pactos  de  renovarlas  de  tres  en  tres;  y  que  esta  seguridad  de  renovando 
se  haga  por  cuatro  ó  cinco  personas;  y  como  el  banco  no  da  esta  firma  sino 
es  á  cuatro  por  ciento  al  año,  asimismo  los  que  aseguran  de  renovar  llevan 
sus  intereses:  y  últimamente,  por  salir  de  estas  dificultades,  ha  sobrevenido 
otro  gravamen  mayor,  que  es  obligar  á  los  proveidos  á  que  casen  las  pen- 
siones. 

7.  De  lo  que  resultan  en  lo  espiritual  y  temporal  muy  grandes  incon- 
venientes, porque  lo  primero,  se  falta  á  la  recta  distribución  de  las  rentas, 
en  las  personas  y  partes  donde  tienen  su  origen  y  obligación,  y  se  necesita 
de  su  consumo. 

8.  Lo  segundo,  que  las  prebendas  y  beneficios  se  dan  á  los  menos  dig- 
nos, porque  como  la  causa  y  fin  á  que  se  endereza  esta  provisión  es  á  las 
pensiones  que  se  han  de  sacar,  y  quedar  en  la  curia,  en  cada  vacante  admi- 
ten concurso  de  pretendientes,  y  según  las  súplicas  y  la  postura  de  mayor 
pensión  se  remite  al  registro,  con  que  se  cierra  la  puerta  á  la  virtud  y  reco- 
nocimiento, y  se  abre  á  la  negociación.  Y  si  S.  S.  desea  proveer  algún  bene- 
mérito, la  codicia,  y  emulación  de  los  que  no  lo  son,  suele  encarecer  el 
valor  del  beneficio  (sobre  el  verdadero)  para  que  con  eso  crezca  la  pensión, 
y  no  se  atreva  á  admitirla  el  digno,  ó  quede  destruido  con  ella. 

9.  Lo  tercero,  porque  las  confidencias  de  que  muchas  veces  se  usa  para 
paliar  las  pensiones,  están  prohibidas  por  derecho  divino,  y  declaradas  por 
simoniacas  en  los  motus  propios  de  Pió  IV  y  Pió  V.,  y  en  el  mismo  escrú- 
pulo incurren  las  diligencias  de  los  cortesanos  con  la  suya,  ofreciendo  de 
mayores  pensiones  para  asegurar  su  elección. 

10.  Lo  cuarto,  que  para  cerrar  totalmente  la  puerta  al  desagravio  de 
estas  pensiones  obligan  á  su  casamiento,  como  queda  dicho.  Y  lo  que  en  la 
primera  vista  fué  diminución  del  beneficio  por  via  ordinaria  de  pensión, 
pasa  en  contrato,  reduciendo  á  un  precio  su  primera  negociación,  con  que 
se  imposibilita  el  remedio  de  que  no  lleven  estranjeros  la  sustancia  de  los 
beneficios,  ni  se  quite  al  culto  divino  y  al  socorro  de  los  necesitados  y 
pobres  del  reino,  lo  que  se  derrama  fuera  de  él  entre  estranjeros. 

11.  Y  estando  prohibida  la  venta,  fuerza  es  lo  esté  la  redención,  sin 
que  haya  metafísica  que  pueda  justamente  separar  los  frutos  del  título  de 
percibirlos,  y  con  perversión  y  generalidad  de  causa,  conceder  á  la  potes- 
tad y  al  estilo  lo  que  no  cabe  en  la  justicia  natural,  ni  fuera  lícito  al  infe- 
rior, porque  la  verdad  de  las  cosas  es  inmutable,  y  ni  la  intención  que  se 
toma,  ni  la  materia  que  se  supone,  ni  las  fábricas  del  entendimiento  pueden 
indirectamente  obrar  lo  que  derechamente  no  es  factible;  y  se  debe  reco- 
nocer que  toda  esta  es  obra  de  manos,  que  repugna  á  la  sinceridad  del  ver- 
dadero hecho,  pues  lo  que  se  ve  y  toca  es  que  se  da  una  prebenda  á  quien 
da  dos  mil  ducados  de  casamiento,  y  que  de  otra  manera  no  se  le  diera,  y 
constando  el  contrato  de  compra  y  venta,  de  cosa  que  se  venda  y  precio 
que  se  da  por  ella,  todo  lo  que  sobre  esto  se  quiere  componer  es  ente  de 
razón,  modo  y  no  sustancia. 
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12.  Lo  quinto,  es  irreparable  el  estrago  que  se  hace  á  las  costumbres, 
porque  aunque  suelen  acudir  á  aquella  curia  personas  idóneas,  y  de  partes, 
va  otra  gente  licenciosa,  y  que  por  su  calidad  ó  vicios  no  cabe  en  estos 
reinos,  ni  quiere  sujetarse  á  la  justicia  y  corrección  eclesiástica.  En  Roma 
vive  con  libertad  é  independencia  y  con  diferente  estimación  que  en  su 
tierra:  dase  al  cortejo  y  á  la  negociación,  entabla  agencias  y  corresponden- 
cias: no  vaca  beneficio  en  el  distrito  que  le  cuadre,  que  sin  respeto  á  que 
sea  de  patronato,  ó  de  provisión  del  prelado,  no  le  pretenda,  y  de  que  á 
titulo  de  pleito  y  molestia,  no  espere  sacar  alguna  parte.  Fomentan  plei- 
tos, de  los  que  acá  quedan  contra  sus  prelados,  y  la  obediencia  que  les 
deben :  obtienen  exenciones  en  derogación  de  los  cánones  y  decretos  en 
perjuicio  de  la  disciplina  eclesiástica  y  observancia  regular.  De  que  resulta 
el  inconveniente  de  estraer  la  plata  y  oro,  empobreciendo  al  reino  y  des- 
truyendo las  costumbres.  Por  este  medio  se  hacen  aceptos  y  beneméritos  en 
aquella  córte,  respecto  del  provecho  que  á  ella  conducen,  y  noticias  que 
dan :  en  lo  que  seria  gran  servicio  de  Dios  que  su  Santidad  proveyese  de 
remedio  eficazmente,  mandando  salir  semejante  gente  de  su  córte,  para 
que  los  que  tienen  prebendas,  residan  en  ellas,  y  se  abstengan  de  negociar 
muchas,  pensionándolas  todas  (que  en  sustancia  es  contrato  y  venta  palia- 
do) y  los  demás  vivan  debajo  de  la  mano  y  asistencia  de  su  prelado,  tratando 
de  merecer  con  virtud  y  letras  sus  aumentos,  y  no  por  medios  tan  indebidos 
y  ágenos  de  su  profesión. 

Cap.  II.  —  Del  esceso  en  la  cantidad  de  las  pensiones 

13.  Son  contra  igualdad  y  justa  conmensuración  las  pensiones  que  se 
imponen,  porque  aunque  dicen  no  esceden  de  la  tercera  parte  de  la  tasa 
y  valor  que  tienen  en  los  libros,  la  justificación  de  esta  tasa  peligra  de  mu- 
chas maneras. 

14.  Lo  primero,  porque  para  hacerla  no  precede  conocimiento  de  causa 
ni  averiguación  de  quinquenios,  sino  relación  de  pretendientes,  que  unas 
veces  por  hacer  estimación  de  lo  que  dejan,  otras  por  emulación  del  pro- 
veído ó  justificar  mas  la  igualdad  en  la  permuta,  ó  la  pensión  de  la  coad- 
jutoría, aumentan  el  valor  natural  de  los  beneficios. 

15.  Lo  segundo,  cuando  en  su  principio  se  justificase,  el  valor  ha  de- 
caído tanto  en  algunas  provincias  con  la  despoblación  y  menoscabo  en 
que  está  la  labranza  y  crianza,  que  muchas  prebendas  y  beneficios  no  han 
quedado  en  la  tercera  parte  de  su  estimación  antigua,  y  aunque  el  propie- 
tario pruebe  con  evidencia  la  diminución,  no  es  oido,  sino  es  continuando 
la  paga.  Y  como  esto  es  imposible,  y  tan  dificultoso  costear  un  pleito  desde 
España  en  Roma  contra  gente  poderosa,  y  hasta  correr  tantas  instancias 
como  son  menester  para  obtener  tres  sentencias  conformes,  es  preciso  de- 
sistir de  la  justicia,  y  ceder  á  la  necesidad  y  padecer  por  no  perderse  con 
pleito  segunda  vez. 

16.  Lo  tercero,  el  valor  se  hace  conforme  á  los  ducados  de  Castilla;  y 
la  pensión  se  impone  por  escudos  de  cámara,  que  así  en  la  cantidad,  como 
en  el  valor  de  las  monedas,  tienen  un  tercio  de  mayor  gravámen :  y  jun- 
tando el  de  poner  el  dinero  en  Roma  el  mismo  día  del  plazo,  y  en  cantidad 
fija,  aunque  haya  esterilidad  ó  los  frutos  no  tengan  despacho,  viene  á  esce- 
der el  rédito  en  mucha  parte  á  la  suerte  principal;  en  que  siempre  el  estilo 
ha  aumentado  el  gravámen  en  perjuicio  de  los  propietarios,  porque  siendo 
así  que  antiguamente  valia  un  ducado  de  cámara  en  Roma  once  reales  y 
un  cuarto;  y  que  teniéndose  consideración  á  los  cambios  que  cuesta  poner 
allá  el  dinero  desde  España,  se  pagaban  tan  solamente  en  la  componenda 
por  cada  cíen  ducados  de  once  reales  de  España,  ochenta  y  seis  ducados  de 
cámara,  y  noventa  y  uno  y  dos  tercios  en  la  Cancelaría;  hoy  ha  crecido 
el  ducado  de  cámara  á  quince  reales  y  medio,  no  siendo  moneda  específica, 
sino  solo  por  el  beneplácito  de  quien  lo  ordena:  con  que  en  lugar  de  la 
anata  se  lleva  una  cuarta  parte  más,  y  en  Cancelaría  la  media  cuarta  sube 
dos  tercias  partes. 
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17.  A  que  añade  que  en  Cancelaría  y  Dataria  quieren  la  paga  en  oro 
efectivo,  no  siendo  esta  moneda  realmente  de  oro,  sino  (según  queda  dicho), 
de  quince  reales  por  tasa,  lo  cual  muchas  veces  por  esterilidad  importa 
dos  ó  tres  por  ciento  de  nuevo  gravámen;  y  lo  peor  es  que  componiéndose 
cien  ducados  de  cámara  de  cien  escudos  y  cien  reales:  no  solamente  quie- 
ren que  estos  cien  reales  se  paguen  en  oro,  sino  que  los  escudos  que  com- 
ponen los  cien  reales  no  los  quieren  recibir,  sino  á  precio  de  once  reales, 
valiendo  á  catorce,  con  gravámen  en  solo  este  artículo  de  veintidós  por 
ciento. 

18.  Y  siendo  estilo  inconcuso  que  cuando  en  las  bulas  inciden  algunos 
errores  de  poca  sustancia,  se  enmiendan  por  via  de  corrige  y  de  reformas; 
se  ha  introducido  nueva  forma  y  tasa  con  gran  perjuicio  de  las  partes,  así 
en  la  costa  como  en  la  dilación.  Y  en  esta  opresión,  es  muy  considerable 
circunstancia  que  el  que  acepta  el  beneficio,  queda  obligado  á  la  pensión 
desde  el  día  que  signó  la  súplica,  y  él  no  gana  hasta  que  tome  la  posesión 
de  la  prebenda,  en  que  es  fuerza  pase  mucho  tiempo;  por  que  además  del 
que  consume  la  navegación  y  riesgos  del  viaje,  no  es  menester  poco  para 
el  despacho  y  pagar  el  coste  de  las  deudas  contraídas  en  Roma.  Y  si  cuan- 
do llega  y  toma  la  posesión,  no  alcanza  los  ocho  meses  del  año,  pierde  la 
gruesa  por  falta  de  residencia,  con  que  muchas  veces  cuando  empieza  á 
ganar  y  recoger  los  frutos,  tiene  sobre  si  dos  años  de  decursas,  no  habiendo 
podido  ganar  para  sustentarse,  y  esto  sin  culpa  suya  por  haberse  causado 
la  dilación  de  impedimentos  naturales  y  forzosos,  y  cargando  por  lo  corrido 
las  ejecuciones  y  censuras,  se  le  imposibilita  al  servicio  y  fruto  de  su  pre- 
benda, con  que  muchos  han  venido  á  morir  en  estado  miserable,  ahogados 
de  deudas  y  con  riesgo  de  su  salvación. 

19.  Sobre  este  gravámen  esperimentan  muchos  otro  no  menor,  y  es, 
que  cuando  vienen  á  tomar  la  posesión,  la  hallan  ocupada,  y  porque  en 
Roma  no  hubo  entero  conocimiento  para  poder  proveer  legítimamente  el 
beneficio  en  derogación  de  la  preeminencia  real  ó  patronazgo  de  legos,  ya 
porque  la  vacante  no  fué  en  mes  apostólico  ó  por  otras  muchas  causas,  sino 
justas,  coloradas;  y  no  pudiendo  gozar  de  la  prebenda  el  proveído  por  el 
litigio,  está  pagando  la  pensión. 

20.  Y  para  quitarles  la  esperanza  de  poder  salir  de  estas  pensiones,  han 
introducido  que  no  vaquen  por  muerte  del  verdadero  pensionario,  ni  de  la 
cabeza  supuesta,  y  si  dura  la  fianza  bancaria,  continúa  el  testa  de  fierro  la 
cobranza,  y  cede  en  el  nuevo  pensionario,  á  quien  se  la  señala. 

21.  No  se  puede  creer.  Señor,  de  la  piedad  de  Su  Santidad,  que  adver- 
tido de  estos  abusos,  disimulará  algunos,  ni  debe  permitirse  que  vasallos 
católicos  y  de  V.  M.,  pasen  por  tan  dura  servidumbre,  recibiendo  maleficios 
por  beneficios,  hechos  tributarios  de  sus  frutos  en  gracia  de  forasteros, 
quedándose  con  las  cargas  del  titulo,  perdidos,  con  la  asistencia  de  la  pre- 
tensión, con  el  gasto  de  las  bulas,  con  la  carga  de  las  pensiones,  de  las 
fianzas,  de  los  cambios  y  recambios,  contristados,  afligidos  y  desesperados, 
y  llevando  el  estraño  la  sustancia  que  habia  de  ser  del  que  sirve  y  del  ne- 
cesitado por  preceptos  naturales  y  divinos. 

22.  Y  si  su  Beatitud  reserva  beneficios  para  gratificar  á  los  naturales 
de  estos  reinos  en  quienes  se  debe  todo  distribuir,  gran  bien  les  hará  en 
redimirlos  de  la  esclavituíl  de  pensionarios;  y  si  tal  vez  por  ser  grande  la 
prebenda  desmembrase  pensión  entre  los  naturales  (supuesto  que  habiéndo- 
se acomodado  se  vienen  á  su  patria),  no  se  necesita  de  bancarias  ni  de  im- 
í)()ner  monedas,  que  no  se  conocen  en  el  reino.  Pero  como  á  la  verdad  el 
pobre  español  no  sirve  sino  de  arcaduz,  y  quedando  sin  sustancia  y  con 
el  dolor,  j)asa  á  estraños  el  oro  y  plata,  es  fuerza  incurrir  en  todos  los  daños 
de  cuerpo  y  alma  que  se  han  representado. 
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Cap.  III.  —  De  pensiones  sobre  beneficios  curados  en  cantidad  escesiua 

Por  justas  consideraciones  del  bien  público  y  particular,  está  dispuesto 
en  muchas  constituciones  canónicas,  que  los  beneficios  se  confieran  sin  dis- 
minución, porque  no  admite  el  derecho  natural  que  sean  para  uno  las  car- 
gas, y  para  otro  el  provecho.  Por  sociedad  leonina  se  reputa  la  que  quiere 
comunicar  las  ganancias  sin  participar  en  la  pérdida,  y  estando  como  están 
consignados  los  frutos  de  estos  beneficios  en  satisfacción  y  para  ayuda  de 
la  carga,  y  que  reside  por  entero  en  los  curas,  del  cuidado  y  gobierno  de  los 
feligreses,  asistiendo  á  su  consuelo  y  necesidad,  á  la  administración  de 
los  sacramentos,  á  la  predicación  con  la  puntualidad  y  vigilancia  de  un 
buen  pastor,  tiene  no  solo  desconveniencia,  sino  desigualdad  hacerse  tri- 
butario de  sus  frutos  y  sudor,  dejándole  en  las  obligaciones  á  vista  de  las 
necesidades  de  sus  ovejas,  y  privado  de  medios  con  que  socorrerlas. 

24.  Por  esta  razón  dijeron  muchos  autores  que  la  pensión  quebranta 
la  igualdad  de  la  justicia,  porque  se  opone  á  la  justa  conmensuración  que 
tiene  el  premio  al  trabajo:  que  es  odiosa  y  debe  limitarse:  que  es  plaga  fea 
y  carcoma  del  beneficio :  que  es  especie  de  servidumbre,  á  cuya  libertad 
debe  favorecer  la  Iglesia,  porque  es  dura  esclavitud  la  que  padece  un  cura 
de  sus  pensionarios,  pagando  cantidad  fija  sobre  frutos  inciertos  en  que 
unas  veces  por  esterilidad,  otras  por  falta  de  venta,  no  le  queda  congrua, 
ni  aun  la  que  debiera  á  su  administrador  el  pensionario,  si  fueran  suyos 
por  entero  los  frutos. 

25.  De  donde  resulta  continuo  desconsuelo  en  los  curas  con  el  peso  que 
no  pueden  llevar,  divertidos  de  su  principal  ministerio,  y  sin  aliento  ni 
sustancia  para  llevarle,  siempre  ejecutados  y  vejados  con  censuras,  é  impo- 
sibilitados de  salir  de  ellas,  de  atender  á  su  oficio,  y  al  ornato  y  decencia 
del  culto  divino,  á  que  debían  servir  las  pensiones,  con  que  se  resfria  la 
caridad  y  la  devoción,  y  es  grande  la  indecencia  con  que  se  sirven  las 
iglesias  que  padecen  esta  contribución. 

26.  Y  no  es  menor  el  perjuicio  que  se  causa  al  derecho  y  conveniencia 
de  los  parroquianos  por  el  interés  que  se  les  sigue  en  lo  espiritual  y  tempo- 
ral de  tener  buen  pastor,  que  con  su  doctrina  les  enseñe  y  predique,  con 
su  vida  ejemplar  los  edifique  y  componga,  y  con  el  residuo  de  lo  necesario 
al  sustento  de  su  persona  y  familia  los  socorra  en  sus  aprietos,  cumpliendo 
con  la  obligación  de  su  oficio  y  renta.  Para  lo  cual  conviene  que  los  bene- 
ficios sean  pingües,  y  que  concurran  á  ellos  personas  doctas  y  virtuosas. 

27.  Y  si,  como  dice  la  ley,  es  cosa  cruel  y  dura  que  se  divierta  el  agua 
de  la  heredad  en  que  nació,  dejándola  en  seco,  por  regar  las  estrañas,  no 
puede  dejar  de  causar  grave  sentimiento  en  los  vasallos,  ver  que  arando 
ellos  la  tierra,  y  contribuyendo  con  la  décima  parte  de  sus  frutos  para  tener 
un  buen  pastor  que  los  apaciente  en  lo  espiritual  y  temporal,  se  hallen  de- 
fraudados de  uno  y  otro  socorro,  y  que  se  trasladen  los  frutos  (que  con 
tanta  fatiga  cultivaron)  á  personas  particulares  y  estrañas,  dejándoles  en 
lugar  de  Pastor  un  mercenario,  que  no  puede  cuidar  de  las  ovejas,  y  que 
pagando  sueldo  para  un  buen  médico  hayan  de  morir  á  manos  de  un  igno- 
rante, por  aplicar  á  un  estraño  la  renta. 

28.  En  que  no  es  pequeño  gravámen  lo  que  de  pocos  meses  á  esta  parte 
ha  introducido  la  Curia  en  las  retorías  ó  vicarías  que  se  resignan  con  pen- 
sión, que  no  teniendo  lugar  la  componenda  en  las  que  pasan  de  veinticuatro 
ducados  de  frutos  ciertos,  hacen  cómputo  también  de  los  inciertos,  y 
por  la  mitad  de  ellos  componen  la  suma  de  los  24,  obligando  á  las  partes  á 
que  hagan  la  súplica  calificando  esta  cantidad  por  frutos  ciertos;  con  que 
pagan  componenda,  y  en  la  Cancelaría  media  anata,  y  á  esta  proporción 
crecen  los  demás  gastos  de  espedirla. 

29.  Y  estando  asimismo  dispuesto  que  vacando  las  iglesias  parroquia- 
les en  meses  reservados,  los  Ordinarios  las  pongan  en  concurso,  y  el  que 
en  él  sale  elegido  se  presente  dentro  de  cuatro  meses,  conforme  á  la  cons- 
titución de  Pío  V,  y  despache  sus  bulas  para  la  posesión :  los  oficiales  de 
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la  Dataria  se  escus'an  de  dar  letras  testimoniales  de  la  dicha  presentación 
en  que  no  se  ha  reconocido  otro  fin,  que  escluir  al  proveído  del  beneficio 
(á  título  de  no  haberse  presentado  en  tiempo),  no  queriendo  admitir  toda 
la  carga  de  pensión  que  se  les  impone.  El  mismo  agravio  se  representa  en 
las  pensiones  sobre  canongías  de  penitenciaría,  perteneciendo  su  provi- 
sión á  las  iglesias  por  privilegios  apostólicos  y  título  de  remuneración. 
Y  debiéndose  los  frutos  (demás  de  al  servicio  y  residencia)  al  trabajo  de 
la  lectura  y  ministerio  que  se  ejerce  en  estas  prebendas,  requieren  ser 
exentas  de  pensión  y  del  gravámen  de  las  bulas:  acto  que  ni  acredita  la 
persona  ni  justifica  la  provisión,  sino  que  la  dilata,  y  ponen  en  necesidad  los 
derechos  de  la  Dataria  al  proveído,  con  que  se  desaniman  los  mas  dignos 
de  entrar  en  tan  costosa  pretensión,  y  se  defrauda  el  privilegio  y  las  justas 
causas  porque  se  mereció  y  concedió. 

30.  Punto  es  este.  Señor,  que  si  en  todos  tiempos  fué  muy  considera- 
ble, en  este  se  debe  atender  á  él  con  muy  especial  razón,  así  por  el  estado 
en  que  se  halla  la  población  de  estos  reinos  con  las  necesidades  particulares 
y  públicas  que  tanto  necesitan  de  reparo,  como  por  la  poca  que  hay  de 
aumentar  el  número  de  personas  eclesiásticas  por  medio  de  estas  pensio- 
nes y  desmembraciones;  antes  conviniera  mucho  reformarle  por  la  de- 
cencia y  estimación  del  estado  eclesiástico  (que  viene  en  desprecio  con 
la  multitud);  y  por  la  falta  que  hacen  los  que  en  él  sobran  á  los  ministerios 
públicos:  y  como  en  el  cuerpo  humano  cualquier  miembro,  por  perfecto  y 
necesario  que  sea,  tiene  limite  en  su  aumento,  fuera  del  cual  embarazaría  el 
uso  de  los  demás  sin  provecho  suyo,  así  en  este  cuerpo  místico,  que  se 
compone  de  diferencia  de  estados  y  oficios  han  de  tener  todos  proporción 
debida,  y  ninguno  por  escelente  que  sea  se  ha  de  llegar  á  crecer  tanto  que 
sobre,  y  sea  nocivo  con  su  esceso. 

31.  Y  aunque  no  es  la  intención  del  reino  limitar  en  esta  parte  la  po- 
testad de  su  Santidad,  como  lo  que  recibió  Cristo  nuestro  Señor,  fué  para 
edificar  y  plantar,  y  no  para  destruir,  tiene  por  cierto,  que  informado  del 
estado  de  las  cosas  y  de  la  justificación  de  esta  causa,  no  permitirá  se 
hagan  tributarias  las  iglesias  parroquiales  de  escesivas  pensiones,  con  tan 
conocido  perjuicio  en  lo  espiritual  y  temporal,  sino  que  como  fiel  dispen- 
sador, la  conservará  en  sus  derechos  y  frutos,  anteponiendo  la  causa  pú- 
blica y  de  religión,  á  todos  los  demás  respetos. 


Cap.  IV.  —  De  las  coadjutorías  con  futura  sucesión 

32.  Ninguna  cosa  se  opone  tanto  á  las  buenas  costumbres,  autoridad  y 
quietud  de  las  iglesias  y  reverencia  del  culto  divino,  como  estas  coadjuto- 
rías, y  así  las  reprueban  los  sacros  cánones,  los  concilios  y  motus  propios; 
y  los  autores  las  tienen  por  odiosas,  exorbitantes  y  detestables.  Cáusase  en 
ellas  grave  perjuicio  á  los  prelados,  quitándoseles  por  este  medio  la  facultad 
en  la  provisión  de  las  prebendas,  la  estimación  y  dependencia  en  los  súbdi- 
tos,  y  á  estos  el  premio  que  habia  de  alentarlos  á  merecer  con  las  letras  y 
virtudes,  á  cuya  causa  no  se  concede  futura  sucesión  en  Germania,  sino 
es  vacando  las  prebendas  en  meses  apostólicos. 

33.  Hácense  las  prebendas  hereditarias,  perpetuándose  por  este  medio 
en  una  sola  familia,  con  gran  desconsuelo  de  los  beneméritos,  sin  haber 
mas  titulo  para  suceder  en  ellas,  que  el  de  la  sangre. 

34.  Privanse  por  este  medio  las  iglesias  de  las  personas  de  mayor  esti- 
mación, calidad  y  partes,  introduciendo  en  su  lugar  casi  siempre  personas 
de  poca  edad,  sin  letras,  sin  virtud,  sin  esperiencia,  de  estragadas  costum- 
bres, ó  de  muy  baja  suerte;  porque  como  estas  resignaciones  se  hacen  á 
fuerza  de  negociación,  siempre  las  asegura  el  mayor  interés,  y  muchos  por 
aumentar  á  sus  hijos,  gastan  en  esto  sus  haciendas,  con  que  lo  que  se  habia  de 
dar  á  la  virtud,  se  (lá  al  dinero,  en  gran  desestimación  del  estado  eclesiás- 
tico y  de  los  capitulares,  que,  ó  se  ven  presididos,  ó  compañeros  de  seme- 
jantes personas,  y  con  peligro  evidente  de  los  malos  tratos,  y  simonías  con 
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que  se  ejecutan  estos  contratos:  en  cuyo  remedio  debe  V.  M.  insistir  con 
Su  Santidad  hasta  conseguirle;  porque  si  no  se  corta  la  raiz  en  este  cáncer, 
no  bastará  prevención  ninguna  para  curarle,  supuesto  que  siempre  el  dinero 
abrirá  camino  para  que  cunda  hasta  infeccionar  todo  el  cuerpo,  como  al 
presente  lo  están  casi  todas  las  iglesias  de  España. 

35.  Y  á  todo  se  ocurriría  con  que  las  coadjutorías  se  practiquen  y  es- 
pidan en  los  casos  para  que  se  introdujeron,  que  fué  para  ayudar  al  pro- 
pietario en  casos  de  enfermedades,  ó  de  otros  impedimentos  legítimos,  que 
imposibiliten  el  servir,  y  que  entonces  se  les  señale  cuarta  parte  en  los  fru- 
tos, que  sea  general  en  todos  los  coadjutores,  y  que  dure  tan  solamente  por 
el  tiempo  del  impedimento,  escluyendo  totalmente  la  sucesión,  que  no  tiene, 
ni  debe  tener  dependencia  de  la  coadjutoría:  con  lo  cual  cesarían  los  frau- 
des y  pacciones  ilícitas,  que  hasta  ahora  han  intervenido  en  la  obtención, 
con  la  esperiencia  de  los  daños  ya  referidos,  y  quebrantamiento  de  los 
sagrados  concilios,  pues  no  ha  habido  coadjutoría  que  quede  sin  despacho, 
respecto  de  tener  todas  por  causa  la  negociación  que  sirve  al  contrato  y 
á  la  espedicion,  contra  la  recta  intención  de  Su  Santidad,  y  sin  su  noticia, 
y  tendría  en  esta  parte  el  Santo  Concilio  de  Trento  la  observancia  que  se 
le  debe. 


Cap.  V.  —  De  las  resignaciones  de  beneficios  curados 

36.  Casi  todos  los  inconvenientes  que  se  refieren  en  los  dos  capítulos 
precedentes,  se  reconocen  en  este;  porque  lo  mismo  es  resignar  con  reten- 
ción de  frutos,  ó  parte  de  ellos,  que  imponer  en  su  principio  pensión  á  estos 
beneficios,  y  de  ordinario  con  mas  perjudiciales  circunstancias.  Pruébase 
con  que  cuando  el  superior  impone  la  pensión,  suele  atender  á  la  calidad 
del  beneficio  y  del  lugar,  para  dejar  al  beneficiado  congrua  competente; 
pero  el  particular  que  contrata  con  otro,  como  se  halla  interesado  en  su 
persona,  siempre  busca  el  mas  barato,  que  se  contenta  con  menos.  De  donde 
puede  inferirse,  cuál  será  el  sustituto,  que  por  estos  medios  (careciendo  de 
los  legítimos)  se  introduce  á  cura,  y  la  desdicha  del  lugar,  que  dá  en  sus 
manos  para  su  proveedor  de  pasto  espiritual  y  de  temporal  socorro  en  sus 
necesidades.  También  se  halla  en  estas  negociaciones  futura  sucesión;  si 
bien  no  del  beneficio,  de  la  pensión  que  sobre  él  se  carga,  y  se  espera  here- 
dar. Concurre  asimismo  la  sucesión  continuada,  ya  de  parientes,  ya  de  com- 
pradores estraños,  con  los  mismos  daños  que  en  las  prebendas  eclesiásticas, 
y  otro  mayor;  porque  en  estas  solo  se  atiende  á  la  calidad,  virtud  y  decencia 
de  las  personas:  y  en  los  beneficios  curados,  sobre  las  dichas  calidades,  se 
requieren  letras,  vida  ejemplar  y  caridad  con  los  pobres  y  afligidos:  y  como 
el  cura  es  uno,  y  su  ministerio  no  consiste  en  sola  asistencia,  sino  en  tanta 
diferencia  de  funciones,  los  defectos  que  padeciere  no  se  pueden  suplir 
por  intervención  de  otros  capitulares. 

37.  Y  si  en  las  canongías  doctorales  de  lectura  y  pulpito  no  se  admite 
resignación,  ni  gravámen  de  pensiones,  por  estar  adjudicadas  en  sueldo  y 
satisfacción  del  ministerio  que  en  ellas  se  ejerce,  y  proveerse  por  oposición» 
eligiendo  la  mayor  industria  y  capacidad,  debe  observarse  esto  con  mayor 
razón  en  los  beneficios  curados,  por  ser  uno  el  cura  (según  queda  dicho)  y 
de  quien  en  todas  las  operaciones  de  su  cargo  penden  sus  feligreses,  sin 
que  en  ellas  tengan  recurso  fácil,  ni  suplemento  por  otra  persona. 

38.  Opónense,  á  mas  de  lo  referido,  estas  resignaciones  al  concurso  que 
pide  el  Santo  Concilio  de  Trento,  que  reconociendo  la  importancia  de  estos 
beneficios  no  permite  otro  titulo,  ni  entrada  á  ellos,  sino  el  del  propio,  y  mayor 
merecimiento:  para  esto  pide  precedan  edictos,  se  haga  exámen,  y  por 
obligación  y  calificación  de  justicia  se  provea  el  mas  digno:  y  si  no  se  per- 
mite á  los  prelados  que  elijan  y  nombren  en  un  beneficio  curado,  sin  pre- 
ceder concurso,  aunque  sea  persona  muy  docta  (habiéndose  ellos  privado  en 
el  Concilio  de  la  plena  provisión,  que  privativamente  tenían  :  tomando  por 
motivo  para  abstenerse  de  un  derecho  tan  considerable,  no  mas  que  el 
mayor  beneficio  de  sus  ovejas)  no  parece  puede  haber  razón  para  que  el 
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subdito  lo  haga,  vendiendo  y  desustanciando  el  beneficio,  por  único  interés 
suyo,  escluyendo  á  los  que  dignamente  le  sirvieran  por  concurso,  y  privan- 
do á  los  pueblos  de  buen  pastor. 

39.  Y  aunque  en  estas  resignaciones  se  pide  idoneidad  en  el  subdito,  es 
diferente  cosa  tener  esta  simple  suficiencia,  ó  que  lo  sea  en  comparación 
y  competencia  de  otros  opositores.  No  se  puede  presumir  es  bastante  en 
quien  no  entra  por  la  puerta,  sino  por  el  postigo,  y  con  las  duras  condicio- 
nes de  contribuir  las  grandes  cantidades,  que  de  ordinario  se  imponen:  y 
cuando  la  suficiencia  no  sea  bastante,  como  esta  causa  no  tiene  dueño,  ni 
persona  á  quien  inmediatamente  toque  el  interés  de  la  provisión,  no  hay 
quien  se  oponga  y  quiera  aventurar  su  hacienda  con  riesgo  de  la  incerti- 
(lumbre,  gastos  y  dilaciones  que  se  padecen  en  los  tribunales  eclesiásticos, 
en  tanto  número  de  instancias  y  multiplicación  de  articulos:  y  asi  en  este 
punto  no  puede  esperarse  remedio,  ni  breve,  ni  jurídico;  mayormente 
agregándose,  que  como  el  proveído  trata  de  su  reputación,  de  asegurar  su 
interés  á  costa  de  negociación  y  bulas,  se  hace  para  con  todos  piadosa  la 
causa,  y  él  no  deja  favor  que  no  solicite,  ni  hay  diligencia  que  no  logre  en 
cambio  de  su  dinero,  sin  que  los  ordinarios  sean  poderosos  á  reparar  un 
indigno  de  estos,  por  los  breves  camerales  que  ganan,  y  con  que  concurren 
á  otros  ordinarios  para  su  ejecución  :  y  para  ocurrir  á  tantos  y  tan  graves 
daños,  el  único  medio  es  que  Su  Santidad  repruebe  estas  resignaciones,  re- 
duciendo estos  beneficios  á  la  calidad  y  concurso  con  que  manda  el  Santo 
Concilio  se  provean. 


Cap.  VI.  —  De  las  disposiciones  ij  otros  despachos  l¡  costa 
de  su  expedición 

40.  La  observancia  de  los  sacros  cánones  y  decretos  de  los  Santos  Con- 
cilios tiene  la  firmeza  y  autoridad  debida  á  la  Iglesia  católica,  que  legitima- 
mente  congregada  con  asistencia  del  Espíritu  Santo,  define  y  establece  todo 
lo  que  conviene  á  la  reformación  de  costumbres  y  bien  de  la  Iglesia  uni- 
versal: y  los  santos  pontífices  en  diferentes  constituciones  profesan  su  pun- 
tual ejecución,  teniendo  por  ageno  de  la  autoridad  apostólica  quebrantarlo 
ó  mudarlo,  y  por  mayor  obligación  en  la  primera  Sede  ejecutar  lo  estatuido 
por  común  asenso  de  la  Iglesia  universal. 

41.  Y  siendo,  como  es,  precepto  apostólico,  renovado  en  diferentes  con- 
cilios, y  últimamente  en  dos  capítulos  del  Santo  Concilio  de  Trento,  que  lo 
que  se  recibe  de  gracia,  se  ha  de  comunicar  de  gracia,  y  que  por  este  medio 
se  han  de  distribuir  los  beneficios,  dispensaciones  y  demás  gracias  apostó- 
licas, se  hallan  estos  reinos  sumamente  gravados  con  los  precios  y  rigurosas 
componendas  de  la  dataria,  que  los  desustancia  de  grandes  sumas  de  oro  y 
plata,  y  empobrece  á  los  vasallos,  imposibilitando  á  los  proveídos  y  que 
necesitan  de  las  gracias  á  vivir  con  perpétuo  empeño  y  sin  poder  asistir  á 
los  ministerios  eclesiásticos  con  la  autoridad  y  decencia  de  su  estado,  y  con 
el  ejemplo  y  piedad  que  deben  á  los  necesitados. 

42.  No  hay  dispensación  matrimonial,  por  rigurosa  y  defectuosa  de 
causa  que  sea,  que  no  tenga  espediente  en  la  dataria  :  las  de  segundo  grado 
han  llegado  en  personas  i^oderosas  á  ocho,  doce  y  catorce  mil  ducados  de 
plata  doble  puestos  en  Homa  :  las  ordinarias  de  mil  y  quinientos  ducados 
liasta  seis  mil,  supliendo  en  mucha  parte  la  cantidad  por  causa,  y  quedán- 
dose el  pobre  muchas  veces,  aunque  la  tenga,  sin  la  dispensación. 

43.  Y  con  el  cuidado  que  de  ordinario  tienen  los  ministros  de  que  los 
derechos  crezcan,  siendo  estilo  poner  los  curiales  las  cláusulas  consangui- 
nitatis,  sen  affinitatis,  i)or  escusar  el  yerro  del  despacho,  se  ha  introducido 
por  esta  alternativa  (conteniendo  solamente  un  caso)  mayor  precio,  que  no 
si  especifica  el  uno;  y  es  fuerza  pagarle  por  no  incidir  en  mayor  gasto,  si 
se  hubiese  de  hacer  nuevo  despacho,  por  no  haber  espresado  el  verdadero 
impedimento. 

44.  A  esta  medida  corre  en  su  género  del  despacho  de  las  pensiones, 
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resignaciones  de  beneficios,  coadjutorias,  bulas  de  obispados,  licencias,  y 
€n  efecto,  otras  tantas  disposiciones,  como  son  los  capítulos  de  prohibición 
canónica  á  que  corresponden;  porque  á  ninguno  ha  cerrado  la  puerta  a 
componenda,  respecto  de  estar  tan  crecida  y  no  tener  otro  límite  que  el  de 
la  voluntad  por  cuyo  arbitrio  crece  el  precio,  y  se  crian  y  venden  nuevos 
oficios,  consignando  sus  proventos  ó  creciendo  los  que  tienen  los  oficios 
antiguos  en  las  propinas  ó  distribuciones  que  cargan  en  algunas  espedi- 
ciones. 

45.  Todo  esto.  Señor,  es  contra  la  pia  mente  de  su  Beatitud,  que  adver- 
tido de  la  demasía  de  la  dataría,  la  corregirá  y  no  consentirá  por  su  pas- 
toral oficio,  que  estas  ovejas  se  desangren  hasta  la  última  sustancia,  ni 
que  no  reconociendo  otros  reinos  ni  provincias  las  bulas  bursóticas,  estos 
reinos  siempre  obedientes  á  la  Santa  Sede,  y  que  han  vertido  y  vierten  tanta 
sangre  por  su  exaltación,  consumiendo  en  ello  sus  tesoros,  sean  solos  los 
tributarios  y  los  que  beben  su  agua  por  dinero,  en  vez  de  ser  mas  fa- 
vorecidos. 

46.  Con  lo  cual,  no  solo  se  proveerá  á  la  indemnidad  y  consuelo  de  los 
vasallos  de  V.  M.,  y  al  buen  ejemplo  de  los  católicos,  sino  al  escándalo  que 
pueden  recibir  los  herejes,  viendo  tanto  manejo  de  dinero  entre  eclesiásti- 
cos, y  en  materias  y  casos  espirituales  y  graciosos.  Y  que  los  decretos  de  la 
Iglesia  universal,  promulgados  con  tan  madura  deliberación  para  su  con- 
servación y  pureza  y  con  acuerdo  é  intervención  de  tanto  número  de  pre- 
lados doctos  y  religiosos  santos,  que  concurren  de  toda  la  cristiandad  á 
los  concilios  con  tantos  riesgos,  incomodidades  y  costa  de  los  principes  ca- 
tólicos, no  tengan  estabilidad,  sirviendo  solo  de  materia  á  las  disposiciones, 
que  contra  ellos  se  espiden  y  negocian :  y  así  no  le  queda  á  la  definición 
autoridad  de  regla,  sino  de  sola  la  limitación  del  pobre;  porque  la  dispensa- 
ción viene  á  ser  ley  en  la  universalidad  de  todos  los  casos  y  súplicas  que 
incluye,  y  la  ley  dispensación,  por  ser  un  caso  en  que  se  verifica,  degene- 
rando ambas  de  su  propia  naturaleza  y  razón  formal. 


Cap.  vil  —  De  las  reservaciones  de  beneficios 

47.  Por  muchas  constituciones  canónicas  y  decretos  conciliares,  per- 
tenece al  prelado  solo  ó  concurriendo  con  su  capítulo  la  provisión  de  las 
prebendas  y  beneficios  en  que  funda  el  derecho,  como  en  las  demás  rentas 
eclesiásticas,  por  ser,  como  es,  parte  principal  de  la  dote  que  recibe  con  su 
esposa,  y  seria  despojarle  de  sus  derechos  y  confundir  el  órden  y  estado 
eclesiástico,  no  conservarle  al  prelado  la  facultad  debida  á  su  oficio  y 
ministerio. 

48.  Sobre  los  títulos  de  justicia  no  son  inferiores  las  razones  de  conve- 
niencia. Gran  desconsuelo  seria  para  los  prelados  no  tener  toda  la  mano  que 
les  toca  por  derecho,  para  remunerar  las  personas  beneméritas  y  virtuosas, 
y  premiar  á  los  que  los  asisten  en  parte  de  la  solicitud  episcopal.  Poca 
es  la  obediencia  y  amor  de  los  súbditos,  cuando  no  dependen  en  el  premio 
de  su  superior,  y  grave  yugo  que  se  les  impone  á  los  proveídos  en  sacarlos 
de  la  quietud  de  sus  casas  y  de  la  comunicación  y  sociedad  de  sus  deudos 
y  naturales,  para  ir  á  pretender  á  reinos  estraños  lo  que  nace  y  se  les  debe 
en  los  suyos,  en  donde  se  tiene  mayor  conocimiento  de  su  pobreza,  calidad, 
virtud  y  letras,  que  son  los  motivos  que  consideró  justamente  en  la  recta 
provisión  de  beneficios  la  regla  de  cancelaría. 

49.  En  contravención  á  estos  derechos  y  antiguas  costumbres  de  la 
Iglesia,  tuvieron  principio  las  espectativas  y  reservaciones  en  casos  par- 
ticulares. Luego  pasaron  á  generalidad  de  regla,  dejando  á  los  ordinarios 
cuatro  meses  en  el  año  de  colación  libre.  Después  la  alternativa  creció  dos, 
pero  con  el  gravámen  de  residencia;  y  aunque  sea  legítimo  el  impedimento 
ó  causa  de  ausencia,  se  devuelva  la  provisión  á  la  curia,  y  los  beneficios 
curados  que  en  este  ínterin  se  proveen,  quedan  condenados  á  bulas,  como 
si  hubieran  delinquido  los  proveídos  en  la  ausencia  del  prelado. 
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50.  Los  demás  beneficios  curados  que  vacan  en  los  meses  apostólicos, 
pasan  por  la  misma  costa  y  tasación  de  bulas:  y  si  no  se  presentan  en  cua- 
tro meses  para  espedirlas,  les  proveen  los  beneficios. 

51.  Kl  indulto  que  se  conserva  á  los  Cardenales  en  el  derecho  ordinario 
y  antiguo  de  proveer,  removiendo  el  impedimento  de  la  reservación,  cede 
en  perjuicio  del  prelado  sucesor,  por  quedar  afectas  las  prebendas  que  pro- 
veyó el  Cardenal. 

52.  Y  sobre  las  referidas,  se  han  introducido  otras  reservaciones  por  di- 
ferentes causas  y  oficios,  y  se  multiplican  en  cada  pontificado,  á  beneplácito 
y  en  beneficio  de  la  dataria,  como  consta  de  las  reglas  de  cancelarla,  en 
especial  de  la  octava,  y  de  las  declaraciones  y  estinciones  con  que  hoy  se 
practica,  y  apenas  deja  al  ordinario  lugar  y  mano  para  poder  proveer  á  los 
que  asisten  en  el  gobierno  espiritual  y  eclesiástico,  ni  á  las  personas  de 
virtud  y  letras  de  su  diócesis,  que  por  su  pobreza  no  pueden  salir  á  Roma  á 
pretender  ó  buscar  favores  con  que  sean  proveídos:  y  por  ser  estas  reserva- 
ciones tan  odiosas,  se  escluyen  en  las  concordatas  que  tiene  hechas  la  Iglesia 
con  otros  reinos:  beneficio  de  que  deben  gozar  los  de  España,  con  especial 
prerogativa  y  favor. 

53.  Los  concilios  califican  por  punto  digno  de  singular  atención  y  es- 
tudio para  la  reformación  de  la  Iglesia  el  de  las  espectativas  y  reservacio- 
nes: y  habiendo  referido  el  desórden  y  perturbación  que  causan  en  el  estado 
eclesiástico,  la  indecencia  del  sacerdocio,  la  indignidad  de  los  ministros 
que  por  este  medio  se  introducen,  el  dinero  que  sale  de  los  reinos  y  provin- 
cias, los  riesgos  que  padecen  los  pretendientes  por  los  caminos,  las  pestes,  la 
pobreza  estrema  en  que  muchos  quedan,  la  astucia  con  que  unos  á  otros  se 
engañan,  los  injustos  títulos  con  que  obtienen  los  beneficios,  la  juventud, 
que  por  este  camino  se  pierde,  vagando  por  diversas  provincias,  dada  al 
ócio  y  á  los  vicios  de  la  pretensión,  buscando  medios  para  ella  y  haciendo 
negociación,  cuando  habia  de  adquirir  virtudes  y  habilitarse  en  las  universi- 
dades para  la  recta  y  ejemplar  administración  de  ministerio  tan  alto:  y 
finalmente,  el  agravio  que  se  hace  á  los  prelados,  reprueban  estas  reserva- 
ciones, como  contrarias  al  bien  y  estado  de  la  Iglesia  universal. 

54.  En  que  se  debe  también.  Señor,  reparar  mucho  la  parte  que  toca  á 
los  beneficios  curados,  que  por  algunos  accidentes,  y  resultas  se  proveen 
en  Roma,  contra  lo  dispuesto  por  el  Santo  Concilio  de  Trento,  y  concurso 
que  pide,  por  no  poder  asistir  á  él  los  verdaderos  y  legítimos  opositores: 
á  que  se  junta,  que  sobre  admitirse  los  menos  dignos  (quizá  porque  ofrecen 
mayor  pensión)  se  detienen  mucho  en  venir  á  residir:  y  como  hechos  á 
tierra  mas  ancha  y  mas  licenciosa  vida,  nunca  se  ajustan  á  la  residencia,  y 
ejemplo  que  deben  á  su  ministerio. 

55.  Y  supuesto  que  asi  los  beneficios  y  prebendas,  como  las  pensiones 
que  en  ellas  se  cargan,  se  han  de  distribuir  entre  los  naturales  de  estos 
reinos,  mas  plena  será  la  gracia  y  mas  merecida  la  que  Su  Santidad  hiciere 
á  los  que  residen  en  ellos,  y  por  su  virtud  y  letras  son  mas  dignos  de  remu- 
neración :  y  asimismo  la  podrá  hacer  á  los  que  asisten  en  Roma  con  ocupa- 
ción de  oficio,  ó  asistencia  forzosa;  pero  reservar  beneficios  para  sacar  y 
llevar  gente  de  España,  con  los  inconvenientes  referidos,  y  estraer  con  ella 
el  dinero,  es  ageno,  y  no  presumible  de  la  piedad  de  Su  Santidad,  y  en  que 
V.  M.  debe  instar  i)or  el  remedio. 


Cap.  VIII.  —  De  los  espolias  que  se  causan  en  la  muerte 

de  los  prelados 

50.  Con  gran  desconsuelo  viven  y  mueren  los  prelados,  viendo  que  sus 
bienes  han  de  parar  en  espolio;  porque  la  esperiencia  larga  é  inconcusa 
en  semejantes  casos,  les  ha  mostrado  las  miserias  y  desamparo  que  padecen 
en  la  última  enfermedad,  donde  necesitan  mas  de  regalo,  y  de  asistencia. 
Los  embargos  que  antes  de  morir  se  hacen  por  los  colectores,  las  guardas 
que  ponen,  la  codicia  de  algunos  criados,  ya  por  tomar,  ya  por  hacerse  pago 
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de  su  mano  de  lo  que  se  les  debe,  o  piensan  debérseles  (por  no  litigar  des- 
pués con  la  cámara  apostólica)  desheredan  en  vida  al  señor;  las  mas  veces 
le  viene  á  faltar  lo  mas  preciso  para  la  comida,  y  le  dejan  morir,  sin  que 
haya  quien  le  asista,  ni  aun  un  vaso  para  una  bebida  ni  candelero  para 
poner  una  vela,  ni  con  qué  amortajarle  decentemente.  De  esta  manera  es 
tratado  en  muerte  un  prelado,  que  por  su  dignidad  fué  tan  respetado  y  asis- 
tido en  vida. 

57.  Y  no  es  mas  puntual  la  ejecución  de  lo  que  dispuso  para  después 
de  su  muerte,  ni  el  cumplimiento  de  su  funeral,  los  sufragios  de  su  alma,  la 
paga  de  los  salarios  y  acreedores;  porque  con  los  embargos  de  jueces  ecle- 
siásticos y  seglares,  toda  la  hacienda  se  esconde :  la  mayor  parte  de  ella 
se  desvanece  en  costas  de  guardas,  ministros  y  ejecutores,  que  son  escesi- 
vas:  véndense  los  bienes  á  menosprecio  y  con  inteligencia  de  los  que  in- 
tervienen en  su  disposición:  son  infinitos  los  pleitos  que  se  mueven,  de  que 
resulta  no  venir  á  quedar  de  espolios  muy  grandes,  cosa  considerable  á  la 
Cámara  Apostólica  (como  constará  de  los  libros),  habiendo  causádose  para 
cantidades  tan  menudas,  destrozos  tan  grandes. 

58.  Esto,  Señor,  sucede  y  se  ejecuta  en  unos  bienes,  que  por  decisiones 
canónicas  y  muchos  concilios,  pertenecen  al  nuevo  sucesor  y  á  las  iglesias, 
y  no  hay  dar  medio:  ó  estos  bienes  son  del  prelado,  y  no  es  justo  privarle 
de  su  disposición,  principalmente  cuando  lo  hace  en  obras  pias  y  cum- 
pliendo con  la  obligación  de  pastor:  ó  en  caso  que  se  le  haya  de  privar  del 
derecho  adquirido,  ha  de  recaer  en  la  Iglesia  ó  en  el  sucesor  en  el  oficio  y 
obligaciones,  para  que  las  ejecute  en  su  nombre  y  no  pierdan  las  iglesias 
y  pobres  del  obispado,  porque  murió  el  obispo,  el  subsidio  que  recibirán 
y  debieron  recibir  en  su  vida:  causas,  que  entre  otras,  moverían  al  con- 
cilio de  Constancia  para  reprobar  y  prohibir  estos  espolios,  y  declararlos 
por  injustos  y  contrarios  al  bien  público. 

59.  Algunos  de  los  colectores  por  cuya  mano  corre  este  despacho  y  ad- 
ministración, demás  de  los  escesos  con  que  ejecutan,  son  muy  perjudiciales 
en  sus  personas.  Es  grande  el  número  que  se  elige  (y  sin  necesidad)  en  las 
iglesias.  Regularmente  son  los  mas  relajados  y  que  no  quieren  vivir  sujetos 
á  la  corrección  de  su  obispo.  Y  siendo  los  que  de  ordinario  mas  perturban 
con  su  inquietud  y  escandalizan  con  su  vida,  tienen  refugio  en  este  oficio, 
y  segura  la  impunidad,  que  es  la  finca  principal  que  apetecen  y  en  que  tie- 
nen consignados  los  salarios  de  su  ocupación. 

60.  Y  no  da  pequeña  ocasión  al  número  de  los  colectores  (demás  de  lo 
que  debe  obrar  la  negociación  de  los  pretendientes)  el  interés  de  las  reser- 
vaciones en  que  incurren  sus  prebendas  por  el  ministerio;  con  que  habien- 
do padecido  los  prelados  con  las  personas,  quedan  defraudados  de  la  pro- 
visión que  les  pudiera  tocar  en  sus  prebendas,  estendiéndose  esta  afección, 
no  solo  al  actual  colector,  sino  á  cualquiera  que  lo  haya  sido,  sobre  que 
en  casi  todas  las  iglesias  hay  pleitos  pendientes. 


Cap.  IX.  —  De  las  vacantes  de  obispados 

61.  La  misma  consideración  y  perjuicio  tienen  los  frutos  de  sede  va- 
cante, en  que  totalmente  se  pervierten  las  obligaciones  y  loables  fines  para 
que  se  aplican  los  bienes  eclesiásticos  por  su  primera  erección,  y  por  dona- 
ción de  los  señores  Reyes  progenitores  de  V.  M.  y  es  dolor  el  ver,  que  en 
una  vacante  que  tal  vez  es  de  años,  no  se  da  una  limosna  ni  se  provee  al 
reparo  y  fábricas  de  las  iglesias:  y  no  mudando  los  frutos  territorio,  ni 
causa,  y  perseverando  la  misma  obligación,  pierde  la  iglesia  pastor  y 
hacienda. 

62.  Desde  el  principio  de  esta  introducción,  ha  interpelado  el  reino  á 
los  señores  reyes  en  diferentes  Córtes  por  el  remedio  de  ambos  casos:  y 
aunoue  en  el  principio  pendió  de  su  beneDlácito  y  se  permitieron  en  can- 
tidad moderada  y  casos  de  precisa  necesidad,  y  se  contentaban  los  colec- 
tores con  una  presea,  hoy  ha  crecido  tanto  el  rigor  de  la  ejecución,  que  no 
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es  tolerable  y  mucho  menos  en  la  necesidad  que  de  presente  tienen  estos 
reinos,  y  en  la  indulgencia  que  gozan  las  iglesias  de  Alemania,  Francia, 
Hungría,  Polonia,  Portugal  y  otras  partes,  en  quien  no  militan  diferentes 
causas  para  escusarse  de  esta  contribución. 

63.  Y  aunque  su  Santidad  es  administrador  de  los  bienes  eclesiásti- 
cos, y  según  la  ocurrencia  de  los  casos,  le  toca  la  aplicación,  como  prudente 
dispensador,  querrá  justificar  la  causa  de  los  que  da  á  uno  y  quita  á  otro, 
y  en  igual  necesidad  no  desposeerá  al  señor:  y  la  aplicación  de  una  iglesia 
á  otra,  que  no  fuera  razonable,  dentro  de  un  mismo  reino,  menos  se  podrá 
calificar,  sacando  la  hacienda  fuera  de  él:  y  cesando,  como  cesa,  la  causa 
que  obligó  a  estas  reservaciones,  debe  también  cesar  su  efecto. 

64.  Hoy  se  hallan  estos  reinos  en  el  aprieto  que  se  ve:  por  todas  partes 
les  cercan  guerras  y  todas  contra  infieles:  estánse  desustanciando  por  la 
defensa  de  la  fé  y  conservar  la  obediencia  á  la  Santa  Sede:  no  padece 
aquella  corte  los  contrastes  y  accidentes  de  esta  corona :  en  paz  vive  y  con 
abundancia  de  todas  las  cosas:  crecido  há  mucho  el  patrimonio  de  la  Iglesia, 
con  la  agregación  de  nuevos  estados  y  rentas.  No  será  razón.  Señor,  ni  Su 
Santidad  bien  informado  consentirá,  que  á  este  tiempo  salgan  de  este  reino 
mayores  cantidades  de  plata  y  oro  de  las  que  quedan  en  él,  pues  todas  las 
ha  menester  (y  quisiera  otras  muchas  mas)  para  volverlas  mejoradas  á  los 
piés  de  Su  Santidad,  conservando,  no  solo  los  reinos  católicos  contra  la  ma- 
liciosa perfidia  y  unión  de  los  herejes,  sino  conquistando  otros  de  nuevo 
á  su  obediencia,  como  lo  hace  debajo  de  la  protección  y  asistencia  de  V.  M. 


Cap.  X.  —  De  los  inconvenientes  con  que  se  ejerce  la  Nunciatura 

65.  Entre  las  calamidades  referidas,  no  es  la  menor  la  que  padecen  estos 
reinos  con  esta  jurisdicción  y  el  modo  en  que  se  ejercita.  Por  maldición 
y  castigo  se  tiene  en  la  Sagrada  Escritura  ser  uno  gobernado  por  personas 
de  diferente  lengua,  y  este  fué  el  medio  con  que  Dios  dividió  las  gentes, 
porque  no  es  posible  haya  comunicación  y  concordia  en  diferencia  de  len- 
guas: á  cuya  causa,  así  por  derecho  como  por  observancia  general  de  estos 
reinos,  las  prelacias  y  gobiernos  eclesiásticos  se  distribuyen  en  los  natura- 
les, porque  entre  ellos  se  conserva  mejor  la  paz  y  el  amor,  y  con  la  igual- 
dad y  mayor  conocimiento  de  las  costumbres,  proveen  de  mas  suave  y 
acertado  remedio,  y  con  la  dependencia  y  obligaciones  que  tienen  dentro 
del  reino,  procuran  dar  tal  satisfacción  en  la  entereza,  pureza  y  ejemplo, 
que  merezcan  el  aplauso  de  sus  subditos  y  se  hagan  paso  á  mayores  au- 
mentos. 

66.  Muchas  de  estas  consideraciones  faltan  en  los  ministros,  de  que  se 
compone  este  tribunal,  y  que  vienen  cada  trienio  á  estos  reinos.  Están  en 
ellos  el  tiempo  que  menos  entienden  la  lengua,  es  preciso  les  falte  conoci- 
miento de  las  personas  y  materias  que  tratan:  la  diferencia  y  dificultad 
del  tratamiento,  causa  despego  tal  en  los  que  dependen  del  tribunal,  que 
pocos  se  atreven  á  llegar  á  él  ni  comunicarle  su  queja,  sino  es  forzados  de 
la  necesidad.  El  afecto  con  que  despachan  y  oyen,  es  de  estraños  y  como 
con  estraños.  No  tienen  aqui  superior  á  quien  teman,  no  esperan  residencia 
ni  viven  sujetos  á  privación,  reprensión,  ni  castigo.  Fáltales  en  este  reino 
la  dependencia  y  el  premio  á  que  hablan  de  aspirar  con  que  el  estado  ecle- 
siástico de  él,  y  en  fin,  todos  los  que  dependen  de  este  juzgado,  se  hallan 
en  sumo  desconsuelo. 

67.  Los  derechos  que  en  él  se  llevan,  así  por  los  ministros,  como  por 
los  jueces  delegados,  se  regulan  omnímodamente  por  la  voluntad  de  cada 
uno:  pasan  las  propinas  de  doscientos  y  trescientos  ducados,  y  no  solo  en 
lo  definitivo,  sino  muchas  veces  en  lo  interlocutorio.  No  se  atiende  en  el 
precio  á  la  (lificultad  de  la  causa  y  grandeza  del  pleito,  sino  á  la  sustancia 
de  los  litigantes:  y  lo  que  peor  es,  se  regatea  antes  de  la  sentencia,  como  si 
se  pusiese  en  almoneda,  y  viene  á  darse  con  mayores  ó  menores  circunstan- 
cias, según  crece  la  cantidad. 
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68.  Para  que  dure  mas  la  guerra  y  la  materia  de  ganar,  se  ha  introdu- 
cido tanta  diferencia  de  artículos  y  autos,  que  ni  hay  vida  que  alcance  el 
fin  de  un  pleito,  ni  hacienda  que  le  costee;  antes  de  haber  contestádose 
las  demandas  en  lo  principal,  preceden  tantas  instancias  sobre  manutencio- 
nes, recusaciones  y  otra  diversidad  de  puntos,  que  cada  uno  importa  mas 
en  tiempo  y  cantidad,  que  un  gran  pleito  en  los  tribunales  seglares. 

69.  A  ninguno  que  pide  boleto  se  le  niega  por  diez  escudos,  porque 
dicen  que  si  contuviere  agravio,  se  corregirá.  En  un  dia  se  suelen  sacar 
por  ambos  litigantes  para  cosas  contrarias:  y  cuando  van  á  usar  de  ellos  y 
se  hallan  reciprocamente  embarazados,  vuelven  con  no  pequeña  costa  a 
pagar  otro  breve  de  la  reformación  de  los  pasados. 

70.  No  se  recibe  la  moneda  usual,  sino  plata  doble  y  oro.  Los  salarios 
que  señalan  á  los  jueces,  alguaciles  y  receptores  que  se  despachan,  son  en 
tan  grande  esceso,  que  sola  una  salida  puede  ser  condenación  cabal  de 
delitos  muy  graves. 

71.  Con  los  inconvenientes  que  se  han  referido,  concurre  el  de  la  in- 
certidumbre  é  injustificación  en  el  juicio,  porque  habiéndose  ordenado  las 
segundas  y  terceras  instancias,  para  reformación  de  los  agravios  que  se 
hubieren  hecho  en  las  primeras,  estableciendo  para  este  fin  la  apelación  del 
menor  al  mayor  tribunal,  donde  por  la  mayor  esperiencia,  pureza  é  inteli- 
gencia de  los  jueces,  recurren  las  partes  con  mayor  seguridad  de  su  justicia, 
cesa  todo  en  los  juzgados  eclesiásticos;  porque  como  son  por  breves,  casi 
todos  los  jueces  y  cada  parte  saca  al  que  quiere;  sucede  las  mas  veces,  que 
ya  por  negociación,  ya  por  afecto  particular  de  los  que  nombran,  ya  por- 
que se  nombran  personas  no  conocidas,  vienen  á  ser  los  últimos  jueces  los 
mas  mozos,  los  menos  dignos  y  seguros:  ¿qué  sentirá  el  que  ha  gastado  lo 
mejor  de  su  vida  y  lo  mas  de  sus  bienes,  en  haber  dado  á  su  pleito  estado 
de  esperar  tres  sentencias  conformes,  y  se  ve  con  un  juez  de  poca  esperien- 
cia, que  ha  de  echar  el  sello  al  juicio,  sin  quedarle  recurso  humano  á  quien 
le  desagravie? 

72.  Estando  dispuesto  por  diferentes  capítulos  del  Santo  Concilio,  que 
no  se  den  dimisorias  a  títulos  de  patrimonios  ni  de  pensiones,  y  que  los  ca- 
pítulos de  sede  vacante  no  puedan  dar  reverendas  dentro  del  año,  sino  es 
en  beneficios  coartados,  reservando  esta  jurisdicción  privativamente  á  los 
prelados,  se  espiden  breves  en  las  vacantes:  y  todo  lo  que  los  obispos  han 
trabajado  en  el  tiempo  de  su  gobierno,  defendiendo  sus  iglesias  de  que 
entren  en  ellas  personas  indignas  é  insuficientes,  se  destruye  en  los  pocos 
dias  de  la  vacante  en  que  todos  hallan  despacho,  y  con  esta  avenida  se 
inundan  las  iglesias,  con  grande  indecencia  y  desprecio  del  culto  divino 
y  estado  clerical. 

73.  El  estado  religioso  vive  sujeto  á  los  mismos,  sino  mayores  acciden- 
tes. No  hay  exención  de  regla  que  no  se  allane.  La  licencia  de  salir,  de  mu- 
dar provincia  ó  convento,  de  elegir  celda  contra  el  buen  gobierno  político 
de  la  religión,  dispensación  de  leyes  y  preceptos  en  el  fuero  de  la  con- 
ciencia, los  privilegios  de  maestro  en  quien  no  lo  ha  sido  ni  merecido,  con 
que  se  pierde  de  todo  punto  la  observancia  regular,  la  obediencia  á  los 
superiores,  se  da  mal  ejemplo  á  los  demás,  y  á  los  que  empiezan  se  les  en- 
seña el  atajo  de  subir  sin  merecer. 

74.  Entre  los  religiosos  se  admiten  pleitos  en  este  tribunal,  y  en  deroga- 
ción de  las  bulas  apostólicas  que  tienen  las  religiones,  dispensándose  en 
ellas,  con  que  se  turba  la  paz  y  estraga  la  subordinación,  que  tanto  importa 
para  conservar  los  conventos  en  vida  religiosa,  y  conforme  á  sus  constitu- 
ciones, aunque  en  algunas  nunciaturas  se  ha  visto  particular  atención 
a  esto. 

75.  Para  reformación  de  lo  referido,  lo  que  se  ofrece  al  Reino  es,  que 
la  Nunciatura  no  debe  concurrir  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  eclesiás- 
tica que  hoy  tiene,  sino  que  nombre  Su  Santidad  el  Nuncio  que  fuere  ser- 
vido para  solo  la  embajada,  como  lo  hace  en  otros  reinos,  y  que  delegue 
la  facultad  en  materias  de  gracia  en  la  persona  eclesiástica  natural  de  estos 
reinos,  que  le  pareciere  mas  á  propósito  en  que  demás  de  cumplirse  con 
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la  obligación  de  elegir,  cesa  la  mayor  parte  de  los  inconvenientes  es- 
presados. 

76.  Que  para  escusar  la  multiplicación  de  instancias  y  de  jueces  y  la  in- 
certidumbre  de  su  idoneidad  y  suficiencia,  se  crien  las  rotas  que  pareciere 
convenir,  donde  por  personas  doctas  y  mayores  de  toda  excepción,  se  sus- 
tancien y  determinen  las  causas  dentro  de  estos  reinos,  como  disponen 
los  concilios,  sin  admitir  recurso  á  Roma,  sino  fuere  en  las  que  están  reser- 
vadas por  derecho:  y  á  estos  ministros  se  les  señalen  salarios  competentes 
y  fijos,  prohibiendo  propinas  y  demás  derechos:  con  lo  cual,  y  con  la  faci- 
lidad que  su  Beatitud  podrá  acomodarlos  en  la  prebendas  y  beneficios  que 
provee  en  estos  reinos,  la  justicia  se  administrará  con  satisfacción,  con 
pureza  y  sin  dilatarla,  y  las  gracias  se  ajustarán  á  los  concilios,  careciendo 
del  interés  que  las  relaja.  Y  conservando  Su  Santidad  la  jurisdicción  y 
preeminencia  que  le  pertenece,  dispondrá  con  suavidad  y  edificación  de 
la  república  cristiana,  medios  naturales  y  necesarios  para  que  se  consigan 
los  santos  y  loables  fines  á  que  se  endereza  esta  jurisdicción. 

77.  Este  es,  Señor,  el  estado  en  que  se  hallan  estos  reinos,  por  causa 
de  los  abusos  que  se  han  introducido  en  su  gobierno  eclesiástico:  esta  la 
opresión  en  que  viven  los  vasallos  de  V.  M.  y  los  continuos  daños  á  que 
están  sujetos,  con  general  desconsuelo  y  acabamiento.  A  V.  M.  toca  como 
á  su  l{ey  natural,  redimirlos  de  tantas  vejaciones,  y  como  á  Soberano  Señor 
y  patrón  universal  de  las  iglesias,  por  haberlas  fundado,  dotado  y  enrique- 
cido con  tan  gran  opulencia  sus  gloriosos  progenitores.  V.  M.  debe  procurar 
su  conservación  y  aumento,  y  que  se  establezca  en  ellas  y  restituya  la  dis- 
ciplina eclesiástica  á  su  antigua  pureza  y  observancia.  Los  concilios  enco- 
miendan á  V.  M.  la  puntual  ejecución  de  sus  decretos:  y  como  protector  de 
tan  santas  leyes,  está  V.  M.  en  obligación  de  hacer  todo  esfuerzo,  sin  perdo- 
nar diligencia  ó  instancia  alguna  para  que  efectivamente  tenga  entero  cum- 
plimiento, y  Su  Santidad  se  persuada  no  ha  de  desistir  V.  M.  de  esta  empresa 
hasta  darle  breve  y  glorioso  fin,  por  todos  los  medios  que  permiten  los  de- 
rechos y  á  que  obliga  la  defensa  natural. 

78.  Y  justamente  se  puede  temer  que  la  omisión  que  en  esto  ha  habido 
sea  la  causa  de  que  la  Iglesia  se  vea  hoy  en  tan  miserable  y  nunca  vista 
persecución,  sitiada  y  combatida  a  un  tiempo  de  todos  los  herejes  de  Euro- 
pa, tanta  multitud  de  templos  profanados  y  despojados  de  sus  rentas  y  teso- 
ros, y  de  los  vasos  consagrados  á  su  culto  y  veneración:  las  santas  imágenes 
quemadas,  arcabuceadas  y  acuchilladas:  tan  gran  número  de  religiosos 
puestos  en  huidas,  errando  por  los  montes  y  escondidos  en  las  cavernas  de 
la  tierra:  toda  la  república  cristiana  oprimida  con  el  peso  de  tan  continuas 
como  necesarias  contribuciones  para  estos  socorros,  llena  de  tristeza  y 
dolor. 

79.  Y  pues  ha  sido  nuestro  Señor  servido  de  dar  en  tiempos  tan  cala- 
mitosos por  vicario  a  su  Iglesia  la  santidad  de  nuestro  beatísimo  padre  Ur- 
bano VIII,  de  cuya  benignidad  y  clemencia  se  puede  esperar  seguramente 
condescenderá  á  los  justos  ruegos  del  Reino,  y  que  cumpliendo  con  las  obli- 
gaciones de  su  pastoral  oficio,  ayudará  á  la  reformación  de  los  escesos  que 
hasta  aquí  han  corrido,  i)or  no  haberse  representado:  no  puede  haber  tiem- 
po mas  oportuno  para  que  V.  M.  interponga  su  intercesión  y  protección  real, 
suplicanílo  á  su  Beatitud  se  sirva  de  proveer  el  remedio  de  los  daños  que 
se  han  referido,  para  que  en  los  felicísimos  tiempos  de  V.  M.  estos  reinos 
rediman  el  grave  yugo  que  los  oprime  y  Ies  ha  de  acabar  si  se  dilatase  el 
remedio,  y  el  estado  eclesiástico  se  restituya  á  su  esplendor  y  antigua  pu- 
reza, con  la  renovación  de  los  sacros  cánones  y  observancia  de  los  conci- 
lios y  decretos  de  los  Santos  Padres. 
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APENDICE  XII 


CONCORDIA  FACCHINETTI,  1640  (1) 


Cap.  I.  —  Del  abreviador  del  tribunal 

1.  Ordénase  que  el  abreviador  esté  obligado  á  prestar  juramento,  al 
principio  de  su  oficio,  y  después  en  principio  de  cada  año,  de  hacer  su  oficio 
bien  y  fielmente,  en  manos  del  Nuncio,  de  no  revelar  los  secretos  que  por 
razón  de  su  oficio  está  obligado  á  guardar  y  los  que  le  fueren  encargados 
por  sus  superiores. 

2.  Qye  todos  los  memoriales  que  se  le  dieren,  que  no  tengan  despacho 
corriente  y  ordinario,  esté  obligado  á  consultarlos  con  el  Nuncio,  so  pena  de 
escomunion  mayor  latae  sententiae,  salvo  los  que  le  mandare  que  no  se  los 
lleve  á  consulta. 

3.  Que  no  pueda  por  ningún  despacho  que  hiciere,  asi  de  gracia  como 
de  justicia,  llevar  dinero  ni  otra  cosa  alguna,  aunque  sea  de  comer,  etiam 
ab  sponte  dctntibiis;  so  pena,  que  por  la  primera  vez  que  lo  contrario  hicie- 
re, incurra  en  pena  del  doblo,  la  mitad  para  el  denunciador  y  la  otra  mi- 
tad para  obras  pias;  y  por  la  segunda  incurra  en  suspensión  de  su  oficio  por 
dos  meses,  y  por  la  tercera  en  privación  de  él;  y  lo  mismo  se  entienda  de 
los  demás  oficiales  del  tribunal. 

4.  Que  no  pueda  él  ni  sus  oficiales  añadir  ni  quitar  cosa  alguna  de 
cualesquier  breves  ó  despachos,  así  de  gracia  como  de  justicia,  después  de 
firmado  el  despacho,  so  las  penas  y  censuras  contenidas  en  las  constitucio- 
nes pontificias. 

5.  Que  esté  obligado  á  asistir  en  la  abreviatura  seis  horas  por  lo  menos 
cada  dia,  tres  por  la  mañana  y  tres  por  la  tarde,  que  serán  en  invierno, 
por  la  mañana  desde  nueve  á  doce,  y  por  la  tarde,  desde  dos  á  cinco,  y  en 
verano,  por  la  mañana,  desde  ocho  á  once,  y  por  la  tarde,  de  cuatro  a  siete; 
que  la  asistencia  de  invierno  ha  de  comenzar  desde  1°  de  octubre  hasta 
1.°  de  abril,  y  la  del  verano  el  remanente  del  año;  so  pena  que  cada  vez 
que  faltare  en  dichas  horas  pague  dos  ducados  aplicados  para  gastos  del 
tribunal  y  otras  penas  á  arbitrio  del  Nuncio  y  que  esté  obligado  asimismo 
á  hacer  que  asistan  las  dichas  horas  todos  los  demás  oficiales  de  la  abre- 
viatura, multando  á  su  arbitrio  á  los  que  faltaren. 

fi.  Que  guarden  y  cumplan  él  y  los  demás  oficiales  de  la  abreviatura 
en  lo  demás  todo  lo  que  les  está  mandado  en  el  titulo  del  secretario,  debajo 
de  las  mismas  penas  allí  contenidas,  en  que  incurran  ipso  fado,  él  y  sus 
oficiales. 


Cap.  II.  —  Comisiones  extra  curiam 

1.  En  las  comisiones  que  se  hubieren  de  dar  y  despachar  por  la  abre- 
viatura, cometidas  á  jueces  extra  curiam,  se  guarde  el  orden  y  forma  que 
se  dá  por  el  santo  concilio  de  Trento,  cometiéndose  solamente  á  los  ordina- 
rios ó  jueces  sinodales,  y  no  á  otros;  y  las  que  se  dieren  contra  el  tenor  y 
forma  del  santo  Concilio,  sean  de  ninguna  fuerza  y  valor  con  todo  lo  que 
en  virtud  de  ellas  se  hiciere. 


(1)    Tejada,  Concordatos,  pp.  74-83;  Autos  acordados,  III,  lib.  I,  tit.  8,  pp.  41-59. 
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Cap.  III.  —  Multiplicación  de  breves 

1.  Para  obviar  la  multiplicación  de  breves  en  las  materias  de  justicia, 
ordenamos  y  mandamos,  que  así  en  el  tribunal  como  en  la  abreviatura  se 
tenga  cuidado  de  no  concederse  letras,  comisión  ni  otro  breve  alguno  en 
grado  de  apelación,  sin  que  se  presente  testimonio  del  agravio  del  juez  a 
quo;  y  que  no  se  libre  sin  que  primero  se  presente  y  quede  en  el  oficio 
poder  legitimo  de  la  parte  apelante;  y  para  esto  no  se  admitan  cauciones 
algunas;  y  si  el  juez  ó  notario  de  la  primera  instancia  rehusase  dar  el  dicho 
testimonio,  en  este  caso,  exhibiéndose  fé  de  la  petición  del  apelante  y  dene- 
gación del  juez  ó  notario,  se  pueda  despachar  la  tal  inhibición  sin  el  dicho 
testimonio. 


Cap.  IV.  —  Inhibiciones  sin  perjuicio  de  las  primeras  instancias 

1.  Y  por  cuanto  es  nuestro  principal  intento,  que  en  ninguna  manera 
se  haga  perjuicio  á  los  ordinarios  en  el  conocimiento  y  determinación  de 
las  causas  en  primera  instancia  y  que  se  guarde  puntualmente  1»  disposi- 
ción del  santo  Concilio  de  Trento,  proveemos  y  mandamos,  que  en  cual- 
quiera inhibición  que  se  despachare  en  este  tribunal  en  virtud  de  cualquier 
apelación,  se  ponga  cláusula.  Ita  tamen  quod,  si  sententia  a  qua  extitit  appel- 
latum,  non  fuerit  diffinitiva  vel  uim  diffinitivae  non  habens,  praesentes  lit- 
terae  nullius  sint  roboris  vel  momenti,  aut  praesens  inhibitio  non  afficiat. 


Cap.  V.  —  Forma  de  oir  á  los  reos  en  causas  criminales 

1.  En  cuanto  á  oir  á  los  reos  en  causas  criminales,  acudiendo  los  ape- 
lantes á  la  abreviatura  por  breve  de  comisión,  ordenamos  y  mandamos  se 
ponga  en  la  signatura  de  la  súplica  la  cláusula,  oratore  in  carceribus  consti- 
tuto,  vel  parito  judicato,  y  si  se  despachasen  en  letras  por  el  tribunal  en 
grado  de  apelación  ó  por  via  de  recurso,  si  el  apelante  se  presentase  perso- 
nalmente, se  le  mande,  ante  omnia,  que  se  constituya  preso  en  la  cárcel 
eclesiástica  de  cárcel  segura,  y  de  guardarla  con  censuras  pecuniarias, 
según  la  gravedad  de  las  causas  y  calidades  de  los  delitos;  y  estando  preso, 
se  le  manden  despachar  letras  ordinarias  para  citar,  inhibir  y  compulsar 
los  autos  en  forma;  y  si  en  los  casos  por  derecho  permitidos  se  presentare 
por  medio  de  su  procurador  (en  caso  que  se  admita)  se  le  mande,  ante 
todas  cosas,  ponga  poder  legítimo  en  los  autos  y  testimonios  del  agravio; 
y  siendo  super  articulo  injustae  carcerationis,  se  ponga  la  cláusula  sérvala 
forma  motus  proprii  Pii  IV,  et  V,  como  siempre  se  ha  estilado  en  el  tribunal. 


Cap.  VI.  —  Del  secretario  de  justicia 

1.  Ordénase,  que  el  secretario  del  tribunal  de  justicia  y  los  demás  mi- 
nistros y  oficiales  nombrados  en  el  arancel  le  guarden  en  todo  y  por  todo, 
so  pena,  que  por  la  primera  vez  que  no  lo  hicieren  incurran,  ipso  fado,  y 
sin  otra  declaración  en  pena  del  tres  tanto  de  lo  que  hubieren  llevado,  las 
dos  partes  para  la  parte  agraviada,  y  de  la  otra  tercia  parte,  la  mitad  para 
el  denunciador  y  la  otra  mitad  para  obras  pías;  y  por  la  segunda  vez, 
además  de  las  dichas  penas,  incurran  en  suspensión  de  sus  oficios  por  tres 
meses,  y  por  la  tercera  en  privación  de  ellos,  y  demás  de  las  dichas  penas 
incurran  en  pena  de  escomunion  mayor  lalae  sententiae. 

2.  Que  el  abreviador  y  secretario  del  tribunal  y  el  oficial  mayor,  el 
secretario  de  breves,  escritores  de  ellos  ó  paulinas  y  registrador,  ó  cual- 
quiera otro  ministro,  oficial  y  criados  de  ellos  no  puedan  aceptar  i)0(ler, 
aunque  sea  á  efecto  de  sustituirle,  ni  tener  agencia  ni  solicitud  de  algún 
negocio  que  se  hubiere  de  hacer  en  el  tribunal,  ni  fuera  de  él,  por  comisio- 
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nes  ó  breves  que  se  despachan  de  la  nunciatura  ó  colectoría  general  ni  par- 
ticular de  los  emolumentos,  salarios  y  provechos  de  la  agencia  de  dichos 
negocios,  ó  del  uso  de  los  poderes  de  ellos,  por  sí  ni  por  interpósita  persona 
direcle  vel  indirecie,  so  pena  de  privación  de  sus  oficios  y  de  cien  ducados, 
de  los  cuales  la  tercera  parte  sea  para  el  denunciador,  y  las  dos  tercias 
partes  para  obras  pías,  y  de  escomunion  mayor,  ipso  fado  incurrenda,  y 
para  este  efecto  se  les  manda  á  todos  los  que  tuvieren  las  dichas  agencias 
ó  poderes,  que  dentro  de  cincuenta  días  desde  el  día  de  la  publicación  de 
estas  ordenaciones  dejen  cualesquier  correspondencias,  agencias  ó  poderes 
que  tuvieren  debajo  de  las  dichas  penas. 

3.  Que  el  abreviador,  secretario  de  justicia,  oficial  mayor  ó  procura- 
dores, ó  cualquiera  otro  ministro  y  oficial  del  tribunal,  no  pueda  llevar  ni 
participar  cosa  alguna  de  los  salarios  ni  otros  aprovechamientos,  aunque 
sean  escalenta  aut  poculenta,  de  los  oficios,  diligencias  ó  negocios  de  los  re- 
ceptores, directe  vel  indirecie,  por  sí  ni  por  interpósita  persona;  y  lo  mismo 
se  entienda  de  todos  los  ministros  ú  oficiales  del  tribunal  entre  sí  mismos 
ó  con  otros,  por  razón  tocante  á  sus  oficios  ó  para  alcanzarlos,  so  pena  que 
cualquiera  que  lo  contrario  hiciere,  por  la  primera  vez  que  recibiere  algo 
incurra  en  pena  del  doblo,  la  mitad  para  el  denunciador  y  la  otra  mitad 
para  obras  pías;  y  por  la  segunda  incurra  en  suspensión  de  su  oficio  por 
dos  meses;  y  por  la  tercera  en  privación  de  él;  y  que  el  que  donare  las 
dichas  dádivas,  incurra  por  la  primera  vez  en  suspensión  de  su  oficio  por 
dos  meses,  y  por  la  segunda  en  privación  de  él. 

4.  Que  el  dicho  secretario  y  el  oficial  mayor  estén  obligados  á  dar 
fianzas  eclesiásticas  y  abonadas  de  ejercer  fiel  y  legalmente  sus  oficios,  y 
de  dar  cuenta  de  todas  las  cosas  de  ellos,  y  en  principio  de  cada  año  hagan 
juramento  de  ejercer  fielmente  sus  oficios,  y  guardar  los  secretos  que  se  les 
encomendaren  por  sus  superiores. 

5.  Que  el  secretario  esté  obligado  á  ver  los  pleitos  enteramente,  antes 
de  hacer  relación  de  ellos,  y  hacer  un  memorial,  breve  ó  sumario  de  todas 
sus  escrituras  ó  papeles  sustanciales,  el  cual  se  haya  de  demostrar,  en  caso 
que  las  partes  quisieren,  sin  salir  de  su  poder  á  sus  procuradores,  sin  retar- 
darse por  esto  la  vista  de  los  pleitos;  y  que  por  los  dichos  memoriales  ni 
él  ni  sus  oficiales  puedan  llevar  derechos  algunos,  so  las  dichas  penas. 

6.  Que  el  secretario  no  pueda  hacer  relación  de  los  pleitos,  sin  que 
primero  conste  que  están  citadas  las  partes  para  la  vista  de  ellos  el  día 
antes  de  ella;  y  porque  se  eviten  las  costas,  y  las  partes  estén  apercibidas, 
esté  obligado  á  poner  la  lista  de  los  pleitos  que  se  han  de  ver,  el  día  antes 
de  la  vista,  haciendo  después  relación  de  ellos  conforme  al  orden  de  la 
lista,  y  los  pleitos  que  no  se  pudieren  ver  el  día  que  se  asentaren  en  la 
lista,  se  hayan  de  ver  al  día  siguiente,  conforme  á  su  antigüedad;  so  pena 
que  por  cada  vez  que  faltare  en  algo  de  lo  susodicho,  incurra  en  pena  de 
cuatro  reales  aplicados  para  gastos  del  tribunal. 

7.  Que  el  secretario  y  oficial  mayor  no  reciban  petición  alguna  de 
ninguna  de  las  partes,  sin  que  primero  presenten  poder  bastante,  el  cual 
hayan  de  retener  en  su  poder  originalmente  sin  que  le  entreguen  á  la  parte 
contraria,  con  la  cual  cumpla  dándole  su  traslado;  y  si  la  parte  que  lo 
presentó  le  pidiere,  se  le  pueda  dar  quedando  en  el  pleito  un  traslado  de 
él  auténtico,  sacado  con  citación  de  la  parte;  y  presentando  los  dichos 
poderes,  estén  obligados  á  poner  en  el  proceso  sus  traslados,  quedándose 
los  dichos  ministros  con  sus  originales,  los  cuales  guardarán  en  el  legajo 
aparte  que  han  de  tener  para  este  efecto. 

8.  El  secretario,  oficial  mayor  y  los  demás  oficíales  y  ministros  del 
tribunal  estén  obligados  á  venir  á  él  puntualmente  con  la  asistencia  de 
las  horas  y  tiempos  que  en  la  ordenación  V,  del  título  del  abreviador  se 
declara,  debajo  de  las  penas  allí  contenidas. 


564 


CONCORDIA  FACCHINETTI 


Cap.  vil  —  Del  oficial  mayor  del  tribunal 

1.  Ordénase,  que  el  oficial  mayor  del  tribunal  esté  obligado  á  la  cus- 
todia de  los  procesos,  y  los  tenga  bien  guardados;  y  para  este  efecto  tén- 
gase un  libro  en  el  cual  se  asienten  todos  los  procesos,  asi  los  que  vinieren 
al  tribunal  en  grado  de  apelación,  como  los  que  se  causaren  de  nuevo  en 
él;  foliándolos,  y  poniendo  el  nombre  de  la  diócesis  de  donde  vinieren  y 
los  de  las  partes  litigantes,  y  el  titulo  de  la  causa  que  se  trata;  y  que  luego 
que  entren  en  su  poder  haya  de  notar  y  firmar  en  el  dicho  libro  el  dia, 
mes  y  año  en  que  los  recibiere. 

2.  Se  guardará  otro  libro  en  que  se  asienten  las  entradas  y  salidas  de 
todos  los  procesos;  el  cual  estará  en  poder  de  la  persona  que  para  ello 
señalare  el  Nuncio;  y  hasta  que  los  procesos  estén  asentados  en  los  dichos 
libros,  no  podrá  el  secretario  ni  otro  oficial  llevar  los  derechos  que  les 
tocan,  ni  comunicarlos  á  las  partes. 

3.  Que  los  procesos  no  se  entreguen  á  las  partes  sino  á  sus  procurado- 
res, con  sus  conocimientos  por  escrito,  para  lo  cual  habrá  otro  libro  de 
conocimientos,  mostrando  primero  poder  bastante,  y  estando  foliados,  di- 
ciéndose en  el  conocimiento  el  número  de  las  hojas  que  tuviere;  y  cuando 
se  vuelvan,  se  borren  los  conocimientos,  notándose  el  dia  en  que  se 
vuelven. 

4.  El  secretario  del  tribunal,  cuando  recibiere  algún  proceso  del  ofi- 
cial mayor,  haya  de  hacerle  conocimiento  de  él,  y  sin  él  no  le  pueda  en- 
tregar; y  cuando  volviere  el  dicho  proceso,  borrará  el  dicho  conocimiento, 
notando  el  dia,  mes  y  año  en  que  le  vuelve. 

5.  Los  pleitos  originales  que  estuvieren  sentenciados  definitivamente 
en  este  tribunal,  los  entregue  al  archivista,  como  se  manda  en  su  titulo 
para  que  los  guarde,  y  pueda  compulsar  en  caso  necesario;  salvo  si  estu- 
vieren determinados  sobre  algún  artículo,  porque  en  tal  caso,  bien  permi- 
timos que  los  guarde  en  su  poder,  y  entregue  originalmente,  en  caso  de 
apelación,  á  otros  de  los  acostumbrados,  tomando  razón  de  la  dicha  en- 
trega. 

6.  Una  vez  en  el  año  esté  obligado  el  oficial  mayor  á  dar  cuenta  de 
todos  los  procesos  que  hubieren  entrado  en  su  poder  aquel  año,  y  cada 
tres  años  de  todo  lo  que  tuviere  en  su  poder,  para  lo  cual  señalamos  el 
tiempo  de  las  vacaciones  de  Navidad;  y  hasta  que  haya  dado  la  dicha 
cuenta,  y  dado  satisfacción  conforme  al  memorial  de  los  dichos  pleitos, 
no  pueda  gozar  de  los  salarios  y  emolumentos  de  su  oficio,  ni  ejercitarlo; 
y  la  dicha  cuenta  se  dará  á  la  persona  que  estuviere  señalada  por  el  Nuncio. 

7.  En  caso  que  el  secretario,  oficial  mayor  ó  procuradores  perdieren 
ú  ocultaren  algún  proceso  ó  parte  de  él,  estén  obligados  á  rehacerle  á  su 
costa,  hasta  ponerle  en  el  estado  que  tenía  cuando  se  perdió,  y  á  los  demás 
daños  que  de  ellos  se  recrecieren  á  las  partes,  á  tasación  y  arbitrio  del 
Nuncio;  y  hasta  tanto  que  cumpla  lo  sobredicho,  esté  suspenso  del  ejer- 
cicio de  su  oficio. 


Cap.  VIÍI.  —  Del  archivista  del  tribunal 

\.  Primeramente,  al  principio  de  su  oficio  haga  juramento  de  hacerle 
fiel  y  legalmente;  y  esté  obligado  á  dar  fianzas  eclesiásticas  y  abonadas 
de  dar  cuenta  de  todos  los  procesos  y  escrituras  que  pareciere  haber  en- 
trado en  su  poder,  á  satisfacción  del  Nuncio  que  por  tiempo  fuere. 

2.  Se  ordena  y  manda,  que  haya  y  se  depute  en  las  casas  y  palacios 
de  los  Nuncios  aposento  particular,  donde  estén  v  se  tengan  todos  los  pa- 
peles, breves,  escrituras  y  registros,  procesos  y  libros  tocantes  á  la  reve- 
renda cámara  apostólica,  y  á  sus  espolios  y  derechos;  y  que  los  notarios 
y  secretarios  de  la  dicha  cámara  estén  obligados  á  entregar  por  inventario 
al  fin  de  cada  un  año  todos  los  procesos  y  paneles  que  hay,  v  se  han  con- 
sultado y  fenecido  por  todos  los  años  pasados  hasta  el  dia  de  la  publicación 
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de  esta  reformación,  y  los  que  se  causaren  en  adelante,  con  una  copia  de 
todos  sus  arrendamientos,  composiciones,  obligaciones  y  contratos  que  se 
hubieren  hecho,  ó  hicieren  de  aqui  adelante  con  cualesquier  personas  en 
razón  de  los  dichos  derechos  que  en  cualquiera  manera  pertenezcan  á  la 
dicha  cámara  apostólica,  asi  por  los  espolios,  como  por  las  vacantes;  y  el 
notario  de  la  dicha  cámara  tenga  un  libro  en  que  asiente  con  dia,  mes  y 
año  los  papeles  que  entregare,  tomando  recibo  del  archivista;  el  cual 
asimismo  tenga  otro  libro,  en  el  cual  por  la  misma  órden  se  vaya  haciendo 
cargo  con  dia,  mes  y  año  de  todos  los  papeles  que  recibiere,  para  que 
pueda  dar  buena  cuenta  de  ellos,  siempre  que  le  fueren  pedidos  por  los 
Nuncios. 

3.  Ordenamos,  que  en  el  dicho  aposento  de  la  casa  y  palacio  donde 
estuviere  el  dicho  archivo,  se  hagan  sus  estantes  y  escalones,  en  que  se 
pongan  los  dichos  procesos  y  demás  papeles  por  su  órden  en  tres  repar- 
timientos; el  primero,  de  los  papeles  que  tocaren  al  secretario  del  oficio 
de  justicia;  el  segundo,  de  los  de  la  cámara  apostólica,  y  el  tercero,  de  los 
breves  y  comisiones  que  hubieren  emanado  del  tribunal;  y  en  cada  uno 
de  los  dichos  tres  repartimientos  se  pongan  por  órden  los  procesos  y  deniás 
papeles,  haciéndose  de  ellos  legajos  por  sus  años  con  titulos  de  las  provin- 
cias y  obispados  á  quien  pertenecen,  por  la  misma  cuenta  y  órden  con  que 
se  asentaron  en  el  libro  del  archivista,  el  cual  guardará  siempre  en  su 
poder  las  sentencias  originales  que  se  dieren  en  el  tribunal,  y  por  los  jueces 
de  comisión. 

4.  Queremos  que  el  dicho  archivista  tenga  un  libro  en  el  cual  asiente 
con  puntualidad  y  nota  del  dia,  mes  y  año  las  cosas  notables  que  se  ofre- 
cieren y  fueren  de  importancia  para  la  buena  administración  de  justicia 
y  conservación  de  la  jurisdicción  y  buen  gobierno  del  tribunal;  el  cual 
libro  no  salga  de  su  poder,  ni  lo  pueda  comunicar  á  persona  alguna  sin 
licencia  espresa  de  los  nuncios  que  por  tiempo  fueren,  so  pena  de  escomu- 
nion  mayor  latae  sententiae. 

5.  Que  los  secretarios  de  los  dichos  oficios  de  justicia,  cámara  y  comi- 
siones y  sus  oficiales  mayores,  estén  obligados  á  entregar  dentro  de  un 
mes  al  dicho  archivista  todos  los  pleitos  originales  que  se  hubieren  sen- 
tenciado ante  ellos  definitivamente,  para  que  estén  siempre  guardados  en 
el  dicho  archivo;  y  los  que  estuvieren  sentenciados  al  tiempo  de  la  publi- 
cación de  esta  reformación  se  entreguen  al  archivista  dentro  de  cuatro 
meses,  guardando  los  unos  y  los  otros  el  orden  arriba  dicho  de  la  razón 
que  han  de  tomar  de  la  entrega  y  recibo  de  los  dichos  pleitos:  y  habiéndose 
de  sacar  algún  proceso  de  poder  del  dicho  archivista  para  compulsarse, 
estando  sentenciado  definitivamente,  ó  por  otra  causa,  tenga  cuidado  el 
dicho  archivista  de  cobrarle  y  volverle  al  archivo  dentro  de  quince  dias  des- 
pués de  hecha  la  compulsa,  so  pena  que  el  que  faltare  en  algo  de  esto,  ade- 
más de  estar  obligado  á  rehacer  las  costas  y  daños  á  las  partes,  incurra 
por  la  primera  vez  en  pena  de  veinte  y  cinco  ducados,  y  por  la  segunda 
en  cincuenta  ducados  y  suspensión  de  su  oficio  por  cuatro  meses,  y  por 
la  tercera  en  privación  de  él. 

6.  Que  todos  los  pleitos  que  estuvieren  sentenciados  definitivamente  en 
el  dicho  tribunal  los  guarde  siempre  en  el  dicho  archivo;  y  no  los  entre- 
gue á  ninguna  de  las  partes  ó  jueces  de  apelación,  ú  otra  persona  alguna, 
sino  en  traslado  compulsado,  por  ningún  titulo  ó  causa  que  se  alegue;  y 
de  los  dichos  procesos  que  se  compulsaren  haya  de  llevar  el  archivista  la 
tercera  parte  de  los  derechos  que  tocan  al  secretario,  sin  que  por  esto  el 
dicho  secretario  pueda  llevar  mas  de  lo  que  señala  el  arancel;  y  no  se 
podrá  compulsar  ningún  proceso,  si  no  se  hubiera  primero  entregado  al 
archivista. 

7.  Permitimos  que  el  dicho  archivista  pueda  llevar  por  la  busca  de 
los  procesos  y  otros  papeles  del  dicho  archivo  los  derechos  que  se  con- 
ceden por  el  arancel,  conforme  á  la  antigüedad  del  tiempo  que  hubiese 
pasado,  después  que  no  se  trata  del  pleito  ó  negocio  que  se  buscare,  que 
puede  ser  á  razón  de  dos  reales  por  cada  año,  con  que  aunque  pasen  de 
quince  años,  no  pasen  de  treinta  reales  los  derechos. 
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8.  Queremos  que  por  cada  hoja  de  papel  bien  escrita  que  se  sacare 
de  los  papeles  originales  que  están  guardados  en  el  dicho  archivo,  pueda 
llevar,  siendo  en  romance,  un  real,  y  dos,  si  fuere  latín,  con  que  el  dicho 
traslado  tenga  treinta  y  tres  renglones  en  cada  plana,  y  cada  renglón 
seis  partes;  y  dé  fé  de  los  derechos  que  así  llevare  debajo  de  su  signo. 


Cap.  IX.  —  De  los  jueces  de  comisión 

1.  Ordénase  que  los  jueces  de  comisión  que  salieren  de  este  tribunal, 
antes  de  la  partida,  estén  obligados  á  hacer  juramento  de  hacer  su  oficio 
fiel  y  legalmente,  y  de  guardar  todo  lo  contenido  en  esta  reformación,  el 
cual  hagan  en  manos  del  Nuncio  ó  su  auditor. 

2.  Que  no  puedan  llevar  mas  salario  de  aquel  que  se  les  señalare  en 
su  comisión,  que  han  de  ser  mil  y  doscientos  maravedís,  y  no  mas,  ni  otra 
cosa  alguna  de  ninguna  de  las  partes,  etiam  escalenta  aut  poculenta,  aunque 
se  lo  den  voluntariamente;  so  pena  de  restituir  á  las  partes  lo  que  les 
hubieren  llevado,  y  mas  el  tres  tanto,  la  una  parte  para  el  denunciador,  y 
las  otras  dos  para  obras  pías  y  gastos  del  tribunal. 

3.  Que  no  se  pueda  aposentar  en  casa  ó  posada  de  ninguna  de  las 
partes,  ni  de  ninguno  de  sus  deudos,  ni  de  otra  persona  por  cuenta  de  ellas 
directe  vel  indirecte;  salvo  si  fuese  alguna  casa  que  estuviese  en  despoblado, 
y  no  hubiese  comodidad  para  aposentarse  en  otra  parte,  y  en  tal  caso,  lo 
puede  hacer  con  licencia  del  Nuncio;  so  pena  que  por  todo  el  tiempo  que 
hicieren  lo  contrario  pierdan  la  mitad  de  su  salario,  y  reservando  otras 
penas  arbitrarias  a!  Nuncio. 

4.  Que  en  las  dichas  comisiones  se  les  dé  término  limitado  á  arbitrio 
del  Nuncio  ó  su  auditor,  y  pasado  el  dicho  término  no  le  corra  salario,  y 
en  caso  que  se  haya  de  prorogar,  haya  de  enviar  testimonio  de  las  dili- 
gencias que  hubiere  hecho  y  del  estado  de  la  causa. 

5.  Que  el  juez  haya  de  tener  siempre  en  su  poder  el  proceso,  hasta  des- 
pués de  hecha  su  publicación;  sin  comunicarle  ni  fiarle  de  persona  alguna. 

6.  Que  pasado  el  término  de  su  comisión,  estén  obligados  á  requerir 
á  las  partes,  que  les  paguen  los  derechos  que  les  debieren;  y  no  pagán- 
doselos, hayan  de  hacer  las  diligencias  de  su  cobranza  continuamente  sin 
interpelación  hasta  haber  cobrado  enteramente;  y  de  otra  suerte  no  les 
corran  los  salarios  por  todo  el  tiempo  que  pareciere  haber  faltado  en  las 
dichas  diligencias. 

7.  Que  en  fin  del  proceso  el  notario  ó  receptor  de  la  comisión  asiente 
todos  los  derechos  que  hubiere  llevado  el  juez  y  él,  dando  fé  de  ellos  y  de 
los  días  que  se  hubieren  ocupado  y  de  quién  lo  ha  recibido. 

8.  Que  en  llegando  á  esta  corte,  estén  obligados  á  presentar  sus  pape- 
les dentro  del  tercero  día  ante  el  secretario  de  justicia,  y  después  se 
hayan  de  ver  ante  todas  cosas  por  el  secretario,  ó  por  otra  persona  que 
para  ello  se  nombrase  á  entrambas  partes  ó  sus  procuradores  para  que  se 
vea  si  ha  escedido  en  su  comisión  y  cobranza  de  salarios;  y  visto,  se 
asiente  la  relación  de  lo  que  resultare  de  los  autos. 

9.  Que  antes  que  salgan  del  tribunal  los  jueces,  estén  obligadas  las 
partes  querellantes  á  dar  fianzas  eclesiásticas  y  abonadas  in  forma  depositi 
de  pagar  los  salarios,  en  caso  que  no  hubiese  culpados,  ó  que  no  se  pudiese 
cobrar  de  ellos;  y  en  caso  que  por  los  jueces  se  hubieren  cobrado  salarios 
de  las  partes  que  les  parecieren  culpadas,  de  restituir  los  dichos  salarios 
á  la  parte  que  los  pagó,  cada  y  cuando  que,  vistos  los  autos,  les  fuere  man- 
dado por  el  Nuncio  ó  su  auditor,  ú  otro  juez  delegado,  y  de  depositarlos  en 
caso  que  asi  les  fuere  mandado,  eliam  non  expectata  sententia  deffinitiva: 
la  cual  fianza  haya  de  dar  con  la  cláusula  quarentigias,  antes  que  se  les 
entregue  la  comisión;  y  siendo  el  fiador  forastero,  se  haya  de  obligar  con 
dias  y  salarios;  y  en  caso  (jue  el  querellante  no  pudie.se  dar  la  dicha  fianza 
en  esta  córte,  ó  por  otras  razones  juzgase  el  Nuncio  que  no  se  diese,  la 
baya  de  dar  in  partibus  con  las  dichas  calidades,  antes  que  el  juez  co- 
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mience  á  usar  de  la  comisión,  y  en  ella  se  ha  de  poner  cláusulas,  para  que 
la  reciba  el  juez  en  dicha  forma,  obligándose  la  parte  querellante  aquí 
primero  de  pagar  los  salarios  de  ida  y  vuelta,  en  caso  que  no  se  dé  la  fianza. 


Cap.  X.  —  Jueces  apostólicos 

1.  Y  porque  habemos  sido  informado  de  muchos  inconvenientes  que 
han  resultado  de  haber  en  esta  corte  muchos  protonotarios  apostólicos,  á 
quienes  se  suelen  cometer  las  causas  por  el  tribunal;  y  queriendo  prevenir 
este  daño,  disponemos  y  ordenamos,  que  las  dichas  causas  que  de  aquí  en 
adelante  se  hubieren  de  cometer  en  esta  corte,  asi  por  la  abreviatura  como 
por  el  tribunal  de  justicia,  se  cometan  á  seis  de  los  dichos  protonotarios, 
11  otras  personas  constituidas  en  dignidad  eclesiástica  respective,  que  por 
Nos  serán  señaladas;  concurriendo  en  ellos  las  partes  y  requisitos  nece- 
sarios de  ejemplar  vida  y  costumbres,  graduados  en  derecho  canónico,  doc- 
tos, graves  y  esperimentados  en  todo  género  de  negocios  pertenecientes 
á  los  derechos  canónicos  y  civiles  y  práctica  judicial  de  ellos,  y  que  sean 
naturales  de  estos  reinos. 


Cap.  XI.  —  Del  secretario  de  breves  y  su  oficial 

1.  Ordénase  que  el  secretario  de  breves  y  su  oficial  mayor  guarden  y 
cumplan  todo  lo  dispuesto  y  ordenado  en  el  título  del  secretario  de  justicia 
V  oficial  mavor  del  tribunal,  debajo  de  las  penas  contenidas  en  dicho 
título. 

2.  Que  asista  en  su  oficio  él  ó  su  oficial,  sin  falta  de  él  en  las  horas 
dispuestas  en  el  titulo  de  abreviador,  so  las  penas  allí  contenidas. 

3.  Que  él  y  su  oficial  guarden  el  arancel,  y  no  lleven  mas  derechos 
de  los  contenidos  en  él  debajo  de  las  penas  espresadas  en  el  título  de  él. 

4.  Que  el  oficial  mayor  se  nombre  por  el  dicho  secretario  con  apro- 
bación del  Nuncio,  y  de  la  misma  manera  haga  la  remoción  de  él  que  podrá 
hacer  el  mismo  secretario,  aunque  sea  sin  causa  alguna. 

Cap.  XII.  —  De  los  procuradores 

1.  Ordenamos  que  los  procuradores  del  tribunal  hagan  juramento  cada 
año,  en  la  primera  audiencia  después  de  las  vacaciones  de  la  Pascua  de 
Navidad,  de  ejercer  fiel  y  legalmente  sus  oficios,  y  de  guardar  su  arancel 
y  ordenaciones  del  tribunal,  y  de  ser  fieles  á  la  Santa  Sede  Apostólica;  y 
el  dicho  juramento  se  haga  en  manos  del  auditor,  y  no  sean  admitidos  en 
el  tribunal  hasta  haberlo  hecho. 

2.  Que  asistan  á  todas  las  audiencias  y  vistas  de  los  pleitos,  y  no  se 
puedan  escusar,  si  no  fuera  por  causa  de  enfermedad,  ausencia  ó  licencia 
espresa  para  ello;  y  en  estos  casos,  y  en  el  ínterin,  sustituyan  sus  poderes 
de  otros  procuradores  del  tribunal;  so  pena  que  cada  vez  que  lo  contrario 
hicieren,  paguen  cuatro  reales  para  gastos  de  justicia,  y  otras  penas  arbitra- 
rias á  Nos  y  nuestros  sucesores. 

3.  Los  procuradores  que  hicieren  colusión  con  las  partes  contrarias, 
espresa  ú  ocultamente,  directe  vel  indirecte,  incurran  ipso  facto  en  esco- 
munion  mayor  latae  sententiae,  y  en  pena  de  privación  de  sus  oficios,  y 
de  pagar  el  cuarto  tanto  del  daño  que  recibiese  la  parte,  y  de  infamia  y 
otras  penas  puestas  por  derecho,  que  se  innovan  en  este  caso  siendo  ne- 
cesario. 

4.  Los  procuradores  que  ocultaren  los  procesos,  ó  quitaren  alguna 
hoja  ó  parte  de  ellos,  ó  borraren  ó  añadieran  alguna  palabra  en  ellos,  ó 
mudaren  su  órden,  incurren  ipso  facto  en  pena  de  diez  ducados  por  cada 
vez,  aplicados  la  mitad  para  el  denunciador  y  la  otra  mitad  para  obras 
pías;  y  en  caso  que  ocultaren  ó  tomaren  algún  proceso  o  escrituras  sustan- 
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cíales  de  él  dolosamente,  incurran  en  pena  de  cien  ducados,  aplicados  los 
veinte  al  denunciador  y  los  demás  á  la  reverenda  cámara  apostólica  y  obras 
pias  por  mitad;  y  á  la  parte  en  restitución  de  todos  los  demás  daños  é  inte- 
rés por  la  primera  vez,  y  por  la  segunda  en  privación  de  su  oficio. 

5.  Los  procuradores  que  recibiesen  dineros  de  sus  partes  para  defen- 
der sus  pleitos  y  negocios,  estén  obligados  á  seguirlos,  sin  detenerlos  di- 
recte  vel  indirecte,  guardando  el  órden  que  tuvieren  de  sus  partes,  y  de 
dar  buena  y  fiel  cuenta  de  los  dichos  dineros,  y  devolver  el  residuo  siem- 
pre que  se  les  pidiese;  so  pena  que  en  caso  que  no  lo  hicieren  dentro  de 
ocho  dias  como  le  fuere  pedido  el  dicho  risíduo,  le  volverá  con  el  doblo, 
y  mas  diez  ducados  aplicados  la  mitad  para  el  denunciador,  y  la  otra 
mitad  para  obras  pias. 

6.  Que  las  costas  que  se  hicieren  en  los  artículos  de  atentado,  nulidad, 
cosa  juzgada,  ó  en  otro  cualquier  caso  de  que  se  hayan  de  pagar  dineros 
á  las  partes,  no  se  pueden  pagar  ni  recibir  por  los  procuradores  que  tra- 
taren la  misma  causa,  aunque  tengan  poder  especial  para  ello;  á  los  cuales 
prohibimos,  que  en  razón  de  esto  puedan  aceptar  los  dichos  poderes,  y  en 
tales  casos  se  hayan  de  pagar  á  las  partes  principales,  ó  á  otras  personas 
que  tuvieren  poder  especial  para  ello,  como  no  sean  los  dichos  procurado- 
res, y  en  ínterin  se  depositen;  so  pena  que  el  que  pagare  las  dichas  costas, 
pagará  mal;  y  el  procurador  estará  obligado  á  restituirlas  enteramente,  y 
mas  sesenta  reales  de  pena,  la  mitad  para  el  denunciador  y  la  otra  mitad 
para  obras  pias. 

7.  Guarden  la  modestia  y  respeto  conveniente,  así  en  las  audiencias 
como  en  las  vistas  de  pleitos,  absteniéndose  de  juramentos,  palabras  inju- 
riosas y  voces  descompuestas;  so  pena  que  por  la  primera  vez  que  faltaren 
á  alguna  cosa  de  estas,  incurran  en  pena  de  dos  ducados,  por  la  segunda  en 
cuatro,  y  por  la  tercera  en  ocho,  y  otras  penas  arbitrarias  que  les  fueren 
impuestas  por  los  Nuncios  ó  sus  auditores  conformes  á  la  calidad  de  su 
culpa,  la  mitad  para  obras  pías,  y  la  otra  mitad  para  gastos  del  tribunal. 

8.  Que  dentro  del  tribunal  ó  palacio  de  los  nuncios  guarden  con  todos 
la  paz  y  cortesía  conveniente,  y  especialmente  con  los  oficiales,  ministros 
y  litigantes;  y  el  que  riñere  de  manos  ó  de  palabra  con  alguno  de  ellos, 
con  armas  ó  sin  ellas,  por  la  primera  vez  incurre  en  la  pena  de  cien  duca- 
dos y  sesenta  dias  de  prisión,  y  por  la  segunda,  además  de  las  dichas  penas, 
en  un  año  de  suspensión  de  su  oficio,  y  por  la  tercera,  en  privación  de  él, 
y  otras  penas  arbitrarias  conforme  á  la  calidad  del  delito,  y  de  las  dichas 
pecuniarias  aplicamos  la  tercera  parte  para  el  denunciador,  y  las  otras  dos 
partes  para  obras  pias. 

9.  Los  procuradores  no  se  hagan  entre  sí  malos  oficios,  para  quitarse 
los  poderes  de  las  causas  que  hubieren  los  otros  comenzado;  y  en  razón 
de  esto,  habiendo  muchos  procuradores  nombrados  en  un  poder,  el  que 
previniere  prosiga  el  pleito,  sin  que  los  otros  se  puedan  entrometer  en 
virtud  del  dicho  poder,  so  pena  que  por  la  primera  vez  el  que  lo  contrario 
hiciere  incurra  en  pena  de  dos  ducados  y  suspensión  de  su  oficio  por 
ocho  dias,  y  por  la  segunda  vez  en  doblada  pena,  y  por  la  tercera  en  pena 
de  cincuenta  ducados  y  treinta  dias  de  prisión,  y  de  las  dichas  penas  apli- 
camos la  tercera  parte  para  el  denunciador,  y  las  otras  dos  para  obras  pias 
y  gastos  del  tribunal  por  mitad. 

Cap.  XIIL  —  De  los  receptores  del  tribunal 

í.  Que  los  receptores  del  tribunal  estén  obligados  á  prestar  juramento 
de  hacer  su  oficio  fiel  y  legalmente  en  el  principio  de  él,  y  antes  que  par- 
tan de  esta  córte,  en  manos  del  Nuncio  ó  su  auditor,  y  de  guardar  el  aran- 
cel y  esta  reformación,  y  asimismo  en  el  dicho  i)rincipio  den  fianzas  ecle- 
siásticas y  abonadas  de  ejercerle  fielmente,  y  guardar  el  dicho  arancel  y 
reformación  y  de  dar  cuenta  de  todo  lo  que  hubiese  entrado  en  su  poder, 
y  de  pagnr  y  restituir  cualquiera  cosa  mal  llevada  á  cualquier  órden  y 
mandato  del  Nuncio. 
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2.  Que  no  puedan  llevar  mas  de  cuatrocientos  maravedís  de  salario 
por  cada  dia,  y  mas  los  derechos  de  escritura,  conforme  llevan  los  recep- 
tores del  consejo,  y  que  no  puedan  llevar  otra  cosa  alguna,  so  pena  del 
cuatro  tanto,  aplicado  en  la  forma  que  se  dijo  en  el  capitulo  de  los  jueces 
de  comisión. 

3.  Que  en  sus  comisiones  se  les  señale  término  limitado;  y  en  caso 
de  que  se  les  hubiere  de  prorogar,  se  haga  enviando  primero  testimonio  del 
estado  de  su  comisión. 

4.  Que  en  lo  de  recibir  dádivas  y  aposentarse,  se  guarde  el  cap.  9, 
núm.  2  y  3  de  los  jueces  de  comisión. 

5.  Que  en  las  probanzas  que  hicieren,  cada  plana  lleve  treinta  y  cua- 
tro renglones,  y  cada  renglón  cinco  partes;  so  pena  que  lo  que  llevaren 
demás,  lo  vuelvan  con  el  cuatro  tanto,  y  otras  penas  arbitrarias  á  Nos  y  á 
nuestros  sucesores. 

6.  Que  estén  obligados  dentro  de  tres  dias  de  como  llegaren  á  esta 
corte,  á  entregar  los  procesos  en  poder  del  secretario  de  justicia,  u  otra 
persona  que  se  nombrare,  la  cual  haya  de  ver  y  tasar  lo  que  han  llevado, 
y  si  han  cumplido  con  la  escritura;  y  el  secretario  dé  testimonio  de  las 
vistas  y  aprobación,  antes  de  dar  á  las  partes  el  proceso. 


Cap.  XIV.  —  Número  de  procuradores  y  receptores 

1.  Y  deseando  obviar  los  inconvenientes  que  se  han  esperimentado  y 
esperimentan  cada  dia  en  razón  de  la  multitud  de  procuradores  y  recep- 
tores de  dicho  tribunal,  que  parece  haberse  dado  por  los  Nuncios  nuestros 
antecesores;  proveemos  y  mandamos  que  los  dichos  procuradores  se  re- 
duzcan á  número  de  seis,  y  los  dichos  receptores  á  número  de  cinco,  y 
los  demás  se  reformen,  queclando  á  nuestro  arbitrio  el  nombramiento  de  los 
que  hubieren  de  quedar  en  el  ejercicio  de  los  dichos  oficios;  revocando, 
como  revocamos,  los  títulos  que  se  hubiesen  dado  fuera  de  número  de  los 
dichos  seis  procuradores  y  cinco  receptores,  que  por  Nos  fueren  señalados, 
y  de  los  que  hubieren  de  ser  reformados  de  los  dichos  procuradores;  y  no 
pueda  el  secretario  de  justicia,  ni  el  oficial  mayor  recibir  peticiones  de 
otros  procuradores  fuera  de  los  que  fueren  señalados,  aunque  sean  de  otros 
tribunales;  dejando  á  los  procuradores  de  los  Reales  Consejos  en  el  estado 
y  término  en  que  se  hallan,  pena  de  privación  de  sus  oficios,  y  otras  á 
nuestro  arbitrio. 


Cap.  XV.  —  Forma  de  sustanciar 

1.  Ordenamos  y  mandamos  que  en  la  forma  de  sustanciar  la  causa  se 
guarde  y  observe  el  estilo  que  se  ha  tenido  y  hay  en  el  tribunal;  y  si  por 
falta  de  algunos  de  los  dichos  procuradores  se  dejare  de  sustanciar  algún 
proceso  y  causa  en  conformidad  del  dicho  estilo  y  práctica  del  tribunal, 
mandamos  esté  obligado  al  interés  y  daño  de  las  partes  á  quien  tocare,  ultra 
de  las  penas  que  á  Nos  y  á  nuestros  sucesores  pareciere. 


Cap.  XVI.  —  Forma  de  restitución  de  los  procesos  al  oficio 

1.  Para  obviar  los  inconvenientes  que  resultan  de  no  volverse  los 
procesos  al  oficio  dentro  de  los  tres  dias  que  se  conceden  de  término  ordi- 
nario, ordenamos  y  mandamos,  que  si  pasados  los  dichos  tres  dias  la  parte 
contraria  instare,  se  le  mande  al  procurador,  en  cuyo  poder  estuviere,  lo 
vuelva  al  oficio  á  la  primera  audiencia,  ó  se  declare;  y  que  esto  se  ejecute 
sin  réplica  alguna. 
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(]ap.  XVII.  —  Agentes  y  solicitadores 

1.  Ordénase,  que  los  agentes  y  solicitadores  que  estuvieren  en  el  tri- 
bunal hagan  sus  oficios  fiel  y  diligentemente,  y  sean  hombres  de  buena 
vida  y  costumbres,  con  apercibimiento,  que  faltando  lo  dicho,  serán  cas- 
tigados con  privación  de  sus  oficios  y  otros  castigos  al  arbitrio  del  Nuncio. 


Cap.  XVIII.  —  Notarios  estravagantes 

1.  En  el  dicho  tribunal  haya  tan  solamente  dos  notarios  estravagan- 
tes, para  los  negocios  que  en  él  se  ofreciere,  y  para  lo.s  demás  negocios  de 
Madrid  haya  cuatro  tan  solamente;  los  cuales  sean  por  Nos  señalados  y 
aprobados;  y  para  las  ciudades  de  estos  reinos,  cabezas  de  obispados,  dos 
en  cada  uno:  y  deseando  mejor  acertar  en  la  creación  de  estos  notarios, 
mandamos  que  los  ordinarios  por  sus  cartas  nos  avisen,  informándonos 
de  las  personas  que  para  este  efecto  les  pareciese  mas  convenientes,  en- 
cargándoles, como  les  encargamos,  sobre  ello  la  conciencia;  y  que  en  esta 
conformidad  se  escriban  nuestras  cartas  á  todos  los  dichos  ordinarios. 


(]ap.  XÍX.  —  Que  no  se  aumenten  los  oficios 

1.  Los  oficios  de  jueces  apostólicos,  procuradores,  receptores  y  nota- 
rios no  se  pueden  aumentar,  ni  proveer  otros  de  nuevo,  sino  fuere  por 
muerte  ó  por  dimisión,  ú  otro  impedimento,  quedando  á  nuestro  arbitrio 
y  voluntad  quitarlos  ó  removerlos  con  causa  ó  sin  ella. 


Cap.  XX.  —  Oficio  de  narrativas 

1.  El  Oficio  de  las  verificaciones  de  las  narrativas  de  los  beneficios 
que  se  cometen  en  esta  corte,  que  fué  instituido  por  el  nuncio  Canspegi 
nuestro  antecesor,  le  estinguimos  por  algunas  causas  que  á  ello  nos  mue- 
ven; y  mandamos,  que  los  ordinarios  dentro  de  un  año  de  la  publicación 
de  los  presentes  nos  avisen,  dándonos  cuenta  y  razón  de  los  beneficios 
que  fueren  de  nuestra  provisión  en  cada  una  de  sus  diócesis  y  distritos, 
para  que  constando  por  ella  de  los  valores  se  hagan  las  provisiones. 


Cap.  XXI.  —  Despachos  en  materia  de  justicia 

1.  En  todos  los  despachos  de  justicia,  asi  los  que  se  despacharen  por 
la  abreviatura  como  por  el  tribunal,  no  se  esceda  de  nuestras  facultades 
y  de  lo  dispuesto  por  el  santo  concilio  de  Trento,  asi  en  las  primeras  ins- 
tancias como  en  las  inhibiciones,  y  en  todo  lo  demás  que  mirare  así  al 
ordinario  como  al  decisorio  de  los  juicios;  y  cualesquiera  breves,  letras, 
comisiones,  inhibiciones  y  otros  cualesquier  mandatos  que  contra  esta 
forma  se  despacharen  nunius  sint  roboris  et  momenti. 


Cap.  XXÍI.  —  Despachos  en  materia  de  gracia 

()ueremos  y  mandamos  que  en  todas  las  materias  de  gracia,  provisiones 
íle  beneficios  y  otras  de  cualquier  calidad  que  sean,  se  observe  y  guarde 
lo  dispuesto  por  el  santo  concilio  y  nuestras  facultades;  y  en  derogación, 
o  contra  la  disposición  del  santo  concilio,  y  de  lo  que  nos  compete  por 
nuestras  facultades,  no  se  despachen  ningunos  breves  ni  letras;  y  si  de 
liecho  se  despacliaren  algunas,  nullius  sil  roboris  et  momenti,  y  en  virtud 
de  ellas  no  se  pueden  adquirir,  ni  se  adquiera  derecho  alguno  al  impe- 
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trante,  sin  embargo  de  cualquier  estilo  que  hasta  ahora  se  haya  observado. 

Y  aunque  nuestras  facultades  sean  mas  ámplias,  y  en  virtud  de  ellas 
pudiéramos  conceder  lo  que  los  Cardenales  legados  a  latere  de  Su  San- 
tidad, en  virtud  de  la  facultad  que  nos  está  concedida  del  legado  a  latere, 
como  de  todo  ello,  á  mayor  cautela,  tenemos  suficiente  declaración  de 
Su  Santidad;  sin  embargo,  por  la  noticia  que  hemos  tenido,  que  de  muchos 
despachos  de  gracia  que  han  acostumbrado  a  dar  nuestros  antecesores, 
han  resultado  algunos  inconvenientes,  y  también  que  en  muchos  Su  Santi- 
dad no  suele  poner  la  mano,  ni  dispensar  tan  fácilmente;  por  tanto,  habe- 
mos  determinado  de  declarar  aquí  algunas  cosas  particulares,  en  las  cuales 
no  entendemos  de  ninguna  manera  usar  de  nuestra  facultad,  con  dispensar 
ó  poner  la  mano  en  ellas,  para  que  constando  en  esta  parte  la  declaración 
de  nuestro  ánimo,  ninguna  persona  de  cualquier  estado,  grado  ó  codicion 
que  sea,  asi  seglar  como  eclesiástico  ó  regular,  se  atreva  de  aquí  adelante 
á  pedirnos  semejantes  gracias. 

1.  Primeramente,  no  entendemos  de  ningún  modo  conmutar  las  últi- 
mas voluntades,  si  no  en  el  modo  que  permite  el  santo  concilio  de  Trento, 
ni  tampoco  interpretarlas;  y  si  alguna  gracia  de  estas  se  alcanzare  por 
importunidad  ó  en  otra  manera,  desde  ahora  para  entonces  la  declaramos 
por  nula,  y  de  ningún  valor  ni  efecto,  escepto  en  caso  que  se  nos  pida  por 
S.  M.  ó  por  su  real  consejo. 

2.  No  entendemos  dispensar  sobre  la  incompatibilidad  de  los  benefi- 
cios sino  al  tenor  de  las  facultades  escritas,  y  del  santo  concilio  de  Trento. 

3.  No  queremos  admitir  composiciones  sobre  los  frutos  mal  perci- 
bidos, para  aquellos  que  han  dejado  de  rezar  los  oficios  divinos;  ni  tampoco 
dispensar  en  la  residencia  de  los  beneficios  curados,  ó  que  tienen  obliga- 
ción de  personal  residencia. 

4.  No  queremos  en  manera  alguna  indultar  lites  ni  delitos. 

5.  No  queremos  admitir  instituciones,  ni  tampoco  permutas  de  benefi- 
ficios,  sino  es  conforme  al  santo  concilio  de  Trento. 

6.  No  se  admitirán  en  ninguna  manera  resignaciones  de  beneficios  ad 
favorem  alicujiis. 

7.  No  queremos  dar  licencia  para  oir  confesiones  ni  predicar. 

8.  No  queremos  dar  licencia  para  enajenar  ó  permutar  bienes  eclesiás- 
ticos, sino  por  la  suma  que  nos  está  concedida  en  las  facultades  escritas. 

9.  No  queremos  conceder  extra  témpora  si  no  es  para  los  arctados. 

10.  No  queremos  dar  facultad  para  recibir  órdenes,  sino  conforme  al 
santo  concilio  de  Trento,  y  solamente  en  caso  de  Sede  vacante,  ó  en 
caso  de  injusta  penitencia,  ó  justo  impedimento  del  ordinario,  oyéndole 
primero  sobre  ello;  y  en  tal  caso,  y  con  las  dichas  facultades  lo  sometere- 
mos á  los  obispos  visioneros,  y  en  caso  de  Sede  vacante  tendremos  siem- 
pre atención  á  la  necesidad  de  la  Iglesia  y  calidad  de  ella,  y  con  los  requi- 
sitos del  santo  concilio  de  Trento  se  concederán  solamente  cuatro  ó  cinco 
reverendas  para  cada  obispado;  salvo  en  los  casos  que  sucedieren  en  la 
Sede  vacante  de  provisiones  de  beneficios  curados  y  otros  arctados. 

11.  No  queremos  dispensar  en  las  amonestaciones  que  se  mandan 
hacer  por  el  santo  concilio  de  Trento  sobre  los  matrimonios. 

12.  Declaramos,  que  no  queremos  conceder  oratorios  á  personas  algu- 
nas que  no  sean  señores  de  títulos  calificados,  consejeros  de  S.  M.  y  en 
casos  particulares  de  necesidad;  y  estos  se  darán  gratis;  y  para  la  revoca- 
ción de  los  demás  ya  concedidos,  tomaremos  el  espediente  que  nos  con- 
venga. 

13.  Declaramos,  que  en  cuanto  á  los  regulares  no  queremos  darles  títu- 
los de  grados,  ni  suplemento  de  hábito,  habilitación  para  votar,  ni  para 
ser  reelegidos,  sino  es  en  caso  que  por  alguna  conveniencia  que  se  propu- 
siera á  instancia  de  S.  M.  ó  se  hiciere  alguna  reelección. 

14.  Ni  tampoco  queremos  concederles  disoensacion  alguna  de  las  penas 
ó  penitencias  que  les  estuvieren  impuestas  por  sus  superiores,  ni  sobre  las 
constituciones. 

15.  Ni  queremos  entrometernos  en  el  gobierno  económico  y  disciplina 
regular,  y  obediencia  debida  á  sus  superiores,  salvo  en  caso  que  se  hubie- 


572 


PROYECTO  DE  CONCORDATO  DE  1714 


se  procedido  contra  ellos  processu  compilato,  con  que  esto  no  sea  habiendo 
procedido  por  via  de  visita,  ni  per  modum  correctionis;  guardando  en  esto 
y  en  todo  lo  demás  la  forma  del  santo  concilio. 

16.  Ni  tampoco  queremos  dar  licencia  á  los  regulares  legos  para  poder 
ser  promovidos  á  los  sagrados  órdenes. 

17.  Ni  tampoco  queremos  conceder  indulto  alguno  á  los  regulares  para 
que  puedan  gozar  réditos  ánnos. 

18.  No  queremos  darles  dispensaciones  para  comer  carne  en  los  dias 
prohibidos  por  sus  reglas  y  constituciones. 

19.  No  queremos  dar  licencia  á  los  espulsos  para  celebrar. 

20.  No  queremos  dar  licencia  á  ningún  regular  para  poder  estar  extra 
claustra  en  casa  de  sus  padres  ó  parientes  retento  hobitu. 

21.  No  queremos  dar  ningún  género  de  absolución  de  juramento  ó  re- 
lajación de  él,  para  efecto  de  que  no  se  guarden  las  constituciones. 

22.  Ni  conceder  reducción  de  misas. 

Y  ordenamos  y  mandamos,  que  todos  los  registros  y  protocolos  del  tri- 
bunal, asi  de  justicia  como  de  gracia,  estén  siempre  patentes  y  notorios  á 
todas  y  cualesquiera  personas,  y  que  se  puedan  ver  y  reconocer  como  se 
ajustan,  observan  y  guardan  estas  ordenanzas,  porque  el  ánimo  é  intención 
nuestra  es,  que  se  administre  justicia,  y  no  se  dé  materia  de  queja,  y  que 
esto  se  haga  con  una  satisfacción  pública  en  estos  reinos:  mandamos,  que 
estas  constituciones,  aranceles  y  tasas  se  guarden  y  observen,  así  en  nues- 
tro tiempo  como  en  el  de  nuestros  sucesores;  y  si  por  algunas  causas  con- 
viene en  algún  tiempo,  alterar  ó  mudar  en  todo  ó  en  parte  alguna  cosa,  ha 
de  ser  con  gusto,  y  satisfacción  de  S.  M.  C. :  y  para  la  perpétua  observancia 
y  entero  cumplimiento  Nos  traeremos  la  aprobación  y  confirmación  de  Su 
Santidad  dentro  de  ocho  meses,  porque  la  santa  y  recta  intención  de  Su 
Santidad  es,  que  este  tribunal  y  los  ministros  de  él  sirvan  de  edificación  y 
buen  ejemplo  á  todos  los  demás.  Y  para  que  á  todos  los  vasallos  de  estos 
reinos  sean  notorias  estas  ordenanzas  y  arancel  de  nuestro  tribunal,  man- 
damos se  impriman  y  se  envíen  á  todos  los  ordinarios. 

Nota.  —  Siguen  los  Aranceles  del  cap.  23  al  35. 


APENDICE  XIII 
PROYECTO   DE  CONCORDATO  DE  1714  (1) 


1.  °  Que  los  beneficios  curados  que  por  las  reservas  proveía  Su  Santidad, 
los  habia  de  proveer  en  una  de  las  personas  propuestas  por  los  obispos; 
y  de  lo  contrario  habían  de  entenderse  proveídos  en  los  sugetos  propues- 
tos en  primer  lugar  para  cada  uno,  sin  que  estos  beneficios  pudiesen  ser 
cargados  jamás  con  pensiones. 

2.  «  Que  los  beneficios  sin  cura  de  almas  reservados  á  la  Santa  Sede, 
habían  de  proveerse  en  adelante  á  propuesta  en  terna  hecha  por  el  rey, 
oyendo  á  los  obispos,  y  sin  que  los  agraciados  tuvieran  que  pagar  mas  que 
un  escudo  por  las  bulas.  El  Rey,  para  indemnizar  á  la  córte  romana  de  las 
anatas,  pensiones  y  demás  emolumentos  que  por  lo  convenido  perdía,  se 
obligaba  á  pagarle  anualmente  8.000  escudos  de  oro. 

3.  "  Que  no  se  darian  coadjutorías  sino  para  los  beneficios  curados,  y 
en  casos  de  suma  vejez  ó  enfermedad  liabitual  del  propietario,  el  cual  no 
podría  retener  para  si  mas  que  la  renta  fija  del  beneficio. 

i."    Que  los  presentados  por  el  rey  para  los  obispados,  prelacias  y  be- 


(1)    Tejada,  Concordatos  españoles,  págs.  93-94. 
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neficios,  podrían  entrar  en  posesión  de  sus  rentas  sin  esperar  las  bulas  ni 
otra  circunstancia  que  su  nombramiento  real. 

5.  °  Que  el  rey  nombraría  ecónomos  que  recogieran  y  administraran 
los  espolios  y  vacantes,  aplicándose  la  tercera  parte  de  estos  á  las  iglesias 
y  á  los  pobres. 

6.  ''  Que  no  se  sentenciaría  ningún  pleito  eclesiástico  sin  acudir  en  pri- 
mera instancia  á  los  ordinarios. 

7.  °  Que  no  se  llevarían  apelaciones  á  Roma  como  no  fuese  en  causas 
gravísimas,  debiendo  terminarse  todas  las  demás  en  España. 

8.  °  Que  al  auditor  de  la  Nunciatura  le  nombraría  el  rey  dos  adjuntos, 
formando  siempre  los  tres  el  tribunal  del  mismo  nombre. 

9.  °  Que  el  Nuncio  no  daría  dimisorias  para  órdenes  fuera  de  los  casos 
previstos  en  el  concilio  de  Trento,  y  se  formaría  una  relación  puntual  de 
ios  beneficios  que  podía  proveer. 

10.  °  Que  nadie  seria  ordenado  á  título  de  patrimonio  como  el  obispo 
no  declara  necesitarle  para  el  servicio  de  alguna  iglesia,  y  que  estos  pa- 
trimonios podrían  ser  gravados  con  contribuciones  en  la  parte  que  esce- 
diesen  de  60  ducados  de  renta. 

11.  °  Que  los  bienes  raices  no  pudieran  pasar  á  manos  muertas,  y  si 
pasaren,  pagarían  contribuciones  como  los  libres  y  de  particulares. 

12.  °  Que  no  disfrutarían  el  beneficio  del  asilo  los  reos  de  delitos  pró- 
ximos á  los  esceptuados,  y  de  los  cometidos  con  dolo  y  de  propósito,  abo- 
liéndose  el  asilo  llamado  frío. 

13.  °  Que  no  se  habían  de  emplear  las  censuras  eclesiásticas  sino  des- 
pués de  apurados  todos  los  medios  de  justicia  y  no  habiendo  otros  humanos 
para  sujetar  á  los  delincuentes. 

14.  °  Que  los  prelados  amonestarían  á  sus  ministros  á  fin  de  que  no 
usurparan  la  jurisdicción  real. 

15.  °  Que  para  castigar  á  los  eclesiásticos  que  incurrieran  en  delitos 
atroces,  habían  de  establecerse  tribunales  especíales  semejantes  al  juzgado 
que  habían  en  Cataluña  llamado  del  Breve. 

16.  °  Que  para  reformar  las  órdenes  monásticas  espediría  el  Papa  sus 
bulas  á  los  obispos  que  nombrara  el  rey. 

17.  °  Que  se  consideraran  vacantes  los  obispados  y  beneficios  provis- 
tos durante  la  guerra  de  sucesión  á  propuesta  del  gobierno  del  archiduque 
Cárlos,  proveyéndolos  en  las  personas  que  designara  el  rey  legítimo. 

18.  °  Que  los  breves  de  cruzada,  subsidio,  escusado,  millones  y  demás 
gracias  acostumbradas,  habían  de  concederse  por  dos  vidas,  la  del  rey  y 
la  del  principe  heredero,  sin  obligación  de  espedirlas  como  antes  de  cinco 
en  cinco  años  (2). 


APENDICE  XIV 
CONCORDATO  DE  1717   (DE   EL  ESCORIAL)  (1) 


Clemente  P.  P.  XI.  Para  perpetua  memoria.  Como  para  apaciguar  las 
nuevas  controversias  surgidas  y  llegar  a  una  mutua  y  perenne  concordia, 
han  acordado  y  firmado  recientemente,  el  17  de  junio  del  año  pasado,  de 
una  parte  el  V.  H.  Pompeyo,  Arzobispo  de  Neocesarea,  Administrador  en- 
tonces Nuestro  y  de  la  Sede  Apostólica,  en  los  Reinos  de  las  Españas,  ahora 


(2)  Acordáronse  además  otros  artículos  que  tenían  por  objeto  impedir  la  si- 
monía, arreglar  con  igualdad  los  juicios  posesorios  y  las  causas  de  los  exentos : 
Tejada,  o.  c,  pág.  94. 

d)  Damos  la  traducción  del  texto  original  latino  de  las  "Capitulaciones",  y 
del  texto  latino  de  la  Bula  (prólogo  y  epilogo  del  documento):  Mercati.  Raccolta 
di  Concordan,  I,  págs.  282-286. 
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Nuncio,  en  nombre  Nuestro  y  de  la  Sede  Apostólica,  y  de  la  otra  parte  el 
querido  hijo  Conde  Alberoni,  Plenipotenciario  del  dicho  Rey  Felipe,  en 
nombre  de  éste,  algunas  Capitulaciones  del  tenor  siguiente: 

"Art.  1."  S.  M.  Católica,  para  hacer  a  todos  manifiesta  la  perfecta  unión 
que  quiere  tener  con  Su  Santidad  y  cuán  de  corazón  desea  conservar  a  la 
Iglesia  sus  derechos,  mandará,  no  obstante  cualquier  orden  o  decreto  ante- 
riores de  S.  M.  o  de  sus  Ministros  en  sentido  contrario,  los  cuales  se  ten- 
gan por  nulos  e  inválidos:  que  se  restablezcan  plenamente  las  relaciones 
con  la  Corte  de  Roma:  que  se  dé  como  antes  ejecución  a  las  Bulas  apostó- 
licas y  matrimoniales:  que  el  Nuncio  destinado  por  Su  Santidad,  el  Tri- 
bunal de  la  Nunciatura  y  sus  ministros  se  reintegren  sin  el  más  leve  detri- 
mento en  las  prerrogativas,  honores,  facultades  y  jurisdicción  de  que  antes 
gozaban;  y  finalmente  que  en  cualquier  materia  tocante  tanto  a  la  autori- 
dad de  la  Santa  Sede  como  a  la  jurisdicción  e  inmunidad  eclesiástica,  se 
observe  y  practique  todo  cuanto  se  observaba  y  practicaba  al  principio 
del  reino  de  S.  M.  y  en  tiempo  de  su  Antecesor  y  Tío  Carlos  II  de  gloriosa 
memoria. 

Art.  2.0  Su  Santidad  por  su  parte  concede  a  S.  M.  C.  Felipe  V,  Rey  de 
las  Españas,  en  la  forma  y  por  las  razones  expresadas  en  el  indulto  expe- 
dido, un  subsidio  anual  de  150.000  ducados  sobre  los  bienes  patrimoniales 
de  los  eclesiásticos  seculares  de  los  reinos  de  España  por  cinco  años,  a 
cuyo  respecto  se  ha  entregado  el  Breve  a  Mons.  Aldrovandi,  para  que  lo 
haga  ejecutar  en  la  forma  en  él  prescrita. 

Art.  3."  Su  Santidad  ha  concedido  a  Mons.  Aldrovandi  plena  facultad 
de  hacer  un  convenio  tanto  sobre  los  frutos  de  las  Iglesias  y  beneficios  va- 
cantes como  sobre  los  espolios  de  los  Obispos,  percibidos  por  la  Majestad 
de  dicho  Rey,  con  tal  que  se  haga  una  honesta  composición  sobre  ellos. 

Art.  4."  Su  Santidad  accede  a  que  la  Dataria  no  imponga  pensión  al- 
guna sobre  las  iglesias  parroquiales  de  España  durante  los  próximos 
diez  años. 

Art.  5.°  La  Santa  Sede  no  concederá  las  Coadjutorías,  si  no  es  cuando 
el  coadyuvado  pasare  de  los  sesenta  años  de  edad  o  estuviere  aquejado 
de  enfermedades  graves  y  habituales  que  lo  inhabiliten  para  el  servicio  de 
la  Iglesia;  tampoco  se  concederán  dichas  Coadjutorías  sin  haber  precedido 
antes  las  letras  testimoniales  de  los  Ordinarios  o  de  los  Cabildos. 

Art.  6.°  Su  Santidad  accede  a  mandar  al  futuro  Nuncio,  que  no  con- 
ceda las  dimisorias  hasta  un  año  después  de  la  muerte  del  Obispo,  en 
conformidad  con  la  disposición  del  S.  C.  de  Trento,  Ses.  Vil  de  reform. 
capt.  VII. 

Art.  7."  Para  evitar  los  litigios  que  en  el  pasado  han  ocurrido  entre 
los  provistos  por  el  Nuncio  a  causa  del  valor  de  los  beneficios,  acuerda  Su 
Santidad,  que  el  Nuncio  no  podrá  conferir  los  beneficios  de  su  colación, 
sin  haber  precedido  una  prueba  formal  y  jurídica  del  valor  de  los  mismos; 
por  lo  cual  en  el  Breve  que  acostumbra  a  concederse  al  Nuncio,  se  han 
añadido  las  siguientes  palabras:  «De  modo  que  no  procederás  a  la  provi- 
sión de  estos  beneficios,  mientras  no  constare  por  testimonio  de  personas 
fidedignas  que  los  frutos,  réditos,  y  aun  las  obvenciones,  que  por  residen- 
cia personal  suelen  percibirse,  así  como  las  distribuciones  cuotidianas  y 
otros  emolumentos  inciertos,  no  exceden  el  valor  anual  de  24  escudos  de 
oro  de  cámara;  en  caso  contrario  las  provisiones,  hechas  por  ti  en  cual- 
quier tiempo,  serán  nulas,  y  no  darán  a  los  así  provistos  título  colorado 
alguno  para  poseer  o  retener;  por  consiguiente  los  provistos  de  estos  bene- 
ficios no  harán  ni  podrán  hacer  suyos  los  frutos  de  los  beneficios  a  sí  con- 
feridos, tanto  si  se  hubiere  observado  la  forma  antedicha  prescrita,  como 
si  se  hubiere  cometido  algún  fraude  al  observarla,  sino  que  estarán  obli- 
gados a  la  restitución  plena  e  integra  de  aquéllos;  y  se  hará  mención  ex- 
presa de  esta  Nuestra  voluntad  en  cada  una  de  las  letras  de  provisión  de 
beneficios  que  hubieres  de  exj)edir  en  virtud  de  las  presentes;  en  otro  caso, 
Ins  |)rovisiones  serán  nulas». 

Art.  8."    Su  Santidad  hará  que  se  observen  exactamente  las  disposicio- 


CONCORDATO  DE  1717 


575 


nes  del  Concilio  de  Trento,  Ses.  XXIV  de  Reform.  capt.  XX,  en  lo  concer- 
niente a  las  causas  de  primera  instancia,  conviniendo  en  que  sean  vistas 
y  resueltas  por  los  Ordinarios  en  la  forma  prescrita  por  dicho  Concilio. 

Art.  9.°  Su  Santidad  acuerda  que  no  se  permitirá  en  adelante  la  erec- 
ción de  beneficios  por  tiempo  limitado,  a  cuyo  efecto  Su  Santidad  expedirá 
órdenes  y  circulares  a  los  Obispos  de  España. 

Art.  10. Su  Santidad  ordenará  a  los  Obispos  de  España,  que,  cada  uno 
en  su  diócesis  y  según  las  circunstancias  locales,  fijen  la  cuantía  anual  del 
patrimonio  de  los  ordenandos  en  los  Sínodos  diocesanos,  que  convocarán 
a  tal  efecto. 

Art.  11.°  Su  Santidad  acuerda  que  las  Iglesias  llamadas  Frías  no  gocen 
de  inmunidad,  conforme  a  las  circulares,  que  se  expedirán  a  los  Obispos 
de  España,  y  al  edicto,  que  publicarán  los  mismos. 

Art.  12.°  Respecto  a  los  otros  casos,  sobre  los  que  los  Ministros  de 
S.  M.  Católica  han  demandado  que  no  gocen  de  la  inmunidad  eclesiástica. 
Su  Santidad,  deseando  complacer  dichas  demandas,  está  examinando  el 
asunto  para  redactar  la  necesaria  Bula. 

Art.  13.°  Su  Santidad  mandará  por  circular  a  los  0])ispos  de  España, 
que  en  la  moderación  de  las  censuras  se  proceda  cautamente,  y  se  obser- 
ven rigurosamente  las  disposiciones  del  Santo  Concilio  de  Trento  sobre  el 
particular. 

Art.  14.°  En  cuanto  a  las  demandas  que  se  refieren  a  los  regulares.  Su 
Santidad  ha  concedido  por  Breve  a  Mons.  Aldrovandi  las  facultades  nece- 
sarias para  visitar,  por  si  o  por  delegados  por  él  nombrados,  las  casas  de 
los  religiosos  de  cualquier  clase  que  sean,  y  examinar  si  su  gobierno,  esta- 
do, vida,  ritos,  costumbres  y  disciplina  en  conjunto  como  por  separado, 
tanto  en  la  cabeza  como  en  los  miembros,  en  los  Superiores  como  en  los 
subditos,  es  conforme  al  cumplimiento  fiel  de  sus  estatutos,  reglas  e  ins- 
tituto. 

Art.  15.°  Además  se  han  concedido  al  mismo  Mons.  Aldrovandi  otras 
facultades  para  poder  verificar  el  número  de  religiosos  que  se  encuentran 
en  cualquier  casa  religiosa  visitada  por  él  o  por  sus  delegados,  y  examinar 
la  clase  de  bienes  adquiridos  por  cualquier  casa  religiosa  desde  su  funda- 
ción, en  orden  a  que  la  Santa  Sede  pueda  tomar  las  necesarias  y  oportunas 
medidas". 

'  Por  tanto,  como  por  el  paterno  amor,  que  siempre  nos  ha  unido  y  toda- 
vía nos  une  con  el  Rey  Felipe,  deseamos  que  estas  Capitulaciones  se  rati- 
fiquen, subsistan  estable  y  perpetuamente  firmes,  y  se  observen  inviolable- 
mente, ratificamos  las  capitulaciones  insertas,  y  por  ratificadas  las  tene- 
mos "motu  proprio  ac  ex  certa  scientia"  después  de  madura  deliberación 
y  de  la  plenitucl  de  la  potestad  apostólica;  y  bajo  palabra  de  Romano  Pon- 
tífice prometemos  cumplir  y  guardar  sincera  e  inviolablemente  lo  prome- 
tido por  dicho  Arzobispo  Pompeyo  en  dichas  Capitulaciones.  Decretamos 
que  ninguno  pueda  jamás  tachar  o  impugnar  las  presentes  letras  por  vicio 
de  subrepción,  obrepción  o  nulidad,  o  por  falta  de  intención  nuestra  o 
por  cualquier  otro  defecto,  por  grande  o  imprevisible  que  sea;  sino  que  se 
mantengan  siempre  y  perpetuamente  firmes,  válidas  y  eficaces,  causen  y 
obtengan  plenamente  todos  sus  efectos,  e  inviolablemente  se  guarden.  No 
obstante  cualesquiera  constituciones  y  ordenaciones,  generales  y  especiales, 
tanto  apostólicas  como  emanadas  de  los  concilios  generales,  provinciales  y 
sinodales;  no  obstante  tampoco,  en  cuanto  sea  necesario,  la  regla  de  nues- 
tra Cancillería  "de  iure  quaesito  non  tollendo",  y  cualesquiera  otras  con- 
trarias: a  todos  y  cada  uno  de  ellos,  teniendo  el  tenor  de  ellos  como  por 
expreso  e  inserto  en  las  presentes,  los  derogamos  especial  y  expresamente 
a  efecto  de  lo  arriba  dicho,  dejándolos  por  lo  demás  en  su  vigor.  Dado  en 
Roma  en  Santa  María  la  Mayor  el  10  de  julio  de  1717,  año  VII  de  nuestro 
Pontificado.  —  F.  Card.  Olivieri. 
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"Deseando  la  majestad  católica  de  Felipe  V,  rey  de  las  Españas,  dar  pro- 
videncia para  la  quietud  y  bien  público  de  sus  reinos,  con  la  solicitud  de 
algún  reglamento  oportuno  sobre  ciertos  capítulos  concernientes  á  sus  igle- 
sias y  eclesiásticos;  y  queriendo,  no  solo  terminar  por  medio  de  una  firme 
é  indisoluble  concordia  con  la  Santa  Sede,  las  acaecidas  diferencias  que  al 
presente  ocurren,  sino  también  quitar  cualquiera  materia  y  ocasión  que 
pueda  en  adelante  ser  origen  de  nuevos  disturbios  y  disensiones,  hizo  pre- 
sentar á  la  santidad  de  N.  M.  S.  P.  Clemente  XII,  que  reina  felizmente,  un 
resumen  de  varias  proposiciones  que  formó  el  Sr.  D.  José  Rodrigo  Villal- 
pando,  marqués  de  la  Compuerta,  su  ministro  en  el  tiempo  del  pontificado 
de  su  antecesor  Clemente  XI,  de  santa  memoria,  y  se  comunicó  entonces 
al  pontífice  referido,  suplicando  á  S.  S.  que  providenciase  benignamente 
con  su  autoridad  apostólica  al  tenor  de  las  instancias  y  demandas  que  en 
el  resumen  insinuado  iban  espuestas;  y  no  deseando  menos  Su  Santidad 
cooperar  al  bien  de  aquel  reino  y  especialmente  á  la  quietud  y  tranquilidad 
del  clero,  para  que,  libre  de  todas  molestias  y  embarazos,  pueda  mas  fácil- 
mente dedicarse  al  culto  divino,  y  aplicarse  á  la  salud  y  cuidado  de  las 
almas  que  tiene  á  su  cargo :  estendiendo  con  especialidad  su  anhelo  a  dar 
á  S.  M.  nuevas  pruebas  de  su  paternal  afecto  y  de  su  constante  deseo  de 
mantenerle  una  sincera,  perfecta  y  perpétua  correspondencia  y  unión;  des- 
pués de  haber  oído  el  parecer  de  algunos  señores  Cardenales  sobre  las  di- 
chas proposiciones,  se  mostró  propenso  y  dispuesto  á  conceder  todo  aquello 
que  pudiese  ser  concedido,  dejando  á  salvo  la  inmunidad  y  libertad  ecle- 
siástica la  autoridad  y  jurisdicción  de  la  silla  apostólica,  y  sin  perjuicio 
de  las  mismas  iglesias.  En  consecuencia  de  sus  recíprocos  deseos,  S.  S.  y 
S.  M.  C.  respectivamente  nos  deputaron  y  concedieron  las  facultades  nece- 
sarias á  Nos  los  infrascritos,  para  que  unidos  confiriésemos,  tratásemos  y 
concluyésemos  el  mencionado  negocio,  como  consta  por  las  plenipotencias 
que  respectivamente  se  nos  dieron,  y  se  insertarán  á  la  letra  al  fin  del 
presente  tratado;  y  finalmente,  después  de  examinados  y  controvertidos 
maduramente  todos  los  dichos  asuntos,  acordamos  los  siguientes  artículos: 

Artículo  primero.  S.  M.  C,  para  hacer  á  todos  manifiesta  la  perfecta 
unión  que  quiere  tener  con  S.  S.  y  con  la  Sede  Apostólica,  y  cuán  de  co- 
razón es  su  ansia  de  conservar  sus  derechos  á  la  Iglesia,  mandará  que  se 
restablezca  plenamente  el  comercio  con  la  Santa  Sede:  que  se  dé  como 
antes  la  ejecución  á  las  bulas  apostólicas  y  matrimoniales:  que  el  Nuncio 
destinado  por  S.  S.,  el  tribunal  de  la  Nunciatura  y  sus  ministros,  se  rein- 
tegren sin  ninguna  disminución  (aun  levísima)  en  los  honores,  facultades, 
jurisdicciones  y  prerogativas  que  por  lo  pasado  gozaban:  y  en  conclusión, 
que  en  cualquier  materia  que  toque  á  la  autoridad  de  la  Santa  Silla,  como  á 
la  jurisdicción  é  inmunidad  eclesiástica,  se  deba  observar  y  practicar  todo 
lo  que  se  observaba  y  i)racticaba  antes  de  estas  últimas  diferencias:  escep- 
tuando  solamente  aquello  en  que  se  hiciere  alguna  mutación  ó  disposición 
en  el  presente  Concordato;  por  órden  á  lo  cual  se  observará  lo  que  en  él 
se  ha  establecido  y  dispuesto,  removiendo  y  abrogando  cualquiera  novedad 
que  se  haya  introducido,  sin  embargo  de  cualesquiera  órdenes  y  decretos 
contrarios  espedidos  en  lo  pasado  por  S.  M.  ó  sus  ministros. 

Art.  2."  Para  mantener  la  quietud  y  la  tranquilidad  pública  é  impedir 
que  con  la  esperanza  del  asilo  se  cometan  algunos  mas  graves  delitos,  que 
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puedan  ocasionar  mayores  disturbios,  dará  S.  S.  en  cartas  circulares  á  los 
obispos  las  órdenes  necesarias  para  establecer  que  la  inmunidad  local  no 
sufrague  en  adelante  á  los  salteadores  ó  asesinos  de  caminos,  aun  en  el 
caso  de  un  solo  y  simple  insulto,  con  tal  que  en  aquel  acto  mismo  se  siga 
muerte  ó  mutilación  de  miembros  en  la  persona  del  insultado.  Igualmente, 
ordenará  que  el  crimen  de  lesa  majestad,  que  por  las  constituciones  apos- 
tólicas está  escluido  del  beneficio  del  asilo,  comprenda  también  aquellos 
que  maquinaren  ó  trazaren  conspiraciones  dirigidas  á  privar  á  Su  Majestad 
de  sus  dominios  en  el  todo  ó  en  parte.  Y  finalmente,  para  impedir  en 
cuanto  sea  posible  la  frecuencia  de  los  homicidios,  estenderá  Su  Santidad, 
con  otras  letras  circulares  á  los  reinos  de  España,  la  disposición  de  la  bula 
que  comienza:  In  supremo  jiistiliae  solio,  publicadas  últimamente  para  el 
estado  eclesiástico. 

Art.  3.°  Habiéndose  en  algunas  partes  introducido  la  práctica  de  que 
los  reos  aprehendidos  fuera  del  lugar  sagrado,  aleguen  alguna  inmunidad 
y  pretendan  ser  restituidos  á  la  Iglesia  por  el  titulo  de  haber  sido  estraidos 
de  ellas,  ó  de  lugares  inmunes  en  cualquiera  tiempo,  huyendo  de  este  modo 
el  castigo  debido  á  sus  delitos,  cuya  práctica  se  llama  comunmente  con  el 
nombre  de  iglesias  frias,  declara  S.  S.  en  estos  casos  no  gocen  de  inmuni- 
dad los  reos,  y  espedirá  á  los  obispos  de  España  letras  circulares  sobre 
este  asunto  para  que  en  su  conformidad  publiquen  los  edictos. 

Art.  4.°  Porque  S.  M.  particularmente  ha  insistido  en  que  se  provi- 
dencie sobre  el  desorden  que  nace  del  refugio  que  buscan  los  delincuentes 
en  las  ermitas  ó  iglesias  rurales,  y  que  les  da  ocasión  y  facilidad  de  co- 
meter otros  delitos  impunemente;  se  mandará  igualmente  á  los  obispos 
por  letras  circulares,  que  no  gocen  de  inmunidad  las  dichas  iglesias  rura- 
les y  ermitas,  en  que  el  Santísimo  Sacramento  no  se  conserva,  ó  en  cuya 
casa  contigua  no  habita  un  sacerdote  para  su  custodia,  con  tal  que  en  ellas 
no  se  celebre  con  frecuencia  el  sacrificio  de  la  Misa. 

Art.  5.°  Para  que  no  crezca  con  esceso  y  sin  alguna  necesidad  el  nú- 
mero de  los  que  son  promovidos  á  las  órdenes  sagradas,  y  la  disciplina 
eclesiástica  se  mantenga  con  vigor  por  órden  á  los  inferiores  clérigos; 
encargará  Su  Santidad  estrechamente  con  breve  especial,  á  los  obispos  la 
observancia  del  concilio  de  Trento,  y  precisamente  sobre  lo  contenido  en 
la  ses.  21,  cap.  2.",  y  la  ses.  23,  cap.  6  de  Reform.,  bajo  las  penas  que  por 
los  sagrados  cánones,  por  el  concilio  mismo  y  por  constituciones  apostó- 
licas están  establecidas:  y  á  efecto  de  impedir  los  fraudes  que  hacen  algu- 
nos en  la  constitución  de  los  patrimonios,  ordenará  Su  Santidad  que  el 
patrimonio  sagrado  no  esceda  en  lo  venidero  la  suma  de  60  escudos  de  Roma 
en  cada  un  año. 

Demás  de  esto,  porque  se  hizo  instancia  por  parte  de  S.  M.  C,  para 
que  se  provea  de  remedio  á  los  fraudes  y  colusiones  que  hacen  muchas 
veces  los  eclesiásticos,  no  solo  en  las  constituciones  de  los  referidos  patri- 
monios, sino  también  fuera  de  dicho  caso,  fingiendo  enagenaciones,  dona- 
ciones y  contratos  á  fin  de  eximir  injustamente  á  los  verdaderos  dueños 
de  los  bienes,  bajo  de  este  falso  color  de  contribuir  a  los  derechos  reales, 
que  según  su  estado  y  condición  están  obligados  á  pagar;  proveerá  S.  S.  á 
estos  inconvenientes  con  breve  dirigido  al  Nuncio  apostólico  que  se  deba 
publicar  en  todos  los  obispados,  estableciendo  penas  canónicas  y  espiritua- 
les con  escomunion,  ipso  fado  inciirrenda,  reservada  al  mismo  Nuncio  y 
á  sus  sucesores,  contra  aquellos  que  hicieron  los  fraudes  y  contratos  colu- 
sivos  arriba  espresados  ó  cooperen  á  ellos. 

Art.  G.''  La  costumbre  de  erigir  beneficios  eclesiásticos  que  hayan  de 
durar  por  limitado  tiempo  queda  abolida  del  todo,  y  Su  Santidad  espedirá 
letras  circulares  á  los  obispos  de  España,  si  fuere  necesario,  mandándoles 
que  no  permitan  en  adelante  semejantes  erecciones  de  beneficios  ad  tem- 
pas;  debiendo  estos  ser  instituidos  con  aquella  perpetuidad  que  ordenan 
los  cánones  sagrados;  y  los  que  están  erigidos  de  otra  manera  no  gocen 
de  exención  alguna. 

Art.  7.°    Habiendo  S.  M.  hecho  representar  que  sus  vasallos  legos  están 
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imposibilitados  de  subvenir  con  sus  propios  bienes  y  haciendas  á  todas 
las  cargas  necesarias  para  ocurrir  á  las  urgencias  de  la  monarquía,  y  habien- 
do suplicado  á  S.  S.  que  el  indulto  en  cuya  virtud  contribuyen  los  eclesiás- 
ticos á  los  19  millones  y  medio  impuestos  sobre  las  cuatro  especies  de  car- 
ne; vinagre,  aceite  y  vino,  se  estienda  también  á  los  cuatro  millones  y 
medio  que  se  cobran  de  las  mismas  especies  por  cuenta  del  nuevo  impuesto 
de  los  8.000  soldados:  Su  Santidad,  hasta  tanto  que  sepa  con  distinción  si 
los  cuatro  millones  y  medio  de  ducados  de  moneda  de  España  que  pagan 
los  seglares,  como  arriba  se  dijo,  por  cuenta  del  nuevo  impuesto,  y  por  el 
tributo  de  8.000  soldados,  se  exigen  ó  en  seis  años  ó  en  uno;  y  hasta  tener 
una  plena  y  específica  información  de  la  cantidad  y  cualidad  de  las  otras 
cargas  á  que  los  eclesiásticos  están  sujetos,  no  puede  acordar  la  gracia  que 
se  ha  pedido;  dejando,  sin  embargo,  suspenso  este  artículo  hasta  que  se  li- 
quiden dichos  impuestos,  y  se  reconozca  si  es  conveniente  gravar  a  los  ecle- 
siásticos mas  de  lo  que  al  presente  están  gravados.  S.  S.,  por  dar  á  S.  M.  en- 
tretanto una  nueva  prueba  del  deseo  que  tiene  de  complacerle  en  cuanto 
sea  posible,  le  concederá  un  indulto  por  solo  cinco  años,  en  virtud  del  cual 
paguen  los  eclesiásticos  el  ya  dicho  nuevo  impuesto  y  el  tributo  de  los 
8.000  soldados  sobre  las  cuatro  mencionadas  especies  de  vinagre,  carne, 
aceite  y  vino,  en  la  misma  forma  que  pagan  los  19  millones  y  medio;  pero 
con  tal  que  los  dichos  cuatro  millones  y  medio  se  paguen  distribuidos  en 
seis  años;  y  que  la  parte  en  que  deben  contribuir  los  eclesiásticos  no  esce- 
derá la  suma  de  150.000  ducados  ánnos  de  moneda  de  España.  Resérvase 
entretanto  S.  S.  el  hacer  las  diligencias  y  tomar  las  informaciones  ya  insi- 
nuadas, antes  de  dar  otra  disposición  sobre  la  sujeta  materia;  con  espresa 
declaración  de  que  en  caso  que  S.  S.  ó  sus  sucesores  no  vengan  en  pro- 
rogar  esta  gracia  concedida  por  los  cinco  años,  á  mas  tiempo,  no  se  pueda 
jamás  decir,  ni  inferir  de  esto,  que  se  ha  contravenido  al  presente  Con- 
cordato. 

Art.  8.°  Por  la  misma  razón  de  los  gravísimos  impuestos  con  que  están 
gravados  los  bienes  de  los  legos,  y  de  la  incapacidad  de  sobrellevarlos  á 
que  se  reducirían  con  el  discurso  del  tiempo,  sí  aumentándose  los  bienes 
que  adquieren  los  eclesiásticos  por  herencias,  donaciones,  compras  ú  otros 
títulos,  se  disminuye  la  cantidad  de  aquellos  que  hoy  tienen  los  seglares 
dominio,  y  están  con  el  gravámen  de  los  tributos  régios;  ha  pedido  á  Su 
Santidad  el  rey  católico,  se  sirva  ordenar  que  todos  los  bienes  que  los 
eclesiásticos  han  adquirido  desde  el  principio  de  su  reinado,  ó  que  en 
adelante  adquieren  con  cualquier  título,  están  sujetos  á  aquellas  mismas 
cargas  á  que  lo  están  los  bienes  de  los  legos.  Por  tanto,  habiendo  conside- 
rado S.  S.  la  cantidad  y  cualidad  de  dichas  cargas,  y  la  imposibilidad  de 
soportarlas,  á  que  los  legos  se  reducirían  si  por  orden  á  los  bienes  futuros 
no  se  tomase  alguna  providencia;  no  pudiendo  convenir  en  gravar  á  todos 
los  eclesiásticos,  como  se  suplica,  condescenderá  solamente  en  que  todos 
aquellos  bienes  que  por  cualquier  título  adquieren  cualquiera  iglesia,  lugar 
pío  ó  comunidad  eclesiástica,  y  por  esto  cayeren  en  mano  muerta,  queden 
perpétuamente  sujetos  desde  el  día  en  que  se  firmare  la  presente  concordia, 
á  todos  los  impuestos  y  tributos  régios  que  los  legos  pagan,  a  escepcion 
de  los  bienes  de  primera  fundación;  y  con  la  condición  de  que  estos  mis- 
mos bienes  que  hubieren  de  adquirir  en  lo  futuro,  queden  libres  de  aquellos 
impuestos  que  por  concesiones  apostólicas  pagan  los  eclesiásticos,  y  que 
no  puedan  los  tribunales  seglares  obligarlos  á  satisfacerlos,  sino  que  esto 
lo  deban  ejecutar  los  obispos. 

Art.  9."  Siendo  la  mente  del  santo  concilio  de  Trento,  que  los  que  re- 
ciben la  primera  tonsura  tengan  vocación  al  estado  eclesiástico  y  que  los 
obisi)os,  después  de  un  maduro  exámen,  la  den  á  aquellos  solamente  de 
quienes  probablemente  esperen  que  entren  en  el  órden  clerical,  con  el  fin  de 
servir  a  la  Iglesia  y  encaminarse  á  las  órdenes  mayores;  S.  S.,  por  órden 
á  los  clérigos  que  no  fueren  beneficiados,  y  á  los  que  no  tienen  capellanías 
ó  beneficios  que  escedan  la  tercera  parte  de  la  cóngrua  tasada  por  el  estado 
para  el  patrimonio  eclesiástico,  los  cuales,  habiendo  cumplido  la  edad 
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que  los  sagrados  cánones  han  dispuesto,  no  fueron  promovidos  por  su 
culpa  o  negligencia  á  los  órdenes  sacros,  concederá  que  los  obispos,  pre- 
cediendo las  advertencias  necesarias,  les  señalen  para  pasar  á  las  órdenes 
mayores  un  término  fijo  que  no  esceda  de  un  año;  y  que  si  pasado  este 
tiempo  no  fueren  promovidos  por  culpa  ó  negligencia  de  los  mismos  inte- 
resados, que  en  tal  caso  no  gocen  exención  alguna  de  los  impuestos  pú- 
blicos. 

Art.  10.  No  debiéndose  usar  de  las  censuras  sino  es  in  subsidium,  con- 
forme á  la  disposición  de  los  sagrados  cánones  y  al  tenor  de  lo  que  está 
mandado  por  el  santo  concilio  de  Trento  en  la  sesión  25,  de  BeguL,  cap.  3.^ 
se  encargará  á  los  ordinarios  que  observen  la  dicha  disposición  conciliar 
y  canónica;  y  no  solo  que  las  usen  con  toda  la  moderación  debida,  sino 
también  que  se  abstengan  de  fulminarlas  siempre  que  con  los  remedios 
ordinarios  de  la  ejecución  real  ó  personal,  se  pueda  ocurrir  á  las  necesi- 
dades de  imponerlas,  y  que  solamente  se  valgan  de  ellas  cuando  no  se 
pueda  preceder  á  algunas  de  dichas  ejecuciones  contra  los  reos,  y  estos 
se  mostraren  contumaces  en  obedecer  los  decretos  de  los  jueces  ecle- 
siásticos. 

Art.  11.  Suponiéndose  que  en  las  órdenes  regulares  hay  algunos  abu- 
sos y  desórdenes  dignos  de  corregirse,  deputará  Su  Santidad  á  los  metropo- 
litanos con  las  facultades  necesarias  y  convenientes  para  visitar  los  mo- 
nasterios y  casas  regulares,  y  con  instrucción  de  remitir  los  autos  de  la 
visita,  a  fin  de  obtener  la  aprobación  apostólica,  sin  perjuicio  de  la  juris- 
dicción del  Nuncio  apostólico,  que  entretanto,  y  aun  mientras  durase  la 
visita,  quedará  en  su  vigor  en  todo,  según  la  forma  de  sus  facultades  y  el 
derecho;  y  establecido  á  los  visitadores  término  fijo  para  que  la  deban 
concluir  dentro  del  espacio  de  tres  años. 

Art.  12.  La  disposición  del  sagrado  concilio  de  Trento,  concerniente 
a  las  causas  de  primera  instancia,  se  hará  observar  exactamente;  y  en 
cuanto  á  las  causas  en  grado  de  apelación,  que  son  más  relevantes,  como 
las  beneficíales  que  pasan  del  valor  de  veinticuatro  ducados  de  oro  de 
cámara,  las  jurisdiccionales,  matrimoniales,  decimales,  de  patronato  y  otras 
de  esta  especie,  se  conocerá  de  ellas  en  Roma;  y  se  cometerán  á  jueces  in 
partibiis  las  que  sean  de  menor  importancia. 

Art.  13.  El  concurso  á  todas  las  iglesias  parroquiales,  aun  vacantes 
jiLvta  decretiim  et  in  Roma  se  hará  in  partibus  en  la  forma  ya  establecida, 
y  los  obispos  tendrán  la  facultad  de  nombrar  á  la  persona  mas  digna  cuan- 
do vacare  la  parroquia  en  los  meses  reservados  al  papa.  En  las  demás 
vacantes,  aunque  sean  por  resulta  de  las  ya  provistas,  los  ordinarios  remi- 
tirán los  nombres  de  los  que  fueren  aprobados,  con  distinción  de  los  apro- 
baciones en  primero,  segundo  y  tercer  grado,  y  con  individualización  de 
los  requisitos  de  los  opositores  al  concurso. 

Art.  14.  En  consideración  del  presente  Concordato,  y  en  atención  tam- 
bién á  que  regularmente  no  son  pingües  las  parroquias  de  España,  vendrá 
Su  Santidad  en  no  imponer  pensiones  sobre  ellas;  á  reserva  de  las  que 
se  hubieren  de  cargar  á  favor  de  los  que  las  resignan,  en  caso  de  que  con 
testimoniales  de  los  obispos  se  juzgue  conveniente  y  útil  la  renuncia,  como 
también  en  caso  de  concordia  entre  dos  litigantes  sobre  la  parroquia 
misma. 

Art.  15.  En  cuanto  á  la  reserva  de  pensiones  sobre  los  demás  benefi- 
cios, se  observará  aquello  mismo  que  hasta  estas  últimas  diferencias  se 
ha  practicado;  pero  no  se  harán  pagar  renovatorias  en  lo  venidero  por 
las  prebendas  y  beneficios  que  se  hubieren  de  conferir  en  lo  futuro,  que- 
dando intactas  las  renovatorias  futuras  que  cedieron  en  favor  de  aquellas 
personas  particulares  que  por  la  Dataria  han  tenido  ya  las  pensiones. 

Art.  16.  Para  evitar  los  inconvenientes  que  resultan  de  la  incertidum- 
bre  de  las  rentas  de  los  beneficios  y  de  la  variedad  con  que  los  mismos 
previstos  espresan  su  valor;  se  conviene  en  que  se  forme  un  estado  de  los 
réditos  ciertos  é  inciertos  de  todas  las  prebendas  y  beneficios,  aunque  sean 
de  patronato;  y  que  este  se  haga  por  medio  de  los  obispos  y  ministros 
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que  por  parte  de  la  Santa  Sede  habrá  de  destinar  el  Nuncio,  esceptuando 
empero  las  iglesias  y  beneficios  consistoriales  tasados  en  los  libros  de 
cámara,  en  los  cuales  no  se  innovará  cosa  alguna;  pero  mientras  que  este 
estado  no  se  formare,  se  observará  la  costumbre.  Luego  que  la  nueva  tasa- 
ción esté  hecha,  antes  de  ponerla  en  ejecución,  se  deberá  establecer  el  modo 
con  que  se  ha  de  practicar,  sin  que  la  Dataría,  Cancelarla  ni  los  provistos 
queden  perjudicados,  tanto  por  lo  que  mira  á  la  imposición  de  las  pensio- 
nes, como  por  lo  que  mira  al  costo  de  las  bulas  y  pago  de  las  medias  ana- 
tas; y  entretanto  se  observará  del  mismo  modo  lo  que  hasta  ahora  ha  sido 
de  estilo. 

Art.  17.  Asi  en  las  iglesias  catedrales  como  en  las  colegiatas  no  se 
concederán  las  coadjutorías  sin  letras  testimoniales  de  los  obispos,  que  ates- 
ten ser  los  coadjutores  idóneos  á  conseguir  en  ellas  canonicatos;  y  en 
cuanto  á  las  causas  de  la  necesidad  y  utilidad  de  la  Iglesia,  se  deberá 
presentar  testimonio  del  mismo  ordinario  ó  de  los  cabildos;  sin  cuya  cir- 
cunstancia no  se  concederán  dichas  coadjutorías.  Llegando  empero  la 
ocasión  de  conceder  alguna,  no  se  le  impondrán  en  adelante  a  favor  del 
propietario  pensiones  ú  otros  cargos;  ni  á  su  instancia  á  favor  de  otra  ter- 
cera persona. 

Art.  18.  Su  Santidad  ordenará  á  los  Nuncios  apostólicos  que  nunca  con- 
cedan dimisorias. 

Art.  19.  Siendo  una  de  las  facultades  del  Nuncio  apostólico  conferir 
los  beneficios  que  no  escedan  de  veinticuatro  ducados  de  cámara;  y  resul- 
tando muchas  veces  entre  los  provistos  controversias  sobre  si  la  relación 
del  valor  es  verdadera  ó  falsa,  se  ocurrirá  á  este  inconveniente  con  la  pro- 
videncia de  la  nueva  tasa  que  se  dijo  arriba,  en  la  cual  estará  determinado 
y  especificado  el  valor  de  cualquiera  beneficio.  Pero  hasta  tanto  que  dicha 
tasa  se  haya  efectuado,  ordenará  Su  Santidad  al  Nuncio,  que  no  procederá 
á  la  colación  de  beneficio  alguno  sin  haber  tenido  antes  el  proceso  que 
sobre  su  valor  se  hubiere  formado  ante  el  obispo  del  lugar  en  donde  está 
erigido:  en  cuyo  proceso  se  hará  por  testimonio  la  prueba  de  los  frutos  cier- 
tos é  inciertos  del  beneficio. 

Art.  20.  Las  causas  que  el  Nuncio  apostólico  suele  delegar  á  otros  que 
á  los  jueces  de  su  audiencia  y  se  llaman  jueces  in  curia,  nunca  se  delega- 
rán sino  es  á  los  jueces  nombrados  por  los  sínodos  ó  á  personas  que  tengan 
dignidad  en  las  iglesias  catedrales. 

Art.  21.  Por  lo  que  mira  á  la  instancia  que  se  ha  hecho  sobre  que  las 
costas  y  espórtulas  en  los  juicios  del  tribunal  de  la  nunciatura  se  reduzcan 
al  arancel  que  en  los  tribunales  reales  se  practica  y  no  le  escedan;  siendo 
necesario  tomar  otras  informaciones  para  verificar  el  esceso  que  se  sienta 
de  las  tasas  de  la  nunciatura,  y  juzgar  si  hay  necesidad  de  moderarlas,  se 
ha  convenido  en  que  se  dará  providencia  luego  que  lleguen  á  Roma  las  ins- 
trucciones que  se  tienen  pedidas. 

Art.  22.  Acerca  de  los  espolios  y  nombramientos  de  sus  colectores 
se  observará  la  costumbre;  y  en  cuanto  á  los  frutos  de  las  iglesias  vacantes, 
asi  como  los  Sumos  Pontífices,  y  particularmente  la  Santidad  de  N.  M.  S.  Pa- 
dre, que  hoy  reina  felizmente,  no  han  dejado  de  aplicar  siempre  para  uso 
y  servicio  de  las  mismas  iglesias  una  buena  parte;  así  también  ordenará 
Su  Santidad  que  en  lo  porvenir  se  asigne  la  tercera  parte  para  servicio  de 
las  iglesias  y  pobres,  pero  desfalcando  las  pensiones  que  de  ella  hubieren 
de  pagarse. 

Art.  23.  Para  terminar  amigablemente  la  controversia  de  los  patro- 
natos de  la  misma  manera  que  se  han  terminado  las  otras,  como  Su  Santidad 
desea,  después  que  se  haya  puesto  en  ejecución  el  presente  ajustamiento, 
se  deputarán  personas  por  Su  Santidad  y  por  S.  M.  para  reconocer  las  ra- 
zones quQ  asisten  á  ambas  partes;  y  entretanto  se  suspenderá  en  España 
pasar  adelante  en  este  asunto;  y  los  beneficios  vacantes  ó  que  vacaren  sobre 
que  puedan  recaer  las  disputas  del  patronato,  se  deberán  proveer  por  Su 
Santidad  ó  en  sus  meses  por  los  respectivos  ordinarios,  sin  impedir  la  po- 
.sesion  á  los  provistos. 
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Art.  24.  Todas  las  demás  cosas  que  se  pidieron  y  espresaron  en  el  re- 
sumen referido  formado  por  el  señor  marqués  de  la  Compuesta  D.  José  Ro- 
drigo Villalpando  y  que  no  se  exhibió  á  Su  Santidad,  como  arriba  se  dijo, 
en  los  cuales  no  se  ha  convenido  en  el  presente  tratado,  continuarán  obser- 
vándose en  lo  futuro  del  modo  que  se  observaron  y  practicaron  en  lo  antiguo, 
sin  que  jamás  se  puedan  controvertir  de  nuevo.  Y  para  que  nunca  se  pueda 
dudar  de  la  identidad  de  dicho  resumen,  se  harán  dos  ejemplares,  uno  de 
los  cuales  quedará  á  Su  Santidad,  y  otro  se  enviará  á  S.  M.  firmados  ambos 
por  Nos  los  infrascritos. 

Art.  25.  Si  no  se  ajustaren  al  mismo  tiempo  los  negocios  pendientes 
entre  la  Santa  Sede  y  la  corte  de  Nápoles,  promete  S.  M.  cooperar  con  efi- 
cacia á  que  se  espidan  y  concluyan  feliz  y  cuidadosamente;  pero  cuando 
esto  no  pudiese  conseguirse,  antes  si  por  esto  (lo  que  Su  Santidad  es- 
pera que  no  suceda)  en  algún  tiempo  se  aumentaren  las  discordias  y  sin 
sabores,  promete  S.  M.  que  jamás  contravendrá  por  esta  causa  á  la  pre- 
sente concordia,  ni  dejará  de  perseverar  en  la  buena  armonia  establecida 
ya  con  la  Santa  Sede  apostólica. 

Art.  26.  Su  Santidad  y  S.  M.  católica  aprobarán  y  ratificarán  el  tratado 
presente,  y  de  las  letras  de  ratificación  se  hará  respectivamente  la  consig- 
nación y  canje  en  el  término  de  dos  meses  ó  antes,  si  fuere  posible. 

En  fé  de  lo  cual.  Nos  los  infrascritos  en  virtud  de  las  respectivas  ple- 
nipotencias antes  espresadas  de  Su  Santidad  y  S.  M.  católica,  hemos  fir- 
mado el  presente  Concordato  y  selládolo  con  nuestro  propio  sello. 

En  el  palacio  apostólico  del  Quirinal  en  el  dia  27  de  setiembre  de  1737. — 
L.  S.  —  (i.  Cardenal  Firrao.  —  L.  S.  —  T.  Cardenal  Aqaaviva. 


APENDICE  XVI 
CONCORDATO   DE  1753  (1) 


Num.  1.°  Haviendo  la  Santidad  de  Nuestro  Beatísimo  Padre  Benedicto 
Papa  14°,  felizmente  reinante,  tenido  siempre  un  vivo  deseo  de  mantener 
toda  la  mas  sincera,  y  cordial  correspondencia  entre  la  Santa  Sede,  y  las 
Naziones,  Príncipes,  y  Reyes  Cathólicos;  no  há  dexado  de  dar  continúa- 
mente  señales  segurísimas,  y  bien  particulares  de  esta  su  viva  voluntad 
acia  la  esclarecida,  devota,  y  piadosa  Nazion  Española,  y  acia  los  Monarcas 
de  las  Españas,  Reyes  Cathólicos  por  título,  y  firme  Relijion,  y  siempre 
adictos  á  la  Silla  apostólica,  y  ál  Vicario  de  Jesuchristo  en  la  tierra. 

2.  °  Haviendo,  por  esto,  observado,  que  en  el  último  Concordato,  estipu- 
lado el  dia  18  de  Octubre  de  1737  entre  la  Santa  recordación  de  Clemente 
Papa  12°,  y  la  gloriosa  memoria  del  Rey  Phelipe  5°,  se  avia  convenido,  que 
el  Papa,  y  el  Rey  deputasen  personas,  que  reconociesen  amigablemente  las 
razones  de  una  y  otra  parte  sobre  la  antigua  controversia  del  pretendido 
regio  Patronato  universal,  aue  quedó  indecisa;  en  los  primeros  instantes 
de  su  pontificado  no  se  olvidó  su  Santidad  de  hacer  sus  instancias  con  los 
dos,  aora  difunctos,  Cardenales  Belluga,  y  Aquaviva,  á  fin  de  que  obtubie- 
sen  de  la  Corte  de  España  la  deputacion  de  personas  con  quienes  se  pu- 
diese tratar  el  puncto  indeciso;  y  subcesivamente,  para  facilitar  su  examen, 
no  dejó  Su  Santidad  de  unir  en  un  su  escripto,  que  consignó  á  los  dichos 
dos  Cardenales,  todo  aquello,  que  creyó  conducente  á  las  intenciones,  y 
derechos  de  la  Santa  Sede. 

3.  °  Pero  aviendo  reconocido  en  acto  practico,  que  no  era  este  el  camino  de 
llegar  ál  deseando  fin,  y  que  se  distaua  tanto  de  cortar  las  disputas  por  medio 


(1)    Mercati,  Raccolta  di  Concordati,  I,  págs.  422-437. 
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de  escriptos  y  respuestas,  que  antes  bien  se  multiplicavan,  excitándose  con- 
troversias, que  se  crehian  aquietadas;  de  tal  modo,  que  se  abria  podido 
temer  una  infeliz  rotura,  incommoda,  y  fatal  a  una  y  otra  parte,  y  aviendo 
tenido  pruevas  seguras  de  la  piadosa  propensión  del  animo  del  Rey  Fer- 
nando 6°,  felizmente  reynante,  de  un  equitativo,  y  justo  temperamento  sobre 
las  diferencias  promovidas,  y  que  se  iban  siempre  multiplicando,  á  lo  que 
se  hallaua  también  propenso  con  pleno  corazón  el  deseo  de  Su  Beatitud;  há 
Su  Santidad  creydo,  que  no  se  devia  pasar  en  olvido  una  tan  faborable 
coyuntura  para  establecer  una  concordia,  que  se  exprimirá  en  los  siguien- 
tes Capítulos,  que  después  se  reducirán  á  forma  auctentica,  y  firmaran  de 
los  Procuradores,  y  Plenipotenciarios  de  ambas  partes  en  la  manera,  que 
se  acostumbra  practicar  en  semejantes  convenciones. 

4.  ^  Haviendo  la  Magestad  del  Rey  Fernando  6°  expuesto  á  la  Santidad 
de  nuestro  Beatísimo  Padre  la  necesidad,  que  ay  en  las  Españas  de  refor- 
mar en  algunos  punctos  la  Disciplina  del  clero  secular,  y  regular;  Su  San- 
tidad promete;  que  individualizados  los  Capítulos  sobre  que  se  deverá 
tomar  la  providencia  necesaria;  no  se  dejará  de  dar,  según  lo  establecido 
en  los  sagrados  cañones,  en  la  Constituciones  apostólicas,  y  en  el  Santo 
Concilio  de  Trento.  Y  quando  esto  subcediese  (como  sumamente  desea  Su 
Beatitud)  en  el  tiempo  de  Su  Pontificado  promete  y  se  obliga  no  obstante 
la  multitud  de  otros  negocios,  que  le  oprimen,  y  sin  embargo  también  de 
su  edad  muy  abanzada,  á  interponer  para  el  feliz  despacho,  toda  aquella 
fatiga  personal  que  in  minoribus  tantos  años  há  interpuso  en  tiempo  de  sus 
predecesores  en  las  resoluciones  de  las  materias  establecidas  en  la  Bula 
Apostolici  ministeri'j ,  en  la  fundación  de  la  Universidad  de  Zervera,  en  él 
establecimiento  de  la  insigne  Colegiata  de  San  Ildefonso,  y  en  otros  rele- 
vantes negocios  pertenecientes  á  los  Reynos  de  las  Españas. 

5.  °  No  aviendose  controvertido  á  los  Reyes  Catholicos  de  las  Españas  la 
pertenencia  del  Patronato  regio,  ó  sea  derecho  de  nominar  á  los  Arzobis- 
pados, Obispados,  Monasterios,  y  Beneficios  Consistoriales,  escriptos  y  ta- 
sados en  los  libros  de  Cámara,  que  vacan  en  los  Reynos  de  las  Españas: 
siendo  su  derecho  apoyado  á  Bulas,  y  Privilegios  apostólicos  y  á  otros  títu- 
los alegados:  y  no  aviendose  controvertido  tampoco  á  los  Reyes  Catholicos 
las  nominas  á  los  Arzobispados,  Obispados,  y  Beneficios,  que  vacan  en  los 
Reynos  de  Granada  y  de  las  Indias,  como  ni  á  algunos  otros  Beneficios,  se 
declara,  que  la  Real  Corona  deue  quedar  en  su  pacífica  posesión  de  nom- 
brar en  el  caso  de  las  vacantes,  como  há  echo  hastaquí;  y  se  conviene  que 
los  nominados  para  los  Arzobispados,  Obispados,  Monasterios,  y  Beneficios 
Consistoriales  devan  también  en  lo  futuro  continuar  la  espedicion  de  sus 
respectivas  Bulas  en  Roma  del  mismo  modo  y  forma  hasta  aora  practicado, 
sin  innovación  alguna. 

6.  °  Haviendo,  bien  si,  controvertidose  grauemente  sobre  la  nomina  de 
los  Beneficios  residenciales  y  symples  de  los  Reynos  de  las  Españas,  (ex- 
ceptuados, como  se  há  dicho,  los  de  los  Reynos  de  Granada,  y  de  las  In- 
dias) y  aviendo  los  Reyes  Catholicos  pretendido  la  pertenencia  y  derecho 
de  nombrar  en  vigor  del  Patronato  universal;  y  no  aviendo  la  Santa  Sede 
dejado  de  exponer  las  Razones,  que  crehia  militavan  por  la  livertad  de  los 
mismos  Beneficios,  y  su  colazion  en  los  meses  apostólicos,  y  casos  de  las 
reservas,  como  también  respectivamente  por  la  libertad  de  los  Ordinarios 
en  sus  meses;  después  de  un  largo  contraste,  se  há  finalmente  abrazado  de 
común  con  sentimiento  el  siguiente  temperamento. 

7.  °  La  Santidad  de  nuestro  Beatísimo  Padre  Benedicto  Papa  14°,  reser- 
va á  su  privativa  lil)re  colazion,  á  sus  subcesores,  y  á  la  silla  apostólica 
perpetuamente  cinqucnta  y  dos  Beneficios  (cuyos  títulos  se  espresaran  aora 
mismo)  para  que  no  menos  Su  Santidad,  que  sus  subcesores  tengan  el  arbi- 
trio de  poder  provehér,  y  premiar  aquellos  Eclesiásticos  Españoles,  que 
por  providad,  é  ilibatez  de  costumbres,  por  insigne  literatura,  ó  por  servi- 
cios echos  a  la  Santn  Sede,  se  agan  beneméritos.  Y  la  Colación  de  estos 
52  Beneficios  deverá  ser  siempre  privativa  de  la  Santa  Sede  en  qualquicra 
mes,  y  en  qualquiera  modo  que  vaquen,  aunque  sea  por  resulta  regia;  aun- 
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que  se  encontrase  tocar  alguno  de  ellos  al  real  Patronato  de  la  Corona;  y 
aunque  fuesen  situados  en  Diócesis,  donde  algún  Cardenal  tubiese  qual  se 
sea  amplio  indulto  de  conferir;  no  debiéndose  en  manera  alguna  atender 
este  en  perjuicio  de  la  Santa  Sede.  Y  las  Bulas  de  estos  52  Beneficios  deverán 
expedirse  siempre  en  Roma,  pagando  á  la  Dataria,  y  Cancillería  apostólica 
los  devidos  emolumentos  acostumbrados,  según  los  presentes  estados;  y  todo 
esto  sin  imposición  alguna  de  pensiones,  y  sin  exacción  de  cédulas  Ban- 
carias,  como  también  se  dirá  abajo. 

8.°    Los  nombres,  pues,  de  los  52  Beneficios  son  los  siguientes: 


Barcelona  —  Priorato   antes   regular,  aora,   secular  de  la   Colegiata  de 

Santa  Ana 
Cathedral  Burgos  —  Mestrescolia 
Burgos  —  Arcedianato  de  Valenzuela 
Cathedral  Calahorra  —  Arcedianato  de  Naxera 
Calahorra  —  Thesoreria 
Cathedral  Cartaxena  —  Mestrescolia 
Cartajena  —  Symple  de  Alvacete 
Cathedral  Zaragoza  —  Arciprestazgo  de  Daroca 
Zaragoza  —  Arciprestazgo  de  Belchite 
Cathedral  Ziudad  Rodrigo  — -  Mestrescolia 
Cathedral  Santiago  —  Arcedianato  de  la  Reyna 
Santiago  —  Arcedianato  de  Sta.  Thesia 
Santiago  — -  Thesoreria 

Cathedral  Cuenca  — ■  Arcedianato  de  Alarcon 
Cuenca  —  Thesoreria 

Cathedral  Cordova  —  Arcedianato  de  Castro 
Cordova  —  Symple  de  Villalcazar 
Cordova  —  Préstamo  de  Castro  y  Espejo 
Cathedral  Tolosa  —  Sachristía 
Tolosa  —  Hospitalería 

Cathedral  Gerona  —  Arcedianato  de  Ampueda 

Cathedral  Jaén  —  Arcedianato  de  Baeza 

Jaén  —  Symple  de  Arzonilla 

Cathedral  Lérida  —  Preceptoria 

Cathedral  Sevilla  —  Arcedianato  de  Jerez 

Sevilla  —  Symple  de  la  Puebla  de  Guzman 

Sevilla  —  Préstamo  en  la  Yglesia  de  Sta.  Cruz  de  Ezixa 

Cathedral  Mallorca  —  Preceptoria 

Mallorca  —  Prepositura  Sti.  Antonij  de  S."!  Antonio  Vienn. 

Nullius  Provintiae  Toletanae  —  Symple  de  Sta.  Maria  de  Alcalá-real 

Orihuela  — -  Symple  de  Sta.  Maria  de  Elche 


En  las  Cathedrales 


Cathedrales 


í    Huesca  —  Cantoria 

Oviedo  —  Cantoria 
i    Osma  —  Mestrescolia 

Osma  —  Abadía  de  San  Bartholome 


Pamplona  —  Hospitaleria,  antes  regular,  aora  Encomienda 
Pamplona  —  preceptoria  general  del  lugar  de  Olité 


Plasencia  —  Arcedianato  de  Medellin 
Plasencia  —  Arcedianato  de  Truxillo 
Salamanca  —  Arcedianato  de  Monleon 
Siguenza  —  Thesoreria 
Siguenza  —  Abadía  de  Sta.  Coloma 
Tarragona  —  Priorato 
Tarazona  —  Thesoreria 
Toledo  —  Thesoreria 
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Toledo  —  Symple  de  Vallejas 

Tuy  —  Symple  de  San  Martin  del  Rosal 

C    Valencia  —  Sachristia  mayor 
Cathcdrales  ^    Urgel :  — Arcedianato  de  Andora 

I     Zamora  —  Arcedianato  de  Toro. 

9.  °  Para  bien  regular  después  las  colaciones,  presentaciones,  nominas, 
e  instituciones  de  los  Beneficios  que  en  lo  venidero  vacarán  en  dichos  Rey- 
nos  de  las  Españas;  se  conviene  en  primer  lugar 

que  los  Arzobispos,  Obispos,  y  Coladores  inferiores  devan  en  lo  futuro 
continuar  proveyendo  aquellos  Beneficios,  que  provehian  en  lo  pasado  siem- 
pre que  vaquen  en  sus  meses  ordinarios  de  ^larzo.  Junio,  Setiembre  y  Di- 
ciembre, aunque  se  halle  vacante  la  Sylla  apostólica;  y  se  conviene  tam- 
bién, que  los  Patronos  eclesiásticos  en  los  mismos  meses  y  en  el  propio 
modo  prosigan  presentando  los  Beneficios  de  su  Patronato;  exclusas  las 
Alternativas  de  meses  que  para  conferir  se  davan  antecedentemente  lasque 
en  lo  futuro  no  se  concederán  jamas. 

10.  °  Segundo.  Qué  las  Prevendas  de  Oficio,  que  actualmente  se  pro- 
vehén  por  oposición  y  concurso  abierto,  se  confieran  y  expidan  en  lo  futuro 
del  propio  modo  y  con  las  mismas  circunstancias  que  se  hán  practicado 
hastaqui,  sin  innovar  cosa  alguna,  como  ni  tampoco  en  orden  al  Patronato 
laical  de  particulares. 

11.  °  Tercero.  Qué  no  solo  las  Parroquias,  y  Beneficios  curados  se  con- 
fieran en  lo  futuro,  como  se  han  conferido  en  lo  pasado,  por  oposición,  y 
concurso  quando  vaquen  en  los  meses  ordinarios,  sino  también  quando  va- 
quen en  los  meses,  y  casos  de  las  reservas,  bien  que  la  presentación  perte- 
nezca ál  Rey;  deviendose  en  todos  estos  casos  presentar  ál  Ordinario  aquel 
á  quien  el  Patrono  creerá  mas  digno  entre  los  tres  que  los  Examinadores 
synodales  ayán  tenido  por  idóneos,  y  aprovado  ad  curam  animariim. 

12.  °  Quarto.  Qué  aviendose  yá  dicho  arriva,  que  deua  quedar  á  los  Patronos 
eclesiásticos  ileso  el  derecho  de  presentar  los  Beneficios  de  Sus  Patronatos 
en  los  quatro  meses  Ordinarios,  y  haviendose  acostumbrado  hasta  aora  que 
algunos  Cavildos,  Rectores,  Abades,  y  Compañías  erigidas  con  auctoridad 
eclesiástica,  recurran  a  la  Santa  Sede  para  que  sus  elecciones  sean  confir- 
madas con  Bula  apostólica,  no  se  entienda  innovada  cosa  alguna  en  este 
caso.  Antes  bien  quede  todo  en  el  pie,  enque  há  estado  hastaqui. 

13.  °  Quinto.  Salva  siempre  la  reserva  de  los  52  Beneficios  echa  á  la  libre 
Colación  de  la  Santa  Sede,  y  salvas  siempre  las  demás  declaraciones  poco 
antes  indicadas;  para  concluir  amigablemente  todo  lo  restante  de  la  gran 
controversia  sobre  el  Patronato  Universal;  Su  Santidad  acuerda  á  la  Ma- 
gestad  del  Rey  Catholico,  y  á  los  Reyes  sus  subcesores  perpetuamente  el 
derecho  Universal  de  nombrar,  y  presentar  indistintamente  en  todas  las 
Yglesias  Metropolitanas,  Cathedrales,  Colegiatas,  y  Diócesis  de  los  Reynos 
de  las  Españas,  que  actualmente  posée,  á  las  Dignidades  mayores  post  Pon- 
tificalem  y  á  las  demás  Dignidades  en  las  Cathedrales,  y  á  las  Dignidades 
principales  y  demás  en  las  Colegiatas,  á  los  canonicatos,  porciones,  preven- 
das. Abadías,  Prioratos,  Encomiendas,  Parroquias,  Personatos,  Patrimonia- 
les, Oficios,  y  Beneficios  Eclesiásticos  seculares,  y  regulares  con  cura,  et 
sine  cura  de  qualquiera  naturaleza,  que  sean  existentes  al  presente,  y  que  en 
adelante  se  fundaren  (sin  que  los  fundadores  reservasen  para  si,  y  sus  sub- 
cesores el  derecho  de  presentar)  en  los  Dominios,  y  Reynos  de  las  Españas, 
que  actualmente  posee  el  Rey  Catholico,  con  toda  la  generalidad  con  que 
se  hallan  comprehendidos  en  los  meses  apostólicos,  y  casos  de  las  reservas 
generales,  y  especiales;  y  del  mismo  modo  también  en  el  caso  de  vacar 
los  Beneficios  en  los  meses  ordinarios,  quando  se  iiallan  vacantes  las  syllas 
Arzobispales,  y  Obispales,  ó  por  qual  se  sea  otro  titulo. 

14.  °  Y  á  mayor  abundamiento  Su  Santidad  subrroga  al  Rey  Catholico, 
y  á  los  Reyes  sus  subcesores,  el  derecho,  que  por  razón  de  las  reservas 
tenia  la  Santa  Sede  de  conferir  los  Beneficios  en  los  Reynos  de  las  Españas, 
o  por  si,  ó  por  medio  de  la  Dataria,  Cancillería  apostólica.  Nuncios  de 
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España,  é  Indultarios;  dando  á  sus  Magestades  el  derecho  universal  de 
presentar  a  dichos  Beneficios  en  los  Reynos  de  las  Españas,  que  actual- 
mente posee,  con  facultad  de  usar  de  este  derecho  del  mismo  modo,  que 
usa,  y  exerce  lo  restante  del  Patronato  perteneciente  á  su  real  Corona;  no 
deviendose  en  lo  futuro  conceder  á  ningún  Nuncio  apostólico  de  España, 
ni  á  ningún  Cardenal,  u  Obispo  en  España,  indulto  de  conferir  Beneficios 
en  los  meses  apostólicos,  sin  expresa  permisión  de  Su  Magestad,  ó  de  sus 
subcesores. 

15.  °  Sexto.  Para  que  en  lo  venidero  proceda  todo  con  el  deuido  systema, 
y  se  mantenga  ilesa  la  auctoridad  de  los  Obispos  en  quanto  sea  posible;  se 
conviene,  que  todos  los  presentados,  y  nominandos  por  Su  Magestad  Ca- 
tholica,  y  sus  subcesores  á  los  Beneficios  arriba  dichos,  aunque  vaquen  por 
resulta  de  provistas  regias,  devan  recivir  indistinctamente  las  Instituciones, 
y  Colaciones  canónicas  de  sus  respectivos  Ordinarios,  sin  expedizion  alguna 
de  Bulas  apostólicas,  exceptuada  la  confirmación  de  las  elecciones  yá  arri- 
va  indicadas;  y  exceptuados  los  casos  enque  los  presentados,  ó  nominados, 
ó  por  defecto  de  edad,  ó  por  qual  se  sea  otro  impedimento  canónico  tubie- 
ren  necesidad  de  alguna  dispensa,  ó  gracia  apostólica,  ó  de  qual  se  fuere 
otra  cosa  superior  á  la  autoridad  ordinaria  de  los  Obispos;  deviendose  en 
todos  estos,  y  semejantes  casos  recurrir  siempre  en  lo  futuro  á  la  Santa 
Sede  como  se  ha  echo  en  lo  pasado  para  obtener  la  gracia,  o  dispensación, 
pagando  á  la  Dataria  y  Cancillería  apostólica  los  emolumentos  acostum- 
brados, sin  que  esta  imponga  pensiones,  ó  exija  cédulas  Bancarias,  como 
también  se  dirá  luego. 

16.  °  Séptimo.  Qué  para  el  mismo  fin  de  mantener  ilesa  la  auctoridad 
ordinaria  de  los  Obispos  se  conviene,  y  se  declara,  que  por  la  cesión,  y 
subrrogazion  de  los  referidos  derechos  de  nomina,  presentación,  y  Patro- 
nato no  se  entienda  conferida  ál  Rey  Catholico,  ni  á  sus  subcesores  alguna 
Jurisdicción  eclesiástica  sobre  las  Yglesias  comprehendidas  en  los  expre- 
sados derechos,  ni  tampoco  sobre  las  personas,  que  presentará,  ó  nombrará 
para  las  dichas  Yglesias,  y  Beneficios,  deviendo  no  menos  estas,  que  las 
otras  (en  quienes  la  Santa  Sede  conferirá  los  52  Beneficios  reservados)  que- 
dar sujetas  á  sus  respectivos  Ordinarios,  sin  que  puedan  pretender  esemp- 
cion  de  su  Jurisdicción,  salva  siempre  la  suprema  auctoridad,  que  el  Pon- 
tífice romano,  como  Pastor  de  la  Yglesia  Universal  tiene  sobre  todas  las 
Yglesias,  y  personas  eclesiásticas,  y  salvas  siempre  las  reales  prerrogativas 
que  competen  á  la  Corona  en  consequencia  de  la  regia  protección,  espe- 
cialmente sobre  las  Yglesias  del  Patronato  regio. 

17.  °  Octavo.  Haviendo  Su  Magestad  Catholica  considerado  que  por  razón 
del  Patronato  y  derechos  cedidos  á  si,  y  á  sus  subcesores,  quedando  la  Da- 
taria, y  Cancillería  apostólica  sin  las  utilidades  de  las  expediciones  y 
annatas;  seria  graue  el  incomodo  del  herario  pontificio;  se  obliga  a  hacer 
consignar  en  Roma  á  titulo  de  recompensa  por  una  sola  vez,  á  disposición 
de  Su  Santidad  un  capital  de  trescientos  y  diez  mil  Escudos  romanos,  que 
á  razón  de  un  tres  por  ciento  rendirá  anualmente  nueve  mil  y  trecientos 
Escudos  de  la  misma  moneda,  suma  en  que  se  há  regulado  el  producto  de 
todos  los  derechos  arriva  dichos. 

18.  °  Haviendo  nacido  en  los  tiempos  pasados  alguna  controversia  sobre 
algunas  provistas  echas  por  la  Santa  Sede  en  las  Cathedrales  de  Palencia  y 
Mondoñedo;  la  Magestad  del  Rey  catholico  conviene  en  que  los  provistos 
entren  en  posesión  después  de  la  ratificación  del  presente  Concordato. 
Y  aviendose  también,  con  ocasión  de  la  pretensión  del  regio  Patronato  uni- 
versal, subscitado  de  nuevo  la  antigua  controversia  de  la  imposición  de 
pensiones,  y  exacción  de  cédulas  Bancarias,  asi  como  la  Santidad  de  nues- 
tro Beatísimo  Padre  para  cortar  de  una  vez  las  quejas,  que  de  tiempo  en 
tiempo  se  subscitavan,  se  avia  manifestado  prompto,  y  resuelto  á  abolir  el 
uso  de  otras  pensiones,  y  Cédulas  Bancarias  con  el  único  disgusto  de  que 
faltando  el  producto  de  ellas,  necesitarla  contra  su  deseo  sujetar  el  herario 
pontificio  a  nuevos  devitos,  respecto  de  que  el  provento  de  estas  cédulas 
Bancarias  se  empleava  por  la  mayor  parte  en  los  salarios,  y  en  los  honora- 
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rios  de  aquellos  Ministros,  que  sirven  á  la  Santa  Sede  en  los  negocios  per- 
tenecientes al  govierno  universal  de  la  Yglesia. 

19.  °  Del  mismo  modo  la  Magestad  del  Rey  Catholico  no  menos  por  su 
heredada  devoción  acia  la  Santa  Sede,  que  por  el  afecto  particular  con  que 
mira  la  Sagrada  persona  de  su  Beatitud,  se  há  dispuesto  á  dar  por  una  sola 
vez,  un  socorro,  que  sino  en  el  todo,  á  lo  menos  alible  en  parte  el  herario 
Pontificio  de  los  gastos,  que  está  necesitado  á  hacer  para  la  manutención 
de  los  expresados  Ministros,  y  de  consequencia  se  obliga  á  hacer  consignar 
en  Roma  seiscientos  mil  Escudos  romanos,  que  ál  tres  por  ciento  producen 
anualmente  diez  y  ocho  mil  Escudos  de  la  misma  moneda;  con  que  queda 
abolido  para  lo  futuro  el  uso  de  imponer  pensiones  y  exigir  Cédulas  Ran- 
earlas, no  solo  en  el  caso  de  la  Colación  de  los  52  Beneficios  reservados  á 
la  Santa  Sede,  en  él  de  las  confirmaciones  arriva  indicadas,  en  él  de  recurso 
á  la  misma  Santa  Sede  para  obtener  alguna  dispensazion  concerniente  a  la 
Colación  de  los  Beneficios;  sino  también  en  qual  se  sea  otro  caso;  de  tal 
manera  que  en  lo  venidero  queda  extinguido  para  siempre  el  uso  de  imponer 
pensiones  y  exigir  Cédulas  Bancarias;  pero  sin  perjuicio  de  las  yá  impues- 
tas hasta  el  tiempo  presente. 

20.  °  Otro  Capitulo  de  controversia  avia  también,  no  iá  en  orden  al  de- 
recho de  la  Cámara  apostólica,  y  Nunciatura  de  España  sobre  los  Espolios 
y  frutos  de  las  Yglesias  Obispales  vacantes  en  los  Reynos  de  las  Españas; 
sino  sóbre  el  uso,  exercicio  y  dependencias  de  dicho  derecho;  de  tal  modo 
que  se  hacia  necesario  venir  sobre  esto  á  alguna  concordia,  ó  composición. 
Para  evitar  también  estas  continuas  diferencias,  la  Santidad  de  nuestro 
Beatísimo  Padre  derogando,  anulando,  y  dejando  sin  efecto  todas  las  Cons- 
tituciones apostólicas  que  ayan  precedido,  y  todas  las  concordias,  y  con- 
venciones que  se  han  echo  hasta  aora  entre  la  Reverenda  Cámara  apostó- 
lica. Obispos,  Cavildos,  y  Diócesis,  y  qual  se  sea  otra  cosa  que  aga  en  con- 
trario, aplica  desde  el  dia  de  la  ratificación  de  este  Concordato,  todos  los 
Espolios,  y  frutos  de  las  Yglesias  vacantes  exactos,  e  inexactos  á  aquellos 
usos  pios  que  prescriven  los  sagrados  cañones;  prometiendo  que  en  lo  ve- 
nidero no  acordara  por  ningún  motivo  á  qual  se  sea  persona  eclesiástica, 
aunque  sea  digna  de  especial,  ó  especialissima  mención  facultad  de  testar 
de  los  frutos  y  Espolios  de  sus  Yglesias  obispales,  bienque  fuese  para  usos 
pios,  salvas  las  yá  acordadas,  que  deveran  tener  su  efecto;  concediendo 
para  lo  futuro  a  la  Magestad  del  Rey  Catholico,  y  á  sus  subcesores  la  elec- 
ción de  ecónomos  y  Colectores  (con  tal  que  sean  personas  eclesiásticas)  con 
todas  las  facultades  oportunas,  y  necesarias  para  que  dichos  efectos,  vaxo 
de  la  real  protección  sean  por  estos  fielmente  administrados,  y  fielmente 
empleados  en  los  usos  expresados. 

21.  °  Y  Su  Magestad  en  obsequio  a  la  Santa  Sede,  se  obliga  a  hacer  depo- 
sitar en  Roma  por  una  sola  vez,  á  disposición  de  Su  Santidad  un  Capital 
de  doscientos,  treynta  y  tres  mil  trescientos  treynta  y  tres  Escudos  roma- 
nos, que  impuesto  ál  tres  por  ciento  rinde  anualmente  siete  mil  Escudos 
de  la  propia  moneda.  Y  demás  de  esto.  Su  Magestad  acuerda  que  se  asignen 
en  Madrid  á  disposición  de  Su  Santidad  sobre  el  producto  de  la  cruzada 
cinco  mil  Escudos  anuales  para  la  manutención  y  subsistencia  de  los  Nun- 
cios apostólicos.  Y  todo  esto  en  consideración  y  recompensa  del  producto 
que  pierde  el  herario  pontificio  en  la  referida  cesión  de  Espolios,  y  frutos 
de  las  Yglesias  vacantes,  y  en  la  obligación  que  hace  de  no  conceder  en  lo 
futuro  facultades  de  testar. 

22.  °  Su  Santidad  en  fee  de  Sumo  Pontífice,  y  Su  Magestad  en  palabra 
de  Rey  Catholico  premeten  mutuamente  por  si  mismos,  y  en  nombre  de 
sus  subcesores  la  íirineza  inalteralíle,  y  subsistencia  perpetua  de  todos  y 
cada  uno  de  los  artículos  i)recedentes,  queriendo  y  declarando  que  ni  la 
Santa  Sede,  ni  los  Reyes  Catholicos  hán  de  pretender  respectivamente  mas 
de  lo  que  viene  expreso,  y  comprehendido  en  los  dichos  capítulos;  y  que 
se  aya  de  tener  por  irrito,  y  de  ningún  valor  ni  efecto  quanto  contra  todos, 
ó  alguno  de  ellos  se  nga  en  qual  se  sea  tiempo. 

23.  "    Para  la  validiizion  y  observancia  de  quanto  se  há  convenido;  sera 
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firmado  este  concordato  en  la  forma  acostumbrada,  y  tendrá  todo  su  efecto, 
y  entero  cumplimiento  luego  que  se  consignarán  los  capitales  de  recom- 
pensa, que  se  hán  expresado,  y  echa,  que  sea  la  ratificación. 

En  fee  de  lo  qual  nos  los  infrascriptos  en  virtud  de  las  facultades  res- 
pectivas de  Su  Santidad  y  de  S.  M.  C.  hemos  firmado  el  presente  concordato 
y  sellado  con  nuestro  propio  sello  en  el  Palacio  apostólico  del  Quirinal  en 
el  dia  11  de  henero  del  1753.  —  El  Cardenal  Valenti,  Manuel  Ventura  Fi- 
gueroa. 


APENDICE  XVII 

CONCORDATO   ENTRE  PIO  IX  E  ISABEL  II,   REINA  DE  ESPAÑA, 

DE  1851  (1) 

En  el  nombre  de  la  Santísima  e  Individua  Trinidad 

Deseando  vivamente  Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  Pío  IX  proveer  al 
bien  de  la  religión  y  a  la  utilidad  de  la  Iglesia  de  España,  con  la  solicitud 
pastoral  con  que  atiende  a  todos  fieles  católicos,  y  con  especial  benevolen- 
cia a  la  Ínclita  y  devota  nación  española,  y  poseída  del  mismo  deseo 
S.  M.  la  Reina  Católica  doña  Isabel  II,  por  la  piedad  y  sincera  adhesión  a 
la  Sede  Apostólica  heredadas  de  sus  antecesores,  han  determinado  celebrar 
un  solemne  Concordato,  en  el  cual  se  arreglen  todos  los  negocios  eclesiás- 
ticos de  una  manera  estable  y  canónica. 

A  este  fin  Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  ha  tenido  a  bien  nombrar  por 
su  Plenipotenciario  al  Excmo.  Sr.  don  Juan  Brunelli,  Arzobispo  de  Tesaló- 
nica.  Prelado  doméstico  de  Su  Santidad,  asistente  al  solio  Pontificio,  y 
Nuncio  Apostólico  en  los  reinos  de  España  con  facultades  de  Legado  a  la- 
tere;  y  S.  M.  la  Reina  Católica  al  Excmo.  Sr.  don  Manuel  Bertrán  de  Lis, 
caballero  gran  cruz  de  la  Real  y  distinguida  orden  española  de  Carlos  III, 
de  la  de  San  Mauricio  y  San  Lázaro  de  Cerdeña,  y  de  la  Francisco  I  de 
Nápoles,  diputado  a  Cortes  y  su  ministro  de  Estado :  quienes,  después  de 
entregadas  mutuamente  sus  respectivas  plenipotencias,  y  reconocida  la 
autenticidad  de  ellas,  han  convenido  en  lo  siguiente: 

Artículo  1.  La  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana  que,  con  exclu- 
sión de  cualquier  otro  culto,  continúa  siendo  la  única  de  la  nación  espa- 
ñola, se  conservará  siempre  en  los  dominios  de  S.  M.  Católica,  con  todos 
los  derechos  y  prerrogativas  de  que  debe  gozar  según  la  ley  de  Dios  y  lo  dis- 
puesto por  los  sagrados  cánones. 

Art.  2.  En  su  consecuencia,  la  instrucción  en  las  Universidades,  cole- 
gios. Seminarios  y  escuelas  públicas  o  privadas  de  cualquiera  clase,  será 
en  todo  conforme  a  la  doctrina  de  la  misma  Religión  Católica;  y  a  este  fin 
no  se  pondrá  impedimento  alguno  a  los  Obispos  y  demás  prelados  dioce- 
sanos, encargados  por  su  ministerio  de  velar  sobre  la  pureza  de  la  doctrina 
de  la  fe  y  de  las  costumbres,  y  sobre  la  educación  religiosa  de  la  juventud, 
en  el  ejercicio  de  este  cargo,  aun  en  las  escuelas  públicas. 

Art.  3.  Tampoco  se  pondrá  impedimento  alguno  a  dichos  prelados  ni 
a  los  demás  sagrados  ministros  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ni  los  mo- 
lestará nadie  bajo  ningún  pretexto  en  cuanto  se  refiera  al  cumplimiento  de 
los  deberes  de  su  cargo;  antes  bien  cuidarán  todas  las  autoridades  del  reino 
de  guardarles  y  de  que  se  les  guarde  el  respeto  y  consideración  debidos, 
según  los  divinos  preceptos,  y  de  que  no  se  haga  cosa  alguna  que  pueda 
causarles  desdoro  o  menosprecio.  S.  M.  y  su  Real  Gobierno  dispensarán 


(1)    Mercati,  Raccolta,  I,  págs.  770-796. 
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asimismo  su  poderoso  patrocinio  y  apoyo  a  los  Obispos  en  los  casos  que  le 
pidan;  principalmente  cuando  hayan  de  oponerse  a  la  malignidad  de  los 
hombres  que  intenten  pervertir  los  ánimos  de  los  fieles,  y  corromper  sus 
costumbres,  o  cuando  hubiera  de  impedirse  la  publicación,  introducción 
o  circulación  de  libros  malos  y  nocivos. 

Art.  4.  En  todas  las  demás  cosas  que  pertenecen  al  derecho  y  ejercicio 
de  la  autoridad  eclesiástica,  y  al  ministerio  de  las  órdenes  sagradas,  los 
Obispos,  y  el  clero  dependiente  de  ellos,  gozarán  de  la  plena  libertad  que 
establecen  los  sagrados  cánones. 

Art.  5.  En  atención  a  las  poderosas  razones  de  necesidad  y  convenien- 
cia que  así  lo  persuaden,  para  la  mayor  comodidad  y  utilidad  espiritual 
de  los  fieles,  se  hará  una  nueva  división  y  circunscripción  de  diócesis  en 
toda  la  Península  e  islas  adyacentes.  Y  al  efecto  se  conservarán  las  actuales 
sillas  metropolitanas  de  Toledo,  Burgos,  Granada,  Santiago,  Sevilla,  Tarra- 
gona, Valencia  v  Zaragoza,  v  se  elevará  a  esta  clase  la  sufragánea  de  Va- 
lladolid. 

Asimismo  se  conservarán  las  diócesis  sufragáneas  de  Almería,  Astorga^ 
Avila,  Badajoz,  Barcelona,  Cádiz,  Calahorra,  Canarias,  Cartagena,  Córdoba, 
Coria,  Cuenca,  Gerona,  Guadix,  Huesca,  Jaén,  Jaca,  León,  Lérida,  Lugo, 
Málaga,  Mallorca,  Menorca,  Mondoñedo,  Orense,  Orihuela,  Osma,  Oviedo, 
Falencia,  Pamplona,  Plasencia,  Salamanca,  Santander,  Segorbe,  Segovia, 
Sigüenza,  Tarazona,  Teruel,  Tortosa,  Tuy,  Urgel,  Vich  y  Zamora. 

La  diócesis  de  Albarracín  quedará  unida  a  la  de  Teruel;  la  de  Barbas- 
tro  a  la  de  Huesca;  la  de  Ceuta  a  la  de  Cádiz;  la  de  Ciudad  Rodrigo  a  la 
de  Salamanca;  la  de  Ibiza  a  la  de  Mallorca;  la  de  Solsona  a  la  de  Vich; 
la  de  Tenerife  a  la  de  Canarias,  y  la  de  Tudela  a  la  de  Pamplona. 

Los  Prelados  de  las  sillas  a  que  se  reúnen  otras,  añadirán  al  título  de  Obis- 
pos de  la  Iglesia  que  presiden,  el  de  aquella  que  se  les  une. 

Se  erigirán  nuevas  diócesis  sufragáneas  en  Ciudad  Real,  Madrid  y 
Vitoria. 

La  silla  episcopal  de  Calahorra  y  la  Calzada  se  trasladará  a  Logroño,  la 
de  Orihuela  a  Alicante,  y  la  de  Segorbe  a  Castellón  de  la  Plana,  cuando  en 
estas  ciudades  se  halle  todo  dispuesto  al  efecto,  y  se  estime  oportuno,  oídos 
los  respectivos  Prelados  y  cabildos. 

En  los  casos  en  que  para  el  mejor  servicio  de  alguna  diócesis  sea  nece- 
sario un  Obispo  auxiliar,  se  proveerá  a  esta  necesidad  en  la  forma  canó- 
nica acostumbrada. 

De  la  misma  manera  se  establecerán  Vicarios  generales  en  los  puntos 
en  que,  con  motivo  de  la  agregación  de  diócesis  prevenida  en  este  artículo, 
o  por  otra  justa  causa,  se  creyeren  necesarios,  oyendo  a  los  respectivos 
Prelados. 

En  Ceuta  y  Tenerife  se  establecerán  desde  luego  Obispos  auxiliares. 

Art.  6.  La  distribución  de  las  diócesis  referidas,  en  cuanto  a  la  depen- 
dencia de  sus  respectivas  metropolitanas,  se  hará  como  sigue: 

Serán  sufragáneas  de  la  iglesia  metropolitana  de  Burgos  las  de  Calahorra 
o  Logroño,  León,  Osma,  Palencia,  Santander  y  Vitoria. 

De  las  de  Granada  las  de  Almería,  Cartagena  o  Murcia,  Guadix,  Jaén  y 
Málaga. 

De  la  de  Santiago  las  de  Lugo,  Mondoñedo,  Orense,  Oviedo  y  Túy. 
De  la  de  Sevilla  las  de  Badajoz,  Cádiz,  Córdoba  e  Lslas  Canarias. 
De  la  de  Tarragona  las  de  Barcelona,  Gerona,  Lérida,  Tortosa,  Urgel 
y  Vich. 

De  la  de  Toledo,  las  de  Ciudad  Real,  Coria,  Cuenca,  Madrid,  Plasencia 
y  Sigüenza. 

De  la  de  Valencia  la  de  Mallorca,  Menorca,  Orihuela  o  Alicante,  y  Segor- 
be o  Castellón  de  la  Plana. 

De  la  de  Vallndoiid  las  de  Astorga,  Avila,  Salamanca,  Segovia  y  Zamora 

De  la  de  Zaragoza  las  de  Huesca,  Jaca,  Pamplona,  Tarazona  y  Teruel. 

Art.  7.  Los  nuevos  limites  y  demarcación  particular  de  las  menciona- 
das diócesis  se  determinarán  con  la  posible  brevedad  y  del  modo  debido. 


CONCORDATO  DE  1851 


589 


servatis  servandis,  por  la  Santa  Sede;  a  cuyo  efecto  delegará  en  el  Nuncio 
Apostólico  en  estos  reinos  las  facultades  necesarias  para  llevar  a  cabo  la 
expresada  demarcación,  entendiéndose  para  ello,  collatis  consiliis,  con  el 
Gobierno  de  S.  M. 

Art.  8.  Todos  los  RR.  Obispos  y  sus  iglesias  reconocerán  la  dependen- 
cia canónica  de  los  respectivos  metropolitanos,  y  en  su  virtud  cesarán  las 
exenciones  de  los  obispados  de  León  y  Oviedo. 

Art.  9.  Siendo  por  una  parte  necesario  y  urgente  acudir  con  el  opor- 
tuno remedio  a  los  graves  inconvenientes  que  produce  en  la  administración 
eclesiástica  el  territorio  diseminado  de  las  cuatro  órdenes  militares  de 
Santiago,  Calatrava,  Alcántara  y  Montesa,  y  debiendo  por  otra  parte  con- 
servarse cuidadosamente  los  gloriosos  recuerdos  de  una  institución  que 
tantos  servicios  ha  hecho  a  la  Iglesia  y  al  Estado,  y  a  las  prerrogativas 
de  los  Reyes  de  España,  como  Grandes  Maestres  de  las  expresadas  órdenes 
por  concesión  apostólica,  se  designará  en  la  nueva  demarcación  eclesiás- 
tica un  determinado  número  de  pueblos  que  formen  coto  redondo,  para  que 
ejerza  en  él,  como  hasta  aquí,  el  Gran  Maestre  la  jurisdicción  eclesiástica, 
con  entero  arreglo  a  la  expresada  concesión  y  Bulas  pontificias. 

El  nuevo  territorio  se  titulará  Priorato  de  las  órdenes  militares,  y  el 
Prior  tendrá  el  carácter  episcopal  con  titulo  de  iglesia  in  partibus. 

Los  pueblos  que  actualmente  pertenecen  a  dichas  órdenes  militares, 
y  no  se  incluyan  en  su  nuevo  territorio,  se  incorporarán  a  las  diócesis  res- 
pectivas. 

Art.  10.  Los  M.  RR.  Arzobispos  y  los  RR,  Obispos  extenderán  el  ejercicio 
de  su  autoridad  y  jurisdicción  ordinaria  a  todo  el  territorio  que  en  la  nueva 
circunscripción  quede  comprendido  en  sus  respectivas  diócesis;  y  por 
consiguiente,  los  que  hasta  ahora  por  cualquier  titulo  la  ejercían  en  dis- 
tritos enclavados  en  otras  diócesis,  cesarán  en  ella. 

Art.  11.  Cesarán  también  todas  las  jurisdicciones  privilegiadas  y  exen- 
tas, cualesquiera  que  sean  su  clase  y  denominación,  incluso  la  de  San  Juan 
de  Jerusalén.  Sus  actuales  territorios  se  reunirán  a  las  respectivas  dió- 
cesis en  la  nueva  demarcación  que  se  hará  de  ellas  según  el  art.  7.^  salvas 
las  exenciones  siguientes: 

1.  *    La  de  Pro-Capellán  mayor  de  S.  M. 

2.  ^    La  Castrense. 

3.  ^  La  de  las  cuatro  órdenes  militares  de  Santiago,  Calatrava,  Alcán- 
tara y  Montesa,  en  los  términos  prefijados  en  el  art.  9.°  de  este  Concordato. 

4.  *    La  de  los  Prelados  regulares. 

5.  ^  La  del  Nuncio  apostólico,  pro  tempore,  en  la  iglesia  y  hospital  de 
italianos  de  esta  Corte. 

Se  conservarán  también  las  facultades  especiales  que  corresponden  a 
la  Comisaría  general  de  Cruzada  en  cosas  de  su  cargo,  en  virtud  del  Breve 
de  delegación  y  otras  disposiciones  apostólicas. 

Art.  12.  Se  suprime  la  Colecturía  general  de  Espolios,  Vacantes  y  Anua- 
lidades, quedando  por  ahora  unida  a  la  Comisaría  general  de  Cruzada  la 
comisión  para  administrar  los  efectos  vacantes,  recaudar  los  atrasos,  y  sus- 
tanciar y  terminar  los  negocios  pendientes. 

Queda  asimismo  suprimido  el  Tribunal  Apostólico  y  Real  de  la  Gracia 
del  Excusado. 

Art.  13.  El  Cabildo  de  las  iglesias  catedrales  se  compondrá  del  Deán, 
que  será  siempre  la  primera  silla  post  pontificalem;  de  cuatro  dignidades, 
a  saber:  la  de  Arcipreste,  la  de  Arcediano,  la  de  Chantre  y  la  de  Maestres- 
cuela, y  además  de  la  de  Tesorero  en  las  iglesias  metropolitanas;  de  cuatro 
canónigos  de  oficio,  a  saber:  el  Magistral,  el  Doctoral,  el  Lectoral  y  el  Pe- 
nitenciario; y  del  número  de  canónigos  de  gracia  que  se  expresan  en  el 
artículo  17. 

Habrá  además  en  la  iglesia  de  Toledo  otras  dos  dignidades,  con  los  títu- 
los respectivos  de  Capellán  mayor  de  Reyes  y  Capellán  mayor  de  IMuzára- 
bes;  en  ]a  de  Sevilla  la  dignidad  de  Capellán  mayor  de  San  Fernando;  en 
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la  de  Granada  la  de  Capellán  mayor  de  los  Reyes  Católicos;  y  en  la  Oviedo 
la  de  Abad  de  Covadonga. 

Todos  los  individuos  del  Cabildo  tendrán  en  él  igual  voz  y  voto. 

Art.  14.  Los  Prelados  podrán  convocar  el  Cabildo  y  presidirle  cuando 
lo  crean  conveniente;  del  mismo  modo  podrán  presidir  los  ejercicios  de 
oposición  a  prebendas. 

En  estos  y  en  otros  cualesquiera  otros  actos,  los  Prelados  tendrán  siem- 
pre el  asiento  preferente,  sin  que  obste  ningún  privilegio  ni  costumbre  en 
contrario;  y  se  les  tributarán  todos  los  homenajes  de  consideración  y  res- 
peto que  se  deben  a  su  sagrado  carácter,  y  a  su  cualidad  de  cabeza  de  su 
Iglesia  y  Cabildo. 

Cuando  presidan,  tendrán  voz  y  voto  en  todos  los  asuntos  que  no  les 
sean  directamente  personales,  y  su  voto  además  será  decisivo  en  caso  de 
empate. 

En  toda  elección  o  nombramiento  de  personas  que  corresponda  al  Ca- 
bildo, tendrá  el  Prelado  tres,  cuatro  o  cinco  votos,  según  que  el  número  de 
los  capitulares  sea  de  dieciséis,  veinte,  o  mayor  de  veinte.  En  estos  casos, 
cuando  el  Prelado  no  asista  al  Cabildo,  pasará  una  comisión  de  él  a  recibir 
sus  votos. 

Cuando  el  Prelado  no  presida  el  Cabildo,  lo  presidirá  el  Deán. 

Art.  15.  Siendo  los  Cabildos  catedrales  el  senado  y  consejo  de  los 
M.  RR.  Arzobispos  y  RR.  Obispos,  serán  consultados  por  éstos  para  oir  su 
dictamen  o  para  obtener  su  consentimiento,  en  los  términos  en  que,  aten- 
dida la  variedad  de  los  negocios  y  de  los  casos,  está  prevenido  por  el  dere- 
cho canónico,  y  especialmente  por  el  sagrado  Concilio  de  Trento.  Cesará 
por  consiguiente  desde  luego  toda  inmunidad,  exención,  privilegio,  uso  o 
abuso  que  de  cualquier  modo  se  haya  introducido  en  las  diferentes  iglesias 
de  España  en  favor  de  los  mismos  Cabildos,  con  perjuicio  de  la  autoridad 
ordinaria  de  los  Prelados. 

Art.  16.  Además  de  las  Dignidades  y  Canónigos  que  componen  exclu- 
sivamente el  Cabildo,  habrá  en  las  iglesias  catedrales  Beneficiados  o  Cape- 
llanes asistentes,  con  el  correspondiente  número  de  otros  ministros  y  de- 
pendientes. 

Así  las  Dignidades  y  Canónigos  como  los  Beneficiados  o  Capellanes, 
aunque  para  el  mejor  servicio  de  las  respectivas  Catedrales  se  hallen  divi- 
didos en  Presbiterales,  Diaconales  y  Subdiaconales,  deberán  ser  todos  Pres- 
bíteros, según  lo  dispuesto  por  Su  Santidad;  y  los  que  no  lo  fueren  al 
tomar  posesión  de  sus  beneficios,  deberán  serlo  precisamente  dentro  del 
año,  bajo  las  penas  canónicas. 

Art.  17.  El  número  de  Capitulares  y  Beneficiados  en  las  iglesias  metro- 
politanas será  el  siguiente: 

Las  iglesias  de  Toledo,  Sevilla  y  Zaragoza  tendrán  veintiocho  capitula- 
res; y  veinticuatro  Beneficiados  la  de  Toledo,  veintidós  la  de  Sevilla  y 
veintiocho  la  de  Zaragoza. 

Las  de  Tarragona,  Valencia  y  Santiago,  veintiséis  Capitulares  y  veinte 
Beneficiados;  y  las  de  Burgos,  Granada  y  Valladolid,  veinticuatro  Capitu- 
lares y  veinte  Beneficiados. 

Las  iglesias  sufragáneas  tendrán  respectivamente  el  número  de  Capitu- 
lares y  Beneficiados  que  se  expresa  a  continuación: 

Las  de  Barcelona,  Cádiz,  Córdoba,  León,  Málaga  y  Oviedo  tendrán  vein- 
te Capitulares  y  dieciséis  Beneficiados.  Las  de  Badajoz,  Calahorra,  Cartagena, 
(Cuenca,  Jaén,  Lugo,  Palencia,  Pamplona,  Salamanca  y  Santander,  dieciocho 
Capitulares  y  catorce  Beneficiados.  Las  de  Almería,  Astorga,  Avila,  Canarias, 
Ciudad  Real,  Coria,  (ierona,  Guadix,  Huesca,  Jaca,  Lérida,  Mallorca,  Mon- 
doñedo,  Orense,  Orihuela,  Osma,  Plasencia,  Segorbe,  Segovia,  Sigüenza,  Ta- 
razona,  Teruel,  Tortosa,  Túy,  Urgel,  Vich,  Vitoria  y  Zamora,  dieciséis  Ca- 
pitulares y  doce  Beneficiados. 

La  de  Madrid  tendrá  veinte  Capitulares  y  veinte  Beneficiados;  la  de 
Menorca  doce  (Capitulares  y  diez  Beneficiados. 

Art.  18.    i:n  subrogación  de  los  cincuenta  y  dos  beneficios  expresados 
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en  el  Concordato  de  1753,  se  reservan  a  la  libre  provisión  de  Su  Santidad, 
la  Dignidad  de  Chantre  en  todas  las  iglesias  metropolitanas,  y  en  las  su- 
fragáneas de  Astorga,  Avila,  Badajoz,  Barcelona,  Cádiz,  Ciudad  Real,  Cuen- 
ca, Guadix,  Huesca,  Jaén,  Lugo,  Málaga,  Mondoñedo,  Orihuela,  Oviedo,  Pla- 
sencia,  Salamanca,  Santander,  Sigüenza,  Túy,  Vitoria  y  Zamora;  y  en  las 
demás  sufragáneas  una  canonjía  de  las  de  gracia,  que  quedará  determinada 
por  la  primera  provisión  que  haga  Su  Santidad.  Estos  beneficios  se  confe- 
rirán con  arreglo  al  mismo  Concordato. 

La  dignidad  de  Deán  se  proveerá  siempre  por  S.  M.  en  todas  las  iglesias 
y  en  cualquier  tiempo  y  forma  que  vaquen.  Las  Canonjías  de  oficio  se  pro- 
veerán previa  oposición,  por  los  Prelados  y  Cabildos.  Las  demás  dignidades 
y  canonjías  se  proveerán  en  rigurosa  alternativa,  por  S.  M.  y  los  respec- 
tivos Arzobispos  y  Obispos.  Los  Beneficiados  o  Capellanes  asistentes  se  nom- 
brarán alternativamente  por  S.  M.,  y  los  Prelados  y  Cabildos. 

Las  prebendas,  canonjías  y  beneficios  expresados,  que  resulten  vacan- 
tes por  resigna  o  por  promoción  del  poseedor  a  otro  beneficio,  no  siendo 
de  los  reservados  a  Su  Santidad,  serán  siempre  y  en  todos  casos  provistos 
por  S.  M. 

Asimismo  lo  serán  los  que  vaquen  sede  vacante,  o  los  que  hayan  dejado 
sin  proveer  los  Prelados  a  quienes  corresponda  proveerlos,  al  tiempo  de 
su  muerte,  traslación  o  renuncia. 

Corresponderá  asimismo  a  S.  M.  la  primera  provisión  de  las  dignida- 
des, canonjías  o  capellanías  de  las  nuevas  Catedrales,  y  de  las  que  se  aumen- 
ten en  la  nueva  metropolitana  de  Valladolid,  a  excepción  de  las  reservadas 
a  Su  Santidad,  y  de  las  canonjías  de  oficio,  que  se  proveerán  como  de 
ordinario. 

En  todo  caso,  los  nombrados  para  los  expresados  beneficios,  deberán 
recibir  la  institución  y  colación  canónicas  de  sus  respectivos  Ordinarios. 

Art.  19.  En  atención  a  que,  tanto  por  efecto  de  las  pasadas  vicisitudes, 
como  por  razón  de  las  disposiciones  del  presente  Concordato,  han  variado 
notablemente  las  circunstancias  del  clero  español.  Su  Santidad  por  su 
parte,  S.  M.  la  Reina  por  la  suya,  convienen  en  que  no  se  conferirá  nin- 
guna dignidad,  canonjía  o  beneficio  de  los  que  exigen  personal  residencia, 
a  los  que  por  razón  de  cualquier  otro  cargo  o  comisión  estén  obligados  a 
residir  continuamente  en  otra  parte.  Tampoco  se  conferirá  a  los  que  estén 
en  posesión  de  algún  beneficio  de  la  clase  indicada,  ninguno  de  aquellos 
cargos  o  comisiones,  a  no  ser  que  renuncien  uno  de  dichos  cargos  o  bene- 
ficios, los  cuales  se  declaran  por  consecuencia  de  todo  punto  incompa- 
tibles. 

En  la  capilla  Real,  sin  embargo,  podrá  haber  hasta  seis  prebendados  en 
las  iglesias  catedrales  de  la  Península;  pero  en  ningún  caso  podrán  ser 
nombrados  los  que  ocupan  la  primera  silla,  los  canónigos  de  oficio,  los 
que  tienen  cura  de  almas,  ni  dos  de  una  misma  iglesia. 

Respecto  de  los  que  en  la  actualidad,  y  en  virtud  de  indultos  especiales 
o  generales,  se  hallen  en  posesión  de  dos  o  más  de  estos  beneficios,  cargos 
o  comisiones,  se  tomarán  desde  luego  las  disposiciones  necesarias  para 
arreglar  su  situación  a  lo  prevenido  en  el  presente  artículo,  según  las  ne- 
cesidades de  la  Iglesia  y  la  variedad  de  los  casos. 

Art.  20.  En  sede  vacante,  el  Cabildo  de  la  iglesia  metropolitana  o  su- 
fragánea, en  el  término  marcado  y  con  arreglo  a  lo  que  previene  el  sagrado 
Concilio  de  Trento,  nombrará  un  solo  Vicario  capitular,  en  cuya  persona 
se  refundirá  toda  la  potestad  ordinaria  del  Cabildo,  sin  reserva  o  limita- 
ción alguna  por  parte  de  él,  y  sin  que  pueda  revocar  el  nombramiento  una 
vez  hecho,  ni  hacer  otro  nuevo;  quedando  por  consiguiente  enteramente 
abolido  todo  privilegio,  uso  o  costumbre  de  administrar  en  cuerpo,  de  nom- 
brar más  de  un  Vicario,  o  cualquiera  otro,  que  bajo  cualquier  concepto  sea 
contrario  a  lo  dispuesto  por  los  sagrados  cánones. 

Art.  21.    Además  de  la  capilla  del  Real  Palacio,  se  conservarán: 

1.°  La  de  Reyes  y  la  Muzárabe  de  Toledo,  y  las  de  San  Fernando  de 
Sevilla  y  de  los  Reyes  Católicos  de  Granada. 
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2.  °  Las  Colegiatas  sitas  en  capitales  de  provincia  donde  no  exista  silla 
episcopal. 

3.  °  Las  de  patronato  particular,  cuyos  patronos  aseguren  el  exceso  de 
gasto  que  ocasionará  la  Colegiata  sobre  el  de  la  iglesia  parroquial. 

4.  °  Las  Colegiatas  de  Covadonga,  Roncesvalles,  San  Lsidro  de  León, 
Sacro  Monte  de  Granada,  San  Ildefonso,  Alcalá  de  Henares  y  Jerez  de  la 
Frontera. 

5.  "  Las  Catedrales  de  las  sillas  episcopales  que  se  agreguen  a  otras  en 
virtud  de  las  disposiciones  del  presente  Concordato,  se  conservarán  como 
Colegiatas. 

Todas  las  demás  Colegiatas,  cualquiera  que  sea  su  origen,  antigüedad 
y  fundación,  quedarán  reducidas,  cuando  las  circunstancias  locales  no  lo 
impidan,  a  iglesias  parroquiales,  con  el  número  de  beneficiados  que  además 
del  Párroco  se  contemplen  necesarios,  tanto  para  el  servicio  parroquial 
como  para  el  decoro  del  culto. 

La  conservación  de  Jas  capillas  y  Colegiatas  expresadas  deberá  enten- 
derse siempre  con  sujeción  al  Prelado  de  la  diócesis  a  que  pertenezcan,  y 
con  derogación  de  toda  exención  y  jurisdicción,  veré  o  qiiasi  niiUiiis,  que 
limite  en  lo  más  minimo  la  nativa  del  Ordinario. 

Las  iglesias  Colegiatas  serán  siempre  parroquiales,  y  se  distinguirán 
con  el  nombre  de  Parroquia  mayor  si  en  el  pueblo  hubiese  otra  u  otras. 

Art.  22.  El  Cabildo  de  las  Colegiatas  se  compondrá  de  un  Abad,  presi- 
dente, que  tendrá  aneja  la  cura  de  almas,  sin  más  autoridad  o  jurisdicción 
que  la  directiva  y  económica  de  su  iglesia  y  Cabildo;  de  dos  canónigos 
de  oficio,  con  los  títulos  de  Magistral  y  Doctoral;  y  de  ocho  canónigos  de 
gracia.  Habrá  además  seis  Beneficiados  o  capellanes  asistentes. 

Art.  23.  Las  reglas  establecidas  en  los  artículos  anteriores,  así  para  la 
provisión  de  las  Prebendas  y  Beneficios  o  capellanías  de  las  iglesias  Cate- 
drales, como  para  el  régimen  de  sus  Cabildos,  se  observarán  puntualmente 
en  todas  sus  partes  respecto  de  las  iglesias  Colegiatas. 

Art.  24.  A  fin  de  que  en  todos  los  pueblos  del  reino  se  atienda  con  el 
esmero  debido  al  culto  religioso  y  a  todas  las  necesidades  del  pasto  espiri- 
tual, los  ]\I.  RR.  Arzobispos  y  los  RR.  Obispos  procederán  desde  luego  a 
firmar  un  nuevo  arreglo  y  demarcación  parroquial  de  sus  respectivas  dió- 
cesis, teniendo  en  cuenta  la  extensión  y  naturaleza  del  territorio  y  de  la 
población,  y  las  demás  circunstancias  locales,  oyendo  a  los  Cabildos  cate- 
drales, a  Jos  respectivos  Arciprestes,  y  a  los  Fiscales  de  Tribunales  ecle- 
siásticos, y  tomando  por  su  parte  todas  las  disposiciones  necesarias  a  fin 
de  que  pueda  darse  por  concluido  y  ponerse  en  ejecución  el  precitado 
arréalo,  previo  el  acuerdo  del  Gobierno  de  S.  M.,  en  el  menor  término 
posible. 

Art.  25.  Ningún  Cabildo  ni  corporación  eclesiástica  podrá  tener  aneja 
la  cura  de  almas;  y  los  curatos  y  vicarías  perpetuas  que  antes  estaban  uni- 
das pleno  jure,  a  alguna  corporación,  quedarán  en  todo  sujetos  al  derecho 
común.  Los  coadjutores  y  dependientes  de  las  parroquias,  y  todos  los  ecle- 
siásticos destinados  al  servicio  de  ermitas,  santuarios,  oratorios,  capillas 
públicas  o  iglesias  no  parroquiales,  dependerán  del  cura  propio  de  su 
respectivo  territorio,  y  estarán  subordinados  a  él  en  todo  lo  tocante  al  culto 
y  funciones  religiosas. 

Art.  2().  Todos  los  curatos,  sin  diferencia  de  pueblos,  de  clases  ni  del 
tiempo  en  que  vaquen,  se  proveerán  en  concurso  abierto  con  arreglo  a  lo 
dispuesto  por  el  santo  Concilio  de  Trento,  formando  los  Ordinarios  ternas 
de  los  opositores  aprobados,  y  dirigiéndolas  a  S.  M.  para  que  nombre  entre 
los  propuestos.  Cesará  por  consiguiente  el  privilegio  de  patrimonialidad, 
y  la  exclusiva  o  preferencia  que  en  algunas  partes  tenían  los  patrimoniales 
para  la  obtención  de  curatos  y  otros  beneficios. 

Los  curatos  de  i)atronato  eclesiástico  se  proveerán  nombrando  el  pa- 
trono entre  los  de  la  terna  que  del  modo  ya  dicho  formen  los  prelados;  y 
los  de  patronato  laical  nombrando  el  patrono  entre  aquellos  que  acrediten 
haber  sido  aprobados  en  concurso  abierto  en  la  diócesis  respectiva;  seña- 
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lándose  a  los  que  no  se  hallen  en  este  caso  el  término  de  cuatro  meses  para 
que  hagan  constar  haber  sido  aprobados  sus  ejercicios  hechos  en  la  forma 
indicada;  salvo  siempre  el  derecho  del  Ordinario  de  examinar  al  presen- 
tado por  el  patrono,  si  lo  estima  conveniente. 

Los  coadjutores  de  las  parroquias  serán  nombrados  por  los  Ordinarios, 
previo  examen  sinodal. 

Art.  27.  Se  dictarán  las  medidas  convenientes  para  conseguir  en  cuanto 
sea  posible,  que  por  el  nuevo  arreglo  eclesiástico  no  queden  lastimados  los 
derechos  de  los  actuales  poseedores  de  cualesquiera  prebendas,  beneficios 
o  cargos  que  hubieran  de  suprimirse  a  consecuencia  de  lo  que  él  se  de- 
termina. 

Art.  28.  El  Gobierno  de  S.  M.  Católica,  sin  perjuicio  de  establecer  opor- 
tunamente, previo  acuerdo  con  la  Santa  Sede,  y  tan  pronto  como  las  cir- 
cunstancias lo  permitan.  Seminarios  generales,  en  que  se  dé  la  extensión 
conveniente  a  los  estudios  eclesiásticos,  adoptará  por  su  parte  las  dispo- 
siciones oportunas  para  que  se  creen  sin  demora  Seminarios  conciliares 
en  las  diócesis  donde  no  se  hallen  establecidos,  a  fin  de  que  en  lo  sucesivo 
no  haya  en  los  dominios  españoles  iglesia  alguna  que  no  tenga  al  menos 
un  Seminario  suficiente  para  la  instrucción  del  clero. 

Serán  admitidos  en  los  Seminarios,  y  educados  e  instruidos  del  modo  que 
establece  el  sagrado  Concilio  de  Trento,  los  jóvenes  que  los  Arzobispos  y 
Obispos  juzguen  conveniente  recibir,  según  la  necesidad  o  utilidad  de  las 
diócesis;  y  en  todo  lo  que  pertenece  al  arreglo  de  los  Seminarios,  y  a  la 
enseñanza  y  a  la  administración  de  sus  bienes,  se  observarán  los  decretos 
del  mismo  Concilio  de  Trento. 

Si  de  resultas  de  la  nueva  circunscripción  de  diócesis  quedasen  en  al- 
gunas dos  Seminarios,  uno  en  la  capital  actual  del  obispado  y  otro  en  la  del 
que  se  le  ha  de  unir,  se  conservarán  ambos,  múentras  el  Gobierno  y  los  Pre- 
lados de  común  acuerdo  los  consideren  útiles. 

Art.  29.  A  fin  de  que  en  toda  la  Península  haya  el  número  suficiente 
de  ministros  y  operarios  evangélicos,  de  quienes  puedan  valerse  los  Pre- 
lados para  hacer  misiones  en  los  pueblos  de  su  diócesis,  auxiliar  a  los  pá- 
rrocos, asistir  a  los  enfermos,  y  para  obras  de  caridad  y  utilidad  pública, 
el  Gobierno  de  S.  M.,  que  se  propone  mejorar  oportunamente  los  Colegios 
de  misiones  para  Ultramar,  tomará  desde  luego  las  disposiciones  conve- 
nientes para  que  se  establezcan  donde  sea  necesario,  oyendo  previamente 
a  los  Prelados  diocesanos,  casas  y  congregaciones  religiosas  de  San  Vicente 
de  Paúl,  San  Felipe  Neri  y  otra  Orden  de  las  aprobadas  por  la  Santa  Sede, 
las  cuales  servirán  al  propio  tiempo  de  lugares  de  retiro  para  los  eclesiás- 
ticos, para  hacer  ejercicios  espirituales,  y  para  otros  usos  piadosos. 

Art.  30.  Para  que  haya  también  casas  religiosas  de  mujeres  en  las  cua- 
les puedan  seguir  su  vocación  las  que  sean  llamadas  a  la  vida  contempla- 
tiva y  a  la  activa  üe  la  asistencia  de  los  enfermos,  enseñanza  de  niñas,  y 
otras  obras  y  ocupaciones  tan  piadosas  como  útiles  a  los  pueblos,  se  con- 
servará el  Instituto  de  las  Hijas  de  la  Caridad  bajo  la  dirección  de  los  clé- 
rigos de  San  Vicente  de  Paúl,  procurando  el  Gobierno  su  fomento. 

También  se  conservarán  las  casas  religiosas  que  a  la  vida  contemplativa 
reúnen  la  educación  y  enseñanza  de  niñas  u  obras  de  caridad. 

Respecto  a  las  demás  Ordenes,  los  Prelados  ordinarios,  atendidas  todas 
las  circunstancias  de  sus  respectivas  diócesis,  propondrán  las  casas  de  re- 
ligiosas en  que  convenga  la  admisión  y  profesión  de  novicias,  y  los  ejerci- 
cios de  enseñanza  o  de  caridad  que  sea  conveniente  establecer  en  ellas. 

Xo  se  procederá  a  la  profesión  de  ninguna  religiosa  sin  que  se  asegure 
antes  su  subsistencia  en  debida  forma. 

Art.  31.  La  dotación  del  M.  R.  Arzobispo  de  Toledo  será  de  160.000  rea- 
les anuales. 

La  de  los  de  Sevilla  y  Valencia  de  150.000. 

La  de  los  de  Granada  y  Santiago  de  140.000. 

Y  la  de  los  de  Burgos,  Tarragona,  Valladolid  y  Zaragoza  de  130.000. 
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La  dotación  de  los  RR.  Obispos  de  Barcelona  y  Madrid  será  de  110.000. 

La  de  los  de  Cádiz,  Cartagena,  Córdoba  y  Málaga  de  100.000. 

La  de  los  de  Almería,  Avila,  Badajoz,  Canarias,  Cuenca,  Gerona,  Huesca. 
Jaén,  León,  Lérida,  Lugo,  Mallorca.  Orense,  Oviedo,  Falencia,  Pamplona. 
Salamanca,  Santander.  Segovia,  Teruel  y  Zamora  de  90.000. 

La  de  los  de  Astorga,  Calahorra,  Ciudad  Real.  Coria,  Guadix,  Jaca.  Me- 
norca, Mondoñedo.  Orihuela,  Osma.  Plasencia,  Segorbe,  Sigüenza.  Tarazona. 
Tortosa,  Túy,  Urgel,  Vich  y  Vitoria  de  80.000. 

La  del  Patriarca  de  las  Indias,  no  siendo  Arzobispo  u  Obispo  propio, 
de  150.000,  deduciéndose  en  su  caso  de  esta  cantidad  cualquiera  otra  que 
por  via  de  pensión  eclesiástica  o  en  otro  concepto  percibiese  del  Estado. 

Los  Prelados  que  sean  Cardenales,  disfrutarán  de  20.000  reales  sobre 
su  dotación. 

Los  Obispos  auxiliares  de  Ceuta  y  Tenerife,  y  el  Prior  de  las  órdenes, 
tendrán  40.000  reales  anuales. 

Estas  dotaciones  no  sufrirán  descuento  alguno,  ni  por  razón  del  coste 
de  las  bulas,  que  sufragará  el  Gobierno,  ni  por  los  demás  gastos  que  por 
éstas  puedan  ocurrir  en  España. 

Además  los  Arzobispos  y  Obispos  conservarán  sus  palacios,  y  los  jardi- 
nes, huertas  o  casas  que  en  cualquiera  parte  de  la  diócesis  hayan  estado 
destinadas  para  su  uso  y  recreo,  y  no  hubiesen  sido  enajenadas. 

Queda  derogada  la  actual  legislación  relativa  a  Espolios  de  los  Arzobis- 
pos y  Obispos:  y  en  su  consecuencia,  podrán  disponer  libremente,  según 
les  dicte  su  conciencia,  de  lo  que  dejaron  al  tiempo  de  su  fallecimiento, 
sucediéndoles  ab  intestato  los  herederos  legítimos  con  la  misma  obligación 
de  conciencia:  exceptúanse  en  uno  y  otro  caso  los  ornamentos  y  pontifi- 
cales, que  se  considerarán  como  propiedad  de  la  mitra,  y  pasarán  a  sus 
sucesores  en  ella. 

Art.  32.  La  primera  silla  de  la  iglesia  Catedral  de  Toledo  tendrá  de 
dotación  24.000  reales,  las  de  las  demás  iglesias  metropolitanas  20.000. 
las  de  las  iglesias  sufragáneas  LS.OOO  y  las  de  las  Colegiatas  15.000. 

Los  dignidades  y  canónigos  de  oficio  de  las  iglesias  metropolitanas  ten- 
drán 16.000  reales,  los  de  las  sufragáneas  14.000,  v  los  canónigos  de  oficio 
de  las  Colegiatas  8.000. 

Los  demás  canónigos  tendrán  14.400  reales  en  las  iglesias  metropolitanas. 
12.000  en  las  sufragáneas  y  6.600  en  las  Colegiatas. 

Los  beneficiados  o  caoellanes  asistentes  de  las  iglesias  metropolitanas 
tendrán  8.000  reales;  6.000  los  de  las  sufragáneas,  y  3.000  los  de  las  Co- 
legiatas. 

Art.  33.  La  dotación  de  los  curas  en  las  parroquias  urbanas  será  de 
3.000  a  10.000  reales;  en  las  parroquias  rurales  el  mínimum  de  la  dotación 
será  de  2.200. 

Los  coadjutores  y  ecónomos  tendrán  de  2.000  a  4.000. 

Además  los  curas  propios,  y  en  su  caso  los  coadjutores,  disfrutarán  las 
casas  destinadas  a  su  habitación,  y  los  huertos  o  heredades  que  no  se  hayan 
enajenado,  y  que  son  conocidos  con  la  denominación  de  iglesiarios,  man- 
sos u  otras. 

También  disfrutarán  los  curas  propios  y  sus  coadjutores  la  parte  que 
les  corresponda  en  los  derechos  de  la  estola  y  pie  de  altar. 

Art.  34.  Para  sufragar  los  gastos  del  culto,  tendrán  las  iglesias  metro- 
politanas anualmente  de  00  a  140.000  reales;  las  sufragáneas  de  70  a  90.000, 
y  las  Colegiatas  de  20  a  30.000. 

Para  los  gastos  de  administración  y  extraordinarios  de  visita,  tendrán 
de  20  a  30.000  reales,  los  metropolitanos,  y  de  16  a  20.000  los  sufragáneos. 

Para  los  gastos  del  culto  parroquial  se  asignará  a  las  iglesias  respec- 
tivas una  cantidad  anual,  que  no  bajará  de  1.000  reales,  además  de  los 
emolumentos  eventuales,  y  fie  los  derechos  que  por  ciertas  funciones  estén 
fijados  o  se  fijaren  para  este  objeto  en  los  aranceles  de  las  respectivas 
diócesis. 
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Art.  35.  Los  Seminarios  conciliares  tendrán  de  90  a  120.000  reales  anua- 
les, según  sus  circunstancias  y  necesidades. 

El  Gobierno  de  S.  M.  proveerá  por  los  medios  más  conducentes  a  la  sub- 
sistencia de  las  casas  v  Congregaciones  religiosas  de  que  habla  el  ar- 
tículo 29. 

En  cuanto  al  mantenimiento  de  las  comunidades  de  religiosas  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  el  articulo  30. 

Se  devolverán  desde  luego  y  sin  demora  a  las  mismas,  y  en  su  represen- 
tación a  los  Prelados  diocesanos  en  cuyos  territorios  se  hallen  los  con- 
ventos o  se  hallaban  antes  de  las  últimas  vicisitudes,  los  bienes  de  su  per- 
tenencia que  están  en  poder  del  Gobierno  y  que  no  han  sido  enajenados. 
Pero  teniendo  Su  Santidad  en  consideración  el  estado  actual  de  estos  bie- 
nes y  otras  particulares  circunstancias,  a  fin  de  que  con  su  producto  pueda 
atenderse  con  más  igualdad  a  los  gastos  del  culto  y  otros  generales,  dis- 
pone que  los  Prelados,  en  nombre  de  las  comunidades  religiosas  propieta- 
rias, procedan  inmediatamente  y  sin  demora  a  la  venta  de  los  expresados 
bienes  por  medio  de  subastas  públicas,  hechas  en  la  forma  canónica  y  con 
intervención  de  persona  nombrada  por  el  Gobierno  de  S.  M.  El  producto 
de  estas  ventas  se  convertirá  en  inscripciones  intransferibles  de  la  deuda 
del  Estado  del  3  por  100,  cuyo  capital  e  intereses  se  distribuirán  entre 
todos  los  referidos  conventos  en  proporción  de  sus  necesidades  y  circuns- 
tancias, para  atender  a  los  gastos  indicados  y  al  pago  de  las  pensiones  de 
las  religiosas  que  tengan  derecho  a  percibirlas;  sin  perjuicio  de  que  el 
Gobierno  supla  como  hasta  aqui  lo  que  fuere  necesario  para  el  completo 
pago  de  dichas  pensiones,  hasta  el  fallecimiento  de  las  pensionadas. 

Art.  36.  Las  dotaciones  asignadas  en  los  artículos  anteriores  para  los 
gastos  del  culto  y  clero,  se  entenderán  sin  perjuicio  del  aumento  que  se 
pueda  hacer  en  ellas  cuando  las  circunstancias  lo  permitan.  Sin  embargo, 
cuando  por  razones  especiales  no  alcance  en  algún  caso  particular  alguna 
de  las  asignaciones  expresadas  en  el  articulo  34,  el  Gobierno  de  S.  M.  pro- 
veerá lo  conveniente  al  efecto:  del  mismo  modo  proveerá  a  los  gastos  de 
las  reparaciones  de  los  templos  y  demás  edificios  consagrados  al  culto. 

Art.  37.  El  importe  de  la  renta  que  se  devengue  en  la  vacante  de  las 
sillas  episcopales,  deducidos  los  emolumentos  del  ecónomo,  que  se  dipu- 
tará por  el  Cabildo  en  el  acto  de  elegir  al  Vicario  capitular,  y  los  gastos 
para  los  reparos  precisos  del  palacio  episcopal,  se  aplicará  por  iguales 
partes  en  beneficio  del  Seminario  conciliar  y  del  nuevo  Prelado. 

Asimismo,  de  las  rentas  que  se  devenguen  en  las  vacantes  de  dignidades, 
canonjías,  parroquias  y  beneficios  de  cada  diócesis,  deducidas  las  respec- 
tivas cargas,  se  formará  un  cúmulo  o  fondo  de  reserva  a  disposición  del 
Ordinario,  para  atender  a  los  gastos  extraordinarios  o  imprevistos  de  las 
iglesias  y  del  clero,  como  también  a  las  necesidades  graves  y  urgentes  de 
la  diócesis.  Al  propio  efecto  ingresará  igualmente  en  el  mencionado  fondo 
de  reserva  la  cantidad  correspondiente  a  la  duodécima  parte  de  su  dota- 
ción anual,  que  satisfarán  por  una  vez  dentro  del  primer  año  los  nueva- 
mente nombrados  para  prebendas,  curatos  y  otros  beneficios;  debiendo  por 
tanto  cesar  todo  otro  descuento  que  por  cualquier  concepto,  uso,  disposi- 
ción o  privilegio  se  hiciese  anteriormente. 

Art.  38.  Los  fondos  con  que  ha  de  atenderse  a  la  dotación  del  culto 
y  del  clero,  serán  : 

1.  °  El  producto  de  los  bienes  devueltos  al  clero  por  la  ley  de  3  de  abril 
de  1845. 

2.  °    El  producto  de  las  limosnas  de  la  Santa  Cruzada. 

3.  °  Los  productos  de  las  Encomiendas  y  Maestrazgos  de  las  cuatro  ór- 
denes militares,  vacantes  y  que  vacaren. 

4.  °  Una  imposición  sobre  las  propiedades  rústicas  y  urbanas  y  riqueza 
pecuaria,  en  la  cuota  que  sea  necesaria  para  completar  la  dotación,  toman- 
do en  cuenta  los  productos  expresados  en  los  párrafos  1.°,  2.°,  3.^  y  demás 
rentas  que  en  lo  sucesivo,  y  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede,  se  asignen  a  este 
objeto. 
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El  clero  recaudará  esta  imposición,  percibiéndola  en  frutos,  en  especie 
o  en  dinero,  previo  concierto  que  podrá  celebrar  con  las  provincias,  con 
los  pueblos,  con  las  parroquias  o  con  los  particulares;  y  en  los  casos  nece- 
sarios será  auxiliado  por  las  autoridades  públicas  en  la  cobranza  de  esta 
imposición,  aplicando  al  efecto  los  medios  establecidos  para  el  cobro  de 
las  contribuciones. 

Además  se  devolverán  a  la  Iglesia  desde  luego  y  sin  demora  todos  los 
bienes  eclesiásticos  no  comprendidos  en  la  expresada  ley  de  1845,  y  que 
todavia  no  hayan  sido  enajenados,  inclusos  los  que  restan  de  las  comuni- 
dades religiosas  de  varones.  Pero  atendidas  las  circunstancias  actuales  de 
unos  y  otros  bienes,  y  la  evidente  utilidad  que  ha  de  resultar  a  la  Iglesia, 
el  Santo  Padre  dispone  que  su  capital  se  convierta  inmediatamente  y  sin 
demora  en  inscripciones  intransferibles  de  la  deuda  del  Estado  del  3  por 
100,  observándose  exactamente  la  forma  y  reglas  establecidas  en  el  ar- 
tículo 35  con  referencia  a  la  venta  de  los  bienes  de  las  religiosas. 

Todos  estos  bienes  serán  imputados  por  su  justo  valor,  rebajadas  cuales- 
quiera cargas,  para  los  efectos  de  las  disposiciones  contenidas  en  este 
articulo. 

Art.  39.  El  Gobierno  de  S.  M.,  salvo  el  derecho  propio  de  los  Prelados 
diocesanos,  dictará  las  disposiciones  necesarias  para  que  aquellos  entre 
quienes  se  hayan  distribuido  los  bienes  de  las  capellanías  y  funciones  pia- 
dosas, aseguren  los  medios  de  cumplir  las  cargas  a  que  dichos  bienes  estu- 
vieren afectos. 

Iguales  disposiciones  adoptará  para  que  se  cumplan  del  mismo  modo 
las  cargas  piadosas  que  pesaren  sobre  los  bienes  eclesiásticos  que  han 
sido  enajenados  con  este  gravamen. 

El  Gobierno  responderá  siempre  y  exclusivamente  de  las  impuestas 
sobre  los  bienes  que  se  hubieren  vendido  por  el  Estado  libres  de  esta 
obligación. 

Art.  40.  Se  declara  que  todos  los  expresados  bienes  y  rentas  pertenecen 
en  propiedad  a  la  Iglesia,  y  que  en  su  nombre  se  disfrutarán  y  administra- 
rán por  el  clero. 

Los  fondos  de  Cruzada  se  administrarán  en  cada  diócesis  por  los  Pre- 
lados diocesanos,  como  revestidos  al  efecto  de  las  facultades  de  la  Bula, 
para  aplicarlos  según  está  prevenido  en  la  última  prórroga  de  la  relativa 
concesión  Apostólica,  salvas  las  obligaciones  que  pesan  sobre  este  ramo 
por  convenios  celebrados  con  la  Santa  Sede.  El  modo  y  forma  en  que  de- 
berá verificarse  dicha  administración,  se  fijará  de  acuerdo  entre  el  Santo 
Padre  y  S.  M.  Católica. 

Igualmente  administrarán  los  Prelados  diocesanos  los  fondos  del  indulto 
cuadragesimal,  aplicándolos  a  establecimientos  de  Beneficencia  y  actos  de 
caridad  en  la  diócesis  respectiva,  con  arreglo  a  las  concesiones  apostólicas. 

Las  demás  facultades  apostólicas  relativas  a  este  ramo,  y  las  atribucio- 
nes a  ellas  consiguientes,  se  ejercerán  por  el  Arzobispo  de  Toledo  en  la 
extensión  y  forma  que  se  determinará  por  la  Santa  Sede. 

Art.  41.  Además,  la  Iglesia  tendrá  el  derecho  de  adquirir  por  cualquier 
titulo  legítimo,  y  su  propiedad  en  todo  lo  que  posee  ahora  o  adquiera  en 
adelante  será  solemnemente  respetada.  Por  consiguiente,  en  cuanto  a  las 
antiguas  y  nuevas  fundaciones  eclesiásticas,  no  podrá  hacerse  ninguna  su- 
presión o  unión  sin  la  intervención  de  la  autoridad  de  la  Santa  Sede,  sal- 
vas las  facultades  que  competen  a  los  Obispos  según  el  santo  Concilio  de 
Trento. 

Art.  42.  En  este  supuesto,  atendida  la  utilidad  que  ha  de  resultar  a  la 
religión  de  este  convenio,  el  Santo  Padre,  a  instancia  de  S.  M.  Católica  y 
para  proveer  a  la  tranquilidad  pública,  decreta  y  declara,  que  los  que  du- 
rante las  pasadas  circunstancias  hubiesen  comprado  en  los  dominios  de 
Esi)aña  bienes  eclesiásticos  al  tenor  de  las  disposiciones  civiles  a  la  sazón 
vigentes,  y  estcMi  en  posesión  de  ellos,  y  los  que  hayan  sucedido  o  sucedan 
en  sus  derechos  a  dichos  conif)radores  no  serán  molestados  en  ningún 
tiempo  ni  manera  por  Su  Santidad  ni  por  los  Sumos  Pontífices  sus  suce- 
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sores;  antes  bien,  asi  ellos  como  sus  causa-habientes,  disfrutarán  segura 
y  pacificamente  la  propiedad  de  dichos  bienes,  y  sus  emolumentos  y  pro- 
ductos. 

Art.  43.  Todo  lo  demás  perteneciente  a  personas  o  cosas  eclesiásticas, 
sobre  lo  que  no  se  provee  en  los  artículos  anteriores,  será  dirigido  y  admi- 
nistrado según  la  disciplina  de  la  Iglesia  canónicamente  vigente. 

Art.  44.  El  Santo  Padre  y  S.  M.  Católica  declaran  quedar  salvas  e  ile- 
sas las  Reales  prerrogativas  de  la  Corona  de  España,  en  conformidad  a 
los  convenios  anteriormente  celebrados  entre  ambas  potestades.  Y  por  tan- 
to, los  referidos  convenios,  y  en  especialidad  el  que  se  celebró  entre  el  Sumo 
Pontífice  Benedicto  XIV  y  el  Rey  Católico  Fernando  VI  en  el  año  1753,  se 
declaran  confirmados,  y  seguirán  en  su  pleno  vigor  en  todo  lo  que  se  altere 
o  modifique  por  el  presente. 

Art.  45.  En  virtud  de  este  Concordato  se  tendrán  por  revocadas,  en 
cuanto  a  él  se  oponen,  las  leyes,  órdenes  y  decretos  publicados  hasta  ahora, 
de  cualquier  modo  y  forma,  en  los  dominios  de  España,  y  el  mismo  Con- 
cordato regirá  para  siempre  en  lo  sucesivo  como  ley  del  Estado  en  los 
propios  dominios.  Y  por  tanto,  una  y  otras  de  las  partes  contratantes  pro- 
meten, por  sí  y  sus  sucesores,  la  fiel  observancia  de  todos  y  cada  uno  de 
los  artículos  de  que  consta.  Si  en  lo  sucesivo  ocurriese  alguna  dificultad, 
el  Santo  Padre  y  S.  M.  C.  se  pondrán  de  acuerdo  para  resolverla  amiga- 
blemente. 

Art.  46.  El  canje  de  las  ratificaciones  del  presente  Concordato  se  veri- 
ficará en  el  término  de  dos  meses,  o  antes  si  fuere  posible. 

En  fe  de  lo  cual.  Nos  los  intranscritos  plenipotenciarios  hemos  firmado 
el  presente  Concordato,  y  sellándolo  con  nuestro  propio  sello  en  Madrid 
a  16  de  marzo  de  1851.  —  Juan  Brunelli,  Arzobispo  de  Tesalónica. — Manuel 
Bertrán  de  Lis. 


APENDICE  XVIII 

CONVENIO  ENTRE  PIO  X  Y  ALFONSO  XIII,  ACERCA  DE  LAS  ORDENES 
RELIGIOSAS,  19  DE  JUNIO  1904  (1) 

Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  Pío  X  y  Su  Majestad  el  Rey  Católico  de 
España  Don  Alfonso  XIII,  con  el  fin  de  aclarar  las  dudas  suscitadas  sobre 
la  situación  jurídica  de  las  Ordenes  religiosas  en  España  y  la  interpreta- 
ción y  alcance  que  debe  darse  en  esa  materia,  así  a  los  artículos  del  Con- 
cordato vigente,  como  á  los  preceptos  de  la  Ley  de  Asociaciones  de  treinta 
de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  y  á  las  autorizaciones  otorga- 
das á  las  Ordenes  y  Casas  religiosas  existentes  y  resoluciones  dictadas  por 
diferentes  Gobiernos  sobre  este  particular,  han  resuelto  celebrar  un  Con- 
venio, á  cuyo  efecto  han  nombrado  por  sus  Plenipotenciarios,  á  saber: 

Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice,  á  su  Excelencia  Monseñor  Aristides  Ri- 
naldini.  Arzobispo  de  Heraclea,  Gran  Cruz  de  la  Real  y  distinguida  órden 
de  Cárlos  III  y  de  Leopoldo  de  Bélgica,  Nuncio  Apostólico  en  el  Reino  de 
España,  etc.,  etc.,  etc.,  y 

Su  Majestad  el  Rey  Católico  de  España,  al  Excmo.  Señor  Don  Faustino 
Rodríguez  San  Pedro,  Gran  Cruz  de  la  Real  y  distinguida  órden  de  Cár- 
los III,  de  la  de  Santiago  y  la  Espada  de  Portugal,  Senador  vitalicio  del 
Reino,  su  Ministro  de  Estado,  etc.,  etc.,  etc. 

Quienes,  después  de  haber  canjeado  sus  plenos  Poderes,  hallados  en 
buena  y  debida  forma,  han  convenido  en  los  artículos  siguientes: 


(1)    Mercati,  Raccolta  di  Concordati,  I,  págs.  1091-1094. 
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Art.  I.  Las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  existentes  en  España 
en  la  fecha  de  la  ratificación  del  presente  Convenio  y  que  hayan  cumplido 
antes  de  ella  con  las  formalidades  establecidas  en  la  Real  orden  circular 
de  nueve  de  Abril  de  mil  novecientos  dos,  gozarán  de  la  personalidad  ju- 
rídica, de  que  hoy  están  en  posesión;  se  considerarán  comprendidas  en 
la  excepción  establecida  en  el  párrafo  primero  del  articulo  segundo  de  la 
Ley  de  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  y  siete,  y  se  regirán  por  sus 
reglas  y  disciplina  propia  y  por  las  disposiciones  de  este  mismo  Convenio. 

Art.  IL  Las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  no  tendrán  derecho 
á  subvención  ni  auxilio  alguno  del  Presupuesto  del  Estado  y  estarán  some- 
tidas, en  cuanto  á  su  régimen  canónico,  á  los  Diocesanos  y  Prelados  pro- 
pios, según  las  reglas  de  sus  Estatutos  y  las  disposiciones  del  derecho  ca- 
nónico y  de  la  disciplina  eclesiástica  vigente,  y  en  cuanto  á  sus  relaciones 
con  el  Poder  civil,  á  las  leyes  generales  del  Reino.  En  caso  de  discordia, 
la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  de  Su  Majestad  se  entenderán  amigablemente 
para  allanar  las  dificultades  que  pudieran  surgir. 

Art.  IIL  Las  Casas  ó  Conventos  de  las  citadas  Ordenes  y  Congregacio- 
nes religiosas  estarán  sujetas  á  los  impuestos  del  pais  por  sus  bienes  ó  por 
las  profesiones  é  industrias  que  ejerzan,  en  condiciones  de  igualdad  res- 
pecto de  las  demás  personas  jurídicas  ó  subditos  españoles  y  no  serán  ob- 
jeto de  ninguna  tributación  ó  exacción  especial. 

Art.  IV.  Se  mantendrán  las  Casas  y  Conventos  que  á  la  fecha  de  la  ra- 
tificación de  este  Convenio  tengan  establecidas  las  Órdenes  y  Congregacio- 
nes religiosas  citadas  en  el  artículo  primero,  pero  no  podrán  abrirse  ni  es- 
tablecerse ninguna  otra  en  la  que  se  haga  vida  común  sin  prévio  consenti- 
miento del  Prelado  diocesano  y  sin  autorización  dictada  por  Real  orden. 
Estas  autorizaciones  se  publicarán  necesariamente  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  Y.  Las  Casas  ó  Conventos  de  las  Ordenes  y  Congregaciones  reli- 
giosas en  que  haya  ménos  de  doce  individuos  que  hagan  vida  común,  se 
suprimirán,  agregándose  los  religiosos  ó  religiosas  á  otros  Conventos  ó  Casas 
de  la  misma  Orden  y  quedando  los  edificios  y  propiedades  en  que  se  halla- 
sen establecidos  los  que  se  supriman,  á  la  libre  disposición  de  los  Superio- 
res. Se  exceptúan  del  anterior  precepto  las  Comunidades  religiosas  que  no 
hacen  vida  conventual  ó  que  en  virtud  de  su  instituto  se  dedican  á  obras 
de  beneficencia,  enseñanza,  caridad  y  asistencia  á  los  enfermos,  á  los  an- 
cianos, á  los  pobres  y  abandonados;  como  también  las  Casas  de  Procura  y 
los  Sanatorios  que  pudiesen  tener  las  diferentes  Ordenes  y  Congregaciones 
en  algunos  lugares  especiales.  El  presente  artículo  tendrá  fuerza  ejecutiva, 
transcurridos  que  sean  seis  meses  de  la  publicación  de  este  Convenio  en 
la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  VI.  No  se  podrá  establecer  en  España  ninguna  Orden  ó  Congrega- 
ción nueva  sin  que  esté  autorizada  por  Su  Santidad  y  sin  prévio  acuerdo 
del  Gobierno  con  la  Santa  Sede  consignado  en  Real  Decreto  publicado  en 
la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  VII.  La  Orden  de  los  PP.  Escolapios  continuará  en  las  mismas  con- 
diciones, derechos  y  beneficios  que  hoy  disfruta. 

Art.  VIII.  Las  Asociaciones  para  fines  religiosos,  cuyos  individuos  no 
estén  unidos  por  vinculo  de  profesión  religiosa  ni  hagan  vida  común  y  que 
por  lo  tanto  no  tengan  el  carácter  de  Orden  ó  Congi^egación  religiosa  se 
entiende  que,  sin  perjuicio  de  la  autoridad  que  corresponde  á  los  Obispos 
en  la  dirección  del  régimen  espiritual  y  religioso  de  las  mismas,  se  regirán 
por  la  ley  general  de  Asociaciones  y  los  principios  del  derecho  común,  sin 
limitación  alguna  para  el  presente  ni  para  lo  porvenir;  debiendo  inscri- 
birse en  el  Registro  especial  á  que  se  refiere  el  articulo  séptimo  de  la  men- 
cionada Ley  de  Asociaciones  de  treinta  de  .Tunio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  siete  y  cumplir  los  demás  preceptos  de  la  misma. 

Art.  IX.  Los  extranjeros  no  podrán  constituir  en  España  Ordenes  y 
Congregaciones  religiosas  de  las  mencionadas  en  el  artículo  primero  sin 
haberse  naturalizado  ])reviamente  en  el  Reino  con  arreglo  á  la  Ley  conuin. 
Los  religiosos  que,  conservando  su  condición  legal  de  extranjeros,  ingrc- 
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sen  ó  residan  en  algún  Convento  ó  Casa  religiosa  existente  en  España,  se- 
guirán sujetos  á  todas  las  disposiciones  del  derecho  común  vigentes  para 
los  subditos  extranjeros. 

Art.  X.  En  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  se  abrirá  un  Registro  es- 
pecial en  el  que  se  inscribirán  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  á 
que  se  refiere  este  Convenio  y  las  que  por  acuerdo  de  ambas  Potestades  se 
constituyan  en  lo  sucesivo. 

Art.  XI.  El  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Ministros  y  en  concordia  con  la  Santa  Sede,  dictará  las  medidas  regla- 
mentarias y  aclaratorias  que  pudiera  necesitar  la  ejecución  del  presente 
Convenio  en  lo  relativo  á  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  estable- 
cidas ó  que  se  establezcan  por  acuerdo  de  las  dos  Potestades. 

Art.  XII.  El  canje  de  las  Ratificaciones  del  presente  Convenio  se  veri- 
ficará en  Madrid,  lo  antes  que  fuere  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  respectivos  Plenipotenciarios  han  firmado  el  pre- 
sente Convenio  y  le  han  autorizado  con  su  sello. 

Hecho,  por  duplicado,  en  Madrid  á  diez  y  nueve  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos cuatro.  —  >í<  A.  Rinaldini,  Arzobispo  de  Heraclea,  Nuncio  Apos- 
tólico.—  Faustino  Rodríguez  San  Pedro. 


APENDICE  XIX 

ACUERDO  PRELIMINAR  CON  ESPAÑA  PARA  LA  MODIFICACION 
DEL  CONCORDATO  DE  1851 

Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  Pió  X  y  su  Majestad  Católica  el  Rey  Don 
Alfonso  XIII,  deseando  vivamente  llegar  á  un  común  acuerdo  acerca  de  la 
necesidad  y  forma  de  introducir  alguna  modificación  en  el  Concordato 
de  1851  (1)  en  cuanto  se  refiere  á  los  gastos  del  Culto  y  del  Clero  y  su  mejor 
distribución,  han  nombrado  con  este  objeto,  sus  Plenipotenciarios,  á  saber: 

Su  Santidad  el  Sumo  Pontifice  á  Su  Excelencia  ^Monseñor  Aristides  Ri- 
naldini, Arzobispo  de  Heraclea,  Gran  Cruz  de  la  Real  y  distinguida  órden 
de  Carlos  III  y  de  la  de  Leopoldo  de  Bélgica,  Nuncio  Apostólico  en  el  Reino 
de  España,  etc.,  etc.,  y 

Su  Majestad  el  Rey  Católico  de  España  al  Excmo.  Señor  Don  Faustino 
Rodríguez  San  Pedro,  Gran  Cruz  de  la  Real  y  distinguida  órden  de  Car- 
los III,  de  la  de  Santiago  y  la  Espada  de  Portugal,  Senador  Vitalicio  del 
Reino,  su  ministro  de  Estado,  etc.,  etc. 

Los  cuales  después  de  haber  canjeado  sus  plenos  poderes  y  hallarlos  en 
debida  forma,  han  convenido  en  formalizar  el  presente  Protocolo. 

Art.  I.  De  igual  modo  que  se  hizo  para  el  Concordato  de  1851  se  creará, 
dentro  del  plazo  de  un  mes  contado  desde  la  ratificación  de  este  Protocolo, 
una  Junta  ó  Comisión  mixta,  la  mitad  de  cuyos  miembros  será  nombrada 
por  Su  Santidad  y  la  otra  mitad  por  el  Gobierno  de  Su  Majestad  Católica. 

Art.  II.  Será  Presidente  de  esta  Junta  ó  Comisión  mixta  el  Muy  Reve- 
rendo Arzobispo  de  Toledo. 

Art.  III.  Dicha  Junta  ó  Comisión  mixta  tendrá  las  atribuciones  si- 
guientes : 

A.  Estudiar  y  trazar  una  nueva  división  y  circunscripción  de  las  Dió- 
cesis de  toda  la  Península  é  islas  adyacentes  completándola  con  las  modifi- 
caciones de  Parroquias  y  demás  á  que  esto  pueda  dar  lugar. 

B.  Proponer,  si  por  resultas  de  sus  trabajos  la  creyese  oportuna  y  útil, 


(1)    Mercati,  Raccolta  di  Concordad,  I,  págs.  1094-1095. 
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la  supresión  de  alguna  ó  algunas  de  las  expresadas  Diócesis  ó  circunscrip- 
ciones haciendo  esta  propuesta  á  los  fines  del  articulo  siguiente. 

C.  A  la  vez  que  lleve  á  cabo  los  trabajos  antes  referidos  deberá  exa- 
minar atenta  y  detenidamente  la  posibilidad  y  la  forma  de  realizar  en  los 
gastos  del  Culto  y  del  Clero  otras  economías  que,  sin  perturbar  gravemente 
el  estado  de  la  Iglesia  en  España  alivien  la  situación  del  Erario  Público. 

D.  Examinar  y  proponer  de  igual  manera  las  medidas  que  juzgue  más 
prácticas  y  oportunas  para  mejorar  la  situación  económica  de  los  Párrocos 
rurales. 

Art.  IV.  Las  propuestas  de  esta  Junta  ó  Comisión  mixta  se  considera- 
rán y  tendrán  en  su  conjunto  por  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  de  Su  Ma- 
jestad Católica  como  bases  y  punto  de  partida  para  llegar  á  un  acuerdo 
definitivo  sobre  los  puntos  indicados  en  este  Protocolo. 

Art.  V.  Este  Protocolo  será  ratificado  y  las  ratificaciones  canjeadas  en 
Madrid  en  el  más  breve  plazo  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  Plenipotenciarios  han  firmado  el  presente  Protocolo 
y  le  han  autorizado  con  su  sello  en  Madrid  á  doce  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos cuatro. 

L.  S.  —  Aristides  Rinaldini,  Arzobispo  de  Heraclea,  Nuncio  Apostólico. 
L.  S.  —  Faustino  Rodríguez  San  Pedro. 
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Decreto  del  Ministerio  de  Justicia,  26  oct.  1956 

a)  El  matrimonio  civil  será  autorizado  en  el  solo  caso  de  que  ambos 
contrayentes  prueben  que  no  profesan  la  religión  católica. 

b)  Los  que  intenten  contraerle  presentarán  al  juez  o  cónsul  correspon- 
diente la  declaración  firmada  por  ambos,  en  que  consten:  1.°  Sus  nom- 
bres, apellidos,  edad,  profesión,  domicilio  o  residencia.  2.°  Los  nombres, 
apellidos,  profesión,  domicilio  o  residencia  de  los  padres.  La  acompaña- 
rán la  partida  de  nacimiento  y  estado  de  los  contrayentes,  la  licencia  o 
consejo,  si  procediere,  y  la  dispensa,  si  fuere  necesaria. 

c)  Inmediatamente  después  de  presentada  la  declaración  solicitando 
la  celebración  del  matrimonio,  el  juez  dictará  providencia,  mandando  que 
se  ratifiquen  en  ella  los  interesados.  Si  en  la  declaración  hubiere  omisión 
o  defecto,  se  suplirá  o  subsanará  en  la  ratificación;  la  cual  firmará  el  juez 
e  interesados  y  el  secretario. 

El  juez  dispondrá  que  se  publiquen  los  edictos  o  proclamas  correspon- 
dientes (Cód.  civ.,  art.  80),  salvo  caso  de  dispensa. 

d)  Además  si  se  trata  de  bautizados  en  la  Iglesia  Católica  o  de  aque- 
llos que  convertidos  a  ella  hayan  apostatado  después  e  intenten  contraer 
matrimonio  civil  entre  sí  o  con  persona  acatólica,  una  vez  hecha  la  ratifi- 
cación el  juez  informará  circunstancialmente  de  la  petición  a  la  autoridad 
diocesana  correspondiente  de  su  territorio,  en  el  plazo  de  ocho  días,  y 
mediante  notificación  en  forma.  No  procederá  el  juez  hasta  trascurrido 
un  mes  de  hecha  tal  notificación. 

Si  antes  de  celebrarse  el  matrimonio  civil  se  advirtiese  algún  impedi- 
mento u  obstáculo  legal,  se  suspenderá  la  celebración,  hasta  que  se  declare 
por  sentencia  firme  la  improcedencia  o  falsedad  del  impedimento.  Todos 
los  que  tuvieren  noticia  de  la  pretensión  de  celebrar  el  matrimonio,  de- 
berán denunciar  cunlquier  imi)edimento  que  les  conste  (Cód.  civ.,  ar- 
tículos 07,  08). 
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e)  Las  dudas  que  ocurrieren  a  los  jueces  encargados  del  registro  civil, 
sobre  la  preparación  o  celebración  de  los  matrimonios  o  sobre  la  inteli- 
gencia y  aplicación  de  la  ley  del  registro  civil  y  del  presente  reglamento 
se  comunicarán  a  los  jueces  de  primera  instancia. 


Circular  del  Director  General  de  Registros 

Por  su  parte,  el  Director  General  de  Registros,  inculcando  la  observan- 
cia del  anterior  decreto,  dirigió  a  los  Presidentes  de  las  Audiencias  Terri- 
toriales la  Circular  de  2  abr.  1957. 

I.  a)  Basta  que  uno  solo  de  los  contrayentes  profese  la  religión  cató- 
lica, para  que  no  haya  lugar  al  matrimonio  civil.  Para  éste  es  necesario 
que  ambos  prueben  su  acatolicidad. 

b)  La  incorporación  o  ascripción  a  la  religión  católica  se  produce  por 
el  bautismo  en  la  Iglesia  Católica  o  por  la  conversión  a  ella  de  la  herejía 
o  del  cisma.  Asi,  pues,  no  profesan  la  religión  católica  los  no  bautizados, 
y  los  bautizados  en  la  herejía  o  en  el  cisma,  no  convertidos  al  catolicismo. 

c)  Conforme  al  recto  sentido  del  art.  42  del  Código  civil,  y  a  nuestra 
conciencia  católica,  de  la  que  es  expresión  nuestro  vigente  Concordato, 
se  presume  válidamente  la  adhesión  o  profesión  de  la  fe  católica  en  toda 
persona  que  se  incorporó  a  la  Iglesia  Católica  por  el  bautismo  o  la  con- 
versión. Mientras  no  se  dé  una  actitud  desvinculadora  y  apóstata,  mate- 
rial y  formalmente  evidente,  ha  de  entenderse  que  el  bautizado  en  la  Igle- 
sia Católica  o  convertido  a  ella  de  la  herejía  o  del  cisma,  continúa  en  la 
religión  católica.  Por  tanto,  la  forma  del  matrimonio  civil  sólo  será  apli- 
cable en  el  caso  de  que  ambos  contrayentes  hayan  evidentemente  apos- 
tatado de  la  fe  católica;  o  si  una  de  estas  personas  apóstatas  intenta  con- 
traer matrimonio  con  una  acatólica;  el  acto  civil  no  puede  extenderse  a 
otras  personas,  aunque  sean  indiferentes  u  hostiles  a  la  práctica  de  la 
religión. 

Se  puede  si  apostatar  en  un  momento  determinado,  pero  el  carácter 
imperativo  del  art.  42  del  Código  civil,  que  impone  el  matrimonio  canó- 
nico a  los  que  profesan  la  religión  católica,  exige  que  se  desconfíe  de  las 
apostasías  que  tienen  lugar  al  tiempo  de  celebrarse  el  matrimonio  civil; 
pues  pudieran  ser  motivadas,  más  que  por  un  cambio  de  fe,  por  el  deseo 
de  eludir  la  disciplina  canónica  del  matrimonio.  De  permitir  fácilmente 
estas  apostasías,  iríamos  prácticamente  al  matrimonio  civil  facultativo.  El 
supuesto  de  apostasía  es  excepcional,  y  por  tanto,  de  interpretación  y  apli- 
cación restrictiva. 

II.  Los  que  han  recibido  órdenes  sagradas  o  están  ligados  con  voto  so- 
lemne de  castidad  no  pueden  contraer  matrimonio  sin  dispensa  canónica 
(Cód.  civ.,  art.  83,  n.  4). 

III.  a)  Para  que  pueda  autorizarse  el  matrimonio  civil,  es  menester 
que  "ambos  contrayentes  prueben  que  no  profesan  la  religión  católica,  y 
prueben  los  motivos  para  contraer  matrimonio  civil".  Se  entenderá  acre- 
ditado que  no  la  profesan,  cuando  se  pruebe  por  los  medios  del  derecho 
alguna  de  estas  dos  condiciones:  1.*^  No  haber  sido  bautizado  en  la  Igle- 
sia Católica  o  no  haberse  convertido  a  ella  de  la  herejía  o  del  cisma. 
2.°    O  haber  apostatado  formal  y  materialmente. 

b)  Para  demostrar  el  hecho  negativo  del  no  bautismo  en  la  Iglesia  Ca- 
tólica o  de  la  no  conversión,  normalmente  podrá  bastar  la  propia  declara- 
ción de  los  contrayentes,  ratificada  por  dos  testigos  o  por  cualquier  otro 
modo  de  prueba;  o  que  nacieron  en  ambiente  acatólico,  en  el  que  resul- 
tara anómalo  bautizar  al  nacido.  Pero  no  se  admita  con  facilidad  que  en 
España  puedan  darse  tales  ambientes,  pues  los  españoles  son  católicos  en 
casi  la  totalidad;  y  en  estos  casos  es  muy  conveniente  exigir  las  certifica- 
ciones negativas  del  bautismo,  expedidas  por  los  párrocos,  con  referencia 
al  trimestre  siguiente  al  matrimonio. 

c)  Mas  cuando  conste  que  el  contrayente  fue  bautizado  en  la  Iglesia 
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Católica  o  convertido  a  ella  se  le  exigirá  prueba  suficiente  de  su  actitud 
ostensiblemente  desvinculadora  y  apóstata  de  la  fe  católica.  Prueba  admi- 
tida en  derecho,  y  suficiente  para  llevar  al  ánimo  del  juez  la  convicción 
de  auténtica  apostasía.  Si  la  prueba  no  fuere  concluyente,  exigirá  el  juez 
que  se  complete  con  otros  medios  referidos  a  las  situaciones  en  que  se 
manifiestan  las  profundas  creencias,  cuidando  de  eliminar  cualquier  sub- 
terfugio que  pueda  eludir  el  art.  42  del  Código  civil;  pero  evitando  que 
sus  exigencias  constituyan  obstáculos  invencibles. 

IV.  En  la  declaración  presentada  para  contraer  matrimonio  civil,  ma- 
nifestarán los  contrayentes  si  están  bautizados  en  la  Iglesia  Católica  o  se 
convirtieron  a  ella,  de  la  herejía  o  del  cisma.  Si  le  consta  al  juez  el  bau- 
tismo o  la  conversión  de  uno,  hará  la  notificación  a  la  autoridad  eclesiás- 
tica, con  los  datos  que  identifiquen  a  los  contrayentes,  domicilio,  actitud 
en  que  se  hallan,  según  la  declaración,  respecto  de  la  religión  católica,  y 
cuantos  elementos  consten  en  el  expediente.  Si  la  autoridad  eclesiástica 
pidiere  mayor  información,  el  juez  se  la  facilitará,  si  obran  datos  en  el 
expediente. 

La  notificación  la  hará  el  juez  elegido  para  el  matrimonio. 

Si  los  contrayentes  tienen  domicilio  en  diócesis  diversas,  no  procederá 
el  juez  al  matrimonio  sino  trascurrido  un  mes  desde  la  notificación  a  los 
dos  Ordinarios. 

En  peligro  de  muerte  autorizará  el  matrimonio,  si  ambos  contrayentes 
declaran  que  no  profesan  la  religión  católica.  En  tal  caso  se  cumplirán 
las  prescripciones  establecidas  compatibles  con  la  urgencia. 

V.  En  garantía  del  cumplimiento  de  las  normas  legales  queda  abierta 
la  vía  judicial  para  impedir  o  conseguir  la  autorización  del  matrimonio 
civil. 

VI.  Los  jueces  de  primera  instancia  velarán  por  el  cumplimiento  de 
esta  instrucción  por  parte  de  los  jueces  competentes  para  autorizarle;  los 
municipales  y  comarcales  lo  cumplirán  y  harán  que  la  cumplan  los  jueces 
de  paz,  y  les  exigirán  que  les  den  cuenta  inmediatamente  de  las  solicitudes 
de  matrimonio  civil  que  reciban,  para  instruirles  en  lo  que  proceda. 

La  Dirección  General  encarga  a  los  Presidentes  de  las  audiencias  terri- 
toriales que  hagan  llegar  esta  instrucción  a  los  jueces  de  primera  instancia, 
municipales  y  comarcales. 


Circular  del  Sr.  Nuncio 

El  Sr.  Nuncio  dirigió  a  los  Prelados  la  Circular  de  25  de  mar.  1957,  para 
evitar  en  la  práctica  dudas  y  para  uniformidad  en  el  procedimiento. 

1)  Con  sujeción  al  decreto  gubernativo  2G  oct.  1956,  se  fijan  estos 
puntos : 

a)  La  admisión  al  acto  civil  sólo  puede  tener  lugar  cuando  ambos  con- 
trayentes hayan  apostatado  de  la  fe  católica,  o  cuando  un  apóstata  quiera 
unirse  a  parte  acatólica. 

b)  Por  tanto  no  tiene  lugar  para  otras  personas,  aunque  sean  indife- 
rentes u  hostiles  a  la  práctica  de  la  religión  católica. 

c)  Los  bautizados  en  la  Iglesia  Católica  o  convertidos  a  ella  de  la 
herejía  o  del  cisma,  que  posteriormente  hubiesen  apostatado,  si  quieren 
ser  admitidos  al  acto  civil,  formularán  por  escrito  la  petición  a  la  auto- 
ridad civil,  indicando  el  motivo,  y  aduciendo  las  pruebas  de  su  defección. 

(J)  La  autoridnd  c-ivil  informará  cuanto  antes  a  la  autoridad  diocesana 
sobre  la  petición. 

e)  No  se  procederá  al  acto  civil,  sino  transcurrido  un  mes  completo 
desde  esta  información. 

f)  No  pueden  ser  admitidos  al  acto  civil  los  ordenados  in  sdcris,  y  los 
ligados  por  voto  solemne  de  castidad. 

2)  Al  ocurrir  los  casos,  la  autoridad  eclesiástica  procederá  asi: 

A)   Recibida  la  notificación  de  la  autoridad  civil,  el  Ordinario  compro- 
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bará  si  resulta  efectivo  el  abandono  de  la  fe  católica;  y  sobre  todo,  si  ello 
ocurrió  tempore  non  suspecto;  procurando  evitar  que  alguno  se  lance  con 
ligereza  a  declararse  no  católico,  con  el  fin  exclusivo  de  evadir  la  legis- 
lación canónica  del  matrimonio;  lo  que  abriria  portillo  a  las  uniones  ci- 
viles. 

B)  Será  bien  que  los  Ordinarios  pidan  siempre  a  las  autoridades  civi- 
les (si  no  va  adjunta  a  la  notificación)  la  documentación  presentada  por 
los  interesados  para  probar  su  apostasía. 

C)  Cuando  no  resulte  esto  conforme  a  la  verdad,  sino  que  sólo  se  prue- 
be indiferencia  u  hostilidad  a  la  práctica  de  la  fe,  se  informará  de  ello  a 
la  autoridad  civil.  En  caso  de  particular  importancia  el  Ordinario  podrá 
dirigirse  al  Ministro  de  Justicia,  exponiendo  el  resultado  de  sus  propias 
indagaciones. 

D)  Al  mismo  tiempo  los  Obispos,  por  medio  de  los  Párrocos  u  otras 
personas  idóneas,  procurarán,  con  caridad  y  prudencia,  disuadir  a  los 
interesados  de  su  propósito,  manifestándoles  las  consecuencias  de  orden 
espiritual  y  moral,  y  conminándoles  con  las  penas  citadas  en  n.  3). 

E)  Cuando  las  gestiones  resultasen  infructuosas,  no  se  hará  notifica- 
ción alguna  a  la  autoridad  civil.  Mas  ésta  no  autorizará  el  acto  civil,  sino 
después  de  un  mes  completo  desde  la  fecha  en  que  haya  recibido  el  aviso 
la  autoridad  eclesiástica. 

3)  Celebrado  el  acto  civil,  el  Ordinario  declarará  las  penas  eclesiás- 
ticas siguientes:  a)  Para  los  contrayentes  católicos  apóstatas,  las  del 
c.  2314:  1.°  Excomunión  latae  sententiae  especialmente  reservada  a  la 
Santa  Sede  en  ei  fuero  interno,  al  Ordinario  del  lugar  en  el  externo.  2.°  Si 
después  de  amonestados  no  se  enmiendan,  sean  privados  de  beneficio,  dig- 
nidad, pensión,  oficio  o  cualquier  otro  cargo  eclesiástico;  y  declarados  in- 
fames; y  los  clérigos,  después  de  repetida  la  admonición,  sean  depuestos. 
3.°  Si  dieron  su  nombre  a  una  secta,  o  públicamente  se  adhirieron  a  ella, 
por  el  mero  hecho  son  infames;  los  clérigos  pierden  ipso  fado  los  ofi- 
cios y  beneficios,  y  después  la  admonición  infructuosa  sean  degradados. 

La  declaración  se  hará  per  modum  praecepti,  esto  es,  en  un  breve  de- 
creto razonado,  dada  la  certeza  del  delito,  a  tenor  de  los  c.  2223,  §  4,  y 
1933,  §  4.  Esto  es,  la  declaración  de  la  pena  generalmente  se  deja  a  la  pru- 
dencia del  superior;  pero  a  petición  de  parte  interesada,  o  por  exigencia 
del  bien  común  debe  darse  declaración  de  la  pena  (c.  2223,  §  4). 

b)  Para  los  católicos  que  actuaren  como  testigos  en  el  acto  civil,  en- 
tredicho ab  ingressu  Erclesiae  (c.  2227),  por  el  escándalo  que  esto  produce 
en  una  nación  católica.  Esta  declaración  también  se  hará  per  modum 
praecepti. 

4)  Estas  censuras  no  cesan  sino  por  la  absolución  (c.  2248,  §  1);  la 
cual  supone  como  condición  recessns  a  contumacia,  que  para  los  contra- 
yentes consistirá  en  retornar  a  la  fe,  y  por  tanto  legalizar  canónicamente  su 
posición  matrimonial,  o  separarse;  y  para  los  testigos,  la  retractación  pú- 
blica del  mal  causado. 


APENDICE  XXI 

REGIMEN  DEL  MATRIMONIO  EN  ESPAÑA 
Ley  24  abr.  1958 

Preámbulo.  —  La  presente  modificación  del  Código  civil...  afecta  prin- 
cipalmente al  régimen  del  matrimonio,  para  acomodar  nuestro  ordenamien- 
to a]  Concordato  concertado  el  27  de  agosto  de  1953  entre  la  Santa  Sede  y 
el  Estado  español.  La  parte  del  Código  civil  más  afectada  por  la  aplicación 
del  Concordato  es  el  titulo  IV  del  libro  1.°,  es  decir,  el  titulo  dedicado  al 
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matrimonio.  Necesitábase,  en  primer  término,  eliminar  antiguas  dudas  sobre 
si  era  posible  el  matrimonio  civil  cuando  sólo  uno  de  los  contrayentes  no 
profese  la  religión  católica.  En  el  art.  42  y  en  el  86,  que  ahora  se  reforman, 
queda  claramente  establecido  el  carácter  supletorio  del  matrimonio  civiL 
Basta,  por  tanto,  que  uno  de  los  contrayentes  profese  esta  religión  para 
que  no  quepa  otra  clase  de  matrimonio  que  el  canónico.  Es  decir,  que  la 
acatolicidad  ha  de  darse  en  ambos  contrayentes  para  que  la  clase  vivil  del  ma- 
trimonio sea  posible,  y  aquella  condición  ha  de  ser  siempre  probada. 

En  esta  nueva  redacción  del  art.  42  del  Código  civil  y  en  las  rúbricas 
de  las  secciones  1.^  y  2.^  del  capítulo  dedicado  a  las  disposiciones  genera- 
les del  matrimonio  se  sustituye,  consecuentemente,  la  expresión  formas  de 
matrimonio,  por  la  que  se  juzga  más  técnica  de  clases  de  matrimonio.  Asi 
se  evita  el  riesgo  que  aquella  terminología  pudiera  ofrecer :  la  equipara- 
ción del  matrimonio  civil  con  el  canónico,  que,  por  la  naturaleza  sacra- 
mental de  éste,  seria  inexacta.  El  nuevo  art.  75,  atinente  al  matrimonio 
canónico,  comprende  en  su  texto,  tanto  el  Derecho  canónico  actualmente 
en  vigor  como  el  que  pueda  dictarse  en  el  futuro,  con  lo  que  se  reconoce 
a  este  tenor  la  competencia  legislativa  de  la  Iglesia. 

Por  lo  que  mira  a  las  normas  civiles  referentes  al  matrimonio  de  los 
hijos,  asi  menores  como  mayores,  el  apartado  B)  del  Protocolo  final  del 
Concordato,  en  relación  con  el  art.  23  de  éste,  declara  que  deben  ser  pues- 
tas en  armonía  con  lo  que  disponen  los  cánones  1034  y  1035  del  Código  de 
derecho  canónico.  Ese  poner  en  armonía  no  hace  referencia,  sin  duda  al- 
guna, a  una  futura  y  posible  discordancia  de  ambos  ordenamientos,  sino 
que  postula  una  revisión  actual  de  las  normas  civiles  vigentes. 

En  cuanto  afecta  a  la  licencia  que  deben  obtener  los  hijos  menores  de 
sus  padres  o  de  las  personas  que  han  de  suplirlos,  se  ha  procurado  coho- 
nestar a  un  tiempo  la  reverencia  que  aquéllos  merecen  — con  las  ventajas 
de  evitar  matrimonios  celebrados  por  los  hijos  irreflexivamente —  y  la 
libertad  de  los  contrayentes.  Así  se  ha  estimado  que  la  Ley  civil  no  debe 
dictar  regla  sancionadora  alguna  si  la  unión  ha  sido  contraída  con  plena 
licitud  a  los  ojos  de  la  Iglesia.  La  unión  sería  ilícita  sólo  en  el  caso  en  que, 
siendo  los  hijos  menores  de  edad,  no  se  pida  el  parecer  de  los  padres  o 
éstos  se  muestren  contrarios  con  justa  causa  al  matrimonio  proyectado.  Co- 
rresponde al  Ordinario  examinar  en  última  instancia  si  existe  o  no  en  la 
negativa  paterna  una  causa  razonable. 

Y  si  se  tratare  de  matrimonio  civil,  es  el  Presidente  de  la  Audiencia, 
oído  el  Ministerio  fiscal,  a  quien  compete  conceder  la  autorización,  que 
equivaldrá  a  la  licencia,  si  estimare  injustificada  la  negativa  de  los  llama- 
dos a  otorgar  ésta.  Se  han  revisado  las  consecuencias  civiles  de  la  ilicitud 
ocasionada  por  la  inobservancia  del  requisito  de  la  licencia,  tanto  en  los 
matrimonios  canónicos  como  en  los  civiles,  y  se  han  evitado  aquellas  san- 
ciones que  por  su  dureza  pueden  de  hecho  representar  un  freno  para  la 
cristiana  libertad  de  los  hijos  en  la  celebración  del  matrimonio. 

No  ha  parecido  procedente  mantener  el  requisito  del  consejo  para  el 
matrimonio  de  los  hijos  mayores  de  edad.  Suprimir  esta  exigencia  es  algo 
que  reclamaba  claramente  el  Concordato  y  que  demandaba  también  el  ejem- 
plo de  la  legislación  extranjera,  desconocedora  en  general  del  consejo,  como 
requisito  legal. 

La  reforma  se  ha  aprovechado  para  restringir  y  atenuar  las  prohibicio- 
nes en  los  sui)uestos  que  previenen  los  números  2.°  y  3.°  del  art.  45.  Por  ser 
casos  análogos  al  de  los  hijos  menores,  pareció  justo  dictar  para  ellos  reglas 
idénticas.  Las  modificaciones  introducidas  en  los  arts.  1333  y  1340  venían 
exigidas  por  la  necesidad  de  equiparar  en  sus  efectos  la  licencia  y  la 
autorización  equivalente  de  que  habla  el  nuevo  art.  49. 

1:1  art.  80  se  limita  a  declarar  la  competencia  de  la  Iglesia  para  conocer 
y  definir  las  causas  matrimoniales  en  materia  de  nulidad,  de  separación, 
de  dispensa  de  matrimonio  rato  y  no  consumado  y  de  aplicación  del  privi- 
legio paulino,  pero  sin  prejuzgar  acerca  del  procedimiento  que  habrá  de 
seguirse  en  cada  una  de  ellas.  El  art.  82,  respetando  las  exigencias  cañó- 
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Tiicas,  regula  los  efectos  civiles  de  las  sentencias  y  resoluciones  firmes  dic- 
tadas por  la  jurisdicción  eclesiástica  en  tales  causas. 

La  reforma  de  los  arts.  70,  71  y  73  para  prevenir  cualquier  conflicto 
que  pudiera  dimanar  de  la  discordancia  con  el  ordenamiento  canónico, 
dispone  que  deberá  estarse  a  lo  decretado  acerca  del  cuidado  de  los  hijos 
por  el  Tribunal  que  conoció  sobre  la  nulidad  o  la  separación  de  los  cón- 
yuges, reconociendo  además  discrecionalidad  al  Juez  civil  para  mejor 
acomodarse  a  las  peculiaridades  de  cada  caso,  todo  ello  cuando  se  den  mo- 
tivos especiales.  Y  se  aumenta  a  7  años  la  edad  de  los  hijos  con  los  efectos 
que  antes  se  atribuían  a  la  edad  de  tres  años,  por  aconsejarlo  asi  la  expe- 
riencia vivida  desde  la  promulgación  del  Código  civil. 

Se  ha  querido  también  desterrar  del  Código  el  término  divorcio  y  sus 
derivados,  lo  que  se  ha  traducido  en  el  simple  retoque  de  algunos  articulos 
y  rúbricas  de  secciones  y  en  una  disposición  general  para  la  que  en  todo 
el  Código  el  término  divorcio  se  substituye  por  la  expresión  separación 
personal. 

Explícitamente  reconocida  la  competencia  de  la  Iglesia  respecto  del 
matrimonio  canónico,  el  Estado  se  limita  a  regular  los  efectos  civiles,  los 
cuales  se  producen  desde  la  celebración  del  matrimonio  canónico,  si  bien 
se  exige  la  inscripción  en  el  Registro  civil  en  los  términos  expresados  en  el 
Protocolo  final  del  Concordato. 

En  esta  materia  de  inscripción  del  matrimonio  canónico  en  el  Registro 
civil,  se  ha  buscado  conseguir  un  sistema  de  máxima  armonía  para  lograr 
a  un  tiempo  la  independencia  de  la  autoridad  eclesiástica  en  lo  relativo  a 
la  celebración  del  matrimonio  y  la  garantía  de  que  éste  será  inscrito  en  el 
Registro  civil. 

La  reforma  viene  inspirada  en  el  propósito  de  trasladar  con  la  mayor 
fidelidad  posible  las  declaraciones  concordatarias  al  Código  civil  y  en  el 
deseo  de  suprimir  cualquier  traba  al  reconocimiento  de  los  efectos  civiles 
del  matrimonio,  ahora  sólo  condicionado  a  la  inscripción. 

Se  hace  notar  expresamente  el  deber  que  tienen  los  contrayentes  de 
promover  la  inscripción  en  el  Registro  civil,  y  se  indican  las  personas  que 
pueden  solicitarla.  Se  hace  simple  alusión  a  las  sanciones  en  que  incurren 
por  su  culpa  o  negligencia  los  particulares  y  funcionarios  obligados  a  pro- 
mover o  practicar  la  inscripción,  sin  determinar  concretamente  cuáles  sean 
tales  sanciones,  lo  que  no  parece  propio  del  Código  civil.  Se  previene  el 
supuesto  que  el  Concordato  silencia  de  no  existir  el  acta  sacramental,  dis- 
poniendo que  pueda  suplirse  mediante  certificación  de  la  autoridad  ecle- 
siástica, según  un  criterio  aplicado  ya  anteriormente  para  supuestos  aná- 
logos. 

El  nuevo  art.  78  procede  del  anterior,  pero  suprimiendo  su  texto  la  regla 
especial  — que  no  tiene  ahora  justificación —  relativa  al  reconocimiento  de 
los  efectos  civiles  del  matrimonio  canónico  in  articulo  mortis. 

Se  conserva  el  Registro  especial  para  los  matrimonios  de  conciencia, 
cuyas  peculiaridades  se  armonizan  en  el  nuevo  texto  con  la  ordenación 
general  de  los  matrimonios... 

Parte  dispositiva.  —  En  su  virtud,  y  de  conformidad  con  la  propuesta 
elaborada  por  las  Cortes  Españolas,  —  Dispongo: 

Art.  í.°  Los  siguientes  articulos  del  Código  civil  quedan  redactados  en 
la  forma  que  se  expresa: 

Art.  42.  La  Ley  reconoce  dos  clases  de  matrimonio:  el  canónico  y  el 
civil. 

El  matrimonio  habrá  de  contraerse  canónicamente  cuando  uno  al  menos 
de  los  contrayentes  profese  la  religión  católica. 

Se  autoriza  el  matrimonio  civil  cuando  se  pruebe  que  ninguno  de  los 
contrayentes  profesa  la  religión  católica. 

Art.  45.  Está  prohibido  el  matrimonio:  í.°  Al  menor  de  edad  no 
emancipado  por  anteriores  nupcias  que  no  haya  obtenido  la  licencia  de  las 
personas  a  quienes  corresponde  otorgarla.  —  2.°    A  la  viuda  durante  los 
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trescientos  un  días  siguientes  a  la  muerte  de  su  marido,  o  antes  de  su  alum- 
bramiento, si  hubiese  quedado  encinta,  y  a  la  mujer  cuyo  matrimonio 
hubiera  sido  declarado  nulo,  en  los  mismos  casos  y  términos,  a  contar 
desde  su  separación  legal.  —  3.°  Al  tutor  con  las  personas  que  tenga  o  haya 
tenido  en  guarda  hasta  que,  cesado  en  su  cargo,  se  aprueben  las  cuentas  del 
mismo,  salvo  el  caso  de  que  el  padre  de  la  persona  sujeta  a  tutela  hubiese 
autorizado  el  matrimonio  en  testamento  o  escritura  pública. 

Art.  46.  Corresponde  otorgar  la  licencia  para  el  matrimonio  de  los 
hijos  legítimos  al  padre;  faltando  éste  o  hallándose  impedido,  en  orden 
sucesivo,  a  la  madre,  al  abuelo  paterno,  al  materno,  a  las  abuelas  paterna 
o  materna  y,  en  su  defecto,  al  Consejo  de  familia. 

Art.  47.  Si  se  tratare  de  hijos  naturales  reconocidos  o  legitimados  por 
concesión  real,  la  licencia  deberá  ser  pedida  a  los  que  los  reconocieron  y 
legitimaron,  a  sus  ascendientes  y  al  Consejo  de  familia,  por  el  orden  esta- 
blecido en  el  artículo  anterior. 

Si  se  tratare  de  hijos  adoptivos,  se  pedirá  la  licencia  al  adoptante.  En 
su  defecto,  si  la  adopción  es  plena,  se  solicitará  al  Consejo  de  familia;  si 
es  menos  plena,  antes  que  a  éste  se  pedirá  a  las  personas  de  la  familia 
natural  a  quienes  corresponda. 

Los  demás  hijos  ilegítimos  obtendrán  la  licencia  de  su  madre,  cuando 
fuere  legalmente  conocida;  la  de  los  abuelos  maternos  en  el  mismo  caso 
y,  a  falta  de  unos  y  otros,  la  del  Consejo  de  familia. 

A  los  jefes  de  las  Casas  de  Expósitos  corresponde  prestar  la  licencia 
para  el  matrimonio  de  los  educados  en  ellas. 

Art.  48.  Antes  de  la  celebración  del  matrimonio,  los  contrayentes 
habrán  de  acreditar  que  obtuvieron  la  licencia. 

En  ambas  clases  de  matrimonios,  bastará  para  ello  documento  que  haya 
autorizado  un  Notario  o  el  encargado  del  Registro  civil  del  domicilio  del 
solicitante. 

Cuando  se  trate  de  matrimonio  canónico,  podrá  ser  también  autorizado 
el  documento  por  el  párroco  o  por  un  Notario  eclesiástico. 

Art.  49.  Ninguno  de  los  llamados  a  otorgar  la  licencia  está  obligado  a 
manifestar  las  razones  en  que  se  funda  para  concederla  o  negarla. 

No  obstante,  si  la  licencia  fuera  negada,  el  matrimonio  podrá  celebrarse 
si  se  autoriza  por  el  Ordinario  del  lugar  o  por  el  Presidente  de  la  Audiencia 
Territorial,  según  fuere  canónico  o  civil.  A  todos  los  efectos,  la  autoriza- 
ción equivaldrá  a  la  licencia. 

El  Presidente  de  la  Audiencia,  oído  el  Ministerio  fiscal,  adoptará  su  re- 
solución en  expediente  que  se  instruirá  por  el  juez  encargado  del  Registro 
civil  del  domicilio  del  solicitante,  en  el  que  se  oirá  a  los  padres  y  a  las 
personas  que  juzgue  conveniente. 

Art.  50.  Si  a  pesar  de  la  prohibición  del  art.  45,  se  casaren  las  personas 
comprendidas  en  él,  su  matrimonio  será  válido,  pero  los  cónyuges  quedarán 
sometidos  a  las  siguientes  reglas: 

1.  *  Se  entenderá  contraído  el  casamiento  con  absoluta  separación  de 
bienes,  y  cada  cónyuge  retendrá  el  dominio  y  administración  de  los  que 
le  pertenezcan,  haciendo  suyos  todos  los  frutos,  si  bien  con  la  obligación 
de  contribuir  proporcionalmente  al  sostenimiento  de  las  cargas  del  ma- 
trimonio. 

2.  *  Si  uno  de  los  cónyuges  fuera  menor  no  emancipado,  no  recibirá 
la  administración  de  sus  bienes  hasta  que  llegue  a  la  mayor  edad.  Entre 
tanto,  sólo  tendrá,  sobre  dichos  bienes,  derecho  a  alimentos. 

3.  **  En  los  casos  del  n.  3."  del  art.  45,  el  tutor  cesará  en  su  cargo,  per- 
diendo la  administración  de  los  bienes  de  la  persona  sujeta  a  tutela  desde 
que  se  celebre  el  matrimonio. 

Art.  07.  La  mujer  (¡ue  se  proponga  demandar  la  separación  o  nulidad 
de  su  matrimonio  puede  pedir  que  se  le  separe  provisionalmente  de  su 
marido  y  que  se  le  confíen,  con  igual  carácter,  los  hijos  menores  de  siete 
años,  se  le  señale  un  domicilio  y,  si  es  menor  de  edad,  la  persona  bajo  cuya 
custodia  haya  de  quedar,  asi  como  los  auxilios  económicos  necesarios  a 
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cargo  de  su  cónyuge,  medidas  que  quedarán  sin  efecto  si  en  los  treinta  dias 
siguientes  no  se  acreditara  la  interposición  de  la  demanda  o  en  cuanto 
se  justifique  la  inadmisión  de  ésta. 

Art.  68.  Admitidas  las  demandas  de  nulidad  o  de  separación  de  matri- 
monio, el  Juez  adoptará,  durante  la  sustanciación  del  proceso,  las  medidas 
siguientes : 

1.  ^    Separar  a  los  cónyuges  en  todo  caso. 

2.  ^^  Determinar  cuál  de  los  cónyuges  ha  de  continuar  en  el  uso  de  la 
vivienda  común,  teniendo  en  cuenta,  ante  todo,  el  interés  familiar  más  ur- 
gentemente necesitado  de  protección,  asi  como  las  ropas,  objetos  y  muebles 
que  podrá  llevar  consigo  el  cónyuge  que  haya  de  salir  de  aquélla. 

3.  ^  Fijar  discrecionalmente  en  poder  de  cuál  de  los  cónyuges  han  de 
quedar  todos  o  alguno  de  los  hijos,  y  quién  de  aquéllos  ejercerá  la  patria 
potestad.  En  casos  excepcionales  se  podrán  encomendar  los  hijos  a  otra 
persona  o  institución  adecuada,  que  asumirá  las  funciones  tutelares,  co- 
rrespondiendo las  de  Protutor  y  Consejo  de  familia  a  la  autoridad  ju- 
dicial. 

El  Juez  determinará  el  tiempo,  modo  y  lugar  en  que  el  cónyuge  apar- 
tado de  los  hijos  podrá  visitarlos  y  comunicar  con  ellos. 

4.  *  En  cuanto  al  régimen  económico  matrimonial  se  seguirán  las  si- 
guientes reglas: 

El  marido  conservará  la  administración  y  disposición  de  sus  bienes. 

Se  transferirá  a  la  mujer  la  administración  de  los  parafernales  que  hubie- 
se entregado  al  marido,  pero  necesitará  autorización  judicial  para  los  actos 
que  excedan  de  la  administración  ordinaria. 

Se  mantendrá  en  cuanto  a  los  bienes  dótales  el  régimen  anterior  a  la 
presentación  de  la  demanda,  salvo  que  el  Juez  estime  conveniente  trans- 
ferir a  la  mujer  la  administración  de  los  bienes  de  la  dote  inestimada.  El 
Juez,  atendidas  las  circunstancias  del  caso,  podrá  excepcionalmente  con- 
ferir a  la  mujer  la  administración  de  los  bienes  gananciales,  cualquiera 
que  sea  el  cónyuge  que  los  administre. 

Se  procederá  con  criterio  análogo  al  señalado  en  esta  regla  4.'',  cuando 
el  régimen  económico  matrimonial  sea  distinto  del  de  gananciales. 

.  5.*  Señalar  alimentos  a  la  mujer,  y  en  su  caso  al  marido,  así  como  a 
los  hijos  que  no  queden  en  poder  del  obligado  a  dar  alimentos,  sin  que  éste 
pueda  optar  por  prestarlos  en  la  propia  casa. 

6.*  Acordar,  si  procede,  el  abono  de  litis  expensas,  determinando  la 
cuantía  y  la  persona  obligada  al  pago. 

Art.  7<).  La  ejecutoria  de  nulidad  del  matrimonio  producirá  los  siguien- 
tes efectos: 

Los  hijos  mayores  de  siete  años  quedarán  al  cuidado  del  padre,  y  las 
hijas  al  cuidado  de  la  madre,  si  de  parte  de  ambos  cónyuges  hubiese  habi- 
do buena  fe.  Si  la  buena  fe  hubiese  estado  de  parte  de  uno  solo  de  los  cón- 
yuges, quedarán  bajo  su  poder  y  cuidado  los  hijos  de  ambos  sexos. 

Si  la  mala  fe  fuere  de  ambos,  el  Tribunal  resolverá  sobre  la  suerte  de 
los  hijos  en  la  forma  que  dispone  el  párrafo  2.'^  del  n.  2.'^  del  art.  73. 

Los  hijos  e  hijas  menores  de  siete  años  estaran,  hasta  que  cumplan  esa 
edad,  al  cuidado  de  la  madre. 

Sin  embargo  de  lo  establecido  en  estas  normas,  si  el  Tribunal  que  co- 
noció sobre  la  nulidad  del  matrimonio  hubiese,  por  motivos  especiales, 
proveído  en  su  sentencia  acerca  del  cuidado  de  los  hijos,  deberá  estarse 
en  todo  caso  a  lo  decretado  por  él. 

Por  análogos  motivos,  y  en  lo  que  no  haya  dispuesto  la  sentencia  de  nu- 
lidad, el  Juez  que  haya  de  ejecutarla  podrá  también  aplicar  su  criterio  dis- 
crecional según  las  particularidades  del  caso. 

Art.  71.  Lo  dispuesto  en  los  párrafos  1.'-'  y  2.-  del  articulo  anterior  no 
tendrá  lugar  si  los  padres,  de  común  acuerdo,  proveyeren  de  otro  modo  al 
cuidado  de  los  hijos,  dejando  siempre  a  salvo  lo  establecido  en  los  dos 
últimos  párrafos  del  mismo  articulo. 

Art.  72.    La  sentencia  firme  de  nulidad  producirá,  respecto  de  los  bie- 
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nes  del  matrimonio,  los  mismos  efectos  que  la  disolución  por  muerte, 
pero  el  cónyuge  que  hubiera  obrado  de  mala  fe  no  tendrá  derecho  a  los 
gananciales. 

Si  la  mala  fe  se  extendiera  a  ambos,  quedará  compensada. 

Art.  73.    La  ejecución  de  separación  producirá  los  siguientes  efectos: 

1.  *^    La  separación  de  los  cónyuges. 

2.  °  Quedar  o  ser  puestos  los  hijos  bajo  la  potestad  y  protección  del  cón- 
yuge inocente. 

Si  ambos  fueren  culpables,  el  Juez  discrecionalmente  podrá  proveer  de 
tutor  a  los  hijos  conforme  a  las  disposiciones  de  este  Código.  Esto  no  obs- 
tante, si  al  juzgarse  sobre  la  separación  no  se  hubiese  dispuesto  otra 
cosa,  la  madre  tendrá  a  su  cuidado  en  todo  caso  a  los  hijos  menores  de 
siete  años. 

A  la  muerte  del  cónyuge  inocente  volverá  el  culpable  a  recobrar  la  pa- 
tria potestad  y  sus  derechos,  si  la  causa  que  dio  origen  a  la  separación  no 
afectare  a  la  formación  moral  de  los  hijos.  En  otro  caso  se  les  proveerá  de 
tutor.  La  privación  de  la  patria  potestad  y  de  sus  derechos  no  exime  al 
cónyuge  culpable  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  este  Código  le 
impone  respecto  de  sus  hijos. 

Sin  embargo  de  lo  anteriormente  establecido,  si  al  juzgarse  sobre  la  se- 
paración se  hubiera  por  motivos  especiales,  proveído  acerca  del  cuidado 
de  los  hijos,  deberá  estarse  en  todo  caso  a  lo  decretado. 

Por  análogos  motivos,  en  lo  que  no  se  haya  proveído  el  Juez  encargado 
de  la  ejecución  podrá  también  aplicar  su  criterio  discrecional,  según  las 
particularidades  del  caso. 

3.  °  Perder  el  cónyuge  culpable  todo  lo  que  hubiese  sido  dado  o  pro- 
metido por  el  inocente  o  por  otra  persona  en  consideración  a  éste,  y  con- 
servar el  inocente  todo  cuanto  hubiese  recibido  del  culpable,  pudiendo, 
además,  reclamar  desde  luego  lo  que  éste  hubiera  prometido. 

4.  °  La  separación  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  teniendo  cada 
uno  el  dominio  y  administración  de  los  que  le  correspondan. 

5.  °  La  conservación  por  parte  del  cónyuge  inocente  y  pérdida  por  el 
culpable  del  derecho  a  los  alimentos. 

6.  °  El  cónyuge  inocente,  el  tutor  de  los  hijos  o  el  Ministerio  fiscal  po- 
drán pedir  hipoteca  legal  suficiente  sobre  los  bienes  del  culpable,  reten- 
ción de  sueldos  y  salarios,  depósito"  de  valores  y  cuantas  medidas  cautelares 
sean  necesarias  para  que  pueda  cumplirse  lo  estatuido  en  el  párrafo  2.°  del 
art.  1434. 

Art.  74.  La  reconciliación  pone  término  al  procedimiento  de  separa- 
ción y  deja  sin  efecto  ulterior  lo  en  él  resuelto,  pero  los  cónyuges  deberán 
poner  aquélla  en  conocimiento  del  Tribunal  que  entiende  o  haya  entendido 
en  el  litigio. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  subsistirán  en 
cuanto  a  los  hijos  los  efectos  de  la  separación  cuando  ésta  se  funde  en  el 
conato  o  la  connivencia  del  marido,  o  de  la  mujer,  para  corromper  a  sus 
hijos  o  prostituir  a  sus  hijas;  caso  en  el  que,  si  aún  los  unos  y  las  otras 
están  bajo  la  patria  potestad,  los  Tribunales  adoptarán  las  medidas  conve- 
nientes para  preservarlos  de  la  corrupción  o  prostitución. 

Art.  75.  El  matrimonio  canónico,  en  cuanto  se  refiere  a  su  constitución 
y  validez  y,  en  general,  a  su  reglamentación  jurídica,  se  regirá  por  las  dis- 
posiciones de  la  Iglesia  Católica. 

Art.  76.  VA  matrimonio  celebrado  según  las  normas  del  Derecho  canó- 
nico produce  desde  su  celebración  plenos  efectos  civiles. 

Para  que  éstos  sean  reconocidos  bastará  con  la  inscripción  del  matri- 
monio correspondiente  en  el  Registro  civil. 

Cuando  In  inscrii)ción  se  solicite  una  vez  transcurridos  cinco  días  desde 
la  celebración,  no  perjudicará  los  derechos  legítimamente  adquiridos  por 
terceras  personas. 

Art.  77.  Esi'án  obligados  a  promover  la  inscripción  del  matrimonio  en 
el  Registro  civil  los  propios  contrayentes.  A  este  fin  pondrán  por  escrito 
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en  conocimiento  del  Juez  encargado  del  Registro  competente,  con  24  horas 
de  anticipación,  por  lo  menos,  el  dia,  hora  y  lugar  del  acto.  El  Juez  encar- 
gado dará  recibo  de  dicho  aviso  y  asistirá  por  sí  o  por  delegado,  a  la  cele- 
bración del  matrimonio  canónico,  al  solo  efecto  de  verificar  la  inmediata 
inscripción  en  el  Registro  civil. 

Si  el  matrimonio  se  celebrase  sin  la  asistencia  del  Juez  encargado,  a  pesar 
de  haber  dado  el  aviso  los  contrayentes,  se  hará  a  costa  de  aquél  la  ins- 
cripción del  matrimonio. 

En  todo  caso,  y  sin  perjuicio  de  las  sanciones  en  que  incurran  por  su 
culpa  o  negligencia  los  particulares  y  funcionarios  obligados  a  promover 
o  practicar  la  inscripción  del  matrimonio  canónico,  ésta  podrá  hacerse  en 
cualquier  momento  aun  fallecidos  los  contrayentes,  a  petición  de  cualquier 
interesado  y  mediante  copia  auténtica  del  acta  sacramental  o  de  certifica- 
ción eclesiástica  acreditativa  del  matrimonio. 

La  inscripción  en  el  Registro  deberá  ser  comunicada  al  párroco. 

Art.  78.  Los  que  contrajeren  matrimonio  canónico  in  articulo  mortis 
podrán  dar  aviso  al  encargado  del  Registro  civil  en  cualquier  instante 
anterior  a  la  celebración  y  acreditar  de  cualquier  manera  que  cumplieron 
este  deber. 

Las  sanciones  impuestas  a  los  contrayentes  que  omitieren  aquel  requi- 
sito no  serán  aplicables  al  caso  del  matrimonio  in  articulo  mortis  cuando 
conste  que  fue  imposible  dar  oportunamente  aviso. 

Art.  79.  El  matrimonio  secreto  de  conciencia  celebrado  ante  la  Iglesia 
no  está  sometido  a  lo  dispuesto  en  el  art.  77. 

Para  los  efectos  civiles,  basta  su  inscripción  en  el  Registro  especial  que 
se  lleva  en  la  Dirección  general  de  los  Registros,  pero  no  perjudicará  los 
derechos  adquiridos  legítimamente  por  terceras  personas,  sino  desde  su 
publicación  en  el  Registro  civil  correspondiente,  la  cual  se  practicará  a 
petición  de  los  cónyuges,  de  común  acuerdo,  del  sobreviviente  si  el  otro 
hubiere  fallecido  o  del  Ordinario  en  los  casos  en  que  cesa  para  él  la  obli- 
gación canónica  del  secreto. 

Art.  80.  El  conocimiento  de  las  causas  sobre  nulidad  y  separación  de 
los  matrimonios  canónicos,  sobre  dispensa  del  matrimonio  rato  y  no  con- 
sumado y  sobre  uso  y  aplicación  del  privilegio  paulino,  corresponde  ex- 
clusivamente a  la  jurisdicción  eclesiástica  conforme  al  procedimiento  ca- 
nónico, y  sus  sentencias  y  resoluciones  firmes  tendrán  eficacia  en  el  orde- 
namiento civil,  a  tenor  del  art.  82. 

Art.  8L  Incoada  ante  la  jurisdicción  eclesiástica  una  demanda  de 
nulidad  o  de  separación  de  matrimonio,  corresponde  a  la  jurisdicción  civil 
dictar,  a  instancia  de  la  parte  interesada,  las  disposiciones  referidas  en  el 
art.  68. 

Art.  82.  La  jurisdicción  civil  promoverá  la  inscripción  y  ejecutará  en 
todo  lo  demás  relativo  a  efectos  civiles  las  sentencias  y  resoluciones  firmes 
dictadas  por  la  jurisdicción  eclesiástica  sobre  nulidad  o  separación  de 
matrimonio  canónico  y  sobre  dispensa  de  matrimonio  rato  no  consumado 
o  aplicación  del  privilegio  paulino.  La  ejecución  se  llevará  a  cabo  en  virtud 
de  comunicación  canónica  de  las  sentencias  o  resoluciones,  o  a  instancia 
de  quien  tenga  interés  legítimo  y  presente  el  oportuno  testimonio. 

Art.  86.  —  Los  que  con  arreglo  al  art.  42  pretendan  contraer  matrimo- 
nio en  forma  civil  presentarán  en  el  Registro  civil  de  su  domicilio  una  de- 
claración firmada  por  ambos  contrayentes,  en  que  conste : 

1.  °  Los  nombres,  apellidos,  edad,  profesión,  domicilio  o  residencia  de 
los  contrayentes. 

2.  *^  Los  nombres,  apellidos,  profesión,  domicilio  o  residencia  de  los 
padres. 

Acompañarán  a  esta  declaración  la  prueba  de  nacimiento  y  del  estado 
civil,  la  licencia,  si  procediere,  y  la  dispensa  cuando  sea  necesaria. 

Asimismo  presentarán  la  prueba  de  no  profesar  la  religión  católica... 

Art.  1333.  La  donación  hecha  por  razón  de  matrimonio  no  será  revo- 
cable sino  en  los  casos  siguientes: 
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1."  Si  fuere  condicional  y  la  condición  no  se  cumpliere.  —  2.°  Si  el 
matrimonio  no  llegara  a  celebrarse.  —  3.°  Si,  siendo  menores,  se  casaren 
sin  haber  obtenido  la  licencia  o  autorización,  o  anulado  el  matrimonio, 
hubiese  mala  fe  por  parte  de  uno  de  los  cónyuges  conforme  al  n.  3.°  del 
art.  73  de  este  Código. 

Art.  1340.  El  padre  o  la  madre,  o  el  que  de  ellos  viviese,  están  obli- 
gados a  dotar  a  sus  hijas  legitimas  fuera  del  caso  en  que,  necesitando  éstas 
la  licencia  de  aquéllos  para  contraer  matrimonio  con  arreglo  a  la  Ley,  se 
casen  sin  obtenerla  ni  obtener  tampoco  la  autorización  equivalente,  con- 
forme al  art.  49  de  este  Código... 

Art.  4.°  En  el  texto  del  Código,  la  expresión  separación  personal  sus- 
tituye en  la  forma  conveniente  el  término  divorcio  y  sus  derivados... 

Dada  en  el  Palacio  de  El  Pardo  a  24  de  abril  de  1958.  —  Francisco 
Franco. 


APENDICE  XXII 
REGISTRO  CIVIL 

Ley,  8  jun.  1957;  Reglamento,  14  nov.  1958.  Boletín  Oficial  del  Estado, 
10  jun.  1957,  págs.  372-79;  11  dic.  1958,  págs.  10.977-11.004 

Preámbulo  de  la  Ley.  —  I.  La  ley  del  Registro  civil,  hasta  ahora  vigen- 
te, publicada  como  provisional,  después  de  más  de  ochenta  años,  se  ha 
acreditado  de  excelente.  Pero  era  necesario  acomodarla  a  las  condiciones 
modernas  y  simplificarla  y  sistematizarla,  despojándola  del  carácter  ca- 
suístico propio  de  una  ley  experimental.  Por  otra  parte,  la  publicación  del 
Código  civil,  la  regulación  de  los  efectos  civiles  del  matrimonio  canóni- 
co, etc.,  hacían  necesario  completarla. 

II.  Respetando  el  punto  de  vista  clásico  de  la  misión  del  Registro 
civil,  el  nuevo  sistema  da  al  Registro  un  carácter  más  amplio,  recogiendo 
el  contenido  de  los  Registros  de  Tutelas  y  el  de  Ausentes,  etc. 

III.  Se  conservan  los  tres  tipos  de  registro :  municipal,  consular  y  cen- 
tral; suprimiendo  los  antiguos  registros  ocasionales.  Se  ha  estudiado  con 
detenimiento  el  problema  del  personal  de  los  Registros  municipales;  reme- 
diando el  defecto  anterior  de  ponerlos  en  manos  legas.  Se  intensifica  la 
intervención  de  funcionarios  técnicos.  No  se  impone  a  todos  los  términos 
municipales  un  Registro  único,  pudiendo  ser  varios  en  las  grandes  po- 
blaciones. 

IV.  En  el  modo  de  extender  los  asientos  se  ha  seguido  un  criterio  de 
claridad  y  simplificación. 

V.  La  novedad  quizás  más  importante  en  la  sección  primera  es  la 
forma  de  inscribir  la  filiación  natural,  respecto  de  la  madre. 

VI.  En  cuanto  a  nombres  y  apellidos  en  principio  se  ha  seguido  el 
sistema  tradicional;  pero  procurando  que  el  nombre  propio  sea  un  signo 
distintivo,  y  que  concuerde  con  el  de  bautismo.  Se  facilitan  los  cambios. 

VIL  Queda  notablemente  aligerada  la  regulación  de  la  nacionalidad  y 
vecindad  en  orden  al  registro. 

VIII.  En  la  regulación  de  la  inscripción  del  matrimonio  canónico  se 
ha  procurado  la  adaptación  al  régimen  concordatario  y  al  Código  Civil. 

IX.  En  cuanto  a  defunciones  se  ha  introducido  la  posibilidad  de  la 
inscripción,  aunque  el  cadáver  hubiere  desaparecido  o  se  hubiese  in- 
humado. 

X.  La  sección  4.%  Tutelas  ij  representaciones  legales,  absorbe  el  con- 
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tenido  del  Registro  de  Tutelas,  y  la  parte  del  Registro  Central  de  Ausentes, 
que  no  comprende  la  sección  primera. 

XI.  En  cuanto  a  los  expedientes  gubernativos  se  ha  mejorado  el  sis- 
tema introducido  por  numerosas  y  dispersas  disposiciones,  facilitando  las 
rectificaciones,  pero  aumentando  al  mismo  tiempo  las  garantías. 

XII.  La  ley  no  tiene  efecto  retroactivo  respecto  de  los  hechos  inscritos, 
aunque  regula  la  inscripción  de  los  no  inscritos  ante  su  vigencia.  Deroga 
las  demás  disposiciones  relativas  al  Registro,  exceptuando  las  disposicio- 
nes del  Código  Civil,  que  continúan  en  vigor  en  cuanto  no  estén  modifica- 
das por  esta  ley. 

Reproducimos  aquí  las  disposiciones  que  más  puedan  interesar  al  clero 
español. 

Disposiciones  generales  :  Ley.  Art.  2.  El  Registro  civil  constituye  la 
prueba  de  los  hechos  inscritos.  Sólo  en  los  casos  de  falta  de  inscripción  o 
en  los  que  no  fuere  posible  certificar  del  asiento  se  admitirán  otros  medios 
de  prueba;  pero  en  el  primer  caso  será  requisito  indispensable  para  su 
admisión  que,  previa  o  simultáneamente,  se  haya  instado  la  inscripción 
omitida  o  la  reconstitución  del  asiento. 

6.  El  Registro  es  público  para  quienes  tengan  interés  en  conocer  los 
asientos.  La  publicidad  se  realiza  por  manifestación  y  examen  de  los  libros 
municipales  del  juez  de  primera  instancia,  y  por  certificación  de  alguno 
o  de  todos  los  asientos  del  mismo  folio,  literal  o  en  extracto;  o  negativa,  si 
no  los  hubiere. 

7.  Las  certificaciones  son  documentos  públicos. 

8.  Cuando  la  certificación  no  fuese  conforme  con  el  asiento  a  que  se 
refiere,  se  estará  a  lo  que  de  éste  resulte,  sin  perjuicio  de  la  responsabi- 
lidad que  proceda. 

Reglamento.  Art.  5.  Salvo  justificadas  razones  de  urgencia,  el  despa- 
cho de  asuntos  se  efectuará  a  las  horas  de  servicio,  que  se  anunciarán  en 
lugar  visible  al  público. 

12.  Las  menciones  de  identidad  consisten  en  los  nombres  y  apellidos, 
nombre  de  los  padres,  edad,  estado,  naturaleza  y  domicilio  y  nacionalidad, 
si  no  fuere  la  española. 

21.  No  se  dará  publicidad  sin  autorización  del  juez  de  primera  ins- 
tancia: 1.°  De  la  filiación  ilegítima  o  desconocida,  o  de  circunstancias 
que  descubran  tal  carácter,  de  la  legitimación,  de  la  fecha  del  matrimo- 
nio que  conste  en  el  folio  del  nacimiento,  si  éste  ocurrió  antes  de  los 
180  días  de  su  celebración,  y  del  cambio  del  apellido  Expósito  u  otros  aná- 
logos o  inconvenientes.  2.°  De  la  adopción,  cuando  el  adoptado  lleva  como 
primer  apellido  el  del  adoptante.  3.°  De  las  causas  de  nulidad  o  separa- 
ción de  un  matrimonio,  o  de  las  de  privación  o  suspensión  de  la  patria 
potestad.  4.°  De  los  documentos  archivados,  en  cuanto  a  los  extremos 
citados  en  los  números  anteriores  o  a  circunstancias  deshonrosas,  o  que 
estén  incorporados  en  expediente  reservado.    5.°    Del  legajo  de  abortos. 

La  autorización  sólo  se  concederá  a  quienes  justifiquen  interés  legitimo 
y  razón  fundada  para  pedirla.  La  certificación  expresará  el  nombre  del 
solicitante,  los  solos  efectos  para  que  se  libra  y  la  autorización. 

22.  Pero  no  requieren  autorización  judicial  para  obtener  certifica- 
ción: 1.°  Respecto  de  los  extremos  del  n.  1.°  anterior,  el  propio  inscrito 
y  sus  ascendientes,  descendientes  o  herederos.  2.*^  Respecto  a  la  adop- 
ción plena,  el  adoptado  mayor  de  edad;  y  de  la  menos  plena  el  adoptante, 
el  adoptado  y  los  ascendientes,  descendientes  o  herederos  de  uno  y  otro. 
3.°  Respecto  de  las  causas  de  privación  o  suspensión  de  la  patria  potestad, 
el  sujeto  a  ésta  o  sus  ascendientes,  descendientes  o  herederos;  y  respecto 
de  las  de  nulidad  de  matrimonio  o  separación,  los  cónyuges  y  sus  herederos 
además  en  su  caso  de  aquéllos.  4.°  Respecto  de  los  documentos  archiva- 
dos, las  personas  antes  referidas  en  los  distintos  supuestos;  y  cuando  se 
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trate  de  resolución  notificada  el  destinatario  de  la  notificación.  5.°  Res- 
pecto del  legajo  de  abortos,  los  padres. 

Tampoco  requieren  autorización  judicial  los  representantes  legales  de 
las  personas  antes  referidas  y  los  apoderados  especialmente  por  aquéllos 
o  éstas. 

En  la  certificación  se  expresará  el  nombre  del  solicitante. 

23.  Para  obtener  certificaciones  no  es  necesaria  solicitud  por  escrito, 
excepto:  1.^  Si  la  busca  ha  de  exceder  de  dos  años.  2.°  Para  las  que  re- 
quieran autorización  previa.  3.°  Para  las  negativas  que  necesariamente  se 
referirán  al  tiempo  expresamente  indicado  por  el  solicitante.  4.°  Cuando 
se  pretenda,  en  su  caso,  que  se  formalice  resolución  denegatoria.  5.°  Cuan- 
do se  presente  en  oficina  distinta  de  la  que  ha  de  librar  la  certificación. 

La  solicitud  contendrá  los  datos  necesarios  para  la  busca. 

Inscripción  de  nacimientos.  Ley.  Art.  41.  La  inscripción  hace  fe  del 
hecho,  fecha,  hora  y  lugar  del  nacimiento,  sexo,  y  en  su  caso,  de  la  filia- 
ción del  inscrito. 

42.  Se  practica  en  virtud  de  declaración  de  quien  tenga  conocimien- 
to cierto  del  nacimiento.  Esta  declaración  se  formulará  entre  las  24  horas 
y  los  ocho  dias  siguientes  al  nacimiento;  si  el  reglamento  no  señala  otro 
plazo. 

43.  Están  obligados  a  promover  la  inscripción,  por  su  declaración: 
1.^  El  padre.  2.°  La  madre.  3.°  El  pariente  más  próximo,  o  en  su  de- 
fecto, cualquiera  persona  mayor  de  edad,  presente  en  el  lugar  del  alumbra- 
miento, al  tiempo  de  verificarse.  4.°  El  jefe  del  establecimiento  o  el  ca- 
beza de  familia  de  la  casa  donde  se  verificó  el  nacimiento. 

44.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  en  todo  caso  el  médico,  comadrona, 
o  ayudante  técnico  sanitario,  dará  inmediatamente  parte  escrito  del  mismo 
al  encargado  del  Registro  civil.  En  defecto  del  parte,  el  encargado,  antes 
de  inscribir,  comprobará  el  hecho,  por  el  médico  del  Registro  civil  o  por 
cualquier  otro  medio  reglamentario. 

45.  Las  personas  obligadas  a  declarar  o  dar  el  parte,  comunicarán  en 
la  misma  forma  el  alumbramiento  de  las  criaturas  abortivas  de  más  de 
180  días  en  vida  fetal  aproximadamente.  En  el  registro  se  llevará  un  legajo 
con  las  declaraciones  y  partes  de  estos  abortos. 

Reglamento.  Art.  71.  El  acta  en  cuya  virtud  puede  practicarse  la  ins- 
cripción de  nacimiento,  matrimonio  o  defunción,  cualquiera  que  sea  el 
tiempo  transcurrido,  será  autorizada:  1.°  Si  ocurren  en  el  curso  de  viaje 
marítimo  o  aéreo,  por  el  contador  del  buque  de  guerra,  o  en  las  otras  naves, 
por  el  comandante,  capitán  o  patrón.  2.°  En  campaña,  por  el  jefe  del 
cuerpo,  capellán  castrense,  o  cualquier  oficial  encargado  formalmente  por 
aquél. 

72.  Los  mencionados  en  el  art.  anterior  tienen  los  mismos  deberes  y 
facultades  del  encargado  del  registro,  en  cuanto  a  la  comprobación  de  na- 
cimiento, filiación,  defunción  o  aborto,  para  la  recepción  del  aviso  y  acta 
de  matrimonio  canónico,  y  salvo  en  los  supuestos  de  los  nn.  4.°  y  7.°  para 
la  licencia  de  entierro,  que  sólo  expedirán,  si  hubiere  inconveniente  para 
conseguir  la  ordinaria  antes  de  24  horas. 

73.  Los  obligados  a  hacer  la  declaración,  lo  están  también  a  promover 
el  acta  y  la  inscripción. 

EiLiAcióx.  Ley.  Art.  47.  En  la  inscripción  de  nacimiento  constará  la 
filiación  materna,  siempre  que  ella  coincida  con  la  declaración  y  el  parte 
o  comprobación  reglamentaria.  No  constando  el  matrimonio  de  la  madre 
ni  el  reconocimiento  por  ésta  de  la  filiación,  el  encargado  del  registro,  sin 
demora,  notificará  el  asiento  personalmente  a  la  interesada  o  a  sus  here- 
deros. La  mención  de  esta  filiación  podrá  suprimirse  por  sentencia  o  por 
desconocimiento  de  la  que  figura  como  madre  ante  el  encargado  del  regis- 
tro, dentro  de  15  dias  de  aquella  notificación. 
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48.  La  filiación  paterna  constará  en  el  registro  en  la  inscripción  de 
nacimiento  o  a  su  margen,  por  referencia  a  la  inscripción  del  matrimonio 
de  los  padres  o  por  inscripción  de  reconocimiento. 

49.  El  reconocimiento  puede  hacerse  o  por  declaración  del  padre  o 
de  la  madre  en  cualquier  tiempo  ante  el  encargado  del  registro,  inscrita  al 
margen  y  firmada  por  aquéllos.  En  este  último  supuesto  deberá  también 
concurrir  el  consentimiento  del  hijo  o  la  aprobación  judicial,  según  dis- 
pone el  Código  civil. 

Podrá  inscribirse  la  filiación  natural  mediante  expediente  gubernativo 
aprobado  por  el  juez  de  primera  instancia,  siempre  que  no  hubiese  opo- 
sición del  fiscal  o  de  parte  interesada  notificada  personal  y  obligatoria- 
mente: 1.°  Cuando  exista  escrito  indubitado  del  padre  o  de  la  madre 
en  que  expresamente  reconozca  la  filiación.  2°  Cuando  el  hijo  se  halle 
en  la  posesión  continua  del  estado  de  hijo  natural  del  padre  o  de  la  madre, 
justificada  por  actos  directos  del  mismo  padre  o  de  su  familia.  S.*'  Res- 
pecto de  la  madre,  siempre  que  se  pruebe  cumplidamente  el  hecho  del 
parto  y  la  identidad  del  hijo.  Formulada  oposición  la  inscripción  de  filia- 
ción sólo  puede  obtenerse  por  el  procedimiento  ordinario. 

Reglamento.  Art.  184.  Nacido  el  hijo  dentro  de  los  180  días  siguien- 
tes a  la  celebración  del  matrimonio,  y  faltando  el  consentimiento  del  ma- 
rido, sólo  constará  en  la  inscripción  como  padre,  si  se  acredita  por  docu- 
mento público,  testamento,  sentencia,  o  expediente,  que  supo,  antes  de 
casarse,  el  embarazo  de  su  mujer;  o  que  ha  reconocido  al  hijo  como  suyo 
expresa  o  tácitamente. 

185.  Son  documentos  públicos  aptos  para  el  reconocimiento  de  los 
hijos  naturales,  la  escritura  pública,  el  acta  civil  o  canónica  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio  de  los  padres,  el  expediente  de  inscripción  de  naci- 
miento fuera  de  plazo,  las  capitulaciones  matrimoniales  y  el  acto  de  con- 
ciliación. 

187.  Para  inscribir  el  reconocimiento  se  requiere  acreditar:  1.°  Si 
es  de  padre  y  madre  conjuntamente,  que  al  tiempo  de  la  concepción  pu- 
dieron casarse,  sin  dispensa  o  con  ella.  2.°  Si  es  por  uno  solo,  que  en  tal 
tiempo  tenia  incapacidad  legal  para  contraer  matrimonio.  Para  acreditar 
estos  extremos,  basta  la  declaración  del  padre  o  padres,  bajo  su  responsa- 
bilidad, y  con  las  formalidades  del  reconocimiento,  en  el  mismo  acto  o 
en  otro  ulterior;  la  afirmación  contenida  en  la  correspondiente  aprobación 
judicial  o  la  comprobación  sin  edictos  o  proclamas  en  expediente  gu- 
Í)ernativo. 

190.  En  cuanto  a  la  filiación  ilegítima  no  natural,  sólo  constarán  en 
la  inscripción  las  menciones  de  que  se  infiera  el  carácter  ilegitimo  no  na- 
tural de  una  filiación,  cuando  ésta  se  declare  por  sentencia  en  proceso 
civil. 

191.  Por  lo  que  toca  a  la  filiación  desconocida,  el  encargado  consigna- 
rá en  la  inscripción  de  nacimiento  o  en  otra  marginal,  en  lugar  del  padre 
o  madre,  otro  de  uso  corriente,  con  la  declaración  de  que  se  consignan 
para  identificar  a  la  persona.  Estos  nombres  serán  los  usados  en  las  men- 
ciones de  identidad. 

Nombre  y  apellidos.  Ley.  Art.  54.  En  la  inscripción  del  nacimiento 
se  inscribirá  el  nombre  del  nacido,  que  debe  ser  en  su  caso  el  del  bautis- 
mo. Tratándose  de  españoles,  en  castellano.  Prohibense  los  extravagantes, 
impropios  de  personas,  irreverentes  o  subversivos:  y  la  conversión  en 
nombre  de  los  apellidos,  o  seudónimos;  poner  al  nacido  el  nombre  de  un 
hermano,  a  no  ser  que  éste  haya  fallecido,  o  cualquiera  de  que  engendre 
confusión. 

55.  La  filiación  legítima  o  natural  determina  los  apellidos.  Los  hijos 
naturales  reconocidos  sólo  por  el  padre,  tienen  los  apellidos  de  éste,  por 
el  mismo  orden.  Los  reconocidos  por  la  madre  solamente,  los  dos  primeros 
apellidos  de  ésta;  pudiendo,  si  lo  desean,  invertir  su  orden.  El  encargado 
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del  registro  impondrá  un  nombre  y  unos  apellidos  corrientes,  al  nacido 
cuya  filiación  se  ignora. 

56.  En  la  escritura  de  adopción  se  puede  convenir  que  el  primer  ape- 
llido del  adoptante  o  adoptantes  se  anteponga  a  los  de  la  familia  natural 
del  adoptado.  Los  apellidos  no  naturales  pueden  ser  sustituidos  por  los  de 
los  adoptantes. 

Cambio  de  nombres  y  apellidos.  Art.  57.  El  Ministro  de  Justicia  pue- 
de autorizar  cambios  de  nombres  y  apellidos,  previo  expediente.  Requisi- 
tos para  pedir  cambios  de  apellido:  1.°  Que  el  apellido  propuesto  cons- 
tituya situación  de  hecho  no  creada  por  el  interesado.  Que  el  apellido 
o  apellidos  que  se  tratan  de  unir  o  modificar  pertenezcan  legitimamente  al 
peticionario.  3.^  Que  provenga  de  la  línea  correspondiente  al  apellido 
que  se  trata  de  alterar. 

58.  No  se  necesita  el  primer  requisito  para  cambiar  o  modificar  un 
apellido  contrario  al  decoro  o  que  ocasione  graves  inconvenientes,  o  para 
evitar  la  desaparición  de  un  apellido  español.  En  circunstancias  excepcio- 
nales, podrá  autorizarse  el  cambio,  a  propuesta  del  Ministro,  aunque  falten 
los  requisitos  anteriores. 

59.  El  juez  de  primera  instancia  puede  autorizar,  previo  expediente: 
1°  El  cambio  de  apellido  Expósito  o  análogo,  indicador  de  origen  des- 
conocido, por  otro  que  pertenezca  al  peticionario,  o  en  su  defecto,  por  otro 
corriente.    2.°    El  de  nombres  y  apellidos  impuestos  contra  las  normas. 

3.  °  La  conservación  por  el  hijo  natural,  o  sus  descendientes  de  los  apelli- 
dos que  vinieron  usando,  solicitándolo  dentro  de  dos  meses  siguientes  a 
la  inscripción  del  reconocimiento;   o  en  su  caso  a  la  mayoría  de  edad. 

4.  °  El  cambio  de  nombre  por  el  impuesto  canónicamente,  cuando  éste 
fuere  el  usado  habitualmente.  5.°  La  traducción  de  nombre  extranjero  o 
adecuación  gráfica  de  la  fonética  de  apellido  extranjero. 

60.  Para  el  cambio  de  nombre  y  apellidos  del  articulo  anterior  se  re- 
quiere causa  justa  y  que  no  haya  perjuicio  de  tercero. 

61.  El  cambio  gubernativo  de  apellidos  alcanza  a  los  sujetos  a  la  pa- 
tria potestad,  y  a  los  demás  descendientes  que  expresamente  lo  consientan. 

62.  Las  autorizaciones  de  cambio  no  surten  efecto  mientras  no  se  ins- 
criban al  margen  de  la  inscripción  de  nacimiento. 

Reglamento.  Nombres.  Art.  192.  No  se  podrán  imponer  más  de  dos 
nombres  simples,  que  se  unirán  por  un  guión;  o  de  uno  compuesto;  y 
serán  en  su  caso  los  únicos  o  primeros  del  bautismo.  Se  permiten  extran- 
jeros o  regionales,  si  tuvieren  traducción  usual  al  castellano,  se  consigna- 
rán en  esta  lengua.  Son  prohibidos  por  extravagantes,  los  que  por  sí  o  en 
combinación  con  los  apellidos  resultan  contrarios  al  decoro  de  la  persona. 
Se  prohibe  cualquiera  que  haga  confusa  la  designación,  por  su  pronun- 
ciación u  ortografía  exótica  o  por  inducir,  en  su  conjunto,  a  error  sobre 
el  sexo. 

193.  El  encargado  consignará  en  la  inscripción  de  nacimiento  el  nom- 
bre impuesto  por  el  padre  o  madre  o  en  último  término  por  pariente  lla- 
mado por  la  ley  a  la  tutela,  sin  exigir  partida  de  bautismo,  sino  sólo  según 
lo  manifestado  por  el  declarante.  No  manifestando  éste  el  nombre,  ni  cons- 
tando el  de  pila,  el  encargado  requerirá  la  imposición  a  dichas  personas, 
si  residen  en  el  término  o  demarcación  del  registro.  Pasados  tres  días  se 
inscribirá  el  nacimiento,  imponiendo  el  nombre  el  encargado.  Hecha  la 
inscripción,  la  discordancia  con  el  de  pila  será  sancionada,  y  previo  ex- 
pediente puede  autorizarse  el  cambio,  cuando  el  de  bautismo  fuere  el 
habitual. 

Apellidos.  Art.  194.  Apellido  paterno  es  el  primero  del  padre;  ma- 
terno, el  primero  de  los  personales  de  la  madre,  aunque  sea  extranjera.  Uno 
y  otro  se  expresarán  intercalando  la  partícula  //. 

195.  A  i)otición  del  interesado  ante  el  encargado  se  antepondrá  la  pre- 
posición de  al  apellido  paterno,  (¡ue  fuere  usualmente  nombre  ])ropio  o  em- 
pezare por  él. 
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196.  No  puede  imponerse  de  oficio  como  apellido  el  de  Expósito  u  otro 
indicador  de  origen  desconocido,  ni  nombre  propio.  Establecida  la  filia- 
ción paterna  o  materna  o  en  ambas  lineas,  cesarán  los  apellidos  impuestos, 
por  no  ser  aquélla  conocida. 

Art.  197.  La  legitimación  por  concesión  soberana  produce  en  los  ape- 
llidos los  mismos  efectos  que  el  reconocimiento. 

198.  La  procedente  inversión  de  los  apellidos  podrá  formalizarse  por 
el  hijo  o  su  representante  legal,  por  declaración  ante  el  encargado,  al 
inscribirse  la  legitimación  por  concesión  soberana  o  reconocimiento,  o 
dentro  de  dos  meses  siguientes  a  la  inscripción  o  a  la  mayoría  de  edad. 

Cambios  de  nombres  y  APELLmos.  Art.  209.  El  Ministerio  de  Justicia 
puede  autorizar  cambio  de  nombres  y  apellidos,  previo  expediente,  con  estos 
requisitos:  1.^  Que  el  apellido  propuesto  constituya  una  situación  de 
hecho  no  creada  por  el  interesado.  2.°  Que  el  que  se  trata  de  unir  o  mo- 
dificar pertenezca  legítimamente  al  peticionario.  3.°  Que  provenga  de  la 
línea  correspondiente  al  apellido  que  se  trata  de  alterar. 

206.  Los  cambios  pueden  consistir  en  segregación  de  palabras,  supre- 
sión de  artículos  o  partículas,  traducción  o  adaptación  gráfica  o  fonética, 
sustitución,  anteposición  o  agregación  de  otro  nombre  o  apellido  o  parte 
de  apellido  u  otros  análogos,  dentro  de  los  límites  legales.  Las  uniones 
no  podrán  exceder  de  dos  palabras,  sin  contar  artículos  ni  partículas.  El 
cambio  de  nombre  requiere  justa  causa  y  que  no  perjudique  a  tercero. 
(Véase  art.  58  de  la  ley). 

Art.  209-10.  El  juez  de  primera  instancia  puede  autorizar,  previo  expe- 
diente, los  cambios  indicados  en  el  art.  59  de  la  ley,  con  justa  causa. 

211.  El  apellido  Expósito  o  análogo  será  sustituido:  1.°  Por  aquel  en 
que  concurra  la  situación  de  hecho,  pertenencia  legítima  y  provenencia  de 
linea  exigidas  para  cambio  ordinario.  2.°  En  su  defecto,  por  el  siguiente 
en  la  misma  línea  al  que  ha  de  sustituirse.  3.°  Si  no  hay  apellidos  de  la 
línea,  el  elegido  por  el  peticionario  o  su  representante  legal  entre  los  de 
la  otra,  exceptuado  el  que  ya  ostenta  como  paterno,  o  entre  los  corrientes. 

212.  El  nombre  impuesto  contra  las  normas  será  en  su  caso  traducido; 
y  en  los  demás  sustituido  por  otro  ajustado,  que  usará  habitualmente  el 
peticionario;  a  falta  de  él,  por  el  canónico;  y  en  su  defecto  por  el  elegido 
por  él  o  por  su  representante  legal.  El  apellido  impuesto  contra  las  normas 
será  sustituido  por  el  que  éstas  determinen;  en  su  defecto  por  el  que 
habitualmente  use  el  peticionario;  después  por  el  de  uso  corriente,  que 
él  o  su  representante  legal  elija;  en  último  término  por  uno  impuesto  de 
oficio. 

215.  Puede  autorizarse  al  hijo  natural  o  a  sus  descendientes  la  conser- 
vación de  los  apellidos  que  vinieren  usando,  antes  o  después  de  legitimados, 
sin  que  la  legitimación  afecte  a  la  autorización  obtenida. 

Inscripción  del  matrimonio.  Ley.  Art.  69.  La  inscripción  del  matri- 
monio hace  fe  del  acto  del  matrimonio,  y  de  la  fecha,  y  lugar  en  que  se 
contrae. 

70.  Los  efectos  civiles  del  canónico  o  civil  se  producirán  desde  la 
celebración.  Para  que  estos  efectos  sean  reconocidos  bastará  la  inscripción 
del  matrimonio.  Pero  cuando  la  inscripción  sea  solicitada  después  de  los 
cinco  dias  de  la  celebración,  no  perjudicará  a  los  derechos  legítimamente 
adquiridos  por  terceros.  Para  los  efectos  civiles  del  matrimonio  de  con- 
ciencia, basta  la  inscripción  en  el  libro  especial  de  matrimonios  secretos; 
pero  no  perjudicarán  a  los  derechos  legítimamente  adquiridos  por  terce- 
ros, sino  desde  su  publicación  en  el  Registro  civil. 

71.  Están  obligados  a  promover  la  inscripción  del  matrimonio  canóni- 
co los  contrayentes.  Para  esto  comunicarán  por  escrito  al  encargado  del 
registro  competente,  24  horas  antes,  por  lo  menos,  el  día,  hora  y  lugar  del 
acto.  El  encargado  dará  recibo  de  dicho  aviso,  y  asistirá  por  sí  o  delegado, 
a  la  celebración,  al  solo  efecto  de  verificar  la  inmediata  transcripción. 
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Esta  siempre  puede  hacerse  en  cualquier  momento,  aun  fallecidos  los  con- 
trayentes, a  petición  de  cualquier  interesado,  mediante  la  simple  presen- 
tación de  copia  auténtica  del  acta  sacramental  o  de  certificación  ecle- 
siástica. 

72.  Los  que  contrajeron  matrimonio  canónico  in  articulo  mortis,  po- 
drán avisar  al  encargado  del  registro  en  cualquier  instante  anterior  a  la 
celebración  y  acreditar  de  cualquier  modo  que  cumplieron  este  deber.  El 
matrimonio  de  conciencia  ante  la  Iglesia  no  está  sometido  al  articulo  71. 

75.  El  funcionario  civil  que  autorice  el  acto  del  matrimonio  entregará 
inmediatamente  a  los  contrayentes  un  ejemplar  del  Libro  de  Familia,  en 
el  que  conste,  con  valor  de  certificación,  la  realidad  del  matrimonio. 

76.  Las  sentencias  y  resoluciones  sobre  validez,  nulidad  o  separación 
del  matrimonio,  y  cuantos  actos  pongan  término  a  ésta,  se  inscribirán  al 
margen  de  la  inscripción  del  matrimonio. 

77.  Asimismo  podrá  hacerse  indicación  de  la  existencia  de  pactos,  re- 
soluciones judiciales  y  demás  hechos  que  modifiquen  el  régimen  econó- 
mico de  la  sociedad  conyugal.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1322 
del  Código  Civil,  en  ningún  caso  el  tercero  de  buena  fe,  resultará  perju- 
dicado sino  desde  la  fecha  de  dicha  indicación. 

78.  En  el  Libro  especial  de  matrimonios  secretos  del  registro  central 
se  inscribirán:  1.°  Los  de  conciencia  celebrados  ante  la  Iglesia,  si  lo 
solicitan  ambos  contrayentes.  2.°  Los  civiles,  celebrados  en  secreto  por 
dispensa. 

79.  Sólo  podrán  solicitar  la  publicación  del  matrimonio  secreto,  la  cual 
se  hará  mediante  el  traslado  de  la  inscripción  al  Registro  civil:  1.°  Am- 
bos contrayentes  de  común  acuerdo.  2.°  El  cónyuge  sobreviviente.  3.^  Tra- 
tándose del  canónico,  el  Ordinario,  en  los  casos  en  que  cesa  para  él  la  obli- 
gación del  secreto.    4.°    Tratándose  del  civil... 

80.  A  petición  del  interesado  o  del  fiscal  se  anotarán:  1.°  El  canóni- 
co contraído  in  articulo  mortis  o  sólo  ante  testigos,  en  tanto  no  se  certifique 
canónicamente  su  existencia.    2.°    El  civil... 

Reglamento.  Decreto  14  nov.  1958.  Art.  238.  En  el  aviso  para  el  ma- 
trimonio canónico  los  contrayentes  harán  constar  con  su  firma  las  circuns- 
tancias previsibles  de  la  inscripción,  y  que  ninguno  está  casado  legitima- 
mente.  El  aviso  puede  presentarse  por  tercero,  de  identidad  conocida,  que 
asevere  la  identidad  de  las  firmas.  Al  presentarlo  para  comprobar  las  men- 
ciones de  identidad  y  los  datos  de  referencia  a  la  inscripción  de  nacimiento 
en  distinto  registro,  se  exhibirá  certificación  libro  de  familia  o  documento 
oficial  de  identidad. 

El  defecto  de  circunstancias,  salvo  las  legalmente  exigidas,  y  la  de  li- 
bertad matrimonial,  no  obsta  a  la  expedición  del  recibo  de  aviso  ni  la  asis- 
tencia a  la  celebración,  sin  perjuicio  de  ulterior  investigación  y  sanciones. 
Tampoco  es  obstáculo  la  falta  de  justificación  de  cualquier  requisito  civil 
de  licitud  del  enlace. 

239.  No  es  necesario  aviso  ni  obligada  la  asistencia  del  Cónsul  respecto 
de  los  matrimonios  celebrados  en  poblaciones  extranjeras  en  que  no  radi- 
que consulado  español. 

240.  El  encargado  puede,  bajo  su  responsabilidad,  delegar  la  asistencia 
en  cualquier  español  capaz.  Preferentemente  delegará  en  autoridad,  fun- 
cionario, licenciado  en  Derecho,  o  procurador  de  los  tribunales,  y  comu- 
nicará, con  la  debida  antelación,  la  delegación  y  sus  instrucciones. 

241.  El  encargado  o  su  delegado  comparecerán  en  el  lugar  y  hora  se- 
ñahulos  en  el  aviso,  y  dará  a  conocer  su  carácter  al  sacerdote  autorizante; 
si  transcurrido  un  tiempo  prudencial  no  se  procede  a  la  celebración,  podrá 
retirarse. 

El  acta  civil  se  extenderá  seguidamente  de  celebrado,  en  lugar  adecua- 
do, señalado  por  el  sacerdote,  y  será  firmada  por  los  contrayentes  y  el 
autorizante  de  la  misma.  Si  por  causa  no  imputable  al  encargado  se  dila- 
tara la  firma  del  acta,  y  el  autorizante  de  ésta  no  pudiera  esperar,  se  harán 
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constar  las  circunstancias  en  el  acta,  la  que  firmarán,  por  los  contrayentes, 
dos  testigos  de  conocimiento,  cuyas  menciones  de  identidad  se  reseñarán 
igualmente. 

242.  La  inscripción  practicada  en  virtud  de  certificación  eclesiástica 
se  comunicará  al  párroco  por  traslado  en  extracto. 

251.  Los  jueces  de  paz  tienen,  por  delegación,  las  mismas  facultades 
y  deberes  que  el  encargado  en  las  diligencias  de  inscripción  del  matrimo- 
nio canónico,  en  la  celebración  del  civil  y  en  la  autorización  de  documento 
acreditativo  de  la  licencia  para  el  matrimonio  del  menor  de  edad. 

252.  Xo  podrá  inscribirse  matrimonio  canónico  o  civil  contraído,  cuan- 
do cualquiera  de  los  cónyuges  estuvieren  ya  casado  legítimamente;  pero 
el  encargado  no  suspenderá  por  eso  la  inscripción,  porque  conozca  tal 
circunstancia,  o  cualquier  otra  causa  de  ineficacia,  por  medios  no  autén- 
ticos, sin  perjuicio  de  que,  una  vez  practicadas,  realice  las  diligencias  que 
procedan. 

253.  En  toda  inscripción  de  matrimonio  constarán  la  hora,  fecha  y  sitio 
en  que  se  celebre  y  las  menciones  de  identidad  de  los  contrayentes.  En  la 
de  matrimonio  por  poder  se  expresará  cuál  es  el  mandante,  menciones  de 
identidad  del  mandatario,  fecha  y  autorizante  o  autorizantes  del  poder.  En 
la  del  contraído  por  intérprete,  sus  menciones  de  identidad,  idioma  en 
que  se  celebra  y  contrayente  a  quien  se  traduce. 

En  su  caso  se  hará  constar  que  la  inscripción  se  solicitó  transcurridos 
cinco  días  del  matrimonio. 

254.  Si  el  matrimonio  es  canónico,  se  hará  constar  además:  1.°  Su 
carácter  canónico,  parroquia  y  nombre  y  apellidos  del  sacerdote  que  asiste. 
2.*^  Y  según  el  caso,  fecha  del  acta  civil  y  si  fue  levantada  por  el  encargado 
o  por  delegado;  o  bien  fecha,  nombre  y  apellidos  del  autorizante  del  acta 
canónica,  o  de  las  indicaciones  que  procedan,  según  el  título  de  ins- 
cripción. 

256.  Los  contrayentes  manifestarán  los  hijos  legitimados  por  el  ma- 
trimonio, y  los  datos  de  las  inscripciones  de  nacimiento,  para  promover 
las  correspondientes  notas  marginales.  La  declaración  se  consignará  en 
el  acta  civil  del  matrimonio  canónico,  o  en  otro  caso  se  diligenciarán  en 
acta  separada,  que  se  archivará  con  los  antecedentes  del  matrimonio. 

257.  Con  el  acta  civil  del  matrimonio  canónico  se  archivará  el  aviso 
de  los  contrayentes  y  demás  antecedentes. 

260.  Las  inscripciones  de  las  sentencias  y  resoluciones  precisarán  su 
alcance  y  causa  de  la  nulidad  o  separación,  la  buena  o  mala  fe,  o  la  ino- 
cencia o  culpabilidad  de  los  cónyuges  y  las  declaraciones  en  orden  a  los 
hijos,  con  las  circunstancias  relativas  a  la  patria  potestad.  En  la  inscrip- 
ción de  la  sentenciíí  de  nulidad  se  expresará  la  cancelación  de  la  de  ma- 
trimonio. 

261.  La  inscripción  de  las  medidas  adaptadas,  admitida  la  demanda  de 
nulidad  o  separación,  o  en  su  caso  la  querella,  precisará  su  alcance  en 
orden  al  régimen  conyugal  y  a  los  hijos. 

262.  Para  inscribir  la  disolución  por  el  privilegio  paulino,  se  requie- 
re especialmente  certificación  de  inscripción  del  nuevo  matrimonio,  si  no 
consta  en  el  mismo  registro,  y  se  hará  referencia  a  este  asiento  en  el  de  la 
disolución. 

263.  La  resolución  canónica  de  que  un  matrimonio  inscrito  como  civil 
fue  desde  el  principio  o  ha  pasado  a  ser  válido  matrimonio  canónico,  y 
la  celebración  del  último  entre  los  mismos  cónyuges,  se  inscribirá  al 
margen,  en  virtud  de  certificación  eclesiástica.  Inscrita  la  ulterior  cele- 
bración, no  se  podrá  inscribir  sentencia  civil  sobre  validez,  nulidad  o  se- 
paración, mientras  no  se  inscriba  la  declaración  canónica  de  nulidad  del 
segundo  enlace. 

266.  El  matrimonio  cíe  conciencia  se  inscribirá  en  libro  especial,  en 
virtud  de  certificación  eclesiástica,  y  a  solicitud  de  ambos  cónyuges.  Para 
acreditar  la  solicitud,  basta  se  afirme  por  la  autoridad  eclesiástica  dio- 
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cesana;  en  otro  caso,  si  es  escrita,  se  requiere  que  las  firmas  sean  auten- 
ticadas. 

268.  La  inscripción  es  secreta,  pero  cualquiera  de  los  cónyuges  puede 
comprobarla,  mediante  manifestación  y  examen,  por  si  o  por  mandatario 
con  poder  especial. 

La  obligación  de  guardar  secreto  se  extiende  a  los  cónyuges,  mientras 
ambos  no  consientan  la  divulgación,  y  a  los  que  intervienen  en  las  dili- 
gencias para  la  celebración  o  inscripción. 

No  se  hará  mención  de  los  cónyuges  en  las  comunicaciones  de  cumpli- 
miento dirigidas  a  la  autoridad  eclesiástica  o  encargado  remitente,  ni  en 
los  libros  diarios. 

269.  La  solicitud  de  publicación  puede  presentarse  ante  cualquier  Re- 
gistro, e  igualmente  basta  que  la  autoridad  eclesiástica  diocesana  la  afirme 
por  escrito.  En  su  caso  deberá  acompañarse  la  prueba  del  fallecimiento 
del  cónyuge  premuerto.  En  la  solicitud  del  Ordinario,  cuando  proceda, 
constará  que  ha  cesado  la  obligación  del  secreto,  sin  necesidad  de  expre- 
sar la  causa. 

270.  El  matrimonio  secreto  puede  inscribirse  directamente  en  registro 
ordinario,  a  petición  de  quienes  pueden  pedir  su  publicación,  siempre 
que  en  la  solicitud  el  encargado  central  exprese  por  diligencia  a  la  vista 
de  la  certificación  o  acta,  en  cuya  virtud  se  ha  de  inscribir,  que  no  consta 
en  el  libro  especial. 

Defunciones.  Ley.  Art.  81.  La  inscripción  hace  fe  de  la  muerte  de 
una  persona,  y  de  la  fecha,  hora  y  lugar  en  que  acontece. 

82.  Se  practica  en  virtud  de  declaración  de  quien  tenga  conocimien- 
to cierto  de  la  misma  muerte.  La  declaración  se  prestará  antes  del  ente- 
rramiento. 

83.  En  tanto  no  se  inscriba,  no  se  expedirá  licencia  de  entierro,  que 
tendrá  lugar  después  de  24  horas  desde  el  momento  de  la  muerte.  Si  hubie- 
re indicios  de  muerte  violenta,  se  suspenderá  la  licencia  hasta  que  según 
el  criterio  de  la  autoridad  judicial  correspondiente,  lo  permita  el  estado 
de  las  diligencias. 

84.  Deberán  promover  la  inscripción  por  la  declaración  correspon- 
diente los  parientes  del  difunto  o  habitantes  de  su  misma  casa,  o  en  su  de- 
fecto, los  vecinos.  Si  el  fallecimiento  ocurre  fuera  de  casa,  los  parientes,  el 
jefe  del  establecimiento  o  cabeza  de  familia  de  la  casa  donde  ocurrió  o  la 
autoridad  gubernativa. 

85.  Será  necesaria  certificación  médica  de  la  existencia  de  señales 
inequívocas  de  muerte,  para  su  inscripción.  En  los  registros  que  tuvieren 
escrito  médico  del  Registro  civil,  éste  está  obligado  a  comprobar  los  tér- 
minos de  la  certificación.  A  falta  de  facultativo,  el  encargado  deberá  exa- 
minar el  cadáver  por  sí  mismo,  sin  perjuicio  de  delegación  reglamentaria. 

86.  Será  necesaria  sentencia  firme,  expediente  gubernativo  u  otro  de 
la  autoridad  judicial,  que  instruya  las  diligencias  por  muerte  violenta,  que 
afirmen  sin  duda  el  fallecimiento,  para  inscribirle,  cuando  el  cadáver  hubie- 
re desaparecido  o  se  hubiere  inhumado  antes  de  la  inscripción. 

87.  En  tiempo  de  epidemia,  si  existe  temor  fundado  de  contagio,  o 
cuando  ocurran  otras  circunstancias  extraordinarias,  se  tendrán  en  cuenta 
las  excepciones  a  los  preceptos  anteriores,  prescritas  por  leyes  y  regla- 
mentos de  sanidad,  o  las  que  ordene  la  Dirección  General  de  Registros. 

Reglamento.  Art.  273.  La  declaración  se  formulará  inmediatamente  de 
la  muerte.  La  obligación  de  declarar  afecta  a  los  consanguíneos  hasta  el 
i."  grado,  y  a  los  afines  hasta  el  segundo. 

278.  Cuando  el  cadáver  hubiera  desaparecido  o  se  hubiese  inhumado, 
no  basta  para  la  inscripción  la  fama  o  posibilidad  de  la  muerte,  requiérese 
certeza  indudable. 

279.  VA  fallecimiento  ocurrido  en  campaña  o  cautividad  en  tales  cir- 
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cunstancias  se  inscribirá  en  virtud  de  expediente  instruido  y  resuelto  con- 
forme a  esta  legislación... 

280.  En  la  inscripción  de  defunción  constará:  1.°  Las  menciones  de 
identidad  del  fallecido.  2.«  Hora,  fecha  y  lugar  del  fallecimiento  3.'^  Nú- 
mero que  se  asigna  en  el  legajo  al  parte  o  comprobación. 

Rectificación  de  inscripciones.  Ley.  Art.  93.  Por  expediente  guber- 
nativo pueden  rectificarse:  l.*'  Las  menciones  erróneas,  de  identidad, 
siempre  que  ésta  quede  indubitablemente  establecida  por  las  demás  circuns- 
tancias de  la  inscripción.  2.°  La  indicación  equivocada  de  sexo,  cuando 
no  haya  duda  sobre  la  identidad  del  nacido  por  las  demás  circunstancias. 
3.°  Cualquier  otro  error,  cuya  evidencia  resulte  de  confrontación  con  otra 
u  otras  inscripciones  que  hagan  fe  del  hecho  correspondiente. 

94.  Por  expediente  gubernativo  con  dictamen  fiscal  favorable:  1.°  Aque- 
llos errores  cuya  evidencia  resulte  de  la  confrontación  con  los  documentos 
en  cuya  sola  virtud  se  practicó  la  inscripción.  2.°  Los  que  proceden  de 
documento  público  o  eclesiástico  ulteriormente  rectificado. 

Reglamento.  Art.  295.  Procede  la  rectificación  de  errores  provenien- 
tes de  documento  público  nacional  o  extranjero,  o  eclesiástico,  cuando  el 
original  o  matriz  haya  sido,  a  su  vez,  rectificado  por  el  procedimiento  legal 
correspondiente. 

Régimen  económico.  Ley.  Art.  98.  Son  enteramente  gratuitos  los  asien- 
tos del  Registro  civil,  las  licencias  de  enterramiento,  y  los  expedientes  re- 
lativos al  Registro  civil  no  expresamente  exceptuados. 

99.  Los  honorarios  por  reconocimientos  y  certificaciones  médicas,  las 
cuales  se  extenderán  siempre  en  papel  común,  serán  fijados  reglamenta- 
riamente. 

100.  Por  excepción  rigen,  a  los  efectos  económicos,  las  reglas  de  la 
jurisdicción  voluntaria:  1.°  En  los  expedientes  de  cambio  de  nombre  o 
de  apellidos,  distintos  del  de  Expósito  y  análogos.  2.°  En  los  motivados 
por  infracción  de  las  obligaciones  que  impone  esta  ley.  En  estos  casos  se 
impondrán  las  costas  al  infractor,  que  a  este  efecto  será  previamente  ci- 
tado. 3.°  En  los  expedientes  para  declaraciones  con  valor  de  simple  pre- 
sunción. 

101.  Los  considerados  pobres  gozarán  de  gratuidad  absoluta  en  los  ser- 
vicios del  Registro  civil.  Por  tanto  no  podrá  exigirseles  exacción  por  la 
tramitación  de  expedientes,  honorarios  médicos,  precio  del  libro  familiar, 
o  por  certificaciones,  las  cuales  se  expedirán  en  papel  de  oficio. 

Reglamento.  Art.  370.  Son  gratuitos:  l.«  Las  declaraciones  de  na- 
cimiento y  defunción  y  las  diligencias  de  aviso  y  asistencia  a  la  celebra- 
ción del  matrimonio  canónico.  2.°  Los  expedientes  de  fe  de  vida,  sol- 
tería o  viudez.  3.°  Las  diligencias  y  certificaciones  de  los  Libros  de  Fa- 
milia y  Filiación,  por  los  que  sólo  podrá  cobrarse  el  precio  del  impreso 
fijado  por  el  Ministerio  de  Justicia.  4.°  Las  actuaciones  señaladas  por  la 
ley  con  tal  carácter;  y  en  general  todas  las  que  no  devenguen  derechos 
especialmente  señalados  en  arancel  legalmente  confeccionado. 

372.  Los  pobres  gozarán  de  exención  de  toda  clase  de  derechos  en  las 
actuaciones  del  registro,  incluso  los  de  urgencia  y  auxilio  registral,  de- 
biendo expedirse  por  correo  oficial  la  correspondencia  relativa  a  sus  so- 
licitudes. 

Son  pobres  a  efectos  del  registro,  los  que  tengan  ingresos  no  superiores 
al  doble  del  jornal  medio  de  un  bracero  de  la  localidad;  lo  que  se  acre- 
ditará por  escrito  del  alcalde  o  de  la  tenencia  de  la  alcaldía,  de  fecha  no 
anterior  en  90  días  naturales  a  su  presentación. 

374.  No  devengan  derechos  las  certificaciones  de  fe  de  vida,  soltería 
o  viudez  solicitadas:  1.°  Por  pobres.  2.°  Para  surtir  efectos  en  expe- 
dientes de  familia  numerosa.    3.°    Por  los  asegurados  y  derecho-habientes 
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para  los  seguros  sociales  obligatorios  y  percepción  de  sus  beneficios. 
4.°  Por  legaciones  y  consulados  extranjeros  a  efectos  oficiales.  5.°  Por 
cualquier  autoridad  civil  o  eclesiástica  de  oficio  o  a  instancia  de  pobre. 
6.°  Por  los  que  aporten  el  impreso  oficial  para  extenderlas,  con  cita  de  la 
disposición  de  exención,  aprobado  por  la  Dirección,  y  sellado  per  la  oficina 
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Nota:  Por  Orden  del  Ministro  de  Justicia  se  han  publicado  los  formula- 
rios para  las  distintas  actuaciones. 
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competencia  435;  en  España  436; 
derecho  concordado  437. 
Causas  de  separación  o  divorcio 
438;  efectos  civiles  de  la  deman- 
da 439;  innovaciones  en  la  legis- 
lación civil  440;  incoherencias? 
441;  inscripción  de  efectos  civi- 
les de  las  sentencias  y  resolucio- 
nes 442;  proceso  judicial  o  admi- 
nistrativo 443. 
Notificación  de  sentencias  y  reso- 
luciones eclesiásticas  en  causas 
matrimoniales  a  la  autoridad  ci- 
vil 444;  notificación  de  otros  ac- 
tos 445. 

Cédulas  bancarias  103. 

Centros  docentes,  exención  tributa- 
ria 376. 

Ciencias  eclesiásticas,  cursos  en  uni- 
versidades estatales  512;  en  cen- 
tros eclesiásticos,  admisión  de  se- 
glares 513. 

Circunscripción  de  diócesis  215-26. 
Ver  Diócesis. 

Ciudad  Vaticana  personalidad  inter- 
nacional 60.  Ver  Estado  Vaticano 
157-9. 

Cláusula  «Rebus  sic  stantibus»  77. 
Clases  pasivas,  subvención  del  Esta- 
do 361. 

Clérigos  y  religiosos,  exención  de  car- 
gos públicos  313-5;  de  servicio 
militar  316-23;  604.  Ver  Cargos. 
Exención. 

Coadjutorías  con  derecho  a  sucesión 
103. 

Colecta  «VA  fanmlos»  196. 

Colectas,  facultad  de  la  Iglesia  para 
hacerlas  346. 

Colegios  eclesiásticos  de  enseñanza 
l)r()fesional,  noción  547.  Los  co- 
legios de  los  religiosos  son  de  la 
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Iglesia  548;  objeciones  549;  Regla- 
mento 550. 
Derecho  de  la  Iglesia  551 ;  valor  ci- 
vil de  los  estudios  552;  vigilancia 
del  Estado  553;  inspección  por 
profesores  del  Estado  554;  exá- 
menes 555;  aportación  económica 
del  Estado  556. 

Colegios  mayores  562. 

Comillas.  Ver  Marqués. 

Composición  o  componenda  en  provi- 
sión de  beneficios  103. 

Concatedrales  224. 

Concordatos:  nombres  42;  posibilidad 
del  régimen  concordatario  43;  de- 
finición 44;  clases  45;  historia 
46-7;  necesidad  y  conveniencia 
48;  objeciones  49. 
Sujeto  50;  objeto  51;  forma  52; 
fin  53. 

Xatiiraleza  jurídica  54;  privilegio, 
pacto,  obligación,  derecho,  qué 
son  55. 

Teorías:  del  derecho  jurídico  esta- 
tal 56:  de  los  privilegios  57;  de 
los  pactos  58;  ecléctica  59. 

Pacto  internacional.  Personalidad 
internacional  de  la  Iglesia,  his- 
toria 60;  objeciones  61;  mani- 
festaciones de  la  personalidad  in- 
ternacional 62;  derecho  de  repre- 
sentación diplomática  63;  trata- 
dos internacionales  64;  asistencia 
a  congresos  internacionales  65. 
El  Concordato,  pacto  internacio- 
nal 66-7. 

Contrato-Ley  68;  distinción  entre 
contrato  y  ley  69;  teoría  dualis- 
ta 70;  monista  71. 

Obligación  concordataria,  funda- 
mento jurídico  72. 

Fuerza  jurídica  del  Concordato  73; 
validez  74;  interpretación  75. 

Cesación  76;  por  cambio  del  esta- 
do de  cosas:  «rebus  sic  stantibus» 
77;  por  cambio  en  la  nación  con- 
cordataria 78;  Concordato  de  Al- 
sacia-Lorena  79;  por  cambio  del 
régimen  80;  resumen  80-bis. 

Efectos  de  la  cesación  81;  cese  to- 
tal de  la  legislación  concordada, 
cesando  el  Concordato  81-2;  ce- 
sación de  la  legislación  concor- 
dada sobre  capellanías  83. 


Los  Concordatos  y  el  Código  canó- 
nico 84. 

Concordatos  españoles  92;  concordia 
de  D.^  Leonor  93;  Concordato  de 
Constanza  94;  texto,  Apénd.  X. 
xMemorial  de  Pimentel  y  Chuma- 
cero  95;  Apénd.  XI.  Concordia 
Fachinetti  96;  Apénd.  XII.  Con- 
cordato del  siglo  XVIII,  97;  de 
1714,  1917,  1737,  1753,  98-103; 
Apénd.  XIII-XVI.  Concordato  de 
1851,  104-105;  vicisitudes  106;  ro- 
tura en  la  segunda  República 
107;  texto,  Apénd.  XVII.  Conve- 
nio de  Í904,  texto,  Apénd.  XVIII; 
acuerdo  preliminar  para  la  re- 
forma del  Concordato  de  1851, 
Apénd.  XIX. 
Ansias  de  nuevo  Concordato  108; 
el  Papa  109;  los  diputados  cató- 
licos 110;  los  políticos  de  izquier- 
da, Melquíades  Alvarez  111;  Al- 
calá Zamora  112;  la  prensa  113; 
tentativa  frustrada  113-bis. 

Concordato  de  1953:  tentativas  114; 
gestión  115;  contenido  116;  índo- 
le 117-8.  Texto,  Apénd.  I. 
Título  e  introducción  119;  fin  120. 
Interpretación  y  aplicación  630. 
Derecho  supletorio  631.  Vigencia 
632.  Vacación  633.  Fuerza  634. 
Disposiciones  internas  del  Esta- 
do para  la  ejecución  635. 

Concurso.  Ver  Oposiciones. 

Concurso  a  parroquias  251-8.  Ver  Pa- 
rroquia. Provisión. 

Contribuciones,  potestad  de  la  Iglesia 
para  imponerlas  147;  exención  de 
las  civiles  366-77.  Ver  Tributos. 
Exención. 

Convenios  con  la  Santa  Sede.  Nom- 
bramiento de  Obispos,  Apénd.  II. 
Priorato  de  las  Ordenes  Militares, 
Apénd.  III.  —  Provisión  de  benefi- 
cios no  consistoriales,  Apénd.  IV. 
Honores  del  Jefe  del  Estado  en 
Santa  Alaría  la  Mayor,  Apénd.  V. 
Jurisdicción  castrense,  Apénd.  VI. 
Seminarios  v  Universidades,  VIL 
Rota,  VIII.  ^ 

Cristo  de  Mena  387. 

Cuerpo  eclesiástico  castrense,  consti- 
tución 572. 

Culto  y  clero,  exención  tributaria  de 
su  dotación  369. 
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Cultos.  Ver  Unidad  católica  121-37. 

Cursos  de  ciencias  eclesiásticas  en 
Universidades  del  Estado  512;  en 
Universidades  eclesiásticas,  admi- 
sión de  seglares  513. 

D 

Demolición  de  lugares  sagrados  398. 
Derechos  de  arancel  352-476. 
Desahucio  de  inmuebles  de  la  Igle- 
sia 377. 

Desamortización  175-6;  en  España 
177-9;  en  la  segunda  Repúbli- 
ca 181. 

Descanso  festivo  190. 

Diezmos,  potestad  de  la  Iglesia  346, 
348-50. 

Dignidades,  provisión  263-7. 

Diócesis:  nombres  215;  circunscrip- 
ción es  materia  espiritual  216; 
historia  217;  en  el  Concordato  de 
1851,  218;  en  el  nuevo  Estado 
219. 

Nueva  circunscripción  220;  encla- 
ves 221 ;  coincidencia  de  limites 
eclesiásticos  y  nacionales  222;  de 
la  sede  episcopal  con  la  capital 
de  provincia  223;  concatedrales 
224;  creación  de  nuevas  dióce- 
sis y  provincias  225;  cambio  de 
limites  225;  subsidio  del  Esta- 
do 226. 

Disidentes,  enseñanza  de  la  religión 
en  escuelas  del  Estado  500. 

Divorcio  438-41.  Ver  Separación  con- 
yugal. 

Donaciones,  facultad  de  la  Iglesia  346. 

Dotación  de  la  Iglesia:  sistemas:  pa- 
trimonio 351;  oblaciones  volun- 
tarias de  los  fieles,  tasas  de  aran- 
cel 352;  impuestos  eclesiásticos, 
sin  protección  civil,  protegidos, 
organizados  y  recaudados  por  el 
Estado  353;  presupuesto  del  Es- 
tado 354;  sistema  preferible  355. 
En  el  Concordato  español  356.  Con- 
mutación de  las  láminas  intrans- 
feribles de  la  deuda  pública  356. 
Presupuesto  de  culto  ij  clero  en  el 
(>)ncordato  357;  supresión  y  res- 
tablecimiento 358;  partícipes  359; 
para  Seminarios  v  Universidades 
360. 

Subvenciones  para  fines  eclesiásti- 


cos, templos,  etc.  361;  clases  pa- 
sivas 361- 

Exención  tributaria  de  la  dotación 
del  culto  y  clero  369. 

Dotación  de  Seminarios  523-30;  de 
Universidades  542.  Ver  Semina- 
rios. Universidades. 

E 

Educación  católica:  historia: 

En  el  Concordato  de  1851,  479; 
época  de  observancia  480;  de  res- 
friamiento 481;  de  laicismo  482. 
La  República  segunda:  escuela 
única  483;  restricción  del  derecho 
de  la  Iglesia  484-5;  escuela  laica 
486-7;  sentimiento  de  Pío  XI,  488; 
ejemplo  de  Bélgica  489. 
En  el  Estado  nuevo  490;  ley  de 
1945,  491.  Ver  Enseñanza.  Escue- 
las. 

Enclaves  221. 

Entrada  de  fuerza  pública  en  lugares 
sagrados  396. 

Enseñanza.  Ver  Educación.  Escuelas. 

Escuelas.  Ver  Educación.  Noción,  cla- 
ses 492;  principios.  Encíclica  de 
Pío  XI,  493;  cánones  sobre  la  en- 
señanza 494. 
Derecho  concordado:  enseñanza 
católica  495;  vigilancia  496;  de- 
creto sobre  inspección  eclesiásti- 
ca 497;  sanciones  por  faltas  con- 
tra la  religión  498. 
Enseñanza  de  la  religión  499;  los 
disidentes  500;  en  escuelas  pri- 
marias, el  profesor  501;  el  párro- 
co 502. 

En  centros  estatales  de  enseñanza 
media  y  superior  503;  el  profe- 
sor 504;  suficiencia  pedagógica 
505;  consideración  académica 
506;  remoción  507. 

En  centros  no  estatales,  el  profe- 
sor 508. 

En  iodos:  programas  y  textos  de 

religión  509. 
Exámenes  de  reválida  510;  conclu- 
siones 511. 
Escuela  única  483;  laica  486-7.  Ver 

Educación. 
Espolios  103. 

Estado  c  Iglesia,  paralelo  5-30.  Ver 
Iglesia  y  Estado.  Qué  es  7. 
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Estado  Vaticano,  personalidad  inter- 
nacional 60,  157;  el  Marqués  de 
Comillas,  intento  de  la  compra 
de  Roma  157;  constitución  158; 
carácter  159. 

Estudios  en  Seminarios,  efectos  aca- 
démicos civiles  539-40;  universi- 
tarios. Ídem  546. 

Exámenes  de  reválida  510. 

Exención  de  cargos  públicos  los  clé- 
rigos y  religiosos  313-4;  «Nihil 
obstat»  315;  exención  de  la  mili- 
cia 604;  Apénd.  VI. 

Exención  tributaria  de  la  Iglesia:  de- 
recho propio  362;  doctrina  no  rec- 
ta 363;  conclusión  364. 
En  el  Concordato  actual  365;  bie- 
nes inmuebles  exentos  366;  mue- 
bles exentos  367;  exención  del 
timbre  368;  de  la  dotación  de  cul- 
to y  clero  369;  los  notarios  ecle- 
siásticos 370. 
Sujeción  general  a  las  leyes  civiles 

tributarias  371. 
Exención  parcial  372. 
Reglamento  de  1959  sobre  exención 
según  el  art.  20  del  Concordato 
373. 

Exención  de  bienes  de  personas  ju- 
rídicas 374-5. 

Exención  total  de  impuestos  por 
las  adquisiciones  hechas  por  es- 
tablecimientos de  beneficencia  o 
de  instrucción  pública  sostenidos 
con  fondos  del  Estado  o  de  la 
Iglesia;  parcial  a  los  no  declara- 
dos benéfico  docentes  373,  376. 

Varias.  Representaciones  exentas  de 
derechos  de  autor;  edificios  desti- 
nados a  iglesias;  viviendas,  des- 
ahucio, resolución  de  arrenda- 
miento 377. 
Expropiación  de  lugares  sagrados 
399;  en  favor  de  la  Iglesia  400. 


F 

Facultades  del  Vicario  y  capellanes 
castrenses  606-12.  Ver  Jurisdic- 
ción castrense. 

Ferias  192. 

Fiestas:  el  Marqués  de  Comillas  182; 
observancia  183;  derecho  civil 
184;  canónico  185;  calendario  de 


fiestas  civiles  186;  días  festivos  en 
toda  la  Iglesia  187;  facilidades 
para  cumplir  los  deberes  religio- 
sos 188;  trabajos  excluidos  y  ex- 
ceptuados de  la  ley  del  descanso 
189;  descanso  festivo  190;  traba- 
jos agrícolas  191;  ferias  y  mer- 
cados 192. 
Fuero  de  los  españoles,  texto.  Apén- 
dice IX. 

Fuero  judicial,  privilegio  de  clérigos 
y  religiosos.  Ver  Privilegio. 

G 

Grados  académicos  para  canonjías  de 
oficio  269;  suplencia  por  cargos 
de  gobierno  272-bis;  por  magiste- 
rio 272-ter,  273;  valor  civil  de 
grados  eclesiásticos  545;  para  pro- 
fesores de  seminarios  531-5. 


H 

Hábito   eclesiástico   y  religioso,  uso 

indebido,  penas  345. 
Honores  litúrgicos  al  Jefe  del  Estado 

en  Santa  María  la  Mayor  309-11; 

Apénd.  V. 
Hospitales,  asistencia  religiosa  615-7. 

I 

Iglesia  y  Estado:  paralelo  5;  qué  es 
la  Iglesia  6;  qué  el  Estado  7. 

En  qué  convienen:  por  el  origen 
8-9;  consecuencia  10;  por  su  na- 
turaleza y  fin,  sociedad  perfec- 
ta 11;  la  Iglesia  es  sociedad  per- 
fecta y  soberana  12;  también  el 
Estado  13;  consecuencia  14.  Por 
las  relaciones  a  los  hombres,  am- 
bas son  necesarias  15-6;  conse- 
cuencia 17. 

En  qué  se  diferencia:  Por  su  ori- 
gen 18-9;  consecuencia  20.  Por 
su  fin  21;  la  Iglesia  es  sociedad 
sobrenatural  22;  consecuencia  23. 
Por  su  relación  al  hombre,  nece- 
sidad 24-5;  consecuencia  26. 

Armonía:  Por  su  origen  27;  por  su 
fin  28;  por  su  relación  al  hombre 
29.  Conclusión  30. 
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Relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Esta- 
do: Historia  31;  era  de  persecu- 
ción 32-4;  de  paz  35;  de  compe- 
netración 36;  de  ruptura  37;  de 
sometimiento  de  la  Iglesia  38;  de 
Concordatos  39;  triple  relación 
40;  prosperidad  actual  de  la  Igle- 
sia 41. 

Iglesia   persona   jurídica  internacio- 
nal; historia  60;  sociedad  perfec- 
ta en  los  Concordatos  139-41. 
Personalidad  juridica  149;  interna- 
cional 150;  la  Iglesia  Católica  y 
la  Santa  Sede  son  dos  personas? 
151;  historia  152. 
Teorías  sobre  la  internacionalidad 
de  la  Santa  Sede:  absolutismo  es- 
tatal   153;    soberanía  espiritual 
154;  objeciones  155. 
En  el  Concordato  de  Í953,  156. 

Iglesia  y  Estado  en  España  85;  épo- 
ca romana  8^3;  visigótica  87;  ára- 
be 88;  de  oro  89;  moderna  90; 
contemporánea  91. 

Impedimento  matrimonial  de  paren- 
tesco legal  430. 

Impuestos  de  la  Iglesia  353;  exención 
de  los  del  Estado.  Ver  Exención. 
Tributos. 

Independencia  de  la  potestad  eclesiás- 
tica 142. 

Inmunidades  eclesiásticas,  origen  ju- 
rídico 313;  de  cargos  públicos 
314-5;  de  milicia  316-23.  Ver  lu- 
gares sagrados. 

Inscripción  del  matrimonio  en  el  re- 
gistro civil  431-4.  Ver  Matrimonio. 
De  sentencias  y  resoluciones  ecle- 
siásticas en  causas  matrimonia- 
les 442. 

Inviolabilidad  de  lugares  sagrados. 
Ver  Lugares  sagrados. 


J 

Jefe  del  Estado.  Preces  193-7;  honores 
en  Santa  María  la  Mayor  309-11. 
Apénd.  V. 

.luramento  de  fidelidad  de  los  Obis- 
pos 207. 

Jurisdicción  castrense:  historia  563; 
durante  la  guerra  última  espa- 
ñola 564;  después  5(55. 


Derecho  canónico  general  566. 

Vicarios  castrenses  en  general.  Ins- 
trucción 567. 

Convenio  español  568;  jurisdicción 
concordada  569;  aportación  de 
los  Prelados  diocesanos  570.  Tex- 
to, Apénd.  VI. 

Vicariato  castrense  en  España, 
creación  571;  constitución  del 
cuerpo  eclesiástico  castrense  572. 

Vicario  General,  nombramiento 
573;  titulo  574;  vacante  575;  po- 
testad 576;  judicial  577;  Curia  cas- 
trense 578. 

Tenientes  Vicarios  579;  naturaleza 
580;  es  oficio  estricto  con  potes- 
tad ordinaria?  581;  disciplina  an- 
terior 582;  en  los  otros  vicariatos 
583;  en  España  actual  584;  nom- 
bramiento 585. 

Capellanes,  clases  586;  ingreso  en 
el  cuerpo  587;  cualidades  588; 
nombramiento  589;  subordinación 
al  Vicario  590;  sanciones  591;  su- 
jeción al  Ordinario  diocesano  592; 
jurisdicción  personal  593. 

Súbditos  castrenses  594;  asociacio- 
nes piadosas  595;  competencia  pa- 
rroquial de  los  capellanes  596. 

Matrimonio  597;  causas  matrimo- 
niales 598. 

Jurisdicción  cumulativa  599;  per- 
sonas civiles  en  lugares  castren- 
ses 600;  funciones  de  militares 
en  templos  diocesanos  601. 

Derechos  y  deberes  de  los  capella- 
nes 602. 

Aportación  de  clero  diocesano  y  re- 
ligioso 603. 

Exención  de  clérigos  y  religiosos 
de  la  milicia  604. 

Comparación  de  la  actual  jurisdic- 
ción castrense  con  la  antigua  605. 

Facultades  del  Vicario  y  capellanes 
606;  de  la  Cong.  Consistorial  has- 
ta fines  del  61,  607;  de  la  C.  de 
Sacramentos  608;  de  Ritos  609; 
Quinquenales  del  Vicario:  del 
S.  Oficio  ()1();  de  la  C.  de  Ritos 
611;  de  la  Penitenciaria  612. 

Ayunos  y  abstinencias  de  militares 
613;  tiempo  del  cumplimiento  pas- 
cual ()14. 
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L 

Láminas  de  la  deuda  pública,  conmu- 
tación 356. 

Lengua  española  en  causas  de  San- 
tos 312. 

Libertad  de  comunicación  en  la  Igle- 
sia 147. 

Licencia  de  menores  para  el  matrimo- 
nio 415-24.  Ver  Matrimonio  de  me- 
nores. 

Límites  de  diócesis  215-26.  Ver  Dió- 
cesis. 

Lugares  sagrados,  cuáles  son  393;  in- 
munidades 394;  derecho  concor- 
dado 395;  inviolabilidad  395;  en- 
trada de  la  fuerza  pública  396; 
ocupación  397;  demolición  398; 
expropiación  399;  en  favor  de  la 
Iglesia  400;  seguridad  y  sanidad 
401 ;  pena  por  la  violación  402. 


M 

Magisterio  para  canonjías  de  oficio 
272-3. 

Manifestaciones  externas  de  culto  130; 
qué  son  131-2. 

Marqués  de  Comillas,  proyecto  de 
compra  de  Roma  157;  por  el  des- 
canso festivo  182;  fundador  de  la 
Acción  Católica  623. 

Matrimonio:  trascendencia  403;  el  ca- 
nónico en  España,  historia  404; 
ley  del  matrimonio  civil  de  1870, 
405;  matrimonio  civil  en  el  Códi- 
go de  1889,  406;  en  la  segunda  Re- 
pública 407;  en  el  Estado  nue- 
vo 408. 

En  el  actual  Concordato  matrimo- 
nio canónico  único?  409;  matri- 
monios mixtos  410. 

Matrimonio  civil  de  los  apóstatas 
411;  según  los  cánones  412;  re- 
forma del  art.  42  del  Código  civil 
decreto  del  Ministro  de  Justicia, 
Apénd.  XX;  Circular  del  Director 
General  de  Registros  y  del  Nun- 
cio 413;  advertencias  414. 

Matrimonio  civil  de  la  República. 
y  de  apóstatas,  conflictos  466-7. 

Impedimentos  civiles  al  matrimo- 
nio canónico   425;  impedimento 


de  parentesco  legal  430;  sanciones 
por  matrimonios  ilegales  426. 
Matrimonio   de   militares,   ley  de 

1957,  427;  matrimonio  de  los  sol- 
dados de  prórroga  428. 

Matrimonio  de  viudas  429. 

De  menores,  licencia  415-24,  Apén- 
dice XXI. 

Inscripción  en  el  registro  civil 
431-2;  ley  del  Registro  433;  Regla- 
mento 434;  Apénd.  XXII. 

Régimen  del  matrimonio,  ley  de 

1958,  432;  Apénd.  XXI. 
Matrimonio  a  yuras  404. 

Menores,  licencia  para  el  matrimo- 
nio 415-24.  Ver  Causas  matrimo- 
niales. 

Ulereados  192. 

Militares.  Ver  Jurisdicción  castrense. 

Matrimonio  427-8. 
Misioneros,  exención  de  la  milicia  323. 


N 

«Nihil  obstat»  para  cargos  públicos 
315. 

Nombramiento,  presentación,  notifi- 
cación, diferencia  204-6.  Ver  Obis- 
pos. 

Notarios  eclesiásticos,  exención  tri- 
butaria 370. 

Notificación,  qué  es  204-6;  de  párro- 
cos nombrados  259;  de  sentencias 
y  resoluciones  en  causas  matri- 
moniales 444;  de  otros  actos  ecle- 
siásticos 445. 

Novicios,  exención  de  la  milicia  318; 
en  paz  320;  en  guerra  322. 

Nunciatura  en  España  160-1;  carác- 
ter jurídico  de  los  Nuncios  162; 
el  de  Madrid  163. 


O 

Obispos:  nombramiento,  historia  198; 
en  España  199;  derecho  concor- 
dado 200;  de  qué  Obispos  se  tra- 
ta 201;  procedimiento  202;  obje- 
ciones 203;  presentación,  prenoti- 
ficación  y  nombramiento  204-6; 
juramento  de  fidelidad  207.  Texto 
del  Convenio,  Apénd.  II. 

Oblaciones  voluntarias  de  los  fieles 
362. 
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Ocupación  de  lugares  sagrados  397. 

Oposición  a  canonjías  de  oficio  269; 
a  beneficios  286. 

Ordenes  militares.  Ver  Priorato  208- 
14;  Bula  «Ad  Apostolicam»,  Apén- 
dice III. 

Orfanatos,  asistencia  religiosa  615-7. 

Orientación  católica  por  radio,  televi- 
sión, etc.  114;  formación,  coope- 
ración 515. 


P 

Pacto,  qué  es  55;  teoria  del  Concor- 
dato-pacto 58;  internacional  66-7. 

Parentesco  legal,  impedimento  430. 

Párroco  en  escuela  primaria  502. 

Parroquia:  nombre  300;  noción  301; 
historia  302;  erección  y  modifica- 
ciones. Concordato  303-4;  vacan- 
te, dotación  305. 
Provisión  239-42;  de  patronato  243- 
7;  no  de  patronato  248-52;  ido- 
neidad del  candidato  242;  sistema 
preferible  para  comprobarla  249- 
51;  investigación  y  examen  252. 
Concurso  253;  especial  254;  gene- 
ral 255;  falencias  de  la  ley  256-7; 
conclusión  258;  prenotificación  de 
candidatos  259. 

Pase  regio  144. 

Patrimonio  eclesiástico  351. 

Patronato,  derecho  243-7. 

Penas  por  la  violación  del  privilegio 
del  fuero  344;  de  lugares  sagrados 
402;  por  matrimonios  ilegales 
426;  por  uso  indebido  del  hábito 
clerical  o  religioso  345. 

Penitenciario  régimen  de  clérigos  y 
religiosos  340. 

Pensiones  103. 

Personalidad  jurídica.  Ver  Iglesia. 
Santa  Sede. 

Personas  morales  en  la  Iglesia  164; 
personalidad  civil  165;  normas 
para  acreditarla  166;  capacidad 
de  adquirir,  poseer  y  administrar 
bienes  167;  impugnaciones  168; 
pruebas  de  este  derecho  169;  ne- 
cesidad de  bienes  170;  derecho 
nativo  e  independiente  171;  la 
Iglesia  poseyó  siempre  172. 
En  España  173-4.  Desamortización 
175;  injusticia  176;  historia  177; 


consecuencias  178;  juicio  179.  Dis- 
posiciones concordadas  antes  de 
1953,  180.  Desamortización  en  la 
segunda  República  181.  Capaci- 
dad económica  en  el  actual  Con- 
cordato 181-bis. 
Exención  tributaria  de  sus  bienes 
374. 

Postulantes,  exención  de  milicia  318; 
en  paz  320;  en  guerra  322. 

Potestad  de  la  Iglesia,  independencia 
142-146;  ejecutiva  339;  impositiva 
de  tributos  346. 

Preces  por  España  y  su  Jefe;  antece- 
dentes 193;  después  de  la  segun- 
da República  194;  Concordato 
195;  colecta  «Et  fámulos»  196; 
Angélica  y  oración  del  Viernes 
Santo  197. 

Precepto  pascual  para  militares,  tiem- 
po 614. 

Prelados,  quiénes  son  para  el  privi- 
legio del  fuero  333. 

Prenostificación  de  Obispos  al  Gobier- 
no 204-6;  de  párrocos  259. 

Presentación,  notificación  y  nombra- 
miento, diferencia  204-6. 

Presupuesto  del  Estado  para  la  Igle- 
sia 354-5;  en  el  Concordato  356; 
de  culto  y  clero  357;  supresión  y 
restablecimiento  358;  partícipes 
359;  para  Seminarios  y  Universi- 
dades 360. 

Primicias,  potestad  de  la  Iglesia 
346-8. 

Priorato  de  las  Ordenes  Militares: 
historia  208;  Bula  «Ad  Apostoli- 
cam» 209,  Apénd.  III;  supresión 
de  las  Ordenes  210;  derecho  con- 
cordado 211;  nombres  212;  Obis- 
po titular  213;  tribunal  de  apela- 
ción 214. 

Prisiones  para  clérigos  y  religiosos 

340;  asistencia  religiosa  615-8. 
Privilegio,  qué  es  55;  teoria  del  Con- 
cordato-privilegio 57. 
Privilegio  del  fuero:  noción  324;  his- 
toria 325. 
En  el  Código  canónico  326;  sujetos 
327;  tenor  328;  licencia  para  lle- 
var al  tribunal  laico  329;  valor 
de  la  sentencia  civil  330. 
En  Concordatos  modernos  331. 
En  el  Concordato  español  332;  cues- 
tión sobre  los  sujetos,  los  Freía- 
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dos  333;  clérigos  inferiores  en 
causas  contenciosas  334;  en  cri- 
minales de  delitos  eclesiásticos 
335;  recursos  de  fuerza  336;  de- 
litos civiles  y  mixtos  337;  potes- 
tad ejecutiva  de  la  Iglesia  338; 
competencia  de  la  Iglesia  339.  Ré- 
gimen penitenciario  340. 
Privilegio  de  competencia  341. 
Los  clérigos  testigos   en  tribunal 
civil  342;  secreto  profesional  343. 
Penas  por  violación  del  fuero  344. 

Profesores  de  seminarios,  dotación 
528;  cualidades  531-8;  de  univer- 
sidades 543.  Ver  Seminarios.  Uni- 
versidades. De  religión  en  escue- 
las del  Estado  501-8, 

Profesos,  servicio  militar  319-23. 

Prólogo  1;  materia  de  la  obra,  impor- 
tancia 2;  división  3. 

Provisión  de  beneficios  no  consisto- 
riales, convenio,  texto,  232-8, 
Apénd.  IV.  Ver  Beneficios  227-31. 

Provisión  de  parroquias.  Ver  Parro- 
quias 239-59. 
De  beneficios  capitulares.  Ver  Ca- 
bildos. 

Q 

Quindenios  103. 

R 

Radio  y  televisión,  orientación  cató- 
lica 514. 

«cRebus  sic  stantibus»,  cláusula  77. 
Recursos  de  fuerza  145,  336. 
Regalismo  143. 

Régimen  penitenciario  de  clérigos  y 
religiosos  340;  de  matrimonio  en 
España  432;  Apénd.  XXI. 

Registro  civil,  lev  v  reglamento.  Apén- 
dice XXII. 

Reglamento  de  ley  de  derechos  rea- 
les, artículos  373. 

Relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado. 
Ver  Iglesia  y  Estado.  En  Espa- 
ña 85-91. 

Religión  católica  es  la  del  Estado 
125-7;  la  única  128-9.  Ver  Es- 
cuelas. 

Religiosos,  exención  de  cargos  públi- 
cos 313-5;  de  milicia  316-23.  Ver 
Privilegio  del  fuero. 


Rentas  de  beneficios  vacantes  103, 
305. 

Representaciones,  exención  de  dere- 
chos de  autor  377. 

Reservas  pontificias  de  beneficios  290; 
historia  291;  en  el  Concordato  de 
1753,  103;  en  el  Código  canóni- 
co 292;  en  el  Concordato  actual 
293;  en  canonjías  de  oficio  270. 

Residencias  universitarias  562. 

Resultas  en  provisión  de  beneficios 
294;  en  el  Concordato  actual  295; 
del  Jefe  del  Estado  296;  de  la  San- 
ta Sede  297;  resumen  298;  resul- 
tas regias  antiguas  103. 

Rota  española:  Motu  proprio,  Apén- 
dice VIII;  origen  448;  supresión 
449;  restablecimiento  450;  nom- 
bre 451;  título  452;  normas  453. 
Caracteres:     tribunal  eclesiástico 
454;  privilegiado,  colegial,  ordi- 
nario, de  apelación  455. 
Constitución   456;   jubilación  457; 
cualidades  de  los  auditores  458; 
nombramiento,  títulos  459;  otros 
cargos  460;  el  Nuncio  461;  dere- 
chos y  deberes  de  los  cargos,  ju- 
ramento; el  decano  462. 
Turnos  463;  el  fiscal  intervención 
464;  excepción  de  sospecha,  ayu- 
da mutua,  calendario  465. 
Retribución,    cesación,  sanciones 
466. 

Competencia.  El  Romano  Pontífice 
467;  la  Rota,  recursos  y  apelacio- 
nes a  Roma  468;  a  la  Rota  Ro- 
mana? 469;  apelaciones  de  los  tri- 
bunales diocesanos  y  metropolita- 
nos a  la  Rota  Romana  470-1;  re- 
laciones de  la  Rota  Española  con 
la  Signatura  472. 

Abogados  y  procuradores  473. 

Proceduria  judicial  474;  cosa  juz- 
gada 475;  arancel  476. 

Reconocimiento  por  el  Estado  477. 
Auditores  españoles  en  la  Rota 
Romana  478. 

S 

Sacerdotes,  servicio  militar  319-23. 
Sanidad  en  lugares  sagrados  401. 
Santa  Sede,  personalidad  149-56. 
Secreto   profesional   del   clérigo  en 
tribunales  343. 
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Seguridad  en  lugares  sagrados  401. 
Seminarios:  nombre,  noción  516;  his- 
toria 517;  atentados  de  la  Repú- 
blica 519;  Universidades  518. 

Derecho  concordado:  texto,  Apén- 
dice Vil;  principio  520;  de  los 
religiosos,  ayuda  del  Estado  521. 

Diocesanos  522;  dotación,  historia 
523;  concordada  524;  de  Semina- 
rios menores  525;  mayores  526; 
paga  del  personal  por  nómina 
527;  personal  docente  y  adminis- 
trativo 528;  para  biblioteca,  edi- 
ficio, etc.  629;  becas  530. 

Profesores  de  cátedras  dotadas, 
quiénes  531;  cualidades  cultura- 
les 532. 

Curso  humanístico  533;  fdosófico 

534;  teológico  535. 
Oposiciones    536;  nombramiento 

537;  remoción  538;  jubilación  538. 
Estudios  539;   efectos  académicos 

540. 

Seminaristas,  exención  del  servicio 
militar  318;  en  paz  320;  en  gue- 
rra 322. 

Separación  conyugal  438-43. 

Servicio  militar  de  clérigos  y  religio- 
sos. Ver  Exención.  Historia  316; 
derecho  concordado  317;  conve- 
nio de  1950,  318;  Apénd.  VI;  en 
paz:  sacerdotes  y  profesos  319; 
seminaristas,  novicios  y  postulan- 
tes 320;  en  guerra:  sacerdotes 
321;  no  sacerdotes  322;  excepcio- 
nes 323. 

Sociedad  perfecta,  qué  es  11;  Iglesia 
y  Estado  son  perfectas  12-13;  la 
Iglesia  en  el  Concordato  139-41. 

Statu  quo  religioso  en  Africa  135-8. 

Subditos  castrenses  594;  personas  ci- 
viles en  lugares  castrenses  600. 

Subvenciones  del  Estado  para  fines 
eclesiásticos,  templos  y  clases  pa- 
sivas 361. 


T 

Tasas  de  la  bula  299. 

Televisión,  orientación  católica  514. 

Templos,  subvención  del  Estado  361; 

inviolabilidad  393-402. 
Tenientes  Vicarios  castrenses  579-85. 

Ver  Jurisdicción  castrense. 


Ternas  en  provisión  de  beneficios  288, 
Tesoro  artístico  eclesiástico:  historia, 
antes  de  la  segunda  República 
378;  en  la  República  379;  en  el 
Estado  nuevo  380. 
Tesoro  artístico  nacional,  concep- 
to 381;  propiedad  382;  doctrina 
de  la  Iglesia  383;  legislación  ci- 
vil 384;  competencia  de  la  Igle- 
sia 385;  cánones  386;  Cristo  de 
Mena  387. 
Derecho  concordado  388;  comisión 
del  tesoro  artístico  389;  su  com- 
petencia 390;  derecho  de  tanteo 
del  Estado  391;  archivos  eclesiás- 
ticos 392. 

Testigos  clérigos  y  religiosos  en  tri- 
bunales civiles  342. 

Tiempo  de  presentación  del  Jefe  del 
Estado  para  beneficios  289. 

Timbre,  exención  368;  en  acta  de  li- 
cencia para  contraer  matrimonio 
los  menores  424. 

Títulos  intransferibles  de  la  deuda 
pública,  conmutación  356. 

Títulos  académicos.  Ver  Grados. 

Tolerancia  de  cultos  privados  en  Es- 
paña 133-4;  de  públicos  en  Africa, 
statu  quo  135-8. 

Trabajos  excluidos  y  exceptuados  del 
descanso  festivo  189;  agrícolas 
191. 

Tributos,  potestad  de  la  Iglesia  para 
imponerlos  346-7;  exención  de 
los  civiles  362-77.  Ver  Exención 
tributaria. 
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Unidad  católica.  Menéndez  Pelayo 
121.  En  el  Concordato  actual  122; 
hecho  histórico  123;  elevado  a 
derecho  124. 

Religión  católica  la  del  Estado  125; 
objeciones  126-7;  es  la  única  128; 
objeciones  129. 

Manifestaciones  externas  de  cultos 
disidentes  en  territorio  español 
130;  qué  son  131-2;  tolerancia  de 
cultos  privados  en  España  133; 
objeciones  134;  de  cultos  públicos 
en  Africa,  statu  quo  135-8;  in- 
transigencia inmoderada?  137. 
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Universidades  de  estudios  eclesiásti- 
cos. Convenio,  Apénd.  VII;  his- 
toria en  España  518;  legislación 
concordada  541;  dotación  542; 
profesores  543;  alumnos  544;  gra- 
dos, valor  en  el  fuero  civil  545; 
convalidación  de  estudios  546; 
presupuesto  del  Estado  360. 
Universidad  católica  o  de  la  Iglesia 
para  cualesquiera  estudios  557-8; 
conveniencia  559.  En  España  560; 
objeciones  561;  colegios  mayores 
y  residencias  universitarias  562. 


V 

Vicario  General  castrense;  convenio, 
Apénd.  VI.  Ver  Jurisdicción  cas- 
trense 571-8. 

Vicarios  generales  castrenses,  Instruc- 
ción 567. 

Viernes  Santo,  oración  por  el  Jefe  del 
Estado  197. 

Viudas,  matrimonio  429. 

Viviendas,  exención  tributaria  377. 

Votos  del  Prelado  en  provisión  de  be- 
neficios 287. 
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